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PRESENTACIÓN 

El presente Cuadernillo de Jurisprudencia forma parte de una serie de publicaciones que 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos realiza con el objeto de dar a conocer sus 
principales líneas jurisprudenciales en diversos temas de relevancia nacional y regional. 

Este número, que ha sido actualizado a marzo de 2024, está dedicado a abordar la 
jurisprudencia contenciosa del Tribunal respecto de la República de Guatemala. Para su 
realización, se han sistematizado los párrafos más relevantes de los casos contenciosos 
guatemaltecos respecto de la competencia del Tribunal y de la admisibilidad de los casos, 
de las obligaciones generales de respeto y garantía y de adoptar disposiciones de derecho 
interno y de numerosos derechos reconocidos en la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos y otros instrumentos interamericanos. 

Este Cuadernillo es el quinto de diez publicaciones —entre los que se encuentran los 
cuadernillos de El Salvador, México, Panamá, Honduras, Nicaragua, Brasil, Uruguay, 
Bolivia y Paraguay— que difunden la jurisprudencia de la Corte Interamericana por país. 

En este caso, su elaboración se enmarca en el proyecto “Fortalecimiento de la protección 
de derechos humanos y el estado de derecho mediante el diálogo jurisprudencial, la 
optimización de capacidades institucionales y el cumplimiento de las sentencias de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua”, 
que el Tribunal lleva adelante con el apoyo de la Agencia Suiza para el Desarrollo y la 
Cooperación (COSUDE). La Corte Interamericana agradece el generoso apoyo de la 
cooperación suiza para la elaboración de esta publicación. 

Esperamos que este Cuadernillo de Jurisprudencia sirva para difundir las sentencias de la 
Corte Interamericana en Guatemala, entre sus autoridades, sus jueces y juezas, 
integrantes de fiscalías y defensorías públicas, la academia y las organizaciones de la 
sociedad civil, así como entre las personas interesadas en las decisiones del Tribunal en 
ese país y en toda la región. 

Nancy Hernández López 

Presidenta de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
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CUADERNILLOS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 

 
 

I.  ALCANCES DE LA COMPETENCIA DE LA CORTE IDH 

Concepto de “excepción preliminar” 

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 2501 

34. En primer lugar, el Tribunal considera pertinente señalar que si bien la Convención 
Americana y el Reglamento no desarrollan el concepto de “excepción preliminar”, en su 
jurisprudencia la Corte ha afirmado reiteradamente que por este medio se cuestiona la 
admisibilidad de una demanda o la competencia del Tribunal para conocer determinado 
caso o alguno de sus aspectos, en razón de la persona, la materia, el tiempo o el lugar. 
Una excepción preliminar tiene por finalidad obtener una decisión que prevenga o impida 
el análisis sobre el fondo del aspecto cuestionado o del caso en su conjunto. Por ello, el 
planteamiento debe satisfacer las características jurídicas esenciales en contenido y 
finalidad que le confieran el carácter de excepción preliminar. 

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 2582 

30. El artículo 42.1 del Reglamento de la Corte establece que las excepciones preliminares 
solo pueden ser opuestas en el escrito de contestación. La interposición de la excepción 
preliminar de no agotamiento de los recursos internos es un derecho procesal del Estado. 
Por lo tanto, el Estado puede renunciar a este derecho en cualquier momento del 
procedimiento. 

31. En el presente caso, el Estado interpuso una excepción preliminar de no agotamiento 
de los recursos internos en su escrito de contestación. En la siguiente oportunidad 
procesal, la audiencia pública, el Estado manifestó claramente y en términos precisos que 
retiraba dicha excepción preliminar. No obstante, posteriormente en sus alegatos finales 
escritos, el Estado “reiter[ó]” dicha excepción preliminar. Esta Corte recuerda que según 
la práctica internacional y conforme con su jurisprudencia, cuando una parte en un litigio 
ha adoptado una actitud determinada que redunda en deterioro propio o en beneficio de 
la contraria, no puede luego, en virtud del principio del estoppel, asumir otra conducta 
que sea contradictoria con la primera. 

32. La Corte ha valorado las manifestaciones realizadas por los Estados durante las 
audiencias públicas de la misma forma que las manifestaciones escritas y considera que 

 
1 El caso se refiere a las cinco masacres perpetradas en contra de los miembros de la comunidad de Río Negro 
ejecutadas por el Ejército de Guatemala y miembros de las Patrullas de Autodefensa Civil en los años 1980 y 1982, 
así como a la persecución y eliminación de sus miembros y las posteriores violaciones de derechos humanos en 
contra de los sobrevivientes, incluida la falta de investigación de los hechos. La Corte declaró violados, entre otros, 
los derechos a la vida, integridad personal y libertad personal. Puede consultar el resumen oficial de la sentencia en 
el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_250_esp.pdf 
2 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la desaparición forzada de Edgar Fernando García 
por parte de agentes militares, así como por la falta de investigación y sanción de los responsables. La Corte 
estableció la violación, entre otros, de los derechos a la vida, a la libertad personal, a la libertad de pensamiento y 
expresión, a la libertad de asociación, a la protección a la familia, a los derechos del niño, a los derechos político y a 
las garantías judiciales. Puede consultar los detalles de la sentencia en el siguiente enlace: 
https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=236 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_250_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=236
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éstas producen los mismos efectos jurídicos. El acto de desistimiento de la excepción 
preliminar realizado por Guatemala durante la audiencia pública resulta necesariamente 
relevante para la determinación de la aplicación del principio de estoppel respecto de la 
posición contraria expuesta por el Estado en sus alegatos finales escritos. La Corte 
considera que la renuncia a la excepción preliminar realizada por el Estado durante la 
audiencia pública generó un efecto jurídico sobre el cual actuaron tanto los representantes 
como la Comisión, por lo cual Guatemala está impedida –en virtud del mencionado 
principio- de volver a interponer o “reiterar” dicha excepción preliminar en sus alegatos 
finales escritos. Por tanto, la Corte considera que el Estado desistió de la referida 
excepción preliminar y, en consecuencia, estima que no necesario el análisis de su 
procedencia. 

33. De igual manera, el Tribunal recuerda que las excepciones preliminares no pueden 
limitar, contradecir o vaciar de contenido el reconocimiento de responsabilidad de un 
Estado y, menos aún, el acuerdo de reparaciones ya alcanzado con las víctimas. En este 
sentido, la Corte hace notar que la alegada excepción preliminar de falta de agotamiento 
de recursos internos no resultaría compatible con el reconocimiento parcial de 
responsabilidad de Guatemala y el acuerdo de reparaciones ya firmado entre las partes 
en el presente caso. 

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
agosto de 2014. Serie C No. 2833 

15. Atendiendo a la naturaleza de cada uno de los argumentos formulados por el Estado, 
la Corte los considerará en las partes pertinentes de la presente Sentencia. 
Consiguientemente, sólo considerará como excepciones preliminares a los que tienen o 
podrían tener el carácter de tales, es decir, de objeciones que tienen carácter previo y 
tienden a impedir el análisis del fondo de un asunto cuestionado, mediante la objeción de 
la admisibilidad de un caso o la competencia de la Corte para conocer de un determinado 
caso o de alguno de sus aspectos, ya sea en razón de la persona, materia, tiempo o lugar, 
siempre y cuando dichos planteamientos tengan el carácter de preliminares. Si estos 
planteamientos no pudieran ser considerados sin entrar a analizar previamente el fondo 
de un caso, no pueden ser analizados mediante una excepción preliminar. 

Corte IDH. Caso Maldonado Ordóñez Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C No. 3114 

20. La Corte recuerda que considerará como excepciones preliminares únicamente 
aquellos argumentos que tienen o podrían tener exclusivamente tal naturaleza atendiendo 
a su contenido y finalidad, es decir, que de resolverse favorablemente impedirían la 
continuación del procedimiento o el pronunciamiento sobre el fondo. Ha sido criterio 
reiterado de la Corte que por medio de una excepción preliminar se presentan objeciones 
relacionadas con la admisibilidad de un caso o la competencia de la Corte para conocer de 

 
3 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la violación de sus obligaciones de garantía, en 
el marco del hostigamiento y las amenazas que sufrió la familia “A” debido a su actividad en la defensa de los 
derechos humanos, que tuvo como consecuencia su desplazamiento en el interior del país y al extranjero. La Corte 
IDH declaró violados, entre otros, los derechos a la integridad personal, de circulación y residencia, y los derechos 
políticos. Resumen oficial de la sentencia: https://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_283_esp.pdf 
4 El caso se relaciona con la responsabilidad internacional del Estado por la violación del derecho a la protección 
judicial de la señora Olga Yolanda Maldonado Ordoñez. La Corte IDH determinó que el Estado violó, entre otros, los 
derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial. Puede consultar el resumen oficial de la sentencia en el 
siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_311_esp.pdf 

https://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_283_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_311_esp.pdf
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un determinado caso o de alguno de sus aspectos, ya sea en razón de la persona, materia, 
tiempo o lugar. 

Corte IDH. Caso Girón y otro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 3905 

18. La Corte recuerda que las excepciones preliminares son actos mediante los cuales un 
Estado busca, de manera previa, impedir el análisis del fondo de un asunto cuestionado, 
para lo cual puede plantear la objeción de la admisibilidad de un caso o de la competencia 
del Tribunal para conocer de un determinado caso o de alguno de sus aspectos, ya sea en 
razón de la persona, materia, tiempo o lugar, siempre y cuando dichos planteamientos 
tengan el carácter de preliminares. Si estos planteamientos no pudieran ser considerados 
sin entrar a analizar previamente el fondo de un caso, no pueden ser analizados mediante 
una excepción preliminar. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Chitay Nech y otros Vs. 
Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 
2010. Serie C 212, párr. 38, y Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 387, párr. 17). 

Competencia ratione temporis 

Corte IDH. Caso Blake Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares. Sentencia de 2 
de julio de 1996. Serie C No. 276 

29. La Corte entra a considerar a continuación las excepciones preliminares planteadas 
por Guatemala. La primera excepción relativa a la falta de competencia de este Tribunal, 
en virtud de que la privación de la libertad (28 de marzo de 1985) y la muerte del señor 
Nicholas Chapman Blake (29 de marzo de 1985 de acuerdo con su acta de defunción) se 
produjeron en fecha anterior al sometimiento de Guatemala a la jurisdicción de esta Corte 
(9 de marzo de 1987), con la aclaración expresa de que ese reconocimiento se hacía 
respecto de los casos “acaecidos con posterioridad a la fecha en que esta declaración sea 
presentada al Secretario de la Organización de los Estados Americanos”. 

33. La Corte estima que la privación de la libertad y la muerte del señor Blake se 
consumaron efectivamente en marzo de 1985, ésta última el 29 de ese mes según el acta 
de defunción, tal como lo sostiene Guatemala, y que estos hechos no pueden considerarse 
per se de carácter continuado, por lo que este Tribunal carece de competencia para decidir 
sobre la responsabilidad de dicho Gobierno respecto de estos hechos y sólo en este 
aspecto debe estimarse fundada la excepción preliminar de que se trata. 

34. Por el contrario, por tratarse de una presunta desaparición forzada, las consecuencias 
de los mismos hechos se prolongaron hasta el 14 de junio de 1992, pues, según lo 
expresado por la Comisión en su demanda, existieron por parte de autoridades o agentes 
del Gobierno conductas posteriores, que en su concepto implican complicidad y 
ocultamiento de la detención y la muerte del señor Blake, ya que el fallecimiento de la 
víctima, no obstante que se conocía por parte de dichas autoridades o agentes, no se dio 

 
5 El caso se refiere a la vulneración de derechos por la condena a la pena de muerte y la ejecución mediante 
fusilamiento de los señores Roberto Girón y Pedro Castillo Mendoza. La Corte estableció que el Estado violó, entre 
otros, el derecho a la vida y a las garantías judiciales. Se puede consultar el resumen oficial de la sentencia en el 
siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_390_esp.pdf 
6 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la ineficacia en la investigación y sanción de los 
responsables de la detención y muerte del señor Blake. La Corte determinó la violación, entre otros, de los derechos 
a la vida, a la integridad personal y a la libertad personal. Puede consultar el resumen oficial de la sentencia en el 
siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=317 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_390_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=317
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a conocer a sus familiares a pesar de sus gestiones constantes para descubrir su paradero 
e inclusive se produjeron intentos para desaparecer los restos. Además, la propia Comisión 
afirma que se realizaron otras violaciones a la Convención Americana relacionadas con 
estos acontecimientos. 

37. En el artículo 17.1 de la citada Declaración de las Naciones Unidas se sostiene que: 
“Todo acto de desaparición forzada será considerado delito permanente mientras sus autores continúen 
ocultando la suerte y el paradero de la persona desaparecida y mientras no se hayan esclarecido los hechos”. 

A su vez, el artículo III de la mencionada Convención Interamericana dispone: 
“Los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales, las 
medidas legislativas que fueren necesarias para tipificar como delito la desaparición forzada de personas, y 
a imponerle una pena apropiada que tenga en cuenta su extrema gravedad. Dicho delito será considerado 
como continuado o permanente mientras no se establezca el destino o paradero de la víctima”. 

38. Además, en la legislación interna de Guatemala, el artículo 201 TER del Código Penal 
—reformado por Decreto No. 33-96 del Congreso de la República aprobado el 22 de mayo de 1996— dispone, 
en su parte pertinente, que el delito de desaparición forzada “se considera continuado en tanto no se libere 
a la víctima”. 

39. Lo anterior significa que, de acuerdo con los mencionados principios de derecho 
internacional, recogidos también por la legislación guatemalteca, la desaparición forzada 
implica la violación de varios derechos reconocidos en los tratados internacionales de 
derechos humanos, entre ellos la Convención Americana, y que los efectos de estas 
infracciones, aun cuando algunas, como en este caso, se hubiesen consumado, pueden 
prolongarse de manera continua o permanente hasta el momento en que se establezca el 
destino o paradero de la víctima. 

40. En virtud de lo anterior, como el destino o paradero del señor Blake no se conoció por 
los familiares de la víctima hasta el 14 de junio de 1992, es decir con posterioridad a la 
fecha en que Guatemala se sometió a la jurisdicción contenciosa de este Tribunal, la 
excepción preliminar que hizo valer el Gobierno debe considerarse infundada en cuanto a 
los efectos y conductas posteriores a dicho sometimiento. Por ello esta Corte tiene 
competencia para conocer de las posibles violaciones que imputa la Comisión al propio 
Gobierno en cuanto a dichos efectos y conductas. 

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250 

34. En primer lugar, el Tribunal considera pertinente señalar que si bien la Convención 
Americana y el Reglamento no desarrollan el concepto de “excepción preliminar”, en su 
jurisprudencia la Corte ha afirmado reiteradamente que por este medio se cuestiona la 
admisibilidad de una demanda o la competencia del Tribunal para conocer determinado 
caso o alguno de sus aspectos, en razón de la persona, la materia, el tiempo o el lugar. 
Una excepción preliminar tiene por finalidad obtener una decisión que prevenga o impida 
el análisis sobre el fondo del aspecto cuestionado o del caso en su conjunto. Por ello, el 
planteamiento debe satisfacer las características jurídicas esenciales en contenido y 
finalidad que le confieran el carácter de excepción preliminar. Por lo anterior, la Corte 
estima que, aunque el Estado no haya denominado expresamente como “excepción 
preliminar” al conjunto de alegatos con base en los cuales está impugnando la 
competencia temporal de la Corte para conocer de algunas violaciones de derechos 
humanos alegadas en el presente caso, tales alegatos cumplen con las características 
jurídicas esenciales que corresponden a una excepción preliminar de incompetencia 
ratione temporis pues tienen como fundamento una situación temporal, es decir, la fecha 
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del reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte, para excluir tales 
violaciones de este caso. Por lo tanto, a continuación el Tribunal analizará los alegatos 
correspondientes bajo este rubro. 

35. El Tribunal observa que el Estado pretende inhibir a la Corte del conocimiento de las 
violaciones de derechos humanos que hayan sucedido con anterioridad al 9 de marzo de 
1987, fecha en que Guatemala aceptó la competencia contenciosa del Tribunal, que no 
sean de carácter continuado o permanente y que no persistan hasta el día de hoy. No 
obstante, el Estado no precisó cuáles serían esas violaciones. La Corte reitera que como 
todo órgano con funciones jurisdiccionales, tiene el poder inherente a sus atribuciones de 
determinar el alcance de su propia competencia (compétence de la 
compétence/Kompetenz-Kompetenz). Los instrumentos de reconocimiento de la cláusula 
facultativa de la jurisdicción obligatoria (artículo 62.1 de la Convención) presuponen la 
admisión, por los Estados que la presentan, del derecho de la Corte a resolver cualquier 
controversia relativa a su jurisdicción. […] (En similar sentido, ver entre otros: Caso de la 
Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie C No. 211, párr. 44).  

37. Guatemala reconoció la competencia contenciosa de la Corte el 9 de marzo de 1987, 
y en su declaración indicó que el Tribunal tendría competencia para los “casos acaecidos 
con posterioridad” a dicho reconocimiento. Con base en ello y en el principio de 
irretroactividad, la Corte puede conocer de los actos o hechos que hayan tenido lugar con 
posterioridad a la fecha de dicho reconocimiento y que hayan generado violaciones de 
derechos humanos de ejecución instantánea y continuada o permanente. Por otro lado, el 
Tribunal también tiene competencia para conocer de violaciones de derechos humanos de 
carácter continuado o permanente aunque el primer acto de ejecución haya tenido lugar 
antes de la fecha del reconocimiento de competencia contenciosa de la Corte, si dichas 
violaciones persisten con posterioridad a dicho reconocimiento, puesto que se continúan 
cometiendo, de manera que no se infringe el principio de irretroactividad. (En similar 
sentido, ver entre otros: Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie C No. 211, párr. 45). 

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258 

26. La Corte recuerda que tiene competencia temporal, como regla general, a partir de la 
fecha de ratificación de los instrumentos respectivos y del reconocimiento de su 
competencia contenciosa, de acuerdo a los términos en que se hayan formulado dichas 
ratificaciones y reconocimiento. No obstante, observa que en el presente caso el Estado 
reconoció su responsabilidad internacional por la alegada violación de la libertad de 
pensamiento y expresión y la libertad de asociación como móvil de la desaparición forzada 
de Edgar Fernando García. Dicha alegada violación ocurrió y cesó antes de la fecha de 
reconocimiento de competencia del Tribunal. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Gudiel 
Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de 
noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 31). 

27. La Corte ha establecido que cuando un Estado reconoce su responsabilidad 
internacional por violaciones a la Convención Americana ocurridas antes del 
reconocimiento de la competencia de la Corte, dicho Estado renuncia a la limitación 
temporal al ejercicio de su competencia, respecto de los hechos o las violaciones 
reconocidas, otorgando así su consentimiento para que el Tribunal examine los hechos 
ocurridos y se pronuncie sobre las violaciones que se configuren al respecto. Por tanto, en 
virtud del reconocimiento de responsabilidad del Estado, el Tribunal considera que en el 
presente caso tiene competencia para conocer de la alegada violación de los artículos 13 
y 16 de la Convención, alegadas en perjuicio de Edgar Fernando García. (En similar sentido, 
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ver entre otros: Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 32). 

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 3287 

18. El Tribunal observa que el Estado pretende inhibir a la Corte del conocimiento de los 
hechos del caso que hayan sucedido con anterioridad al 9 de marzo de 1987, fecha en 
que Guatemala aceptó la competencia contenciosa del Tribunal, así como de aquellos 
hechos de carácter continuo o permanente cuyo primer acto de ejecución haya tenido 
lugar antes de dicha fecha. Lo anterior, con base en que habría interpuesto una “reserva” 
por medio de la cual limitó la competencia temporal del Tribunal. 

19. A efectos de determinar si tiene o no competencia para conocer un caso o un aspecto 
del mismo, el Tribunal debe tomar en consideración la fecha de reconocimiento de la 
competencia por parte del Estado, los términos en que el mismo se ha dado y el principio 
de irretroactividad, dispuesto en el artículo 28 de la Convención de Viena sobre el Derecho 
de los Tratados de 1969. En el presente caso, es claro que la Corte puede conocer de los 
actos o hechos que hayan tenido lugar con posterioridad a la fecha de dicho 
reconocimiento. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C 
No. 250, párr. 36). 

20. Por otro lado, el Tribunal también tiene competencia para conocer de violaciones de 
derechos humanos de carácter continuo o permanente aunque el primer acto de ejecución 
haya tenido lugar antes de la fecha del reconocimiento de competencia contenciosa de la 
Corte, si dichas violaciones persisten con posterioridad a dicho reconocimiento, puesto 
que se continúan cometiendo. Así, se recuerda al Estado que dentro del ámbito de su 
jurisdicción, corresponde a la Corte Interamericana evaluar las acciones u omisiones de 
agentes estatales en los casos ante ella, según la prueba presentada por las partes, y 
calificar las mismas de conformidad con la Convención Americana y demás tratados 
interamericanos que le otorgan competencia, a fin de determinar si el Estado ha incurrido 
en responsabilidad internacional. 

22. En el presente caso, Guatemala reconoció su responsabilidad internacional dentro del 
proceso ante la Comisión. Sin embargo, antes de que esta emitiera su Informe de Fondo, 
Guatemala también manifestó que “no reconoce la competencia ratione temporis de la 
Corte Interamericana [...] para conocer el Caso [...]”. Así, al someter el caso ante el 
Tribunal, la Comisión únicamente puso en conocimiento de este, “las acciones y omisiones 
estatales ocurridas o que continuaron ocurriendo con posterioridad al 9 de marzo de 1987, 
fecha de aceptación de la competencia contenciosa de la Corte Interamericana [...]”, “sin 
perjuicio de que [...] Guatemala acepte la competencia de la Corte para conocer la 
totalidad del presente caso”. Ahora bien, en el trámite ante esta Corte, es decir, en la 
contestación, en la audiencia pública y en sus alegatos finales escritos, Guatemala adoptó 
una posición consistente con el reconocimiento de responsabilidad efectuado ante la 
Comisión, en sentido que no negó los hechos del caso. Asimismo, durante la audiencia 
pública reconoció su responsabilidad internacional por los artículos 8 y 25 de la 
Convención, en relación con las investigaciones iniciadas en el presente caso a partir del 

 
7 El caso se relaciona con la responsabilidad estatal de Guatemala por una masacre en la aldea Chichupac ocurrida 
en 1982, y por diversas violaciones a los derechos humanos de los indígenas maya achí de dicha aldea y comunidades 
vecinas del municipio de Rabinal entre 1981 y 1986. La Corte determinó que el Estado violó, entre otros, los derechos 
a la vida, a la integridad personal, y al reconocimiento de la identidad jurídica. Puede consultar el resumen oficial de 
la sentencia en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_328_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_328_esp.pdf
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año 1993. Sin embargo, en todo momento negó expresamente su consentimiento a que 
el Tribunal conociera los hechos ocurridos con anterioridad a la fecha en que aceptó su 
competencia. 

23. Al respecto, la Corte considera que un Estado puede renunciar a una limitación 
temporal al ejercicio de su competencia de forma expresa o tácita, como por ejemplo, a 
través de un reconocimiento de responsabilidad internacional. Sin embargo, la voluntad 
del Estado de ser juzgado debe desprenderse claramente de su conducta procesal. En 
casos anteriores en que la Corte ha examinado la totalidad o alguna parte de los hechos 
ocurridos con anterioridad al reconocimiento de su competencia y se ha pronunciado sobre 
las violaciones que se configuraron al respecto, los Estados concernidos otorgaron al 
Tribunal, de forma expresa o tácita, su consentimiento para ello. 

24. En consecuencia, la Corte considera que en el presente caso no tiene competencia 
ratione temporis para declarar violaciones a la Convención Americana por las detenciones 
arbitrarias, torturas, ejecuciones extrajudiciales, violaciones sexuales y otras formas de 
violencia sexual, trabajos forzosos y destrucción y robos de propiedad presuntamente 
cometidos entre los años 1981 y 1986 en perjuicio de los habitantes indígenas mayas achí 
de la aldea Chichupac y comunidades vecinas, en lo cual lleva razón el Estado. No 
obstante, no le asiste la razón al Estado en cuanto a las consecuencias continuas o 
permanentes de estos hechos, sea que se trate de delitos instantáneos o permanentes 
conforme al derecho penal interno. Cualquiera sea la calificación penal interna, lo continuo 
es la violación a la Convención que se sigue cometiendo en la actualidad, toda vez que la 
infracción de que conoce esta Corte es la de derecho internacional actual, dado que no 
juzga penalmente a los funcionarios, sino al Estado por violación a la Convención. En tal 
sentido, yerra el Estado en cuanto objeta la competencia de la Corte respecto de la alegada 
desaparición forzada y la alegada omisión por parte del Estado de implementar garantías 
de retorno o un reasentamiento voluntario a favor de aquellas personas que 
permanecieron desplazadas luego del 9 de marzo de 1987, fecha a partir de la cual el 
Estado reconoció la competencia de la Corte, como también respecto de su alegada 
omisión de diligencia investigadora frente a graves violaciones a los derechos humanos, 
por ende, tampoco respecto de la reparación de los hechos. En vista de lo anterior, este 
Tribunal acoge parcialmente la excepción preliminar de falta de competencia ratione 
temporis. 

Corte IDH. Caso Masacre de la Aldea Los Josefinos Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de noviembre de 2021. 
Serie C No. 4428 

13. El Estado interpuso una excepción preliminar en la que alegó que la Corte no posee 
competencia por razón de tiempo para conocer los hechos ocurridos el 28 y 29 de abril de 
1982, en tanto que Guatemala aceptó la competencia contenciosa de la Corte el el 9 de 
marzo de 1987. Añadió que el reconocimiento de responsabilidad realizado en 14 de junio 
de 2005 por los hechos ocurridos el 29 y 30 de abril de 1982 no faculta a la Corte para 
conocer los hechos sometidos ante la Corte, en tanto “dicho reconocimiento y la 
competencia de este órgano son asuntos distintos” y que el reconocimiento de 
responsabilidad internacional “no significa que haya dado acceso a la jurisdicción de la 
Corte”. Asimismo, en relación con los alegatos relativos a la comisión de desapariciones 

 
8 El caso se relaciona con la responsabilidad internacional del Estado por la violación a distintos derechos humanos a 
raíz de la masacre perpetrada los días 29 y 30 de abril de 1982 por miembros del ejército guatemalteco en la Aldea 
Los Josefinos. La Corte determinó que el Estado violó, entre otros, los derechos a la integridad personal, a la 
protección judicial y a las garantías judiciales. Puede consultar el resumen oficial de la sentencia en el siguiente 
enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_442_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_442_esp.pdf
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forzadas, recordó que Guatemala ratificó la CIDFP el 27 de julio de 1999, por lo que el 
Tribunal carecería de competencia para pronunciarse al respecto. Por último, indicó que 
la limitación de competencia de la Corte alcanza los efectos que han surgido en el tiempo, 
esto en razón del principio accesorium sequitur principale el cual postula que lo accesorio 
no puede ser separado de lo principal.  

14. Los representantes alegaron que ni la Comisión ni dicha representación pretenden que 
la Corte se pronuncie sobre los hechos de la masacre ocurrida en 1982, sino sobre aquellos 
hechos posteriores al reconocimiento de competencia de la Corte realizado por Guatemala, 
precisando que muchos de ellos tienen un carácter permanente o continuado y sobre los 
cuales la Corte ya ha manifestado tener competencia para conocer, incluso si su inicio se 
dio antes del reconocimiento de competencia por parte del Estado.  

15. La Comisión destacó que, con respecto al presente caso, sometió a la Corte “las 
acciones y omisiones estatales que ocurrieron o continuaron ocurriendo con posterioridad 
al 9 de marzo de 1987”. Indicó, además, que la Corte ya se ha pronunciado al respecto 
en el caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala, en donde señaló que el Tribunal “también 
tiene competencia para conocer de violaciones de derechos humanos de carácter 
continuado o permanente, aunque el primer acto de ejecución haya tenido lugar antes de 
la fecha del reconocimiento de competencia contenciosa de la Corte, si dichas violaciones 
persisten con posterioridad a dicho reconocimiento, puesto que se continúan cometiendo, 
de manera que no se infringe el principio de irretroactividad”. En el mismo sentido, precisó 
que los hechos anteriores a dicho reconocimiento pueden resultar relevantes en el análisis 
que realice el Tribunal. Por último, con respecto a Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas, la Comisión recordó que la desaparición forzada ha 
sido reconocida como violación permanente que se prolonga en el tiempo, por lo que la 
Corte puede pronunciarse sobre la continuidad de las desapariciones forzadas de las 
víctimas desde que Guatemala depositó el instrumento de ratificación de dicho tratado.  

16. La Corte reitera que no puede ejercer su competencia contenciosa para aplicar la 
Convención Americana y declarar una violación a sus normas respecto a hechos alegados 
o conductas del Estado que pudieran implicar su responsabilidad internacional ocurridos 
con anterioridad a dicho reconocimiento de competencia. No obstante, es claro que la 
Corte puede conocer de los actos o hechos que hayan tenido lugar con posterioridad a la 
fecha de dicho reconocimiento. Asimismo, el Tribunal también tiene competencia para 
conocer de violaciones de derechos humanos de carácter continuo o permanente aunque 
el primer acto de ejecución haya tenido lugar antes de la fecha del reconocimiento de 
competencia contenciosa de la Corte, si dichas violaciones persisten con posterioridad a 
dicho reconocimiento, puesto que se continúan cometiendo.  

17. Sentado lo anterior, el Tribunal observa que Guatemala reconoció la competencia 
contenciosa de la Corte el 9 de marzo de 1987. Asimismo, la Corte advierte que, tanto la 
Comisión como los representantes, señalaron no pretender que se declare la 
responsabilidad internacional del Estado por hechos anteriores al 9 de marzo de 1987. En 
este sentido, la Comisión indicó que sometía ante la Corte “las acciones y omisiones 
estatales que ocurrieron o continuaron ocurriendo con posterioridad al 9 de marzo de 
1987”, dentro de las que se encontrarían “la desaparición forzada de tres personas que 
fueron vistas por última vez durante los eventos del 29 y 30 de abril de 1982 bajo custodia 
del Estado; el desplazamiento forzado que afectó a los 1498 sobrevivientes de la masacre 
y sus 111 familiares; y la violación a los derechos a garantías judiciales y protección 
judicial en contra de los familiares de las víctimas de la masacre, las víctimas de 
desaparición forzada y sus familiares y todas las víctimas sobrevivientes”. Teniendo en 
cuenta lo anterior, la Corte concluye que tiene competencia para conocer los hechos y las 
presuntas violaciones de derechos humanos sometidos por la Comisión ante la Corte y, 
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en particular, (i) las alegadas desapariciones forzadas iniciadas durante la masacre y (ii) 
el alegado desplazamiento forzado, (iii) la alegada violación a los derechos a la familia y 
niñez, (iv) la alegada violación de garantías judiciales y protección judicial, así como (v) 
la alegada afectación a la integridad personal.  

18. En congruencia con lo indicado, este Tribunal reafirma su jurisprudencia constante en 
cuanto a su competencia temporal y, dados los específicos argumentos invocados por el 
Estado, desestima la excepción preliminar." 

Competencia ratione materiae 

Corte IDH. Caso Blake Vs. Guatemala. Interpretación de la Sentencia de 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de octubre de 1999. Serie C No. 57 

41. La segunda excepción preliminar se apoya en la incompetencia de esta Corte por razón 
de la materia, pues Guatemala considera que los hechos en que se fundamenta la 
demanda no constituyen violación de ninguno de los derechos humanos y libertades 
reconocidos por la Convención Americana, en virtud de que configuran un ilícito penal de 
orden común que no puede ser imputable al Estado, ya que no puede presumirse que las 
Patrullas de Autodefensa Civil sean agentes del Estado de Guatemala, de manera que si 
los miembros de dichas Patrullas cometen actos delictivos, su responsabilidad es directa 
e individual. 

43. La Corte considera que esta segunda excepción no es preliminar sino más bien una 
cuestión efectivamente vinculada al fondo de la controversia. Para establecer si las 
Patrullas de Autodefensa Civil deben o no considerarse como agentes del Estado y por 
tanto, si los hechos que señala la Comisión Interamericana pueden ser imputables a dicho 
Estado, o por el contrario, sean delitos comunes, será necesario examinar el fondo de la 
controversia y 10 analizar las pruebas aportadas por las partes. En tal virtud, esta 
excepción debe desecharse por improcedente. 

Corte IDH. Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 2779 

37. Además, se hace notar que el artículo 7 de la Convención de Belém do Pará se refiere 
a medidas para “prevenir, sancionar y erradicar” la violencia contra la mujer y, en ese 
sentido, presenta una estrecha vinculación con los derechos a la vida y a la integridad 
personal, plasmados en los artículos 4 y 5 de la Convención Americana. Por ello, coadyuva 
a lo afirmado sobre la competencia de la Corte, lo referido antes por el Tribunal en relación 
al principio pro persona: 

el sistema de protección internacional debe ser entendido como una integralidad [conforme al] principio 
recogido en el artículo 29 de la Convención Americana, el cual impone un marco de protección que siempre 
da preferencia a la interpretación o a la norma que más favorezca los derechos de la persona humana, 
objetivo angular de protección de todo el Sistema Interamericano. En este sentido, la adopción de una 
interpretación restrictiva en cuanto al alcance de la competencia de este Tribunal no sólo iría contra el objeto 

 
9 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la falta de diligencia debida en la investigación 
de la desaparición y posterior muerte de María Isabel Véliz Franco, quien era menor de edad, así como la vulneración 
del derecho al debido proceso por la demora injustificada en el procesamiento del caso. La Corte IDH declaró que el 
Estado vulneró, entre otros, el deber de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos a la vida e integridad 
personal, en relación con los derechos del niño y con la obligación de actuar con debida diligencia para prevenir e 
investigar la violencia contra la mujer. Puede consultar el resumen oficial de la sentencia en el siguiente enlace: 
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_277_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_277_esp.pdf
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y fin de la Convención [Americana], sino que además afectaría el efecto útil del tratado mismo y de la 
garantía de protección que establece. 

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328 

[Alegada falta de competencia para conocer de supuestas violaciones a la Convención de 
Belém do Pará y a la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio] 

30. En segundo lugar, el Estado ratificó la Convención de Belém do Pará el 4 de enero de 
1995 sin reservas o limitaciones. Como ha indicado la Corte en los casos González y otras 
(“Campo Algodonero”) Vs. México, Veliz Franco y otros Vs. Guatemala, Espinoza González 
Vs. Perú, y Claudina Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala, “el tenor literal del artículo 12 
de la Convención Belém do Pará concede competencia a la Corte, al no exceptuar de su 
aplicación ninguna de las normas y requisitos de procedimiento para las comunicaciones 
individuales”. Cabe destacar que en otros casos contenciosos contra Guatemala, la Corte 
declaró la responsabilidad del Estado por la violación del artículo 7 de la Convención de 
Belém do Pará y no encuentra elementos que justifiquen apartarse de su jurisprudencia. 
Por lo tanto, la Corte desestima la excepción preliminar de falta de competencia de la 
Corte para conocer sobre el artículo 7 de la Convención de Belém do Pará. (En similar 
sentido, ver entre otros: Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277, párr. 36, y Caso Velásquez 
Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
19 de noviembre de 2015. Serie C No. 307, párr. 19). 

31. En tercer lugar, la Corte nota que ni la Comisión ni los representantes han solicitado 
al Tribunal declarar una violación de la Convención para la Prevención y la Sanción del 
Delito de Genocidio (CPSDG). En consecuencia, la excepción preliminar de falta de 
competencia de la Corte para declarar violaciones de la CPSDG carece de objeto, por lo 
que es desestimada. Sin perjuicio de ello, como en otros casos, incluso contra Guatemala, 
la Corte considera útil y apropiado interpretar la Convención Americana, teniendo en 
cuenta otros tratados del derecho internacional humanitario y el derecho penal 
internacional, habida consideración de su especifidad en la materia. 

[Alegada falta de competencia para determinar la comisión de delitos] 

35. Este Tribunal ya aclaró que dentro del ámbito de su jurisdicción, le corresponde 
evaluar las acciones u omisiones de agentes estatales en los casos ante ella y calificar las 
mismas de conformidad con la Convención Americana y demás tratados interamericanos 
que le otorgan competencia. Para este ejercicio, también podrá tomar en cuenta otros 
instrumentos internacionales, habida cuenta de su especificidad en la materia. Además, a 
la Corte no le corresponde analizar ni determinar responsabilidades individuales, cuya 
definición compete a los tribunales penales internos e internacionales. De este modo, la 
excepción preliminar interpuesta por el Estado en cuanto a la falta de competencia de la 
Corte para pronunciarse sobre delitos carece de fundamento, por lo que es desestimada. 

[Alegada falta de competencia para decretar la invalidez de la amnistía] 

39. La Corte recuerda que las excepciones preliminares son actuaciones del Estado que 
buscan, de manera previa, impedir el análisis del fondo de un caso. Consecuentemente, 
si estos planteamientos no pudieran ser considerados sin entrar a analizar previamente el 
fondo de un caso, no pueden ser analizados mediante una excepción preliminar. Al 
respecto, el análisis de la validez de una ley es una cuestión de fondo. Además, ni la 
Comisión ni los representantes han solicitado al Tribunal declarar la invalidez de la Ley de 
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Reconciliación Nacional en sí misma, sino que cuestionan su posible aplicación en el 
presente caso. Por estas razones, la excepción preliminar interpuesta por el Estado en 
cuanto a la alegada falta de competencia de la Corte para pronunciarse sobre la invalidez 
de la Ley de Reconciliación Nacional es desestimada. 

Corte IDH. Caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2017. 
Serie C No. 33910  

15. El Estado argumentó que el artículo 62.3 de la Convención Americana implica que en 
ningún momento la Corte debe señalar responsabilidad al Estado por violación a derechos 
consagrados en la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas. 
Respecto al caso concreto, sostuvo que no se ha probado que en la desaparición de Mayra 
Angelina Gutiérrez Hernández haya habido participación, aquiescencia, consentimiento o 
tolerancia de autoridades del Estado, por consiguiente no puede ni debe hacerse referencia 
al tema de desaparición forzada y menos aún se puede alegar la violación del articulado 
de la referida Convención. […] 

18. Guatemala depositó su instrumento de ratificación de la Convención Interamericana 
sobre Desaparición Forzada de Personas (CIDFP) en la Secretaría General de la OEA el 25 
de febrero de 2000, sin limitación a la competencia de la Corte ni reservas vigentes. Esta 
Corte ha establecido de forma reiterada que el artículo XIII de la CIDFP, en relación con 
el artículo 62 de la Convención Americana, fija la facultad de la Corte para conocer de los 
asuntos relacionados con el cumplimiento de los compromisos contraídos por los Estados 
Partes en dicho instrumento. Es claro entonces que la Corte es competente para conocer 
de las alegadas violaciones a dicho instrumento interamericano. Por otra parte, este 
Tribunal recuerda que la evaluación de si determinados hechos constituyeron 
desapariciones forzadas de conformidad con la Convención Americana y la CIDFP es un 
asunto de fondo, sobre el cual no corresponde pronunciarse de forma preliminar. Por 
tanto, la Corte desestima la excepción preliminar de falta de competencia de la Corte para 
conocer sobre alegadas violaciones de la CIDFP. (En similar sentido, ver entre otros: Caso 
Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. 
Serie C No. 328, párr. 29). 

Competencia ratione personae 

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 21211 

45. Con base en lo anterior, y en el reconocimiento parcial de responsabilidad del Estado, 
el Tribunal considera como presuntas víctimas a Florencio Chitay Nech y sus hijos 
Encarnación, Pedro, Eliseo, Estermerio y María Rosaura, todos de apellidos Chitay 
Rodríguez, sobre quienes no existe controversia entre las partes respecto a su 
identificación con esa calidad. La Corte hace notar que por razones procesales, debido a 

 
10 El caso trata sobre la responsabilidad internacional del Estado por la falta de debida diligencia en la investigación 
de la desaparición de Mayra Gutiérrez. La Corte IDH declaró violados, entre otros, los derechos a las garantías 
judiciales, protección judicial y el principio de igualdad y no discriminación. Puede consultar el resumen oficial de la 
sentencia en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_339_esp.pdf   
11 El caso se relaciona con la alegada desaparición forzada del dirigente político indígena maya kaqchikel, Florencio 
Chitay Nech, ocurrida a partir del 1 de abril de 1981 en la Ciudad de Guatemala y la posterior falta de debida diligencia 
en la investigación de los hechos, así como la denegación de justicia en perjuicio de sus familiares. Puede consultar 
el resumen de la sentencia en https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_212_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_339_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_212_esp.pdf
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que la Comisión en la demanda no incluyó como presunta víctima a Marta Rodríguez Quex, 
respecto de quien se presume un sufrimiento en igualdad de condiciones, no puede ser 
considerada en tal calidad por este Tribunal. Sin embargo, se resalta que la no 
determinación de violaciones en su perjuicio por esta instancia internacional no obstaculiza 
o precluye la posibilidad de que el Estado, discrecionalmente, adopte medidas reparatorias 
a su favor. 

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250 

51. Finalmente, con base en lo señalado en el artículo 35.2 del Reglamento del Tribunal, 
por tratarse de cinco masacres, tomando en cuenta la magnitud del caso, la naturaleza 
de los hechos y el tiempo transcurrido, el Tribunal estima razonable que sea complejo 
identificar e individualizar a cada una de las presuntas víctimas. No obstante, como ya se 
mencionó, en aras de poder resolver el presente caso es necesario que la Corte cuente 
con un mínimo de certeza sobre la existencia de tales personas. Con base en lo anterior, 
y considerando que no existe oposición del Estado para que otras personas sean incluidas 
como presuntas víctimas, siempre y cuando ello sea acorde con la excepción preliminar 
interpuesta, y no se “determinare error o confusión en su identificación”, en atención a 
las particularidades del presente caso, el Tribunal tendrá como presuntas víctimas a 
aquellas personas identificadas e individualizadas por los representantes que hayan 
sufrido alguna violación de derechos humanos que se encuentre dentro del ámbito de 
competencia temporal de la Corte y del reconocimiento parcial de responsabilidad del 
Estado, de acuerdo con lo resuelto en los Capítulos IV y V de esta Sentencia, en virtud de 
que el Tribunal cuenta con la prueba necesaria para verificar la identidad de cada una de 
esas personas. 

Corte IDH. Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277 

30. La Corte constata que los hermanos y abuelos de María Isabel Veliz Franco fueron 
señalados como víctimas en el Informe de Fondo, de conformidad al citado artículo 35.1 
del Reglamento. Por ende, resulta improcedente el argumento estatal de la falta de 
identificación de las víctimas. De modo adicional, cabe señalar que si bien algunos de los 
familiares de María Isabel no fueron nombrados en la petición inicial ni en el Informe de 
Admisibilidad, en diversos escritos de la representante, que fueron trasladados al Estado 
durante el trámite del caso ante la Comisión, se adujeron violaciones en perjuicio de los 
dos hermanos y abuelos de ella y el Estado tomó conocimiento de ello en dichas 
oportunidades. El Tribunal constata, además, que tales alegatos se vinculaban a la misma 
base fáctica considerada en el Informe de Admisibilidad. Igualmente, el Estado ante la 
Corte ha conocido dicha información y contó con el derecho de defensa. 

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
agosto de 2014. Serie C No. 283 

48. En ese sentido, la Corte resalta que las representantes deben señalar a todas las 
presuntas víctimas durante el trámite ante la Comisión y evitar hacerlo con posterioridad 
a la emisión del Informe de Fondo al que se refiere el artículo 50 de la Convención. Esto, 
pues la Comisión al momento de emitir el referido informe debe contar con todos los 
elementos para la determinación de las cuestiones de hecho y de derecho del caso, 
inclusive a quienes debe considerarse como víctimas, lo que no ocurrió en el presente 
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caso. (En similar sentido, ver entre otros: Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258, párr. 35). 

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328 

64. De conformidad con el mencionado artículo 35.2 del Reglamento, “[c]uando se 
justificare que no fue posible identificar a alguna o algunas presuntas víctimas de los 
hechos del caso por tratarse de casos de violaciones masivas o colectivas, el Tribunal 
decidirá en su oportunidad si las considera víctimas”. En su jurisprudencia al respecto, la 
Corte ha evaluado la aplicación del artículo 35.2 del Reglamento con base en las 
características particulares de cada caso, y ha subrayado que no es su propósito trabar 
con formalismos el desarrollo del proceso sino, por el contrario, acercar la definición que 
se dé en la Sentencia a la exigencia de justicia. Así, la Corte ha aplicado el artículo 35.2 
en casos masivos o colectivos con dificultades para identificar o contactar a todas las 
presuntas víctimas, por ejemplo, debido a la presencia de un conflicto armado, el 
desplazamiento o la quema o destrucción de los cuerpos de las presuntas víctimas, o en 
casos en que familias enteras han sido desaparecidas, por lo que no habría nadie que 
pudiera hablar por ellos. También ha tomado en cuenta la dificultad de acceder al área 
donde ocurrieron los hechos, la falta de registros respecto de los habitantes del lugar y el 
transcurso del tiempo, así como características particulares de las presuntas víctimas del 
caso, por ejemplo, cuando estas han conformado clanes familiares con nombres y 
apellidos similares, o al tratarse de migrantes. Igualmente, ha considerado la conducta 
del Estado, por ejemplo, cuando existen alegatos de que la falta de investigación 
contribuyó a la incompleta identificación de las presuntas víctimas. 

65. El presente caso es de carácter colectivo, se enmarca dentro del conflicto armado 
guatemalteco e involucra, en principio, aproximadamente 477 presuntas víctimas 
señaladas en el “Anexo único” del Informe de Fondo. Además, en este caso habrían 
ocurrido alegadas detenciones arbitrarias, múltiples ejecuciones extrajudiciales, 
desapariciones forzadas, violaciones y otras formas de violencia sexual, tortura, quema 
de casas y bienes, y el desplazamiento y persecución de los habitantes de la aldea 
Chichupac y comunidades vecinas, así como falta de acceso a la justicia, todo ello en un 
alegado contexto de graves y masivas violaciones a los derechos humanos, dentro del 
cual el pueblo maya habría sido particularmente afectado. Para algunas familias, dicho 
desplazamiento permanecería hasta la fecha. Aunado a ello, los hechos del presente caso 
ocurrieron entre 28 y 33 años antes de la presentación del Informe de Fondo al Tribunal 
el 5 de agosto de 2014. En este contexto, el Tribunal estima razonable que hubiese sido 
complejo identificar a la totalidad de las presuntas víctimas del caso. Por otra parte, el 
Estado no objetó de forma particular la calidad de presunta víctima de ninguna de las 
personas individualizadas por los representantes en el escrito de solicitudes y argumentos, 
ni en los escritos de 26 de junio de 2015 y 30 de mayo y 2 de junio de 2016, alegando 
únicamente y de forma genérica, que la identificación de dichas personas fue 
extemporánea. Por tanto, en aplicación del artículo 35.2 del Reglamento, esta Corte 
considerará como presuntas víctimas a aquellas personas identificadas e individualizadas 
por la Comisión en el Informe de Fondo, así como por los representantes en el “Listado 
General de Víctimas” y en el listado de “Personas individualizadas y desplazadas”, 
remitidos el 2 de junio de 2016, ya que, según aquellos, dichos listados “muestran y 
aglutinan la mayor cantidad de víctimas del caso”. Lo anterior, siempre y cuando el 
Tribunal cuente con la prueba necesaria para verificar la identidad de cada una de esas 
personas.  
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Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 35112 

38. De conformidad con el artículo 35.1 del Reglamento de la Corte, al someter el presente 
caso a la Corte la Comisión Interamericana identificó como presuntas víctimas a Flor de 
María Ramírez Escobar, Gustavo Tobar Fajardo, Osmín Ricardo Tobar Ramírez y a su 
hermano J.R. Tanto la Comisión como los representantes alegaron una serie de violaciones 
a la Convención Americana en perjuicio de ambos hermanos Ramírez. El Estado reconoció 
algunas de estas violaciones. Sin embargo, como consta en el expediente, J.R. no ha 
participado en ninguna etapa del proceso ante el sistema interamericano ni ha 
manifestado su consentimiento a ser parte del mismo. 

43. La Corte entiende la complejidad de un proceso de revinculación familiar por el cual 
es posible que J.R., aun cuando hasta ahora no ha manifestado su consentimiento para 
ser parte de este caso, podría hacerlo más adelante. No obstante, recuerda que debe 
guardar un justo equilibrio entre la protección de los derechos humanos, fin último del 
sistema interamericano, y la seguridad jurídica y equidad procesal que aseguran la 
estabilidad y confiabilidad de la tutela internacional. Si bien es cierto que los 
procedimientos en el marco del derecho internacional de los derechos humanos no pueden 
ser de un formalismo rígido pues su principal y determinante cuidado es la debida y 
completa protección de esos derechos, también es cierto que determinados aspectos 
procedimentales permiten preservar las condiciones necesarias para que los derechos 
procesales de las partes no sean disminuidos o desequilibrados. La seguridad jurídica exige 
que las presuntas víctimas o víctimas en un caso sean definidas a más tardar con el acto 
que pone fin a la controversia, es decir, la Sentencia. 

44. El sistema interamericano de derechos humanos permite la presentación de peticiones 
por cualquier persona, así como el inicio de la tramitación de una petición de oficio por 
parte de la Comisión, sin que necesariamente tengan que participar las presuntas 
víctimas, en aras de la protección del interés público. Sin embargo, a medida que avanza 
el proceso de una petición individual se requiere cada vez más la participación de las 
personas afectadas, por ejemplo, para ofrecer su consentimiento para las soluciones 
amistosas o su opinión respecto a que el caso sea sometido ante la Corte. Una vez el caso 
es sometido a la Corte es necesario el consentimiento de las presuntas víctimas a ser 
parte del proceso, siempre y cuando sea posible, en tanto su participación por sí mismas 
o por medio de sus representantes es indispensable en el procedimiento ante este 
Tribunal. 

45. Las organizaciones representantes en este caso han informado que “carecen de poder 
representación expreso de J.R.”, con quien no han podido establecer contacto hasta la 
fecha. En virtud de lo anterior, este Tribunal le remitió una comunicación con la finalidad 
de contactarlo directamente para informarle de la existencia de un proceso internacional 
que concierne sus intereses y para determinar si deseaba participar en el mismo. Sin 
embargo, J.R. no respondió a dicha comunicación y hasta el momento no existe ningún 
elemento de información que indique su interés en participar del caso. Por el contrario, la 
poca información con que cuenta este Tribunal, que fue transmitida por su hermano, es 
que no quiere participar del presente caso. 

46. La Corte advierte que el que J.R. no sea considerado presunta víctima o víctima en 
esta Sentencia no significa que no sea víctima de violaciones de derechos humanos por 

 
12 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la separación arbitraria de la familia, que finalizó 
en la adopción de los hijos de Gustavo Tobar Fajardo y Flor de María Ramírez Escobar. La Corte IDH determinó que 
el Estado violó, entre otros, el derecho a la protección familiar y la prohibición de discriminación. Puede consultar el 
resumen oficial en este enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_351_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_351_esp.pdf
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los hechos examinados en la misma. No obstante, como se mencionó previamente, en el 
proceso ante esta Corte el consentimiento de las personas para ser considerados parte en 
un caso, siempre y cuando sea posible, es un elemento fundamental para que la Corte 
adjudique responsabilidad internacional al Estado en su perjuicio. Si una persona no quiere 
ser considerado presunta víctima o víctima en un caso, la Corte debe atender y respetar 
dicha manifestación de voluntad. 

47. Por tanto, a efectos del presente caso, este Tribunal no considerará a J.R. como parte 
del mismo. En virtud de ello, no examinará ni declarará violaciones en su perjuicio, ni 
establecerá reparaciones a su favor. Lo anterior, sin embargo, no obsta para que la Corte 
examine la totalidad de los hechos del caso y establezca las violaciones que corresponda 
en perjuicio de su familia, particularmente su madre biológica, Flor de María Ramírez 
Escobar y su hermano biológico, Osmín Tobar Ramírez. Asimismo, esta determinación no 
deberá interpretarse en el sentido de vaciar de contenido o dejar sin efecto el 
reconocimiento de responsabilidad realizado por el Estado en perjuicio de J.R., ni las 
reparaciones que le pudieran corresponder a nivel interno en consecuencia. 

48. Por último, con la finalidad de proteger la privacidad de J.R. y la familia B., este 
Tribunal recuerda a las partes que deberán respetar la reserva de identidad ordenada en 
este caso en todos sus escritos e intervenciones ante este Tribunal, así como considera 
pertinente ordenar que las partes y la Comisión adopten todas las medidas necesarias 
para garantizar que las partes pertinentes de los documentos y actuaciones procesales 
que se refieren a su identidad no sean de exposición pública, salvo que él mismo o su 
representante legal lo autoricen expresamente. 

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 35613 

16. De conformidad con el artículo 35.1 del Reglamento, el Informe de Fondo debe 
contener la identificación de las presuntas víctimas. El artículo reglamentario 35.2 prevé 
una excepción. La Corte ha dicho que la misma opera cuando haya “un impedimento 
material o práctico para identificar a presuntas víctimas en casos de violaciones masivas 
o colectivas a los derechos humanos”. Para determinar la procedencia de la excepción, 
este Tribunal ha evaluado las características particulares de cada caso. 

17. En el presente caso, la Corte encuentra que los hechos afectaron a un número 
sustancial de miembros de la Comunidad “Aurora 8 de Octubre” (en adelante también “la 
Comunidad”) y que el caso trata de una violación colectiva de derechos humanos. Por lo 
tanto, dadas las particularidades del caso, es aplicable la excepción prevista en el artículo 
35.2 del Reglamento de la Corte. En consecuencia, este Tribunal determina que la señora 
Eulalia Antonio debe considerarse presunta víctima. 

 

 
13 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la muerte de 11 personas, entre ellas una niña 
y dos niños, y las lesiones de otras 29, ocurridas en la llamada “masacre de Xamán” el 5 de octubre de 1995, así 
como por la violación del derecho a la integridad personal en perjuicio de familiares de las víctimas. La Corte IDH 
declaró vulnerados, entre otros, el derecho a la vida, a las garantías judiciales y a la protección judicial. Resumen 
oficial de la sentencia: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_356_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_356_esp.pdf
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Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 35914  

27. La Corte recuerda que, conforme a su jurisprudencia, y de conformidad con el artículo 
50 de la Convención, y del artículo 35.1 del Reglamento de la Corte, corresponde a la 
Comisión, y no a este Tribunal, identificar con precisión, y en la debida oportunidad 
procesal, a las presuntas víctimas en un caso ante esta Corte. La seguridad jurídica exige, 
como regla general, que todas las presuntas víctimas estén debidamente identificadas en 
el Informe de Fondo, no siendo posible añadir nuevas presuntas víctimas en etapas 
posteriores, sin que ello conlleve un perjuicio al derecho a la defensa del Estado 
demandado. El propio Reglamento prevé la excepción a esta regla en su artículo 35.2, al 
establecer que “cuando se justificare que no fue posible identificar a alguna o algunas de 
las presuntas víctimas de los hechos del caso por tratarse de casos de violaciones masivas 
o colectivas, el Tribunal decidirá en su oportunidad si las considera víctimas”. (En similar 
sentido, ver entre otros: Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie C No. 211, párr. 20; 
Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de noviembre 
de 2012. Serie C No. 258, párr. 34, y Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2014. Serie 
C No. 283, párr. 47). 

28. La Corte recuerda que ha evaluado la aplicación del artículo 35.2 del Reglamento con 
base en las características particulares de cada caso, y lo ha aplicado en casos masivos o 
colectivos con dificultades para identificar o contactar a todas las presuntas víctimas, por 
ejemplo, debido a la presencia de un conflicto armado, el desplazamiento o la quema de 
los cuerpos de las presuntas víctimas, o en casos en que familias enteras han sido 
desaparecidas, por lo que no habría nadie que pudiera hablar por ellos. También ha 
tomado en cuenta la dificultad de acceder al área donde ocurrieron los hechos, la falta de 
registros respecto de los habitantes del lugar y el transcurso del tiempo, así como 
características particulares de las presuntas víctimas del caso, por ejemplo, cuando estas 
han conformado clanes familiares con nombres y apellidos similares, o al tratarse de 
migrantes. Igualmente, ha considerado la conducta del Estado, por ejemplo, cuando 
existen alegatos de que la falta de investigación contribuyó a la incompleta identificación 
de las presuntas víctimas, y en un caso de esclavitud. 

29. En el presente caso, la Corte constata que Roberto Gómez García, L.A.L., María Elena 
Morales Villafuerte, Heidi Mariela Lucas Gonzáles y Marvin Josué Lucas González, no fueron 
incluidos como víctimas directas por la Comisión en su Informe de Fondo, sino como 
familiares de las presuntas víctimas. Asimismo, la Corte advierte que los hechos 
planteados por la Comisión, en su Informe de Fondo, no hacen referencia alguna a la 
situación de salud de los familiares de las presuntas víctimas, ni a la atención médica que 
habrían recibido o dejado de recibir, sino que se refiere de manera genérica a las 
afectaciones a la integridad psíquica y moral que habrían sufrido los familiares y/o el 
círculo más cercano de las presuntas víctimas directas. Al respecto, la Corte considera 
que, en virtud del artículo 35.1 del Reglamento, y en resguardo del equilibrio procesal de 
las partes, y del derecho de defensa del Estado, que incluye el derecho del Estado de 
pronunciarse, en la debida oportunidad procesal, sobre alegadas violaciones a los 
derechos de las presuntas víctimas y sobre los hechos que las sustentan, la solicitud de 

 
14 El caso trata sobre la responsabilidad internacional del Estado por las violaciones a diversos derechos cometidos 
en perjuicio de 49 personas que viven o vivieron con el VIH y de sus familiares, tales como omisiones en el 
tratamiento médico de las víctimas, de garantizar una atención médica adecuada a mujeres embarazadas y la 
inacción estatal en materia de protección al derecho a la salud de la población que vive con el VIH. La Corte declaró 
violados, entre otros, el derecho a la salud, la prohibición de discriminación en relación con la obligación de garantizar 
el derecho a la salud, y el principio de progresividad. Puede consultar el resumen oficial de la sentencia en el siguiente 
enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_359_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_359_esp.pdf
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los representantes de incluir a los familiares de las presuntas víctimas como víctimas 
directas es improcedente. 

30. Por otro lado, la Corte considera que el hecho de que el presente caso se relacione 
con alegadas violaciones de los derechos de 49 personas no implica que se trate de un 
caso de violaciones masivas o colectivas en términos del artículo 35.2 del Reglamento, ni 
exime a los representantes de identificar a las presuntas víctimas en el momento procesal 
oportuno. La Corte advierte que el hecho de que la señora Katherine Alejandra Girón 
Zepeda fuera diagnosticada con el VIH en el año 2001 ofreció amplias posibilidades a los 
representantes para recabar la información relacionada con su condición y presentarla 
ante la Comisión. En ese sentido, no se evidencian dificultades materiales o prácticas de 
tal magnitud que podrían haber impedido a los representantes la identificación de la 
señora Girón Zepeda como presunta víctima del caso. Al respecto, la Corte considera que, 
aun en la hipótesis en que una presunta víctima se encuentre en situación de 
vulnerabilidad, corresponde a los representantes probar ante este Tribunal cómo ésta 
condición impidió la identificación de una presunta víctima, situación que no ocurrió en el 
presente caso. En consecuencia, la solicitud de los representantes de incluir a la señora 
Girón Zepeda como presunta víctima del caso es improcedente. 

Corte IDH. Caso Girón y otro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 390 

23. Con relación a la identificación de las presuntas víctimas, la Corte recuerda que el 
artículo 35.1 del Reglamento de la Corte dispone que el caso le será sometido mediante 
la presentación del Informe de Fondo, que deberá contener la identificación de las 
presuntas víctimas. Corresponde pues a la Comisión identificar con precisión y en la debida 
oportunidad procesal a las presuntas víctimas en un caso ante la Corte, salvo en las 
circunstancias excepcionales contempladas en el artículo 35.2 del Reglamento de la Corte, 
de conformidad con el cual, cuando se justifique que no fue posible identificarlas, por 
tratarse de casos de violaciones masivas o colectivas, el Tribunal decidirá en su 
oportunidad si las considera víctimas de acuerdo con la naturaleza de la violación. (En 
similar sentido, ver entre otros: Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277, párr. 29; Caso 
Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de octubre de 2019. 
Serie C No. 386, párr. 51, y Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 387, párr. 21). 

Regla del previo agotamiento de recursos internos 

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212 

29. De lo expuesto, esta Corte considera que del conjunto de los hechos señalados en la 
demanda no hay referencia ni se desprende que el señor Chitay Nech fuera privado de sus 
propiedades, sino únicamente: a) que cultivaba tierras; b) que fue objeto de amenazas y 
hostigamientos; c) que su casa de habitación fue atacada, y d) que huyó hacia la Ciudad 
de Guatemala. Los hechos alegados por los representantes configuran hechos nuevos, en 
razón de que no se encuentran en el marco fáctico de la demanda. En consecuencia, al no 
existir un fundamento en la demanda para alegar la presunta violación del artículo 21 de 
la Convención, resulta innecesario analizar los aspectos materiales de la excepción, es 
decir, si se han interpuesto y agotado los recursos de la jurisdicción interna, y si el Estado, 
al oponer esta excepción, ha especificado los recursos internos que aún no se han agotado 
y si demostró o no que estos recursos se encontraban disponibles y eran los adecuados y 
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efectivos. Por lo tanto, este Tribunal admite esta excepción preliminar en relación con 
dicha disposición. 

31. En cuanto a la excepción de falta de agotamiento de los recursos internos en relación 
con el artículo 22 de la Convención, esta Corte observa que en el escrito de contestación 
de la demanda el Estado se limitó a mencionar que “en ningún momento impidió o prohibió 
el derecho a la libre circulación y residencia de los peticionarios, por lo que no es 
responsable por la supuesta violación al artículo 22”. Al respecto, este Tribunal señala que 
dicho alegato no corresponde a una excepción preliminar sino a un asunto de fondo. 
Adicionalmente, la Corte nota que después de que el Estado había identificado tal alegato 
como una falta de agotamiento de los recursos internos, éste no fundamentó, de acuerdo 
con los principios del Derecho Internacional generalmente reconocidos, los recursos 
internos que aún no se han agotado, y en su caso, si estos recursos se encontraban 
disponibles y eran adecuados, idóneos y efectivos. 

Corte IDH. Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 27715 

42. La Convención Americana prevé en el artículo 46.1.a) uno de los requisitos “[p]ara 
que una petición o comunicación [...] sea admitida por la Comisión”, consistente en que 
“se hayan interpuesto y agotado los recursos de jurisdicción interna, conforme a los 
principios del Derecho Internacional generalmente reconocidos”. Una de las excepciones 
a ese requisito, establecida en el apartado c) del inciso 2 del mismo artículo 46, se 
presenta cuando “haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados 
recursos”. 

43. Como surge del Informe de Admisibilidad No. 92/06 de 21 de octubre de 2006, la 
Comisión recibió el 26 de enero de 2004 una “denuncia en [relación con] la investigación 
de la muerte de María Isabel Veliz Franco[...] quien desapareció el 17 de diciembre de 
2001”, y la “transmitió [...] al Estado el 24 de septiembre de 2004”. La Corte constata 
que entre el 24 de septiembre de 2004 y el 21 de octubre de 2006, el Estado remitió a la 
Comisión, además de solicitudes de prórroga, un total de seis comunicaciones sobre el 
caso. En el primer escrito, presentado a la Comisión el 16 de diciembre de 2004, el Estado 
describió acciones correspondientes a la investigación que llevaba a cabo el Ministerio 
Público a fin de “iniciar un proceso penal en contra de los culpables”, y observó que “[e]l 
caso de M[aría] I[sabel] V[eliz] F[ranco] aún est[aba] en [la] fase de investigación”. Al 
admitir el caso, la Comisión concluyó, en los términos del artículo 46.2.c) de la 
Convención, la existencia de un retardo injustificado. Al hacerlo, tuvo en cuenta un 
“conflicto de competencia de casi siete meses [que] constituy[ó] un factor contribuyete al 
retardo injustificado”. 

44. Ya se ha indicado que el Estado aceptó el atraso ocasionado por el conflicto de 
competencia, que se produjo entre el 11 de marzo y el 21 de noviembre de 2002; es decir, 
antes de la presentación de la petición inicial. Dado lo expuesto y considerando que en 
esas fechas, así como al presentarse la petición inicial y al dictarse el Informe de 
Admisibilidad, la investigación de los hechos permanecía en su fase inicial, no se hace 
evidente un error en lo determinado por la Comisión. Lo anterior además se vincula con 
los derechos consagrados en los artículos 8 y 25 de la Convención, que establecen que los 
procesos y recursos se substancien “en un plazo razonable” y con “r[a]pid[ez]”, según el 

 
15 El caso trata sobre la responsabilidad internacional del Estado por la violación a los derechos de Claudina Isabel 
Velásquez Paiz, quien fue hallada sin vida. La Corte IDH determinó que el Estado violó, entre otros, el deber de 
garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos a la vida e integridad personal. Puede consultar el resumen oficial 
en este enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_307_esp.pdf   

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_307_esp.pdf
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caso. Por ende, el retardo en su desarrollo podría constituir una violación a las garantías 
judiciales.  

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
agosto de 2014. Serie C No. 283 

20. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana dispone que para que una petición o 
comunicación de conformidad con los artículos 44 o 45 de la Convención sea admitida por 
la Comisión Interamericana, se requerirá que se hayan interpuesto y agotado los recursos 
de la jurisdicción interna, según los principios del Derecho Internacional generalmente 
reconocidos. Pero ello está sujeto a condiciones sustanciales y formales. Sustancialmente, 
según ha determinado invariablemente la Corte en su jurisprudencia iniciada en el primer 
caso contencioso que tuvo ante sí, ello supone que no sólo deben existir formalmente esos 
recursos, sino también deben ser adecuados y efectivos, como resulta de las excepciones 
contempladas en el artículo 46.2 de la Convención. Formalmente, una objeción al ejercicio 
de la jurisdicción de la Corte, basada en la supuesta falta de agotamiento de los recursos 
internos debe ser presentada en el momento procesal oportuno, esto es, durante las 
primeras etapas del procedimiento de admisibilidad ante la Comisión, y se debe señalar 
con precisión los recursos que deben agotarse y su efectividad. Esta interpretación que ha 
dado la Corte al artículo 46.1.a) de la Convención por más de dos décadas está de 
conformidad con el Derecho Internacional, por lo cual se entiende que luego de dicho 
momento procesal oportuno opera el principio de preclusión procesal. 

22. Al respecto, la Corte ha constatado que la referida petición inicial consistió en un relato 
de hechos que incluyó información acerca de las presuntas víctimas, la naturaleza u origen 
de la supuesta violación y los responsables de la misma, entre otros, y que en 
consecuencia, fue sobre esta integralidad de hechos que el Estado señaló que no se oponía 
a la petición. Por ende, aun cuando el Estado había interpuesto inicialmente esta excepción 
en el momento procesal oportuno y había sostenido que la petición devenía en inadmisible, 
luego cambió su posición durante el trámite de admisibilidad cuando manifestó que no se 
oponía a la petición de la familia A a pesar de no haberse agotado los recursos internos. 
En razón de ello, se configuró el desistimiento tácito de la excepción interpuesta por el 
Estado durante el trámite de admisibilidad ante la Comisión Interamericana. 

23. Cabe señalar que la Comisión Interamericana en su Informe de Admisibilidad tuvo en 
consideración que “[e]n el presente caso, el Estado sostiene que no obstante no se han 
agotado los recursos de la jurisdicción interna, señala que no se opone a la petición”. 
Aunado a ello, en su referido análisis de admisibilidad, la Comisión concluyó “que se 
ha[bía] verificado un retardo injustificado por parte de los órganos jurisdiccionales 
guatemaltecos respecto a los hechos denunciados” y, en consecuencia, aplicó la excepción 
al requisito de agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna prevista en el artículo 
46.2.c de la Convención Americana. 

24. En segundo lugar, durante el procedimiento ante esta Corte, nuevamente el Estado 
interpuso la excepción preliminar de falta de agotamiento de los recursos internos en 
términos del artículo 46 de la Convención Americana, “ya que en el presente caso, el 
proceso penal aún se encuentra en la etapa de investigación”. La Corte considera que en 
razón del referido desistimiento tácito de aquella objeción ante la Comisión, bajo el 
principio de estoppel, el Estado no puede variar su posición al argumentar ahora ante la 
Corte nuevamente la falta de agotamiento de recursos internos. 

25. Asimismo, la Corte destaca que el debate sobre la efectividad en la investigación penal 
de los hechos del presente caso implica una evaluación sobre las actuaciones del Estado 



 

24   

34 JURISPRUDENCIA SOBRE GUATEMALA 

 
en relación con sus obligaciones de garantizar los derechos reconocidos en la Convención 
Americana cuya violación se alega, lo cual es un asunto que se encuentra íntimamente 
relacionado con el fondo de la controversia. A su vez, la Corte toma nota que, durante el 
tiempo en que el presente caso estuvo bajo el conocimiento de la Comisión, Guatemala 
incorporó reformas en su normativa procesal penal relacionadas con los supuestos 
controles incorporados para “dinamizar el proceso penal”. Sin embargo, dado que éstos 
son argumentos expuestos por primera vez ante la Corte y sobrevinientes a la 
presentación de la petición inicial ante la Comisión, así como de su decisión de 
admisibilidad, no corresponde emitir un pronunciamiento al respecto en el marco de la 
presente excepción preliminar. En consecuencia, la Corte desestima la excepción 
preliminar de falta de agotamiento de los recursos internos planteada por el Estado. 

Corte IDH. Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C 
No. 30716 

23. La Convención Americana prevé en el artículo 46.1.a) que uno de los requisitos “[p]ara 
que una petición o comunicación […] sea admitida por la Comisión”, consistente en que 
“se hayan interpuesto y agotado los recursos de jurisdicción interna, conforme a los 
principios del Derecho Internacional generalmente reconocidos”. Una de las excepciones 
a ese requisito, establecida en el apartado c) del inciso 2 del mismo artículo 46, se 
presenta cuando “haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados 
recursos”. En este caso, en la petición inicial del 10 de diciembre de 2007, se invocó el 
artículo 46.2 de la Convención para señalar que no procedía agotar previamente los 
recursos internos. Por su parte, dentro del procedimiento de admisibilidad ante la 
Comisión y mediante comunicación de 17 de mayo de 2010, el Estado alegó que no se 
había cumplido con el requisito de agotamiento de recursos internos. Por tanto, la presente 
excepción preliminar fue planteada en el momento procesal oportuno. En el Informe de 
Admisibilidad de 4 de octubre de 2010, la Comisión aplicó la excepción al requisito de 
agotamiento de los recursos internos prevista en el artículo 46.2.c de la Convención, ya 
que “verific[ó] un retardo injustificado por parte de los órganos jurisdiccionales 
guatemaltecos respecto a los hechos denunciados”. 

24. La Corte recuerda que, para que proceda la excepción preliminar de la falta de 
agotamiento de los recursos internos, el Estado que presenta esta excepción debe 
especificar los recursos internos que aún no se han agotado, y demostrar que estos 
recursos se encontraban disponibles y eran adecuados, idóneos y efectivos. De esta forma, 
no es tarea de la Corte, ni de la Comisión, identificar ex officio cuáles son los recursos 
internos pendientes de agotamiento. El Tribunal resalta que no compete a los órganos 
internacionales subsanar la falta de precisión de los alegatos del Estado. 

25. Por otra parte, el artículo 46.2 de la Convención prevé que el requisito de previo 
agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando: a) no exista en la 
legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección 
del derecho o derechos que se alega han sido violados; b) no se haya permitido al presunto 
lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la jurisdicción interna, o haya sido 
impedido de agotarlos, y c) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados 
recursos. Al respecto, la Corte ha señalado que no procede agotar recursos ineficaces: 

 
16 El caso trata sobre la responsabilidad internacional del Estado por la violación a los derechos de Claudina Isabel 
Velásquez Paiz, quien fue hallada sin vida. La Corte IDH determinó que el Estado violó, entre otros, el deber de 
garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos a la vida e integridad personal. Puede consultar el resumen oficial 
en este enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_307_esp.pdf   

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_307_esp.pdf
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[…] se requiere que [el recurso] sea realmente idóneo para establecer si se ha incurrido en una violación a 
los derechos humanos y proveer lo necesario para remediarla. No pueden considerarse efectivos aquellos 
recursos que, por las condiciones generales del país o incluso por las circunstancias particulares de un caso 
dado, resulten ilusorios. Ello puede ocurrir, por ejemplo, cuando su inutilidad haya quedado demostrada por 
la práctica, […o] por cualquier otra situación que configure un cuadro de denegación de justicia, como sucede 
cuando se incurre en retardo injustificado en la decisión. 

27. Por su parte, en la mencionada comunicación de 17 de mayo de 2010 el Estado señaló, 
en cuanto al proceso de investigación de la muerte de Claudina Velásquez, que “los 
auxiliares de justicia que conocieron del hecho en 2005, realizaron acciones de urgencia 
para reca[b]ar la evidencia, acciones que fueron mal vistas por la familia Velásquez Paiz, 
por lo que los auxiliares de justicia tuvieron las sanciones correspondientes”. Asimismo, 
sostuvo: i) que “contin[uaba] dando seguimiento a todas las acciones de investigación a 
través del Ministerio Público”; ii) que el “procedimiento de investigación [...] no est[aba] 
concluido”; iii) que “en la línea de investigación que actualmente realiza el Ministerio 
Público, se tiene información de presuntos sospechosos para la presentación de una 
posible acusación”, y iv) que “la petición e[ra] inadmisible en virtud que aún no se ha[bían] 
interpuesto y agotado los recursos de la jurisdicción interna”. 

28. Al respecto, la Corte considera que, en su escrito, el mismo Estado aceptó que hasta 
la fecha hubo acciones por parte de “los auxiliares de justicia” que merecieron ser 
sancionadas, admitiendo implícitamente la posibilidad de que, al momento en que fue 
interpuesta la petición, los recursos de la jurisdicción interna sufrían de retardos 
injustificados o falta de efectividad. En este sentido, consta en el expediente una 
Resolución de fecha 20 de julio de 2006, es decir, anterior a la fecha en que fue interpuesta 
la petición inicial y anterior al escrito de Estado señalado, mediante la cual la Procuraduría 
de los Derechos Humanos de Guatemala declaró “la violación al deber de respetar y 
garantizar los derechos a la vida, a la seguridad personal, a la justicia dentro del plazo 
razonable y al derecho a la tutela judicial efectiva de Claudina Isabel Velásquez Paiz y sus 
familiares”, así como la “[v]iolación al derecho a ser tratado con dignidad y respeto para 
los familiares de la víctima que han exigido justicia”. Por otra parte, es procedente 
considerar que si bien el Estado indicó en su escrito de 17 de mayo de 2010, por medio 
del cual contestó lo afirmado en la petición inicial, que no se habían agotado previamente 
los recursos internos, no hizo mención alguna a cuáles aún no se habían agotado ni 
demostró que los que se encontraban disponibles y eran adecuados, idóneos y efectivos. 
En virtud de las consideraciones anteriores, la Corte desestima la excepción preliminar 
interpuesta por el Estado. 

Corte IDH. Caso Maldonado Ordóñez Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C No. 311 

25. La Corte nota que en el presente caso la excepción preliminar planteada fue 
interpuesta por el Estado durante la etapa de admisibilidad ante la Comisión. No obstante 
lo anterior, los argumentos relativos a la vía ordinaria laboral resultan extemporáneos 
toda vez que fueron presentados por primera vez ante la Corte. Respecto a los recursos 
señalados en el procedimiento ante la Comisión, la Corte observa que el alegato del Estado 
sobre la determinación del recurso idóneo que debió agotar la señora Maldonado, ha 
variado a lo largo del trámite ante el sistema interamericano, y han sido señaladas 
diversas vías como las adecuadas para el reclamo de la señora Maldonado sin que resulte 
por lo tanto claro cuáles eran los recursos que debía agotar la presunta víctima en la 
jurisdicción interna. En consecuencia, la Corte desestima la excepción de falta de 
agotamiento de recursos internos. 
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Corte IDH. Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 31217

  

20. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana dispone que para determinar la 
admisibilidad de una petición o comunicación presentada ante la Comisión Interamericana, 
de conformidad con los artículos 44 o 45 de la Convención, es necesario que se hayan 
interpuesto y agotado los recursos de la jurisdicción interna, conforme a los principios del 
Derecho Internacional generalmente reconocidos. En este sentido, la Corte ha sostenido 
que una objeción al ejercicio de su jurisdicción basada en la supuesta falta de agotamiento 
de los recursos internos debe ser presentada en el momento procesal oportuno, esto es, 
durante el procedimiento de admisibilidad ante la Comisión. 

21. Por tanto, el Estado debe precisar claramente ante la Comisión durante la referida 
etapa del trámite del caso, los recursos que, a su criterio, aún no se agotaron. Lo anterior 
se encuentra relacionado con la necesidad de salvaguardar el principio de igualdad 
procesal entre las partes, que debe regir todo el procedimiento ante el Sistema 
Interamericano. Como lo ha establecido de manera reiterada, no es tarea de este Tribunal, 
ni de la Comisión, identificar ex officio cuáles son los recursos internos pendientes de 
agotamiento, en razón de que no compete a los órganos internacionales subsanar la falta 
de precisión de los alegatos del Estado. Asimismo, los argumentos que dan contenido a la 
excepción preliminar interpuesta por el Estado ante la Comisión durante la etapa de 
admisibilidad deben corresponder a aquellos esgrimidos ante la Corte. A la vez, es preciso 
que el Estado no sólo especifique los recursos internos que aún no se han agotado, sino 
que debe demostrar que estos se encontraban disponibles y eran adecuados, idóneos y 
efectivos. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Maldonado Ordóñez Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C 311, párr. 22). 

22. En primer lugar, la Corte hace notar que, durante la etapa de admisibilidad ante la 
Comisión, el Estado alegó que los familiares no habían intentado la querella dentro del 
proceso penal en relación con la decisión de archivar el caso ni el juicio civil ordinario para 
reclamar daños y perjuicios. 

23. Así, a efectos de determinar si se verificaba el cumplimiento del requisito convencional 
de previo agotamiento de los recursos internos y antes de analizar las acciones 
interpuestas en sede interna con relación a la situación denunciada, en el Informe de 
Admisibilidad No 136/09 de 13 de noviembre de 2009, la Comisión señaló el objeto del 
caso en los siguientes términos: “1) la presunta falta de tratamiento médico adecuado y 
suficiente a favor de la presunta víctima mientras estuvo recluida, especialmente en los 
momentos previos a que tuviera lugar su muerte; y 2) a la alegada falta de investigación 
debida de las circunstancias de su muerte”. Luego, lo planteado por el Estado fue 
considerado por la Comisión en dicho Informe, cuando estimó improcedente que se 
exigiera el agotamiento de esos dos recursos señalados por el Estado. 

24. Sin embargo, en la excepción preliminar planteada ante este Tribunal no es claro que 
el Estado mantuviere el alegato de falta de interposición de la querella. En esta excepción, 
el Estado se centró en que los peticionarios no agotaron: 1) el juicio ordinario civil para 
reclamar daños y perjuicios, y 2) el juicio sumario de responsabilidad civil de funcionarios 
y empleados públicos. Por ende, en lo que respecta a la querella, la Corte considera que 
el Estado ha renunciado tácitamente a lo alegado anteriormente ante la Comisión. 

 
17 El caso se relaciona con diversas violaciones a los derechos humanos de la señora María Inés Chinchilla Sandoval 
como resultado de una multiplicidad de acciones y omisiones que terminaron con su muerte, todo mientras se 
encontraba privada de libertad cumpliendo una condena penal. La Corte determinó la violación, entre otros, de los 
derechos a la vida, a la integridad personal y a las garantías judiciales. Puede consultar el resumen oficial de la 
sentencia en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_312_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_312_esp.pdf
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25. Respecto del juicio ordinario civil para reclamar daños y perjuicios, el cual no fue 
intentado por la señora Chinchilla Sandoval ni por sus familiares, presuntas víctimas en 
este caso, la Corte reitera que, en razón de las posibles responsabilidades asociadas a los 
hechos alegados, a saber, la falta de tratamiento adecuado en salud y la muerte de una 
persona bajo custodia estatal, correspondía al Estado esclarecer de oficio las 
circunstancias en que ocurrieron, lo cual no podía depender de una gestión de intereses 
particulares. Consecuentemente, no podría exigirse el agotamiento de acciones a instancia 
de parte en la vía civil señaladas por el Estado, cuyo objeto era, según indicó éste, la 
determinación de daños o perjuicios y, de constatarse, fijar la indemnización 
correspondiente. En otros casos, la Corte ha considerado que, “de existir mecanismos 
nacionales para determinar formas de reparación [que satisfagan] criterios de objetividad, 
razonabilidad y efectividad para reparar adecuadamente las violaciones de derechos 
reconocidos en la Convención declaradas”, tales procedimientos y sus resultados “pueden 
ser valorados”. De tal modo, determinados procesos activados por las víctimas a nivel 
interno pueden ser relevantes tanto en la calificación y definición de determinados 
aspectos o alcances de la responsabilidad estatal, como en la satisfacción de ciertas 
pretensiones en el marco de una reparación integral. Por ello, lo decidido a nivel interno 
en esos procesos ha sido tomado en cuenta al momento de valorar las solicitudes de 
reparaciones en un caso ante el Sistema Interamericano. Sin embargo, tales procesos han 
sido relevantes y valorados en casos en que han sido efectivamente intentados por 
personas afectadas por violaciones a sus derechos o por sus familiares, valoración que 
debe realizarse en atención a las circunstancias de cada caso específico, según la 
naturaleza del derecho que se alega violado y de las pretensiones de quien lo ha incoado. 
Tal análisis puede corresponder, consecuentemente, al fondo del asunto o, en su caso, a 
la fase de reparaciones. Por ende, en este caso no corresponde efectuar una valoración 
en abstracto sobre la idoneidad y efectividad del referido juicio ordinario civil para 
establecer la responsabilidad estatal por los hechos del presente caso o para reparar las 
consecuencias de los mismos, pues no era necesario que la presunta víctima o sus 
familiares lo agotaran. 

26. Por último, una vez sometido el caso ante la Corte, el Estado también alegó que los 
peticionarios no agotaron el juicio sumario de responsabilidad civil de funcionarios y 
empleados públicos. En este sentido, la Corte reitera que el momento procesal oportuno 
para especificar los recursos que, según el Estado, se encontraban pendientes de 
agotamiento, era dentro del procedimiento ante la Comisión. Por ello, lo alegado por el 
Estado ante esta Corte respecto de ese recurso interno resulta extemporáneo. 

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328 

45. Al respecto, la Corte observa que la petición inicial ante la Comisión fue presentada el 
13 de diciembre de 2007 y trasladada al Estado el 14 de julio de 2008. La respuesta del 
Estado fue recibida el 10 de septiembre de 2008. En ese momento, el Estado indicó que 
no existía “un agotamiento de los recursos administrativos y judiciales disponibles en el 
ordenamiento interno [...]”. Manifestó que las investigaciones penales se encontraban en 
la fase de investigación y que se continuaría indagando sobre “las causas que ocasionaron 
el retardo en el diligenciamiento del proceso ya identificado”, y sostuvo que existían otros 
recursos administrativos, como el PNR, que tampoco habían sido agotados. Así, la Corte 
destaca que el Estado no mencionó la disponibilidad del recurso de hábeas corpus o 
exhibición personal en dicho escrito, ni en ningún momento durante la etapa de 
admisibilidad ante la Comisión. Por tanto, este alegato del Estado es extemporáneo. 
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46.  En cuanto al segundo argumento, la Corte ya estableció en el párrafo anterior que 
este fue presentado en el momento procesal oportuno. Sin embargo, el Estado no indicó 
al Tribunal los motivos por los cuales el Programa Nacional de Resarcimiento sería un 
recurso adecuado, idóneo y efectivo para reparar las violaciones específicas alegadas en 
el presente caso sobre las cuales esta Corte tiene competencia, más allá de señalar que 
fue creado como recurso administrativo “para brindar resarcimiento individual y/o 
colectivo a las víctimas civiles de violaciones a los derechos humanos ocurridas durante el 
enfrentamiento armado interno, que incluye el apoyo material y psicológico a los familiares 
de las víctimas fallecidas y a las víctimas sobrevivientes”. En todo caso, el Tribunal 
considera que, en casos como el presente, en que se alegan graves violaciones a los 
derechos humanos, la interposición de la denuncia penal es suficiente para satisfacer los 
requerimientos del artículo 46.1.a de la Convención. 

Corte IDH. Caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2017. 
Serie C No. 339 

22. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que para determinar la 
admisibilidad de una petición o comunicación presentada ante la Comisión Interamericana, 
de conformidad con los artículos 44 o 45 de la Convención, es necesario que se hayan 
interpuesto y agotado los recursos de la jurisdicción interna, conforme a los principios del 
Derecho Internacional generalmente reconocidos. En este sentido, la Corte ha sostenido 
que una objeción al ejercicio de su jurisdicción basada en la supuesta falta de agotamiento 
de los recursos internos debe ser presentada en el momento procesal oportuno, esto es, 
durante el procedimiento de admisibilidad ante la Comisión. Al alegar la falta de 
agotamiento de los recursos internos corresponde al Estado especificar cuáles aún no se 
han agotado, y demostrar que se encontraban disponibles y eran adecuados, idóneos y 
efectivos. En este sentido, el Tribunal ha manifestado que no corresponde ni a la Corte ni 
a la Comisión identificar ex officio cuáles son los recursos internos pendientes de 
agotamiento. Por ello, no compete a los órganos internacionales subsanar la falta de 
precisión de los alegatos del Estado. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Miembros de la 
Aldea Chichupac y comunidades vecinas del Municipio de Rabinal Vs. Guatemala.  Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328, 
párr. 43). 

23. En primer lugar, se desprende del expediente que desde su primer escrito presentado 
durante el trámite ante la Comisión el 13 de junio de 2001, en el momento procesal 
oportuno, Guatemala planteó la falta de agotamiento de los recursos internos respecto a 
la investigación penal del Ministerio Público y el procedimiento especial de averiguación 
de la Procuraduría de los Derechos Humanos, los cuales se encontraban en curso en ese 
momento. 

24. En segundo lugar, consta que en el Informe de Admisibilidad y Fondo dictado el 23 de 
marzo de 2015, la Comisión “consider[ó] que prima facie el Estado [incurrió] en un retardo 
injustificado y, por lo tanto, resulta[ba] aplicable la excepción consagrada en el artículo 
46.2.c) de la Convención Americana”. Por su parte, ante este Tribunal el Estado alegó no 
haber incurrido en retardo injustificado. Al respecto, la Corte estima que el debate sobre 
el alegado retardo injustificado de la investigación de los hechos del caso implica una 
evaluación sobre las actuaciones del Estado en relación con sus obligaciones de garantizar 
los derechos reconocidos en la Convención Americana cuya violación se alega, lo cual es 
un asunto que se encuentra íntimamente relacionado con el fondo de la controversia. Por 
consiguiente, el Tribunal considera que este argumento del Estado debe ser considerado 
junto con la cuestión de fondo y no como una excepción preliminar. 
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25. En tercer lugar, se constata que durante el trámite ante la Comisión el Estado no hizo 
alusión en ningún momento a la vía administrativa en sentido que estaban disponibles las 
sanciones disciplinarias, ni tampoco a la posibilidad de las presuntas víctimas de 
presentarse por la vía judicial como querellantes adhesivos, terceros civilmente 
demandados o apersonarse y manifestar su opinión sobre las actuaciones dentro del 
proceso, ni a la posibilidad de que solicitaran diligencias investigativas. En efecto, estos 
alegatos fueron presentados por primera vez recién en su escrito de contestación ante la 
Corte. Consecuentemente, los argumentos del Estado relacionados con dichos recursos 
resultan extemporáneos. 

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359 

20. El artículo 46.1.a) de la Convención dispone que, para determinar la admisibilidad de 
una petición o comunicación presentada ante la Comisión, de conformidad con los artículos 
44 o 45 de la Convención, es necesario que se hayan interpuesto y agotado los recursos 
de la jurisdicción interna, conforme a los principios del Derecho Internacional 
generalmente reconocidos. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Maldonado Ordóñez Vs. 
Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de mayo de 2016. 
Serie C No. 311, párr. 21). 

21. El Tribunal ha desarrollado pautas para analizar una excepción basada en un presunto 
incumplimiento del requisito de agotamiento de los recursos internos. Primero, ha 
interpretado la excepción como una defensa disponible para el Estado, y como tal, puede 
renunciar a ella, ya sea expresa o tácitamente. Segundo, esta excepción debe presentarse 
oportunamente con el propósito de que el Estado pueda ejercer su derecho a la defensa. 
Tercero, la Corte ha afirmado que el Estado que presenta esta excepción debe especificar 
los recursos internos que aún no se han agotado, y demostrar que estos recursos son 
disponibles y efectivos. 

23. Al respecto, la Corte advierte que, aun cuando el Estado manifestó, durante la etapa 
de admisibilidad ante la Comisión, que los peticionarios debían continuar haciendo uso de 
los recursos jurídicos y políticos existentes en la jurisdicción interna, dichas 
manifestaciones fueron realizadas de manera genérica, sin indicar los recursos que no se 
habían agotado ni su efectividad. La Corte recuerda que fue hasta su escrito de 
contestación que el Estado indicó, por vez primera, los recursos que debían ser agotados 
por las presuntas víctimas antes de acudir a la jurisdicción internacional. De esta forma, 
la Corte considera que, en ningún momento, durante la etapa de admisibilidad, el cual es 
el momento procesal oportuno para formular una excepción por falta de agotamiento de 
los recursos internos, el Estado invocó de manera clara cuáles eran los recursos que debían 
ser agotados ni comprobó su efectividad, en los términos del artículo 46.1 de la 
Convención. 

Corte IDH. Caso Gómez Virula y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2019. Serie C No. 39318 

16. La Corte recuerda que lo primero que procede determinar, en relación con una 
excepción preliminar de esta naturaleza, es si la objeción fue presentada en el momento 
procesal oportuno. En el presente caso la Comisión trató de forma conjunta la 

 
18 El caso se relaciona con la falta de debida diligencia en las investigaciónes por la desaparición y muerte del señor 
Alexander Yovany Gómez Virula, quien era un líder sindical. La Corte determinó que el Estado violó los derechos a  
las garantías judiciales y a la protección judicial. Puede consultar el resumen de la sentencia en el siguiente enlace: 
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_393_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_393_esp.pdf
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admisibilidad y el fondo del caso, por lo que lo relevante es si el Estado alegó ante la 
Comisión la falta de agotamiento de recursos internos antes que esta se pronunciara sobre 
la admisibilidad de la petición. La Corte nota que en escrito de 16 de junio de 1997 
presentado por el Estado durante el trámite ante la Comisión, aquel mencionó “que la 
investigación en relación a la muerte de Alexander Yovany Gómez Virula sigue su curso y 
que se espera que se aporten nuevos elementos de convicción que determinen la 
individualización y sanción de los responsables”. El 30 de noviembre de 1999 el Estado 
señaló que “consultado el Fiscal se logró determinar que [en la investigación] no se ha 
logrado recopilar ninguna información que pueda individualizar a los responsables de la 
muerte del señor Gómez Virula, el caso ha sido archivado por parte del Ministerio Público”. 
Posteriormente, el 4 de diciembre de 2006 el Estado manifestó “que en ningún momento 
[…] los familiares de la víctima atribuyeron la realización del hecho a agentes del Estado, 
lo cual demuestra la inexistencia de una denuncia formal al respecto, y por ello deviene 
inadmisible la petición en cuanto a [las violaciones alegadas,] por no tratarse de una 
violación cometida por funcionarios, agentes, de un Estado Parte, de conformidad con los 
artículos 44 y 46 de la Convención”. 

17. La Corte advierte que al alegar la falta de agotamiento de los recursos internos, 
corresponde al Estado especificar los recursos que aún no se han agotado, y demostrar 
que estos se encontraban disponibles y eran adecuados, idóneos y efectivos. Al respecto, 
el Tribunal reitera que no es tarea de la Corte, ni de la Comisión, identificar ex officio 
cuáles son los recursos internos pendientes de agotamiento, de modo tal que no compete 
a los órganos internacionales subsanar la falta de precisión de los alegatos del Estado. De 
lo anterior se desprende que la invocación por el Estado de la existencia de un recurso no 
agotado debe no solo ser oportuna, sino también clara, identificando el recurso en cuestión 
y también cómo el mismo, en el caso, sería adecuado y efectivo para proteger a las 
personas en la situación que se hubiere denunciado. En el presente caso, el Estado solo 
señaló ante la Comisión que las presuntas víctimas debieron denunciar los hechos. Al 
respecto, la Corte advierte que los representantes sí denunciaron los hechos el 14 de 
marzo de 1995. Contrario a lo señalado por el Estado para que la Corte pueda conocer del 
caso, no es necesario que las presuntas víctimas atribuyeran la responsabilidad directa de 
agentes del Estado en su denuncia. Por tanto, los alegatos del Estado presentados ante la 
Comisión no fueron claros sobre cuál es el recurso que se ha debido agotar. En 
consecuencia, se desestima la excepción preliminar propuesta por el Estado. 

Corte IDH. Caso Extrabajadores del Organismo Judicial Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 17 de noviembre 
de 2021. Serie C No. 44519 

20. Esta Corte ha señalado que la determinación sobre si las actuaciones de órganos 
judiciales constituyen una violación de las obligaciones internacionales del Estado, puede 
conducir a que deba ocuparse de examinar los respectivos procesos internos, para 
establecer su compatibilidad con la Convención Americana. En consecuencia, este Tribunal 
no es una cuarta instancia de revisión judicial, en la medida de que examina la 
conformidad de las decisiones judiciales internas con la Convención Americana y no de 
acuerdo con el derecho interno. 

 
19 El caso se relaciona con la responsabilidad internacional de Guatemala por el despido de 65 personas trabajadoras 
del Organismo Judicial, a raíz de la declaración de ilegalidad de una huelga, así como por la falta de garantías y 
protección judicial efectiva. La Corte determinó la violación estatal de, entre otros, los derechos a la libertad de 
asociación y a las garantías judiciales. Puede consultar el resumen oficial de la sentencia en el siguiente enlace: 
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_445_esp.pdf  

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_445_esp.pdf
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21. En el caso concreto, la Corte advierte que las pretensiones de la Comisión retomadas 
por la representación de las presuntas víctimas no se circunscriben a la revisión de los 
fallos de los tribunales nacionales ante una eventual incorrección en la apreciación de las 
pruebas, en la determinación de los hechos o en la aplicación del derecho interno. Por el 
contrario, se alega la vulneración a distintos derechos consagrados en la Convención 
Americana, en el marco de las decisiones asumidas por las autoridades nacionales, tanto 
en sede judicial como administrativa. En consecuencia, con el fin de determinar si dichas 
violaciones efectivamente ocurrieron, se hace imprescindible analizar, por una parte, las 
resoluciones dictadas por las distintas autoridades administrativas y jurisdiccionales, y por 
la otra, su compatibilidad con las obligaciones internacionales del Estado, lo que, a la 
postre, configura una cuestión de fondo que no puede dirimirse por vía de una excepción 
preliminar. En consecuencia, la Corte declara sin lugar la excepción preliminar presentada 
por el Estado. 

25. La Corte recuerda que una objeción al ejercicio de su jurisdicción basada en la 
supuesta falta de agotamiento de los recursos internos debe ser presentada durante la 
etapa de admisibilidad del caso ante la Comisión. Para ello, el Estado debe, en primer 
lugar, precisar claramente ante la Comisión, durante la etapa de admisibilidad del caso, 
los recursos que, en su criterio, aún no se habrían agotado. Por otra parte, los argumentos 
que dan contenido a la excepción preliminar interpuesta por el Estado ante la Comisión 
durante la etapa de admisibilidad deben corresponder con aquellos esgrimidos ante la 
Corte. 

26. Sin embargo, en el presente caso, el Estado no presentó alegatos sobre la alegada 
existencia de otras vías para impugnar los despidos que no fueron agotadas por todos los 
trabajadores en la etapa de admisibilidad ante la Comisión. En efecto, la petición inicial 
fue interpuesta ante la Comisión el 7 de septiembre de 2000; posteriormente, por escrito 
presentado el 28 de noviembre de 2000, los peticionarios corrigieron algunos elementos 
de su petición original. Esta petición fue trasladada al Estado el 1 de febrero de 2002, y 
se le dio un plazo de dos meses para presentar sus observaciones. El 2 de abril de 2002 
el Estado presentó sus observaciones a la petición. En este escrito no se hizo ninguna 
mención a la alegada falta de agotamiento de los recursos internos. Previo a la emisión 
del Informe de Admisibilidad No. 78/03 de 22 de octubre de 2003, el Estado no presentó 
ningún otro escrito. De esta forma, el Estado planteó por primera vez esta excepción en 
su escrito de Contestación ante esta Corte, por lo que no fue presentada en el momento 
procesal oportuno. Por esta razón, la Corte considera que la excepción preliminar 
planteada por el Estado es improcedente." 

Falta de prosecución de una solución amistosa  

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212 

39. En el presente caso el Estado interpuso como excepción la falta de prosecución de una 
solución amistosa. Al respecto, el Tribunal estima que dicho procedimiento no es 
obligatorio para las partes y su omisión no contraviene la admisibilidad y la competencia 
del Tribunal para resolver un litigio. En consecuencia, el Tribunal declara improcedente la 
segunda excepción preliminar interpuesta por el Estado. 
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Excepción preliminar de “cosa juzgada” 

Corte IDH. Caso Girón y otro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 390 

19. El Estado alegó la “excepción de cosa juzgada”, en tanto que supone que no ha existido 
ninguna violación de derechos humanos en el presente caso, por lo que la Corte no tendría 
competencia para examinar violaciones en el marco de un proceso penal. Sin embargo, 
es precisamente ello lo que se debatirá en el fondo del asunto. Al valorar el mérito del 
caso, la Corte determinará si los procedimientos internos respondieron al ejercicio y 
respeto de las obligaciones internacionales del Estado. En razón de lo anterior, este 
Tribunal considera que el alegato presentado no configura una excepción preliminar, pues 
no expone razones por las cuales el caso sometido sería inadmisible o la Corte sería 
incompetente para conocerlo. En consecuencia, la Corte declara sin lugar la excepción 
preliminar presentada por el Estado. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Ruiz Fuentes y 
otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre 
de 2019. Serie C No. 385, párrs. 15 y 19, y Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C 387, párr. 8). 

Excepción de caducidad del Informe del artículo 50 de la Convención Americana 
y alegada falta de acreditación de los representantes  

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
agosto de 2014. Serie C No. 283 

37. Por otro lado, la Corte ha señalado que no es indispensable que los poderes otorgados 
por las presuntas víctimas para ser representadas en el proceso ante la Corte cumplan las 
mismas formalidades que regula el derecho interno del Estado demandado. Además, ha 
indicado que la práctica constante de esta Corte con respecto a las reglas de 
representación ha sido flexible. Esta amplitud de criterio al aceptar los instrumentos 
constitutivos de la representación tiene, sin embargo, ciertos límites que están dados por 
el objeto útil de la representación misma. Primero, dichos instrumentos deben identificar 
de manera unívoca al poderdante y reflejar una manifestación de voluntad libre de vicios. 
Deben, además, individualizar con claridad al apoderado y, por último, deben señalar con 
precisión el objeto de la representación. Los instrumentos que cumplan con los requisitos 
mencionados son válidos y adquieren plena efectividad al ser presentados ante la Corte. 
Desde esa perspectiva -llámese, poder, carta-poder, autorización o de cualquier otra 
forma- es suficiente para esta Corte, para efectos de legitimación, un documento mediante 
el cual los poderdantes expresen su voluntad de ser representados, en los términos 
indicados. 

Corte IDH. Caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2017. 
Serie C No. 339 

27. El Estado solicitó que se declare la inadmisibilidad de la demanda por caducidad del 
Informe de Admisibilidad y Fondo, debido al alegado incumplimiento por parte de la 
Comisión de los artículos 50 de la Convención Americana, 23.2 del Estatuto de la Comisión 
y 35 del Reglamento de la Corte. Explicó que en un escrito presentado ante la Comisión 
de 21 de mayo de 2014 informó que “en ningún momento se le p[odía] imputar [...] ni 
por participación, ni por omisión, la violación de derechos consagrados en la [Convención 
Americana], por consiguiente, no exist[iría] motivo alguno para arribar a un arreglo 
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amistoso del caso”. No obstante lo anterior, el Informe de Admisibilidad y Fondo de 23 de 
marzo de 2015 se aprobó diez meses después de que Guatemala expusiera su opinión, 
violando el plazo de 180 días establecido en el artículo 23.2 del Estatuto de la Comisión y 
de manera extemporánea como indica el artículo 50.1 de la Convención. Según el Estado, 
la Comisión debió haber producido el Informe de Fondo a más tardar el 17 de noviembre 
de 2014, según lo establecido en el artículo 40.1 del Reglamento de la Comisión, y el 
incumplimiento del plazo indicado resultó en una violación del proceso ante los órganos 
del sistema interamericano, en el equilibrio entre las partes y el derecho de defensa del 
Estado. De otra parte, el Estado señaló que la Comisión no cumplió con los requisitos 
establecidos en el artículo 35 del Reglamento de la Corte, ya que no individualizó, no 
identificó y no proporcionó el nombre de los representantes de las presuntas víctimas, y 
tampoco los acreditó. Dicho acto surgió después de haber sometido el caso a la Corte y a 
través del requerimiento formulado por el Tribunal, lo que denotaría que los supuestos 
representantes no contaban con ninguna autorización por parte de los familiares de 
presunta víctima para que los representaran. Tampoco se habría consignado la dirección 
física ni electrónica para su localización. 

30. El artículo 50.1 de la Convención Americana establece que, “[d]e no llegarse a una 
solución, y dentro del plazo que fije el Estatuto de la Comisión, ésta redactará un informe 
en el que expondrá los hechos y sus conclusiones”. A su vez, el artículo 23.2 del Estatuto 
de la Comisión estipula que, “[d]e no llegarse a la solución amistosa referida en los 
artículos 44 al 51 de la Convención, la Comisión redactará dentro del plazo de 180 días el 
informe requerido por el artículo 50 de la Convención”. Asimismo, el artículo 40.4 del 
Reglamento de la Comisión aprobado en 2009 y modificado en 2011 y 2013, establece en 
líneas generales que la Comisión “[p]odrá dar por concluida su intervención en el 
procedimiento de solución amistosa si advierte que el asunto no es susceptible de 
resolverse por esta vía, o alguna de las partes no consiente en su aplicación, decide no 
continuar en él, o no muestra la voluntad de llegar a una solución amistosa fundada en el 
respeto de los derechos humanos”. De las normas antes señaladas, esta Corte advierte 
que corresponde a la Comisión valorar prudencialmente las circunstancias existentes en 
cada caso para determinar que el mismo no se resolverá a través de una solución amistosa 
y así proceder a la redacción del informe de fondo observado el plazo de 180 días. 

31. En el Caso Gonzalez Medina y familiares Vs. República Dominicana, la Corte señaló 
que lo más adecuado a la luz de la normativa mencionada es que la Comisión dicte el 
informe de fondo si el asunto no ha sido solucionado por las partes, de forma tal que no 
lo vaya a hacer si aún existe posibilidad de solución amistosa y sin haber dado al Estado 
la oportunidad de cumplir con sus obligaciones respecto de las alegadas violaciones que 
se le imputan y que las presuntas víctimas puedan considerar si las acciones del Estado 
constituyen un remedio apropiado. Asimismo, este Tribunal advirtió que ni la Convención 
ni el Estatuto de la Comisión estipulan que la consecuencia jurídica ante la falta de emisión 
del informe de fondo dentro del referido plazo del artículo 23.2 sea que el caso no pueda 
ser sometido a la Corte. Por consiguiente, la Corte decide desestimar este extremo de la 
excepción preliminar. 

32. Por último, en torno al segundo argumento del Estado relacionado con la alegada falta 
de acreditación de los representantes, la Corte recuerda que el acceso del individuo al 
sistema interamericano de protección de los derechos humanos no puede ser restringido 
con base en la exigencia de contar con representante legal, dado que si no se admitiera 
el sometimiento de un caso porque se carece de representación, se incurriría en una 
restricción indebida que privaría a la presunta víctima de la posibilidad de acceder a la 
justicia. En este sentido, el artículo 35 del Reglamento de la Corte indica que “de ser el 
caso” la Comisión debe remitir en el sometimiento los nombres, dirección, teléfono, correo 
electrónico y facsímile de los representantes de las presuntas víctimas debidamente 
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acreditados. El artículo 37 del Reglamento dispone que “[e]n casos de presuntas víctimas 
sin representación legal debidamente acreditada, la Corte podrá designar un Defensor 
Interamericano de oficio que las represente durante la tramitación de caso”. Se contempla, 
pues, la posibilidad de que las presuntas víctimas o sus familiares no hubieren designado 
representantes, y que tal omisión no implica el rechazo del caso, sino la posibilidad que la 
Corte designe un Defensor Interamericano de oficio. De esta forma, la alegada falta de 
identificación o acreditación de la representación de las presuntas víctimas no tiene efecto 
alguno en la admisibilidad del caso. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Defensor de 
Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 28 de agosto de 2014. Serie C No. 283, párr. 36). 

Alegada vulneración del derecho de defensa 

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
agosto de 2014. Serie C No. 283 

26. El Estado señaló que habría sido “sorprendente” hallar dentro del Informe de Fondo 
que la Comisión declarara una supuesta violación de los artículos 22 y 23 de la Convención 
Americana, en conexión con el artículo 1.1 de la misma, “debido a que lo anterior vulnera 
el derecho de defensa del Estado, porque no conoció desde el inicio cuáles fueron los 
argumentos por los que supuestamente existen las violaciones adicionales”. 

28. Es jurisprudencia de la Corte que los derechos indicados en el Informe de Admisibilidad 
de la Comisión son el resultado de un examen preliminar de la petición que se encuentra 
en curso, por lo que no limitan la posibilidad de que en etapas posteriores del proceso 
puedan incluirse otros derechos o artículos que presuntamente hayan sido vulnerados, 
siempre y cuando se respete el derecho de defensa del Estado y se mantengan dentro del 
marco fáctico del caso bajo análisis. Es así que sobre la base del principio del 
contradictorio, el debate de las cuestiones fácticas debe estar reflejado en el Informe de 
Fondo. Al respecto, corresponde a la Corte decidir en cada caso acerca de la procedencia 
de alegatos relativos al marco fáctico en resguardo del equilibrio procesal de las partes. 

30. Tal como se desprende del Informe de Admisibilidad, es incuestionable que el Estado 
tuvo conocimiento de los hechos que sustentan la presunta violación de los artículos 22 y 
23 de la Convención, en perjuicio de integrantes de la familia A, B.A. y A.A., en los 
primeros momentos del inicio del trámite ante la Comisión, por lo que habría podido 
expresar su posición, de haberlo considerado pertinente. En este sentido, la Corte 
considera que la decisión de la Comisión de incluir en sus consideraciones del Informe de 
Fondo las presuntas violaciones al derecho de circulación y residencia, así como a la 
participación política, contenidos en los artículos 22 y 23 de la Convención Americana, 
fundamentándose en el principio “iura novit curia” y tomando en cuenta que el Estado 
“conoció los hechos en los cuales se basó dicho alegato y tuvo la oportunidad de ofrecer 
sus observaciones al respecto”, no implicó una vulneración al derecho de defensa de 
Guatemala. 
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Determinación del marco fáctico 

Corte IDH. Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 38720 

24. Esta Corte ha establecido que el marco fáctico del proceso ante la misma se encuentra 
constituido por los hechos contenidos en el Informe de Fondo sometidos a consideración 
de la Corte, por lo que no es admisible alegar nuevos hechos distintos de los planteados 
en dicho escrito, sin perjuicio de exponer aquellos que permitan explicar, aclarar o 
desestimar los que han sido mencionados en la demanda, o bien, responder a las 
pretensiones del demandante (también llamados “hechos complementarios”). La 
excepción a este principio son los hechos que se califican como supervinientes, que podrán 
ser remitidos al Tribunal en cualquier estado del proceso antes de la emisión de la 
sentencia. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. 
Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253, 
párr. 34; Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2014. Serie C No. 283, párr. 44, y Caso 
Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385, párr. 26). 

Corte IDH. Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 38621  

40. La Corte recuerda que el marco fáctico del proceso se encuentra constituido por los 
hechos contenidos en el Informe de Fondo sometidos a consideración. Por lo tanto, no es 
admisible que las partes aleguen hechos distintos de los contenidos en el Informe de 
Fondo, sin perjuicio de exponer aquellos que permitan explicar, aclarar o desestimar los 
que hayan sido mencionados en el mismo y hayan sido sometidos a consideración de la 
Corte. La excepción a este principio son los hechos calificados como supervinientes y 
aquellos hechos respecto de los cuales se tenga conocimiento o acceso con posterioridad, 
siempre que se encuentren ligados a los hechos del proceso. Todo lo anterior sin perjuicio 
de que las presuntas víctimas y sus representantes pueden alegar la violación de derechos 
distintos a los señalados por la Comisión en el Informe de Fondo, siempre y cuando se 
atengan a los hechos contenidos en dicho documento. En definitiva, corresponde a la Corte 
decidir en cada caso acerca de la procedencia de alegatos relativos al marco fáctico en 
resguardo del equilibrio procesal de las partes. 

Corte IDH. Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277 

27. Este Tribunal constata que la Comisión, en su Informe de Fondo, indicó que el 27 de 
junio de 2005 la señora Rosa Elvira Franco solicitó a la Comisión el otorgamiento de 
medidas cautelares, alegando que los miembros de su familia eran víctimas de 
hostigamiento, persecución y amenazas, y que el 16 de noviembre de 2005 otorgó 

 
20 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por dimposición de la pena de muerte al señor Aníbal 
Archila Pérez, por la violación del derecho a la integridad personal de los señores Miguel Ángel Rodríguez Revolorio, 
Miguel Ángel López Calo y Aníbal Archila Pérez, y por la violación del derecho a recurrir el fallo. La Corte determinó 
que el Estado violó, entre otros, los derechos a la vida, a la integridad personal, a la protección judicial y a las 
garantías judiciales. Puede consultar el resumen oficial de la sentencia en el siguiente enlace: 
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_387_esp.pdf 
21 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la condena a la pena de muerte y posterior 
muerte tras la fuga del señor Valenzuela Ávila. La Corte estableció que el Estado violó, entre otros, los derechos a la 
vida, a la integridad personal, a la protección judicial y a las garantías judiciales. Puede consultar el resumen oficial 
de la sentencia en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_386_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_387_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_386_esp.pdf
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medidas cautelares a favor de Elvira Franco Sandoval, Leonel Enrique Veliz Franco, José 
Roberto Franco Sandoval y Cruz Elvira Sandoval Polanco. No obstante, se desprende del 
Informe de Fondo que la mención referida se hizo en un apartado en que se describe el 
“trámite ante la Comisión”, y no como parte de los hechos considerados pertinentes en 
cuanto al fondo del asunto. Por ello, el Tribunal considera que las aludidas afirmaciones 
fácticas de la representante no explican, aclaran o desestiman los hechos presentados por 
la Comisión Interamericana en su Informe de Fondo, sino que introducen aspectos nuevos 
que no son parte del marco fáctico del presente caso. La Corte, por ende, no tendrá en 
consideración tales hechos. 

Posibilidad de varias la calificación jurídica de los hechos 

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351 

267. Primeramente, respecto a lo objeción del Estado, este Tribunal recuerda su 
jurisprudencia constante según la cual la posibilidad de cambiar o variar la calificación 
jurídica de los hechos objeto de un caso concreto es permitido en el marco de un proceso 
en el sistema interamericano. En esta línea, las presuntas víctimas y sus representantes 
pueden invocar la violación de otros derechos distintos a los comprendidos en el Informe 
de Fondo, siempre y cuando se atengan a los hechos contenidos en dicho documento, en 
tanto son las presuntas víctimas las titulares de todos los derechos consagrados en la 
Convención. […] 

Criterios aplicables a la valoración de la prueba en el plano internacional 

Corte IDH. Caso Blake Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 24 de enero de 1998. 
Serie C No. 36 

50. Como ha señalado la Corte, los criterios de apreciación de la prueba ante un tribunal 
internacional de derechos humanos tienen la mayor amplitud, pues la determinación de 
la responsabilidad internacional de un Estado por violación de derechos de la persona, 
permite al Tribunal una mayor flexibilidad en la valoración de la prueba rendida ante él 
sobre los hechos pertinentes, de acuerdo con las reglas de la lógica y con base en la 
experiencia. (En ese sentido, ver entre otros: Caso Loayza Tamayo Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 17 
de septiembre de 1997. Serie C No. 33, párr. 42; Caso Castillo Páez Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 3 
de noviembre de 1997. Serie C No. 34, párr. 39). 

Corte IDH. Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277 

179. También la Corte considera relevante recordar su jurisprudencia respecto a los 
criterios aplicables a la valoración de la prueba en un caso. Este Tribunal ha señalado 
desde su primer caso contencioso que para un tribunal internacional los criterios de 
valoración de la prueba son menos rígidos que en los sistemas legales internos y ha 
sostenido que puede evaluar libremente las pruebas. La Corte debe aplicar una valoración 
de la prueba que tenga en cuenta la gravedad de la atribución de responsabilidad 
internacional a un Estado y que, sin perjuicio de ello, sea capaz de crear la convicción de 
la verdad de los hechos alegados. 
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II. RECONOCIMIENTO DE RESPONSABILIDAD  

Corte IDH. Caso Tiu Tojín Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de noviembre de 2008. Serie C No. 19022 

22. El Tribunal considera que la actitud del Estado constituye una contribución positiva al 
desarrollo de este proceso, al buen despacho de la jurisdicción interamericana sobre 
derechos humanos, a la vigencia de los principios que inspiran la Convención Americana 
y a la conducta a la que están obligados los Estados en esta materia, en virtud de los 
compromisos que asumen como partes en los instrumentos internacionales sobre 
derechos humanos. El Tribunal valora positivamente las acciones emprendidas por el 
Estado con posterioridad a la audiencia pública celebrada y a raíz de los requerimientos 
de esta Corte. La Corte Interamericana reconoce que los actos llevados a cabo por el 
Estado en el presente caso forman parte de una política del Ejecutivo Nacional mantenida 
en los últimos años durante el trámite de peticiones individuales ante los órganos del 
sistema interamericano de protección de derechos humanos, caracterizada por el ánimo 
del Gobierno de atender las necesidades de reparación de las víctimas de violaciones de 
derechos humanos y de sus familiares. Esto se ha evidenciado en diversos casos que este 
Tribunal ha conocido respecto de Guatemala, en los que el Estado ha reconocido su 
responsabilidad internacional en relación con las violaciones a los derechos humanos 
ocurridas en su jurisdicción y ha impulsado acciones para cumplir con las reparaciones 
conforme a lo ordenado por el Tribunal. 

26. Al respecto, tomando en cuenta la gravedad de los hechos y de las violaciones 
reconocidas por el Estado, la Corte procederá a la determinación amplia y puntual de los 
hechos ocurridos, toda vez que ello contribuye a la reparación de las víctimas, a evitar 
que se repitan hechos similares y a satisfacer, en suma, los fines de la jurisdicción 
interamericana sobre derechos humanos. No obstante, el Tribunal no considera necesario, 
en esta oportunidad, abrir la discusión sobre los puntos que no están sujetos a contienda, 
tomando en cuenta que las pretensiones de derecho alegadas en este caso ya han sido 
establecidas ampliamente por la Corte Interamericana en otros casos sobre desaparición 
forzada de personas, algunos de ellos contra Guatemala. 

Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 21123  

29. Además, la Corte observa que la evolución del sistema de protección de derechos 
humanos permite que hoy en día las presuntas víctimas o sus familiares pueden presentar 
de manera autónoma su escrito de solicitudes, argumentos y pruebas y esgrimir 
pretensiones coincidentes o no con las de la Comisión. Cuando se presenta un 

 
22 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la desaparición forzada de María Tiu Tojín y su 
hija, así como la falta de investigación y sanción de los responsables. La Corte IDH declaró violados, entre otros, los 
derechos de la niña, el derecho a la vida, a la integridad personal y a la libertad personal. Puede consultar el resumen 
de la sentencia en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=245 
23 El caso se relaciona con la responsabilidad internacional del Estado por falta de debida diligencia en la investigación, 
juzgamiento y sanción de los responsables del asesinato, tortura, violación sexual, entre otros actos, en perjuicio de 
numerosas personas habitantes del parcelamiento de Las Dos Erres, por parte de agentes militares. La Corte IDH 
declaró violados, entre otros, los derechos a la vida, integridad personal y a la protección a la familia. Un resumen 
de la sentencia en este enlace: https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=361 

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=245
https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=361
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allanamiento, éste debe expresar claramente si se aceptan también las pretensiones 
formuladas por las presuntas víctimas o sus familiares. (En similar sentido, ver entre otros: 
Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre 
de 2003. Serie C No. 101, párr. 107). 

38. Este Tribunal considera que la actitud del Estado constituye una contribución positiva 
al desarrollo de este proceso, al buen despacho de la jurisdicción interamericana de 
derechos humanos, a la vigencia de los principios que inspiran la Convención Americana 
y a la conducta a la que están obligados los Estados en esta materia, en virtud de los 
compromisos que asumen como parte en los instrumentos internacionales sobre derechos 
humanos. 

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212 

17. De conformidad con los artículos 56.2 y 58 del Reglamento, y en ejercicio de sus 
poderes de tutela judicial internacional de los derechos humanos, la Corte puede 
determinar si un reconocimiento de responsabilidad internacional efectuado por un Estado 
demandado ofrece una base suficiente, en los términos de la Convención Americana, para 
continuar el conocimiento del fondo y determinar las eventuales reparaciones, costas y 
gastos. (En similar sentido, ver entre otros: Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie C 
No. 211, párr. 28). 

21. La Corte valora positivamente la admisión parcial de hechos y el allanamiento del 
Estado respecto de algunas pretensiones. Asimismo, teniendo en cuenta las atribuciones 
que incumben a este Tribunal como órgano internacional de protección de los derechos 
humanos, estima necesario dictar una sentencia en la cual se determinen los hechos y los 
elementos de fondo relevantes, así como las correspondientes consecuencias, toda vez 
que la emisión de la sentencia contribuye a la reparación de los familiares de Florencio 
Chitay, a evitar que se repitan hechos similares y a satisfacer, en suma, los fines de la 
jurisdicción interamericana sobre derechos humanos. 

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250 

22. De conformidad con los artículos 62 y 64 del Reglamento, y en ejercicio de sus poderes 
de tutela judicial internacional de derechos humanos, cuestión de orden público 
internacional que trasciende la voluntad de las partes, incumbe al Tribunal velar porque 
los actos de reconocimiento de responsabilidad resulten aceptables para los fines que 
busca cumplir el sistema interamericano. En esta tarea no se limita únicamente a 
constatar, registrar o tomar nota del reconocimiento efectuado por el Estado, o a verificar 
las condiciones formales de los mencionados actos, sino que los debe confrontar con la 
naturaleza y gravedad de las violaciones alegadas, las exigencias e interés de la justicia, 
las circunstancias particulares del caso concreto, y la actitud y posición de las partes, de 
manera tal que pueda precisar, en cuanto sea posible y en el ejercicio de su competencia, 
la verdad de lo acontecido. Además, la evolución del sistema de protección de derechos 
humanos permite que hoy en día las presuntas víctimas o sus familiares puedan presentar 
de manera autónoma su escrito de solicitudes, argumentos y pruebas, y esgrimir 
pretensiones, coincidentes o no, con las de la Comisión. Por ende, cuando se presenta un 
reconocimiento de responsabilidad, el Estado debe expresar claramente si se aceptan 
también las pretensiones formuladas por las presuntas víctimas o sus familiares. 
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28. El Tribunal valora positivamente la voluntad del Estado de reconocer parcialmente su 
responsabilidad internacional, por su trascendencia en el marco del sistema 
interamericano de protección de los derechos humanos. Ello constituye una contribución 
positiva al desarrollo de este proceso, a la vigencia de los principios que inspiran la 
Convención y, en parte, a la satisfacción de las necesidades de reparación de las víctimas 
de violaciones de derechos humanos. Por lo tanto, la Corte acepta el reconocimiento de 
responsabilidad del Estado de las violaciones señaladas en el párrafo 17 de esta Sentencia. 
Sin embargo, subsiste la controversia en cuanto a las supuestas violaciones señaladas en 
el párrafo 18, sobre la determinación de las presuntas víctimas y algunas pretensiones de 
reparación de los representantes. Asimismo, en consideración de la gravedad de los 
hechos y de las violaciones alegadas, la Corte procederá a la determinación amplia y 
puntual de los hechos ocurridos relacionados con las violaciones de derechos humanos 
reconocidas por el Estado, toda vez que ello contribuye a la reparación de las víctimas, a 
evitar que se repitan hechos similares y a satisfacer, en suma, los fines de la jurisdicción 
interamericana sobre derechos humanos.  

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 25324  

22. En el presente caso, el Estado no precisó de manera clara y específica en su escrito 
de contestación ni en sus alegatos finales escritos los hechos, sometidos por la Comisión 
en el presente caso, que dan sustento a su reconocimiento parcial de responsabilidad. No 
obstante, la Corte observa que en el curso de la audiencia pública, Guatemala manifestó 
“acepta[r] los hechos” correspondientes a las violaciones de “los derechos ya aceptados 
por el Estado”. Por tanto, como lo ha hecho en otros casos, el Tribunal entiende que 
Guatemala admitió todos los hechos de los cuales se derivan las violaciones por las cuales 
“acept[ó] totalmente” su responsabilidad internacional. 

28. En el presente caso, el Tribunal estima que el reconocimiento parcial de 
responsabilidad realizado por el Estado, así como el compromiso asumido por éste para 
impulsar o gestionar el cumplimiento de las algunas de las medidas de reparación 
solicitadas constituye una contribución positiva al desarrollo de este proceso y a la vigencia 
de los principios que inspiran la Convención Americana, así como a la satisfacción de las 
necesidades de reparación de las víctimas de violaciones de derechos humanos. Asimismo, 
la Corte considera, como en otros casos, que tal reconocimiento efectuado por el Estado 
produce plenos efectos jurídicos de acuerdo a los artículos 62 y 64 del Reglamento de la 
Corte ya mencionados y que tiene un alto valor simbólico en aras de que no se repitan 
hechos similares. 

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258 

17. El artículo 41.1.a) del Reglamento señala que el Estado deberá indicar, en su 
contestación, si acepta los hechos y las pretensiones o si los contradice. Además, en el 
mismo artículo 41.3 del Reglamento se señala que la Corte “podrá considerar aceptados 
aquellos hechos que no hayan sido expresamente negados y las pretensiones que no 
hayan sido expresamente controvertidas”. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Gudiel 

 
24 Este caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por las desapariciones forzadas de 26 personas 
registradas en un documento de inteligencia militar guatemalteco, conocido como el “Diario Militar”. Dichas 
desapariciones iniciaron entre 1983 y 1985 en el contexto del conflicto armado interno en Guatemala. La Corte IDH 
determinó que el Estado violó, entre otros, los derechos a la vida, a la integridad personal, a la libertad personal, a 
las garantías judiciales y a la protección judicial. Puede consultar el resumen oficial de la sentencia en el siguiente 
enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_253_esp.pdf  

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_253_esp.pdf
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Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de 
noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 21). 

18. En el presente caso, la Corte observa que el Estado admitió de forma expresa los 
hechos relacionados con la desaparición forzada de Edgar Fernando García. El Estado no 
realizó una admisión específica y expresa de los demás hechos descritos en el Informe de 
Fondo de la Comisión ni en el escrito de solicitudes y argumentos de los representantes, 
ni aclaró los hechos sometidos a conocimiento del Tribunal que dan sustento a su 
reconocimiento parcial de responsabilidad. No obstante, como lo ha hecho en otros casos, 
el Tribunal entiende que el Estado admitió todos los hechos en los cuales se fundamentan 
las violaciones por las cuales “acept[ó] totalmente” su responsabilidad internacional. En 
consecuencia, la Corte considera que ha cesado la controversia respecto de la desaparición 
forzada de Edgar Fernando García y de la consecuente violación de los artículos 3, 4, 5, 
7, 13 y 16, en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana y el artículos I.a de 
la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada, en perjuicio de Edgar Fernando 
García. 

22. La Corte estima que el reconocimiento parcial de responsabilidad realizado por el 
Estado, constituye una contribución positiva al desarrollo de este proceso y a la vigencia 
de los principios que inspiran la Convención Americana. Asimismo, la Corte considera, 
como en otros casos, que tal reconocimiento produce plenos efectos jurídicos de acuerdo 
a los artículos 62 y 64 del Reglamento de la Corte ya mencionados y tiene un alto valor 
simbólico en aras de que no se repitan hechos similares. 

23. Por otra parte, el Tribunal valora positivamente el acuerdo de reparaciones alcanzado 
entre las partes, lo cual refleja la voluntad del Estado de reparar los daños ocasionados a 
las víctimas por las violaciones producidas en el presente caso. La Corte ha establecido 
que alcanzar acuerdos entre las partes contribuye a la realización de los fines del Sistema 
Interamericano de Protección de los Derechos Humanos, especialmente con el propósito 
de encontrar soluciones justas a los problemas particulares y estructurales de un caso. La 
Corte homologa las medidas de reparación descritas en el acuerdo convenido por el Estado 
y los representantes de las víctimas, en los términos descritos en la presente Sentencia 
por contribuir a la realización del objeto y fin de la Convención Americana. No obstante, 
la Corte analizará dichas medidas en el Capítulo IX, con el fin de determinar su alcance y 
formas de ejecución. 

24. Finalmente, en consideración de la gravedad de los hechos y de las violaciones 
alegadas, así como teniendo en cuenta las atribuciones que incumben a este Tribunal 
como órgano internacional de protección de los derechos humanos, la Corte procederá a 
la determinación amplia y puntual de los hechos ocurridos, toda vez que ello contribuye a 
la reparación de las víctimas, a evitar que se repitan hechos similares y a satisfacer, en 
suma, los fines de la jurisdicción interamericana sobre derechos humanos. De igual modo, 
la Corte abrirá los capítulos correspondientes para analizar y precisar en lo que 
corresponda el alcance de las violaciones alegadas por la Comisión o los representantes. 
(En similar sentido, ver entre otros: Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 29). 

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328 

55. Durante la audiencia pública del caso, el Estado reconoció su responsabilidad por la 
violación de los derechos a las garantías judiciales y la protección judicial, establecidos en 
los artículos 8 y 25 de la Convención, ya que “la averiguación [...] hasta ahora no ha 
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presentado resultados positivos”. No especificó en perjuicio de quiénes reconocía dicha 
violación. 

56. En consonancia con lo anterior, el Tribunal decide aceptar el reconocimiento parcial 
de responsabilidad formulado por el Estado, en sentido que violó los artículos 8 y 25 de la 
Convención Americana. Sin perjuicio de ello, la Corte nota que subsiste la controversia en 
cuanto al alcance de dichas violaciones, así como en cuanto a quiénes fueron las personas 
perjudicadas por las mismas. También subsiste la controversia en cuanto a las violaciones 
de los derechos establecidos en los artículos 3, 4, 5, 6, 7, 11, 12, 16, 17, 19, 21, 22, 23 
y 24 de la Convención Americana, en relación el artículo 1.1 de la misma; del artículo I de 
la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, y del artículo 7 de 
la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 
Mujer, alegadas por la Comisión y/o los representantes. 

57. Por otra parte, la Corte considera que, ante la Comisión Interamericana, el Estado 
reconoció aquellos hechos comprobados “mediante los expedientes abiertos ante las 
instituciones de justicia nacional” y que se encuentran documentados en el Informe de la 
Comisión para el Esclarecimiento Histórico. Asimismo, en su contestación, el Estado no 
negó los hechos de este caso, ni su obligación de “resarcir a las víctimas”, sin embargo, 
opuso una excepción preliminar ratione temporis, alegando que la Corte carece de 
competencia para conocer de los mismos. 

58. De conformidad con el artículo 41.3 del Reglamento, y en virtud del principio de 
estoppel, la Corte considera aceptados los hechos del caso y los tendrá como ciertos 
mientras lo contrario no aparezca de los autos o no resulte de la convicción judicial.  

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351 

27. De conformidad con los artículos 62 y 64 del Reglamento, y en ejercicio de sus poderes 
de tutela judicial internacional de derechos humanos, cuestión de orden público 
internacional, incumbe a este Tribunal velar porque los actos de reconocimiento de 
responsabilidad resulten aceptables para los fines que busca cumplir el sistema 
interamericano. Esta tarea no se limita a constatar, registrar o tomar nota del 
reconocimiento efectuado, o sus condiciones formales, sino que los debe confrontar con 
la naturaleza y gravedad de las violaciones alegadas, las exigencias e interés de la justicia, 
las circunstancias particulares del caso concreto, y la actitud y posición de las partes, de 
manera tal que pueda precisar, en cuanto sea posible y en el ejercicio de su competencia, 
la verdad judicial de lo acontecido. En tal sentido, el reconocimiento no puede tener por 
consecuencia limitar, directa o indirectamente, el ejercicio de las facultades de la Corte de 
conocer el caso que le ha sido sometido y decidir si, al respecto, hubo violación de un 
derecho o libertad protegidos en la Convención. Para estos efectos, este Tribunal analiza 
la situación planteada en cada caso concreto. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Chitay 
Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
25 de mayo de 2010. Serie C No. 212, párr. 18; Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258, párr. 16, y Caso 
Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 20). 

28. En el presente caso, el Estado planteó su reconocimiento parcial de responsabilidad 
en torno a las violaciones de la Convención Americana alegadas, sin admitir de manera 
clara y específica cuáles hechos, descritos en el Informe de Fondo de la Comisión o en el 
escrito de solicitudes y argumentos de los representantes, le daban sustento a dicho 
reconocimiento. En otros casos, este Tribunal ha estimado que en supuestos como los del 
presente debe entenderse que el Estado aceptó los hechos que, según el Informe de Fondo—
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marco fáctico de este proceso—, configuran las violaciones reconocidas en los términos en 
que el caso fue sometido. No obstante, la Corte considera que en este caso, si bien el 
Estado no fue claro ni detallado, sí realizó algunas manifestaciones en cuanto a los hechos 
que daban sustento a su reconocimiento. Algunas de estas afirmaciones no constituyen 
un reconocimiento de hechos sino una versión distinta a la alegada por la Comisión y los 
representantes (particularmente todo lo referente a la supuesta “desprotección” de sus 
hijos por parte de la señora Flor de María Ramírez Escobar). En la audiencia pública el 
Estado intentó aclarar que el reconocimiento se basaba en los hechos contenidos en el 
Informe de Fondo, sin embargo nuevamente limitó el reconocimiento a una parte de estos 
hechos haciendo referencias a las “posibles” violaciones cometidas. 

29. La Corte recuerda que, para considerar un acto del Estado como un allanamiento o 
reconocimiento de responsabilidad, su intención en este sentido debe ser clara. Por tanto, 
este Tribunal entiende que el reconocimiento del Estado comprende aquellos hechos, tal 
cual fueron alegados por la Comisión y los representantes, que sirven de fundamento a 
las violaciones de derechos convencionales que el Estado reconoció sin reservas y de 
manera clara, así como aquellos hechos referidos por el propio Estado en su contestación 
de manera expresa y que coinciden con lo alegado por la Comisión y los representantes 
(tales como la referencia a no tener en cuenta otras opciones excepto la adopción 
internacional luego de la declaración de abandono y el mal diligenciamiento de los 
recursos). 

32. La Corte nota que el Estado no reconoció la violación del artículo 17 de la Convención 
en perjuicio de Flor de María Ramírez Escobar y Gustavo Amílcar Tobar Fajardo, por lo que 
entiende que persiste la controversia por esta violación en su perjuicio. Asimismo, 
respecto de las manifestaciones presentadas por el Estado como un reconocimiento con 
carácter condicional, este Tribunal estima que no se les puede atribuir el carácter de un 
allanamiento. Dichas manifestaciones más bien constituyen pretensiones del Estado para 
que este Tribunal determine las violaciones a la Convención en las que habría incurrido, 
con base en las pruebas aportadas y los hechos reconocidos. Por tanto, también persiste 
la controversia con respecto a las alegadas violaciones sobre las cuales el Estado hizo 
manifestaciones condicionales, es decir, las violaciones respecto de los derechos a la 
integridad personal (artículo 5), vida privada y familiar (artículo 11) y libertad personal 
(artículo 7), en perjuicio de los hermanos Ramírez, Flor de María Ramírez Escobar y 
Gustavo Tobar Fajardo, respectivamente, así como de las violaciones alegadas a la 
prohibición de discriminación y el principio de igualdad ante la ley (artículos 1.1 y 24) y la 
prohibición de esclavitud y servidumbre (artículo 6), estas últimas todas negadas por el 
Estado. 

34. Este Tribunal valora el reconocimiento parcial de responsabilidad internacional 
realizado por el Estado. De igual forma, destaca el compromiso manifestado por el Estado 
relativo a algunas medidas de reparación solicitadas por la Comisión y los representantes, 
bajo los criterios que establezca la Corte. Todas estas acciones constituyen una 
contribución positiva al desarrollo de este proceso, a la vigencia de los principios que 
inspiran la Convención y, en parte, a la satisfacción de las necesidades de reparación de 
las víctimas de violaciones de derechos humanos. 

35. Como en otros casos, la Corte considera que el reconocimiento efectuado por el Estado 
produce plenos efectos jurídicos de acuerdo a los artículos 62 y 64 del Reglamento de la 
Corte ya mencionados y que tiene un alto valor simbólico en aras de que no se repitan 
hechos similares. Adicionalmente, la Corte advierte que el reconocimiento de hechos y 
violaciones puntuales y específicos puede tener efectos y consecuencias en el análisis que 
haga este Tribunal sobre los demás hechos y violaciones alegados, en la medida en que 
todos forman parte de un mismo conjunto de circunstancias. 
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36. En virtud de lo anterior y de las atribuciones que le incumben como órgano 
internacional de protección de derechos humanos, la Corte estima necesario, en atención 
a las particularidades de los hechos del presente caso y la ausencia de una investigación 
sobre los mismos a nivel interno, dictar una sentencia en la cual se determinen los hechos 
ocurridos de acuerdo a la prueba recabada en el proceso ante este Tribunal, toda vez que 
ello contribuye a la reparación de las víctimas, a evitar que se repitan hechos similares y 
a satisfacer, en suma, los fines de la jurisdicción interamericana sobre derechos humanos. 

37. De igual forma y en aras de asegurar una mejor comprensión de la responsabilidad 
internacional estatal en el presente caso y del nexo causal entre las violaciones 
establecidas y las reparaciones que se ordenarán, la Corte estima pertinente precisar las 
violaciones a los derechos humanos que acontecieron en el presente caso. 

Corte IDH. Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386 

17. Previamente, la Corte recuerda que de conformidad con los artículos 62 y 64 del 
Reglamento, y en ejercicio de sus poderes de tutela judicial internacional de derechos 
humanos cuestión de orden público internacional, incumbe a este Tribunal velar porque 
los actos de reconocimiento de responsabilidad resulten aceptables para los fines que 
busca cumplir el sistema interamericano. Esta tarea no se limita a constatar, registrar o 
tomar nota del reconocimiento efectuado o sus condiciones formales, sino que los debe 
confrontar con la naturaleza y gravedad de las violaciones alegadas, las exigencias e 
interés de la justicia, las circunstancias particulares del caso concreto, y la actitud y 
posición de las partes, de manera tal que pueda precisar, en cuanto sea posible y en el 
ejercicio de su competencia, la verdad judicial de lo acontecido. La Corte advierte que el 
reconocimiento de hechos y violaciones puntuales y específicas puede tener efectos y 
consecuencias en el análisis que haga este Tribunal sobre los demás hechos y violaciones 
alegados, en la medida en que todos forman parte de un mismo conjunto de 
circunstancias. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Miembros de la Aldea Chichupac y 
comunidades vecinas del Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328, párr. 54). 

18. Este Tribunal estima que el reconocimiento parcial de responsabilidad internacional 
constituye una contribución positiva al desarrollo de este proceso y a la vigencia de los 
principios que inspiran la Convención, así como a las necesidades de reparación de las 
víctimas. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Carpio Nicolle y otros Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2004. Serie C No. 117, párr. 84; Caso 
Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 29 de abril de 2004. Serie C No. 105, 
párr. 50, y Caso Molina Theissen Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 4 de mayo de 2004. Serie C No. 
106, párr. 46). 
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III. OBLIGACIONES GENERALES 

Obligación de respetar y garantizar los derechos 

Consideraciones generales 

Corte IDH. Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Fondo. Sentencia de 8 de marzo de 1998. Serie C No. 3725 

91. Para establecer que se ha producido una violación de los derechos consagrados en la 
Convención, no se requiere determinar, como ocurre en el derecho penal interno, la 
culpabilidad de sus autores o su intencionalidad y tampoco es preciso identificar 
individualmente a los agentes a los cuales se atribuye los hechos violatorios. Es suficiente 
la demostración de que ha habido apoyo o tolerancia del poder público en la infracción de 
los derechos reconocidos en la Convención. Además, también se compromete la 
responsabilidad internacional del Estado cuando éste no realice las actividades necesarias, 
de acuerdo con su derecho interno, para identificar y, en su caso, sancionar a los autores 
de las propias violaciones. 

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. 
Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 6326 

220. Es un principio básico del derecho de la responsabilidad internacional del Estado, 
recogido por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, que todo Estado es 
internacionalmente responsable por todo y cualquier acto u omisión de cualesquiera de 
sus poderes u órganos en violación de los derechos internacionalmente consagrados. El 
artículo 1.1 de la Convención Americana es de importancia fundamental en ese sentido. 

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2000. Serie C No. 7027 

194. Este Tribunal ha señalado que como parte de las obligaciones generales de los 
Estados, éstos tienen un deber positivo de garantía con respecto a los individuos 
sometidos a su jurisdicción. Esta obligación de garantía supone tomar todas las medidas 
necesarias para remover los obstáculos que puedan existir para que los individuos puedan 
disfrutar de los derechos que la Convención reconoce. Por consiguiente, la tolerancia del 
Estado a circunstancias o condiciones que impidan a los individuos acceder a los recursos 

 
25 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la detención y posterior asesinato de Julio Caal 
Sandoval, Jovito Juárez Cifuentes, Anstraum Villagrán, Henry Giovanni Contreras, Federico Figueroa Túnchez por 
parte de agentes policiales, así como a la falta de investigación y sanción de los responsables de los hechos. Puede 
consultar el resumen oficial de la sentencia en https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/Seriec_63_esp.pdf.  
26 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por violaciones a los derechos a la vida, a la 
integridad personal y a la libertad personal, imputadas a agentes estatales, contra once personas durante 1987 y 
1988, así como la falta de investigación y sanción de responsables. Puede consultar el resumen oficial de la sentencia 
en siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_37_esp.pdf  
27 El caso se relaciona con la responsabilidad internacional del Estado por la desaparición forzada de Efraín Bámaca 
Velásquez, así como por la falta de investigación y sanción de los responsables de los hechos. La Corte declaró 
violados, entre otros, los derechos a la vida, integridad personal y libertad personal. Puede consultar los detalles de 
la sentencia en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=244 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/Seriec_63_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_37_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=244
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internos adecuados para proteger sus derechos, constituye una violación al artículo 1.1 
de la Convención. 

210. La Corte considera, con fundamento en el artículo 1.1 de la Convención Americana, 
que Guatemala está obligada a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a 
organizar el poder público para garantizar a las personas bajo su jurisdicción el libre y 
pleno ejercicio de los derechos humanos. Lo anterior se impone independientemente de 
que los responsables de las violaciones de estos derechos sean agentes del poder público, 
particulares, o grupos de ellos, ya que según las reglas del Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos, la acción u omisión de cualquier autoridad pública constituye un 
hecho imputable al Estado que compromete su responsabilidad en los términos previstos 
por la misma Convención. 

Corte IDH. Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277 

135. Una manifestación del deber de garantía es el deber de prevención que, como la 
Corte ha afirmado: 

abarca todas aquellas medidas de carácter jurídico, político, administrativo y cultural que promuevan la 
salvaguarda de los derechos humanos y que aseguren que las eventuales violaciones a los mismos sean 
efectivamente consideradas y tratadas como un hecho ilícito que, como tal, es susceptible de acarrear 
sanciones para quien las cometa, así como la obligación de indemnizar a las víctimas por sus consecuencias 
perjudiciales. Es claro, a su vez, que la obligación de prevenir es de medio o comportamiento y no se 
demuestra su incumplimiento por el mero hecho de que un derecho haya sido violado. 

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
agosto de 2014. Serie C No. 283 

140. La obligación de garantía se proyecta más allá de la relación entre los agentes 
estatales y las personas sometidas a su jurisdicción, abarcando asimismo el deber de 
prevenir, en la esfera privada, que terceros vulneren los bienes jurídicos protegidos. 
Conforme a la jurisprudencia de la Corte es claro que un Estado no puede ser responsable 
por cualquier violación de derechos humanos cometida entre particulares dentro de su 
jurisdicción. En efecto, las obligaciones convencionales de garantía a cargo de los Estados 
no implican una responsabilidad ilimitada de los Estados frente a cualquier acto o hecho 
de particulares, pues sus deberes de adoptar medidas de prevención y protección de los 
particulares en sus relaciones entre sí se encuentran condicionados al conocimiento de 
una situación de riesgo real e inmediato para un individuo o grupo de individuos 
determinado –o a que el Estado debió conocer dicha situación de riesgo real e inmediato- 
y a las posibilidades razonables de prevenir o evitar ese riesgo. Es decir, aunque un acto 
u omisión de un particular tenga como consecuencia jurídica la violación de determinados 
derechos humanos de otro particular, aquél no es automáticamente atribuible al Estado, 
pues debe atenderse a las circunstancias particulares del caso y a la concreción de dichas 
obligaciones de garantía. En este sentido, la Corte deberá verificar si corresponde atribuir 
responsabilidad del Estado en el caso concreto. 

141. Esta Corte también ha señalado que, además de las obligaciones generales de 
respetar y garantizar los derechos, del artículo 1.1. de la Convención derivan deberes 
especiales, determinables en función de las particulares necesidades de protección del 
sujeto de derecho, ya sea por su condición personal o por la situación específica en que 
se encuentre. En esta línea, la Corte recuerda que en determinados contextos, los Estados 
tienen la obligación de adoptar todas las medidas necesarias y razonables para garantizar 
el derecho a la vida, libertad personal e integridad personal de aquellas personas que se 
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encuentren en una situación de especial vulnerabilidad, especialmente como consecuencia 
de su labor, siempre y cuando el Estado tenga conocimiento de un riesgo real e inmediato 
en contra de éstos y toda vez que existan posibilidades razonables de prevenir o evitar 
ese riesgo. 

Corte IDH. Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C 
No. 307 

106. De acuerdo con el artículo 1.1 de la Convención, los Estados están obligados a 
respetar y garantizar los derechos humanos reconocidos en ella. En particular, en cuanto 
a los derechos a la vida, integridad personal, y honra y dignidad, estas obligaciones no 
solo implican que el Estado debe respetarlos (obligación negativa), sino que, además, 
requiere que el Estado adopte todas las medidas apropiadas para garantizarlos (obligación 
positiva). (En similar sentido, ver entre otros: Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. 
Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 
2014. Serie C No. 283, párr. 138). 

107. Esta Corte ha establecido que la obligación de garantizar los derechos a la vida e 
integridad personal presupone el deber de los Estados de prevenir las violaciones a dichos 
derechos. Este deber de prevención abarca todas aquellas medidas de carácter jurídico, 
político, administrativo y cultural que promuevan la salvaguarda de los derechos humanos 
y que aseguren que las eventuales violaciones a los mismos sean efectivamente 
consideradas y tratadas como un hecho ilícito que, como tal, es susceptible de acarrear 
sanciones para quien las cometa, así como la obligación de indemnizar a las víctimas por 
sus consecuencias perjudiciales. Es claro, a su vez, que la obligación de prevenir es de 
medio o comportamiento y no se demuestra su incumplimiento por el mero hecho de que 
un derecho haya sido violado. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Defensor de Derechos 
Humanos y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 28 de agosto de 2014. Serie C No. 283, párr. 139). 

Corte IDH. Caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2017. 
Serie C No. 339 

141. En este caso, no consta que autoridades estatales hayan recibido alguna denuncia 
con anterioridad de la desaparición de la señora Gutiérrez respecto de posibles amenazas 
en contra de ella, de riesgos que ésta enfrentaría o de la necesidad de contar con medidas 
de protección. Al respecto, consta en el expediente que la primera vez que las autoridades 
estatales tomaron conocimiento de la desaparición de Mayra Gutiérrez fue dos días 
después de ocurrida, a través de la denuncia de 9 de abril de 2000 de una compañera de 
trabajo de ésta a la Estación 111 de la Policía. Por lo tanto, al momento que desapareció 
la señora Gutiérrez, no existían elementos suficientes para establecer que se encontraba 
en una situación de riesgo real e inmediato que conllevara la obligación por parte del 
Estado de adoptar medidas especiales de protección y prevención a su favor. Por ende, 
corresponde analizar la alegada responsabilidad del Estado por la respuesta de sus 
autoridades frente a la denuncia de su desaparición en el capítulo siguiente de esta 
Sentencia sobre el deber de investigar los hechos con debida diligencia. 
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Corte IDH. Caso Villaseñor Velarde y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 5 de febrero de 2019. Serie C No. 374 

102. Estando aclarado lo precedente, debe examinarse si el Estado observó su obligación 
de garantizar los derechos de la señora Villaseñor. Ello es pertinente aun en la hipótesis 
de que los actos referidos hayan sido cometidos por particulares. Esta obligación refiere a 
la adopción de acciones para “asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los 
derechos humanos”, y puede concretarse de diversos modos. Ello, “en función del derecho 
específico que el Estado deba garantizar y de las particulares necesidades de protección”. 
En ese sentido, la Corte ha expresado que, entre las acciones que puede abarcar, se 
encuentran las de prevención e investigación; ambas obligaciones de medio. Por ello este 
Tribunal examinará a continuación: a) las medidas de seguridad adoptadas en el caso, y 
b) las acciones de investigación. 

Corte IDH. Caso Girón y otro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 390 

59. Este Tribunal advierte que si bien en el presente caso la conducta reprochable de las 
presuntas víctimas devino en una responsabilidad penal por la comisión de los delitos ya 
indicados, es necesario enfatizar que el reconocimiento de los derechos humanos y el 
deber de garantía a que está obligado el Estado conciernen a todos los casos en que se 
encuentre involucrada una persona y por ende, le corresponde asegurar sus derechos. Por 
lo cual, esta Corte reafirma la obligación de los Estados de respetar y garantizar los 
derechos de toda persona sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna. 

Corte IDH. Caso Gómez Virula y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2019. Serie C No. 393 

56. De acuerdo con el artículo 1.1 de la Convención, los Estados están obligados a respetar 
y garantizar los derechos humanos reconocidos en ella. No obstante, es claro que un 
Estado no puede ser responsable internacionalmente por cualquier delito cometido entre 
particulares dentro de su jurisdicción. En efecto, las obligaciones convencionales de 
garantía a cargo de los Estados no implican una responsabilidad ilimitada de estos frente 
a cualquier acto o hecho de particulares, pues sus deberes de adoptar medidas de 
prevención y protección de los particulares en sus relaciones entre sí se encuentran 
condicionados al conocimiento de una situación de riesgo real e inmediato para un 
individuo o grupo de individuos determinado – o a que el Estado debió conocer dicha 
situación de riesgo real e inmediato - y a las posibilidades razonables de prevenir o evitar 
ese riesgo. Es decir, aunque un acto u omisión de un particular tenga como consecuencia 
jurídica la afectación de determinados bienes jurídicos de otro particular, aquél no es 
automáticamente atribuible al Estado, pues debe atenderse a la luz de las circunstancias 
particulares del caso y a la concreción de dichas obligaciones de garantía. Al respecto, la 
Corte aclara que, a fin de establecer un incumplimiento del deber de prevenir violaciones 
a los derechos a la vida e integridad personal, debe verificarse que: i) las autoridades 
estatales sabían, o debían haber sabido, de la existencia de un riesgo real e inmediato 
para la vida y/o integridad personal de un individuo o grupo de individuos determinado, y 
que ii) tales autoridades no adoptaron las medidas necesarias dentro del ámbito de sus 
atribuciones que, juzgadas razonablemente, podían esperarse para prevenir o evitar ese 
riesgo. Este estándar ha sido aplicado por la Corte, por ejemplo, en situaciones de 
desaparición de mujeres ocurridas dentro de un contexto de aumento de violencia 
homicida contra mujeres, e igualmente sería aplicable dentro de un contexto de aumento 
de violencia homicida contra sindicalistas. Sin embargo, en el presente caso no se ha 
demostrado que el Estado tuviera conocimiento de que existiera en marzo de 1995 una 
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situación de riesgo generalizado en contra de los sindicalistas en Guatemala. Toda vez que 
en el presente caso la Comisión no ha presentado elementos suficientes para determinar 
que existiera un contexto a la fecha en que ocurrieron los hechos. (En similar sentido, ver 
entre otros: Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277, párr. 137; Caso Velásquez Paiz y otros 
Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de 
noviembre de 2015. Serie C No. 307, párr. 109, y Caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2017. Serie 
C No. 339, párr. 140). 

57. En el presente caso, el Estado tuvo conocimiento el 14 de marzo de 1995 de la 
desaparición de la presunta víctima. Mediante esa misma denuncia se le informa al Estado 
que el señor Gómez Virula era miembro del sindicato de la empresa RCA. Asimismo, los 
días 15, 16 y 17 de marzo de 1995 la UNSITRAGUA emitió una comunicación a la opinión 
pública y dos telegramas urgentes dirigidos al Ministerio de Gobernación, manifestando 
su preocupación por la posible relación entre la desaparición del señor Gómez Virula y su 
participación en el sindicato de la empresa RCA. Estas denuncias muestran que a partir 
de esa fecha el Estado tenía conocimiento que la presunta víctima se encontraba 
desaparecida. 

58. Lo que no se ha demostrado es que el Estado supiese o debiese haber sabido que 
existiera una situación de riesgo real e inminente en contra de los sindicalistas con 
anterioridad a la denuncia de la desaparición del señor Gómez Virula. En consecuencia, la 
Corte considera que el Estado no incumplió con su deber de garantizar el derecho a la 
vida, a la integridad personal y la libertad personal del señor Gómez Virula. 

59. Lo anterior no significa que el Estado no tuviese la obligación de investigar con debida 
diligencia la desaparición de la presunta víctima, una vez que tuvo conocimiento de la 
misma.  

Deber de investigar  

Corte IDH. Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 38528  

170. La Corte recuerda que, a la luz de la obligación general de los Estados partes de 
respetar y garantizar los derechos a toda persona sujeta a su jurisdicción, contenida en el 
artículo 1.1 de la Convención Americana, el Estado tiene el deber de iniciar de oficio e 
inmediatamente una investigación efectiva que permita identificar, juzgar y sancionar a 
los responsables, cuando existe denuncia o razón fundada para creer que se ha cometido 
un acto de tortura en violación del artículo 5 de la Convención Americana. En el presente 
caso, la Corte considera que el Estado de Guatemala no actuó con arreglo a esas 
previsiones.  

 

 

 
28 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la vulneración de derechos consecuencia de la 
imposición de la pena de muerte al señor Hugo Humberto Ruiz Fuentes y su posterior muerte tras fugarse de la 
cárcel. La Corte estableció que el Estado violó, entre otros, los derechos a la vida, integridad personal, protección 
judicial, libertad personal y garantías judiciales. Se puede consultar los detalles del caso en el siguiente enlace: 
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_384_esp.pdf  

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_384_esp.pdf
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Deber de no discriminación 

Corte IDH. Caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2017. 
Serie C No. 339 

150. Además, la Corte recuerda que en la actual etapa de la evolución del derecho 
internacional, el principio fundamental de igualdad y no discriminación ha ingresado en el 
dominio del jus cogens. Sobre él descansa el andamiaje jurídico del orden público nacional 
e internacional y permea todo el ordenamiento jurídico. Los Estados deben abstenerse de 
realizar acciones que de cualquier manera vayan dirigidas, directa o indirectamente, a 
crear situaciones de discriminación de jure o de facto. En este sentido, mientras la 
obligación general del artículo 1.1 de la Convención Americana se refiere al deber del 
Estado de respetar y garantizar, “sin discriminación”, los derechos contenidos en dicho 
tratado, el artículo 24 protege el derecho a “igual protección de la ley”. Es decir, el artículo 
24 de la Convención prohíbe la discriminación de derecho o de hecho, no sólo en cuanto 
a los derechos consagrados en la misma, sino en lo que respecta a todas las leyes que 
apruebe el Estado y a su aplicación. En definitiva, si un Estado discrimina en el respeto o 
garantía de un derecho convencional, violaría el artículo 1.1 y el derecho sustantivo en 
cuestión. Si, por el contrario, la discriminación se refiere a una protección desigual de la 
ley interna o su aplicación, el hecho debe analizarse a la luz del artículo 24 de la 
Convención en relación con las categorías protegidas por el artículo 1.1 de la misma. (En 
similar sentido, ver entre otros: Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C No. 307, 
párr. 174). 

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351 

269. La Corte ha definido la discriminación como toda distinción, exclusión, restricción o 
preferencia que se basen en determinados motivos, como la raza, el color, el sexo, el 
idioma, la religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional o social, la 
propiedad, el nacimiento o cualquier otra condición social, y que tengan por objeto o por 
resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de 
igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales de todas las personas. 

271. El artículo 1.1 de la Convención es una norma de carácter general cuyo contenido se 
extiende a todas las disposiciones del tratado, y dispone la obligación de los Estados Parte 
de respetar y garantizar el pleno y libre ejercicio de los derechos y libertades allí 
reconocidos “sin discriminación alguna”. Es decir, cualquiera sea el origen o la forma que 
asuma, todo tratamiento que pueda ser considerado discriminatorio respecto del ejercicio 
de cualquiera de los derechos garantizados en la Convención es per se incompatible con 
la misma. El incumplimiento por el Estado, mediante cualquier tratamiento 
discriminatorio, de la obligación general de respetar y garantizar los derechos humanos, 
le genera responsabilidad internacional. Es por ello que existe un vínculo indisoluble entre 
la obligación de respetar y garantizar los derechos humanos y el principio de igualdad y 
no discriminación. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C 
No. 277, párr. 204). 

272. Mientras que la obligación general del artículo 1.1 se refiere al deber del Estado de 
respetar y garantizar “sin discriminación” los derechos contenidos en la Convención 
Americana, el artículo 24 protege el derecho a “igual protección de la ley”. Es decir, el 
artículo 24 de la Convención Americana prohíbe la discriminación de derecho, no solo en 
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cuanto a los derechos contenidos en dicho tratado, sino en lo que respecta a todas las 
leyes que apruebe el Estado y a su aplicación. En otras palabras, si un Estado discrimina 
en el respeto o garantía de un derecho convencional, incumpliría la obligación establecida 
en el artículo 1.1 y el derecho sustantivo en cuestión. Si, por el contrario, la discriminación 
se refiere a una protección desigual de la ley interna o su aplicación, el hecho debe 
analizarse a la luz del artículo 24 de la Convención Americana en relación con las 
categorías protegidas por el artículo 1.1 de la Convención. (En similar sentido, ver entre otros: 
Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277, párr. 214). 

273. En el presente caso no se configuraron hechos relativos a una protección desigual 
derivada de una ley interna o su aplicación, sino más bien se alega una discriminación 
ocasionada por el recurso a estereotipos de género, sobre la orientación sexual y la 
posición económica para justificar la declaratoria de abandono, así como que las prácticas 
o patrones asociados al contexto de adopciones irregulares en Guatemala afectaron de 
manera desproporcionada a las familias viviendo en situación de pobreza, como la de este 
caso. Por tanto, la Corte considera que la situación alegada por los representantes 
corresponde analizarla bajo la prohibición general de discriminación, consagrada en el 
artículo 1.1 de la Convención y no bajo el principio de igualdad ante la ley, consagrado en 
el artículo 24 de la Convención. 

274. En el caso especial de niñas y niños, la prohibición de discriminación debe ser 
interpretada a la luz del artículo 2 de la Convención sobre los Derechos del Niño. El referido 
artículo 2 establece que las niñas y niños tienen derecho a no ser discriminados en razón 
de la condición, actividades, opiniones o creencias de los integrantes de su familia. Esta 
Corte ha resaltado que la prohibición de discriminación en perjuicio de niñas y niños se 
extiende, además, a las condiciones de sus padres o familiares. En el mismo sentido, el 
Comité de los Derechos del Niño ha aclarado que las niñas y los niños pueden sufrir las 
consecuencias de la discriminación de la cual son objeto sus padres. La discriminación que 
se alega en este caso habría tenido un impacto directo en los niños, quienes fueron 
privados de su medio familiar y separados al ser dados en adopción internacional a familias 
diferentes. Por tanto, de ser demostrados los alegatos de discriminación en el presente 
caso, estos afectarían no solo los derechos de los padres sino también los derechos de 
Osmín Tobar Ramírez, presunta víctima en este caso. 

275. En el presente caso, se alega discriminación por tres motivos: 1) la situación 
económica de la familia, 2) el rol de género asignado a la madre de los niños y al padre 
de Osmín Tobar Ramírez, y 3) la orientación sexual de la abuela materna de los hermanos 
Ramírez, todo lo cual la Corte analizará a continuación en el mismo orden. 

276. Sin perjuicio de lo anterior, este Tribunal advierte que, de verificarse los distintos 
motivos de discriminación alegados en este caso, particularmente en el supuesto de la 
señora Flor de María Ramírez Escobar habrían confluido en forma interseccional distintos 
factores de vulnerabilidad o fuentes de discriminación asociados a su condición de madre 
soltera en situación de pobreza, con una madre lesbiana, ya que la discriminación 
experimentada por la señora Ramírez Escobar sería el resultado del actuar entrecruzado 
de todos las razones por las que habría sido discriminada. Al respecto, el Comité para la 
Eliminación de la Discriminación contra la Mujer ha destacado que: 

La interseccionalidad es un concepto básico para comprender el alcance de las obligaciones generales de los 
Estados partes en virtud del artículo 2. La discriminación de la mujer por motivos de sexo y género está 
unida de manera indivisible a otros factores que afectan a la mujer [...]. La discriminación por motivos de 
sexo o género puede afectar a las mujeres de algunos grupos en diferente medida o forma que a los 
hombres. Los Estados partes deben reconocer y prohibir en sus instrumentos jurídicos estas formas 
entrecruzadas de discriminación y su impacto negativo combinado en las mujeres afectadas[, así como] 
aprobar y poner en práctica políticas y programas para eliminar estas situaciones. 



 

51     

277. A efectos del análisis jurídico que debe realizar este Tribunal y teniendo en cuenta 
que en este caso se alega que varias personas fueron víctimas de discriminación por 
motivos coincidentes, este Tribunal realizará un análisis de cada uno de los motivos 
presuntamente discriminatorios de manera separada. Lo anterior sin perjuicio de que la 
Corte comprende que  la  confluencia  de factores  de  discriminación  de manera 
interseccional resulta en una experiencia discriminatoria que se diferencia de la simple 
acumulación en contra de una persona de distintas causas discriminación. 

Derecho a no ser discriminado con base en la posición económica 

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351 

278. La Corte ha destacado que a diferencia de otros tratados de derechos humanos, la 
“posición económica” de la persona es una de las causales de discriminación prohibidas 
por el artículo 1.1 de la Convención Americana. Asimismo, este Tribunal ha determinado 
que el efecto jurídico directo de que una condición o característica de una persona se 
enmarque dentro de las categorías del artículo 1.1 de la Convención es que el escrutinio 
judicial debe ser más estricto al valorar diferencias de trato basadas en dichas categorías. 
En consecuencia, la eventual restricción de un derecho, con base en cualquiera de las 
categorías del artículo 1.1 de la Convención, exige una fundamentación rigurosa y de 
mucho peso con razones sustentadas en una argumentación exhaustiva. Además, 
cualquier diferenciación con base en dichas categorías invierte la carga de la prueba, por 
lo cual corresponderá a la autoridad demostrar que su decisión no tenía un propósito ni 
un efecto discriminatorio. 

279. La Corte ha sido clara en que la carencia de recursos materiales no puede ser el único 
fundamento para una decisión judicial o administrativa que suponga la separación del niño 
con respecto a su familia, y la consecuente privación de otros derechos consagrados en la 
Convención. De manera similar, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha destacado 
que la pobreza nunca puede ser la única razón para separar a las niñas o niños de sus 
familias, y resaltó la obligación positiva de los Estados de crear condiciones que permitan 
el desarrollo del vínculo entre los padres y niñas y niños. Con respecto a la separación de 
niñas o niños que provengan de familias en situación de pobreza, el Tribunal Europeo ha 
enfatizado que el mero hecho que la niña o el niño podría ser colocado en un ambiente 
más favorable para su crianza o la mera referencia a la situación de los padres no justifica 
per se una medida obligatoria de separación, ya que la última puede ser abordada con 
medios menos drásticos que la separación de la familia, tales como la asistencia financiera 
específica o el asesoramiento social. 

281. A efectos de determinar si hubo discriminación por la condición económica de los 
familiares de los hermanos Ramírez, la Corte examinará: (i) el contexto de pobreza en los 
procedimientos de abandono y adopción en Guatemala en la época de los hechos, y (ii) si 
se utilizó la posición económica de la familia Ramírez como justificación para la separación 
de los niños de su familia biológica. 

286. La Corte advierte que la situación económica de los miembros de la familia no es la 
única razón que se incluye en estos informes, dictámenes o en la decisión que ordenó la 
separación de los niños Ramírez de su familia biológica. No obstante, recuerda que los 
alegatos relativos al trato de los niños por su madre nunca fueron adecuadamente 
investigados, y las otras razones esbozadas evidencian el uso de estereotipos 
discriminatorios, con base en la orientación sexual o roles de género, que se analizarán 
más adelante. Por tanto, la Corte considera que la decisión de separar a los hermanos 
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Ramírez de su familia se fundamentó en gran medida en la situación económica de los 
distintos miembros, incluyendo su familia ampliada, representada por la abuela materna 
y las madrinas de los niños. 

287. Este Tribunal reitera que la eventual restricción de un derecho, con base en algunas 
de las categorías prohibidas por el artículo 1.1 de la Convención, exige una 
fundamentación rigurosa y con razones sustentadas en una argumentación exhaustiva. 
Asimismo, reitera que la decisión de declarar a los hermanos Ramírez en abandono carecía 
de una motivación adecuada. Por tanto, el Estado no ha ofrecido una justificación 
adecuada sobre la utilización de la posición económica de los distintos miembros de la 
familia como fundamento para declarar a los niños Ramírez en estado de abandono y 
posteriormente autorizar su adopción internacional. 

288. Este Tribunal reconoce que la falta de recursos puede tener un impacto en la crianza 
de niñas y niños, sobre todo cuando ello compromete la satisfacción de sus necesidades 
más básicas como la alimentación y la salud. Sin embargo, la carencia de recursos 
materiales no puede ser el único fundamento para una decisión que suponga la separación 
del niño con respecto a su familia. El interés superior del niño, así como los derechos de 
los niños a preservar sus relaciones familiares y a no ser objeto de interferencias 
arbitrarias en las mismas, exige que la posición económica de una familia solo pueda ser 
utilizada para la separación de la niña o niño de su familia cuando además se invoca otra 
razón de más peso que por sí misma justificaría esa medida. 

289. En el presente caso, las razones invocadas en cuanto a la necesidad de un mejor 
nivel de vida o una familia donde no sean una “carga”, no constituyen una justificación 
adecuada. Al respecto, el perito Cantwell resaltó que “es vital hacer la diferencia entre lo 
que es el mejor interés de un niño y lo que podría considerarse como una acción para que 
el niño esté ‘mejor’ en términos esencialmente materiales”, por cuanto “[l]os ‘mejores 
intereses del niño’ no pueden ser equiparados simplemente al hecho de que el niño esté 
‘en mejor situación’ -sobre todo materialmente- en otro país”. 

290. Por tanto, la Corte considera que el Estado no ha ofrecido una justificación adecuada 
ni medianamente fundamentada de la utilización de la posición económica de la familia en 
su decisión de separar a los hermanos Ramírez de su familia biológica, teniendo en cuenta 
el contexto de adopciones irregulares en la época de los hechos, en el cual la pobreza de 
las familias guatemaltecas influía en varias etapas de la separación de niñas y niños de su 
familia, y que en este caso concreto la posición económica de distintos miembros de la 
familia fue un motivo predominante para justificar la separación, negativa de entrega o 
devolución de los niños. En consecuencia, esta Corte concluye que estas decisiones 
discriminaron a la familia Ramírez por su posición económica. 

291. En adición a lo anterior, se resalta que el recurso de revisión en este caso se archivó 
también por la falta de recursos económicos de la familia Ramírez. Al respecto, este 
Tribunal destaca que, en este caso, una familia fue arbitrariamente separada, en parte, 
por la carencia de recursos económicos, y luego el Estado hizo depender su acceso a un 
recurso efectivo para reparar o subsanar dicha separación arbitraria, nuevamente, en la 
capacidad económica de las víctimas. De esta manera, Guatemala hizo doblemente 
depender la protección de los derechos a la familia y a la vida familiar de la capacidad 
económica de sus titulares. 

292. Este Tribunal recuerda que un proceso, para alcanzar sus objetivos, debe reconocer 
y resolver los factores de desigualdad real de quienes son llevados ante la justicia para 
atender el principio de igualdad ante la ley y los tribunales y la prohibición de 
discriminación. En particular, la Corte recuerda que si una persona, que busca la 
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protección de la ley para hacer valer los derechos que la Convención le garantiza, 
encuentra que su posición económica le impide hacerlo porque no puede pagar la 
asistencia legal necesaria o cubrir los costos del proceso, queda discriminada por motivo 
de su posición económica y colocada en condiciones de desigualdad ante la ley. 

Derecho a no ser discriminado con base en estereotipos de género 

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351 

294. La Corte ha destacado que los estereotipos de género se refieren a una pre- 
concepción de atributos, conductas o características poseídas o papeles que son o deberían 
ser ejecutados por hombres y mujeres respectivamente, cuya creación y uso es 
particularmente grave cuando se reflejan, implícita o explícitamente, en políticas y 
prácticas, particularmente en el razonamiento y el lenguaje de las autoridades estatales. 

295. La Corte ha identificado, reconocido, visibilizado y rechazado estereotipos de género 
que son incompatibles con el derecho internacional de los derechos humanos y respecto 
de los cuales los Estados deben tomar medidas para erradicarlos, en circunstancias en las 
que han sido utilizados para justificar la violencia contra la mujer o su impunidad, la 
violación de sus garantías judiciales, o la afectación diferenciada de acciones o decisiones 
del Estado. 

296. En el presente caso, la Corte constata que, en distintos informes, así como en las 
propias decisiones de las autoridades judiciales, se evidencia el uso de estereotipos en 
cuanto a los roles de género asignados a la madre y padre de los niños. En este sentido, 
por un lado, distintos informes estudiaron si la señora Ramírez Escobar podía o no 
posibilidad de concederle el cuidado de su hijo. Como mencionó el señor Tobar Fajardo, si 
bien vivía en otro país, él mantenía una relación familiar con su hijo y no había desatendido 
sus responsabilidades con respecto a Osmín Tobar Ramírez. Una vez enterado de lo 
sucedido, el señor Tobar Fajardo se apersonó en el expediente y presentó un recurso de 
revisión contra la declaratoria de abandono, posteriormente unió su recurso al de la señora 
Ramírez Escobar y en últimas, asumió la representación de ambos padres en el proceso. 
Gustavo Tobar Fajardo intentó por todos los medios legales a su alcance recuperar a su 
hijo y al hermano de éste, a pesar de que las diferentes autoridades estatales que 
intervinieron en el caso jamás lo consideraron al separar a su hijo de su familia, entregarlo 
en adopción internacional y removerlo del país. Por tanto, en este caso los estereotipos 
sobre la distribución de roles parentales no solo se basaron en una idea preconcebida 
sobre el rol de la madre, sino también en un estereotipo machista sobre el rol del padre 
que asignó nulo valor al afecto y cuidado que el señor Tobar Fajardo podía ofrecer a Osmín 
Tobar Ramírez como su padre. De esta manera, se privó al señor Tobar Fajardo de  sus 
derechos parentales, en cierta medida presumiendo e insinuando que un padre no tiene 
las mismas obligaciones o derechos que una madre, ni el mismo interés, amor y capacidad 
para bridar cuidado y protección a sus hijos. 

299. Por tanto, en el presente caso se encuentra demostrado que las actuaciones y 
decisiones de las autoridades que intervinieron en el proceso de abandono de los 
hermanos Ramírez se basaron en estereotipos de género sobre la distribución de 
responsabilidades parentales e ideas preconcebidas sobre la conducta de una madre o de 
un padre en relación con el cuidado de sus hijos. La Corte considera que esto constituyó 
una forma de discriminación basada en el género, en perjuicio de Flor de María Ramírez 
Escobar, Gustavo Tobar Fajardo y Osmín Tobar Ramírez. 
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Derecho a no ser discriminado con base en la orientación sexual 

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351 

300. La Corte ha establecido que la orientación sexual y la identidad de género de las 
personas son categorías protegidas por la Convención, por lo que está proscrita cualquier 
norma, acto o práctica discriminatoria basada en la orientación sexual de la persona. En 
consecuencia, ninguna norma, decisión o práctica de derecho interno pueden disminuir o 
restringir, de modo alguno, los derechos de una persona a partir de su orientación sexual. 
Este Tribunal ha destacado que para comprobar que una diferenciación de trato ha sido 
utilizada en una decisión particular, no es necesario que la totalidad de dicha decisión esté 
basada “fundamental y únicamente” en la orientación sexual de la persona, pues basta 
con constatar que de manera explícita o implícita se tuvo en cuenta hasta cierto grado la 
orientación sexual de la persona para adoptar una determinada decisión. 

301. La Corte constata que, en el presente caso, se descartó la posibilidad de que el 
cuidado de los hermanos Ramírez se transfiriera a la abuela materna, porque tenía 
“preferencias homosexuales [y podría] trasmit[ir] esta serie de valores a los niños que 
tenga a cargo”. A pesar de que la resolución judicial que declaró a los niños en estado de 
abandono no contiene una motivación explícita, queda establecido que dicha autoridad 
judicial consideró que ninguno de los familiares de los hermanos Ramírez constituía un 
recurso adecuado para su protección y que uno de los argumentos para fundamentar esta 
consideración fue la orientación sexual de la abuela materna. La Corte reitera que la 
orientación sexual no puede ser utilizada como un elemento decisorio en asuntos de 
custodia o guarda de niñas y niños. Las consideraciones basadas en estereotipos por la 
orientación sexual, como las utilizadas en este caso, es decir, pre-concepciones de los 
atributos, conductas o características poseídas por las personas homosexuales o el 
impacto que estos presuntamente puedan tener en las niñas y los niños no son idóneas 
para garantizar el interés superior del niño, por lo que no son admisibles. Tomando en 
cuenta que la orientación sexual de la abuela materna se tuvo en cuenta, de manera 
explícita, para adoptar la decisión de declarar a los niños Ramírez en estado de abandono 
y separarlos de su familia biológica, este Tribunal considera que ello constituyó un 
elemento adicional de discriminación en el presente caso. 

302. La Corte nota que la abuela materna de los hermanos Ramírez no es presunta víctima 
en este caso. No obstante, recuerda que la prohibición de discriminación en perjuicio de 
los niños se extiende a las condiciones de sus padres y representantes legales y, en este 
caso, de otras personas que hubieran podido ejercer su cuidado como su abuela, en tanto 
la discriminación en perjuicio de la señora Escobar Carrera privó a Osmín Tobar Ramírez 
de la posibilidad de crecer y desarrollarse en su medio familiar y dentro de su cultura. En 
consecuencia, la discriminación basada en la orientación sexual de la abuela materna 
también constituyó una forma de discriminación en perjuicio de Osmín Tobar Ramírez. 

303. Teniendo en cuenta todas las consideraciones anteriores, la Corte concluye que la 
decisión de separar a los hermanos Ramírez de su familia biológica se fundamentó en 
argumentaciones relativas a la posición económica de sus familiares, estereotipos de 
género sobre la atribución de diferentes roles parentales a la madre y al padre, así como 
la orientación sexual de su abuela materna. Este Tribunal considera que estas 
constituyeron justificaciones discriminatorias que se utilizaron como base de la separación 
familiar. En consecuencia, concluye que el Estado es responsable por la violación de la 
prohibición de discriminación en relación con la obligación de respetar y garantizar los 
derechos a la vida familiar y la protección de la familia, consagrados en los artículos 11.2 
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y 17.1 de la Convención, en relación con el artículo 1.1, en perjuicio de Flor de María 
Ramírez Escobar, Gustavo Tobar Fajardo y Osmín Tobar Ramírez, así como en relación 
con el artículo 19 de la Convención en perjuicio de este último. 

304. Además, la Corte recuerda que estos factores confluyeron de manera interseccional 
en la señora Flor de María Ramírez Escobar, quien por ser madre soltera en situación de 
pobreza, formaba parte de los grupos más vulnerables a ser víctima de una separación 
ilegal o arbitraria de sus hijos, en el marco del contexto de adopciones irregulares en que 
sucedieron los hechos de este caso. La discriminación de la señora Ramírez Escobar es 
interseccional porque fue el producto de varios factores que interaccionan y que se 
condicionan entre sí. 

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356 

116. Sentado lo expuesto, debe ahora examinarse si las violaciones a derechos ya 
declaradas resultan, a su vez, un incumplimiento del deber de no discriminación regulado 
en el artículo 1.1 de la Convención. 

117. Al respecto, en primer término, este Tribunal rechaza el argumento del Estado 
consistente en que no podría haber discriminación, dado que algunos soldados tenían 
ascendencia indígena. Esa circunstancia no exime por sí misma la posibilidad de que la 
actuación estatal en un hecho, como la masacre sucedida, pueda relacionarse con un 
contexto de violencia y discriminación contra pueblos indígenas. Por otra parte, la 
pertenencia o relación de una determinada persona con un colectivo identificable por 
ciertas características, como puede ser el origen indígena de algunos soldados, no obsta 
a que la persona en cuestión pueda actuar contra personas pertenecientes a ese grupo a 
causa de dicha pertenencia. 

119. Ahora bien, el presente caso se enmarca en conflicto armado interno, en el que se 
produjeron atentados contra personas pertenecientes a población indígena. En ese 
sentido, si bien no hay elementos que acrediten la planificación de la masacre, esto no 
puede llevar a la Corte a desconocer el vínculo entre los hechos sucedidos y la situación 
contextual general en la que tuvieron lugar. Sobre ello, ya se ha indicado que el pueblo 
maya fue el grupo étnico más afectado por las violaciones de derechos humanos cometidas 
durante el enfrentamiento armado, y que la violencia dirigida contra él se manifestó en 
distintos tipos de actos, inclusive masacres. Al respecto, si bien los hechos del caso 
sucedieron en los últimos tiempos del conflicto, la Corte nota que la CEH, en referencia a 
este caso, concluyó que la conducta de los soldados, al aproximarse a la Comunidad, 
denotó “la persistencia, en el pensamiento castrense, de la identificación de [personas] 
retornadas con guerrilleros”. Cabe recordar que, del contexto establecido, surge que el 
ejército había identificado que personas indígenas podían constituir la base social de la 
guerrilla y, por ende, quedaban enmarcadas en la categoría de “enemigo interno”. En igual 
sentido, la perita Samayoa Pineda, refiriéndose a lo sucedido en el caso, expresó que 
quedó evidenciada “la predisposición de la patrulla militar ante la [C]omunidad[,...] lo que 
generó como efecto la violación al derecho a la vida y a la integridad de un conjunto de 
individuos y familias indígenas a quienes se les consideraba guerrilleras”. Dado lo 
expresado, esta Corte concluye que, en las circunstancias propias del caso, la actuación 
militar, que resultó violatoria de derechos a la vida e integridad personal, estuvo 
relacionada con concepciones discriminatorias contra personas indígenas. Por ende, el 
Estado incumplió su deber de respetar sin discriminación los derechos a la vida e 
integridad personal. 
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Corte IDH. Caso Hendrix Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 7 de marzo de 2023. 
Serie C No. 48529 

62. La Corte ha señalado que la noción de igualdad se desprende directamente de la 
unidad de naturaleza del género humano y es inseparable de la dignidad esencial de la 
persona, frente a la cual es incompatible toda situación que, por considerar superior a un 
determinado grupo, conduzca a tratarlo con privilegio; o que, a la inversa, por considerarlo 
inferior, lo trate con hostilidad o de cualquier forma lo discrimine del goce de derechos 
que sí se reconocen a quienes no se consideran incursos en tal situación. Los Estados 
deben abstenerse de realizar acciones que de cualquier manera vayan dirigidas, directa o 
indirectamente, a crear situaciones de discriminación de jure o de facto. La jurisprudencia 
de la Corte también ha indicado que, en la actual etapa de la evolución del derecho 
internacional, el principio fundamental de igualdad y no discriminación ha ingresado en el 
dominio del ius cogens. Sobre él descansa el andamiaje jurídico del orden público nacional 
e internacional y permea todo el ordenamiento jurídico.  

63. Además, la Corte ha establecido que el artículo 1.1 de la Convención es una norma de 
carácter general cuyo contenido se extiende a todas las disposiciones del tratado, y 
dispone la obligación de los Estados Parte de respetar y garantizar el pleno y libre ejercicio 
de los derechos y libertades allí reconocidos “sin discriminación alguna”. Es decir, 
cualquiera sea el origen o la forma que asuma, todo tratamiento que pueda ser 
considerado discriminatorio respecto del ejercicio de cualquiera de los derechos 
garantizados en la Convención es, per se, incompatible con la misma. El incumplimiento 
por el Estado de la obligación general de respetar y garantizar los derechos humanos, 
mediante cualquier trato diferente que pueda resultar discriminatorio, es decir, que no 
persiga finalidades legítimas, sea innecesario y/o desproporcionado, le genera 
responsabilidad internacional. Es por ello que existe un vínculo indisoluble entre la 
obligación de respetar y garantizar los derechos humanos y el principio de igualdad y no 
discriminación. 

Deber de adoptar disposiciones de derecho interno 

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212 

213. Es preciso mencionar que el deber general del Estado de adecuar su derecho interno 
a las disposiciones de la Convención Americana para garantizar los derechos en ella 
consagrados, establecido en el artículo 2, implica la adopción de medidas en dos 
vertientes. Por una parte la supresión de las normas y prácticas de cualquier naturaleza 
que entrañen violación a las garantías previstas en la Convención. Por otra, la expedición 
de normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la efectiva observancia de dichas 
garantías. (En similar sentido, ver entre otros: Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie C 
No. 211, párr. 122). 
 

 
29  El caso se relaciona con la alegada responsabilidad internacional de la República de Guatemala por impedir a 
Steven Edward Hendrix el ejercicio de la profesión de notario público, a pesar de contar con el respectivo título 
universitario obtenido en Guatemala, en razón de no ser nacional guatemalteco. En este caso la Corte IDH no declaró 
la responsabilidad del Estado. Puede consultar el resumen oficial de la sentencia en el siguiente enlace: 
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_485_esp.pdf   

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_485_esp.pdf
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Corte IDH. Caso Maldonado Ordóñez Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C No. 311 

111. Asimismo, la Corte ha determinado que un Estado que ha celebrado un tratado 
internacional debe introducir en su derecho interno las modificaciones necesarias para 
asegurar la ejecución de las obligaciones asumidas, y que este principio recogido en el 
artículo 2 de la Convención Americana establece la obligación general de los Estados Parte 
de adecuar su derecho interno a las disposiciones de la misma, para garantizar los 
derechos en ella contenidos, lo cual implica que las medidas de derecho interno han de 
ser efectivas (effet utile). De igual manera, este Tribunal ha entendido que tal adecuación 
implica la adopción de medidas en dos vertientes: i) la supresión de las normas y prácticas 
de cualquier naturaleza que entrañen violación a las garantías previstas en la Convención 
o que desconozcan los derechos allí reconocidos u obstaculicen su ejercicio lo cual implica 
que la norma o práctica violatoria de la Convención debe ser modificada, derogada, o 
anulada, o reformada, según corresponda, y ii) la expedición de normas y el desarrollo de 
prácticas conducentes a la efectiva observancia de dichas garantías. 

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351 

243. Finalmente, la Corte reitera que, en virtud del artículo 2 de la Convención, los Estados 
Partes tienen la obligación de adecuar su normativa interna a los parámetros establecidos 
en la Convención, para garantizar y hacer efectivo el ejercicio de los derechos y libertades 
reconocidos en ésta. Ello implica: a) la supresión de las normas y prácticas de cualquier 
naturaleza que entrañen violación a las garantías previstas en la Convención o que 
desconozcan los derechos allí reconocidos u obstaculicen su ejercicio, y b) la expedición 
de normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la efectiva observancia de dichas 
garantías. La Corte considera que el procedimiento de adopción extrajudicial, vigente en 
la época de los hechos y aplicado en este caso, no garantizaba y, en ciertos aspectos 
señalados directamente infringía los derechos a la vida privada y familiar, la protección de 
la familia, el derecho a ser oído y los derechos del niño. Por tanto, la Corte concluye que 
la normativa interna que regulaba dicho procedimiento violaba el artículo 2 de la 
Convención Americana. 

Corte IDH. Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385 

92. Con relación a las consideraciones anteriores, la Corte recuerda que el artículo 2 de la 
Convención Americana obliga a los Estados Partes a adoptar, con arreglo a sus 
procedimientos constitucionales y a las disposiciones de la Convención, las medidas 
legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos y 
libertades protegidos por aquélla. Es necesario reafirmar que la obligación de adaptar la 
legislación interna sólo se satisface cuando efectivamente se realizan las reformas 
necesarias y adecuadas. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133, párr. 87). 
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IV. DERECHO AL RECONOCIMIENTO DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA 

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2000. Serie C No. 70 

178. El artículo 3 de la Convención establece que “[t]oda persona tiene derecho al 
reconocimiento de su personalidad jurídica”. 

179. El citado precepto debe interpretarse a la luz de lo establecido por el artículo XVII de 
la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, que textualmente 
establece: “Toda persona tiene derecho a que se le reconozca en cualquier parte como 
sujeto de derechos y obligaciones, y a gozar de los derechos civiles fundamentales”. El 
derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica implica la capacidad de ser titular 
de derechos (capacidad de goce) y de deberes; la violación de aquel reconocimiento 
supone desconocer en términos absolutos la posibilidad de ser titular de esos derechos y 
deberes. 

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212 

98. De acuerdo con su jurisprudencia más reciente, dado el carácter múltiple y complejo 
de esta grave violación de derechos humanos, en el Caso Anzualdo Castro Vs. Perú este 
Tribunal reconsideró su posición anterior y estimó posible que, en casos de esta 
naturaleza, la desaparición forzada puede conllevar una violación específica del referido 
derecho: más allá de que la persona desaparecida no pueda continuar gozando y 
ejerciendo otros, y eventualmente todos los derechos de los cuales también es titular, su 
desaparición busca no sólo una de las más graves formas de sustracción de una persona 
de todo ámbito del ordenamiento jurídico, sino también negar su existencia misma y 
dejarla en una suerte de limbo o situación de indeterminación jurídica ante la sociedad, el 
Estado e inclusive la comunidad internacional. 

99. En consideración de lo anterior, si bien esta Corte había establecido en anteriores 
casos que dicha definición no se refería expresamente al reconocimiento de la 
personalidad jurídica entre los elementos de tipificación del delito complejo de esta 
práctica, cabe hacer notar que en aplicación del principio del efecto útil y de las 
necesidades de protección en casos de personas y grupos en situación de vulnerabilidad, 
este Tribunal, de acuerdo con la evolución del corpus juris internacional en la materia, ha 
interpretado de manera amplia el artículo II de la CIDFP, lo que le ha permitido concluir 
que la consecuencia de la negativa a reconocer la privación de libertad o paradero de la 
persona es, en conjunto con los otros elementos de la desaparición, la “sustracción de la 
protección de la ley” o bien la vulneración de la seguridad personal y jurídica del individuo, 
lo cual impide directamente el reconocimiento de la personalidad jurídica. 

100. Más aún, dicha consecuencia queda evidenciada cuando del modus operandi de esta 
práctica se desprende la intención deliberada, no sólo de dejar al individuo fuera del 
ejercicio de los recursos legales y las garantías procesales pertinentes, sino también de 
otros derechos, ya sean éstos civiles o políticos, así como la extracción de su comunidad 
y grupo familiar, como se configura en el presente caso [...]. 
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101. Por tanto, el Estado debe respetar y procurar los medios y condiciones jurídicas para 
que el derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica pueda ser ejercido libre y 
plenamente por sus titulares. Dicho reconocimiento determina su existencia efectiva ante 
la sociedad y el Estado, lo que le permite ser titular de derechos y obligaciones, ejercerlos 
y tener capacidad de actuar, lo cual constituye un derecho inherente al ser humano, que 
no puede ser en ningún momento derogado por el Estado de conformidad con la 
Convención Americana. 

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258 

108. Por otro lado, este Tribunal ha estimado que, en casos de desaparición forzada, 
atendiendo al carácter múltiple y complejo de esta grave violación de derechos humanos, 
su ejecución conlleva la vulneración específica del derecho al reconocimiento de la 
personalidad jurídica, debido a que la consecuencia de la negativa a reconocer la privación 
de libertad o paradero de la persona es, en conjunto con los otros elementos de la 
desaparición, la “sustracción de la protección de la ley” o bien la vulneración de la 
seguridad personal y jurídica del individuo que impide directamente el reconocimiento de 
la personalidad jurídica. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Masacres de Río Negro Vs. 
Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 
2012, párr. 118, y Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 208). 

 

V. EL DERECHO A LA VIDA  

Alcances del derecho a la vida 

Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 10130 

153. El cumplimiento del artículo 4 de la Convención Americana, relacionado con el artículo 
1.1 de la misma, no sólo presupone que ninguna persona sea privada de su vida 
arbitrariamente (obligación negativa), sino que además requiere que los Estados tomen 
todas las medidas apropiadas para proteger y preservar el derecho a la vida (obligación 
positiva), bajo su deber de garantizar el pleno y libre ejercicio de los derechos de todas 
las personas bajo su jurisdicción. Esta protección activa del derecho a la vida por parte 
del Estado no sólo involucra a sus legisladores, sino a toda institución estatal, y a quienes 
deben resguardar la seguridad, sean éstas sus fuerzas de policía o sus fuerzas armadas. 
En razón de lo anterior, los Estados deben tomar todas las medidas necesarias, no sólo 
para prevenir, juzgar y castigar la privación de la vida como consecuencia de actos 
criminales, en general, sino también para prevenir las ejecuciones arbitrarias por parte de 
sus propios agentes de seguridad. 

 
30 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por el asesinato de Myrna Mack Chang por parte de 
agentes militares, así como la falta de investigación y sanción de todos los responsables. La Corte determinó la 
violación de, entre otros, de los derechos a la vida, a la integridad personal y a las garantías judiciales. Puede 
consultar los detalles de la sentencia en https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=287 

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=287
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Corte IDH. Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277 

155. Aunado a lo expuesto, ha quedado establecida la posibilidad cierta de que María 
Isabel Veliz Franco estuviera viva cuando su madre denunció su desaparición a las 
autoridades. La falta de certeza al respecto, además, es atribuible a la falta de 
determinación por el Estado, en el marco de la investigación, del momento preciso del 
deceso. Luego de recibida tal denuncia, y hasta el hallazgo del cuerpo, el Estado no siguió 
ninguna acción sustantiva tendiente a investigar lo sucedido o evitar eventuales 
vulneraciones de derechos de la niña. Dada la incertidumbre existente en ese momento 
sobre la situación en que se encontraba María Isabel Veliz Franco, y dado el riesgo que 
corría la niña, resultaba imperioso obrar diligente para garantizar sus derechos. 

156. No alteran la conclusión anterior los argumentos estatales sobre la garantía del 
derecho a la vida a través de su reconocimiento legal, de la regulación de las “instituciones 
de la patria potestad y la tutela” y el acceso a la justicia. La Corte advierte que, en efecto, 
resulta de una importancia fundamental el reconocimiento normativo del derecho a la 
vida, así como en relación con, inter alia, los derechos de las niñas, la regulación de la 
patria potestad y la tutela. Esto último, no obstante, no exime a los Estados de adoptar 
otras medidas necesarias, de acuerdo a las circunstancias, para garantizar esos derechos. 
Como el propio Estado ha advertido, cuando se dio aviso al Estado de la desaparición de 
María Isabel, es cuando emp[ezó] su obligación de interferir en la protección directa de la 
niña. 

158. Por lo expuesto, la Corte Interamericana concluye que Guatemala violó su deber de 
garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos a la vida e integridad personal, 
reconocidos en los artículos 4.1 y 5.1 de la Convención Americana, en relación con los 
derechos del niño consagrados en el artículo 19 de la Convención y con la obligación 
general de garantizar los derechos sin discriminación, contemplada en el artículo 1.1 del 
mismo tratado, así como con las obligaciones contempladas en el artículo 7.b) de la 
Convención de Belém do Pará, en perjuicio de María Isabel Veliz Franco. 

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. 
Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63 

144. El derecho a la vida es un derecho humano fundamental, cuyo goce es un 
prerrequisito para el disfrute de todos los demás derechos humanos. De no ser respetado, 
todos los derechos carecen de sentido. En razón del carácter fundamental del derecho a 
la vida, no son admisibles enfoques restrictivos del mismo. En esencia, el derecho 
fundamental a la vida comprende, no sólo el derecho de todo ser humano de no ser privado 
de la vida arbitrariamente, sino también el derecho a que no se le impida el acceso a las 
condiciones que le garanticen una existencia digna. Los Estados tienen la obligación de 
garantizar la creación de las condiciones que se requieran para que no se produzcan 
violaciones de ese derecho básico y, en particular, el deber de impedir que sus agentes 
atenten contra él. 

145. Como bien ha establecido el Comité de Derechos Humanos, creado por el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos de Naciones Unidas, 

[l]a protección contra la privación arbitraria de la vida, que es explícitamente exigida por el tercer párrafo 
del artículo 6.1 [del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos] es de suprema importancia. El 
Comité considera que los Estados Partes deben tomar medidas no sólo para prevenir y castigar la privación 
de la vida [causada por] actos criminales sino también para prevenir los homicidios arbitrarios [cometidos 
por] sus propias fuerzas de seguridad. La privación de la vida por autoridades del Estado es una cuestión 
de suma gravedad. En consecuencia, [el Estado] debe controlar y limitar estrictamente las circunstancias 
en las cuales [una persona] puede ser privada de su vida por tales autoridades. 
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146. La Corte no puede dejar de señalar la especial gravedad que reviste el presente caso 
por tratarse las víctimas de jóvenes, tres de ellos niños, y por el hecho de que la conducta 
estatal no solamente viola la expresa disposición del artículo 4 de la Convención 
Americana, sino numerosos instrumentos internacionales, ampliamente aceptados por la 
comunidad internacional, que hacen recaer en el Estado el deber de adoptar medidas 
especiales de protección y asistencia en favor de los niños bajo su jurisdicción  

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
agosto de 2014. Serie C No. 283 

143. En este caso no se han alegado violaciones del deber del Estado de respetar los 
derechos a la vida e integridad personal. La controversia ha sido planteada únicamente 
respecto a la obligación de garantizar dichos derechos. De este modo, la Corte analizará 
si en este caso se configuraron los requisitos para que surgiera la responsabilidad del 
Estado por incumplimiento de su obligación positiva de garantizar los derechos humanos, 
tomando las medidas necesarias para prevenir las violaciones. Para ello, debe verificarse 
que al momento de los hechos existía una situación de riesgo real e inmediato para la vida 
o integridad personal de un individuo o grupo de individuos determinados, que las 
autoridades conocían o debían tener conocimiento, y que no adoptaron las medidas 
necesarias dentro del ámbito de sus atribuciones que, juzgadas razonablemente, podían 
esperarse para prevenir o evitar ese riesgo. La Corte analizará la existencia de estos 
supuestos, a la luz de las denuncias realizadas ante órganos o funcionarios públicos, 
respecto de las cuales se puede verificar el conocimiento estatal previo. En el presente 
caso, la Corte también tomará en cuenta que en los años 2003 y 2004 el Estado de 
Guatemala tenía conocimiento de una situación de especial vulnerabilidad para las 
defensoras y los defensores de derechos humanos, particularmente aquéllos que buscaban 
la protección o promoción de los derechos económicos, culturales y sociales, así como la 
verdad y la justicia en relación con las violaciones a los derechos humanos cometidas 
durante el conflicto armado interno, tal como lo hacían el señor A.A. y la señora B.A. Todo 
ello a la luz de los estándares de prevención y protección indicados anteriormente. 

144. En cuanto al alegado incumplimiento por parte del Estado de garantizar la vida del 
señor A.A., esta Corte constata que la Comisión y las representantes fundamentaron sus 
alegaciones de que el Estado tuvo conocimiento de una situación de riesgo real e inmediato 
para la vida del señor A.A. con base en dos supuestos: primero, en que la señora B.A. 
habría denunciado una amenaza en contra de ella, de su hijo y de su padre el 26 de 
noviembre de 2003 ante el Ministerio Público y, segundo, en que la familia A hizo de 
conocimiento del entonces Alcalde Municipal de Santa Lucía Cotzumalguapa la existencia 
de actos de hostigamiento y vigilancia en contra del señor A.A. con anterioridad la muerte 
de éste. 

149. En consecuencia, una vez evaluadas las pruebas aportadas por la Comisión y las 
partes, la Corte considera que no cuenta con elementos suficientes para acreditar que el 
Estado tenía o debió tener conocimiento de una situación de riesgo real e inmediato para 
la vida del señor A.A. con anterioridad a su muerte, generándose de ese modo el deber 
de adoptar las medidas necesarias para enfrentar dicho riesgo. La Corte nota que la 
Comisión y las representantes no proporcionaron otros elementos a fin de evidenciar que 
el Estado debió conocer la situación de riesgo particular del señor A.A. dentro del contexto 
de vulnerabilidad para defensores de derechos humanos en el que se encontraba. Por 
tanto, la Corte considera que no cuenta con elementos suficientes para declarar un 
incumplimiento por parte del Estado de su deber de proteger la vida del señor A.A., en los 
términos del artículo 4.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de 



 

62   

34 JURISPRUDENCIA SOBRE GUATEMALA 

 
dicho tratado. De este modo, la Corte no considera procedente analizar las posibles 
afectaciones a la integridad personal de sus familiares ocasionadas a raíz de la muerte del 
señor A.A.  

Corte IDH. Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 312 

166. La Corte ha afirmado reiteradamente que el derecho a la vida es fundamental en la 
Convención Americana, por cuanto de su salvaguarda depende la realización de los demás 
derechos. En virtud de ello, los Estados tienen la obligación de garantizar la creación de 
las condiciones que se requieran para su pleno goce y ejercicio. 

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356 

107. El derecho a la vida resulta fundamental en la Convención por ser el presupuesto 
esencial para el ejercicio de los demás derechos. La observancia del artículo 4, relacionado 
con el artículo 1.1 de la Convención Americana, no solo presupone que ninguna persona 
sea privada de su vida arbitrariamente (obligación negativa), sino que además requiere 
que los Estados adopten todas las medidas apropiadas para proteger y preservar el 
derecho a la vida (obligación positiva), conforme al deber de garantizar el pleno y libre 
ejercicio de los derechos de todas las personas bajo su jurisdicción. La protección activa 
del derecho a la vida involucra a toda institución estatal, inclusive a quienes deben 
resguardar la seguridad, ya sea que se trate de fuerzas de policía o fuerzas armadas. Es 
contraria a la Convención aquella privación de la vida que sea producto de la utilización 
de la fuerza de forma ilegítima, excesiva o desproporcionada. 

Corte IDH. Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385 

100. Este Tribunal ha establecido que la observancia del artículo 4, relacionado con el 
artículo 1.1 de la Convención Americana, no sólo presupone que ninguna persona sea 
privada de su vida arbitrariamente (obligación negativa), sino que además requiere que 
los Estados adopten todas las medidas apropiadas para proteger y preservar el derecho a 
la vida (obligación positiva), conforme al deber de garantizar el pleno y libre ejercicio de 
los derechos de todas las personas bajo su jurisdicción. En consecuencia, los Estados 
tienen la obligación de garantizar las condiciones que se requieran para que no se 
produzcan violaciones de ese derecho inalienable y, en particular, el deber de impedir que 
sus agentes atenten contra el mismo. Esta protección activa del derecho a la vida por 
parte del Estado no sólo involucra a sus legisladores, sino a toda institución estatal y a 
quienes deben resguardar la seguridad, sean éstas sus fuerzas de policía o sus fuerzas 
armadas. (En similar sentido, entre otros: Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. 
Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 
2014. Serie C No. 283, párr. 138, y Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359. párr. 155). 

Derecho a la vida de personas privadas de libertad 

Corte IDH. Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 312 

170. La Corte ha considerado que los derechos a la vida y a la integridad personal se 
hallan directa e inmediatamente vinculados con la atención a la salud humana. En este 
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sentido, la protección del derecho a la integridad personal supone la regulación de los 
servicios de salud en el ámbito interno, así como la implementación de una serie de 
mecanismos tendientes a tutelar la efectividad de dicha regulación. 

171. Por ello, con base en el principio de no discriminación, el derecho a la vida de las 
personas privadas de libertad también implica la obligación del Estado de garantizar su 
salud física y mental, específicamente mediante la provisión de revisión médica regular y, 
cuando así se requiera, de un tratamiento médico adecuado, oportuno y, en su caso, 
especializado y acorde a las especiales necesidades de atención que requieran las 
personas detenidas en cuestión. 

172. El Tribunal Europeo de Derechos Humanos también ha identificado la obligación de 
los Estados de proveer atención médica a los privados de libertad y de proporcionar 
cuidados especiales en situaciones de emergencia o debido cuidado en caso de 
enfermedad severa o terminal. Asimismo, el Comité de Derechos Humanos de la ONU ha 
establecido que cuando los Estados detienen a una persona asumen una especial 
responsabilidad de su vida, por lo que corresponde asegurar una protección de este 
derecho, incluyendo la atención médica adecuada, la cual debe ser ofrecida de oficio, sin 
necesidad de que sea haga un requerimiento especial por parte de quien se encuentra 
detenido. 

221. El COF no contaba con equipo necesario para brindar tratamiento de emergencia 
ante una complicación seria de salud, la cual sí podía ser fatal dependiendo del tiempo en 
ser trasladada a un centro de atención especializado. Es decir, según los propios médicos 
la presunta víctima tenía el riesgo latente de morir por su enfermedad estando recluida, 
dadas las complicaciones que padecía, pues el COF no estaba en capacidad de atender 
una crisis de esa magnitud. En relación con las enfermedades específicas, la hipertensión 
arterial ya había sido diagnosticada como “descompensada” y el COF contaba “solo [con] 
catopril”, [sic] y que “cuando [había] existencia” se le proporcionaba en el centro; por 
otro lado, la capacidad del COF para proveer insulina no era regular y no era de aplicación 
intramuscular, que era el tipo de insulina que requería para su problema diabético. En 
atención a su condición de salud y el tipo de padecimientos, el Estado tenía la obligación 
de contar con un protocolo de atención médica urgente y prioritaria, con el consiguiente 
dispositivo de seguridad, para garantizar sus derechos a la integridad personal y a la vida 
en caso de emergencia. 

222. Tras el accidente sufrido, la señora Chinchilla fue atendida por la enfermera de turno 
del COF, y no por el médico, quien le administró un analgésico y un medicamento para la 
hipertensión y avisó al coordinador de servicios médicos del Servicio Penitenciario sobre 
el suceso y lo que se le administró. No obstante, no se le realizó una prueba de glucosa, 
la cual era esencial para determinar si se encontraba en una situación de emergencia 
(según habían advertido los médicos) y para que eventualmente se autorizara su salida 
para recibir tratamiento hospitalario. Así, tras la revisión superficial de la enfermera, la 
señora Chinchilla no recibió un seguimiento de oficio ni otra clase de atención médica. No 
fue sino casi una hora después que la enfermera fue nuevamente avisada que aquella ya 
no podía respirar, quien al examinarla notó que ya no tenía signos vitales e informó que 
se avisó a los bomberos, quienes realizaron sin éxito maniobras de resucitación. Es decir, 
el proceso de muerte de la señora Chinchilla se produjo sin ninguna clase de atención o 
supervisión por parte de personal médico. En un escrito de 8 de enero de 2007 dirigido a 
la Comisión, el Estado manifestó que, “[d]e acuerdo con el informe del Sistema 
Penitenciario, no hay registros de los motivos por los que la señora María Isabel Chinchilla 
Sandoval no fue trasladada a un Centro Hospitalario”. 
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223. En conclusión, en razón de la situación de riesgo en que ella se encontraba y que 
había sido claramente advertida por los médicos que la valoraron en diferentes 
oportunidades, es posible considerar que el Estado no garantizó diligentemente una debida 
atención médica de emergencia a la señora Chinchilla el día de su muerte, ni dentro del 
COF ni mediante atención hospitalaria, en atención a su condición de salud y al tipo de 
dolencias que padecía, dado el lapso transcurrido desde el momento del accidente y el 
tipo de atención recibida, por lo que concluye que el Estado no garantizó su derecho a la 
vida en esa circunstancia. 

224. La Corte considera que el Estado es responsable por incumplir su obligación de 
garantizar el derecho a la integridad personal y a la vida de la presunta víctima, al no 
haber mantenido un registro o expediente sobre el estado de salud y tratamientos 
otorgados desde su ingreso al COF. Tampoco fue comprobado que la alimentación y 
medicamentos debidos le fueran adecuada y regularmente proporcionados por el Estado. 
Luego, ante el deterioro progresivo de su salud y la situación de riesgo latente para su 
vida e integridad personal señalada por los médicos, dada la enfermedad grave, crónica y 
eventualmente fatal y la situación de discapacidad que padecía, no consta que las 
autoridades hayan asegurado una supervisión médica periódica, adecuada y sistemática 
dirigida al tratamiento de sus enfermedades y de su discapacidad y a prevenir su 
agravamiento. Si el Estado no podía garantizar tales atenciones y tratamientos en el 
centro penitenciario en que se encontraba, debió establecer un mecanismo o protocolo de 
atención ágil y efectivo para asegurar dicha supervisión médica, particularmente ante 
alguna situación de emergencia, lo cual no fue comprobado en este caso, particularmente 
en relación con los procedimientos establecidos para la consulta externa en hospitales. 
Por otro lado, la señora Chinchilla enfrentó diversas dificultades de accesibilidad a su 
atención en salud en relación con su situación de discapacidad; estaba limitada en su 
entorno y no existía personal asignado para atenderla y movilizarla al interior del COF. En 
definitiva, el Estado no adoptó medidas suficientes para garantizar la accesibilidad ni 
realizó ajustes razonables para garantizar el ejercicio de su derecho, en particular un 
acceso razonable a medios para posibilitar su rehabilitación cuando su salud se deterioró. 
Como resultado de lo anterior, se le colocó en condiciones de detención precarias 
incompatibles con el derecho de toda persona con discapacidad a que se respete su 
derecho a la integridad física y mental en igualdad de condiciones con las demás personas, 
sin discriminación alguna. Además, el día de su muerte el Estado no garantizó 
diligentemente una debida atención médica ante una situación de emergencia como la 
acontecida, dada la situación de riesgo advertida por su condición de salud. 

Responsabilidad internacional del Estado en casos de muerte en el contexto 
médico 

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359 

156. El Tribunal ha señalado que, para efectos de determinar la responsabilidad 
internacional del Estado en casos de muerte en el contexto médico, es preciso acreditar 
los siguientes elementos: a) cuando por actos u omisiones se niegue a un paciente el 
acceso a la salud en situaciones de urgencia médica o tratamientos médicos esenciales, a 
pesar de ser previsible el riesgo que implica dicha denegación para la vida del paciente; o 
bien, b) se acredite una negligencia médica grave, y c) la existencia de un nexo causal, 
entre el acto acreditado y el daño sufrido por el paciente. Cuando la atribución de 
responsabilidad proviene de una omisión, se requiere verificar la probabilidad de que la 
conducta omitida hubiese interrumpido el proceso causal que desembocó en el resultado 



 

65     

dañoso. Dichas verificaciones deberán tomar en consideración la posible situación de 
especial vulnerabilidad del afectado, y frente a ello las medidas adoptadas para garantizar 
su situación. 

157. En el presente caso, en primer lugar, la Corte advierte que del total de 49 presuntas 
víctimas, 12 han fallecido por enfermedades oportunistas. La Corte recuerda que las 
enfermedades oportunistas son aquellas infecciones o neoplasias que aprovechan la 
oportunidad que les brinda un sistema inmunológico debilitado, las cuales pueden 
provocar la muerte de la persona que las adquiere. Tal y como fue mencionado 
anteriormente, la terapia antirretroviral ofrece la mejor oportunidad para la supresión viral 
eficaz, la recuperación inmunitaria y el beneficio clínico. En ese sentido, el perito Boza 
Cordero manifestó que cuando un paciente está tomando adecuadamente los 
medicamentos antirretrovirales, las enfermedades oportunistas no tienen por qué 
aparecer, por lo que si aparece una enfermedad oportunista es porque el paciente no está 
tomando los medicamentos necesarios, lo cual constituye una falla terapéutica. 

158. El Tribunal verificó distintas omisiones en la atención médica brindada a las presuntas 
víctimas fallecidas. Específicamente, el Estado incumplió en su deber de asegurar una 
terapia antirretroviral, realizar las pruebas diagnóstico para la atención y tratamiento del 
VIH y de enfermedades oportunistas, y en proveer apoyo social. Estas omisiones 
constituyeron fallas terapéuticas que de no haber ocurrido hubiera reducido las 
probabilidades de que se desarrollaran enfermedades oportunistas, las cuales causaron la 
muerte de las presuntas víctimas. En ese sentido, la Corte considera acreditada la 
existencia de un nexo causal en estos casos. 

Ejecución extrajudicial 

Corte IDH. Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Fondo. Sentencia de 8 de marzo de 1998. Serie C No. 37 

120. La Corte ha considerado probado que fueron guardias de Hacienda quienes privaron 
de su libertad a los señores Gómez Ayala, Paniagua Morales, González Rivera, Corado 
Barrientos y González López. Esta demostración conduce a la Corte a la conclusión de que 
fueron dichos agentes quienes privaron de su vida a estas víctimas, muertes que, por lo 
tanto, son imputables al Estado. 

121. En el caso del señor Erik Leonardo Chinchilla la Corte no encuentra relación alguna 
con agentes de la Guardia de Hacienda y aunque en la investigación policial se menciona 
un accidente en que se dice estaban involucrados guardaespaldas del Director de la Policía 
Nacional, no hay indicios de que éstos le hayan dado muerte. Además, el señor Chinchilla 
no fue detenido y su muerte fue producida por disparos de arma de fuego, hechos que 
difieren del modus operandi demostrado en los otros casos. La Corte ha tenido a la vista 
el párrafo de una publicación de Americas Watch (Closing the Space; Human Rights in 
Guatemala, May 1987-October 1988; an Americas Watch Report; November 1988) en la 
que se afirmó que los homicidas conducían un vehículo “panel” de color blanco, mas de 
ello no aparece prueba alguna ante la Corte. La consecuencia de lo anterior es que, en tal 
caso, no hay elementos suficientes para que pueda imputarse al Estado responsabilidad 
por la muerte de esa persona.  
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Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2000. Serie C No. 70 

173. En el presente caso, por las circunstancias en que ocurrió la detención de Bámaca 
Velásquez a manos de agentes del Estado, la condición de la víctima como comandante 
de la guerrilla, la práctica estatal de desapariciones forzadas y ejecuciones extrajudiciales 
y el transcurso de 8 años y 8 meses desde que aquél fue capturado sin que se haya vuelto 
a tener noticias de él, hacen presumir al Tribunal que Bámaca Velásquez fue ejecutado. 

174. Este Tribunal ha señalado en ocasiones anteriores y en esta misma Sentencia, que 
si bien el Estado tiene el derecho y la obligación de garantizar su seguridad y mantener el 
orden público, su poder no es ilimitado, pues tiene el deber, en todo momento, de aplicar 
procedimientos conformes a Derecho y respetuosos de los derechos fundamentales, a todo 
individuo que se encuentre bajo su jurisdicción. 

Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101 

139. La Corte considera que, conforme a lo establecido en el capítulo de hechos probados, 
el Estado es responsable por la ejecución extrajudicial de Myrna Mack Chang cometida a 
través de acciones de sus agentes, en cumplimiento de órdenes impartidas por el alto 
mando del Estado Mayor Presidencial, lo que constituye una violación del derecho a la 
vida. Esta circunstancia se ve agravada porque en la época de los hechos existía en 
Guatemala un patrón de ejecuciones extrajudiciales selectivas impulsadas por el Estado, 
el cual estaba dirigido a aquellos individuos considerados como “enemigos internos”. 
Además, desde ese entonces y hasta hoy en día, no han habido mecanismos judiciales 
efectivos ni para investigar las violaciones de los derechos humanos ni para sancionar a 
todos los responsables, todo lo cual resulta en una responsabilidad internacional agravada 
del Estado demandado. 

150. De lo expuesto y de acuerdo con los hechos probados, la Corte ha tenido por 
demostrado que en la época de los hechos existía en Guatemala un patrón de ejecuciones 
extrajudiciales selectivas impulsado y tolerado por el propio Estado. Al respecto, en sus 
conclusiones finales la CEH indicó, en cuanto a las ejecuciones extrajudiciales, que: 

el Estado de Guatemala incurrió reiterada y sistemáticamente en violaciones del derecho a la vida que este 
Informe denomina ejecuciones arbitrarias, agravadas en numerosos casos por la aplicación de extrema 
impiedad, como ocurrió, a modo de ejemplo, en situaciones en la cuales los cuerpos fueron abandonados 
con evidentes señales de tortura, mutilaciones múltiples, impactos de bala o quemaduras. Los agentes de 
este tipo de violaciones fueron por lo general oficiales, especialistas y personal de tropa del Ejército, 
escuadrones de la muerte que funcionaron al amparo de la autoridad o integrados por sus agentes [...]. 

152. Sobre el particular, la Corte ha señalado que cuando existe un patrón de ejecuciones 
extrajudiciales impulsadas o toleradas por el Estado se genera un clima incompatible con 
una efectiva protección del derecho a la vida. Este Tribunal ha establecido que el derecho 
a la vida tiene un papel fundamental en la Convención Americana por ser la condición 
previa para la realización de los demás derechos. Al no ser respetado el derecho a la vida, 
todos los derechos carecen de sentido. Los Estados tienen la obligación de garantizar la 
creación de las condiciones que se requieran para que no se produzcan violaciones de ese 
derecho inalienable y, en particular, el deber de impedir que sus agentes atenten contra 
él. 

156. En caso de ejecuciones extrajudiciales es fundamental que los Estados investiguen 
efectivamente la privación del derecho a la vida y castiguen a todos sus responsables, 
especialmente cuando están involucrados agentes estatales, ya que de no ser así, se 
estarían creando, dentro de un ambiente de impunidad, las condiciones para que este tipo 
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de hechos vuelva a repetirse, lo que es contrario al deber de respetar y garantizar el 
derecho a la vida. 

157. En este sentido, la salvaguarda del derecho a la vida requiere que se realice una 
investigación oficial efectiva cuando hay personas que pierden la vida como resultado del 
uso de la fuerza por parte de agentes del Estado. Al respecto, la Corte Europea de 
Derechos Humanos ha indicado que: 

[l]a prohibición general que tienen los agentes estatales de abstenerse de privar arbitrariamente de la vida 
a un individuo [...] sería inefectiva, en la práctica, si no existiera un procedimiento en el que se revisara la 
legalidad del uso de la fuerza letal por parte de dichas autoridades. La obligación que impone el artículo 2 
respecto a la protección del derecho a la vida, tomada en conjunto con la obligación general del Estado [...] 
de ‘asegurar a todos los individuos bajo su jurisdicción el goce de los derechos y libertades en [la] 
Convención’, requiere la realización de [...] una investigación oficial efectiva, cuando algún individuo haya 
fallecido como consecuencia del uso de la fuerza. 

158. En razón de todo lo expuesto, la Corte concluye que la ejecución extrajudicial de 
Myrna Mack Chang fue producto de una operación encubierta de inteligencia militar 
elaborada por el alto mando del Estado Mayor Presidencial llevada a cabo por sus 
miembros dentro de un patrón de ejecuciones extrajudiciales selectivas, en un clima de 
impunidad, que contó y ha contado con la tolerancia de diversas autoridades e 
instituciones estatales, por lo que declara que Guatemala ha violado el artículo 4.1 de la 
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de Myrna 
Mack Chang. 

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356 

109. En el caso, el Estado no ha negado que sus agentes provocaron muertes y lesiones 
en los hechos ocurridos el 5 de octubre de 1995, sino que ha señalado que no es 
responsable porque cumplió el deber de garantizar los derechos respectivos, al investigar 
diligentemente los hechos y sancionar a 14 personas. En primer término, este Tribunal 
destaca que ya evaluó que la investigación efectuada por el Estado, pese a sus avances y 
determinaciones, resultó violatoria de los derechos a las garantías y protección judiciales. 
Por ende, no puede admitirse que, como ha sostenido el Estado, el caso haya sido ya 
“dilucidado en el ámbito interno” ni que Guatemala haya cumplido, por medio de una 
investigación, su deber de garantizar los derechos a la vida e integridad personal. Esto 
hace procedente que la Corte examine la vulneración aducida a tales derechos. En 
particular, el Tribunal puede y debe analizar si Guatemala, por medio de su personal 
militar, incumplió su obligación de respetar los derechos indicados. 

111. Teniendo en cuenta lo anterior, no surge elemento alguno de justificación del uso de 
fuerza letal por parte de militares, que fue considerado delictivo por las autoridades 
judiciales guatemaltecas. De los hechos acreditados surge que varias personas, según se 
refirió y se precisa más adelante, resultaron muertas y heridas a causa de lo acontecido. 
Por tanto, según cada caso, Guatemala violó en su perjuicio los derechos a la vida e 
integridad personal. 

Corte IDH. Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385 

112. De lo expuesto, y en vista de: (i) que la prueba pericial indica que el disparo que 
presentaba el señor Ruiz fuentes en su ojo derecho fue realizado a corta distancia; (ii) 
que miembros del Comando Anti Secuestros de la PNC se encontraban en la escena del 
crimen a los pocos minutos de haberse producido la muerte del señor Ruiz Fuentes; (iii) 
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que la escena del crimen fue alterada; (iv) las versiones contradictorias brindadas por el 
Estado a nivel interno, ante la Comisión y ante este Tribunal; y (v) la versión de los hechos 
resultante de las investigaciones llevadas a cabo por la FECI, órgano estatal encargado de 
la investigación penal de la muerte del señor Ruiz Fuentes; la Corte considera que la 
muerte del señor Ruiz Fuentes se produjo por agentes estatales. 

113. En consecuencia, el Estado guatemalteco es responsable internacionalmente por 
dicha muerte, en violación del derecho a la vida, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 4.1 de la Convención Americana en relación con lo dispuesto en el artículo 1.1 del 
mismo instrumento. 

Corte IDH. Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386 

163. En casos como el presente donde no existe prueba directa de la actuación de los 
agentes estatales, la Corte ha resaltado que es legítimo el uso de la prueba circunstancial, 
los indicios y las presunciones para fundar una sentencia, siempre que de ellos puedan 
inferirse conclusiones consistentes sobre los hechos. Al respecto, este Tribunal ha 
señalado que corresponde a la parte demandante, en principio, la carga de la prueba de 
los hechos en que se funda su alegato. No obstante, ha destacado que, en los procesos 
sobre violaciones de derechos humanos la defensa del Estado no puede descansar sobre 
la imposibilidad del demandante de allegar pruebas, cuando es el Estado quien tiene el 
control de los medios para aclarar hechos ocurridos dentro de su territorio. 

175. En consideración: i) a la creación del “Plan Gavilán” para la búsqueda y recaptura de 
los 19 privados de libertad prófugos del penal de máxima seguridad “El Infiernito”; ii) a 
las ejecuciones extrajudiciales propiciadas por el Estado entre los años 2005 y 2006 para 
acabar con la vida de los referidos 19 prófugos en el marco de la “Operación Gavilán” y 
su estructura paralela; iii) las decisiones internas que determinaron que una vez 
capturados los prófugos debían ser ejecutados extrajudicialmente, lo cual es concordante 
con lo referido por la CICIG, y el Relator Especial sobre las Ejecuciones  Extrajudiciales; 
iv) al hecho de que el señor Valenzuela era prófugo de la justicia y perseguido por agentes 
del Estado en el marco de la “Operación Gavilán”; v) a la muerte del señor Valenzuela el 
8 de diciembre de 2006 junto con otro prófugo del centro penitenciario “El Infiernito”; vi) 
la negligencia en el procesamiento de la escena del crimen por el conjunto de omisiones 
en la investigación de los hechos para el esclarecimiento de su muerte, y vii) la impunidad 
que persiste en el presente caso, la Corte concluye que el Estado es responsable de la 
ejecución extrajudicial del señor Valenzuela Ávila, en violación del derecho a la vida 
consagrado en el artículo 4.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 
de la misma, en perjuicio de Tirso Román Valenzuela Ávila. 
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Pena de muerte 

Aplicación de la pena de muerte 

Corte IDH. Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 13331 

56. Aún cuando la Convención no prohíbe expresamente la aplicación de la pena de 
muerte, las normas convencionales sobre ésta deben interpretarse en el sentido de “limitar 
definitivamente su aplicación y su ámbito, de moto que ést[a] se vaya reduciendo hasta 
su supresión final”. 

57. Al interpretar el artículo 4.2 de la Convención Americana, este Tribunal advirtió que 
no es posible albergar duda alguna respecto de la prohibición absoluta contenida en esa 
disposición, según la cual ninguno de los Estados Partes puede disponer la aplicación de 
la pena de muerte respecto de delitos para los cuales no estuviese contemplada 
previamente por su legislación interna. 

66. Si bien el nomen iuris del plagio o secuestro permaneció inalterado desde el momento 
en que Guatemala ratificó la Convención, los supuestos de hecho contenidos en los 
correspondientes tipos penales cambiaron sustancialmente, hasta hacer posible la 
aplicación de la pena de muerte por acciones no sancionadas con ésta en el pasado. 
Aceptar una interpretación contraria permitiría que un delito pudiera ser sustituido o 
alterado con la inclusión de nuevos supuestos de hecho, no obstante la prohibición expresa 
de extender la pena capital, contenida en el artículo 4.2 de la Convención. 

80. En el mismo sentido, esta Corte consideró en un caso anterior que la aplicación de la 
pena de muerte obligatoria trataba a los acusados “no como seres humanos individuales 
y únicos, sino como miembros indiferenciados y sin rostro de una masa que será sometida 
a la aplicación ciega de la pena de muerte”. 

81. El artículo 201 del Código Penal, tal como está redactado, tiene como efecto someter 
a los acusados del delito de plagio o secuestro a procesos penales en los que no se 
consideran –en ninguna instancia– las circunstancias particulares del delito y del acusado, 
tales como los antecedentes penales de éste y de la víctima, el móvil, la extensión e 
intensidad del daño causado, las posibles circunstancias atenuantes o agravantes, entre 
otras consideraciones del autor y del delito. 

82. Por todo lo anterior, la Corte concluye que el artículo 201 del Código Penal 
guatemalteco, en el que se fundó la condena al señor Raxcacó Reyes, viola la prohibición 
de privación arbitraria de la vida establecida en el artículo 4.1 y 4.2 de la Convención. 

88. En el presente caso, la Corte estima que, aun cuando no se ha ejecutado al señor 
Raxcacó Reyes, se ha incumplido el artículo 2 de la Convención. La sola existencia del 
artículo 201 del Código Penal guatemalteco, que sanciona con pena de muerte obligatoria 
cualquier forma de plagio o secuestro y amplía el número de delitos sancionados con dicha 
pena, es per se violatoria de esa disposición convencional. Este criterio es conforme con 
la Opinión Consultiva OC-14/94 de la Corte, de acuerdo con la cual “en el caso de las leyes 

 
31 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la imposición de la pena de muerte al señor 
Ronald Ernesto Raxcacó Reyes sin un debido proceso, así como por las condiciones de detención en las que se 
encontró. La Corte estableció que el Estado violó, entre otros, los derechos a la vida, a la integridad personal, a la 
protección judicial y a las garantías judiciales. Puede consultar los detalles de la sentencia en el siguiente enlace: 
https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=309 

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=309
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de aplicación inmediata, [...] la violación de los derechos humanos, individual o colectiva, 
se produce por el solo hecho de su expedición”. 

Corte IDH. Caso Martínez Coronado Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 10 de mayo de 2019. Serie C No. 37632 

60. Para efectos de examinar la alegada violación del derecho a la vida del señor Manuel 
Martínez Coronado, cabe recordar que la Corte ha establecido reiteradamente que el 
derecho a la vida juega un papel fundamental en la Convención Americana por ser el 
presupuesto esencial para el ejercicio de los demás derechos. Los Estados tienen la 
obligación de garantizar la creación de las condiciones que se requieran para que no se 
produzcan violaciones de este derecho inalienable, y en particular, el deber de impedir 
que sus agentes atenten contra él. La observancia del artículo 4, relacionado con el artículo 
1.1 de la Convención Americana, no sólo presupone que ninguna persona sea privada de 
su vida arbitrariamente (obligación negativa), sino que además requiere que los Estados 
adopten todas las medidas apropiadas para proteger y preservar el derecho a la vida 
(obligación positiva), conforme al derecho de garantizar el pleno y libre ejercicio de los 
derechos bajo su jurisdicción. Por tal razón este artículo establece un régimen claramente 
restrictivo de la pena de muerte, como se infiere de la lectura de sus numerales 2, 3, 4, 
5 y 6. De forma tal que esta disposición revela una inequívoca tendencia limitativa y 
excepcional en el ámbito de imposición y de aplicación de dicha pena. 

61. Como señaló este Tribunal en la Opinión Consultiva OC-3/83: 
[e]l asunto está dominado por un principio sustancial expresado por el primer párrafo, según el cual “toda 
persona tiene derecho a que se respete su vida” y por un principio procesal según el cual “nadie puede ser 
privado de la vida arbitrariamente". De ahí que, en los países que no han abolido la pena de muerte, ésta 
no pueda imponerse sino en cumplimiento de sentencia ejecutoriada dictada por un tribunal competente y 
de conformidad con una ley que establezca tal pena, dictada con anterioridad a la comisión del delito [...]. 
La circunstancia de que estas garantías se agreguen a lo previsto por los artículos 8 y 9 indican el claro 
propósito de la Convención de extremar las condiciones en que sería compatible con ella la imposición de la 
pena de muerte en los países que no la han abolido. 

62. Desde esa perspectiva el artículo 4 de la Convención Americana en los casos 
excepcionales en los cuáles está permitido a los Estados la aplicación de la pena de 
muerte, tal posibilidad está sujeta a un conjunto de rigurosas limitaciones. Por una parte, 
se dispone que la pena de muerte no podrá imponerse sino para los delitos más graves 
(artículo 4.2) y por la otra, se excluye de modo absoluto su aplicación por delitos políticos 
o por delitos comunes conexos con los políticos (artículo 4.4). La circunstancia de que la 
Convención Americana reduzca el ámbito posible de aplicación de la pena de muerte a los 
delitos comunes más graves y no conexos, es reveladora del propósito de considerar dicha 
pena aplicable sólo en condiciones excepcionales. Por último, en relación con la persona 
del convicto, la Convención excluye la imposición de la pena de muerte a quienes, en el 
momento de la comisión del delito, tuvieren menos de dieciocho años o más de setenta y 
prohíbe su aplicación a mujeres en estado de gravidez (artículo 4.5). 

63. Pero asimismo, el artículo 4 incorpora una tendencia abolicionista de la pena de muerte 
que se refleja en su numeral segundo, el cual prohíbe que se extienda su aplicación “a 
delitos a los cuales no se la aplique actualmente" y, según el numeral 3, "no se 
restablecerá la pena de muerte en los Estados que la han abolido". La finalidad que se 
persigue es avanzar hacia una prohibición definitiva a esta modalidad de sanción penal, a 

 
32 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la vulneración de derechos del señor Martínez 
Coronado. La Corte estableció la violación, entre otros, el principio de legalidad, y los derechos a la vida y a las 
garantías judiciales. Puede consultar el resumen oficial de la sentencia en el siguiente enlace: 
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_376_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_376_esp.pdf
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través de un proceso progresivo e irreversible destinado a cumplirse en los Estados que 
han suscrito la Convención Americana. De tal manera que la decisión de un Estado Parte 
en la Convención Americana, cualquiera sea el tiempo en que la haya adoptado, en el 
sentido de abolir la pena de muerte se convierte, ipso jure, en una resolución definitiva e 
irrevocable. En esta materia la Convención apunta hacia una progresiva eliminación, al 
adoptar las salvaguardias necesarias para restringir definitivamente su aplicación y su 
ámbito, de modo que éste se vaya reduciendo hasta su supresión total. 

64. Tal tendencia abolicionista se encuentra recogida por el Protocolo a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos relativo a la Abolición de la Pena de Muerte (en 
adelante también “Protocolo”), el cual señala en los considerandos: 

Que el artículo 4 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos reconoce el derecho a la vida y 
restringe la aplicación de la pena de muerte; Que toda persona tiene el derecho inalienable a que se le 
respete su vida sin que este derecho pueda ser suspendido por ninguna causa; 

Que la tendencia en los Estados americanos es favorable a la abolición de la pena de muerte 

Que la aplicación de la pena de muerte produce consecuencias irreparables que impiden subsanar el error 
judicial y eliminar toda posibilidad de enmienda y rehabilitación del procesado; 

Que la abolición de la pena de muerte contribuye a asegurar una protección más efectiva del derecho a la 
vida; 

Que es necesario alcanzar un acuerdo internacional que signifique un desarrollo progresivo de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, y 

Que los Estados Partes en la Convención Americana sobre Derechos Humanos han expresado su propósito 
de comprometerse mediante un acuerdo internacional, con el fin de consolidar la práctica de la no aplicación 
de la pena de muerte dentro del continente americano. 

65. Además, en su artículo 1 establece que “[l]os Estados Partes en el [...] Protocolo no 
aplicarán en su territorio la pena de muerte a ninguna persona sometida a su jurisdicción”, 
y en el artículo 2.1 determina que “[n]o se admitirá ninguna reserva al [...] Protocolo. No 
obstante, en el momento de la ratificación o adhesión, los Estados Partes [... del] 
instrumento podrán declarar que se reservan el derecho de aplicar la pena de muerte en 
tiempo de guerra conforme al derecho internacional por delitos sumamente graves de 
carácter militar”. 

66. La Corte constata que son trece los Estados que han suscrito el Protocolo a la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo a la Abolición de la Pena de 
Muerte y que han aceptado su competencia, han abolido la pena de muerte y en esa 
medida, esta Corte exhorta a los Estados que aún no lo han hecho, a suscribir el Protocolo 
y a proscribir esta modalidad de sanción penal. 

67. En este sentido, la Convención Americana está en armonía con la tendencia imperante 
en el Sistema Universal de protección de los derechos humanos, en el cual la Resolución 
No. 62/149, adoptada en el seno de la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre 
moratoria del uso de la pena de muerte, señala que el uso de la pena de muerte 
menoscaba la dignidad humana, así como que la moratoria del uso de la pena de muerte 
contribuye a la mejora y el desarrollo progresivo de los derechos humanos. Asimismo, se 
indica que no hay pruebas concluyentes del valor disuasivo de la pena de muerte y que 
todo error judicial en su uso o denegación de justicia en su aplicación, es irreversible e 
irreparable. Recomienda a los Estados que limiten progresivamente el uso de la pena de 
muerte y reduzcan el número de delitos por los que se puede imponer esa pena, y recuerda 
a aquellos que la han abolido, a que no la reintroduzcan. Postura que ha sido reiterada en 
lo sucesivo, en resoluciones e informes sobre la pena capital. 

68. Ahora bien, la Corte resalta que en el presente caso para determinar la condena del 
señor Martínez Coronado se aplicó el artículo 132 del Código Penal guatemalteco vigente 
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para dicha fecha, en el que se regulaba el tipo penal de asesinato. En el caso en concreto, 
se condenó a pena de muerte al señor Martínez Coronado en aplicación del segundo 
párrafo de dicha norma, que preveía la aplicación de dicha pena “si por las circunstancias 
del hecho y de la ocasión, la manera de realizarlo y los móviles determinantes, se revelare 
una mayor y particular peligrosidad del agente”. 

Corte IDH. Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385 

79. La Corte observa que en el presente caso se aplicó el artículo 201 del Código Penal de 
Guatemala vigente en virtud del cual se condenó al señor Ruiz Fuentes por el delito de 
plagio o secuestro. Esta Corte ya ha tenido la oportunidad de pronunciarse 
específicamente en el caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala sobre la aplicación del referido 
artículo 201 del Código Penal, así como a su contenido y las modificaciones que éste ha 
sufrido. Al respecto, la Corte nota que en la sentencia de 14 de mayo de 1999 dictada por 
el Tribunal Sexto de Sentencia Penal que condenó al señor Ruiz Fuentes a la pena de 
muerte también fue condenado el señor Raxcacó Reyes, precisamente por los mismos 
actos. De esta manera, es posible partir del mismo análisis realizado por esta Corte en el 
caso Raxcacó Reyes, en tanto el cuadro fáctico y análisis jurídico que dio lugar a la 
imposición de la pena de muerte es el mismo. 

80. La Corte destaca que el artículo 4 incorpora una tendencia abolicionista de la pena de 
muerte que se refleja en su numeral segundo, el cual prohíbe que se extienda su aplicación 
“a delitos a los cuales no se la aplique actualmente” y, según el numeral 3, “no se 
restablecerá la pena de muerte en los Estados que la han abolido”. La finalidad que se 
persigue es avanzar hacia una prohibición definitiva a esta modalidad de sanción penal, a 
través de un proceso progresivo e irreversible destinado a cumplirse en los Estados que 
han suscrito la Convención Americana. De tal manera que la decisión de un Estado Parte 
en la Convención Americana, cualquiera sea el tiempo en que la haya adoptado, en el 
sentido de abolir la pena de muerte se convierte, ipso jure, en una resolución definitiva e 
irrevocable. En esta materia la Convención apunta hacia una progresiva eliminación, al 
adoptar las salvaguardias necesarias para restringir definitivamente su aplicación y su 
ámbito, de modo que éste se vaya reduciendo hasta su supresión total. 

81. Tal tendencia abolicionista se encuentra recogida por el Protocolo a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos relativo a la Abolición de la Pena de Muerte. La Corte 
observa que son trece los Estados que han suscrito el Protocolo a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos relativo a la Abolición de la Pena de Muerte y que han aceptado 
su competencia, han abolido la pena de muerte y en esa medida, esta Corte exhorta a los 
Estados que aún no lo han hecho, a suscribir el Protocolo y a proscribir esta modalidad de 
sanción penal. 

82. La Corte observa que en el momento en que Guatemala ratificó la Convención 
Americana se encontraba vigente el Decreto No. 17/73 (Código Penal), en cuyo artículo 
201 se sancionaba con pena de muerte el secuestro seguido de la muerte del secuestrado: 

“El plagio o secuestro de una persona con el objeto de lograr rescate, canje de terceras personas u otro 
ilícito de igual o análoga entidad, se castigará con la pena de ocho a quince años de prisión 

Se impondrá la pena de muerte al responsable, cuando con motivo o en ocasión del plagio o secuestro, 
falleciera la persona secuestrada”. 

83. Esta norma Corte fue modificada en varias ocasiones, aplicándose finalmente a la 
presunta víctima del presente caso la disposición establecida mediante Decreto Legislativo 
No. 81/96, de 25 de septiembre de 1996, que establecía la imposición de la pena de 
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muerte para los autores materiales o intelectuales del delito de plagio o secuestro, 
eliminando así el requisito de la posterior muerte del secuestrado: 

“A los autores materiales o intelectuales del delito de plagio o secuestro de una o más personas con el 
propósito de lograr rescate, canje de personas o la toma de cualquier decisión contraria a la voluntad del 
secuestrado o con cualquiera otro propósito similar o igual, se les aplicará la pena de muerte, y cuando ésta 
no pueda ser impuesta, se aplicará prisión de veinticinco a cincuenta años. En este caso no se apreciará 
ninguna circunstancia atenuante. 

Los cómplices o encubridores serán sancionados con pena de veinte a cuarenta años de prisión. 

A quienes sean condenados a prisión por el delito de plagio o secuestro, no podrá concedérseles rebaja de 
pena por ninguna causa”. 

84. Para establecer si la modificación introducida por el Decreto Legislativo No. 81/96 al 
tipo penal de plagio o secuestro trae consigo una “extensión” de la aplicación de la pena 
de muerte, prohibida por el artículo 4.2 de la Convención Americana, conviene recordar 
que el tipo penal limita el campo de la persecución penal, acotando la descripción de la 
conducta jurídica. 

85. La Corte observa que la acción descrita en el primer inciso del artículo 201 del Decreto 
Legislativo No. 17/73 (Código Penal) correspondía a la sustracción o aprehensión dolosa 
de una persona, acompañada de cierto propósito (lograr rescate, canje de terceras 
personas u otro fin ilícito); consecuentemente, el tipo penal protegía básicamente la 
libertad individual. El hecho recogido en el inciso segundo de esta norma abarcaba un 
extremo adicional: además de la sustracción o aprehensión, la muerte, en cualquier 
circunstancia, del sujeto pasivo; con ello se protegía el bien jurídico de la vida. En 
consecuencia, existía un deslinde entre el secuestro simple y el secuestro calificado por la 
muerte del ofendido. En el primer caso se aplicaba una pena privativa de la libertad; en 
el segundo, la pena de muerte. 

86. La Corte además advierte que el artículo 201 del Decreto Legislativo No. 81/96, el 
cual fue aplicado en la condena al señor Ruiz Fuentes, tipificaba una sola conducta al 
momento de la comisión del delito: la sustracción o aprehensión de una persona, 
acompañada de cierto propósito. La acción de dar muerte no se halla abarcada por este 
tipo penal, que protege la libertad individual, no la vida, y prevé la imposición de pena de 
muerte al secuestrador. Si bien el nomen iuris del plagio o secuestro permaneció 
inalterado desde el momento en que Guatemala ratificó la Convención, los supuestos de 
hecho contenidos en los correspondientes tipos penales cambiaron sustancialmente, hasta 
hacer posible la aplicación de la pena de muerte por acciones no sancionadas con ésta en 
el pasado. Lo anterior supuso la violación del artículo 4.2 de la Convención Americana, 
toda vez que aceptar una interpretación contraria permitiría que un delito pudiera ser 
sustituido o alterado con la inclusión de nuevos supuestos de hecho, no obstante la 
prohibición expresa de extender la pena capital, contenida en el referido artículo 4.2. Lo 
anterior ha sido corroborado por la Corte de Constitucionalidad de Guatemala, la cual el 
24 de octubre de 2017 emitió una sentencia en la que, inter alia, declaró inconstitucional 
el citado artículo 201 al considerar que configuraba una obvia violación al artículo 4, 
numeral 2, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

87. Por otro lado, la Corte constata que la regulación en el Código Penal guatemalteco del 
delito de plagio o secuestro ordena la aplicación de la pena de muerte de manera 
automática y genérica a los autores de tal ilícito. Al respecto, estima pertinente recordar 
que el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas consideró que la 
obligatoriedad de la pena capital con la que se priva al sujeto de su derecho a la vida, 
impide considerar si, en las circunstancias particulares del caso, esta forma excepcional 
de castigo es compatible con las disposiciones del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
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y Políticos. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133, párr. 79). 

88. La Corte, al igual que lo constató en el caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala, observa 
que el señalado artículo 201 del Código Penal, tal como estaba redactado, tenía como 
efecto someter a los acusados del delito de plagio o secuestro a procesos penales en los 
que no se consideran –en ninguna instancia– las circunstancias particulares del delito y 
del acusado, tales como los antecedentes penales de éste y de la víctima, el móvil, la 
extensión e intensidad del daño causado, las posibles circunstancias atenuantes o 
agravantes, entre otras consideraciones del autor y del delito. La Corte concluye que, 
efectivamente, cuando determinadas leyes obligan a imponer la pena de muerte de 
manera automática no se permite distinguir entre los distintos niveles de gravedad ni las 
circunstancias concretas del delito específico, lo cual sería incompatible con la limitación 
de la pena capital a los delitos más graves, tal y omo así lo recoge el artículo 4.2 de la 
Convención. 

89. A la vista de lo anterior, la Corte concluye que la aplicación del artículo 201 del Código 
Penal guatemalteco en virtud del cual se fundó la condena al señor Ruiz Fuentes violó el 
artículo 4.2 de la Convención en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento. Con 
respecto a la alegada violación del artículo 4.1 de la Convención en relación con la 
imposición de la pena de muerte, la Corte nota que ésta nunca fue ejecutada, toda vez 
que la presunta víctima falleció por circunstancias ajenas a la eventual ejecución de la 
pena capital. En este sentido, considera que el Estado no violó el artículo 4.1 de la 
Convención, en relación al artículo 1.1 del mismo instrumento, sin perjuicio de que la 
Corte analice y determine lo pertinente en el siguiente capítulo relativo al derecho a la 
vida. 

Corte IDH. Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386 

152. La Corte resalta que en el presente caso para determinar la condena del señor 
Valenzuela Ávila se aplicó el artículo 132 del Código Penal vigente para dicha fecha, en el 
que se regulaba el tipo penal de asesinato, para fundamentar la tipificación de los hechos 
del ilícito penal y la determinación de la sanción correspondiente. En concreto, se condenó 
a pena de muerte al señor Valenzuela Ávila en aplicación del segundo párrafo de dicha 
norma, que preveía su aplicación “si por las circunstancias del hecho y de la ocasión, la 
manera de realizarlo y los móviles determinantes, se revelare una mayor y particular 
peligrosidad del agente”. 

154. Esta Corte ya ha tenido la oportunidad de pronunciarse específicamente sobre la 
aplicación del referido artículo 132 del Código Penal y el concepto de “peligrosidad futura” 
en el caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Este Tribunal estableció que el “examen de la 
peligrosidad del agente implic[a] la valoración por parte del juzgador de hechos que no 
han ocurrido y, por lo tanto, supone una sanción basada en un juicio sobre la personalidad 
del infractor y no en los hechos delictivos imputados conforme la tipificación penal 
aplicable”. En dicha Sentencia, se determinó que la referida norma era contraria a la 
Convención Americana, particularmente por cuanto violaba el artículo 9 de la Convención; 
ordenándose adecuar dicha norma al derecho internacional de los derechos humanos. 

155. Posteriormente, este Tribunal reiteró la incompatibilidad de la imposición de la pena 
de muerte con base en el criterio de “peligrosidad” con el principio de legalidad y la 
Convención Americana en los casos de Raxcacó Reyes Vs. Guatemala y Martínez Coronado 
Vs. Guatemala. Dado lo anterior y visto el empleo del criterio de peligrosidad del agente, 
tanto en la tipificación de los hechos del ilícito penal cometido por el señor Valenzuela 
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Ávila, como en la determinación de la sanción correspondiente, resulta incompatible con 
el principio de legalidad previsto en la Convención Americana. 

156. En consecuencia, la Corte considera que el Estado es responsable de la violación de 
los artículos 4.2 y 9 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 del 
mismo instrumento, en perjuicio del señor Valenzuela. Por otro lado, la Corte advierte que 
en relación con la imposición de la pena de muerte, ésta nunca fue ejecutada, toda vez 
que la presunta víctima falleció por circunstancias ajenas a la eventual ejecución de la 
pena capital. En este sentido, este Tribunal considera que el Estado no violó el artículo 4.1 
de la Convención, en relación al artículo 1.1 del mismo instrumento, sin perjuicio de que 
se va analizar más adelante en relación con su alegada ejecución extrajudicial. 

Corte IDH. Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 387 

63. Esta Corte ya ha tenido la oportunidad de pronunciarse específicamente sobre la 
aplicación del referido artículo 132 del Código Penal y el concepto de “peligrosidad futura” 
en los casos Martínez Coronado Vs. Guatemala y Fermín Ramírez Vs. Guatemala. En dichas 
sentencias se determinó que la referida norma era contraria a la Convención Americana, 
particularmente por cuanto violaba el artículo 9 de la Convención, ordenándose además 
adecuar dicha norma al derecho internacional de los derechos humanos. En particular, en 
el caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala la Corte indicó que: 

“94. En concepto de esta Corte, el problema que plantea la invocación de la peligrosidad 
no sólo puede ser analizado a la luz de las garantías del debido proceso, dentro del artículo 
8 de la Convención. Esa invocación tiene mayor alcance y gravedad. En efecto, constituye 
claramente una expresión del ejercicio del ius puniendi estatal sobre la base de las 
características personales del agente y no del hecho cometido, es decir, sustituye el 
Derecho Penal de acto o de hecho, propio del sistema penal de una sociedad democrática, 
por el Derecho Penal de autor, que abre la puerta al autoritarismo precisamente en una 
materia en la que se hallan en juego los bienes jurídicos de mayor jerarquía. 

95. La valoración de la peligrosidad del agente implica la apreciación del juzgador acerca 
de las probabilidades de que el imputado cometa hechos delictuosos en el futuro, es decir, 
agrega a la imputación por los hechos realizados, la previsión de hechos futuros que 
probablemente ocurrirán. [...]  

96. En consecuencia, la introducción en el texto penal de la peligrosidad del agente como 
criterio para la calificación típica de los hechos y la aplicación de ciertas sanciones, es 
incompatible con el principio de legalidad criminal y, por ende, contrario a la Convención. 

97. [...] [s]i los Estados tienen, de acuerdo con el artículo 2 de la Convención Americana, 
la obligación positiva de adoptar las medidas legislativas que fueren necesarias para 
garantizar el ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención, con mayor razón 
están en la obligación de no expedir leyes que desconozcan esos derechos u obstaculicen 
su ejercicio, y la de suprimir o modificar las que tengan estos últimos alcances. De lo 
contrario, incurren en violación del artículo 2 de la Convención. 

98. Por todo lo anterior, la Corte considera que el Estado ha violado el artículo 9 de la 
Convención, en relación con el artículo 2 de la misma, por haber mantenido vigente la 
parte del artículo 132 del Código Penal que se refiere a la peligrosidad del agente, una vez 
ratificada la Convención por parte de Guatemala”. (En similar sentido, ver entre otros: Caso 
Martínez Coronado Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de mayo de 2019. 
Serie C No. 376, párr. 69). 
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64. En lo que respecta al presente caso, la Corte observa que el empleo del criterio de 
peligrosidad del agente, tanto en la tipificación de los hechos del ilícito como en la 
determinación de la sanción correspondiente, resultó incompatible con el principio de 
legalidad previsto en la Convención Americana. El examen de la peligrosidad del agente 
implicaba la valoración por parte del juzgador de hechos que no habían ocurrido y, por lo 
tanto, supuso una sanción basada en un juicio sobre la personalidad del infractor y no en 
los hechos delictivos imputados conforme la tipificación penal aplicable. En consecuencia, 
este Tribunal estima que el Estado es responsable por la violación de los artículos 4.2 y 9 
de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención, en 
perjuicio del señor Archila Pérez. 

65. En lo que respecta a la violación del artículo 4.1 de la Convención, la Corte observa 
que la condena a pena de muerte nunca fue ejecutada, toda vez que el señor Archila Pérez 
falleció el 16 de julio de 1999 a consecuencia de una catoacidosis diabética (esto es, una 
complicación aguda de la diabetes). En vista de lo anterior, la Corte considera que el 
Estado no ha violado el referido artículo 4.1 de la Convención Americana, en relación con 
las obligaciones establecidas en el artículo 1.1 del mismo instrumento. 

Corte IDH. Caso Girón y otro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 390 

63. Para efectos de examinar la alegada violación del derecho a la vida de los señores 
Roberto Girón y Pedro Castillo, cabe recordar que la Corte ha destacado recientemente en 
el caso Martínez Coronado Vs. Guatemala que en los casos excepcionales en los cuáles 
está permitido a los Estados la aplicación de la pena de muerte, tal posibilidad está sujeta 
a un conjunto de rigurosas limitaciones. Por una parte, se dispone que la pena de muerte 
no podrá imponerse sino para los delitos más graves (artículo 4.2) y por la otra, se excluye 
de modo absoluto su aplicación por delitos políticos o por delitos comunes conexos con los 
políticos (artículo 4.4). La circunstancia de que la Convención Americana reduzca el ámbito 
posible de aplicación de la pena de muerte a los delitos comunes más graves y no conexos, 
es reveladora del propósito de considerar dicha pena aplicable sólo en condiciones 
excepcionales. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Martínez Coronado Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de mayo de 2019. Serie C No. 376, párr. 62; Caso Valenzuela 
Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 
386, párr. 151, y Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 387, párr. 61). 

70. La Corte nota que en la sentencia del Juzgado de Primera Instancia, el juzgador impuso 
dicha sanción, pena de muerte, de manera obligatoria, como lo establecía el artículo 175 
del Código Penal, sin tomar en consideración las circunstancias atenuantes o agravantes. 
La Corte recuerda lo señalado en el caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala, remitiéndose al 
Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas, que consideró “que la obligatoriedad 
de la pena capital con la que se priva al sujeto de su derecho a la vida, impide considerar 
si, en las circunstancias particulares del caso, esta forma excepcional de castigo es 
compatible con las disposiciones del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos”, 
así como lo señalado por este Tribunal en el caso Hilaire, Constantine y Benjamín y otros 
Vs. Trinidad y Tobago respecto de cómo se trataba a los acusados en aplicación de la pena 
de muerte obligatoria. 

71. El artículo 175 del Código Penal, tal como estaba redactado, no contemplaba la 
aplicación de una pena distinta a la pena de muerte, por la comisión del delito de violación 
calificada, en los casos en que la víctima no hubiera cumplido los diez años de edad. La 
norma indicada no permitía valorar las características específicas del delito, ni el grado de 
participación y de culpabilidad del acusado, circunstancias que podrían atenuar la sanción 
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impuesta. La regulación de dicho delito ordenaba de manera automática la aplicación de 
la pena de muerte a sus autores. 

72. Dado que la condena a pena de muerte de los señores Roberto Girón y Pedro Castillo 
Mendoza se fundó en la aplicación de la pena impuesta en el artículo 175 del Código Penal, 
vigente al momento de la sentencia, la Corte considera que el Estado violó la prohibición 
de la privación arbitraria de la vida establecida en el artículo 4.1 y 4.2 de la Convención 
Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención, en perjuicio de los 
señores Girón y Castillo. 

Limitación de la pena de muerte a los delitos de máxima gravedad 

Corte IDH. Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133 

68. Al respecto, la Corte ha señalado que la Convención Americana reduce el ámbito de 
aplicación de la pena de muerte a los delitos comunes más graves, es decir, tiene el 
“propósito de considerar dicha pena aplicable sólo en condiciones verdaderamente 
excepcionales”. En efecto, el artículo 4.2 de la Convención Americana dispone que “[e]n 
los países que no han abolido la pena de muerte, ésta sólo podrá imponerse por los delitos 
más graves”. 

69. El Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas ha expresado que los “delitos 
que no entrañan la pérdida de vidas humanas” no pueden ser castigados con la pena de 
muerte. 

70. Es preciso reconocer la diversa gravedad de los hechos que permita distinguir los 
delitos graves de los “delitos más graves”, es decir, aquellos que afectan más severamente 
los bienes de máxima importancia individual y social, y por ello merecen el reproche más 
enérgico y la sanción más severa. 

71. El delito de plagio o secuestro puede contener distintas connotaciones de gravedad, 
que irían desde el plagio simple, que no se encuentra dentro de la categoría de los “delitos 
más graves”, hasta el plagio seguido de la muerte de la víctima. Incluso en este último 
supuesto, que ya constituiría un hecho de suma gravedad, habría que ponderar las 
condiciones o circunstancias del caso sub judice. Todo lo cual deberá ser analizado por el 
juzgador, para lo cual es preciso que la ley conceda a éste cierto margen de apreciación 
objetiva. 

72. En el caso que nos ocupa, el artículo 201 del Código Penal aplicado al señor Raxcacó 
Reyes sanciona con pena de muerte tanto el plagio simple, como cualquier otra forma de 
plagio o secuestro, desatendiendo así la limitación que impone el artículo 4.2 de la 
Convención Americana respecto de la aplicación de la plena de muerte solamente a los 
“delitos más graves”. 

Derecho a solicitar indulto o conmutación de la pena 

Corte IDH. Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385 

91. Sentado lo anterior, la Corte recuerda que ya se pronunció a este respecto en los 
casos Fermín Ramírez Vs. Guatemala y Raxcacó Reyes Vs. Guatemala, y señaló que el 
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sentido de que la derogación del Decreto No. 159 de 1892 tuvo como consecuencia que 
se suprimiera la facultad atribuida a un organismo del Estado de conocer y resolver el 
derecho de gracia estipulado en el artículo 4.6 de la Convención, un derecho que además 
forma parte del corpus juris internacional. Por ello, la Corte consideró que el Estado 
incumplió la obligación derivada del artículo 4.6 de la Convención, en relación con los 
artículos 1.1 y 2 de la misma. En el presente caso, la Corte concluye en el mismo sentido. 
(En similar sentido, ver entre otros: Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133, párr. 85). 

93. En el presente caso, la Corte estima que se incumplió lo establecido en el artículo 2 
de la Convención pues el artículo 201 del Código Penal guatemalteco, el cual sancionaba 
con pena de muerte obligatoria cualquier forma de plagio o secuestro y amplía el número 
de delitos sancionados con dicha pena, es violatorio de dicha disposición convencional. 
Igualmente, y tal y como se ha señalado previamente, la falta de legislación nacional que 
hiciera efectivo el derecho a solicitar indulto, amnistía o conmutación de la pena, en los 
términos del artículo 4.6 de la Convención Americana, constituyó un nuevo incumplimiento 
del artículo 2 de la misma. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Raxcacó Reyes Vs. 
Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133, 
párr. 89). 

109. La Corte considera que el derecho de gracia forma parte del corpus juris 
internacional, en particular de la Convención Americana y del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos. Para estos efectos, dichos tratados internacionales de 
derechos humanos tienen preeminencia sobre las leyes internas, según lo establecido en 
el artículo 46 de la Constitución Política de la República de Guatemala. 

110. En consecuencia, al no estar establecida en el derecho interno atribución alguna para 
que un organismo del Estado tenga la facultad de conocer y resolver los recursos de gracia, 
y siendo esta la explicación de la denegatoria del recurso de gracia interpuesto por el 
señor Fermín Ramírez, el Estado incumplió las obligaciones derivadas del artículo 4.6 de 
la Convención en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma. 
 

VI. DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL 

Aspectos generales del derecho a la integridad personal 

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356 

108. Por otra parte, la Convención Americana reconoce expresamente el derecho a la 
integridad personal, física y psíquica, cuya infracción “es una clase de violación que tiene 
diversas connotaciones de grado y [...] cuyas secuelas físicas y psíquicas varían de 
intensidad según los factores endógenos y exógenos que deberán ser demostrados en 
cada situación concreta”. Rigen respecto al derecho a la integridad personal los deberes 
de respeto y garantía señalados respecto del derecho a la vida. 

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359 

161. Por otro lado, la Convención Americana reconoce expresamente el derecho a la 
integridad personal, física y psíquica, cuya infracción “es una clase de violación que tiene 
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diversas connotaciones de grado y [...] cuyas secuelas físicas y psíquicas varían de 
intensidad según los factores endógenos y exógenos que deberán ser demostrados en 
cada situación concreta”. La Corte ha establecido que la integridad personal se halla 
directa e inmediatamente vinculada con la atención a la salud humana, y que la falta de 
atención médica adecuada puede conllevar la vulneración del artículo 5.1 de la 
Convención. En este sentido, la Corte ha sostenido que la protección del derecho a la 
integridad personal supone la regulación de los servicios de salud en el ámbito interno, 
así como la implementación de una serie de mecanismos tendientes a tutelar la efectividad 
de dicha regulación. 

Corte IDH. Caso Girón y otro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 390 

78. Cabe recordar que la Corte señaló que el artículo 5.1 de la Convención consagra en 
términos generales el derecho a la integridad personal, tanto física y psíquica como moral. 
Por su parte, el artículo 5.2 establece, de manera más específica, la prohibición absoluta 
de someter a alguien a torturas o a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. La 
Corte entiende que cualquier violación del artículo 5.2 de la Convención Americana 
acarreará necesariamente la violación del artículo 5.1 de la misma. La violación del 
derecho a la integridad física y psíquica de las personas tiene diversas connotaciones de 
grado que abarca desde la tortura hasta otro tipo de vejámenes o tratos crueles, 
inhumanos o degradantes, cuyas secuelas físicas y psíquicas varían de intensidad según 
factores endógenos y exógenos de la persona (duración de los tratos, edad, sexo, salud, 
contexto, vulnerabilidad, entre otros) que deberán ser analizados en cada situación 
concreta. 

Corte IDH. Comunidad Indígena Maya Q’eqchi’ Agua Caliente Vs. Guatemala. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de mayo de 2023. Serie C No. 
48833 

322. Cabe recordar que la Corte ha indicado que una situación de amenazas y 
hostigamiento puede generar una situación de temor y tensión que atente contra la 
integridad personal, y esto, en particular, puede impactar en líderes indígenas y miembros 
de pueblos indígenas actuando en defensa de sus territorios y derechos humanos. 

Prohibición de tortura y penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes 

Corte IDH. Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Fondo. Sentencia de 8 de marzo de 1998. Serie C No. 37 

134. En el caso de las víctimas que fueron privadas del derecho a la vida, con la excepción 
del caso del señor Chinchilla, las autopsias revelaron fehacientemente la presencia de 
signos de tortura (amarramientos, golpes...), la cual es imputable al Estado por la misma 
razón que le es imputable su muerte. Debe señalarse además que para ocasionar la 
muerte se infligió a las víctimas heridas corto punzantes en el cuello y tórax que 
aumentaron su sufrimiento, hasta llegar en algunos casos al degollamiento y que este fue 

 
33 El caso se relaciona con la responsabilidad internacional de Guatemala por la falta de titulación, delimitación y 
demarcación adecuadas del territorio comunitario de la Comunidad indígena Maya Q’eqchi’ Agua Caliente Lote 9. La 
Corte estableció la violación de, entre otros, los derechos al reconocimiento de la personalidad jurídica, a las garantías 
judiciales, a la propiedad colectiva y a la protección judicial. Puede consultar el resumen oficial de la sentencia en el 
siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_488_esp.pdf  

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_488_esp.pdf


 

80   

34 JURISPRUDENCIA SOBRE GUATEMALA 

 
un patrón y común denominador en la mayoría de los homicidios que se relacionan con el 
presente caso. 

135. Respecto de las otras víctimas que fueron puestas a disposición de las autoridades 
judiciales, la Corte constata que en el caso de los señores Vásquez y Angárita Ramírez, el 
médico forense encontró heridas, excoriaciones y contusiones que evidencian un trato 
cruel, inhumano o degradante mientras estuvieron detenidos. Respecto de las otras 
personas, señores Torres Gil, Montes Letona y Montenegro, la Corte estima que no hay 
prueba suficiente aún cuando algunos de ellos afirmaron haber sufrido esos tratos. 

136. En consecuencia, la Corte declara que Guatemala violó el artículo 5.1 y 5.2 de la 
Convención Americana y las obligaciones dispuestas en los artículos 1, 6 y 8 de la 
Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, en perjuicio de los 
señores Ana Elizabeth Paniagua Morales; Julián Salomón Gómez Ayala; William Otilio 
González Rivera; Pablo Corado Barrientos; Manuel de Jesús González López; Augusto 
Angárita Ramírez y Oscar Vásquez. 

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. 
Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63 

157. Existen en el presente caso evidencias numerosas y concurrentes de que la integridad 
personal de los cuatro jóvenes mencionados fue vulnerada y de que ellos fueron víctimas 
de graves maltratos y de torturas físicas y psicológicas por parte de agentes del Estado y, 
más concretamente, por miembros de la Policía Nacional, antes de sufrir la muerte. 

162. Debe tenerse presente que los jóvenes fueron retenidos clandestinamente por sus 
captores entre 10 y 21 horas. Este lapso medió entre dos circunstancias de extrema 
violencia: la aprehensión forzada y la muerte por impactos de arma de fuego en estado 
de indefensión, que el Tribunal ya ha declarado probadas. Es razonable inferir, aunque no 
mediaran otras evidencias al respecto, que el trato que recibieron durante esas horas fue 
agresivo en extremo. 

163. Durante el tiempo de su retención los cuatro jóvenes permanecieron aislados del 
mundo exterior y seguramente estaban conscientes de que sus vidas corrían grave peligro. 
Es razonable inferir que durante esas horas pasaron, por esa sola circunstancia, por una 
situación de extremo sufrimiento psicológico y moral. 

165. En sentido similar, la Corte Europea ha sostenido que la mera amenaza de una 
conducta prohibida por el precepto de la Convención Europea (artículo 3), correspondiente 
al artículo 5 de la Convención Americana, cuando sea suficientemente real e inminente, 
puede en sí misma estar en conflicto con la norma de que se trata. En otras palabras: 
crear una situación amenazadora o amenazar a un individuo con torturarlo puede 
constituir, en algunas circunstancias, al menos, tratamiento inhumano. 

169. La Corte estima que los malos tratos y torturas fueron practicados por las mismas 
personas que secuestraron y dieron muerte a los jóvenes. La Corte al haber establecido 
que los responsables de estas últimas conductas eran miembros de la Policía Nacional es 
del caso concluir que los autores de los malos tratos y torturas que se produjeron en el 
lapso que medió entre la captura y la muerte, fueron agentes del Estado, ya se trate de 
los investigados y acusados en los procesos internos, o de otros. 

170. Debe tenerse en cuenta, al respecto, la presunción establecida por la Corte Europea 
al considerar responsable al Estado por los malos tratos que exhibe una persona que ha 
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estado bajo la custodia de agentes estatales, si las autoridades son incapaces de 
demostrar que estos agentes no incurrieron en tales conductas. 

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2000. Serie C No. 70 

156. De acuerdo con el artículo 1 de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes, la tortura implica que se inflijan a una persona penas 
o sufrimientos físicos o mentales deliberadamente dirigidos a intimidar, castigar, 
investigar o prevenir crímenes, penar su comisión o con cualquier otro fin. 

158. La Corte estima que los actos denunciados en el presente caso fueron preparados e 
infligidos deliberadamente, con el fin de obtener de Efraín Bámaca Velásquez información 
relevante para el Ejército. Según los testimonios recabados en el presente proceso, la 
supuesta víctima fue sometida a actos graves de violencia física y psíquica durante un 
prolongado período de tiempo con los fines antes mencionados y, así, puesta en un 
contexto de angustia y de sufrimiento físico intenso de modo intencional, lo que no puede 
calificarse sino como tortura, tanto física como psicológica. 

Corte IDH. Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 27 de noviembre de 2003. Serie C No. 10334 

85. En lo que se refiere al trato dado por los funcionarios estatales a Maritza Urrutia 
mientras estuvo detenida de manera ilegal y arbitraria, la Corte ha tenido por probado 
que la presunta víctima fue encapuchada, mantenida en un cuarto, esposada a una cama, 
con la luz encendida y la radio a todo volumen, lo que le impedía dormir. Además, fue 
sometida a interrogatorios sumamente prolongados, en cuyo desarrollo le mostraban 
fotografías de personas que presentaban signos de tortura o habían sido muertos en 
combate y la amenazaban con que así sería encontrada por su familia. Igualmente, los 
agentes del Estado la amenazaron con torturarla físicamente o con matarla o privar de la 
vida a miembros de su familia si no colaboraba. Con tal fin le mostraban fotografías suyas 
y de su familia y correspondencia de ella con su ex esposo. Por último, Maritza Urrutia fue 
obligada a filmar un video, que fue posteriormente transmitido por dos televisoras 
guatemaltecas, en el cual rindió una declaración en contra de su voluntad, y cuyo 
contenido se vio forzada a ratificar en una conferencia de prensa sostenida después de su 
liberación. 

87. En otras oportunidades, este Tribunal ha establecido que una “persona ilegalmente 
detenida se encuentra en una situación agravada de vulnerabilidad, de la cual surge un 
riesgo cierto de que se le vulneren otros derechos, como el derecho a la integridad física 
y a ser tratada con dignidad”. Además, ha señalado que “el aislamiento prolongado y la 
incomunicación coactiva a los que se ve sometida la víctima representan, por sí mismos, 
formas de tratamiento cruel e inhumano, lesivas de la integridad psíquica y moral de la 
persona y del derecho de todo detenido al respeto debido a la dignidad inherente al ser 
humano”. Esta incomunicación produce en el detenido sufrimientos morales y 
perturbaciones psíquicas y lo coloca en una situación de particular vulnerabilidad. 
Igualmente, esta Corte ha señalado que basta con que la detención ilegal haya durado 
breve tiempo para que se configure, dentro de los estándares del derecho internacional 

 
34 El caso trata sobre la responsabilidad internacional del Estado por la detención arbitraria y tortura en perjuicio de 
Maritza Ninette Urrutia García por parte de miembros de la Inteligencia del Ejército, así como por la falta de 
investigación y sanción de los responsables. La Corte declaró violados, entre otros, los derechos a la integridad 
personal, a la libertad de pensamiento y expresión, y a la libertad personal. Puede consultar los detalles de la 
sentencia en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=290 

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=290
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de los derechos humanos, una conculcación a la integridad psíquica y moral, y que cuando 
se presentan dichas circunstancias es posible inferir, aun cuando no mediaran otras 
evidencias al respecto, que el trato que la víctima recibió durante su incomunicación fue 
inhumano y degradante. 

88. De acuerdo con lo expuesto, esta Corte considera que la privación ilegal y arbitraria 
de la libertad de Maritza Urrutia, sometiéndola a las condiciones de detención que se han 
descrito, constituye un trato cruel e inhumano y que, en consecuencia, el Estado violó en 
su perjuicio el artículo 5.2 de la Convención Americana. 

91. Igualmente, esta Corte destaca que entre los elementos de la noción de tortura 
establecidos en el artículo 2 de la Convención Interamericana contra la Tortura se incluyen 
métodos para anular la voluntad de la víctima con el objeto de obtener ciertos fines, como 
información de una persona, o intimidación o castigo, lo que puede ser perpetrado 
mediante violencia física, o a través de actos que produzcan en la víctima un sufrimiento 
psíquico o moral agudo. 

93. Asimismo, la Corte considera que, de acuerdo a las circunstancias de cada caso en 
particular, algunos actos de agresión infligidos a una persona pueden calificarse como 
torturas psíquicas, particularmente los actos que han sido preparados y realizados 
deliberadamente contra la víctima para suprimir su resistencia psíquica y forzarla a 
autoinculparse o a confesar determinadas conductas delictivas o para someterla a 
modalidades de castigos adicionales a la privación de la libertad en sí misma. 

94. En el caso sub judice está demostrado que Maritza Urrutia fue sometida a actos de 
violencia psíquica al ser expuesta a un contexto de angustia y sufrimiento intenso de modo 
intencional, de acuerdo con la práctica imperante en esa época. Además, la Corte estima 
que los actos alegados en el presente caso fueron preparados e infligidos deliberadamente 
para anular la personalidad y desmoralizar a la víctima, lo que constituye una forma de 
tortura psicológica, en violación del artículo 5.1 y 5.2 de la Convención en perjuicio de 
Maritza Urrutia. 

96. Por otra parte, el Estado no previno los actos indicados ni investigó ni sancionó 
eficazmente las torturas a las que fue sometida Maritza Urrutia. Consecuentemente, el 
Estado faltó a los compromisos contraídos en las referidas disposiciones de la Convención 
Interamericana contra la Tortura. 

Corte IDH. Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 20 de junio de 2005. Serie C No. 12635 

119. En las circunstancias del presente caso, la Corte considera relevante que el señor 
Fermín Ramírez fue condenado a la pena capital por la comisión de un delito que no se le 
había acusado, al final de un proceso en el que hubo violación de sus garantías judiciales; 
que el fundamento de la sentencia fue una norma cuyo contenido es contrario a la 
Convención Americana; y que ha sido sometido a graves condiciones carcelarias, tanto en 
el Sector 11 del Centro de Detención Preventiva de la Zona 18, como en el Centro de Alta 
Seguridad de Escuintla, las que se inscriben en un contexto general de graves deficiencias 
carcelarias, señaladas por organismos internacionales. Por todo lo anterior, la Corte 
considera que el Estado violó el artículo 5.1 y 5.2 de la Convención, en relación con el 
artículo 1.1 de la misma. 

 
35 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la imposición de la pena de muerte a Fermín 
Ramírez sin haberse respetado un debido proceso. La Corte estableció que el Estado violó, entre otros, los derechos 
a la vida, a la integridad personal, a la protección judicial y a las garantías judiciales. Puede consultar los detalles de 
la sentencia en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=265 

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=265
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Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253 

274. De conformidad con el artículo 1.1 de la Convención Americana, la obligación de 
garantizar los derechos reconocidos en los artículos 5.1 y 5.2 de la Convención Americana 
implica el deber del Estado de investigar posibles actos de tortura u otros tratos crueles, 
inhumanos o degradantes. Esta obligación de investigar se ve reforzada por lo dispuesto 
en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención contra la Tortura, que obligan al Estado a 
“tomar[...] medidas efectivas para prevenir y sancionar la tortura en el ámbito de su 
jurisdicción”, así como a “prevenir y sancionar [...] otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes”. Además, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 8 de esta 
Convención, los Estados Parte garantizarán 

[...] cuando exista denuncia o razón fundada para creer que se ha cometido un acto de tortura en el ámbito 
de su jurisdicción, [...] que sus respectivas autoridades procederán de oficio y de inmediato a realizar una 
investigación sobre el caso y a iniciar, cuando corresponda, el respectivo proceso penal. 

Corte IDH. Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385 

128. En consecuencia, la Corte considera acreditado que el señor Ruiz Fuentes sufrió serias 
lesiones en el contexto de su detención, esto es, cuando ya estaba bajo custodia del 
Estado. 

129. Sentado lo anterior, la Corte debe determinar a continuación si los referidos actos 
fueron actos constitutivos de tortura. A la luz del artículo 5.2 de la Convención Americana 
y de conformidad con la jurisprudencia de esta Corte, se está frente a un acto constitutivo 
de tortura cuando el maltrato: (i) es intencional; (ii) cause severos sufrimientos físicos o 
mentales, y (iii) se cometa con cualquier fin o propósito. 

130. En el presente caso ha quedado establecido que el señor Ruiz Fuentes fue objeto de 
numerosos golpes durante horas con el objetivo de obtener información sobre otros 
secuestros. Lo anterior viene acreditado, tanto por la declaración del propio señor Ruiz 
Fuentes, como por el relato detallado y coherente brindado por la hermana del señor Ruiz 
Fuentes. Es decir, los golpes infligidos al señor Ruiz Fuentes fueron perpetrados de forma 
intencional y sostenida en el tiempo con el objetivo de obtener una información específica. 

131. Asimismo, de la prueba ofrecida, la Corte da por demostrada la gravedad e intensidad 
de los severos malos tratos físicos sufridos por el señor Ruiz Fuentes. En vista de las 
graves lesiones que presentaba, el señor Ruiz Fuentes tuvo que ser intervenido 
quirúrgicamente de urgencia para efectuarle una “resección de segmento de colon 
transverso y colostomía en doble boca”. La Corte observa además que el señor Ruiz 
Fuentes permaneció trece días hospitalizado y estuvo siete meses utilizando una bolsa de 
colostomía. A lo anterior se suma la declaración de la señora A.M.V., pareja del señor Ruiz 
Fuentes, quien declaró en la audiencia pública celebrada ante esta Corte que el día que lo 
fue a visitar al hospital observó lo siguiente: 

“[E]staba bien mal, bien golpeado, muy golpeado tenía la gran operación en el estómago, tenía su intestino 
afuera, todo golpeado su cuerpo, los testículos hinchados, sus canillas estaban, es que dice que lo ataron 
con alambre de amarre y le cortaron la carne todo, puro el hueso se miraba, él estaba que ni hablaba, no 
podía platicar. Estaba muy grave. Yo lo tuve que cuidar durante doce días para estarlo bañando, dándole 
sus alimentos, porque estaba bien grave”. 

132. Por ende, ante el conjunto de los elementos probatorios precisos y concordantes 
analizados, la Corte ha llegado a la convicción de que, tras ser detenido el 6 de agosto de 
1997, el señor Ruiz Fuentes fue sometido a actos de tortura física, de conformidad con los 
tres elementos que esta Corte ha enlistado, en violación de los artículos 5.1 y 5.2 de la 
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Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, lo que 
además constituyó la violación del artículo 1 y 6 de la Convención Interamericana para 
prevenir y sancionar la tortura. 

Corte IDH. Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386 

180. La Corte recuerda que el artículo 5.1 de la Convención consagra en términos 
generales el derecho a la integridad personal, tanto física como psíquica y moral. Por su 
parte, el artículo 5.2 establece, de manera más específica, la prohibición absoluta de 
someter a alguien a torturas o a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. 
Asimismo, se ha reconocido que la prohibición absoluta de la tortura, tanto física como 
psicológica, pertenece hoy día al dominio del jus cogens internacional. (En similar sentido, 
ver entre otros: Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 
de noviembre de 2003. Serie C No. 103, párr. 92; Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de junio de 2005. Serie C No. 126, párr. 117, y Caso Ruiz 
Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 
de octubre de 2019. Serie C No. 385, párr. 120). 

181. A su vez, pueden calificarse como torturas físicas y psíquicas aquellos actos que han 
sido “preparados y realizados deliberadamente contra la víctima para suprimir su 
resistencia psíquica y forzarla a autoinculparse o a confesar determinadas conductas 
delictivas o para someterla a modalidades de castigos adicionales a la privación de la 
libertad en sí misma”. 

182. La Corte ha señalado que la violación del derecho a la integridad física y psíquica de 
las personas tiene diversas connotaciones de grado y que abarca desde la tortura hasta 
otro tipo de vejámenes o tratos crueles, inhumanos o degradantes, cuyas secuelas físicas 
y psíquicas varían de intensidad según factores endógenos y exógenos de la persona 
(duración de los tratos, edad, sexo, salud, contexto, vulnerabilidad, entre otros) que 
deberán ser analizados en cada situación concreta. Es decir, las características personales 
de una supuesta víctima de tortura o tratos crueles, inhumanos o degradantes deben ser 
tomadas en cuenta al momento de determinar si la integridad personal fue vulnerada, ya 
que tales características pueden cambiar la percepción de la realidad del individuo y, por 
ende, incrementar el sufrimiento y el sentido de humillación cuando son sometidas a 
ciertos tratamientos. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C 
No. 385, párr. 121). 

183. En lo que respecta a los casos de alegada violencia sexual, la Corte ha señalado que 
las agresiones sexuales se caracterizan, en general, por producirse en ausencia de otras 
personas más allá de la víctima y el agresor o los agresores. Dada la naturaleza de estas 
formas de violencia, no se puede esperar la existencia de pruebas gráficas o documentales 
y, por ello, la declaración de la víctima constituye una prueba fundamental sobre el hecho. 

184. Por otro lado, la Corte recuerda que la evidencia obtenida a través de los exámenes 
médicos tiene un rol crucial durante las investigaciones realizadas contra los detenidos y 
en los casos cuando estos alegan maltrato. En este sentido, los alegatos de maltratos 
ocurridos en custodia policial son extremadamente difíciles de sustanciar para la víctima 
si ésta estuvo aislada del mundo exterior, sin acceso a médicos, abogados, familia o 
amigos quienes podrán apoyar y reunir la evidencia necesaria. Por tanto, corresponde a 
las autoridades judiciales el deber de garantizar los derechos del detenido, lo que implica 
la obtención y el aseguramiento de toda prueba que pueda acreditar los actos de tortura, 
incluyendo exámenes médicos. Adicionalmente, es importante destacar que en los casos 
en los que existen alegatos de supuestas torturas o malos tratos, el tiempo transcurrido 
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para la realización de las correspondientes pericias médicas es esencial para determinar 
fehacientemente la existencia del daño, sobre todo cuando no se cuenta con testigos más 
allá de los perpetradores y las propias víctimas y, en consecuencia, los elementos de 
evidencia pueden ser escasos. De ello se desprende que para que una investigación sobre 
hechos de tortura sea efectiva, la misma deberá ser efectuada con prontitud. 

185. En el mismo sentido, en casos donde se aleguen agresiones sexuales, la falta de 
evidencia médica no disminuye la veracidad de la declaración de la presunta víctima. En 
tales casos, no necesariamente se verá reflejada la ocurrencia de violencia o violación 
sexual en un examen médico, ya que no todos los casos de violencia y/o violación sexual 
ocasionan lesiones físicas o enfermedades verificables a través de dichos exámenes. 

192. Esta Corte se permite recordar lo ya señalado en su jurisprudencia respecto a que 
“la ausencia de señales físicas no implica que no se ha[ya]n producido maltratos, ya que 
es frecuente que estos actos de violencia contra las personas no dejen marcas ni cicatrices 
permanentes”. En consonancia con lo anterior, la Corte considera relevante valorar los 
certificados médicos y psicológicos emitidos el 15 de junio de 2005 por la señora 
Vaquerano Martínez y el señor Aldana Alfaro, los cuales son consistentes con el relato de 
la propia víctima y los otros testigos y familiares que lo vieron, en tanto que concluyen 
que el señor Valenzuela por su condición mental y psicológica, “presenta características 
de una persona torturada”. 

193. De lo expuesto, queda acreditado que el señor Valenzuela sufrió una serie de actos 
de violencia en el marco de su detención, cuando estaba bajo custodia del Estado. Por lo 
que corresponde a este Tribunal determinar si dichos actos fueron constitutivos de tortura 
y violencia sexual a la luz del artículo 5.2 de la Convención, y de la jurisprudencia de la 
Corte, a través del análisis de si el acto fue: i) un acto intencional; ii) causó severos 
sufrimientos físicos o mentales, y si se iii) se cometió con determinado fin o propósito. 

194. Respecto al primer y tercer elementos está demostrado que el 27 de mayo de 1998 
el señor Valenzuela Ávila fue sometido a distintos actos de violencia realizados 
deliberadamente por agentes estatales, con el fin de obtener información sobre la muerte 
de la fiscala SJR. En cuanto al segundo elemento, está probado que el señor Valenzuela 
recibió una serie de golpes, asfixia e incluso una penetración anal por medio de un bastón 
con grasa, que configura en el presente caso una forma de violación sexual. Al respecto, 
la Corte ha afirmado que es inherente a la violación sexual el sufrimiento severo de la 
víctima y que una violación sexual puede constituir tortura aun cuando consista en un solo 
hecho u ocurra fuera de instalaciones estatales. 

195. Este Tribunal considera acreditada la gravedad y los severos sufrimientos padecidos 
por el señor Valenzuela a causa de los actos cometidos por los agentes estatales con la 
finalidad de obtener su declaración sobre su presunta participación en la comisión de un 
delito, por lo que se encuentran cumplidos los tres elementos que esta Corte ha enlistado. 
Por lo tanto, la Corte concluye que el señor Valenzuela Ávila fue sometido a actos de 
tortura tras su detención, cuando ya estaba bajo custodia del Estado, en violación del 
artículo 5.2 de la Convención Americana. 

202. Dado lo expuesto anteriormente, este Tribunal acredita que el señor Valenzuela 
después de su detención el 27 de mayo de 1998 fue sometido a actos de tortura física y 
violencia sexual y además, en junio de 2001 recibió nuevamente actos de tortura física, 
cuando permanecía recluido en el Centro Preventivo de Varones. En consecuencia, la Corte 
concluye, sin perjuicio de la responsabilidad penal que debe dirimirse en el ámbito interno, 
que el Estado es responsable de la violación de los artículos 5.1 y 5.2 y 11.1 de la 
Convención Americana, con relación al artículo 1.1 del mismo instrumento, así como en 
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violación de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y 
Sancionar la Tortura, en perjuicio del señor Tirso Valenzuela Ávila. Por otro lado, los 
representantes alegaron la violación del artículo 7 de la CIPST, este Tribunal con base en 
lo resuelto, considera que no es necesario pronunciarse sobre la alegada vulneración. 

“Corredor de la muerte” 

Corte IDH. Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133 

97. En el Caso Soering vs. Reino Unido, la Corte Europea determinó que el llamado 
“fenómeno del corredor de la muerte”, constituido por un período de detención prolongado 
en espera y previo a la ejecución, durante el cual el condenado sufre de angustia mental 
y está sujeto a una tensión extrema y a trauma psicológico por la constante espera de lo 
que será el ritual de la propia ejecución, implica un trato cruel, inhumano y degradante. 

98. Ese mismo tribunal ha establecido que en todos los casos en que se imponga la pena 
de muerte, es necesario que se consideren, a la luz del artículo 3 del Convenio Europeo 
para la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales, las 
circunstancias personales del condenado, las condiciones de detención mientras espera la 
ejecución y la duración de la detención anterior a la ejecución. 

102. La Corte estima que las condiciones de detención a las que ha sido sometido el señor 
Ronald Ernesto Raxcacó Reyes han sido violatorias de su derecho a la integridad física, 
psíquica y moral, contenido en el artículo 5.1 de la Convención, y han constituido un trato 
cruel, inhumano y degradante contrario al artículo 5.2 de la misma. 

Corte IDH. Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385 

135.Esta Corte ha tenido oportunidad de pronunciarse al respecto del llamado “fenómeno 
del corredor de la muerte” en el caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros Vs. Trinidad 
y Tobago y en el caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Asimismo, el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos, el Sistema Universal de Derechos Humanos y algunos tribunales 
nacionales advierten que el llamado “corredor de la muerte” causa una afectación al 
derecho a la integridad personal por la angustia en la que se encuentran las personas 
condenadas a muerte, situación, que genera traumas psicológicos por la manifestación 
presente y creciente de la ejecución de la pena máxima, por ende, es considerado como 
un trato cruel inhumano y degradante. La Corte observa que, tanto en el caso Hilaire, 
Constantine y Benjamin y otros Vs. Trinidad y Tobago como en el caso Raxcacó Reyes Vs. 
Guatemala se realizó una valoración de los peritajes aportados relativos a las condiciones 
de detención específicas y propias de las personas condenadas a muerte y víctimas del 
caso, así como sobre el impacto concreto sobre ellas, las cuales condujeron a una violación 
de los artículos 5.1 y 5.2 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del 
mismo instrumento. A la vista de lo anterior, para determinar la existencia de una violación 
a la integridad personal derivada del fenómeno del corredor de la muerte, es necesario 
analizar las circunstancias personales y particulares del caso para poder valorar si un 
determinado trato o pena alcanzó el nivel mínimo de gravedad para calificarse como cruel, 
inhumano o degradante. 

136. La Corte observa en primer lugar que el señor Ruiz Fuentes permaneció durante 6 
años y 5 meses bajo una constante amenaza de que en cualquier momento podía ser 
ejecutado. Como resultado de esta sentencia condenatoria, el señor Ruiz Fuentes tuvo 
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que contemplar la perspectiva de la extinción de su vida durante dicho tiempo. Asimismo, 
la Corte destaca que la forma en la que se impone una condena a pena de muerte puede 
constituir un factor que determine su incompatibilidad con lo establecido en el artículo 5 
de la Convención Americana. La Corte advierte que el señor Ruiz Fuentes fue condenado 
a la pena capital en el marco de un procedimiento penal en el que se produjeron patentes 
violaciones de los artículos 4.2 y 4.6 de la Convención, y en violación de varios preceptos 
relativos al debido proceso en el marco del procedimiento penal. La Corte considera que 
el proceso penal al que fue sometido el señor Ruiz Fuentes, cuyo resultado además fue la 
imposición de la pena de muerte, pudo producirle un profundo sufrimiento, angustia, 
ansiedad, frustración y estrés, del cual incluso pudo derivar algún tipo de trastorno por 
estrés post-traumático, tal y como ha sucedido en otros casos de personas condenadas a 
pena de muerte. 

137. Por tal motivo, la Corte concluye que el señor Ruiz Fuentes enfrentó graves 
sufrimientos psíquicos provenientes de la angustia de encontrarse en el “corredor de la 
muerte” tras un procedimiento que tuvo numerosas falencias, lo cual fue violatorio de su 
derecho a la integridad física, psíquica y moral, contenido en el artículo 5.1 de la 
Convención Americana y ha constituido un trato cruel, inhumano y degradante contrario 
al artículo 5.2 de la misma, todo ello con relación al artículo 1.1 del mismo instrumento. 

Corte IDH. Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386 

206. La Corte observa que el señor Valenzuela permaneció durante 6 años y 2 meses bajo 
una constante amenaza de que en cualquier momento podía ser ejecutado. Como 
resultado de esta sentencia condenatoria, el señor Valenzuela tuvo que contemplar la 
perspectiva de la extinción de su vida durante dicho tiempo. Asimismo, la Corte destaca 
que la forma en la que se impone una condena a pena de muerte puede constituir un 
factor que determine su incompatibilidad con lo establecido en el artículo 5 de la 
Convención Americana. La Corte nota que el señor Valenzuela fue condenado a la pena 
capital en el marco de un procedimiento penal en el que se produjeron patentes violaciones 
del artículo 4.2 de la Convención, y en violación de varios preceptos relativos al debido 
proceso en el marco del procedimiento penal. Además, la Corte nota que en el peritaje 
realizado por el señor Aldana Alfaro cuando el señor Valenzuela permanecía privado de 
libertad, indicó que otros efectos “se extienden a su situación [...] en el corredor de la 
muerte, como la depresión, sentimientos de culpa, confusión emocional y una ansiedad 
moderada por el distanciamiento de las visitas familiares”. 

207. Por tal motivo, la Corte concluye que el señor Valenzuela Ávila enfrentó graves 
sufrimientos psíquicos provenientes de la angustia de saberse en el “corredor de la 
muerte” tras un procedimiento que tuvo numerosas falencias, lo cual fue violatorio de su 
derecho a la integridad física, psíquica y moral, contenido en el artículo 5.1 de la 
Convención Americana y han constituido un trato cruel, inhumano y degradante contrario 
al artículo 5.2 de la Convención, todo ello en relación con el artículo 1.1 del mismo 
instrumento. 

Corte IDH. Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. 
Serie C No. 387 

95. La Corte destaca que la forma en la que se impone una condena a pena de muerte 
puede constituir un factor que determine su incompatibilidad con lo establecido en el 
artículo 5 de la Convención Americana. La Corte observa que los señores Rodríguez 
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Revolorio, López Calo y Archila Pérez fueron condenados a la pena capital en el marco de 
un procedimiento penal en el que se produjeron patentes violaciones de los artículos 4.2 
y 9 de la Convención, y en violación del derecho a recurrir del fallo contemplado en el 
artículo 8.2.h) de la Convención Americana. La Corte considera que el proceso penal al 
que fueron sometidos los señores Rodríguez Revolorio, López Calo y Archila Pérez, cuyo 
resultado además fue la imposición de la pena de muerte, pudo producirles un profundo 
sufrimiento, angustia, ansiedad, frustración y estrés, del cual incluso pudo derivar algún 
tipo de trastorno por estrés post-traumático, tal y como ha sucedido en otros casos de 
personas condenadas a pena de muerte. A lo anterior se suman las condiciones carcelarias 
a las que estuvieron sometidos, y que ya la Corte indicó que eran incompatibles con los 
estándares referidos en el capítulo anterior. 

96. Por tal motivo, la Corte concluye que los señores Rodríguez Revolorio, López Calo y 
Archila Pérez sufrieron graves sufrimientos psíquicos provenientes de la angustia de 
permanecer en el “corredor de la muerte” tras un procedimiento que una importante 
falencia, en condiciones carcelarias incompatibles con los estándares de la Convención, lo 
cual fue violatorio de su derecho a la integridad física, psíquica y moral, contenido en el 
artículo 5.1 de la Convención Americana y constituyó un trato cruel, inhumano y 
degradante contrario al artículo 5.2 de la misma, todo ello con relación al artículo 1.1 del 
mismo instrumento. 

Corte IDH. Caso Girón y otro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 390 

79. Esta Corte ha tenido oportunidad de pronunciarse al respecto del llamado “fenómeno 
del corredor de la muerte” en el caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros Vs. Trinidad 
y Tobago y en el caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. La Corte observa que, tanto en el 
caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros Vs. Trinidad y Tobago como en el caso 
Raxcacó Reyes Vs. Guatemala se realizó una valoración de los peritajes aportados 
relativos a las condiciones de detención específicas y propias de las personas condenadas 
a muerte y víctimas del caso, así como sobre el impacto concreto sobre ellas, las cuales 
condujeron a una violación de los artículos 5.1 y 5.2 de la Convención Americana, en 
relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento. Asimismo, el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos, el Sistema Universal de Derechos Humanos y algunos tribunales 
nacionales advierten que el llamado “corredor de la muerte” causa una afectación al 
derecho a la integridad personal por la angustia en la que se encuentran las personas 
condenadas a muerte, situación, que genera traumas psicológicos por la manifestación 
presente y creciente de la ejecución de la pena máxima, por ende, es considerado como 
un trato cruel inhumano y degradante. Por lo tanto para determinar la existencia de una 
violación a la integridad personal derivada del “corredor de la muerte”, es necesario 
analizar las circunstancias personales y particulares del caso para poder valorar si la 
permanencia en el mismo alcanzó el nivel de gravedad para calificarse como cruel, 
inhumano o degradante. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386, párr. 205, y Caso 
Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 387, párr. 94). 

80. Por otro lado, respecto al medio utilizado para la ejecución de la pena de muerte, la 
Corte nota que diversos órganos especializados, así como, criterios del sistema universal 
y otros sistemas regionales de protección de derechos humanos prohíben expresamente 
los modos de ejecución de la pena capital que causen mayor dolor y sufrimiento. En este 
sentido, es importante advertir, que todos los medios de ejecución pueden infligir “dolor” 
o “sufrimientos intensos”, por tal motivo, si un Estado ejecuta la pena de muerte debe 
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hacerlo de la forma que cause menor sufrimiento posible, ya que cualquiera que sea el 
método de ejecución, la extinción de la vida implica algún dolor físico. 

81. Asimismo, diversos órganos internacionales han indicado que métodos de ejecución 
como la lapidación, la asfixia con gas, “la inyección de sustancias letales no ensayadas, 
[...] la incineración y el enterramiento con vida[,] las ejecuciones públicas [, así como] 
[...] otros modos de ejecución dolorosos o humillantes”, constituyen tratos crueles 
inhumanos y degradantes que vulneran el derecho a la integridad personal. 

82. Además de ello, el Relator Especial sobre ejecuciones extrajudiciales ha señalado que 
las ejecuciones públicas constituyen un incumplimiento de la prohibición de los tratos o 
penas crueles, inhumanas o degradantes. Por su parte, la Comisión de Derechos Humanos 
ha señalado que la ejecución de la pena capital no debe hacerse en público ni de ninguna 
otra manera degradante. En tal sentido, el Consejo de Derechos Humanos ha pedido a los 
Estados que se abstengan de realizar ejecuciones públicas, debido a que: “[l]as 
ejecuciones públicas son [...] incompatibles con la dignidad humana”. 

84. Los peritos Edward Fitzgerald y Parvais Jabbar, en su dictamen rendido mediante 
afidávit, manifestaron que “el fenómeno del corredor de la muerte comienza en el 
momento [...] que se dicta sentencia y el condenado tiene que contemplar la perspectiva 
de su ejecución”. Sobre este punto, este Tribunal ha señalado que el tiempo de espera 
desde el momento en que se da la sentencia condenatoria a pena de muerte hasta su 
ejecución produce angustia mental, tensión extrema y trauma psicológico que es causado 
por las circunstancias a las que el acusado es expuesto, que incluyen, entre otras, la forma 
en que se impuso la condena, la desproporción entre la pena y el delito cometido y la no 
consideración de las características personales del acusado, que en suma, configuran un 
trato cruel, inhumano y degradante. 

85. La Corte observa que los señores Girón y Castillo permanecieron durante dos años y 
11 meses bajo una constante amenaza de que en cualquier momento podían ser 
ejecutados. Como resultado de esta sentencia condenatoria, los señores Girón y Castillo 
tuvieron que contemplar la perspectiva de la extinción de sus vidas durante dicho tiempo. 
Asimismo, la Corte destaca que la forma en la que se impone una condena a pena de 
muerte puede constituir un factor que determine su incompatibilidad con lo establecido en 
el artículo 5 de la Convención Americana. La Corte observa que los señores Girón y Castillo 
fueron condenados a la pena capital en el marco de un procedimiento penal en el que se 
produjeron violaciones de los artículos 4.1 y 4.2 de la Convención, además de varios 
preceptos relativos al debido proceso en el marco del procedimiento penal. 

86. Por otro lado, la Corte nota que el Decreto No. 234 establecía como medio de ejecución 
de la pena de muerte el ”fusilamiento”, el cual posteriormente fue sustituido por la 
“inyección letal”, según el Decreto No. 100-1996 de noviembre de 1996. En dicho decreto 
del considerando tercero se desprende que el Estado reconoció que el uso del 
procedimiento de inyección letal tiene la garantía de su efectividad en un lapso muy corto, 
con el mínimo de sufrimiento de parte de la persona a quien se destina, por tal motivo, 
sustituyó el fusilamiento como modo de ejecución de la pena capital. Al respecto, la Corte 
entiende que el Estado cambió de método de ejecución, porque consideró que este nuevo 
método causaba menor sufrimiento. Sin embargo, realizó esta modificación después de la 
ejecución de las presuntas víctimas, quienes fueron fusiladas. 

87. Asimismo, este Tribunal advierte que la publicidad de la ejecución de los señores Girón 
y Castillo a través de los medios televisivos es incompatible con la dignidad humana, por 
constituirse como un trato degradante, toda vez, que las presuntas víctimas del presente 
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caso fueron tratados como objetos para ejemplificar, a través de su ejecución, que 
determinadas conductas eran rechazadas por la sociedad en Guatemala. 

88. Por tal motivo, la Corte concluye que los señores Girón y Castillo enfrentaron graves 
sufrimientos psíquicos provenientes de la angustia de saberse en el “corredor de la 
muerte” tras un procedimiento que tuvo numerosas falencias, así como por la publicidad 
de la ejecución, lo cual fue violatorio de su derecho a la integridad física, psíquica y moral, 
contenido en el artículo 5.1 de la Convención Americana y han constituido un trato cruel, 
inhumano y degradante contrario al artículo 5.2 de la misma, todo ello con relación al 
artículo 1.1 del mismo instrumento. 

Personas privadas de libertad y condiciones de detención 

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. 
Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63 

164. Es pertinente poner de presente, al efecto, que la Corte ha dicho anteriormente que 
el mero hecho de ser introducido en la maletera de un vehículo. constituye una infracción 
al artículo 5 de la Convención que tutela la integridad personal, ya que, aún cuando no 
hubiesen existido otros maltratos físicos o de otra índole, esa acción por sí sola debe 
considerarse claramente contraria al respeto debido a la dignidad inherente al ser humano. 
y que en los eventos en los cuales la privación de la libertad es legítima. 

[u]na de las razones por las cuales la incomunicación es concebida como un instrumento excepcional es por 
los graves efectos que tiene sobre el detenido. En efecto, el aislamiento del mundo exterior produce en 
cualquier persona sufrimientos morales y perturbaciones psíquicas, la coloca en una situación de particular 
vulnerabilidad y acrecienta el riesgo de agresión y arbitrariedad en las cárceles. 

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2000. Serie C No. 70 

150. Como ya lo ha establecido este Tribunal, una “persona ilegalmente detenida se 
encuentra en una situación agravada de vulnerabilidad, de la cual surge un riesgo cierto 
de que se le vulneren otros derechos, como el derecho a la integridad física y a ser tratada 
con dignidad”. A lo anterior habría que agregar que “el aislamiento prolongado y la 
incomunicación coactiva a los que se ve sometida la víctima representan, por sí mismos, 
formas de tratamiento cruel e inhumano, lesivas de la integridad psíquica y moral de la 
persona y del derecho de todo detenido al respeto debido a la dignidad inherente al ser 
humano”. Esta incomunicación produce en el detenido sufrimientos morales y 
perturbaciones psíquicas, lo coloca en una situación de particular vulnerabilidad y 
acrecienta el riesgo de agresión y arbitrariedad en los centros de detención. Por todo ello, 
la Corte ha afirmado que, “en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos [...] la 
incomunicación debe ser excepcional y [...] su uso durante la detención puede constituir 
un acto contrario a la dignidad humana”. (En similar sentido, ver entre otros: Caso de los “Niños 
de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. 
Serie C No. 63, párr. 166). 

Corte IDH. Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133 

95. La Corte ha especificado que toda persona privada de la libertad tiene derecho a vivir 
en condiciones de detención compatibles con su dignidad personal y que el Estado debe 
garantizar el derecho a la vida y a la integridad personal de los detenidos. Como 
responsable de los establecimientos de detención, el Estado debe garantizar a los reclusos 
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la existencia de condiciones que dejen a salvo sus derechos. Mantener a una persona 
detenida en condiciones de hacinamiento, con falta de ventilación y luz natural, sin cama 
para su reposo ni condiciones adecuadas de higiene, en aislamiento e incomunicación o 
con restricciones indebidas al régimen de visitas constituye una violación a su integridad 
personal. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Fondo. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2000. Serie C No. 70, párr. 171, y Caso Fermín Ramírez Vs. 
Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de junio de 2005. Serie C 126, párr. 118). 

96. El Comité de Derechos Humanos ha afirmado que mantener detenida a una persona 
en una celda reducida, veintitrés horas al día, aislada de los demás presos, en oscuridad, 
sin tener en qué ocuparse y sin que se le permita trabajar ni estudiar, constituye una 
violación a su derecho a ser tratado humanamente y con el debido respeto a la dignidad 
inherente al ser humano. En el caso Mukong el Comité insistió sobre la universalidad del 
derecho a un trato digno y humano y rechazó la escasez de recursos como excusa para la 
inobservancia de este derecho. 

Corte IDH. Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 312 

168. El Tribunal ha señalado que de las obligaciones generales de respetar y garantizar 
los derechos que establece el artículo 1.1 de la Convención Americana derivan deberes 
especiales determinables en función de las particulares necesidades de protección del 
sujeto de derecho, ya sea por su condición personal o por la situación específica en que 
se encuentre. En tal sentido, en relación con las personas que han sido privadas de su 
libertad, el Estado se encuentra en una posición especial de garante, toda vez que las 
autoridades penitenciarias ejercen un fuerte control o dominio sobre quienes se 
encuentran sujetos a su custodia. Lo anterior, como resultado de la interacción especial 
de sujeción entre la persona privada de libertad y el Estado, caracterizada por la particular 
intensidad con que el Estado puede regular sus derechos y obligaciones y por las 
circunstancias propias del encierro, en donde al privado de libertad se le impide satisfacer 
por cuenta propia una serie de necesidades básicas esenciales para el desarrollo de una 
vida digna, en los términos que sean posibles en esas circunstancias. 

169. En consecuencia, de conformidad con el artículo 5.1 y 5.2 de la Convención, toda 
persona privada de libertad tiene derecho a vivir en condiciones de detención compatibles 
con su dignidad personal. Esto implica el deber del Estado de salvaguardar la salud y el 
bienestar de las personas privadas de libertad y de garantizar que la manera y el método 
de privación de libertad no excedan el nivel inevitable de sufrimiento inherente a la misma. 

173. Este Tribunal ha señalado que la falta de atención médica adecuada a una persona 
que se encuentra privada de la libertad y bajo custodia del Estado podría considerarse 
violatoria del artículo 5.1 y 5.2 de la Convención, dependiendo de las circunstancias 
concretas de la persona en particular, tales como su estado de salud o el tipo de dolencia 
que padece, el lapso transcurrido sin atención, sus efectos físicos y mentales acumulativos 
y, en algunos casos, el sexo y la edad de la misma, entre otros. Es claro que, en razón 
del control que el Estado ejerce sobre la persona en situación de detención y el 
consecuente control de los medios de prueba sobre su condición física, condiciones de 
detención y eventual atención médica, el Estado tiene la carga probatoria de verificar que 
ha respetado y garantizado adecuadamente los derechos de la persona privada de libertad 
en caso que se presente un padecimiento de salud que requiera la prestación adecuada y 
eficiente del servicio médico. 

174. La Corte recuerda que numerosas decisiones de organismos internacionales invocan 
las Reglas Mínimas de Naciones Unidas para el Tratamiento de Reclusos a fin de interpretar 



 

92   

34 JURISPRUDENCIA SOBRE GUATEMALA 

 
el contenido del derecho de las personas privadas de la libertad a un trato digno y humano, 
como normas básicas respecto de su alojamiento, higiene, tratamiento médico y ejercicio 
físico, entre otros. 

175. En cuanto a los servicios médicos que se les deben prestar, las referidas Reglas 
Mínimas señalan, inter alia, que “[e]l médico deberá examinar a cada recluso tan pronto 
sea posible después de su ingreso y ulteriormente tan a menudo como sea necesario, en 
particular para determinar la existencia de una enfermedad física o mental, [y] tomar en 
su caso las medidas necesarias”. 

176. Asimismo, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha considerado que, cuando 
personas se encuentran privadas de su libertad y las autoridades tienen conocimiento de 
enfermedades que requieren de la supervisión y un tratamiento adecuado, aquellas deben 
tener un registro completo del estado de salud y del tratamiento durante la detención. 

177. Los servicios de salud deben mantener un nivel de calidad equivalente respecto de 
quienes no están privados de libertad. La salud debe entenderse como una garantía 
fundamental e indispensable para el ejercicio de los derechos a la vida e integridad 
personal, lo cual implica obligaciones para los Estados de adoptar disposiciones de derecho 
interno, incluyendo prácticas adecuadas, para velar por el acceso igualitario a la atención 
de la salud respecto de personas privadas de libertad, así como por la disponibilidad, 
accesibilidad, aceptabilidad y calidad de tales servicios. 

178. En particular, en atención a lo señalado en las Reglas Mínimas de Naciones Unidas 
para el Tratamiento de Reclusos, los Estados deben proveer atención médica  calificada, 
inclusive psiquiátrica, a las personas privadas de libertad, tanto en situaciones de 
emergencia como para efectos de atención regular, ya sea en el propio lugar de detención 
o centro penitenciario o, en caso de no contar con ello, en los hospitales o centros de 
atención en salud donde corresponda otorgar ese servicio. El servicio de atención de la 
salud debe mantener historiales médicos adecuados, actualizados y confidenciales de 
todas las personas privadas de libertad, lo cual debe ser accesible para esas personas 
cuando lo soliciten. Esos servicios médicos deben estar organizados y coordinados con la 
administración general del servicio de atención en salud general, lo cual implica establecer 
procedimientos adecuados y expeditos para el diagnóstico y tratamiento de los enfermos, 
así como para su traslado cuando su estado de salud requiera cuidados especiales en 
establecimientos penitenciarios especializados o en hospitales civiles. Para hacer efectivos 
estos deberes, son necesarios protocolos de atención en salud y mecanismos ágiles y 
efectivos de traslado de prisioneros, particularmente en situaciones de emergencia o 
enfermedades graves. 

179. Asimismo, los Estados deben, inter alia, crear mecanismos adecuados para 
inspeccionar las instituciones, presentar, investigar y resolver quejas y establecer 
procedimientos disciplinarios o judiciales apropiados para casos de conducta profesional 
indebida o de violación de los derechos de las personas privadas de libertad. 

183. En el presente caso, luego del ingreso de la señora Chinchilla Sandoval al COF en 
mayo de 1995, consta que a partir del año 1997 se le realizaron distintos exámenes 
médicos y distintos diagnósticos parciales y por remisión, de los cuales se detectaron un 
conjunto de enfermedades, síntomas o padecimientos. Ello permite establecer que ella 
había ingresado al COF en mal estado de salud, sin que conste que se tuviere certeza 
sobre las enfermedades que padecía. No consta algún expediente clínico sobre ese 
diagnóstico o del tratamiento recibido cuando fue privada de libertad. Además, con 
posterioridad y como consecuencia del deterioro de salud, sufrió la amputación de una de 
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sus piernas y una disminución en su vista, lo cual le generó una forma de discapacidad 
física y sensorial. 

184. Según los estándares señalados en el apartado anterior y según se desarrolla más 
adelante, las personas privadas de libertad que padezcan enfermedades graves, crónicas 
o terminales no deben permanecer en establecimientos carcelarios, salvo cuando los 
Estados puedan asegurar que tienen unidades adecuadas de atención médica para 
brindarles una atención y tratamiento especializado adecuados, que incluya espacios, 
equipo y personal calificado (de medicina y enfermería). Asimismo, en tal supuesto, el 
Estado debe suministrar alimentos adecuados y las dietas establecidas para cada caso 
respecto de personas que padecen ese tipo de enfermedades. Los procesos de 
alimentación deben ser controlados por el personal del sistema penitenciario, de 
conformidad con la dieta prescrita por el personal médico, y bajo los requerimientos 
mínimos establecidos para el respectivo suministro. En cualquier caso, y más aún si la 
persona está evidentemente enferma, los Estados tienen la obligación de asegurar que se 
mantenga un registro o expediente sobre el estado de salud y tratamiento de toda persona 
que ingresa en un centro de privación de libertad, ya sea en el propio lugar o en los 
hospitales o centros de atención donde vaya a recibir el tratamiento. 

188. La Corte considera que la necesidad de protección de la salud, como parte de la 
obligación del Estado de garantizar los derechos a la integridad personal y a la vida, se 
incrementa respecto de una persona que padece enfermedades graves o crónicas cuando 
su salud se puede deteriorar de manera progresiva. Bajo el principio de no discriminación 
(artículo 1.1 de la Convención), esta obligación adquiere particular relevancia respecto de 
las personas privadas de libertad. Esta obligación puede verse condicionada, acentuada o 
especificada según el tipo de enfermedad, particularmente si ésta tiene carácter terminal 
o, aún si no lo tiene per se, si puede complicarse o agravarse ya sea por las circunstancias 
propias de la persona, por las condiciones de detención o por las capacidades reales de 
atención en salud del establecimiento carcelario o de las autoridades encargadas. Esta 
obligación recae en las autoridades penitenciarias y, eventual e indirectamente, en las 
autoridades judiciales que, de oficio o a solicitud del interesado, deban ejercer un control 
judicial de las garantías para las personas privadas de libertad. 

189. Las autoridades deben asegurarse de que, cuando lo requiera la naturaleza de una 
condición médica, la supervisión sea periódica y sistemática dirigida a la curación de 
enfermedades del detenido o a prevenir su agravamiento, en lugar de tratarlos de forma 
meramente sintomática. El Tribunal Europeo ha tomado en cuenta el principio de 
equivalencia de la atención médica, señalado por el Comité Europeo para la Prevención de 
la Tortura y Tratos Crueles o Degradantes, con base en el cual el servicio de salud en los 
recintos de privación de libertad debe poder proveer tratamiento médico y de enfermería 
así como dietas apropiadas, fisioterapia, rehabilitación y otras facilidades necesarias 
especializadas en condiciones comparables con aquellas disfrutadas por pacientes en la 
comunidad exterior. La falta y/o deficiencia en la provisión de dicha atención médica, o 
un tratamiento médico negligente o deficiente, no es acorde con la obligación de proteger 
el derecho a la vida de las personas privadas de libertad. 

190. En este caso, consta que la enfermedad diabética y otros padecimientos de la señora 
Chinchilla fueron conocidos por las autoridades penitenciarias y por los médicos que la 
atendieron en forma gratuita, tanto en la clínica médica del COF como en hospitales 
públicos. Tal situación fue informada por los médicos que la valoraron y fue conocida por 
el juzgado de ejecución de la pena. 

191. En cuanto al tratamiento requerido por la señora Chinchilla, particularmente a partir 
de que sus padecimientos se agravaron o complicaron, los médicos se pronunciaron al 
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respecto entre enero de 2003 y abril de 2004 en el marco de los incidentes de libertad 
anticipada. Indicaron que el tratamiento debido involucraba lo siguiente: i) controles 
periódicos de azúcar, evolución oftalmológica, evolución por nefrología, control de 
irrigación de miembro inferior y chequeo cardiovascular; ii) verificación del horario en que 
tomaba medicamentos, ayuda para movilizarla, acceso en el COF a aparatos para 
exámenes de gabinete en caso de complicación; iii) insulina inyectada 
intramuscularmente; iv) equipo especial para cetoacidosis en caso de coma diabético; y 
v) revisión por parte de especialista endocrinólogo. Por su parte, una de las enfermeras 
del COF señaló que la señora Chinchilla necesitaba de una persona “muy especial que la 
acompañara las 24 horas y la atendiera personalmente, lo cual no podían realizar por 
atender a la demás población privada de la libertad”. Otro informe médico de 2006, 
aportado por los peticionarios ante la Comisión y no controvertido por el Estado, también 
se refirió al tratamiento que ella debía recibir. 

192. En primer lugar, existen versiones contradictorias sobre la provisión de 
medicamentos necesarios y alimentación adecuada a la señora Chinchilla Sandoval. Por 
un lado, los representantes alegaron que la familia de la señora le pagaba la insulina y le 
proporcionaba alimento adecuado para su condición de salud, con base principalmente en 
la declaración de la hija de la señora Chinchilla, quien se refirió a los gastos que implicaba 
comprar la insulina de su madre y la necesidad de comprarle un pequeño refrigerador 
para su celda, alegando que la insulina se perdía en el centro médico del COF. Por su 
parte, el Estado afirmó que el centro médico del COF le proporcionaba todo el 
medicamento a la señora Chinchilla, así como alimento adecuado para sus necesidades 
especiales, pero que ella no apreciaba su salud, lo que desencadenó una serie de 
enfermedades con anterioridad a su ingreso al COF. A la vez, el Estado reconoció que “en 
ciertas ocasiones puede no contar con algún tipo de medicina que alguna persona pueda 
necesitar, lo que pudo haber llevado a que la señora Chinchilla en ciertas ocasiones se 
comprara su medicina”, respecto de lo cual pudo haber presentado una acción de amparo. 

193. Al respecto, el Estado no desvirtuó lo declarado por la hija de la señora Chinchilla, 
en cuanto a que ella le compraba la insulina en diferentes oportunidades, lo que es 
consistente con el hecho de que ella le comprara un pequeño refrigerador para mantener 
el medicamento dentro de su celda, cuyo ingreso al centro fue permitido por la autoridad 
penitenciaria pero no fue proporcionado por ésta. Además de lo dicho por la hija de la 
presunta víctima, varias declaraciones del propio personal sanitario del COF indican que 
el sistema penitenciario no le proporcionaba la insulina que requería o que ella se la 
proporcionaba por sus propios medios a través de sus familiares. En ese sentido, el Estado 
no aportó elementos probatorios consistentes para concluir que el medicamento requerido 
por la presunta víctima le fue adecuada y regularmente proporcionado por las autoridades 
estatales. 

194. En cuanto a la alimentación debida, el Estado no aportó pruebas que demuestren 
que efectivamente se dieron alimentos adecuados en el COF en relación con el especial 
requerimiento de dieta de la señora Chinchilla. La única prueba específicamente señalada 
por el Estado para alegar que ella se auto-diagnosticó dieta libre, en contra de lo indicado 
por los médicos (“ingiriendo azúcares y otros productos nocivos para su salud”), fue un 
oficio de la médica del COF del año 1998. Además de esa específica circunstancia, el 
Estado no comprobó que el personal sanitario o de seguridad del COF le proporcionara la 
alimentación adecuada durante todo su período de prisión. La señora Chinchilla reiteró 
ante el juzgado de ejecución lo declarado en agosto de 2003: “tengo yo que preparar mis 
alimentos, porque yo no puedo consumir los que el centro me proporciona, no puedo 
consumir azúcar, grasa ni condimentos, a veces tengo y a veces no para 
proporcionármelos, a veces cuento con mi familia y a veces no”. 
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195. En segundo lugar, corresponde determinar si el tratamiento dado a la señora 
Chinchilla fue adecuado cuando su salud se deterioró sensiblemente, luego de la aparición 
de la situación de discapacidad y en sus dos últimos años de vida. Al respecto, dado que 
el juez de ejecución de la pena decidió no admitir las solicitudes de libertad anticipada de 
la señora Chinchilla, ni adoptó otras medidas correctivas o sustitutivas respecto de su 
privación de libertad, es relevante determinar si el COF tenía los recursos, instalaciones, 
personal calificado, equipo y suministros suficientes, para brindarle un tratamiento 
adecuado o, en su defecto, si tal tratamiento podía serle brindado en hospitales públicos 
de manera ágil y eficiente. 

196. En este sentido, el Estado manifestó que muchos de los tratamientos le fueron 
brindados en hospitales públicos y que el COF era principalmente un centro de 
cumplimiento de condena y de rehabilitación del reo, por lo cual es lógico que un hospital 
estuviera mejor adaptado para atender emergencias médicas, a pesar de lo cual en este 
caso el COF sí contaba con un área hospitalaria. La Corte hace notar que ante un franco 
deterioro progresivo de salud, y según una serie de informes de los médicos de turno del 
propio COF, de médicos forenses y del “equipo multidisciplinario” del COF (integrado por 
funcionarios del departamento jurídico, departamento laboral, departamento de 
psicología, trabajadora social, la sub-directora y la directora de ese centro), era evidente 
que dicho centro penitenciario no contaba con las capacidades suficientes (recursos 
necesarios, personal especializado, equipo e infraestructura) para atender adecuadamente 
tal deterioro o, en todo caso, tales capacidades no habían sido comprobadas, en particular 
en relación con la provisión del medicamento o tratamiento requeridos. Sin embargo, 
ciertamente ella podía ser evaluada y atendida en consulta externa en hospitales públicos. 
Además, era evidente que en algún momento podía sufrir alguna descompensación que 
requeriría de tratamiento hospitalario y que su vida podía ponerse en riesgo si el 
tratamiento médico no era adecuado y consistente, o si se le dejaban de administrar sus 
medicamentos de forma periódica y apropiada. Puesto que el COF no contaba con equipo 
necesario para brindar tratamiento de emergencia ante una cetoacidosis o coma diabético, 
complicaciones que sí podían ser fatales dependiendo del tiempo que tardara en ser 
trasladada a un centro de atención especializado, la presunta víctima tenía un riesgo 
latente de morir por su enfermedad estando recluida. Además, en los últimos informes se 
indicó que, además de su discapacidad, su salud mental y física estaba en franco deterioro, 
que tenía mal estado generalizado, desnutrición crónica del adulto y depresión severa con 
riesgo suicida, sin que conste que tales síntomas o padecimientos fueran tratados en algún 
momento. 

197. Ciertamente la presunta víctima fue autorizada por el juez de ejecución de la pena, 
en la gran mayoría de ocasiones en que lo solicitó, para ser atendida en hospitales. En 
este sentido, no ha sido demostrado que el Estado incurriera en responsabilidad en 
relación con la existencia de este procedimiento como tal o específicamente con la 
atención hospitalaria efectivamente recibida. Sin embargo, es claro que los 
procedimientos establecidos para la consulta externa en hospitales no tenían la agilidad 
necesaria para permitir, de manera efectiva, un tratamiento médico oportuno, 
particularmente en caso de emergencia. Tampoco consta que existieran mecanismos de 
supervisión y monitoreo externo de los servicios de salud ofrecidos en el COF. Es decir, 
no consta que las autoridades se hayan asegurado de que, dada la naturaleza de su 
condición de salud, la supervisión médica fuera periódica y sistemática dirigida al 
tratamiento de sus enfermedades y de su discapacidad y a prevenir su agravamiento, en 
lugar de tratarlos de forma sintomática, lo cual debía incluir la provisión de dietas 
apropiadas, rehabilitación y otras facilidades necesarias especializadas en condiciones 
comparables con aquellas que deben recibir pacientes no privados de libertad. 
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198. El Estado alegó que la presunta víctima fue negligente con su tratamiento y dieta y 
arriesgó su vida por su supuesta “actitud de rebeldía, negligencia y desobediencia”; por 
rehusarse a ser tratada por el personal médico del COF; por confiar su tratamiento a 
compañeras; y por haberse dado intencionalmente dieta libre e ingerir alimentos nocivos 
para su salud que le fueron prohibidos. Al respecto, la Corte hace notar que constan 
algunas referencias de las enfermeras o médicos en un período de siete años de reclusión 
que dan cuenta de la dificultad que tenían para brindarle tratamiento o de conductas 
inapropiadas de ella hacia el personal sanitario. Sin embargo, además de que las 
situaciones alegadas por el Estado solo fueron constatadas en algunas oportunidades, no 
fue demostrado que ello impidiera o de algún modo condicionara el cumplimiento de su 
obligación de asegurar el tratamiento adecuado durante su privación de libertad. En 
particular, el Estado no demostró algún nexo de causalidad entre tales situaciones 
propiciadas por la presunta víctima y el agravamiento de su enfermedad o eventualmente 
su muerte. 

199. En conclusión, no fue comprobado que el Estado mantuviera un registro o expediente 
sobre el estado de salud y tratamientos otorgados a la presunta víctima desde su ingreso 
al COF, ya fuera en el propio lugar o en los hospitales o centros de atención donde fue 
atendida. Tampoco fue comprobado que la alimentación y medicamentos debidos le fueran 
adecuada y regularmente proporcionados por el Estado. Ante el deterioro progresivo de 
su salud, los propios médicos que la examinaron señalaron que existía una situación de 
riesgo latente para su vida e integridad personal, dado que ella padecía una enfermedad 
grave, crónica y eventualmente fatal. Sin embargo, no consta que las autoridades se 
hayan asegurado de que, dada la naturaleza de su condición de salud, la supervisión 
médica fuera periódica, adecuada y sistemática dirigida al tratamiento de sus 
enfermedades y de su discapacidad y a prevenir su agravamiento, en particular mediante 
la provisión de dietas apropiadas, rehabilitación y otras facilidades necesarias. Si el Estado 
no podía garantizar tales atenciones y tratamientos en el centro penitenciario en que se 
encontraba, estaba obligado a establecer un mecanismo o protocolo de atención ágil y 
efectivo para asegurar que la supervisión médica fuera oportuna y sistemática, 
particularmente ante alguna situación de emergencia. En este caso, los procedimientos 
establecidos para la consulta externa en hospitales no tenían la agilidad necesaria para 
permitir, de manera efectiva, un tratamiento médico oportuno. 

200. Por las razones anteriores, la Corte considera que el Estado no cumplió con sus 
obligaciones internacionales de garantizar los derechos a la integridad personal y a la vida 
de la señora Chinchilla durante el tiempo que permaneció en detención en el COF. 

201. Según ha sido señalado, como consecuencia de la evolución de su enfermedad 
diabética, desde el año 2002 la señora Chinchilla adquirió progresivamente una 
discapacidad motriz y visual, a partir de una serie de complicaciones en su salud que 
redujeron sensiblemente su calidad de vida en relación con una serie de barreras sociales 
existentes en el centro penitenciario y la hicieron cada vez más dependiente de otras 
personas y de cuidados médicos más específicos. Así, luego del diagnóstico reiterado de 
“diabetes descompensada”, la detección de úlceras en los pies y de una herida en un pie 
que requería limpieza constante, se dio un progresivo deterioro de su salud, adquiriendo 
una discapacidad física y sensorial sobrevenida en virtud de la disminución de su vista y 
la amputación de una de sus piernas, por lo cual debió movilizarse desde entonces en silla 
de ruedas. 

202. No ha sido controvertido que, tal como indicó el Estado, desde entonces ella se 
movilizaba en silla de ruedas y fue trasladada a una celda en el hogar de maternidad del 
COF, la cual contaba con suficiente luz natural y artificial y ventilación adecuada, así como 
un servicio sanitario y lava manos que fueron adaptados en atención a sus necesidades. 
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La controversia se mantiene en cuanto a la alegada falta de ajustes razonables dentro de 
su celda y para su desplazamiento dentro del centro de reclusión o para su traslado hacia 
los hospitales para atender citas médicas, entre otras dificultades. Por ello, corresponde 
determinar si el Estado es responsable por no haber respondido adecuada y efectivamente 
a las necesidades de la presunta víctima, para lo cual debe observarse cómo se ven 
particularizadas las obligaciones de los Estados frente a las personas con discapacidades 
cuando éstas se encuentran privadas de libertad. 

215. En atención a los criterios anteriores, la Corte considera que el Estado tenía la 
obligación de garantizar accesibilidad a las personas con discapacidad que se vean 
privadas de su libertad, en este caso a la presunta víctima, de conformidad con el principio 
de no discriminación y con los elementos interrelacionados de la protección a la salud, a 
saber, disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad, incluida la realización de 
ajustes razonables necesarios en el centro penitenciario, para permitir que pudiera vivir 
con la mayor independencia posible y en igualdad de condiciones con otras personas en 
situación de privación de libertad. 

216. Asimismo, el Estado debió facilitar que pudiera acceder, conforme al principio de 
equivalencia, a medios a los cuales razonablemente hubiera podido acceder para lograr 
su rehabilitación si no hubiera estado bajo custodia estatal, así como para prevenir la 
adquisición de nuevas discapacidades. En este sentido, el perito Carlos Ríos Espinosa, 
miembro del Comité de Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad, se refirió a la importancia de que el Estado hubiese tomado determinadas 
medidas, tales como otorgarle una prótesis o asegurar que ella contara con apoyo de 
profesionales que le permitieran comprender y aceptar su nueva condición. Además, 
señaló que los Estados tienen la carga de acreditar que adoptaron las medidas necesarias 
para eliminar las barreras que enfrentan y garantizar igualdad de condiciones en el goce 
de sus derechos.  

217. En este caso, la señora Chinchilla se movilizaba en una silla de ruedas y, según el 
referido informe socioeconómico, tenía problemas “por los espacios tan reducidos del 
lugar” de detención (COF), es decir, por las barreras o limitaciones físicas o arquitectónicas 
del lugar. En esta situación, era razonable que el Estado adaptara, mínimamente, las 
instalaciones del centro penitenciario a su situación de discapacidad. En cuanto a las 
medidas para facilitar su higiene personal, la Corte valora que el Estado adecuara un 
sanitario y lavamanos dentro de la celda individual en que fue ubicada dentro del área de 
maternidad. Sin embargo, en este sentido la señora Marta Maria Gatenbein Chinchilla, hija 
de la señora Chinchilla Sandoval, manifestó que la silla de ruedas no entraba en la ducha, 
por lo que ella y su esposo debieron colocar tubos dentro de la ducha para evitar que se 
cayera y que debían pagar trescientos quetzales mensualmente como “colaboración” para 
que ella pudiera permanecer en el área de maternal, más cien quetzales por el uso de 
televisión, refrigeradora y luz eléctrica. El Estado no desvirtuó lo anterior, por lo que la 
mayoría de los ajustes realizados no son atribuibles al Estado ni resultaron suficientes 
para paliar sus condiciones de detención como persona en situación de discapacidad. En 
este sentido, no existía una infraestructura adecuada, pues el área de maternidad era 
reducido (aunque sí permitía la movilización en silla de ruedas) y ella dependía de otras 
internas y de personal penitenciario para poder trasladarse a las áreas comunes. Su caída 
se dio en las gradas que comunicaban a los hogares C y D del COF al tratar de bajar del 
lugar donde se encontraba y no tener quién la desplazara (la celda se encontraba en lo 
alto de varias gradas, por lo que dependía de otras reclusas para moverse dentro del 
centro de maternidad). 

218. Por otro lado, respecto de las facilidades prácticas y procedimientos que debían 
seguirse para permitir las salidas de la señora Chinchilla del COF y su asistencia a las citas 
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médicas en hospitales, se daban múltiples dificultades de accesibilidad física al transporte 
y de disponibilidad de medios de transporte y tiempo de los policías que la custodiaban. 
Así, era necesario que guardias la cargaran y la subieran con dificultades a una camioneta 
“pick up” sin facilidades para transporte de una persona en silla de ruedas325. Ella alegó 
además que no alcanzaba los teléfonos para comunicarse con su familia. Estas situaciones 
permiten considerar que la señora Chinchilla estaba limitada en su entorno y no existía 
personal asignado para desplazarla. En esta situación, era razonable que el Estado 
adoptara las medidas necesarias para garantizar la accesibilidad a los servicios, por 
ejemplo mantener personal disponible para atender y movilizar a la señora Chinchilla. No 
obstante, a pesar de las medidas adoptadas, es posible concluir que no fueron adoptadas 
otras medidas para paliar la situación ante su discapacidad sobrevenida, en particular un 
acceso razonable a medios para posibilitar su rehabilitación cuando su salud se había 
deteriorado. 

219. Por las razones anteriores es posible concluir que, como resultado de la falta de 
accesibilidad y ajustes razonables suficientes, se colocó a la presunta víctima en situación 
de discriminación y en condiciones de detención incompatibles con el derecho de toda 
persona con discapacidad a que se respete su derecho a la integridad física y mental en 
igualdad de condiciones con las demás personas, en los términos de los artículos 5.1 y 1.1 
de la Convención, en perjuicio de la señora Chinchilla Sandoval. 

224. La Corte considera que el Estado es responsable por incumplir su obligación de 
garantizar el derecho a la integridad personal y a la vida de la presunta víctima, al no 
haber mantenido un registro o expediente sobre el estado de salud y tratamientos 
otorgados desde su ingreso al COF. Tampoco fue comprobado que la alimentación y 
medicamentos debidos le fueran adecuada y regularmente proporcionados por el Estado. 
Luego, ante el deterioro progresivo de su salud y la situación de riesgo latente para su 
vida e integridad personal señalada por los médicos, dada la enfermedad grave, crónica y 
eventualmente fatal y la situación de discapacidad que padecía, no consta que las 
autoridades hayan asegurado una supervisión médica periódica, adecuada y sistemática 
dirigida al tratamiento de sus enfermedades y de su discapacidad y a prevenir su 
agravamiento. Si el Estado no podía garantizar tales atenciones y tratamientos en el 
centro penitenciario en que se encontraba, debió establecer un mecanismo o protocolo de 
atención ágil y efectivo para asegurar dicha supervisión médica, particularmente ante 
alguna situación de emergencia, lo cual no fue comprobado en este caso, particularmente 
en relación con los procedimientos establecidos para la consulta externa en hospitales. 
Por otro lado, la señora Chinchilla enfrentó diversas dificultades de accesibilidad a su 
atención en salud en relación con su situación de discapacidad; estaba limitada en su 
entorno y no existía personal asignado para atenderla y movilizarla al interior del COF. En 
definitiva, el Estado no adoptó medidas suficientes para garantizar la accesibilidad ni 
realizó ajustes razonables para garantizar el ejercicio de su derecho, en particular un 
acceso razonable a medios para posibilitar su rehabilitación cuando su salud se deterioró. 
Como resultado de lo anterior, se le colocó en condiciones de detención precarias 
incompatibles con el derecho de toda persona con discapacidad a que se respete su 
derecho a la integridad física y mental en igualdad de condiciones con las demás personas, 
sin discriminación alguna. Además, el día de su muerte el Estado no garantizó 
diligentemente una debida atención médica ante una situación de emergencia como la 
acontecida, dada la situación de riesgo advertida por su condición de salud.  
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Corte IDH. Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386 

203. Por otra parte, los representantes alegaron que el señor Valenzuela Ávila no recibió 
tratamiento médico durante su permanencia en el centro penitenciario, luego de las 
torturas sufridas cuando fue detenido y recapturado. Al respecto, la Corte ha establecido 
que “[u]na de las obligaciones que ineludiblemente debe asumir el Estado en su posición 
de garante, con el objetivo de proteger y garantizar el derecho a la vida y a la integridad 
personal de las personas privadas de libertad, es la de [procurar] a éstas las condiciones 
mínimas compatibles con su dignidad mientras permanecen en los centros de detención”. 
Sobre este punto, la Corte ha desarrollado un conjunto de obligaciones para el 
cumplimiento de este deber, entre ellas, se encuentra la obligación de brindar atención 
médica, a través de un tratamiento adecuado que sea necesario. Asimismo, ha señalado 
que la inexistencia de un “tratamiento o atención médica adecuada y oportuna”, constituye 
una violación del artículo 5 de la Convención. 

204. Para este Tribunal de los hechos aducidos y elementos de pruebas aportados se 
desprende que el Estado no brindó atención médica adecuada en los momentos en que el 
señor Valenzuela la solicitó debido al estado físico y mental en el que se encontraba, 
después de haber sido torturado el 27 de mayo de 1998 y en junio de 2001, después de 
su segunda recaptura. Por lo que la Corte considera que la falta de la atención médica 
adecuada constituye una violación del artículo 5 de la Convención. 

Corte IDH. Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. 
Serie C No. 387 

71. La Convención Americana reconoce expresamente el derecho a la integridad personal, 
física y psíquica, cuya infracción “es una clase de violación que tiene diversas 
connotaciones de grado y [...] cuyas secuelas físicas y psíquicas varían de intensidad 
según los factores endógenos y exógenos que deberán ser demostrados en cada situación 
concreta”. Asimismo, esta Corte ha indicado que, de conformidad con el artículo 5.1 y 5.2 
de la Convención, toda persona privada de libertad tiene derecho a vivir en condiciones 
de detención compatibles con su dignidad personal. Como responsable de los 
establecimientos de detención, el Estado se encuentra en una posición especial de garante 
de los derechos de toda persona que se halle bajo su custodia. Esto implica el deber del 
Estado de salvaguardar la salud y el bienestar de los reclusos, brindándoles, entre otras 
cosas, la asistencia médica requerida, y de garantizar que la manera y el método de 
privación de libertad no excedan el nivel de sufrimiento inherente a la detención. 

86. La Corte observa, en primer lugar, que este Tribunal ha tenido oportunidad de analizar 
en el caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala las condiciones físicas de la cárcel “El Infiernito” 
en el período comprendido en el que también permanecieron recluidos los señores 
Rodríguez Revolorio y López Calo, donde observó lo siguiente: 

“El Centro de Alta Seguridad de Escuintla [“el Infiernito”] presenta malas condiciones de higiene y carece 
de agua y ventilación, especialmente durante el verano. El sector en que se encuentra el señor Fermín 
Ramírez es de aproximadamente 20 metros por 6 y 8 metros y cuenta con 40 planchas de cemento. En el 
sector hay cerca de 40 reclusos, algunos de ellos condenados a muerte y otros a penas de 30 a 50 años de 
prisión. No existen programas educativos ni deportivos adecuados. La asistencia médica y psicológica es 
deficiente”. 

87. La Corte observó además que el señor Fermín Ramírez había sido sometido a “graves 
condiciones carcelarias”, las cuales se inscribieron en un contexto general de graves 
deficiencias carcelarias, señaladas por organismos internacionales. Por todo lo anterior, la 
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Corte consideró que el Estado violó el artículo 5.1 y 5.2 de la Convención, en relación con 
el artículo 1.1 de la misma. 

88. Sin perjuicio de lo anterior, la Corte considera además que del acervo probatorio del 
presente caso también se puede concluir que la cárcel “El Infiernito” en donde estuvieron 
recluidos los señores Rodríguez Revolorio, López Calo y Archila Pérez poseía efectivamente 
unas deficientes condiciones físicas y sanitarias que en modo alguno cumplían con los 
estándares internacionales. En esta línea, la Corte ha considerado que las malas 
condiciones físicas y sanitarias de los lugares de detención, así como la falta de luz y 
ventilación adecuadas, pueden ser en sí mismas violatorias del artículo 5 de la Convención 
Americana, dependiendo de la intensidad de las mismas, su duración y las características 
personales de quien las sufre, pues pueden causar sufrimientos de una intensidad que 
exceda el límite inevitable de sufrimiento que acarrea la detención, y porque conllevan 
sentimientos de humillación e inferioridad. 

89. En cuanto a las condiciones carcelarias específicas al presente caso, la Corte nota, en 
primer lugar, que las ventanas de la prisión estaban ubicadas en la parte superior de las 
paredes lo que impedía la entrada de mucha luz y la circulación del aire. La Corte además 
observa que el acceso al agua era muy restringido, limitado a 6 litros de agua para utilizar 
cada día. Lo anterior además conducía a que las condiciones de higiene fueran muy 
precarias, tal y como así lo afirmó la perito Castro-Conde. 

90. Con respecto a la atención sanitaria, consta probado que la misma no sólo era 
insuficiente, sino que en muchas ocasiones era inexistente. La Corte recuerda que la 
integridad personal se halla directa e inmediatamente vinculada con la atención a la salud 
humana. En efecto, la Corte ha señalado en varias ocasiones que el Estado tiene el deber 
de proporcionar a los detenidos revisión médica regular y atención y tratamiento 
adecuados cuando así se requiera y que la falta de atención médica adecuada a una 
persona que se encuentra privada de la libertad y bajo custodia del Estado podría 
considerarse violatoria del artículo 5.1 y 5.2 de la Convención dependiendo de las 
circunstancias concretas de la persona en particular, tales como su estado de salud o el 
tipo de dolencia que padece, el lapso transcurrido sin atención, sus efectos físicos y 
mentales acumulativos y, en algunos casos, el sexo y la edad de la misma, entre otros. 
En el presente caso, la Corte nota que existía una ausencia casi total de artículos médicos 
y de personal médico capacitado para atender a los reclusos, lo cual además aumentaba 
la incidencia de los problemas de salud físicos y mentales. A ello se une en particular la 
ausencia de atención médica en salud mental, lo cual excluía cualquier posibilidad de alivio 
a la angustia mental que sufrían los condenados a pena de muerte. También unido a lo 
anterior, con respecto a la alimentación, la Corte observa que no existía una dieta 
adecuada a las condiciones médicas de los reclusos que padecían de diabetes, eran 
hipertensos o padecían de úlcera, lo cual además empeoraba los efectos de sus 
enfermedades. 

91. En lo que respecta al régimen de visitas, la Corte recuerda que las visitas deben ser 
garantizadas en los centros penitenciarios y que la reclusión bajo un régimen de visitas 
restringido puede ser contraria a la integridad personal en determinadas circunstancias. 
En el presente caso, la Corte nota que el régimen de visitas era muy restringido, toda vez 
que éstas en su mayoría se realizaban sin contacto físico, y los internos se encontraban 
esposados de una muñeca a un tubo mientras la familia se encontraba al otro lado, donde 
solo podían tocarse los dedos a través de los barrotes. A lo anterior se unen lo alegado 
por el señor Rodríguez Revolorio en la audiencia pública celebrada ante esta Corte, donde 
declaró que estuvieron durante aproximadamente dos meses y medio sin visita, así como 
la declaración de la señora Morataya de Archila, viuda del señor Archila Pérez, quién 
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manifestó que nunca le dejaron ver a su entonces marido durante el período que 
permaneció recluido en la cárcel de “El Infiernito”. 

92. A la vista de todo lo anterior, la Corte concluye que las condiciones carcelarias en las 
que fueron recluidos los señores Rodríguez Revolorio, López Calo y Archila Pérez no 
cumplieron los requisitos materiales mínimos de un tratamiento digno y constituyeron en 
su conjunto un trato cruel, inhumano y degradante violatorio de lo dispuesto en el artículo 
5.1 y 5.2 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, así 
como del artículo 6 de la CIPST. 

Otras formas de afectación a la integridad personal 

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. 
Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63 

164. Es pertinente poner de presente, al efecto, que la Corte ha dicho anteriormente que 
el mero hecho de ser introducido en la maletera de un vehículo constituye una infracción 
al artículo 5 de la Convención que tutela la integridad personal, ya que, aún cuando no 
hubiesen existido otros maltratos físicos o de otra índole, esa acción por sí sola debe 
considerarse claramente contraria al respeto debido a la dignidad inherente al ser humano.  

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2000. Serie C No. 70 

155. La Corte Interamericana ha advertido que la circunstancia de que un Estado sea 
confrontado con una situación de convulsión interna no debe acarrear restricciones a la 
protección de la integridad física de la persona. Específicamente, la Corte ha señalado que 

[... t]odo uso de la fuerza que no sea estrictamente necesario por el propio comportamiento de la persona 
detenida constituye un atentado a la dignidad humana [...] en violación del artículo 5 de la Convención 
Americana. 

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250 

162. Por otro lado, en los hechos del presente caso se estableció que las masacres 
sucedidas durante el conflicto armado interno en Guatemala, aunado al desplazamiento 
de los miembros de la comunidad de Río Negro y su reasentamiento en la colonia Pacux 
en condiciones precarias, generó la destrucción de su estructura social, la desintegración 
familiar y la pérdida de sus prácticas culturales y tradicionales, además del idioma maya 
achí. Todo ello ha impactado la vida colectiva de los miembros de la comunidad de Río 
Negro que hoy día todavía habitan en Pacux. En este sentido, Bruna Pérez Osorio declaró 
que “ahora en la comunidad, sólo dos personas practican la medicina natural porque ya 
eran grandes cuando ocurrieron las masacres, los pequeños ya no aprendieron estas 
costumbres”. Asimismo, Antonia Osorio Sánchez declaró mediante affidávit que: 

“[a]hora ya casi no hay nada de nuestras ceremonias, candelas. Antes, la costumbre en Rio Negro era bien 
bonita porque la comunidad se reunía el día de Santa Cruz, dábamos animales, participaban los abuelos, 
que son muy importantes, y los padres, creíamos mucho en nuestras tradiciones […]. Ya no hacemos los 
cuatro bailes como antes […]. Ya no participan los abuelos […] ya sólo patojos […] 

163. Por su parte, Carlos Chen Osorio expresó durante la audiencia pública celebrada ante 
este Tribunal que “[t]odas las costumbres de antes […], todo se perdió […]”. Igualmente, 
la Corte observa que, según el perito Itzep Manuel, los miembros de la comunidad de Río 
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Negro que viven en Pacux han sufrido “mayor daño psicológico y cultural, al no poder 
desarrollar la cultura Maya Achí en forma libre y creativa”. 

164. Finalmente, la Corte ha precisado que las malas condiciones de vida que padecen los 
miembros de una comunidad y el estado general de abandono en la que se encuentran 
generan sufrimientos que necesariamente afectan la integridad psíquica y moral de los 
miembros de dicha comunidad. Éste es el caso de las víctimas sobrevivientes de las 
masacres que actualmente residen en la colonia Pacux. 

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250 

150. De las declaraciones rendidas ante instancias internas y ante este Tribunal, es claro 
que las personas que fueron sustraídas de la comunidad de Río Negro durante la masacre 
de Pacoxom y que fueron obligadas a trabajar en casas de patrulleros de las autodefensas 
civiles han sufrido un impacto agravado en su integridad psíquica cuyas consecuencias se 
mantienen hasta el día de hoy. Por tanto, tomando en cuenta el reconocimiento de 
responsabilidad del Estado, la Corte considera que Guatemala es responsable de la 
violación de los derechos reconocidos en el artículo 5.1 de la Convención Americana, en 
relación con los artículos 6, 17 y 1.1 de la misma, en perjuicio de María Eustaquia Uscap 
Ivoy. Asimismo, el Estado es responsable por la violación del artículo 5.1 de la Convención, 
en relación con los artículos 6, 17, 19 y 1.1 de la misma, en perjuicio de Agustín Chen 
Osorio, Celestina Uscap Ivoy, Cruz Pérez Osorio, Froilan Uscap Ivoy, Jesús Tecú Osorio, 
José Osorio Osorio, Juan Chen Chen, Juan Chen Osorio, Juan Pérez Osorio, Juan Uscap 
Ivoy, Juana Chen Osorio, Pedro Sic Sánchez, Silveria Lajuj Tum, Tomasa Osorio Chen, 
Florinda Uscap Ivoy y Juan Osorio Alvarado. 

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258 

106. En cualquier caso, la Corte ha establecido que el sometimiento de detenidos a 
cuerpos represivos oficiales, agentes estatales o particulares que actúen con su 
aquiescencia o tolerancia, que impunemente practiquen la tortura y el asesinato, 
representa, por sí mismo, una infracción al deber de prevención de violaciones al derecho 
a la integridad personal y a la vida, aún en el supuesto de que no puedan demostrarse los 
hechos violatorios en el caso concreto. Estas circunstancias implican una violación de los 
artículos 5.1 y 5.2 de la Convención Americana. (En similar sentido, ver entre otros: Caso 
Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250, párr. 117, y Caso Gudiel Álvarez y otros 
(“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 
2012. Serie C No. 253, párr. 204). 

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
agosto de 2014. Serie C No. 283 

153. Con base en los hechos expuestos, la Corte considera que a partir del 20 de diciembre 
de 2003 la señora B.A. y los miembros de su familia se encontraban en una situación de 
riesgo real e inmediato a su integridad personal. La Corte valora primordialmente que el 
26 de noviembre de 2003 denunció haber sido amenazada debido a sus labores y que en 
el año 2004 denunció una nueva amenaza; que durante los días posteriores a la muerte 
del señor A.A. estaba siendo víctima de intimidaciones constantes por grupos de personas 
desconocidas que se conducían fuertemente armadas y quienes se presentaban en horas 
de la noche; que se trataba de una persona defensora de derechos humanos, así como 
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las labores y actividades que desempeñaba en el momento de los hechos en defensa de 
los derechos humanos. Todo ello en un contexto de vulnerabilidad para las defensoras y 
los defensores de derechos humanos en Guatemala. Tomando en cuenta dichas 
circunstancias que enmarcaron los hechos del presente caso, así como la situación 
particular de la señora B.A., para la Corte existen motivos razonables para deducir que la 
situación de riesgo en que se encontraba podía estar vinculada especialmente con que se 
trataba de una persona defensora de derechos humanos y con las labores y actividades 
que desempeñaba en el momento de los hechos, lo cual la colocó en una situación de 
especial vulnerabilidad. 

154. En este caso también se verifica la existencia del conocimiento estatal previo sobre 
el riesgo concreto a la integridad personal de la señora B.A. y su familia. En efecto, la 
señora B.A. denunció ante el Ministerio Público, autoridad competente y a quien en el 
presente caso correspondería adoptar las medidas apropiadas, las amenazas recibidas en 
el año 2003 y 2004. Además, los presuntos actos intimidatorios en contra de ella y su 
familia, ocurridos durante los nueve días posteriores a la muerte del señor A.A., fueron 
puestos en conocimiento, precisamente en los primeros momentos de esos nueve días, 
de la Procuraduría de los Derechos Humanos, la cual lo informó a la Policía Nacional Civil 
de Escuintla, y del Alcalde Municipal. Igualmente, en reiteradas oportunidades durante los 
cinco meses posteriores a la muerte del señor A.A., B.A. informó al Ministerio Público sobre 
la denuncia interpuesta el 26 de noviembre de 2003, así como los presuntos actos 
intimidatorios ocurridos un mes antes de dicha muerte y durante los nueve días 
posteriores a ésta. Durante esos cinco meses también relató a agentes de la Policía 
Nacional Civil de Escuintla y de la Procuraduría de los Derechos Humanos la amenaza que 
había recibido en el año 2003 y la denuncia interpuesta el 26 de noviembre de 2003 ante 
el Ministerio Público. 

155. Sobre este punto y en lo que se refiere a las denuncias realizadas ante la Procuraduría 
de los Derechos Humanos y el Alcalde Municipal, la Corte recuerda que corresponde a las 
autoridades estatales que toman conocimiento de una situación de riesgo especial, 
identificar o valorar si la persona objeto de amenazas y hostigamientos requiere de 
medidas de protección o remitir el asunto a la autoridad competente para hacerlo, así 
como ofrecer a la persona en riesgo información oportuna sobre las medidas disponibles. 
La valoración sobre si una persona requiere medidas de protección y cuáles son las 
medidas adecuadas es una obligación que corresponde al Estado y no puede restringirse 
a que la propia víctima lo solicite a “las autoridades competentes”, ni que conozca con 
exactitud cuál es la autoridad en mejor capacidad de atender su situación, ya que 
corresponde al Estado establecer medidas de coordinación entre sus entidades y 
funcionarios para tal fin. 

156. Respecto a las medidas adoptadas por el Estado, en primer lugar, la Corte constató 
que, no obstante las denuncias realizadas ante el Ministerio Público y la información que 
en reiteradas oportunidades se puso en su conocimiento, éste no adoptó ninguna medida 
para proteger a la señora B.A. y su familia, ni para averiguar la situación o el nivel de 
riesgo al cual estarían expuestos. Por tanto, la actuación del Ministerio Público no fue 
adecuada ni efectiva en el sentido de contrarrestar el riesgo contra la integridad de dichas 
personas. Ahora bien, la Corte considera necesario referirse a la actuación de la 
Procuraduría de los Derechos Humanos, de la Policía Nacional Civil y del Alcalde Municipal, 
en reacción al riesgo existente durante los nueve días posteriores a la muerte del señor 
A.A. y una vez que tuvieron conocimiento del mismo. La Corte observa que, aun cuando 
el 22 y 23 de diciembre de 2004 el Auxiliar Departamental de la Procuraduría solicitó a 
distintas dependencias de la Policía Nacional Civil brindar medidas de seguridad para la 
señora B.A. y su familia, no se desprende que se haya dispuesto medida de protección 
alguna. La única medida de apoyo dispuesta fue mediante el accionar del Alcalde Municipal 
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de Santa Lucía, cuando agentes de la Policía Municipal de Tránsito realizaron patrullajes 
al área y acompañamiento a la familia durante los nueve días de rezos posteriores a la 
muerte del señor A.A. 

157. Es criterio de la Corte que los Estados deben disponer de medidas especiales de 
protección adecuadas y efectivas. Para que las medidas sean adecuadas, deben ser 
idóneas para enfrentar la situación de riesgo en que se encuentre la persona y, para ser 
efectivas, deben ser capaces de producir los resultados para el que han sido concebidos. 
La Corte considera que, al tratarse de defensoras y defensores de derechos humanos, 
para que se cumpla con el requisito de idoneidad es necesario que las medidas especiales 
de protección: a) sean acordes con las funciones que desempeñan las defensoras y los 
defensores; b) el nivel de riesgo debe ser objeto de una evaluación a fin de adoptar y 
monitorear las medidas que se encuentren vigentes; y c) deben poder ser modificadas 
según la variación de la intensidad de riesgo. Para tales efectos, es necesario que la 
modalidad de las medidas de protección sea acordada en consulta con las defensoras y 
los defensores para concretar una intervención oportuna, especializada y proporcional al 
riesgo que pudiera enfrentar el defensor o defensora. A su vez, el enfoque de género debe 
tener especial importancia dentro del procedimiento de evaluación del riesgo, ya que 
podría traducirse en un impacto diferenciado del nivel de riesgo, así como en la 
implementación de las medidas de protección. Para la efectividad de las medidas resulta 
esencial: a) una respuesta estatal inmediata desde el primer momento en que toma 
conocimiento de la existencia del riesgo, para que sean oportunas; b) que las personas 
que intervienen en la protección a defensoras y defensores cuenten con la capacitación y 
entrenamiento necesario para desempeñar sus funciones y sobre la importancia de sus 
acciones; y c) deben estar en vigor durante el tiempo que las víctimas de violencia o 
amenazas lo necesiten. 

158. Es claro que aún a pesar de la reacción de la Policía Municipal de Tránsito, las medidas 
dispuestas no fueron las adecuadas y efectivas para atender las circunstancias del caso 
específico, debido a que por su modalidad y temporalidad no permitían garantizar a la 
señora B.A. la continuidad en el ejercicio de sus labores y actividades en defensa de los 
derechos humanos, aunado a la ausencia de una evaluación de riesgo y la posibilidad de 
su eventual modificación, así como la falta de capacitación y entrenamiento necesario de 
las personas que intervinieron en la protección. Al analizar estas omisiones, la Corte 
considera que es de especial relevancia que se trataba de una defensora de derechos 
humanos cuya familia había sufrido en el año 1983 la desaparición forzada por agentes 
estatales de Y.A., por la cual buscaban justicia; que en esa época la familia A fue 
considerada por las fuerzas de seguridad como “subversiva”, por lo cual sus miembros se 
vieron forzados a trasladarse dentro de Guatemala, a México y a los Estados Unidos, y 
que dicha familia también sufrió la muerte violenta del señor A.A. 

159. A su vez, en el presente caso, el contexto en que se enmarcaron los hechos 
analizados es un aspecto fundamental en el que el deber de prevención y protección debe 
ser analizado. La Corte ha dado por probado que, a pesar que el Estado tenía pleno 
conocimiento, al menos a partir del año 2001 y de forma reiterada con posterioridad a 
esta fecha, a través de los informes de diversas organizaciones internacionales y 
nacionales, de que los defensores y las defensoras de derechos humanos en Guatemala 
enfrentaron un contexto de vulnerabilidad, no adoptó medidas adecuadas y efectivas de 
protección respecto a la señora B.A. y su familia, conforme a las circunstancias que 
rodearon el caso y a partir del momento en que tuvo conocimiento del riesgo real e 
inmediato que enfrentaban. En consideración de los criterios que definen el deber estatal 
de proteger en contra de violaciones de derechos humanos, el Estado tenía el deber de 
actuar con diligencia ante la situación de riesgo especial que soportaban la señora B.A. y 
su familia, más aún debido a que en el caso específico existían motivos razonables para 
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suponer que el motivo de los actos intimidatorios en su contra guardaba relación con las 
labores que desempeñaba en el momento de los hechos y que se trataba de una persona 
defensora de derechos humanos. Ante la indiferencia estatal, la Corte considera que 
Guatemala incumplió con su deber de proteger contra de la vulneración de los derechos 
de dichas personas, y que este incumplimiento del deber de garantía es particularmente 
serio debido al contexto conocido por el Estado. 

160. Por tanto, la Corte concluye que el Estado incumplió con sus obligaciones de 
garantizar el derecho a la integridad personal de la señora B.A. y su familia, a través de 
la adopción de medidas especiales de protección adecuadas y efectivas, lo cual constituyó 
una violación del artículo 5.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 
de la misma. Además, dado que N.A., J.A. y K.A. eran niños y niña al momento de los 
hechos del caso, la Corte concluye en aplicación del principio iura novit curia que las 
violaciones a su respecto ocurren también en relación con el artículo 19 de la Convención. 
La alegada falta de una investigación efectiva de las denuncias presentadas por la señora 
B.A. y sus familiares se realizará en el Capítulo VIII.4, relativo a las garantías judiciales y 
la protección judicial. 

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351 

365. Este Tribunal concluyó que la declaración de abandono, internamiento en un centro 
de acogimiento residencial y adopción de los hermanos Ramírez constituyeron violaciones 
a la vida familiar, protección de la familia, libertad personal y derechos del niño. La Corte 
considera que el sufrimiento que genera la separación injustificada y permanente de una 
familia es tal que debe ser analizado dentro de una posible violación del derecho a la 
integridad personal de cada uno de los miembros de dicha familia. Este Tribunal ha 
señalado que la separación de niñas y niños de sus familias puede generar afectaciones 
específicas en su integridad personal de especial gravedad, las cuales pueden tener un 
impacto duradero. 

366. La señora Ramírez Escobar declaró que al enterarse que se habían llevado a sus hijos 
entró en “choque nervioso, [se] descontroló”, “fue una sensación de vacío interno”. En 
relación a cómo fue su vida sin sus hijos expresó que fue “vacía y queriendo siempre 
querer verlos, saber de ellos, tocarlos, decirles que [ella es] su mamá, nadie más, que 
tenía que trabajar y por eso los dej[ó] ese día”. En el mismo sentido, la perita María Renee 
González Rodríguez describió que la señora Ramírez Escobar “quedó profundamente 
afectada, viviendo con culpa, vergüenza, temor y desconfianza luego de que sus derechos 
como mujer, como madre, como persona fueron violentados, no recibió lo necesario para 
atender sus necesidades básicas y esto le impide hasta hoy en día, llevar una vida de la 
cual ella se sienta satisfecha y realizada”. Además indicó que “[e]l maltrato por parte de 
las instituciones del [E]stado [...] le provocó una afectación a nivel psicoafectivo, 
presentando cólera, frustración y enojo frente a las autoridades que no hicieron nada por 
su caso. Esto evidencia la victimización secundaria de la cual fue sujeta”. 

367. Por su parte, el señor Tobar Fajardo declaró que su vida “fue afectada enormemente, 
pasaron muchos años en soledad, cuando las noches [él] le pedía mucho a Dios que lo 
tuviera vivo, miraba a muchos niños correr y [l]e daba mucha tristeza al no tener a [su] 
hijo presente en las épocas muy importantes, no estaba [su] hijo. En [su] hogar siempre 
hubo un lugar para él y siempre estuvo vacío”. Además, resaltó que incluso ahora que 
está viviendo con Osmín Tobar Ramírez no pueden comunicarse por no hablar el mismo 
idioma. La perita Zoila Esperanza Ajuchan Chis describió que la separación familiar le 
causó al señor Tobar Fajardo momentos de agonía, “flaqueza, tristeza, y enojo”. 
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Asimismo, la falta de respuesta del Estado le ha causado frustración. Adicionalmente, el 
señor Tobar Fajardo declaró haber sido víctima de diversas agresiones y persecuciones. 
La Corte no cuenta con los elementos suficientes para determinar si estas agresiones son 
de alguna forma atribuibles al Estado. 

368. Por último, Osmín Tobar Ramírez declaró que cuando lo separaron de su hermano 
“perd[ió] parte de [su] alma, porque [él] era su familiar, era [su] hermano, fue algo como 
que [le] quitaran parte de [su] corazón”. Indicó que cuando llegó a los Estados Unidos 
“fue un shock cultural, [lo] sacaron de [su] cultura, independientemente de que si fuera 
rico o pobre, [él] no s[intió] nunca que encajaba en esa sociedad [por su] color de [...] 
piel”. Además, relató que desde los doce años buscó a su familia biológica “todas las 
noches”. Ahora que vive con su familia biológica se “siente de nuevo como un ser humano. 
[Se] sient[e] que [es] alguien, [que vale algo], que pued[e] vivir y lograr [su] potencial, 
que todo ser humano tiene derecho a lograr”. La perita Karla Renee Lemus Barrios 
describió que la falta de consulta e información en el procedimiento de adopción “ha tenido 
implicaciones en sus relaciones afectivas”, ya que tiende a creer que todas son utilitarias; 
además, “lo ha hecho poseedor de un nivel elevado de enojo manifestado como violencia, 
y “constantemente sospecha que otros se quieren aprovechar de él”, lo cual lo ha llevado 
a aislarse. La perita resaltó, además, que la separación de su familia y la falta de 
información sobre su historia “lo ha llevado a una ausencia de pertenencia donde él no 
encaja en ninguna familia porque culpa a todas de su secuestro y posterior adopción”. 

369. En virtud de lo anterior, la Corte considera demostrado que los hechos de este caso 
también implicaron una violación del derecho a la integridad personal, consagrado en el 
artículo 5 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en 
perjuicio de Flor de María Ramírez Escobar, Gustavo Tobar Fajardo y Osmín Tobar 
Ramírez, así como en relación con el artículo 19 del mismo instrumento en perjuicio de 
este último. 

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356 

109. En el caso, el Estado no ha negado que sus agentes provocaron muertes y lesiones 
en los hechos ocurridos el 5 de octubre de 1995, sino que ha señalado que no es 
responsable porque cumplió el deber de garantizar los derechos respectivos, al investigar 
diligentemente los hechos y sancionar a 14 personas. En primer término, este Tribunal 
destaca que ya evaluó que la investigación efectuada por el Estado, pese a sus avances y 
determinaciones, resultó violatoria de los derechos a las garantías y protección judiciales. 
Por ende, no puede admitirse que, como ha sostenido el Estado, el caso haya sido ya 
“dilucidado en el ámbito interno” ni que Guatemala haya cumplido, por medio de una 
investigación, su deber de garantizar los derechos a la vida e integridad personal. Esto 
hace procedente que la Corte examine la vulneración aducida a tales derechos. En 
particular, el Tribunal puede y debe analizar si Guatemala, por medio de su personal 
militar, incumplió su obligación de respetar los derechos indicados. 

111. Teniendo en cuenta lo anterior, no surge elemento alguno de justificación del uso de 
fuerza letal por parte de militares, que fue considerado delictivo por las autoridades 
judiciales guatemaltecas. De los hechos acreditados surge que varias personas, según se 
refirió y se precisa más adelante, resultaron muertas y heridas a causa de lo acontecido. 
Por tanto, según cada caso, Guatemala violó en su perjuicio los derechos a la vida e 
integridad personal. 



 

107     

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359 

162. En relación con el presente caso, la Corte advierte que los pacientes que viven con 
el VIH pueden experimentar graves sufrimientos, los cuales se producen como resultado 
de las secuelas físicas y psíquicas que conllevan las enfermedades oportunistas, y de 
factores sociales que resultan de su condición. Tal y como fue mencionado anteriormente, 
un adecuado tratamiento médico y apoyo social puede mitigar estos sufrimientos, tanto 
en su aspecto físico como psicológico. Al respecto, la Perito Olga Alicia Paz Bailey explicó 
que las enfermedades provocadas por el VIH/SIDA provocan dolor físico e impiden realizar 
actividades diarias, lo que hace a la persona ser estigmatizada y objeto de prejuicios 
sociales. De esta forma: 

Los padecimientos físicos experimentados por el individuo: adormecimiento en brazos y piernas, calambres, 
los miembros afectados no responde cuando los desea mover, nauseas, dolor de cabeza, fiebre, diarrea, 
cansancio, falta de fuerza física y el conjunto de enfermedades oportunistas que aprovechan el cuadro clínico 
se constituyen en signos de un cuerpo enfermo, que el paciente hará esfuerzos por ocultar, pues el estigma 
que pesa sobre el VIH Sida le condena a marginación, exclusión y discriminación; a esta altura, el sufrimiento 
somático se torna también psicológico: angustia, depresión, culpa, culposidad, vergüenza. 

163. En relación con lo anterior, la Corte tiene por acreditado que 46 presuntas víctimas 
sufrieron secuelas físicas y psíquicas como resultado de su condición como personas que 
viven con VIH. De esta forma, por las mismas razones que fueron mencionadas en el 
acápite anterior, el Tribunal advierte la existencia de un nexo causal entre la falta de un 
adecuado tratamiento médico de las presuntas víctimas, y las secuelas físicas y psíquicas 
que sufrieron como personas que viven con el VIH. En efecto, el Estado, al no asegurar 
una terapia antirretroviral, realizar las pruebas diagnóstico correspondientes, y proveer 
apoyo social, lo cual habrían permitido a las presuntas víctimas mitigar o eliminar los 
factores endógenos y exógenos que fueron causa de sufrimientos físicos y psíquicos 
derivados de su condición como personas que viven con el VIH, es responsable por la 
vulneración a su derecho a la integridad personal. En consecuencia, el Estado es 
responsable por la violación al deber de garantía del derecho a la integridad personal 
contenido en el artículo 5.1 de la Convención Americana en perjuicio de 46 presuntas 
víctimas del caso. Respecto al resto de las presuntas víctimas, la Corte carece de 
elementos para determinar si sufrieron secuelas físicas o psíquicas como personas que 
viven con el VIH. 

Corte IDH. Caso Villaseñor Velarde y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 5 de febrero de 2019. Serie C No. 374 

106. Este Tribunal nota que el Estado brindó medidas de protección y no advierte que las 
alusiones de la señora Villaseñor sobre insuficiencia de equipamiento del personal de 
seguridad sean suficientes para considerar que, por tal motivo, el Estado vulneró derechos 
humanos en perjuicio de ella. Por otra parte, hay documentación que señala que el periodo 
en el que la señora Villaseñor estuvo sin protección tuvo su origen en un que ella desistió 
de recibir medidas de seguridad. Esto, por sí mismo, no exime al Estado de garantizar los 
derechos de la Jueza y, además, en ese momento se encontraban vigentes medidas 
cautelares dictadas por la Comisión. Sin perjuicio de ello, la Corte debe examinar la 
incidencia concreta que tuvo la conducta estatal en los derechos de la Jueza o su situación 
de riesgo. Al respecto, observa que no se indicó que entre enero y diciembre de 1995, es 
decir, la mayor parte del tiempo que estuvo sin protección, sufriera hechos intimidatorios. 
Luego de que el último mes indicado se presentaran algunos, en enero de 1996 se 
brindaron medidas de seguridad. 
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108. En conclusión, de acuerdo a la información con la que cuenta este Tribunal, el Estado, 
durante el tiempo pertinente, cumplió su deber de protección de modo efectivo. La 
conclusión expresada no puede alterarse por eventuales falencias puntuales durante el 
tiempo que el Estado prestó el servicio de seguridad. La Corte concluye que, en relación 
con las medidas de seguridad adoptadas en el caso, no es posible endilgar al Estado 
responsabilidad por la inobservancia de su obligación de garantizar el derecho a la 
integridad personal de la señora Villaseñor. 

128. Por ello, sin perjuicio de las acciones para proveer seguridad, el Estado debía indagar 
el origen de los actos de intimidación. Guatemala no cumplió este deber pues no investigó 
hechos anteriores a septiembre de 1994 de evidentes implicancias en la situación de riesgo 
de la señora Villaseñor. Aunado a ello, tampoco dio respuesta a presentaciones que la 
señora Villaseñor efectuó en 1997, ni desarrolló acciones efectivas en otros casos, en que, 
en 2001 y 2005, las propias autoridades estatales consideraron pertinente desarrollar 
investigaciones. 

131. Es razonable asumir que el incumplimiento del Estado del deber de investigar hechos 
que podían configurar una situación de riesgo, relacionada con su función como jueza, 
generó en la señora Villaseñor, por varios años, una situación de incertidumbre y angustia 
que afectó su integridad personal. En ese sentido la señora Villaseñor declaró que la 
situación que vivió era “doloros[a y] cruel”, y que debió tener “fortaleza para asistir” a su 
trabajo. Dijo también que a partir de los hechos tuvo “problemas emocionales”, aludiendo 
“dolor”, “rabia”, “impotencia” y una sensación de “soledad espantosa”, así como también 
“problemas de salud”. Aunado a ello, se ha presentado documentación que indica que ella 
padeció ansiedad, con “rasgos depresivos”, y que tuvo un exceso de tensión laboral y 
emocional. Por ello, la Corte concluye que el Estado, al incumplir su deber de garantía por 
no efectuar debidamente investigaciones, inobservó el derecho a la integridad personal 
de la señora Villaseñor. Ella se vio afectada a partir de la conducta estatal indebida, 
sufriendo un daño a su integridad personal relacionado con su actividad judicial. 

132. Entonces, con base en lo expuesto respecto de la investigación de los hechos, la 
Corte concluye que el Estado incumplió su deber de garantizar el derecho a la integridad 
personal de la señora Villaseñor, que se vio afectado en relación con su independencia 
judicial. Asimismo, por la falta de actuaciones efectivas para investigar los hechos, 
menoscabó sus derechos a las garantías judiciales y protección judicial. Por lo dicho, la 
Corte declara que Guatemala violó, en perjuicio de la señora María Eugenia Villaseñor 
Velarde, los artículos 5.1, 8.1 y 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, en relación con el artículo 1.1 del mismo tratado. 

Integridad personal de los familiares 

Corte IDH. Caso Blake Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 24 de enero de 1998. 
Serie C No. 36 

114. Esta cuestión que plantea la Comisión, sólo puede ser examinada en relación con los 
familiares del señor Nicholas Blake, ya que la violación de la integridad psíquica y moral 
de dichos familiares, es una consecuencia directa de su desaparición forzada. Las 
circunstancias de dicha desaparición generan sufrimiento y angustia, además de un 
sentimiento de inseguridad, frustración e impotencia ante la abstención de las autoridades 
públicas de investigar los hechos. 

115. Además, la incineración de los restos mortales del señor Nicholas Blake, para destruir 
todo rastro que pudiera revelar su paradero, atenta contra los valores culturales, 
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prevalecientes en la sociedad guatemalteca, transmitidos de generación a generación, en 
cuanto al respeto debido a los muertos. La incineración de los restos mortales de la 
víctima, efectuada por los patrulleros civiles por orden de un integrante del Ejército 
guatemalteco, intensificó el sufrimiento de los familiares del señor Nicholas Blake. 

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. 
Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63 

173. Es evidente, asimismo, que las autoridades nacionales no tomaron providencias para 
establecer la identidad de las víctimas, las cuales permanecieron registradas como XX 
hasta que sus familiares se apersonaron a reconocerlos, a pesar de que tres de los jóvenes 
(Henry Giovanni Contreras, Federico Clemente Figueroa Túnchez y Jovito Josué Juárez 
Cifuentes) tenían antecedentes penales consignados en los “archivos delincuenciales”. La 
negligencia por parte del Estado así puesta de manifiesto, debe sumarse al hecho de que 
las autoridades no hicieron esfuerzos adecuados para localizar a los parientes inmediatos 
de las víctimas, notificarles la muerte de éstas, entregarles los cadáveres y proporcionarles 
información sobre el desarrollo de las investigaciones. El conjunto de esas omisiones 
postergó y, en algunos casos, negó a los familiares la oportunidad de dar a los jóvenes 
una sepultura acorde con sus tradiciones, valores o creencias y, por lo tanto, intensificó 
sus sufrimientos. A ello se agrega el sentimiento de inseguridad e impotencia que le causó 
a esos parientes la abstención de las autoridades públicas en investigar a cabalidad los 
correspondientes delitos y castigar a sus responsables. 

174. La Corte debe destacar entre las conductas de los agentes estatales que intervinieron 
en los hechos del caso y que produjeron un impacto sobre sus familiares, la 
correspondiente al tratamiento que se dio a los cuerpos de los jóvenes cuyos cadáveres 
aparecieron en los Bosques de San Nicolás, Henry Giovanni Contreras, Federico Clemente 
Figueroa Túnchez, Julio Roberto Caal Sandoval y Jovito Josué Juárez Cifuentes. Estas 
personas no sólo fueron víctimas de la violencia extrema correspondiente a su eliminación 
física, sino que, además, sus cuerpos fueron abandonados en un paraje deshabitado, 
quedaron expuestos a las inclemencias del tiempo y a la acción de los animales y hubieran 
podido permanecer así durante varios días, si no hubieran sido encontrados fortuitamente. 
En el presente caso, es evidente que el tratamiento que se dio a los restos de las víctimas, 
que eran sagrados para sus deudos y, en particular, para sus madres, constituyó para 
éstas un trato cruel e inhumano. 

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2000. Serie C No. 70 

162. La jurisprudencia de la Corte Europea de Derechos Humanos también ha aceptado 
que cuando se violan derechos fundamentales de una persona humana, tales como el 
derecho a la vida o el derecho a la integridad física, las personas más cercanas a la víctima 
también pueden ser consideradas como víctimas. Dicha Corte tuvo la oportunidad de 
pronunciarse sobre la condición de víctima de tratos crueles, inhumanos y degradantes de 
una madre como resultado de la detención y desaparición de su hijo, para lo cual valoró 
las circunstancias del caso, la gravedad del maltrato y el hecho de no contar con 
información oficial para esclarecer los hechos. En razón de estas consideraciones, la Corte 
Europea concluyó que también esta persona había sido víctima y que el Estado era 
responsable de la violación del artículo 3 de la Convención Europea. (En similar sentido, ver 
entre otros: Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. 
Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 176). 

163. Recientemente dicha Corte desarrolló aún más el concepto, resaltando que entre los 
extremos a ser considerados se encuentran también los siguientes: la proximidad del 
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vínculo familiar, las circunstancias particulares de la relación con la víctima, el grado en 
el cual el familiar fue testigo de los eventos relacionados con la desaparición, la forma en 
que el familiar se involucró respecto a los intentos de obtener información sobre la 
desaparición de la víctima y la respuesta ofrecida por el Estado a las gestiones incoadas. 

164. En el mismo sentido, el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, de 
acuerdo con el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, ha afirmado que los 
familiares de detenidos desaparecidos deben ser considerados como víctimas, entre otras 
violaciones, por malos tratos. El Comité de Derechos Humanos, en el caso Quinteros c. 
Uruguay (1983), ya ha señalado que  

comprend[ía] el profundo pesar y la angustia que padec[ió] la autora de la comunicación como consecuencia 
de la desaparición de su hija y la continua incertidumbre sobre su suerte y su paradero. La autora tiene 
derecho a saber lo que ha sucedido a su hija. En ese sentido es también una víctima de las violaciones del 
Pacto [Internacional de Derechos Civiles y Políticos], en particular del artículo 7 [correspondiente al artículo 
5 de la Convención Americana], soportadas por su hija. 

165. La Corte ha valorado las circunstancias del presente caso, particularmente la continua 
obstrucción a los esfuerzos de Jennifer Harbury por conocer la verdad de los hechos, y 
sobre todo el ocultamiento del cadáver de Bámaca Velásquez y los obstáculos que 
interpusieron diversas autoridades públicas a las diligencias de exhumación intentadas, 
así como la negativa oficial de brindar información al respecto. Con base en dichas 
circunstancias, la Corte considera que los padecimientos a los que fue sometida Jennifer 
Harbury constituyeron claramente tratos crueles, inhumanos y degradantes violatorios del 
artículo 5.1 y 5.2 de la Convención. La Corte entiende además que la falta de conocimiento 
sobre el paradero de Bámaca Velásquez causó una profunda angustia en los familiares de 
éste, mencionados por la Comisión, por lo que considera a éstos también víctimas de la 
violación del artículo citado. 

Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101 

225. Por otra parte, esta Corte ha señalado, en otras oportunidades, que los familiares de 
las víctimas de violaciones de los derechos humanos pueden ser, a su vez, víctimas. En el 
caso Villagrán Morales, las autoridades estatales impidieron el esclarecimiento de los 
hechos relacionados con el mismo, por lo cual intensificó el sufrimiento de los familiares. 
Ante dichas circunstancias, el Tribunal describió el impacto sobre los familiares como “el 
sentimiento de inseguridad e impotencia que le causó a esos parientes la abstención de 
las autoridades públicas en investigar a cabalidad los correspondientes delitos y castigar 
a sus responsables”. 

232. En el caso sub judice, se ha demostrado, pues, una violación de la integridad personal 
de los familiares inmediatos de la víctima como consecuencia directa de las amenazas y 
hostigamientos sufridos por éstos desde el inicio de la investigación de la ejecución 
extrajudicial de Myrna Mack Chang. Esta situación se ha visto agravada por el patrón de 
obstrucciones de las investigaciones anteriormente reseñadas, el asesinato de un policía 
investigador, las amenazas y hostigamientos sufridos por algunos de los operadores de 
justicia, policías y testigos, ante lo cual se vieron forzados a exiliarse. Dichas 
circunstancias, exacerbadas aún más por el largo tiempo transcurrido sin que se hayan 
esclarecido los hechos, han provocado en los familiares de la víctima constante angustia, 
sentimientos de frustración e impotencia y un temor profundo de verse expuestos al 
mismo patrón de violencia impulsado por el Estado. En razón de ello, los familiares de 
Myrna Mack Chang deben ser considerados como víctimas porque el Estado les ha 
vulnerado su integridad psíquica y moral. 
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Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211 

206. En su jurisprudencia más reciente en casos de masacres, el Tribunal ha reiterado 
que los familiares de las víctimas de ciertas graves violaciones de derechos humanos, 
como las masacres, pueden, a su vez, resultar víctimas de violaciones de su integridad 
personal. El Tribunal estableció en el Caso de las Masacres de Ituango, por ejemplo, que 
“en un caso como [tal], la Corte considera que no se necesita prueba para demostrar las 
graves afectaciones a la integridad psíquica de los familiares de las víctimas ejecutadas”. 
En este tipo de casos la Corte ha considerado violado el derecho a la integridad psíquica 
y moral de los familiares de las víctimas con motivo del sufrimiento y angustia adicionales 
que éstos han padecido a causa de las actuaciones u omisiones posteriores de las 
autoridades estatales con respecto a esos hechos y debido a la ausencia de recursos 
efectivos. La Corte ha considerado que “la realización de una investigación efectiva es un 
elemento fundamental y condicionante para la protección de ciertos derechos que se ven 
afectados o anulados por esas situaciones”, como lo es en el presente caso el derecho a 
la integridad personal. 

217. Por lo expuesto, la Corte considera que en el presente caso, la gravedad de los 
hechos de la masacre y la falta de respuesta judicial para esclarecer éstos ha afectado la 
integridad personal de las 153 presuntas víctimas familiares de las personas fallecidas en 
la masacre. El sufrimiento y daño psicológico que éstos han padecido debido a la 
impunidad que persiste a la fecha, después de 15 años de haberse iniciado la 
investigación, hace responsable al Estado de la violación del derecho reconocido en el 
artículo 5.1 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de 
las referidas personas. Además, por las razones expresadas anteriormente, y por las 
condiciones particulares señaladas respecto a los dos sobrevivientes de la masacre, esta 
Corte considera que el Estado violó el artículo 5.1 de la Convención Americana, en relación 
con los artículos 1.1 y 19 de la misma, en perjuicio de Ramiro Osorio Cristales y Salomé 
Gómez Hernández. 

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212 

221. Al respecto, la Corte recuerda que en otros casos ha llegado a considerar que la 
privación continua de la verdad acerca del paradero de un desaparecido constituye una 
forma de trato cruel e inhumano para los familiares cercanos. Además, el Tribunal ha 
señalado que ante hechos de desaparición forzada de personas, el Estado tiene la 
obligación de garantizar el derecho a la integridad personal de los familiares también por 
la vía de investigaciones efectivas. Más aún, la ausencia de recursos efectivos ha sido 
considerada por la Corte como fuente de sufrimiento y angustia adicionales para las 
víctimas y sus familiares. 

225. Tal como fue establecido en el presente caso, la Corte otorgó plenos efectos jurídicos 
al reconocimiento parcial de responsabilidad internacional del Estado respecto al artículo 
5 de la Convención. Asimismo, este Tribunal nota que de las declaraciones rendidas por 
los familiares de Florencio Chitay y de las violaciones declaradas en los capítulos 
anteriores, éstos han sufrido afectaciones a su integridad personal. Además, la denegación 
de justicia y el desconocimiento del paradero del señor Chitay Nech que persiste hasta la 
fecha ha ocasionado en las presuntas víctimas un impacto traumático, que ha generado 
sentimientos de indignación, frustración e incluso de temor. El Tribunal observa que dichas 
experiencias impactaron sus relaciones sociales, alterando la dinámica de su familia y su 
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pertenencia a una comunidad indígena, lo que les ha seguido causando sufrimiento y 
temor. 

226. Por lo expuesto, este Tribunal considera que las afectaciones a la integridad personal 
sufridas por los miembros de la familia Chitay Rodríguez, comprendidas integralmente en 
el complejo fenómeno de la desaparición forzada, subsisten mientras persistan los factores 
de impunidad verificados y no se tenga conocimiento del paradero del señor Chitay Nech; 
esto último no ha permitido cerrar el proceso de duelo de los familiares. En consecuencia, 
esta Corte considera que el Estado es responsable por la violación del derecho a la 
integridad personal reconocido en el artículo 5.1 de la Convención, en relación con el 
artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de Encarnación, Pedro, Eliseo, Estermerio y María 
Rosaura, todos de apellidos Chitay Rodríguez. 

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250 

240. En su jurisprudencia más reciente en casos de masacres, el Tribunal ha reiterado 
que los familiares de las víctimas de graves violaciones de derechos humanos, como las 
del presente caso, pueden, a su vez, ser víctimas de violaciones a su integridad personal. 
Así, en este tipo de casos la Corte ha considerado violado el derecho a la integridad 
psíquica y moral de los familiares de las víctimas con motivo del sufrimiento y angustia 
adicionales que éstos han padecido a causa de las actuaciones u omisiones posteriores de 
las autoridades estatales con respecto a la investigación de los hechos y debido a la 
ausencia de recursos efectivos. La Corte ha considerado que “la realización de una 
investigación efectiva es un elemento fundamental y condicionante para la protección de 
ciertos derechos que se ven afectados o anulados por esas situaciones”. […]  

244. De este modo, es claro que las víctimas sobrevivientes de las masacres de Río Negro 
padecen un profundo sufrimiento y dolor como resultado de la impunidad en que se 
encuentran los hechos, los cuales se enmarcaron dentro de una política de estado de 
“tierra arrasada” dirigida hacia la destrucción total de dicha comunidad. Por tanto, la Corte 
considera que el Estado violó el artículo 5.1 de la Convención Americana, en relación con 
el artículo 1.1 de dicho instrumento, en perjuicio de los sobrevivientes de las masacres de 
Río Negro.  

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258 

168. Adicionalmente, en relación con las alegadas amenazas y hostigamientos sufridos 
por los familiares de Edgar Fernando García, la Corte recuerda que debido a su 
competencia ratione temporis sólo puede conocer aquellos hechos ocurridos con 
posterioridad a la aceptación de la competencia de la Corte. El Tribunal observa que, de 
la prueba aportada por las partes, se desprende que la esposa e hija de Edgar Fernando 
García fueron objeto de amenazas y hostigamientos debido a las acciones emprendidas 
para la búsqueda de justicia y del señor García. Estas amenazas estaban asociadas, 
principalmente, a la pertenencia de la señora Montenegro al GAM, lo cual hizo que vivieran 
en una situación de inseguridad y temor en su casa y trabajo, por lo cual tuvieran que 
buscar protección en Brigadas de Paz. De acuerdo a lo declarado por la señora 
Montenegro, esta situación se prolongó por nueve años, hasta 1993 cuando 
presuntamente cesó la práctica de desapariciones forzadas y comenzó el período de 
transición. La Corte nota que la CEH determinó que la señora Montenegro habría sido 
objeto de amenazas de muerte y vigilancia. 
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169. Al respecto, esta Corte ha sostenido que la mera amenaza de que ocurra una 
conducta prohibida por el artículo 5 de la Convención, cuando sea suficientemente real e 
inminente, puede en sí misma estar en conflicto con el derecho a la integridad personal, 
por lo cual considera que las amenazas y hostigamientos sufridos por Nineth Montenegro 
Cottom y Alejandra García Montenegro constituyen una violación adicional de su derecho 
a la integridad personal. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario 
Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie 
C No. 253, párr. 292). 

Corte IDH. Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277 

239. En consideración de las declaraciones anteriores y el peritaje rendido, y atendiendo 
a los hechos del caso, la Corte considera que la falta de prevención en el caso, así como 
la falta de una actuación diligente de las autoridades estatales en la investigación del 
homicidio de María Isabel y la impunidad en que permanecen los hechos y la investigación, 
generó un sufrimiento a la señora Rosa Elvira Franco Sandoval. Además está demostrado 
que durante la investigación la señora Franco Sandoval fue objeto de tratos despectivos 
e irrespetuosos por parte de agentes estatales, referidos a ella y respecto a su hija María 
Isabel, por lo que produjo a la señora Franco una afectación adicional a su integridad 
personal. 

Corte IDH. Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C 
No. 307 

218. En virtud de lo expuesto, la Corte concluye que el Estado violó la integridad personal 
de los familiares de Claudina Isabel Velásquez Paiz debido a la forma en que se llevó a 
cabo la investigación del caso, en particular, la manera en la que los agentes del Ministerio 
Público irrumpieron en la vela del cuerpo de Claudina Velásquez, la calificación de esta 
como una persona cuya muerte no merecía ser investigada, y las irregularidades y 
deficiencias a lo largo de toda la investigación, en la cual el señor Velásquez Durán ha sido 
particularmente activo. Todo ello configura una violación del artículo 5.1 de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1, en perjuicio de Jorge Rolando Velásquez Durán, 
Elsa Claudina Paiz Vidal y Pablo Andrés Velásquez Paiz. 

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328 

161. La Corte ha afirmado en reiteradas oportunidades que los familiares de las víctimas 
de violaciones de los derechos humanos pueden ser, a su vez, víctimas. Asimismo, el 
Tribunal ha considerado que en casos que involucran la desaparición forzada de personas, 
es posible entender que la violación del derecho a la integridad psíquica y moral de los 
familiares de la víctima es una consecuencia directa de ese fenómeno, que les causa un 
severo sufrimiento por el hecho mismo, que se acrecienta, entre otros factores, por la 
constante negativa de las autoridades estatales de proporcionar información acerca del 
paradero de la víctima o de realizar una investigación eficaz para lograr el esclarecimiento 
de lo sucedido. Estas afectaciones hacen presumir un daño a la integridad psíquica y moral 
de los familiares en casos de desapariciones forzadas. En casos anteriores, la Corte ha 
establecido que dicha presunción se establece iuris tantum respecto de madres y padres, 
hijas e hijos, cónyuges, compañeros y compañeras permanentes, así como hermanas y 
hermanos de las víctimas desaparecidas, salvo que se demuestre lo contrario por las 
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circunstancias específicas del caso. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Chitay Nech y otros 
Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo 
de 2010. Serie C No. 212, párr. 220). 

162. La Corte declaró la responsabilidad internacional de Guatemala por la desaparición 
forzada de 22 víctimas del presente caso. El Estado, más allá de los argumentos 
expuestos, no aportó prueba en contrario que desvirtúe la presunción iuris tantum 
respecto al severo sufrimiento de los familiares en las circunstancias particulares del 
presente caso, y tampoco desvirtuó la calidad de familiares de las víctimas desaparecidas. 
Por tanto, la Corte considera suficientemente fundada la presunción del daño a su 
integridad psíquica y moral. 

163. La Corte considera que los familiares de las 22 personas que han sido víctimas de 
desaparición forzada son víctimas de violación a su integridad personal debido al 
sufrimiento causado por la incertidumbre de conocer lo sucedido a sus familiares, el duelo 
no concluido, la negativa de las autoridades estatales de proporcionar información sobre 
la suerte o el paradero de dichas personas que permitiera a los familiares determinar con 
certidumbre su vida o muerte y la desidia investigativa por parte de las autoridades 
estatales para atender las denuncias e investigar lo sucedido. 

Corte IDH. Caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2017. 
Serie C No. 339 

197. La Corte recuerda que en el presente caso no fue posible concluir que Mayra Gutiérrez 
fue víctima de desaparición forzada, en consecuencia, de acuerdo con su jurisprudencia, 
la presunción iuris tantum sobre la violación a la integridad personal de los familiares 
directos de una víctima de desaparición forzada no resulta aplicable. En este sentido, la 
vulneración de la integridad personal de los familiares debe ser comprobada, y sobre el 
particular, los representantes y la Comisión no han alegado afectaciones específicas ni han 
aportado prueba al respecto. Cabe señalar que la Comisión se limitó a alegar dicha 
violación dadas las afectaciones a los familiares de Mayra Gutiérrez por la impunidad en 
la que por más de 17 años se mantiene el presente caso, sin embargo, dichas afectaciones 
ya fueron analizadas a lo largo de este capítulo y se consideró que derivado de ellas se 
violó los artículos 8.1, 24 y 25 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 
del tratado, y con el artículo 7.b de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar 
y Erradicar la Violencia contra la Mujer (“Convención de Belém do Pará”), en perjuicio de 
Mayra Gutiérrez y su familia, siendo que dichas violaciones serán tomadas en cuenta al 
fijar las reparaciones correspondientes por las violaciones declaradas en su perjuicio. En 
consecuencia, la Corte estima que en el presente caso no fue probada la alegada violación 
del artículo 5 de la Convención Americana. 

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356 

123. La Corte ha sostenido, en reiteradas ocasiones, que los familiares de víctimas de 
ciertas violaciones de derechos humanos pueden ser considerados, a su vez, como 
víctimas. Del mismo modo, ha señalado que se puede declarar la violación del derecho a 
la integridad de familiares de víctimas de ciertas violaciones de derechos humanos, 
aplicando una presunción iuris tantum respecto familiares tales como de madres y padres, 
hijas e hijos, esposos y esposas y compañeros y compañeras permanentes, siempre que 
ello responda a las circunstancias particulares en el caso. En relación con tales familiares, 
corresponde al Estado desvirtuar dicha presunción, la que procede en casos de masacres 
y ejecuciones extrajudiciales respecto de familiares de personas muertas. En 
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circunstancias en que no procede la presunción, este Tribunal debe evaluar, por un lado, 
la existencia de un vínculo particularmente estrecho entre los familiares y la víctima del 
caso que les permita establecer una afectación a su integridad personal y, por otro lado, 
si de la prueba que consta en el expediente se acredita una violación del derecho a la 
integridad personal. 

124. En el presente caso, debe presumirse que los familiares directos de las personas que 
fueron muertas el 5 de octubre de 1995 vieron afectada su integridad personal. La Corte 
no cuenta con elementos para desvirtuar esta presunción. Además, en el caso, se entiende 
que las afectaciones a la integridad personal de dichos familiares se ven agravadas por 
haber vivido por sí mismos los hechos y, en algunos casos, ser testigos directos de la 
muerte de un ser querido. Aunado a lo dicho, no consta que el Estado brindara asistencia 
médica o psicológica frente a esta situación. Por lo tanto, Guatemala violó el derecho a la 
integridad respecto de los familiares directos de las víctimas fallecidas. 

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359 

191. La Corte ha considerado que los familiares de las víctimas de violaciones de derechos 
humanos pueden ser, a su vez, víctimas. En ese sentido, el Tribunal ha considerado 
violado el derecho a la integridad psíquica y moral de familiares de víctimas con motivo 
del sufrimiento adicional que éstos han padecido como producto de las circunstancias 
particulares de las violaciones perpetradas contra sus seres queridos, y a causa de las 
posteriores actuaciones u omisiones de las autoridades estatales frente a los hechos, 
tomando en cuenta, entre otros, las gestiones realizadas para obtener justicia y la 
existencia de un estrecho vínculo familiar. También se ha declarado la violación de este 
derecho por el sufrimiento generado a partir de los hechos perpetrados en contra de sus 
seres queridos. Adicionalmente, este Tribunal ha señalado que la contribución por parte 
del Estado al crear o agravar la situación de vulnerabilidad de una persona tiene un 
impacto significativo en la integridad de las personas que le rodean, en especial de 
familiares cercanos que se ven enfrentados a la incertidumbre e inseguridad generada por 
la vulneración de su familia nuclear o cercana. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Véliz 
Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277, párr. 233, y Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. 
Serie C No. 307, párr. 209). 

192. Al respecto, la Corte advierte que, del acervo probatorio, se desprende que los 
padecimientos físicos y psicológicos que sufrieron las presuntas víctimas del caso a raíz 
de su falta de tratamiento médico también impactaron a algunos de los familiares de las 
víctimas, lo cual se vio agravado por la estigmatización que los familiares de personas que 
viven con el VIH sufren. En concreto, la Corte constata que los familiares han 
experimentado sentimientos de dolor, angustia e incertidumbre por la falta de atención 
médica oportuna, especialmente la falta de acceso a medicamentos, así como 
sentimientos de frustración e impotencia por no tener los recursos económicos para 
proveerle del tratamiento necesario a sus familiares. De igual forma, algunos de ellos han 
sido testigos del deterioro de la salud de sus seres queridos, teniendo algunos incluso que 
afrontar la muerte de algunos de éstos. 

193. El Tribunal también observa que la falta de atención médica afectó la dinámica 
familiar de las víctimas, pues algunos familiares de éstas se vieron obligados a modificar 
sus horarios laborales, abandonar o suspender sus estudios y/o migrar a Estados Unidos 
para hacerse cargo del apoyo económico y manutención de su familiar que vive con el 
VIH, ocasionando con ello rupturas familiares, detrimento a su economía y afectaciones a 
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su proyecto de vida. Asimismo, la Corte destaca la transmisión del VIH a L.A.L, la cual 
pudo prevenirse de haberse proveído del tratamiento médico adecuado a su madre. En el 
mismo sentido, la Corte constata el sufrimiento padecido por los familiares de las víctimas 
derivados de la estigmatización que gira en torno a las personas que viven con el VIH, lo 
que les generó sentimientos de vergüenza y miedo, así como la exclusión de sus núcleos 
familiares y la pérdida de sus trabajos. En ese sentido, la Corte reitera que el derecho a 
la salud de las personas que viven con el VIH incluye la atención médica interdisciplinaria, 
a la cual deben tener acceso también los familiares para abordar esos sentimientos, lo 
que en el presente caso no sucedió. 

194. En relación con los sufrimientos que padecen los familiares de personas que viven 
con el VIH, del peritaje de Olga Alicia Paz Bailey es posible desprender que las afectaciones 
que sufren las personas que viven con el VIH trascienden la esfera individual. De esta 
forma, los miembros de una familia pueden también sufrir afectaciones que se concretan 
en situaciones en que hijos tengan que asumir el rol de cuidadores o proveedores de los 
padres, que las abuelas asuman roles de madres o padres, y que se alteren los proyectos 
personales de vida de los miembros de una familia. En efecto, estas consecuencias son 
atribuibles al Estado en la medida en que, por sus omisiones en el cumplimiento del deber 
de garantía del derecho a la salud, las personas que viven con el VIH ven afectadas sus 
capacidades impactando así la vida de sus familiares. 

195. Tanto la Comisión como los representantes alegaron que el estigma que 
tradicionalmente acompaña al VIH/SIDA afectó no sólo a los familiares sino también al 
círculo más cercano, por lo cual también debían ser considerados como víctimas. El Estado 
no formuló alegatos al respecto. La Corte ha reconocido que una persona que no es 
familiar directo, o que no tenga un parentesco legal, puede ser considerada como víctima 
de violaciones a su integridad personal por el sufrimiento y dolor que han causado las 
violaciones a los derechos humanos de sus seres queridos. Asimismo, la Corte advierte 
que los padres y amigos cercanos suelen ser las personas que más apoyo tienen en el 
cuidado de personas que viven con el VIH, lo cual es además fundamental para su 
bienestar psicológico y físico. En ese sentido, la Corte considera que, en el presente caso, 
aquellos amigos cercanos que hayan acompañado a las presuntas víctimas, y donde se ha 
acreditado un sufrimiento a causa de las violaciones en contra de sus seres queridos, 
pueden ser considerados víctimas. 

196. En lo que respecta al presente caso, la Corte advierte que la señora Luz Imelda Lucas 
de León, quien fue señalada por la Comisión como amiga de la señora Rita Dubón Orozco, 
acompañó a la señora Dubón en diversos momentos durante su enfermedad hasta su 
fallecimiento. En particular, la Corte advierte el sufrimiento que experimentó la señora 
Lucas de León por el estigma y la discriminación que habría sufrido la señora Dubón, y 
por los efectos en su salud por la falta de medicamentos y de una atención médica integral. 
Las omisiones del Estado constituyeron la causa de las afectaciones que sufrió la señora 
Dubón, por lo que el Tribunal concluye que el Estado es responsable por la violación a la 
integridad personal de la señora Lucas de León. Por otro lado, en lo que respecta a los 
familiares que ya han sido declarados como víctimas en el caso, la Corte advierte que las 
afectaciones que pudieron sufrir han quedado subsumidas en el análisis sobre integridad 
personal por lo que no considera pertinente pronunciarse sobre ellas. 

Corte IDH. Caso Villaseñor Velarde y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 5 de febrero de 2019. Serie C No. 374 

144. Ahora bien, en el caso, la determinación de la conducta indebida del Estado se ha 
restringido al deber de investigar. Se ha concluido que resulta razonable asumir que ello 
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afectó la integridad personal de la señora Villaseñor considerando la relación del 
incumplimiento estatal con su actividad como jueza. La Corte no considera que esa 
consideración pueda trasladarse sin más a los familiares de la señora Villaseñor. 

145. Por otra parte, debe resaltarse que los señalamientos sobre afectaciones a la 
integridad personal de los familiares tienen por base afirmaciones, de las presuntas 
víctimas o de sus representantes, que han referido circunstancias que no son directamente 
atribuibles al Estado. Así, la Jueza declaró que sus familiares “recib[ían] toda la carga 
emocional” y tenían “la necesidad de andar con escolta”. Se ha señalado también que 
Rosa Antonieta, hermana de la Jueza, se ocupó de atender la salud de ésta, y que Francis 
Antonio también prestó apoyo a su hermana, la Jueza Villaseñor. Se indicó, además, que 
en razón de la proximidad, los hermanos de la señora Villaseñor compartían también un 
temor profundo de verse expuestos al mismo patrón de violencia dirigido a la Jueza, y 
también se han indicado otras circunstancias puntuales. La Corte recuerda que no se ha 
establecido la intervención directa de agentes estatales en los hechos, y nota que las 
circunstancias señaladas no se relacionan, en forma directa o principal, con la falta de 
investigación, que se ha determinado respecto de indicaciones sobre algunos hechos. 

146. Por lo tanto, la Corte determina que el Estado no violó el derecho a la integridad 
personal de los familiares de la Jueza. Asimismo, por iguales motivos, considera que no 
puede declarar una violación en perjuicio de tales familiares de su derecho a la protección 
de la honra y de la dignidad. En consecuencia, la Corte determina que Guatemala no es 
responsable por la violación de los artículos 5 y 11 de la Convención en perjuicio de Beatriz 
Eugenia Villaseñor Velarde, Francis Villaseñor Velarde y Rosa Antonieta Villaseñor Velarde. 

Corte IDH. Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385 

188. La Corte ha afirmado, en reiteradas oportunidades, que los familiares de las víctimas 
de violaciones de los derechos humanos pueden ser, a su vez, víctimas. Este Tribunal ha 
considerado que se puede declarar violado el derecho a la integridad psíquica y moral de 
“familiares directos” u otras personas con vínculos estrechos con las víctimas con motivo 
del sufrimiento adicional que aquéllos han padecido como producto de las circunstancias 
particulares de las violaciones perpetradas contra sus seres queridos, y a causa de las 
posteriores actuaciones u omisiones de las autoridades estatales frente a estos hechos, 
tomando en cuenta, entre otros elementos, las gestiones realizadas para obtener justicia 
y la existencia de un estrecho vínculo familiar. (En similar sentido, ver entre otros: Caso 
Villaseñor Velarde y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de febrero 
de 2019. Serie C No. 374, párr. 143). 

191. Por consiguiente, en vista de la prueba e información aportada al expediente, este 
Tribunal considera que, como consecuencia directa de: (i) las torturas sufridas por su 
hermano el día de su detención el 6 de agosto de 1997, así como las ulteriores secuelas; 
(ii) la imposición de la pena de muerte; (iii) la posterior ejecución extrajudicial, y (iv) la 
ausencia de investigación de los hechos por parte de las autoridades estatales, la hermana 
del señor Ruiz Fuentes padeció un profundo sufrimiento y angustia en detrimento de su 
integridad psíquica y moral. En consecuencia, la Corte concluye que el Estado violó el 
derecho a la integridad personal establecido en el artículo 5.1 de la Convención Americana, 
en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento. 
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Corte IDH. Caso Gómez Virula y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2019. Serie C No. 393 

93. La Corte nota que las argumentaciones sobre la alegada violación del derecho a la 
integridad personal de los familiares se fundamentan en la supuesta responsabilidad 
estatal por la desaparición y muerte del señor Gómez Virula y la falta de investigación 
adecuada de los hechos. La Corte considera que no hay responsabilidad internacional del 
Estado respecto al derecho mencionado, consagrado en el artículo 5 de la Convención 
Americana, en tanto no estableció la participación estatal en la desaparición y muerte del 
señor Gómez Virula y la falta de investigación de los hechos ya fue analizada dentro del 
capítulo relativo a la violación de los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en 
el cual fueron declaradas víctimas. En consecuencia, la Corte considera que el Estado no 
violó los derechos de la integridad personal en perjuicio de Antonio Gómez Areano y Paula 
Virula Dionicio. 

Corte IDH. Caso Masacre de la Aldea Los Josefinos Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de noviembre de 2021. 
Serie C No. 442 

120. La Corte ha sostenido, en reiteradas ocasiones, que los familiares de víctimas de 
ciertas violaciones de derechos humanos pueden ser considerados, a su vez, como 
víctimas. Del mismo modo, ha señalado que se puede declarar la violación del derecho a 
la integridad de familiares de víctimas de ciertas violaciones de derechos humanos, 
aplicando una presunción iuris tantum respecto familiares tales como de madres y padres, 
hijas e hijos, esposos y esposas y compañeros y compañeras permanentes, siempre que 
ello responda a las circunstancias particulares en el caso. En relación con tales familiares, 
corresponde al Estado desvirtuar dicha presunción, la que procede en casos de masacres 
y ejecuciones extrajudiciales respecto de familiares de personas muertas. En 
circunstancias en que no procede la presunción, este Tribunal debe evaluar, por un lado, 
la existencia de un vínculo particularmente estrecho entre los familiares y la víctima del 
caso que les permita establecer una afectación a su integridad personal y, por otro lado, 
si de la prueba que consta en el expediente se acredita una violación del derecho a la 
integridad personal.  

121. Adicionalmente, en casos que involucraban la desaparición forzada de personas, el 
Tribunal ha afirmado que la violación del derecho a la integridad psíquica y moral de los 
familiares de la víctima es una consecuencia directa, precisamente, de ese fenómeno, que 
les causa un severo sufrimiento por el hecho mismo que se acrecienta por la constante 
negativa de las autoridades estatales de proporcionar información acerca del paradero de 
la víctima, o de iniciar una investigación eficaz para lograr el esclarecimiento de lo 
sucedido. 
 

VII. PROHIBICIÓN DE LA ESCLAVITUD Y SERVIDUMBRE  

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250 

141. De confomidad con el artículo 6 de la Convención, “[n]adie puede ser sometido a 
esclavitud o servidumbre, y tanto éstas, como la trata de esclavos y la trata de mujeres 
están prohibidas en todas sus formas”. En su conocido obiter dictum de la sentencia 
dictada en el caso de la Barcelona Traction, Light and Power Company, Limited, la Corte 
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Internacional de Justicia precisó que en el derecho internacional contemporáneo la 
protección contra la esclavitud, y contra la discriminación racial, es una obligación 
internacional erga omnes, derivada “de los principios y reglas relativos a los derechos 
básicos de la persona humana” y, por lo tanto, atañe a todos los Estados. 

150. De las declaraciones rendidas ante instancias internas y ante este Tribunal, es claro 
que las personas que fueron sustraídas de la comunidad de Río Negro durante la masacre 
de Pacoxom y que fueron obligadas a trabajar en casas de patrulleros de las autodefensas 
civiles han sufrido un impacto agravado en su integridad psíquica cuyas consecuencias se 
mantienen hasta el día de hoy. Por tanto, tomando en cuenta el reconocimiento de 
responsabilidad del Estado, la Corte considera que Guatemala es responsable de la 
violación de los derechos reconocidos en el artículo 5.1 de la Convención Americana, en 
relación con los artículos 6, 17 y 1.1 de la misma, en perjuicio de María Eustaquia Uscap 
Ivoy. Asimismo, el Estado es responsable por la violación del artículo 5.1 de la Convención, 
en relación con los artículos 6, 17, 19 y 1.1 de la misma, en perjuicio de Agustín Chen 
Osorio, Celestina Uscap Ivoy, Cruz Pérez Osorio, Froilan Uscap Ivoy, Jesús Tecú Osorio, 
José Osorio Osorio, Juan Chen Chen, Juan Chen Osorio, Juan Pérez Osorio, Juan Uscap 
Ivoy, Juana Chen Osorio, Pedro Sic Sánchez, Silveria Lajuj Tum, Tomasa Osorio Chen, 
Florinda Uscap Ivoy y Juan Osorio Alvarado. 

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328 

216. Además, debido a que en el presente caso algunas personas fueron obligadas a 
trabajar contra su voluntad, la Corte recuerda que la protección contra la esclavitud y 
servidumbre es una obligación internacional erga omnes, constitutiva de delito 
internacional y de carácter imprescriptible, cuya prohibición alcanzó el estatus de jus 
cogens. Por estos motivos, cuando los Estados tengan conocimiento de un acto que 
pudiese ser constitutivo de esclavitud o servidumbre, en los términos de lo dispuesto por 
el artículo 6 de la Convención Americana, deben iniciar ex officio la investigación 
pertinente a efectos de establecer las responsabilidades individuales que correspondan. 
(En similar sentido, ver entre otros: Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250, 
párr. 225). 

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351 

309. En el artículo 6.1 de la Convención Americana se establece que “[n]adie puede ser 
sometido a esclavitud o servidumbre, y tanto éstas, como la trata de esclavos y la trata 
de mujeres están prohibidas en todas sus formas”. La Corte ha destacado que el derecho 
a no ser sometido a esclavitud, servidumbre, trabajo forzoso o trata de esclavos y mujeres 
tiene un carácter esencial en la Convención Americana y forma parte del núcleo 
inderogable de derechos que no pueden ser suspendidos en casos de guerra, peligro 
público u otras amenazas, conforme al artículo 27.2 del mismo tratado. Asimismo, la 
prohibición de la esclavitud es considerada una norma imperativa del derecho 
internacional (ius cogens) y su violación puede configurar un delito de lesa humanidad. 
Además, la Corte ha considerado que en virtud del carácter pluriofensivo de la esclavitud, 
al someter una persona a dicha condición, se violan varios derechos individualmente, 
algunos en mayor o menor intensidad dependiendo de las circunstancias fácticas 
específicas de cada caso. Sin embargo, cuando se trata de la verificación de una situación 
prohibida por el artículo 6 de la Convención, los múltiples derechos afectados se subsumen 
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bajo el artículo 6, el cual protege la definición específica y a la vez compleja del concepto 
de esclavitud. 

310. En el caso de los Trabajadores de la Hacienda Brasil Verde vs. Brasil, la Corte resaltó 
que los conceptos de trata de esclavos y de mujeres han transcendido su sentido literal a 
modo de proteger, en la actual fase de desarrollo del derecho internacional de los derechos 
humanos, a las “personas” traficadas para sometimiento a variadas formas de explotación 
sin su consentimiento. A la luz del desarrollo en el derecho internacional de las últimas 
décadas, este Tribunal ha interpretado que la expresión “trata de esclavos y de mujeres” 
del artículo 6.1 de la Convención Americana debe ser interpretada de manera amplia para 
referirse a la “trata de personas”. Por tanto, la prohibición contenida en el artículo 6.1 de 
la Convención se refiere a: 

a. la captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de personas; 

b. recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de coacción, al rapto, al fraude, al engaño, 
al abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad o a la concesión o recepción de pagos o beneficios 
para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra. Para los menores de 18 
años estos requisitos no son condición necesaria para la caracterización de trata; 

c. con cualquier fin de explotación. 

311. Tomando en cuenta esa definición, cabe recordar que la trata de personas constituye 
un delito que “convierte a la persona en un objeto que se puede comercializar, lo que 
conlleva su cosificación”. En atención a los alegatos de las partes, corresponde a la Corte 
determinar si la trata de personas, cuya prohibición la Corte entendió protegida por el 
artículo 6.1 de la Convención, también abarca la trata de personas con fines de adopción. 

312. Como se desprende de la definición previamente establecida, el delito de trata de 
personas se puede cometer “con cualquier fin de explotación”. El elemento de finalidad no 
está limitado a un fin específico de explotación, como el trabajo forzoso o la explotación 
sexual, sino que podría también comprender otras formas de explotación. Esta 
interpretación es acorde con el principio pro persona y el efecto útil de la prohibición de 
la trata de personas que - ante la gravedad del delito – busca la protección más amplia 
posible contra las múltiples formas de explotación de las personas. Ello también se 
evidencia en la definición de trata de personas contenida en el Protocolo para prevenir, 
reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños (Protocolo de 
Palermo), en el cual se indica, de manera explícita, que los fines de explotación incluidos 
en dicha definición son un “mínimo”. Por tanto, es claro que no existe una lista exhaustiva 
de los fines de explotación posibles en la comisión del delito de trata de personas. 

313. Específicamente, respecto de niñas y niños, el artículo 35 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño establece que “[l]os estados Partes tomarán todas las medidas de 
carácter nacional, bilateral y multilateral que sean necesarias para impedir el secuestro, 
la venta o la trata de niños para cualquier fin o en cualquier forma”. Este Tribunal advierte 
que los conceptos de venta y trata de niñas y niños están íntimamente interrelacionados, 
pero no son idénticos o intercambiables. La trata se definió supra, mientras que la venta 
de niñas y niños se ha definido como “todo acto o transacción en virtud del cual un niño 
es transferido por una persona o grupo de personas a otra a cambio de remuneración o 
de cualquier otra retribución”. Si bien estos delitos pueden solaparse, pues la venta de 
niñas y niños puede ocurrir en cualquiera de las etapas de la trata de niñas y niños, existen 
situaciones de trata de niñas y niños que no involucran venta de niñas y niños y viceversa. 

314. Por otra parte, la adopción ilegal ha sido considerada una forma de explotación, de 
forma tal que la trata de personas con fines de adopción no requeriría para su 
configuración una explotación posterior del niño o niña, distinta a la propia adopción. Al 
respecto, el perito Nigel Cantwell resaltó que la Convención sobre los Derechos del Niño 
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prohíbe la trata de niños “para cualquier fin o en cualquier forma” y que “la noción amplia 
de ‘explotación’ es un componente integral de la mayoría de los actos ilícitos que dan lugar 
a la adopción ilegal”. La Relatoría Especial sobre la venta de niños, la prostitución infantil 
y la utilización de niños en la pornografía ha indicado que la adopción internacional es una 
causa de la trata y se ha referido a las adopciones ilegales como unos de las “otras formas 
de explotación” a los que se destina la venta y trata de niños. Además, la Relatora especial 
sobre la trata de personas ha resaltado que “son [...] muy numerosas las víctimas de la 
trata que se destinan [...], en el caso de los niños, a la adopción internacional”. Por su 
parte, la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito ha destacado que las 
adopciones fraudulentas son una modalidad de trata de personas. Asimismo, la 
Organización Internacional para las Migraciones ha señalado que un indicador de la trata 
de personas es que las víctimas “son adoptados(as) con el uso de trámites fraudulentos 
(adopción irregular)”. La Corte también observa que varios países de la región han incluido 
el delito de trata de personas con fines de adopción en su legislación nacional. 

315. Como se mencionó previamente, la finalidad de explotación no ha sido definida en el 
derecho internacional. Sin embargo, las formas de explotación que generalmente se 
incluyen de manera expresa, evidencian que la finalidad de explotación implica que el 
traficante realice el acto con el objetivo de utilizar una persona de manera abusiva para 
su propio beneficio. De esta manera, se atribuye un valor al individuo, por ejemplo por 
medio de su mano de obra, para después convertirlo en un beneficio propio, bajo 
condiciones abusivas e injustas o fraudulentas, beneficio que es el resultado de la 
cosificación o comercialización del mismo individuo. Tomando en cuenta todas las 
consideraciones anteriores, este Tribunal estima que la adopción ilegal puede constituir 
una de las finalidades de explotación de la trata de personas. Una adopción ilegal por sí 
misma no constituye el delito de trata de personas, pero cuando los actos de captación, 
transporte, traslado, acogida o recepción de personas se cometen con el fin de facilitar o 
llevar a cabo una adopción ilegal se está ante un supuesto de trata de personas con fines 
de adopción. En este supuesto el traficante desarrolla estas conductas con el propósito de 
explotar a la propia niña o niño por medio de su cosificación para una adopción ilegal. La 
Corte estima que, para que se configure el delito de trata de personas en este contexto, 
no es necesario que la adopción ilegal sirva como medio para una explotación posterior 
del niño o niña adoptado, como el trabajo forzoso o la explotación sexual, pues la 
explotación viene dada por la propia comercialización del niño o niña bajo condiciones 
abusivas o medios fraudulentos e injustos, sea antes, durante o después del procedimiento 
de adopción. 

316. Este Tribunal ha destacado que la venta de una niña o un niño a cambio de 
remuneración o de cualquier otra retribución afecta claramente bienes jurídicos 
fundamentales tales como su libertad, su integridad personal y su dignidad, resultando 
uno de los ataques más graves contra una niña o niño, respecto de los cuales los adultos 
aprovechan su condición de vulnerabilidad. Asimismo, respecto de la trata de personas, 
ha afirmado que los Estados deben adoptar medidas integrales, así como contar con un 
adecuado marco jurídico de protección, con una aplicación efectiva del mismo y políticas 
de prevención y prácticas que permitan actuar de una manera eficaz ante las denuncias. 
Dicha obligación se ve reforzada por la obligación específica, contemplada en el artículo 
35 de la Convención sobre los Derechos del Niño leído conjuntamente con el artículo 19 
de la Convención Americana, por el cual los Estados tienen la obligación de adoptar todas 
las medidas idóneas para impedir toda venta y trata de niñas y niños, sin excepciones o 
limitaciones, lo cual incluye, entre otras medidas legislativas, administrativas y de 
cualquier otro carácter, la obligación de prohibir penalmente la venta y trata de niñas y 
niños, cualquiera sea su forma o fin, así como la obligación de investigar su posible 
infracción. 
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317. Una vez establecido que la trata de personas incluye la trata de niñas y niños con 
fines de adopción, esta Corte pasa a determinar si, como alegan los representantes, se 
puede concluir que: (i) dicha violación se configuró en el caso de los hermanos Ramírez, 
en contravención del artículo 6.1 de la Convención Americana, en relación con los artículos 
1.1 y 2 del mismo instrumento, y (ii) si el Estado ha incumplido las demás obligaciones 
que se derivan de dicha determinación, tal como la obligación de investigar estos hechos. 

319. Respecto al caso concreto, la Corte nota que existen algunos elementos e indicios 
contextuales, así como puntos de conexión con otros casos donde se ha verificado la 
comisión de trata de personas: (i) la Asesora Jurídica de la Asociación Los Niños, donde 
fueron internados los hermanos Ramírez y cuya trabajadora social realizó dos de los 
estudios sociales de la familia Ramírez, ha sido procesada y condenada en distintos casos 
por trata de personas, así como por otros delitos como coerción, amenazas y tráfico de 
influencias, entre otros, en relación con las adopciones de otros niños; (ii) tres jueces se 
excusaron de conocer el recurso de revisión contra la declaratoria de abandono en este 
caso por los insultos y amenazas de esta misma abogada, porque no estaban sacando 
“abandonos” con suficiente rapidez, indicando a uno de estos jueces que tenían “que 
entend[er ...] que la única manera de sostener los hogares era a través de las 
adopciones”; (iii) un juez se excusó luego de recibir llamadas intimidatorias, para que 
resolviera a favor de la persona que llamaba indicando que “los est[aba] apoyando una 
entidad internacional”; (iv) el juez a cargo del Juzgado de Primera Instancia de Menores 
de Escuintla, donde se conoció del recurso de revisión en este caso desde octubre de 1998 
hasta julio de 1999, fue condenado por participar en la adopción irregular de una niña 
robada en noviembre de 2006 y entregada a una familia extranjera con documentos 
falsos, además, la Corte Suprema le retiró la inmunidad luego de una denuncia de 
participación en una red de adopciones irregulares; (v) el señor Tobar Fajardo habría sido 
amenazado en 2001 y 2009, a efectos de amedrentarlo y evitar la prosecución del caso, 
y (vi) tanto la señora Flor de María Ramírez Escobar como el señor Gustavo Tobar Fajardo 
advirtieron de las posibles ganancias económicas y comercialización de sus hijos en sus 
escritos en el marco del recurso de revisión contra la declaración de abandono. 

320. Ahora bien, la Corte considera que los anteriores indicios contextuales y relacionados 
con otros casos no son suficientes para concluir que en el presente caso las adopciones 
irregulares de los hermanos Ramírez constituyeron trata de personas. No ha sido 
demostrado que, en el caso específico de los hermanos Ramírez, estos hubieran sido 
captados, transportados, trasladados, acogidos o recibidos con el exclusivo fin de lograr 
su adopción ilegal. Tampoco se ha demostrado, en este caso concreto, que alguno de los 
intervinientes en los procesos de abandono o de adopción, sea las autoridades judiciales, 
los funcionarios de la Procuraduría o los miembros de la Asociación Los Niños o cualquier 
otra persona que haya participado en alguna etapa del proceso hubiera obtenido beneficios 
económicos o alguna otra forma de retribución indebida. Contrario a lo alegado por los 
representantes, no es posible presumir que en este caso concreto hubo beneficios 
económicos indebidos. Si bien esto era algo que las autoridades han debido verificar antes 
de aprobar las adopciones, la ausencia de diligencia en esta verificación no conlleva 
automáticamente a entender que ello sucedió en este caso. En consecuencia, este Tribunal 
considera que no cuenta con elementos probatorios suficientes que apunten a que en este 
caso concreto se realizó un acto o transacción en virtud del cual los hermanos Ramírez 
fueron transferidos por una persona o grupo de personas a otra a cambio de remuneración 
o de cualquier otra retribución. Igualmente, la Corte advierte que, el que dos personas 
que intervinieron en el caso de los hermanos Ramírez hubieran sido condenadas por estos 
delitos en relación con otros casos, no significa que todas las adopciones o procesos de 
abandono en que participaron tengan estas características o que los procesos específicos 
de los hermanos Ramírez también hayan constituido trata de personas. Estos constituyen 
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importantes indicios que se deben investigar, pero ello no es suficiente para concluir que 
las adopciones internacionales en este caso constituyeron trata de personas con fines de 
adopción. Por tanto, la Corte considera que no cuenta con elementos suficientes para 
determinar que el Estado violó la prohibición de trata de personas, contemplada en el 
artículo 6.1 de la Convención Americana. 

 

VIII. DERECHO A LA LIBERTAD PERSONAL 

Alcance del derecho a la libertad personal 

Corte IDH. Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 27 de noviembre de 2003. Serie C No. 103 

64. Esta Corte ha indicado que la protección de la libertad salvaguarda “tanto la libertad 
física de los individuos como la seguridad personal, en un contexto en el que la ausencia 
de garantías puede resultar de la subversión de la regla de derecho y en la privación a los 
detenidos de las formas mínimas de protección legal”. (En similar sentido, ver entre otros: 
Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de noviembre de 2000. 
Serie C No. 70, párr. 141). 

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253 

277. En lo que se refiere al artículo 7.1 de la Convención, esta Corte ha sostenido que el 
Estado debe prevenir que la libertad de los individuos se vea menoscabada por la actuación 
de agentes estatales y terceros particulares, así como investigar y sancionar los actos 
violatorios de este derecho. 

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258 

100. Respecto del artículo 7 de la Convención Americana, la Corte ha reiterado que 
cualquier restricción al derecho a la libertad personal debe darse únicamente por las 
causas y en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas o por las 
leyes dictadas conforme a ellas (aspecto material), y además, con estricta sujeción a los 
procedimientos objetivamente definidos en la misma (aspecto formal). Asimismo, el 
Tribunal ha considerado que toda detención, independientemente del motivo o duración 
de la misma, tiene que ser debidamente registrada en el documento pertinente, señalando 
con claridad las causas de la detención, quién la realizó, la hora de detención y la hora de 
su puesta en libertad, así como la constancia de que se dio aviso al juez competente, 
como mínimo, a fin de proteger contra toda interferencia ilegal o arbitraria de la libertad 
física. Lo contrario constituye una violación de los derechos consagrados en los artículos 
7.1 y 7.2 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de este instrumento. 
(En similar sentido, ver entre otros: Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212, párr. 
90, y Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 197). 
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Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351 

326. El artículo 7 de la Convención tiene dos tipos de regulaciones bien diferenciadas entre 
sí: una general y otra específica. La general se encuentra en el primer numeral: “[t]oda 
persona tiene el derecho a la libertad y a la seguridad personales”. Mientras que la 
específica está compuesta por una serie de garantías que protegen el derecho a no ser 
privado de la libertad ilegalmente (art. 7.2) o arbitrariamente (art. 7.3), a conocer las 
razones de la detención y los cargos formulados en contra del detenido (art. 7.4), al 
control judicial de la privación de la libertad y la razonabilidad del plazo de la prisión 
preventiva (art. 7.5), a impugnar la legalidad de la detención (art. 7.6) y a no ser detenido 
por deudas (art. 7.7). 

327. En sentido general, la libertad sería la capacidad de hacer y no hacer todo lo que 
esté lícitamente permitido. En otras palabras, constituye el derecho de toda persona de 
organizar, con arreglo a la ley, su vida individual y social conforme a sus propias opciones 
y convicciones. La seguridad, por su parte, sería la ausencia de perturbaciones que 
restrinjan o limiten la libertad física más allá de lo razonable. La libertad, definida así, es 
un derecho humano básico, propio de los atributos de la persona, que se proyecta en toda 
la Convención Americana. 

Corte IDH. Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386 

211. La Corte ya ha señalado en su jurisprudencia que el contenido esencial del artículo 7 
de la Convención Americana consagra la protección al individuo contra toda interferencia 
arbitraria o ilegal del Estado. A su vez, la Corte ha señalado también que este artículo 
tiene dos tipos de regulaciones, una general y una específica. La general se encuentra en 
el numeral 1, mientras que la específica en los numerales del 2 al 7. Cualquier violación a 
estos numerales acarreará necesariamente la violación al artículo 7.1 de la Convención 
Americana. 

Privación de Libertad 

Corte IDH. Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Fondo. Sentencia de 8 de marzo de 1998. Serie C No. 37 

108. En el caso examinado, la Corte observa que los señores Ana Elizabeth Paniagua 
Morales, Julián Salomón Gómez Ayala, William Otilio González Rivera, Pablo Corado 
Barrientos y Manuel de Jesús González López fueron detenidos arbitrariamente por 
agentes del Estado y, después de algunas horas o días, asesinados. […]. 

109. Además, los señores Gómez Ayala, Paniagua Morales y González López fueron 
introducidos en un vehículo "panel" de color blanco al servicio de la Guardia de Hacienda 
y, posteriormente, asesinados. 

110. Si bien los señores González Rivera y Corado Barrientos fueron privados de su 
libertad en circunstancias diferentes, existe coincidencia respecto del período de tiempo 
en que fueron detenidos, de los medios (armas blancas) con los cuales se les infligió las 
heridas mortales, la crueldad de su tratamiento y las circunstancias de la aparición de sus 
cadáveres, lo cual permite la deducción de que sus detenciones y muertes se encuentran 
circunscritas dentro del llamado “caso de la panel blanca”. Asimismo, sus casos fueron 
incluidos por la Policía Nacional en su informe, al cual la Corte ha otorgado valor de prueba 



 

125     

indiciaria. Todo lo anterior conduce a la conclusión de que los autores de su detención y 
muerte fueron agentes de la Guardia de Hacienda. 

112. En las alegaciones y pruebas examinadas la Corte encuentra elementos suficientes, 
graves y convergentes, no desvirtuados por el Estado, que demuestran que, al ser 
detenidos arbitrariamente, se violó el derecho a la libertad de los señores Ana Elizabeth 
Paniagua Morales, Julián Salomón Gómez Ayala, William Otilio González Rivera, Pablo 
Corado Barrientos, Manuel de Jesús González López, Augusto Angárita Ramírez, Doris 
Torres Gil y Marco Antonio Montes Letona; violación cometida por el Estado en 
contravención de las obligaciones prescritas en el artículo 7 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos. 

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. 
Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63 

132. Es evidente que, en contravención con lo dispuesto en el artículo 7.2 de la 
Convención, los cuatro jóvenes fueron detenidos sin que se hubieran configurado las 
causas y condiciones establecidas por la Constitución Política de Guatemala, en vigor 
desde el 14 de enero de 1986. Dicha Ley Fundamental preveía, en el artículo 6, que sólo 
se podía privar de la libertad a una persona “en virtud de orden librada con apego a la ley 
por autoridad judicial competente” o por haber sido sorprendida in fraganti en la comisión 
de un delito o falta. Ninguno de los dos extremos se presentó en este caso. 

133. Tampoco fueron “puestos a disposición de la autoridad judicial competente en un 
plazo que no exced[iera] de seis horas”, como lo ordena el mencionado artículo 6 de la 
Constitución Política de Guatemala. A mayor abundamiento, este artículo establece en 
forma expresa que los detenidos “no podrán quedar sujetos a ninguna otra autoridad”. 
Comparando los acontecimientos del caso con esa regulación procesal básica, se hace 
evidente que ésta no fue atendida. 

134. En consecuencia, puede concluirse que en la detención de los cuatro jóvenes no fue 
observado ni el aspecto material ni el aspecto formal de los presupuestos legales de la 
detención. 

Corte IDH. Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 27 de noviembre de 2003. Serie C No. 103 

65. Con referencia a las detenciones, la Corte ha dicho, a propósito de los incisos 2 y 3 
del artículo 7 de la Convención, sobre prohibición de detenciones o arrestos ilegales o 
arbitrarios, que: 

[s]egún el primero de tales supuestos normativos, nadie puede verse privado de la libertad sino por las 
causas, casos o circunstancias expresamente tipificadas en la ley (aspecto material), pero, además, con 
estricta sujeción a los procedimientos objetivamente definidos en la misma (aspecto formal). En el segundo 
supuesto, se está en presencia de una condición según la cual nadie puede ser sometido a detención o 
encarcelamiento por causas y métodos que -aún calificados de legales- puedan reputarse como 
incompatibles con el respeto a los derechos fundamentales del individuo por ser, entre otras cosas, 
irrazonables, imprevisibles o faltos de proporcionalidad. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Bámaca 
Velásquez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de noviembre de 2000. Serie C No. 70, párr. 139, y 
Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de 
noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 131). 
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Corte IDH. Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386 

212. La regulación específica del artículo 7 de la Convención Americana son garantías que 
establecen límites al ejercicio de la autoridad llevado a cabo por funcionarios del Estado, 
límites que se aplican a los instrumentos de control estatales. Entre ellos se encuentra la 
detención, la cual debe aplicarse en concordancia con las demás garantías de la 
Convención Americana. Además debe tener un carácter excepcional y respetar el principio 
de presunción de inocencia, de legalidad, necesidad y proporcionalidad, todos principios 
indispensables para el correcto funcionamiento de una sociedad democrática y respetuosa 
de los derechos humanos. Para privar a alguien de su libertad es necesario que la causa 
o motivo por el cual se priva de libertad esté fijado con anterioridad. Además, esa privación 
no puede ser arbitraria, se debe informar de las razones de su detención a quien la sufre, 
se debe poner al detenido lo antes posible a disposición del juez y se tiene derecho a 
recurrir ante un juez o tribunal competente para efectos de que este evalúe la legalidad 
de la detención. 

219. Está demostrado que el señor Tirso Román Valenzuela Ávila después del allanamiento 
efectuado en su domicilio, entre las 16:55 y las 17:50 horas, del 27 de mayo de 1998, 
como consta en el oficio No. 1709-98, fue detenido por agentes estatales para ser 
trasladado al Centro Preventivo Hombres de Quetzaltenango. Si bien no se tiene registro 
de su ingreso en dicho centro, no es un hecho controvertido que ingresó en horas de la 
madrugada del 28 de mayo de 1998. Para este momento, ya habían transcurrido varias 
horas después de haberse efectuado la detención del señor Valenzuela al finalizar el 
allanamiento el 27 de mayo de 1998. Según señaló el Estado el 28 de mayo de 1998 fue 
recibida la “declaración judicial” del señor Valenzuela por un juez, y el 29 de mayo de 
1998 el Juzgado Segundo de Primera Instancia Penal de Quetzaltenango, dictó auto de 
prisión preventiva. Los representantes adujeron que por primera vez, en la última fecha 
indicada, un juez escuchó al señor Valenzuela Ávila. 

220. De lo expuesto, es evidente que al señor Valenzuela Ávila no le fue respetado su 
derecho constitucional establecido en el artículo 6 de la Constitución Política de ser puesto 
a disposición de la autoridad judicial competente en un plazo que no excediera de seis 
horas, ya que no fue llevado ante la presencia de un juez competente que verificara la 
legalidad de su detención. Es decir, no se efectuó un control judicial sin demora, tomando 
en cuenta que el plazo de 6 horas determinado constitucionalmente, para el 28 o 29 de 
mayo en que habría sido llevado el señor Valenzuela ante una autoridad competente, ya 
había sido sobrepasado. Dado lo anterior, este Tribunal considera que el Estado incumplió 
con su deber de llevar al señor Valenzuela ante un juez o funcionario autorizado por ley, 
en violación del derecho a la libertad personal consagrado en el artículo 7.1, 7.2 y 7.5 de 
la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en su perjuicio. 

Derechos de la persona detenida a ser informada de las razones de su detención, 
y a ser llevada sin demora ante un juez 

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. 
Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63 

135. La Corte Europea de Derechos Humanos (en adelante “Corte Europea”) ha remarcado 
que el énfasis en la prontitud del control judicial de las detenciones asume particular 
importancia para la prevención de detenciones arbitrarias. La pronta intervención judicial 
es la que permitiría detectar y prevenir amenazas contra la vida o serios malos tratos, que 
violan garantías fundamentales también contenidas en el Convenio Europeo para la 
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Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales (en adelante 
“Convención Europea”) y en la Convención Americana. Están en juego tanto la protección 
de la libertad física de los individuos como la seguridad personal, en un contexto en el que 
la ausencia de garantías puede resultar en la subversión de la regla de derecho y en la 
privación a los detenidos de las formas mínimas de protección legal. En este sentido, la 
Corte Europea destacó especialmente que la falta de reconocimiento de la detención de 
un individuo es una completa negación de esas garantías y una más grave violación del 
artículo en cuestión. 

Corte IDH. Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 27 de noviembre de 2003. Serie C No. 103 

66. Al respecto, este Tribunal considera preciso invocar otra medida destinada a evitar la 
arbitrariedad o ilegalidad, a saber, el control judicial inmediato, tomando en cuenta que 
en un Estado de derecho corresponde al juzgador garantizar los derechos del detenido, 
autorizar la adopción de medidas cautelares o de coerción, cuando sea estrictamente 
necesario, y procurar, en general un trato consecuente con la presunción de inocencia que 
ampara al inculpado mientras no se establezca su responsabilidad. “[U]n individuo que ha 
sido privado de su libertad sin ningún tipo de control judicial debe ser liberado o puesto 
inmediatamente a disposición de un juez, pues el contenido esencial [del] artículo 7 de la 
Convención Americana es la protección de la libertad del individuo contra la interferencia 
del Estado”. 

67. El artículo 6 de la Constitución Política de Guatemala, en vigor desde el 14 de enero 
de 1986, prevé que sólo se puede privar de la libertad a una persona “en virtud de orden 
librada con apego a la ley por autoridad judicial competente” o cuando fuere sorprendida 
in fraganti en la comisión de un delito o falta, y que debe ser puesta “a disposición de la 
autoridad judicial competente en un plazo que no exced[a] de seis horas”. En el presente 
caso, Maritza Urrutia no fue sorprendida in fraganti, sino fue detenida cuando caminaba 
por la calle, después de dejar a su hijo en la escuela, sin que se hubieran configurado las 
causas y condiciones establecidas en dicho artículo; además, no fue puesta 
inmediatamente a la orden de un juez. Al respecto, el CEH sostuvo que Maritza Urrutia 
fue objeto de “una detención arbitraria y contraria a la legislación guatemalteca, 
practicada por los mismos agentes del Estado en la persona de la víctima”. Esta Corte ha 
señalado que situaciones como la descrita ponen en peligro la observancia del debido 
proceso legal ya que se desconoce al detenido el derecho a la protección de la ley y se 
omite el control judicial. 

68. Por lo expuesto, la detención ilegal de Maritza Urrutia constituye una violación del 
artículo 7.2 de la Convención Americana. 

69. En relación con el artículo 7.3 de la Convención, este Tribunal considera que la 
detención de Maritza Urrutia se enmarca dentro de la práctica de los agentes del Estado 
de secuestrar, interrogar, torturar y amenazar de muerte a la víctima o a sus familiares, 
omitiendo todo control judicial, para desmoralizar a los grupos insurgentes. 

70. En razón de lo anterior, este Tribunal considera que la detención de Maritza Urrutia 
fue arbitraria y constituye una violación del artículo 7.3 de la Convención. 

72. Esta Corte ha establecido que el artículo 7.4 de la Convención contempla un 
mecanismo para evitar conductas ilegales o arbitrarias desde el acto mismo de privación 
de libertad y garantiza la defensa del detenido, por lo que este último y quienes ejercen 
representación o custodia legal del mismo tienen derecho a ser informados de los motivos 
y razones de la detención cuando ésta se produce y de los derechos del detenido. La 
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Constitución guatemalteca establece en su artículo 7 que “toda persona detenida deberá 
ser notificada inmediatamente, en forma verbal y por escrito, de la causa que motivó su 
detención, autoridad que la ordenó y lugar en que permanecerá”. En este caso se probó 
que Maritza Urrutia, al momento de su detención, ni sus familiares fueron informados de 
las conductas delictivas que se imputaban a aquélla, de los motivos de la detención y de 
sus derechos como detenida, todo lo cual constituye una violación del artículo 7.4 de la 
Convención en perjuicio de Maritza Urrutia. 

73. El artículo 7.5 de la Convención dispone que la detención de una persona sea sometida 
sin demora a una revisión judicial, como medio de control idóneo para evitar las 
detenciones arbitrarias e ilegales. Tanto la Corte Interamericana como la Corte Europea 
de Derechos Humanos han dado especial importancia al pronto control judicial de las 
detenciones a efecto de prevenir actos arbitrarios e ilegales. Quien es privado de libertad 
sin control judicial debe ser liberado o puesto inmediatamente a disposición de un juez. 
La Corte Europea de Derechos Humanos ha sostenido que si bien el vocablo 
“inmediatamente” debe ser interpretado conforme a las características especiales de cada 
caso, ninguna situación, por grave que sea, otorga a las autoridades la potestad de 
prolongar indebidamente el período de detención, porque esto quebrantaría el artículo 5.3 
de la Convención Europea. Dicho Tribunal destacó “que la detención, no reconocida por 
parte del Estado de una persona, constituye una completa negación de estas garantías y 
una de las formas más graves de violación del artículo 5 de la Convención Europea. (En 
similar sentido, ver entre otros: Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2000. Serie C No. 70, párr. 140). 

74. Maritza Urrutia fue detenida por agentes estatales sin orden judicial y no se le puso a 
disposición de una autoridad competente; tampoco tuvo la posibilidad de interponer, por 
sus propios medios, un recurso sencillo y efectivo contra ese acto, y los recursos de 
exhibición personal interpuestos a su favor fueron ineficaces. Está demostrado que los 
agentes del Estado, al detener a Maritza Urrutia, no tuvieron la intención de llevarla ante 
el juez, sino que ocultaron su detención y evitaron todo control judicial, conduciéndola a 
un centro de detención clandestino. 

Internamiento en centro de acogimiento residencial 

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351 

329. Esta Corte ha señalado que, de conformidad con el desarrollo del derecho 
internacional de los derechos humanos, que una privación de libertad se configura cuando 
una persona, en este caso una niña o niño, no puede o no tiene la posibilidad de salir o 
abandonar por su propia voluntad el recinto o establecimiento en el cual se encuentra o 
ha sido alojado. De conformidad con dicha definición, el acogimiento residencial de niñas 
y niños puede constituir una forma de privación de libertad, si las niñas y niños están 
sujetos a medidas de restricción de su libertad ambulatoria que van más allá de las reglas 
que impondría una familia para salvaguardar el bienestar de la niña o el niño, como por 
ejemplo, prohibirles salir de noche. 

330. En el presente caso, Osmín Tobar Ramírez estuvo internado en una casa hogar de la 
Asociación Los Niños de Guatemala desde el 9 de enero de 1997 hasta julio de 1998. No 
consta en el expediente suficiente información sobre el régimen o las condiciones de dicho 
centro y si se restringía o no su libertad ambulatoria. Por tanto, no es posible determinar 
si dicho acogimiento residencial constituyó una privación de la libertad personal en los 
términos de los artículos 7.2 y 7.3 de la Convención Americana. 
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331. No obstante, la Corte advierte que todo internamiento de una niña o un niño en un 
centro de acogimiento residencial supone una injerencia del Estado sobre su vida al 
determinarle un lugar de residencia distinto al ha bitual. Esto implica un cambio en su vida 
cotidiana, las personas con las que se relaciona, sus pertenencias, sus hábitos 
alimenticios, entre otros. Por tanto, este Tribunal considera que este tipo de medidas 
constituyen, como mínimo, una injerencia en la libertad general protegida en el artículo 
7.1, al afectarse radicalmente la forma en que las respectivas niñas o niños conducían su 
vida. 

332. En este sentido, cualquier medida de acogimiento residencial debe estar prevista en 
la ley, perseguir un fin legítimo y cumplir con los requisitos de idoneidad, necesidad y 
proporcionalidad para que sea acorde con la Convención Americana. A continuación se 
analizará si el acogimiento residencial dictado a Osmín Tobar Ramírez cumplió con dichos 
requisitos. 

333. Al momento de los hechos, la legislación no establecía qué medidas de protección 
podía tomar un juez en casos donde había un alegado abandono de niñas o niños. El 
Código de Menores disponía que el Juez de Menores debía dictar medidas de protección 
de las niñas y niños en situación irregular, así como “[r]esolver en definitiva los procesos 
de menores acordando las medidas que este código establece”. Sin embargo, no establecía 
cuáles eran dichas medidas. La colocación de niñas y niños en “una institución o 
establecimiento destinado a menores” solo estaba expresamente prevista en el Código de 
Menores como una de las medidas que se podían acordar para resolver la situación de 
niñas y niños en conflicto con la ley. La legislación tampoco señalaba expresamente la 
necesidad de considerar el interés superior del niño al disponer este tipo de medidas ni 
que el internamiento en instituciones residenciales debía ser la última opción. 

334. Al respecto, en primer lugar, la Corte advierte que los Estados deben distinguir entre 
el procedimiento y trato que se va a dar a las niñas y niños que necesitan atención y 
protección de aquel dispuesto para las niñas y niños en conflicto con la ley. En segundo 
lugar, la legislación de los Estados debe dar efectividad a los derechos reconocidos en la 
Convención sobre los Derechos del Niño, así como en la propia Convención Americana. En 
este sentido, el ordenamiento jurídico interno de los Estados parte debería incluir la 
necesidad de considerar el interés superior del niño, en toda decisión de 
institucionalización, así como que esta solo debe ordenarse cuando sea necesaria. No 
obstante lo anterior, la Corte considera que no tiene elementos suficientes para 
pronunciarse sobre la estricta legalidad o no de la medida de internamiento en un centro 
de acogimiento residencial aplicada a Osmín Tobar Ramírez. Lo anterior es sin perjuicio 
de su pronunciamiento sobre la necesidad de esta medida en el caso concreto que se 
examina infra. 

335. Los niños temporal o permanentemente privados de su medio familiar, tienen 
derecho a la protección y asistencia especial del Estado. La colocación en instituciones 
adecuadas de protección de menores de edad puede ser una de las opciones de cuidado. 
Por tanto, la internación en centros residenciales es una medida con un fin legítimo, acorde 
a la Convención, que podría ser idónea para lograr este fin. 

336. Sin perjuicio de lo anterior, la Corte advierte, que existe una tendencia hacia la 
eliminación de las grandes instituciones residenciales. En ese sentido, el Comité de los 
Derechos del Niño ha señalado que los centros de acogimiento residencial pequeños 
tienden a ofrecer un mejor cuidado a las niñas y niños. Mientras más grande sea la 
institución se reduce la posibilidad de que las necesidades individuales de las niñas y los 
niños sean atendidas. Al respecto, la perita Magdalena Palau, señaló que “está probado 
que las grandes instituciones de cuidado no han logrado dar respuesta efectiva a niños 
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desde una mirada integral, es decir, contemplando la complejidad de aspectos que deben 
ser tenidos en cuenta en la protección de niñas y niños”. Como se mencionó previamente, 
no consta en el expediente información sobre las características o condiciones del centro 
de acogimiento donde estuvo internado Osmín Tobar Ramírez, por lo que en el siguiente 
acápite se analizará su institucionalización como una forma de acogimiento residencial, 
sin que ello implique una determinación u opinión favorable sobre la forma de acogimiento 
residencial que constituía. 

337. A efectos de determinar la necesidad del acogimiento residencial de Osmín Tobar 
Ramírez, se debe examinar si esta era la medida menos lesiva para sus derechos y la más 
acorde a su interés superior. Este Tribunal ya determinó que la separación de los hermanos 
Ramírez de su familia, mediante la declaración de abandono, no se realizó acorde a la 
legislación interna, ni demostró ser una medida necesaria para su interés superior. Por 
tanto, no encuentra necesario reiterar sus consideraciones sobre las distintas opciones de 
cuidado que pudieran haber brindado la familia extendida de los hermanos Ramírez. 
Asimismo, tomando en cuenta los hechos de este caso, en este acápite se analizará el 
acogimiento residencial como una medida temporal, sin analizar, como parte de la 
necesidad de la medida, otras opciones de cuidado de carácter permanente como la 
adopción. 

338. Sin perjuicio de ello, la Corte advierte que, cuando las niñas o niños son separados 
de sus familias, el Estado es responsable de proteger sus derechos y de procurarle un 
acogimiento alternativo adecuado, por medio de las entidades públicas competentes o las 
organizaciones debidamente habilitadas de la sociedad civil. El interés superior del niño 
debe ser la consideración principal al determinar la modalidad del acogimiento que 
otorgará el Estado. En este sentido, los Estados deben velar para que estén disponibles 
una serie de opciones de acogimiento alternativo y así poder decidir cuál es la más 
apropiada en cada caso concreto. 

339. La Convención sobre los Derechos del Niño establece que los Estados deben 
garantizar otros tipos de cuidado para los niños separados de su familia, entre ellos “la 
colocación en hogares de guarda, la kafala del derecho islámico, la adopción o de ser 
necesario, la colocación en instituciones adecuadas de protección de menores”, siempre 
prestando particular atención a la posibilidad de continuidad en la educación del niño y a 
su origen étnico, religioso, cultural y lingüístico. Al interpretar este derecho, el Comité de 
los Derechos del Niño ha señalado que “toda atención en instituciones sólo debe ser un 
último recurso”, con la finalidad exclusiva de proteger el interés superior del niño. En este 
sentido, ha indicado que: 

El Comité observa con preocupación que se recurre sistemáticamente a colocar a los niños en instituciones. 
El Comité reconoce que existe acuerdo general en que el entorno familiar ofrece posibilidades óptimas para 
el desarrollo armonioso del niño, pero entre la familia de origen y la colocación en instituciones hay que 
hallar soluciones intermedias. Estas soluciones podrían comprender la colocación tradicional en la familia o 
en la familia ampliada, los centros abiertos, la permanencia durante el día o la noche, el internamiento de 
urgencia, sistemas de estancia temporal, etc. Muchas de estas soluciones existen ya. 

340. Esta Corte considera que solo se debe recurrir a los centros de acogimiento 
residencial cuando medidas de cuidado en ámbitos familiares sean consideradas 
inadecuadas para la niña o el niño, y el acogimiento residencial sea un entorno 
“específicamente apropiado, necesario y constructivo para el niño interesado y redundase 
en favor de su interés superior”. Por tanto, la decisión debe basarse en un análisis 
individualizado de cada niño. 

341. De acuerdo a las Directrices sobre las modalidades alternativas de cuidado de los 
niños, acogidas por la Asamblea General de la Organización de Naciones Unidas, la 
determinación de la modalidad del acogimiento alternativo debe realizarse en “un 
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procedimiento judicial, administrativo o de otro tipo adecuado y reconocido, con garantías 
jurídicas, incluida, cuando corresponda, la asistencia letrada del niño en cualquier proceso 
judicial”. Asimismo, la decisión debería basarse en una evaluación rigurosa de la situación 
de cada caso, realizada por profesionales calificados, habiendo escuchado la opinión de la 
niña o el niño y de sus padres o tutores legales. Además, la niña o el niño y sus padres 
deben ser informados de las diferentes opciones de acogimiento alternativo disponible, de 
las consecuencias de cada opción y de sus derechos y obligaciones correspondientes. 

344. En el mismo sentido, la Corte advierte que, al ser internados en la casa hogar de la 
Asociación Los Niños, los hermanos Ramírez fueron separados por sus diferencias de edad. 
Tras esta separación no volvieron a estar juntos. Este Tribunal advierte que: 

[l]os hermanos que mantienen los vínculos fraternos en principio no deberían ser separados para confiarlos 
a distintos entornos de acogimiento alternativo, a menos que exista un riesgo evidente de abuso u otra 
justificación que responda al interés superior del niño. En cualquier caso, habría que hacer todo lo posible 
para que los hermanos puedan mantener el contacto entre sí, a no ser que ello fuera contrario a sus deseos 
o intereses. 

345. El Estado tendría que haber considerado qué tipo de cuidado alternativo podía 
utilizarse para asegurar, en la medida de lo posible, que los hermanos Ramírez no fueran 
separados. De considerarse necesario el acogimiento residencial, se ha debido considerar 
otras opciones distintas a la Asociación Los Niños, donde no se separara a los hermanos 
Ramírez debido a sus diferencias de edad. No consta que estas consideraciones hayan 
sido realizadas por las autoridades internas o por la propia casa hogar. No obstante, la 
Corte recuerda que los Estados deben asegurarse que las instituciones encargadas del 
cuidado o protección de los niños actúen en respeto de su interés superior. 

346. Por otra parte, la Corte recuerda que, durante el tiempo que Osmín Tobar Ramírez 
estuvo en la casa hogar de la Asociación Los Niños no se permitió a la señora Ramírez 
Escobar visitarlo. Además, la Corte advierte que, de acuerdo a la señora Ramírez Escobar, 
no se le informó en cuál casa hogar se encontraban sus hijos. No consta que la decisión 
de impedir las visitas de la señora Ramírez Escobar a sus hijos haya sido tomada tras 
realizar algún examen o análisis específico, mediante el cual se hubiera determinado que 
era mejor para el interés superior de Osmín Tobar Ramírez no recibir visitas de su madre 
o de otros familiares. Al respecto, la Corte reitera que la separación de un niño de su 
familia no debe impedir el contacto con sus padres de modo regular, salvo si es contrario 
al interés superior del niño. El hecho que un niño se encuentre bajo el cuidado del Estado 
no debería implicar que se pierdan las relaciones con su familia. 

347. Por último, este Tribunal advierte que la idoneidad de la institucionalización debe ser 
examinada regularmente. La Convención sobre los Derechos del Niño establece que: 

Los Estados Partes reconocen el derecho del niño que ha sido internado en un establecimiento por las 
autoridades competentes para los fines de atención, protección o tratamiento de su salud física o mental a 
un examen periódico del tratamiento a que esté sometido y de todas las demás circunstancias propias de 
su internación. 

348. En estos análisis periódicos se debe tener en cuenta el desarrollo personal y variación 
de las necesidades de la niña o niño para determinar si esta modalidad de acogimiento 
sigue siendo necesaria y adecuada. En el presente caso, en ningún momento del período 
de diecisiete meses que Osmín Tobar Ramírez permaneció institucionalizado, parece 
haberse examinado o cuestionado si dicho acogimiento residencial seguía siendo la medida 
idónea de cuidado alternativo. 

349. En virtud de las consideraciones anteriores, la Corte advierte que el Estado no 
demostró que el internamiento de Osmín Tobar Ramírez en un centro de acogimiento 
residencial fuera decidida tras descartar otras modalidades de cuidado alternativo que 
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pudieran haber sido idóneas para el caso concreto o necesario para garantizar su interés 
superior. Asimismo, tampoco demostró que era acorde al interés superior de Osmín Tobar 
Ramírez la separación de su hermano menor o la imposibilidad de recibir visitas de la 
señora Ramírez Escobar. Por tanto, el internamiento en la casa hogar de la Asociación Los 
Niños de Guatemala constituyó una restricción arbitraria del derecho a la libertad de Osmín 
Tobar Ramírez, en su sentido general, protegido por el artículo 7.1 de la Convención. 

350. Por otra parte, la Corte advierte que, para asegurar que el internamiento en estos 
centros residenciales no se convierta en privaciones de la libertad personal, en los 
términos de los artículos 7.2 y 7.3 descritos, o que las condiciones de las mismas sean 
acordes al bienestar general de las niñas y niños, el Estado debe regular, fiscalizar y 
supervisar las instituciones y centros de acogimiento residencial de niñas y niños. 

351. Los niños que son separados de sus familias quedan bajo la protección del Estado. 
El Estado debe asegurarse que las instituciones que tengan a cargo el cuidado de niñas y 
niños actúen acorde a sus derechos. Al respecto, la Convención sobre los Derechos del 
Niño establece que: 

Los Estados Partes se asegurarán de que las instituciones, servicios y establecimientos encargados del 
cuidado o la protección de los niños cumplan las normas establecidas por las autoridades competentes, 
especialmente en materia de seguridad, sanidad, número y competencia de su personal, así como en relación 
con la existencia de una supervisión adecuada. 

352. En el mismo sentido, el Comité de los Derechos del Niño ha señalado que los Estados 
deben garantizar que los albergues e instalaciones gestionados por el Estado y la sociedad 
civil sean seguros y de buena calidad. Además los Estados deben asegurarse que estas 
instituciones no aíslen a las niñas y niños, por ejemplo, asegurando que la educación, 
recreación y servicios de salud sean provistos fuera de la institución. 

353. Adicionalmente, las Directrices sobre las modalidades alternativas de cuidado de los 
niños, establecen que los centros de acogida en general, incluyendo las instituciones 
residenciales, “deben ser inscritos en el registro y habilitados para desempeñar sus 
actividades por los servicios de asistencia social u otra autoridad competente”. Esta 
habilitación debería ser revisada periódicamente. 

354. La Corte considera que, al estar los niños separados de sus familias bajo la protección 
del Estado, este tiene la obligación de prevenir que terceros interfieran indebidamente en 
el goce de sus derechos. Por tanto, los Estados tienen el deber de regular y fiscalizar todas 
las instituciones y centros de acogimiento residencial bajo su jurisdicción, como deber 
especial de protección de los derechos de los niños, independientemente de si la entidad 
que presta tales servicios es de carácter público o privado. 

355. La falta del deber de regular y fiscalizar genera responsabilidad internacional en 
razón de que los Estados son responsables tanto por los actos de las entidades públicas 
como privadas que tengan a cargo el cuidado de niños separados de sus familias, ya que 
bajo la Convención Americana los supuestos de responsabilidad internacional comprenden 
los actos de las entidades privadas que estén actuando con capacidad estatal, así como 
actos de terceros, cuando el Estado falta a su deber de regularlos y fiscalizarlos. […]  

357. La Corte concluye que el internamiento de Osmín Tobar Ramírez en un centro de 
acogimiento residencial constituyó una restricción a su libertad contraria a la Convención 
Americana, al no haberse demostrado que dicha medida era necesaria. Además, la 
separación de los hermanos Ramírez, la imposibilidad de visitas por parte de la señora 
Ramírez Escobar y la falta de revisión periódica de la idoneidad de dicha medida para el 
cuidado de Osmín Tobar Ramírez contribuyeron a la arbitrariedad de esta medida. Por 
último, la falta de regulación, supervisión y fiscalización de la Asociación Los Niños 
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demuestra que el Estado tampoco tomó medidas para asegurarse que el acogimiento 
residencial era llevado a cabo conforme a sus derechos como niño. Por tanto, el Estado 
violó el derecho a la libertad personal de Osmín Tobar Ramírez, consagrado en el artículo 
7.1 de la Convención, en relación con los artículos 11.2, 17.1, 19, 1.1 y 2 de la Convención. 

 

XI. DERECHO A LAS GARANTÍAS JUDICIALES 

Aspectos generales del artículo 8.1 CADH 

Consideraciones generales 

Corte IDH. Caso Blake Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 24 de enero de 1998. 
Serie C No. 36 

96. Este Tribunal considera que el artículo 8.1 de la Convención debe interpretarse de 
manera amplia de modo que dicha interpretación se apoye tanto en el texto literal de esa 
norma como en su espíritu, y debe ser apreciado de acuerdo con el artículo 29, inciso c) 
de la Convención, según el cual ninguna disposición de la misma puede interpretarse con 
exclusión de otros derechos y garantías inherentes al ser humano o que se deriven de la 
forma democrática representativa de gobierno. 

Corte IDH. Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 27 de noviembre de 2003. Serie C No. 103 

111. En lo que se refiere al hábeas corpus, esta Corte ha señalado en reiteradas 
oportunidades que ese recurso representa, dentro de las garantías judiciales 
indispensables, el medio idóneo para garantizar la libertad, controlar el respeto a la vida 
e integridad de la persona, e impedir su desaparición o la indeterminación de su lugar de 
detención, y para proteger al individuo contra la tortura y otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Bámaca Velásquez Vs. 
Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de noviembre de 2000. Serie C No. 70, párr. 192). 

118. En cuanto se refiere a los derechos consagrados en el artículo 8 de la Convención, la 
Corte ha establecido, inter alia, con base en el artículo 8.1, que es preciso que se observen 
todos los requisitos que “sirv[a]n para proteger, asegurar o hacer valer la titularidad o el 
ejercicio de un derecho”, es decir, las condiciones que deben cumplirse para asegurar la 
adecuada representación o gestión de los intereses o las pretensiones de aquellos cuyos 
derechos u obligaciones están bajo consideración judicial. (En similar sentido, ver entre otros: 
Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre 
de 2003. Serie C No. 101, párr. 202). 

120. En cuanto respecta a las garantías contempladas en los artículos 8.2 y 8.3 de la 
Convención Americana, observa el Tribunal que si bien parecen contraerse al amparo de 
personas sometidas a un proceso judicial (artículo 8.2) o inculpadas en el marco del mismo 
(artículo 8.3), a juicio de la Corte también se tienen que respetar en procedimientos o 
actuaciones previas o concomitantes a los procesos judiciales que, de no someterse a tales 
garantías, pueden tener un impacto desfavorable no justificado sobre la situación jurídica 
de la persona de que se trata. 
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Corte IDH. Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 20 de junio de 2005. Serie C No. 126 

66. La Convención no acoge un sistema procesal penal en particular. Deja a los Estados 
en libertad para determinar el que consideren preferible, siempre que respeten las 
garantías establecidas en la propia Convención, en el derecho interno, en otros tratados 
internacionales aplicables, en las normas consuetudinarias y en las disposiciones 
imperativas de derecho internacional. 

Corte IDH. Caso Maldonado Ordóñez Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C No. 311 

71. En lo que respecta a la aplicación de las garantías contenidas en el artículo 8 de la 
Convención Americana para procesos que no sean de naturaleza penal, la Corte recuerda 
que si bien esta disposición se titula “Garantías Judiciales”, su aplicación no se limita a los 
recursos judiciales en sentido estricto, sino al conjunto de requisitos que deben observarse 
en las instancias procesales a efectos de que las personas estén en condiciones de 
defender adecuadamente sus derechos ante cualquier tipo de acto del Estado que pueda 
afectarlos. Es decir, cualquier actuación u omisión de los órganos estatales dentro de un 
proceso, sea administrativo sancionatorio o jurisdiccional, debe respetar el debido proceso 
legal. 

72. Además, la Corte ha establecido que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 8.1 de 
la Convención, en la determinación de los derechos y obligaciones de las personas, de 
orden penal, civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter, se deben observar “las 
debidas garantías” que aseguren, según el procedimiento de que se trate, el derecho al 
debido proceso; y que el incumplimiento de una de esas garantías conlleva una violación 
de dicha disposición convencional. 

73. La Corte ha señalado que el artículo 8.1 de la Convención consagra los lineamientos 
del llamado “debido proceso legal”, que consiste en el derecho de toda persona a ser oída 
con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable por un juez o tribunal 
competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la 
sustanciación de cualquier acusación penal formulada en su contra o para la determinación 
de sus derechos. Mientras que el artículo 8.2 de la Convención establece, adicionalmente, 
las garantías mínimas que deben ser aseguradas por los Estados en función del debido 
proceso legal. Es un derecho humano el obtener todas las garantías que permitan alcanzar 
decisiones justas. Las garantías mínimas deben respetarse en el procedimiento 
administrativo y en cualquier otro procedimiento cuya decisión pueda afectar los derechos 
de las personas. 

74. Debido al alcance del artículo 8.2 de la Convención, la Corte se ha pronunciado en su 
jurisprudencia sobre la aplicabilidad del artículo 8.2 de la Convención Americana, entre 
otros, en el marco de dos casos relacionados con un juicio político y la destitución de 
magistrados del Tribunal Constitucional del Perú por el Congreso, y un juicio político contra 
vocales del Tribunal Constitucional ecuatoriano, así como en el ámbito del desarrollo 
procesos administrativos y laborales conducidos por el poder ejecutivo en contra de 
funcionarios públicos y ciudadanos. Además, en el caso Vélez Loor Vs. Panamá, la Corte 
aplicó el artículo 8.2.h respecto a la revisión de una sanción administrativa de privación 
de libertad, considerando que el “artículo 8.2.h de la Convención [...] consagra un tipo 
específico de recurso que debe ofrecerse a toda persona sancionada con una medida 
privativa de libertad, como garantía de su derecho a la defensa”. En estas sentencias, la 
Corte no ha limitado la aplicación del artículo 8.2 de la Convención Americana a procesos 
penales, sino la ha extendido, en lo pertinente, a procesos administrativos ante 
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autoridades estatales y a procesos judiciales de carácter no penal en el ámbito 
constitucional, administrativo y laboral; así mismo ha indicado que tanto en estas como 
en otro tipo de materias “el individuo tiene también derecho, en general, al debido proceso 
que se aplica en materia penal”. 

75. Del recuento de la jurisprudencia que ha desarrollado la Corte hasta al momento, se 
entiende que ésta ha considerado que las garantías del artículo 8.2 de la Convención no 
son exclusivas de los procesos penales, sino que además pueden ser aplicables a procesos 
de carácter sancionatorio. Ahora bien, lo que corresponde en cada caso es determinar las 
garantías mínimas que conciernen a un determinado proceso sancionatorio no penal, 
según su naturaleza y alcance. 

79. Atendiendo la naturaleza sancionatoria del proceso de destitución de la señora 
Maldonado a la que se ha hecho referencia y al resultado del mismo, en el cual fue 
adoptada una determinación que afectó los derechos de la presunta víctima, la Corte 
considera que las garantías procesales contempladas en el artículo 8 de la Convención 
Americana hacen parte del elenco de garantías mínimas que debieron ser respetadas para 
adoptar una decisión que no fuera arbitraria y resultara ajustada al debido proceso. 

Corte IDH. Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385 

147. La Corte recuerda que, en este caso en que se cuestiona lo actuado en el marco de 
un proceso penal, los órganos del sistema interamericano de derechos humanos no 
funcionan como una instancia de apelación o revisión de sentencias dictadas en procesos 
internos. Su función es determinar la compatibilidad de las actuaciones realizadas en 
dichos procesos con la Convención Americana. A esto se limita el Tribunal en la presente 
sentencia. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de junio de 2005. Serie C No. 126, párr. 62). 

148. La Corte destaca el deber que tienen los Estados de proteger a todas las personas, 
evitando los delitos, sancionar a los responsables de éstos y mantener el orden público, 
particularmente cuando se trata de hechos como los que dieron origen al proceso penal 
seguido contra el señor Ruíz Fuentes, que no solo comportan una lesión a los individuos, 
sino al conjunto de la sociedad, y merecen el más enérgico rechazo, más aún, cuando 
perjudican a niñas y niños. Sin embargo, la lucha de los Estados contra el crimen debe 
desarrollarse dentro de los límites y conforme a los procedimientos que permitan 
preservar tanto la seguridad pública como el pleno respeto a los derechos humanos de 
quienes se hallen sometidos a su jurisdicción. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Fermín 
Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de junio de 2005. Serie C No. 
126, párr. 63, y Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 
de septiembre de 2005. Serie C No. 133, párr. 55). 

Corte IDH. Caso Girón y otro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 390 

95. La Corte ha señalado que el derecho al debido proceso se refiere al conjunto de 
requisitos que deben observarse en las instancias procesales a efecto de que las personas 
estén en condiciones de defender adecuadamente sus derechos ante cualquier acto del 
Estado, adoptado por cualquier autoridad pública, sea administrativa, legislativa o judicial, 
que pueda afectarlos. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386, párr. 109, y Caso 
Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 387, párr. 103). 
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96. En términos convencionales el debido proceso se traduce centralmente en las 
“garantías judiciales” reconocidas en el artículo 8 de la Convención Americana. La referida 
disposición convencional contempla un sistema de garantías que condicionan el ejercicio 
del ius puniendi del Estado y que buscan asegurar que el inculpado o imputado no sea 
sometido a decisiones arbitrarias, toda vez que se deben observar “las debidas garantías” 
que aseguren, según el procedimiento de que se trate, el derecho al debido proceso. Desde 
el inicio de las primeras diligencias de un proceso deben concurrir las máximas garantías 
procesales para salvaguardar el derecho del imputado a la defensa. Asimismo, deben 
concurrir los elementos necesarios para que exista el mayor equilibrio entre las partes, 
para la debida defensa de sus intereses y derechos, lo cual implica, entre otras cosas, que 
rija el principio de contradictorio. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Valenzuela Ávila Vs. 
Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386, párr. 
110, y Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 387, párr. 104). 

Corte IDH. Caso Extrabajadores del Organismo Judicial Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 17 de noviembre 
de 2021. Serie C No. 445 

63. Esta Corte ha señalado de forma reiterada que, aunque el artículo 8 de la Convención 
Americana se titula “Garantías Judiciales”, su aplicación no se limita a recursos judiciales 
en sentido estricto, “sino [al] conjunto de requisitos que deben observarse en las 
instancias procesales” para que las personas puedan defenderse adecuadamente ante 
cualquier tipo de acto del Estado que pueda afectar sus derechos. De modo que cualquier 
actuación u omisión de los órganos estatales dentro de un proceso, sea administrativo 
sancionatorio o jurisdiccional, debe respetar el debido proceso legal.  

64. En ese sentido, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 8.1 de la Convención, en la 
determinación de los derechos y obligaciones de orden penal, civil, laboral, fiscal o de 
cualquier otro carácter, las personas tienen derecho a ser oídas, con las debidas garantías 
y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e 
imparcial, establecido con anterioridad por la ley. El incumplimiento de alguna de esas 
garantías implica la violación de dicha disposición convencional.  

65. De esta forma, en cualquier materia, inclusive en la laboral y la administrativa, la 
discrecionalidad de la administración tiene límites infranqueables, siendo uno de ellos el 
respeto de los derechos humanos. Asimismo, el Tribunal ha señalado que es exigible a 
cualquier autoridad pública, sea administrativa, legislativa o judicial, cuyas decisiones 
puedan afectar los derechos de las personas, que adopte dichas decisiones con pleno 
respeto de las garantías del debido proceso legal. Al respecto, el artículo 8 de la 
Convención consagra los lineamientos del debido proceso legal, que se refiere al conjunto 
de requisitos que deben observarse en las instancias procesales a efectos de que las 
personas estén en condiciones de defender adecuadamente sus derechos ante cualquier 
acto del Estado que pueda afectarlos.  

66. Por su parte, el artículo 8.2 de la Convención establece las garantías mínimas que 
deben ser aseguradas por los Estados en función del debido proceso legal. La Corte se ha 
pronunciado en su jurisprudencia sobre el alcance de este artículo y ha establecido que 
no se limita a procesos penales, sino que lo ha extendido, en lo pertinente, a procesos 
administrativos seguidos ante autoridades estatales y a procesos judiciales de carácter no 
penal en el ámbito constitucional, administrativo y laboral. Asimismo, ha señalado que, 
tanto en estas como en otro tipo de materias, “el individuo tiene también derecho, en 
general, al debido proceso que se aplica en materia penal”. Esto indica que las garantías 
del artículo 8.2 de la Convención no son exclusivas de los procesos penales, sino que 
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pueden ser aplicadas a procesos de carácter sancionatorio. Lo que corresponde en cada 
caso es determinar las garantías mínimas que conciernen a un determinado proceso 
sancionatorio no penal, según su naturaleza y alcance.  

67. En el caso bajo estudio, luego de la declaración de ilegalidad de la huelga, la Sala 
Primera de la Corte de Apelaciones de Trabajo y Previsión Social, por medio de resolución 
de 13 de mayo de mayo de 1996, fijó el término de veinte días al Organismo Judicial para 
aplicar el artículo 244 del Código de Trabajo, el cual prescribe que cuando una huelga sea 
declarada ilegal y los trabajadores la realizaren, el tribunal debe fijar al patrono un término 
de veinte días durante el cual éste, sin responsabilidad de su parte, podrá dar por 
terminados los contratos de trabajo de los laborantes que holgaren. La Sala expresamente 
advirtió, con respecto a la lista de los trabajadores que participaron en la huelga, que ésta 
“deberá establecerse administrativamente en forma precisa luego de una depuración de 
los listados que fueron aportados como prueba, pues del examen de los mismos se 
evidencian determinadas inexactitudes que podrían vulneran derechos de laborantes que 
no suspendieron labores y aparecen incluidos en el listado”.  

68. La Corte Suprema de Justicia, en su calidad de patrono de las personas trabajadoras 
del Organismo Judicial, emitió una resolución el 1 de septiembre de 1999, en donde 
decidió despedir de forma inmediata a 404 personas trabajadoras, incluyendo las 
presuntas víctimas de este caso. Entre las razones mencionadas para justificar esta 
decisión, la Corte tomó en cuenta “a) la actitud asumida por los trabajadores que 
realizaron la huelga vedó a la población el derecho y acceso a la justicia […], b) el 
desmedro sufrido por la justicia debido a la referida huelga ilegal constituyó un golpe al 
Estado de derecho. c) Los empleados que participaron en la huelga ilegal antepusieron 
intereses particulares, siendo el principal afectado, el pueblo de Guatemala […]”. Debido 
a ciertas inconsistencias en la lista de los trabajadores despedidos, la Corte Suprema debió 
emitir una segunda resolución el 6 de septiembre de 1999. 

69. De esta forma, las presuntas víctimas fueron destituidas sin ningún procedimiento 
previo, únicamente en aplicación de un acta que les imputó una conducta antijurídica y 
estableció como consecuencia el despido. Por consiguiente, el despido fue la sanción por 
haber participado en una huelga declarada ilegal, y por ello a las personas que fueron 
objeto de esta sanción de despido les son aplicables las garantías del debido proceso 
propias de los procesos sancionatorios, aunque su alcance pueda ser de diferente 
contenido o intensidad. Esta Corte considera entonces que las violaciones alegadas en 
este caso también deben analizarse a la luz de las garantías establecidas en el artículo 8.1 
y 8.2 literales b y c, esto es, el derecho a ser oído, el derecho a conocer previa y 
detalladamente la acusación formulada y del derecho a contar con el tiempo y los medios 
adecuados para la defensa, garantías que, a juicio de la Corte, son aplicables al caso 
concreto.  

70. En tal sentido, esta Corte ha desarrollado el derecho a ser oído protegido en el artículo 
8.1 de la Convención, en el sentido general de comprender el derecho de toda persona a 
tener acceso al tribunal u órgano estatal encargado de determinar sus derechos y 
obligaciones. Sobre este derecho, la Corte reitera que las garantías establecidas en el 
artículo 8 de la Convención Americana suponen que las víctimas deben contar con amplias 
posibilidades de ser oídas y actuar en los procesos respectivos, de manera que puedan 
formular sus pretensiones y presentar elementos probatorios y que éstos sean analizados 
de forma completa y seria por las autoridades antes de que se resuelva sobre hechos, 
responsabilidades, penas y reparaciones. Ahora bien, la Corte encuentra que, en el caso 
concreto, esta garantía implicaba que debía darse inicio a un procedimiento en relación 
con cada una de las presuntas víctimas para efectos de determinar si había efectivamente 
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participado en la huelga, durante el cual se garantizara su derecho de audiencia y de 
defensa.  

71. En relación con el derecho a conocer previa y detalladamente de la acusación 
formulada, previsto en el artículo 8.2.b de la Convención, la Corte ha establecido que este 
derecho implica que se haga una descripción material de la conducta imputada que 
contenga los datos fácticos recogidos en la acusación, que constituyen la referencia 
indispensable para el ejercicio de la defensa. De ahí que el acusado tenga derecho a 
conocer, a través de una descripción clara, detallada y precisa, los hechos que se le 
imputan. En el caso Barreto Leiva Vs. Venezuela, la Corte se refirió a esta garantía y 
señaló que, para satisfacerla “el Estado debe informar al interesado no solamente de la 
causa de la acusación, esto es, las acciones u omisiones que se le imputan, sino también 
las razones que llevan al Estado a formular la imputación, los fundamentos probatorios de 
ésta y la caracterización legal que se da a esos hechos”.  

72. Por otra parte, de acuerdo con la jurisprudencia de este Tribunal, el derecho a contar 
con el tiempo y los medios adecuados para preparar la defensa, contemplado en el artículo 
8.2.c de la Convención, obliga al Estado a permitir el acceso de la persona al conocimiento 
del expediente llevado en su contra e implica que se debe respetar el principio del 
contradictorio, que garantiza la intervención de la persona en el análisis de la prueba. 
Además, los medios adecuados para presentar la defensa comprenden todos los 
materiales y pruebas utilizados, así como los documentos exculpatorios. 

73. Las presuntas víctimas en esta causa no fueron sometidas a un procedimiento previo 
a la sanción de destitución que les permitiera conocer de antemano la conducta que se les 
imputaba y presentar pruebas de descargo, para ejercer efectivamente su defensa. 
Únicamente se les notificó de la decisión de la Corte Suprema, sin que se les diera la 
oportunidad de probar que no habían participado en el movimiento de huelga. Esta 
notificación, de acuerdo con las declaraciones de una de las presuntas víctimas, ni siquiera 
se hizo de forma personal.  

74. El Estado alegó que las personas trabajadoras tuvieron la oportunidad de ser oídos 
tanto en el procedimiento de declaratoria de ilegalidad de la huelga, como a través de los 
recursos que pudieron haber intentado contra el acto de despido. Sin embargo, cabe 
subrayar, con respecto al proceso de declaratoria de ilegalidad de la huelga, que el mismo 
no es un proceso que permite analizar la situación personal de cada una de las personas 
trabajadoras ni de su eventual participación o no en la misma. Con respecto a los recursos 
contra el acto de despido, la garantía analizada en este capítulo implica un procedimiento 
previo, que le permita a la persona trabajadora presentar prueba de descargo antes de 
que se tome la decisión sobre su despido. De esta forma, esta Corte coincide con la 
Comisión al considerar que el argumento conforme al cual no era necesario un 
procedimiento previo con las garantías del debido proceso, debido a que la causal de 
destitución estaba ya prevista en la normativa aplicable y era consecuencia directa de la 
declaratoria de ilegalidad de la huelga, no es motivo para privar a las personas 
trabajadoras de su posibilidad de defenderse sobre si se encontraban inmersos en la 
referida causal y si la misma debía comportar o no una sanción.  

75. Se desprende del Acta de la Corte Suprema de Justicia que no se tomó en cuenta la 
situación particular de cada persona trabajadora y que, a pesar de que la propia Sala 
Primera de la Corte de Apelaciones de Trabajo y Previsión Social advirtió de la necesidad 
de depurar las listas, las mismas no fueron examinadas, lo que implicó incluir a personas 
trabajadoras que no habían participado en la huelga, como lo demuestra la recontratación 
de por lo menos 28 de los peticionarios originales. De esta forma, al haber ejecutado los 
despidos por medio de una resolución que no tomó en cuenta la situación individual de 
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cada persona trabajadora, el empleador, en este caso la Corte Suprema de Justicia, no 
garantizó un debido proceso a las personas trabajadoras en donde pudieran presentar 
pruebas y ejercer su derecho a la defensa, previo al despido.  

76. Por consiguiente, esta Corte considera que el Estado, al haber despedido a las 65 
personas extrabajadoras del Organismo Judicial sin haberlas sometido a un procedimiento 
previo en donde pudieran conocer los cargos que se le imputaban y haber presentado 
pruebas de no haber participado en el movimiento de huelga, ejerciendo así su efectivo 
derecho de defensa, no respetó las garantías judiciales establecidas en los artículos 8.1, 
8.2.b. y 8.2.c. de la Convención Americana. 

Vinculación con el derecho de acceso a la justicia 

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212 

192. El Tribunal ha entendido que para que una investigación penal constituya un recurso 
efectivo para asegurar el derecho de acceso a la justicia de las presuntas víctimas, así 
como para garantizar los derechos que se han visto afectados, debe cumplirse con 
seriedad y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, y 
debe tener un sentido y ser asumida por los Estados como un deber jurídico propio y no 
como una simple gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal 
de la víctima o de sus familiares o de la aportación privada de elementos probatorios. (En 
similar sentido, ver entre otros: Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. 
Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 226, y Caso Bámaca 
Velásquez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de noviembre de 2000. Serie C No. 70, párr. 212). 

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328 

211. La Corte recuerda que, en virtud de la protección otorgada por los artículos 8 y 25 
de la Convención, los Estados están obligados a suministrar recursos judiciales efectivos 
a las víctimas de violaciones de los derechos humanos, que deben ser sustanciados de 
conformidad con las reglas del debido proceso legal. 

Corte IDH. Caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2017. 
Serie C No. 339 

147. De conformidad con la Convención Americana, los Estados Parte están obligados a 
suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de violaciones de los derechos 
humanos (artículo 25), recursos que deben ser sustanciados de conformidad con las reglas 
del debido proceso legal (artículo 8.1), todo ello dentro de la obligación general de 
garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención a toda 
persona que se encuentre bajo su jurisdicción (artículo 1.1). Asimismo, el derecho de 
acceso a la justicia debe asegurar, en un plazo razonable, el derecho de las presuntas 
víctimas o sus familiares a que se haga todo lo necesario para conocer la verdad de lo 
sucedido e investigar, juzgar y, en su caso, sancionar a los eventuales responsables. (En 
similar sentido, ver entre otros: Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie C No. 211, 
párrs. 104 y 105; Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C No. 307, párr. 142, y Caso 
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Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 312, párr. 233). 

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351 

250. Esta Corte ha declarado que la protección judicial constituye uno de los pilares 
básicos de la Convención Americana y del propio Estado de Derecho en una sociedad 
democrática. La Corte ha señalado que los artículos 8 y 25 de la Convención también 
consagran el derecho al acceso a la justicia, norma imperativa del Derecho Internacional. 
Asimismo, el principio de tutela judicial efectiva requiere que los procedimientos judiciales 
sean accesibles para las partes, sin obstáculos o demoras indebidas, a fin de que alcancen 
su objetivo de manera rápida, sencilla e integral. 

251. En atención a lo anterior, la jurisprudencia de la Corte ha trazado un estrecho vínculo 
entre los alcances de los derechos consagrados en los artículos 8 y 25 de la Convención 
Americana. De esta manera, se ha establecido que los Estados tienen la obligación de 
diseñar y consagrar normativamente recursos efectivos para la cabal protección de los 
derechos humanos, pero también la obligación de asegurar la debida aplicación de dichos 
recursos por parte de sus autoridades judiciales, en procedimientos con las garantías 
adecuadas y deben ser sustanciados de conformidad con las reglas del debido proceso 
legal. Así, un recurso judicial efectivo implica que el análisis por la autoridad competente 
no puede reducirse a una mera formalidad, sino que debe examinar las razones invocadas 
por el demandante y manifestarse expresamente sobre ellas. (En similar sentido, ver entre 
otros: Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 
19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 237). 

321. Sin perjuicio de lo anterior, esta Corte advierte que, en el presente caso, no se ha 
iniciado investigación administrativa o penal alguna por las irregularidades cometidas en 
los procesos de la declaratoria de abandono y posterior adopción de los hermanos 
Ramírez, a pesar de que algunas de estas irregularidades fueron reconocidas por las 
autoridades judiciales que resolvieron los recursos interpuestos por sus padres. Este 
Tribunal ha señalado reiteradamente que el derecho de acceso a la justicia debe asegurar, 
en un tiempo razonable, el derecho de las presuntas víctimas o sus familiares a que se 
haga todo lo necesario para conocer la verdad de lo sucedido, establecer las respectivas 
responsabilidades y sancionar a los responsables. La Corte considera que la falta de 
investigación de las irregularidades constatadas por las propias autoridades internas, 
aunada a los indicios resaltados previamente sobre la posibilidad de que se hubiera 
incurrido en trata de niños con fines de adopción, constituye una violación del derecho a 
acceso a la justicia, derivado de una interpretación conjunta de los artículos 8 y 25 de la 
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio 
de Flor de María Ramírez Escobar, Gustavo Tobar Fajardo y Osmín Tobar Ramírez. 

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359 

170. Por otro lado, la Corte ha señalado que, a la luz del artículo 8.1 de la Convención, 
toda persona tiene el derecho a ser oída por un órgano imparcial y competente, con las 
debidas garantías procesales, las que incluyen la posibilidad de presentar alegatos y 
aportar pruebas. Este Tribunal ha indicado que esa disposición convencional implica que 
el Estado garantice que la decisión que se produzca a través del procedimiento satisfaga 
el fin para el cual fue concebido. Esto último no significa que siempre deba ser acogido, 
sino que se debe garantizar su capacidad para producir el resultado para el que fue 
concebido. Asimismo, la Corte recuerda que el derecho de acceso a la justicia requiere 
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que la solución de una controversia sea resuelta en un plazo razonable, toda vez que una 
demora prolongada puede llegar a constituir, en ciertos casos, por sí misma, una violación 
de las garantías judiciales. 

Corte IDH. Caso Gómez Virula y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2019. Serie C No. 393 

64. La Corte ha expresado de manera reiterada que los Estados Partes están obligados a 
suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de violaciones de los derechos 
humanos (artículo 25), los cuales deben ser sustanciados de conformidad con las reglas 
del debido proceso legal (artículo 8.1), todo ello dentro de la obligación general, a cargo 
de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos 
por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción (artículo 1.1). (En 
similar sentido, ver entre otros: Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie C No. 211, 
párr. 104, y Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212, párr. 190). 

Garantías generales asociadas al artículo 8.1 CADH 

Derecho a ser juzgado por un juez o tribunal independiente e imparcial 

Corte IDH. Caso Villaseñor Velarde y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 5 de febrero de 2019. Serie C No. 374 

75. El caso, entonces, se refiere a posibles presiones externas sobre la actividad judicial 
susceptibles de afectar su independencia. Por ello, aunque la Corte, en el marco de su 
competencia y funciones, debe resolver la violación alegada a derechos de las presuntas 
víctimas, advierte que el caso se relaciona también con un aspecto central de Estado de 
Derecho. La independencia judicial es, en efecto, un principio ampliamente reconocido, un 
objetivo principal de la separación de los poderes públicos y uno de los “pilares básicos de 
las garantías del debido proceso”, resultando “indispensable para la protección de los 
derechos fundamentales”. […] 

83. La Corte ha señalado que “el ejercicio autónomo de la función judicial debe ser 
garantizado por el Estado”, siendo “la garantía de la independencia de los jueces” uno de 
“los objetivos principales que tiene la separación de los poderes públicos”. 

84. La garantía de independencia judicial “abarca la garantía contra presiones externas, 
de tal forma que el Estado debe abstenerse de realizar injerencias indebidas en el Poder 
Judicial o en sus integrantes” y adoptar acciones para evitar que tales injerencias sean 
cometidas por personas u órganos ajenos al poder judicial. En ese sentido, la Corte ha 
notado que “los Principios Básicos de Naciones Unidas [relativos a la Independencia de la 
Judicatura] disponen que los jueces resolverán los asuntos que conozcan [...] sin 
restricción alguna y sin influencias, alicientes, presiones, amenazas o intromisiones 
indebidas, sean directas o indirectas, de cualesquiera sectores o por cualquier motivo’”. 
De igual modo, “dichos Principios establecen que ‘[n]o se efectuarán intromisiones 
indebidas o injustificadas en el proceso judicial’”. 

85. Ahora bien, en cuanto a los hechos del caso, en primer lugar, la Corte advierte que 
algunos refieren a presentaciones judiciales cuestionando una decisión de un tribunal o 
recusando a la Jueza. Es claro que tales hechos no pueden considerarse, en sí mismo, 
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actos intimidatorios, pues forman parte del habitual funcionamiento de las instituciones 
judiciales. 

86. En segundo término, debe indicarse que otra serie de hechos involucran artículos de 
prensa u otras formas de manifestación, como así también denuncias contra la Jueza. La 
Corte advierte que puede existir una tensión entre el ejercicio de la libertad de expresión 
y la independencia judicial. En ese sentido, por una parte, la Corte ha destacado la 
importancia del ejercicio de la libertad de expresión en una sociedad democrática, 
inclusive respecto a actos de funcionarios públicos, quienes están más expuestos al 
escrutinio y a la crítica. De modo análogo, también resulta importante que los funcionarios 
públicos puedan ser denunciados o investigados por la posible comisión de actos ilícitos. 
Todo lo anterior, por otra parte, no implica que el honor de los funcionarios públicos no 
deba ser protegido, como tampoco que ciertas expresiones, por sus características, 
puedan resultar intimidatorias o constituir presiones indebidas sobre la actividad judicial. 

89. Sin perjuicio de todo lo anterior, este Tribunal advierte que, en el caso, se ha indicado 
una sucesión o conjuntos de hechos que pueden estar relacionados y que cabe examinar 
como el señalamiento de una situación, que podría evidenciar la existencia de presiones 
externas respecto de la actividad judicial de la señora Villaseñor. La Corte aprecia, 
además, que en el marco de la indicación de esa situación, se han hecho manifestaciones 
sobre actos que habrían implicado graves circunstancias de intimidación. En particular, 
hay señalamientos que expresan que en julio y agosto de 1994, o antes de septiembre de 
ese año, se presentaron varios hechos que habrían implicado amenazas (inclusive de 
secuestro de su hija), daños intencionales a los bienes de la Jueza, intentos de acceder a 
su domicilio, y actos de vigilancia. Entre tales hechos, se ha señalado que: en diversas 
ocasiones la Jueza recibió amenazas; varias veces destruyeron una llanta del automóvil 
de la señora Villaseñor; se intentó forzar la puerta de dicho vehículo; dos hombres 
intentaron ingresar a la casa de la Jueza; hubo presencia de personas fuera de esa 
residencia, a quienes se escuchó proferir expresiones amenazantes, inclusive amenazas 
de muerte, tales como “a esa vieja la tenemos que matar” u otras similares; dos hombres 
intentaron ingresar en la misma residencia, y que el 29 de agosto una persona asignada 
a la seguridad de la señora Villaseñor fue retenida, golpeada, drogada e interrogada sobre 
la actividad de la señora Villaseñor en causas judiciales. Además, se ha referido que los 
captores expresaron que “iban a matar” a quienes vivían en la residencia de la Jueza. Las 
indicaciones de las circunstancias señaladas se relacionan a una situación de inseguridad 
respecto de jueces o juezas en Guatemala. 

90. La reiteración y continuidad de los hechos debía haber llamado la atención del Estado, 
sin perjuicio de que no todos ellos hubiesen debido ser materia de investigación; pero 
queda claro que se trató de una continuidad intimidatoria o concatenada de hechos, que 
pone de relieve por lo menos la necesidad de agotar los esfuerzos para individualizar sus 
fuentes y motivaciones. 

91. La Corte ha dicho que, a fin de evitar “presiones externas” que afecten la 
independencia judicial, el Estado, “con relación a la persona del juez específico, debe 
prevenir dichas injerencias y debe investigar y sancionar a quienes las cometan”. Ahora 
bien, es evidente que para que surjan estos deberes, el Estado debe tomar conocimiento 
de los hechos pertinentes. Sobre el particular, Guatemala adujo que solo pudo recabar 
información sobre dos denuncias, una que refiere tres hechos, y otra que refiere uno, por 
lo que no pudo investigar hechos distintos a los señalados en las mismas. 

94. La Corte observa también que en múltiples oportunidades durante el trámite del caso 
o las medidas cautelares ante la Comisión se hicieron señalamientos sobre la comunicación 
de hechos a entidades o agentes estatales. Al respecto, advierte que la Comisión, en el 
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Informe de Fondo, asentó que, durante el trámite aludido, el Estado no controvirtió haber 
recibido diversas “denuncias” que “la peticionaria” indicó haber presentado. De modo 
adicional, cabe hacer notar que Guatemala, en el curso del trámite del caso y de las 
medidas cautelares ente la Comisión, recibió toda la información aludida en este párrafo 
y el anterior. 

95. Dado lo expuesto, la Corte concluye que el Estado tuvo conocimiento, por distintos 
medios, de todos los señalamientos de circunstancias fácticas que en esta Sentencia se 
refieren bajo el título “Hechos indicados como intimidatorios contra la señora Villaseñor”. 
Ese conocimiento se dio, al menos, desde el mes de julio de 1994, probablemente antes 
del día 25 del mismo. 

Corte IDH. Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. 
Serie C No. 387 

107. La Corte recuerda que el derecho a ser juzgado por un juez o tribunal imparcial es 
una garantía fundamental del debido proceso, debiéndose garantizar que el juez o tribunal 
en el ejercicio de su función como juzgador cuente con la mayor objetividad para enfrentar 
el juicio. Este Tribunal ha establecido que la imparcialidad exige que el juez que interviene 
en una contienda particular se aproxime a los hechos de la causa careciendo, de manera 
subjetiva, de todo prejuicio y, asimismo, ofreciendo garantías suficientes de índole 
objetiva que inspiren la confianza necesaria a las partes en el caso, así como a los 
ciudadanos en una sociedad democrática. La imparcialidad del tribunal implica que sus 
integrantes no tengan un interés directo, una posición tomada, una preferencia por alguna 
de las partes y que no se encuentren involucrados en la controversia. Ello puesto que el 
juez debe aparecer como actuando sin estar sujeto a influencia, aliciente, presión, 
amenaza o intromisión, directa o indirecta, sino única y exclusivamente conforme a -y 
movido por- el Derecho. 

108. Además, el Tribunal reitera que la imparcialidad personal de un juez debe ser 
presumida, salvo prueba en contrario. Para el análisis de la imparcialidad subjetiva, el 
Tribunal debe intentar averiguar las convicciones, intereses o motivaciones personales del 
juez en un determinado caso. En cuanto al tipo de evidencia que se necesita para probar 
la imparcialidad subjetiva, se debe tratar de determinar, por ejemplo, si el juez ha 
manifestado hostilidad o si ha hecho que el caso sea asignado a él por razones personales. 
Por su parte, la denominada prueba objetiva consiste en determinar si el juez cuestionado 
brindó elementos convincentes que permitan eliminar temores legítimos o fundadas 
sospechas de parcialidad sobre su persona. 

114. La Corte aprecia que, tanto la Comisión como las representantes, se limitaron a 
fundamentar la alegada inconvencionalidad respecto a la doble función del juez con base 
en la normativa procesal. Así, la Comisión argumentó que la doble función “resulta 
problemática frente a la garantía de imparcialidad”, ya que la propia regulación citada 
“evidencia que las funciones del juez de control implicaban necesariamente que dicha 
autoridad se formara, antes del juicio, una idea sobre los hechos y la manera en que los 
mismos encuadraban en determinado tipo penal”. Este Tribunal nota que la Comisión y 
las representantes no se refirieron a las actuaciones específicas de control realizadas por 
el juez H.S.H. en el caso concreto. Tampoco constan en el acervo probatorio ante este 
Tribunal actuaciones específicas que permitan a la Corte examinar la actuación del juez 
nacional y determinar si se garantizó o no la imparcialidad de éste. La Corte advierte que 
no basta que las partes enuncien la normativa para el fundamento de las alegadas 
violaciones, sino que tienen el deber de indicar y precisar además las actuaciones o 
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diligencias que el juzgador realizó concretamente en la etapa de control que 
eventualmente habrían causado una vulneración de los derechos de las presuntas 
víctimas. 

Derecho a ser oído 

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. 
Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63 

227. Por otra parte, del artículo 8 de la Convención se desprende que las víctimas de las 
violaciones de los derechos humanos, o sus familiares, deben contar con amplias 
posibilidades de ser oídos y actuar en los respectivos procesos, tanto en procura del 
esclarecimiento de los hechos y del castigo de los responsables, como en busca de una 
debida reparación. 

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351 

170. La Corte advierte que la obligación de escuchar a los niños y sus padres incluida en 
la ley coincide con el derecho a ser oído consagrado por la Convención Americana. Al 
respecto, este Tribunal ha señalado que el artículo 8.1 de la Convención consagra el 
derecho que ostentan todas las personas, incluidos las niñas y los niños, a ser oídos en 
los procesos en que se determinen sus derechos. 

171. Específicamente, respecto de niñas y niños, este Tribunal ha indicado que dicho 
derecho debe ser interpretado a la luz del artículo 12 de la Convención sobre los Derechos 
del Niño, que establece el derecho a ser oído, con el objeto de que la intervención de la 
niña o niño se ajuste a las condiciones de éste y no redunde en perjuicio de su interés 
genuino. En efecto, existe una relación directa entre el derecho a ser oído y el interés 
superior del niño. No es posible una aplicación correcta del interés superior del niño sin 
respetar su derecho a ser oído, el cual abarca el derecho de cada niño de expresar su 
opinión libremente en todos los asuntos que lo afectan y el subsiguiente derecho de que 
esas opiniones se tengan debidamente en cuenta, en función de la edad y madurez del 
niño. El Comité de los Derechos del Niño ha resaltado la importancia de que las niñas y 
los niños sean escuchados en los procesos donde se adopten decisiones de apartarlos de 
su familia porque son víctimas de abusos o negligencia en su hogar, como se alegó 
presuntamente ocurría en este caso por lo cual se llevó a cabo el proceso de declaración 
de abandono. 

172. La Corte reitera que las niñas y niños ejercen sus derechos de manera progresiva a 
medida que desarrollan un mayor nivel de autonomía personal. En consecuencia, el 
aplicador del derecho, sea en el ámbito administrativo o en el judicial, deberá tomar en 
consideración las condiciones específicas del menor de edad y su interés superior para 
acordar la participación de éste, según corresponda, en la determinación de sus derechos. 
En esta ponderación se procurará el mayor acceso del menor de edad, en la medida de lo 
posible, al examen de su propio caso. El derecho a ser oído además presupone que la niña 
o niño sea informado adecuadamente sobre sus derechos, las razones y consecuencias 
del proceso que se está llevando a cabo, así como que esta información sea comunicada 
de acuerdo a su edad y madurez. En este sentido, la Corte considera que las niñas y los 
niños deben ser informados de su derecho a ser oídos directamente o por medio de un 
representante, si así lo desean. 
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Plazo razonable 

Corte IDH. Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Fondo. Sentencia de 8 de marzo de 1998. Serie C No. 37 

152. Asimismo, de acuerdo con los criterios establecidos anteriormente por la Corte 
respecto de la consideración de la razonabilidad del plazo en procesos judiciales la Corte 
estima que en el presente caso el procedimiento, que aún continúa en la etapa de sumario, 
ha excedido en mucho el principio de plazo razonable consagrado en la Convención 
Americana. Lo mismo es aplicable al caso del señor Erik Leonardo Chinchilla, en el cual no 
existe evidencia de que el proceso respectivo haya sido iniciado en los tribunales de 
justicia. 

153. Las consideraciones del párrafo anterior se aplican únicamente respecto de las 
víctimas que fueron privadas de la vida y en relación con el procedimiento judicial que se 
inició para determinar la responsabilidad penal de quienes cometieron estos hechos, pero 
no en cuanto a las personas que también figuran en este caso y que fueron sometidas a 
procesos penales ordinarios, pues no está demostrado, ni tampoco lo alega la Comisión, 
que en estos últimos en particular, que han terminado, se hubiese infringido las garantías 
judiciales establecidas en el artículo 8 de la Convención. 

Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211 

134. Resulta preciso señalar que en otros casos relacionados con violaciones a derechos 
humanos en Guatemala, esta Corte ha constatado la demora indebida en el sistema 
judicial guatemalteco, así como de las violaciones del derecho al debido proceso. En este 
sentido, la Corte señaló respecto de las sentencias de los casos Myrna Mack Chang, Maritza 
Urrutia, Masacre Plan de Sánchez, Molina Theissen y Tiu Tojín, todos sobre violaciones a 
los derechos humanos durante el conflicto armado en Guatemala, que luego de 13, 11, 
22, 22 y 17 años, respectivamente, de ocurridos los hechos las obligaciones del Estado en 
cuanto a investigar y acabar con la impunidad continuaban insatisfechas, lo cual evidencia 
un patrón de demora judicial en Guatemala frente a la investigación de graves violaciones 
a derechos humanos. 

135. En el caso concreto la Corte ha constatado que, efectivamente el retardo injustificado 
en el proceso penal por más de 15 años es atribuible no solo al uso indiscriminado de 
recursos por parte de los imputados, sino a la falta de voluntad e interés de las autoridades 
judiciales del Estado que han conocido de los mismos, ya que no han tramitado 
debidamente numerosos recursos, y han sometido el caso al procedimiento establecido 
en la LRN, el cual se encuentra pendiente de decisión; todo lo cual ha provocado la 
paralización del proceso penal. Dicha situación ha constituido un retardo excesivo en la 
investigación, lo cual viola el plazo razonable y es atribuible al Estado. 

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212 

196. Además, para que la investigación sea conducida de manera seria, imparcial y como 
un deber jurídico propio, el derecho de acceso a la justicia requiere que se haga efectiva 
la determinación de los hechos que se investigan en tiempo razonable, por lo que en 
atención a la necesidad de garantizar los derechos de las personas perjudicadas, una 
demora prolongada podría llegar a constituir, por sí misma, una violación de las garantías 
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judiciales. Tanto más si es que en los casos de desaparición forzada el paso del tiempo 
guarda una relación directamente proporcional con la limitación –y en algunos casos, la 
imposibilidad- para obtener las pruebas y/o testimonios, dificultando y aún tornando 
nugatoria o ineficaz, la práctica de diligencias probatorias a fin de esclarecer los hechos 
materia de investigación, identificar a los posibles autores y partícipes, y determinar las 
eventuales responsabilidades penales. 

197. Este Tribunal considera que en el presente caso el tiempo transcurrido sobrepasa 
excesivamente un plazo que pueda considerarse razonable para que el Estado iniciara las 
correspondientes diligencias investigativas, máxime que a ese tiempo habrá que sumar el 
que tome la realización de la investigación que apenas se encuentra en su fase inicial, y 
el trámite del proceso penal con sus distintas etapas, hasta la sentencia firme. Esta falta 
de investigación durante tan largo período configura una flagrante denegación de justicia 
y una violación al derecho de acceso a la justicia de las presuntas víctimas. 

199. Aunado a lo anterior, en consideración del contexto en el cual ocurrió la desaparición 
forzada del señor Chitay Nech, esta Corte encuentra que los hechos del presente caso se 
enmarcan claramente en un patrón sistemático de denegación de justicia y de impunidad, 
ya que la investigación se encuentra en la fase inicial, por lo que aún no se han 
identificado, juzgado y eventualmente sancionado a los responsables ni se ha reparado a 
los familiares de la presunta víctima desaparecida. Al respecto, la impunidad ha sido 
definida por este Tribunal como “la falta en su conjunto de investigación, persecución, 
captura, enjuiciamiento y condena de los responsables de las violaciones de los derechos 
protegidos por la Convención Americana”. Asimismo, la Corte ha establecido que el Estado 
debe remover todos los obstáculos, de facto y de jure, que mantengan la impunidad, y 
que ésta debe ser erradicada mediante la determinación de las responsabilidades tanto 
generales –del Estado- como individuales –penales y de otra índole de sus agentes o de 
particulares-. 

200. Dado lo anterior, este Tribunal estima que, de conformidad con el artículo I.b) de la 
CIDFP, el Estado debe sancionar efectivamente y dentro de un plazo razonable a los 
responsables de las desapariciones forzadas que ocurran dentro de su jurisdicción, 
asegurando que se cumpla la naturaleza misma de la sanción y evitando la impunidad. La 
Corte observa que en el tiempo trascurrido desde la desaparición de Florencio Chitay hasta 
la fecha el Estado no ha cumplido con lo establecido en dicha disposición. 

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250 

230. En ese sentido, la Corte usualmente ha considerado los siguientes elementos para 
determinar la razonabilidad del plazo: a) complejidad del asunto; b) actividad procesal del 
interesado; c) conducta de las autoridades judiciales, y d) afectación generada en la 
situación jurídica de la persona involucrada en el proceso. No obstante, el Tribunal observa 
que han transcurrido aproximadamente 32 años desde que ocurrió la masacre de la capilla 
de Río, y 30 años desde que sucedieron las masacres de Xococ, Pacoxom, Los Encuentros 
y Agua. Como ya se señaló en esta Sentencia, las graves violaciones de derechos humanos 
sucedidas durante estas masacres deben ser investigadas de oficio. Guatemala es Estado 
Parte de la Convención Americana desde el 25 de mayo de 1978, por lo tanto, la obligación 
de investigar los hechos estaba vigente desde el momento mismo en que sucedieron las 
masacres, aunque ello es exigible ante esta Corte desde que el Estado aceptó la 
competencia contenciosa. No obstante, las primeras investigaciones se iniciaron en 1993, 
luego de que algunas de las presuntas víctimas presentaran denuncias ante las 
autoridades internas. En este sentido, las investigaciones se iniciaron 6 años después de 
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haber reconocido la competencia contenciosa de esta Corte. Si bien en el presente caso 
ya se ha condenado a algunos de los responsables de al menos una de las masacres, los 
hechos aún se encuentran en impunidad a más de 30 años de sucedidos. En consecuencia, 
para la Corte no es necesario realizar el análisis de los criterios mencionados dado que es 
evidente que las investigaciones relativas a las cinco masacres han sobrepasado cualquier 
parámetro de razonabilidad de duración. Por lo tanto, la Corte concluye que en virtud de 
que la investigación no se ha llevado a cabo dentro de un plazo razonable, el Estado es 
responsable por la violación de los derechos reconocidos en los artículos 8.1 y 25.1 de la 
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de dicho instrumento. 

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258 

153. La Corte usualmente ha considerado los siguientes elementos para determinar la 
razonabilidad del plazo: a) complejidad del asunto; b) actividad procesal del interesado; 
c) conducta de las autoridades judiciales, y d) afectación generada en la situación jurídica 
de la persona involucrada en el proceso. No obstante, en el presente caso, la Corte ha 
constatado que han transcurrido 25 años y 8 meses desde desde la fecha de 
reconocimiento de competencia del Tribunal hasta la presente fecha y más de siete años 
desde el descubrimiento del Archivo Histórico de la Policía Nacional, donde quedó 
plenamente acreditada la detención del señor García por funcionarios policiales en un 
“Operativo de Limpieza y Patrullaje” sin que todavía se hubiera determinado el paradero 
del señor García ni identificado y eventualmente sancionado a todos los responsables 
materiales e intelectuales. La Corte resalta que la investigación del presente caso no 
avanzó de su fase inicial hasta el 2009, 25 años después del inicio de la desaparición del 
señor García, a pesar de los múltiples recursos y denuncias presentadas por los familiares, 
los testigos que relataron haberlo visto detenido, las conclusiones de la CEH, la aparición 
del Diario Militar y el descubrimiento del Archivo Histórico de la Policía Nacional. En 
consecuencia, para la Corte no es necesario realizar el análisis de los criterios mencionados 
dado que es evidente que el tiempo transcurrido sobrepasa excesivamente el plazo que 
pudiera considerarse razonable para que el Estado investigara los hechos del presente 
caso, máxime si se tiene en cuenta que a ese tiempo se deberá sumar el tiempo que tome 
el procesamiento, individualización e identificación de otros posibles responsables y el 
trámite del proceso penal en sus distintas etapas, hasta la obtención de una sentencia 
firme. Esta falta de investigación durante tan largo período configura una flagrante 
denegación de justicia y una violación al derecho de acceso a la justicia de las víctimas. 
(En similar sentido, ver entre otros: Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 262). 

Corte IDH. Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277 

217. Por otra parte, en cuanto a la alegada vulneración del plazo razonable argumentado 
por las representantes, la Corte se remite a sus pronunciamientos anteriores en los que 
ha señalado que, para que la investigación sea conducida de manera seria, imparcial y 
como un deber jurídico propio, el derecho de acceso a la justicia requiere que se haga 
efectiva la determinación de los hechos que se investigan en tiempo razonable. Este 
Tribunal ha señalado que el “plazo razonable” al que se refiere el artículo 8.1 de la 
Convención se debe apreciar en relación con la duración total del procedimiento que se 
desarrolla hasta que se dicta la sentencia definitiva. La Corte considera que una demora 
prolongada, como la que se ha dado en este caso, constituye en principio, por sí misma, 
una violación a las garantías judiciales. (En similar sentido, ver entre otros: Caso de la Masacre 
de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
24 de noviembre de 2009. Serie C No. 211, párr. 132; Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) 
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Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 
253, párr. 261, y Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258, párr. 152). 

219. Además, hubo otros lapsos prolongados de ausencia de actividad. Así, de los hechos 
se desprende que no hubo actividad de investigación sustantiva entre el 21 de julio de 
2003 y el 19 de mayo de 2004, entre septiembre de 2004 y junio de 2005, entre febrero 
de 2007 y julio de 2009, y entre ese mes y diciembre de 2010. Asimismo, no ha sido 
allegada al Tribunal información sobre actuaciones de investigación efectuadas durante el 
año 2013. Es claro en el caso que, siendo el de investigar un deber de oficio que debe ser 
conducido por las autoridades estatales, la inactividad durante los lapsos mencionados 
responden a la conducta de aquéllas. En consecuencia, para la Corte no es necesario 
realizar el análisis de los criterios mencionados dado que es evidente que el tiempo 
transcurrido es atribuible a la conducta estatal, y sobrepasa excesivamente el plazo que 
pudiera considerarse razonable para que el Estado investigara los hechos del presente 
caso. Por lo tanto, los más de doce años que ha tomado la investigación excede los límites 
de la razonabilidad, máxime siendo que en la actualidad el caso se encuentra aún en la 
etapa preparatoria o de investigación. Esta falta de investigación durante tan largo período 
configura una flagrante denegación de justicia y una violación al derecho de acceso a la 
justicia de las víctimas. 

220. Lo anterior se refleja en que debido al tiempo transcurrido, más de doce años, el 
Juzgado de Primera Instancia de Mixco ha pedido información al Ministerio Público sobre 
el estado de la investigación, para emitir el acto conclusivo para presentar una acusación 
o petición de apertura a juicio. En respuesta a ello, el 21 de octubre de 2009 el Ministerio 
Público manifestó que “solicita[ba] [al Juzgado] dejar el caso en el estado que se 
encontraba [investigación]”, ya que se encontraba en proceso ante Corte Interamericana 
y tenía conocimiento del mismo la Comisión Presidencial Coordinadora de la Política del 
Ejecutivo en materia de Derechos Humanos (COPREDEH) y el Centro por la Justicia y 
Derecho Internacional (CEJIL), y que a esa fecha “[sería] uno de los casos que encabeza 
los Femicidios impunes en Guatemala”. Como se advierte, las razones señaladas por el 
Ministerio Público no obedecieron a cuestiones de orden investigativo. Ante otro pedido 
de dicho juzgado, en el año 2012 el Ministerio Público solicitó mantener abierto el proceso 
debido a que “la investigación estaba activa”. Del acervo probatorio se desprende que 
actualmente en la investigación no se ha identificado a responsable alguno ni se sigue 
alguna estrategia de investigativa de acuerdo a la prueba e indicios recabados que 
permitan el esclarecimiento del caso. Si bien esta Corte ha establecido que el deber de 
investigar es un deber de medios, no de resultados, ello no significa que la investigación 
pueda ser emprendida como “una simple formalidad condenada de antemano a ser 
infructuosa”. Al respecto, el Tribunal ha establecido que “cada acto estatal que conforma 
el proceso investigativo, así como la investigación en su totalidad, debe estar orientado 
hacia una finalidad específica, la determinación de la verdad y la investigación, 
persecución, captura, enjuiciamiento, y en su caso, la sanción de los responsables de los 
hechos”. 

221. Por otro lado, la Corte ha constatado que la señora Rosa Elvira Franco ha tenido 
acceso a la investigación y ha participado activamente en ésta a través de declaraciones, 
envío de escritos, presentación de información y consultas a los funcionarios encargados 
del caso, entre otros. Sin embargo, el Estado ha argumentado que dicha intervención de 
la señora Franco ha obstaculizado la investigación al aportar diversa información, 
contradictoria o inconsistente, que a su juicio no ha resultado útil. Al respecto, este 
Tribunal considera que dicho alegato del Estado es inadmisible para justificar una demora 
indebida en los procedimientos, ya que en la jurisdicción interna corresponde a los órganos 
competentes dirigir la investigación y encauzarla de acuerdo a las estrategias o líneas de 
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investigación determinadas por ellos para el esclarecimiento de los hechos y, en todo caso, 
la investigación debe ser impulsada de oficio, sin que sean las víctimas o sus familiares 
quienes tengan la carga de asumir tal iniciativa, que corresponde al Estado. . 

222. De lo expuesto, la Corte concluye que el lapso de más de doce años que ha demorado 
la justicia interna sólo en la fase de investigación de los hechos sobrepasa excesivamente 
un plazo que pueda considerarse razonable para que el Estado realizara las 
correspondientes diligencias investigativas, y constituye una flagrante denegación de 
justicia. Por consiguiente, el presente caso se encuentra en un estado de impunidad en el 
que no han sido identificados ni, en su caso, sancionados los responsables del homicidio 
de María Isabel y sus familiares no han podido conocer la verdad de los hechos. La 
obligación del Estado de investigar debe cumplirse diligentemente para evitar la impunidad 
y que este tipo de hechos vuelvan a repetirse. 

Corte IDH. Caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2017. 
Serie C No. 339 

183. Finalmente, la Corte recuerda que el derecho de acceso a la justicia requiere que se 
haga efectiva la determinación de los hechos que se investigan en un plazo razonable. 
Este Tribunal ha señalado que el “plazo razonable” al que se refiere el artículo 8.1 de la 
Convención se debe apreciar en relación con la duración total del procedimiento que se 
desarrolla hasta que se dicta la sentencia definitiva. Al respecto, en el presente caso se 
ha constatado un lapso de diez años sin actividad por parte del Ministerio Público y el caso 
permanece en etapa de investigación a más de 17 años desde la desaparición de la señora 
Mayra Gutiérrez. Por tanto, es evidente que no se ha cumplido con el deber de investigar 
en un plazo razonable. 

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351 

258. Respecto de procedimientos administrativos y judiciales que conciernen la protección 
de los derechos humanos de niñas y niños, particularmente aquellos procesos judiciales 
relacionados con la adopción, la guarda y la custodia de niñas y niños que se encuentra 
en su primera infancia, la Corte ha establecido que deben ser manejados con una diligencia 
excepcional por parte de las autoridades. Asimismo, la Corte ha indicado que, debido al 
particular grado de afectación que podría suponer este tipo de procesos en una niña o un 
niño, es particularmente importante hacer hincapié en que la duración del proceso hasta 
la adopción de la decisión final debe respetar un plazo razonable, lo que contribuye a 
mantener la situación de incertidumbre por el menor tiempo posible generando el menor 
impacto a la integridad física, psíquica y emocional de la niña o el niño. Sin embargo, la 
duración debe extenderse lo suficiente como para garantizar que la niña o el niño sea 
adecuadamente oído y su interés superior garantizado. En este sentido, no se puede 
afectar los derechos de la niña o niño con base en justificaciones de mera celeridad del 
proceso. 

260. Con respecto a los dos primeros elementos, la Corte considera que los procesos 
involucrados en este caso, si bien son de gran relevancia y requieren de un cuidado 
especial, no presentan especiales complejidades ni son inusuales para las autoridades 
involucradas. Si bien los continuos traslados del expediente entre los distintos juzgados 
pudo haber complejizado la tramitación del recurso, dicha circunstancia es atribuible al 
Estado, por lo cual no puede por sí mismo justificar la demora en la tramitación del 
recurso. Por otra parte, este Tribunal constata que nada en el expediente indica que la 
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actividad procesal de los interesados haya obstaculizado o demorado la resolución de los 
recursos sino que, por el contrario, los recursos se iniciaron y continuaron por iniciativa e 
impulso de las víctimas, quienes participaron activamente haciendo todo lo posible para 
avanzar en la resolución de los mismos. Sin perjuicio de lo anterior, se destaca que, en 
casos como el presente, la responsabilidad de acelerar el procedimiento recae sobre las 
autoridades estatales, en consideración del deber de especial protección que deben 
brindar a los niños por su condición de menores de edad, y no en la actividad procesal de 
sus padres. 

261. En cuanto a la conducta de las autoridades, la Corte constata que transcurrieron más 
de tres años desde que la señora Ramírez Escobar solicitó por primera vez la revisión de 
la decisión de abandono hasta que se le concedió a ambos padres una genuina oportunidad 
de cuestionar la situación jurídica de sus hijos, cuando ya las violaciones se habían 
configurado de manera casi irreversible en tanto los niños ya habían sido dados en 
adopción en el extranjero. En ese período de más de tres años y en cuatro oportunidades 
distintas, los juzgados a cargo declararon sin lugar el recurso u ordenaron el archivo de 
las diligencias, sin atender o resolver las solicitudes y argumentos de la señora Ramírez 
Escobar. No fue sino hasta el 20 de junio de 2000, cuando se dejó sin valor todo lo actuado 
desde agosto de 1997 hasta octubre de 1999, que las autoridades judiciales internas 
reconocieron que las solicitudes realizadas por la señora Ramírez Escobar desde octubre 
de 1997 no habían sido resueltas, es decir, dos años y ocho meses después de ser 
planteadas. Posteriormente, después que finalmente el proceso había avanzado un poco, 
se realizaron una serie de diligencias, se abrió una etapa probatoria y se concedió a los 
padres la oportunidad de demostrar su idoneidad para cuidar a los niños, la autoridad 
judicial buscó escuchar a los hermanos Ramírez. Sin embargo, por desconocimiento de las 
formas correctas para librar una carta rogatoria a los Estados Unidos de América, el 
proceso no avanzó y permaneció inactivo desde octubre de 2001 hasta junio de 2002. 
Este conjunto de actuaciones no reflejan la especial diligencia que deben observar las 
autoridades judiciales en la tramitación de asuntos que conciernen la protección de los 
derechos humanos de niñas y niños. Por otra parte, la Corte resalta que este recurso fue 
conocido al menos por nueve juzgados distintos debido a múltiples excusas presentadas 
por los jueces y una recusación, por lo que fue sometido a constantes traslados del 
expediente y cambios de juzgados, lo cual no es propicio para garantizar una adecuada 
diligencia en la resolución del recurso. 

262. La observancia de las disposiciones legales y la diligencia en los procedimientos 
judiciales son elementos fundamentales para proteger el interés superior del niño en los 
procesos que les conciernen. En el presente caso, la conducta de las autoridades careció 
de la más mínima diligencia. Por el contrario, se caracterizó por un procesamiento 
formalista de oficios y documentos en el que se resolvía, sin atención a los alegatos 
formulados, lo cual ocasionó en más de una oportunidad la anulación de actuaciones 
judiciales, y sin consideración de los derechos en litigio o la afectación que la demora 
podía generar en las personas involucradas. Esta Corte ha establecido que si el paso del 
tiempo incide de manera relevante en la situación jurídica del individuo, resultará 
necesario que el procedimiento avance con mayor diligencia a fin de que el caso se 
resuelva en un tiempo breve. En casos que involucran la guarda y custodia de niños, el 
retraso en las decisiones judiciales genera afectaciones significativas y muchas veces 
irreversibles e irremediables. 

263. Con base en todo lo anterior, la Corte concluye que la duración de más de tres años 
para conceder la revisión de la situación jurídica de los niños y de más de cinco años hasta 
su archivo sobrepasó el plazo que pudiera considerarse razonable para la resolución de 
este tipo de recursos, por lo que ello constituye una violación del artículo 8.1 de la 
Convención, en relación con los artículos 1.1, 11.2 y 17.1 del mismo instrumento, en 
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perjuicio de Flor de María Ramírez Escobar, Gustavo Tobar Fajardo y su hijo Osmín Tobar 
Ramírez, así como en relación con el artículo 19 de la misma en perjuicio de este último. 

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356 

93. Estando determinado todo lo anterior, debe la Corte verificar si se cumplió o no con 
la garantía judicial de plazo razonable. A efectos de analizar el plazo, en términos 
generales, la Corte debe considerar la duración global de un proceso hasta el dictado de 
sentencia definitiva, sin perjuicio de que en ciertas situaciones puede ser pertinente una 
valoración específica de sus distintas etapas. 

95. En cuanto a la primera etapa, la Corte destaca, por una parte, que hasta la emisión 
de una sentencia condenatoria, el proceso se desarrolló en un periodo cercano a tres años 
y medio, que en este caso concreto a priori no parece excesivo. Por otra parte, la Corte 
no determinó faltas a la debida diligencia que se cometieran durante el tiempo respectivo, 
en el curso del cual no se advierten demoras prolongadas. Por ende, este Tribunal 
considera que no hubo una dilación indebida y que no es necesario examinar cada uno de 
los elementos referidos en su jurisprudencia para determinar la razonabilidad del tiempo 
en que se desarrolla el proceso. 

96. Respecto de la segunda etapa antes aludida, la Corte nota que después de la referida 
decisión de 12 de abril de 2000, en mayo del mismo año el expediente fue trasladado al 
Tribunal de Sentencia de Cobán, para la celebración de un nuevo juicio. No fue aportada 
prueba sobre trámites efectuados con posterioridad a ello, pero sí consta que el 3 de julio 
de 2003 inició el debate oral, luego del cual el 8 de julio de 2004 se emitió una sentencia 
condenatoria. Este Tribunal considera que no cuenta con elementos ni argumentos 
suficientes que le permitan determinar demoras excesivas. Luego del 8 de julio de 2004 
se desarrollaron actuaciones derivadas de la presentación de recursos interpuestos por los 
condenados, y no se advierten dilaciones excesivas imputables al Estado hasta que el 23 
de septiembre de 2005 la condena quedase firme. 

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359 

180. La Comisión y los representantes alegaron que el Estado habría violado el plazo 
razonable establecido en el artículo 8.1. Al respecto, este Tribunal ha reiterado que la 
evaluación del plazo razonable se debe analizar en cada caso concreto, en relación con la 
duración total del proceso, desde el primer acto procesal hasta que se dicta sentencia 
definitiva. De esta manera, ha considerado cuatro elementos para analizar si se cumplió 
con la garantía del plazo razonable, a saber: i) la complejidad del asunto, ii) la actividad 
procesal del interesado, iii) la conducta de las autoridades judiciales, y iv) la afectación 
generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso. La Corte 
recuerda que corresponde al Estado justificar, con fundamento en los criterios señalados, 
la razón por la cual ha requerido del tiempo transcurrido para tratar los casos y, en la 
eventualidad de que éste no lo demuestre, la Corte tiene amplias atribuciones para hacer 
su propia estimación al respecto. 

182. Este Tribunal ha tenido en cuenta diversos criterios para determinar la complejidad 
de un proceso. Entre ellos, la complejidad de la prueba, la pluralidad de sujetos procesales 
o la cantidad de víctimas, el tiempo transcurrido desde la violación, las características del 
recurso consagradas en la legislación interna y el contexto en el que ocurrió la violación. 
En el presente caso, la Corte observa que, en el marco de la acción de amparo, existía 
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cierto nivel de complejidad respecto a la pluralidad de accionantes y debido al contexto 
en el que desarrolló dicho recurso, pues se trata de personas que viven con el VIH, por lo 
que su salud y su vida son derechos que se encontraban de por medio. La Corte considera 
que esas características complejizan el análisis de fondo del asunto, así como su trámite. 

183. Respecto a la actividad procesal de los interesados, la Corte nota que existió un 
impulso procesal promovido por las presuntas víctimas y que no hay información sobre 
actividades destinadas a obstaculizar la acción de amparo. Tomando en cuenta lo anterior, 
no es posible concluir que existió dilación por parte de los accionistas del amparo. 

184. En atención a la conducta de las autoridades judiciales, la Corte advierte que la acción 
de amparo fue interpuesta el 26 de julio de 2002. Con posterioridad, mediante auto de 18 
de octubre, la Corte de Constitucionalidad otorgó un término común a las partes por 
cuarenta y ocho horas para la exposición de sus alegatos de audiencia. Concluido dicho 
plazo, mediante sentencia, el 29 de enero de 2003, declaró simplemente improcedente la 
acción de amparo promovida. Al respecto, la Corte advierte que no existe evidencia acerca 
de inactividad procesal de las autoridades, o de la comisión de actos que podrían haber 
dilatado el proceso. 

185. En referencia al cuarto elemento, la Corte ha dicho que para determinar la 
razonabilidad del plazo se debe tomar en cuenta la afectación generada por la duración 
del procedimiento en la situación jurídica de la persona involucrada en el mismo, 
considerando, entre otros elementos, la materia de la controversia. Así, el Tribunal ha 
establecido que si el paso del tiempo incide de manera relevante en la situación jurídica 
del individuo, resultará necesario que el procedimiento se desarrolle con mayor prontitud 
a fin de que el caso se resuelva en un tiempo breve. En el presente caso, la Corte considera 
relevante recordar que el amparo intentado por las presuntas víctimas involucraba 
personas que viven con el VIH que dependían de atención médica para evitar afectaciones 
a su salud, su integridad personal y a su vida, lo cual implicaba una obligación reforzada 
de respeto y garantía de sus derechos. La Corte considera que en la resolución del recurso 
intentado las autoridades tuvieran en cuenta la vulnerabilidad y el riesgo de afectación a 
los derechos en juego para las presuntas víctimas. 

186. Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte considera que se encuentra suficientemente 
probado que la prolongación del proceso en este caso, dadas sus características, incidió 
en la situación jurídica de las personas accionantes, pues derivado del retraso en la 
resolución del caso también se retrasó la posibilidad de entrega de antirretrovirales lo cual 
generó un riesgo para sus derechos a la salud, a la integridad personal y a la vida. En 
consecuencia, en atención a la duración y las características del proceso, así como de la 
actuación de las presuntas víctimas y de las autoridades, y al hecho de que el paso del 
tiempo influyó en la situación jurídica de los accionantes, la Corte concluye que el trascurso 
de aproximadamente 6 meses en la sustanciación de la acción de amparo intentada por 
las 13 presuntas víctimas constituyó una violación al plazo razonable que plantea el 
artículo 8.1 de la Convención Americana. 

Corte IDH. Caso Gómez Virula y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2019. Serie C No. 393 

86. La Corte ha señalado que el derecho de acceso a la justicia implica la realización de 
todo lo necesario para conocer la verdad de lo sucedido y sancionar a los responsables se 
haga en un plazo razonable. Este Tribunal ha señalado que el “plazo razonable” al que se 
refiere el artículo 8.1 de la Convención se debe apreciar en relación con la duración total 
del procedimiento que se desarrolla hasta que se dicta la sentencia definitiva. Conforme 
a lo anterior, resulta necesario determinar si la falta de conclusión de la investigación 
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resulta justificada de acuerdo a las circunstancias del caso, o si se debe a una dilación 
indebida atribuible al Estado. 

87. Es[t]e Tribunal ha considerado que una demora prolongada en la investigación, como 
la que se ha dado en este caso, constituye por sí misma, una violación a las garantías 
judiciales. La Corte nota que las diligencias de investigación realizadas por el Estado por 
la muerte del señor Gómez Virula iniciaron el 19 de marzo de 1995, sin que a la fecha se 
haya individualizado a alguna persona como responsable o se haya determinado la verdad 
de lo sucedido. En ese sentido, este Tribunal debe examinar si una demora de más de 24 
años en la investigación resulta justificada. 

88. Los elementos que esta Corte ha establecido para poder determinar la razonabilidad 
del plazo son: a) complejidad del asunto; b) actividad procesal del interesado; c) conducta 
de las autoridades judiciales, y d) la afectación generada en la situación jurídica de la 
persona involucrada en el proceso. La Corte recuerda que corresponde al Estado justificar, 
con fundamento en los criterios señalados, la razón por la cual ha requerido del tiempo 
transcurrido para tratar los casos y, en la eventualidad de que éste no lo demuestre, la 
Corte tiene amplias atribuciones para hacer su propia estimación al respecto. (En similar 
sentido, ver entre otros: Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351, párr. 257). 

89. En el presente caso han transcurrido 24 años de la muerte del señor Gómez Virula, 
sin que se haya esclarecido lo ocurrido a la presunta víctima, ni actuado con la debida 
diligencia necesaria para que sea posible esclarecerlo. Tampoco ha sido presentada por 
parte del Estado una justificación razonable en relación con la duración de la investigación. 
Por tanto, la Corte concluye que las autoridades judiciales excedieron el plazo razonable 
del proceso. 

Deber de motivación 

Corte IDH. Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 312 

247. Ciertamente en este caso el objeto de lo solicitado mediante los referidos incidentes 
era la libertad anticipada, en los que se alegaba la existencia de una enfermedad terminal 
o una situación extraordinaria. Es decir, ante determinada situación informada, el juez 
debía decidir si otorgaba un beneficio de redención de pena y la consecuente libertad 
anticipada. De este modo, es necesario aclarar que lo señalado anteriormente no significa 
que los jueces de ejecución estén obligados a decidir en todos los casos por la libertad de 
la persona privada de libertad. Lo relevante es que los jueces de ejecución actúen con la 
mayor vigilancia y debida diligencia en función de las particulares necesidades de 
protección de la persona privada de libertad y los derechos en cuestión, particularmente 
si la enfermedad puede complicarse o agravarse ya sea por las circunstancias propias de 
la persona, por falta de capacidad institucional de atender la situación o por negligencia 
de las autoridades penitenciarias encargadas. Lo anterior implica que, en ejercicio de un 
adecuado control judicial de las garantías de las personas privadas de libertad, los jueces 
de ejecución deben adoptar sus decisiones con base en la más amplia valoración de 
elementos probatorios, particularmente periciales y de carácter técnico, incluidas visitas 
o inspecciones al centro penitenciario para verificar la situación planteada. De este modo, 
sea cual sea la decisión finalmente tomada, la misma debe reflejarse en un adecuado 
razonamiento y debida motivación. 
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248. Para este Tribunal, una exposición clara de una decisión constituye parte esencial de 
una correcta motivación de una resolución judicial, entendida como “la justificación 
razonada que permite llegar a una conclusión”. En este sentido, la Corte ha considerado 
que el deber de motivar las resoluciones es una garantía vinculada con la correcta 
administración de justicia, que otorga credibilidad de las decisiones jurídicas en el marco 
de una sociedad democrática. Por ello, las decisiones que adopten los órganos internos 
que puedan afectar derechos humanos deben estar debidamente fundamentadas, pues de 
lo contrario serían decisiones arbitrarias. En este sentido, la argumentación de un fallo y 
de ciertos actos administrativos deben permitir conocer cuáles fueron los hechos, motivos 
y normas en que se basó la autoridad para tomar su decisión. Además, debe mostrar que 
han sido debidamente tomados en cuenta los alegatos de las partes y que el conjunto de 
pruebas ha sido analizado. Por todo ello, el deber de motivación es una de las “debidas 
garantías” incluidas en el artículo 8.1 para salvaguardar el derecho a un debido proceso, 
no sólo del imputado sino, en casos como el presente, también de la persona privada de 
libertad en relación con su derecho de acceso a la justicia. 

249. En este caso, la Corte no se pronuncia acerca de la decisión, como tal, de no otorgar 
la libertad solicitada mediante los incidentes planteados, los cuales fueron resueltos luego 
de evacuados una serie de elementos probatorios de carácter técnico-profesional y pericial 
médico. Sin embargo, al observar el fundamento de lo decidido, se constata que el juez 
de ejecución se limitó a establecer si la señora Chinchilla padecía o no una enfermedad 
terminal para determinar si procedía la libertad anticipada o no. En este sentido, no consta 
en las resoluciones una fundamentación adecuada de la decisión, particularmente en la 
valoración o ponderación de los elementos sobre la naturaleza y riesgos de la enfermedad 
o discapacidad y el tratamiento debido, aun cuando tenía varios criterios técnicos médicos 
y de otras disciplinas discordantes acerca del carácter terminal de la enfermedad y de la 
capacidad real del COF para otorgarle tratamiento debido en forma regular y en caso de 
emergencia. Además, tenía el criterio del médico del COF y de su equipo multidisciplinario 
que expresamente señalaban la incapacidad institucional de asegurar su tratamiento y la 
necesidad de otorgarle la libertad anticipada. 

250. Así, los criterios técnicos indicaban, por un lado, que la enfermedad podía ser tratada 
de forma ambulatoria (es decir, dentro del COF) siempre que se asegurara el tratamiento 
debido y, por otro, que tenía carácter terminal o que no estaba claro si el COF podía 
asegurar tal tratamiento. Por ejemplo, en el primer incidente el médico forense señaló un 
“cuadro de enfermedad terminal” y, aunque los médicos del Hospital SJD, del COF y del 
Ministerio Público coincidieron en que la diabetes como tal no es terminal, éste último 
señaló que “la enfermedad arterioesclerótica del miembro inferior izquierdo esta[ba] en 
una fase avanzada” y, por su parte, el médico del Organismo Judicial emitió su criterio en 
contrario respecto de la diabetes, entendiendo como enfermedad terminal aquella que “en 
un momento determinado puede llevar como última consecuencia la muerte”. No 
obstante, en su decisión el juez se limitó a expresar que la diabetes “no debe ser 
considerada en este momento como una enfermedad terminal”, sin valorar el diagnóstico 
de los padecimientos relacionados y sin ponderar los criterios médicos o explicar las 
razones por las cuales se separaba del criterio médico que calificaba la enfermedad o sus 
posibles consecuencias fatales en otros términos. El juez tampoco se pronunció sobre la 
capacidad institucional del COF de atender la situación planteada. Además, en varios de 
los informes los médicos expresaron que desconocían si el COF podía o no brindar el 
tratamiento, ya que no conocían el centro y la asistencia médica que allí se prestaba, ni 
quien le proporcionaba el medicamento a la señora Chinchilla, a pesar de lo cual el juez 
de ejecución no se constituyó en el COF para verificar lo que le era señalado, ni adoptó 
otra medida para que los peritos médicos evacuaran in situ sus dudas. El juez tampoco se 
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pronunció respecto de las dificultades expresadas por la presunta víctima para mantener 
condiciones dignas de detención en el COF en razón de su condición de discapacidad. 

255. En conclusión, no consta en las resoluciones del juzgado de ejecución de la pena una 
debida fundamentación, particularmente en la valoración o ponderación de los elementos 
sobre la naturaleza y riesgos de la enfermedad o discapacidad y el tratamiento debido a 
la presunta víctima. El juez de ejecución no adoptó otras medidas para verificar lo que le 
era señalado o para que los peritos médicos evacuaran in situ sus dudas, ni se pronunció 
respecto de las dificultades expresadas por la presunta víctima en razón de su condición 
de discapacidad. Así, más allá de las posibilidades formales de los incidentes intentados 
por la señora Chinchilla, los recursos intentados ante el juzgado segundo de ejecución 
penal no fueron efectivos para canalizar sus denuncias sobre el evidente y comprobado 
deterioro progresivo de salud y las necesidades de proveerse de condiciones de detención 
compatibles con su dignidad, pues el juez tampoco adoptó medida correctiva alguna para 
buscar una solución integral a su situación, asegurando que no se tradujeran en 
condiciones de detención más gravosas y de mayor sufrimiento físico o psíquico que 
pudieran atentar contra su integridad personal o su vida. 

256. Por las razones anteriores, la Corte considera que el Estado es responsable por el 
incumplimiento de su obligación de garantizar un adecuado acceso a la justicia en relación 
con los derechos a la integridad personal y a la vida, en los términos de los derechos a las 
garantías judiciales y a la protección judicial, reconocidos en los artículos 8.1 y 25 de la 
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio 
de la señora María Inés Chinchilla Sandoval. 

Corte IDH. Caso Maldonado Ordóñez Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C No. 311 

88. En el presente caso, la Corte considera que no existió una motivación que estuviera 
debidamente justificada y razonada para la destitución de la señora Maldonado. No fue 
señalado con claridad la manera en que la conducta de la señora Maldonado se ajustaría 
al supuesto de las normas invocadas como fundamento de la destitución y no se realizó 
ningún análisis de los contenidos en dichas normas. Lo anterior constituyó una violación 
al deber de motivación contenido en el artículo 8.1 de la Convención Americana, en 
relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de la señora Maldonado. 

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351 

187. Este Tribunal ha resaltado que las decisiones que adopten los órganos internos, que 
puedan afectar derechos humanos, deben estar debidamente fundamentadas, pues de lo 
contrario serían decisiones arbitrarias. En este sentido, la argumentación de un fallo debe 
mostrar que han sido debidamente tomados en cuenta los alegatos de las partes y que el 
conjunto de pruebas ha sido analizado. Asimismo, la motivación demuestra a las partes 
que éstas han sido oídas y, en aquellos casos en que las decisiones son recurribles, les 
proporciona la posibilidad de criticar la resolución y lograr un nuevo examen de la cuestión 
ante las instancias superiores. Por todo ello, el deber de motivación es una de las “debidas 
garantías” incluidas en el artículo 8.1 de la Convención para salvaguardar el derecho a un 
debido proceso. 

188. Adicionalmente, en casos específicos relacionado con niñas y niños, las decisiones 
deben mostrar “que el interés superior de estos ha sido una consideración primordial; ello 
incluye explicar cómo se ha examinado y evaluado el interés superior del niño, y la 



 

156   

34 JURISPRUDENCIA SOBRE GUATEMALA 

 
importancia que se le ha atribuido en la decisión”. En este sentido, el Comité de Derechos 
de los Niños ha señalado que: 

A fin de demostrar que se ha respetado el derecho del niño a que su interés superior se evalúe y constituya 
una consideración primordial, cualquier decisión sobre el niño o los niños debe estar motivada, justificada y 
explicada. En la motivación se debe señalar explícitamente todas las circunstancias de hecho referentes al 
niño, los elementos que se han considerado pertinentes para la evaluación de su interés superior, el 
contenido de los elementos en ese caso en concreto y la manera en que se han ponderado para determinar 
el interés superior del niño. Si la decisión difiere de la opinión del niño, se deberá exponer con claridad la 
razón por la que se ha tomado. 

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359 

171. Asimismo, este Tribunal ha sostenido que el deber de motivación es una de las 
debidas garantías incluidas en el artículo 8.1 para salvaguardar el derecho al debido 
proceso. La motivación es la exteriorización de la justificación razonada que permite llegar 
a una conclusión. El deber de motivar las resoluciones es una garantía vinculada a la recta 
administración de justicia, que le garantiza a los ciudadanos el derecho a ser juzgados por 
las razones que el derecho otorga, a la vez que brinda credibilidad a las decisiones 
judiciales en una sociedad democrática. En virtud de lo anterior, las decisiones que 
adopten los órganos internos de los Estados que puedan afectar derechos humanos deben 
de estar motivadas, de lo contrario serían decisiones arbitrarias. La motivación de un fallo 
debe permitir conocer cuáles son los hechos, motivos y normas en las que se basó el 
órgano que lo dictó para tomar su decisión de modo que se pueda desechar cualquier 
indicio de arbitrariedad, a la vez que les demuestra a las partes que estas han sido oídas 
en el marco del proceso. Además, debe mostrar que han sido debidamente tomados en 
cuenta los alegatos de las partes y que el conjunto de pruebas ha sido analizado. (En 
similar sentido, ver entre otros: Caso Maldonado Ordóñez Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C No. 311, párr. 87). 

177. Este Tribunal constata que, en su sentencia de 29 de enero de 2003, la Corte de 
Constitucionalidad se limitó a analizar si podría considerarse que el acuerdo de 30 de 
octubre de 2002 había cesado el acto reclamado, en tanto había constituido una respuesta 
por parte del Presidente a la solicitud de los accionantes. Al respecto, este Tribunal 
advierte que la Corte de Constitucionalidad no tomó en consideración que, aun cuando el 
acto reclamado por las presuntas víctimas consistió en la conducta omisiva del Presidente 
respecto a su petición, los accionantes también reclamaron que la falta de tratamiento 
médico ponía en peligro su derecho a la vida y a la salud por la falta de acceso a 
antirretrovirales. En ese sentido, este Tribunal advierte la insuficiencia de la respuesta de 
la Corte de Constitucionalidad, pues no bastaba que se pronunciara respecto a la omisión 
del Presidente de responder la solicitud de los accionantes, sino que era necesario que se 
pronunciara sobre el aspecto central que motivó la presentación del amparo, que era el 
riesgo que existía al derecho a la salud y a la vida de los accionantes por la falta de acceso 
a tratamiento médico. 

178. Asimismo, la Corte advierte que la Corte de Constitucionalidad no exteriorizó la 
justificación por la cual consideró que la medida tomada por el Presidente de destinar 
quinientos mil quetzales para la atención medica de las personas que viven con el VIH, 
era suficiente para considerar que había cesado la cuestión de constitucionalidad 
planteada en el fondo. Tal y como se mencionó con anterioridad, las presuntas víctimas 
no sólo se inconformaron con la omisión del Presidente de dar contestación a su carta, 
sino que en dicha comunicación solicitaron atención médica y tratamiento antirretroviral 
para las personas diagnosticadas con el VIH, lo cual debió ser materia de estudio por la 
Corte de Constitucionalidad. En concreto, dicha Corte debió analizar si la medida planteada 
por el Presidente era efectiva para garantizar los derechos en juego. 
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179. En relación con lo anterior, la Corte recuerda que el requisito de que una decisión 
sea razonada no es equivalente a que haya un análisis sobre el fondo del asunto, estudio 
que no es imprescindible para determinar la efectividad del recurso. Sin embargo, la 
argumentación de un fallo debe permitir conocer cuáles fueron los hechos, motivos y 
normas en que se basó la autoridad para tomar su decisión, de manera clara y expresa, 
a fin de descartar cualquier indicio de arbitrariedad, situación que no ocurrió en el presente 
caso. El Tribunal Europeo ha considerado que un recurso “es efectivo por contar con una 
revisión judicial suficiente [,] aun cuando el órgano judicial no estuviere facultado para 
analizar todos los aspectos de una decisión administrativa, si aquél es capaz de anular 
dicha decisión bajo distintos supuestos, entre ellos una incorrecta interpretación de los 
hechos o de la ley”. 

187. En ese sentido, este Tribunal ha establecido que el análisis por la autoridad 
competente de un recurso judicial que controvierte derechos constitucionales no puede 
reducirse a una mera formalidad y omitir argumentos de las partes, ya que debe examinar 
sus razones y manifestarse sobre ellas conforme a los parámetros establecidos por la 
Convención Americana. En el presente caso, la Corte concluye que el Estado violó el 
derecho a un recurso judicial efectivo por no pronunciarse sobre el fondo de la cuestión 
planteada por las 13 presuntas víctimas y por no verificar si la medida adoptada por el 
Presidente fue adecuada para remediar el acto reclamado. Asimismo, la Corte considera 
que la Corte de Constitucionalidad incumplió su deber de motivar adecuadamente su 
sentencia. En consecuencia, el Estado es responsable por la violación a los artículos 8.1 y 
25 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio 
de Luis Rolando Cuscul Pivaral, Luis Armando Linares Ruano, Facundo Gómez Reyes, Marta 
Alicia Maldonado Paz, Miguel Lucas Vaíl, Ingrid Barillas Martínez, Jorge Armando Tavares 
Barreno, Melvin Yovani Ajtun Escobar, Mardo Luis Hernández y Hernández, Alberto Quiché 
Cuxeva, Teresa Magdalena Ramírez Castro, Rita Dubón Orozco y Dora Marina Martínez 
Sofoifa. 

Corte IDH. Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. 
Serie C No. 387 

118. En principio, el deber de motivación a que están sujetas las autoridades de los 
Estados, representa un derecho instrumental de las personas para contar con las debidas 
garantías judiciales y ejercer plenamente su derecho de defensa, al imponerles la 
obligación de exteriorizar las razones que justifiquen sus decisiones. De esta forma, la 
administración de justicia permite a las personas que resientan una afectación a sus 
derechos humanos, conocer los motivos que llevaron a los juzgadores a resolver de una 
determinada forma, para que así, puedan contar con la oportunidad de rebatir las 
consideraciones que sustentan la resolución por considerarlas injustas. Ahora, si bien este 
deber de motivación no exige una respuesta detallada a todo argumento, sí requiere que 
las decisiones cuenten con una argumentación racional que tome en cuenta los alegatos 
y el acervo probatorio que haya conformado el proceso. 

120. Este tribunal ha descrito el contenido que debe ser satisfecho de acuerdo al deber de 
motivación en relación con el respeto a la presunción de inocencia de los acusados, al 
sostener que “[l]a Corte subraya la relevancia de la motivación, a fin de garantizar el 
principio de presunción de inocencia, principalmente en una sentencia condenatoria, la 
cual debe expresar la suficiencia de prueba de cargo para confirmar la hipótesis 
acusatoria; la observancia de las reglas de la sana crítica en la apreciación de la prueba, 
incluidas aquellas que pudieran generar duda de la responsabilidad penal; y el juicio final 
que deriva de esta valoración. En su caso, debe reflejar las razones por las que fue posible 
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obtener convicción sobre la imputación y la responsabilidad penal, así como la apreciación 
de las pruebas para desvirtuar cualquier hipótesis de inocencia, y solo así poder confirmar 
o refutar la hipótesis acusatoria. Lo anterior, permitiría desvirtuar la presunción de 
inocencia y determinar la responsabilidad penal más allá de toda duda razonable. Ante la 
duda, la presunción de inocencia y el principio in dubio pro reo, operan como criterio 
decisorio al momento de emitir el fallo”. 

121. De conformidad con los principios de la sana crítica y la unidad de la prueba, el 
juzgador puede realizar un estudio concatenado y racional de todo el acervo probatorio 
que tengan a su disposición en el proceso, para generarles convicción respecto algún 
hecho, siempre y cuando ello sea acorde con las garantías judiciales como el principio 
contradictorio, la presunción de inocencia, el derecho de defensa, entre otros. Por lo cual, 
la exigencia impuesta al juzgador al momento de motivar las determinaciones que adopte, 
es fundamentar las causas y razones que respalden la apreciación de los elementos 
probatorios que tengan a su disposición. 

122. En un primer aspecto, en lo relativo a la alegada irregularidad de prueba de 
identificación de los presuntos culpables realizada a través de tarjetas kardex con 
fotografías, este Tribunal constata del contenido de la sentencia de primera instancia que 
el órgano jurisdiccional indicó que dicha prueba se consideraba “como el punto de partida 
de investigación que condujo al esclarecimiento del injusto penal objeto del juicio”. Añadió 
además que “los investigadores de la Oficina de Responsabilidad de la Policía Nacional 
coinciden con la misma versión, lo que lleva al ánimo de los Juzgadores el convencimiento 
de que es verdad lo que ellos declaran”. 

170. En consecuencia, este Tribunal aprecia que existió un pronunciamiento para acoger 
el medio de convicción anteriormente referido, no como una prueba de identificación, sino 
como parte de la investigación realizada por los agentes policíacos, respaldada por 
determinados razonamientos. El Tribunal observa que los hechos declarados probados en 
la sentencia se basaron en el convencimiento por parte del órgano juzgador a través de 
múltiples pruebas, por lo que en dicho aspecto se cumplió con el requisito de motivación. 

Deber de investigar 

Investigación de violaciones de derechos humanos 

Corte IDH. Caso Blake Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 24 de enero de 1998. 
Serie C No. 36 

97. Así interpretado, el mencionado artículo 8.1 de la Convención comprende también el 
derecho de los familiares de la víctima a las garantías judiciales, por cuanto “todo acto de 
desaparición forzada sustrae a la víctima de la protección de la ley y le causa graves 
sufrimientos, lo mismo que a su familia” (subrayado no es del original) (Declaración de 
Naciones Unidas sobre la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones 
Forzadas artículo 1.2). En consecuencia, el artículo 8.1 de la Convención Americana 
confiere a los familiares del señor Nicholas Blake el derecho a que su desaparición y 
muerte sean efectivamente investigadas por las autoridades de Guatemala; a que se siga 
un proceso contra los responsables de estos ilícitos; a que en su caso se les impongan las 
sanciones pertinentes, y a que se indemnicen los daños y perjuicios que han sufrido dichos 
familiares. Por lo tanto, la Corte declara que Guatemala violó el artículo 8.1 de la 
Convención Americana, en perjuicio de los familiares del señor Nicholas Blake en relación 
con el artículo 1.1 de la Convención. 
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Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. 
Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63 

228. Al confrontar los hechos de este caso con lo expuesto anteriormente, se puede 
constatar que Guatemala ha realizado diversas actuaciones judiciales sobre aquéllos. Sin 
embargo, es evidente que los responsables de tales hechos se encuentran en la 
impunidad, porque no han sido identificados ni sancionados mediante actos judiciales que 
hayan sido ejecutados. Esta sola consideración basta para concluir que el Estado ha 
violado el artículo 1.1 de la Convención, pues no ha castigado a los autores de los 
correspondientes delitos. Al respecto, no viene al caso discutir si las personas acusadas 
en los procesos internos debieron o no ser absueltas. Lo importantes es que, con 
independencia de si fueron o no ellas las responsables de los ilícitos, el Estado ha debido 
identificar y castigar a quienes en realidad lo fueron, y no lo hizo. 

229. En el expediente existen abundantes constancias que demuestran que las 
autoridades judiciales que condujeron las actuaciones originadas en el secuestro, tortura 
y homicidio de Henry Giovanni Contreras, Julio Roberto Caal Sandoval, Jovito Josué Juárez 
Cifuentes, Federico Clemente Figueroa Túnchez y en el homicidio de Anstraum Aman 
Villagrán Morales, faltaron al deber de adelantar una investigación y un proceso judicial 
adecuados que llevaran al castigo de los responsables, y afectaron el derecho de los 
familiares de las víctimas a ser oídos y a tramitar sus acusaciones ante un tribunal 
independiente e imparcial. 

230. Al respecto, observa la Corte que los procesos judiciales internos revelan dos tipos 
de deficiencias graves: en primer lugar, se omitió por completo la investigación de los 
delitos de secuestro y tortura. En segundo lugar, se dejaron de ordenar, practicar o valorar 
pruebas que hubieran sido de mucha importancia para el debido esclarecimiento de los 
homicidios. 

231. En relación con el esclarecimiento de los homicidios es pertinente destacar, por 
ejemplo, que las autopsias quedaron incompletas y fueron practicadas de manera muy 
poco técnicas; no se registraron ni conservaron las huellas digitales de los cadáveres, ni 
éstos fueron retratados de cuerpo entero; no se decretó el reconocimiento personal por 
testigos de uno de los acusados de los homicidios; no se llamó a declarar a presuntos 
testigos presenciales de los hechos, mencionados por otros testigos; no se decretó un 
peritaje dental para determinar si uno de los acusados tenía una seña particular que fue 
descrita por varios testigos; no se realizó la reconstrucción de los hechos en relación con 
el homicidio de Anstraum Aman Villagrán Morales; no se practicó allanamiento a las 
residencias de los sindicados; no se investigó si habían sido adulterados los registros sobre 
entradas y salidas de los presuntos homicidas al servicio y los registros de entrada y salida 
de sus armas de dotación de las armerías; no se indagó por el vehículo en que se 
movilizaron los secuestradores de los cuatro jóvenes cuyos cuerpos aparecieron sin vida 
en los Bosques de San Nicolás, a pesar de que una testigo proporcionó el número de su 
placa; las amenazas que sufrieron algunos testigos y que obviamente entorpecían las 
investigaciones, no fueron objeto de pesquisa alguna. 

233. Visto en su conjunto el proceder de aquellos jueces, se hace evidente que 
fragmentaron el acervo probatorio y luego pretendieron enervar, caso por caso, los 
alcances de todos y cada uno de los elementos probatorios de la responsabilidad de los 
imputados. Esto contraviene los principios de valoración de la prueba, de acuerdo con los 
cuales las evidencias deben ser apreciadas en su integralidad, es decir, teniendo en cuenta 
sus relaciones mutuas, y la forma como se prestan soporte unas a otras o dejan de 
hacerlo. De esa manera el Estado dejó de cumplir con la obligación de investigar efectiva 
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y adecuadamente los hechos de que se trata, en violación del artículo 1.1 de la Convención 
Americana, en conexión con el artículo 8 de la misma. 

Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101 

166. La Corte ha constatado que una vez hallado el cadáver, la policía se abstuvo de 
proteger apropiadamente la escena del crimen, limpió las uñas de la víctima y desechó el 
contenido de los raspados, y adujo que no registró ni conservó las huellas dactilares 
porque había llovido, pese a que en el informe meteorológico se indicó que no se 
registraron precipitaciones. Además, la policía no tomó muestras de sangre de la víctima, 
por lo que no se realizaron los análisis de laboratorio correspondientes; y no se sometieron 
a examen sus ropas ni se fotografiaron las heridas de la víctima en forma completa. 

180. La Corte considera que en caso de violaciones de derechos humanos, las autoridades 
estatales no se pueden amparar en mecanismos como el secreto de Estado o la 
confidencialidad de la información, o en razones de interés público o seguridad nacional, 
para dejar de aportar la información requerida por las autoridades judiciales o 
administrativas encargadas de la investigación o proceso pendientes. 

181. El Tribunal comparte lo señalado por la Comisión Interamericana en cuanto a que:  
[e]n el marco de un procedimiento penal, especialmente cuando se trata de la investigación y persecución 
de ilícitos atribuibles a las fuerzas de seguridad del Estado, surge una eventual colisión de intereses entre 
la necesidad de proteger el secreto de Estado, por un lado, y las obligaciones del Estado de proteger a las 
personas de los actos ilícitos cometidos por sus agentes públicos y la de investigar, juzgar y sancionar a los 
responsables de los mismos, por el otro lado. 

[...L]os poderes públicos no pueden escudarse tras el manto protector del secreto de Estado para evitar o 
dificultar la investigación de ilícitos atribuidos a los miembros de sus propios órganos. En casos de violaciones 
de derechos humanos, cuando los órganos judiciales están tratando de esclarecer los hechos y juzgar y 
sancionar a los responsables de tales violaciones, el ampararse en el secreto de Estado para entregar 
información requerida por la autoridad judicial puede ser considerado como un intento de privilegiar la 
“clandestinidad del Ejecutivo” y perpetuar la impunidad. 

Asimismo, cuando se trata de la investigación de un hecho punible, la decisión de calificar como secreta la 
información y de negar su entrega jamás puede depender exclusivamente de un órgano estatal a cuyos 
miembros se les atribuye la comisión del hecho ilícito. “No se trata pues de negar que el Gobierno deba 
seguir siendo depositario de los secretos de Estado, sino de afirmar que en materia tan trascendente, su 
actuación debe estar sometida a los controles de los otros poderes del Estado o de un órgano que garantice 
el respeto al principio de división de los poderes...”. De esta manera, lo que resulta incompatible con un 
Estado de Derecho y una tutela judicial efectiva “no es que haya secretos, sino estos secretos escapen de 
la ley, esto es, que el poder tenga ámbitos en los que no es responsable porque no están regulados 
jurídicamente y que por tanto están al margen de todo sistema de control…”. 

204. En el presente caso los procesados han interpuesto al menos doce recursos de 
amparo, tal como se estableció en el capítulo de hechos probados, todos los cuales fueron 
declarados improcedentes por las autoridades judiciales respectivas. Asimismo, la Corte 
observa, tal como lo señalaron la Comisión y los representantes de los familiares de la 
víctima, que éstas acciones de amparo paralizaron el proceso por más de tres años. Las 
autoridades judiciales no dieron trámite con la debida diligencia a las acciones de amparo, 
con el fin de que este fuese un recurso rápido y eficaz, y más bien permitieron que se 
conviertiera en un recurso dilatorio del procedimiento, toda vez que puede ser conocido 
hasta por cuatro diferentes instancias. 

207. Sin embargo, la Corte llama la atención a que en el proceso penal referido, la 
interposición frecuente de ese recurso, aunque permisible por la ley, ha sido tolerada por 
las autoridades judiciales. Este Tribunal considera que el juez interno, como autoridad 
competente para dirigir el proceso, tiene el deber de encauzarlo, de modo a que se 
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restrinja el uso desproporcionado de acciones que pueden tener efectos dilatorios. A su 
vez, el trámite de los recursos de amparo con sus respectivas apelaciones fue realizado 
sin sujeción a los plazos legales, ya que los tribunales de justicia guatemaltecos tardaron 
en promedio aproximadamente seis meses en decidir cada uno. Esa situación provocó una 
paralización del proceso penal. 

209. Esta manera de ejercer los medios que la ley pone al servicio de la defensa ha sido 
tolerada y permitida por los órganos judiciales intervinientes, con olvido de que su función 
no se agota en posibilitar un debido proceso que garantice la defensa en juicio, sino que 
debe además asegurar en un tiempo razonable el derecho de la víctima o sus familiares a 
saber la verdad de lo sucedido y a que se sancione a los eventuales responsables. 

210. El derecho a la tutela judicial efectiva exige entonces a los jueces que dirijan el 
proceso de modo a evitar que dilaciones y entorpecimientos indebidos, conduzcan a la 
impunidad, frustrando así la debida protección judicial de los derechos humanos. 

211. A la luz de lo anteriormente dicho, la Corte considera que los jueces como rectores 
del proceso tienen el deber de dirigir y encausar el procedimiento judicial con el fin de no 
sacrificar la justicia y el debido proceso legal en pro del formalismo y la impunidad. De 
este modo, si las autoridades permiten y toleran el uso de esta manera de los recursos 
judiciales, los transforman en un medio para que los que cometen un ilícito penal dilaten 
y entorpezcan el proceso judicial. Esto conduce a la violación de la obligación internacional 
del Estado de prevenir y proteger los derechos humanos y menoscaba el derecho de la 
víctima y de sus familiares a saber la verdad de lo sucedido, a que se identifique y se 
sancione a todos los responsables y a obtener las consecuentes reparaciones. 

217. Por otra parte, ha quedado demostrado que, pese a que se inició dicho proceso penal 
con el fin de esclarecer los hechos, éste no ha sido eficaz para enjuiciar y, en su caso, 
sancionar a todos sus responsables, como ya se dijo. Si bien ya se encuentra condenado 
uno de los autores materiales de los hechos, lo cierto es que el Estado no ha identificado 
ni sancionado a todas las personas responsables penalmente de los hechos antijurídicos 
objeto de demanda (autores materiales, intelectuales, partícipes y encubridores). En el 
caso en estudio ha quedado demostrado que la muerte de Myrna Mack Chang se encuadró 
dentro de un patrón de ejecuciones extrajudiciales selectivas, las cuales se han 
caracterizado por ir acompañadas a su vez de la impunidad, situación en cuyo marco los 
recursos judiciales no son efectivos, las investigaciones judiciales tienen graves falencias 
y el transcurso del tiempo juega un papel fundamental en borrar todos los rastros del 
delito, haciéndose de esta manera ilusoria la protección judicial consagrada en los artículos 
8 y 25 de la Convención Americana. 

Corte IDH. Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 27 de noviembre de 2003. Serie C No. 103 

125. Al no investigar de manera efectiva, por más de once años, las violaciones de 
derechos humanos, ni sancionar a los responsables, el Estado violó el deber de respetar 
los derechos reconocidos por la Convención y de garantizar su libre y pleno ejercicio de la 
víctima. 

126. El Tribunal considera, pues, que el Estado no ha investigado efectivamente los hechos 
que afectaron a Maritza Urrutia y, consecuentemente, no ha identificado a la persona o 
personas responsables penalmente de los hechos antijurídicos, por lo que se mantiene la 
impunidad de los responsables. Al respecto, la Corte ha entendido que la impunidad es la 
falta, en conjunto, de investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y condena de 
los responsables de las violaciones de los derechos protegidos por la Convención 
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Americana, y que el Estado tiene la obligación de combatir tal situación por todos los 
medios legales disponibles. La impunidad propicia la repetición crónica de las violaciones 
de derechos humanos y la total indefensión de las víctimas y de sus familiares.  

127. Sin perjuicio de lo anteriormente dicho, en el presente caso se comprobó que Maritza 
Urrutia fue torturada, situación que impone un deber especial de investigación por parte 
del Estado. Al respecto, conforme a lo indicado en los hechos probados, las autoridades 
administrativas y judiciales se abstuvieron de adoptar decisión formal alguna para iniciar 
una investigación penal en torno a la presunta comisión del delito de tortura, pese a que 
la Resolución del Procurador de los Derechos Humanos de Guatemala, de fecha 6 de 
octubre de 1992, concluyó que a Maritza Urrutia se le violó, entre otros, su derecho a la 
integridad y exigió al Gobierno “una efectiva investigación y pronto establecimiento de los 
hechos”. 

128. El artículo 8 de la Convención Interamericana contra la Tortura establece en forma 
expresa la obligación del Estado de proceder de oficio y en forma inmediata en casos como 
el presente, independientemente de la inactividad de la víctima. En este sentido, la Corte 
ha sostenido que “en los procesos sobre violaciones de los derechos humanos, la defensa 
del Estado no puede descansar sobre la imposibilidad del demandante de allegar pruebas 
que, en muchos casos, no pueden obtenerse sin la cooperación del Estado”. En el presente 
caso el Estado no actuó con arreglo a esas previsiones. 

129. El hecho de no investigar efectivamente los actos de tortura y dejarlos impunes, 
significa que el Estado ha omitido tomar las medidas efectivas para evitar que actos de 
esa naturaleza vuelvan a ocurrir en su jurisdicción, desconociendo lo previsto en el artículo 
6 de la Convención Interamericana contra la Tortura. 

Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211 

137. Este Tribunal nota, que de conformidad con la Convención Americana, vigente al 
momento de la masacre, el Estado tenía la obligación de investigar con la debida diligencia 
todos esos hechos, obligación que se encontraba pendiente al momento del 
reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte el 9 de marzo de 1987. Dicha 
obligación fue reafirmada por el Estado con motivo de la ratificación de la CIPST el 29 de 
enero de 1987 y posteriormente con la Convención de Belém do Pará el 4 de abril de 1995, 
por lo que el Estado debía velar por su cumplimiento a partir de ese momento, aún cuando 
éstas no habían sido adoptadas por el Estado al momento de la masacre. Así, este Tribunal 
ha establecido que “[el Estado] tiene el deber de garantizar el derecho de acceso a la 
justicia [...] conforme a las obligaciones específicas que le imponen las Convenciones 
especializadas [...] en materia de prevención y sanción de la tortura y de la violencia 
contra la mujer. [D]ichas disposiciones [...] especifican y complementan las obligaciones 
que tiene el Estado con respecto al cumplimiento de los derechos consagrados en la 
Convención Americana”, así como “el corpus juris internacional en materia de protección 
de la integridad personal”. 

141. En virtud de lo anterior, el Estado debió iniciar ex officio y sin dilación una 
investigación seria, imparcial y efectiva de todos los hechos de la masacre relacionados 
con la vulneración de la vida, así como respecto a otras afectaciones específicas contra la 
integridad personal, tales como las supuestas torturas y actos de violencia contra la mujer 
con una perspectiva de género, y de conformidad con los artículos 8.1 y 25.1 de la 
Convención, y las obligaciones específicas dispuestas en los artículos 1, 6 y 8 de la 
Convención Interamericana contra la Tortura y 7.b) de la Convención Belém do Pará. 
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143. La Corte observa que, de acuerdo con los hechos señalados en los antecedentes, por 
lo menos 60 soldados participaron en la ejecución de la masacre, esto sin contar a otros 
autores materiales, intelectuales o en general partícipes de ésta. Sin embargo, como se 
desprende de la investigación que actualmente se desarrolla en la jurisdicción interna, 
sólo se han individualizado a 20 personas, por lo que las investigaciones no han abarcado 
a la totalidad de los presuntos responsables. Asimismo, diversas autoridades judiciales 
han ordenado y reiterado la aprehensión de por lo menos 17 sindicados en oportunidades 
distintas. No obstante, sólo se aprehendió a uno de ellos, quien posteriormente fue puesto 
en libertad. En consecuencia, la Corte nota que en general dichas órdenes no han sido 
ejecutadas y que el mismo Estado así lo ha reconocido. 

144. Además, la Corte considera que las autoridades estatales están obligadas a colaborar 
en la recaudación de la prueba para alcanzar los objetivos de una investigación y 
abstenerse de realizar actos que impliquen obstrucciones para la marcha del proceso 
investigativo. En el presente caso, el Ministro de Defensa se rehusó a aportar cierta 
documentación requerida por los tribunales, bajo el argumento de que esa documentación 
fue incinerada o no existía. Este Tribunal estima que tal negativa ha impedido que en la 
investigación que se desarrolla, entre otras, se identifique a aquellas personas que 
formaron parte de la planeación y ejecución de la masacre, así como de los datos 
personales de aquellos que ya se encuentran en calidad de sindicados dentro del proceso. 

145. Aunado a lo anterior, la Corte considera que las amenazas e intimidaciones sufridas 
por algunos de los testigos que han rendido sus declaraciones en el proceso interno no 
pueden verse aisladamente, sino que se deben considerar en el marco de 
obstaculizaciones de la investigación del caso. Por ende, tales hechos se convierten en 
otro medio para perpetuar la impunidad en el presente caso e impedir que se conozca la 
verdad de lo ocurrido. 

148. La Corte considera que la investigación de los hechos de la masacre no ha sido 
asumida como un deber propio del Estado, y ésta no ha estado dirigida eficazmente a la 
investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y eventual sanción de todos los 
responsables, de modo que se examinen de forma completa y exhaustiva la multiplicidad 
de afectaciones ocasionadas a los pobladores del Parcelamiento de Las Dos Erres. 
Asimismo, la investigación tampoco ha estado encaminada hacia la identificación y entrega 
de los restos de las personas que murieron en la masacre. Finalmente, el Estado no ha 
realizado con debida diligencia las acciones necesarias para ejecutar las órdenes de 
aprehensión que se encuentran vigentes, ni ha brindado la colaboración requerida por los 
tribunales, a fin de esclarecer los hechos. Todo ello en detrimento del derecho a conocer 
la verdad de lo sucedido. 

149. El Tribunal estima que en una sociedad democrática se debe conocer la verdad sobre 
los hechos de graves violaciones de derechos humanos. Esta es una justa expectativa que 
el Estado debe satisfacer, por un lado, mediante la obligación de investigar las violaciones 
de derechos humanos y, por el otro, con la divulgación pública de los resultados de los 
procesos penales e investigativos. Esto exige del Estado la determinación procesal de los 
patrones de actuación conjunta y de todas las personas que de diversas formas 
participaron en dichas violaciones y sus correspondientes responsabilidades y reparar a 
las víctimas del caso. 

152. En razón de todo lo expuesto, la Corte constata que la Masacre de Las Dos Erres se 
enmarcó en un contexto sistemático de violaciones masivas a los derechos humanos en 
Guatemala, en el cual ocurrieron múltiples masacres. Dada la magnitud de la masacre, 
así como el contexto generalizado de violencia ejercida por el Estado, resulta evidente que 
éste debe investigar seriamente a todos los presuntos responsables, incluyendo la 
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participación intelectual de altos oficiales y funcionarios estatales, así como la ubicación e 
identidad de las personas fallecidas. El actuar de la judicatura del Estado y la falta de 
voluntad y desinterés de las autoridades han impedido el acceso a la justicia de las 
víctimas, y convertido el aparato judicial en un sistema indiferente ante la impunidad. 

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250 

192. Si bien la Corte ha establecido que el deber de investigar es uno de medio, no de 
resultado, ello no significa, sin embargo, que la investigación pueda ser emprendida como 
“una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa”. Al respecto, el Tribunal 
ha establecido que “cada acto estatal que conforma el proceso investigativo, así como la 
investigación en su totalidad, debe estar orientado hacia una finalidad específica, la 
determinación de la verdad y la investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y, en 
su caso, la sanción de los responsables de los hechos”. La investigación debe ser realizada 
con todos los medios legales disponibles y debe comprender la responsabilidad tanto de 
los autores intelectuales como materiales, especialmente cuando están o puedan estar 
involucrados agentes estatales. 

193. Además, El Tribunal recuerda que, de conformidad con el derecho reconocido en el 
artículo 8.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, los 
Estados tienen la obligación de garantizar el derecho de las víctimas o sus familiares de 
participar en todas las etapas de los respectivos procesos, de manera que puedan hacer 
planteamientos, recibir informaciones, aportar pruebas, formular alegaciones y, en 
síntesis, hacer valer sus derechos. Dicha participación deberá tener como finalidad el 
acceso a la justicia, el conocimiento de la verdad de lo ocurrido y el otorgamiento de una 
justa reparación. Sin embargo, la búsqueda efectiva de la verdad corresponde al Estado, 
y no depende de la iniciativa procesal de la víctima, o de sus familiares o de la aportación 
privada de elementos probatorios. 

195. En esta Sentencia ya se estableció que los hechos sucedidos durante las masacres 
cometidas en la capilla de Río Negro y en Los Encuentros no han sido investigados por el 
Estado. Al respecto, la Corte considera pertinente señalar que dentro del proceso penal 
iniciado en 1993 para investigar las masacres cometidas en el cerro Pacoxom y en Agua 
Fría, aproximadamente 11 y 13 años después de sucedidos los hechos, se encuentran 
varios testimonios de víctimas sobrevivientes que dan cuenta de los hechos sucedidos en 
las masacres de la capilla de Río Negro y en Los Encuentros. Además, los hechos han sido 
ampliamente abordados y documentados por órganos estatales, tales como la Comisión 
de Esclarecimiento Histórico de Guatemala que en su Informe Memoria del Silencio, 
destina un apartado para el análisis específico del “Caso de Río Negro”. 

196. De esta manera, diversas autoridades estatales han tenido conocimiento de tales 
hechos y, no obstante, no se ha iniciado investigación alguna, a pesar de ser una 
obligación que debe ser cumplida por el Estado de oficio. Por lo tanto, luego de casi 30 
años, estos hechos se encuentran en total impunidad, la cual ha sido definida por la Corte 
como “la falta en su conjunto de investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y 
condena de los responsables de las violaciones de los derechos protegidos por la 
Convención Americana”. En estos términos, es claro que el Estado ha incumplido su deber 
de investigar ex officio lo sucedido durante las masacres de la capilla de Río Negro y Los 
Encuentros. Por lo tanto, Guatemala es responsable por la violación de los derechos 
reconocidos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con el 
artículo 1.1 de la misma. 
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203. Para hechos como los del presente caso, por tratarse de violaciones graves, masivas 
y sistemáticas de derechos humanos, el Estado debe utilizar y aplicar las herramientas 
jurídicas adecuadas para el análisis del caso, las categorías penales correspondientes con 
los hechos por investigar y el diseño de una adecuada investigación capaz de garantizar 
efectivamente los derechos humanos involucrados. Al respecto, la Corte debe señalar que 
la calificación penal de los hechos corresponde a las autoridades internas con competencia 
para ello. Sin embargo, en el presente caso, la Corte observa que el delito de “asesinato” 
por el cual se condenó a ocho personas mediante las sentencias de 8 de noviembre de 
1998 y 28 de mayo de 2009 no refleja la gravedad, la multiplicidad ni la magnitud de los 
hechos sucedidos durante las masacres de Pacoxom y Agua Fría. Como se desprende de 
las declaraciones rendidas por varias víctimas a nivel interno así como de esta Sentencia, 
en el presente caso han sucedido hechos que no se limitan al “asesinato” de miembros de 
la comunidad de Río Negro. Sin embargo, tales hechos no han sido investigados. 

205. Llama la atención de la Corte que la sentencia de 7 de octubre de 1999 señala que 
“de la figura del asesinato también concurrieron circunstancias agravantes entre los que 
[se puede] mencionar el auxilio de gente armada ya que el hecho fue ejecutado con auxilio 
de numeroso grupo de soldados debidamente armados y uniformados quienes aseguraron 
el acto y posiblemente hasta aseguraron la impunidad del hecho[...]”. Como ya se 
mencionó, la debida diligencia en las investigaciones implica tomar en cuenta los patrones 
de actuación de la compleja estructura de personas involucradas en la comisión de hechos 
violatorios de derechos humanos. Por lo tanto, a pesar de que el contexto del caso, el cual 
es ampliamente conocido en Guatemala, y de que la sentencia de 7 de octubre de 1999 
ya señalada, así como las declaraciones de presuntas víctimas que se han rendido ante 
las instancias internas y ante este Tribunal dan cuenta de que en las masacres de Pacoxom 
y Agua Fría participaron tanto patrulleros como militares, es claro que las investigaciones 
correspondientes se han centrado en la determinación de la responsabilidad de los 
primeros. En ese sentido, el único militar indagado, luego de nueve años desde que se 
dictó su aprehensión, todavía no ha sido llevado a la justicia. Al respecto, el perito 
Hermann Mörth durante la audiencia público sostuvo que “[e]n [los] cinco casos [de Río 
Negro] no existe investigación adicional contra los responsables militares”. En el presente 
caso las víctimas han expresado su frustración sobre ello. Así, por ejemplo, Bruna Pérez 
Osorio, víctima sobreviviente, manifestó que “[a]ctualmente están condenados como ocho 
patrulleros, pero en realidad hay más. ¿Qué pasa con los altos mandos que no [...] han 
agarrado? Ellos fueron los que nos mataron”. Asimismo, durante la audiencia pública 
Carlos Chen Osorio, también víctima sobreviviente, expresó que “la sentencia se va a 
emitir siempre contra los campesinos de sombrero y de caites [...] pero no así de los 
responsables intelectuales [...]”. La señora María Eustaquia Uscap Ivoy en su declaración 
rendida mediante affidávit expresó que esperaba que hubiera “justicia porque [quieren] 
que se llegue a saber la verdad de todo lo que pasó [...] como los patrulleros y los soldados 
fueron quienes llegaron a matar a la gente, ellos también saben quiénes les dieron la 
orden de hacerlo [...] sólo cuando la gente se dé cuenta de que sí hay justicia, esto no va 
a volver a pasar [...]”. 

209. No obstante, la Corte considera pertinente señalar que las autoridades estatales 
están obligadas a colaborar en la obtención de la prueba para alcanzar los objetivos de 
una investigación y abstenerse de realizar actos que impliquen obstrucciones para la 
marcha del proceso investigativo. En el presente caso el Estado aceptó su responsabilidad 
por considerar que “no ha garantizado en su totalidad la efectividad de [los] derechos 
[establecidos en los artículos 8.1 y 25 de la Convención] en cuanto a investigar los hechos 
y sancionar a los responsables” de las masacres “a partir de que aceptó la competencia” 
del Tribunal. Aunado a lo anterior, durante la audiencia pública el perito Hermann Mörth 
expresó que “lo que vemos hoy [es] un patrón permanente [...] de no cooperar, en otros 
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momentos de ocultar, o de no cooperar y dar información, es un patrón que existe desde 
estos años [...]”. 

210. De lo anterior, el Tribunal concluye que, en el presente caso, las autoridades militares 
no han aportado de forma debida y oportuna información pertinente tendiente a esclarecer 
los hechos. En este punto, cabe reiterar que la obligación de investigar, juzgar y sancionar, 
en su caso, a los responsables es una obligación que corresponde al Estado como un todo. 
Ello implica que toda autoridad estatal deba cooperar, apoyar o coadyuvar, en el ámbito 
de su competencia, a la debida investigación de los hechos. Por lo tanto, el Estado es 
responsable por la violación de los derechos humanos reconocidos en los artículos 8.1 y 
25.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma. 

216. En el presente caso, el Estado no aportó información relevante que le permita conocer 
el estado actual de la investigación, es decir, el Tribunal no cuenta con información sobre 
si la investigación está abierta, si se ha continuado con la búsqueda de las víctimas y con 
la exhumación e identificación de sus restos, en su caso, y si se ha logrado determinar las 
responsabilidades individuales correspondientes. En esta línea, de conformidad con el 
amplio reconocimiento de responsabilidad realizado por el Estado por la violación de los 
artículos 8 y 25 de la Convención Americana, el Tribunal da por establecido, como lo 
alegaron la Comisión y los representantes, que luego de las exhumaciones realizadas en 
el 2001, es decir, hace once años, no ha habido mayor actividad dentro de la investigación. 
Por lo tanto, en razón de que los hechos de la masacre de Xococ se encuentran en 
impunidad, la Corte considera que Guatemala es responsable por la violación de los 
derechos reconocidos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación 
con el artículo 1.1 de dicho instrumento. restos”. En esa medida, corresponde al Estado 
satisfacer esas justas expectativas con los medios a su alcance. (En similar sentido, ver entre 
otros: Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie C No. 211, párr. 147). 

217. En casos de graves violaciones de derechos humanos, como las de este caso, la 
exhumación e identificación de las víctimas fallecidas forma parte de la obligación de 
investigar a cargo del Estado. Por lo tanto, se trata de un deber que debe ser realizado ex 
officio ya que “dentro del deber de investigar subsiste el derecho de los familiares de la 
víctima a conocer cuál fue el destino de ésta y, en su caso, dónde se encuentran sus 
restos”. En esa medida, corresponde al Estado satisfacer esas justas expectativas con los 
medios a su alcance. (En similar sentido, ver entre otros: Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. 
Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211, párr. 147). 

220. Por lo anterior, el Tribunal considera que, a pesar de que se han llevado a cabo 
algunas exhumaciones de restos presuntamente pertenecientes a miembros de la 
comunidad de Río Negro, el Estado no ha continuado con dichas exhumaciones ni con las 
investigaciones que permitan la identificación de todos los restos. En opinión del Tribunal, 
ello continúa acrecentando la incertidumbre de los familiares sobre el paradero de las 
víctimas, lo que cual afecta su derecho a conocer lo sucedido a éstas. En este sentido, el 
Estado es responsable por la violación de los derechos reconocidos en los artículos 8.1 y 
25.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma. 

227. En este sentido, el Tribunal estima que la falta de investigación de los alegados 
hechos de tortura, desaparición forzada, violación sexual, y esclavitud y servidumbre, en 
el marco del conflicto armado interno en Guatemala, constituyen un incumplimiento de 
las obligaciones del Estado frente a graves violaciones de derechos humanos, y 
contraviene normas inderogables (jus cogens) conforme a las cuales Guatemala tiene el 
deber investigar y sancionar dichas prácticas, de conformidad con la Convención 
Americana y, además, en este caso, a la luz de la Convención contra la Tortura, la 
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Convención de Belém do Pará y la Convención sobre Desaparición Forzada. (En similar 
sentido, ver entre otros: Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie C No. 211, párr. 140). 

228. En virtud de lo anterior, el Estado debió iniciar ex officio y sin dilación una 
investigación seria, imparcial y efectiva de todos los hechos de la masacre, y no sólo los 
relacionados con la vulneración del derecho a la vida. Por lo tanto, la Corte considera que 
el Estado violó los derechos reconocidos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, y que incumplió las obligación de 
investigar dispuesta en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención contra la Tortura, 7.b) de 
la Convención Belém do Pará, y I.b) de la Convención sobre Desaparición Forzada de 
Personas. 

236. Este Tribunal estima que la investigación de los hechos de las masacres cometidas 
en contra de la Comunidad de Río Negro no ha sido asumida como un deber propio del 
Estado, y no ha estado dirigida eficazmente a la investigación, persecución, captura, 
enjuiciamiento y eventual sanción de todos los responsables, incluyendo autores 
materiales e intelectuales, de modo que se examinen de forma completa y exhaustiva la 
multiplicidad de afectaciones ocasionadas a los miembros de la comunidad de Río Negro 
dentro del particular contexto en el cual sucedieron los hechos del presente caso. 
Asimismo, la investigación tampoco ha estado encaminada hacia la localización de todas 
las víctimas desaparecidas, ni a la ubicación ni debida identificación de los restos que han 
sido encontrados en las diversas exhumaciones realizadas. En suma, los hechos del 
presente caso se encuentran en impunidad. Al respecto, este Tribunal ya ha señalado que 
su jurisprudencia respecto al fondo de los casos como a la supervisión del cumplimiento 
de las Sentencias emitidas “demuestra que Guatemala tiene un problema grave con 
respecto a la impunidad que impera en el país, específicamente con relación a las 
violaciones sistemáticas de los derechos humanos ocurridas durante el conflicto armado”. 

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253 

230. La obligación de investigar violaciones de derechos humanos es una de las medidas 
positivas que deben adoptar los Estados para garantizar los derechos reconocidos en la 
Convención. Desde su primera sentencia esta Corte ha destacado la importancia del deber 
estatal de investigar y sancionar las violaciones de derechos humanos, el cual adquiere 
particular y determinante intensidad e importancia ante la gravedad de las violaciones 
cometidas y la naturaleza de los derechos lesionados. Por esta razón, en el presente caso, 
el cual versa sobre una práctica sistemática de desapariciones forzadas que se enmarcan 
dentro de un contexto de graves violaciones a los derechos humanos, la obligación de 
investigar no puede desecharse o condicionarse por actos o disposiciones normativas 
internas de ninguna índole. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Masacres de Río Negro Vs. 
Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 
2012. Serie C No. 250, párr. 190). 

233. Además, la Corte considera pertinente señalar que la obligación de investigar, juzgar 
y, en su caso, sancionar a los responsables de hechos violatorios de los derechos humanos 
no se deriva solamente de la Convención Americana, en determinadas circunstancias y 
dependiendo de la naturaleza de los hechos, también se desprende de otros instrumentos 
interamericanos que establecen la obligación a cargo de los Estados Partes de investigar 
las conductas prohibidas por tales tratados. En relación con los hechos del presente caso, 
el Tribunal observa que, conforme a la Convención Interamericana contra la Tortura, los 
Estados tienen el deber de investigar todo acto que pudiera constituir tortura u otros tratos 
o penas crueles, inhumanos o degradantes que ocurra en su jurisdicción. Dichas 
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disposiciones especifican y complementan las obligaciones que tiene el Estado con 
respecto al respeto y garantía de los derechos consagrados en la Convención Americana, 
así como “el corpus juris internacional en materia de protección de la integridad personal”. 
(En similar sentido, ver entre otros: Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250, 
párr. 222). 

246. De acuerdo al informe sobre la investigación presentado a la Corte por el Ministerio 
Público, toda esta información “es necesaria para poder perfilar a las víctimas”, con lo cual 
se ha hecho una “[m]atriz [g]eneral de todas las personas mencionadas en el Diario 
Militar” y creado fichas con los datos de cada una de las víctimas. La Corte entiende la 
necesidad de recabar información sobre las víctimas a fin de esclarecer los hechos y llevar 
a cabo una investigación diligente, pero no encuentra justificable ni razonable que en los 
casi 13 años de investigaciones ante el Ministerio Público estas solicitudes de información 
hayan sido el eje central de las diligencias realizadas por las distintas autoridades 
ministeriales a cargo de la investigación de los hechos del presente caso. La Corte recuerda 
que la debida diligencia en una investigación exige que la misma sea desarrollada con el 
fin de comprobar materialmente los hechos e identificar a los responsables y, 
eventualmente, sancionarlos. Adicionalmente, la Corte toma nota de lo indicado por el 
agente fiscal encargado de la investigación durante la audiencia celebrada en este caso, 
en el sentido de que las solicitudes de información sobre las víctimas se habrían realizado, 
en parte, “para establecer [...] si [las víctimas] realmente [...] están desaparecidas”, a 
pesar de la existencia del Diario Militar en el cual se acreditan las referidas desapariciones. 

251. En virtud de todas las consideraciones anteriores, el Tribunal concluye que, en el 
presente caso, las autoridades militares no han aportado de forma debida y oportuna 
información pertinente para esclarecer los hechos. La Corte destaca que las autoridades 
estatales están obligadas a colaborar en la recaudación de la prueba para alcanzar los 
objetivos de una investigación y abstenerse de realizar actos que impliquen obstrucciones 
para la marcha del proceso investigativo. Del mismo modo, resulta esencial que los 
órganos a cargo de las investigaciones estén dotados, formal y sustancialmente, de las 
facultades y garantías adecuadas y necesarias para acceder a la documentación e 
información pertinente para investigar los hechos denunciados y obtener indicios o 
evidencias de la ubicación de las víctimas. Asimismo, es fundamental que las autoridades 
a cargo de la investigación puedan tener pleno acceso a la documentación en manos del 
Estado. 

252. Este Tribunal estima que las constantes negativas de información del Ministerio de 
la Defensa han impedido la identificación de las personas que formaron parte de la 
planeación y ejecución de las operaciones registradas en el Diario Militar, así como la 
eventual obtención de información sobre dichas personas para esclarecer los hechos y dar 
con el paradero de las víctimas. Al respecto, la Corte recuerda que la obligación de 
investigar, juzgar y sancionar, en su caso, a los responsables es una obligación que 
corresponde al Estado como un todo, lo cual implica que toda autoridad estatal debe 
cooperar, apoyar o coadyuvar, en el ámbito de su competencia, a la debida investigación 
de los hechos, de conformidad con las obligaciones derivadas de los artículos 8.1 y 25.1 
de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma. 

256. La Corte considera que la falta de seguimiento y consideración de todos estos 
elementos, y de otros que constan en el expediente, constituyen serias omisiones en la 
investigación. En particular, concluye que la omisión de un estudio conjunto y concatenado 
del Diario Militar, el Archivo Histórico de la Policía Nacional y las declaraciones de los 
familiares de las víctimas, entre otros, han derivado en la ausencia de avances 
significativos en la investigación, lo cual conlleva a la inefectividad de la misma y la 
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consecuente falta de identificación y sanción de las personas que de distintas formas 
pudieran haber participado en dichas violaciones. El Tribunal resalta que la abundante 
prueba documental (el Diario Militar y el Archivo Histórico de la Policía Nacional) que 
consta en el expediente ha aparecido por accidente o por vías extraoficiales, por lo cual 
no ha sido el resultado de una investigación seria y diligente. No obstante ello, y aún 
frente a esa calidad de prueba, las autoridades encargadas han continuado sin adoptar las 
medidas necesarias para aprovechar la información contenida en dicha prueba o dar 
seguimiento a los indicios que surgen de la misma. La Corte consideró demostrado que la 
falta de colaboración del Ministerio de la Defensa ha obstruido seriamente el avance de 
las investigaciones. Además, nota que, conforme a la información actual remitida por el 
Ministerio Público, finalmente se está adoptando una línea y estrategia de investigación 
coherente con la existencia del Diario Militar y la información contenida en el mismo, así 
como se constata cierta actividad investigativa de las autoridades encargadas. No 
obstante, el Tribunal advierte que han transcurrido más de 13 años desde el 
descubrimiento de dicho documento y 5 años desde que el Estado reconoció su 
autenticidad, sin que hasta la fecha el Ministerio Público haya agotado todas las medidas 
que deben realizarse a fin de avanzar en la identificación de los posibles autores de los 
hechos y, en su caso, vincularlos al proceso, en seguimiento de la información 
efectivamente contenida en el expediente. 

258. Por otra parte, la Corte observa que las representantes alegaron que no se habrían 
investigado presuntos actos de tortura o de detención ilegal que habrían sufrido algunos 
familiares de las víctimas desaparecidas, durante o después de la captura de sus seres 
queridos. Al respecto, el Tribunal hace notar que no cuenta con elementos suficientes para 
determinar si dichos hechos han sido puestos en conocimiento del Ministerio Público, por 
lo cual no estima procedente declarar una violación en este sentido. Sin perjuicio de ello, 
el Tribunal recuerda que el Estado tiene la obligación de investigar y sancionar dichas 
prácticas, de conformidad con la Convención Americana y, además, en este caso, a la luz 
de la Convención Interamericana contra la Tortura, por lo cual debe iniciar ex officio y sin 
dilación investigaciones serias, imparciales y efectivas de todos los hechos sobre los cuales 
adquiera conocimiento, especialmente aquellos sobre los cuales tenga noticia en el marco 
de la investigación de los hechos del presente caso, y no sólo los relacionados con las 
desapariciones forzadas de las víctimas. 

260. En el presente caso, la Corte concluye que el Estado no ha desarrollado una 
investigación de los hechos del presente caso con la debida diligencia, en virtud de que: 
la mayoría de las diligencias han estado orientadas a la obtención de información sobre 
las víctimas; existió un retardo injustificado en la acumulación de la investigación; ha 
habido una falta de colaboración del Ministerio de la Defensa que ha obstruido el avance 
de las investigaciones, y se ha incurrido en omisiones serias en cuanto a la utilización de 
la prueba que obra en el expediente. Además, el Tribunal considera que el Estado no ha 
desarrollado las diligencias mínimas necesarias que exige su obligación de investigar lo 
ocurrido a Rudy Gustavo Figueroa Muñoz. 

278. Para determinar si en este caso la obligación procesal de proteger los derechos a la 
integridad personal, libertad personal y vida privada por la vía de una investigación seria 
de lo ocurrido se ha cumplido a cabalidad, es preciso examinar las acciones tomadas por 
el Estado con posterioridad a que tuvo conocimiento de los hechos, así como los 
procedimientos a nivel interno destinados a dilucidar los hechos ocurridos e identificar a 
los responsables de las alegadas violaciones cometidas en perjuicio de la víctima. En este 
sentido, la Corte aclara que de la Convención Interamericana contra la Tortura surgen dos 
supuestos que accionan el deber estatal de investigar: por un lado, cuando se presente 
denuncia, y, por el otro, cuando exista razón fundada para creer que se ha cometido un 
acto de tortura en el ámbito de la jurisdicción del Estado. La Corte observa que Wendy 
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Santizo Méndez declaró ante el Ministerio Público el 11 de junio de 1999, en el marco de 
la investigación sobre la desaparición forzada de su madre, sobre la alegada violación 
sexual y detención de la cual fue presuntamente víctima. A falta de información que 
demuestre que el Estado tuvo o pudo tener conocimiento de la posible ocurrencia de los 
referidos hechos, antes de dicha fecha se analizará las acciones tomadas por el Estado a 
partir de ese momento, en el cual, además, ya se encontraban vigentes para Guatemala 
la Convención de Belém do Pará y la Convención Interamericana contra la Tortura. 

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258 

132. La Corte ha establecido que el deber de investigar es una obligación de medio y no 
de resultado, que debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no 
como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, o como una mera 
gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de las víctimas o 
de sus familiares o de la aportación privada de elementos probatorios. La obligación del 
Estado de investigar debe cumplirse diligentemente para evitar la impunidad y que este 
tipo de hechos vuelvan a repetirse. En este sentido, la Corte recuerda que la impunidad 
fomenta la repetición de las violaciones de derechos humanos. 

148. Por otra parte, la Corte recuerda que, en casos complejos, la obligación de investigar 
conlleva el deber de dirigir los esfuerzos del aparato estatal para desentrañar las 
estructuras que permitieron esas violaciones, sus causas, sus beneficiarios y sus 
consecuencias, y no sólo descubrir, enjuiciar y en su caso sancionar a los perpetradores 
inmediatos. Es decir, la protección de derechos humanos debe ser uno de los fines 
centrales que determine el actuar estatal en cualquier tipo de investigación. De tal forma, 
la determinación sobre los perpetradores de la desaparición de Edgar Fernando García 
sólo puede resultar efectiva si se realiza a partir de una visión comprehensiva de los 
hechos, que tenga en cuenta los antecedentes y el contexto en que ocurrieron, y que 
busque develar las estructuras de participación. 

151. La Corte reconoce que en el presente caso se han dado importantes avances en la 
investigación de la desaparición forzada de Edgar Fernando García. No obstante, resalta 
que por más de veinticinco años no se adoptaron medidas encaminadas a investigar con 
una debida diligencia su desaparición. Además, en la investigación seguida actualmente 
por el Ministerio Público no se evidencia que se estén siguiendo todas las líneas lógicas de 
investigación que surgen de la abundante prueba que ha aportado tanto el Archivo 
Histórico de la Policía Nacional como el Diario Militar.  

Corte IDH. Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277 

180. En cuanto a los alegados impedimentos para realizar determinadas diligencias 
adecuadamente al momento de los hechos, la Corte recuerda que es un principio básico 
del Derecho Internacional, respaldado por la jurisprudencia internacional, que los Estados 
deben acatar sus obligaciones convencionales de buena fe (pacta sunt servanda) y, como 
ya ha señalado este Tribunal y lo dispone el artículo 27 de la Convención de Viena sobre 
el Derecho de los Tratados de 1969, aquellos no pueden por razones de orden interno 
dejar de cumplirla. Por lo que el Estado no puede excusar el incumplimiento de su 
obligación de investigar con la debida diligencia porque al momento de los hechos no 
existía normativa, procedimientos o medidas para realizar las diligencias investigativas 
iniciales adecuadamente de acuerdo a los estándares de derecho internacional que se 
desprenden de tratados aplicables y en vigor al momento de los hechos, y que este 
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Tribunal ha precisado en su jurisprudencia. Sin perjuicio de esto, la Corte ha constado que 
en Guatemala ha habido avances de conformidad con la legislación vigente y creado varios 
organismos, como la INACIF que han permitido la realización de las diligencias de manera 
técnica y científica. 

183. La Corte reitera que la obligación de investigar violaciones de derechos humanos se 
encuentra dentro de las medidas positivas que deben adoptar los Estados para garantizar 
los derechos reconocidos en la Convención. El deber de investigar es una obligación de 
medios y no de resultado. Sin embargo, debe ser asumida por el Estado como un deber 
jurídico propio y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser 
infructuosa, o como una mera gestión de intereses particulares, que dependa de la 
iniciativa procesal de las víctimas o de sus familiares o de la aportación privada de 
elementos probatorios. A la luz de ese deber, una vez que las autoridades estatales tengan 
conocimiento del hecho, deben iniciar ex officio y sin dilación una investigación seria, 
imparcial y efectiva. Esta investigación debe ser realizada por todos los medios legales 
disponibles, y ser orientada a la determinación de la verdad. La obligación del Estado de 
investigar debe cumplirse diligentemente para evitar la impunidad y que este tipo de 
hechos vuelvan a repetirse. En este sentido, la Corte recuerda que la impunidad fomenta 
la repetición de las violaciones de derechos humanos. De otra parte, este Tribunal ha 
advertido que esta obligación se mantiene “cualquiera sea el agente al cual pueda 
eventualmente atribuirse la violación, aún los particulares, pues, si sus hechos no son 
investigados con seriedad, resultarían, en cierto modo, auxiliados por el poder público, lo 
que comprometería la responsabilidad internacional del Estado”. 

192. Además, los estándares internacionales señalan que, en relación con la escena del 
crimen, los investigadores deben, como mínimo, fotografiar dicha escena, cualquier otra 
evidencia física y el cuerpo como se encontró y después de moverlo; todas las muestras 
de sangre, cabello, fibras, hilos u otras pistas deben ser recogidas y conservadas; 
examinar el área en busca de huellas de zapatos o cualquier otra que tenga naturaleza de 
evidencia, y hacer un informe detallando cualquier observación de la escena, las acciones 
de los investigadores y la disposición de toda la evidencia coleccionada. Una de las 
acciones en el sitio del hallazgo de mayor riesgo es la manipulación del cadáver, el cual 
no debe ser manipulado sin la presencia de profesionales, quienes deben examinarlo y 
movilizarlo adecuadamente según la condición del cuerpo. El Protocolo de Minnesota 
establece, entre otras obligaciones, que al investigar una escena del crimen se debe cerrar 
la zona contigua al cadáver, y prohibir, salvo para el investigador y su equipo, el ingreso 
a la misma. Mientras ello no suceda debe evitarse cualquier contaminación de la misma y 
mantenerla bajo custodia permanente. Además es fundamental como lo establece el 
Protocolo de Minnesota que “los funcionarios encargados del cumplimiento de la ley y 
otros investigadores no médicos [...] coordin[en] sus actividades [...en el lugar con el] 
personal médico”. 

195. Además, la jurisprudencia de la Corte ha señalado que un Estado puede ser 
responsable por dejar de “ordenar, practicar o valorar pruebas que hubieran sido de 
mucha importancia para el debido esclarecimiento de los homicidios”. 

198. De todo lo expuesto se desprende que el Estado no realizó las diligencias 
indispensables a partir del hallazgo, el 18 de diciembre de 2001, del cuerpo de María 
Isabel. En esta primera etapa se presentaron diversas irregularidades que han repercutido 
en la investigación y que difícilmente podrían ser subsanadas por tardías diligencias, a 
saber: a) falta de aseguramiento del lugar del hallazgo del cadáver; b) falta de rigurosidad 
en la inspección ocular; c) deficiencias en la elaboración del acta de levantamiento del 
cadáver; d) traslado inadecuado del cadáver; e) recolección inadecuada de las evidencias 
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y su manejo indebido; f) no se aseguró la cadena de custodia de las evidencias, y g) 
necropsia incompleta. 

201. Sin perjuicio de la pertinencia de las medidas efectuadas, de lo expuesto se deriva 
que, en el caso subjudice, el Estado no actuó con la debida prontitud para procurar la 
efectividad de determinadas diligencias dirigidas a esclarecer los hechos, pues el 
allanamiento se efectuó más de un año y seis meses después de haberse recibido la 
llamada anónima de 18 de diciembre de 2001, y el análisis de las llamadas telefónicas fue 
considerado después más de tres años de contar con la información. 

202. Este Tribunal ha constatado que la ampliación de 10 de abril de 2002 de un informe 
rendido el 20 de febrero de 2002 contiene un análisis de la relación entre María Isabel y 
uno de los sospechosos y los indicios que podrían hacer pensar que él sería responsable 
del homicidio de María Isabel, por lo que los investigadores sugieren capturar al 
sospechoso ante “el peligro de su fuga”. Posteriormente, el 21 de junio de 2006 la 
Dirección de Investigaciones Criminalísticas señaló en su informe que no había sido posible 
ubicarlo. 

203. El Estado aceptó su responsabilidad en este punto y de acuerdo a los expedientes 
aportados, no fue aplicada al sospechoso medida cautelar alguna y cuando se pretendió 
ubicar de nuevo su paradero, cuatro años después, no fue posible localizarlo. La Corte, 
teniendo en cuenta el reconocimiento estatal, considera que el Estado no dio el debido 
seguimiento a los indicios o circunstancias del sospechoso que podrían haber fundado la 
necesidad de la adopción de una medida cautelar. Dicha circunstancia impidió una debida 
investigación del sospechoso, afectando la investigación. 

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
agosto de 2014. Serie C No. 283 

201. No escapa a la Corte que, en este caso, las investigaciones desarrolladas respecto a 
la muerte violenta de A.A. y las amenazas a la familia A se mantienen en la órbita del 
Ministerio Público. Sobre el particular, es jurisprudencia de la Corte que las garantías del 
artículo 8.1 de la Convención no se aplican solamente a la actividad judicial. En particular, 
en relación con la actividad de las autoridades encargadas de las investigaciones, la Corte 
ha establecido que, dependiendo de las circunstancias del caso, puede tener que analizar 
los procedimientos que se vinculan y constituyen el presupuesto de un proceso judicial, 
particularmente, las tareas de investigación de cuyo resultado depende el inicio y el 
avance del mismo. Por supuesto, en dichos casos el análisis de las garantías del artículo 
8.1 en la órbita de la actividad del Ministerio Público se aplican mutatis mutandis en lo 
que corresponda. 

202. De igual modo, la Corte advierte que la Procuraduría de los Derechos Humanos de 
Escuintla también realizó una investigación y estableció sus conclusiones. Al respecto, la 
Corte ha señalado que la “verdad histórica” documentada en informes especiales, o las 
tareas, actividades o recomendaciones generadas por comisiones especiales o 
procuradurías, como la del presente caso, no completan o sustituyen la obligación del 
Estado de establecer la verdad e investigar delitos a través de procesos judiciales. Por 
ende y sin menoscabar los esfuerzos del Estado y las actuaciones llevadas a cabo por la 
Procuraduría de los Derechos Humanos, la Corte considera que el análisis sobre la 
obligación estatal de realizar investigaciones diligentes, serias y efectivas de un delito 
debe circunscribirse a las actuaciones realizadas en el ámbito penal. 
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206. Además, los estándares internacionales señalan que, en relación con la escena del 
crimen, los investigadores deben, como mínimo, fotografiar dicha escena, cualquier otra 
evidencia física y el cuerpo como se encontró y después de moverlo; todas las muestras 
de sangre, cabello, fibras, hilos u otras pistas deben ser recogidas y conservadas; 
examinar el área en busca de huellas de zapatos o cualquier otra que tenga naturaleza de 
evidencia, y hacer un informe detallando cualquier observación de la escena, las acciones 
de los investigadores y la disposición de toda la evidencia coleccionada. La Corte también 
ha establecido que al investigar una escena del crimen se debe cerrar la zona contigua al 
cadáver, y prohibir, salvo para el investigador y su equipo, el ingreso a la misma. 

209. Al respecto, la Corte destaca que el correcto manejo de la escena del crimen es un 
punto de partida de la investigación y, por tanto, determinante para esclarecer la 
naturaleza, circunstancias y características del delito, así como los participantes en el 
hecho. Es por ello que su manejo debe ser mediante profesionales entrenados en la 
importancia de sus acciones, la preservación de la escena del crimen, las actividades a 
realizar en ésta, y en la recuperación y preservación de la evidencia. 

212. Por todo lo anterior, la Corte concluye que en el presente caso se presentaron las 
siguientes irregularidades: i) no se precisaron las circunstancias del hallazgo del cadáver; 
ii) no se realizó un correcto manejo de la escena del crimen, así como del levantamiento 
y tratamiento del cadáver; iii) no se recolectaron determinados elementos como evidencia 
en la escena del crimen; iv) se rompió la cadena de custodia de elementos de prueba 
forense; (v) no se realizó un informe de investigación adecuado, y vi) existieron 
irregularidades en la forma en que se elaboró el croquis sobre la localización del cadáver, 
así como insuficiencias e inconsistencias en la manera en que se presentaron los 
resultados de la necropsia médico legal practicada en el cadáver y en el establecimiento 
de la hora de la muerte. 

213. Dado que no consta que se hayan realizado diligencias para corregir dichas 
irregularidades y, en específico, no fue activado el procedimiento de rectificaciones de 
conformidad con los requerimientos legales vigentes en la época, el cual eventualmente 
podría haber sido el mecanismo idóneo a tal efecto, la Corte observa que en el caso 
concreto deviene en irreparable la subsanación de las primeras diligencias de la 
investigación. En razón de todo lo anterior, se afectó la debida diligencia y seriedad en la 
investigación. 

225. En definitiva, la Corte considera que, aun cuando se desplegó actividad investigativa 
por los hechos de la muerte del señor A.A., las diligencias realizadas presentaron 
omisiones y retardos en el recabo y practica de prueba, y que el seguimiento de líneas 
lógicas de investigación no ha sido completo y exhaustivo. Por tanto, la investigación que 
se sigue en la jurisdicción interna no ha sido diligente, seria y efectiva. 

226. Por último, la Corte ha constatado que han transcurrido casi 10 años de los hechos 
del caso y que se inició la investigación, y aún no han sido esclarecidos ni se ha 
determinado la verdad de lo ocurrido, afectando el derecho al acceso a la justicia de los 
familiares del señor A.A. en un plazo razonable. Por tanto, la Corte considera que una 
demora prolongada, como la que se ha dado en este caso, constituye en principio, una 
violación a las garantías judiciales. La Corte no considera necesario realizar mayores 
consideraciones al respecto. 

227. La Corte recuerda que el Estado, para garantizar un debido proceso, debe facilitar 
todos los medios necesarios para proteger a los operadores de justicia, investigadores, 
testigos y familiares de las víctimas de hostigamientos y amenazas que tengan como 
finalidad entorpecer el proceso, evitar el esclarecimiento de los hechos y encubrir a los 
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responsables de los mismos, pues de lo contrario eso tendría un efecto amedrentador e 
intimidante en quienes investigan y en quienes podrían ser testigos, afectando seriamente 
la efectividad de la investigación. En efecto, las amenazas e intimidaciones sufridas por 
testigos en el proceso interno no pueden verse aisladamente, sino que se deben considerar 
en el marco de obstaculizaciones de la investigación del caso. Por ende, tales hechos se 
convierten en otro medio para perpetuar la impunidad e impedir que se conozca la verdad 
de lo ocurrido. De igual modo, es criterio de la Corte que para que una investigación sea 
efectiva, las personas encargadas de la misma deben de ser independientes, tanto 
jerárquica e institucionalmente como en la práctica, de aquellas personas implicadas en 
los hechos que se investigan. 

235. En definitiva, del expediente se evidencian una serie de indicios que permiten a la 
Corte concluir que en el presente caso testigos y declarantes temieron sufrir las 
consecuencias de cualquier información que pudieran dar, sin que conste que el Estado 
haya facilitado los medios necesarios de protección una vez que tomó conocimiento de 
estos hechos, a fin de garantizar la seguridad a los investigadores, testigos y familiares 
de las víctimas en la investigación, en específico, aun cuando al menos en una oportunidad 
se solicitó expresamente protección a un testigo. La manera en que dicha situación permeó 
en los testigos y declarantes implicó que algunos de ellos no proporcionaran a los 
investigadores información en relación al hecho, afectando la efectividad de la 
investigación, y contribuyendo a la impunidad en que hasta hoy y por casi 10 años se 
mantiene el presente caso. 

236. En relación con la investigación de la muerte del señor A.A., la Corte constató 
irregularidades en las primeras diligencias de la misma que en el caso concreto no son 
subsanables. Posteriormente, las diligencias realizadas se caracterizaron por una desidia 
estatal en la conducción de la investigación, ya que se presentaron omisiones y retardos 
en el recabo y practica de prueba, y el seguimiento de líneas lógicas de investigación no 
fue completo ni exhaustivo, además, no se citó a declarar ante la Fiscalía del Ministerio 
Público a ninguna de las seis personas que fueron señaladas como sospechas y que se 
logró identificar en el marco de la investigación. A su vez, en el presente caso testigos y 
declarantes temieron sufrir las consecuencias de cualquier información que pudieran dar, 
sin que el Estado haya facilitado los medios necesarios de protección una vez que tomó 
conocimiento de estos hechos. Es así que, transcurridos casi 10 años de los hechos del 
caso y de que se inició la investigación, la muerte violenta del señor A.A. aún se encuentra 
en la más absoluta impunidad fuera de todo plazo razonable. 

237. En consecuencia, la Corte considera que la investigación que se sigue en la 
jurisdicción interna no ha sido diligente, seria y efectiva y da por establecido que el Estado 
incumplió los requerimientos de los artículos 8.1 y 25 de la Convención, en relación con 
el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de los familiares de A.A. 

242. La Corte considera que la investigación en relación con las presuntas amenazas en 
contra de la familia A se caracterizó por la falta de debida diligencia. Asimismo, en el 
presente caso el tiempo transcurrido sobrepasa excesivamente un plazo que pueda 
considerarse razonable para que el Estado iniciara las correspondientes diligencias 
investigativas. Esta falta de investigación durante tan largo período configura una 
flagrante denegación de justicia y una violación al derecho de acceso a la justicia de las 
presuntas víctimas. En consecuencia, la Corte estima que el Estado incumplió con su 
obligación de investigar dichas presuntas amenazas con la diligencia, seriedad y 
efectividad requeridas, en violación de los artículos 8.1 y 25 de la Convención, ello en 
perjuicio de los familiares de A.A. 
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Corte IDH. Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C 
No. 307 

144. La Corte también ha señalado que del artículo 8 de la Convención se desprende que 
las víctimas de violaciones de derechos humanos, o sus familiares, deben contar con 
amplias posibilidades de ser oídos y actuar en los respectivos procesos, tanto en procura 
del esclarecimiento de los hechos y del castigo de los responsables, como en busca de una 
debida reparación. Asimismo, el Tribunal ha establecido que la obligación de investigar y 
el correspondiente derecho de la presunta víctima o de los familiares no solo se desprende 
de las normas convencionales de derecho internacional imperativas para los Estados Parte, 
sino que además se deriva de la legislación interna que hace referencia al deber de 
investigar de oficio ciertas conductas ilícitas y a las normas que permiten que las víctimas 
o sus familiares denuncien o presenten querellas, pruebas o peticiones o cualquier otra 
diligencia, con la finalidad de participar procesalmente en la investigación penal con la 
pretensión de establecer la verdad de los hechos. (En similar sentido, ver entre otros: Caso 
Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277, párr. 184). 

150. La Corte ha establecido que la eficiente determinación de la verdad en el marco de 
la obligación de investigar una muerte, debe mostrarse desde las primeras diligencias con 
toda acuciosidad. En este punto, en cuanto al manejo de la escena del crimen, el 
levantamiento y tratamiento del cadáver de la víctima, la necropsia, así como el 
mantenimiento de la cadena de custodia de todo elemento de prueba forense, en su 
jurisprudencia y siguiendo el Manual sobre la Prevención e Investigación Efectiva de 
Ejecuciones Extrajudiciales, Arbitrarias y Sumarias de Naciones Unidas (Protocolo de 
Minnesota), la Corte ha sustentado que deben realizarse algunas diligencias mínimas e 
indispensables para la conservación de los elementos de prueba y evidencias que puedan 
contribuir al éxito de la investigación. En este sentido, ha especificado los principios 
rectores que es preciso observar en una investigación cuando se está frente a una muerte 
violenta. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. 
Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 
2014. Serie C No. 283, párr. 204). 

152. La Corte destaca que el correcto manejo de la escena del crimen es un punto de 
partida de la investigación y, por tanto, determinante para esclarecer la naturaleza, 
circunstancias y características del delito, así como los participantes en el hecho. Es por 
ello que su manejo debe ser mediante profesionales entrenados en la importancia de sus 
acciones, la preservación de la escena del crimen, las actividades a realizar en esta, y en 
la recuperación y preservación de la evidencia. La jurisprudencia de la Corte ha señalado 
que un Estado puede ser responsable por dejar de “ordenar, practicar o valorar pruebas 
que hubieran sido de mucha importancia para el debido esclarecimiento de los homicidios”. 
En relación con la escena del crimen, los investigadores deben, como mínimo, fotografiar 
dicha escena, cualquier otra evidencia física y el cuerpo como se encontró y después de 
moverlo; todas las muestras de sangre, cabello, fibras, hilos u otras pistas deben ser 
recogidas y conservadas; examinar el área en busca de huellas de zapatos o cualquier 
otra que tenga naturaleza de evidencia, y hacer un informe detallando cualquier 
observación de la escena, las acciones de los investigadores y la disposición de toda la 
evidencia coleccionada. Se debe cerrar la zona contigua al cadáver, y prohibir, salvo para 
el investigador y su equipo, el ingreso a la misma. Mientras ello no suceda debe evitarse 
cualquier contaminación de la misma y mantenerla bajo custodia permanente. Una de las 
acciones en el sitio del hallazgo de mayor riesgo es la manipulación del cadáver, el cual 
no debe ser manipulado sin la presencia de profesionales, quienes deben examinarlo y 
movilizarlo adecuadamente según la condición del cuerpo. 
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153. Igualmente, la debida diligencia en una investigación médico-legal de una muerte 
exige el mantenimiento de la cadena de custodia de todo elemento de prueba forense. La 
Corte ha señalado que ello consiste en llevar un registro escrito preciso, complementado, 
según corresponda, por fotografías y demás elementos gráficos, para documentar la 
historia del elemento de prueba a medida que pasa por las manos de diversos 
investigadores encargados del caso. La cadena de custodia puede extenderse más allá del 
juicio y la condena del autor, dado que las pruebas antiguas, debidamente preservadas, 
podrían servir para el sobreseimiento de una persona condenada erróneamente. La 
excepción la constituyen los restos de víctimas positivamente identificadas que pueden 
ser devueltos a sus familias para su debida sepultura, con la reserva de que no pueden 
ser cremados y que pueden ser exhumados para nuevas autopsias. (En similar sentido, ver 
entre otros: Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277, párr. 193, y Caso Defensor de Derechos 
Humanos y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 28 de agosto de 2014. Serie C No. 283, párr. 207). 

154. En cuanto a las autopsias, como lo ha señalado la Corte, tienen como objetivo 
recolectar, como mínimo, información para identificar a la persona muerta, la hora, la 
fecha, causa y forma de muerte. Estas deben respetar ciertas formalidades básicas, como 
indicar la fecha y hora de inicio y finalización, así como el lugar donde se realiza y el 
nombre del funcionario que la ejecuta. Asimismo, se debe, inter alia, fotografiar 
adecuadamente el cuerpo; tomar radiografías del cadáver, de su bolsa o envoltorio y 
después de desvestirlo, documentar toda lesión. Se debe documentar la ausencia, soltura 
o daño de los dientes, así como cualquier trabajo dental, y examinar cuidadosamente las 
áreas genital y para-genital en búsqueda de señales de abuso sexual. Asimismo, el Manual 
de Naciones Unidas indica que en los protocolos de autopsia se debe anotar la posición 
del cuerpo y sus condiciones, incluyendo si está tibio o frío, ligero o rígido; proteger las 
manos del cadáver, registrar la temperatura del ambiente y recoger cualquier insecto. (En 
similar sentido, ver entre otros: Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277, párr. 194). 

156. Primeramente, la Corte advierte que no consta que se haya desplegado actividad 
alguna por parte de los investigadores del Ministerio Público y de la PNC a raíz de las 
denuncias sobre la desaparición de Claudina Velásquez presentadas por sus padres 
aproximadamente a las 3:00 a.m., 5:00 a.m. y 8:30 a.m. a diversos agentes de la PNC. 
Tampoco consta reporte policial alguno realizado al respecto, más allá de la boleta de 
denuncia de desaparición elaborada a las 8:30 a.m. el día 13 de agosto de 2005. En 
definitiva, la investigación penal no inició a partir de las denuncias sobre la desaparición 
de la víctima, sino que el momento específico de su inicio fue a partir del hallazgo del 
cuerpo sin vida de Claudina Velásquez. Por otro lado, este Tribunal ha constatado 
irregularidades en las primeras diligencias practicadas en la investigación, las cuales se 
analizan en los siguientes párrafos. 

168. Por todo lo anterior, la Corte concluye que en el presente caso se presentaron las 
siguientes irregularidades: i) falta de un registro policial sobre el hallazgo del cuerpo; ii) 
falta de investigación en los indicios de manipulación del cadáver; iii) incorrecto manejo 
de la escena del crimen; iv) irregularidades en la documentación y preservación de la 
evidencia; v) falta de recaudación y preservación de evidencia; vi) irregularidades 
respecto a la práctica de la necropsia y su documentación; vii) irregularidades y falta de 
determinación de la hora de la muerte; viii) referencia a la víctima como “XX” en informes 
de investigación elaborados con posterioridad a su identificación, e ix) irregularidades en 
el reconocimiento médico forense y su informe respectivo. Las falencias de las primeras 
diligencias de la investigación difícilmente pueden ser subsanadas por las tardías e 
insuficientes diligencias probatorias que el Estado ha tratado de impulsar. Además, la 
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pérdida de evidencia deviene en irreparable. En razón de todo lo anterior, se afectó la 
debida diligencia y rigor en la investigación. 

169. La Corte ha establecido que, en aras de garantizar su efectividad, en la investigación 
de violaciones de los derechos humanos se debe evitar omisiones en la recaudación de 
prueba y en el seguimiento de líneas lógicas de investigación. Al respecto, la Corte ha 
precisado que, cuando los hechos se refieren a la muerte violenta de una persona, la 
investigación iniciada debe ser conducida de tal forma que pudiese garantizar el debido 
análisis de las hipótesis de autoría surgidas a raíz de la misma. En este punto, cabe 
recordar que no corresponde a la Corte analizar las hipótesis de autoría manejadas 
durante la investigación de los hechos y en consecuencia determinar responsabilidades 
individuales, cuya definición compete a los tribunales penales internos, sino evaluar las 
acciones u omisiones de agentes estatales, según la prueba presentada por las partes. De 
igual modo, no compete a la Corte sustituir a la jurisdicción interna, estableciendo las 
modalidades específicas de investigación y juzgamiento en un caso concreto para obtener 
un mejor o más eficaz resultado, sino constatar si en los pasos efectivamente dados a 
nivel interno se violaron o no obligaciones internacionales del Estado derivadas de los 
artículos 8 y 25 de la Convención Americana. La Corte recuerda que la falta de diligencia 
tiene como consecuencia que conforme el tiempo vaya transcurriendo, se afecte 
indebidamente la posibilidad de obtener y presentar pruebas pertinentes que permitan 
esclarecer los hechos y determinar las responsabilidades que correspondan, con lo cual el 
Estado contribuye a la impunidad. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Defensor de 
Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 28 de agosto de 2014. Serie C No. 283, párr. 214). 

170. La Corte ha constatado que, aun cuando se desplegó actividad investigativa por los 
hechos de la muerte violenta de Claudina Velásquez Paiz, a lo largo de diez años las 
diligencias se han realizado de manera tardía. En efecto, si bien la investigación inició el 
13 de agosto de 2005, consta que los agentes y auxiliares fiscales a cargo de la 
investigación solicitaron acceder a los videos de seguridad de uno de los lugares en que 
presuntamente Claudina Velásquez había estado tiempo antes de su muerte, recién el 4 
de septiembre de 2005; el 6 de diciembre de 2005 recibieron la declaración de uno de los 
miembros del cuerpo voluntario de bomberos que adicionó información sobre los hallazgos 
realizados en la escena del crimen; el 26 de junio de 2006 practicaron la reconstrucción 
de los hechos en presencia de los especialistas del Ministerio Público; los días 30 de 
octubre de 2007 y 23 de abril de 2008 solicitaron información acerca de las facturas de 
sopas instantáneas; el 26 de junio de 2008 solicitaron información sobre hechos 
reportados al número 110 de la PNC en la madrugada del 13 de agosto de 2005; los días 
23 de julio de 2008 y 19 de mayo de 2009 solicitaron realizar los peritajes de trayectoria 
balística; el 24 de noviembre de 2008 se realizó el Perfil Psiquiátrico de Victimario, Víctima 
y Escena del Crimen; el 20 de enero de 2009 recibieron la declaración del médico forense 
que practicó el reconocimiento y procesamiento médico legal de la escena del crimen que 
adicionó información sobre los hallazgos realizados en la escena del crimen, y el 11 de 
agosto de 2011 solicitaron el análisis de laboratorio para determinar a qué animal 
corresponderían las muestras de sangre animal halladas en las manos de la víctima. La 
práctica tardía de dichas diligencias tuvo como consecuencia que la información que se 
hubiera podido obtener a través de estas no se integrara a la investigación desde un inicio. 
Además, en algunos casos consta que no fue posible obtener la información requerida con 
los elementos aportados. Asimismo, en algunos casos los registros no fueron conservados 
a través del tiempo, por lo que la demora ocasionó la pérdida irreparable de la prueba. 

171. Aunado a lo anterior, la Corte constata que las diligencias han sido repetitivas y que 
han retrasado la investigación. En este sentido, el 18 de noviembre de 2011 se emitió un 
dictamen pericial sobre examen de alcohol en el cual se adicionó una tabla estándar de 
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alcoholemia, no obstante que el 16 de septiembre de 2005 ya se había emitido un 
dictamen pericial sobre examen de alcohol y drogas. A partir de septiembre de 2005 se 
ha solicitado reiteradamente a empresas de telefonía nacional, entidades y universidades 
del país información detallada de diversos números telefónicos. En respuesta, se ha 
informado que no tienen el registro de llamadas realizadas los días 12 y 13 de agosto de 
2005, los mensajes de texto no fueron almacenados en sus sistemas, los números 
telefónicos no corresponden a numeraciones asignadas y no se tiene constancia de datos 
personales del usuario o propietario de la línea telefónica. Sin embargo, las solicitudes de 
información se han prolongado a través del tiempo al menos hasta marzo de 2012, sin 
que se haya desplegado alguna medida específica en atención a las respuestas recibidas. 
El 29 de septiembre de 2006 y 20 de mayo de 2009 se realizaron estudios de Laboratorio 
para comparar el perfil genético de Claudina Velásquez con el de Jorge Rolando Velásquez 
Durán y Elsa Claudina Paiz Vidal, mediante los cuales se determinó que aquel era 
compatible con el que tendría una hija biológica de estos últimos, y el 2 de septiembre y 
2 de noviembre de 2011 se remitió información catastral referente a inmuebles ubicados 
en la Colonia Roosevelt, sin que la Corte tenga claridad sobre las razones por las cuales 
se practicaron dichas diligencias. 

172. En conclusión, la Corte ha constatado que han transcurrido más de 10 años desde 
los hechos del caso y desde que se inició la investigación, y aún no se ha determinado la 
verdad de lo ocurrido. Las diligencias de investigación han sido tardías y repetitivas, 
afectando con ello los resultados de la misma. Además, respecto a algunas otras 
diligencias, no se tiene claridad sobre las razones por las cuales se han practicado. 
Finalmente, otras diligencias se han prolongado a través del tiempo sin resultados 
concretos. La falta de debida diligencia en el presente caso ha afectado el derecho al 
acceso a la justicia de los familiares de Claudina Velásquez en un plazo razonable, en 
violación a las garantías judiciales. 

Corte IDH. Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 312 

257. La Corte ha señalado reiteradamente que el Estado tiene el deber jurídico de 
“prevenir, razonablemente, las violaciones de los derechos humanos, de investigar 
seriamente con los medios a su alcance las violaciones que se hayan cometido dentro del 
ámbito de su jurisdicción a fin de identificar a los responsables, [en su caso] de imponerles 
las sanciones pertinentes, y de asegurar a la víctima una adecuada reparación”. En 
particular, como una obligación especialmente acentuada y un elemento condicionante 
para garantizar el derecho a la vida, la Corte ha establecido que, cuando se trata de la 
investigación de la muerte de una persona que se encontraba bajo custodia del Estado, 
las autoridades correspondientes tienen el deber de iniciar ex officio y sin dilación, una 
investigación seria, independiente, imparcial y efectiva, es decir, con la debida diligencia 
y sustanciada “por todos los medios legales disponibles y orientada a la determinación de 
la verdad”. La investigación debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio 
y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, o como una 
mera gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de las 
víctimas o de sus familiares o de la aportación privada de elementos probatorios. En 
definitiva, el Estado tiene la obligación de proveer una explicación inmediata, satisfactoria 
y convincente de lo sucedido a una persona que se encuentra bajo su custodia. 

258. En el presente caso, la Corte hace notar que no hay indicios de violencia en la muerte 
de la presunta víctima (ni fue alegado como tal), lo cual no minimiza el deber de 
investigación oficiosa del Estado dada la situación de privación de libertad. En este caso, 
ciertamente fueron adoptadas medidas razonables de investigación que, además de 
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descartar la presencia de una serie de sustancias en el cuerpo de aquélla, indicaron 
“edema pulmonar” y “pancreatitis hemorrágica” como causas biológicas del fallecimiento. 
Con base en ello, la Fiscalía concluyó que la causa de muerte “fue natural”, descartó la 
comisión de algún delito y solicitó al Juzgado de Primera Instancia Penal, Narcoactividad 
y Delitos contra el Ambiente la desestimación de la causa y el archivo de la denuncia, lo 
cual fue aceptado por éste. 

259. La Corte hace notar que las diligencias de investigación efectivamente realizadas de 
oficio fueron pertinentes para establecer la causa biológica de la muerte y que esos 
resultados llevaron al Ministerio Público a concluir que tal hecho no fue causado por 
conductas consideradas como punibles bajo la legislación guatemalteca. En este sentido, 
no ha sido comprobado que el Estado tenga responsabilidad en relación con la realización 
de tales diligencias, ni con la decisión, en sí misma, de no iniciar algún procedimiento 
penal contra alguna persona específica. A la vez, dado que el Estado debe dar una 
explicación de oficio, suficiente y efectiva para establecer las circunstancias de la muerte 
no violenta de una persona en situación de privación de libertad, la falta de determinación 
de responsabilidad penal no necesariamente debe impedir que se continúe con la 
averiguación de otros tipos de responsabilidades, tales como la administrativa, de ser ello 
procedente según las circunstancias de cada caso. Sin embargo, la Corte hace notar que 
la Comisión y los representantes no han aportado información o alegatos suficientes para 
determinar cuáles eran las vías idóneas (o, en su caso, la falta de tales vías) para 
investigar otras posibles conductas de funcionarios públicos, médicos o terceros y 
establecer si pudieron tener alguna relación con la muerte de la señora Chinchilla, 
independientemente de la relevancia penal, disciplinaria o de otra índole que las mismas 
pudieran tener. 

260. Por las razones anteriores, la Corte considera que no ha sido demostrado que el 
Estado sea responsable por el alegado incumplimiento de garantizar el acceso a la justicia, 
en los términos de los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial 
reconocidos en los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana, en perjuicio de los 
familiares de la señora María Inés Chinchilla Sandoval, a saber, de Marta María Gantenbein 
Chinchilla, Luz de María Juárez Chinchilla y Luis Mariano Juárez Chinchilla. 

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328 

212. Asimismo, este Tribunal ha señalado que en una sociedad democrática se debe 
conocer la verdad sobre los hechos de graves violaciones de derechos humanos. Esta es 
una justa expectativa que el Estado debe satisfacer, por un lado, mediante la obligación 
de investigar de oficio y, por el otro, con la divulgación pública de los resultados de los 
procesos penales e investigativos. Esto exige del Estado la determinación procesal de los 
patrones de actuación conjunta y de todas las personas que de diversas formas 
participaron en dichas violaciones y sus correspondientes responsabilidades y reparar a 
las víctimas del caso. Por ello, en ocasiones anteriores la Corte ha considerado que las 
autoridades encargadas de las investigaciones tienen el deber de asegurar que en el curso 
de las mismas se valoren los patrones sistemáticos que permitieron la comisión de graves 
violaciones de los derechos humanos, como los sucedidos en el presente caso. En aras de 
garantizar su efectividad, la investigación debe ser conducida tomando en cuenta la 
complejidad de este tipo de hechos y de la estructura en la cual se ubican las personas 
probablemente involucradas en los mismos, de acuerdo al contexto en que ocurrieron, 
particularmente en contextos de ataques masivos y sistemáticos o generalizados hacia 
algún sector de la población, evitando así omisiones en la recaudación de prueba y en el 
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seguimiento de líneas lógicas de investigación. Por ello, las autoridades estatales están 
obligadas a colaborar en la recaudación de la prueba para alcanzar los objetivos de una 
investigación y abstenerse de realizar actos que impliquen obstrucciones para la marcha 
del proceso investigativo. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Masacres de Río Negro Vs. 
Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 
2012. Serie C No. 250, párr. 194). 

213. Dada su importancia, la obligación de investigar en el presente caso no puede ser 
ejecutada de cualquier manera, sino que debe realizarse de acuerdo a los estándares 
establecidos por las normas y la jurisprudencia internacionales que caracterizan a las 
investigaciones de graves violaciones a los derechos humanos, lo cual supone, en primer 
término, generar un marco normativo interno adecuado y/u organizar el sistema de 
administración de justicia de forma tal que su funcionamiento asegure la realización de 
investigaciones ex officio, sin dilación, serias y efectivas. 

214. De igual modo, dicho deber impone la remoción de todo obstáculo de jure y de facto 
que impida la investigación y juzgamiento de los hechos y, en su caso, la sanción de todos 
los responsables de las violaciones declaradas, así como la búsqueda de la verdad. Por 
esta razón, en el presente caso, el cual versa sobre graves violaciones de derechos 
humanos cometidas dentro de un contexto de violaciones masivas y sistemáticas, la 
obligación de investigar no puede desecharse o condicionarse por actos o disposiciones 
normativas internas de ninguna índole. 

215. Además, la Corte considera pertinente señalar que la obligación de investigar, juzgar 
y, en su caso, sancionar a los responsables de hechos violatorios de los derechos humanos 
no se deriva solamente de la Convención Americana. En determinadas circunstancias y 
dependiendo de la naturaleza de los hechos, esta obligación también se desprende de 
otros instrumentos interamericanos en la materia que establecen la obligación a cargo de 
los Estados Partes de investigar las conductas prohibidas por tales tratados. Al respecto, 
este Tribunal nota que, en este caso, la obligación de investigar a cargo del Estado 
contraída a partir de la ratificación de la Convención Americana y que se mantiene vigente 
en la actualidad, fue reafirmada por Guatemala con motivo del depósito del instrumento 
de ratificación de: i) la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura 
el 29 de enero de 1987; ii) la Convención de Belém do Pará el 4 de abril de 1995, y iii) la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas (CIDFP) el 25 de 
febrero de 2000, por lo que el Estado debía velar por su cumplimiento a partir de esos 
momentos, aun cuando estas no habían sido adoptadas por Guatemala al momento de los 
hechos del caso. 

217. Como se ha señalado, consta en el acervo probatorio que en este caso se abrieron, 
por un lado, una investigación ante la Unidad de Casos Especiales y Violaciones a los 
Derechos Humanos del Ministerio Público y otra ante el Procurador de los Derechos 
Humanos en relación con la masacre de 8 de enero de 1982 y, por otro lado, nueve 
expedientes relacionados con los hechos del caso cometidos antes y después de dicha 
masacre. A continuación, el Tribunal constatará lo pertinente en torno a estas 
investigaciones, a la luz de los estándares expuestos. 

218. A partir de una evaluación del Expediente No. 001-2005-95839 ante la Unidad de 
Casos Especiales y Violaciones a los Derechos Humanos del Ministerio Público, abierto en 
el año 1993 a raíz de una denuncia interpuesta en relación con la masacre de 8 de enero 
de 1982, el Tribunal constató lo siguiente. 

219. Si bien se constata cierta actividad investigativa de las autoridades encargadas, no 
se agotaron todas las medidas que debían realizarse a fin de esclarecer los hechos e 
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identificar a los posibles autores de los mismos, y varias de las diligencias realizadas se 
debieron al impulso procesal de los familiares de las víctimas. Asimismo, el Tribunal ha 
constatado que en diversas ocasiones cesó la actividad investigativa durante largos 
períodos de tiempo o se registraron demoras en la realización de las diligencias. 

224. Al respecto, la Corte recuerda que, para garantizar un debido proceso, el Estado debe 
facilitar todos los medios necesarios para proteger a los operadores de justicia, 
investigadores, testigos y familiares de las víctimas de hostigamientos y amenazas que 
tengan como finalidad entorpecer el proceso, evitar el esclarecimiento de los hechos y 
encubrir a los responsables de los mismos, pues de lo contrario eso tendría un efecto 
amedrentador e intimidante en quienes investigan y en quienes podrían ser testigos, 
afectando seriamente la efectividad de la investigación. En efecto, las amenazas e 
intimidaciones sufridas por testigos en el proceso interno no pueden verse aisladamente, 
sino que se deben considerar en el marco de obstaculizaciones de la investigación del 
caso, ya que tales hechos se convierten en otro medio para perpetuar la impunidad e 
impedir que se conozca la verdad de lo ocurrido. (En similar sentido, ver entre otros: Caso 
Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 
2003. Serie C No. 101, párr. 199). 

230. Por otra parte, este Tribunal recuerda que, de conformidad con el derecho reconocido 
en el artículo 8.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, 
los Estados tienen la obligación de garantizar el derecho de las víctimas o sus familiares 
de participar en todas las etapas de los respectivos procesos, de manera que puedan hacer 
planteamientos, recibir informaciones, aportar pruebas, formular alegaciones y, en 
síntesis, hacer valer sus derechos. Dicha participación deberá tener como finalidad el 
acceso a la justicia, el conocimiento de la verdad de lo ocurrido y el otorgamiento de una 
justa reparación. En cuanto a este punto, la Corte constata que los días 5 de diciembre de 
1997 y 29 de enero de 1998 Miguel Sic Osorio, Fabiana Chen Galiego y Teresa Cacaj 
Cahuec solicitaron al Juzgado de Primera Instancia, adherirse al proceso como 
querellantes. Sin embargo, fue recién en marzo de 1999, es decir, más de un año después 
de la primera solicitud, que esta fue resuelta, debido a que se había extraviado el 
expediente No. 255-93, dentro del cual se practicó la diligencia de exhumación de 1993. 
Al respecto, la Corte considera que la demora de más de un año en resolver la solicitud 
de adherirse al proceso vulneró el derecho de participar en el mismo de dichos familiares. 
Por otra parte, esta Corte considera que el “extravío” del expediente No. 255-93 Of. 4to 
denota por sí mismo una falta de debida diligencia en la investigación. 

231. Por último, esta Corte ha señalado que las autoridades estatales están obligadas a 
colaborar en la obtención de la prueba para alcanzar los objetivos de una investigación y 
abstenerse de realizar actos que impliquen obstrucciones para la marcha del proceso 
investigativo. Al respecto, el Tribunal constató que, ante la solicitud del Juez de Primera 
Instancia de 7 de mayo de 1993 de los nombres de las personas que se desempeñaban 
como comisionados militares y ayudantes de comisionados en el municipio de Rabinal en 
1982, así como información sobre si se les asignó alguna comisión el 8 de enero de ese 
año, el Comandante de Reservas Militares respondió el 9 de mayo de 1993, que “durante 
el año 1982 no existían comisionados militares en dicha aldea ya que esa área era tomada 
como zona de operaciones de la delincuencia terrorista[,...] así [...] no pudo nombrarse 
ninguna comisión el 8 de enero de 1982”. Como se ha señalado, según la CEH, el municipio 
de Rabinal fue considerado por el Ejército como un área estratégica durante el conflicto 
armado interno, y entre los años 1981 y 1983 grupos militares o paramilitares asesinaron 
por lo menos un 20% de la población del municipio. Además, fueron miembros del Ejército 
de Guatemala asignados al destacamento de Rabinal, policías judiciales y comisionados 
militares quienes perpetraron la masacre en la clínica de la aldea Chichupac el 8 de enero 
de 1982. Así, esta negación de la existencia de comisionados miliares en la zona en el año 
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1982, y de la presencia y participación de militares en operaciones, constituyó un claro 
intento de ocultar los nombres de las personas posiblemente responsables de la masacre. 

232. De lo anterior se desprende que, en el marco de la investigación de la masacre de 8 
de enero de 1982, el Estado incurrió en una serie de faltas de debida diligencia y al menos 
una obstaculización que han impedido la investigación efectiva, juzgamiento y eventual 
sanción de los responsables. 

233. A partir de una evaluación de los nueve expedientes abiertos en relación con los 
hechos ocurridos antes y después de la masacre de 8 de enero de 1982, el Tribunal ha 
verificado lo siguiente. 

234. En primer lugar, en siete expedientes no se advierten acciones dirigidas a la 
determinación de los responsables de los hechos. En dos de estos - el expediente No. 811- 
95 Of. 1ro ante la Fiscalía Distrital del Ministerio Público de Salamá, en el cual se denunció 
la desaparición de familiares de María Teresa Sic Osorio, Albertina Sic Cuxum y Alejandra 
Galiego Mendoza, entre otros, y el expediente No. 248-2006-169 ante la Fiscalía Municipal 
del Ministerio Público de Rabinal, en el que se denunció el desplazamiento forzado de la 
familia del señor Chen Tahuico y la muerte de su hijo- no se registra actividad investigativa 
alguna. Este Tribunal ha señalado que la búsqueda efectiva de la verdad corresponde al 
Estado y no depende de la iniciativa procesal de la víctima o de sus familiares, o de la 
aportación privada de elementos probatorios. Por ello, la Corte considera particularmente 
problemático que el 15 de agosto de 1995 el Fiscal Distrital de Salamá ordenó el archivo 
del expediente No. 811-95 Of. 1ro debido a que “no aparec[ía] individualizado el 
imputado”. El caso fue archivado solamente un mes después de la denuncia interpuesta 
el 12 de julio de 1995, sin que se ordenara una investigación a fin de determinar a los 
responsables ni localizar a las personas desaparecidas, entre ellas, Lorenzo Depaz Siprian, 
Leonardo Cahuec Gonzalez, Juan Mendoza Alvarado y José Cruz Mendoza Sucup. Por otra 
parte, en otros cinco expedientes, las actuaciones se limitaron a la exhumación y, en 
algunos casos, a la entrega de restos a sus familiares, pese a que los familiares solicitaron 
otras medidas de investigación. No escapa a la Corte que entre los años 1995 y 2010 se 
denunciaron en estos cinco expedientes, ejecuciones, torturas, violación sexual, 
desplazamiento forzado, trabajos forzosos y desapariciones. El Tribunal se referirá a este 
punto en el apartado B.2 infra. 

235. En segundo lugar, este Tribunal ha registrado demoras de cinco a diez años en la 
realización de las exhumaciones en cementerios clandestinos solicitadas por los familiares 
de las víctimas. Lo anterior, pese a que los familiares señalaron los lugares donde se 
encontrarían enterradas dichas personas. Asimismo, los restos del señor Elías Milián 
Gonzalez fueron entregados a su hija, la señora Tarcila Milián, por el Auxiliar Fiscal de la 
Fiscalía Municipal del Ministerio Público de Rabinal el 18 de abril de 2012, 10 meses 
después de que ya habían sido exhumados e identificados, sin que se desprenda del 
expediente la razón de dicha demora. Por otra parte, pese a que en abril de 2006 el señor 
Miguel Chen Tahuico manifestó a la Fiscalía del Ministerio Público de Rabinal que no pudo 
enterrar a su hijo en un cementerio legal debido a la “intensa persecución” que sufrió, y 
que además señaló dónde lo enterró y solicitó su exhumación, no se registra que dicha 
solicitud haya sido atendida. De todo lo anterior se desprende que las exhumaciones 
realizadas se han llevado a cabo a partir de solicitudes y denuncias hechas por familiares 
de las víctimas, y que la iniciativa del Estado para la búsqueda e identificación de víctimas 
ha sido mínima. 

236. Al respecto, la Corte recuerda que el paso del tiempo guarda una relación 
directamente proporcional con la limitación –y en algunos casos, la imposibilidad- para 
obtener las pruebas y/o testimonios, dificultando y aún tornando nugatoria o ineficaz, la 
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práctica de diligencias probatorias a fin de esclarecer los hechos materia de investigación, 
identificar a los posibles autores y partícipes, y determinar las eventuales 
responsabilidades penales. Sin perjuicio de ello, las autoridades nacionales no están 
eximidas de realizar todos los esfuerzos necesarios en cumplimiento de su obligación de 
investigar. 

237. En tercer lugar, el Tribunal observa que en febrero de 2003 se entregaron las trece 
osamentas recuperadas en la exhumación de abril de 2002 a Francisco Sic y a Máxima 
Emiliana García Valey, pese a que únicamente dos de estas osamentas correspondían a 
sus familiares. La Corte recuerda que recibir el cuerpo de una persona fallecida es de suma 
importancia para sus familiares, ya que les permite sepultarlo de acuerdo a sus creencias, 
así como cerrar el proceso de duelo. Si bien Francisco Sic y Máxima Emiliana García Valey 
se “compromet[ieron] a entregar a los otros familiares las osamentas”, la Corte considera 
que esta era una obligación del Estado que no podía ser delegada a terceras personas. 

238. En cuarto lugar, no consta en el expediente ante este Tribunal que se haya realizado 
alguna diligencia adicional dirigida a identificar a cinco personas cuyas osamentas fueron 
exhumadas en abril de 2002, mayo de 2007 y marzo de 2013 pero no identificadas en 
dichas ocasiones. Tampoco constan actuaciones posteriores a dicha exhumación de marzo 
de 2013, realizada dentro del marco del expediente No. M.P. 247-1997-1378 ante la 
Fiscalía Distrital del Ministerio Público de Salamá, dirigidas a encontrar a Gregorio (o 
Gorgonio) Gonzales Gonzales, Gabino Román, Cruz Pérez Amperez, Eustaquio Ixtecoc y 
Rafael Depaz. Más aún, en el “Dictamen Pericial de la Investigación Antropológico Forense 
llevada a cabo en el Cementerio San Francisco, Aldea Chuateguá”, presentada por la FAFG 
al Ministerio Público en diciembre de 2014 dentro de dicho proceso, no se menciona que 
se haya buscado al señor Dionicio Bachán en las exhumaciones de marzo de 2012 o marzo 
de 2013, pese a que su desaparición también fue denunciada el 8 de mayo de 2003 en 
dicho expediente No. M.P. 247-1997-1378. Por otra parte, el Tribunal no cuenta con 
información sobre las acciones dirigidas a encontrar a Pedro Siana, Casimiro Siana, Juan 
Pérez Sic, María Concepción Chen Sic, Marcelo Sic Chen, Jorge Galeano Román y Enrique 
Mendoza Sis, todos ellos víctimas de desaparición forzada. El Tribunal considera que ello 
continúa acrecentando la incertidumbre de los familiares sobre el paradero de las víctimas, 
lo que cual afecta su derecho a conocer lo sucedido a éstas. 

239. En quinto lugar, las primeras diligencias dirigidas a la determinación de los 
responsables dentro del expediente No. 802-95 Of. 6to ante la Fiscal Distrital del Ministerio 
Público de Salamá tuvieron lugar en febrero de 2010, es decir, 15 años después de 
interpuestas las denuncias de ejecuciones, desapariciones, detención arbitraria, trabajos 
forzosos, así como violación sexual que constan en el mismo. Asimismo, las diez personas 
investigadas por el Ministerio Público a partir de esta fecha pertenecían a las PAC, y no 
consta que se haya investigado a algún miembro del Ejército guatemalteco, pese a que 
las denuncias interpuestas también señalaban la participación de estos. Por otra parte, 
solo se tomó la declaración de una de las personas investigadas, dos de estas fallecieron 
y no constan diligencias adicionales dirigidas a ubicar a las demás. Los días 17 de julio y 
4 de octubre de 2013 el Auxiliar Fiscal de la Fiscalía Distrital informó a la COPREDEH que 
los procesos tramitados ante esta “se enc[ontraban] en fase de investigación”. No consta 
en la prueba ante esta Corte alguna actuación posterior. 

240. En sexto lugar, el Tribunal observa que, dentro del Expediente M.P. 247-2006-441, 
en el que se denunció la desaparición de familiares de Juana García Depaz, el 18 de julio 
de 2013 el Auxiliar Fiscal I solicitó al Juez de Primera Instancia Penal que se tomara la 
declaración testimonial de aquella con carácter de anticipo de prueba, y que esta se 
considerara “como acto definitivo el cual en su momento no se podrá reproducir en debate 
debido a la edad avanzada” de la señora García. Sin embargo, no consta dentro el 
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expediente si el Juez atendió esta solicitud. Por otro lado, en marzo de 2015, es decir, 
casi dos años después, el Auxiliar Fiscal I envió un oficio al Director de las Oficinas de 
Control Migratorio y a la Dirección General del Sistema Penitenciario, consultando si las 
personas Adrián García Manuel, Hugo García Depaz y el niño Abraham (o Agapito) 
Alvarado Depaz habían salido del país o habían sido detenidas entre los años 1980 y 1990. 
Dado que en el año 2008 se identificaron los restos de Hugo García Depaz y Abraham 
Alvarado Depaz, no hay claridad sobre las razones por las cuales se solicitó dicha 
información. Por otra parte, no constan en el expediente actuaciones posteriores dirigidas 
a encontrar los restos del señor Adrián García Manuel ni determinar su paradero. 

241. En séptimo lugar, en el expediente No. M.P. 247-1997-1378 ante la Fiscalía Distrital 
del Ministerio Público de Salamá, constan lapsos de uno a cinco años sin actividad 
investigativa alguna. Además, no consta que se haya investigado la denuncia por parte 
de la señora Francisca González Tecú de que en enero de 2010 alguien le ofreció dinero a 
cambio de que retirara su denuncia contra una persona que había señalado como 
responsable de la muerte de su padre. 

242. En cuanto a estos puntos, la Corte ha precisado que no le compete sustituir a la 
jurisdicción interna, estableciendo las modalidades específicas de investigación y 
juzgamiento en un caso concreto para obtener un mejor o más eficaz resultado, sino 
constatar si en los pasos efectivamente dados a nivel interno se violaron o no obligaciones 
internacionales del Estado derivadas de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana. 
Sin embargo, en el presente caso, de lo detallado anteriormente se desprende que las 
actuaciones de investigación en relación con los hechos ocurridos antes y después de la 
masacre de 8 de enero de 1982 han sido tardías e incompletas, constituyendo una falta 
de debida diligencia en la investigación de los mismos. 

244. El Tribunal estima que la falta de investigación de las desapariciones forzadas, 
ejecuciones extrajudiciales, trabajos forzosos, torturas y violencia sexual en conflictos 
armados y/o dentro de patrones sistemáticos, como los ocurridos y denunciados en el 
presente caso, constituyen un incumplimiento de las obligaciones del Estado frente a 
graves violaciones a derechos humanos, las cuales contravienen normas inderogables y 
generan obligaciones para los Estados como la de investigar y sancionar dichas prácticas, 
de conformidad con la Convención Americana y, en este caso, a la luz de la CIDFP, la 
CIPST y la Convención de Belém do Pará. 

247. Al respecto, de acuerdo con su vasta y reiterada jurisprudencia sobre la obligación 
de investigar, juzgar y, en su caso, sancionar, la Corte ha establecido que son inadmisibles 
las disposiciones de amnistía, las disposiciones de prescripción, así como otras pretendidas 
excluyentes de responsabilidad que en realidad sean pretexto para impedir la 
investigación de violaciones graves de los derechos humanos. 

248. En particular, este Tribunal ya señaló que en su jurisprudencia ha conocido de casos 
en que la falta en un inicio de la tipificación del delito autónomo de desaparición forzada 
de personas no obstaculizó el desarrollo de procesos penales a nivel interno, por lo que 
no resultó per se en una violación de las obligaciones convencionales estatales. Lo anterior 
no obsta que el Estado realice investigaciones con base en el delito de desaparición forzada 
en aquellos casos en los que no se ha determinado el paradero de la persona desaparecida 
o se hubieren identificado sus restos para la fecha en que entró en vigor la tipificación de 
dicho delito en 1996. En esos casos, la conducta delictiva continúa y, por ende, el tipo 
penal resulta aplicable. La Corte ya ha establecido que la aplicación del tipo penal de 
desaparición forzada bajo los supuestos señalados no vulnera el principio de legalidad, ni 
implica una aplicación retroactiva de la norma penal. 
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255. De lo anterior, se desprende que, al menos desde el año 1996 el Estado tenía 
conocimiento de que existían posibles crímenes de lesa humanidad en el Municipio de 
Rabinal, y al menos desde junio de 1999, fecha en que la CEH publicó su Informe Final, 
tenía conocimiento de que los hechos cometidos en este caso posiblemente fueron 
motivados por conceptos racistas y/o constituyeron actos de genocidio. Por tanto, el 
Estado tenía la obligación de investigar los hechos del caso tomando en cuenta dichos 
alegatos, pero no consta de la prueba que esto se haya hecho, pese a que el Tribunal 
solicitó al Estado dicha información. De este modo, Guatemala no puede alegar que “no 
sería aplicable el delito de genocidio a los hechos del caso”, sin que conste que se haya 
realizado una investigación en cuanto a este aspecto a fin de esclarecer los hechos y 
determinar las responsabilidades que correspondan. 

256. Finalmente, en cuanto a la falta de investigación de las violaciones sexuales 
cometidas por agentes de seguridad del Estado en el presente caso, la Corte considera 
que toda vez que existan indicios de violencia sexual en el marco de un conflicto armado 
interno, esta no debe ser tratada como un delito colateral, sino que su investigación debe 
formar parte de cada etapa de la estrategia global de investigación de posibles torturas, 
crímenes de lesa humanidad, crímenes de guerra o actos de genocidio que pudieran 
haberse cometido. La investigación de violencia sexual deberá llevarse a cabo respetando 
las características culturales de las víctimas. Por otra parte, se deberán investigar posibles 
vínculos entre los responsables directos de la violencia sexual y sus superiores jerárquicos, 
así como la existencia de componentes que demostrarían una intención discriminatoria 
y/o la intención cometer un genocidio. 

262. La Corte considera que, de conformidad con la Convención Americana, vigente al 
momento de las masacres, el Estado tenía la obligación de investigar con la debida 
diligencia todos los hechos del presente caso, obligación que se encontraba pendiente al 
momento del reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte el 9 de marzo de 
1987. Dicha obligación fue reafirmada por el Estado con motivo del depósito del 
instrumento de ratificación de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la 
Tortura, la Convención de Belém do Pará, la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas y la Convención para la Prevención y la Sanción del 
Delito de Genocidio, por lo que el Estado debía velar por su cumplimiento a partir del 
momento de que las ratificó. 

263. A más de 30 años de sucedidos los hechos y 23 años de las primeras denuncias, las 
investigaciones abiertas en relación con los hechos de este caso permanecen en etapa de 
investigación, se constatan demoras prolongadas y omisiones en el recaudo de prueba, y 
en la mayoría de los expedientes examinados no se advierten acciones dirigidas a la 
determinación de los responsables de los hechos, o bien, solo se realizaron indagaciones 
respecto de miembros de las PAC, sin que se haya investigado a algún miembro del 
ejército guatemalteco. Lo anterior, pese a que en reiteradas oportunidades se denunció la 
participación de estos últimos en los hechos y a que los denunciantes brindaron los 
nombres de los presuntos responsables y los lugares donde podrían ser encontrados. Así, 
el Tribunal estima que la investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y eventual 
sanción de los responsables de los hechos del caso cometidos en contra de los miembros 
de la aldea de Chichupac y comunidades vecinas del municipio de Rabinal, incluyendo los 
autores materiales e intelectuales, no ha sido dirigida eficazmente, con debida diligencia 
y dentro de un plazo razonable de modo que se examinen de forma completa y exhaustiva 
la multiplicidad de graves violaciones a los derechos humanos ocasionadas o alegadas, 
dentro del particular contexto en el cual sucedieron. Por otra parte, las investigaciones 
tampoco han sido encaminadas hacia la localización de todas las víctimas desaparecidas, 
ni han sido debida y oportunamente identificados todos los restos encontrados en las 
diversas exhumaciones realizadas, se reitera, a partir del impulso procesal de los 
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familiares de las víctimas. Todo ello ha vulnerado, en particular, el derecho a la verdad de 
los familiares de las víctimas desaparecidas. 

264. Este Tribunal ha señalado que “Guatemala tiene un problema grave con respecto a 
la impunidad que impera en el país, específicamente con relación a las violaciones 
sistemáticas de los derechos humanos ocurridas durante el conflicto armado”. La Corte 
considera que la actuación del Estado en la investigación de los hechos del presente caso 
demuestra una clara voluntad por parte de las autoridades de que los mismos 
permanezcan en la más absoluta impunidad, lo cual resulta en una responsabilidad 
agravada por el incumplimiento de su deber de investigar graves violaciones a los 
derechos humanos. 

Corte IDH. Caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2017. 
Serie C No. 339 

148. El deber de investigar es una obligación de medios y no de resultado, que debe ser 
asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no como una simple formalidad 
condenada de antemano a ser infructuosa, o como una mera gestión de intereses 
particulares, que dependa de la iniciativa procesal de las víctimas o de sus familiares o de 
la aportación privada de elementos probatorios. La investigación debe ser seria, imparcial 
y efectiva, y estar orientada a la determinación de la verdad y a la persecución, captura, 
enjuiciamiento y eventual castigo de los autores de los hechos. Asimismo, la debida 
diligencia exige que el órgano que investiga lleve a cabo todas aquellas actuaciones y 
averiguaciones necesarias para procurar el resultado que se persigue. De otro modo, la 
investigación no es efectiva en los términos de la Convención. 

152. En primer lugar, esta Corte ha constatado una serie de faltas de debida diligencia en 
las primeras etapas de la investigación de la desaparición de Mayra Gutiérrez desde que 
las autoridades tomaron conocimiento de la misma. Éstas se detallan a continuación. 

161. En segundo lugar, en el presente caso consta que durante el primer año de la 
desaparición de Mayra Gutiérrez, agentes estatales que investigaban los hechos realizaron 
informes haciendo uso de un lenguaje denigrante que enfatizaba el comportamiento social 
y sexual de la presunta víctima. En particular, refirieron sospecha de que la señora 
Gutiérrez se encontraría en el lugar donde “sostenía relaciones amorosas con sus 
amantes”, que ésta era “insaciable sexualmente”, que los señores A y Luis Felipe Figueroa 
“le realizaban una cadena o guerra de llamadas, posiblemente por celos u otro motivo”, y 
que la señora Gutiérrez habría faltado “al pacto de lealtad estipulado dentro de la relación 
libre que sostenía [con el señor A]”. Al respecto, señala el informe de la MINUGUA de 25 
de enero de 2001 que: 

“la investigación fiscal en su primera etapa [...] no se ajustó a los criterios de objetividad, imparcialidad y 
exhaustividad [...]. Por su parte, el Servicio de Investigación Criminal (SIC) de la PNC entregó un informe 
a las autoridades de la USAC [Universidad de San Carlos] donde se observa un notorio grado de 
desinformación para elaborar versiones sobre la vida de Mayra Gutiérrez. Ello no sólo no ha contribuido con 
la investigación sino que, al denigrar a la víctima, ha facilitado elementos para sustentar una interpretación 
de los hechos en que ésta aparece como responsable de su propia desaparición”. 

162. Asimismo, en el marco de la investigación penal y el procedimiento especial de 
averiguación, llevados a cabo paralelamente, se realizó diversa actividad investigativa a 
través de la cual los investigadores del Ministerio Público y el Procurador de los Derechos 
Humanos recibieron información que vinculó la desaparición de Mayra Gutiérrez con 
diversas personas y presuntos hechos. Al respecto, consta que aproximadamente cinco 
meses después de la desaparición, se descartaron en la investigación penal las tesis sobre 
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un presunto secuestro, detención ilegal y desaparición forzada, debido a que “en ningún 
momento se ha solicitado rescate alguno para su liberación”, por las exhibiciones 
personales a favor de Mayra Gutiérrez y porque “en ningún momento se ha tenido noticia 
de algún cadáver que reúna las mismas características de [...] Mayra Gutiérrez”. Diez 
meses después de la desaparición nuevamente se indicó que se descartaron las tesis de 
secuestro, detención ilegal y desaparición forzada, y se informó que se descartó también 
la tesis de una ejecución extrajudicial. 

163. La Corte considera que se descartaron dichas hipótesis sin que se haya realizado una 
indagación exhaustiva al respecto. Si bien durante el primer año de la investigación hubo 
actividad del Ministerio Público y del Procurador de los Derechos Humanos mediante la 
cual se obtuvo información sobre aspectos importantes que podrían haber permitido 
aclarar lo que pasó, posteriormente, no se dio seguimiento a esos aspectos concretos en 
la investigación. 

164. En particular, no se realizaron esfuerzos para vincular a la investigación de la 
desaparición de Mayra Gutiérrez, la información que se tenía en ese entonces sobre las 
presuntas desapariciones forzadas de su hermano Julio Roberto Gutiérrez y de su hermana 
Brenda Mercedes Gutiérrez, quienes supuestamente habían formado parte de grupos 
guerrilleros y eran docente y estudiante, respectivamente, en la Universidad de San 
Carlos. 

165. Además, no consta que se hubiera desplegado mayores esfuerzos de averiguación 
en torno a las investigaciones que realizó Mayra Gutiérrez sobre la adopción y tráfico de 
niñas y niños en Guatemala, ni si el contenido de éstas pudiera haber puesto en riesgo su 
seguridad, no obstante que mediante las entrevistas realizadas por los investigadores de 
la PNC se documentó que la señora Gutiérrez había participado en al menos dos trabajos 
que fueron entregados, uno al Servicio Internacional Social (SSI) con sede en Ginebra 
Suiza, y otro a UNICEF. Más aún, consta que la agente fiscal del Ministerio Público informó 
el 28 de marzo de 2016 que dicha hipótesis fue descartada debido a que la referida 
investigación “no tenía connotación de alto perfil y durante el desarrollo de la misma no 
hubo indicios de amenazas o intimidaciones que pudieran indicar que su desaparición 
pudiera estar relacionada con esa investigación”. Sin embargo, dichas afirmaciones fueron 
hechas sin que se establezca qué elementos se tuvo en consideración o qué mecanismos 
fueron utilizados por las autoridades que les habrían permitido llegar a esa conclusión, 
sobre todo teniendo en cuenta que esta línea de investigación podría eventualmente 
implicar a agentes estatales y/o agentes privados. 

166. Igualmente, en la investigación se obtuvo información sobre la pertenencia de Mayra 
Gutiérrez a grupos guerrilleros durante un período del conflicto armado guatemalteco. Sin 
embargo, los únicos esfuerzos investigativos realizados al respecto se centraron, en abril 
y mayo de 2000, en la posibilidad de que ella se encontrara con la guerrilla, sin que se 
haya realizado esfuerzos para investigar si dicha pertenencia pudo haber provocado 
acciones contra ella por parte de otros actores. 

167. Es así que en la investigación penal únicamente quedaron expresamente abiertas y 
vigentes dos líneas de investigación, una sobre la presunta “auto desaparición”, y otra 
sobre el presunto “móvil pasional”. 

168. A su vez, en el procedimiento especial de averiguación consta que a partir del 2 de 
mayo de 2001 se descartó la tesis de secuestro político por fuerzas de seguridad del 
Estado o por elementos de la ex guerrilla, y que se siguió como hipótesis única y valedera, 
el plagio o secuestro por “móvil pasional”, con base en que “sin duda el incumplimiento 
del pacto” de “lealtad estipulado dentro de la relación libre que sostenía [con el señor A]” 
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y “los celos y el temor al contagio de VIH determinaron” las acciones de éste. En estas 
circunstancias y bajo la hipótesis del “móvil pasional”, se llevó a cabo la investigación que 
se prolongó por más de 12 años con múltiples solicitudes de prórroga de la Procuraduría 
de los Derechos Humanos para rendir sus respectivos informes, las cuales fueron 
otorgadas por años sin mecanismo de control alguno. Recién el 9 de agosto de 2013 la 
Procuraduría de los Derechos Humanos informó a la Cámara Penal de la Corte Suprema 
de Justicia que “hay suficientes indicios que apuntan a que no hubo participación directa, 
aquiescencia o tolerancia por parte [...] [de] agentes del Estado en los hechos 
investigados”, y el 12 de septiembre de 2013 presentó a ésta su Informe Final, mediante 
el cual señaló que el procedimiento especial de averiguación “debe darse por concluido 
debido a que en base a la investigación, no se puede hablar de desaparición forzada 
realizada por agentes estatales o por terceras personas con la aquiescencia y 
consentimiento de estos, y como consecuencia debe declararse caducado el mandato 
otorgado a esta institución y seguirse las diligencias del proceso penal común ante el 
Ministerio Público”. De esta forma, la Corte advierte que se realizaron conclusiones sobre 
una hipótesis no investigada durante esos 12 años, esto es, una posible desaparición 
forzada. 

175. Por otra parte, la Corte advierte que las prácticas seguidas por los funcionarios a 
cargo de la investigación de la desaparición de Mayra Gutiérrez no son un hecho aislado, 
pues ha sido detectada reiteradamente por este Tribunal en los casos Veliz Franco y otros, 
y Velásquez Paiz y otros, contra Guatemala, la tendencia de los investigadores a 
desacreditar a las víctimas y culpabilizarlas por su estilo de vida, o ropa, así como a 
indagar aspectos relativos a las relaciones personales y sexualidad de las víctimas para 
concluir que esas personas fueron responsables de lo que les pasó, y la existencia de 
estereotipos y prejuicios de género con influencia negativa en la investigación, en la 
medida en que trasladaron la culpa de lo acontecido a la víctima y a sus familiares, 
cerrando otras líneas posibles de investigación sobre las circunstancias del caso e 
identificación de los autores. En el caso particular de Mayra Gutiérrez, se observa la 
utilización de un estereotipo para culpabilizar a la víctima de lo sucedido, excluyendo las 
demás hipótesis y desechando cualquier otra línea de investigación, como aquella 
relacionada con los trabajos realizados por la presunta víctima sobre la adopción y tráfico 
de niñas y niños en Guatemala y la denuncia sobre su presunta desaparición forzada. 

177. En consecuencia, tal y como lo ha hecho anteriormente, este Tribunal considera que 
las referidas omisiones investigativas relacionadas con la falta de seguimiento de líneas 
lógicas de investigación, fueron una consecuencia directa de una práctica común de las 
autoridades encargadas de la investigación, orientadas hacia una valoración estereotipada 
de la víctima, lo que aunado a la ausencia de controles administrativos y/o jurisdiccionales 
que posibilitaran la verificación de las investigaciones en este tipo de casos, así como la 
rectificación de las irregularidades presentadas, afectó la objetividad de dichas 
autoridades, denegándose, además, el derecho a la justicia de la señora Mayra Gutiérrez 
y sus familiares. […] 

184. En razón de todo lo anterior, la Corte considera que desde las primeras etapas de la 
investigación existieron faltas de debida diligencia en el seguimiento que se le dio a la 
información recopilada. Asimismo, en el presente caso se realizó una valoración 
estereotipada de Mayra Gutiérrez, se prejuzgó sobre el móvil, centrando la investigación 
en sus relaciones personales y estilo de vida. Los prejuicios y estereotipos negativos de 
género afectaron la objetividad de los agentes encargados de las investigaciones, cerrando 
líneas posibles de investigación sobre las circunstancias del caso. Además, la investigación 
sobre la desaparición de Mayra Gutiérrez se ha caracterizado por la ausencia de controles 
administrativos y/o jurisdiccionales que posibiliten la rectificación de sus irregularidades. 
Todo ello derivó en que el caso no se investigara de manera seria, con rigor ni 
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exhaustivamente, manteniéndose en la impunidad por más de 17 años, lo cual constituyó 
una forma de discriminación en el acceso a la justicia por razones de género. En el 
presente caso las deficiencias, falencias y omisiones en la investigación representan una 
violación a la exigencia de debida diligencia y el plazo razonable en la investigación y 
persecución penal de la desaparición de Mayra Gutiérrez. […] 

196. En razón de todo lo anterior, la Corte concluye que a pesar de la denuncia de una 
presunta desaparición forzada en el marco de tres exhibiciones personales, en la 
investigación penal del Ministerio Público y el procedimiento especial de averiguación de 
la Procuraduría de los Derechos Humanos, no ha existido una estrategia de investigación 
diligente, seria y conducida tomando en cuenta la complejidad de este tipo de hechos. A 
más de 17 años de la desaparición de Mayra Gutiérrez no se ha logrado esclarecer lo 
sucedido ni se ha localizado su paradero. Por lo tanto, el Tribunal considera que el Estado 
es responsable internacionalmente por la violación de los artículos 8.1 y 25 de la 
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del tratado, en perjuicio de Mayra 
Angelina Gutiérrez Hernández y sus familiares. 

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356 

79. La obligación de realizar una investigación de los hechos a fin de, en su caso, 
establecer responsabilidades y sanciones, adquiere importancia de acuerdo a la naturaleza 
de los derechos lesionados y la gravedad de los delitos cometidos. En ese sentido, la Corte 
ha indicado el deber estatal de investigar atentados contra la integridad personal, así como 
contra la vida, inclusive ejecuciones extrajudiciales o masacres. El deber de investigar 
violaciones a derechos convencionales, a su vez, puede surgir de normas de derecho 
interno que el Estado haya adoptado. En este caso, surge de sentencias internas que en 
virtud de normativa penal de Guatemala se desarrollaron actuaciones a fin de “tutela[r]”, 
como “bien[es] jurídico[s]”, la “vida” y la “integridad física”. Por lo tanto, no cabe duda 
que tanto con base en la Convención como en el derecho interno, el Estado se encontraba 
obligado a investigar las muertes y daños a la integridad física sucedidos el 5 de octubre 
de 1995. En este marco, el derecho de acceso a la justicia de las presuntas víctimas o sus 
familiares debe asegurar, en tiempo razonable, que se haga todo lo necesario para conocer 
la verdad de lo sucedido e investigar, juzgar y, en su caso, sancionar a los eventuales 
responsables. 

80. A fin de evaluar la observancia de lo anterior, la Corte tiene la posibilidad, en el ámbito 
de su competencia coadyuvante y complementaria, de examinar los procedimientos 
internos de investigación. Ello, en sus diversos aspectos, entre los que se encuentran la 
competencia de las autoridades intervinientes y la diligencia seguida. Esto último, en tanto 
se aduzcan falencias que pudieran haber afectado la investigación en su conjunto, de 
modo “que conforme el tiempo vaya transcurriendo, se afecte indebidamente la posibilidad 
de obtener y presentar pruebas pertinentes que permitan esclarecer los hechos y 
determinar las responsabilidades que correspondan”. 

81. La debida diligencia en la investigación exige que se lleven a cabo todas aquellas 
actuaciones y averiguaciones necesarias para procurar el resultado que se persigue. Sin 
perjuicio de ello, no corresponde a la Corte determinar puntualmente cuáles son las 
actuaciones y averiguaciones requeridas. Este Tribunal ha dicho que no le compete 
“sustituir a la jurisdicción interna estableciendo las modalidades específicas de 
investigación y juzgamiento [...], sino constatar si en los pasos efectivamente dados a 
nivel interno se violaron o no obligaciones internacionales”. Por ello, “las diligencias [...] 
deben ser valoradas en su conjunto”, a fin de determinar si en el caso concreto falencias 
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u omisiones que se acreditaren perjudicaron el esclarecimiento de las circunstancias de 
los hechos o incidieron en el resultado final de las investigaciones seguidas. Para tal 
evaluación debe tenerse en cuenta criterios objetivos o de razonabilidad, a partir de las 
circunstancias particulares del caso y los argumentos de las partes y la Comisión, 
apreciando elementos tales como la prueba producida, las pautas recogidas por la propia 
jurisprudencia de este Tribunal, o la propia consideración de las autoridades internas sobre 
medidas que, en el caso concreto, señalaron como necesarias. No debe asumirse que 
fallas en aspectos puntuales de investigación tuvieron un impacto negativo sobre el 
conjunto del proceso si, pese a ellas, la investigación tuvo un resultado efectivo en la 
determinación de los hechos. […] 

85. En cuanto a la investigación de supuestos autores intelectuales o de la cadena de 
mando, la Corte recuerda que “se debe evitar omisiones en la recaudación de prueba y en 
el seguimiento de líneas lógicas de investigación”. Ello cobra sentido cuando de las 
circunstancias del caso surgen diversas “hipótesis relevantes” sobre los hechos y su 
autoría. Ello no ocurre en el caso. Los representantes no explicaron por qué surgiría la 
probabilidad de que la masacre haya sido planificada o, de cualquier otro modo, que la 
autoría (material o intelectual) exceda a las personas que formaban la patrulla militar. 
Debe hacerse notar que fueron procesadas 25 personas mayores de edad de ese grupo 
(también integrado por un niño). Por ello, no corresponde determinar que Guatemala sea 
responsable por la falta de seguimiento de líneas lógicas de investigación. 

89. Ahora bien, la Corte ha dicho que los Estados, al investigar, deben llevar a cabo todas 
las actuaciones necesarias para procurar el resultado que se persigue. Asimismo, ha 
conocido circunstancias que denotaban un incumplimiento al deber de investigar en forma 
diligente dada la falta de actuaciones suficientes para dar con el paradero de personas 
respecto de quienes se había dictado una orden de captura. 

90. Como parte de sus argumentos para sostener que no es responsable de la violación a 
los artículos 8 y 25 de la Convención, el Estado manifestó que mantenía vigentes ordenes 
de aprehensión. No obstante, Guatemala no señaló qué acciones habría adoptado para 
efectivizarlas. Es decir, la Corte no cuenta con información que indique acciones del Estado 
durante un periodo de más de 18 años. Al respecto, debe señalarse que la diligencia debida 
en la investigación no se agota con el dictado de las medidas que se estimen necesarias, 
sino que requiere de actos dirigidos a su concreción. En este sentido, este Tribunal nota 
que la falta de aprehensión de las personas en cuestión impidió su juzgamiento, 
menoscabando el derecho de las presuntas víctimas de acceder a la justicia. Por ello, 
teniendo en cuenta el tiempo transcurrido, el señalamiento estatal de que las ordenes de 
aprehensión se mantienen vigentes, sin indicaciones de acciones para concretarlas, no 
señala un actuar diligente, sino lo contrario. 

91. Debe aclararse que la Corte, al expresar esto, no está efectuando una manifestación 
sobre la responsabilidad penal de las personas rebeldes, ni sobre la necesidad de que sean 
detenidas o privadas preventivamente de la libertad. Son los propios órganos internos los 
que han considerado necesaria la aprehensión de las 11 personas referidas, a efectos de 
avanzar en su juzgamiento y, en su caso, la determinación de las responsabilidades 
correspondientes. 

92. Por todo lo anterior, este Tribunal concluye que el actuar de Guatemala en este aspecto 
incumplió la diligencia debida. Este incumplimiento se prolonga desde el 12 de abril de 
2000, y perjudica a los familiares de las personas muertas en la masacre, a las personas 
heridas sobrevivientes y a los familiares de estas, que se indican en el Anexo B.1 de la 
presente Sentencia, que integra la misma. Al respecto, la Corte aprecia las particulares 
circunstancias de este caso, pues el hecho que produjo las muertes y heridas ocurrió en 
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un ámbito comunitario al que pertenecían no sólo las personas ejecutadas y lesionadas, 
sino también los familiares de unas y otras. Es por ello que, en el caso, este Tribunal 
entiende que todos los familiares aludidos se vieron afectados. 

Corte IDH. Caso Villaseñor Velarde y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 5 de febrero de 2019. Serie C No. 374 

110. Respecto a la actividad de investigación, la Corte ha indicado que, según el caso, “la 
investigación de la violación de determinado derecho sustantivo puede ser un medio para 
amparar, proteger o garantizar ese derecho”. Además, el deber de investigar se ha 
analizado también en el marco de los derechos a las garantías judiciales y a la protección 
judicial. En este sentido, la Corte ha expresado que toda persona que ha sufrido alguna 
violación a sus derechos humanos tiene derecho a “obtener de los órganos competentes 
del Estado el esclarecimiento de los hechos violatorios y las responsabilidades 
correspondientes a través de la investigación y el juzgamiento que previenen los artículos 
8 y 25 de la Convención”. Así, toda persona que “se considere víctima de [violaciones a 
sus derechos] tiene [...] derecho de acceder a la justicia para conseguir que se cumpla, 
en su beneficio y en el del conjunto de la sociedad, ese deber del Estado”. 

111. La jurisprudencia de la Corte se ha referido en varias ocasiones, de acuerdo a los 
casos que ha conocido, al deber de investigar atentados contra la integridad personal así 
como contra la vida, pero también, de acuerdo a las características del caso, otras 
circunstancias, inclusive actos de amenazas u hostigamientos. Por otra parte, la Corte ha 
advertido que “la obligación de investigar” no sólo se desprende de obligaciones 
internacionales, sino “que además se deriva de la legislación interna que haga referencia 
al deber de investigar de oficio ciertas conductas ilícitas”. 

112. Ahora bien, en lo atinente al caso, la Corte reitera que no puede determinar, respecto 
a cada uno de los hechos descriptos, cuáles, en sí mismos, denotaban actos ilícitos que 
ameritaban una investigación penal. 

113. No obstante, este Tribunal sí puede señalar que, al menos, Guatemala debía 
investigar ciertos hechos. En primer lugar, el Estado debía investigar los señalamientos 
sobre el 29 de agosto de 1994, que indican que una persona asignada a la seguridad de 
la señora Villaseñor fue retenida, golpeada, drogada e interrogada sobre las actividades 
de la Jueza. Ello, con base en pautas ya referidas en la jurisprudencia de este Tribunal, 
por las evidentes implicancias en la indicada situación de riesgo de la señora Villaseñor, a 
lo que se aúna el señalamiento de autoridades internas. Resulta razonable asumir que en 
el marco de esa investigación o en otras, por la proximidad temporal con este hecho y su 
posible relación con el mismo y la referida situación de riesgo, el Estado debía investigar 
señalamientos sobre hechos anteriores al 1 de septiembre de 1994, al menos los de 
amenazas directas, incluyendo la amenaza o intento de secuestro de la hija de la Jueza. 
Asimismo, el Estado debía efectuar acciones respecto de actos de denuncia que fueron 
realizados, distintos a meras comunicaciones o exposiciones de información. Tales 
denuncias comprenden, desde ya, las de julio de 2005 y diciembre de 2007, que 
Guatemala acepta haber recibido. Además, surge de los hechos que autoridades estatales 
señalaron que la señora Villaseñor hizo una denuncia antes del 28 de julio de 1994; que 
se inició un proceso respecto al hombre hondureño que en enero de 1996 manifestó 
conocer un plan para asesinar jueces; que el 10 de febrero de 1997 la señora Villaseñor 
hizo dos denuncias, y que el 14 de noviembre de 2001 se ordenó una “exhaustiva 
investigación” sobre presuntas “amenazas” contra la señora Villaseñor por parte de 
militares. 
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114. Este Tribunal no está negando que, eventualmente, el Estado tuviera el deber de 
proseguir investigaciones autónomas sobre otras circunstancias distintas a las aludidas en 
el párrafo anterior, sino que está afirmando que ello no puede ser determinado por la 
Corte, en atención a su competencia y a la prueba allegada al proceso. Lo anterior, sin 
perjuicio de lo que se señala en los párrafos siguientes sobre el deber de considerar los 
hechos en el marco del seguimiento de líneas lógicas de investigación. 

115. En lo que resulta pertinente para el caso, debe señalarse que el deber de investigar 
debe llevarse a cabo, en un plazo razonable y siguiendo líneas lógicas de investigación. 
Respecto a lo último, al tratarse de actos probablemente relacionados con la actividad de 
una jueza, el Estado debe tomar en cuenta su actividad para identificar los intereses que 
pudieron verse afectados en el ejercicio de su labor, procurando una búsqueda exhaustiva 
de toda la información relevante, para diseñar y ejecutar una investigación que conduzca 
al debido análisis de las hipótesis de autoría, por acción o por omisión, en diferentes 
niveles, explorando todas las líneas investigativas pertinentes para identificar a los 
autores. 

116. Es claro que la continuidad de los hechos que afectaron a la señora Villaseñor no 
constituye únicamente una cadena intimidatoria aislada contra ella, sino que se inserta en 
un complejo de hechos similares o de mayor gravedad contra otros jueces. Este complejo 
de conductas intimidatorias, que en conjunto se dirigían a obstaculizar el ejercicio de la 
jurisdicción, como es obvio, no podía dejar de responder a motivaciones y provenir de 
fuentes que debían haber sido investigadas en forma orgánica por el Estado, hasta llegar 
a la individualización de los responsables y poner fin a los hechos obstaculizadores. 

122. La Corte advierte que la actividad investigativa fue escasa, resultando solo en tres 
actos, en los años 2005 y 2007. No consta que durante el tiempo que ha durado la 
investigación, mayor a 12 años, se efectuaran otras acciones. Tampoco que en esos actos, 
o de otro modo, se procurase relacionar los hechos investigados con otros. Lo dicho exime 
a la Corte de ahondar en mayores consideraciones y le permite determinar que respecto 
a la denuncia de julio de 2005, el Estado no desarrolló una investigación diligente en un 
plazo razonable. 

127. La Corte advierte que, a efectos de evaluar la conducta estatal seguida en el caso, 
debe tener en cuenta que el mismo refiere a señalamientos respecto de un conjunto de 
hechos intimidatorios. Aunque no pueda determinarse que cada hecho, en sí mismo, debía 
ser investigado, el Estado debía adoptar acciones tendientes a determinar las fuentes de 
los hechos obstaculizadores del ejercicio de la jurisdicción y, en su caso, las 
responsabilidades correspondientes. 

128. Por ello, sin perjuicio de las acciones para proveer seguridad, el Estado debía indagar 
el origen de los actos de intimidación. Guatemala no cumplió este deber pues no investigó 
hechos anteriores a septiembre de 1994 de evidentes implicancias en la situación de riesgo 
de la señora Villaseñor. Aunado a ello, tampoco dio respuesta a presentaciones que la 
señora Villaseñor efectuó en 1997, ni desarrolló acciones efectivas en otros casos, en que, 
en 2001 y 2005, las propias autoridades estatales consideraron pertinente desarrollar 
investigaciones. 

129. La Corte entiende que dadas las circunstancias del caso, en que se indicó una 
sucesión de hechos como una situación de riesgo prolongada en el tiempo, la concreción 
oportuna del deber de investigar podía redundar en la determinación de las circunstancias 
relacionadas con el riesgo aducido o, eventualmente, en su merma o desactivación. Lo 
anterior se vincula, en el caso, con la actividad de ella como jueza, dada la suposición de 
que el riesgo referido se relacionaba con la misma. A efectos de esta conclusión, la Corte 
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ha considerado los señalamientos sobre una situación de inseguridad o riesgo de jueces y 
juezas en Guatemala. 

130. En ese sentido, la investigación de los hechos no solo resultaba relevante a fin de 
satisfacer los derechos a las garantías judiciales y protección judicial de la señora 
Villaseñor. Además, dado lo dicho en el párrafo anterior, resultaba relevante para 
garantizar a la señora Villaseñor el goce de sus derechos sustantivos y su desempeño 
como jueza. Esto también hacía evidente el deber del Estado de investigar los hechos 
aducidos, pues resultaba necesario a fin de garantizar la independencia judicial, cuestión 
que no redundaba solo en el interés de la señora Villaseñor. Al respecto, independencia 
judicial no es un “privilegio” del juez o un fin en sí misma, sino que se justifica para 
posibilitar que los jueces o juezas cumplan adecuadamente su cometido, sin perjuicio de 
lo cual, conforme esta Corte ha “aclar[ado]”, “no solo debe analizarse en relación con el 
justiciable”, sino que, según las circunstancias del caso, puede vincularse con derechos 
convencionales propios del juez o jueza. 

131. Es razonable asumir que el incumplimiento del Estado del deber de investigar hechos 
que podían configurar una situación de riesgo, relacionada con su función como jueza, 
generó en la señora Villaseñor, por varios años, una situación de incertidumbre y angustia 
que afectó su integridad personal. En ese sentido la señora Villaseñor declaró que la 
situación que vivió era “doloros[a y] cruel”, y que debió tener “fortaleza para asistir” a su 
trabajo. Dijo también que a partir de los hechos tuvo “problemas emocionales”, aludiendo 
“dolor”, “rabia”, “impotencia” y una sensación de “soledad espantosa”, así como también 
“problemas de salud”. Aunado a ello, se ha presentado documentación que indica que ella 
padeció ansiedad, con “rasgos depresivos”, y que tuvo un exceso de tensión laboral y 
emocional. Por ello, la Corte concluye que el Estado, al incumplir su deber de garantía por 
no efectuar debidamente investigaciones, inobservó el derecho a la integridad personal 
de la señora Villaseñor. Ella se vio afectada a partir de la conducta estatal indebida, 
sufriendo un daño a su integridad personal relacionado con su actividad judicial. 

Corte IDH. Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385 

171. Efectivamente, la Corte observa que, a pesar de la gravedad de las lesiones que 
presentaba el señor Ruiz Fuentes cuando ingresó al Hospital Roosevelt tras haber sido 
detenido, el Estado no inició ningún tipo de investigación de oficio para determinar el 
origen de las mismas. Tampoco se inició ningún tipo de investigación, cuando el señor 
Ruiz Fuentes denunció el 29 de abril de 1998 los hechos ante la Jueza Octava de Primera 
Instancia Penal, donde detalló de manera minuciosa los malos tratos a los que alegaba 
haber sido sometido. La Corte observa, además, que en el marco de dicha declaración, el 
abogado defensor solicitó expresamente a la Jueza que se llevase a cabo una investigación 
de los hechos denunciados, por ser constitutivos de tortura. 

172. Por otro lado, tampoco se abrió ningún tipo de investigación tras las declaraciones 
realizadas el 21 de abril de 1999 en el marco del juicio oral ante el Tribunal Sexto de 
Sentencia Penal, tanto por el señor Ruiz Fuentes como por el señor J.M.M.R., momento 
en el que incluso el señor Ruiz Fuentes aportó una serie de radiografías que acreditaban 
las graves lesiones sufridas. La Corte observa que el referido Tribunal Sexto de Sentencia 
Penal con base únicamente a las declaraciones de los agentes policiales que intervinieron 
en la captura del señor Ruiz Fuentes, dio por válida la versión ofrecida por los mismos. 

173. Asimismo, este Tribunal recuerda que en otros casos ha señalado que la obligación 
de investigar se ve reforzada por lo dispuesto en los artículos 1, 6 y 8 de la CIPST que 
obligan al Estado a “toma[r] medidas efectivas para prevenir y sancionar la tortura en el 
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ámbito de su jurisdicción”, así como a “prevenir y sancionar [...] otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes”. Además, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 8 
de dicha Convención, los Estados partes garantizarán a toda persona que denuncie haber 
sido sometida a tortura en el ámbito de su jurisdicción el derecho a que el caso sea 
examinado imparcialmente. Asimismo, cuando exista denuncia o razón fundada para creer 
que se ha cometido un acto de tortura en el ámbito de su jurisdicción, los Estados partes 
garantizarán que sus respectivas autoridades procederán de oficio y de inmediato a 
realizar una investigación sobre el caso y a iniciar, cuando corresponda, el respectivo 
proceso penal. De acuerdo a ello, la Corte ha considerado en varias oportunidades que 
cuando se produce una falta al deber de investigar alegados hechos de tortura, ello 
también implicaba una afectación a estos artículos de la CIPST. 

174.En consecuencia, la Corte concluye que la falta de investigación oportuna de hechos 
tan graves evidencia un incumplimiento de la obligación del Estado de garantizar el 
derecho a la integridad personal, así como una denegación de justicia, que constituyó una 
violación de los artículos 8.1 y 25 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la 
misma, y un incumplimiento de las obligaciones contraídas en virtud de los artículos 1, 6 
y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, en perjuicio 
del señor Hugo Humberto Ruiz Fuentes. . 

[Investigación de la muerte del señor Ruiz Fuentes] 

179. La Corte observa, en primer lugar, que la protección, preservación y acordonamiento 
de la escena del crimen fue deficiente. A este respecto el perito Carranza Izquierdo destacó 
que, en vista a las fotografías realizadas por los especialistas de la escena del crimen, se 
podía observar cómo había “mucho personal del ministerio público, policía nacional civil, 
bomberos y juzgados adentro del acordonamiento”, lo cual causó una contaminación de 
la escena del crimen. Asimismo, el vídeo y las fotos tomadas por los especialistas, así 
como el croquis realizado de la escena fueron deficientes en tanto que no se podía 
determinar exactamente el lugar exacto donde se produjo el hecho. También se destaca 
el hecho de que al cadáver del señor Ruiz Fuentes no le protegieron las manos con una 
bolsa de papel manila, y ello pese a tener un arma de fuego en la mano derecha. Lo 
anterior era necesario para poder realizar las pruebas de absorción atómica para 
determinar si había residuos de un disparo. También llama la atención la omisión de las 
autoridades estatales a la hora de embalar la ropa del señor Ruiz Fuentes para realizar las 
pruebas pertinentes sobre la distancia de los disparos. En ese sentido, este Tribunal, a la 
luz de los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, ha indicado que en aras de 
garantizar la efectividad de la investigación, se debe evitar omisiones en la recaudación 
de prueba y en el seguimiento de líneas lógicas de investigación. Cuando los hechos se 
refieren a la muerte violenta de una persona, la investigación iniciada debe ser conducida 
de tal forma que pudiese garantizar el debido análisis de las hipótesis de autoría surgidas 
a raíz de la misma. 

180. En lo que se refiere a la autopsia médico legal realizada el 15 de noviembre de 2005, 
la Corte observa que la información que la misma contiene –que además abarca una sola 
página– también es insuficiente. La Corte recuerda que las autopsias tienen como objetivo 
recolectar, como mínimo, información para identificar a la persona muerta, la hora, fecha, 
causa y forma de la muerte. Estas deben respetar ciertas formalidades básicas, como 
indicar la fecha y hora de inicio y finalización, así como el lugar donde se realiza y el 
nombre del funcionario que la ejecuta. Asimismo, se debe, inter alia, fotografiar 
adecuadamente el cuerpo; tomar radiografías del cadáver, de su bolsa o envoltorio y 
después de desvestirlo, documentar toda lesión. En el presente caso, a título de ejemplo, 
la Corte destaca que en dicha autopsia: (i) no se tomaron fotografías ni vídeos desde el 
inicio del reconocimiento externo del cadáver, ni de reconocimiento interno; (ii) no se 
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revisó la ropa, (iii) no se embaló la ropa para realizar pruebas para detectar restos de 
pólvora en la ropa y (iv) no se hizo referencia a la distancia probable de disparo. La Corte 
también destaca que no se siguió el protocolo de Naciones Unidas “Protocolo de 
Minnesota” o “Protocolo modelo para la investigación legal de ejecuciones extralegales, 
arbitrarias y sumarias”. 

181. Por otro lado, a este Tribunal llama la atención el hecho de que de la investigación 
relativa al arma de fuego encontrada en la mano derecha del señor Ruiz Fuentes no se ha 
podido determinar todavía cómo es posible que dicha arma llegara a manos del señor Ruiz 
Fuentes. En relación con la toma de declaraciones para esclarecer las circunstancias que 
rodearon la muerte del señor Ruiz Fuentes, la Corte observa que en el expediente 
únicamente consta el interrogatorio de tres agentes de la PNC que estuvieron presentes 
en el lugar de los hechos. Tampoco consta que las autoridades judiciales tomaran 
declaración de los testigos que presuntamente presenciaron el evento. 

182. Asimismo, la Corte destaca que, transcurridos más de 14 años desde la muerte del 
señor Ruiz Fuentes, la investigación sobre las circunstancias que rodean su muerte 
continúa abierta. 

183. En consecuencia, en el presente caso, esta Corte considera que el Estado omitió 
realizar un conjunto de actos de investigación idóneos e insustituibles, que resultaron 
contrarios a “pautas objetivas” en el procesamiento del crimen. La Corte considera que 
las omisiones ocurridas en la investigación del presente caso han impedido que desde el 
día de la muerte del señor Ruiz Fuentes hasta la actualidad no se hayan podido esclarecer 
los hechos ni investigado de manera diligente, juzgado, y en su caso, sancionado a los 
posibles responsables de los hechos, pese a que han transcurrido desde el inicio de la 
investigación. 

184. Con base en lo expuesto, la Corte concluye que el Estado no actuó con diligencia 
debida para investigar, juzgar, y en su caso, sancionar a los posibles responsables de la 
muerte violenta del señor Ruiz Fuentes dentro de un plazo razonable. Por lo que considera 
que el Estado violó los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con 
el artículo 1.1 del mismo tratado, en perjuicio del señor Hugo Humberto Ruiz Fuentes y 
su hermana. 

Corte IDH. Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386 

137.El Estado inició una investigación penal para esclarecer los hechos, y fue hasta el 2 
de marzo de 2009, según señaló el Estado, que se identificó al propietario de la motocicleta 
usada por al señor Valenzuela. No se tiene otra información relevante en busca de 
información, diligencias de reconstrucción de hechos y trayectorias de los disparos; o, 
entrevistas a posibles testigos presenciales de los hechos. Además, en la causa sobre la 
muerte de Valenzuela se consignó como hipótesis criminal de acuerdo con la inspección 
ocular realizada por la Jueza de Paz, que dos desconocidos a bordo de una Pick Up, dieron 
muerte al señor Valenzuela y otra persona EMF, sin ahondar en mayores detalles. Fue 
hasta el 16 de junio de 2009 que se solicitó al Fiscal General y al jefe del Ministerio Público 
que determinaran la fiscalía a la cual correspondería la investigación. El 12 de diciembre 
de 2018 la Fiscalía Especial contra la Impunidad del Ministerio Público de Guatemala 
comunicó las diligencias de investigación y que aún se encuentra activa. El Estado ha 
señalado, que la investigación en la actualidad sigue en curso, y que una de las hipótesis 
es la posible ejecución extrajudicial. 
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138. Asimismo, en el curso de las primeras diligencias se han producido una serie de 
falencias, que constan en las diferentes actuaciones realizadas, como en el acta de 
inspección ocular de 8 de diciembre de 2006, elaborada por la Jueza de Paz; la necropsia 
en la que se indica que el cadáver de una persona desconocida de 26 años de edad 
presentaba el “cráneo completamente destrozado con masa encefálica expuesta 
ocasionado con arma de fuego de grueso calibre, dedo meñique de mano izquierda 
destrozado”, cuya causa de muerte fue “1) LACERACIÓN CEREBRAL[,] 2) FRACTURA 
MULTIFRAGMENTARIA DE CRANEO [...]”. Posteriormente, el señor Saulo Daniel Ruíz 
reconoció el cadáver y señaló que este le pertenecía al señor Valenzuela, tal como consta 
en el informe del Investigador JPM. Igualmente fue reconocido por la señora Florinda 
López de López, quien también confirmó que este cadáver era del señor Valenzuela. 
Además de ello, el 26 de diciembre de 2006 se realizó un estudio de huellas dactilares que 
dio como resultado la identificación del señor Valenzuela. Sin embargo, el 21 de junio del 
2007 se emitió la certificación de defunción que indicaba que el cadáver “pertenece a 
‘hombre desconocido’” y fue hasta el 16 de noviembre de 2007 que se rectificó la partida 
de defunción y el 18 de septiembre de 2007 la Fiscalía solicitó rectificar la partida de 
defunción toda vez que se había logrado identificar a la persona de Tirso Román Valenzuela 
Ávila como el fallecido, motivo por el cual el 16 de noviembre de 2007 se consignó el 
nombre de Tirso Román Valenzuela en esta Partida de Defunción. 

139. Además, a este Tribunal llama la atención que no se utilizaron los protocolos de 
investigación vigentes en este momento, cuya implementación era necesaria para recoger 
todas las evidencias e indicios que permitieran esclarecer la escena del crimen. Lo anterior, 
toda vez que dichos elementos tienen el carácter de irrepetibles, por lo cual debieron 
procesarse con el mayor cuidado posible, más aún cuando esta serie de elementos 
pudieron coadyuvar a determinar si se trataba de una ejecución extrajudicial. En ese 
sentido, resulta evidente que la protección, preservación y acordonamiento de la escena 
del crimen fue deficiente, que de las actuaciones realizadas no se desprenden mayores 
detalles sobre la reconstrucción de los hechos, ni documentos que hagan constar la forma 
en que se pudo haber efectuado el hecho criminal, ni hay material fotográfico sobre la 
escena del crimen. 

140. Respecto, a las aseveraciones efectuadas por la Comisión y los representantes en lo 
relativo a la participación de agentes estatales en los hechos, pese a que el Estado lo ha 
controvertido, no lo ha desvirtuado mediante una investigación seria y diligente. Por ello 
resulta necesario que el Estado tome en cuenta dichas actuaciones en lo pertinente para 
el esclarecimiento de la muerte del señor Valenzuela en la investigación que cursa en la 
jurisdicción interna. 

141. La Corte considera que las omisiones ocurridas en la investigación del presente caso 
han impedido esclarecer los hechos e investigar de manera diligente, juzgar y, en su caso, 
sancionar a los posibles responsables de los hechos, pese a que han transcurrido cerca de 
13 años desde el inicio de la investigación. 

142. Sobre este punto este Tribunal ha considerado que una demora prolongada puede 
llegar a constituir, por sí misma, una violación a las garantías judiciales. En el presente 
caso, dado el tiempo transcurrido, no resulta necesario efectuar un análisis exhaustivo al 
respecto. Por lo tanto, la Corte concluye que el Estado no realizó una investigación 
diligente que permita en un plazo razonable, avanzar en la determinación de los hechos y 
en su caso, de las consecuencias legales correspondientes. Es así, que el Estado está 
obligado a combatir esta situación de impunidad por todos los medios legales disponibles, 
ya que esto propicia la repetición crónica de las violaciones de derechos humanos y la 
indefensión de las víctimas. 
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143. Con base en lo expuesto, la Corte concluye que el Estado no actuó con diligencia 
debida para investigar, juzgar y, en su caso, sancionar a los posibles responsables de la 
muerte del señor Valenzuela dentro de un plazo razonable, lo que mantiene en impunidad 
el presente caso. En consecuencia, este Tribunal considera que el Estado es responsable 
de la violación de las garantías judiciales consagradas en el artículo 8.1 y 25.1 de la 
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo tratado, en perjuicio de 
Tirso Román Valenzuela Ávila. 

Corte IDH. Caso Gómez Virula y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2019. Serie C No. 393 

65. El deber de investigar es una obligación de medios y no de resultados, que debe ser 
asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no como una simple formalidad 
condenada de antemano a ser infructuosa, o como una mera gestión de intereses 
particulares, que dependa de la iniciativa procesal de las víctimas o de sus familiares o de 
la aportación privada de elementos probatorios. La investigación debe ser seria, objetiva 
y efectiva, y estar orientada a la determinación de la verdad y a la persecución, captura, 
y eventual enjuiciamiento y castigo de los autores de los hechos. Además la obligación de 
investigar se mantiene cualquiera sea el agente al cual pueda eventualmente atribuirse la 
violación, aún los particulares, pues, si sus hechos no son investigados con seriedad, 
resultarían, en cierto modo, auxiliados por el poder público, lo que comprometería la 
responsabilidad internacional del Estado. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Defensor de 
Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 28 de agosto de 2014. Serie C No. 283, párr. 200; Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. 
Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. 
Serie C No. 385, párr. 175, y Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386, párrs. 130 y 131). 

69. La Corte considera que en virtud de las obligaciones establecidas en la Convención 
Americana los Estados deben investigar las denuncias de desapariciones de personas. El 
nivel de debida diligencia necesario dependerá de las características específicas de la 
persona presuntamente desaparecida. Cabe recordar que la presunta víctima era un líder 
sindical que se encontraba en un conflicto laboral con la empresa RCA tras el cierre de 
esta. Las denuncias realizadas por los familiares de la presunta víctima y UNSITRAGUA 
pusieron al Estado en conocimiento de la posible conexión entre la desaparición de la 
presunta víctima y sus actividades sindicales. 

70. En presente caso el Estado no realizó ninguna diligencia al día siguiente de recibir las 
denuncias sobre la desaparición. De acuerdo a un informe de la Policía Nacional, el 16 de 
marzo de 1995 se presentaron dos oficiales en las instalaciones de la empresa RCA, no 
pudiendo obtener información pues la misma había cerrado sus operaciones. 
Posteriormente, se dirigieron al domicilio del señor Gómez Areano, no pudiendo obtener 
información adicional. El mismo día, los agentes se constituyeron en las cárceles para 
hombres de la zona 18, y a la morgue del organismo judicial del Ramo, sin ningún 
resultado positivo. El 17 de marzo de 1995 los agentes acudieron a la casa y al trabajo de 
una señora que según información recibida tenía una relación con la presunta víctima, sin 
poder encontrarla. 

71. Estas diligencias realizadas son insuficientes para considerar que el Estado actuó con 
la debida diligencia necesaria ante una desaparición como la ocurrida en el presente caso. 
Así, por ejemplo, tomando en cuenta los comunicados y denuncias realizados por 
UNSITRAGUA hubiese sido fundamental acudir a las instalaciones de UNSITRAGUA para 
recabar información, solicitar información a otros miembros del sindicato que vieron al 
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señor Gómez Virula el 13 de marzo de 1995, o investigar a nombre de quien se encontraba 
registrada la empresa RCA o quienes serían las personas a cargo. 

73. La Corte ha señalado de forma constante que la eficiente determinación de la verdad 
en el marco de la obligación de investigar una muerte debe mostrarse desde las primeras 
diligencias con toda acuciosidad. En la investigación de la muerte violenta de una persona 
es crucial la importancia que tienen las primeras etapas de la investigación y el impacto 
negativo que las omisiones e irregularidades en tales etapas puede tener en las 
perspectivas reales y efectivas de esclarecer el hecho. Conforme a lo anterior, este 
Tribunal ha especificado los principios rectores que son precisos observar en una 
investigación cuando se está frente a una muerte violenta, como la ocurrida en el presente 
caso. Las autoridades estatales que conducen la investigación deben realizar como 
mínimo, inter alia: i) identificar a la víctima; ii) recuperar y preservar el material 
probatorio relacionado con la muerte; iii) identificar posibles testigos y obtener sus 
declaraciones en relación con la muerte que se investiga; iv) determinar la causa, forma, 
lugar y momento de la muerte, así como cualquier procedimiento o práctica que pueda 
haberla provocado, y v) distinguir entre muerte natural, muerte accidental, suicidio y 
homicidio. Además, es necesario investigar exhaustivamente la escena del crimen, se 
deben realizar autopsias y análisis de restos humanos, en forma rigurosa, por 
profesionales competentes y empleando los procedimientos más apropiados. (En similar 
sentido, ver entre otros: Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277, párr. 191; Caso Ruiz 
Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 
de octubre de 2019. Serie C No. 385, párr. 178, y Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386, párr. 133). 

74. Además, la Corte ha señalado a lo largo de su jurisprudencia, en relación con la escena 
del delito, que los investigadores deben, como mínimo: i) fotografiar dicha escena, 
cualquier otra evidencia física y el cuerpo como se encontró y después de moverlo; ii) 
recoger y conservar todas las muestras de sangre, cabello, fibras, hilos u otras pistas; iii) 
examinar el área en busca de huellas de zapatos o cualquier otra que tenga naturaleza de 
evidencia, y iv) hacer un informe detallando cualquier observación de la escena, las 
acciones de los investigadores y la disposición de toda la evidencia coleccionada. La Corte 
también ha establecido que al investigar una escena del delito esta se debe preservar con 
el fin de proteger toda evidencia. 

76. La Corte advierte que no consta en el expediente que se haya preservado la escena 
del delito en aras de recoger y conservar muestras de sangre, cabello u otras pistas; que 
se examinara el área en búsqueda de huellas de zapatos o de vehículos que pudieran 
servir como pistas o evidencias de lo sucedido. Asimismo, se destaca que ni la escena del 
delito, ni el cadáver de la víctima, fueron fotografiados para los registros respectivos. 
Respecto a la autopsia, la Corte nota que esta no demuestra que se haya realizado un 
estudio riguroso del cadáver. En efecto este Tribunal observa que la autopsia: (i) no 
menciona si fue examinada la vestimenta de la presunta víctima; (ii) no describe con 
detalle cada una de las lesiones encontradas ni su tamaño; (iii) no determina la posible 
hora de muerte, ni (iv) establece si fue una muerte natural, muerte accidental, suicidio u 
homicidio. Al respecto, la Corte recuerda que las omisiones en estas primeras diligencias 
condicionan o limitan las posteriores investigaciones, y constituyen un incumplimiento de 
la obligación de investigar con debida diligencia. 

77. Esta Corte ha establecido que, en aras de garantizar la efectividad de la investigación 
de violaciones a los derechos humanos se debe evitar omisiones en la recaudación de 
prueba y en el seguimiento de líneas lógicas de investigación. Cuando los hechos se 
refieren a la muerte violenta de una persona, la investigación iniciada debe ser conducida 
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de tal forma que pueda garantizar el debido análisis de las hipótesis de autoría surgidas a 
raíz de la misma. 

78. En el mismo sentido, cabe recordar que no corresponde a la Corte analizar las hipótesis 
de autoría manejadas durante la investigación de los hechos y en consecuencia determinar 
responsabilidades individuales, cuya definición compete a los tribunales penales internos, 
sino evaluar las acciones u omisiones de agentes estatales, según la prueba presentada 
por las partes, constatando si en los pasos efectivamente dados a nivel interno se violaron 
o no obligaciones internacionales del Estado derivadas de los artículos 8 y 25 de la 
Convención Americana. Conforme a lo anterior, para determinar si un Estado ha cumplido 
con su obligación de investigar a todas las personas penalmente responsables, esta Corte 
ha referido que es necesario analizar (i) la existencia de indicios sobre la participación de 
los presuntos responsables, y (ii) si hubo una actuación diligente o negligente en la 
indagación de tales indicios. 

85. Por último, la Corte destaca que el Estado manifestó en sus alegatos finales escritos 
que las falencias durante la fase primaria de la investigación se debieron a lo incongruente 
de las diversas declaraciones brindadas por las personas indagadas por el Ministerio 
Público, por lo que Ministerio Público tuvo que “archivar el expediente de la causa, con 
fundamento en lo que en tal sentido preceptúa el artículo 327 del Código Procesal Penal”. 
En este sentido, este Tribunal considera que el Estado debió investigar estas posibles 
incongruencias, por ejemplo, cuestionando a los declarantes sobre las otras hipótesis 
recibidas. 

90. Con todas las consideraciones anteriores, este Tribunal concluye que el Estado no 
actuó con la debida diligencia para investigar la desaparición de la presunta víctima, a 
pesar de que sabía que era un líder de un sindicato que se encontraba en conflicto con su 
lugar de trabajo. Una vez hallado el cuerpo, tampoco actuó con la debida diligencia 
necesaria para preservar la escena del delito, hacerse de elementos probatorios durante 
las primeras diligencias y la autopsia no demuestra que se haya realizado un estudio 
riguroso del cadáver. Aunado a lo anterior, las líneas de investigación no fueron agotadas 
de manera diligente, pues de la información disponible se desprende que no se tomaron 
las acciones necesarias para investigar a las posibles personas responsables. Por último, 
la Corte constató que la investigación de estos hechos no ha respetado la garantía del 
plazo razonable. 

Corte IDH. Caso Masacre de la Aldea Los Josefinos Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de noviembre de 2021. 
Serie C No. 442 

143. Teniendo en cuenta la jurisprudencia de este Tribunal, la Corte dispone que el Estado 
debe remover todos los obstáculos, de facto y de jure, que mantienen la impunidad en 
este caso, e iniciar, continuar, impulsar y/o reabrir las investigaciones que sean necesarias 
para individualizar, juzgar y, en su caso, sancionar a los responsables de las violaciones 
de los derechos humanos objeto del presente caso y establecer la verdad de los hechos, 
todo ello en un plazo razonable, tomando en cuenta que han transcurrido más de 39 años 
desde que sucedieron. En particular, el Estado deberá velar por que se observen los 
siguientes criterios: 

a) en consideración de la gravedad de los hechos, no podrá aplicar leyes de amnistía ni disposiciones de 
prescripción, ni esgrimir pretendidas excluyentes de responsabilidad, ni ampararse en argumentos como el 
secreto de Estado o la confidencialidad de la información, que en realidad sean pretexto para impedir la 
investigación; 

b) deberá investigar de oficio y de forma efectiva los hechos del presente caso, tomando en cuenta el patrón 
sistemático de violaciones graves y masivas de derechos humanos existente en la época en que estos 
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ocurrieron. En particular, debe investigar efectivamente las desapariciones forzadas y desplazamientos 
forzosos, las ejecuciones extrajudiciales, y otras violaciones de derechos humanos cometidas, así como las 
denuncias de que se cometieron crímenes de lesa humanidad; 

c) deberá determinar la identidad de los presuntos autores materiales e intelectuales de los hechos. La 
debida diligencia en la investigación implica que todas las autoridades estatales están obligadas a colaborar 
en la recaudación de la prueba, por lo que deberán brindar al juez o jueza de la causa toda la información 
que requiera y abstenerse de actos que impliquen la obstrucción para la marcha del proceso investigativo,  

d) deberá asegurar que los distintos órganos del sistema de justicia involucrados en el caso cuenten con los 
recursos humanos, materiales, técnicos y científicos necesarios para desempeñar sus tareas de manera 
adecuada, independiente e imparcial, y que las personas que participen en la investigación, entre ellas las 
víctimas o sus representantes, testigos y operadores de justicia, cuenten con las debidas garantías de 
seguridad.  

144. Conforme a su jurisprudencia constante, la Corte considera que el Estado debe 
asegurar el pleno acceso y capacidad de actuar de las víctimas o sus familiares en todas 
las etapas de la investigación y el juzgamiento de los responsables, de acuerdo con la ley 
interna y las normas de la Convención Americana. Adicionalmente, los resultados de los 
procesos correspondientes deberán ser públicamente divulgados para que la sociedad 
guatemalteca conozca los hechos objeto del presente caso, así como a sus responsables.  

Falta de competencia de la jurisdicción militar 

Corte IDH. Caso Tiu Tojín Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de noviembre de 2008. Serie C No. 190 

118. La Corte ha sido constante en afirmar que en un Estado democrático de Derecho la 
jurisdicción penal militar ha de tener un alcance restrictivo y excepcional: sólo se debe 
juzgar a militares activos por la comisión de delitos o faltas que por su propia naturaleza 
atenten contra bienes jurídicos propios del orden militar. En este sentido, el Tribunal ha 
dicho que “[c]uando la justicia militar asume competencia sobre un asunto que debe 
conocer la justicia ordinaria, se ve afectado el derecho al juez natural y, a fortiori, el 
debido proceso”, el cual, a su vez, se encuentra íntimamente ligado al propio derecho de 
acceso a la justicia. 

219. De manera particular, este Tribunal ha establecido que el procesamiento de graves 
violaciones de derechos humanos corresponde a la justicia ordinaria. En casos de 
desaparición forzada de personas, el artículo IX de la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada, de la cual Guatemala es parte, expresamente prohíbe la 
intervención de tribunales militares. Dicho artículo dispone que “[l]os presuntos 
responsables de los hechos constitutivos del delito de desaparición forzada de personas 
sólo podrán ser juzgados por las jurisdicciones de derecho común competentes en cada 
Estado, con exclusión de toda jurisdicción especial, en particular la militar. Los hechos 
constitutivos de la desaparición forzada no podrán considerarse como cometidos en el 
ejercicio de las funciones militares”. 

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356 

84. Este Tribunal ha dicho, y reitera, que la justicia militar “no es el fuero competente 
para investigar [...] violaciones de derechos humanos”. No obstante, nota también que en 
las circunstancias del caso, a partir de planteamientos de competencia efectuados por la 
querella, se resolvió el traslado de las actuaciones a la justicia ordinaria. En el caso, en 
que esto se hizo en un tiempo cercano a cuatro meses, no surge que la intervención del 
fuero militar perjudicara la posterior actuación de la justicia ordinaria, ámbito en el cual 
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se arribó a decisiones condenatorias firmes. Por ello, atendiendo a las particularidades del 
caso, la Corte no considera que se viera vulnerada, de forma que perjudicara a las 
presuntas víctimas, la garantía de actuación de un “juez o tribunal competente”, en los 
términos del artículo 8.1 de la Convención. 

Incompatibilidad de la prescripción y la amnistía en casos de 
graves violaciones a los derechos humanos 

Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211 

129. Ante esta situación, la Corte reitera su jurisprudencia constante sobre la 
incompatibilidad de figuras como la prescripción y la amnistía en los casos de graves 
violaciones a los derechos humanos, que de manera clara ha establecido que: 

El Estado debe garantizar que los procesos internos tendientes a investigar y [eventualmente] sancionar a 
los responsables de los hechos de este caso surtan sus debidos efectos y, en particular, de abstenerse de 
recurrir a figuras como la amnistía, la prescripción y el establecimiento de excluyentes de responsabilidad. 
En ese sentido, el Tribunal ya ha señalado que [...]son inadmisibles las disposiciones de amnistía, las 
disposiciones de prescripción y el establecimiento de excluyentes de responsabilidad que pretendan impedir 
la investigación y sanción de los responsables de las violaciones graves de los derechos humanos tales como 
la tortura, las ejecuciones sumarias, extralegales o arbitrarias y las desapariciones forzadas, todas ellas 
prohibidas por contravenir derechos inderogables reconocidos por el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos”. 

[...] ninguna ley ni disposición de derecho interno puede impedir a un Estado cumplir con la obligación de 
investigar y sancionar a los responsables de violaciones de derechos humanos[...]. En particular, al tratarse 
de graves violaciones de derechos humanos el Estado no podrá argumentar prescripción o cualquier 
excluyente similar de responsabilidad, para excusarse de su deber. (En similar sentido, ver entre otros: 
Caso Myra Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 
2003. Serie C No. 101, párr. 276). 

130. El Tribunal hace notar que los hechos de la Masacre de Las Dos Erres, reconocidos 
por el Estado, constituyen graves violaciones a derechos humanos. El contexto de dichos 
hechos ha sido reconocido por esta Corte como “un patrón de ejecuciones extrajudiciales 
selectivas impulsadas por el Estado, el cual estaba dirigido a aquellos individuos 
considerados como ‘enemigos internos’”. Además, desde la fecha en que ocurrieron los 
hechos del presente caso y hasta hoy en día, no han habido mecanismos judiciales 
efectivos ni para investigar las violaciones de los derechos humanos ni para sancionar a 
todos los responsables. 

131. En consideración de lo anterior, la Corte determina que la eventual aplicación de las 
disposiciones de amnistía de la LRN en este caso contravendría las obligaciones derivadas 
de la Convención Americana. En razón de esto el Estado tiene el deber de continuar sin 
mayor dilación con el proceso penal, en el cual se incluya la multiplicidad de los delitos 
generados en los hechos de la masacre para su debida investigación, juzgamiento y 
eventual sanción de los responsables de estos actos. 
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Garantías específicas relativas al proceso penal 

Presunción de inocencia 

Corte IDH. Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 27 de noviembre de 2003. Serie C No. 103 

121. Lo anterior conduce a considerar que en la especie se han violado los mencionados 
artículos 8.2 y 8.3 de la Convención, por cuanto la víctima fue obligada a autoinculparse 
en el marco de actuaciones capaces de acarrearle eventuales consecuencias procesales 
desfavorables. 

Corte IDH. Caso Maldonado Ordóñez Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C No. 311 

85. En primer lugar, la Corte reitera que el principio de presunción de inocencia constituye 
un fundamento de las garantías judiciales, y que dichas garantías deben observarse en 
los procedimientos en que se determinen o se afecten derechos y obligaciones de orden 
civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. La Corte ha establecido que el alcance de 
las garantías contenidas en el artículo 8.2 de la Convención debe respetarse tanto en 
materia penal como en todas en donde se vean afectados los derechos de las personas. 
Lo anterior incluye el principio de presunción de inocencia, por lo que es posible analizar 
el respeto a dicho principio en procedimientos sancionatorios administrativos. 

Corte IDH. Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386 

113. La jurisprudencia de la Corte ha sido enfática en señalar la importancia del principio 
de presunción de inocencia, consagrado en el artículo 8.2 de la Convención, al constituir 
un fundamento de las garantías judiciales. La presunción de inocencia implica que el 
acusado no debe demostrar que no ha cometido el delito que se le atribuye, ya que el 
onus probandi corresponde a quien acusa. 

Corte IDH. Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. 
Serie C No. 387 

109. Asimismo, el artículo 8.2 de la Convención dispone que “[t]oda persona inculpada de 
delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente 
su culpabilidad”. Por ello, la Corte ha señalado que el principio de presunción de inocencia 
constituye un fundamento de las garantías judiciales. Asimismo, la Corte ha señalado que 
el principio de presunción de inocencia implica que los juzgadores no inicien el proceso 
con una idea preconcebida de que el acusado ha cometido el delito que se le imputa. A su 
vez, exige que el Estado no condene informalmente a una persona o emita juicio ante la 
sociedad, contribuyendo así a formar una opinión pública, mientras no se acredite 
conforme a la ley la responsabilidad penal de aquella. 

119. Los procesos penales en que estén involucradas sanciones de gran relevancia, como 
la privación de la libertad personal, o con mayor énfasis, la pena capital, imponen a los 
juzgadores realizar el más escrupuloso escrutinio al momento de resolver, ya que en caso 
contrario se generaría una afectación irreversible a las personas condenadas. En ese 
contexto, se reviste de importancia el principio de la presunción de inocencia, el cual obliga 
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a la autoridad judicial a adoptar sus decisiones condenatorias en una certera y evidente 
convicción sobre la responsabilidad penal de los acusados, obtenida en un juicio en que 
se hayan respetado las formalidades que garanticen la posibilidad de defensa y las debidas 
garantías del debido proceso legal. 

Comunicación previa y detallada de la acusación 

80. El derecho a contar con comunicación previa y detallada de la acusación en materia 
penal contempla que debe realizarse una descripción material de la conducta imputada 
que contenga los datos fácticos recogidos en la acusación, que constituyen la referencia 
indispensable para el ejercicio de la defensa del imputado y la consecuente consideración 
del juzgador en la sentencia. De ahí que el imputado tenga derecho a conocer, a través 
de una descripción clara, detallada y precisa, los hechos que se le imputan. Como parte 
de las garantías mínimas establecidas en el artículo 8.2 de la Convención, el derecho a 
contar con comunicación previa y detallada de la acusación se aplica tanto en materia 
penal como en los otros órdenes señalados en el artículo 8.1 de la Convención, a pesar de 
que la exigencia en los otros órdenes puede ser de otra intensidad o naturaleza. Ahora 
bien, cuando se trata de un proceso disciplinario sancionatorio el alcance de esta garantía 
puede ser entendido de manera diversa, pero en todo caso implica que se ponga en 
conocimiento del sujeto disciplinable cuales son las conductas infractoras del régimen 
disciplinario que se le imputan. 

81. La Corte nota que el oficio de 5 de abril de 2000, mediante el cual se notificó a la 
señora Maldonado el inicio del procedimiento disciplinario únicamente transcribía extractos 
de los artículos del Reglamento de Personal del Procurador supuestamente infringidos y si 
bien se adjuntaba la copia de la denuncia presentada por los hermanos de la señora 
Maldonado, no contenía un análisis claro y concreto respecto a la aplicación de las causales 
señaladas en dichos artículos. De esta forma, la Corte observa que en la notificación de 
los supuestos que dieron lugar a la sanción administrativa, no se indicó de qué manera la 
acción atribuída a la señora Maldonado encuadraría en las conductas descritas en el 
artículo 74.4 y 74.15 del Reglamento. Es así que, en lo que respecta al derecho que 
ostentaba para conocer con certeza las bases de su destitución, la presunta víctima no 
tuvo un conocimiento claro respecto de la forma en que la conducta que se alegaba en la 
denuncia en su contra podría motivar su destitución ni de las razones de la misma, de 
acuerdo con las causales contenidas en los numerales 4 y 15 del artículo 74 del 
Reglamento de Personal del Procurador y en el artículo 77 d) del Código de Trabajo de 
Guatemala. 

82. La Corte considera que era necesario que, por lo menos, se suministrara información 
que fuera clara respecto de la motivación del proceso de destitución, así como una mínima 
referencia a la relación existente entre los hechos respecto de los cuales se aplicaría la 
sanción disciplinaria y la norma supuestamente infringida. 

83. De la lectura de la mencionada notificación no resultaba claro el motivo específico por 
el cual la señora Maldonado estaba siendo objeto de un proceso disciplinario; en 
consecuencia no contó con información detallada de las razones por las cuales podría ser 
destituida de su trabajo. Esta falta de información constituyó una violación a la garantía 
de contar con información previa y detallada del proceso iniciado en su contra, contenida 
en el artículo 8.2.b de la Convención Americana. 
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Derecho de defensa 

Corte IDH. Caso Maldonado Ordóñez Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C No. 311 

84. En ese sentido, no obstante la señora Maldonado contó con el tiempo y la posibilidad 
de defenderse a nombre propio y a pesar de haber sido asistida por los defensores de su 
elección, los medios para la preparación de su defensa no fueron adecuados como 
consecuencia de la falta de la claridad respecto del motivo específico por el cual se iniciaba 
el proceso de destitución en su contra. Lo anterior constituyó una vulneración adicional al 
derecho a la defensa de la señora Maldonado, contenido en el artículo 8.2.c de la 
Convención Americana. 

Corte IDH. Caso Martínez Coronado Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 10 de mayo de 2019. Serie C No. 376 

82. Al respecto, sobre el contenido y el alcance de los artículos 8.2.c) y 8.2.e) de la 
Convención, este Tribunal ya se ha referido a la defensa de oficio indicando “la importancia 
fundamental que tiene el servicio de asistencia letrada gratuita para la promoción y 
protección del derecho de acceso a la justicia de todas las personas, en particular de 
aquellas que se encuentran en una situación especial de vulnerabilidad”. La institución de 
la defensa pública, a través de la provisión de servicios públicos y gratuitos de asistencia 
jurídica permite, sin duda, compensar adecuadamente la desigualdad procesal en la que 
se encuentran las personas que se enfrentan al poder punitivo del Estado, así como la 
situación de vulnerabilidad de las personas privadas de libertad, y garantizarles un acceso 
efectivo a la justicia en términos igualitarios. 

85. En el presente caso, la discusión jurídica que corresponde analizar se refiere a la 
compatibilidad con la Convención, y particularmente, con el derecho a la defensa del señor 
Martínez Coronado, de que el Estado le haya proporcionado una defensa común de oficio 
a la presunta víctima y a otro co-imputado. Según lo alegado por la Comisión y los 
representantes, la defensa común de oficio pareciera haber tenido una incidencia negativa 
a los intereses del señor Martínez. 

86. Como punto de partida la Corte constata que el artículo 95 del Código Procesal Penal 
indica que “[l]a defensa de varios imputados en un mismo procedimiento por un defensor 
común es, en principio, inadmisible. El tribunal competente, según el período del 
procedimiento, o el Ministerio Público podrá permitir la defensa común cuando, 
manifiestamente, no exista incompatibilidad. Cuando se advierta la incompatibilidad, 
podrá ser corregida de oficio, proveyendo a los reemplazos necesarios, según está previsto 
para el nombramiento de defensor”. Por lo tanto de conformidad con dicho texto, en 
principio la defensa común de los imputados tanto si es provista por sus abogados de 
confianza o por aquellos designados por el Estado a través de la defensa pública está 
prohibida y, solo se permite excepcionalmente en caso de que no exista manifiesta 
incompatibilidad. 

87. Este Tribunal considera que correspondería al Estado, mediante las autoridades 
competentes, identificar si existen dichas incompatibilidades y adoptar las medidas 
conducentes para que se garantice el derecho a la defensa de los co-imputados 
involucrados. Este principio es especialmente relevante en casos donde los imputados 
puedan enfrentar una condena severa, como es la pena de muerte. Por otra parte, la 
existencia de inconsistencias en las declaraciones realizadas por los co-imputados en el 
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marco de un proceso penal no demuestra necesariamente una incompatibilidad en sus 
defensas e intereses que impida una defensa común. 

88. No obstante, en el caso concreto la contradicción existente en las declaraciones de los 
co- imputados recae sobre elementos sustanciales de la versión de los hechos propuesta 
por el señor Martínez Coronado, de forma tal que la contradicción le privó de un elemento 
sustancial de su defensa. En efecto, en la sentencia de primera instancia se hace alusión 
a que el señor Martínez Coronado afirma que el co-imputado le informó a la una de la 
mañana que había escuchado disparos, razón por la cual acudió al lugar de los hechos, 
mientras que por su parte DA negó tales hechos y afirmó que se enteró de los homicidios 
a las seis de la mañana. En esa medida, en este caso las inconsistencias en las 
declaraciones por parte de los co-imputados debieron ser advertidas por la defensa 
común, quien debió ponerlas en conocimiento del tribunal para efectos de que se 
nombrara otro defensor, o incluso las autoridades judiciales encargadas de dirigir el 
proceso debieron adoptar de oficio las medidas pertinentes para garantizar el derecho a 
la defensa por tratarse de una defensa pública proporcionada por el Estado. En razón de 
lo anterior, la Corte concluye que el Estado incumplió con su deber de asegurar el derecho 
irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado que le 
garantizara al inculpado los medios adecuados para su defensa, en violación de los 
artículos 8.2.c) y 8.2.e) de la Convención Americana, en la medida que la defensa común, 
vulneró los derechos del señor Martínez Coronado. 

Corte IDH. Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385 

149. Con el propósito de establecer si el Estado violó disposiciones de la Convención, la 
Corte debe determinar dos cuestiones. Por un lado, deberá determinar si se vio vulnerado 
el derecho de defensa del señor Ruiz Fuentes por la imposibilidad de aportar pruebas de 
descargo lo cual, según la Comisión, supuso una violación de los artículos 8.2.c) y 8.2.f) 
de la Convención Americana y, según las representantes, de los artículos 8.2.d) y 8.2.f) 
de la Convención Americana, todo ello en relación con el artículo 1.1 del mismo 
instrumento. Por otro lado, la Corte deberá determinar si el hecho de que el nuevo 
abogado designado para el señor Ruiz Fuentes dispusiera de tan sólo veinticuatro horas 
para preparar su defensa, supuso según las representantes, una violación de los artículos 
8.2.c), 8.2.d) y 8.2.f) de la Convención Americana. 

150. Con respecto al primer punto, la Corte observa que es un hecho no controvertido 
que el señor Ruiz Fuentes se vio privado de aportar prueba de descargo en el marco del 
procedimiento penal debido a que su entonces defensor omitió firmar y sellar el memorial 
correspondiente, razón por la cual el Tribunal no le dio trámite al mismo. La Corte observa 
que, con respecto a la supuesta vulneración al derecho de defensa por la imposibilidad de 
presentar medios de prueba durante el debate, la Corte de Apelaciones indicó que “[...], 
el derecho de defensa en ningún momento se le conculcó al recurrente, pues contó durante 
todo el juicio con su abogado defensor, quien hizo valer todos las garantías que a él le 
asisten, y si se rechazó la prueba propuesta fue por la forma antitécnica como su abogado 
ofreció la prueba a rendir, no obstante ello, el recurrente pudo accionar durante el trámite 
el juicio correspondiente de donde no hubo la inobservancia pretendida. 

151. La Corte recuerda que el derecho a la defensa es un componente central del debido 
proceso que obliga al Estado a tratar al individuo en todo momento como un verdadero 
sujeto del proceso, en el más amplio sentido de este concepto, y no simplemente como 
objeto del mismo. El derecho a la defensa debe necesariamente poder ejercerse desde 
que se señala a una persona como posible autor o partícipe de un hecho punible y solo 



 

206   

34 JURISPRUDENCIA SOBRE GUATEMALA 

 
culmina cuando finaliza el proceso, incluyendo, en su caso, la etapa de ejecución de la 
pena. 

152. Sentado lo anterior, la Corte destaca que es deber del Estado garantizar el ejercicio 
pleno y libre del derecho de defensa, independientemente de que la representación sea 
llevada cabo por un defensor público o privado. En el presente caso, la Corte observa que 
la razón por la cual la prueba aportada por el señor Ruiz Fuentes no fue admitida se debió 
a que el memorial respectivo carecía de firma y sello abogado defensor, lo que hizo que 
el documento no tuviera ninguna validez en aplicación de la legalidad procesal vigente al 
momento de los hechos. La Corte observa, por tanto, que la prueba propuesta fue 
rechazada por un grave y claro fallo procesal cometido por el abogado defensor. A la vista 
de lo anterior, la Corte considera que el Estado guatemalteco no puede ser considerado 
responsable por la omisión que haya podido tener un defensor privado, máxime cuando 
en el presente caso la Corte no cuenta con argumentos ni con prueba pertinente que 
eventualmente pudieran acreditar que la inacción del defensor privado se debió a algún 
tipo de obstaculización o intervención indebida del Estado. Por ende, la Corte considera 
que el Estado no violó los artículos 8.2.d) y 8.2.f) de la Convención Americana. 

153. Con respecto al segundo punto, tampoco es un hecho controvertido que el día del 
debate oral y público, previo a la condenatoria a muerte, ante la ausencia del letrado del 
señor Ruiz Fuentes, el Tribunal de Sentencia Penal declaró el abandono del mismo y 
nombró un nuevo defensor, quien ya figuraba como apersonado en la causa. El señor Ruiz 
Fuentes dio su consentimiento a que el nuevo abogado lo defendiera en el juicio. Tras 
dicha designación, el abogado solicitó que se suspendiera el debate en aras de poder 
preparar la defensa de su cliente. No obstante lo anterior, el Tribunal de Sentencia Penal 
decidió aplazar el debate durante veinticuatro horas y ello con base a que “el licenciado 
[...] fungía como defensor de otro de los sindicados” y que, por tanto, conocía el proceso. 

154. La Corte recuerda que “contar con el tiempo y los medios adecuados para preparar 
la defensa”, en los términos del artículo 8.2.c) del tratado, es una de “las garantías 
inherentes al derecho de defensa”. Si el Estado pretende limitar este derecho, debe 
respetar el principio de legalidad, argüir de manera fundada cuál es el fin legítimo que 
pretende conseguir y demostrar que el medio a utilizar para llegar a ese fin es idóneo, 
necesario y estrictamente proporcional. Caso contrario, la restricción del derecho de 
defensa del individuo será contraria a la Convención. 

155. En el presente caso, la Corte observa que el recientemente designado abogado contó 
con un día para preparar la defensa técnica de su representado. La Corte además advierte 
que la razón por la que se otorgó un solo día es porque el tribunal de primera instancia 
asumía que el abogado ya conocía el caso. No obstante, la Corte considera que tal 
argumentación es insuficiente, toda vez que las circunstancias de cada uno de los 
procesados posee sus características y complejidades particulares, lo cual amerita que el 
abogado o abogada posea tiempo suficiente para poder analizar el caso de manera 
exhaustiva y diseñar así, la estrategia de defensa adecuada. En el presente caso la Corte 
considera, por tanto, que el plazo concedido fue extremadamente corto, considerando la 
necesidad del examen de la causa, la relevancia del procedimiento y sus eventuales 
consecuencias, así como la revisión del acervo probatorio a que tiene derecho cualquier 
imputado. 
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Corte IDH. Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. 
Serie C No. 387 

117. Esta Corte considera necesario recordar que el derecho a la defensa es un 
componente central del debido proceso. En los procesos de orden penal, el derecho a la 
defensa tiene como finalidad tanto dotar al acusado de las herramientas necesarias para 
demostrar su inocencia, como posicionarse en un rol activo en un riguroso control del 
proceso para garantizar la validez y credibilidad de los medios de convicción que se 
alleguen para demostrar la culpabilidad de la persona sometida a juicio. 

Corte IDH. Caso Girón y otro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 390 

97. El derecho a la defensa se proyecta en dos facetas dentro del proceso penal: por un 
lado, a través de los propios actos del inculpado, siendo su exponente central la posibilidad 
de rendir una declaración libre sobre los hechos que se le atribuyen y, por el otro, por 
medio de la defensa técnica, ejercida por un profesional del derecho, quien cumple la 
función de asesorar al investigado sobre sus deberes y derechos y ejecuta, inter alia, un 
control crítico y de legalidad en la producción de pruebas. (En similar sentido, ver entre otros: 
Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de octubre de 
2019. Serie C No. 386, párr. 111). 

99. La Corte ha señalado que el derecho de defensa implica que esta sea eficaz, oportuna, 
realizada por personal técnico, que permita fortalecer la protección del interés concreto 
del imputado y no como un simple medio para cumplir formalmente con la legitimidad del 
proceso. Por ende, cualquier forma de defensa aparente resultaría violatoria de la 
Convención Americana. En esta línea, “[l]a relación de confianza debe ser resguardada en 
todo lo posible dentro de los sistemas de defensa pública [por lo que d]eben existir 
mecanismos ágiles para que el imputado pueda pedir que se evalúe el nivel de su defensa 
y [n]ingún defensor público puede subordinar los intereses de su defendido a otros 
intereses sociales o institucionales o a la preservación de la `justicia ́”. (En similar sentido, 
ver entre otros: Caso Martínez Coronado Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
10 de mayo de 2019. Serie C No. 376, párr. 84). 

100. La defensa pública corresponde a una función estatal o servicio público, pero se 
considera una función que debe gozar de la autonomía necesaria para ejercer 
adecuadamente sus funciones de asesorar según su mejor juicio profesional y en atención 
a los intereses del imputado, la Corte estima que el Estado no puede ser considerado 
responsable de todas las fallas de la defensa pública, dado la independencia de la profesión 
y el juicio profesional del abogado defensor. En este sentido, la Corte considera que, como 
parte del deber estatal de garantizar una adecuada defensa pública, es necesario 
implementar adecuados procesos de selección de los defensores públicos, desarrollar 
controles sobre su labor y brindarles capacitaciones periódicas. 

101. La Corte ha considerado que nombrar a un defensor de oficio con el sólo objeto de 
cumplir con una formalidad procesal equivaldría a no contar con defensa técnica, por lo 
que es imperante que dicho defensor actúe de manera diligente con el fin de proteger las 
garantías procesales del acusado y evite así que sus derechos se vean lesionados y se 
quebrante la relación de confianza. A tal fin, es necesario que la institución de la defensa 
pública, como medio a través del cual el Estado garantiza el derecho irrenunciable de todo 
inculpado de delito de ser asistido por un defensor, sea dotada de garantías suficientes 
para su actuación eficiente y en igualdad de armas con el poder persecutorio. La Corte ha 
reconocido que para cumplir con este cometido el Estado debe adoptar todas las medidas 
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adecuadas. Entre ellas, contar con defensores idóneos y capacitados que puedan actuar 
con autonomía funcional. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Martínez Coronado Vs. 
Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de mayo de 2019. Serie C No. 376, párr. 
83). 

102. La Corte considera que la asistencia jurídica debe ser ejercida por un profesional del 
derecho para poder satisfacer los requisitos de una defensa técnica a través de la cual se 
asesore a la persona sometida a proceso, inter alia, sobre la posibilidad de ejercer recursos 
contra actos que afecten derechos. Es por ello, que la Corte confirma, que en los casos de 
los procesos penales, la defensa tiene que ser ejercida por un profesional del derecho 
dado que significa una garantía del debido proceso y que el investigado será asesorado 
sobre sus deberes y derechos y de que ello será respetado. Un abogado, asimismo, puede 
realizar, inter alia, un control crítico y de legalidad en la producción de pruebas y puede 
compensar adecuadamente la situación de vulnerabilidad de las personas privadas de 
libertad en relación con el acceso efectivo a la justicia en términos igualitarios. 

103. Los señores Roberto Girón y Pedro Castillo fueron acusados el 18 de abril de 1993 
por el delito de violación calificada, cuyo proceso penal culminó con una sentencia 
condenatoria a pena de muerte. En el presente caso, la discusión jurídica se centra en 
analizar si en el proceso penal tramitado a las presuntas víctimas se les respetó el derecho 
de defensa, en particular, si el Estado les proporcionó una defensa técnica adecuada, ya 
que según lo alegado por la Comisión y las representantes, no contaron con una defensa 
letrada en por los menos tres diligencias y, posteriormente, los defensores nombrados de 
oficio fueron estudiantes de derecho, lo cual tuvo una incidencia negativa en el resultado 
del proceso en su perjuicio. 

104. En primer lugar, se alegó que las presuntas víctimas no contaron con la asistencia 
de un defensor al menos en tres diligencias: a) en las declaraciones indagatorias rendidas 
el 19 de abril de 1993 por Roberto Girón y Pedro Castillo; b) durante el careo entre los 
procesados efectuado el 5 de mayo de 1993, y c) cuando se decretó la prisión preventiva 
el 22 de abril de 1993. En segundo lugar, que la defensa pública de oficio designó a 
estudiantes de derecho para ejercer la defensa técnica de las presuntas víctimas. 

105. En cuanto a las tres diligencias esta Corte constata que: a) respecto a las 
declaraciones indagatorias, en esta etapa procedimental a los señores Roberto Girón y 
Pedro Castillo, según consta en el acta de cada declaración, el juez sólo les informó que 
“nadie está obligado a declarar contra sí mismo”, pero no les preguntó si querían declarar 
o guardar silencio, puesto que no consta una aceptación expresa de los declarantes para 
proseguir con la diligencia. Sin embargo, seguidamente se les interrogó y rindieron su 
declaración. Además de ello, la Corte nota que las preguntas formuladas por el juez a 
ambos declarantes contenían la afirmación de responsabilidad penal de hechos, aún 
cuando en un principio no los habían aceptado, asimismo, se advierten preguntas 
sugestivas, capciosas y conclusivas; b) en el auto del Juzgado Primero de Paz, mediante 
el cual se decretó la prisión preventiva el 22 de abril de 1993, consta que no se hizo 
alegación alguna respecto a la situación de los señores Girón y Castillo, ni consta alguna 
actuación de un abogado defensor, y c) en el careo entre los procesados efectuado el 5 
de mayo de 1993 se hace constar que “en la práctica de la [...] diligencia únicamente 
est[aban] presentes los dos procesados aludidos no así sus correspondientes defensores”. 

106. Además, se desprende que la asignación de estudiantes de derecho como defensores 
se dio previamente a la apertura a juicio, en la etapa procesal correspondiente a los 
alegatos de la vista para la sentencia, es decir, en los alegatos finales. Para esa etapa las 
presuntas víctimas ya habían rendido sus declaraciones indagatorias y se habían realizado 
otras diligencias probatorias. La Corte considera que en las diligencias procesales 
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señaladas es necesario contar con un abogado defensor desde el inicio, dada la 
trascendencia de los actos procesales, su valor probatorio e incidencia en la resolución 
final. 

107. Por esa razón la Corte concluye que los señores Roberto Girón y Pedro Castillo no 
contaron con la asistencia de un defensor al inicio del proceso, etapa en la cual se 
realizaron diligencias de importancia esencial como fueron la rendición de sus 
declaraciones indagatorias, el decreto de la prisión preventiva y el careo efectuado por el 
juez de instrucción, pese a que para esta última diligencia, ya habían sido nombrados los 
correspondientes defensores, el 27 de abril de 1993, todo lo cual ocasionó la violación del 
artículo 8.2.d) de la Convención. 

108. Además, no es un hecho controvertido, que la defensa pública de oficio designó a 
dos estudiantes de derecho para ejercer la defensa de las presuntas víctimas. La Corte 
destaca que el 27 de abril de 1993 el Estado hizo tal designación y nombró a LCC, quien 
fungió como defensor del señor Girón, y a Edy Iván Bocanegra Conde, quien fungió como 
defensor del señor Castillo. El mismo Estado indicó que el Código Procesal Penal vigente 
permitía el nombramiento de estudiantes de derecho para la defensa penal. Además, cabe 
mencionar que el defensor de oficio de Pedro Castillo Mendoza, en su declaración rendida 
por afidávit ante la Corte, manifestó que ejerció dicha función sin haber tenido experiencia 
en el área penal, ni mucho menos en asuntos relativos a la pena de muerte. Lo anterior 
evidencia que los defensores asignados no contaban con la experiencia y capacitación 
adecuadas en casos de pena de muerte. Tal situación se evidencia en el caso cuando el 
Juzgado ordenó recibir las declaraciones de tres personas ofrecidas por la defensa del 
señor Girón, sin embargo la diligencia no se realizó debido a que el defensor no siguió las 
formalidades legales para presentar al juez el pliego de preguntas que formularía a los 
testigos. 

109. Cabe resaltar que de acuerdo con la legislación vigente al momento de la designación 
de los defensores de oficio, el Código Procesal Penal de Guatemala contemplaba la 
posibilidad de que las personas sometidas a un proceso penal, pudieran ser defendidos 
por “pasantes” no titulados. Tal como se aprecia en el artículo 154 de la referida 
legislación, que disponía que “[p]odrá el juez también designar como defensores a 
pasantes de bufetes o estudios jurídicos de las universidades del país, bufetes o estudios 
que, para ese efecto, enviarán listas a la Presidencia del Organismo Judicial. Estas listas 
se actualizarán anualmente”, disposición que fue derogada posteriormente. Sin embargo, 
como ha señalado de forma reiterada la jurisprudencia de este Tribunal, el respeto a las 
garantías del debido proceso adquiere una valoración más rigurosa y estricta en los casos 
en que se vea involucrada la pena de muerte como sanción, ya que “dicha pena conlleva 
una privación del más fundamental de los derechos, el derecho a la vida, con la 
consecuente imposibilidad de revertir la pena una vez que ésta se ha llevado a cabo”. Por 
lo cual, en casos de índole penal en que el Estado hace ejercicio del ius puniendi, en los 
cuales la imposición de la pena afecta de manera irreversible los derechos a la vida y a la 
libertad personal, como lo es la pena capital o la privación de libertad, esta Corte considera 
que la previsión de que la defensa pueda ser realizada por estudiantes [de] derecho, 
constituye además una violación del artículo 2 de la Convención. 

110. En razón de lo anterior, la Corte considera que las personas designadas como 
defensores en este caso no cumplían con el requerimiento de ser profesionales del 
derecho, pues se trataba de estudiantes que no contaban con la experiencia, idoneidad y 
capacidad para ejercer la defensa de los acusados, lo que en el caso concreto tuvo un 
impacto claro en la defensa de al menos uno de los acusados pues por la inexperiencia del 
defensor no pudo ser evacuada la prueba que había solicitado. Por las anteriores razones 
se vulneró el artículo 8.2.e) de la Convención. 
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111. Por todo lo expuesto, teniendo en cuenta que las presuntas víctimas no contaron con 
una designación de defensa desde el inicio del proceso, y que además dicha provisión no 
permitió que contaran con una defensa idónea, capacitada y eficaz, en tanto que la 
designación recayó en estudiantes de derecho, y no en un profesional del derecho para 
enfrentar un proceso penal que podría culminar con la imposición de la pena de muerte, 
como sucedió en el presente caso, esta Corte considera que el Estado es responsable de 
la violación de los derechos consagrados en los artículos 8.2.e) y 8.2.d) de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 4.1 de la Convención, y con las obligaciones 
establecidas en los artículos 1.1 y 2 de la Convención, en perjuicio de los señores Roberto 
Girón y Pedro Castillo Mendoza. 

Principio de congruencia 

Corte IDH. Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 20 de junio de 2005. Serie C No. 126 

65. Uno de los principales argumentos vertidos por la Comisión y los representantes para 
sostener que el Estado violó el artículo 8 de la Convención es la inobservancia de la 
mencionada correlación entre la acusación y la sentencia. La incongruencia se produjo 
cuando el Tribunal de Sentencia cambió la calificación jurídica del delito y dio por 
establecidos hechos y circunstancias nuevos, que no fueron considerados en la acusación 
ni en el auto de apertura a juicio, a saber: la causa de la muerte de la menor de edad y 
las circunstancias que en opinión del Tribunal de Sentencia demostraban la mayor 
peligrosidad del señor Fermín Ramírez. 

67. Al determinar el alcance de las garantías contenidas en el artículo 8.2 de la 
Convención, la Corte debe considerar el papel de la “acusación” en el debido proceso penal 
vis-à-vis el derecho de defensa. La descripción material de la conducta imputada contiene 
los datos fácticos recogidos en la acusación, que constituyen la referencia indispensable 
para el ejercicio de la defensa del imputado y la consecuente consideración del juzgador 
en la sentencia. De ahí que el imputado tenga derecho a conocer, a través de una 
descripción clara, detallada y precisa, los hechos que se le imputan. La calificación jurídica 
de éstos puede ser modificada durante el proceso por el órgano acusador o por el juzgador, 
sin que ello atente contra el derecho de defensa, cuando se mantengan sin variación los 
hechos mismos y se observen las garantías procesales previstas en la ley para llevar a 
cabo la nueva calificación. El llamado “principio de coherencia o de correlación entre 
acusación y sentencia” implica que la sentencia puede versar únicamente sobre hechos o 
circunstancias contemplados en la acusación. 

68. Por constituir el principio de coherencia o correlación un corolario indispensable del 
derecho de defensa, la Corte considera que aquél constituye una garantía fundamental 
del debido proceso en materia penal, que los Estados deben observar en cumplimiento de 
las obligaciones previstas en los incisos b) y c) del artículo 8.2 de la Convención. 

74. El párrafo segundo del artículo 388 del Código Procesal Penal guatemalteco establece 
que “en la sentencia, el tribunal podrá dar al hecho una calificación jurídica distinta de 
aquella de la acusación o de la del auto de apertura del juicio, o imponer penas mayores 
o menores que la pedida por el Ministerio Público”. Esta facultad, consecuente con el 
principio iura novit curia, debe ser entendida e interpretada en armonía con el principio 
de congruencia y el derecho de defensa. La necesaria congruencia entre la acusación y la 
eventual sentencia justifica la suspensión del debate y el nuevo interrogatorio del acusado, 
cuando se pretende cambiar la base fáctica de la acusación. Si esto ocurre irregularmente, 
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se lesiona el derecho a la defensa, en la medida en que el imputado no ha podido ejercerlo 
sobre todos los hechos que serán materia de la sentencia. 

75. Al respecto, la Corte observa que, en la sentencia de 6 de marzo de 1998, el Tribunal 
de Sentencia no se limitó a cambiar la calificación jurídica de los hechos imputados 
previamente, sino modificó la base fáctica de la imputación, inobservando el principio de 
congruencia. 

76. Se pasó de la calificación de Violación Agravada a la calificación de Asesinato. No 
coincide la dirección del dolo en ambos supuestos: en el primero, el animus es de 
mantener acceso carnal, del que resulta la muerte del sujeto pasivo; en el segundo, es de 
matar, en alguna de las formas o a través de alguno de los medios que la ley prevé a 
título de agravantes. El Tribunal de Sentencia dio por demostrados hechos no contenidos 
en la acusación: la muerte dolosa producida por “asfixia mediante estrangulamiento” y la 
posibilidad del acceso carnal posterior a la muerte. No podría entenderse que esto significa 
un simple cambio en la calificación jurídica del delito, sino implica hechos diferentes de 
los que constituyen Violación Agravada (artículo 175 del Código Penal). Así, se modificó 
la base fáctica establecida en la acusación, sin que el señor Fermín Ramírez pudiera ejercer 
defensa alguna al respecto. Esta modificación sustancial trajo consigo la posibilidad de 
imponer, como efectivamente se hizo, la pena capital. 

78. El respeto al conjunto de garantías que informan el debido proceso y significan el 
límite a la regulación del poder penal estatal en una sociedad democrática, se hace 
especialmente infranqueable y riguroso cuando venga al caso la imposición de la pena de 
muerte. 

79. En el presente caso, al haber desconocido las garantías del debido proceso, en 
particular el derecho de defensa, el Estado transgredió las reglas procesales de estricta y 
necesaria observancia en supuestos de imposición de pena de muerte. En consecuencia, 
la condena del señor Fermín Ramírez a la pena capital fue arbitraria por haber incumplido 
limitaciones infranqueables para la imposición de dicha pena en los países que aún la 
preservan. 

Derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo 

Corte IDH. Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386 

114. Además, este Tribunal ha señalado que una garantía al ejercicio material del derecho 
de defensa es la prohibición de que una persona sea obligada a declarar contra sí misma 
(artículo 8.2.g). Dicho artículo implica el derecho de participación activa del imputado en 
los medios probatorios, el derecho a no declarar contra sí mismo y más específico, el 
derecho a guardar silencio. En ese sentido, utilizar la tortura para obtener una confesión 
por parte del imputado sería completamente contraria a lo establecido por este derecho. 
Al respecto, la Corte ha señalado que, “[l]a exclusión de pruebas obtenidas mediante 
coacción ostenta un carácter absoluto e inderogable”. Por lo tanto, cualquier confesión 
obtenida mediante tortura es absolutamente inválida y no puede ser utilizada como prueba 
en una sentencia condenatoria. 

115. Está probado que el señor Valenzuela fue detenido por funcionarios de la PNC el 27 
de mayo de 1998, al encontrarse armas de fuego durante un allanamiento realizado en 
su vivienda. Por otro lado, está demostrado que el señor Valenzuela fue objeto de actos 
de tortura y violencia sexual, los cuales fueron cometidos intencionalmente por agentes 
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estatales, con la finalidad de que aceptara haber participado en la comisión de un hecho 
delictivo. Además, pese a que el Estado en diversas oportunidades tomó conocimiento de 
los actos de tortura contra el señor Valenzuela, no inició una investigación para la 
determinación de la verdad, captura, enjuiciamiento y eventual sanción de los 
responsables. En este sentido, esta Corte advierte que el señor Valenzuela fue obligado a 
declarar contra sí mismo para aceptar haber participado en un hecho delictivo. Por lo tanto 
la Corte considera que el Estado vulneró los artículos 8.2 y 8.2.g), en relación con el 
artículo 1.1 de la Convención, en perjuicio del señor Tirso Román Valenzuela Ávila. 

Derecho a recurrir el fallo 

Corte IDH. Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385 

163. La Corte recuerda que el señor Ruiz Fuentes y las otras dos personas condenadas a 
pena de muerte interpusieron un recurso de apelación especial por motivos de fondo y 
forma contra la sentencia dictada el 14 de mayo de 1999 por el Tribunal Sexto de 
Sentencia Penal. El señor Ruiz Fuentes fundamentó su apelación alegando que: (i) el 
Tribunal de sentencia dio por acreditados hechos distintos a los formulados en la 
acusación, afectando con ello su derecho a la defensa, (ii) se le privó de su derecho de 
ofrecer y aportar prueba durante el debate, (iii) se produjo una errónea valoración de la 
prueba por parte del juez a quo y (iv) que el Tribunal aplicó indebidamente el artículo 201 
del Código Penal irrespetando el artículo 46 de la Constitución y el artículo 4 de la 
Convención, pues al momento de su ratificación la pena de muerte no estaba prevista 
para el secuestro cuando la víctima no fallecía. 

166. El Tribunal observa que la respuesta brindada por la Corte de Apelaciones se limitó 
a rechazar lo alegado por el recurrente sin proceder a realizar ningún tipo de revisión de 
cuestiones fácticas y/o probatorias ni de analizar los motivos específicos e individualizados 
argüidos por el señor Ruiz Fuentes en su recurso de apelación. En efecto, la Corte de 
Apelaciones, por un lado, esgrimió la intangibilidad de la prueba consagrada en el artículo 

430 del Código Procesal Penal para no entrar a analizar ninguno los argumentos 
esgrimidos por el señor Ruiz Fuentes con respecto a la discordancia entre la acusación y 
los hechos acreditados. Asimismo, y con respecto a las numerosas cuestiones que expuso 
el señor Ruiz Fuentes en su recurso de apelación en relación con la valoración de la prueba 
realizada por el juez a quo, la Corte de Apelaciones se limitó a dar respuesta abstracta, 
vaga y sin entrar a analizar de manera específica ninguno de los motivos aducidos por el 
señor Ruiz Fuentes. En consecuencia, el Tribunal considera que la negativa por parte de 
la Sala Cuarta de la Corte de Apelaciones de revisar las cuestiones planteadas por la 
defensa del señor Ruiz Fuentes constituyó en el presente caso un hecho ilícito internacional 
en tanto resultó en un incumplimiento del deber de revisión integral del fallo establecido 
en el artículo 8.2.h). 

Corte IDH. Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386 

121. Dicho lo anterior, la Corte observa que el Código Procesal Penal contempla dos 
recursos que pretenden satisfacer el derecho a recurrir el fallo: el recurso de apelación 
especial y el recurso de casación. El recurso de apelación especial está regulado de la 
siguiente forma en el artículo 430: 
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[l]a sentencia no podrá en ningún caso hacer mérito de la prueba o de los hechos que se 
declaren probados conforme a las reglas de la sana crítica razonada. Únicamente podrá 
referirse a ellos para aplicación de la ley sustantiva o cuando exista manifiesta 
contradicción con la sentencia recurrida. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Ruiz Fuentes 
y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de 
octubre de 2019. Serie C No. 385, párr. 159). 

122. De la legislación transcrita se desprende que el recurso de apelación especial es un 
recurso en cierta medida limitado, toda vez que solo permite la revisión de hechos “para 
aplicación de la ley sustantiva o cuando exista manifiesta contradicción con la sentencia 
recurrida”. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385, párr. 
160). 

123. El recurso de casación está regulado, en lo relevante, de la siguiente manera: 
Artículo 442. “El tribunal de casación conocerá únicamente de los errores jurídicos contenidos en la 
resolución recurrida. Está sujeto a los hechos que se hayan tenido como probados por el tribunal de 
sentencia, y solamente en los casos en que advierta violación de una norma constitucional o legal, podrá 
disponer de la anulación y el reenvío para la corrección debida”.  

124. De las normas transcritas se desprende que el recurso de casación, al igual que el 
recurso de apelación especial, no permite la revisión de hechos ni de pruebas, solo de 
derecho. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385, párr. 
162). 

125. La Corte recuerda que el señor Valenzuela fue condenado el 21 de octubre de 1999 
por el Tribunal de Sentencia de Departamento de Quetzaltenango. El 3 de noviembre de 
1999 la defensa del señor Valenzuela interpuso un recurso de apelación especial por 
motivos de forma y fondo con base en los artículos 415 y 419 del Código Procesal Penal 
de Guatemala, solicitando la anulación de la sentencia y acto procesal impugnado, el cual 
fue elevado ante la Sala Séptima de la Corte de Apelaciones. La defensa fundamentó la 
apelación en la falta de una adecuada motivación, debido a “que la sentencia tiene por 
acreditado un hecho decisivo para agravar la pena, sin que se haya tenido por probado 
tal hecho en el tribunal de sentencia”, por lo tanto solicitó la anulación de la sentencia 
impugnada, modificando la misma en el sentido de que en lugar de la pena de muerte se 
impusiera la pena máxima de prisión por no estar demostrado que el acusado haya sido 
un sujeto peligroso para la sociedad. 

126. El 7 de agosto de 2000 la Sala Séptima de la Corte de Apelaciones declaró sin lugar 
el recurso de apelación especial por motivos de forma y fondo, y se limitó a reiterar 
algunas de las razones sobre las que se basó el Tribunal de Sentencia de Departamento 
de Quetzaltenango para concluir la culpabilidad del señor Valenzuela, pero sin realizar 
valoración alguna sobre si dicha evaluación habría sido realizada adecuadamente. No 
realizó algún tipo de revisión sobre cuestiones fácticas o probatorias. En consecuencia, 
este Tribunal considera que la negativa por parte de la Sala Séptima de la Corte de 
Apelaciones de revisar el fondo de la cuestión planteada por la defensa del señor 
Valenzuela, así como de las cuestiones fácticas planteadas constituyó un hecho ilícito 
internacional en tanto resultó en un incumplimiento del deber de revisión integral del fallo 
establecido en el artículo 8.2.h) de la Convención. 
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Corte IDH. Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. 
Serie C No. 387 

134. Con respecto a las numerosas cuestiones que expusieron las presuntas víctimas en 
sus recursos de apelación en relación con los alegatos sobre inobservancia de la ley 
sustantiva en relación con la fijación de la pena, las circunstancias agravantes genéricas 
y específicas del delito, y la inobservancia parcial del contenido de la ley sustantiva para 
la fijación de la pena de muerte realizada por el juez a quo, la Corte de Apelaciones se 
limitó a dar respuesta abstracta y sin entrar en el fondo de los motivos aducidos por las 
presuntas víctimas. En efecto, el Tribunal observa que la Corte de apelaciones rechazó las 
alegaciones de los recurrentes sobre la base de que la legislación vigente no le permitía 
realizar ningún tipo de revisión a este respecto, sin analizar de manera individualizada los 
argumentos esgrimidos por los recurrentes. En consecuencia, el Tribunal considera que la 
negativa por parte de la Sala Décima de la Corte de Apelaciones, Penal Narcoactividad y 
Delitos contra el Ambiente de revisar las cuestiones fácticas planteada por la defensa los 
señores Rodríguez Revolorio, López Calo y Aníbal Archila Pérez constituyó un hecho ilícito 
internacional en tanto resultó en un incumplimiento del deber de revisión integral del fallo 
establecido en el artículo 8.2.h). 

135. Por otro lado, en razón de que el artículo 8.2.h) de la Convención tiene un contenido 
jurídico propio y el principio de efectividad (effet utile) es transversal a la protección 
debida de todos los derechos reconocidos en ese instrumento, el Tribunal considera 
innecesario analizar aquella disposición en relación con el artículo 25.1 de la Convención. 
Asimismo, en relación con el alegato de la Comisión y representantes respecto a que 
ningún de los restantes recursos interpuestos por los señores Rodríguez Revolorio, López 
Calo, y Aníbal Archila Pérez fueron efectivos, la Corte advierte que en el presente caso 
solo se realizará el análisis de la apelación especial por ser est[e] un recurso ordinario, y 
no se hará referencia al recurso de amparo ni de revisión debido a que estos son recursos 
extraordinarios. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C 
No. 385, párr. 167). 

Corte IDH. Caso Girón y otro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 390 

113. La Corte se ha referido en su jurisprudencia constante sobre el alcance y contenido 
del artículo 8.2.h) de la Convención, así como a los estándares que deben ser observados 
para asegurar la garantía del derecho a recurrir el fallo ante juez o tribunal superior. El 
Tribunal ha entendido que dicho derecho consiste en una garantía mínima y primordial 
que “se debe respetar en el marco del debido proceso legal, en aras de permitir que una 
sentencia adversa pueda ser revisada por un juez o tribunal distinto y de superior jerarquía 
[...]”. Teniendo en cuenta que las garantías judiciales buscan que quien esté incurso en 
un proceso no sea sometido a decisiones arbitrarias, la Corte ha interpretado que el 
derecho a recurrir el fallo no puede ser efectivo si no se garantiza respecto de todo aquél 
que es condenado, ya que la condena es la manifestación del ejercicio del poder punitivo 
del Estado. La Corte ha considerado el derecho a recurrir el fallo como una de las garantías 
mínimas que tiene toda persona que es sometida a una investigación y proceso penal. (En 
similar sentido, ver entre otros: Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385, párr. 157; Caso 
Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de octubre de 2019. 
Serie C No. 386, párr. 119, y Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 387, párr. 126). 
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114. Además, este Tribunal ha sostenido que el artículo 8.2.h) de la Convención se refiere 
a un recurso ordinario, accesible y eficaz, es decir que no debe requerir mayores 
complejidades que tornen ilusorio este derecho. En ese sentido, las formalidades 
requeridas para que el recurso sea admitido deben ser mínimas y no deben constituir un 
obstáculo para que cumpla con su fin de examinar y resolver los agravios sustentados por 
el recurrente, es decir que debe procurar resultados o respuestas al fin para el cual fue 
concebido. Debe entenderse que, independientemente del régimen o sistema recursivo 
que adopten los Estados Partes, y de la denominación que den al medio de impugnación 
de la sentencia condenatoria, para que éste sea eficaz debe constituir un medio adecuado 
para procurar la corrección de una condena errónea. Ello requiere que puedan analizar las 
cuestiones fácticas, probatorias y jurídicas en que se basa la sentencia impugnada, puesto 
que en la actividad jurisdiccional existe una interdependencia entre las determinaciones 
fácticas y la aplicación del derecho, de forma tal que una errónea determinación de los 
hechos implica una errada o indebida aplicación del derecho. Consecuentemente, las 
causales de procedencia del recurso deben posibilitar un control amplio de los aspectos 
impugnados de la sentencia condenatoria. El derecho de recurrir del fallo ante juez o 
tribunal superior puede concebirse como la expresión del derecho a contar con un recurso 
judicial efectivo, según el artículo 25.1 de la Convención. (En similar sentido, ver entre otros: 
Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385, párr. 158; Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386, párr. 120, y Caso 
Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 387, párr. 127). 

116. Ahora bien, para realizar un pronunciamiento relacionado con la efectividad del 
recurso de apelación especial del que hicieron uso las partes acusadas en el proceso penal, 
se debe analizar si como afirman las representantes, de acuerdo a lo planteado a través 
del escrito de impugnación “los juzgadores de todas las instancias no realizaron un 
examen integral de las decisiones impugnadas, puesto que, no observaron la existencia 
de vulneraciones a los derechos humanos de los mismos, especialmente varias de las 
garantías del debido proceso [...]”. En particular, se debe precisar que el que una 
resolución emitida por un tribunal de apelación no resuelva favorablemente a los intereses 
de la parte recurrente o que convalide lo resuelto por su inferior, no significa 
necesariamente que haya omitido el análisis de determinadas violaciones por alguna 
cuestión formal propia del medio de impugnación, que le reste eficacia. 

117. En razón de lo anterior, resulta necesario examinar el contenido tanto del recurso 
interpuesto como del fallo emitido, para así contar con los elementos que den certeza de 
que en el caso concreto existió una violación al derecho de recurrir del fallo. Sin embargo, 
en el presente caso se aprecia que el proceder del tribunal de apelación consistió en 
realizar un análisis de la sentencia, tomando en consideración la valoración probatoria y 
jurídica realizada por el juez ordinario. Aunado a lo anterior, más allá de la expresión 
asentada en la notificación de la sentencias en que las presuntas víctimas y sus 
representantes manifestaron su voluntad de formular apelación oral, no se encuentra 
dentro del acervo probatorio algún escrito o constancia donde se hayan descrito las 
violaciones aludidas por las partes en el presente litigio internacional, para de esta forma 
determinar si la Sala Duodécima omitió pronunciarse sobre alguno de los reclamos 
formulados al recurrir la sentencia. Por lo cual, ya sea por la particularidad de la apelación 
oral interpuesta o por la falta de escritos que permitan contrastar lo recurrido con lo 
resuelto, esta Corte carece de elementos para realizar un pronunciamiento sobre la 
alegada violación al derecho a recurrir el fallo ante juez o tribunal superior consagrado en 
el artículo 8.2.h) de la Convención Americana. 
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Publicidad del proceso penal  

Corte IDH. Caso Girón y otro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 390 

120. La Convención Americana en el artículo 8.5 establece que “[e]l proceso penal debe 
ser público, salvo en lo que sea necesario para preservar los intereses de la justicia”. Este 
Tribunal ha señalado que una de las principales características que debe reunir el proceso 
penal durante su sustanciación es su carácter de público, el cual es un elemento esencial 
de los sistemas procesales penales acusatorios de un Estado democrático y se garantiza 
a través de la realización de una etapa oral en la que el acusado pueda tener inmediación 
con el juez y las pruebas y que facilite el acceso al público. El derecho a un proceso público 
se encuentra protegido por diversos instrumentos internacionales como elemento esencial 
de las garantías judiciales. La publicidad del proceso tiene la función de proscribir la 
administración de justicia secreta, someterla al escrutinio de las partes y del público y se 
relaciona con la necesidad de la transparencia e imparcialidad de las decisiones que se 
tomen. Además, es un medio por el cual se fomenta la confianza en los tribunales de 
justicia. La publicidad hace referencia específica al acceso a la información del proceso 
que tengan las partes e incluso los terceros. 

122. Si bien esta Corte ha señalado que una etapa oral en la que el acusado pueda tener 
inmediación con el juez y las pruebas y que facilite el acceso al público es una de las 
garantías asociadas al principio de publicidad, la publicidad del proceso no equivale a la 
oralidad del mismo. En el presente caso las presuntas víctimas y sus defensores tuvieron 
acceso efectivo al expediente y las pruebas recabadas en su contra, de forma tal que las 
actuaciones judiciales adelantadas no tuvieron el carácter de reservadas o secretas. Por 
lo tanto, la Corte considera que no se violó el principio de publicidad del proceso, 
establecido en el artículo 8.5 de la Convención Americana. 

 

X. PRINCIPIO DE LEGALIDAD Y DE RETROACTIVIDAD  

Corte IDH. Caso Maldonado Ordóñez Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C No. 311 

89. Con relación al principio de legalidad, la Corte ha señalado anteriormente que el 
artículo 9 de la Convención es aplicable a la materia sancionatoria administrativa, además 
de serlo, evidentemente, a la materia penal. La Corte ha indicado que las sanciones 
administrativas son una expresión del poder punitivo del Estado y que tienen, en 
ocasiones, naturaleza similar a las sanciones penales. Unas y otras implican menoscabo, 
privación o alteración de los derechos de las personas, como consecuencia de una 
conducta ilícita. Por lo tanto, en un sistema democrático es preciso extremar las 
precauciones para que dichas medidas se adopten con estricto respeto a los derechos 
básicos de las personas y previa una cuidadosa verificación de la efectiva existencia de la 
conducta ilícita. Asimismo, en aras de la seguridad jurídica es indispensable que la norma 
sancionatoria exista y resulte conocida, o pueda serlo, antes de que ocurran la acción o la 
omisión que la contravienen y que se pretende sancionar. En concordancia con lo anterior, 
la Corte considera que el principio de legalidad también tiene vigencia en materia 
disciplinaria, no obstante su alcance depende considerablemente de la materia regulada. 
La precisión de una norma sancionatoria de naturaleza disciplinaria puede ser diferente a 
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la requerida por el principio de legalidad en materia penal, por la naturaleza de los 
conflictos que cada una está destinada a resolver. 

93. La Corte destaca que los supuestos contenidos en los numerales 4 y 15 del artículo 
74 del Reglamento de Personal del Procurador no contemplaban causales que se refirieran 
al prestigio y honorabilidad de la Procuraduría, sino que señalaban acciones concretas que 
constituían faltas relativas a las funciones propias de los trabajadores de la Procuraduría. 
Asimismo, el artículo 77.d) del Código de Trabajo tampoco contemplaba cuestiones sobre 
la honorabilidad, el prestigio o la autoridad moral como causas justas que facultaran al 
patrono para dar por terminado el contrato de trabajo, sin responsabilidad de su parte. 
En ese sentido, la Corte nota que la denuncia interpuesta en contra de la señora Maldonado 
y la decisión de destituirla no correspondía a ningún acto que estuviera establecido en los 
numerales 4 y 15 del artículo 74 del Reglamento citado o en el artículo 77 del Código de 
Trabajo. 

94. Además de lo anterior, la Corte nota que en el Manual de Puestos y Perfiles de la 
Institución del Procurador de los Derechos Humanos no se indicaba que la “honorabilidad” 
o la “autoridad moral” fueran requisitos que debían complir quienes ostentaran los cargos 
de Auxiliar Departamental o de Educador. Dichas características fueron invocadas como 
causales para la destitución de la señora Maldonado sin que se encontraran contempladas 
en los requisitos para cumplir las funciones de su cargo titular o su cargo interino. 

95. Por lo tanto, la señora Maldonado fue destituida por una conducta que no se 
encontraba tipificada en el Reglamento del Personal del Procurador de Derechos Humanos 
como infracción disciplinaria y que además no correspondía a la conducta descrita en los 
numerales 4 y 15 del artículo 74 de dicho Reglamento, ni en el artículo 77 literal d) del 
Código de Trabajo de Guatemala, disposiciones que son las invocadas en el Acuerdo No. 
81-2000 para justificar la sanción impuesta. De lo anterior se concluye la vulneración del 
artículo 9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el 
artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de la señora Maldonado. 

Corte IDH. Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 20 de junio de 2005. Serie C No. 126 

90. El principio de legalidad constituye uno de los elementos centrales de la persecución 
penal en una sociedad democrática. Al establecer que “nadie puede ser condenado por 
acciones u omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivos según el 
derecho aplicable”, el artículo 9 de la Convención obliga a los Estados a definir esas 
“acciones u omisiones” delictivas en la forma más clara y precisa que sea posible. Al 
respecto, la Corte ha establecido: 

[...] Con respecto al principio de legalidad en el ámbito penal, [...] la elaboración de los tipos penales supone 
una clara definición de la conducta incriminada, que fije sus elementos y permita deslindarla de 
comportamientos no punibles o conductas ilícitas sancionables con medidas no penales. 

En un Estado de Derecho, los principios de legalidad e irretroactividad presiden la actuación de todos los 
órganos del Estado, en sus respectivas competencias, particularmente cuando viene al caso el ejercicio de 
su poder punitivo. 

En un sistema democrático es preciso extremar las precauciones para que las sanciones penales se adopten 
con estricto respeto a los derechos básicos de las personas y previa una cuidadosa verificación de la efectiva 
existencia de la conducta ilícita. 

En este sentido, corresponde al juez penal, en el momento de la aplicación de la ley penal, atenerse 
estrictamente a lo dispuesto por ésta y observar la mayor rigurosidad en el adecuamiento de la conducta 
de la persona incriminada al tipo penal, de forma tal que no incurra en la penalización de actos no punibles 
en el ordenamiento jurídico. 
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94. En concepto de esta Corte, el problema que plantea la invocación de la peligrosidad 
no sólo puede ser analizado a la luz de las garantías del debido proceso, dentro del artículo 
8 de la Convención. Esa invocación tiene mayor alcance y gravedad. En efecto, constituye 
claramente una expresión del ejercicio del ius puniendi estatal sobre la base de las 
características personales del agente y no del hecho cometido, es decir, sustituye el 
Derecho Penal de acto o de hecho, propio del sistema penal de una sociedad democrática, 
por el Derecho Penal de autor, que abre la puerta al autoritarismo precisamente en una 
materia en la que se hallan en juego los bienes jurídicos de mayor jerarquía. 

95. La valoración de la peligrosidad del agente implica la apreciación del juzgador acerca 
de las probabilidades de que el imputado cometa hechos delictuosos en el futuro, es decir, 
agrega a la imputación por los hechos realizados, la previsión de hechos futuros que 
probablemente ocurrirán. Con esta base se despliega la función penal del Estado. En fin 
de cuentas, se sancionaría al individuo – con pena de muerte inclusive – no con apoyo en 
lo que ha hecho, sino en lo que es. Sobra ponderar las implicaciones, que son evidentes, 
de este retorno al pasado, absolutamente inaceptable desde la perspectiva de los derechos 
humanos. El pronóstico será efectuado, en el mejor de los casos, a partir del diagnóstico 
ofrecido por una pericia psicológica o psiquiátrica del imputado. 

96. En consecuencia, la introducción en el texto penal de la peligrosidad del agente como 
criterio para la calificación típica de los hechos y la aplicación de ciertas sanciones, es 
incompatible con el principio de legalidad criminal y, por ende, contrario a la Convención. 

 

XI. PROTECCIÓN DE LA HONRA Y DE LA DIGNIDAD 

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253 

276. Por otro lado, la Corte ha precisado que si bien el artículo 11 de la Convención 
Americana se titula “Protección de la Honra y de la Dignidad”, su contenido incluye, entre 
otros, la protección de la vida privada. El concepto de vida privada comprende entre otros 
ámbitos protegidos, la vida sexual. Este Tribunal considera que la falta de investigación 
de una denuncia de violación sexual, en los términos descritos en los párrafos anteriores, 
implica un incumplimiento del deber de garantizar la integridad personal así como la 
protección a la vida sexual, incluida en el artículo 11 de la Convención. (En similar sentido, 
ver entre otros: Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250, párr. 133). 

Corte IDH. Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C 
No. 307 

219. Por otra parte, la Corte recuerda que el artículo 11 de la Convención Americana 
establece que toda persona tiene derecho al respeto a su honra y al reconocimiento de su 
dignidad, prohíbe todo ataque ilegal contra la honra y reputación e impone a los Estados 
el deber de brindar la protección de la ley contra tales ataques. En términos generales, el 
derecho a la honra se relaciona con la estima y valía propia. 

220. En casos anteriores, la Corte ha establecido que el cuidado de los restos mortales de 
una persona es una forma de observancia del derecho a la dignidad humana. Asimismo, 
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ha señalado que los restos mortales de una persona merecen ser tratados con respeto 
ante sus deudos, por la significación que tienen para estos. En este sentido, la Corte 
considera que los ritos funerarios son actos por medio de los cuales los familiares de una 
persona fallecida le rinden tributo a su ser querido, de acuerdo a sus creencias, tratando 
de obtener un mínimo de consuelo en los últimos momentos que tendrán con la presencia 
física de este. En el presente caso, cuando los funcionarios del Ministerio Público llegaron 
a la funeraria donde estaba siendo velado el cuerpo de Claudina Velásquez y solicitaron 
tomar sus huellas dactilares bajo amenazas a sus padres de ser acusados de obstrucción 
a la justicia, pese a que debieron realizar dicha diligencia antes de entregar el cuerpo a 
los familiares, irrumpieron en un momento íntimo y doloroso a fin de manipular 
nuevamente los restos mortales de la hija de Jorge Rolando Velásquez Durán y Elsa 
Claudina Paiz Vidal, y hermana de Pablo Andrés Velásquez Paiz, afectando el derecho al 
respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad. En consecuencia, el Estado 
también violó el artículo 11 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de 
la misma, en perjuicio de dichos familiares de Claudina Velásquez Paiz. 

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351 

161. La Convención Americana cuenta con dos artículos que protegen directamente la vida 
familiar de manera complementaria. Esta Corte ha considerado que posibles vulneraciones 
a este bien jurídico tutelado deben analizarse, no sólo como una posible injerencia 
arbitraria contra la vida privada y familiar, según el artículo 11.2 de la Convención 
Americana, sino también, por el impacto que ello pueda tener en un núcleo familiar, a la 
luz del artículo 17.1 del mismo cuerpo legal. 

162. En el presente caso, el proceso de declaración de abandono conllevó, desde su inicio, 
la separación de la familia Ramírez. La Corte ya ha indicado que el derecho de protección 
a la familia, reconocido en el artículo 17 de la Convención Americana conlleva, entre otras 
obligaciones, a favorecer, de la manera más amplia, el desarrollo y la fortaleza del núcleo 
familiar. Asimismo, en virtud del artículo 11.2 de la Convención, toda persona tiene 
derecho a recibir protección contra injerencias arbitrarias o abusivas en su familia, y en 
especial las niñas y los niños, dado que la familia tiene un rol esencial en su desarrollo. 
En este sentido, el disfrute mutuo de la convivencia entre padres e hijos constituye un 
elemento fundamental de la vida de familia. 

Corte IDH. Caso Villaseñor Velarde y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 5 de febrero de 2019. Serie C No. 374 

87. Ahora bien, los hechos del caso recién aludidos no fueron presentados como 
violaciones en sí mismas, sino como parte de una situación o conjunto de hechos. En ese 
sentido, la Comisión y las partes no presentaron argumentos específicos que hicieran 
pertinentes, respecto de cada caso, consideraciones sobre la supuesta desproporción en 
actos de expresión o denuncia respecto a la honra y dignidad de la señora Villaseñor. En 
principio, en ausencia de tal base argumentativa, este Tribunal no advierte que los actos 
aludidos hayan constituido violaciones a derechos de la Jueza, y no tiene elementos 
suficientes para determinar lo contrario. Por ende, no puede concluir, respecto de cada 
uno de los hechos referidos, que constituyeran actos indebidos de presión o intimidación 
que afectaran la honra o dignidad de la señora Villaseñor. Por ello, la Corte no analizará 
la alegada violación del artículo 11 de la Convención sino respecto a aspectos puntuales, 
conforme se expresa más adelante. En cuanto a la integridad personal, la Corte tampoco 
cuenta con elementos que le permitan considerar que los hechos de expresión o denuncia, 
en sí mismos, pudieran afectarla. 
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136. La Corte ya ha señalado que es contraria al artículo 11 de la Convención “toda 
injerencia arbitraria o abusiva en la vida privada de las personas”. La norma reconoce el 
derecho personal de respeto a honra, la prohibición del ataque ilegal contra ella o contra 
la reputación personal y el deber del Estado de “brindar la protección de la ley contra tales 
ataques”. La Corte ha indicado, además, que “la reputación puede resultar lesionada como 
consecuencia de informaciones falsas o erróneas que se difundan sin fundamento y que 
distorsionan el concepto público que se tiene del individuo”, y que la reputación “protege 
a las personas contra ataques que restrinjan la proyección de la persona en el ámbito 
público o colectivo”. Ya se ha indicado también que los funcionarios públicos están más 
expuestos al escrutinio público y que ello no obsta a que, según el caso, actos de expresión 
o denuncias puedan constituir una injerencia indebida en la actividad judicial. 

139. En conclusión, la Corte no encuentra fundamentos para atribuir al Estado 
responsabilidad por la alegada violación al derecho a la protección de la honra y dignidad 
en perjuicio de la señora Villaseñor. Guatemala, por lo tanto, no es responsable por la 
violación al artículo 11 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Tampoco 
es responsable, en relación con ello, respecto al derecho a la presunción de inocencia, de 
la violación del artículo 8.2 del tratado. 

Corte IDH. Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386 

196. Por otro lado, esta Corte nota que la Comisión también alegó la vulneración del 
artículo 11 de la Convención Americana. Al respecto, este Tribunal ha señalado que si bien 
este artículo se titula Protección de la “Honra y de la Dignidad”, su contenido incluye, entre 
otros, la protección de la vida privada, que comprende entre otros ámbitos protegidos, la 
vida sexual y el derecho a establecer y desarrollar relaciones con otros seres humanos, 
por tal motivo, la violencia sexual como una violación puede suponer una intromisión en 
los aspectos más personales e íntimos de la vida privada de una persona. Con base en lo 
anterior, la Corte en el presente caso considera que la violación sexual causada al señor 
Valenzuela supuso una intromisión a su intimidad. 

 

XII. DERECHO A LA LIBERTAD DE CONCIENCIA Y RELIGIÓN 

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250 

154. Al respecto, el Tribunal recuerda que la Convención Americana, en su artículo 12, 
contempla el derecho a la libertad de conciencia y religión, el cual, según la jurisprudencia 
de este Tribunal, permite que las personas conserven, cambien, profesen y divulguen su 
religión o sus creencias. Este derecho es uno de los cimientos de la sociedad democrática. 
En su dimensión religiosa, constituye un elemento trascendental en la protección de las 
convicciones de los creyentes y en su forma de vida. 

155. La Convención Americana no contempla explícitamente el derecho de “enterrar a los 
muertos”. La Corte Interamericana ha abordado este tema no como un derecho 
sustantivo, sino en el marco de las reparaciones en casos de desapariciones forzadas, 
principalmente, como consecuencia de la vulneración de algún otro derecho que sí esté 
previsto en la Convención. Así, por ejemplo, el Tribunal ha ordenado que, de encontrarse 
los restos de una persona desaparecida, éstos sean entregados a sus familiares y que el 
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Estado cubra los gastos funerales o de sepultura. Asimismo, en otros casos, el Tribunal se 
ha referido a la imposibilidad de enterrar a los muertos como un hecho que incrementa el 
sufrimiento y angustia de los familiares, lo cual puede ser considerado en las reparaciones 
para determinar un monto como indemnización inmaterial a favor de ellos. 

160. Por lo tanto, por un lado, la Corte observa que actualmente los miembros de la 
comunidad de Río Negro no pueden realizar sus rituales fúnebres por el hecho de que el 
Estado no ha localizado ni identificado a la mayor parte de los restos de personas 
supuestamente ejecutadas durante las masacres, y a que 17 personas se encuentran 
desaparecidas forzadamente. Pero, por otro lado, tampoco pueden realizar cualquier otro 
tipo de rituales pues los sitios sagrados a los cuales solían acudir se encuentran inundados 
a raíz de la construcción de la hidroeléctrica de Chixoy. Esta Corte ya ha señalado que la 
relación especial de los pueblos indígenas con sus territorios ancestrales no estriba 
solamente en que constituyen su principal medio de subsistencia, sino un elemento 
integrante de su cosmovisión, religiosidad y, por ende, de su identidad o integridad 
cultural, el cual es un derecho fundamental y de naturaleza colectiva de las comunidades 
indígenas, que debe ser respetado en una sociedad multicultural, pluralista y democrática, 
como la de Guatemala. 

162. Por otro lado, en los hechos del presente caso se estableció que las masacres 
sucedidas durante el conflicto armado interno en Guatemala, aunado al desplazamiento 
de los miembros de la comunidad de Río Negro y su reasentamiento en la colonia Pacux 
en condiciones precarias, generó la destrucción de su estructura social, la desintegración 
familiar y la pérdida de sus prácticas culturales y tradicionales, además del idioma maya 
achí. Todo ello ha impactado la vida colectiva de los miembros de la comunidad de Río 
Negro que hoy día todavía habitan en Pacux. En este sentido, Bruna Pérez Osorio declaró 
que “ahora en la comunidad, sólo dos personas practican la medicina natural porque ya 
eran grandes cuando ocurrieron las masacres, los pequeños ya no aprendieron estas 
costumbres”. […]. 

165. En consecuencia, la Corte considera que Guatemala violó el artículo 5.1 de la 
Convención Americana, en relación con los artículos 12.1 y 1.1 de la misma, en perjuicio 
de los miembros de la comunidad de Río Negro que viven en Pacux.  

 

XIII. DERECHO A LA LIBERTAD DE PENSAMIENTO Y DE EXPRESIÓN 

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253 

319. Por último, respecto a la alegada violación de la libertad de expresión en perjuicio de 
los familiares, la Corte advierte que ambas libertades (de asociación y de expresión) son 
derechos intrínsecamente relacionados. En efecto, el Tribunal Europeo ha reconocido que 
la protección a la libertad de pensamiento y expresión es uno de los propósitos de la 
libertad de asociación. Sin perjuicio de esto, la Corte considera que cada uno de los 
derechos contenidos en la Convención tiene su ámbito, sentido y alcance propios. A juicio 
de la Corte, la violación del derecho a la libertad de asociación puede generar una 
afectación a la libertad de expresión. No obstante, para que se configure una violación del 
derecho a la libertad de expresión sería necesario demostrar que el mismo fue afectado 
más allá de la afectación intrínseca a la violación declarada del derecho a la libertad de 
asociación, lo cual no ha sucedido en el presente caso. Además, la Corte observa que la 
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Comisión y las representantes alegaron dicha violación en virtud de la presunta falta de 
garantías para denunciar graves violaciones de derechos humanos por las alegadas 
amenazas y hostigamientos que habrían sufrido estas personas. En su jurisprudencia 
constante, la Corte ha reafirmado que la protección a la libertad de expresión respecto de 
las opiniones o informaciones sobre asuntos en los cuales la sociedad tiene un legítimo 
interés de mantenerse informada, de conocer lo que incide sobre el funcionamiento del 
Estado, o que afecta derechos o intereses generales o le acarrea consecuencias 
importantes. Para la Corte, las denuncias públicas de las desapariciones forzadas de las 
26 víctimas desaparecidas, la falta de investigación de éstas, así como la falta de 
investigación de la alegada ejecución extrajudicial de Rudy Gustavo Figuera Muñoz, son 
asuntos de interés público. No obstante, el Tribunal considera que no fueron aportados 
elementos suficientes para determinar que existió una violación autónoma al derecho a la 
libertad de expresión en perjuicio de los familiares en relación con este punto. 

Corte IDH. Caso Villaseñor Velarde y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 5 de febrero de 2019. Serie C No. 374 

86. En segundo término, debe indicarse que otra serie de hechos involucran artículos de 
prensa u otras formas de manifestación, como así también denuncias contra la Jueza. La 
Corte advierte que puede existir una tensión entre el ejercicio de la libertad de expresión 
y la independencia judicial. En ese sentido, por una parte, la Corte ha destacado la 
importancia del ejercicio de la libertad de expresión en una sociedad democrática, 
inclusive respecto a actos de funcionarios públicos, quienes están más expuestos al 
escrutinio y a la crítica. De modo análogo, también resulta importante que los funcionarios 
públicos puedan ser denunciados o investigados por la posible comisión de actos ilícitos. 
Todo lo anterior, por otra parte, no implica que el honor de los funcionarios públicos no 
deba ser protegido, como tampoco que ciertas expresiones, por sus características, 
puedan resultar intimidatorias o constituir presiones indebidas sobre la actividad judicial. 

Corte IDH. Caso Pueblos Indígenas Maya Kaqchikel de Sumpango y otros Vs. 
Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de octubre de 2021. 
Serie C No. 44036 

85. Por su parte, en 2007, el Relator Especial de Naciones Unidas sobre Libertad de 
Opinión y de Expresión, el Representante de la OSCE sobre Libertad de los Medios de 
Comunicación, el Relator Especial de la OEA sobre Libertad de Expresión y la Relatora 
Especial de la Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos sobre Libertad de 
Expresión y Acceso a la Información, reconocieron que los diferentes tipos de medios de 
comunicación (comerciales, públicos y comunitarios), así como los que tienen diferente 
alcance (local, nacional, regional o internacional) contribuyen a la diversidad en la libertad 
de expresión. En esta línea, indicaron que la concentración indebida de la propiedad de 
los medios de comunicación, entre otros factores, representa “una amenaza a la 
diversidad de los medios”.  

86. En este sentido, la Corte ha reiterado que la libertad de expresión se puede ver 
afectada ante la existencia de monopolios u oligopolios en la propiedad de los medios de 
comunicación, situaciones en que el Estado debe actuar para evitar la concentración y 
promover el pluralismo de voces, opiniones y visiones. En esta medida, el Estado debe 
democratizar el acceso a los diferentes medios de comunicación, garantizar la diversidad 

 
36 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado de Guatemala por la violación de los derechos de la 
comunidad indígena Maya Kaqchikel. La Corte estableció la violación de, entre otros, los derechos a la libertad de 
expresión y a la igualdad y no discriminación. Puede consultar el resumen de la sentencia en el siguiente enlace: 
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_440_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_440_esp.pdf
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y el pluralismo, y promover la existencia de servicios de comunicación tanto comerciales, 
como públicos y comunitarios. Es deber del Estado no sólo instrumentar medidas 
adecuadas para impedir o limitar la existencia y formación de monopolios y oligopolios, 
sino también establecer mecanismos adecuados para su control.  

87. La Corte ha reconocido la importancia de los medios de comunicación para el ejercicio 
del derecho a la libertad de expresión, pensamiento e información. En efecto, el Tribunal 
ha caracterizado los medios de comunicación social como verdaderos instrumentos de la 
libertad de expresión, y además ha señalado que “[s]on los medios de comunicación social 
los que sirven para materializar el ejercicio de la libertad de expresión, de tal modo que 
sus condiciones de funcionamiento deben adecuarse a los requerimientos de esa libertad. 
Para ello es indispensable, inter alia, la pluralidad de medios, la prohibición de todo 
monopolio respecto de ellos”.  

88. En efecto, la Corte ha considerado que la pluralidad de medios o informativa constituye 
una efectiva garantía de la libertad de expresión, lo que se refleja en una obligación del 
Estado de proteger y garantizar este supuesto, en virtud del artículo 1.1 de la Convención, 
mediante la limitación de restricciones a la información y la búsqueda por el equilibrio en 
la participación, al permitir que los medios estén abiertos a todos sin discriminación, para 
que “no haya individuos o grupos que, a priori, estén excluidos”. Por lo tanto, el Estado 
tiene el deber de adoptar las medidas necesarias para que todos los segmentos de la 
población puedan acceder a los medios de comunicación.  

89. Para conseguir dicha finalidad, es preciso que el Estado democratice su acceso de 
manera tal que reconozca, fomente o incentive las formas y usos diversos que cada sector 
puede adoptar para acceder y operar estos medios y, por consiguiente, cree espacios para 
formas diferenciadas de medios de comunicación y los correspondientes instrumentos 
legales para conferirles seguridad jurídica. En efecto, en la “Declaración Conjunta sobre 
diversidad en la radiodifusión”, de 2007, los Relatores para la Libertad de Expresión de la 
ONU, la OSCE, la OEA y la Comisión Africana aseveraron que “[l]a radiodifusión 
comunitaria debe estar expresamente reconocida en la ley como una forma diferenciada 
de medio de comunicación”.  

90. Igualmente, en 2018, el Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la promoción y 
protección del derecho a la libertad de opinión y de expresión, el Representante para la 
Libertad de los Medios de Comunicación de la OSCE, el Relator Especial para la Libertad 
de Expresión de la OEA y el Relator Especial sobre Libertad de Expresión y Acceso a la 
Información de la Comisión Africana sobre Derechos Humanos identificaron la obligación 
positiva de los Estados de “asegurar que los medios comunitarios tengan un espacio para 
operar en todas las plataformas de distribución y cuenten con recursos adecuados”.  

91. En este sentido, en vista de la importancia del pluralismo de medios para la garantía 
efectiva del derecho a la libertad de expresión, y teniendo en cuenta lo estipulado en el 
artículo 2 de la Convención, la Corte considera que los Estados están internacionalmente 
obligados a establecer leyes y políticas públicas que democraticen su acceso y garanticen 
el pluralismo de medios o informativo en las distintas aéreas comunicacionales, tales 
como, por ejemplo, la prensa, radio y televisión. Esta obligación comprende el deber de 
los Estado de establecer medidas adecuadas para impedir o limitar la existencia y 
formación de monopolios y oligopolios. Sin embargo, la Corte advierte que no resulta 
procedente condicionar, directa o indirectamente, el respeto del derecho a la libertad de 
expresión y de pensamiento al acatamiento del derecho de propiedad o patrimonial sobre 
los medios de comunicación. Se trata de dos aproximaciones conceptuales distintas, como 
queda reflejada en la Carta Democrática Interamericana, la que no contempla al segundo 
de los derechos mencionados. Muy por el contrario, la Corte considera que precisamente 
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el separar analítica y normativamente ambos derechos, aunque ciertamente vinculados, 
posibilita de mejor manera una mayor vigencia o democratización de la libertad de 
expresión y de pensamiento.  

92. La referida obligación estatal implica necesariamente un derecho de los pueblos 
indígenas de verse representados en los distintos medios de comunicación, especialmente 
en virtud de sus particulares modos de vida, de sus relaciones comunitarias y la 
importancia de los medios de comunicación para los referidos pueblos, sin olvidar que, en 
el caso de autos, la mayoría de los habitantes de Guatemala se identifican como parte de 
sus pueblos originarios. 

93. El ejercicio del derecho a la libertad de expresión a través de los medios de 
comunicación indígenas se realiza individualmente, por cada persona que emite una 
opinión o trasmite una información, pero también y especialmente, se manifiesta 
colectivamente, debido a la particular forma de organización de las comunidades 
indígenas. En efecto, la dimensión colectiva de la libertad de expresión para los pueblos 
indígenas es fundamental para la realización de otros de sus derechos colectivos. En este 
sentido, el perito Francisco Calí Tzay señaló que: Para los pueblos indígenas, la libertad 
de expresión tiene una dimensión colectiva fundamental, decisiva para el pleno disfrute 
de otros derechos colectivos, como el derecho a la autonomía y el derecho a la cultura. 
Por ejemplo, la radio se ha utilizada para elaborar planes de vida indígenas. El derecho a 
difundir y recibir información es un derecho humano esencial, básico y fundamental, 
directamente asociado al derecho a la libertad de expresión. Ha sido reconocido en los 
instrumentos de derechos humanos como un derecho que los Estados deben garantizar 
sin discriminación. La libertad de expresión ha sido definida para abarcar no sólo la libertad 
de información, sino también el derecho a la comunicación en respuesta a la creciente 
influencia de los medios de comunicación impresos, radiales y televisivos y a la aparición 
y proliferación de las tecnologías de la información y la comunicación, como Internet y los 
medios sociales.  

94. Sobre lo anterior, es preciso recordar que, ya en el Caso Comunidad Indígena Xákmok 
Kásek Vs. Paraguay, la Corte reconoció a los pueblos originarios como sujetos de Derecho 
Internacional. Asimismo, el Tribunal ha subrayado que “la normativa internacional relativa 
a pueblos y comunidades indígenas o tribales reconoce derechos a los pueblos como 
sujetos colectivos del Derecho Internacional y no únicamente a sus miembros[;] […] los 
pueblos y comunidades indígenas o tribales, cohesionados por sus particulares formas de 
vida e identidad, ejercen algunos derechos reconocidos por la Convención desde una 
dimensión colectiva”, entre ellos, el derecho de propiedad de la tierra, pero también el 
derecho a la libertad de expresión, conforme lo supra referido. El Convenio 169 de la 
Organización Internacional del Trabajo sobre pueblos indígenas y tribales (en adelante 
“Convenio 169” o “Convenio 169 de la OIT”) y la Declaración de las Naciones Unidas sobre 
Derechos de los Pueblos Indígenas (en adelante “DNUDPI”) reconocen titularidad de 
derechos humanos a pueblos indígenas. La Declaración Americana sobre los Derechos de 
los Pueblos Indígenas (en adelante “DADPI”), en sus artículos VI y IX, respectivamente, 
preceptúa el deber estatal de reconocer “el derecho de los pueblos indígenas a su actuar 
colectivo”, y “la personalidad jurídica de los pueblos indígenas, respetando las formas de 
organización indígenas y promoviendo el ejercicio pleno de los derechos reconocidos en 
esta Declaración”.  

95. Desde la anterior perspectiva, la Corte considera que existe un derecho de los pueblos 
indígenas a fundar y utilizar sus propios medios de comunicación, con base en el contenido 
y alcance del derecho a la libertad de expresión señalados previamente, pero también 
tomando en cuenta los derechos de los pueblos indígenas a la no discriminación, a la libre 
determinación y sus derechos culturales. […]  
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157. La Corte se ha manifestado reiteradamente en el sentido de que las limitaciones a la 
libertad de expresión deben ser necesarias en una sociedad democrática, proporcionales 
e idóneas para el logro de los objetivos que persiguen.  

158. Como se deprende de la propia Convención Americana y según ha afirmado esta 
Corte, la libertad de expresión no es un derecho absoluto. En efecto, el artículo 13.2 de la 
Convención, que prohíbe la censura previa, también prevé la posibilidad de exigir 
responsabilidades ulteriores por el ejercicio abusivo de este derecho. Tales restricciones 
deben ser excepcionales y no pueden limitar, más allá de lo estrictamente necesario, el 
pleno ejercicio de la libertad de expresión y convertirse en un mecanismo directo o 
indirecto de censura previa. 

160. La Corte ha reiterado en su jurisprudencia que el artículo 13.2 de la Convención 
Americana establece que las responsabilidades ulteriores por el ejercicio de la libertad de 
expresión, deben cumplir con los siguientes requisitos de forma concurrente: (i) estar 
previamente fijadas por ley, en sentido formal y material; (ii) responder a un objetivo 
permitido por la Convención Americana (“el respeto a los derechos o a la reputación de 
los demás” o “la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral 
públicas”), y (iii) ser necesaria en una sociedad democrática (para lo cual deben cumplir 
con los requisitos de idoneidad, necesidad y proporcionalidad).  

161. Respecto al primer requisito, la estricta legalidad, la Corte ha establecido que las 
restricciones deben estar previamente fijadas en la ley como medio para asegurar que las 
mismas no queden al arbitrio del poder público. Para esto, la tipificación de la conducta 
debe ser clara y precisa, más aún si se trata de condenas del orden penal y no del orden 
civil.  

162. En relación con la proporcionalidad y necesidad de la medida, la Corte ha entendido 
que las restricciones impuestas sobre el derecho a la libertad de expresión deben ser 
proporcionales al interés que las justifican y ajustarse estrechamente al logro de ese 
objetivo, interfiriendo en la menor medida posible en el efectivo goce del derecho. En ese 
sentido, no es suficiente que tenga una finalidad legítima, sino que la medida en cuestión 
debe respetar la proporcionalidad y la necesidad al momento de afectar la libertad de 
expresión. En otras palabras, “en este último paso del análisis se considera si la restricción 
resulta estrictamente proporcional, de tal forma que el sacrificio inherente a aquella no 
resulte exagerado o desmedido frente a las ventajas que se obtienen mediante tal 
limitación”. 

Regulación de la radiodifusión 

112. Este Tribunal ha reconocido la potestad y necesidad que tienen los Estados de regular 
la actividad de radiodifusión, la cual incluso es atribuida por la Unión Internacional de las 
Telecomunicaciones. A la luz de las consideraciones anteriores, la Corte coincide con la 
Comisión en que dicha regulación debe estar dirigida a garantizar una radiodifusión plural, 
diversa, incluyente e independiente. Además, para asegurar el goce del derecho a la 
libertad de expresión a un mayor número de personas o sectores sociales y, 
consecuentemente, la mayor circulación de opiniones e informaciones, la regulación debe 
ser clara, transparente y democrática.  

113. En el caso Granier y otros Vs. Venezuela, este Tribunal estableció que, dado que el 
espacio radioeléctrico es un bien escaso, con un número determinado de frecuencias, esto 
limita el número de medios que pueden acceder a ellas, por lo que es necesario asegurar 
que en ese número de medios se halle representada una diversidad de visiones o posturas 
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informativas o de opinión. La Corte resaltó que el pluralismo de ideas en los medios no se 
puede medir a partir de la cantidad de medios de comunicación, sino de que las ideas y la 
información transmitidas sean efectivamente diversas y estén abordadas desde posturas 
divergentes sin que exista una única visión o postura. Lo anterior debe tenerse en cuenta 
en los procesos de otorgamiento, renovación de concesiones o licencias de radiodifusión. 
En este sentido, el Tribunal consideró que los límites o restricciones que se deriven de la 
normatividad relacionada con la radiodifusión deben tener en cuenta la garantía del 
pluralismo de medios dada su importancia para el funcionamiento de una sociedad 
democrática.  

114. Por otra parte, la regulación de la radiodifusión, así como la efectiva asignación de 
licencias de radio o televisión impactan de forma definitiva el derecho a la libertad de 
expresión, tanto de los individuos o grupos que se expresarán a través de las frecuencias 
adjudicadas, como también de la sociedad como un todo que pasará a tener acceso a 
ciertas voces y opiniones autorizadas. Por tanto, en la adjudicación y el uso de las 
frecuencias radioeléctricas, el Estado debe actuar en el marco del más amplio 
reconocimiento de la libertad de expresión sin discriminación de especie alguna.  

115. Distintos Estados parte de la Convención reconocen a las emisoras de radio 
comunitaria en sus ordenamientos jurídicos y les reservan frecuencias radioeléctricas. En 
efecto, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, El Salvador, Honduras, México, Paraguay, 
Perú y Uruguay han reconocido legalmente la existencia de medios comunitarios. En 
materia radiosonora, al menos seis países cuentan con reservas para medios 
comunitarios: Uruguay, con al menos un tercio, para AM, FM y televisión; México, con un 
10% en bandas AM y FM; Chile, con un 5% en radio FM; y Bolivia, con 17% a medios 
comunitarios y 17% a pueblos indígenas, comunidades interculturales y afrobolivianas, 
tanto en radio (FM y AM) como en televisión analógica. Por otra parte, la perita Labardini 
hizo mención de Ecuador, el cual “prevé un 34% de reserva en medios comunitarios, 
sujeta a oferta y demanda”. De ellos, México, Bolivia y Ecuador incluyen una categoría 
específica para el uso del espectro y licencias a favor de las radios comunitarias indígenas. 

116. Asimismo, en su peritaje, la señora Labardini indicó que, como “medidas afirmativas 
hacia la igualdad sustantiva”, países como México, Argentina, Bolivia, Colombia y Uruguay 
han asignado frecuencias de radio y televisión a algunas comunidades de forma gratuita. 
De igual manera, indicó que se les ha otorgado “[…] espectro y licencia para operar sus 
propias redes de telecomunicaciones indígenas”, además de “fondos económicos de 
servicio universal, fondos para creadores y comunicadores, repositorios de contenidos, 
capacitación técnica”, entre otras medidas.  

117. Por todo lo anterior, la Corte considera que, para garantizar el derecho a la libertad 
de expresión, los Estados están obligados a adoptar medidas que permitan el acceso al 
espectro radioeléctrico a distintos sectores sociales que reflejen el pluralismo existente en 
la sociedad. En materia de radiodifusión sonora, esta obligación estatal se materializa 
mediante la adopción de medidas que permitan el acceso al espectro radioeléctrico de las 
radios comunitarias, especialmente a las comunidades indígenas, por la importancia que 
tiene para ellas este medio de comunicación para difundir y conservar su cultura y 
teniendo en cuenta que constituyen grupos étnicamente diferenciados que se encuentran 
en una situación de marginación y exclusión social derivada de la pobreza y la 
discriminación. 

118. En el presente caso, en la línea del caso Lhaka Honhat Vs. Argentina, el Tribunal 
examinará el derecho a participar en la vida cultural de las comunidades indígenas bajo 
la perspectiva de la alegada violación al artículo 26 de la Convención, y teniendo en cuenta 
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la intersección de dicho derecho con el derecho a la libertad de expresión y el papel que 
tiene la radio comunitaria como instrumento de realización de estos derechos.  

119. La Corte ha reiterado su competencia para determinar violaciones al artículo 26 de 
la Convención Americana, y ha señalado que el mismo protege aquellos derechos 
económicos, sociales, culturales y ambientales (DESCA) que se deriven de la Carta de la 
OEA, siendo pertinente para su entendimiento las normas de interpretación establecidas 
en el artículo 29 de la Convención.  

120. Tal como lo afirmado por el Tribunal en el caso Lhaka Honhat Vs. Argentina, la Corte 
considera que el derecho a participar en la vida cultural incluye el derecho a la identidad 
cultural. La Carta de la OEA establece, en sus artículos 30, 45.f), 47 y 48, el compromiso 
de los Estados para a) “que sus pueblos alcancen un desarrollo integral[, que] abarca [el] 
campo […] cultural […]”; b) [l]a incorporación y creciente participación de los sectores 
marginales de la población, tanto del campo como de la ciudad, en la vida […] cultural 
[…], a fin de lograr la plena integración de la comunidad nacional”; c) “estimul[ar…] la 
cultura” y d) “preservar y enriquecer el patrimonio cultural de los pueblos americanos”.  

121. Además, el artículo XIII de la Declaración Americana sobre Derechos y Deberes del 
Hombre (en adelante “Declaración Americana”) indica, en lo pertinente, que “[t]oda 
persona tiene el derecho de participar en la vida cultural de la comunidad”. De igual modo, 
el Protocolo de San Salvador reconoce en su artículo 14.1.a) “el derecho de toda persona 
a […] participar en la vida cultural”. Por su parte, Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales de las Naciones Unidas (en adelante “Comité DESC”) ha establecido 
que el “tomar parte en la vida cultural” implica la participación, el acceso y la contribución 
en la vida cultural, ya sea de forma individual o como una comunidad, para el caso de los 
pueblos indígenas.  

122. A su vez, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (en 
adelante “PIDESC”), prevé “el derecho de toda persona a […] participar en la vida 
cultural”. Del mismo modo, el convenio 169 de la OIT también enuncia el derecho a la 
cultura e identifica su importancia para los pueblos indígenas, incluyendo la protección de 
las lenguas indígenas.  

123. El Comité DESC, por su parte, ha señalado que el derecho a participar en la vida 
cultural conlleva una obligación por parte de los Estados de, por un lado, adoptar “las 
medidas adecuadas legislativas, administrativas, judiciales, presupuestarias, de 
promoción y de otra índole, destinadas a la plena realización del derecho”, y por otro, de 
tomar medidas para impedir la interferencia de otros actores en dicho derecho. El Comité 
DESC ha puntualizado, además, que “[l]a protección de la diversidad cultural es un 
imperativo ético inseparable del respeto de la dignidad humana. Entraña un compromiso 
con los derechos humanos y las libertades fundamentales y requiere la plena realización 
de los derechos culturales, incluido el de participar en la vida cultural”.  

124. Adicionalmente, el referido Comité ha indicado que, para entender el contenido y 
alcance del término “participar”, se debe tener presente que tiene, entre otros, el 
componente de “acceso a la vida cultural”. Para el Comité el “acceso a la vida cultural 
comprende, en particular, el derecho de toda persona (sola, en asociación con otras o 
como una comunidad) a conocer y comprender su propia cultura y la de otros, a través 
de la educación y la información […] Toda persona tiene también derecho a conocer formas 
de expresión y difusión por cualquier medio tecnológico de información y 
comunicación[…]”.  
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125. Por su parte, este Tribunal ha precisado que la identidad cultural es un “derecho 
humano fundamental y de naturaleza colectiva de las comunidades indígenas185, que 
debe ser respetado en una sociedad multicultural, pluralista y democrática”. Además, la 
Corte entiende que el derecho a la identidad cultural “tutela la libertad de las personas, 
inclusive actuando en forma asociada o comunitaria, a identificarse con una o varias 
sociedades, comunidades, o grupos sociales, a seguir una forma o estilo de vida vinculado 
a la cultura a la que pertenece y a participar en el desarrollo de la misma. En ese sentido, 
el derecho protege los rasgos distintivos que caracterizan a un grupo social, sin que ello 
implique negar el carácter histórico, dinámico y evolutivo de la cultura”.  

126. Tanto la DADPI, como la DNUDPI, identifican como parte del “derecho a la cultura”, 
un derecho a “practicar”, un derecho a “difundir” y que les sea asegurado a los pueblos 
indígenas el acceso y la participación en la vida cultural. Igualmente, ambos instrumentos 
protegen el derecho a preservar y revitalizar la cultura y las lenguas. A propósito, la DADPI 
dispone que “[l]os Estados tomarán medidas para promover la transmisión de programas 
de radio y televisión en lengua indígena, particularmente en regiones de presencia 
indígena” y “apoyarán y facilitarán la creación de radioemisoras […] indígenas”.  

127. Un elemento inherente de la participación en la vida cultural consiste en el acceso a 
medios de comunicación y la posibilidad de fundar medios de comunicación de forma 
autónoma, a través de los cuales los pueblos indígenas pueden no solo participar, sino 
también conocer de sus propias culturas, y contribuir con las mismas, en su propio idioma. 
En este sentido, la Corte ha reconocido que “la lengua es uno de los más importantes 
elementos de identidad de un pueblo, precisamente porque garantiza la expresión, 
difusión y transmisión de su cultura”. 

 

XIV. LIBERTAD DE ASOCIACIÓN 

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250 

167. El artículo 16.1 de la Convención Americana establece que quienes están bajo la 
jurisdicción de los Estados Partes tienen el derecho y la libertad de asociarse libremente 
con otras personas, sin intervención de las autoridades públicas que limiten o entorpezcan 
el ejercicio del referido derecho. Se trata, pues, del derecho a agruparse con la finalidad 
de buscar la realización común de un fin lícito, sin presiones o intromisiones que puedan 
alterar o desnaturalizar dicha finalidad. Asimismo, el artículo 16.2 de dicho tratado 
establece que el ejercicio del derecho a asociarse libremente “sólo puede estar sujeto a 
las restricciones previstas por la ley que sean necesarias en una sociedad democrática, en 
interés de la seguridad nacional, de la seguridad o del orden públicos, o para proteger la 
salud o la moral públicas o los derechos y libertades de los demás”. 

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253 

220. En el presente caso, el Estado reconoció que existieron, para las 26 víctimas 
desaparecidas, “restricciones tanto legales como políticas sobre este derecho como 
consecuencia de su participación política dentro de grupos estudiantiles, sindicalistas o 
por ser líderes de movimientos sociales”. En este sentido, la Corte constató que, tal como 
lo señala el Estado, las víctimas del presente caso pertenecían a organizaciones 
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estudiantiles, sindicales o movimientos sociales, que formaban parte de las organizaciones 
consideradas como “enemigos internos” durante el conflicto armado interno en 
Guatemala. En particular, existe evidencia en el expediente de que al menos seis víctimas 
habrían sido perseguidos, hostigadas o amenazadas antes de su desaparición por estos 
motivos. Esta circunstancia revela un temor fundado en algunas víctimas de ejercer 
libremente su derecho de asociación, por lo cual al menos trece de ellas adoptaron 
medidas para resguardar su seguridad. 

222. Adicionalmente, el Tribunal resalta que las desapariciones forzadas de las 26 víctimas 
de este caso muy probablemente tuvieron un efecto amedrentador e intimidante en los 
demás miembros de los grupos y organizaciones sociales a los cuales pertenecían dichas 
personas, lo cual se vio acentuado por el contexto de impunidad que rodea al caso. En 
virtud de las consideraciones anteriores, la Corte concluye que el Estado violó el derecho 
a la libertad de asociación, consagrado en el artículo 16.1 de la Convención Americana, 
en relación con el 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de las 26 víctimas 
desaparecidas identificadas en el párrafo 217 supra, puesto que su desaparición tuvo como 
propósito restringir el ejercicio de su derecho a asociarse libremente. 

317. No obstante, el Tribunal resalta que, según la CEH, entre 1989 y 1993 habría 
continuado la situación de riesgo y persecución en contra de los miembros del GAM. En 
particular, en el informe de la CEH se reportó que en dicho período habrían secuestrado o 
desaparecido a tres activistas del GAM y cinco más habrían sido secuestrados y 
asesinados. Asimismo, en 1989 habría explotado una bomba frente a las instalaciones del 
GAM, entre otros atentados, y el 27 y 29 de octubre de 1993 las oficinas habrían sido 
allanadas. En consecuencia, es evidente que la situación de riesgo y persecución a la que 
fueron sometidos los miembros del GAM se prolongó tras la aceptación de la competencia 
de la Corte hasta al menos 1993. Es claro para el Tribunal el efecto intimidatorio o 
amedrentador que este contexto pudo generar en los familiares de las víctimas 
desaparecidas que eran miembros del GAM, lo cual representó una restricción de facto al 
derecho de la libertad de asociación. Asimismo, la Corte observa que existe evidencia 
según la cual Ana Dolores Monroy Peralta y Francisca Florinda Maldonado Jeréz decidieron 
no participar en organizaciones, tales como el GAM, debido al temor que les generaba 
pertenecer a este tipo de organizaciones. La Corte considera que ello demuestra que su 
derecho a la libertad de asociación también fue afectado. 

318. En virtud de las consideraciones anteriores la Corte declara que el Estado violó el 
derecho a la libertad de asociación, consagrado en el artículo 16.1 de la Convención 
Americana, en relación con el deber de respetar y garantizar establecido en el artículo 1.1 
del mismo instrumento, en perjuicio de Bertha Fely Barrientos Morales, Juan Francisco 
Barillas Barrientos, Edgar Leonel Barillas Barrientos, Manuel Ismael Salanic Tuc, Natalia 
Gálvez Soberanis, Carlos Alberto Ramírez Pereira, Wilfrida Raquel Morales Cruz, Mirtala 
Elizabeth Linares Morales, Ruth Crisanta Linares Morales, Marcia Méndez Calderón, Efraín 
García, Beatriz María Velásquez Díaz, Aura Elena Farfán, Jesús Palencia Juárez, Salomón 
Estrada Mejía, Ana Dolores Monroy Peralta y Francisca Florinda Maldonado Jeréz. Con 
respecto a los demás familiares de las víctimas desaparecidas, la Corte nota que ni la 
Comisión ni las representantes presentaron elementos de prueba donde se acredite que 
éstos pertenecían o habrían querido pertenecer a alguna asociación, por lo cual la Corte 
no cuenta con elementos para pronunciarse sobre la alegada violación a la libertad de 
asociación en su perjuicio. 
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Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258 

116. El Tribunal ha reconocido que cuando la violación del derecho a la vida, la integridad 
o la libertad personal tiene como objetivo impedir el ejercicio legítimo de otro derecho 
protegido en la Convención, tal como las libertades de asociación o de expresión, se 
configura a su vez una violación autónoma a este derecho protegido en la Convención 
Americana. Respecto a la libertad de asociación, este Tribunal ha señalado que el artículo 
16.1 de la Convención Americana establece que quienes están bajo la jurisdicción de los 
Estados Partes tienen el derecho y la libertad de asociarse libremente con otras personas, 
sin intervención de las autoridades públicas que limiten o entorpezcan el ejercicio del 
referido derecho. Se trata, pues, del derecho a agruparse con la finalidad de buscar la 
realización común de un fin lícito, sin presiones o intromisiones que puedan alterar o 
desnaturalizar dicha finalidad. Al igual que dichas obligaciones negativas, la Corte 
Interamericana ha observado que de la libertad de asociación también se derivan 
obligaciones positivas de prevenir los atentados contra la misma, proteger a quienes la 
ejercen e investigar las violaciones de dicha libertad. (En similar sentido, ver entre otros: Caso 
Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 219). 

117. En el mismo sentido, este Tribunal considera que el contenido de la libertad sindical, 
una forma de la libertad de asociación, implica la potestad de elección respecto de cómo 
ejercerla. En este sentido, un individuo no goza del pleno ejercicio del derecho a la libertad 
de asociación, si en realidad esta potestad es inexistente o se reduce de tal forma que no 
pueda ponerla en práctica. El Estado debe garantizar que las personas puedan ejercer 
libremente su libertad sindical sin temor de que serán sujetos a violencia alguna, de lo 
contrario, se podría disminuir la capacidad de las agrupaciones de organizarse para la 
protección de sus intereses. 

118. La Corte constató que Edgar Fernando García era un líder sindical de la empresa 
CAVISA donde trabajaba, estaba vinculado al PGT y a una asociación de estudiantes 
universitarios. Asimismo, ha quedado demostrado que este tipo de organizaciones fueron 
consideradas “enemigos internos” durante el conflicto armado interno en Guatemala. El 
Tribunal resalta que, en virtud de dichos hechos, el Estado reconoció su responsabilidad 
internacional por la violación del derecho a la libertad de asociación y libertad de expresión 
del señor García. 

120. El Tribunal nota que durante el conflicto armado existió un patrón de acciones por 
parte del Estado dirigido a capturar o eliminar a líderes de sindicatos y organizaciones 
estudiantiles por no compartir la ideología del Estado. Las desapariciones forzadas, como 
parte de la política contrainsurgente del Estado, tenían la finalidad de desarticular los 
movimientos u organizaciones que el Estado identificaba como proclives a la “insurgencia” 
y extender el terror en la población. Dicha política se ve además reflejada en el Diario 
Militar, donde se registró información sobre dirigentes de organizaciones sociales, entre 
otras, la cual era recolectada previamente y utilizada para planificar las operaciones de 
contrainsurgencia, así como por la información recopilada sobre Edgar Fernando García 
en el Archivo Histórico de la Policía Nacional. Asimismo, la Corte resalta que, de acuerdo 
a lo declarado por Danilo Chichilla, quien se encontraba con el señor García el día de su 
captura, los policías los detuvieron luego de registrarlos y encontrarles documentos del 
PGT y unos papeles de CAVISA. La Corte resalta que, al analizar estas y otras pruebas el 
juzgado penal en el procedimiento interno estableció que “el objetivo [de la captura] fue 
obtener de Edgar Fernando García, información de sus actividades que tenía como 
estudiante, sindicalista y miembros de la Juventud Patriótica del Trabajo y del [PGT]”. Por 
tanto, esta Corte considera demostrado que la desaparición forzada del señor García 
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estuvo motivada en su participación en asociaciones sindicales y estudiantiles calificadas 
como “opositoras y/o insurgentes” en el contexto del conflicto armado interno en 
Guatemala. 

121. Adicionalmente, el Tribunal resalta que la desaparición forzada del señor García muy 
probablemente tuvo un efecto amedrentador e intimidante en los demás miembros de las 
organizaciones sociales a las cuales pertenecía, lo cual se vio acentuado por el contexto 
de impunidad que rodeó al caso por muchos años. Esta Corte resalta que el efecto de la 
desaparición del señor García en otros sindicatos se puede observar en la preocupación 
manifestada de forma activa por los sindicatos de CAVISA y otras empresas, 
organizaciones o federaciones sindicales, las cuales publicaron campos pagados en la 
prensa nacional denunciando lo sucedido al señor García y reclamando su aparición, hasta 
un año después de los hechos. En virtud de las consideraciones anteriores, la Corte 
concluye que el Estado violó el derecho a la libertad de asociación, consagrado en el 
artículo 16.1 de la Convención Americana, en relación con el 1.1 del mismo instrumento, 
en perjuicio del señor García, puesto que su desaparición tuvo como propósito restringir 
el ejercicio de su derecho a asociarse libremente. 

122. Por otra parte, en relación con la alegada violación a la libertad de expresión como 
móvil de su desaparición, la Corte advierte que ambas libertades (de asociación y de 
expresión) son derechos intrínsecamente relacionados. En efecto, el Tribunal Europeo ha 
reconocido que la protección a la libertad de pensamiento y expresión es uno de los 
propósitos de la libertad de asociación. Sin perjuicio de esto, la Corte considera que cada 
uno de los derechos contenidos en la Convención tiene su ámbito, sentido y alcance 
propios. A juicio de la Corte, la violación del derecho a la libertad de asociación puede 
generar una afectación a la libertad de expresión. No obstante el reconocimiento del 
Estado respecto de dicha violación, el Tribunal considera que para que se configure una 
violación del derecho a la libertad de expresión sería necesario demostrar que el mismo 
fue afectado más allá de la afectación intrínseca a la violación declarada del derecho a la 
libertad de asociación, lo cual no ha sucedido en el presente caso. Por ende, no 
corresponde declarar que el Estado violó el derecho a la libertad de pensamiento y 
expresión de Edgar Fernando García, como parte del móvil de su desaparición forzada. 

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328 

205. Finalmente, la Corte observa que la Comisión también alegó que Guatemala violó el 
artículo 16 de la Convención Americana. El artículo 16.1 de la Convención Americana 
establece que quienes están bajo la jurisdicción de los Estados Partes tienen el derecho y 
la libertad de asociarse libremente con otras personas, sin intervención de las autoridades 
públicas que limiten o entorpezcan el ejercicio del referido derecho. Se trata, pues, del 
derecho a agruparse con la finalidad de buscar la realización común de un fin lícito, sin 
presiones o intromisiones que puedan alterar o desnaturalizar dicha finalidad. Asimismo, 
el artículo 16.2 de dicho tratado establece que el ejercicio del derecho a asociarse 
libremente “sólo puede estar sujeto a las restricciones previstas por la ley que sean 
necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la 
seguridad o del orden públicos, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos 
y libertades de los demás”. En el presente caso y tal como lo hizo en el Caso Masacres de 
Río Negro Vs. Guatemala, la Corte considera que la aldea Chichupac y comunidades 
vecinas del Rabinal no puede asimilarse necesariamente a una “asociación” en los 
términos del artículo 16 de la Convención Americana. Al respecto, la Corte destaca que la 
Comisión no expresó las razones por las cuales dichas comunidades, las cuales tienen un 
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carácter indígena, les asistiría el derecho reconocido en el artículo 16 de la Convención. 
Por lo tanto, el Tribunal estima que dicha disposición no es aplicable a los hechos del 
presente caso. 

 

XV. DERECHO A LA PROTECCIÓN A LA FAMILIA  

Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211 

187. En relación con el derecho a la familia la Corte ya ha establecido en su jurisprudencia 
que la separación de niños de su familia constituye, bajo ciertas condiciones, una violación 
de su derecho a la familia reconocido en el artículo 17 de la Convención Americana. 

188. Además, este Tribunal ha señalado que “el niño tiene derecho a vivir con su familia, 
llamada a satisfacer sus necesidades materiales, afectivas y psicológicas. El derecho de 
toda persona a recibir protección contra injerencias arbitrarias o ilegales en su familia, 
forma parte, implícitamente, del derecho a la protección de la familia y del niño, y además 
está expresamente reconocido por los artículos 12.1 de la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, V de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, 
17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 11.2 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos y 8 de la Convención Europea de Derechos Humanos. 
Estas disposiciones poseen especial relevancia cuando se analiza la separación del niño de 
su familia”. 

190. Lo mismo se desprende de las normas contenidas en la Convención sobre los 
Derechos del Niño, que establece que los derechos de los niños requieren no sólo que el 
Estado se abstenga de interferir indebidamente en las relaciones privadas o familiares del 
niño, sino también que, según las circunstancias, adopte providencias positivas para 
asegurar el ejercicio y disfrute pleno de sus derechos. Esto requiere que el Estado, como 
responsable del bien común, debe resguardar el rol preponderante de la familia en la 
protección del niño; y prestar asistencia del poder público a la familia, mediante la 
adopción de medidas que promuevan la unidad familiar. 

191. Finalmente la Corte nota que, en el contexto de un conflicto armado interno, las 
obligaciones del Estado a favor de los niños se definen en el artículo 4.3 del Protocolo 
adicional II a los Convenios de Ginebra. Dicho artículo establece que: “[s]e proporcionarán 
a los niños los cuidados y la ayuda que necesiten, y, en particular: [...] b) se tomarán las 
medidas oportunas para facilitar la reunión de las familias temporalmente separadas [...]”. 
De acuerdo con el Comité Internacional de la Cruz Roja esta obligación ha sido definida 
como que “las partes en conflicto deben hacer lo posible por reestablecer los lazos 
familiares, es decir, no solo permitir las búsquedas que emprendan los miembros de 
familias dispersas, sino facilitarlas incluso”. 

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212 

156. El artículo 17 de la Convención Americana reconoce que la familia es el elemento 
natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y el 
Estado. La protección de la familia y de sus miembros se garantiza también en el artículo 
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11.2 de la Convención, que consagra la prohibición de injerencias arbitrarias o abusivas 
en la familia, así como por el artículo 19, que determina la protección de los derechos del 
niño por parte de la familia, la sociedad y el Estado. 

157. Dada la importancia del derecho a la protección a la familia, la Corte ha establecido 
que el Estado se encuentra obligado a favorecer el desarrollo y la fortaleza del núcleo 
familiar y que la separación de niños de su familia constituye, bajo ciertas condiciones, 
una violación de su derecho a la familia. Así, “[e]l niño tiene derecho a vivir con su familia, 
llamada a satisfacer sus necesidades materiales, afectivas y psicológicas. El derecho de 
toda persona a recibir protección contra injerencias arbitrarias o ilegales en su familia, 
forma parte, implícitamente, del derecho a la protección de la familia y del niño’’. 

158. Al respecto, en la Opinión Consultiva No. 17 relativa a la Condición Jurídica y 
Derechos Humanos de los Niños, la Corte reconoció que el disfrute mutuo de la convivencia 
entre padres e hijos constituye un elemento fundamental en la vida de familia, y observó 
que la Corte Europea ha establecido que el artículo 8 de la Convención Europea de 
Derechos Humanos no sólo tiene como objetivo preservar al individuo contra las 
injerencias arbitrarias de las autoridades públicas, sino que, además, este artículo supone 
obligaciones positivas a cargo del Estado a favor del respeto efectivo de la vida familiar. 
(En similar sentido, ver entre otros: Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie C No. 211, 
párr. 189). 

159. En el presente caso, la Corte además reconoce el significado especial que tiene la 
convivencia familiar en el contexto de la familia indígena, la cual no se limita al núcleo 
familiar sino que incluye a las distintas generaciones que la componen e incluso a la 
comunidad de la cual forma parte. Al respecto, la perito Rosalina Tuyuc indicó las graves 
afectaciones que sufrieron las familias mayas como consecuencia de las desapariciones 
forzadas y el desplazamiento, y manifestó que: 

[el] conflicto armado lamentablemente quitó el derecho a muchas familias a estar ahī en familia […], para 
nosotros el significado de tener familia significa estar con abuelo, con abuela, con papá, con mamá, con 
todos los hermanos, con los tíos y tías[, esto] fue uno de los impactos muy grandes porque entonces muchos 
de los hijos e hijas tuvieron que separarse, algunos por completo y otros tal vez aunque con situaciones de 
pobreza, de miseria, de desplazamiento, [...] se quedaron dos o tres hijos junto a mamá. Sin embargo, [en 
muchos casos] esto no fue posible y por ello es que el impacto fue la pérdida de convivencia familiar [y] de 
estar bajo el núcleo de la tierra que los vio nacer. 

160. Además, señaló que la desaparición del padre o de la madre no sólo significó un 
cambio de roles en el sentido de que el padre sobreviviente tuvo que asumir ese rol de 
ser mamá y de ser papá a la vez, sino que sobre todo impidió que los padres transmitieran 
sus conocimientos de forma oral, conforme a las tradiciones de la familia maya. En ese 
sentido, expresó que: 

las familias mayas [...] nunca abandonan a sus hijos, siempre está con la mamá si es mujer, [...] con el 
papá [...] si es varón pues ya sabe corresponde hacer en su tiempo igual está allí junto al papá para ver 
cómo se prepara la tierra, cómo se clasifican semillas, cómo también es el tiempo de la lluvia, del verano, 
de la sequía, o de muchas inundaciones, y por ello es que [...] con [la pérdida de uno de los padres] también 
se corta un largo camino de aprendizaje y de educación oral. 

161. Asimismo, los hermanos Chitay Rodríguez se vieron imposibilitados de gozar de la 
convivencia familiar ante el temor fundado que tenían de regresar a su lugar de origen 
por lo sucedido, inclusive por la desaparición de otros familiares, y debido a la necesidad 
de alimentarse y educarse. Por lo tanto, tuvieron que crecer separados dado que mientras 
la madre regresó a San Martín Jilotepeque con Estermerio y María Rosaura, Encarnación 
tuvo que quedarse trabajando en la capital, su hermano Pedro fue internado en un 
seminario y Eliseo se fue a ayudar a una tía en la capital. Este Tribunal nota que esta 
situación de ruptura de la estructura familiar se refleja hasta el día de hoy, ya que en la 
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actualidad los tres hermanos menores viven en el extranjero y sólo los dos mayores en 
su país de origen. 

163. En razón de las consideraciones previas y el allanamiento del Estado, la Corte estima 
que existió una afectación directa a los miembros de la familia Chitay Rodríguez por las 
constantes amenazas y persecuciones que sufrieron sus miembros, el desplazamiento de 
que fueron víctimas, el desarraigo de su comunidad, la fragmentación del núcleo familiar 
y la pérdida de la figura esencial del padre, a raíz de la desaparición de Florencio Chitay, 
lo cual se vio agravado en el contexto del caso, que subsistió hasta después del 9 de 
marzo de 1987, lo que constituye un incumplimiento por parte del Estado de su obligación 
de proteger a toda persona contra ingerencias arbitrarias o ilegales en su familia. En 
consecuencia, la Corte considera que el Estado es responsable por la violación del derecho 
a la protección de la familia reconocido en el artículo 17 de la Convención, en relación con 
el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de de Encarnación, Pedro, Eliseo, Estermerio y 
María Rosaura, todos de apellidos Chitay Rodríguez. 

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253 

312. Sin perjuicio de lo anterior, la Corte constató que Marlyn Carolina, Juan Carlos y José 
Geovany Hernández Escobar, hijos de José Porfirio Hernández Bonilla, permanecieron 
separados de su madre, Reyna de Jesús Escobar Rodríguez, como consecuencia del temor 
experimentado por ésta quien en abril de 1984 “tuvo que esconderse como forma de 
protección” y trasladarse a Ciudad de Guatemala. Aproximadamente en 1988 Marlyn 
Carolina se fue a vivir con su madre, mientras que José Geovany se fue en 1990 y Juan 
Carlos se quedó con su abuela. Esta situación generó una afectación en el disfrute de la 
convivencia entre los miembros de dicha familia. Al respecto, la Corte recuerda, tal como 
lo ha hecho en otros casos, que el niño tiene derecho a vivir con su familia, llamada a 
satisfacer sus necesidades materiales, afectivas y psicológicas. Además, la Corte ha 
afirmado que la protección a la familia, consagrada en el artículo 17 de la Convención, 
implica el derecho de toda persona a recibir protección contra injerencias arbitrarias o 
ilegales en su familia, siendo que una de las interferencias estatales más graves es la que 
tiene por resultado la división de la misma. En este sentido, el Tribunal considera que la 
referida separación familiar vulneró particularmente los derechos del niño de los hermanos 
Hernández Escobar, a vivir con su familia, y consecuentemente ver satisfechas sus 
necesidades materiales, afectivas y psicológicas. Por consiguiente, la Corte concluye que 
el Estado es responsable por la violación del derecho de protección a la familia consagrado 
en el artículo 17 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma en perjuicio 
de Reyna de Jesús Escobar Rodríguez, Marlyn Carolina, Juan Carlos y José Geovany 
Hernández Escobar, así como en relación con los derechos del niño, consagrado en el 
artículo 19 de la Convención Americana, en perjuicio de estos tres últimos. 

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328 

165. Ahora bien, en cuanto a la alegada violación del derecho de protección a la familia, 
la Corte nota, primero, que en el presente caso algunas víctimas de desaparición forzada 
mantenían entre ellas vínculos familiares estrechos, esto es, padres, madres, hijos, 
hermanos y sobrino, por lo que las familias de estas víctimas tuvieron que enfrentar el 
dolor de la desaparición forzada de varios de sus miembros, acrecentando con ello el 
impacto de lo vivido. Segundo, en una gran mayoría de los casos, los familiares 
presenciaron la detención de las víctimas en sus propias viviendas o en las inmediaciones, 
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las cuales se llevaron a cabo por los agentes de seguridad del Estado, y esa fue la última 
vez que los vieron con vida. En consecuencia, el modo en que se realizaron dichas 
detenciones ocasionó una clara percepción de desprotección en las familias que persistió 
en el tiempo. Tercero, la falta de un entierro de acuerdo con las tradiciones de la cultura 
maya achí rompió las relaciones de reciprocidad y armonía entre vivos y muertos, 
afectando la unión de las familias con sus ancestros. Cuarto, la desaparición forzada y el 
desplazamiento provocó la separación y/o desintegración de las familias. […] 

166. Por tales motivos, el Tribunal considera que en este caso Guatemala también violó 
el artículo 17.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo 
instrumento, en perjuicio de los familiares de las 22 víctimas de desaparición forzada. 

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351 

161. La Convención Americana cuenta con dos artículos que protegen directamente la vida 
familiar de manera complementaria. Esta Corte ha considerado que posibles vulneraciones 
a este bien jurídico tutelado deben analizarse, no sólo como una posible injerencia 
arbitraria contra la vida privada y familiar, según el artículo 11.2 de la Convención 
Americana, sino también, por el impacto que ello pueda tener en un núcleo familiar, a la 
luz del artículo 17.1 del mismo cuerpo legal. 

162. En el presente caso, el proceso de declaración de abandono conllevó, desde su inicio, 
la separación de la familia Ramírez. La Corte ya ha indicado que el derecho de protección 
a la familia, reconocido en el artículo 17 de la Convención Americana conlleva, entre otras 
obligaciones, a favorecer, de la manera más amplia, el desarrollo y la fortaleza del núcleo 
familiar. Asimismo, en virtud del artículo 11.2 de la Convención, toda persona tiene 
derecho a recibir protección contra injerencias arbitrarias o abusivas en su familia, y en 
especial las niñas y los niños, dado que la familia tiene un rol esencial en su desarrollo. 
En este sentido, el disfrute mutuo de la convivencia entre padres e hijos constituye un 
elemento fundamental de la vida de familia. 

163. La familia a la que toda niña y niño tiene derecho es, principalmente, a su familia 
biológica, la cual incluye a los familiares más cercanos. Esta familia debe brindar la 
protección al niño y, a su vez, debe ser objeto primordial de medidas de protección por 
parte del Estado. Esta Corte recuerda que no existe una definición única de familia, así 
que, la misma no debe restringirse por la noción tradicional de una pareja y sus hijos, 
pues también pueden ser titulares del derecho a la vida familiar otros parientes, como los 
tíos, primos y abuelos, para enumerar sólo algunos miembros posibles de la familia 
extensa, siempre que tengan lazos cercanos personales. 

Corte IDH. Caso Masacre de la Aldea Los Josefinos Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de noviembre de 2021. 
Serie C No. 442 

84. Entre los derechos que pueden verse afectados por situaciones de desplazamiento 
forzado se encuentra aquel relativo a la protección de la familia, recogido en el artículo 17 
de la Convención Americana, como también los derechos de la niñez, de conformidad al 
artículo 19 del tratado. La primera norma reconoce que la familia es el elemento natural 
y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y el Estado. 
La Corte ha establecido que el Estado se encuentra obligado a favorecer el desarrollo y la 
fortaleza del núcleo familiar y que la separación de niños y niñas de su familia constituye, 
bajo ciertas condiciones, una violación de su derecho a la familia. Así, el niño o la niña 
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tiene derecho a vivir con su familia, llamada a satisfacer sus necesidades materiales, 
afectivas y psicológicas. La Corte entiende que, en situaciones de desplazamiento forzado 
surge un deber estatal de procurar la reunificación familiar, especialmente en casos de 
familias con niños y niñas. Este deber, atinente a los derechos a la protección de la familia 
y los derechos de la niñez, es independiente de otros que también son atinentes a 
situaciones de desplazamiento forzado, como el de posibilitar un retorno seguro. Lo 
anterior no obsta a que, de acuerdo a las circunstancias del caso, medidas para posibilitar 
el retorno seguro sean aptas también para lograr la reunión familiar. En vista de lo 
anterior, la Corte ha considerado en casos de desplazamiento forzado que ese fenómeno, 
en tanto conlleve la separación o fragmentación del núcleo familiar, puede generar la 
responsabilidad del Estado por la transgresión del artículo 17 de la Convención, como 
también, de ser el caso, de su artículo 19 respecto de niñas o niños afectados por esa 
situación. 

 

XVI. DERECHO AL NOMBRE  

Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211 

177. De lo expuesto anteriormente y de la prueba aportada, la Corte concluye que está 
establecido que en la época de los hechos en Guatemala existía un patrón de separación 
de niños de sus familias, posteriormente a las masacres perpetradas por las fuerzas 
armadas, y de sustracción y retención ilegal de estos niños, en algunos casos por los 
propios militares. Además, está establecido que dicha práctica implicó, en muchos casos, 
que se le cambiara el nombre y negara la identidad de los niños. El Estado no ha negado 
ni alegado desconocimiento de esta situación. 

194. Con base en todas las anteriores consideraciones, corresponde al Tribunal determinar 
si el Estado es responsable por la violación de los derechos al nombre, a la familia y del 
niño en perjuicio de Ramiro Osorio Cristales. Para tales efectos, la Corte reitera que al 9 
de marzo de 1987, cuando Guatemala reconoció la competencia de la Corte, Ramiro Osorio 
Cristales estaba separado de su familia, viviendo con otro nombre e identidad y con una 
familia que no era la suya. La separación de su familia se mantuvo hasta el año 1999, 
cuando Ramiro Osorio Cristales se reencontró con su familia biológica. Asimismo, el 
cambio de nombre, basado en su sustracción y retención ilegal por el Kaibil Santos López 
Alonso, se mantuvo hasta el año 2002, cuando recuperó el nombre que sus padres le 
dieron. 

195. La Corte considera que el Estado tenía la obligación de adoptar todas aquellas 
medidas positivas que fueran necesarias para garantizar que Ramiro Osorio Cristales 
pudiera ejercer y disfrutar plenamente de su derecho a vivir con su familia biológica, así 
como de su derecho al nombre que le dieron sus padres. Estos derechos, y la 
correspondiente obligación del Estado de garantizar su ejercicio y goce es permanente, y 
existe para el Estado a partir del 25 de mayo 1978 cuando Guatemala ratificó la 
Convención Americana. Sin embargo, este Tribunal se pronunciará sobre una posible 
violación de estos derechos sólo a partir del 9 de marzo de 1987, fecha en la cual el Estado 
reconoció la competencia de este Tribunal, con base en la situación fáctica existente 
después de la referida fecha. 
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198. Si bien en el año 1999 el Estado se acercó a Ramiro Osorio Cristales con el propósito 
de que éste rindiera su declaración como prueba anticipada sobre lo ocurrido en la 
masacre de Las Dos Erres, antes de dicha fecha no realizó actividad alguna dirigida a fin 
de reunificarlo con su familia biológica y devolverle su nombre e identidad. Esta omisión 
del Estado postergó e incluso negó a Ramiro Osorio Cristales la oportunidad de restablecer 
el vínculo con su familia y de recuperar su nombre y apellidos. De esta manera incumplió 
con su obligación de adoptar medidas positivas que promuevan la unidad familiar, a fin 
de asegurar el ejercicio y disfrute pleno del derecho a la familia, así como para garantizar 
el derecho al nombre de Ramiro Osorio Cristales, el cual como medio de identificación 
personal y de relación con la familia biológica de una persona afecta su vida privada y 
familiar de manera particular. Este incumplimiento es particularmente grave porque se 
enmarca en un patrón sistemático de tolerancia y desinterés por parte del Estado, el cual 
durante al menos dos décadas no adoptó las medidas positivas necesarias. 

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351 

359. La Corte ha establecido que el derecho a la identidad puede ser conceptualizado, en 
general, como el conjunto de atributos y características que permiten la individualización 
de la persona en sociedad y, en tal sentido, comprende varios otros derechos según el 
sujeto de derechos de que se trate y las circunstancias del caso. La identidad es un derecho 
que comprende varios elementos, entre ellos y sin ánimo de exhaustividad, la 
nacionalidad, el nombre y las relaciones familiares. Si bien la Convención Americana no 
se refiere de manera particular al derecho a la identidad bajo ese nombre expresamente, 
incluye sin embargo otros derechos que lo componen. Al respecto, la Corte recuerda que 
la Convención Americana protege estos elementos como derechos en sí mismos. No 
obstante, no todos estos derechos se verán necesariamente involucrados en todos los 
casos que se encuentren ligados al derecho a la identidad. El derecho a la identidad no 
puede reducirse, confundirse, ni estar subordinado a uno u otro de los derechos que 
incluye, ni a la sumatoria de los mismos. Ciertamente el nombre, por ejemplo, es parte 
del derecho a la identidad, pero no es su único componente. Este derecho está 
íntimamente ligado a la persona en su individualidad específica y vida privada, sustentadas 
ambas en una experiencia histórica y biológica, así como en la forma en que se relaciona 
con los demás, a través del desarrollo de vínculos en el plano familiar y social. 

360. El derecho al nombre, consagrado de forma autónoma en el artículo 18 de la 
Convención, constituye un elemento básico e indispensable de la identidad de cada 
persona. El nombre como atributo de la personalidad, constituye una expresión de la 
individualidad y tiene por finalidad afirmar la identidad de una persona ante la sociedad y 
en las actuaciones frente al Estado. Con él se busca lograr que cada persona posea un 
signo distintivo y singular frente a los demás, con el cual pueda identificarse y reconocerse 
como tal. Se trata de un derecho fundamental inherente a todas las personas por el solo 
hecho de su existencia. Además, el nombre y los apellidos son esenciales para establecer 
formalmente el vínculo existente entre los diferentes miembros de una familia. (En similar 
sentido, ver entre otros: Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie C No. 211, párr. 192). 

361. En virtud del reconocimiento de responsabilidad por parte del Estado, esta Corte no 
estima necesario examinar a profundidad esta violación. No obstante, resalta que a Osmín 
Tobar Ramírez se le cambió el nombre, la identidad y se le separó de su cultura , como 
consecuencia de un proceso arbitrario en que se le separó de su familia y un procedimiento 
de adopción que se llevó a cabo en incumplimiento de las más mínimas garantías 
materiales y procesales exigibles en esta materia, así como sin que se le garantizara un 
recurso efectivo que lo amparara ante dichas violaciones, todo lo cual la Corte consideró 
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una injerencia arbitraria en su vida privada y familiar, su derecho a la protección de la 
familia, sus derechos del niño y las garantías y la protección judiciales. Además, la Corte 
constata que actualmente Osmín Tobar Ramírez tiene legalmente el nombre de Ricardo 
William Borz, respecto del cual el Estado ha indicado que puede solicitar un cambio ante 
una notaría. Sin embargo, Guatemala no ha adoptado medida alguna para realizar las 
modificaciones pertinentes en su registro y documento de identificación, a pesar de su 
responsabilidad en los eventos que generaron dicho cambio de nombre e identidad y de 
haberse reconocido a nivel interno las irregularidades cometidas en el proceso de 
declaratoria de abandono, así como a nivel internacional esta violación específica. 

362. Por tanto, este Tribunal concluye que Guatemala violó el derecho a la identidad y el 
derecho al nombre de Osmín Tobar Ramírez, consagrado en el artículo 18 de la 
Convención, en relación con el artículo 1.1 y 19 del mismo tratado. 

 

XVII. DERECHOS DE LA NIÑEZ 

Consideraciones generales 

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. 
Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63 

146. La Corte no puede dejar de señalar la especial gravedad que reviste el presente caso 
por tratarse las víctimas de jóvenes, tres de ellos niños, y por el hecho de que la conducta 
estatal no solamente viola la expresa disposición del artículo 4 de la Convención 
Americana, sino numerosos instrumentos internacionales, ampliamente aceptados por la 
comunidad internacional, que hacen recaer en el Estado el deber de adoptar medidas 
especiales de protección y asistencia en favor de los niños bajo su jurisdicción. 

188. El artículo 19 de la Convención Americana no define qué se entiende como “niño”. 
Por su parte, la Convención sobre Derechos del Niño considera como tal (artículo 1) a todo 
ser humano que no haya cumplido los 18 años, “salvo que, en virtud de la ley que le sea 
aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad”. De conformidad con la legislación 
guatemalteca vigente para la época en que ocurrieron los hechos del presente caso, 
igualmente eran menores, quienes no habían cumplido los 18 años de edad. Según esos 
criterios sólo tres de las víctimas, Julio Roberto Caal Sandoval, Jovito Josué Juárez 
Cifuentes y Anstraum Villagrán Morales, tenían la condición de niños. Sin embargo, la 
Corte emplea, en esta sentencia, la expresión coloquial “niños de la calle”, para referirse 
a las cinco víctimas en el presente caso, que vivían en las calles, en situación de riesgo. 

190. La Corte, al considerar los diversos informes sobre la problemática de los “niños de 
la calle” en Guatemala, y las características y circunstancias del presente caso, estima que 
los hechos que culminaron con la muerte de los menores Caal Sandoval, Juárez Cifuentes 
y Villagrán Morales se vinculan con el patrón de violencia contra “niños de la calle” en 
Guatemala, vigente en el período en que ocurrieron esos hechos. 

191. A la luz del artículo 19 de la Convención Americana la Corte debe constatar la especial 
gravedad que reviste el que pueda atribuirse a un Estado Parte en dicha Convención el 
cargo de haber aplicado o tolerado en su territorio una práctica sistemática de violencia 
contra niños en situación de riesgo. Cuando los Estados violan, en esos términos, los 
derechos de los niños en situación de riesgo, como los “niños de la calle”, los hacen 
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víctimas de una doble agresión. En primer lugar, los Estados no evitan que sean lanzados 
a la miseria, privándolos así de unas mínimas condiciones de vida digna e impidiéndoles 
el “pleno y armonioso desarrollo de su personalidad”, a pesar de que todo niño tiene 
derecho a alentar un proyecto de vida que debe ser cuidado y fomentado por los poderes 
públicos para que se desarrolle en su beneficio y en el de la sociedad a la que pertenece. 
En segundo lugar, atentan contra su integridad física, psíquica y moral, y hasta contra su 
propia vida. 

195. La Convención sobre los Derechos del Niño contiene diversas disposiciones que 
guardan relación con la situación de los “niños de la calle” que se examina en este caso y 
pueden arrojar luz, en conexión con el artículo 19 de la Convención Americana, sobre la 
conducta que el Estado debió haber observado ante la misma. Dichas disposiciones son 
transcritas a continuación: 

ARTICULO 2. 

1. Los Estados Partes respetarán los derechos enunciados en la presente Convención y asegurarán su 
aplicación a cada niño sujeto a su jurisdicción, sin distinción alguna, independientemente de la raza, el color, 
el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional, étnico o social, la 
posición económica, los impedimentos físicos, el nacimiento o cualquier otra condición del niño, de sus 
padres o de sus representantes legales. 

2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para garantizar que el niño se vea protegido 
contra toda forma de discriminación o castigo por causa de la condición, las actividades, las opiniones 
expresadas o las creencias de sus padres, o sus tutores o de sus familiares. 

ARTICULO 3 

[...] 

2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la protección y el cuidado que sean necesarios 
para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus padres, tutores u otras personas 
responsables de él ante la ley y, con ese fin, tomarán todas las medidas legislativas y administrativas 
adecuadas. 

ARTICULO 6. 

1. Los Estados Partes reconocen que todo niño tiene derecho intrínseco a la vida. 

2. Los Estados Partes garantizarán en la máxima medida posible la supervivencia y el desarrollo del niño. 

ARTICULO 20. 

1. Los niños temporal o permanentemente privados de su medio familiar, o cuyo superior interés exija que 
no permanezcan en ese medio, tendrán derecho a la protección y asistencia especiales del Estado. 

2. Los Estados Partes garantizarán, de conformidad con sus leyes nacionales, otros tipos de cuidado para 
esos niños. [...] . 

ARTICULO 27. 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño a un nivel de vida adecuado para su desarrollo 
físico, mental, espiritual, moral y social. [...] 

3. Los Estados Partes, de acuerdo con las condiciones nacionales y con arreglo a sus medios, adoptarán 
medidas apropiadas para ayudar a los padres y a otras personas responsables por el niño a dar efectividad 
a este derecho y, en caso necesario, proporcionarán asistencia material y programas de apoyo, 
particularmente con respecto a la nutrición, el vestuario y la vivienda. 

ARTICULO 37. 

Los Estados Partes velarán por que: 

a) Ningún niño sea sometido a torturas ni a otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. No se 
impondrá la pena capital ni la de prisión perpetua sin posibilidad de excarcelación por delitos cometidos por 
menores de 18 años de edad; 

b) Ningún niño sea privado de su libertad ilegal o arbitrariamente. La detención, el encarcelamiento o la 
prisión de un niño se llevará a cabo de conformidad con la ley y se utilizará tan sólo como medida de último 
recurso y durante el período más breve que proceda; 

c) Todo niño privado de libertad sea tratado con la humanidad y el respeto que merece la dignidad inherente 
a la persona humana, y de manera que se tengan en cuenta las necesidades de las personas de su edad. 
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En particular, todo niño privado de libertad estará separado de los adultos, a menos que ello se considere 
contrario al interés superior del niño, y tendrá derecho a mantener contacto con su familia por medio de 
correspondencia y de visitas, salvo en circunstancias excepcionales; 

d) Todo niño privado de su libertad tendrá derecho a un pronto acceso a la asistencia jurídica y otra 
asistencia adecuada, así como derecho a impugnar la legalidad de la privación de su libertad ante un tribunal 
u otra autoridad competente, independiente e imparcial y a una pronta decisión sobre dicha acción. 

196. Las normas transcritas permiten precisar, en variadas direcciones, los alcances de 
las “medidas de protección” a que alude el artículo 19 de la Convención Americana. Entre 
ellas merecen ser destacadas las referentes a la no discriminación, a la asistencia especial 
a los niños privados de su medio familiar, a la garantía de la supervivencia y el desarrollo 
del niño, al derecho a un nivel de vida adecuado y a la reinserción social de todo niño 
víctima de abandono o explotación. Es claro para esta Corte que los actos perpetrados 
contra las víctimas en el presente caso, en los que se vieron involucrados agentes del 
Estado, contravienen estas previsiones. 

197. Existen en el expediente referencias documentales al hecho de que uno de los tres 
niños de los que trata el presente caso, Jovito Josué Juárez Cifuentes, estaba registrado 
en “archivos delincuenciales” del Gabinete de Identificación de la Policía Nacional. Al 
respecto, la Corte considera pertinente destacar que, si los Estados tienen elementos para 
creer que los “niños de la calle” están afectados por factores que pueden inducirlos a 
cometer actos ilícitos, o disponen de elementos para concluir que los han cometido, en 
casos concretos, deben extremar las medidas de prevención del delito y de la reincidencia. 
Cuando el aparato estatal tenga que intervenir ante infracciones cometidas por menores 
de edad, debe hacer los mayores esfuerzos para garantizar la rehabilitación de los mismos, 
en orden a “permitirles que desempeñen un papel constructivo y productivo en la 
sociedad”. Es evidente que, en el presente caso, el Estado actuó en grave contravención 
de esas directrices. 

Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211 

177. De lo expuesto anteriormente y de la prueba aportada, la Corte concluye que está 
establecido que en la época de los hechos en Guatemala existía un patrón de separación 
de niños de sus familias, posteriormente a las masacres perpetradas por las fuerzas 
armadas, y de sustracción y retención ilegal de estos niños, en algunos casos por los 
propios militares. Además, está establecido que dicha práctica implicó, en muchos casos, 
que se le cambiara el nombre y negara la identidad de los niños. El Estado no ha negado 
ni alegado desconocimiento de esta situación. 

188. Además, este Tribunal ha señalado que “el niño tiene derecho a vivir con su familia, 
llamada a satisfacer sus necesidades materiales, afectivas y psicológicas. El derecho de 
toda persona a recibir protección contra injerencias arbitrarias o ilegales en su familia, 
forma parte, implícitamente, del derecho a la protección de la familia y del niño, y además 
está expresamente reconocido por los artículos 12.1 de la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, V de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, 
17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 11.2 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos y 8 de la Convención Europea de Derechos Humanos. 
Estas disposiciones poseen especial relevancia cuando se analiza la separación del niño de 
su familia”. 

190. Lo mismo se desprende de las normas contenidas en la Convención sobre los 
Derechos del Niño, que establece que los derechos de los niños requieren no sólo que el 
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Estado se abstenga de interferir indebidamente en las relaciones privadas o familiares del 
niño, sino también que, según las circunstancias, adopte providencias positivas para 
asegurar el ejercicio y disfrute pleno de sus derechos. Esto requiere que el Estado, como 
responsable del bien común, debe resguardar el rol preponderante de la familia en la 
protección del niño; y prestar asistencia del poder público a la familia, mediante la 
adopción de medidas que promuevan la unidad familiar. 

191. Finalmente la Corte nota que, en el contexto de un conflicto armado interno, las 
obligaciones del Estado a favor de los niños se definen en el artículo 4.3 del Protocolo 
adicional II a los Convenios de Ginebra. Dicho artículo establece que: “[s]e proporcionarán 
a los niños los cuidados y la ayuda que necesiten, y, en particular: [...] b) se tomarán las 
medidas oportunas para facilitar la reunión de las familias temporalmente separadas [...]”. 
De acuerdo con el Comité Internacional de la Cruz Roja esta obligación ha sido definida 
como que “las partes en conflicto deben hacer lo posible por reestablecer los lazos 
familiares, es decir, no solo permitir las búsquedas que emprendan los miembros de 
familias dispersas, sino facilitarlas incluso”. 

215. Con base en todas las anteriores consideraciones, esta Corte estima que los dos 
entonces niños, Ramiro Osorio Cristales y Salomé Gómez Hernández, han sufrido 
afectaciones a su salud física y psicológica de manera particular por la falta de justicia y 
la impunidad prolongada en el presente caso, y que dichas experiencias han impactado 
en sus relaciones sociales y laborales, alterado la dinámica de sus familias y siguió 
causando sufrimiento y temor a que se repitan las agresiones o se vaya a atentar contra 
su vida. Es evidente, además, la afectación psicológica y el sufrimiento duradero que 
padeció Ramiro Osorio Cristales, provocado por haber tenido que vivir alejado de su 
familia, con otro nombre e identidad. 

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212 

167. Este Tribunal observa que la desintegración familiar repercutió de manera notable 
en la condición de los menores. Dadas las particularidades del caso sub judice, la Corte 
estima importante señalar las medidas especiales de protección que deben adoptar los 
Estados a favor de los niños indígenas. El Tribunal advierte que los Estados, además de 
las obligaciones que deben garantizar a toda persona bajo su jurisdicción, deben cumplir 
con una obligación adicional y complementaria definida en el artículo 30 de la Convención 
sobre los Derechos del Niño, la cual dota de contenido al artículo 19 de la Convención 
Americana, y que consiste en la obligación de promover y proteger el derecho de los niños 
indígenas a vivir de acuerdo con su propia cultura, su propia religión y su propio idioma. 

168. En su Observación General No. 11, el Comité de los Derechos del Niño ha considerado 
que “[e]l ejercicio efectivo de los derechos de los niños indígenas a la cultura, a la religión 
y al idioma constituyen unos cimientos esenciales de un Estado culturalmente diverso’’, y 
que este derecho constituye un importante reconocimiento de las tradiciones y los valores 
colectivos de las culturas indígenas. Asimismo, tomando en consideración la estrecha 
relación material y espiritual de los pueblos indígenas con sus tierras tradicionales, este 
Tribunal estima que dentro de la obligación general de los Estados de promover y proteger 
la diversidad cultural de los indígenas se desprende la obligación especial de garantizar el 
derecho a la vida cultural de los niños indígenas. 

170. Por lo tanto, en razón de que los entonces niños indígenas Eliseo, Estermerio y María 
Rosaura, todos de apellidos Chitay Rodríguez se vieron privados de su vida cultural, esta 
Corte considera que el Estado es responsable de la violación del artículo 19 de la 
Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en su perjuicio. 
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Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250 

120. Por lo que se refiere a los derechos del niño protegidos en la Convención, la Corte ha 
establecido que los niños tienen derechos especiales a los que corresponden deberes 
específicos por parte de la familia, la sociedad y el Estado. Su condición exige una 
protección especial debida por este último y que debe ser entendida como un derecho 
adicional y complementario a los demás derechos que la Convención reconoce a toda 
persona. La prevalencia del interés superior del niño debe ser entendida como la necesidad 
de satisfacción de todos los derechos de los niños, que obliga al Estado e irradia efectos 
en la interpretación de todos los demás derechos de la Convención cuando el caso se 
refiera a menores de edad. El Estado debe prestar especial atención a las necesidades y 
a los derechos de los niños, en consideración a su condición particular de vulnerabilidad. 
(En similar sentido, ver entre otros: Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie C No. 211, 
párr. 184). 

142. Por otro lado, el artículo 19 de la Convención Americana establece que “[t]odo niño 
tiene derecho a las medidas de protección que su condición de menor requiere por parte 
de su familia, de la sociedad y del Estado”. A criterio de la Corte, “esta disposición debe 
entenderse como un derecho adicional, complementario, que el tratado establece para 
seres que por su desarrollo físico y emocional necesitan de protección especial”. Por lo 
tanto, el Estado debe asumir una posición especial de garante con mayor cuidado y 
responsabilidad, y debe tomar medidas especiales orientadas en el principio del interés 
superior del niño. Este principio se fundamenta en la dignidad misma del ser humano, en 
las características propias de los niños y las niñas, y en la necesidad de propiciar el 
desarrollo de éstos, con pleno aprovechamiento de sus potencialidades. En tal sentido, el 
Estado debe prestar especial atención a las necesidades y a los derechos de los niños, en 
consideración a su condición particular de vulnerabilidad. Asimismo, la Corte ha afirmado 
reiteradamente que “tanto la Convención Americana como la Convención sobre los 
Derechos del Niño forman parte de un muy comprensivo corpus juris internacional de 
protección de los niños que debe servir [...] para fijar el contenido y los alcances de la 
disposición general definida en el artículo 19 de la Convención Americana”. (En similar 
sentido, ver entre otros: Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212, párrs. 164 y 165). 

143. De este modo, la Corte considera importante señalar que, entre las medidas 
especiales de protección que deben adoptar los Estados a favor de los niños indígenas, se 
encuentra la de promover y proteger el derecho de éstos a vivir de acuerdo con su propia 
cultura, su propia religión y su propio idioma, obligación adicional y complementaria 
definida en el artículo 30 de la Convención sobre los Derechos del Niño, de la que 
Guatemala es Parte desde el 6 de junio de 1990, y la cual dota de contenido al artículo 19 
de la Convención Americana. Además, en la Observación General No. 11, el Comité de los 
Derechos del Niño consideró que “[e]l ejercicio efectivo de [los derechos de los niños 
indígenas] a la cultura, a la religión y al idioma constituyen unos cimientos esenciales de 
un Estado culturalmente diverso’’, y que este derecho constituye un importante 
reconocimiento de las tradiciones y los valores colectivos de las culturas indígenas. 

144. En casos anteriores, esta Corte ha sostenido que el desarrollo del niño es un concepto 
holístico que abarca el desarrollo físico, mental, espiritual, moral, psicológico y social. Para 
el desarrollo pleno y armonioso de su personalidad, los niños indígenas, de acuerdo con 
su cosmovisión, preferiblemente requieren formarse y crecer dentro de su entorno natural 
y cultural, ya que poseen una identidad distintiva que los vincula con su tierra, cultura, 
religión, e idioma. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. 



 

243     

Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C 
No. 212, párr. 169). 

145. Por otro lado, el artículo 17 de la Convención Americana reconoce que la familia es 
el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la 
sociedad y el Estado. Dada la importancia del derecho a la protección a la familia, la Corte 
ha establecido que el Estado se encuentra obligado a favorecer el desarrollo y la fortaleza 
del núcleo familiar y que la separación de niños de su familia constituye, bajo ciertas 
condiciones, una violación de su derecho a la familia. Así, el niño tiene derecho a vivir con 
su familia, llamada a satisfacer sus necesidades materiales, afectivas y psicológicas. El 
derecho de toda persona a recibir protección contra injerencias arbitrarias o ilegales en su 
familia, forma parte, implícitamente, del derecho a la protección de la familia y del niño[…] 

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258 

183. En cuanto a la alegada violación al derecho de asociación de Alejandra García 
Montenegro, quien tenía tres años y nueve meses al momento de reconocimiento de 
competencia por parte de Guatemala, la Corte considera necesario recordar que ha 
reconocido que los niños y niñas ejercen sus derechos de manera progresiva a medida 
que desarrollan un mayor nivel de autonomía personal, por lo que en su primera infancia 
actúan en este sentido por conducto de sus familiares. Evidentemente, hay gran variedad 
en el grado de desarrollo físico e intelectual, en la experiencia y en la información que 
poseen cada niña o niño. 

184. Asimismo, la Corte señala, tal como lo ha hecho en otros casos, que tanto la 
Convención Americana como la Convención sobre los Derechos del Niño forman parte de 
un muy comprensivo corpus juris internacional de protección de los niños que sirve a esta 
Corte para fijar el contenido y los alcances de la disposición general definidas en el artículo 
19 de la Convención Americana. La Convención sobre los Derechos del Niño, la cual ha 
sido ratificada de forma prácticamente universal, contiene diversas disposiciones que se 
refieren a las obligaciones del Estado en relación con los menores de edad. En ese sentido, 
su artículo 15 reconoce “los derechos de los niños a la libertad de asociación”, sin mayores 
restricciones a su ejercicio que aquellas “establecidas de conformidad con la ley y que 
sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional o 
pública, el orden público, la protección de la salud y la moral públicas o la protección de 
los derechos y libertad de los demás”. 

Corte IDH. Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277 

133. De conformidad con las características del caso sub examine, debe señalarse que, 
en relación con niñas, los derechos y obligaciones antedichos deben observarse en el 
marco del acatamiento del artículo 19 de la Convención Americana y, siendo pertinente, 
atendiendo a lo dispuesto en la Convención de Belém do Pará. El artículo 19 de la 
Convención establece, como se ha dicho en otras oportunidades, el derecho de “[l]os niños 
y las niñas a [...] medidas especiales de protección [que] deben ser definidas según las 
circunstancias particulares de cada caso concreto”. El Tribunal ha indicado, asimismo, que 
“[l]a adopción de [tales] medidas [...] corresponde tanto al Estado como a la familia, la 
comunidad y la sociedad a la que [el niño o la niña] pertenece”. Además, la Corte ha 
“reitera[do] que revisten especial gravedad los casos en los cuales las víctimas de 
violaciones a derechos humanos son niñas y niños”, quienes, “[e]n razón de su nivel de 
desarrollo y vulnerabilidad, requieren protección que garantice el ejercicio de sus derechos 
dentro de la familia, de la sociedad y con respecto al Estado”. En ese sentido, “han de 
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ceñirse [al criterio del interés superior del niño] las acciones del Estado y de la sociedad 
en lo que respecta a la protección de los niños y a la promoción y preservación de sus 
derechos”. Por otra parte, el artículo 7 de la a Convención de Belém do Pará, sobre el que 
el Tribunal es competente, instituye deberes estatales para “prevenir, sancionar y 
erradicar [la] violencia [contra la mujer]” que especifican y complementan las obligaciones 
que tiene el Estado respecto al cumplimiento de los derechos consagrados en la 
Convención Americana, tales como los establecidos en los artículos 4, 5 y 7.  

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351 

145. La Corte nota que el presente caso se enmarcó en un contexto de serias 
irregularidades en los procesos de adopción de niñas y niños guatemaltecas, favorecido 
por una debilidad institucional de los órganos de control y una normativa flexible e 
inadecuada que facilitó la formación de redes y estructuras de delincuencia organizada 
dedicadas al “lucrativo” negocio de las adopciones internacionales. En Guatemala, a partir 
del enfrentamiento armado interno, las adopciones internacionales crecieron 
exponencialmente, “principalmente a raíz de la falta de control estatal, a la corrupción y 
a una legislación permisiva”. Como resaltó la Relatora Especial sobre la Venta de Niños 
“[l]o que había empezado como un legítimo intento por encontrar rápidamente acomodo 
para unos niños que necesitaban desesperadamente un hogar, se convirtió en un lucrativo 
negocio cuando se hizo patente que en otros países había una gran demanda de bebés 
que pudieran ser adoptados”. 

147. Asimismo, este Tribunal destaca que el Estado había sido advertido, desde 1996, por 
el Comité de los Derechos del Niño, de la existencia de redes de adopciones ilegales en 
Guatemala y que los mecanismos para evitar y combatirlas eran “insuficientes e 
ineficaces”. Sin embargo, no fue sino hasta el 2007 que el Estado adoptó medidas para 
enfrentar esta situación. 

149. En el presente caso, las alegadas violaciones a los derechos a las garantías judiciales, 
a la protección judicial, a la protección a la familia, a la vida familiar y a los derechos del 
niño deben interpretarse a la luz del corpus juris internacional de protección de las niñas 
y los niños. Tal como esta Corte ha afirmado en otras oportunidades, este corpus juris 
debe servir para definir el contenido y los alcances de las obligaciones que ha asumido el 
Estado cuando se analizan los derechos de niñas y niños. En este sentido, en el análisis 
de los hechos de este caso se hará particular mención a la Convención sobre los Derechos 
del Niño. (En similar sentido, ver entre otros: Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y 
otros) Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 194). 

150. Las niñas y los niños son titulares de los derechos establecidos en la Convención 
Americana, además de contar con las medidas especiales de protección contempladas en 
su artículo 19. Esta disposición irradia sus efectos en la interpretación de todos los demás 
derechos cuando el caso se refiera a menores de edad, en virtud de su condición como 
tal. El Tribunal entiende que la debida protección de los derechos de las niñas y niños, en 
su calidad de sujetos de derechos, debe tomar en consideración sus características propias 
y la necesidad de propiciar su desarrollo, ofreciéndoles las condiciones necesarias para 
que vivan y desarrollen sus aptitudes con pleno aprovechamiento de sus potencialidades. 
Las niñas y los niños ejercen por sí mismos sus derechos de manera progresiva, a medida 
que desarrollan un mayor nivel de autonomía personal. Por tal motivo, la Convención 
dispone que las pertinentes medidas de protección a favor de las niñas o los niños sean 
especiales o más específicas que las que se decretan para los adultos. Las medidas de 
protección que deben adoptarse en virtud del artículo 19 de la Convención deben ser 
definidas según las circunstancias particulares de cada caso concreto. 
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151. Por otra parte, específicamente con respecto a la vida familiar, las niñas y los niños 
tienen derecho a vivir con su familia, la cual está llamada a satisfacer sus necesidades 
materiales, afectivas y psicológicas. Este Tribunal ha indicado que el disfrute mutuo de la 
convivencia entre padres e hijos constituye un elemento fundamental de la vida de familia. 
En este sentido, las niñas y los niños deben permanecer en su núcleo familiar, salvo que 
existan razones determinantes, en función de su interés superior, para optar por 
separarlos de su familia. En todo caso, la separación debe ser excepcional y, 
preferentemente, temporal. 

152. En toda situación que involucre a niñas y niños se deben aplicar y respetar, de forma 
transversal, cuatro principios rectores, a saber: i) la no discriminación; ii) el interés 
superior del niño; iii) el derecho a ser oído y participar, y iv) el derecho a la vida, 
supervivencia y desarrollo. Toda decisión estatal, social o familiar que involucre alguna 
limitación al ejercicio de cualquier derecho de una niña o un niño, debe tomar en cuenta 
el interés superior del niño y ajustarse rigurosamente a las disposiciones que rigen esta 
materia. La Corte reitera que el interés superior del niño se funda en la dignidad misma 
del ser humano, en las características propias de los niños, y en la necesidad de propiciar 
el desarrollo de estos, con pleno aprovechamiento de sus potencialidades. 

153. La Corte ha señalado que la determinación del interés superior del niño, en casos de 
cuidado y custodia de menores de edad, se debe hacer a partir de la evaluación de los 
comportamientos parentales específicos y su impacto negativo en el bienestar y desarrollo 
de la niña o el niño según el caso, los daños o riesgos reales, probados y no especulativos 
o imaginarios, y en el bienestar de la niña o niño. Por tanto, no son admisibles las 
especulaciones, presunciones, estereotipos o consideraciones generalizadas sobre 
características personales de los padres o preferencias culturales respecto a ciertos 
conceptos tradicionales de la familia. 

195. En este sentido la Corte nota que los artículos del Código de Menores, aplicados en 
el presente caso, corresponden al tradicional modelo denominado “tutelar” en el que las 
niñas y los niños eran concebidos como objetos de protección. No obstante, este modelo 
no se funda en la prevalencia del interés superior de las niñas y niños ni en el 
reconocimiento de su autonomía y dignidad como sujetos de derechos. Sobre el particular 
cabe destacar que la Convención sobre los Derechos del Niño, que entró en vigor en 1990 
y que esta Corte considera parte esencial del corpus juris internacional que informa el 
artículo 19 de la Convención Americana, de manera expresa previó el interés superior de 
los niños como mandato exigible a autoridades públicas y particulares, administrativas, 
legislativas o judiciales, en la aplicación de todas las medidas que los involucre. El interés 
superior del niño junto con los demás principios rectores que deben implementarse en 
todo sistema de protección integral, transformaron sustancialmente el enfoque tradicional 
que informaba el tratamiento de los menores de edad, a partir del cual se abandona su 
concepción como sujetos incapaces para en su lugar reconocerles la potencialidad de 
involucrarse en la toma de decisiones que les conciernen. De esta manera, pasaron a ser 
concebidos como personas libres y autónomas con plenitud de derechos, que de acuerdo 
a su edad y a su madurez pueden decidir sobre su propia vida y asumir responsabilidades. 
La Convención sobre los Derechos del Niño además recoge un catálogo de derechos 
fundamentales con diversidad de facetas (de abstención y positivas – prestacionales) 
necesarios para adoptar las medidas de protección integral que resulten adecuadas y 
pertinentes en cada situación. 

196. Desde esta nueva perspectiva, es indiscutible el reconocimiento de las niñas y niños 
como sujetos de derecho que, en ejercicio de la dignidad, son partícipes activos en el 
destino de su propia existencia, y que, atendiendo a condiciones especiales de 
vulnerabilidad, deben ser protegidos integralmente por parte de la familia, la sociedad y 
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el Estado con miras a lograr el pleno desarrollo de sus capacidades, de manera autónoma 
y libre. En este escenario, el interés superior del niño se establece como un eje transversal 
con efecto expansivo, que constituye un derecho sustantivo, un principio jurídico 
interpretativo fundamental y una norma de procedimiento. Las normas del Código de 
Menores aplicadas en el presente caso no se adecuaban a este triple aspecto del concepto 
de interés superior del niño ni a los demás principios rectores y derechos que se derivan 
de una concepción de las niñas y los niños como sujetos plenos de derecho y no solo 
objetos de protección. Ello resultó evidente en el presente caso, donde la opinión de los 
niños en cuanto a la separación familiar nunca fue recabada por la autoridad judicial que 
resolvió su situación; la autoridad judicial no ofreció una motivación adecuada y suficiente 
que justificara la decisión de separación familiar en un análisis de la situación específica 
de los niños, y el texto expreso de las normas preveía la declaración de “abandono” o 
“peligro” para situaciones donde ningún adulto “los t[uviera] a su cargo” o pudieran 
“adoptar una conducta irregular o viciosa”, reflejando una percepción de los niños como 
personas incapaces y objetos de protección estatal, y no como personas a quienes el 
Estado debe respetar y garantizar la plenitud de los derechos consagrados en la 
Convención, así como algunas medidas especiales para su adecuada supervivencia y 
desarrollo. Por tanto, la Corte concluye que las normas que regulaban el proceso de 
declaración de abandono en el Código de Menores no se adecuaban a la Convención 
Americana y, en consecuencia, conllevaron una violación del artículo 2 de la Convención 
en el presente caso. 

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356 

113. Sentado lo anterior, debe examinarse la alegación sobre violaciones a los derechos 
del niño. El Tribunal ha destacado que de las obligaciones generales de respetar y 
garantizar los derechos derivan deberes especiales, respecto a los derechos de niñas o 
niños, determinables en función de las particulares necesidades de protección del sujeto 
de derecho, ya sea por su condición personal o por la situación específica en que se 
encuentre. 

114. Antes de efectuar ese examen en lo que es pertinente para las presuntas víctimas 
del caso, la Corte considera relevante hacer notar que un niño integraba el batallón militar 
que ingresó el 5 de octubre de 1995 a la finca Xamán. Al respecto, la CEH señaló que “[e]l 
reclutamiento de menores quedó evidenciado durante la masacre de Xamán (octubre de 
1995), en la cual participaron 26 miembros del Ejército, entre ellos un adolescente de 16 
años que se encontraba prestando servicio en el destacamento militar de Rubelsanto”. 
Dicho niño no es una de las presuntas víctimas en el caso, y la Corte no puede examinar 
su situación. Sin perjuicio de ello, este Tribunal reitera que el derecho internacional de los 
derechos humanos exige la imposición de restricciones al reclutamiento de niños en las 
fuerzas armadas. 

115. Ahora bien, en relación con las presuntas víctimas de este caso, la Corte recuerda 
que ha señalado que “revisten especial gravedad los casos en los cuales las víctimas de 
violaciones a los derechos humanos son niñas y niños”. Este Tribunal, al examinar 
circunstancias en que hubo un agresión de fuerzas militares respecto a un grupo de 
personas, ha señalado “la especial vulnerabilidad” de niños y niñas “se hace aún más 
evidente [...] pues [tales personas] son l[a]s menos preparad[a]s para adaptarse o 
responder a dicha situación y, [...] son quienes padecen sus excesos de forma 
desmesurada”. La Corte considera que, por las características del hecho aquí analizado, 
esa consideración resulta pertinente. Por ello, dada la especial gravedad que tiene la 
agresión directa a niños o niñas por parte de agentes estatales, en este caso la Corte 



 

247     

determina que Guatemala incumplió con su deber de protección de las niñas y niños, y 
vulneró los derechos de la niña y los dos niños que fallecieron en las circunstancias de la 
masacre. 

Corte IDH. Caso Masacre de la Aldea Los Josefinos Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de noviembre de 2021. 
Serie C No. 442 

84. Entre los derechos que pueden verse afectados por situaciones de desplazamiento 
forzado se encuentra aquel relativo a la protección de la familia, recogido en el artículo 17 
de la Convención Americana, como también los derechos de la niñez, de conformidad al 
artículo 19 del tratado. La primera norma reconoce que la familia es el elemento natural 
y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y el Estado. 
La Corte ha establecido que el Estado se encuentra obligado a favorecer el desarrollo y la 
fortaleza del núcleo familiar y que la separación de niños y niñas de su familia constituye, 
bajo ciertas condiciones, una violación de su derecho a la familia. Así, el niño o la niña 
tiene derecho a vivir con su familia, llamada a satisfacer sus necesidades materiales, 
afectivas y psicológicas. La Corte entiende que, en situaciones de desplazamiento forzado 
surge un deber estatal de procurar la reunificación familiar, especialmente en casos de 
familias con niños y niñas. Este deber, atinente a los derechos a la protección de la familia 
y los derechos de la niñez, es independiente de otros que también son atinentes a 
situaciones de desplazamiento forzado, como el de posibilitar un retorno seguro. Lo 
anterior no obsta a que, de acuerdo a las circunstancias del caso, medidas para posibilitar 
el retorno seguro sean aptas también para lograr la reunión familiar. En vista de lo 
anterior, la Corte ha considerado en casos de desplazamiento forzado que ese fenómeno, 
en tanto conlleve la separación o fragmentación del núcleo familiar, puede generar la 
responsabilidad del Estado por la transgresión del artículo 17 de la Convención, como 
también, de ser el caso, de su artículo 19 respecto de niñas o niños afectados por esa 
situación. 

88. El artículo 19 de la Convención Americana impone a los Estados la obligación de 
adoptar “medidas de protección” requeridas por su condición de niñas y niños. El concepto 
“medidas de protección” puede ser interpretado tomando en cuenta otras disposiciones 
contenidas en la Convención o en otros instrumentos internacionales de derechos 
humanos. Esta Corte ha dicho que “al dar interpretación a un tratado no sólo se toman en 
cuenta los acuerdos e instrumentos formalmente relacionados con éste (inciso segundo 
del artículo 31 de la Convención de Viena), sino también el sistema dentro del cual se 
inscribe (inciso tercero del artículo 31)”. Por tanto, para fijar el contenido y alcance de 
este artículo, la Corte tomará en cuenta el corpus juris internacional de protección de 
niñas y niños y, en particular, la Convención sobre los Derechos del Niño. Además, la 
Corte considera útil y apropiado, tal como lo ha hecho en otras oportunidades, al analizar 
e interpretar el alcance de las normas de la Convención Americana en el presente caso en 
que los hechos ocurrieron en el contexto de un conflicto armado no internacional y de 
conformidad con el artículo 29 de la Convención Americana, recurrir a otros tratados 
internacionales tales como los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 y, en 
particular, el artículo 3 común a los cuatro Convenios, el Protocolo II adicional a los 
Convenios de Ginebra de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos 
armados sin carácter internacional de 8 de junio de 1977 (en adelante “Protocolo II 
adicional”) del cual el Estado es parte y el derecho internacional humanitario 
consuetudinario, como instrumentos complementarios y habida consideración de su 
especificidad en la materia.  
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89. El derecho internacional humanitario salvaguarda de forma general a las niñas y niños 
como parte de la población civil, esto es, de las personas que no participan activamente 
en las hostilidades, quienes deben recibir un trato humano y no ser objeto de ataque. En 
forma complementaria, las niñas y los niños, quienes son más vulnerables a sufrir 
violaciones de sus derechos durante los conflictos armados, son beneficiarios de una 
protección especial en función de su edad, razón por la cual los Estados deberán 
proporcionarles los cuidados y la ayuda que necesiten. El artículo 38 de la Convención 
sobre los Derechos del Niño también refleja este principio. Dentro del catálogo de medidas 
de esta naturaleza que incorporan los tratados de derecho internacional humanitario se 
encuentran aquellas cuyo objetivo es preservar la unidad familiar y facilitar la búsqueda, 
identificación y reunificación familiar de las familias dispersas a causa de un conflicto 
armado y, en particular, de los niños y niñas no acompañados y separados. Aún más, en 
el contexto de conflictos armados no internacionales, las obligaciones del Estado a favor 
de los niños y niñas se definen en el artículo 4.3 del Protocolo adicional II a los Convenios 
de Ginebra, el cual dispone, entre otras, que: “b) se tomarán las medidas oportunas para 
facilitar la reunión de las familias temporalmente separadas […]”. 

Derechos de la niñez y procedimientos judiciales o administrativos 

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351 

164. En casos que involucran la custodia de niñas y niños esta Corte ha señalado que a 
falta de uno de los padres, las autoridades judiciales se encuentran en la obligación de 
buscar al padre o madre u otros familiares biológicos. Adicionalmente se ha establecido 
que el término “familiares” debe entenderse en sentido amplio, abarcando a todas las 
personas vinculadas por un parentesco cercano. En este sentido, la perita Magdalena Palau 
Fernández, señaló que “si alguien en [la] familia extensa no pu[ede] brindarle cuidado, 
deberá también buscarse en [el] entorno afectivo [del niño], es decir, parientes no 
consanguíneos con quien el niño tenga un vínculo afectivo”. Solo en el caso de que “todas 
esas alternativas anteriores fuer[a]n consideradas, investigadas suficientemente y 
descartadas, recién ahí debiera pensarse en una alternativa de cuidado por parte de 
personas desconocidas o extrañas para el niño”. 

165. Una de las interferencias estatales más graves en la familia es la que tiene por 
resultado su separación o fraccionamiento. Las separaciones legales del niño de su familia 
biológica sólo proceden si están debidamente justificadas en el interés superior del niño, 
son excepcionales y, en lo posible, son temporales. En particular, el artículo 9 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño establece que: 

1. Los Estados Partes velarán por que el niño no sea separado de sus padres contra la voluntad de éstos, 
excepto cuando, a reserva de revisión judicial, las autoridades competentes determinen, de conformidad 
con la ley y los procedimientos aplicables, que tal separación es necesaria en el interés superior del niño. 
Tal determinación puede ser necesaria en casos particulares, por ejemplo, en los casos en que el niño sea 
objeto de maltrato o descuido por parte de sus padres o cuando éstos viven separados y debe adoptarse 
una decisión acerca del lugar de residencia del niño. 

2. En cualquier procedimiento entablado de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo, se ofrecerá 
a todas las partes interesadas la oportunidad de participar en él y de dar a conocer sus opiniones. 

3. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño que esté separado de uno o de ambos padres a 
mantener relaciones personales y contacto directo con ambos padres de modo regular, salvo si ello es 
contrario al interés superior del niño. [...] 
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167. En el caso Fornerón e hija vs. Argentina, la Corte estableció que la observancia de 
las disposiciones legales y la diligencia en los procedimientos judiciales respecto a la 
custodia de niños son elementos fundamentales para proteger el interés superior del niño. 

170. La Corte advierte que la obligación de escuchar a los niños y sus padres incluida en 
la ley coincide con el derecho a ser oído consagrado por la Convención Americana. Al 
respecto, este Tribunal ha señalado que el artículo 8.1 de la Convención consagra el 
derecho que ostentan todas las personas, incluidos las niñas y los niños, a ser oídos en 
los procesos en que se determinen sus derechos. 

171. Específicamente, respecto de niñas y niños, este Tribunal ha indicado que dicho 
derecho debe ser interpretado a la luz del artículo 12 de la Convención sobre los Derechos 
del Niño, que establece el derecho a ser oído, con el objeto de que la intervención de la 
niña o niño se ajuste a las condiciones de éste y no redunde en perjuicio de su interés 
genuino. En efecto, existe una relación directa entre el derecho a ser oído y el interés 
superior del niño. No es posible una aplicación correcta del interés superior del niño sin 
respetar su derecho a ser oído, el cual abarca el derecho de cada niño de expresar su 
opinión libremente en todos los asuntos que lo afectan y el subsiguiente derecho de que 
esas opiniones se tengan debidamente en cuenta, en función de la edad y madurez del 
niño. El Comité de los Derechos del Niño ha resaltado la importancia de que las niñas y 
los niños sean escuchados en los procesos donde se adopten decisiones de apartarlos de 
su familia porque son víctimas de abusos o negligencia en su hogar, como se alegó 
presuntamente ocurría en este caso por lo cual se llevó a cabo el proceso de declaración 
de abandono. 

172. La Corte reitera que las niñas y niños ejercen sus derechos de manera progresiva a 
medida que desarrollan un mayor nivel de autonomía personal. En consecuencia, el 
aplicador del derecho, sea en el ámbito administrativo o en el judicial, deberá tomar en 
consideración las condiciones específicas del menor de edad y su interés superior para 
acordar la participación de éste, según corresponda, en la determinación de sus derechos. 
En esta ponderación se procurará el mayor acceso del menor de edad, en la medida de lo 
posible, al examen de su propio caso. El derecho a ser oído además presupone que la niña 
o niño sea informado adecuadamente sobre sus derechos, las razones y consecuencias 
del proceso que se está llevando a cabo, así como que esta información sea comunicada 
de acuerdo a su edad y madurez. En este sentido, la Corte considera que las niñas y los 
niños deben ser informados de su derecho a ser oídos directamente o por medio de un 
representante, si así lo desean. 

173. En el presente caso, Osmín Tobar Ramírez tenía entre siete y ocho años de edad 
durante el procedimiento de declaración de abandono. De acuerdo a lo que declaró en la 
audiencia pública, nunca fue informado que se estaba realizando un proceso de 
declaración de abandono, ni qué implicaciones podría tener este proceso para él. Además, 
consta en el expediente, que Osmín Tobar Ramírez no fue escuchado directamente por la 
jueza a cargo del proceso de declaratoria de abandono en ninguna oportunidad. La opinión 
de Osmín Tobar Ramírez solo parece haber sido consultada por una trabajadora social de 
la Asociación Los Niños, en relación con la posibilidad de que su madrina se hiciera cargo 
de él. La Corte advierte que no consta en el expediente evidencia de dicha entrevista, más 
allá del propio dicho de la trabajadora social de la Asociación Los Niños en el informe que 
remitió al juzgado de menores correspondiente. Sin perjuicio de ello, aún en el caso de 
que efectivamente se le hubiere consultado su opinión sobre vivir con su madrina, este 
Tribunal destaca que no se le entrevistó sobre las condiciones de vida con su madre, su 
abuela o su padre en ninguna etapa del proceso judicial. Al no haberse escuchado a Osmín 
Tobar Ramírez, la autoridad judicial no pudo valorar sus opiniones sobre el asunto. Por el 
contrario, su opinión no se tomó en cuenta en lo absoluto y ni siquiera se le informó y 
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explicó el proceso que se estaba llevando a cabo. Esto refleja que las autoridades 
guatemaltecas no lo consideraron un sujeto de derechos, cuya opinión era primordial antes 
de adoptar una decisión que afectaba directamente su interés superior y que tenía 
consecuencias significativas en su desarrollo. Lo anterior constituye una violación al 
derecho a ser oído y ser debidamente tomado en cuenta, consagrado en el artículo 8.1, 
en relación con los artículos 19 y 1.1, todos de la Convención Americana, en perjuicio de 
Osmín Tobar Ramírez. 

174. Por otra parte, respecto al padre de Osmín Tobar Ramírez, Gustavo Tobar Fajardo, 
este no fue escuchado ni formó parte del proceso de declaración abandono. Al respecto, 
el Código Civil de Guatemala señalaba que corresponde al padre junto con la madre la 
obligación de cuidar y sustentar a sus hijos. En el mismo sentido, la Convención sobre los 
Derechos del Niño establece que: 

Los Estados Partes pondrán el máximo empeño en garantizar el reconocimiento del principio de que ambos 
padres tienen obligaciones comunes en lo que respecta a la crianza y el desarrollo del niño. Incumbirá a los 
padres o, en su caso, a los representantes legales la responsabilidad primordial de la crianza y el desarrollo 
del niño. Su preocupación fundamental será el interés superior del niño.  

175. Específicamente, respecto a procesos de separación de las niñas y los niños de sus 
padres, la Convención establece que se debe ofrecer “a todas las partes interesadas la 
oportunidad de participar en él y de dar a conocer sus opiniones”. 

176. Si bien el señor Tobar Fajardo se encontraba viviendo en México al momento de la 
declaratoria de abandono, seguía siendo el padre de Osmín Tobar Ramírez. La separación 
temporal de un niño de su familia no implica que deje de ser su familia. En el mismo 
sentido, la Corte advierte que las autoridades tampoco contactaron a la persona que 
aparecía como padre de J.R. en su registro de nacimiento. Al ser ambos padres los 
principales responsables del cuidado de sus hijos, de considerarse necesario la separación 
de los niños de uno de sus progenitores, se debe considerar primero la posibilidad de que 
el otro progenitor se haga cargo de su hijo. 

180. El Comité de los Derechos del Niño ha señalado que, entre las garantías procesales 
para velar por la observación del interés superior del niño, se encuentra que: 

Los hechos y la información pertinentes para un determinado caso deben obtenerse mediante profesionales 
perfectamente capacitados que reúnan todos los elementos necesarios para la evaluación del interés 
superior del niño. Entre otras cosas, se pueden mantener entrevistas con personas cercanas al niño, con 
personas que estén en contacto con el niño a diario y con testigos de determinados incidentes. La 
información y los datos reunidos deben verificarse y analizarse antes de utilizarlos en la evaluación del 
interés superior del niño o los niños. 

181. La Corte advierte que surgen varios problemas de la supuesta investigación realizada 
para constatar la alegada situación de abandono de los hermanos Ramírez. En primer 
lugar, dos de los estudios sociales fueron realizados por la trabajadora social de la 
Asociación Los Niños. Esta institución era donde se encontraban internados los hermanos 
Ramírez y la que, a la vez, promocionaba el programa de adopciones internacionales, a 
través del cual fueron adoptados los hermanos Ramírez. Esto revela un posible interés en 
las resultas del proceso de declaración de abandono, por lo cual el personal de esta 
institución no era idóneo para realizar dichos estudios sociales. En este sentido, la Corte 
resalta que ambos informes preparados por la Asociación Los Niños recomendaron “que 
se les declare en estado de abandono para que puedan ser incluidos dentro del programa 
de adopciones que patrocina la Asociación Los Niños de Guatemala”. Esta posible falta de 
objetividad fue alegada por la señora Ramírez Escobar en su recurso de revisión, sin que 
se le diera respuesta alguna. 
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182. En segundo lugar, como se mencionó anteriormente, durante la investigación solo 
se entrevistó a Osmín Tobar Ramírez sobre la posibilidad de vivir con su madrina y nunca 
se le preguntó sobre la relación con su madre o su padre. Además, tampoco se escuchó a 
J.R. en ningún momento del proceso. Si bien J.R. tenía entre uno y dos años, la Corte 
recuerda que los niños ejercen sus derechos por sí mismos de manera progresiva de 
acuerdo a su edad y madurez, por lo que los Estados deben tomar las previsiones 
pertinentes para considerar las formas no verbales de comunicación, como el juego, la 
expresión corporal y facial y el dibujo y la pintura, mediante las cuales los infantes 
demuestran capacidad de comprender, elegir y tener preferencias. Además, sobre el deber 
de escuchar la opinión de bebés y niños muy pequeños, el Comité de los Derechos del 
Niño ha señalado que: 

Los bebés y los niños muy pequeños tienen los mismos derechos que los demás niños a que se atienda a su 
interés superior, aunque no puedan expresar sus opiniones ni representarse a sí mismos de la misma manera 
que los niños mayores. Para evaluar su interés superior, los Estados deben garantizar mecanismos 
adecuados, incluida la representación, cuando corresponda, lo mismo ocurre con los niños que no pueden o 
no quieren expresar su opinión. 

183. Al no haberse escuchado a Osmín Tobar Ramírez, y tampoco haber realizado ningún 
esfuerzo para escuchar a J.R., no se respetó la posibilidad de que los niños participaran 
en la determinación de su interés superior. 

184. En tercer lugar, la Corte advierte que las autoridades judiciales no realizaron ninguna 
investigación adicional sobre las contradicciones que surgían de la prueba. En efecto, por 
un lado, el informe de los funcionarios de la Procuraduría que se apersonaron al domicilio 
de los niños Ramírez indicaba que estos no presentaban signos de agresión física. Por 
otro, el informe elaborado por la Asociación Los Niños establecía que la Presidenta de 
dicha asociación había indicado que los niños estaban “[s]ucios, hambrientos, con golpes 
y escasa ropa” cuando los recibieron. Además de lo ya señalado, en cuanto al posible 
interés de dicha asociación en lograr la declaración de abandono de los niños y su posterior 
adopción, la Corte resalta que no se realizó un examen a los niños a efectos de verificar 
o descartar esta información. Si bien el 13 de enero de 1997, la jueza solicitó al Servicio 
Médico Forense del Organismo Judicial “[e]stablecer si los menores son objeto de 
maltrato”, no consta en el expediente que se haya practicado este examen ni se refleja 
alguna consideración al respecto en la resolución que declara a los niños en estado de 
abandono. 

185. En cuarto lugar, la investigación no incluyó entrevistas que podrían haber sido 
relevantes para determinar la situación de los niños. En este sentido, no se entrevistó a 
personas, distintas a los vecinos, que tuvieran contacto con los niños como, pudieran 
haber sido, otros familiares, amigos cercanos a la familia y personal de la escuela a la que 
acudía Osmín Tobar Ramírez. Además, en el estudio social realizado a las madrinas de los 
niños, solo se entrevistó a ambas señoras y a Osmín Tobar Ramírez. No se entrevistó, por 
ejemplo, a los esposos de las dos señoras, ni a otras personas que pudieran declarar sobre 
la idoneidad de las mismas para cuidar a los niños. 

186. La Corte considera que estas falencias en la investigación impidieron que se 
constatara realmente cuál era la situación de los hermanos Ramírez y si procedía o no 
dictar alguna medida de protección. En consecuencia, la Corte concluye que la separación 
de la familia Ramírez se llevó a cabo mediante un proceso que incumplió el propio 
procedimiento establecido en el Código de Menores de Guatemala, pero que además no 
estuvo destinado a garantizar el interés superior de los niños sino que, por el contrario, 
reveló una predisposición al otorgamiento de la adopción internacional de los niños desde 
su inicio. 
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188. Adicionalmente, en casos específicos relacionado con niñas y niños, las decisiones 
deben mostrar “que el interés superior de estos ha sido una consideración primordial; ello 
incluye explicar cómo se ha examinado y evaluado el interés superior del niño, y la 
importancia que se le ha atribuido en la decisión”. En este sentido, el Comité de Derechos 
de los Niños ha señalado que: 

A fin de demostrar que se ha respetado el derecho del niño a que su interés superior se evalúe y constituya 
una consideración primordial, cualquier decisión sobre el niño o los niños debe estar motivada, justificada y 
explicada. En la motivación se debe señalar explícitamente todas las circunstancias de hecho referentes al 
niño, los elementos que se han considerado pertinentes para la evaluación de su interés superior, el 
contenido de los elementos en ese caso en concreto y la manera en que se han ponderado para determinar 
el interés superior del niño. Si la decisión difiere de la opinión del niño, se deberá exponer con claridad la 
razón por la que se ha tomado. 

189. La sentencia de agosto de 1997 que decidió la declaración de abandono solo hace un 
listado de las diligencias y pruebas realizadas y de las leyes aplicables sin realizar ningún 
razonamiento sobre el interés superior del niño ni sobre el porqué era necesaria la medida 
excepcional de separar a los niños de su madre. La Corte advierte que la mera descripción 
de las actividades o diligencias realizadas, junto a la enumeración de las normas que 
podrían resultar aplicables a los hechos o conductas sancionadas, no satisface los 
requisitos de una adecuada motivación. Asimismo, la decisión tampoco refleja que se 
hayan considerado seriamente otras posibilidades distintas a la declaración de abandono. 
En este sentido, la Corte advierte que la excepcionalidad de la separación familiar implica 
que se debe analizar si las autoridades nacionales adoptaron todas las medidas necesarias 
y adecuadas que se les podían razonablemente exigir, para que los niños pudieran llevar 
una vida familiar normal en el seno de su propia familia antes de la separación familiar. 
Lo anterior implica que las separaciones familiares deben ser, en lo posible, temporales, 
por lo cual el Estado debe tomar medidas en pro de la reunificación familiar, incluyendo 
el brindar apoyo a la familia de los niños para evitar la separación o la perpetuación de 
esta, así como la posibilidad de visitas u otras formas de mantener el contacto o las 
relaciones personales entre padres e hijos. En el presente caso, la decisión judicial, 
mediante la cual se declaró a los niños en situación de abandono, no refleja que se haya 
siquiera contemplado permitir una futura posibilidad de reagrupación familiar, luego de la 
separación inicial, de manera que esta fuese temporal, o la posibilidad de adoptar otras 
medidas positivas para brindar apoyo a la familia a efecto de que fuera reunificada. 

190. Además, las autoridades judiciales no contactaron al padre de Osmín Tobar Ramírez, 
ni tampoco a la persona que aparecía como padre de J.R. en su registro de nacimiento. 
Por tanto, ni siquiera se consideró lo que debería ser la primera opción cuando falta un 
progenitor, que sería el otro progenitor. Las autoridades tampoco consideraron otros 
familiares de los hermanos Ramírez que pudieran encargase de los niños y que hubieran 
permitido la preservación de las relaciones familiares de los niños en sentido amplio. En 
este caso, se presentaron motu propio la abuela materna y las madrinas de los niños y 
solicitaron su custodia, pero sus solicitudes fueron rechazadas sin mayor consideración. 
Adicionalmente, las autoridades no evaluaron de oficio si otros familiares cercanos con 
quien los niños tenían contacto, como por ejemplo, la abuela paterna de Osmín Tobar 
Ramírez, podrían haberse encargado de los hermanos Ramírez y así no tener que 
sustraerlos completamente de su entorno familiar. 

192. Este Tribunal considera que la falta de motivación impide conocer el razonamiento 
realizado respecto al interés superior del niño y si éste fue realmente tomado en cuenta, 
así como si fueron consideradas medidas menos lesivas para el derecho a la familia y el 
derecho de los niños a crecer con su familia biológica. Por tanto, las decisiones judiciales, 
mediante las cuales se declaró a los hermanos Ramírez en estado de abandono, no solo 
carecen de una motivación suficiente sino que no obedecieron el requisito de 
excepcionalidad que debe tener la separación de los niños de su familia.  
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193. En virtud de las consideraciones anteriores, la Corte concluye que la separación de 
la familia Ramírez fue realizada tras una investigación insuficiente, en un procedimiento 
que incumplió la propia legislación interna y violó el derecho a ser oído y sin que una 
motivación adecuada y suficiente de las decisiones judiciales demostrara que la separación 
era una medida necesaria para el interés superior de los hermanos Ramírez. Por tanto el 
proceso de declaración de abandono constituyó una injerencia arbitraria en la vida 
familiar, una violación del derecho a las garantías judiciales y de la protección de la familia, 
consagrados en los artículos 8.1, 11.2 y 17.1 de la Convención Americana, en relación con 
el artículo 1.1 del mismo tratado, en perjuicio de Flor de María Ramírez Escobar, Gustavo 
Tobar Fajardo y Osmín Tobar Ramírez, así como en relación con el artículo 19 del mismo 
instrumento en perjuicio de este último. 

258. Respecto de procedimientos administrativos y judiciales que conciernen la protección 
de los derechos humanos de niñas y niños, particularmente aquellos procesos judiciales 
relacionados con la adopción, la guarda y la custodia de niñas y niños que se encuentra 
en su primera infancia, la Corte ha establecido que deben ser manejados con una diligencia 
excepcional por parte de las autoridades. Asimismo, la Corte ha indicado que, debido al 
particular grado de afectación que podría suponer este tipo de procesos en una niña o un 
niño, es particularmente importante hacer hincapié en que la duración del proceso hasta 
la adopción de la decisión final debe respetar un plazo razonable, lo que contribuye a 
mantener la situación de incertidumbre por el menor tiempo posible generando el menor 
impacto a la integridad física, psíquica y emocional de la niña o el niño. Sin embargo, la 
duración debe extenderse lo suficiente como para garantizar que la niña o el niño sea 
adecuadamente oído y su interés superior garantizado. En este sentido, no se puede 
afectar los derechos de la niña o niño con base en justificaciones de mera celeridad del 
proceso. 

262. La observancia de las disposiciones legales y la diligencia en los procedimientos 
judiciales son elementos fundamentales para proteger el interés superior del niño en los 
procesos que les conciernen. En el presente caso, la conducta de las autoridades careció 
de la más mínima diligencia. Por el contrario, se caracterizó por un procesamiento 
formalista de oficios y documentos en el que se resolvía, sin atención a los alegatos 
formulados, lo cual ocasionó en más de una oportunidad la anulación de actuaciones 
judiciales, y sin consideración de los derechos en litigio o la afectación que la demora 
podía generar en las personas involucradas. Esta Corte ha establecido que si el paso del 
tiempo incide de manera relevante en la situación jurídica del individuo, resultará 
necesario que el procedimiento avance con mayor diligencia a fin de que el caso se 
resuelva en un tiempo breve. En casos que involucran la guarda y custodia de niños, el 
retraso en las decisiones judiciales genera afectaciones significativas y muchas veces 
irreversibles e irremediables. 

279. La Corte ha sido clara en que la carencia de recursos materiales no puede ser el único 
fundamento para una decisión judicial o administrativa que suponga la separación del niño 
con respecto a su familia, y la consecuente privación de otros derechos consagrados en la 
Convención. De manera similar, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha destacado 
que la pobreza nunca puede ser la única razón para separar a las niñas o niños de sus 
familias, y resaltó la obligación positiva de los Estados de crear condiciones que permitan 
el desarrollo del vínculo entre los padres y niñas y niños. Con respecto a la separación de 
niñas o niños que provengan de familias en situación de pobreza, el Tribunal Europeo ha 
enfatizado que el mero hecho que la niña o el niño podría ser colocado en un ambiente 
más favorable para su crianza o la mera referencia a la situación de los padres no justifica 
per se una medida obligatoria de separación, ya que la última puede ser abordada con 
medios menos drásticos que la separación de la familia, tales como la asistencia financiera 
específica o el asesoramiento social. 
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280. Por su parte, el Manual de Implementación de la Convención sobre los Derechos del 
Niño indica que ni el desamparo ni la pobreza per se o el fracaso de mandar a la niña o al 
niño a la escuela pueden servir como razones de separar a la niña o al niño de sus padres. 
Más bien, en el caso que esas deficiencias lleven al menoscabo del desarrollo infantil, el 
Estado deberá emplear sus recursos para que se subsanen esas deficiencias mientras se 
mantiene el niño o la niña en su familia. Así, la propia Convención sobre los Derechos de 
los Niños prevé en su artículo 18.2 que “los Estados Partes prestarán la asistencia 
apropiada a los padres y a los representantes legales para el desempeño de sus funciones 
en lo que respecta a la crianza del niño y velarán por la creación de instituciones, 
instalaciones y servicios para el cuidado de los niños”. En este sentido, el Comité de los 
Derechos del Niño ha reiteradamente manifestado su preocupación por la separación de 
niñas y niños de sus familias debido a pobreza y ha recomendado que los Estados 
“ofrezca[n] el apoyo suficiente a las familias desfavorecidas, en particular servicios de 
asesoramiento y educación, y que vele por que solo se separe a un niño de sus padres 
cuando sea necesario, en virtud del interés superior del niño o por motivos jurídicos 
precisos”. 

288. Este Tribunal reconoce que la falta de recursos puede tener un impacto en la crianza 
de niñas y niños, sobre todo cuando ello compromete la satisfacción de sus necesidades 
más básicas como la alimentación y la salud. Sin embargo, la carencia de recursos 
materiales no puede ser el único fundamento para una decisión que suponga la separación 
del niño con respecto a su familia. El interés superior del niño, así como los derechos de 
los niños a preservar sus relaciones familiares y a no ser objeto de interferencias 
arbitrarias en las mismas, exige que la posición económica de una familia solo pueda ser 
utilizada para la separación de la niña o niño de su familia cuando además se invoca otra 
razón de más peso que por sí misma justificaría esa medida. 

Procedimientos de adopción 

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351 

201. La adopción internacional es una forma permanente de cuidado sustituto que puede 
contemplarse como una de las posibles medidas de protección, alternativas al entorno 
familiar, bajo el artículo 19 de la Convención Americana. La adopción internacional, a 
diferencia de otras medidas de cuidado permanente, separa al niño no solo de su entorno 
familiar sino de su propio país. En virtud de ello, el derecho internacional exige el 
cumplimiento de una serie de requisitos materiales y procesales, en todas las etapas del 
procedimiento de adopción, para proteger los derechos humanos y los mejores intereses 
de cualquier niño que está siendo considerado para ser dado en adopción en el extranjero. 

203. Como se mencionó previamente, el conjunto de normas que buscan garantizar los 
derechos humanos de las niñas y los niños constituye el corpus iuris internacional que 
informa y define el contenido del artículo 19 de la Convención Americana. En el marco de 
adopciones internacionales, estas normas están reflejadas principalmente en el artículo 
21 de la Convención sobre los Derechos del Niño, el cual establece que: 

Los Estados Partes que reconocen o permiten el sistema de adopción cuidarán de que el interés superior del 
niño sea la consideración primordial y: 

a) Velarán por que la adopción del niño sólo sea autorizada por las autoridades competentes, las que 
determinarán, con arreglo a las leyes y a los procedimientos aplicables y sobre la base de toda la información 
pertinente y fidedigna, que la adopción es admisible en vista de la situación jurídica del niño en relación con 
sus padres, parientes y representantes legales y que, cuando así se requiera, las personas interesadas hayan 



 

255     

dado con conocimiento de causa su consentimiento a la adopción sobre la base del asesoramiento que pueda 
ser necesario; 

b) Reconocerán que la adopción en otro país puede ser considerada como otro medio de cuidar del niño, en 
el caso de que éste no pueda ser colocado en un hogar de guarda o entregado a una familia adoptiva o no 
pueda ser atendido de manera adecuada en el país de origen; 

c) Velarán por que el niño que haya de ser adoptado en otro país goce de salvaguardias y normas 
equivalentes a las existentes respecto de la adopción en el país de origen; 

d) Adoptarán todas las medidas apropiadas para garantizar que, en el caso de adopción en otro país, la 
colocación no dé lugar a beneficios financieros indebidos para quienes participan en ella; 

e) Promoverán, cuando corresponda, los objetivos del presente artículo mediante la concertación de arreglos 
o acuerdos bilaterales o multilaterales y se esforzarán, dentro de este marco, por garantizar que la 
colocación del niño en otro país se efectúe por medio de las autoridades u organismos competentes. 

204. Dicha norma, junto con otras de la Convención sobre los Derechos del Niño, establece 
las siguientes obligaciones específicas a los Estados de relevancia en procedimientos de 
adopción: (i) proteger la identidad del niño y sus relaciones familiares (artículo 8), (ii) 
brindar a los padres la asistencia necesaria en el desempeño de sus funciones en lo que 
respecta a la crianza del niño (artículo 18); (iii) asegurar la adoptabilidad de la niña o niño 
y la legalidad de la determinación de la situación jurídica de la niña o niño a ser dado en 
adopción (artículo 21.a); (iv) asegurar que los padres hayan dado su consentimiento a la 
adopción de forma libre e informada (artículo 21.a), (v) garantizar que la adopción 
internacional sea considerada solamente, de manera subsidiaria, es decir, si no existe una 
alternativa adecuada de atención y cuidado para la niña o niño en su país de origen 
(artículo 21.b); (vi) garantizar que la adopción no dé lugar a beneficios financieros 
indebidos para quienes participan en ella (artículo 21.d), (vii) prevenir el secuestro, la 
venta o la trata de niñas y niños (artículo 35). 

206. La Corte Interamericana analizará las adopciones internacionales que sucedieron en 
este caso, con base en las obligaciones en vigor para Guatemala en la época de los hechos, 
particularmente, la Convención sobre los Derechos del Niño, que informa el contenido del 
artículo 19 de la Convención Americana. Asimismo, en virtud de los efectos que tiene una 
adopción sobre la familia, las vulneraciones cometidas en un procedimiento de adopción 
también afectan el derecho a la protección de la vida familiar, contemplado en los artículos 
11.2 y 17.1 de la Convención Americana de manera complementaria. Por último, como 
todo procedimiento en el que se determinan derechos, un procedimiento de adopción debe 
respetar las garantías judiciales mínimas contempladas en el artículo 8.1 de la Convención. 
Por tanto, en el presente caso la Corte examinará las adopciones internacionales en 
función de las obligaciones derivadas de los artículos 8.1, 11.2, 17.1 y 19 de la 
Convención, a la luz de las obligaciones específicas contempladas en la Convención sobre 
los Derechos del Niño. 

207. Al respecto, el Comité de los Derechos del Niño ha señalado que, a efecto de respetar 
plenamente las condiciones estipuladas en el artículo 21 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño, en los procedimientos de adopción, los Estados deben considerar que: 

(i) la adopción de niñas y niños solo debe contemplarse una vez que se ha verificado que el menor de edad 
es adoptable; (ii) toda adopción exige la previa determinación de que responde al interés superior de la niña 
o el niño y debe ajustarse al derecho nacional e internacional; (iii) en todos los procedimientos de adopción 
debe solicitarse y tenerse en cuenta las opiniones de la niña o el niño, teniendo presente su edad y madurez, 
y (iv) debe darse prioridad a la adopción por parte de parientes en el país de residencia, y de no ser posible, 
a la adopción en el seno de la comunidad de procedencia de la niña o niño o al menos dentro de su propia 
cultura. 

208. La Corte estima que, a efectos de determinar la compatibilidad de los procedimientos 
de adopción internacional llevados a cabo en este caso con la Convención Americana, debe 
constatar el cumplimiento de los siguientes requisitos: (i) que se haya verificado que los 
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niños podían ser adoptados legalmente (adoptabilidad); (ii) que se haya evaluado el mejor 
interés de los niños como factor determinante y consideración primordial en la decisión 
sobre adopción (interés superior del niño); (iii) que se haya garantizado el derecho de los 
niños a ser escuchados (derecho a ser oído); (iv) que la adopción internacional solo haya 
sido autorizada después de verificar que a los niños no podía ofrecérseles el cuidado 
adecuado en su país o en el país de residencia habitual (subsidiariedad), y (v) que se haya 
verificado que ninguna persona o entidad hubiera generado beneficios económicos 
indebidos en cualquier etapa del procedimiento de adopción (prohibición de beneficios 
económicos indebidos). 

209. Establecer la adoptabilidad implica determinar que esta medida está legalmente 
autorizada “tomando en cuenta el estatus de los padres del niño a ser adoptado, los 
familiares, personas que tengan la custodia legal y, de ser requerido, que las personas 
afectadas han dado su consentimiento libre e informado para la adopción”, conforme al 
artículo 21.a de la Convención sobre los Derechos del Niño. En la práctica, determinar la 
adoptabilidad significa que han resultado infructuosas las tentativas de localización y 
reunión de la familia o que los padres han dado su consentimiento a la adopción. 

210. En el presente caso, la base legal de la ruptura de los vínculos filiales de los hermanos 
Ramírez con sus padres biológicos fue la declaratoria de abandono, la cual previamente 
se determinó que había constituido una injerencia arbitraria en la vida familiar de la familia 
Ramírez, en la medida en que había incumplido la legislación interna y no se había 
demostrado que fuera necesario para el interés superior de los hermanos Ramírez. Sin 
perjuicio de las violaciones ya identificadas en el proceso de declaratoria de abandono, así 
como en los recursos interpuestos contra el mismo, los procedimientos de adopción 
extrajudicial en este caso iniciaron a partir de dicha decisión judicial que les sirvió de base 
legal. 

213. La Corte nota que, en la decisión judicial respecto de Osmín Tobar Ramírez, el 
juzgado se limitó a rechazar la razón dada por la Procuraduría General de la Nación, 
basándose en que existía una certificación en el expediente de 30 de enero de 1998 que 
indicaba que “no exist[ía] recurso ni notificación pendient[e]”. Además de eso, solo realizó 
una verificación formal del cumplimiento de los requisitos legales y con base en ello 
autorizó la adopción de Osmín Tobar Ramírez, sin evaluar a profundidad su situación 
jurídica o siquiera revisar con seriedad el argumento de la Procuraduría en cuanto a que 
existía un incidente pendiente de resolución. En esta fecha, si bien había una decisión en 
el proceso de revisión, un examen serio del expediente hubiera revelado cuestiones 
pendientes, particularmente, cuando la Procuraduría General de la Nación, único órgano 
estatal con ciertas funciones de supervisión en el trámite de adopción notarial, había 
indicado que se encontraba pendiente la resolución de recursos judiciales. Los derechos e 
intereses en juego ameritaban una revisión más seria y menos formalista. La Corte resalta 
que la supuesta certificación en la que se basó el juzgado habría sido emitida cuando aún 
no se habían resuelto definitivamente el recurso de revisión interpuesto por la señora 
Ramírez Escobar que terminó resolviéndose, a favor de los padres de los niños, casi dos 
años y medio después de la decisión del juzgado que declaró con lugar la adopción. Si 
bien la Corte no cuenta con la decisión judicial respecto de J.R., la Corte nota que al 
haberse ordenado al notario el otorgamiento de la escritura de adopción, dicho juzgado 
rechazó los mismos argumentos de la Procuraduría y tampoco tuvo en cuenta tales 
elementos. 

214. Fuera por falta de coordinación dentro del Poder Judicial, entre los juzgados de familia 
y los juzgados de menores, o por falta de diligencia de funcionarios judiciales específicos, 
al momento que se autorizó judicialmente las adopciones de los hermanos Ramírez dichos 
niños no eran adoptables, pues su situación jurídica no había sido resuelta. Por tanto, al 
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autorizar y conceder las adopciones de Osmín Tobar Ramírez y de J.R. el Estado incumplió 
con este primer requisito. 

215. Como se mencionó previamente, el interés superior del niño es un concepto triple 
que constituye un derecho sustantivo, un principio jurídico interpretativo fundamental y 
una norma de procedimiento. Como derecho sustantivo, crea la obligación en los Estados 
de evaluar y considerar el interés superior del niño en toda cuestión que les concierna. 
Como principio interpretativo, garantiza que en todo supuesto en que una disposición 
jurídica permita más de una interpretación se debe seleccionar la interpretación que mejor 
satisfaga el interés superior del niño. Como norma de procedimiento, este principio 
asegura que siempre que se tenga que tomar una decisión que afecte a una niña o niño, 
el proceso de adopción de decisiones deberá incluir una estimación de las posibles 
repercusiones de la decisión en el niño o los niños interesados. El Comité de los Derechos 
del Niño ha resaltado cómo esto requiere de garantías procesales, así como que en la 
decisión se explique cómo se ha respetado este derecho, es decir, “qué se ha considerado 
que atendía al interés superior del niño, en qué criterios se ha basado la decisión y cómo 
se han ponderado los intereses del niño frente a otras consideraciones, ya se trate de 
cuestiones normativas generales o de casos concretos”. 

216. En el contexto de adopciones, la Convención sobre los Derechos del Niño establece 
de manera expresa que el interés superior del niño es una “consideración primordial”. Esto 
significa que tiene máxima prioridad y no está al mismo nivel de las demás 
consideraciones. Si se está contemplando la adopción, se debe evaluar y determinar, en 
cada caso concreto, que esté de conformidad con los mejores intereses del niño y sus 
derechos humanos, por lo cual la adopción es la mejor opción para ese niño. Implica 
evaluar la adoptabilidad del niño desde una perspectiva psico-social, “estableciendo por 
un lado que el niño se beneficiará realmente de la adopción, y de otro lado, que la adopción 
puede potencialmente verse como la medida más adecuada para satisfacer las 
necesidades generales del niño y sus derechos”. 

220. En definitiva, este Tribunal constata que la autoridad judicial, que autorizó las 
adopciones internacionales de Osmín Tobar Ramírez y J.R., no evaluó si dichas adopciones 
eran la medida más adecuada para garantizar el interés superior de ambos niños en 
atención a sus circunstancias individuales, tales como, el hecho de que las adopciones 
iban a provocar la separación definitiva de los hermanos y un rompimiento con su cultura 
e identidad nacional, entre otros aspectos a tomar en cuenta. 

222. Luego de la intervención de la trabajadora social y la Procuraduría o, en su caso, el 
juzgado de familia, correspondía otorgar la adopción al notario, en quien el Estado delegó 
“la adopción regulada en el Código Civil”. Si bien la norma específica establece que la 
adopción era “formalizada” ante el notario público, la Corte nota que el notario era el 
encargado de verificar el cumplimiento de los requisitos formales, dar audiencia a la 
Procuraduría General de la Nación (obtener su dictamen favorable o del juzgado de familia 
respectivo) y, en su caso, “otorgar la escritura [de adopción] respectiva”. La CICIG y 
peritos ante esta Corte han calificado esta delegación como una privatización de las 
adopciones. 

223. El Comité de los Derechos del Niño ha resaltado que los Estados Partes en la 
Convención sobre Derechos del Niño tienen la obligación de velar por que los proveedores 
privados de servicios actúen de conformidad con las disposiciones de dicha Convención, 
creándose así obligaciones indirectas para esas entidades. La delegación en los 
particulares no reduce en modo alguno la obligación estatal de garantizar el 
reconocimiento y la realización plenos de los derechos a todos los niños sometidos a su 
jurisdicción. En forma particular, la obligación de los Estados de tener debidamente en 
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cuenta el interés superior del niño es un deber general que abarca a todas las instituciones 
públicas y privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas y 
los órganos legislativos que se ocupen de los niños o les afecten. Por tanto, la Corte resalta 
que, al delegar en los notarios el otorgamiento de adopciones, era responsabilidad del 
Estado velar por que dichas personas privadas respetaran y garantizaran, entre otros, el 
derecho del interés superior del niño como una consideración primordial para otorgar la 
adopción. 

224. Sin embargo, este Tribunal observa que, en las escrituras que otorgan las 
adopciones, no se evidencia que se haya evaluado si la adopción internacional de ambos 
niños por dos familias distintas era la opción de cuidado más adecuada, en atención a sus 
circunstancias individuales y familiares. De manera similar a la decisión del juzgado que 
autorizó la adopción, el notario se limitó a constatar el cumplimiento de requisitos 
formales, describió los pasos cumplidos en el procedimiento y otorgó la escritura de 
adopción correspondiente. 

225. El perito Jaime Tecú explicó que, en Guatemala, “los procesos de abandono que se 
daban a través de procesos judiciales en los juzgados de menores, en muchos casos fueron 
formas o fue la ruta utilizada para habilitar niños para la adopción”, pues los niños eran 
entregados por la vía judicial a hogares que estaban conectados con agencias de 
adopciones y que ponían en contacto a los niños con familias adoptivas, inclusive antes 
de que se resolviera la situación jurídica con su familia de origen. El interés superior del 
niño “se redujo a la adopción internacional, pues las familias pobres, o que vivían en áreas 
marginales, o que debían trabajar, no eran aptas para tener niños, de acuerdo al sistema 
de protección”. Esta situación se materializó en este caso, en el cual (i) los niños fueron 
declarados en abandono con base, en parte, en informes sociales preparados por la misma 
organización que tenía el programa de adopción a través del cual fueron adoptados; (ii) 
los procedimientos de adopción internacional fueron iniciados en abril de 1998, casi 
inmediatamente después de que se emitiera la primera decisión en el marco del recurso 
de revisión contra la declaratoria de abandono, decisión que después fue enmendada 
cuando ya los niños habían sido dados en adopción y salido del país, y (iii) la única 
alternativa de cuidado contemplada, luego de la separación familiar mediante resolución 
judicial, fue la de adopción internacional. 

226. La determinación del interés superior del niño, cuando la adopción internacional es 
una posibilidad, es un ejercicio complejo, pues se debe evaluar en qué medida la adopción 
en el extranjero sería compatible con otros derechos del niño (tales como, el derecho a 
crecer hasta donde sea posible bajo el cuidado de sus padres o el derecho a no ser privado 
arbitrariamente e ilegalmente de ninguno de los elementos de su identidad), así como la 
situación familiar del niño (incluyendo las relaciones con hermanos) y “tratar de predecir 
el potencial del niño para adaptarse a los nuevos arreglos de cuidado en un nuevo 
ambiente”. El Comité de los Derechos del Niño ha establecido que, al evaluar y determinar 
el interés superior del niño para tomar una decisión sobre una medida concreta, se 
deberían seguir los siguientes pasos: a) determinar cuáles son los elementos pertinentes, 
en el contexto de los hechos concretos del caso, para evaluar el interés superior del niño, 
dotarlos de un contenido concreto y ponderar su importancia en relación con los demás, 
con la particularidad de que en la adopción debe ser el factor determinante, y b) seguir 
un procedimiento que vele por las garantías jurídicas y la aplicación adecuada del derecho. 

227. En el presente caso, como se verificó previamente, ni la Procuraduría, ni el Juzgado 
de Familia, ni el Notario que intervinieron en los procedimientos de adopción de Osmín 
Tobar Ramírez y J.R. evaluaron o determinaron que la adopción internacional de ambos 
niños fuera la medida más adecuada en atención a su interés superior. Además, el 
procedimiento de adopción notarial no velaba porque se respetarán las garantías del 
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debido proceso a los niños o sus padres, tales como, el derecho a ser oído o la aplicación 
adecuada del derecho. Por tanto, la Corte concluye que el Estado incumplió su obligación 
de velar porque el interés superior de los niños Ramírez fuera una consideración primordial 
en la adopción de J.R. y de Osmín Tobar Ramírez. 

228. Como se mencionó previamente, las niñas y los niños tienen derecho a ser oídos en 
todos los asuntos que les afectan, de acuerdo a su edad y madurez. La adopción, nacional 
o internacional, indudablemente es uno de estos asuntos. En virtud de este derecho, en 
los procedimientos de adopción de los hermanos Ramírez, los niños han debido ser 
escuchados para que se identificaran sus opiniones y estas opiniones han debido ser 
consideradas, de acuerdo a su edad y madurez en 1998. Además, este derecho lleva 
implícito que el niño o niña sea asesorado y debidamente informado de las consecuencias 
de la adopción y de su consentimiento a la misma, de ser el caso. 

229. El derecho a ser oído es una de las garantías procedimentales que son necesarias a 
efectos de cumplir con el interés superior del niño. No se puede garantizar el interés 
superior del niño en un procedimiento de adopción si el niño en cuestión no es escuchado, 
en tanto su opinión es un elemento imprescindible para su determinación. 

230. En el presente caso, no existe evidencia alguna de que Osmín Tobar Ramírez o J.R. 
hubieran sido escuchados o sus opiniones hubieran sido consideradas, a efectos de 
autorizar y conceder sus adopciones. En efecto, Osmín Tobar Ramírez declaró en la 
audiencia que nadie le preguntó su opinión durante el procedimiento de adopción o 
siquiera le explicaron que iba a ser adoptado, sino que se dio cuenta al ver a personas 
extranjeras “entra[r] y sali[r de la casa hogar] y recoge[r] niños”, y que “estos chicos que 
estaban en el mismo hogar salían y nunca regresaban”. El procedimiento de adopción por 
vía notarial prescindía completamente de la opinión de los niños, de forma tal que estaba 
más orientado a garantizar el interés de los adoptantes y no el de los niños. Por tanto, 
este Tribunal considera que el Estado tampoco cumplió con el requisito de garantizar el 
derecho de los niños a ser oídos respecto de su adopción internacional. 

231. El principio de subsidiaridad significa que la adopción internacional solo debe 
considerarse si no se ha podido encontrar otra solución adecuada de cuidado alternativo 
en el país de origen de la niña o niño. El “principio de subsidiariedad” sirve como una base 
para decidir si la adopción internacional es necesaria y en el mejor interés de una niña o 
niño, contrario a cualquier solución apropiada dentro de su país que pueda estar 
disponible. En virtud de dicho principio, la adopción internacional debe ser aprobada 
únicamente cuando la niña o niño “no pueda ser colocado en un hogar de guarda o 
entregado a una familia adoptiva o no pueda ser atendido de manera adecuada en el país 
de origen”. 

232. El Comité de los Derechos del Niño, en similitud a lo alegado por la Comisión y los 
representantes, ha indicado que la adopción internacional debería considerarse como 
último recurso. El perito Nigel Cantwell explicó que, si bien no resulta adecuado hablar de 
“último recurso”, “es claro que la Convención [sobre] los Derechos del Niño especifica el 
requisito de examinar todas las opciones domésticas potencialmente adecuadas antes de 
considerar las posibilidades y la conveniencia de una adopción internacional”, lo cual se 
basa tanto en el artículo 21.b de la Convención sobre los Derechos del Niño como en el 
artículo 20.3 del mismo instrumento que establece que al examinar las soluciones, se 
tendrá debidamente en cuenta el trasfondo de la educación del niño y del origen étnico, 
religioso, cultural y lingüístico del niño. 

233. La Corte observa que en el presente caso, una vez que los niños fueron declarados 
en abandono, la única opción de cuidado permanente que se consideró fue la adopción 
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internacional. Sin perjuicio de que la posibilidad de que los niños permanecieran bajo el 
cuidado de su familia extendida fue descartada de manera inadecuada en el marco del 
proceso de abandono, este Tribunal resalta que, antes de otorgar a los niños en adopción 
a familias en el extranjero, ni siquiera se evaluó o consideró la posibilidad de una adopción 
nacional u otras formas de cuidado en su país de origen, que respetaran su derecho a 
desarrollarse de acuerdo a su origen étnico, religioso, cultural y lingüistico. Por 
consiguiente, se concluye que el Estado tampoco cumplió con el principio de subsidiariedad 
al otorgar las adopciones internacionales de J.R. y de Osmín Tobar Ramírez. 

234. La Convención sobre los Derechos del Niño expresamente establece la obligación de 
los Estados de garantizar que la adopción internacional no genere o constituya una fuente 
beneficios económicos indebidos. 

237. La Corte considera particularmente grave que las autoridades estatales que 
intervinieron en las adopciones de los hermanos Ramírez no verificaran que no se 
estuvieran generando beneficios económicos indebidos, con ocasión de dichas adopciones, 
en vista del contexto en la época de los hechos, el cual era conocido por Guatemala, 
aunado a las menciones y denuncias específicas del posible incumplimiento de esta 
prohibición en el caso concreto. En consecuencia, este Tribunal estima que el Estado 
también incumplió con la verificación de este requisito respecto de las adopciones de J.R. 
y de Osmín Tobar Ramírez. 

238. En virtud de todas las consideraciones expuestas, la Corte Interamericana concluye 
que, al conceder las adopciones internacionales de J.R. y de Osmín Tobar Ramírez, 
Guatemala (a) no verificó adecuadamente la situación jurídica de los niños a efectos de 
determinar su adoptabilidad; (b) no evaluó ni determinó si la adopción internacional de 
los niños era la medida que mejor se adecuaba a su interés superior y el procedimiento 
de adopción por notaría no ofrecía garantías suficientes para tener en cuenta el interés 
superior de los niños como una consideración primordial; (c) no respetó el derecho de los 
hermanos Ramírez a ser oídos en el procedimiento de adopción; (d) no tuvo en cuenta el 
carácter subsidiario de la adopción internacional, frente a otras posibles opciones de 
cuidado en el país de origen de los niños, y (e) no evaluó ni tomó medida alguna para 
descartar la posibilidad de que las adopciones de los hermanos Ramírez estuvieran 
generando beneficios económicos indebidos. 

239. Las adopciones de los hermanos Ramírez se llevaron a cabo en violación de garantías 
mínimas del debido proceso, tales como el derecho a ser oído, y en incumplimiento de los 
requisitos materiales y procesales mínimos que los Estados deben respetar y garantizar 
en el marco de un procedimiento de adopción internacional. La forma como se llevaron a 
cabo los procedimientos de adopción de J.R. y de Osmín Tobar Ramírez afectó de manera 
casi irremediable la vida privada y familiar de la familia Ramírez, los derechos de los niños 
y su derecho a ser oído. Por tanto, la Corte concluye que el Estado violó el derecho a ser 
oído, el derecho a la vida familiar libre de injerencias arbitrarias y a la protección de la 
familia establecidos en los artículos 8.1, 11.2 y 17.1 de la Convención, en relación con el 
artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de Flor de María Ramírez Escobar, 
Gustavo Tobar Fajardo y Osmín Tobar Ramírez, así como en relación con el artículo 19 de 
la Convención Americana en perjuicio de este último. 

240. Además, la Corte reitera que estas adopciones se dieron en el marco de un contexto 
en el cual la debilidad institucional y la flexibilidad normativa facilitó la formación de redes 
y estructuras de delincuencia organizada dedicadas al negocio de las adopciones 
irregulares. Como fue resaltado por varios peritos ante esta Corte y por la CICIG, en 
Guatemala las adopciones no respondían al interés superior del niño, sino que casas de 
abrigo, notarios y autoridades judiciales respondían en gran medida a intereses 
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económicos. Además, este Tribunal destaca cómo estas redes de adopciones ilegales 
engranadas dentro de las estructuras del Estado no solo se aprovecharon de las 
debilidades institucionales y legales del Estado guatemalteco sino también de la situación 
de vulnerabilidad de las madres y familias viviendo en situación de pobreza en Guatemala. 

241. Al respecto, este Tribunal destaca las consecuencias negativas de la corrupción y los 
obstáculos que representa para el goce y disfrute efectivo de los derechos humanos, así 
como el hecho de que la corrupción de autoridades estatales o prestadores privados de 
servicios públicos afecta de una manera particular a grupos vulnerables. Además, la 
corrupción no solo afecta los derechos de los particulares individualmente afectados, sino 
que repercute negativamente en toda la sociedad, en la medida en que “se resquebraja 
la confianza de la población en el gobierno y, con el tiempo, en el orden democrático y el 
estado de derecho”. En este sentido, la Convención Interamericana contra la Corrupción 
establece en su preámbulo que “la democracia representativa, condición indispensable 
para la estabilidad, la paz y el desarrollo de la región, por su naturaleza, exige combatir 
toda forma de corrupción en el ejercicio de las funciones públicas, así como los actos de 
corrupción específicamente vinculados con tal ejercicio”. 

242. La Corte recuerda que los Estados deben adoptar las medidas para prevenir, 
sancionar y erradicar eficaz y eficientemente la corrupción. No obstante, como se 
mencionó previamente, el sistema de protección de la niñez y los mecanismos de adopción 
vigentes en Guatemala en la época de los hechos, lejos de cumplir estas obligaciones, 
proporcionaron espacios para que tuviera lugar y permitieron la formación y 
mantenimiento de las redes de adopciones ilegales en Guatemala. El presente caso podría 
reflejar una materialización de este contexto. La Corte destaca que las adopciones 
internacionales se dieron dentro de un marco de corrupción, en el que un conjunto de 
actores e instituciones públicos y privados operaban bajo el manto de la protección del 
interés superior del niño, pero con el real propósito de obtener su propio enriquecimiento. 
En este sentido, la maquinaria que se montó y toleró alrededor de las adopciones ilegales, 
la cual afectaba de manera particular a sectores pobres, tuvo un fuerte impacto negativo 
en el disfrute de los derechos humanos de los niños y sus padres biológicos. 

243. Finalmente, la Corte reitera que, en virtud del artículo 2 de la Convención, los Estados 
Partes tienen la obligación de adecuar su normativa interna a los parámetros establecidos 
en la Convención, para garantizar y hacer efectivo el ejercicio de los derechos y libertades 
reconocidos en ésta. Ello implica: a) la supresión de las normas y prácticas de cualquier 
naturaleza que entrañen violación a las garantías previstas en la Convención o que 
desconozcan los derechos allí reconocidos u obstaculicen su ejercicio, y b) la expedición 
de normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la efectiva observancia de dichas 
garantías. La Corte considera que el procedimiento de adopción extrajudicial, vigente en 
la época de los hechos y aplicado en este caso, no garantizaba y, en ciertos aspectos 
señalados supra, directamente infringía los derechos a la vida privada y familiar, la 
protección de la familia, el derecho a ser oído y los derechos del niño. Por tanto, la Corte 
concluye que la normativa interna que regulaba dicho procedimiento violaba el artículo 2 
de la Convención Americana. 

244. Cabe observar que, si bien por vía administrativa y por procedimiento notarial, es 
posible llevar a cabo actos voluntarios de trascendencia, cuando se trata de la adopción 
de niñas o niños debe cuidarse que la simplificación del procedimiento no llegue al extremo 
de permitir una cosificación de la niña o niño y abrir el espacio para la trata de personas. 
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XVIII. DERECHO A LA PROPIEDAD 

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356 

134. La jurisprudencia de la Corte ha desarrollado un concepto amplio de la propiedad 
privada, comprendiendo el uso y goce de los “bienes”, definidos como cosas materiales 
apropiables, así como todo derecho que pueda formar parte del patrimonio de una 
persona. Dicho concepto comprende tanto los bienes muebles, como inmuebles, 
elementos corporales o incorporales y cualquier otro objeto inmaterial susceptible de 
valor. Asimismo, el Tribunal ha considerado que la destrucción de hogares puede constituir 
una violación al derecho a la propiedad de especial gravedad. 

135. En el caso, debe señalarse que si bien el ejército ingresó a la Comunidad “Aurora 8 
de Octubre”, la finca Xamán, en que se asienta dicha Comunidad, era propiedad de una 
Cooperativa, no de alguna o varias de las presuntas víctimas consideradas en forma 
individual. Por ello, el mero ingreso de los militares a la Comunidad, que es el hecho 
alegado por los representantes, no pudo lesionar la propiedad privada de ninguna de las 
personas indicadas como víctimas. De modo adicional, nótese que no consta que los 
militares ingresaren en terrenos o viviendas particulares, ni que produjeran daños a 
bienes. En consecuencia, la Corte determina que el Estado no es responsable por la 
violación del artículo 21 de la Convención. 

Corte IDH. Comunidad Indígena Maya Q’eqchi’ Agua Caliente Vs. Guatemala. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de mayo de 2023. Serie C No. 488 

197. La Corte recuerda, de acuerdo con su jurisprudencia en la materia, que el artículo 21 
de la Convención Americana protege la estrecha vinculación que los pueblos indígenas 
guardan con sus tierras, así como con sus recursos naturales y los elementos incorporales 
que se desprendan de ellos. Entre los pueblos indígenas existe una tradición comunitaria 
sobre una forma comunal de la propiedad colectiva de la tierra, la cual comprende que la 
pertenencia de ésta no se centra en un individuo sino en el grupo y su comunidad. Tales 
nociones del dominio y de la posesión sobre las tierras no necesariamente corresponden 
a la concepción clásica de propiedad, pero la Corte ha establecido que merecen la 
protección del artículo 21 de la Convención Americana. Desconocer las versiones 
específicas del derecho al uso y goce de los bienes, dadas por la cultura, usos, costumbres 
y creencias de cada pueblo, equivaldría a sostener que sólo existe una forma de usar y 
disponer de los bienes, lo que a su vez significaría hacer ilusoria la protección de tal 
disposición a estos colectivos. 

198. La Corte ha entendido que los pueblos indígenas y tribales, por el hecho de su propia 
existencia, tienen derecho a vivir libremente en sus territorios. La estrecha relación que 
los indígenas mantienen con la tierra debe de ser reconocida y comprendida como la base 
fundamental de sus culturas, su vida espiritual, su integridad y su sistema económico. 
Para las comunidades indígenas la relación con la tierra no es meramente una cuestión de 
posesión y producción, sino un elemento material y espiritual del que deben gozar 
plenamente, inclusive para preservar su legado cultural y transmitirlo a las generaciones 
futuras. La cultura de los miembros de las comunidades indígenas corresponde a una 
forma de vida particular de ser, ver y actuar en el mundo, constituido a partir de su 
estrecha relación con sus tierras tradicionales y recursos naturales, no sólo por ser estos 
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su principal medio de subsistencia, sino además porque constituyen un elemento 
integrante de su cosmovisión, religiosidad y, por ende, de su identidad cultural.  

199. Debido a la conexión intrínseca que los integrantes de los pueblos indígenas y tribales 
tienen con su territorio, para su supervivencia, resulta necesaria la protección del derecho 
a la propiedad. Por otra parte, es preciso proteger bajo el artículo 21 de la Convención, la 
conexión entre el territorio y los recursos naturales que han usado tradicionalmente los 
pueblos indígenas y tribales y que son necesarios para su supervivencia física y cultural, 
así como el desarrollo y continuidad de su cosmovisión, para garantizar que puedan 
mantener su modo de vida tradicional y que su identidad cultural, estructura social, 
sistema económico, costumbres, creencias y tradiciones distintivas sean respetadas, 
garantizadas y protegidas por los Estados.  

200. La jurisprudencia de esta Corte ha reconocido el derecho de propiedad de los pueblos 
indígenas sobre sus territorios tradicionales y el deber de protección que emana del 
artículo 21 de la Convención Americana a la luz de las normas del Convenio 169 de la OIT, 
y las Declaraciones de las Naciones Unidas y Americana sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas, así como de los derechos reconocidos por los Estados en sus leyes internas o 
en otros instrumentos y decisiones internacionales, conformando así un corpus juris que 
define las obligaciones de los Estados Partes de la Convención Americana, en relación con 
la protección de los derechos de propiedad indígena. Por tanto, al analizar el contenido y 
alcance del artículo 21 de la Convención en el presente caso, la Corte tomará en cuenta, 
a la luz de las reglas generales de interpretación establecidas en el artículo 29.b del 
tratado, y como lo ha hecho anteriormente, la referida relación especial de la propiedad 
comunal de las tierras para los pueblos indígenas.  

201. Además, la Corte ha establecido, al interpretar el artículo 21 de la Convención, que 
el deber de los Estados de adoptar medidas para asegurar a los pueblos indígenas su 
derecho a la propiedad implica necesariamente, en atención al principio de seguridad 
jurídica, que el Estado debe delimitar, demarcar y titular los territorios de las comunidades 
indígenas y tribales. Asimismo, la Corte ha explicado que es necesario materializar los 
derechos territoriales de los pueblos indígenas a través de la adopción de las medidas 
legislativas y administrativas necesarias para crear un mecanismo efectivo de 
delimitación, demarcación y titulación, que reconozca tales derechos en la práctica. Lo 
anterior, considerando que el reconocimiento del derecho de propiedad comunal indígena 
debe garantizarse a través del otorgamiento de un título de propiedad formal, u otra forma 
similar de reconocimiento estatal, que otorgue seguridad jurídica a la tenencia indígena 
de la tierra frente a la acción de terceros o de los agentes del propio Estado, ya que un 
reconocimiento meramente abstracto o jurídico de las tierras, territorios o recursos 
indígenas carece prácticamente de sentido si no se establece, delimita y demarca 
físicamente la propiedad.  

202. Por otra parte, el Tribunal recuerda su jurisprudencia respecto a la propiedad 
comunitaria de las tierras indígenas, según la cual se indica inter alia que: 1) la posesión 
tradicional de los pueblos o comunidades sobre sus tierras tiene efectos equivalentes al 
título de pleno dominio que otorga el Estado; 2) la posesión tradicional otorga a tales 
pueblos o comunidades el derecho a exigir el reconocimiento oficial de propiedad y su 
registro; 3) los pueblos o comunidades indígenas que por causas ajenas a su voluntad han 
salido o perdido la posesión de sus tierras tradicionales mantienen el derecho de propiedad 
sobre estas, aún a falta de título legal, salvo cuando las tierras hayan sido legítimamente 
trasladadas a terceros de buena fe; 4) el Estado debe delimitar, demarcar y otorgar título 
colectivo de las tierras a los pueblos o comunidades indígenas, y 5) los pueblos o 
comunidades indígenas que involuntariamente han perdido la posesión de sus tierras, y 
éstas han sido trasladadas legítimamente a terceros de buena fe, tienen el derecho de 
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recuperarlas o a obtener otras tierras de igual extensión y calidad. Con respecto a lo 
señalado, de conformidad con lo que la Corte ha sostenido, no se trata de un privilegio 
para usar la tierra que puede ser despojado por el Estado u opacado por derechos a la 
propiedad de terceros, sino de un derecho de los pueblos y comunidades indígenas para 
obtener la titulación de su territorio a fin de garantizar el uso y goce permanente de la 
tierra. 

203. En el mismo sentido, la Corte ha establecido que la falta de una delimitación y 
demarcación efectiva por el Estado de los límites del territorio sobre los cuales existe un 
derecho de propiedad colectiva de un pueblo indígena puede crear un clima de 
incertidumbre permanente. Esto puede traducirse en falta de certeza sobre la extensión 
geográfica de su derecho de propiedad comunal y hasta dónde pueden usar y gozar 
libremente de su territorio.  

204. Además, los Estados, de conformidad con el artículo 2 de la Convención, deben 
adaptar su derecho interno para que los mecanismos relativos a la propiedad colectiva, 
en cumplimiento de los artículos 8 y 25 de la Convención, existan y sean adecuados y 
efectivos: deben suponer una posibilidad real para que los pueblos o comunidades puedan 
defender sus derechos y ejercer el control efectivo de su territorio, sin ninguna 
interferencia externa. Asimismo, los pueblos y comunidades indígenas tienen derecho a 
no ser sujetos a una demora irrazonable para una solución definitiva de su reclamo.  

205. Por otra parte, la Corte ha advertido que “la garantía adecuada de la propiedad 
comunitaria no implica solo su reconocimiento nominal, sino que comporta la observancia 
y respeto de la autonomía y autodeterminación de las comunidades indígenas sobre sus 
tierras”. De acuerdo con la normativa internacional los pueblos y comunidades indígenas 
deben considerarse sujetos colectivos que, como tales, ejercen ciertos derechos, como la 
propiedad de la tierra, “desde una dimensión colectiva”. Los Estados, entonces, también 
deben adaptar su derecho interno en este aspecto, de modo de reconocer a comunidades 
indígenas su personalidad jurídica, de modo que puedan ejercer los derechos pertinentes, 
entre ellos la propiedad de la tierra, de acuerdo con sus tradiciones y modos de 
organización. 

245. Con respecto al derecho a la propiedad colectiva, resulta necesario reiterar que no 
es absoluto y que, cuando los Estados imponen limitaciones o restricciones a su ejercicio, 
estas deben respetar ciertas pautas, las cuales deben ser establecidas por ley, ser 
necesarias, proporcionales y tener por fin de lograr un objetivo legítimo en una sociedad 
democrática. Asimismo, el primer párrafo del artículo 21 de la Convención establece el 
derecho a la propiedad y señala como atributos de la propiedad, el uso y goce del bien e 
incluye una limitación a dichos atributos de la propiedad debido al interés social. A su vez, 
el segundo inciso refiere a la expropiación de bienes y los requisitos para que tal actuar 
del Estado pueda considerarse justificado. 

246. Además, tratándose del derecho a la propiedad colectiva de pueblos indígenas, 
también debe entenderse que una limitación o restricción a ese derecho no implique una 
denegación de su subsistencia como pueblo. De ese modo, adicionalmente a los criterios 
mencionados, el Tribunal ha precisado que se exige al Estado que verifique que dichas 
restricciones o limitaciones no impliquen tal denegación. 

324. Este Tribunal, a la luz del conjunto de los hechos del caso, considera razonable asumir 
que la falta de reconocimiento de la propiedad colectiva, durante un prolongado periodo 
de tiempo, ha generado en los miembros de la comunidad una situación de incertidumbre 
sobre la propiedad de su territorio, que resulta esencial a su forma de vida. 
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XIX. DERECHO DE CIRCULACIÓN Y DE RESIDENCIA  

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212 

143. En el presente caso, la Corte nota que los familiares de Florencio Chitay tuvieron que 
huir de su comunidad para proteger sus vidas ante las graves amenazas y constantes 
persecuciones que sufrieron, así como la posterior desaparición de Florencio Chitay en la 
Ciudad de Guatemala, las cuales se enmarcaron en un contexto de violencia sistemática, 
caracterizado por la implementación de la “Doctrina de Seguridad Nacional” por parte del 
Estado en contra de los grupos indígenas mayas y, en particular, de sus líderes políticos 
y sus familiares. 

145. Adicionalmente, este Tribunal estima que el desplazamiento forzado afectó de forma 
particularmente grave a los miembros de la familia Chitay Rodríguez por su condición de 
indígenas mayas. Tal como lo reconoció la perito Rosalina Tuyuc, “la conexión energética 
con la tierra tiene una importancia fundamental en la cosmovisión maya”, por lo que el 
abandono de la comunidad no solo ha sido material para las familias que tuvieron que 
huir, sino que también significó una gran pérdida cultural y espiritual. Así, refirió que: 

[E]sa pérdida [cultural] es incuantificable[, ya que] en muchas familias significó autoprohibirse [...] no 
hablar el idioma, no utilizar su traje, no decir de dónde es, no decir quién es papá, quién es mamá, ocultar 
hasta la identidad y ocultar el apellido, porque hablar del apellido indígena significaba la muerte inmediata. 

146. Así, el desplazamiento de los familiares de Florencio Chitay fuera de su comunidad 
provocó una ruptura con su identidad cultural, afectando su vínculo con sus familiares, su 
idioma y su pasado ancestral. 

150. Por tanto, si bien no consta que Guatemala ha restringido de manera formal la 
libertad de circulación y de residencia de los miembros del núcleo familiar de Florencio 
Chitay, la Corte estima que en este caso dicha libertad se encuentra limitada por una 
grave restricción de facto, que se origina en las amenazas y hostigamientos que han 
provocado su partida, así como el temor fundado generado por todo lo ocurrido a su padre, 
otros familiares y miembros de la comunidad, aunado a la falta de investigación y 
enjuiciamiento de los responsables de los hechos, lo que los ha mantenido alejados de su 
comunidad. El Estado ha incumplido también con el deber de garantía de este derecho, 
ya que además de propiciar su desplazamiento no ha establecido las condiciones ni ha 
provisto los medios que permitirían a los miembros de la familia Chitay Rodríguez regresar 
de forma segura y con dignidad a su comunidad, con la que tienen un vínculo cultural 
especial. Finalmente, el Estado no ha otorgado una reparación integral que restituya los 
derechos vulnerados y garantice, entre otras medidas, la no repetición de los hechos ante 
tal situación. 

151. Por las razones antes expuestas, este Tribunal considera que el desplazamiento 
forzado se ha mantenido con posterioridad al reconocimiento de la competencia 
contenciosa de la Corte efectuado el 9 de marzo de 1987. En consecuencia, la Corte 
encuentra que el Estado no ha garantizado a los miembros de la familia Chitay Rodríguez 
su derecho de circulación y de residencia, por lo que es responsable por la violación del 
artículo 22 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en 
perjuicio de Encarnación, Pedro, Estermerio, Eliseo y María Rosaura, todos de apellidos 
Chitay Rodríguez. 
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Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250 

178. Como fue establecido anteriormente, los miembros de la comunidad de Río Negro se 
vieron obligados a huir de sus tierras ancestrales a partir de las masacres perpetradas en 
su contra en los años 1980 y 1982. Asimismo, el Tribunal ha acreditado que la mayoría 
de las personas que sobrevivieron las referidas masacres y la posterior persecución por 
parte del Estado fueron reasentadas por el gobierno, como el mismo Estado lo reconoció, 
en la colonia de Pacux, donde residen actualmente. En razón de ello, el Tribunal puede 
ejercer su competencia sobre el presunto desplazamiento continuo de la comunidad, el 
cual, a pesar de que se inició antes del reconocimiento de la competencia contenciosa de 
la Corte, constituye una situación que presuntamente persiste hasta la fecha. El Tribunal 
analizará este punto a continuación y determinará, además, si el Estado ha cumplido con 
sus obligaciones relativas al regreso, el reasentamiento y la reintegración de los 
desplazados internos, tomando en cuenta la identidad étnica de la comunidad de Río 
Negro. 

179. Esta Corte ha establecido que, con posterioridad a las masacres perpetradas en 
contra de la comunidad de Río Negro en los años 1980 y 1982, los sobrevivientes se 
refugiaron en las montañas aledañas, en condiciones precarias, a fin de huir la persecución 
sistemática de agentes estatales dirigida a su eliminación total. Asimismo, que ante dicha 
situación, a partir del año 1983 algunos de estos sobrevivientes fueron reasentados en la 
colonia de Pacux, donde fueron objeto de amenazas, torturas, trabajos forzosos y otras 
violaciones a los derechos humanos. El reasentamiento de los miembros de la comunidad 
de Río Negro continuó a partir del año 1987, luego de que el Estado reconoció la 
competencia contenciosa del Tribunal. 

180. Al respecto, el Tribunal observa que el proceso de paz que concluyó el conflicto 
armado interno en Guatemala inició en el año 1996, es decir, casi 10 años después del 
reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte y aproximadamente 13 años 
luego de que comenzara el reasentamiento de los miembros de la comunidad de Río Negro 
en Pacux. Dados los antecedentes violentos que sobrevivieron y la carencia extrema que 
padecieron en las montañas, así como el contexto de violencia que permanecía vigente en 
Guatemala durante esos años, la Corte considera que los miembros de la comunidad de 
Río Negro se vieron imposibilitados de retornar a sus tierras ancestrales durante este 
período debido al temor fundado de ser objeto de violaciones a sus derechos a la vida e 
integridad personal, entre otros. 

181. Asimismo, esta Corte ha establecido que la construcción de la represa Chixoy en las 
tierras ancestrales de la comunidad de Río Negro comenzó en el año 1977, y que el 
embalse comenzó a llenarse de agua a partir del mes de enero de 1983. Esto imposibilitó 
físicamente el retorno de la comunidad de Río Negro a una parte de sus tierras ancestrales 
de forma permanente. Por tanto, la Corte estima que en este caso la libertad de circulación 
y de residencia de los miembros de la Comunidad de Río Negro reasentados en la colonia 
de Pacux se encuentra limitada hasta la fecha por una restricción de facto. 

183. Este Tribunal ha acreditado que las condiciones de vida en la colonia Pacux no han 
permitido a sus habitantes retomar sus actividades económicas tradicionales, antes bien, 
han tenido que participar en actividades económicas que no les permiten ingresos 
estables, lo cual también ha contribuido a la desintegración de la estructura social y vida 
cultural y espiritual de la comunidad. Asimismo, en los hechos del caso se probó que los 
habitantes de la colonia Pacux viven en condiciones precarias, y que necesidades básicas 
de salud, educación, alumbrado y agua no se encuentran plenamente satisfechas. Por 
tanto, si bien Guatemala ha hecho esfuerzos por reasentar a los sobrevivientes de las 
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masacres de la comunidad de Río Negro, no ha establecido las condiciones ni 
proporcionado los medios indispensables para reparar o mitigar los efectos de su 
desplazamiento, provocado por el propio Estado. 

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253 

304. La Corte ha establecido que el derecho de circulación y de residencia, protegido en 
el artículo 22.1 de la Convención Americana, es una condición indispensable para el libre 
desarrollo de la persona, y protege, inter alia, el derecho a no ser desplazado 
forzadamente dentro de un Estado Parte y a no tener que salir forzadamente fuera del 
territorio del Estado en el cual se halle legalmente. Este derecho puede ser vulnerado de 
manera formal o por restricciones de facto si el Estado no ha establecido las condiciones 
ni provisto los medios que permiten ejercerlo, por ejemplo cuando una persona es víctima 
de amenazas u hostigamientos y el Estado no provee las garantías necesarias para que 
pueda transitar y residir libremente en el territorio de que se trate. Asimismo, la Corte ha 
indicado que la falta de una investigación efectiva de hechos violentos puede propiciar o 
perpetuar un exilio o desplazamiento forzado. 

308. Respecto de los alegados desplazamientos que continuaban luego del 9 de marzo de 
1987, la Corte observa que solamente en el caso de la familia de José Miguel Gudiel 
Álvarez se demostró que los familiares se encontraban imposibilitados a regresar luego de 
dicha fecha. En este sentido, la Corte nota que las fuerzas de seguridad consideraban a 
esta familia como “subversiva”, por lo cual se vieron forzados a trasladarse dentro de 
Guatemala, a México y, en el caso de Makrina Gudiel Álvarez, posteriormente a Estados 
Unidos entre 1983 y 1987 aproximadamente. Según las declaraciones de los familiares, 
éstos se vieron obligados a permanecer fuera de Guatemala hasta 1997 cuando 
“retorna[ron] a Guatemala por la firma de la paz”. No obstante, incluso en ese momento 
los dos hermanos de José Miguel “tomaron la decisión de no retornar a Guatemala, [... ya 
que] no tenía[n] seguridad de que los acuerdos de paz fueran a cumplirse”. La Corte 
advierte que ni la Comisión ni las representantes alegaron la violación del artículo 22 en 
perjuicio de una de las hermanas de José Miguel, Ana Patricia Gudiel Álvarez. No obstante, 
con base en el principio iura novit curia, el Tribunal estima pertinente pronunciarse sobre 
su imposibilidad de retorno junto con la del resto de su familia. En consecuencia, la Corte 
considera que Guatemala incumplió con su obligación de proveer las condiciones 
necesarias para facilitar un retorno voluntario, digno y seguro a Florentín Gudiel Ramos, 
María Agripina Álvarez y sus hijos Makrina, Beatriz, José Francisco, Florentín y Ana Patricia 
Gudiel Álvarez a Guatemala luego del 9 de marzo de 1987. En relación con las demás 
víctimas de desplazamientos forzados alegadas por la Comisión y las representantes, el 
Tribunal observa que no fue aportada prueba en la cual se evidenciara la imposibilidad de 
regresar a su país de origen o lugar de residencia habitual por razones atribuibles al 
Estado. 

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
agosto de 2014. Serie C No. 283 

165. La Corte ha señalado que la libertad de circulación es una condición indispensable 
para el libre desarrollo de la persona. Asimismo, la Corte ha coincidido con lo indicado por 
el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas en su Observación General No. 
27, la cual establece que el derecho de circulación y de residencia consiste, inter alia, en 
lo siguiente: a) el derecho de quienes se encuentren legalmente dentro de un Estado a 
circular libremente en ese Estado y escoger su lugar de residencia, y b) el derecho de una 
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persona a ingresar a su país y permanecer en él. El disfrute de este derecho no depende 
de ningún objetivo o motivo en particular de la persona que desea circular o permanecer 
en un lugar. Asimismo, protege el derecho a no ser desplazado forzadamente dentro de 
un Estado Parte y a no tener que salir forzadamente fuera del territorio del Estado en el 
cual se halle legalmente. 

167. Por otra parte, en coincidencia con la comunidad internacional, la Corte ha reafirmado 
que la obligación de garantía para el Estado de origen de proteger los derechos de las 
personas desplazadas conlleva no sólo el deber de adoptar medidas de prevención sino 
también proveer las condiciones necesarias para facilitar un retorno voluntario, digno y 
seguro a su lugar de residencia habitual o a su reasentamiento voluntario en otra parte 
del país. Para ello, se debe garantizar su participación plena en la planificación y gestión 
de su regreso o reintegración. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Chitay Nech y otros  Vs. 
Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 
2010. Serie C No. 212, párr. 149, y Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 305). 

171. En definitiva, aun cuando no consta en la prueba el período específico de tiempo en 
que habrían permanecido en México, se desprende que B.A., su madre C.A., y sus hijos 
L.A. y N.A., iniciaron en México, y dieron seguimiento en aquel país, a los trámites de 
solicitudes de refugio, y que al menos el 6 de julio de 2005 obtuvieron la calidad de “no 
inmigrante refugiado”, otorgándoseles el permiso para permanecer en ese país. Por tanto, 
es evidente que permanecieron por un período de tiempo en México. Por otro lado, del 
acervo probatorio se desprende que, en el mes de febrero de 2006, C.A., B.A. y sus hijos 
L.A. y N.A. ya se encontraban en el Municipio de Santa Lucía Cotzumalguapa y que 
permanecieron en ese lugar, en donde alquilaron una vivienda. Es decir, después de salir 
de la Aldea Cruce de la Esperanza el 31 de diciembre de 2004, no volvieron a regresar a 
su lugar de residencia habitual. 

172. En consecuencia, la Corte considera que, tras la muerte del señor A.A., el Estado no 
proporcionó medidas de protección adecuadas para garantizar que los miembros de la 
familia A mencionados no se vieran obligados a desplazarse dentro de Guatemala o hacia 
México. 

174. Durante la audiencia pública, B.A. explicó que fue “a través de la COPREDEH [que] 
se [l]e ofreció un policía”, y que si bien no recordaba las fechas exactas, “por el 2007, 
2008 a mí me ofrecieron ante las constantes amenazas seguridad [medidas consistentes 
en] prestarle a [...u]n policía que yo no sabía quién era y que para eso yo tenía que 
prestarle donde dormir, alimentación y a donde yo me moviera yo tenía que pagarle sus 
pasajes. Entonces, ¿yo cómo iba a aceptar?, en primer lugar, desconociendo quién era el 
policía, y el cual no es permanente sino que lo están cambiando y, en segundo lugar, yo 
misma apenas me alcanzaba para rentar una pieza o dos piezas, ¿en dónde iba a dormir 
esta persona?”. Por su parte, el Estado indicó que “ofreció a la presunta víctima medidas 
de protección y seguridad gratuita, las cuales fueron rechazadas por dicha persona, 
argumentando que no confiaba en la seguridad del Estado y que consideraba que su vida 
se encontraría en un estado de mayor vulnerabilidad”. Indicó que “ni siquiera se le llegó 
a hacer el análisis de riesgo, porque ella se negó a recibir la protección; por lo que, ella 
no puede indicar que se le ofreció un agente para su protección, ya que posiblemente le 
pudieran haber brindado otra medida de protección como seguridad perimetral”. Además, 
manifestó que B.A. faltó a su deber de declarar con la verdad ante la Corte, “tomando en 
cuenta que el análisis de riesgo para brindar medidas de seguridad y protección es una 
función a cargo de la División de Protección a Personas y Seguridad de la Policía Nacional 
Civil, no es una función de COPREDEH [...], por lo que, [é]sta [...] no pudo haberle 
indicado qu[é] medidas de protección se le iban a brindar, y mucho menos, que éstas le 
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ocasionarían un costo económico”. El Estado nuevamente no indicó qué medidas 
específicas ofreció, sus particularidades, ni cómo serían implementadas. Finalmente, 
sostuvo que “ella podría también solicitar la protección por medio de la Ley para la 
Protección de Sujetos Procesales y Personas Vinculadas a la Administración de Justicia 
Penal”. 

176. Para la Corte dos aspectos son fundamentales en cuanto a las alegadas medidas de 
seguridad y protección estatal que fueron ofrecidas. En primer lugar, el ofrecimiento 
concreto fue realizado en el año de 2008, es decir, al menos tres años después de que la 
familia A se vio obligada a desplazarse. Por tanto, durante dicho período, es claro que el 
Estado incumplió con su deber de proveer las condiciones necesarias para facilitar a dichas 
personas un retorno voluntario a sus lugares de residencia. En segundo lugar, si bien la 
información proporcionada por las representantes permite aclarar que en el año 2008 el 
Estado ofreció, al menos, la “asignación de protección personal, de puesto fijo y vigilancia 
perimetral”, no consta en el acervo probatorio la manera en que dichas medidas serían 
implementadas en cuanto a las circunstancias de tiempo, modo y lugar, así como su 
duración. En consecuencia, no es posible determinar si las mismas tendrían la finalidad de 
permitir un retorno voluntario, digno y seguro al lugar de residencia habitual, o bien, la 
de garantizar protección en el lugar en que habían permanecido fuera de la Aldea Cruce 
de la Esperanza, ni la manera en que se garantizaría la participación plena de las víctimas 
en la planificación y gestión de su regreso o reintegración. Tampoco se desprende si dichas 
medidas se implementarían a favor únicamente de B.A., o bien, incluirían a su madre C.A., 
a sus hijos L.A. y N.A., a su hermana E.A., y a los hijos de ésta, J.A. y K.A. 

177. La falta de prueba que controvierta la inefectividad de las alegadas medidas de 
seguridad y protección estatal que fueron ofrecidas, aunado a la declaración de B.A. y la 
ausencia de información por parte del Estado, permiten a la Corte concluir que el Estado 
no adoptó medidas suficientes y efectivas para garantizar a los integrantes de la familia A 
desplazados forzadamente, un retorno digno y seguro a sus lugares de residencia habitual 
o un reasentamiento voluntario en otra parte del país, asegurando su participación plena 
en la planificación y gestión de un proceso de regreso o reintegración. 

178. En conclusión, dado que B.A., su madre C.A., sus hijos L.A. y N.A., así como su 
hermana E.A. y los hijos de ésta, J.A. y K.A., se vieron forzados a salir de sus lugares de 
residencia habitual y desplazarse en razón de la situación de riesgo especial que 
soportaban, la falta de medidas de protección y el temor que sentían, y que el Estado 
incumplió con su obligación de proveer las condiciones necesarias para facilitar un retorno 
voluntario, digno y seguro a sus lugares de residencia habitual o un reasentamiento 
voluntario en otra parte del país, se declara la violación del artículo 22.1 de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma. Además, dado que dentro de las 
víctimas del desplazamiento forzado se ha comprobado que N.A., J.A. y K.A. eran niños y 
niña, la Corte concluye, en aplicación del principio iura novit curia, que las violaciones a 
su respecto ocurren también en relación con el artículo 19 de la Convención. 

179. En relación con F.A. y G.A., hijos de A.A., quienes se alega habrían permanecido en 
México debido a que no habrían tenido la posibilidad de materializar su proyecto de 
regresar a Guatemala, la Corte estableció en el Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario 
Militar”) la violación del artículo 22.1 de la Convención en perjuicio de dichas personas, 
debido a que se encontraban imposibilitados de regresar y su desplazamiento continuaba 
luego del 9 de marzo de 1987. De este modo, la Corte ya concluyó que el Estado “incumplió 
con su obligación de proveer las condiciones necesarias para facilitar un retorno 
voluntario, digno y seguro” a dichas víctimas. 
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Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328 

172. El artículo 22.1 de la Convención reconoce el derecho de circulación y de residencia. 
La Corte ha establecido en otros casos que este artículo también protege el derecho a no 
ser desplazado forzadamente dentro de un Estado Parte, y que los Principios Rectores de 
los Desplazamientos Internos de las Naciones Unidas resultan particularmente relevantes 
para determinar su contenido y alcance. Aquellos definen que “se entiende por 
desplazados internos las personas o grupos de personas que se han visto forzadas u 
obligadas a escapar o huir de su hogar o de su lugar de residencia habitual, en particular 
como resultado o para evitar los efectos de un conflicto armado, de situaciones de 
violencia generalizada, de violaciones de los derechos humanos [...], y que no han cruzado 
una frontera estatal internacionalmente reconocida”. (En similar sentido, ver entre otros: Caso 
Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212, párrs. 139 y 140, y Caso Masacres de Río Negro 
Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre 
de 2012. Serie C No. 250, párrs. 172 y 173). 

173. Este Tribunal ha establecido que en razón de la complejidad del fenómeno del 
desplazamiento interno y de la amplia gama de derechos humanos que afecta o se ponen 
en riesgo, y en atención a las circunstancias de especial vulnerabilidad e indefensión en 
que generalmente se encuentran los desplazados, su situación puede ser entendida como 
una condición de facto de desprotección. Esta situación, conforme a la Convención 
Americana, obliga a los Estados a adoptar medidas de carácter positivo para revertir los 
efectos de su referida condición de debilidad, vulnerabilidad e indefensión, incluso 
respecto de las actuaciones y prácticas de terceros particulares. (En similar sentido, ver entre 
otros: Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212, párr. 141, y Caso Masacres de Río Negro 
Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre 
de 2012. Serie C No. 250, párr. 174). 

174. En este sentido, este Tribunal ha señalado que el derecho de circulación y de 
residencia puede ser vulnerado por restricciones de facto si el Estado no ha establecido 
las condiciones ni provisto los medios que permiten ejercerlo, por ejemplo cuando una 
persona es víctima de amenazas u hostigamientos y el Estado no provee las garantías 
necesarias para que pueda transitar y residir libremente en el territorio de que se trate, 
incluso cuando las amenazas y hostigamientos provienen de actores no estatales. 
Asimismo, la Corte ha indicado que la falta de una investigación efectiva de hechos 
violentos puede propiciar o perpetuar un exilio o desplazamiento forzado. (En similar 
sentido, ver entre otros: Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212, párr. 142; Caso Masacres 
de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de 
septiembre de 2012. Serie C No. 250, párrs. 176, y Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. 
Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 
2014. Serie C No. 283, párr. 166). 

175. La Corte recuerda asimismo que la obligación de garantizar el derecho de circulación 
y residencia también debe tomar en consideración las acciones emprendidas por el Estado 
para asegurar que las poblaciones desplazadas puedan regresar a sus lugares de origen 
sin riesgo de que se vean vulnerados sus derechos. En ese sentido, este Tribunal reafirma 
que la obligación de los Estados de proteger los derechos de las personas desplazadas 
conlleva no solo el deber de adoptar medidas de prevención sino también proveer las 
condiciones necesarias para un retorno digno y seguro a su lugar de residencia habitual o 
su reasentamiento voluntario en otra parte del país. Para ello, se debe garantizar su 
participación plena en la planificación y gestión de su regreso o reintegración. 
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176. Por otra parte, conforme a su jurisprudencia constante en materia indígena, mediante 
la cual ha reconocido que la relación de los indígenas con el territorio es esencial para 
mantener sus estructuras culturales y su supervivencia étnica y material, el Tribunal ha 
considerado que el desplazamiento forzado de los pueblos indígenas fuera de su 
comunidad o bien de sus integrantes, los puede colocar en una situación de especial 
vulnerabilidad, que por sus secuelas destructivas sobre el tejido étnico y cultural, genera 
un claro riesgo de extinción, cultural o físico, de los pueblos indígenas, por lo cual es 
indispensable que los Estados adopten medidas específicas de protección, considerando 
las particularidades propias de los pueblos indígenas, así como su derecho 
consuetudinario, valores, usos y costumbres, para prevenir y revertir los efectos de dicha 
situación. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212, párr. 
147, y Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250, párr. 177). 

177. Como fue establecido, los habitantes maya achí de la aldea Chichupac y de las 
comunidades vecinas de Rabinal se vieron obligados a huir de sus territorios a partir de 
los hechos de la masacre de 8 de enero de 1982 y de la violencia imperante en la zona, 
implementada por agentes de las fuerzas de seguridad estatal, la cual incluyó masacres, 
ejecuciones, desapariciones, violaciones sexuales y persecuciones. Como consecuencia, 
existieron movimientos masivos de estas personas para refugiarse en las montañas, en 
otros lugares de la zona y, posteriormente, en otros municipios, departamentos, ciudades 
y fuera del país. Los militares continuaron con la persecución en las montañas, así como 
con la persecución de las personas que regresaron a las comunidades. Paralelamente, las 
fuerzas de seguridad estatal quemaron las viviendas, robaron sus pertenencias y 
provisiones, destruyeron los cultivos y cosechas, y robaron o mataron a los animales. De 
esta manera, destruyeron los medios de vida, provocaron que el desplazamiento 
persistiera e impidieron el retorno. A partir del año 1983, miembros del Ejército Nacional 
construyeron la aldea modelo o colonia en Chichupac. Las personas que habitaron en dicho 
lugar vivieron en condiciones precarias, bajo un fuerte control militar, sin que se les dejara 
alguna libertad y se les obligó a trabajar para alimentar y mantener a los militares. Los 
hombres fueron obligados a patrullar de nuevo la zona y algunas mujeres fueron violadas 
sexualmente. Finalmente, entre los años 1986 y 1987 los militares abandonaron la colonia. 

178. Consta en la prueba presentada en este caso que hubo comunidades que quedaron 
completamente vacías durante mucho tiempo y esta situación perduró luego del 9 de 
marzo 1987, fecha en que Guatemala reconoció la competencia de este Tribunal, y que 
muchos de los miembros de la aldea Chichupac y comunidades vecinas del municipio de 
Rabinal permanecen desplazados hasta el día de hoy. A continuación, la Corte establecerá 
si dichas personas se vieron imposibilitadas de retornar a sus tierras con posterioridad a 
esa fecha. Seguidamente, como lo ha hecho en anteriores oportunidades, la Corte 
analizará la alegada omisión por parte del Estado de implementar las medidas necesarias 
para garantizar un retorno digno y seguro a favor de aquellas personas que permanecieron 
desplazadas luego del 9 de marzo 1987, o bien, para garantizar su reasentamiento 
voluntario. 

179. La Corte recuerda que el proceso de paz que concluyó el conflicto armado interno en 
Guatemala inició en el año 1996, es decir, casi 10 años después del reconocimiento de la 
competencia contenciosa de la Corte. Ese mismo año fueron disueltas legalmente las 
patrullas civiles y se creó la Comisión de Esclarecimiento Histórico (CEH). Dados los 
antecedentes violentos que sobrevivieron y el contexto de violencia que permanecía 
vigente en Guatemala durante esos 10 años en los que aún se prologó el conflicto armado, 
los miembros de la aldea Chichupac y comunidades vecinas se vieron imposibilitados de 
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retornar a sus territorios durante dicho período, debido al temor fundado de ser objeto de 
violaciones a sus derechos a la vida e integridad personal, entre otros. 

180. En cuanto al período posterior al conflicto armado interno, de la prueba se desprende 
que existe miedo e inseguridad de la población sobreviviente debido a la presencia actual 
de los responsables de la violencia en el entorno de Rabinal. Al respecto, el perito Luis 
Raúl Francisco Salvadó Cardoza explicó que, en la actualidad, las personas que tienen 
voluntad de retorno a las tierras que antes ocupaban o donde vivían, y que han tratado 
de retornar a las comunidades, “han visto frecuentemente [en el pueblo] a los 
perpetradores de los crímenes, los delatores, sus torturadores, a los ex patrulleros que 
colaboraron en la represión”, “o los que entraron a la aldea a arrasar con las cosechas”. 
Además, “antiguos comisionados militares y sus aliados locales usufructúan sus tierras”, 
lo que “les produce inseguridad y miedo”. Es así que “el deseo de retorno [...] se ve 
afectado a causa de [...] la presencia de las personas y las estructuras causantes del 
éxodo forzado y otras violaciones a los derechos humanos”. Asimismo, la psicóloga Nieves 
Gómez Dupuis en su informe de 5 de mayo de 2010 indicó que “[l]as víctimas y familiares 
señalan como responsables a ciertas personas del entorno municipal, sin embargo no 
sienten la confianza de aclarar quiénes son los victimarios que viven en las comunidades 
aledañas y que también participaron en la delación y la destrucción de la comunidad. El 
señalamiento de estas personas se envuelve en el silencio, sin embargo, en lo que sí se 
insiste es en que se ven obligados [a] encontrarse con ellos en espacios municipales 
colectivos”. 

181. Por otra parte, la Corte nota que las parcelas de los miembros de la aldea Chichupac 
y comunidades vecinas han sido ocupadas sin la autorización de sus anteriores ocupantes 
y propietarios originales, o bien, fueron vendidas por necesidad. Además, en algunos casos 
los documentos que acreditaban la posesión de sus tierras y bienes materiales fueron 
robados o destruidos cuando quemaron sus viviendas, impidiendo el reclamo de dichos 
bienes. 

182. En razón de todo lo anterior, la Corte estima que actualmente los miembros de las 
comunidades que desean retornar a sus tierras se encuentran en la imposibilidad material 
de hacerlo, por lo que se han visto forzadas a continuar en situación de desplazamiento. 
Por ello, la libertad de circulación y de residencia de los miembros de la aldea Chichupac 
y comunidades vecinas del municipio de Rabinal que fueron desplazados, se encuentra 
limitada hasta la fecha por restricciones de facto. 

183. Primeramente, la Corte nota que al menos los días 17 de enero de 1997, 25 de 
octubre de 2000, 15 de noviembre de 2002, 12 y 27 de julio y 16 de agosto de 2005, y 7 
de abril y 6 de junio de 2006, se denunció ante el Ministerio Público, entre otros hechos, 
la persecución que sufrieron las comunidades y el desplazamiento de sus habitantes hacia 
las montañas y otros lugares de la zona a fin de salvar sus vidas. En algunas de estas 
denuncias se proporcionaron los nombres de las personas que supuestamente habrían 
colaborado con el Ejército Nacional en esa época, y se informó que aún vivían en las 
comunidades vecinas del Rabinal. Asimismo, el 27 de abril y 28 de junio de 1999, se puso 
en conocimiento del Ministerio Público que ex miembros de las fuerzas de seguridad estatal 
que habrían participado en los hechos del 8 de enero de 1982, seguían robando, violando 
a las mujeres, matando a personas en la zona y amenazando a los pobladores de la aldea 
Chichupac, así como se proporcionó los nombres de dichas personas. Sin embargo, no 
consta que Guatemala haya implementado una investigación efectiva de los hechos 
violentos y desplazamiento sufrido por los miembros de la aldea Chichupac y comunidades 
vecinas, en especial, en lo que se refiere al señalamiento de que los responsables de la 
violencia seguirían viviendo en las comunidades vecinas del Rabinal. Tampoco se 
investigaron las denuncias de que en el año 1999, algunos de los supuestos responsables 
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seguirían robando, violando a las mujeres, matando a personas en la zona y amenazando 
a los pobladores de la aldea Chichupac. 

184. En segundo lugar, no consta que el Estado haya establecido métodos para que los 
miembros de la aldea Chichupac y comunidades vecinas que hayan perdido la 
documentación que acreditaba la posesión de sus tierras y bienes a causa de los hechos 
del presente caso obtengan dichos documentos o comprueben su posesión de formas 
alternativas. 

187. La Corte no cuenta con información sobre si el PNR contemplaría medidas concretas 
sobre un posible retorno o un reasentamiento voluntario y reintegración de las personas 
que fueron desplazadas de la aldea Chichupac y comunidades vecinas del municipio de 
Rabinal, el cual incluya eventualmente su participación plena en la planificación y gestión. 
Tampoco cuenta con información sobre si, de contemplar dichas medidas, habrían sido 
eventualmente implementadas. Si bien consta que en el año 2009 y a solicitud del PNR, 
el Equipo de Estudios Comunitarios y Acción Psicosocial (ECAP) elaboró un diagnóstico 
sobre la Comunidad Chichupac, no se tiene información sobre el eventual seguimiento a 
dicho diagnóstico. Más aún, la oficina municipal en Rabinal del PNR fue cerrada en los 
últimos días de marzo de 2016, sin que se tenga conocimiento si habría sido cerrada 
temporalmente o de manera definitiva. 

188. Ahora bien, consta que el Estado ha realizado la construcción de viviendas y 
entregado algunas indemnizaciones económicas, sin embargo, este Tribunal no cuenta 
con información clara y precisa sobre los criterios que se han seguido al implementar 
dichas acciones, si su entrega se ha realizado a los propietarios originales de los territorios 
o a las personas que forman parte de los nuevos asentamientos, ni si responden a una 
estrategia de retorno para revertir la situación de desplazamiento de los miembros de las 
comunidades, y tampoco si son dirigidas a personas que viven dentro de las comunidades, 
o a personas que se encuentran desplazadas de estas. 

189. Todo lo anterior permite a la Corte concluir que el Estado no adoptó medidas 
suficientes y efectivas para garantizar a las personas desplazadas de Chichupac y 
comunidades vecinas, un retorno digno y seguro a sus lugares de residencia habitual o un 
reasentamiento voluntario en otra parte del país, o, en su caso, una indemnización 
adecuada. Tampoco estableció el Estado las condiciones ni proporcionó los medios 
indispensables para reparar o mitigar los efectos del desplazamiento de los miembros de 
las comunidades que se reasentaron con posterioridad al 9 de marzo 1987. En 
consecuencia, el Estado no garantizó la libertad de circulación y de residencia de los 
miembros de la aldea Chichupac y comunidades vecinas del municipio de Rabinal que 
fueron desplazados de sus comunidades, en violación del artículo 22.1 de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma. 

197. En definitiva, la Corte considera que la falta de garantías de retorno a favor de los 
miembros de la aldea Chichupac y comunidades vecinas del municipio de Rabinal con 
posterioridad al 9 de marzo de 1987, ha afectado de forma particularmente grave las 
prácticas comunitarias, culturales y religiosas tradicionales, la estructura familiar y social, 
los marcadores de identidad y el idioma del pueblo maya achí de dicha aldea y 
comunidades. Lo anterior, debido a la ruptura de la cultura ancestral y de los vínculos 
históricos con el territorio y con las prácticas sociales, la desarticulación del tejido 
comunitario y la reducción de la cohesión comunal. Todo ello ha significado una pérdida 
de parte de la cultura maya que aún no ha sido evaluada en su totalidad. En este sentido, 
la Corte destaca el impacto diferenciado que los hechos de violencia y el desplazamiento 
han tenido en la identidad étnica y cultural de los miembros de la aldea Chichupac y 
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comunidades vecinas del municipio de Rabinal, lo cual los ha colocado en una situación de 
especial vulnerabilidad. 

198. Por otra parte, la Corte destaca la existencia de claros indicios relacionados con el 
impacto diferenciado que el desplazamiento forzado y la omisión de garantizar medidas 
de retorno o reasentamiento tuvo en las mujeres de la aldea Chichupac y comunidades 
vecinas de Rabinal a nivel cultural, social, familiar e individual. Ellas han tenido que asumir 
el cargo de sus familias y junto a sus hijos enfrentar el dolor de la violencia a la que 
sobrevivieron, lo cual las colocó en una especial situación de riesgo de sufrir otras formas 
de violencia. Dichos indicios, los cuales se indican a continuación, dimensionan el horror 
vivido y la situación individual, familiar y colectiva de las mujeres desplazadas durante el 
conflicto armado interno. 

202. Finalmente, la Corte entiende que el desplazamiento forzado incluyó una gran parte 
de niñas y niños, quienes además del impacto de sobrevivir a los hechos de violencia, se 
encontraron que su padre y su madre o uno de ellos murieron, se vieron forzados a vivir 
en una cultura que no era la de ellos, lo cual les causó pérdida de identidad y desarraigo 
cultural, y en algunos casos pasaron a hacerse cargo de sus hermanas y hermanos 
menores. La Corte destaca el impacto diferenciado que los hechos de violencia y el 
desplazamiento han tenido en las personas que eran niños y niñas en esa época, lo cual 
los colocó en una situación de especial vulnerabilidad. De igual modo, no escapa al 
Tribunal las circunstancias de los primeros años de vida de las niñas y niños nacidos de 
las violaciones sexuales de sus madres en el marco del conflicto armado interno y que a 
su vez fueron víctimas de la violencia de la época, y quienes han sido especialmente 
vulnerables debido a las posibilidades de enfrentar la estigmatización, discriminación, 
abandono, infanticidio u otras formas de violencia. 

203. En consecuencia, la Corte considera que el Estado de Guatemala es responsable por 
la violación de los derechos reconocidos en el artículo 22.1 de la Convención Americana, 
en relación con el artículo 1.1 de la misma. En esta Sentencia la Corte describió los 
problemas suscitados en la identificación efectiva de todas las presuntas víctimas del caso, 
lo cual, a su vez, dificulta determinar cuántas personas se vieron desplazadas. El 2 de 
junio de 2016 los representantes presentaron un listado de “Personas individualizadas y 
desplazadas”, indicando cuáles personas habrían permanecido en situación de 
desplazamiento con posterioridad al 9 de marzo de 1987, sin que el Estado presentara 
oposición a la calidad de víctimas desplazadas de dichas personas.  

Corte IDH. Caso Masacre de la Aldea Los Josefinos Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de noviembre de 2021. 
Serie C No. 442 

76. Con respecto a este derecho, la Corte ha señalado que “el derecho de circulación y de 
residencia, protegido en el artículo 22.1 de la Convención Americana, es una condición 
indispensable para el libre desarrollo de la persona, y contempla, inter alia, el derecho de 
quienes se encuentren legalmente dentro de un Estado a circular libremente en él así 
como escoger su lugar de residencia”. 

77. Por otro lado, se debe destacar que este derecho puede ser vulnerado de manera 
formal o por restricciones de facto cuando el Estado no ha establecido las condiciones, ni 
provisto los medios que permiten ejercerlo. Este Tribunal ha establecido que, en razón de 
la complejidad del fenómeno del desplazamiento interno y de la amplia gama de derechos 
humanos que afecta o se ponen en riesgo, y en atención a las circunstancias de especial 
vulnerabilidad e indefensión en que generalmente se encuentran los desplazados, su 
situación puede ser entendida como una condición de facto de desprotección. Dichas 
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afectaciones de facto pueden ocurrir cuando una persona es víctima de amenazas u 
hostigamientos y el Estado no provee las garantías necesarias para que pueda transitar y 
residir libremente en el territorio de que se trate. Asimismo, la Corte ha afirmado que la 
falta de una investigación efectiva de hechos violentos puede propiciar o perpetuar un 
exilio o desplazamiento forzado.  

78. La Corte recuerda, asimismo, que la obligación de garantizar el derecho de circulación 
y de residencia también debe tomar en consideración las acciones emprendidas por el 
Estado para asegurar que las poblaciones desplazadas puedan regresar a sus lugares de 
origen sin riesgo de que se vean vulnerados sus derechos. En ese sentido, este Tribunal 
reafirma que la obligación de los Estados de proteger los derechos de las personas 
desplazadas conlleva no solo el deber de adoptar medidas de prevención sino también 
proveer las condiciones necesarias para un retorno digno y seguro a su lugar de residencia 
habitual o su reasentamiento voluntario en otra parte del país. Para ello, se debe 
garantizar su participación plena en la planificación y gestión de su regreso o 
reintegración. 

79. Por último, el Tribunal advierte que el desplazamiento forzado también presenta una 
naturaleza permanente hasta tanto no se den las condiciones para que las víctimas puedan 
retornar a su territorio". 

 

XX. DERECHOS POLÍTICOS 

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212 

106. La Corte ha señalado que, “de conformidad con los artículos 23, 24, 1.1 y 2 de la 
Convención, el Estado tiene la obligación de garantizar el goce de los derechos políticos, 
lo cual implica que la regulación del ejercicio de dichos derechos y su aplicación sean 
acordes al principio de igualdad y no discriminación, y debe adoptar las medidas 
necesarias para garantizar su pleno ejercicio [...], considerando la situación de debilidad 
o desvalimiento en que se encuentran los integrantes de ciertos sectores o grupos 
sociales”. 

107. Los derechos políticos consagrados en la Convención Americana, así como en 
diversos instrumentos internacionales propician el fortalecimiento de la democracia y el 
pluralismo político. En particular el derecho a una participación política efectiva implica 
que los ciudadanos tienen no sólo el derecho sino también la posibilidad de participar en 
la dirección de los asuntos públicos. Además se ha reconocido que el ejercicio efectivo de 
los derechos políticos constituye un fin en sí mismo y, a la vez, un medio fundamental que 
las sociedades democráticas tienen para garantizar los demás derechos humanos 
previstos en la Convención. 

113. En razón de lo anterior, con el hostigamiento y posterior desaparición de Florencio 
Chitay no sólo se truncó el ejercicio de su derecho político dentro del período comprendido 
en su cargo, sino que también se le impidió cumplir con un mandato y vocación dentro 
del proceso de formación de líderes comunitarios. Asimismo, la comunidad se vio privada 
de la representación de uno de sus líderes en diversos ámbitos de su estructura social, y 
principalmente en el acceso al ejercicio pleno de la participación directa de un líder 
indígena en las estructuras del Estado, donde la representación de grupos en situaciones 
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de desigualdad resulta ser un prerrequisito necesario para la realización de aspectos 
fundamentales como la inclusión, la autodeterminación y el desarrollo de las comunidades 
indígenas dentro de un Estado plural y democrático. 

114. La Corte ha reconocido que el Estado debe garantizar que “los miembros de las 
comunidades indígenas y étnicas [...] puedan participar en la toma de decisiones sobre 
asuntos y políticas que inciden o pueden incidir en sus derechos y en el desarrollo de 
dichas comunidades, de forma tal que puedan integrarse a las instituciones y órganos 
estatales y participar de manera directa y proporcional a su población en la dirección de 
los asuntos públicos [...] y de acuerdo a sus valores, usos, costumbres y formas de 
organización”. Lo contrario incide en la carencia de representación en los órganos 
encargados de adoptar políticas y programas que podrían influir en su desarrollo. 

115. El Tribunal nota que, en el desarrollo de la participación política representativa, los 
elegidos ejercen su función por mandato o designación y en representación de una 
colectividad. Esta dualidad recae tanto en el derecho del individuo que ejerce el mandato 
o designación (participación directa) como en el derecho de la colectividad a ser 
representada. En este sentido, la violación del primero repercute en la vulneración del 
otro derecho. 

116. En el presente caso Florencio Chitay fue deliberadamente impedido, por la estructura 
política del Estado, de participar en el ejercicio democrático del mismo en representación 
de su comunidad, quien de acuerdo a su cosmovisión y tradiciones lo formó para servir y 
contribuir en la construcción de su libre desarrollo. Asimismo, la Corte nota que resulta 
irrazonable que siendo la población indígena una de las mayoritarias en Guatemala, la 
representación indígena, a través de sus líderes, como Florencio Chitay Nech, se vea 
truncada. 

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
agosto de 2014. Serie C No. 283 

185. Esta Corte ha considerado que el artículo 23 de la Convención protege no sólo el 
derecho a ser elegido, sino además el derecho a tener una oportunidad real de ejercer el 
cargo para el cual el funcionario ha sido electo. Para esto, el Estado tiene la 
responsabilidad de adoptar medidas efectivas para garantizar las condiciones necesarias 
para su pleno ejercicio. En particular, el derecho a una participación política efectiva 
implica que los ciudadanos tienen no sólo el derecho sino también la posibilidad de 
participar en la dirección de los asuntos públicos. 

186. El artículo 23 de la Convención Americana establece que sus titulares deben gozar 
de derechos políticos, pero, además, agrega el término “oportunidades”, lo cual implica 
que los Estados deben garantizar con medidas positivas que toda persona que 
formalmente sea titular de derechos políticos tenga la oportunidad real para ejercerlos, 
atendiendo las situaciones de particular vulnerabilidad de los sujetos de este derecho. Por 
lo tanto, es indispensable que el Estado genere las condiciones y mecanismos óptimos 
para que los derechos políticos puedan ser ejercidos de forma efectiva. La Corte señala, 
como lo ha hecho en otras ocasiones, que estas condiciones generales de igualdad están 
referidas tanto al acceso a la función pública por elección popular como por nombramiento 
o designación. 
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Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Maya Q’eqchi’ Agua Caliente Vs. Guatemala. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de mayo de 2023. Serie C No. 488 

251. El seguimiento de las pautas anteriores es necesario también en virtud del derecho 
de participación de los pueblos indígenas en decisiones que afecten sus derechos. En este 
sentido, la Corte ha indicado que, debido a los “derechos políticos” de participación, 
receptados en el artículo 23 de la Convención, frente a la utilización o explotación de 
recursos naturales en su territorio tradicional, los pueblos indígenas deben ser consultados 
de forma adecuada a través de sus propias instituciones representativas y procedimientos. 

 

XXI. IGUALDAD ANTE LA LEY  

Corte IDH. Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277 

205. El principio de la protección igualitaria y efectiva de la ley y de la no discriminación 
constituye un dato sobresaliente en el sistema tutelar de los derechos humanos 
consagrado en numerosos instrumentos internacionales y desarrollado por la doctrina y 
jurisprudencia. En la actual etapa de la evolución del derecho internacional, el principio 
fundamental de igualdad y no discriminación ha ingresado en el dominio del jus cogens. 
Sobre él descansa el andamiaje jurídico del orden público nacional e internacional y 
permean todo el ordenamiento jurídico. 

206. Además, el Tribunal ha establecido que los Estados deben abstenerse de realizar 
acciones que de cualquier manera vayan dirigidas, directa o indirectamente, a crear 
situaciones de discriminación de jure o de facto. Los Estados están obligados a adoptar 
medidas positivas para revertir o cambiar situaciones discriminatorias existentes en sus 
sociedades, en perjuicio de determinado grupo de personas. Esto implica el deber especial 
de protección que el Estado debe ejercer con respecto a actuaciones y prácticas de 
terceros que, bajo su tolerancia o aquiescencia, creen, mantengan o favorezcan las 
situaciones discriminatorias 

215. Los hechos del presente caso comprenden ambas modalidades de discriminación y 
por lo tanto no se hace necesario realizar una distinción, por lo cual la Corte considera 
que se ha violado tanto el derecho a la igual protección de la ley (artículo 24) como el 
deber de respetar y garantizar sin discriminación los derechos contenidos en la Convención 
Americana (artículo 1.1). 

216. En consecuencia, la Corte estima que la investigación del homicidio de María Isabel 
no ha sido conducida con una perspectiva de género de acuerdo a las obligaciones 
especiales impuestas por la Convención de Belém do Pará. Por ello, en el marco de la 
investigación, en el presente caso el Estado violó el derecho a la igual protección de la ley 
contenido en el artículo 24 de la Convención Americana, en relación con el deber de no 
discriminación contenido en el artículo 1.1 del tratado. 
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Corte IDH. Caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2017. 
Serie C No. 339 

150. Además, la Corte recuerda que en la actual etapa de la evolución del derecho 
internacional, el principio fundamental de igualdad y no discriminación ha ingresado en el 
dominio del jus cogens. Sobre él descansa el andamiaje jurídico del orden público nacional 
e internacional y permea todo el ordenamiento jurídico. Los Estados deben abstenerse de 
realizar acciones que de cualquier manera vayan dirigidas, directa o indirectamente, a 
crear situaciones de discriminación de jure o de facto. En este sentido, mientras la 
obligación general del artículo 1.1 de la Convención Americana se refiere al deber del 
Estado de respetar y garantizar, “sin discriminación”, los derechos contenidos en dicho 
tratado, el artículo 24 protege el derecho a “igual protección de la ley”. Es decir, el artículo 
24 de la Convención prohíbe la discriminación de derecho o de hecho, no sólo en cuanto 
a los derechos consagrados en la misma, sino en lo que respecta a todas las leyes que 
apruebe el Estado y a su aplicación. En definitiva, si un Estado discrimina en el respeto o 
garantía de un derecho convencional, violaría el artículo 1.1 y el derecho sustantivo en 
cuestión. Si, por el contrario, la discriminación se refiere a una protección desigual de la 
ley interna o su aplicación, el hecho debe analizarse a la luz del artículo 24 de la 
Convención en relación con las categorías protegidas por el artículo 1.1 de la misma. 

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351 

270. Sobre el principio de igualdad ante la ley y la no discriminación, la Corte ha señalado 
que la noción de igualdad se desprende directamente de la unidad de naturaleza del 
género humano y es inseparable de la dignidad esencial de la persona, frente a la cual es 
incompatible toda situación que, por considerar superior a un determinado grupo, 
conduzca a tratarlo con privilegio; o que, a la inversa, por considerarlo inferior, lo trate 
con hostilidad o de cualquier forma lo discrimine del goce de derechos que sí se reconocen 
a quienes no se consideran incursos en tal situación. Asimismo, el principio fundamental 
de igualdad y no discriminación ha ingresado en el dominio del ius cogens. Sobre él 
descansa el andamiaje jurídico del orden público nacional e internacional y permean todo 
el ordenamiento jurídico. Además, este Tribunal ha establecido que los Estados deben 
abstenerse de realizar acciones que de cualquier manera vayan dirigidas, directa o 
indirectamente, a crear situaciones de discriminación de jure o de facto y que están 
obligados a adoptar medidas positivas para revertir o cambiar situaciones discriminatorias 
existentes en sus sociedades, en perjuicio de determinado grupo de personas. (En similar 
sentido, ver entre otros: Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C No. 307, párr. 173). 

272. Mientras que la obligación general del artículo 1.1 se refiere al deber del Estado de 
respetar y garantizar “sin discriminación” los derechos contenidos en la Convención 
Americana, el artículo 24 protege el derecho a “igual protección de la ley”. Es decir, el 
artículo 24 de la Convención Americana prohíbe la discriminación de derecho, no solo en 
cuanto a los derechos contenidos en dicho tratado, sino en lo que respecta a todas las 
leyes que apruebe el Estado y a su aplicación. En otras palabras, si un Estado discrimina 
en el respeto o garantía de un derecho convencional, incumpliría la obligación establecida 
en el artículo 1.1 y el derecho sustantivo en cuestión. Si, por el contrario, la discriminación 
se refiere a una protección desigual de la ley interna o su aplicación, el hecho debe 
analizarse a la luz del artículo 24 de la Convención Americana en relación con las 
categorías protegidas por el artículo 1.1 de la Convención. (En similar sentido, ver entre otros: 
Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277, párr. 214; Caso Velásquez Paiz y otros Vs. 
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Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre 
de 2015. Serie C No. 307, párr. 174, y Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356, párr. 105). 

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356 

141. En cuanto a los procesos judiciales, la Corte ha “establecido violaciones al artículo 
24 de la Convención cuando se [ha] consta[tado] una vulneración al acceso a la justicia 
con base en criterios discriminatorios”. No obstante, entiende que para determinar dicha 
violación no bastaría una situación meramente contextual, sino que resulta necesario que 
se acrediten “hechos concretos de discriminación en el marco de las investigaciones que 
constituyeran obstáculos [a] acceder a la justicia, en razón [del carácter sobre el que se 
manifiesta la discriminación]. La Corte no observa tales hechos concretos en el caso. 
Además, destaca que el proceso judicial derivó en el esclarecimiento de lo acontecido y la 
determinación de responsabilidades. En ese marco, no resulta evidente, ni ha sido 
suficientemente fundamentada, la “despriorización” referida por la Comisión; tampoco que 
la supuesta incidencia perjudicial en el caso, con relación a la actuación judicial, de la 
situación de pobreza señalada por los representantes. 

Corte IDH. Caso Pueblos Indígenas Maya Kaqchikel de Sumpango y otros Vs. 
Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de octubre de 2021. 
Serie C No. 440 

132. La Corte ha reiterado que los Estados deben abstenerse de realizar acciones que de 
cualquier manera vayan dirigidas, directa o indirectamente, a crear situaciones de 
discriminación de jure o de facto. En este sentido, ha establecido que el artículo 1.1 de la 
Convención es una norma de carácter general cuyo contenido se extiende a todas las 
disposiciones del tratado, y establece la obligación de los Estados Parte de respetar y 
garantizar el pleno y libre ejercicio de los derechos y libertades allí reconocidos “sin 
discriminación alguna”. Es decir, cualquiera sea el origen o la forma que asuma, todo 
tratamiento que pueda ser considerado discriminatorio respecto del ejercicio de cualquiera 
de los derechos garantizados en la Convención es, per se, incompatible con la misma. El 
incumplimiento por el Estado de la obligación general de respetar y garantizar los derechos 
humanos, mediante cualquier trato diferente que pueda resultar discriminatorio, es decir, 
que no persiga finalidades legítimas, sea innecesario y/o desproporcionado, le genera 
responsabilidad internacional. Es por ello que existe un vínculo indisoluble entre la 
obligación de respetar y garantizar los derechos humanos y el principio de igualdad y no 
discriminación.  

133. En este sentido, la Convención Americana, en la obligación general establecida en el 
artículo 1.1, se refiere al deber del Estado de respetar y garantizar “sin discriminación” 
los derechos contenidos en la Convención. A su vez, el artículo 24 del mismo instrumento 
protege el derecho a “igual protección de la ley”. Es decir, el artículo 1.1 garantiza que 
todos los derechos convencionales sean garantizados sin discriminación, mientras que el 
24 ordena que no se otorguen tratos desiguales en las leyes internas de cada Estado o en 
su aplicación. De esa forma, si un Estado discrimina en el respeto o garantía de un derecho 
convencional, incumpliría la obligación establecida en el artículo 1.1 y el derecho 
sustantivo en cuestión. En cambio, si la discriminación se refiere a una protección desigual 
de la ley interna o su aplicación, el hecho debe analizarse a la luz del artículo 24 de la 
Convención Americana, en relación con las categorías protegidas por el artículo 1.1 del 
mismo instrumento. Al respecto y tomando en consideración la situación de pobreza en 
que se encuentra gran parte de las comunidades indígenas en Guatemala, el Tribunal 
examinará la alegada violación del artículo 24 de la Convención en relación con la categoría 
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denominada “posición económica”. En este sentido, la Corte ya ha establecido que la 
pobreza es una categoría protegida por la Convención, toda vez que “la pobreza bien 
puede entenderse dentro de la categoría de “posición económica” a la que se refiere 
expresamente el referido artículo, o en relación con otras categorías de protección como 
el “origen […] social” u “otra condición social”, en función de su carácter 
multidimensional”. 

134. A la luz de las consideraciones anteriores, la Corte ha señalado que “los Estados 
tienen la obligación de no introducir en su ordenamiento jurídico regulaciones 
discriminatorias, eliminar las regulaciones de carácter discriminatorio, combatir las 
prácticas de este carácter y establecer normas y otras medidas que reconozcan y aseguren 
la efectiva igualdad ante la ley de todas las personas”.  

135. Según la jurisprudencia del Tribunal, el artículo 24 de la Convención también contiene 
un mandato orientado a garantizar la igualdad material. Así, el derecho a la igualdad 
previsto por la disposición referida tiene una dimensión formal, la cual protege la igualdad 
ante la ley, y una dimensión material o sustancial, que determina “la adopción de medidas 
positivas de promoción a favor de grupos históricamente discriminados o marginados en 
razón de los factores a los que hace referencia el artículo 1.1 de la Convención Americana”. 
Por lo tanto, la Corte considera que el derecho a la igualdad ante la ley también implica la 
obligación de adoptar medidas para garantizar que la igualdad sea real y efectiva, “esto 
es, corregir las desigualdades existentes, promover la inclusión y la participación de los 
grupos históricamente marginados, garantizar a las personas o grupos en desventaja el 
goce efectivo de sus derechos, en suma, brindar a las personas posibilidades concretas de 
ver realizada, en sus propios casos, la igualdad material. Para ello, los Estados deben 
enfrentar activamente situaciones de exclusión y marginación”.  

136. Por otro lado, la Corte ha puntualizado que el derecho internacional de los derechos 
humanos no sólo prohíbe leyes, políticas y prácticas deliberadamente discriminatorias, 
sino también aquellas cuyo impacto se muestre discriminatorio contra ciertas categorías 
de personas o sectores de la población, aun cuando no se pueda probar la intención 
discriminatoria. Así, “una violación del derecho a la igualdad y no discriminación también 
se verifica ante situaciones de discriminación indirecta reflejada en el impacto 
desproporcionado de normas, acciones, políticas o en otras medidas que, aun cuando sean 
o parezcan ser neutrales en su formulación, o tengan un alcance general y no diferenciado, 
produzcan efectos negativos para ciertos grupos vulnerables”.  

Corte IDH. Caso Hendrix Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 7 de marzo de 2023. 
Serie C No. 485 

64. Por otra parte, el artículo 24 de la Convención Americana prohíbe la discriminación de 
derecho, no sólo en cuanto a los derechos contenidos en dicho tratado, sino en lo que 
respecta a todas las leyes que apruebe el Estado y a su aplicación. Además, la Corte ha 
señalado que del artículo 24 de la Convención se desprende un mandato orientado a 
garantizar la igualdad material.   

65. De esta forma, el derecho a la igualdad y no discriminación abarca dos concepciones: 
una relacionada con la prohibición de diferencias de trato arbitrarias, y una relacionada 
con la obligación de los Estados de crear condiciones de igualdad real frente a grupos que 
han sido históricamente excluidos o que se encuentran en mayor riesgo de ser 
discriminados. Asimismo, la Corte ha determinado que una diferencia de trato es 
discriminatoria cuando la misma no tiene una justificación objetiva y razonable, es decir, 
cuando no persigue un fin legítimo y no existe una relación razonable de proporcionalidad 
entre los medios utilizados y el fin perseguido. Además, este Tribunal ha establecido que 
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tratándose de la prohibición de discriminación por una de las categorías protegidas 
contempladas en el artículo 1.1 de la Convención, la eventual restricción de un derecho 
exige una fundamentación rigurosa, lo cual implica que las razones utilizadas por el Estado 
para realizar la diferenciación de trato deben ser particularmente serias y estar 
sustentadas en una argumentación exhaustiva. 

 

XXII. PROTECCIÓN JUDICIAL 

Corte IDH. Caso Blake Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 24 de enero de 1998. 
Serie C No. 36 

103. Además, dicho artículo, que consagra el deber del Estado de proveer recursos 
internos eficaces, constituye un importante medio para determinar el paradero de las 
personas privadas de libertad y para prevenir las desapariciones forzadas en toda 
circunstancia (Declaración de Naciones Unidas sobre la Protección de Todas las Personas 
contra las Desapariciones Forzadas, art. 9). 

104. Sin embargo, esta Corte considera que en el presente caso, como lo reconoció 
expresamente el señor Richard R. Blake Jr., los familiares del señor Nicholas Blake no 
promovieron instancia judicial alguna, como habría sido el recurso de exhibición personal 
(hábeas corpus), para establecer la desaparición y lograr, de ser posible, la libertad del 
propio señor Nicholas Blake. En tales circunstancias, este Tribunal no puede concluir que 
se privó, a los familiares de la víctima, de la protección judicial a que se refiere este 
precepto, pues no se cumplió el requisito necesario para la aplicación del artículo 25 de la 
Convención. 

Corte IDH. Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Fondo. Sentencia de 8 de marzo de 1998. Serie C No. 37 

164. Esta Corte ha declarado que la efectividad del recurso de hábeas corpus no se cumple 
con su sola existencia formal. Éste debe proteger efectivamente a las personas contra los 
actos que violen sus derechos fundamentales “aún cuando tal violación sea cometida por 
personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales” (artículo 25.1 de la 
Convención Americana). La Corte ha señalado además que la disposición del artículo 25 
constituye uno de los pilares básicos, no sólo de la Convención Americana, sino del propio 
Estado de Derecho en una sociedad democrática en el sentido de la Convención. 

El artículo 25 se encuentra íntimamente ligado con la obligación general del artículo 1.1 
de la Convención Americana, al atribuir funciones de protección al derecho interno de los 
Estados Partes. El hábeas corpus tiene como finalidad, no solamente garantizar la libertad 
y la integridad personales, sino también prevenir la desaparición o indeterminación del 
lugar de detención y, en última instancia, asegurar el derecho a la vida. (En similar sentido, 
ver entre otros: Caso Blake Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 24 de enero de 1998. Serie C No. 36, 
párr. 102). 

165. Respecto del citado artículo 25 de la Convención, este Tribunal ha dado por probado 
que las personas que fueron detenidas y puestas a disposición de las autoridades judiciales 
fueron sometidas a procesos ordinarios, que ya han terminado y en los cuales no se ha 
alegado que hubiesen sido privados de los medios de defensa. Por el contrario, en los 
casos de las víctimas que fueron detenidas y privadas de la vida de manera cruel por los 
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agentes de la Guardia de Hacienda de Guatemala, no se tuvo posibilidad alguna de ejercer 
la garantía judicial que establece dicho precepto. 

166. En efecto, el recurso de exhibición personal interpuesto a favor de la señora Paniagua 
Morales no tuvo ningún resultado, ya que a partir del momento en que fue detenida por 
agentes de la Guardia de Hacienda su paradero era desconocido y luego fue hallada sin 
vida. Ha quedado, por ende, demostrada la ineficacia de dicho recurso de hábeas corpus, 
que no protegió a la víctima de los actos que, en su contra, cometieron agentes del Estado. 

167. En el caso del señor Erik Leonardo Chinchilla, no se ha demostrado que agentes de 
la Guardia de Hacienda hayan participado en los hechos que causaron su muerte. En 
cuanto a las restantes personas que fueron asesinadas, la Corte considera acreditado que 
no tuvieron en forma alguna acceso al recurso judicial que garantizara tanto su libertad 
como su vida. Dichas personas estaban en poder de agentes del Estado y, en 
consecuencia, era éste el obligado a crear las condiciones necesarias para que cualquier 
recurso pudiera tener resultados efectivos. 

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. 
Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63 

235. También ha afirmado que la inexistencia de un recurso efectivo contra las violaciones 
a los derechos reconocidos por la Convención constituye una transgresión de la misma 
por el Estado Parte en el cual semejante situación tenga lugar. En ese sentido debe 
subrayarse que, para que tal recurso exista, no basta con que esté previsto por la 
Constitución o la ley o con que sea formalmente admisible, sino que se requiere que sea 
realmente idóneo para establecer si se ha incurrido en una violación a los derechos 
humanos y proveer lo necesario para remediarla. 

236. En el caso concreto, la Corte consideró probado que Henry Giovanni Contreras, Julio 
Roberto Caal Sandoval, Jovito Josué Juárez Cifuentes y Federico Clemente Figueroa 
Túnchez fueron secuestrados por agentes del Estado el día 15 de junio de 1990. Ellos 
permanecieron detenidos clandestinamente por varias horas, hasta que fueron muertos, 
en el transcurso del día siguiente. Con base en lo anterior, la Corte concluye que a estas 
víctimas se les impidió ejercer, por sí mismas o a través de sus representantes, su derecho 
a un recurso efectivo ante la instancia nacional competente, consagrado en el artículo 25 
de la Convención, debido a que estuvieron detenidos bajo circunstancias de ilegalidad y 
clandestinidad. 

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2000. Serie C No. 70 

190. Cabe señalar que si bien en este caso se han intentado numerosos recursos internos 
para determinar el paradero de Bámaca Velásquez, tales como recursos de exhibición 
personal, procedimiento especial de averiguación y causas penales, ninguno de ellos fue 
efectivo, desconociéndose hasta el presente el paradero de Bámaca Velásquez. 

196. Por lo expuesto, la Corte concluye que el Estado violó, en perjuicio de Efraín Bámaca 
Velásquez así como de Jennifer Harbury, José de León Bámaca Hernández, Egidia Gebia 
Bámaca Velásquez y Josefina Bámaca Velásquez, los artículos 8 y 25 de la Convención 
Americana en relación con el artículo 1.1 de la misma. 
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Corte IDH. Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 27 de noviembre de 2003. Serie C No. 103 

116. Este Tribunal también ha establecido que Maritza Urrutia estuvo en poder de agentes 
del Estado, por lo que éste era “el obligado a crear las condiciones necesarias para que 
cualquier recurso pudiera tener resultados efectivos”. Como se vio, fueron ineficaces los 
dos recursos de exhibición personal interpuestos a favor de la presunta víctima. En este 
sentido, la Corte ha indicado que “[n]o pueden considerarse efectivos aquellos recursos 
que, por las condiciones generales del país, o incluso por las circunstancias particulares 
de un caso dado, resulten ilusorios”. Por lo anterior, el Estado contravino también el 
artículo 7.6 de la Convención Americana, en concordancia con el artículo 25 de la misma, 
en perjuicio de Maritza Urrutia. 

117. Además, este Tribunal ha establecido que no basta que los recursos existan 
formalmente, sino que los mismos deben dar resultados o respuestas a las violaciones de 
derechos humanos, para que éstos puedan ser considerados efectivos. Es decir, toda 
persona debe tener acceso a un recurso sencillo y rápido ante jueces o tribunales 
competentes que amparen sus derechos fundamentales. Dicha garantía “constituye uno 
de los pilares básicos, no sólo de la Convención Americana, sino del propio Estado de 
Derecho en una sociedad democrática en el sentido de la Convención”. (En similar sentido, 
ver entre otros: Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. 
Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 234, y Caso Bámaca Velásquez Vs. 
Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de noviembre de 2000. Serie C No. 70, párr. 191). 

Corte IDH. Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133 

112. Las instancias superiores admitieron a trámite y resolvieron con regularidad los 
recursos interpuestos por la defensa del señor Raxcacó Reyes. El hecho de que las 
impugnaciones intentadas no fueran resueltas de manera favorable a los intereses del 
impugnante, no implica que la presunta víctima no tuviera acceso a un recurso efectivo 
para proteger sus derechos. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Fermín Ramírez Vs. 
Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de junio de 2005. Serie C No. 126, párr. 
83). 

Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211 

107. Este Tribunal ha establecido que el recurso de amparo por su naturaleza es “el 
procedimiento judicial sencillo y breve que tiene por objeto la tutela de todos los derechos 
reconocidos por las constituciones y leyes de los Estados Partes y por la Convención”. 
Asimismo, ha considerado que tal recurso entra en el ámbito del artículo 25 de la 
Convención Americana, por lo cual tiene que cumplir con varias exigencias, entre las 
cuales se encuentra la idoneidad y la efectividad. Es preciso analizar el recurso de amparo 
como recurso adecuado y efectivo, así como por la práctica dilatoria que se le ha dado a 
éste en el presente caso. 

111. Cabe señalar que en el presente caso la defensa de los imputados de la masacre ha 
presentado por lo menos 33 recursos de amparo, de los cuales 24 fueron rechazados y 
algunos han demorado hasta cuatro años en ser resueltos. Además, dichas decisiones 
fueron posteriormente apeladas ante diferentes instancias, lo que implicó que el trámite 
de amparo se prolongara. Se ha presentado una ostensible dilación en la tramitación y 
resolución de dichos recursos, lo cual no es compatible con el artículo 25.1 de la 
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Convención Americana. Si bien la Corte considera que el recurso de amparo es el recurso 
idóneo para tutelar los derechos humanos en Guatemala, su amplitud y falta de requisitos 
de admisibilidad ha derivado en que algunos de éstos casos la demora sea excesiva y 
paralice la justicia. 

120. En este caso la Corte observa que las disposiciones que regulan el recurso de amparo, 
la falta de debida diligencia y la tolerancia por parte de los tribunales al momento de 
tramitarlo, así como la falta de tutela judicial efectiva, han permitido el uso abusivo del 
amparo como práctica dilatoria en el proceso. Asimismo, luego de transcurridos más de 
15 años de iniciado el proceso penal y 27 años de ocurridos los hechos, dicho proceso se 
encuentra aún en su etapa inicial, en perjuicio de los derechos de las víctimas a saber la 
verdad de lo sucedido, a que se identifique y eventualmente se sancione a todos los 
responsables y a obtener las consecuentes reparaciones. 

121. En razón de lo anterior, el Tribunal estima que el recurso de amparo es adecuado 
para tutelar los derechos humanos de los individuos, siendo éste idóneo para proteger la 
situación jurídica infringida, por ser aplicable a los actos de autoridad que implican una 
amenaza, restricción o violación a los derechos protegidos. Sin embargo, en el presente 
caso la estructura actual del recurso de amparo en Guatemala y su uso indebido ha 
impedido su verdadera efectividad, al no haber permitido que produzca el resultado para 
el cual fue concebido. 

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212 

204. En relación con el recurso de exhibición personal interpuesto por Pedro Chitay, la 
Corte nota que pese a la gravedad de los hechos alegados y el contexto en que ocurrieron, 
las autoridades estatales se limitaron a indicar que no contaban con información sobre 
Florencio Chitay, lo que impidió que se realizaran las investigaciones necesarias para 
localizar el paradero de la presunta víctima, que hasta la fecha es desconocido. El Estado 
no demostró que las autoridades estatales hicieron todas las diligencias a su alcance para 
determinar su paradero. Al tener conocimiento de los hechos el Estado debió iniciar sin 
dilación una investigación ex oficio para identificar, juzgar y eventualmente sancionar a 
los responsables, así como localizar el paradero de la presunta víctima. Por el contrario el 
recurso de exhibición fue declarado improcedente, lo cual evidencia una situación de 
denegación de justicia. 

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258 

145. La Corte resalta que en el presente caso, la inefectividad de la forma de tramitación 
de los recursos de exhibición personal y del procedimiento de averiguación especial resulta 
particularmente evidente, en virtud del descubrimiento del Diario Militar Archivo y del 
Histórico de la Policía Nacional. A partir de los documentos, constancias y registros 
encontrados en dicho Archivo se reveló que la Policía Nacional sí tenía información sobre 
el operativo de detención del señor García, contrario a lo informado en respuesta a las 
solicitudes de información de las autoridades judiciales y del Ministerio Público, frente a 
los recursos de exhibición personal y en el procedimiento de averiguación especial. 
Asimismo, la aparición del Diario Militar en 1999 también reveló que las autoridades 
militares muy probablemente estaban al tanto de la detención del señor García, a pesar 
de la negativa de su detención que fue remitida en diciembre de 1997 en respuesta al 
recurso de exhibición personal. 
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Corte IDH. Caso Maldonado Ordóñez Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C No. 311 

109. Además, la Corte ha establecido que para que el Estado cumpla con lo dispuesto en 
el artículo 25 de la Convención no basta con que los recursos existan formalmente, sino 
que es preciso que tengan efectividad en los términos del mismo, es decir que den 
resultados o respuestas a las violaciones de derechos reconocidos, ya sea en la 
Convención, en la Constitución o en la ley. Lo anterior implica que el recurso debe ser 
idóneo para combatir la violación y que sea efectiva su aplicación por la autoridad 
competente. De igual manera un recurso efectivo implica que el análisis por la autoridad 
competente de un recurso judicial no puede reducirse a una mera formalidad, sino que 
debe examinar las razones invocadas por el demandante y manifestarse expresamente 
sobre ellas. No pueden considerarse efectivos aquellos recursos que, por las condiciones 
generales del país o incluso por las circunstancias particulares de un caso dado, resulten 
ilusorios. Ello puede ocurrir, por ejemplo, cuando su inutilidad haya quedado demostrada 
por la práctica, porque falten los medios para ejecutar sus decisiones o por cualquier otra 
situación que configure un cuadro de denegación de justicia. Así, el proceso debe tender 
a la materialización de la protección del derecho reconocido en el pronunciamiento judicial 
mediante la aplicación idónea de dicho pronunciamiento. (En similar sentido, ver entre otros: 
Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212, párrs. 202 y 203, y Caso García y familiares Vs. 
Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258, 
párr. 142). 

110. La Corte ha señalado que, en los términos del artículo 25 de la Convención, es posible 
identificar dos obligaciones específicas del Estado. La primera, consagrar normativamente 
y asegurar la debida aplicación de recursos efectivos ante las autoridades competentes, 
que amparen a todas las personas bajo su jurisdicción contra actos que violen sus 
derechos fundamentales o que conlleven la determinación de los derechos y obligaciones 
de éstas. La segunda, garantizar los medios para ejecutar las respectivas decisiones y 
sentencias definitivas emitidas por tales autoridades competentes, de manera que se 
protejan efectivamente los derechos declarados o reconocidos. El derecho establecido en 
el artículo 25 se encuentra íntimamente ligado con la obligación general del artículo 1.1 
de la Convención, al atribuir funciones de protección al derecho interno de los Estados 
Partes. A la vista de lo anterior, el Estado tiene la responsabilidad no sólo de diseñar y 
consagrar normativamente un recurso eficaz, sino también la de asegurar la debida 
aplicación de dicho recurso por parte de sus autoridades judiciales. 

111. Asimismo, la Corte ha determinado que un Estado que ha celebrado un tratado 
internacional debe introducir en su derecho interno las modificaciones necesarias para 
asegurar la ejecución de las obligaciones asumidas, y que este principio recogido en el 
artículo 2 de la Convención Americana establece la obligación general de los Estados Parte 
de adecuar su derecho interno a las disposiciones de la misma, para garantizar los 
derechos en ella contenidos, lo cual implica que las medidas de derecho interno han de 
ser efectivas (effet utile). De igual manera, este Tribunal ha entendido que tal adecuación 
implica la adopción de medidas en dos vertientes: i) la supresión de las normas y prácticas 
de cualquier naturaleza que entrañen violación a las garantías previstas en la Convención 
o que desconozcan los derechos allí reconocidos u obstaculicen su ejercicio lo cual implica 
que la norma o práctica violatoria de la Convención debe ser modificada, derogada, o 
anulada, o reformada, según corresponda, y ii) la expedición de normas y el desarrollo de 
prácticas conducentes a la efectiva observancia de dichas garantías. 

119. De lo anterior, la Corte constata que existía una contradicción en la normativa 
guatemalteca respecto del recurso que debía ser interpuesto por la señora Maldonado 
frente a su destitución. La señora Maldonado interpuso los recursos que estaban 
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contemplados en el Reglamento de Personal del Procurador, sin embargo dichos recursos 
no fueron efectivos para permitir una revisión de su destitución. En ese sentido, la Corte 
destaca que lo establecido en la Constitución, el Código del Trabajo, la Ley de Servicio 
Civil y el Reglamento de Personal del Procurador era contradictorio de acuerdo a lo 
señalado por la Sala Segunda de la Corte de Apelaciones. Por un lado el Reglamento de 
Personal del Procurador indicaba que debía presentarse un recurso ante la Sala de 
Apelaciones de Trabajo y Previsión Social, y por el otro el Código del Trabajo y la Ley de 
Responsabilidad Civil no le otorgaban competencia a dicha Sala para conocer los recursos 
presentados con base en el Reglamento de Personal del Procurador. Asimismo, la Corte 
hace notar que, a lo largo del trámite ante el Sistema Interamericano, el Estado señaló 
diversas vías como las adecuadas para que la señora Maldonado solicitara la revisión de 
su destitución. 

120. La Corte considera que dicha confusión y contradicción en la normativa interna colocó 
a la señora Maldonado en una situación de desprotección, al no poder contar con un 
recurso sencillo y efectivo como consecuencia de una normativa contradictoria. La señora 
Maldonado presentó los recursos que señalaba el Reglamento de Personal del Procurador 
y los tribunales los rechazaron debido a una contradicción entre diferentes cuerpos 
normativos que regulaban la materia. La señora Maldonado no tuvo acceso efectivo y de 
manera sencilla a la protección judicial como consecuencia de la falta de certeza y de 
claridad respecto a los recursos idóneos que debía presentar frente a su destitución. Lo 
anterior constituyó una violación al derecho a la protección judicial y al deber de adoptar 
disposiciones de derecho interno, contenido en los artículos 25 y 2 de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento. 

Corte IDH. Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 312 

236. El control de legalidad de los actos de la administración pública que afecten o 
pudieren afectar derechos, garantías o beneficios reconocidos en favor de las personas 
privadas de libertad, así como el control judicial de las condiciones de privación de libertad 
y la supervisión de la ejecución o cumplimiento de las penas, deberá ser periódico y estar 
a cargo de jueces y tribunales competentes, independientes e imparciales. Los Estados 
Miembros de la Organización de los Estados Americanos deben garantizar los medios 
necesarios para el establecimiento y la eficacia de las instancias judiciales de control y de 
ejecución de las penas, y dispondrán de los recursos necesarios para su adecuado 
funcionamiento. En cuanto al rol que desempeñan los jueces de ejecución de penas en la 
protección de los derechos de las personas que requieren atención médica, tales 
“autoridades judiciales deben actuar con diligencia, independencia y humanidad frente a 
casos en los que se haya acreditado debidamente que existe un riesgo inminente para la 
vida de la persona debido al deterioro de su salud o a la presencia de enfermedad mortal”. 

237. Por otro lado, el artículo 13 de la CDPD se refiere a alcances del derecho de acceso 
a la justicia de las personas con discapacidad y las obligaciones que los Estados deben 
asumir en consecuencia. En particular, se indica que: i) los Estados Partes asegurarán que 
las personas con discapacidad tengan acceso a la justicia en igualdad de condiciones con 
las demás, incluso mediante ajustes de procedimiento y adecuados a la edad, para facilitar 
el desempeño de las funciones efectivas de esas personas como participantes directos e 
indirectos, incluida la declaración como testigos, en todos los procedimientos judiciales, 
con inclusión de la etapa de investigación y otras etapas preliminares, y ii) los Estados 
Partes promoverán la capacitación adecuada de los que trabajan en la administración de 
justicia, incluido el personal policial y penitenciario. 
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238. Varios Estados de la región han reconocido que, derivado del control de la legalidad 
o constitucionalidad en el cumplimiento de la pena, tales jueces tienen el deber de verificar 
la observancia del respeto y garantía de los derechos humanos de las personas privadas 
de la libertad, por ejemplo, Argentina, Costa Rica, República Dominicana, El Salvador, 
Honduras, y Nicaragua. 

242. La Corte ha reiterado que cuando un Estado es Parte en un tratado internacional 
como la Convención Americana, todos sus órganos, incluidos sus jueces, están sometidos 
a aquél, lo cual les obliga a velar por que los efectos de las disposiciones de la Convención 
no se vean mermados por la aplicación de normas contrarias a su objeto y fin, por lo que 
los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles están 
en la obligación de ejercer ex officio un “control de convencionalidad” entre las normas 
internas y la Convención Americana, evidentemente en el marco de sus respectivas 
competencias y de las regulaciones procesales correspondientes y en esta tarea, deben 
tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la interpretación que del mismo ha 
hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la Convención Americana. 

243. En lo que respecta a este caso, y en lo referente a las respectivas competencias de 
los jueces de ejecución, está claro que éstos debían resolver las incidencias que se 
suscitaran durante el cumplimiento de la pena, cuya ejecución, mantenimiento de la 
legalidad “y todo lo que a ellas se relacione” tenían a su cargo, así como velar por la 
salvaguarda de los derechos de los condenados “frente a abusos de la administración” y 
“controlar el cumplimiento adecuado del régimen penitenciario”. En particular, entre otras 
funciones, podían resolver los incidentes relativos a la ejecución, libertad anticipada y 
“todos aquellos en los cuales, por su importancia, el juez lo estime necesario”, “teniendo 
siempre en cuenta los derechos de los condenados”. Por ende, no cabe duda que, en 
ejercicio del control de convencionalidad, ante la inexistencia de mecanismos de 
supervisión y monitoreo externo de los servicios de salud específicamente en el COF, en 
el marco de sus competencias y ante lo informado mediante los referidos incidentes de 
libertad anticipada, el juez de ejecución estaba en posición y obligación de garantizar una 
protección judicial con las debidas garantías a la presunta víctima, en relación con el 
deterioro de su salud y con su discapacidad sobrevenida, particularmente las falencias en 
el tratamiento médico que le era y podía ser proporcionado en el COF. 

244. La Corte considera que, en atención a los referidos criterios de protección de los 
derechos a la integridad personal y a la vida de las personas privadas de libertad, ante 
ese tipo de solicitudes los jueces deben sopesar el interés del Estado en que se ejecute 
una condena penal válidamente impuesta con la necesidad de evaluar la viabilidad de 
continuar con el internamiento de personas condenadas que padecen determinadas 
enfermedades graves. Es decir, cuando la patología de salud sea incompatible con la 
privación de libertad, o sea que el encierro carcelario no pueda ser un espacio apto para 
el ejercicio de derechos humanos básicos, se hace necesario procurar que la cárcel reduzca 
y mitigue los daños en la persona y que se brinde el trato más humano posible según los 
estándares internacionales. Entonces, si existe un peligro de daño a la vida o la integridad 
personal y el encierro no permite aquel ejercicio mínimo de derechos básicos, según las 
circunstancias del caso, los jueces deben revisar qué otras medidas alternativas o 
sustitutivas a la prisión regular existen, sin que eso implique la extinción de la pena 
impuesta ni dejar de cumplir con la obligación de asegurar su ejecución. Además, es 
necesario valorar si el mantener a la persona en prisión redundaría no sólo en la afectación 
de la salud de esa persona, sino también de la salud de todos los demás privados de 
libertad que indirectamente podrían ver reducidas sus posibilidades de atención médica 
por la necesidad de disponer más recursos para atender a aquella persona enferma. 
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246. Así, cuando existan elementos que señalen que el reo ha sufrido o puede sufrir 
consecuencias graves por el precario estado de salud en que se encuentra, lo que hace 
que la ejecución de una sanción penal atente gravemente contra su vida e integridad o 
sea físicamente imposible de cumplir, al no existir los medios materiales y humanos dentro 
del centro de reclusión para atender tal situación, entonces se justifica considerar la 
aplicación de un sustitutivo de la pena de privación de libertad (arresto domiciliario, 
cambio de régimen de seguridad, libertad anticipada, ejecución diferida, por ejemplo) 
como medida de carácter extraordinario. Tal tipo de decisión, además de justificarse en 
razones de dignidad y humanidad, eliminaría riesgos institucionales derivados del 
deterioro de salud o riesgo de muerte de la persona en dichas condiciones dentro del 
centro penitenciario. En cualquier caso, si el juzgador no adoptara otra medida sustitutiva, 
le corresponde ejercer el control sobre las actividades administrativas ejercidas 
previamente y, de encontrarse errores, ordenar su inmediata subsanación o reparación. 

247. Ciertamente en este caso el objeto de lo solicitado mediante los referidos incidentes 
era la libertad anticipada, en los que se alegaba la existencia de una enfermedad terminal 
o una situación extraordinaria. Es decir, ante determinada situación informada, el juez 
debía decidir si otorgaba un beneficio de redención de pena y la consecuente libertad 
anticipada. De este modo, es necesario aclarar que lo señalado anteriormente no significa 
que los jueces de ejecución estén obligados a decidir en todos los casos por la libertad de 
la persona privada de libertad. Lo relevante es que los jueces de ejecución actúen con la 
mayor vigilancia y debida diligencia en función de las particulares necesidades de 
protección de la persona privada de libertad y los derechos en cuestión, particularmente 
si la enfermedad puede complicarse o agravarse ya sea por las circunstancias propias de 
la persona, por falta de capacidad institucional de atender la situación o por negligencia 
de las autoridades penitenciarias encargadas. Lo anterior implica que, en ejercicio de un 
adecuado control judicial de las garantías de las personas privadas de libertad, los jueces 
de ejecución deben adoptar sus decisiones con base en la más amplia valoración de 
elementos probatorios, particularmente periciales y de carácter técnico, incluidas visitas 
o inspecciones al centro penitenciario para verificar la situación planteada. De este modo, 
sea cual sea la decisión finalmente tomada, la misma debe reflejarse en un adecuado 
razonamiento y debida motivación. 

252. En definitiva, más allá de las posibilidades formales de los incidentes intentados por 
la señora Chinchilla ante el juzgado segundo de ejecución penal, que fueron resueltos sin 
la debida motivación, tres de ellos por el mismo juez, lo cierto es que el recurso intentado 
ante ese órgano judicial no fue efectivo para canalizar sus denuncias sobre el evidente y 
comprobado deterioro progresivo de salud y las necesidades de proveerse de condiciones 
de detención compatibles con su dignidad. Así, al optar por no excarcelarla, el juzgado 
tampoco ordenó la adopción de medida correctiva alguna para buscar una solución integral 
a su situación, generando por ejemplo una supervisión más estricta sobre las garantías 
que el COF debía ofrecer, mediante alguna coordinación inter-institucional, o conminando 
a las autoridades penitenciarias a ofrecer soluciones o garantías de que recibiría el 
tratamiento adecuado regularmente o en caso de emergencia. Es decir, el juez debió 
también ejercer su posición de garante frente a las condiciones de detención de una 
persona con un deterioro grave de salud y con una discapacidad, asegurando que no se 
tradujeran, por falta de accesibilidad y de ajustes razonables, en condiciones más 
gravosas y de mayor sufrimiento físico o psíquico que pudieran atentar contra su 
integridad personal, pudiendo incluso llegar a convertirse en formas de trato cruel, 
inhumano o degradante. En este sentido, no se entiende como, tras serle requerido por la 
Defensoría del Debido Proceso y Recluso, el Juez Segundo de Ejecución Penal manifestó 
que “no tuvo conocimiento de parte de las autoridades del penal de que a la privada de 
libertad se le hubiera agravado su enfermedad”. Por ende, lo actuado por el juez de 
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ejecución de la pena no cumplió con las obligaciones del Estado de garantizar un adecuado 
acceso a la justicia para proteger efectivamente los derechos a la integridad y a la vida de 
la señora Chinchilla, al no haber procurado la mejor solución posible para su situación de 
salud en el marco de los procedimientos que conoció, independientemente del resultado 
de su decisión en los mismos. 

255. En conclusión, no consta en las resoluciones del juzgado de ejecución de la pena una 
debida fundamentación, particularmente en la valoración o ponderación de los elementos 
sobre la naturaleza y riesgos de la enfermedad o discapacidad y el tratamiento debido a 
la presunta víctima. El juez de ejecución no adoptó otras medidas para verificar lo que le 
era señalado o para que los peritos médicos evacuaran in situ sus dudas, ni se pronunció 
respecto de las dificultades expresadas por la presunta víctima en razón de su condición 
de discapacidad. Así, más allá de las posibilidades formales de los incidentes intentados 
por la señora Chinchilla, los recursos intentados ante el juzgado segundo de ejecución 
penal no fueron efectivos para canalizar sus denuncias sobre el evidente y comprobado 
deterioro progresivo de salud y las necesidades de proveerse de condiciones de detención 
compatibles con su dignidad, pues el juez tampoco adoptó medida correctiva alguna para 
buscar una solución integral a su situación, asegurando que no se tradujeran en 
condiciones de detención más gravosas y de mayor sufrimiento físico o psíquico que 
pudieran atentar contra su integridad personal o su vida. 

256. Por las razones anteriores, la Corte considera que el Estado es responsable por el 
incumplimiento de su obligación de garantizar un adecuado acceso a la justicia en relación 
con los derechos a la integridad personal y a la vida, en los términos de los derechos a las 
garantías judiciales y a la protección judicial, reconocidos en los artículos 8.1 y 25 de la 
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio 
de la señora María Inés Chinchilla Sandoval. 

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351 

250. Esta Corte ha declarado que la protección judicial constituye uno de los pilares 
básicos de la Convención Americana y del propio Estado de Derecho en una sociedad 
democrática. La Corte ha señalado que los artículos 8 y 25 de la Convención también 
consagran el derecho al acceso a la justicia, norma imperativa del Derecho Internacional. 
Asimismo, el principio de tutela judicial efectiva requiere que los procedimientos judiciales 
sean accesibles para las partes, sin obstáculos o demoras indebidas, a fin de que alcancen 
su objetivo de manera rápida, sencilla e integral. 

251. En atención a lo anterior, la jurisprudencia de la Corte ha trazado un estrecho vínculo 
entre los alcances de los derechos consagrados en los artículos 8 y 25 de la Convención 
Americana. De esta manera, se ha establecido que los Estados tienen la obligación de 
diseñar y consagrar normativamente recursos efectivos para la cabal protección de los 
derechos humanos, pero también la obligación de asegurar la debida aplicación de dichos 
recursos por parte de sus autoridades judiciales, en procedimientos con las garantías 
adecuadas y deben ser sustanciados de conformidad con las reglas del debido proceso 
legal. Así, un recurso judicial efectivo implica que el análisis por la autoridad competente 
no puede reducirse a una mera formalidad, sino que debe examinar las razones invocadas 
por el demandante y manifestarse expresamente sobre ellas. 

252. Por tanto, como lo ha señalado anteriormente este Tribunal, al evaluar la efectividad 
de los recursos, la Corte debe observar si las decisiones en los procesos judiciales han 
contribuido efectivamente a poner fin a una situación violatoria de derechos, a asegurar 
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la no repetición de los actos lesivos y a garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos 
protegidos por la Convención. 

253. Respecto de los recursos interpuestos en este caso, la Corte constata que, en el 
recurso inicialmente presentado, la señora Ramírez Escobar alegó diversas irregularidades 
sobre la forma que se había llevado a cabo el proceso de declaración de abandono. No 
obstante, se declaró sin lugar el 6 de enero de 1998 en una decisión que no se motivó 
adecuadamente. Al no realizar ninguna consideración sobre los alegatos de la señora 
Ramírez Escobar, este recurso no dio una verdadera respuesta a la situación planteada, 
por lo que se redujo a una mera formalidad y constituyó un recurso inefectivo. 

256. Adicionalmente, si bien el señor Tobar Fajardo no compareció a una diligencia relativa 
al pago del trámite ante el Ministerio de Relaciones Exteriores, esto no era motivo 
suficiente para archivar el caso. Dado los intereses y derechos que estaban en juego, se 
ha debido realizar un esfuerzo serio y de oficio para que el recurso interpuesto por el señor 
Tobar Fajardo realmente contribuyera a poner fin a una situación violatoria de derechos y 
garantizara el libre y pleno ejercicio de los derechos protegidos por la Convención. Por 
tanto, el archivo del caso constituyó una violación al derecho a la protección judicial 
consagrado en el artículo 25.1 de la Convención Americana, en relación con los artículos 
1.1, 11.2 y 17.1 de la misma, en perjuicio de Flor de María Ramírez Escobar, Gustavo 
Tobar Fajardo y su hijo Osmín Tobar Ramírez, así como en relación con el artículo 19 del 
mismo instrumento en perjuicio de este último. 

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359 

168. Este Tribunal ha señalado, en relación con el artículo 25.1 de la Convención, que 
dicha norma contempla la obligación de los Estados Partes de garantizar, a todas las 
personas bajo su jurisdicción, un recurso judicial efectivo contra actos violatorios de sus 
derechos fundamentales. Dicha efectividad supone que, además de la existencia formal 
de los recursos, éstos den resultados o respuestas a las violaciones de derechos 
contemplados ya sea en la Convención, en la Constitución o en las leyes. En ese sentido, 
no pueden considerarse efectivos aquellos recursos que, por las condiciones generales del 
país o incluso por las circunstancias particulares de un caso dado, resulten ilusorios. Ello 
puede ocurrir, por ejemplo, cuando su inutilidad haya quedado demostrada por la práctica, 
porque el Poder Judicial carezca de la independencia necesaria para decidir con 
imparcialidad o por cualquier otra situación que configure un cuadro de denegación de 
justicia. Así, el proceso debe tender a la materialización de la protección del derecho 
reconocido en el pronunciamiento judicial mediante la aplicación idónea de dicho 
pronunciamiento. 

169. La Corte ha establecido que para que exista un recurso efectivo no basta con que 
éste exista formalmente. Esto implica que el recurso debe ser idóneo para combatir la 
violación y que sea efectiva su aplicación por la autoridad competente. De igual forma, 
esta Corte ha establecido que un recurso judicial efectivo implica que el análisis por la 
autoridad competente de un recurso judicial no puede reducirse a una mera formalidad, 
sino que debe examinar las razones invocadas por el demandante y manifestarse 
expresamente sobre ellas. Lo anterior no implica que se evalúe la efectividad de un recurso 
en función de que éste produzca un resultado favorable para el demandante. La Corte ha 
señalado, en virtud del artículo 25.2.c de la Convención, que la responsabilidad estatal no 
termina cuando las autoridades competentes emiten una decisión o sentencia, sino que 
requiere además que el Estado garantice los medios para ejecutar las decisiones 
definitivas, de manera que se protejan efectivamente los derechos declarados. 
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170. Por otro lado, la Corte ha señalado que, a la luz del artículo 8.1 de la Convención, 
toda persona tiene el derecho a ser oída por un órgano imparcial y competente, con las 
debidas garantías procesales, las que incluyen la posibilidad de presentar alegatos y 
aportar pruebas. Este Tribunal ha indicado que esa disposición convencional implica que 
el Estado garantice que la decisión que se produzca a través del procedimiento satisfaga 
el fin para el cual fue concebido. Esto último no significa que siempre deba ser acogido, 
sino que se debe garantizar su capacidad para producir el resultado para el que fue 
concebido. Asimismo, la Corte recuerda que el derecho de acceso a la justicia requiere 
que la solución de una controversia sea resuelta en un plazo razonable, toda vez que una 
demora prolongada puede llegar a constituir, en ciertos casos, por sí misma, una violación 
de las garantías judiciales. 

176. En primer lugar, corresponde determinar si la decisión de la Corte de 
Constitucionalidad cumplió con los requisitos de idoneidad y efectividad conforme a los 
estándares convencionales. En ese sentido, la Corte recuerda que del derecho a un recurso 
efectivo se desprende la obligación de la autoridad competente de examinar las razones 
invocadas por un demandante, de manifestarse expresamente sobre ellas, y de verificar 
el cumplimiento de sus fallos. Sin embargo, esta obligación no implica que la efectividad 
de un recurso se mida en función de que éste produzca un resultado favorable para el 
demandante. La obligación del Estado de garantizar este derecho es una obligación de 
medios o comportamiento, por lo que, en el presente caso, el hecho de que la Corte de 
Constitucionalidad no arribara a la conclusión jurídica que deseaban los accionantes, no 
constituye per se una violación al derecho de acceso a la justicia. Sin perjuicio de ello, la 
Corte recuerda que, en virtud del artículo 8.1 de la Convención, las autoridades 
competentes tienen la obligación de motivar sus decisiones. 

177. Este Tribunal constata que, en su sentencia de 29 de enero de 2003, la Corte de 
Constitucionalidad se limitó a analizar si podría considerarse que el acuerdo de 30 de 
octubre de 2002 había cesado el acto reclamado, en tanto había constituido una respuesta 
por parte del Presidente a la solicitud de los accionantes. Al respecto, este Tribunal 
advierte que la Corte de Constitucionalidad no tomó en consideración que, aun cuando el 
acto reclamado por las presuntas víctimas consistió en la conducta omisiva del Presidente 
respecto a su petición, los accionantes también reclamaron que la falta de tratamiento 
médico ponía en peligro su derecho a la vida y a la salud por la falta de acceso a 
antirretrovirales. En ese sentido, este Tribunal advierte la insuficiencia de la respuesta de 
la Corte de Constitucionalidad, pues no bastaba que se pronunciara respecto a la omisión 
del Presidente de responder la solicitud de los accionantes, sino que era necesario que se 
pronunciara sobre el aspecto central que motivó la presentación del amparo, que era el 
riesgo que existía al derecho a la salud y a la vida de los accionantes por la falta de acceso 
a tratamiento médico. 

178. Asimismo, la Corte advierte que la Corte de Constitucionalidad no exteriorizó la 
justificación por la cual consideró que la medida tomada por el Presidente de destinar 
quinientos mil quetzales para la atención medica de las personas que viven con el VIH, 
era suficiente para considerar que había cesado la cuestión de constitucionalidad 
planteada en el fondo. Tal y como se mencionó con anterioridad, las presuntas víctimas 
no sólo se inconformaron con la omisión del Presidente de dar contestación a su carta, 
sino que en dicha comunicación solicitaron atención médica y tratamiento antirretroviral 
para las personas diagnosticadas con el VIH, lo cual debió ser materia de estudio por la 
Corte de Constitucionalidad. En concreto, dicha Corte debió analizar si la medida planteada 
por el Presidente era efectiva para garantizar los derechos en juego. 

187. En ese sentido, este Tribunal ha establecido que el análisis por la autoridad 
competente de un recurso judicial que controvierte derechos constitucionales no puede 
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reducirse a una mera formalidad y omitir argumentos de las partes, ya que debe examinar 
sus razones y manifestarse sobre ellas conforme a los parámetros establecidos por la 
Convención Americana. En el presente caso, la Corte concluye que el Estado violó el 
derecho a un recurso judicial efectivo por no pronunciarse sobre el fondo de la cuestión 
planteada por las 13 presuntas víctimas y por no verificar si la medida adoptada por el 
Presidente fue adecuada para remediar el acto reclamado. Asimismo, la Corte considera 
que la Corte de Constitucionalidad incumplió su deber de motivar adecuadamente su 
sentencia. En consecuencia, el Estado es responsable por la violación a los artículos 8.1 y 
25 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio 
de Luis Rolando Cuscul Pivaral, Luis Armando Linares Ruano, Facundo Gómez Reyes, Marta 
Alicia Maldonado Paz, Miguel Lucas Vaíl, Ingrid Barillas Martínez, Jorge Armando Tavares 
Barreno, Melvin Yovani Ajtun Escobar, Mardo Luis Hernández y Hernández, Alberto Quiché 
Cuxeva, Teresa Magdalena Ramírez Castro, Rita Dubón Orozco y Dora Marina Martínez 
Sofoifa. 

Corte IDH. Caso Gómez Virula y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2019. Serie C No. 393 

64. La Corte ha expresado de manera reiterada que los Estados Partes están obligados a 
suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de violaciones de los derechos 
humanos (artículo 25), los cuales deben ser sustanciados de conformidad con las reglas 
del debido proceso legal (artículo 8.1), todo ello dentro de la obligación general, a cargo 
de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos 
por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción (artículo 1.1). (En 
similar sentido, ver entre otros: Caso Maldonado Ordóñez Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C No. 311, párr. 108, y Caso 
Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. 
Serie C No. 328, párr. 211). 

Corte IDH. Caso Extrabajadores del Organismo Judicial Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 17 de noviembre 
de 2021. Serie C No. 445 

77. Esta Corte recuerda que el artículo 25 de la Convención establece la obligación de los 
Estados Partes de garantizar, a todas las personas bajo su jurisdicción, un recurso judicial 
sencillo, rápido y efectivo ante juez o tribunal competente, contra actos violatorios de sus 
derechos fundamentales. Así, los artículos 8, 25 y 1 de la Convención se encuentran 
interrelacionados en la medida que “[l]os […] recursos judiciales efectivos […] deben ser 
sustanciados de conformidad con las reglas del debido proceso legal, […] dentro de la 
obligación general a cargo de los […] Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de 
los derechos reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su 
jurisdicción (art. 1.1)”.  

78. También el Tribunal ha considerado que la efectividad de los recursos debe evaluarse 
en el caso particular, teniendo en cuenta si “existieron vías internas que garantizaran un 
verdadero acceso a la justicia para reclamar la reparación de la violación”.  

79. Por otra parte, la jurisprudencia constante de esta Corte ha señalado que, en los 
términos del artículo 25 de la Convención, es posible identificar dos obligaciones 
específicas que recaen en los Estados. Así, la primera obligación consiste en consagrar 
normativamente y asegurar la debida aplicación de recursos efectivos ante las autoridades 
competentes que amparen a todas las personas bajo su jurisdicción contra actos que 
violen sus derechos fundamentales o que conlleven la determinación de los derechos y 
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obligaciones de estas. La segunda, garantizar los medios para ejecutar las respectivas 
decisiones y sentencias definitivas emitidas por tales autoridades competentes, de manera 
que se protejan efectivamente los derechos declarados o reconocidos.  

80. En lo que se refiere específicamente a la efectividad del recurso, la Corte ha establecido 
que el sentido de la protección que garantiza el artículo 25 es la posibilidad real de acceder 
a un recurso judicial para que una autoridad competente y capaz de emitir una decisión 
vinculante, determine si ha habido o no una violación a algún derecho que la persona que 
reclama estima tener y que, en caso de ser encontrada una violación, el recurso sea útil 
para restituir al interesado en el goce de su derecho y repararlo.  

81. De esta forma se procederá al análisis de los alegatos sobre la violación a la protección 
judicial con respecto a los hechos del caso en el orden siguiente: 1) los recursos 
promovidos por las presuntas víctimas, a través del STOJ91, con respecto a la declaratoria 
de ilegalidad de la huelga y 2) los recursos promovidos por las presuntas víctimas y por 
el STOJ con respecto a sus despidos. 

Corte IDH. Caso Hendrix Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 7 de marzo de 2023. 
Serie C No. 485 

77. En lo que respecta a la alegada violación del artículo 25.1 de la Convención Americana, 
la Corte recuerda que el derecho a la protección judicial implica la obligación de garantizar, 
a todas las personas bajo la jurisdicción del Estado, un recurso judicial efectivo contra 
actos violatorios de sus derechos fundamentales. Dicha efectividad supone que, además 
de la existencia formal de los recursos, éstos den resultados o respuestas a las violaciones 
de derechos contemplados ya sea en la Convención, en la Constitución o en las leyes. Esto 
implica que el recurso debe ser idóneo para combatir la violación y que sea efectiva su 
aplicación por la autoridad competente. La efectividad del recurso judicial implica que el 
análisis por la autoridad competente no puede reducirse a una mera formalidad, sino que 
debe examinar las razones invocadas por el demandante y manifestarse expresamente 
sobre ellas. Este Tribunal no evalúa la efectividad de los recursos interpuestos en función 
de una eventual resolución favorable a los intereses de la víctima. 

 

XXIII. DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES, CULTURALES Y AMBIENTALES 

Interpretación del artículo 26 de la CADH 

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359 

73. Al respecto, la Corte advierte que el principal problema jurídico planteado por las 
partes en el presente caso se relaciona con los alcances del derecho a la salud entendido 
como un derecho autónomo que deriva del artículo 26 de la Convención Americana, y con 
la competencia de este Tribunal para pronunciarse por violaciones a este derecho sobre 
la base de los artículos 62 y 63 de la Convención. En este sentido, los alegatos de la 
Comisión y de los representantes siguen la aproximación adoptada por este Tribunal desde 
el caso Lagos del Campo Vs. Perú, y que ha sido continuada en decisiones posteriores. En 
efecto, esta aproximación representó un cambio en la jurisprudencia de la Corte respecto 
a casos previos donde la Comisión o los representantes alegaban violaciones a los DESCA, 
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los cuales eran analizados por conexidad con algún derecho civil o político. Al respecto, la 
Corte recuerda que ya en el caso Poblete Vilches y otros Vs. Chile señaló lo siguiente: 

Así, resulta claro interpretar que la Convención Americana incorporó en su catálogo de derechos protegidos 
los denominados derechos económicos, sociales, culturales y ambientales (DESCA), a través de una 
derivación de las normas reconocidas en la Carta de la Organización de los Estados Americanos (OEA), así 
como de las normas de interpretación dispuestas en el propio artículo 29 de la Convención; particularmente, 
que impide limitar o excluir el goce de los derechos establecidos en la Declaración Americana e inclusive los 
reconocidos en materia interna. Asimismo, de conformidad con una interpretación sistemática, teleológica 
y evolutiva, la Corte ha recurrido al corpus iuris internacional y nacional en la materia para dar contenido 
específico al alcance de los derechos tutelados por la Convención, a fin de derivar el alcance de las 
obligaciones específicas de cada derecho. 

[La justiciabilidad de los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales] 

75. La Corte procederá a interpretar el artículo 26 de la Convención y su relación con los 
artículos 1.1, 2, 62 y 63 de la Convención Americana, para así determinar lo siguiente: i) 
si el artículo 26 reconoce derechos, ii) cuál es el alcance de las obligaciones para los 
Estados en relación con esos derechos, y iii) si la Corte tiene competencia para analizar 
violaciones a dichos derechos. Para ello, el Tribunal recurrirá a la Convención de Viena 
sobre el Derecho de los Tratados (en adelante también “Convención de Viena”), la cual 
recoge la regla general y consuetudinaria de interpretación de los tratados internacionales, 
que implica la aplicación simultánea y conjunta de la buena fe, el sentido corriente de los 
términos empleados en el tratado de que se trate, el objeto de estos y el objeto y fin de 
aquel. Por ello, como es su jurisprudencia constante, la Corte hará uso de los métodos de 
interpretación estipulados en los artículos 31 y 32 de la Convención de Viena para llevar 
a cabo dicha interpretación. Asimismo, la Corte utilizará, en lo pertinente, las normas de 
interpretación que se desprenden del artículo 29 de la Convención Americana. 

[Interpretación literal] 

76. En primer lugar, corresponde realizar una interpretación basada en el sentido corriente 
de los términos previstos por artículo 26 de la Convención, el cual señala lo siguiente: 

Los Estados Partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno como mediante la 
cooperación internacional, especialmente económica y técnica, para lograr progresivamente la plena 
efectividad de los derechos que se derivan de las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y 
cultura, contenidas en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de 
Buenos Aires, en la medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros medios apropiados. 

77. La Corte recuerda que, de conformidad con la Convención de Viena, los tratados deben 
interpretarse “de buena fe conforme al sentido corriente que haya que atribuirse a los 
términos del tratado en el contexto de estos y teniendo en cuenta su objeto y fin”. De 
igual forma, el Tribunal ha establecido que éste método de interpretación se acoge al 
principio de la primacía del texto, es decir, a aplicar criterios objetivos de interpretación. 
En ese sentido, al tratarse de un texto de derechos humanos, resulta idónea la 
interpretación basada en criterios objetivos, vinculados a los textos mismos, frente a los 
subjetivos, relativos a la sola intención de las partes, ya que tales tratados no son tratados 
multilaterales del tipo tradicional, concluidos en función de un intercambio recíproco de 
derechos, para el beneficio de las partes contratantes, sino que su objeto y fin son la 
protección de los derechos humanos tanto frente al Estado como frente a otros Estados. 

78. Sobre el particular, la Corte considera que el sentido corriente que ha de atribuirse a 
la norma prevista en el artículo 26 de la Convención es que los Estados se comprometieron 
a hacer efectivos “derechos” que derivan de las normas económicas, sociales y sobre 
educación, ciencia y cultura contenidas en la Carta de la Organización de Estados 
Americanos (en adelante “la Carta de la OEA”). En ese sentido, este Tribunal advierte que 
si bien la Carta de la OEA consagra “principios” y “metas” tendientes al desarrollo integral, 
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también se refiere a ciertos “derechos”, tanto de manera explícita como implícita. De esta 
forma, de una interpretación literal del texto del artículo 26 es posible afirmar que se 
refiere precisamente al deber de los Estados de lograr la efectividad de los “derechos” que 
sea posible derivar de la Carta de la OEA. El texto de la norma debe ser interpretado de 
forma tal que sus términos adquieran sentido y un significado específico, lo que en el caso 
del artículo 26 implica entender que los Estados acordaron adoptar medidas con el objetivo 
de dar plena efectividad a los “derechos” reconocidos en la Carta de la OEA. 

79. Asimismo, la Corte considera que la mención del artículo 26 que se refiere a los 
Estados se comprometen a “adoptar providencias”, “para lograr progresivamente la plena 
efectividad” de los derechos que se derivan de la Carta de la OEA debe ser entendido como 
una formulación acerca de la naturaleza de la obligación que emana de dicha norma, y no 
acerca de la falta de existencia de obligaciones en sentido estricto para los Estados. La 
Corte recuerda que existen obligaciones formuladas en términos similares al artículo 26 
reconocidos en otros artículos de la Convención, sin que exista controversia respecto a 
que éstos imponen obligaciones exigibles en el plano internacional. En particular, el 
Tribunal recuerda que el artículo 2 de la Convención reconoce la existencia del compromiso 
programáticos de los Estados de adoptar “medidas legislativas o de otro carácter que 
fueren necesarias para hacer efectivos” los derechos y libertades reconocidos por la 
Convención, lo cual ha dado lugar a que la Corte evalúe en su jurisprudencia si el Estado 
ha cumplido con la adopción de dichas “medidas”. 

80. Al respecto, la Corte coincide con la interpretación realizada por el Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (en adelante “CDESC”) sobre el alcance y naturaleza 
del artículo 2.1 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (en 
adelante “PIDESC”). Dicho artículo establece el compromiso de los Estados “a adoptar 
medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, 
especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, 
para lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en particular la 
adopción de medidas legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos”. 
El CDESC ha interpretado que si bien el PIDESC contempla una realización paulatina de 
los derechos reconocidos por dicho tratado, y que tiene en cuenta las restricciones de la 
limitación de los recursos con que se cuenta, también impone varias obligaciones con 
efecto inmediato. De igual forma, el mismo Comité estableció que el concepto de 
“progresiva efectividad” constituye un reconocimiento de que la efectividad de dichos 
derechos se logrará con el paso del tiempo, sin embargo también señaló que: 

el hecho de que la efectividad a lo largo del tiempo, o en otras palabras progresivamente, se prevea en 
relación con el Pacto no se ha de interpretar equivocadamente como que priva a la obligación de todo 
contenido significativo. Por una parte, se requiere un dispositivo de flexibilidad necesaria que refleje las 
realidades del mundo real y las dificultades que implica para cada país el asegurar la plena efectividad de 
los derechos económicos, sociales y culturales. 

81. La Corte reitera lo ya establecido en su jurisprudencia, en el sentido que la flexibilidad 
en cuanto a plazo y modalidades de cumplimiento de sus obligaciones de progresividad 
conforme al artículo 26 implica, esencialmente, aunque no exclusivamente, una obligación 
de hacer, es decir, de adoptar providencias y brindar los medios y elementos necesarios 
para responder a las exigencias de efectividad de los derechos involucrados, siempre en 
la medida de los recursos económicos y financieros de que disponga para el cumplimiento 
del respectivo compromiso internacional adquirido. Así, la implementación progresiva de 
dichas medidas podrá ser objeto de rendición de cuentas y, de ser el caso, el cumplimiento 
del respectivo compromiso adquirido por el Estado podrá ser exigido ante las instancias 
llamadas a resolver eventuales violaciones a los derechos humanos. 
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[Contexto interno – interpretación sistemática] 

82. En segundo lugar, la Corte considera pertinente referirse al contexto en que se ubica 
el artículo 26 de la Convención. Al respecto, el Tribunal resalta que, según el criterio 
sistemático, las normas deben ser interpretadas como parte de un todo cuyo significado 
y alcance deben fijarse en función del sistema jurídico al cual pertenecen. En este sentido, 
la Corte ha considerado que al dar interpretación a un tratado no sólo se toman en cuenta 
los acuerdos e instrumentos formalmente relacionados con éste (inciso segundo del 
artículo 31 de la Convención de Viena), sino también el sistema dentro del cual se inscribe 
(inciso tercero del artículo 31), esto es, el sistema interamericano de protección de los 
derechos humanos. En el marco de una interpretación sistemática de la Convención se 
deben tener en cuenta todas las disposiciones que la integran y los acuerdos e 
instrumentos formalmente relacionados con ella, como por ejemplo, la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (en adelanta también “Declaración 
Americana”), por cuanto permiten verificar si la interpretación dada a una norma o término 
en concreto es coherente con el sentido de las demás disposiciones. 

83. En este sentido, la Corte destaca que los alcances de los derechos que se derivan del 
artículo 26 de la Convención deben ser entendidos en relación con el resto de las cláusulas 
de la Convención Americana y de otros instrumentos relevantes para su interpretación. Al 
respecto, la Corte ha observado que si bien el artículo 26 se encuentra en el Capítulo III 
de la Convención, titulado “Derechos Económicos, Sociales y Culturales”, se ubica, 
también, en la Parte I de dicho instrumento, titulado “Deberes de los Estados y Derechos 
Protegidos” y, por ende, está sujeto a las obligaciones generales contenidas en los 
artículos 1.1 y 2 señalados en el capítulo I (titulado “Enumeración de Deberes”), así como 
lo están los artículos 3 al 25 señalados en el capítulo II (titulado “Derechos Civiles y 
Políticos”). De esta forma, la Corte considera que las obligaciones generales de “respeto” 
y “garantía”, conjuntamente con la obligación de “adecuación” del artículo 2 de la propia 
Convención, aplican a todos los derechos, sean civiles, políticos, económicos, sociales, 
culturales y ambientales. 

84. En consecuencia, al existir una obligación de los Estados de respetar y garantizar los 
derechos contemplados por el artículo 26, en los términos del artículo 1.1 de la 
Convención, la Corte tiene competencia para calificar si existió una violación a un derecho 
derivado del artículo 26 en los términos previstos por los artículos 62 y 63 de la 
Convención. Este último artículo prevé que cuando exista una violación de un derecho o 
libertad protegido por la Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en 
el goce de su derecho o libertad conculcado, y dispondrá que se reparen las consecuencias 
de la medida o situación que ha configurado la vulneración de un derecho. Asimismo, la 
Corte ha señalado en reiteradas ocasiones que, en virtud del artículo 1.1, todo menoscabo 
a los derechos humanos reconocidos en la Convención que pueda ser atribuido, según las 
reglas del Derecho Internacional, a la acción u omisión de cualquier autoridad pública, 
constituye un hecho imputable al Estado que compromete su responsabilidad en los 
términos establecidos en la Convención. Así, la Corte considera que ahí donde sea posible 
identificar una acción u omisión atribuible al Estado, que vulnere un derecho protegido por 
el artículo 26, la Corte podrá determinar la responsabilidad del Estado por dicho acto y 
establecer una reparación adecuada. 

85. El Tribunal advierte que el hecho de que los derechos derivados del artículo 26 estén 
sujetos a las obligaciones generales de la Convención Americana no sólo es resultado de 
cuestiones formales, sino que resulta de la interdependencia e indivisibilidad recíproca 
existente entre los derechos civiles y políticos y los económicos, sociales, culturales y 
ambientales. Al respecto, la Corte ha reconocido que ambas categorías de derechos deben 
ser entendidas integralmente y de forma conglobada como derechos humanos, sin 
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jerarquía entre sí y exigibles en todos los casos ante aquellas autoridades que resulten 
competentes para ello. De igual forma, el Tribunal advierte que el Preámbulo de la 
Convención, así como diversas cláusulas de la Declaración Americana, muestran que tanto 
los derechos civiles y políticos, como los DESCA, fueron reconocidos por los Estados de la 
región como derechos esenciales de la persona humana. En ese mismo sentido, el 
Preámbulo del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador” 
(en adelante también “Protocolo de San Salvador”) reconoce: 

la estrecha relación que existe entre la vigencia de los derechos económicos, sociales y culturales y la de 
los derechos civiles y políticos, por cuanto las diferentes categorías de derechos constituyen un todo 
indisoluble que encuentra su base en el reconocimiento de la dignidad de la persona humana, por lo cual 
exigen una tutela y promoción permanente con el objeto de lograr su vigencia plena, sin que jamás pueda 
justificarse la violación de unos en aras de la realización de otros. 

86. Para este Tribunal, la interdependencia e indivisibilidad de los derechos reconocidos 
por la Convención Americana niega cualquier separación, categorización o jerarquía entre 
derechos para efectos de su respeto, protección y garantía. Esta condición atañe no sólo 
al reconocimiento de los DESCA como derechos humanos protegidos por el artículo 26, 
sino también a los aspectos de competencia de este Tribunal para conocer sobre 
violaciones a los mismos sobre la base de dicho artículo. Al respecto, la Corte recuerda 
que ejerce jurisdicción plena sobre todos sus artículos y disposiciones sobre la base de los 
artículos 62 y 63 de la Convención, entre los que se encuentra el artículo 26. Asimismo, 
de manera complementaria, la Corte recuerda que, como cualquier otro órgano con 
funciones jurisdiccionales, este Tribunal tiene el poder inherente de determinar el alcance 
de su propia competencia (compétence de la compétence) y, por otra parte, “que la Corte 
debe tener en cuenta que los instrumentos de reconocimiento de la cláusula facultativa 
de la jurisdicción obligatoria (artículo 62.1 de la Convención) presuponen la admisión, por 
los Estados que la presentan, de resolver cualquier controversia relativa a su jurisdicción”. 

87. Sin perjuicio de lo anterior, la Corte reconoce que una interpretación sistemática del 
artículo 26 de la Convención implica tomar seriamente en consideración los límites de la 
competencia de la Corte en relación con otros instrumentos del Sistema Interamericano 
que se refieran a los DESCA. En ese sentido, el Tribunal advierte la tensión que puede 
existir en relación con la competencia de la Corte para conocer sobre violaciones a los 
derechos derivados de la Carta de la OEA, a través de una aplicación de los artículos 26, 
1.1, 2, 62 y 63 de la Convención, y la competencia que reconoce el artículo 19.6 del 
Protocolo de San Salvador. En efecto, éste último instrumento prevé que en caso de que 
los derechos establecidos en el párrafo a) del artículo 8 y en el artículo 13 del Protocolo 
fuesen violados por una acción imputable a un Estado Parte, tal situación podría dar lugar 
a la aplicación del sistema de peticiones individuales regulado por los artículos 44 a 51 y 
61 a 69 de la Convención Americana. No queda duda que la voluntad de los Estados sobre 
la competencia de la Corte para pronunciarse sobre violaciones al Protocolo de San 
Salvador encuentra sus límites en los derechos sindicales y el derecho a la educación. 

88. Sin embargo, la Corte considera que el hecho de que el artículo 19.6 del Protocolo de 
San Salvador establezca límites sobre la competencia de este Tribunal para conocer 
exclusivamente sobre violaciones a determinados derechos a través del sistema de 
peticiones individuales, no debe ser interpretado como un precepto que limite el alcance 
de los derechos protegidos por la Convención, ni sobre la posibilidad de la Corte para 
conocer sobre violaciones a estos derechos. Por el contrario, el Tribunal advierte que una 
interpretación sistemática y de buena fe de ambos tratados lleva a la conclusión de que, 
al no existir una restricción expresa en el Protocolo de San Salvador, que limite la 
competencia de la Corte para conocer sobre violaciones a la Convención, ésta limitación 
no debe ser asumida por este Tribunal. Asimismo, la Corte recuerda que el hecho de que 
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los Estados adopten protocolos o tratados relacionados con materias específicas, y definan 
la competencia de este Tribunal para conocer sobre aspectos definidos de dichos tratados, 
no implica una limitación a la competencia de este Tribunal para conocer sobre violaciones 
a la Convención Americana sobre aspectos sustantivos que se regulan en ambos tratados. 
En ese sentido, la Corte recuerda que el artículo 77 de la Convención prevé la posibilidad 
de que cualquier Estado parte o la Comisión sometan a consideración proyectos de 
protocolo adicionales con la finalidad de “incluir progresivamente en el régimen de 
protección de la misma otros derechos y libertades”. 

89. De esta forma, la Corte considera que no existen elementos para considerar que, con 
la adopción del Protocolo de San Salvador, los Estados buscaron limitar la competencia 
del Tribunal para conocer sobre violaciones al artículo 26 de la Convención Americana. Al 
respecto, la Corte advierte que si la Convención Americana no está siendo modificada 
expresamente con un acto posterior de los Estados, la interpretación que corresponde 
debe ser la menos restrictiva respecto a sus alcances en materia de protección de los 
derechos humanos. Asimismo, el Tribunal recuerda que la propia Convención Americana 
prevé en su artículo 76 un procedimiento específico para realizar enmiendas a la misma, 
el cual requiere una aprobación de dos terceras partes de los Estados parte de la 
Convención. De esta forma, sería contradictorio considerar que la adopción de un 
Protocolo adicional, que no requiere un margen de aceptación tan elevado como una 
enmienda a la Convención Americana, puede modificar el contenido y alcance de los 
efectos de la misma. En consecuencia, la Corte considera que la mera existencia del 
artículo 19.6 del Protocolo de San Salvador no permite inferir conclusiones con 
consecuencias limitativas respecto a la relación entre los artículos 26, 1.1, 2, 62 y 63 de 
la Convención. 

[Interpretación teleológica] 

90. En tercer lugar, corresponde realizar una interpretación teleológica del artículo 26 de 
la Convención. La Corte recuerda que en una interpretación teleológica se analiza el 
propósito de las normas involucradas, para lo cual es pertinente analizar el objeto y fin 
del tratado mismo y, de ser pertinente, los propósitos del sistema regional de protección. 

91. El Preámbulo de la Convención Americana hace varias referencias que permiten 
establecer el objeto y fin del tratado: 

Reafirmando su propósito de consolidar en este Continente, dentro del cuadro de las instituciones 
democráticas, un régimen de libertad personal y de justicia social, fundado en el respeto de los derechos 
esenciales del hombre; 

Reconociendo que los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional de determinado 
Estado, sino que tienen como fundamento los atributos de la persona humana, razón por la cual justifican 
una protección internacional, de naturaleza convencional coadyuvante o complementaria de la que ofrece el 
derecho interno de los Estados americanos; [...] 

Reiterando que, con arreglo a la Declaración Universal de los Derechos Humanos, sólo puede realizarse el 
ideal del ser humano libre, exento del temor y de la miseria, si se crean condiciones que permitan a cada 
persona gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos civiles y 
políticos. 

Considerando que la Tercera Conferencia Interamericana Extraordinaria (Buenos Aires, 1967) aprobó la 
incorporación a la propia Carta de la Organización de normas más amplias sobre derechos económicos, 
sociales y educacionales y resolvió que una convención interamericana sobre derechos humanos 
determinara la estructura, competencia y procedimiento de los órganos encargados de esa materia 
(subrayado fuera del texto). 

92. Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte ha afirmado que el objeto y fin de la 
Convención es “la protección de los derechos fundamentales de los seres humanos”. En 
este sentido, la Convención Americana prevé expresamente determinadas pautas de 



 

299     

interpretación en su artículo 29, entre las que alberga el principio pro persona, que 
implican que ninguna disposición de dicho tratado puede ser interpretada en el sentido de 
limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de 
acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados Parte o de acuerdo con otra convención 
en que sea parte uno de dichos Estados, o bien de excluir o limitar el efecto que puedan 
producir la Declaración Americana y otros instrumentos internacionales de la misma 
naturaleza. 

93. Como se indicó, el objeto y fin de tratado es “la protección de los derechos 
fundamentales de los seres humanos”. Una interpretación teleológica de la norma sería 
conforme con la conclusión a la cual se arribó por medio de la interpretación literal y 
sistemática, en el sentido que el artículo 26 reconoce la existencia de “derechos” que 
deben ser garantizados por el Estado a todas las personas sujetas a su jurisdicción en los 
términos previstos por la Convención Americana. El reconocimiento de estos derechos y 
de la competencia de la Corte para resolver controversias en relación con ellos tienen el 
objetivo de consolidar un régimen de libertad personal y justicia social fundado en el 
respeto de los derechos esenciales del hombre reconocidos en la Carta de la OEA, lo cual 
es claramente compatible con el objeto y fin de la Convención Americana. 

[Métodos complementarios de interpretación] 

94. En cuarto lugar, la Corte recuerda que, según el artículo 32 de la Convención de Viena, 
los medios complementarios de interpretación, en especial los trabajos preparatorios del 
tratado, son utilizables para confirmar el sentido resultante de la interpretación realizada 
de conformidad con los métodos señalados en el artículo 31. Lo anterior implica que son 
utilizados de forma subsidiaria. 

95. Al respecto, el Tribunal recuerda que el contenido del artículo 26 de la Convención fue 
objeto de un intenso debate en los trabajos preparatorios de ésta, nacido del interés de 
los Estados por consignar una “mención directa” a los “derechos” económicos, sociales y 
culturales; “una disposición que establezca cierta obligatoriedad jurídica [...] en su 
cumplimiento y aplicación”; así como “los [respectivos] mecanismos [para su] promoción 
y protección”, ya que el Anteproyecto de tratado elaborado por la Comisión Interamericana 
hacía referencia a aquellos en dos artículos que, de acuerdo con algunos Estados, sólo 
“recog[ían] en un texto meramente declarativo, conclusiones establecidas en la 
Conferencia de Buenos Aires”. 

96.La revisión de dichos trabajos preparatorios de la Convención demuestra también que 
las principales observaciones sobre la base de las cuales ésta fue aprobada pusieron 
especial énfasis en “dar a los derechos económicos, sociales y culturales la máxima 
protección compatible con las condiciones peculiares a la gran mayoría de los Estados 
Americanos”. Así, como parte del debate en los trabajos preparatorios, también se 
propuso “hac[er] posible [la] ejecución [de dichos derechos] mediante la acción de los 
tribunales”. La Corte considera que dichas manifestaciones de los Estados no contradicen 
la tesis acerca de que el artículo 26 en efecto reconoce “derechos”, que están sujetos a 
las obligaciones generales que los Estados tienen en virtud de los artículos 1.1 y 2 de la 
Convención Americana y que, por ende, son justiciables. 

[Conclusión] 

97. La Corte advierte que una interpretación literal, sistemática y teleológica permite 
concluir que el artículo 26 de la Convención Americana protege aquellos derechos que 
derivan de las normas económicas, sociales y de educación, ciencia y cultura contenidas 
en la Carta de la OEA. Los alcances de estos derechos deben ser entendidos en relación 
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con el resto de las demás cláusulas de la Convención Americana, por lo que están sujetos 
a las obligaciones generales contenidas en los artículos 1.1 y 2 de la Convención y pueden 
ser sujetos de supervisión por parte de este Tribunal en términos de los artículos 62 y 63 
del mismo instrumento. Esta conclusión se fundamenta no sólo en cuestiones formales, 
sino que resulta de la interdependencia e indivisibilidad de los derechos civiles y políticos 
y los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales, así como de su 
compatibilidad con el objeto y fin de la Convención, que es la protección de los derechos 
fundamentales de los seres humanos. Corresponderá, en cada caso concreto que requiera 
un análisis de DESCA, determinar si de la Carta de la OEA se deriva explícita o 
implícitamente un derecho humano protegido por el artículo 26 de la Convención 
Americana, así como los alcances de dicha protección. 

Corte IDH. Caso Extrabajadores del Organismo Judicial Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 17 de noviembre 
de 2021. Serie C No. 445 

100. Respecto al alcance del artículo 26 de la Convención Americana en relación con los 
artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, esta Corte ha interpretado que la Convención 
incorporó en su catálogo de derechos protegidos los denominados derechos económicos, 
sociales, culturales y ambientales (DESCA), a través de una derivación de las normas 
reconocidas en la Carta de la Organización de los Estados Americanos (OEA), así como de 
las normas de interpretación dispuestas en el propio artículo 29 de la Convención. Dicho 
dispositivo impide limitar o excluir el goce de los derechos establecidos en la Declaración 
Americana, e inclusive los reconocidos en materia interna. Asimismo, de conformidad con 
una interpretación sistemática, teleológica y evolutiva, la Corte ha recurrido al corpus iuris 
internacional y nacional en la materia para dar contenido específico al alcance de los 
derechos tutelados por la Convención, a fin de derivar el alcance de las obligaciones 
específicas de cada derecho.  

101. Por lo anterior, la Corte utiliza las fuentes, principios y criterios del corpus iuris 
internacional como normativa especial aplicable en la determinación del contenido de los 
DESCA protegidos por el artículo 26 de la Convención. Este Tribunal ha señalado que la 
utilización de la normativa antes mencionada para la determinación de los derechos en 
cuestión se utiliza en forma complementaria a la normativa convencional. De esta forma, 
la Corte ha afirmado reiteradamente que no está asumiendo competencia sobre tratados 
en los que no la tiene, ni otorgando jerarquía convencional a normas contenidas en otros 
instrumentos nacionales o internacionales relacionados con los DESCA. Por el contrario, la 
Corte realiza una interpretación de conformidad con las pautas previstas por el artículo 29 
y conforme a su práctica jurisprudencial, que permite actualizar el sentido de los derechos 
derivados de la Carta de la OEA, que se encuentran reconocidos por el artículo 26 de la 
Convención.  

102. Además, en la determinación del contenido y alcance de los DESCA involucrados, la 
Corte da un especial énfasis a la Declaración Americana, pues tal y como lo estableció 
este Tribunal: […] [L]os Estados Miembros han entendido que la Declaración contiene y 
define aquellos derechos humanos esenciales a los que la Carta se refiere, de manera que 
no se puede interpretar y aplicar la Carta de la Organización en materia de derechos 
humanos, sin integrar las normas pertinentes de ella con las correspondientes 
disposiciones de la Declaración, como resulta de la práctica seguida por los órganos de la 
OEA.  

103. En el mismo sentido, la Corte reitera que los tratados de derechos humanos son 
instrumentos vivos, cuya interpretación tiene que acompañar la evolución de los tiempos 
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y las condiciones de vida actuales. Tal interpretación evolutiva es consecuente con las 
reglas generales de interpretación establecidas en el artículo 29 de la Convención 
Americana, así como con la Convención de Viena. Además, el párrafo tercero del artículo 
31 de la Convención de Viena autoriza la utilización de medios interpretativos tales como 
los acuerdos o la práctica o reglas relevantes del derecho internacional que los Estados 
hayan manifestado sobre la materia del tratado, los cuales son algunos de los métodos 
que se relacionan con una visión evolutiva del Tratado. De esta forma, con el objetivo de 
determinar el alcance de los derechos que se derivan de las normas económicas, sociales 
y sobre educación, ciencia y cultura de la Carta de la OEA, el Tribunal hace referencia a 
los instrumentos relevantes del corpus iuris internacional.  

104. Adicionalmente, la Corte considera pertinente recordar que existen dos tipos de 
obligaciones que derivan del reconocimiento de los DESCA, los cuales se encuentran 
protegidos por el artículo 26 de la Convención: aquellas de exigibilidad inmediata, y 
aquellas de carácter progresivo. Al respecto, la Corte recuerda que, en relación con las 
primeras (obligaciones de exigibilidad inmediata), los Estados deberán adoptar medidas 
eficaces a fin de garantizar el acceso sin discriminación a las prestaciones reconocidas 
para los DESCA, y en general avanzar hacia su plena efectividad. Respecto a las segundas 
(obligaciones de carácter progresivo), la realización progresiva significa que los Estados 
partes tienen la obligación concreta y constante de avanzar lo más expedita y eficazmente 
posible hacia la plena efectividad de dichos derechos, en la medida de sus recursos 
disponibles, por vía legislativa u otros medios apropiados. Asimismo, se impone la 
obligación de no regresividad frente a la realización de los derechos alcanzados. En virtud 
de lo anterior, las obligaciones convencionales de respeto y garantía, así como de adopción 
de medidas de derecho interno (artículos 1.1 y 2), resultan fundamentales para alcanzar 
su efectividad." 

106. Por el contrario, la Corte realiza una interpretación de conformidad con las pautas 
previstas por el artículo 29 y conforme a su práctica jurisprudencial, que permite actualizar 
el sentido de los derechos derivados de la Carta de la OEA, que se encuentran reconocidos 
por el artículo 26 de la Convención.  

El derecho a salud  

El derecho a la salud como un derecho autónomo y justiciable 

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359 

98. La Corte reitera que de las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y 
cultura contenidas en la Carta de la OEA se deriva el derecho a la salud. La Corte reitera 
la naturaleza y alcance de las obligaciones que derivan de la protección de este derecho, 
tanto en lo que respecta a aquellos aspectos que tienen una exigibilidad inmediata, como 
aquellos que tienen un carácter progresivo. Al respecto, la Corte recuerda que, en relación 
con las primeras (obligaciones de exigibilidad inmediata), los Estados deberán adoptar 
medidas eficaces a fin de garantizar el acceso sin discriminación a las prestaciones 
reconocidas para el derecho a la salud. Respecto a las segundas (obligaciones de carácter 
progresivo), la realización progresiva significa que los Estados partes tienen la obligación 
concreta y constante de avanzar lo más expedita y eficazmente posible hacia la plena 
efectividad de dicho derecho, en la medida de sus recursos disponibles, por vía legislativa 
u otros medios apropiados. 
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99. En razón de lo anterior, en primer lugar, la Corte advierte que el artículo 34.i y 34.l 
de la Carta de la OEA establece, entre los objetivos básicos del desarrollo integral, el de 
la “[d]efensa del potencial humano mediante la extensión y aplicación de los modernos 
conocimientos de la ciencia médica”, así como de las “[c]ondiciones que hagan posible 
una vida sana, productiva y digna”. Por su parte, el artículo 45.h destaca que “el hombre 
sólo puede alcanzar la plena realización de sus aspiraciones dentro de un orden social 
justo”, por lo que los Estados convienen en dedicar esfuerzos a la aplicación de principios, 
entre ellos el: “h) Desarrollo de una política eficiente de seguridad social”. La Corte 
advierte la existencia de una interrelación entre el compromiso de los Estados de 
garantizar una política eficiente de seguridad social y su deber de garantizar la atención 
de la salud, más aún en el contexto de las enfermedades endémicas. De esta forma, la 
Corte reitera que existe una referencia con el suficiente grado de especificidad para derivar 
la existencia del derecho a la salud reconocido implícitamente por la Carta de la OEA. 

100. En segundo lugar, corresponde a este Tribunal determinar los alcances del derecho 
a la salud a la luz del corpus juris internacional en la materia. La Corte recuerda que las 
obligaciones contenidas en los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana constituyen, 
en definitiva, la base para la determinación de responsabilidad internacional a un Estado 
por violaciones a los derechos reconocidos en la Convención, incluidos aquellos 
reconocidos en virtud del artículo 26. Sin embargo, la misma Convención hace expresa 
referencia a las normas del Derecho Internacional general para su interpretación y 
aplicación, específicamente a través del artículo 29, el cual prevé el principio pro persona. 
De esta forma, como ha sido la práctica constante de este Tribunal, al determinar la 
compatibilidad de las acciones y omisiones del Estado, o de sus normas, con la propia 
Convención u otros tratados respecto de los cuales tiene competencia, la Corte puede 
interpretar las obligaciones y derechos en ellos contenidos a la luz de otros tratados y 
normas pertinentes. 

101. De esta forma, la Corte utilizará las fuentes, principios y criterios del corpus juris 
internacional como normativa especial aplicable en la determinación del contenido del 
derecho a la salud. Este Tribunal señala que la utilización de la normativa antes 
mencionada para la determinación del derecho a la salud, y de los derechos correlativos 
para personas que viven con el VIH, se utilizará en forma complementaria a la normativa 
convencional. Al respecto, la Corte afirma que no está asumiendo competencias sobre 
tratados sobre los que no la tiene, ni tampoco está otorgando jerarquía convencional a 
normas contenidas en otros instrumentos nacionales o internacionales relacionados con 
los DESCA. Por el contrario, la Corte realizará una interpretación de conformidad con las 
pautas previstas por el artículo 29, y conforme a su práctica jurisprudencial, que permita 
actualizar el sentido de los derechos derivados de la Carta de la OEA que se encuentran 
reconocidos por el artículo 26 de la Convención. La determinación del derecho a la salud 
dará un especial énfasis a la Declaración Americana, pues tal y como lo estableció este 
Tribunal: 

[...] [L]os Estados Miembros han entendido que la Declaración contiene y define aquellos derechos humanos 
esenciales a los que la Carta se refiere, de manera que no se puede interpretar y aplicar la Carta de la 
Organización en materia de derechos humanos, sin integrar las normas pertinentes de ella con las 
correspondientes disposiciones de la Declaración, como resulta de la práctica seguida por los órganos de la 
OEA. 

102. En el mismo sentido, este Tribunal ha señalado en otras oportunidades que los 
tratados de derechos humanos son instrumentos vivos, cuya interpretación tiene que 
acompañar la evolución de los tiempos y las condiciones de vida actuales. Tal 
interpretación evolutiva es consecuente con las reglas generales de interpretación 
establecidas en el artículo 29 de la Convención Americana, así como con la Convención de 
Viena. Además, el párrafo tercero del artículo 31 de la Convención de Viena autoriza la 
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utilización de medios interpretativos tales como los acuerdos o la práctica o reglas 
relevantes del derecho internacional que los Estados hayan manifestado sobre la materia 
del tratado, los cuales son algunos de los métodos que se relacionan con una visión 
evolutiva del Tratado. De esta forma, con el objetivo de determinar el alcance del derecho 
a la salud para personas que viven con el VIH, tal y como se deriva de las normas 
económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura de la Carta de la OEA, el Tribunal 
hará referencia a los instrumentos relevantes del corpus juris internacional. 

El contenido del derecho a la salud 

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359 

103. En razón de lo anterior, la Corte advierte, en primer término, que la Declaración 
Americana reconoce en su Artículo XI que toda persona tiene el derecho “a que su salud 
sea preservada por medidas sanitarias y sociales, relativas a [...] la asistencia médica, 
correspondientes al nivel que permitan los recursos públicos y los de la comunidad”. En el 
mismo sentido, el artículo 10 del Protocolo de San Salvador establece que toda persona 
tiene derecho a la salud, entendida como el disfrute del más alto nivel de bienestar físico, 
mental y social, e indica que la salud es un bien público. El mismo artículo establece que, 
entre las medidas para garantizar el derecho a la salud, los Estados deben impulsar “la 
total inmunización contra las principales enfermedades infecciosas”, “la prevención y el 
tratamiento de las enfermedades endémicas, profesionales y de otra índole”, y “la 
satisfacción de las necesidades de salud de los grupos de más alto riesgo y que por sus 
condiciones de pobreza sean más vulnerables”. 

104. En sentido similar a las obligaciones previstas por la Carta de la OEA, la Declaración 
Americana, y el Protocolo de San Salvador, en el ámbito universal el PIDESC entiende el 
derecho a la salud como “el disfrute más alto de bienestar social, físico y mental”, y 
reconoce la obligación estatal de adoptar medidas para “[l]a prevención y el tratamiento 
de las enfermedades epidémicas, endémicas, profesionales y de otra índole, y la lucha 
contra ellas”. 

105. Al respecto, esta Corte ya ha reconocido que la salud es un derecho humano 
fundamental e indispensable para el ejercicio adecuado de los demás derechos humanos, 
y que todo ser humano tiene derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud que le 
permita vivir dignamente, entendida la salud no sólo como la ausencia de afecciones o 
enfermedades, sino también como un estado completo de bienestar físico, mental y social, 
derivado de un estilo de vida que permita alcanzar a las personas un balance integral. El 
Tribunal ha precisado que la obligación general de protección a la salud se traduce en el 
deber estatal de asegurar el acceso de las personas a servicios esenciales de salud, 
garantizando una prestación médica de calidad y eficaz, así como de impulsar el 
mejoramiento de las condiciones de salud de la población. 

106. En el mismo sentido, el Tribunal ha establecido que la operatividad de dicha 
obligación comienza con el deber de regulación, por lo que ha indicado que los Estados 
son responsables de regular con carácter permanente la prestación de servicios (tanto 
públicos como privados) y la ejecución de programas nacionales relativos al logro de una 
prestación de servicios de calidad. La Corte ha tomado en cuenta la Observación General 
No. 14 del Comité DESC sobre el derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud. 
En particular, en dicha Observación destacó que el derecho abarca la atención de salud 
oportuna y apropiada, así como los siguientes elementos esenciales e interrelacionados 
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de disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad, cuya aplicación dependerá de las 
condiciones prevalecientes en cada estado: 

a) Disponibilidad. Cada Estado Parte deberá contar con un número suficiente de establecimientos, bienes y 
servicios públicos de salud y centros de atención de la salud, así como de programas. La naturaleza precisa 
de los establecimientos, bienes y servicios dependerá de diversos factores, en particular el nivel de desarrollo 
del Estado Parte. Con todo, esos servicios incluirán los factores determinantes básicos de la salud, como 
agua limpia potable y condiciones sanitarias adecuadas, hospitales, clínicas y demás establecimientos 
relacionados con la salud, personal médico y profesional capacitado y bien remunerado habida cuenta de 
las condiciones que existen en el país, así como los medicamentos esenciales definidos en el Programa de 
Acción sobre medicamentos esenciales de la OMS. 

b) Accesibilidad. Los establecimientos, bienes y servicios de salud deben ser accesibles a todos, sin 
discriminación alguna, dentro de la jurisdicción del Estado Parte. La accesibilidad presenta cuatro 
dimensiones superpuestas: 

i) No discriminación: los establecimientos, bienes y servicios de salud deben ser accesibles, de hecho y de 
derecho, a los sectores más vulnerables y marginados de la población, sin discriminación alguna por 
cualquiera de los motivos prohibidos. 

ii) Accesibilidad física: los establecimientos, bienes y servicios de salud deberán estar al alcance geográfico 
de todos los sectores de la población, en especial los grupos vulnerables o marginados, como las minorías 
étnicas y poblaciones indígenas, las mujeres, los niños, los adolescentes, las personas mayores, las personas 
con discapacidades y las personas con VIH/SIDA. La accesibilidad también implica que los servicios médicos 
y los factores determinantes básicos de la salud, como el agua limpia potable y los servicios sanitarios 
adecuados, se encuentran a una distancia geográfica razonable, incluso en lo que se refiere a las zonas 
rurales. Además, la accesibilidad comprende el acceso adecuado a los edificios para las personas con 
discapacidades. 

iii) Accesibilidad económica (asequibilidad): los establecimientos, bienes y servicios de salud deberán estar 
al alcance de todos. Los pagos por servicios de atención de la salud y servicios relacionados con los factores 
determinantes básicos de la salud deberán basarse en el principio de la equidad, a fin de asegurar que esos 
servicios, sean públicos o privados, estén al alcance de todos, incluidos los grupos socialmente 
desfavorecidos. La equidad exige que sobre los hogares más pobres no recaiga una carga desproporcionada, 
en lo que se refiere a los gastos de salud, en comparación con los hogares más ricos. 

iv) Acceso a la información: ese acceso comprende el derecho de solicitar, recibir y difundir información e 
ideas acerca de las cuestiones relacionadas con la salud. Con todo, el acceso a la información no debe 
menoscabar el derecho de que los datos personales relativos a la salud sean tratados con confidencialidad. 

c) Aceptabilidad. Todos los establecimientos, bienes y servicios de salud deberán ser respetuosos de la ética 
médica y culturalmente apropiados, es decir respetuosos de la cultura de las personas, las minorías, los 
pueblos y las comunidades, a la par que sensibles a los requisitos del género y el ciclo de vida, y deberán 
estar concebidos para respetar la confidencialidad y mejorar el estado de salud de las personas de que se 
trate. 

d) Calidad. Además de aceptables desde el punto de vista cultural, los establecimientos, bienes y servicios 
de salud deberán ser también apropiados desde el punto de vista científico y médico y ser de buena calidad. 
Ello requiere, entre otras cosas, personal médico capacitado, medicamentos y equipo hospitalario 
científicamente aprobados y en buen estado, agua limpia potable y condiciones sanitarias adecuadas. 

107. En relación con lo anterior, la Corte concluye que el derecho a la salud se refiere al 
derecho de toda persona a gozar del más alto nivel de bienestar físico, mental y social. 
Este derecho abarca la atención de salud oportuna y apropiada conforme a los principios 
de disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad. El cumplimiento de la obligación 
del Estado de respetar y garantizar este derecho deberá dar especial cuidado a los grupos 
vulnerables y marginados, y deberá realizarse de conformidad con los recursos disponibles 
de manera progresiva y de la legislación nacional aplicable. A continuación, el Tribunal se 
referirá a las obligaciones específicas que surgen para la atención a la salud para personas 
que viven con el VIH. 

 

 

 



 

305     

Estándares aplicables a personas que viven con el VIH 

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359 

108. El acceso a medicamentos forma parte indispensable del derecho al disfrute del más 
alto nivel posible de salud. Al respecto, la Corte ha retomado el criterio sobre que el acceso 
a la medicación en el contexto de pandemias como las de VIH, tuberculosis y paludismo 
es uno de los elementos fundamentales para alcanzar gradualmente el ejercicio pleno del 
derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental. En 
el mismo sentido, el Tribunal ha considerado que los Estados deben adoptar medidas 
dirigidas a regular el acceso a los bienes, servicios e información relacionados con el VIH, 
de modo que haya suficientes prestaciones y servicios de prevención y atención de los 
casos de VIH. También ha señalado que los Estados deben tomar las medidas necesarias 
para asegurar a todas las personas el suministro de y la accesibilidad a bienes de calidad, 
servicios e información para la prevención, tratamiento, atención y apoyo del VIH, 
incluidos la terapia antirretrovírica y otros medicamentos, pruebas diagnósticas y 
tecnologías relacionadas seguras y eficaces para la atención preventiva, curativa y 
paliativa del VIH, de las infecciones oportunistas y de las enfermedades conexas. 

110. La Corte también ha señalado que una respuesta eficaz al VIH requiere un enfoque 
integral que comprende una secuencia continua de prevención, tratamiento, atención y 
apoyo. En primer lugar, esta obligación requiere la disponibilidad en cantidades suficientes 
de antirretrovirales y otros productos farmacéuticos para tratar el VIH o las enfermedades 
oportunistas. En ese sentido, el perito Ricardo Boza Cordero explicó que el tratamiento 
antirretroviral permite controlar el virus en los diferentes fluidos del organismo, pero que 
no lo elimina. Por esta razón, el tratamiento antirretroviral debe ser estrictamente vigilado 
y darse por toda la vida después de que la enfermedad haya sido diagnosticada, pues de 
suspenderse el virus sale de las células y se divide con gran rapidez, con el agravante de 
que las cepas virales serán resistentes a los fármacos que un paciente esté tomando. En 
consecuencia, el tratamiento antirretroviral debe ser permanente y constante de acuerdo 
con el estado de salud del paciente y con sus requerimientos médicos y clínicos. 

111. En segundo lugar, la Corte recuerda que la obligación del Estado de garantizar el 
derecho a la salud de personas que viven con el VIH requiere la realización de pruebas 
diagnósticas para la atención de la infección, así como el diagnóstico y tratamiento de las 
enfermedades oportunistas y conexas que puedan surgir. La realización de pruebas de 
laboratorio que permiten la cuantificación de linfocitos TCD4+ y TCD8+ en sangre 
periférica, así como de la cantidad del VIH en el plasma, es fundamental para el adecuado 
tratamiento antirretroviral. De esta forma, los exámenes CD4 y de carga viral deben ser 
realizados cada 6 meses o un año a todos los pacientes que viven con el VIH, y los 
exámenes de genotipo deberán ser realizados en tanto un paciente tenga un tratamiento 
con medicamentos para conocer la posible resistencia a medicamentos antirretrovirales. 
Adicionalmente, el tratamiento se debe extender a aquellas enfermedades oportunistas y 
conexas, las cuales aparecen cuando las defensas de un paciente están muy bajas. 

112. En tercer lugar, la Corte reitera que la atención para personas que viven con el VIH 
incluye la buena alimentación y apoyo social y psicológico, así como atención familiar, 
comunitaria y domiciliaria. En efecto, la atención y apoyo a personas que viven con el VIH 
no se limita a los medicamentos y los sistemas formales de atención sanitaria, y en cambio 
exigen tener en cuenta las distintas necesidades de las personas que viven con el VIH. En 
particular, el apoyo social, que incluye las actividades para el suministro de alimento, el 
apoyo emocional, y el asesoramiento psicosocial, mejora el cumplimiento de la terapia 
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antirretroviral y mejora la calidad de vida de las personas que viven con el VIH. En el 
mismo sentido, el apoyo nutricional contribuye para mantener el sistema inmunitario, 
gestionar las infecciones relacionadas con el VIH, mejorar el tratamiento para el VIH, 
sostener niveles de actividad física, y prestar apoyo a una calidad de vida óptima. 

113. Asimismo, el Tribunal ha reiterado que las tecnologías de prevención del VIH abarcan 
los preservativos, lubricantes, material de inyección estéril, fármacos antirretrovíricos (por 
ej., para revenir la transmisión materno infantil o como profilaxis posexposición) y, una 
vez desarrollados, microbicidas y vacunas seguros y eficaces. El acceso universal, basado 
en los principios de los derechos humanos, requiere que todos estos bienes, servicios e 
información no sólo estén disponibles y sean aceptables y de buena calidad, sino también 
que estén al alcance físico de todos y sean asequibles para todos. De igual forma, la Corte 
considera que el acceso a un tratamiento médico debe tener en consideración a los 
avances técnicos de la ciencia médica. 

114. De esta forma, y en relación con lo anteriormente mencionado, el derecho a la salud 
de las personas que viven con el VIH incluye el acceso a bienes de calidad, servicios e 
información para la prevención, tratamiento, atención y apoyo de la infección, incluida la 
terapia antirretrovírica y otros medicamentos, pruebas diagnósticas y tecnologías 
relacionadas seguras y eficaces para la atención preventiva, curativa y paliativa del VIH, 
de las enfermedades oportunistas y de las enfermedades conexas, así como el apoyo 
social y psicológico, la atención familiar y comunitaria, y el acceso a las tecnologías de 
prevención. 

115. Así, la primera obligación que se desprende del deber de garantizar el derecho a la 
salud es la obligación de regular la protección al derecho a la salud para las personas que 
viven con el VIH. En ese sentido, la Corte constata que la Constitución de Guatemala 
reconoce que el goce a la salud es un derecho fundamental del ser humano, y que el 
Estado tiene el deber de velar por la salud y la asistencia social de todos sus habitantes. 
Asimismo, el Tribunal constata que el Código de Salud establece la obligación del Estado, 
a través del Ministerio de Salud Pública, de realizar acciones a fin de velar por la prestación 
del servicio de salud a los guatemaltecos en forma gratuita, y prevé que el Estado deberá 
asignar los recursos necesarios para el financiamiento público de los servicios de salud. 
En relación con el tratamiento a de enfermedades de transmisión sexual y el SIDA, la 
Corte constata que el Código de Salud establece que el Ministerio de Salud apoyará el 
desarrollo específico de programas de educación, detección, prevención y control de ETS, 
VIH/SIDA. 

116. De manera específica, la Corte advierte que la Ley General para el Combate al 
VIH/SIDA reconoce la infección del VIH como un problema social de urgencia nacional. 
Esta misma Ley prevé que “[t]oda persona con diagnóstico de VIH/SIDA deberá recibir 
atención integral de inmediato”, y que el Ministerio de Salud Pública deberá proveer los 
servicios de atención a las personas que viven con el VIH, la cual deberá atender sus 
necesidades físicas, psicológicas y sociales. Asimismo, dicha ley prevé que el Ministerio de 
Economía y Finanzas implementará un programa que permita el acceso a medicamentos 
antirretrovirales de calidad, a precios accesibles a personas que viven con el VIH. En el 
mismo sentido, el Tribunal advierte que el Reglamento de la Ley General para el combate 
al VIH/SIDA establece que el Ministerio de Salud deberá contar con el equipo básico y los 
insumos necesarios que permitan una atención integral de calidad, lo cual requiere que 
dicho Ministerio proporcione en las unidades atención integral de calidad, incluyendo el 
acceso a medicamentos antirretrovirales de acuerdo a los Protocolos nacionales de 
tratamientos de VIH/SIDA. 
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117. En consideración de lo anterior, esta Corte observa que la normativa citada instituía, 
desde al menos el año 1985, el derecho a la salud como un derecho constitucionalmente 
protegido, y desde el año 1997 el Código de Salud establecía la obligación del Estado de 
proveer servicios de educación, detección, prevención y control del VIH. Asimismo, la 
Corte advierte que, desde el año 2000, fue adoptada una normativa específica para la 
atención y el seguimiento al VIH/SIDA. En razón de lo anterior, la Corte considera que el 
Estado reguló adecuadamente la protección al derecho a la salud para personas que viven 
con el VIH en Guatemala. Corresponde a la Corte verificar si el Estado cumplió con su 
deber de garantía del derecho a la salud para las presuntas víctimas del caso, para lo cual 
dividirá su análisis en dos momentos: i) antes del año 2004, y ii) con posterioridad a ese 
año. 

119. Al respecto, el Estado ratificó en su escrito de contestación de demanda ante este 
Tribunal su posición asumida durante el trámite ante la Comisión. En ese sentido, el Estado 
indicó que antes del año 2004 la mayor parte del tratamiento médico en Guatemala fue 
asumido por la organización Médicos sin Frontera Suiza y que el Estado sólo financió el 
tratamiento de 373 personas. Asimismo, ofreció implementar acciones para asumir en 
hospitales estatales la atención de las presuntas víctimas a cargo de Médicos sin Fronteras. 
En ese sentido, la Corte constata que 48 de las presuntas víctimas de este caso no habrían 
recibido tratamiento médico estatal previo al año 2004. Por lo tanto, la Corte tiene por 
probado que, antes del año 2004, las presuntas víctimas antes señaladas no recibieron 
ningún tipo de tratamiento médico estatal o que este fue deficiente para atender su 
condición como personas que viven con el VIH. Por su parte, el señor Cabrera Morales fue 
diagnosticado en octubre de 2001 y comenzó a recibir tratamiento antirretroviral 
proporcionado por el IGSS a partir de diciembre de 2001. No obstante, la Corte constata 
que tuvo acceso irregular a antirretrovirales y pruebas de CD4 y carga viral, que no le 
fueron realizados exámenes de genotipo y fenotipo, y que no ha recibido apoyo social ni 
psicológico, ni atención familiar, comunitaria y domiciliaria de conformidad con los 
estándares establecidos en esta Sentencia, por lo tanto el tratamiento médico recibido con 
anterioridad al año 2004 careció de los elementos de disponibilidad, accesibilidad y calidad 
de la atención en salud. En consecuencia, el Tribunal concluye que el Estado es 
responsable por la violación al deber de garantía del derecho a la salud, de conformidad 
con el artículo 26 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo 
instrumento, en perjuicio de las 49 personas señaladas como víctimas en el Anexo 2 de la 
presente Sentencia. 

120. El Tribunal procederá a analizar si el tratamiento médico recibido con posterioridad 
al año 2004 fue adecuado conforme a los estándares relacionados con el derecho a la 
salud. 

121. En el presente caso, en primer lugar, la Corte recuerda que el tratamiento médico 
para personas con VIH requiere la disponibilidad de cantidades suficientes de 
antirretrovirales y otros productos farmacéuticos para el tratamiento de enfermedades 
oportunistas. Al respecto, del acervo probatorio, se desprende que 31 de las presuntas 
víctimas tuvieron acceso irregular, nulo o inadecuado a antirretrovirales por parte del 
Estado. En ese sentido, el Tribunal constata lo siguiente: i) algunas presuntas víctimas 
carecieron de acceso a antirretrovirales, ya sea por el prolongado tiempo transcurrido 
entre el primer diagnóstico de VIH y el inicio del tratamiento, o porque el tratamiento fue 
insuficiente una vez que tuvieron acceso a él; ii) en otros casos, los pacientes sufrieron 
desabastecimiento o falta de periodicidad en el suministro de sus medicamentos; iii) por 
último, en relación a algunas personas se detectaron fallas terapéuticas debido a que el 
tratamiento antirretroviral causó resistencia, o se probó que las presuntas víctimas 
requerían un cambio de esquema en su tratamiento, mismo que no fue proporcionado. En 
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relación con el resto de las presuntas víctimas, el Tribunal carece de información suficiente 
para determinar su situación respecto al tratamiento antirretroviral. 

122. En segundo lugar, el Tribunal recuerda que la obligación del Estado de garantizar el 
derecho a la salud para personas que viven con el VIH requiere la realización de pruebas 
diagnósticas para la atención de la infección y de enfermedades oportunistas, las cuales 
son fundamentales para prescribir el tratamiento antirretroviral adecuado. De la misma 
forma, la falta de pruebas periódicas genera un riesgo de que el paciente reciba un 
tratamiento inadecuado o bien que el virus cause resistencia a los medicamentos 
antirretrovirales aumentando así el riesgo de contagio de enfermedades oportunistas. En 
relación con el presente caso, el Tribunal advierte que 39 de las presuntas víctimas no 
tuvieron acceso a pruebas periódicas de CD4, carga viral, fenotipo y genotipo, y en algunos 
casos los pacientes carecieron de la realización de todas las pruebas. Específicamente, la 
Corte constata que en algunos casos no fueron practicadas pruebas de CD4 y/o carga 
viral, en otros casos no se les ha practicado exámenes de genotipo y/o fenotipo, y la 
mayoría de las víctimas ha carecido de la realización periódica de exámenes en 
conformidad con los estándares establecidos para la adecuada atención y seguimiento del 
tratamiento médico integral para las personas que viven con el VIH, o bien en algún 
momento ha tenido que cubrir el costo de los mismos. Adicionalmente, la Corte constata 
que, como consecuencia de lo anterior, numerosas víctimas adquirieron enfermedades 
oportunistas que tampoco fueron atendidas. 

123. En tercer lugar, el Tribunal recuerda que la atención de personas que viven con el 
VIH incluye la buena alimentación, el apoyo social y psicológico, así como la atención 
social y comunitaria y domiciliaria. En ese sentido, en el presente caso, la Corte constata 
que 22 de las presuntas víctimas no recibieron apoyo social durante su tratamiento o este 
fue insuficiente, o sólo fue brindado por alguna Organización No Gubernamental o grupo 
de apoyo. Esto incluyó deficiencias en materia de apoyo nutricional, psicológico y atención 
comunitaria y domiciliaria. En relación con el resto de las presuntas víctimas, el Tribunal 
carece de información suficiente para determinar su situación respecto al apoyo social 
recibido. 

124. En cuarto lugar, la Corte recuerda que el derecho a la salud tiene como uno de sus 
elementos que los sectores más vulnerables o marginados de la población tengan acceso 
a los establecimientos, bienes y servicios de salud, los cuales deben estar al alcance 
geográfico y económico. En el presente caso, la Corte constata i) que la señora Corina 
Dianeth Robledo Alvarado tuvo que endeudarse debido a los gastos que generó el traslado 
de cinco horas de su domicilio a la clínica Roosevelt; ii) la señora Dora Marina Martínez 
Sofoifa tuvo que acudir a sus citas en la madrugada y esperar junto a la sala de 
emergencias debido a la distancia, costo y peligros de la zona donde vive hasta la clínica 
a la cual debe acudir; iii) que el señor Francisco Sop Quiej declaró que ha debido recurrir 
a préstamos con familiares y amigos para cubrir su traslado a la clínica puesto que demora 
dos horas de camino, gasta 60 quetzales por viaje y no siempre puede costearlo; iv) que 
Zoila Marina Pérez Ruíz tiene que viajar 5 horas para atenderse, razón por la cual dejó de 
asistir a las terapias por falta de recursos económicos; y v) que el señor Miguel Lucas Vaíl 
debe realizar un gasto de 150 quetzales para acudir a la clínica y además demora 5 horas 
en llegar. 

125. La Corte considera que la distancia entre el centro de salud y la precaria condición 
económica de 5 presuntas víctimas constituyó un obstáculo para desplazarse a los centros 
de salud, lo cual impactó su posibilidad para recibir atención médica, y por lo tanto sus 
posibilidades de iniciar o continuar su tratamiento de manera adecuada. En este sentido, 
el Tribunal advierte que la condición económica en que viven las presuntas víctimas fue 
un factor determinante en su posibilidad de acceder a los establecimientos, bienes y 
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servicios de salud, y que el Estado no realizó ninguna acción destinada a mitigar este 
impacto. En consecuencia, la Corte considera que las señoras Corina Dianeth Robledo 
Alvarado, Dora Marina Martínez Sofoifa y Zoila Marina Pérez Ruíz, así como los señores 
Francisco Sop Quiej y Miguel Lucas Vaíl no tuvieron un acceso adecuado a la atención 
médica debido a su posición económica y la lejanía de su residencia. En relación con el 
resto de las presuntas víctimas, el Tribunal carece de información suficiente para 
determinar si su situación económica o la ubicación geográfica de su domicilio 
constituyeron obstáculos para recibir atención médica. 

126. Al respecto, la Corte considera que al haber sido acreditado el acceso irregular, nulo 
e inadecuado a antirretrovirales, la falta de acceso a pruebas periódicas de CD4, carga 
viral, fenotipo y genotipo, el inadecuado o nulo apoyo social, y la imposibilidad de acceso 
a los centros de salud por razones económicas o de ubicación de los domicilios de algunas 
de las presuntas víctimas del caso, el Estado incumplió con su deber de garantía del 
derecho a la salud en tanto sus omisiones son incompatibles con los elementos de 
disponibilidad, accesibilidad y calidad de la atención a la salud. Los elementos de 
disponibilidad y calidad requieren que exista un número suficiente de bienes, servicios y 
medicamentos necesarios para la atención a la salud, los cuales además deben ser 
apropiados desde el punto de vista médico y de buena calidad, lo cual no ocurrió en el 
presente caso. El elemento de accesibilidad requiere que los establecimientos, bienes y 
servicios de salud sean accesibles de hecho y de derecho para los sectores más vulnerables 
y marginados, y que estén a una distancia geográfica razonable, situación que tampoco 
ocurrió en el presente caso. 

Derecho a la salud y no discriminación 

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359 

129. Al respecto, la Corte recuerda que, como condición transversal de la accesibilidad a 
los servicios de salud, el Estado está obligado a garantizar un trato igualitario a todas las 
personas. De esta forma, de conformidad con el artículo 1.1 de la Convención Americana 
no son permitidos tratos discriminatorios, “por motivos de raza, color, sexo, [...] posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición social”. El Tribunal recuerda que los 
criterios específicos en virtud de los cuales está prohibido discriminar, según el artículo 
1.1 de la Convención Americana, no son un listado taxativo o limitativo sino meramente 
enunciativo. Por el contrario, la redacción de dicho artículo deja abiertos los criterios con 
la inclusión del término “otra condición social” para incorporar así a otras categorías que 
no hubiesen sido explícitamente indicadas. 

130. En ese sentido, la Corte señala que, en la esfera de protección de la Convención, el 
VIH es un motivo por el cual está prohibida la discriminación en el marco del término “otra 
condición social” establecido en el artículo 1.1 de la Convención. La Corte resalta que el 
derecho a la igualdad y no discriminación abarca dos concepciones: una negativa 
relacionada con la prohibición de diferencias de trato arbitrarias, y una positiva relacionada 
con la obligación de los Estados de crear condiciones de igualdad real frente a grupos que 
han sido históricamente excluidos o que se encuentran en mayor riesgo de ser 
discriminados, como es el caso de las personas que viven con el VIH. La adopción de 
medidas positivas se acentúa en relación con la protección de personas en situación de 
vulnerabilidad o en situación de riesgo, quienes deben tener garantizado el acceso a los 
servicios médicos de salud en vía de igualdad. 
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131. De esta forma, la obligación de los Estados en el respeto y garantía del derecho a la 
salud adquiere una dimensión especial en materia de protección a personas en situación 
de vulnerabilidad. La Corte reconoce que las personas que viven en una situación de 
pobreza a menudo tienen un acceso inequitativo a los servicios e información en materia 
de salud, lo que los expone a un mayor riesgo de infección y de recibir una atención 
médica inadecuada o incompleta. El Tribunal también advierte la situación de 
vulnerabilidad en la que se encuentran mujeres que viven con el VIH, sobre todo aquellas 
que se encuentran en edad reproductiva. 

132. Por otro lado, el Tribunal ha señalado que la extrema pobreza y la falta adecuada de 
atención médica a mujeres en estado de embarazo o post-embarazo son causas de alta 
mortalidad y morbilidad materna, por lo que los Estados deben brindar políticas de salud 
adecuadas que permitan ofrecer asistencia con personal entrenado adecuadamente para 
la atención de los nacimientos, políticas de prevención de la mortalidad materna a través 
de controles pre-natales y post-parto adecuados, e instrumentos legales y administrativos 
en políticas de salud que permitan documentar adecuadamente los casos de mortalidad 
materna. Asimismo, la Corte ha reconocido que, en virtud del artículo 19 de la Convención, 
el Estado debe asumir una posición especial de garante con mayor cuidado y 
responsabilidad, y debe tomar medidas especiales orientadas en el principio del interés 
superior del niño. 

133. En el mismo sentido, el Tribunal advierte que el Comité para la Eliminación de la 
Discriminación contra la Mujer recomendó que en los programas de lucha contra el SIDA 
se preste especial atención a los derechos y necesidades de las mujeres y los niños y a 
los factores que se relacionan con la función de reproducción de la mujer y su posición 
subordinada en algunas sociedades, lo que la hace especialmente vulnerable al contagio 
del VIH. Asimismo, el Comité DESC ha señalado que los Estados deben tener como 
objetivo asegurar el acceso universal sin discriminación a todas las personas, entre ellas 
a las que pertenezcan a grupos desfavorecidos y marginados, a toda una serie de servicios 
de atención de la salud sexual y reproductiva, incluyendo la atención de la salud materna 
y la prevención, el diagnóstico y el tratamiento de las infecciones de transmisión sexual y 
el VIH/SIDA. 

134. De igual forma, la Corte advierte que OACNUDH y ONUSIDA han señalado en la 
octava directriz internacional sobre el VIH/SIDA y los derechos humanos que los Estados 
deben fomentar un entorno protector y habilitante para las mujeres, los niños y otros 
grupos vulnerables, combatiendo los prejuicios y desigualdades causantes de esa 
vulnerabilidad. Esta directriz ha sido interpretada en el sentido que los Estados deben 
apoyar los servicios adecuados, accesibles y eficaces para la prevención y atención en 
materia de VIH, diseñados por y para las poblaciones de mayor riesgo, así como que deben 
velar porque todas las mujeres en edad fecunda tengan acceso a la información y 
asesoramiento preciso y amplio sobre la prevención de la transmisión del VIH y el riesgo 
de transmisión vertical de éste, así como los recursos disponibles para minimizar ese 
riesgo. 

136. Al respecto, la Corte constata lo siguiente: i) que la señora Sandra Lisbeth Zepeda 
Herrera fue diagnosticada con VIH cuando tenía 7 meses de embarazo, sin embargo no 
recibió tratamiento adecuado para evitar la transmisión vertical del virus, lo cual 
efectivamente ocurrió; ii) que la señora Pascuala de Jesús Mérida Rodríguez tenía 5 meses 
de embarazo cuando fue diagnosticada con el VIH, y que aun cuando recibió tratamiento 
antirretroviral por parte de MSF durante su embarazo, el personal médico del hospital 
donde dio a luz a su hijo se negó a practicarle una cesárea programada, lo cual puso en 
riesgo de transmisión vertical a su hijo; y iii) que en lo que respecta a la atención recibida 
por las señoras Saira Elisa Barrios, Corina Dianeth Robledo Alvarado y Dora Marina 
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Martínez Sofoifa, la Corte no cuenta con suficientes elementos que permitan determinar 
acciones u omisiones estatales relacionadas con su atención como mujeres embarazadas 
que viven con el VIH. 

137. En consecuencia, el Tribunal considera que no otorgar tratamiento antirretroviral a 
la señora Zepeda Herrera cuando estaba embarazada, y no haber practicado un parto por 
cesárea a la señora Jesús Mérida, cuando esta estaba programada como una medida 
preventiva, constituyó una forma de discriminación basada en género, pues el Estado 
omitió brindar una adecuada atención médica a mujeres que viven con el VIH en estado 
de embarazo, lo cual tuvo un impacto diferenciado y generó un riesgo de transmisión 
vertical del VIH a sus hijos. La Corte advierte que, según información presentada ante 
este Tribunal por el perito Oscar Cabrera, la transmisión del VIH materno-infantil es una 
prioridad para eliminar el VIH en los niños, pues más del 90% de los niños con VIH se 
infectan a través de su madre durante el embarazo, el trabajo de parto, el parto y la 
lactancia, y que sin intervención más de la mitad de los niños con VIH morirán en los 
primeros dos años de vida. 

138. Además, el Tribunal considera que las condiciones de mujeres que viven con el VIH, 
y en situación de embarazo, confluyeron de manera interseccional en las señoras Zepeda 
Herrera y Jesús Mérida, quienes por sus condiciones formaban parte de un grupo 
vulnerable por lo que su discriminación fue el producto de varios factores que 
interseccionaron y que se condicionaron entre sí. En ese sentido, la Corte recuerda que la 
discriminación interseccional es resultado de la confluencia de distintos factores de 
vulnerabilidad o fuentes de discriminación asociados a ciertas condiciones de una persona. 
En ese sentido, tal y como lo ha señalado el Tribunal, la discriminación de la mujer por 
motivos de sexo y género está unida de manera indivisible a otros factores que afectan a 
la mujer, y que este tipo de discriminación puede afectar a las mujeres de algunos grupos 
de diferente medida o forma que a los hombres. De esta forma, los Estados deben 
reconocer y prohibir en sus instrumentos jurídicos estas formas entrecruzadas de 
discriminación y su impacto negativo combinado en las mujeres afectadas, así como 
aprobar y poner en práctica políticas y programas para eliminar estas situaciones. 

El principio de progresividad en materia de derecho a la salud 

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359 

141. La Corte considera pertinente reiterar lo señalado anteriormente, en el sentido que, 
en virtud del artículo 26 de la Convención, este Tribunal es plenamente competente para 
analizar violaciones a los derechos que derivan de las normas económicas, sociales y de 
educación, ciencia y cultura contenidas en la Carta de la OEA. Asimismo, el Tribunal reitera 
que existen dos tipos de obligaciones que derivan de dichas normas: aquellas de 
exigibilidad inmediata, y aquellas de carácter progresivo. Respecto a las segundas, la 
Corte considera que el desarrollo progresivo de los derechos económicos, sociales, 
culturales y ambientales no podrá lograrse en un breve periodo de tiempo y que, en esa 
medida, “requiere un dispositivo de flexibilidad necesaria que refleje las realidades del 
mundo y las dificultades que implica para cada país el asegurar dicha efectividad”. 

142. El Tribunal también ha determinado que en el marco de dicha flexibilidad en cuanto 
al plazo y modalidades de realización, el Estado tendrá esencialmente, aunque no 
exclusivamente, una obligación de hacer, es decir, de adoptar providencias y brindar los 
medios y elementos necesarios para responder a las exigencias de efectividad de los 
derechos involucrados, siempre en la medida de los recursos económicos y financieros de 
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que disponga para el cumplimiento del respectivo compromiso internacional adquirido. 
Así, la implementación progresiva de dichas medidas podrá ser objeto de rendición de 
cuentas y, de ser el caso, el cumplimiento del respectivo compromiso adquirido por el 
Estado podrá ser exigido ante las instancias llamadas a resolver eventuales violaciones a 
los derechos humanos. 

143. Como correlato de lo anterior, la Corte ha considerado que se desprende un deber – 
si bien condicionado – de no regresividad, que no siempre deberá ser entendido como una 
prohibición de medidas que restrinjan el ejercicio de un derecho. Al respecto, el Tribunal 
ha retomado lo señalado por el CDESC en el sentido que “las medidas de carácter 
deliberadamente re[gresivo] en este aspecto requerirán la consideración más cuidadosa y 
deberán justificarse plenamente por referencia a la totalidad de los derechos previstos en 
el Pacto [Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales] y en el contexto 
del aprovechamiento pleno del máximo de los recursos de que [el Estado] disponga”. En 
la misma línea, la Comisión Interamericana ha considerado que para evaluar si una medida 
regresiva es compatible con la Convención Americana, se deberá “determinar si se 
encuentra justificada por razones de suficiente peso”. Por todo lo expuesto, cabe afirmar 
que esta faceta del principio de progresividad resulta justiciable cuando de derechos 
económicos, sociales, culturales y ambientales se trate. 

144. Este Tribunal ya consideró, en la presente sentencia, que el Estado violó el derecho 
a la salud de 49 víctimas al no garantizarles un adecuado tratamiento médico como 
personas que viven con el VIH. En cambio, a continuación la Corte abordará el alegato 
relacionado con que el Estado violó el compromiso establecido en el artículo 26 en relación 
con el cumplimiento de sus obligaciones de progresividad. Esta obligación consiste en la 
adopción de providencias, especialmente económicas y técnicas –en la medida de los 
recursos disponibles, sea por vía legislativa u otros medios apropiados- para lograr 
progresivamente la plena efectividad de ciertos derechos económicos, sociales, culturales 
y ambientales. Asimismo, el Tribunal recuerda que la realización progresiva de los DESCA 
significa que los Estados partes tienen la obligación concreta y constante de avanzar lo 
más expedita y eficazmente posible hacia la plena efectividad de los DESCA. En ese 
sentido, la Corte reitera que la obligación de progresividad:  

(...) no debe interpretarse en el sentido que, durante su periodo de implementación, dichas obligaciones se 
priven de contenido específico, lo cual tampoco implica que los Estados puedan aplazar indefinidamente la 
adopción de medidas para hacer efectivos os derechos en cuestión, máxime luego de casi cuarenta años de 
la entrada en vigor del tratado interamericano. Asimismo, se imponte por tanto, la obligación de no 
regresividad frente a la realización de los derechos alcanzados”. 

145. Teniendo en cuenta que lo que está bajo análisis se refiere a las medidas específicas 
que, en concepto de la Comisión y de los representantes, habrían sido regresivas para 
prevenir y combatir el virus del VIH en Guatemala, la Corte aclara que en el presente caso 
no corresponde evaluar si la actual política pública estatal en materia de combate al VIH 
es insuficiente en relación con las obligaciones previstas por el artículo 26 de la 
Convención. De hecho, la Corte advierte que el Estado ha impulsado un conjunto de 
acciones para combatir la epidemia del VIH en Guatemala. Estas acciones fueron 
expresadas por el Estado en diversas ocasiones ante esta Corte, e incluyen la 
promulgación de leyes y decretos, acuerdos gubernativos, protocolos de atención, 
convenios de cooperación y manuales. Asimismo, la Corte advierte que el Estado ha 
aumentado progresivamente el presupuesto asignado para el combate al VIH desde el año 
2004 hasta el año 2017, y que ha adoptado otras medidas de política pública encaminadas 
a lograr una mayor protección de la población. 

146. Sin perjuicio de lo anterior, el Tribunal reitera que las obligaciones de realización 
progresiva de los DESCA requiere la continua realización de acciones para la consecución 
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del pleno goce de estos derechos. De esta forma, la dimensión progresiva de protección 
de los DESCA, si bien reconoce una cierta gradualidad para su realización, también incluye 
un sentido de progreso, que requiere la mejora efectiva de las condiciones de goce y 
ejercicio de estos derechos, de forma tal que se corrijan las desigualdades sociales y se 
facilite la inclusión de grupos vulnerables. En esta lógica, la obligación de realización 
progresiva prohíbe la inactividad del Estado en su tarea de implementar acciones para 
lograr la protección integral de los derechos, sobre todo en aquellas materias donde la 
ausencia total de protección estatal coloca a las personas ante la inminencia de sufrir un 
daño a su vida o su integridad personal. Este riesgo ocurre en relación con personas que 
viven con el VIH que no reciben atención médica adecuada. Por ende, la Corte considera 
que el Estado incumple sus obligaciones convencionales de realización progresiva al no 
contar con políticas públicas o programas que de facto –y no sólo de jure– le permitan 
avanzar en el cumplimiento de su obligación de lograr la plena efectividad del derecho a 
la salud. 

147. En efecto, la determinación sobre cuándo el Estado ha incumplido con este deber 
deberá realizarse atendiendo las circunstancias particulares de la legislación de un Estado 
y los recursos disponibles. Sin embargo, la Corte reconoce que el margen con el que gozan 
los Estados para la realización efectiva de los DESCA no justifica la inacción en su 
protección. En este sentido, en el presente caso, el Tribunal recuerda que ha quedado 
demostrado que el Estado, a pesar de contar con una serie de leyes y programas diseñados 
para la atención de personas que viven con el VIH, no proveyó tratamiento médico antes 
del año 2004 para garantizar el derecho a la salud de dichas personas, salvo para atender 
a un número limitado de personas, confiando esta tarea en la acción de organizaciones no 
gubernamentales. El Estado reconoció esta situación en diversos momentos ante el 
Tribunal y buscó justificar la falta de atención médica progresiva antes del año 2004, a 
pesar de la existencia de legislación interna que establecía una obligación de protección 
para diversas autoridades. De esta forma, la Corte considera que la inacción por parte del 
Estado, antes del año 2004, constituyó un incumplimiento de las obligaciones estatales en 
materia de protección progresiva del derecho a la salud, en violación al artículo 26 de la 
Convención Americana. 

148. En consecuencia, debido a la inacción estatal en materia de protección al derecho a 
la salud de la población de personas que viven con el VIH, a pesar de la existencia de una 
obligación internacional y de una regulación estatal, la Corte concluye que el Estado es 
responsable por la violación al principio de progresividad contenido en el artículo 26 de la 
Convención, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento. 

El derecho a la huelga 

Corte IDH. Caso Extrabajadores del Organismo Judicial Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 17 de noviembre 
de 2021. Serie C No. 445 

106. Este Tribunal, en su función consultiva, ya ha considerado que el derecho a la huelga 
es uno de los derechos humanos fundamentales de los trabajadores y las trabajadoras, 
que pueden ejercer con independencia de sus organizaciones. Así lo precisan el citado 
artículo 45.c de la Carta de la OEA (derecho de huelga “por parte de los trabajadores”), y 
lo indican, por la deliberada ubicación de su enunciado de manera aislada de los derechos 
de las asociaciones sindicales, los artículos 8.b del Protocolo de San Salvador y 8.1.d del 
PIDESC. Asimismo, se encuentra consagrado en el 27 de la Carta Internacional Americana 
de Garantías Sociales (“[l]os trabajadores tienen derecho a la huelga”). De lo contrario, 
además, podría verse conculcada la dimensión negativa de la libertad de asociación en su 
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faz individual. También resulta un derecho en cabeza de las asociaciones gremiales en 
general.  

107. El Tribunal advierte que, si bien el derecho a la huelga no se encuentra expresamente 
reconocido en los convenios de la OIT, cabe destacar que el artículo 3 del Convenio 87 
sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación, del cual Guatemala 
forma parte, reconoce el derecho de las organizaciones de trabajadores de “organizar con 
plena libertad sus actividades y el de formular su programa de acción”. En ese sentido, el 
Comité de Libertad Sindical ha reconocido la importancia del derecho a la huelga como un 
“corolario indisociable del derecho de sindicación protegido por el convenio 87”.  

108. Asimismo, la Corte advierte que, además de estar ampliamente reconocido en el 
corpus iuris internacional, el derecho a la huelga también ha sido reconocido en las 
Constituciones y en la legislación de los Estados miembros de la OEA. En ese sentido, 
puede ser considerado como un principio general de derecho internacional. En particular, 
la Constitución de Guatemala establece: Artículo 104.- Derecho de huelga y paro. Se 
reconoce el derecho de huelga y para ejercido de conformidad con la ley, después de 
agotados todos los procedimientos de conciliación. Estos derechos podrán ejercerse 
únicamente por razones de orden económico social. Las leyes establecerán los casos y 
situaciones en que no serán permitidos la huelga y el paro.  

109. Para el Comité de Libertad Sindical se entiende por huelga, por lo general, “la 
interrupción temporal del trabajo (o disminución) voluntaria efectuada por uno o más 
grupos de trabajadores con el fin de obtener reivindicaciones o rechazar exigencias o 
expresar quejas o de apoyar las reivindicaciones o las quejas de otros trabajadores”. El 
Tribunal coincide con esta definición, y considera que el derecho a la huelga es uno de los 
derechos fundamentales de los trabajadores y las trabajadoras, y de sus organizaciones, 
pues constituye un medio legítimo de defensa de sus intereses económicos, sociales y 
profesionales. Se trata de un recurso que ejercen los trabajadores y las trabajadoras como 
medio de presión sobre el empleador, a fin de corregir una injusticia, o bien para la 
búsqueda de soluciones a las cuestiones de política económica y social, y a los problemas 
que se plantean en las empresas y que interesan directamente a los trabajadores y las 
trabajadoras. En ese sentido, el Tribunal Europeo ha calificado a la huelga como el 
instrumento “más poderoso” de protección de los derechos laborales.  

110. La Corte Interamericana ya ha señalado la íntima relación que existe entre la libertad 
de asociación, la libertad sindical y el derecho a la huelga. En este sentido, este Tribunal 
ha resaltado que la relación entre la libertad de asociación y la libertad sindical es una 
relación de género y especie, pues la primera reconoce el derecho de las personas de 
crear organizaciones y actuar colectivamente en la persecución de fines legítimos, sobre 
la base del artículo 16 de la Convención Americana, mientras que el segundo debe ser 
entendido en relación con la especificidad de la actividad y la importancia de la finalidad 
perseguida por la actividad sindical, así como por su protección específica derivada del 
artículo 26 de la Convención y el artículo 8 del Protocolo de San Salvador. En el mismo 
sentido, ha indicado que la protección del derecho a la negociación colectiva y a la huelga, 
como herramientas esenciales de los derechos de asociación y a la libertad sindical, es 
fundamental.  

111. Con respecto a la libertad de asociación, el artículo 16.1 de la Convención Americana 
reconoce el derecho de las personas de asociarse libremente con fines ideológicos, 
religiosos, políticos, económicos, laborales, culturales, deportivos o de cualquier otra 
índole. Este Tribunal ha señalado que el derecho de asociación se caracteriza por habilitar 
a las personas para crear o participar en entidades u organizaciones con el objeto de 
actuar colectivamente en la consecución de los más diversos fines, siempre y cuando estos 
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sean legítimos. La Corte ha establecido que quienes están bajo la jurisdicción de los 
Estados parte tienen el derecho de asociarse libremente con otras personas, sin 
intervención de las autoridades públicas que limiten o entorpezcan el ejercicio del referido 
derecho; se trata del derecho a agruparse con la finalidad de buscar la realización común 
de un fin lícito, y la correlativa obligación negativa del Estado de no presionar o 
entrometerse de forma tal que pueda alterar o desnaturalizar dicha finalidad. El Tribunal 
además ha observado que de la libertad de asociación también se derivan obligaciones 
positivas de prevenir los atentados contra la misma, proteger a quienes la ejercen e 
investigar las violaciones a dicha libertad; estas obligaciones positivas deben adoptarse 
incluso en la esfera de relaciones entre particulares, si el caso así lo amerita. 

 

XXIV. PERSONAS CON DISCAPACIDAD  

Corte IDH. Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 312 

203. La Corte Interamericana ha destacado que, desde los inicios y evolución del Sistema 
Interamericano se han reivindicado los derechos de las personas con discapacidades. Así, 
desde 1948 tal preocupación fue expresada en la Declaración Americana de los Derechos 
y Deberes del Hombre. Luego, el Protocolo Adicional a la Convención Americana en 
materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales ("Protocolo de San Salvador"), en 
su artículo 18, señala que “[t]oda persona afectada por una disminución de sus 
capacidades físicas o mentales tiene derecho a recibir una atención especial con el fin de 
alcanzar el máximo desarrollo de su personalidad”. 

204. La Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación contra las Personas con Discapacidad (en adelante “CIADDIS”) es el primer 
instrumento internacional de derechos humanos específicamente dedicado a personas con 
discapacidad y representa un invaluable compromiso de los Estados Americanos para 
garantizarles el goce de los mismos derechos que gozan los demás. Indica en su 
Preámbulo que los Estados Partes reafirman “que las personas con discapacidad tienen 
los mismos derechos humanos y libertades fundamentales que otras personas; y que estos 
derechos, incluido el de no verse sometidos a discriminación fundamentada en la 
discapacidad, dimanan de la dignidad y la igualdad que son inherentes a todo ser 
humano”. Asimismo, dicha Convención reconoció un catálogo de obligaciones que los 
Estados deben cumplir con el objetivo de alcanzar “la prevención y eliminación de todas 
las formas de discriminación contra las personas con discapacidad y propiciar su plena 
integración en la sociedad”. Esta Convención fue ratificada por Guatemala el 8 de agosto 
de 2002. Más recientemente, se aprobó en la Asamblea General de la OEA la “Declaración 
del Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las personas con 
discapacidad (2006-2016)”. 

205. Por otra parte, el 3 de mayo de 2008 entró en vigor, en el sistema universal, la 
Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (en adelante “CDPD”), 
que establece los siguientes principios rectores en la materia: i) el respeto de la dignidad 
inherente, la autonomía individual, incluida la libertad de tomar las propias decisiones, y 
la independencia de las personas; ii) la no discriminación; iii) la participación e inclusión 
plenas y efectivas en la sociedad; iv) el respeto por la diferencia y la aceptación de las 
personas con discapacidad como parte de la diversidad y la condición humanas; v) la 
igualdad de oportunidades; vi) la accesibilidad; vii) la igualdad entre el hombre y la mujer, 
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y viii) el respeto a la evolución de las facultades de los niños y las niñas con discapacidad 
y de su derecho a preservar su identidad. Guatemala ratificó esta Convención el 7 de abril 
de 2009. 

206. LA CIADDIS define el término “discapacidad” como “una deficiencia física, mental o 
sensorial, ya sea de naturaleza permanente o temporal, que limita la capacidad de ejercer 
una o más actividades esenciales de la vida diaria, que puede ser causada o agravada por 
el entorno económico y social”. Por su parte, la CDPD establece que las personas con 
discapacidad “incluyen a aquellas que tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales 
o sensoriales a largo plazo que, al interactuar con diversas barreras, puedan impedir su 
participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás”. 

207. Al respecto, la Corte observa que en las mencionadas Convenciones se tiene en 
cuenta el modelo social para abordar la discapacidad, lo cual implica que la discapacidad 
no se define exclusivamente por la presencia de una deficiencia física, mental, intelectual 
o sensorial, sino que se interrelaciona con las barreras o limitaciones que socialmente 
existen para que las personas puedan ejercer sus derechos de manera efectiva. Los tipos 
de límites o barreras que comúnmente encuentran las personas con discapacidades en la 
sociedad, son, entre otras, barreras físicas o arquitectónicas, comunicativas, actitudinales 
o socioeconómicas. 

208. En cumplimiento de los deberes de protección especiales del Estado respecto de toda 
persona que se encuentre en una situación de vulnerabilidad, es imperativa la adopción 
de medidas positivas, determinables en función de las particulares necesidades de 
protección del sujeto de derecho, ya sea por su condición personal o por la situación 
específica en que se encuentre, como la discapacidad. En este sentido, es obligación de 
los Estados propender por la inclusión de las personas con discapacidad por medio de la 
igualdad de condiciones, oportunidades y participación en todas las esferas de la sociedad, 
con el fin de garantizar que las limitaciones normativas o de facto sean desmanteladas. 
Por tanto, es necesario que los Estados promuevan prácticas de inclusión social y adopten 
medidas de diferenciación positiva para remover dichas barreras. 

209. Respecto de la situación particular de las personas con discapacidad privadas de su 
libertad como resultado de un proceso, el artículo 14.2 de la CDPD establece que los 
Estados deberán asegurar que “tengan, en igualdad de condiciones con las demás, 
derecho a garantías de conformidad con el derecho internacional de los derechos humanos 
y a ser tratadas de conformidad con los objetivos y principios de la presente Convención, 
incluida la realización de ajustes razonables”. 

210. En cuanto a la salud de las personas con discapacidad, el artículo 25 de la CDPD 
reconoce “que las personas con discapacidad tienen derecho a gozar del más alto nivel 
posible de salud sin discriminación por motivos de discapacidad”, para lo cual los Estados 
deben adoptar “las medidas pertinentes para asegurar el acceso de las personas con 
discapacidad a servicios de salud que tengan en cuenta las cuestiones de género, incluida 
la rehabilitación relacionada con la salud”. Asimismo, el artículo 26 de la CDPD establece 
la obligación de los Estados de adoptar medidas efectivas y pertinentes de habilitación y 
rehabilitación para que las personas con discapacidad puedan lograr y mantener la 
máxima independencia, capacidad física, mental, social y vocacional, y la inclusión y 
participación plena en todos los aspectos de la vida. 

211. En el caso Mircea Dumitrescu v. Rumania el Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
observó que la presunta víctima era diabética y una persona con discapacidad por lo que 
indicó que “pertenecía a un grupo vulnerable dada su grave discapacidad”. En razón de 
su situación específica derivada de su salud y condición de discapacidad, el Tribunal 



 

317     

Europeo indicó que cuando las autoridades deciden colocar y mantener en detención a 
personas con discapacidad, ellas deben demostrar especial cuidado para garantizar que 
las condiciones de detención correspondan a las necesidades individuales que surgen o 
derivan de su discapacidad. 

212. En dicho caso, el Tribunal Europeo observó que la víctima se quejaba sobre la falta 
de una silla de ruedas propias, las insuficientes rampas de acceso en la prisión así como 
la ausencia de facilidades en el baño, como el hecho de que el vehículo en que era 
trasladada no había sido adaptado. Ese Tribunal consideró que las circunstancias de 
detención que la víctima tuvo que soportar, en su conjunto, por más de dos años, le causó 
sufrimiento físico y mental innecesario y evitable, lo que disminuye su dignidad humana 
y constituye trato inhumano. Por otro lado, en el caso Price v. Reino Unido, relacionado 
con una persona con discapacidad detenida, el Tribunal Europeo encontró que aunque no 
había intención de humillar o degradar a la víctima, la detención de una persona con una 
discapacidad severa en condiciones de riesgo tales como frío, heridas causadas por la 
dureza de su cama o que esta sea inalcanzable, así como la incapacidad de ir al sanitario 
o mantenerse limpio con gran dificultad, constituían un trato inhumano contrario al artículo 
3 del Convenio Europeo. 

213. Por su parte, el Comité de Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad consideró el caso de una persona que alegaba que su habitación-celda era 
inadecuada para alguien con discapacidad y que los ajustes realizados por las autoridades 
penitenciarias no resultaron suficientes, toda vez que las dimensiones del baño no estaban 
adaptadas al uso de una silla de ruedas, con medidas de seguridad indispensables y no 
podía desplazarse por sus propios medios para acceder al sanitario y a la ducha, por lo 
que dependía de la asistencia del enfermero u otra persona, entre otras razones. El Comité 
tomó en cuenta que el Estado había realizado trabajos y modificaciones necesarias para 
eliminar el escalón que impedía el acceso al cuarto de baño y ducha de manera 
independiente y que las autoridades verificaron in situ la existencia y funcionamiento de 
ascensores, la existencia de una puerta de acceso al patio de recreación habilitada 
especialmente para dicha persona, y la existencia y funcionamiento de un timbre de 
llamado al enfermero, quien prestaba asistencia las 24 horas del día. A la vez, el Comité 
hizo las siguientes consideraciones: 

8.5 El Comité recuerda que conforme al artículo 14, párrafo 2 de la Convención, las personas con 
discapacidad que se vean privadas de su libertad tienen derecho a ser tratadas de conformidad con los 
objetivos y principios de la Convención, incluida la realización de ajustes razonables. Asimismo, también 
recuerda que la accesibilidad es un principio general de la Convención y, en tal sentido, se aplica también a 
aquellas situaciones en las que las personas con discapacidad son privadas de su libertad. El Estado parte 
tiene la obligación de garantizar que sus centros penitenciarios permitan la accesibilidad de todas las 
personas con discapacidad que lleguen a ser privadas de su libertad. Así pues, los Estados partes deben 
adoptar todas las medidas pertinentes, incluyendo la identificación y eliminación de obstáculos y barreras 
de acceso, a fin de que las personas con discapacidad privadas de libertad puedan vivir en forma 
independiente y participar plenamente en todos los aspectos de la vida diaria del lugar de detención, entre 
otras, asegurando su acceso, en igualdad de condiciones con las demás personas privadas de libertad, a los 
diversos ambientes físicos y servicios, tales como baños, patios, bibliotecas, talleres de estudio o trabajo, 
servicios médico, psicológico, social y legal. En el presente caso, el Comité reconoce los ajustes realizados 
por el Estado parte para eliminar las barreras de acceso en el entorno físico del autor en el centro 
penitenciario. Sin embargo, considera que el Estado parte no ha probado fehacientemente que las medidas 
de ajuste tomadas en el complejo penitenciario sean suficientes para garantizar el acceso del autor [de la 
comunicación] al cuarto de baño y ducha, al patio y al servicio de enfermería, de la manera más 
independiente posible. En este sentido el Comité observa que el Estado no ha alegado la existencia de 
obstáculos que le impidan tomar todas las medidas necesarias para facilitar la movilidad del autor en su 
entorno y tampoco ha desvirtuado las alegaciones del autor sobre la persistencia de barreras 
arquitectónicas. Por consiguiente, el Comité considera que, en ausencia de suficientes explicaciones, el 
Estado parte ha incumplido sus obligaciones en relación con el artículo 9, párrafo 1, apartados a) y b) y el 
artículo 14, párrafo 2 de la Convención. 
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8.6 Habiendo arribado a la anterior conclusión, en las circunstancias del presente caso, el Comité considera 
que como resultado de la falta de accesibilidad y ajustes razonables suficientes se colocó al autor en unas 
condiciones de detención precarias incompatibles con el derecho consagrado en el artículo 17 de la 
Convención. 

8.7 El Comité recuerda que la falta de medidas pertinentes y ajustes razonables suficientes, cuando estos 
sean requeridos, para personas con discapacidad privadas de libertad, puede llegar a constituir un trato 
contrario al artículo 15, párrafo 2 de la Convención. Ahora bien, en el presente caso, el Comité considera 
que no cuenta con elementos suficientes que le permitan concluir a la existencia de una violación del artículo 
15, párrafo 2 de la Convención. 

214. El derecho a la accesibilidad desde la perspectiva de la discapacidad comprende el 
deber de ajustar un entorno en el que un sujeto con cualquier limitación puede funcionar 
y gozar de la mayor independencia posible, a efectos de que participe plenamente en 
todos los aspectos de la vida en igualdad de condiciones con las demás. En el caso de 
personas con dificultades de movilidad física, el contenido del derecho a la libertad de 
desplazamiento implica el deber de los Estados de identificar los obstáculos y las barreras 
de acceso y, en consecuencia, proceder a eliminarlos o adecuarlos, asegurando con ello 
la accesibilidad de las personas con discapacidad a las instalaciones o servicios para que 
gocen de movilidad personal con la mayor independencia posible. 

 

XXV. PERSONAS DEFENSORAS DE DERECHOS HUMANOS  

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253 

314. La Corte toma nota del reconocimiento de responsabilidad realizado por el Estado. 
Al respecto, el Tribunal observa que a raíz de las desapariciones forzadas de sus seres 
queridos, al menos quince familiares de las víctimas del presente caso se unieron al Grupo 
de Apoyo Mutuo, en búsqueda de justicia y en defensa de los derechos humanos. En 
consecuencia, conjuntamente con las consideraciones ya establecidas sobre la libertad de 
asociación, la alegada existencia de la violación a éste derecho en relación con los 
familiares de las víctimas de este caso, debe analizarse en el contexto de la relación que 
tiene el ejercicio de dicho derecho con el trabajo de promoción y defensa de los derechos 
humanos. Al respecto, este Tribunal ha establecido que los Estados tienen el deber de 
facilitar los medios necesarios para que los defensores de derechos humanos realicen 
libremente sus actividades; protegerlos cuando son objeto de amenazas para evitar los 
atentados a su vida e integridad; abstenerse de imponer obstáculos que dificulten la 
realización de su labor, e investigar seria y eficazmente las violaciones cometidas en su 
contra, combatiendo la impunidad. 

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258 

179. La Corte toma nota del reconocimiento parcial de responsabilidad realizado por el 
Estado. Al respecto, el Tribunal observa que a raíz de la desaparición forzada de Edgar 
Fernando García, su madre y la señora Montenegro se unieron con otros familiares de 
personas desaparecidas y crearon el Grupo de Apoyo Mutuo, en búsqueda de justicia y en 
defensa de los derechos humanos. En consecuencia, conjuntamente con las 
consideraciones ya establecidas sobre la libertad de asociación, la alegada violación a este 
derecho en relación con los familiares de Edgar Fernando García, debe analizarse en el 
contexto de la relación que existe entre el ejercicio de dicho derecho con el trabajo de 
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promoción y defensa de los derechos humanos. Al respecto, este Tribunal ha establecido 
que los Estados tienen el deber de facilitar los medios necesarios para que los defensores 
de derechos humanos realicen libremente sus actividades; protegerlos cuando son objeto 
de amenazas para evitar los atentados a su vida e integridad; abstenerse de imponer 
obstáculos que dificulten la realización de su labor, e investigar seria y eficazmente las 
violaciones cometidas en su contra, combatiendo la impunidad. 

182. El Tribunal resalta que, según la CEH, entre 1989 y 1993 habría continuado la 
situación de riesgo y persecución en contra de los miembros del GAM. En particular, en el 
informe de la CEH se reportó que en dicho período habrían secuestrado o desaparecido a 
tres activistas del GAM y cinco más habrían sido secuestrados y asesinados. Asimismo, en 
1989 habría explotado una bomba frente a las instalaciones del GAM, entre otros 
atentados, y el 27 y 29 de octubre de 1993 las oficinas habrían sido allanadas. En 
consecuencia es evidente que la situación de peligro para los miembros del GAM se 
prolongó tras la aceptación de la competencia de la Corte hasta al menos 1993. Es claro 
para el Tribunal el efecto intimidatorio o amedrentador que este contexto pudo generar, 
tanto en la señora Montenegro como en la señora García, ambas miembros y fundadoras 
del GAM. Adicionalmente, la señora Montenegro fue objeto de amenazas de muerte y 
vigilancia. La Corte considera que, esta situación de peligro representó una restricción de 
facto al derecho de la libertad de asociación. En este sentido, el Tribunal no considera 
admisible el alegato del Estado según el cual no se habría violado la libertad de asociación 
de las señoras Montenegro y García por el hecho de que pudieron fundar el GAM en 1984. 
Asimismo, la Corte recuerda que es deber del Estado no sólo crear las condiciones legales 
y formales, sino también garantizar las condiciones fácticas en las cuales los defensores 
de derechos humanos puedan desarrollar libremente su función. Por tanto, el Tribunal 
considera que el Estado no generó las condiciones necesarias ni brindó las debidas 
garantías para que, como defensoras de derechos humanos, pudieran realizar sus 
actividades libremente. 

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
agosto de 2014. Serie C No. 283 

128. En diversas ocasiones, esta Corte ha destacado la labor realizada por los defensores 
y defensoras de derechos humanos, considerándola “fundamental para el fortalecimiento 
de la democracia y el Estado de Derecho”. Además, la Organización de los Estados 
Americanos ha señalado que los Estados miembros deben reconocer la “valiosa 
contribución [de las defensoras y los defensores] para la promoción, protección y respeto 
de los derechos humanos y libertades fundamentales [...]”. 

129. Esta Corte ha considerado que la calidad de defensor de derechos humanos radica 
en la labor que se realiza, con independencia de que la persona que lo haga sea un 
particular o un funcionario público. Al respecto, la Corte se ha referido a las actividades 
de vigilancia, denuncia y educació que realizan las defensoras y los defensores de 
derechos humanos, resaltando que la defensa de los derechos no sólo atiende a los 
derechos civiles y políticos, sino que abarca necesariamente los derechos económicos, 
sociales y culturales, de conformidad con los principios de universalidad, indivisibilidad e 
interdependencia. A su vez, esta Corte reconoce que existe un consenso internacional 
respecto a que las actividades realizadas por las defensoras de derechos humanos son las 
de promoción y protección de los derechos humanos, entre otras. En este sentido se han 
pronunciado la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, el 
Consejo de la Unión Europea, la Asamblea Parlamentaria de la Unión Europea y la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Asimismo, la Declaración sobre el 
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derecho y el deber de los individuos, los grupos y las instituciones de promover y proteger 
los derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente reconocidos, 
aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante Resolución 
A/RES/53/144 de 1999, establece en su artículo 1 que “[t]oda persona tiene derecho, 
individual o colectivamente, a promover y procurar la protección y realización de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales en los planos nacional e internacional”. 
Aunado a lo anterior, dichas actividades, a consideración de esta Corte, deben ser 
realizadas de forma pacífica, por lo que no se incluyen en este concepto los actos violentos 
o que propagan la violencia. Asimismo, la Corte destaca que las mencionadas actividades 
de promoción y protección de los derechos humanos pueden ejercerse de forma 
intermitente u ocasional, por lo que la calidad de defensora de derechos humanos no 
constituye necesariamente una condición permanente. 

131. De lo expuesto se deduce que, desde antes de su salida a México, el señor A.A. 
realizó actividades a fin de promover los derechos sindicales y el derecho a una vida digna 
a través de la construcción de viviendas, entre otras actividades. A su regreso a la Aldea 
Cruce de la Esperanza, realizó actividades a fin de promover el derecho a la educación de 
los niños y las niñas, los derechos a una vida digna y a los beneficios de la cultura, así 
como los derechos de personas con discapacidades. Además, como parte de sus funciones 
como Alcalde del COCODE de dicha aldea, realizó actividades a fin de promover el derecho 
a la verdad respecto de las violaciones a los derechos humanos cometidas durante el 
conflicto armado guatemalteco. En consecuencia, la Corte considera que el señor A.A. 
ostentaba la calidad de defensor de derechos humanos tanto antes de su exilio a México 
como después de su regreso a Santa Lucía, y al momento de su muerte. 

132. La señora B.A., como parte de sus funciones de Oficial de Organización Social de 
Santa Lucía, participó en el año 2004 en la organización de sindicatos en dicho municipio. 
Además, tomó parte activa en la búsqueda de justicia por la desaparición forzada de su 
hermano, Y.A., tanto en las investigaciones desarrolladas a nivel interno, como ante las 
instancias internacionales que derivaron en el Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) 
Vs. Guatemala. A partir de su regreso a Santa Lucía en el año 2006, la señora B.A. retomó 
las actividades que realizaba como Oficial de Organización Social, las cuales, como se 
mencionó, incluían la organización de sindicatos. Asimismo, en el año 2011 la Auxiliatura 
Departamental de los Derechos Humanos del Municipio de La Gomera, en el Departamento 
de Escuintla, le otorgó un reconocimiento por su aportación a la dignificación de los 
derechos de la mujer. En consecuencia, la Corte considera que, para el año 2004, la señora 
B.A. realizaba actividades a fin de promover los derechos sindicales y el derecho a la 
verdad. A su regreso a Santa Lucía en el año 2006 y hasta al menos el año 2011, realizó 
actividades a fin de promover los derechos de la mujer. En vista de lo anterior, la Corte la 
considerará como defensora de derechos humanos durante estos períodos. 

142. La Corte reitera que la defensa de los derechos humanos sólo puede ejercerse 
libremente cuando las personas que la realizan no son víctimas de amenazas ni de 
cualquier tipo de agresiones físicas, psíquicas o morales u otros actos de hostigamiento. 
Para tales efectos, es deber del Estado no sólo crear las condiciones legales y formales, 
sino también garantizar las condiciones fácticas en las cuales los defensores de derechos 
humanos puedan desarrollar libremente su función. A su vez, los Estados deben facilitar 
los medios necesarios para que las personas defensoras de derechos humanos o que 
cumplan una función pública respecto de la cual se encuentren amenazados o en situación 
de riesgo o denuncien violaciones a derechos humanos, puedan realizar libremente sus 
actividades; protegerlos cuando son objeto de amenazas para evitar los atentados a su 
vida e integridad; generar las condiciones para la erradicación de violaciones por parte de 
agentes estatales o de particulares; abstenerse de imponer obstáculos que dificulten la 
realización de su labor, e investigar seria y eficazmente las violaciones cometidas en su 
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contra, combatiendo la impunidad. En definitiva, la obligación del Estado de garantizar los 
derechos a la vida e integridad personal de las personas se ve reforzada cuando se trata 
de un defensor o defensora de derechos humanos. 

 

XXVI. DESAPARICIÓN FORZADA 

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2000. Serie C No. 70 

128. La desaparición forzada o involuntaria constituye una violación múltiple y continuada 
de varios derechos de la Convención, pues no sólo produce una privación arbitraria de la 
libertad, sino que pone en peligro la integridad personal, la seguridad y la propia vida del 
detenido. Además, coloca a la víctima en un estado de completa indefensión, acarreando 
otros delitos conexos. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Blake Vs. Guatemala. Fondo. 
Sentencia de 24 de enero de 1998. Serie C No. 36, párrs. 65 y 66). 

129. Este fenómeno supone, además, “el desconocimiento del deber de organizar el 
aparato del Estado para garantizar los derechos reconocidos en la Convención”. En razón 
de lo cual, al llevar a cabo o tolerar acciones dirigidas a realizar desapariciones forzadas 
o involuntarias, al no investigarlas de manera adecuada y al no sancionar, en su caso, a 
los responsables, el Estado viola el deber de respetar los derechos reconocidos por la 
Convención y de garantizar su libre y pleno ejercicio, tanto de la víctima como de sus 
familiares, para conocer el paradero de aquélla. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Blake 
Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 24 de enero de 1998. Serie C No. 36, párrs. 65 y 66). 

130. De conformidad con la jurisprudencia de este Tribunal, la desaparición forzada “ha 
implicado con frecuencia la ejecución de los detenidos, en secreto y sin fórmula de juicio, 
seguida del ocultamiento del cadáver con el objeto de borrar toda huella material del 
crimen y de procurar la impunidad de quienes lo cometieron”. En razón de las 
características del fenómeno y las dificultades probatorias que conlleva, la Corte ha 
establecido que si se ha demostrado la existencia de una práctica impulsada o tolerada 
por el Estado de desaparición forzada de personas, y el caso de una persona, ya sea por 
prueba circunstancial o indirecta, o ambas, o por inferencias lógicas pertinentes, puede 
vincularse a dicha práctica, entonces esta desaparición específica se considera 
demostrada. 

131. Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte atribuye un alto valor probatorio a las 
pruebas testimoniales en procesos de esta naturaleza, es decir, en el contexto y 
circunstancias de los casos de desaparición forzada, con todas las dificultades que de ésta 
se derivan, en los cuales los medios de prueba son esencialmente testimonios 
referenciales y pruebas circunstanciales en razón de la propia naturaleza de este delito. 

132. Esta Corte ha tenido por demostrado, tanto con base en la prueba circunstancial 
como por prueba directa, que, como lo señalara la Comisión, al momento de los hechos 
de este caso, existía una práctica por parte del Ejército por la cual se capturaba a los 
guerrilleros, se les retenía clandestinamente sin dar noticia a autoridad judicial 
competente, independiente e imparcial, se los torturaba física y psicológicamente para la 
obtención de información y, eventualmente, incluso se les causaba la muerte. También se 
puede afirmar, de conformidad con la prueba aportada en el presente caso, que la 
desaparición de Efraín Bámaca Velásquez está vinculada con dicha práctica, por lo que la 
Corte la considera demostrada. 
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133. En el presente caso existen suficientes elementos de convicción para concluir que los 
hechos señalados relativos a Efraín Bámaca Velásquez fueron realizados por personas que 
actuaban en calidad de agentes del poder público, lo cual conlleva la responsabilidad 
internacional de Guatemala como Estado Parte en la Convención. 

142. En casos de desaparición forzada de personas, la Corte ha sostenido que ésta 
representa un fenómeno de “privación arbitraria de libertad que conculca, además, el 
derecho del detenido a ser llevado sin demora ante un juez y a interponer los recursos 
adecuados para controlar la legalidad de su arresto, todo lo cual infringe el artículo 7 de 
la Convención”. 

143. Este Tribunal ha establecido como probado en el caso en análisis, que Efraín Bámaca 
Velásquez estuvo detenido por el Ejército guatemalteco en centros de detención 
clandestinos por lo menos durante cuatro meses, violando así el artículo 7 de la 
Convención. En este caso, si bien se está en presencia de la detención de un insurgente 
durante un conflicto interno, de todas maneras debió asegurársele al detenido las 
garantías propias de todo Estado de Derecho, y sometérsele a un proceso legal. Este 
Tribunal ya ha señalado que si bien el Estado tiene el derecho y la obligación de garantizar 
su seguridad y de mantener el orden público, debe realizar sus acciones “dentro de los 
límites y conforme a los procedimientos que permiten preservar tanto la seguridad pública 
como los derechos fundamentales de la persona humana”. 

152. Como este Tribunal ha expresado reiteradamente, en casos de desaparición forzada 
la defensa del Estado no puede descansar en la imposibilidad del demandante de allegar 
prueba al proceso, dado que, en dichos casos, es el Estado quien detenta el control de los 
medios para aclarar los hechos ocurridos bajo su jurisdicción y por ello se depende, en la 
práctica, de la cooperación del propio Estado para la obtención de las pruebas necesarias. 

Corte IDH. Caso Tiu Tojín Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de noviembre de 2008. Serie C No. 190 

52. Desde su primera sentencia en el caso Velásquez Rodríguez, la Corte ha reiterado que 
la desaparición forzada de personas constituye un hecho ilícito de naturaleza continua o 
permanente y de carácter pluriofensivo, pues no sólo produce una privación arbitraria de 
la libertad, sino que pone en peligro la integridad personal, la seguridad y la propia vida 
de la persona detenida. El carácter permanente y pluriofensivo de la desaparición forzada 
de personas se ve reflejado en los artículos II y III de la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada, los cuales disponen, en lo pertinente, lo siguiente: 

[...] se considera desaparición forzada la privación de la libertad a una o más personas, cualquiera que fuere 
su forma, cometida por agentes del Estado o por personas o grupos de personas que actúen con la 
autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la falta de información o de la negativa a 
reconocer dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero de la persona, con lo cual se impide 
el ejercicio de los recursos legales y de las garantías procesales pertinentes. 

[...] Dicho delito será considerado como continuado o permanente mientras no se establezca el destino o 
paradero de la víctima. 

53. El Tribunal ha establecido que ante la naturaleza de los derechos lesionados, la 
desaparición forzada constituye una violación grave a derechos humanos que tienen 
carácter inderogable, en craso abandono de los principios esenciales en que se 
fundamenta el sistema interamericano. En el presente caso, además, la desaparición 
forzada de María y Josefa Tiu Tojín hizo parte de un patrón de violaciones de derechos 
humanos masivas y sistemáticas cometidas durante el conflicto armado interno en 
perjuicio de algunos grupos o sectores de la población en Guatemala. Como tal, la 
desaparición forzada de María y Josefa Tiu Tojín trae consecuencias particulares respecto 
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a la obligación a cargo del Estado de garantizar los derechos humanos protegidos por la 
Convención Americana. 

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212 

67. Como ha sido establecido en otros casos sobre Guatemala conocidos por este Tribunal, 
la desaparición forzada de personas en ese país constituyó una práctica del Estado durante 
la época del conflicto armado interno, la cual fue llevada a cabo principalmente por agentes 
de sus fuerzas de seguridad. Se les retenía clandestinamente sin dar noticia a autoridad 
judicial competente, independiente e imparcial, se les torturaba física y psicológicamente 
para la obtención de información, e incluso, en la mayoría de los casos, se les causaba la 
muerte. Además, la desaparición forzada tenía la finalidad de castigar no sólo a la víctima, 
sino también al colectivo político o social al que pertenecía y a su propia familia. A tal 
efecto, el informe Guatemala, Nunca Más señaló que “[l]os asesinatos selectivos de líderes 
tuvieron a menudo una dimensión de hostigamiento también a sus familias, ya fuera antes 
o después de los hechos de violencia [...] El hostigamiento hacia la población civil por 
parte de las fuerzas militares, tuvo en muchos lugares del país una dimensión comunitaria. 
Las acusaciones de participación o apoyo a la guerrilla involucraron globalmente a muchas 
comunidades que fueron tildadas de ‘guerrilleras’”. 

68. Dentro del conflicto, el terror constituyó un arma de represión social especialmente 
en contra de grupos tales como sindicatos, universidades, partidos políticos, cooperativas, 
la prensa, ligas campesinas y miembros de la iglesia, entre otros; a quienes fueron 
dirigidas toda clase de agresiones y atentados. 

85. La Corte observa que tanto en las definiciones del Grupo de Trabajo sobre 
Desapariciones Forzadas e Involuntarias de Personas de las Naciones Unidas, de la 
Declaración sobre la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas 
de la ONU, la CIDFP, otros instrumentos internacionales, la jurisprudencia del Sistema 
Europeo de Derechos Humanos, las decisiones de diferentes instancias de las Naciones 
Unidas, así como en el Estatuto de Roma, se señalan los elementos concurrentes 
constitutivos de la desaparición forzada: a) la privación de la libertad; b) la intervención 
directa de agentes estatales o la aquiescencia de éstos, y c) la negativa de reconocer la 
detención o de revelar la suerte o paradero de la persona interesada. 

87. En tal sentido, el análisis de la desaparición forzada debe abarcar la totalidad del 
conjunto de los hechos que se presentan a consideración del Tribunal en el presente caso. 
Sólo de este modo el análisis legal de la desaparición forzada es consecuente con la 
compleja violación a derechos humanos que ésta conlleva, con su carácter continuado o 
permanente y con la necesidad de considerar el contexto en que ocurrieron los hechos, a 
fin de analizar sus efectos prolongados en el tiempo y enfocar integralmente sus 
consecuencias. 

88. En consideración de lo anterior, en el presente caso, si bien los hechos que configuran 
el inicio de la desaparición forzada de Florencio Chitay ocurrida en el año 1981 son 
anteriores a la competencia contenciosa de esta Corte, éstos se prolongan hasta el día de 
hoy debido a su carácter continuado o permanente. 

89. Al analizar un supuesto de desaparición forzada se debe tener en cuenta que la 
privación de la libertad del individuo sólo debe ser entendida como el inicio de la 
configuración de una violación compleja que se prolonga en el tiempo hasta que se conoce 
la suerte y el paradero de la víctima. El análisis de una posible desaparición forzada no 
debe enfocarse de manera aislada, dividida y fragmentada sólo en la detención, o la 
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posible tortura, o el riesgo de perder la vida, sino más bien el enfoque debe ser en el 
conjunto de los hechos que se presentan en el caso en consideración ante la Corte, 
tomando en cuenta la jurisprudencia del Tribunal al interpretar la Convención Americana, 
así como la CIDFP para los Estados que la hayan ratificado. 

93. En consideración de lo anterior, el Tribunal concluye que Florencio Chitay fue detenido 
de manera ilegal y por ser considerado “enemigo interno”, en razón de su calidad de líder 
cooperativista y dirigente político. Asimismo, se puede determinar que la detención y 
posterior desaparición de Florencio Chitay fue ocultada por las autoridades, en la medida 
que éstas no iniciaron una investigación seria y efectiva ante la desaparición ocurrida, 
omitiendo su deber de garantía de los derechos vulnerados y sin dar hasta la fecha 
respuesta sobre el paradero del señor Chitay Nech. 

95. Asimismo, la Corte ha reconocido que “el sometimiento de detenidos a cuerpos 
represivos oficiales, agentes estatales o particulares que actúen con su aquiescencia o 
tolerancia, que impunemente practiquen la tortura y el asesinato, representa, por sí 
mismo, una infracción al deber de prevención de violaciones a los derechos a la integridad 
física y a la vida, aún en el supuesto de que no puedan demostrarse los hechos de torturas 
o no haya sido ultimada, o si esos hechos no pueden demostrarse en el caso concreto”. 
Además, el Tribunal ha establecido que la desaparición forzada ha incluido con frecuencia 
la ejecución de los detenidos, en secreto y sin fórmula de juicio, seguida del ocultamiento 
del cadáver con el objeto de borrar toda huella material del crimen y procurar la impunidad 
de quienes lo cometieron. 

96. En lo que se refiere al artículo 4 de la Convención Americana, la Corte ha considerado 
que por la naturaleza misma de la desaparición forzada, la víctima se encuentra en una 
situación agravada de vulnerabilidad, de la cual surge el riesgo de que se violen diversos 
derechos, entre ellos, el derecho a la vida. Esta situación se ve acentuada cuando se está 
frente a un patrón sistemático de violaciones de derechos humanos. Del mismo modo, la 
Corte ha establecido que la falta de investigación de lo ocurrido representa una infracción 
del deber jurídico establecido en el artículo 1.1 de la Convención en relación con el artículo 
4.1 de la misma, que consagra el deber de garantizar a toda persona sujeta a su 
jurisdicción la inviolabilidad de la vida y el derecho a no ser privado de ella arbitrariamente, 
lo cual comprende la prevención razonable de situaciones que puedan redundar en la 
supresión de ese derecho. 

98. De acuerdo con su jurisprudencia más reciente, dado el carácter múltiple y complejo 
de esta grave violación de derechos humanos, en el Caso Anzualdo Castro Vs. Perú este 
Tribunal reconsideró su posición anterior y estimó posible que, en casos de  esta 
naturaleza, la desaparición forzada puede conllevar una violación específica del referido 
derecho: más allá de que la persona desaparecida no pueda continuar gozando y 
ejerciendo otros, y eventualmente todos los derechos de los cuales también es titular, su 
desaparición busca no sólo una de las más graves formas de sustracción de una persona 
de todo ámbito del ordenamiento jurídico, sino también negar su existencia misma y 
dejarla en una suerte de limbo o situación de indeterminación jurídica ante la sociedad, el 
Estado e inclusive la comunidad internacional. 

99. En consideración de lo anterior, si bien esta Corte había establecido en anteriores 
casos que dicha definición no se refería expresamente al reconocimiento de la 
personalidad jurídica entre los elementos de tipificación del delito complejo de esta 
práctica, cabe hacer notar que en aplicación del principio del efecto útil y de las 
necesidades de protección en casos de personas y grupos en situación de vulnerabilidad, 
este Tribunal, de acuerdo con la evolución del corpus juris internacional en la materia, ha 
interpretado de manera amplia el artículo II de la CIDFP, lo que le ha permitido concluir 
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que la consecuencia de la negativa a reconocer la privación de libertad o paradero de la 
persona es, en conjunto con los otros elementos de la desaparición, la “sustracción de la 
protección de la ley” o bien la vulneración de la seguridad personal y jurídica del individuo, 
lo cual impide directamente el reconocimiento de la personalidad jurídica. 

100. Mas aún, dicha consecuencia queda evidenciada cuando del modus operandi de esta 
práctica se desprende la intención deliberada, no sólo de dejar al individuo fuera del 
ejercicio de los recursos legales y las garantías procesales pertinentes, sino también de 
otros derechos, ya sean éstos civiles o políticos, así como la extracción de su comunidad 
y grupo familiar, como se configura en el presente caso. 

102. En consecuencia, la Corte reitera que en los casos de desaparición forzada de 
personas se deja a la víctima en una situación de indeterminación jurídica que imposibilita, 
obstaculiza o anula la posibilidad de la persona de ser titular o ejercer en forma efectiva 
sus derechos en general, lo cual constituye una de las más graves formas de 
incumplimiento de las obligaciones estatales de respetar y garantizar los derechos 
humanos. Esto se tradujo en una violación del derecho al reconocimiento de la 
personalidad jurídica de Florencio Chitay. 

121. En conclusión, la Corte estima que el Estado es responsable por la desaparición 
forzada de Florencio Chitay, ya que fue privado de su libertad de manera ilegal por agentes 
del Estado o por particulares con aquiescencia del Estado, sin que a la fecha se conozca 
su paradero. Lo anterior en un contexto sistemático de desapariciones forzadas selectivas 
en Guatemala, dirigidas, entre otros, contra líderes indígenas, con el objetivo de 
desarticular toda forma de representación política a través del terror y coartando así la 
participación popular que fuera contraria a la política del Estado. En específico, el modus 
operandi y el subsiguiente ocultamiento del paradero a que fue sometido el señor Chitay 
Nech refleja la deliberada intención de extraerlo de la esfera jurídica e impedirle el ejercicio 
de sus derechos tanto civiles como políticos. La situación agravada de vulnerabilidad a la 
cual fue sometido sin duda le provocó profundos sentimientos de angustia, miedo e 
indefensión, lo cual implicó la vulneración de su integridad personal y vida. En 
consecuencia, la Corte considera que el Estado es responsable de la violación de los 
derechos consagrados en los artículos 7.1 (Derecho a la Libertad Personal), 5.1 y 5.2 
(Derecho a la Integridad Personal), 4.1 (Derecho a la Vida), 3 (Derecho al Reconocimiento 
a la Personalidad Jurídica) y 23.1 (Derechos Políticos) de la Convención Americana, en 
relación con el artículo 1.1 (Obligación de Respetar los Derechos) de la misma, en relación 
con el artículo I.a) de la CIDFP, en perjuicio de Florencio Chitay Nech, por haberlo 
desaparecido forzosamente. 

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250 

112. En su jurisprudencia constante iniciada desde 1988, la Corte ha establecido el 
carácter permanente o continuado de la desaparición forzada de personas, el cual ha sido 
reconocido de manera reiterada por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos. 
La Corte ha calificado al conjunto de violaciones múltiples y continuas de varios derechos 
protegidos por la Convención como desaparición forzada de personas, con base en el 
desarrollo que para la época se había dado en el ámbito del Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos. La jurisprudencia de este Tribunal ha sido precursora de la 
consolidación de una perspectiva comprensiva de la pluriofensividad de los derechos 
afectados y el carácter permanente o continuado de la figura de la desaparición forzada 
de personas, en la cual el acto de desaparición y su ejecución inician con la privación de 
la libertad de la persona y la subsiguiente falta de información sobre su destino, y 
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permanece mientras no se conozca el paradero de la persona desaparecida o se 
identifiquen con certeza sus restos. Esta Corte realizó dicha caracterización de la 
desaparición forzada incluso con anterioridad a la definición contenida en el artículo II de 
la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas. 

114. El fenómeno de la desaparición forzada de personas requiere ser analizado desde 
una perspectiva integral en razón de la pluralidad de conductas que, cohesionadas por un 
único fin, vulneran de manera permanente, mientras subsistan, bienes jurídicos 
protegidos por la Convención La Corte ha verificado la consolidación internacional en el 
análisis de esta conducta, la cual configura una grave violación de derechos humanos dada 
la particular relevancia de las transgresiones que conlleva y la naturaleza de los derechos 
lesionados, por lo que implica un craso abandono de los principios esenciales en que se 
fundamenta el Sistema Interamericano, y su prohibición ha alcanzado carácter de jus 
cogens. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212, párr. 
86). 

116. Al respecto, esta Corte ha señalado que “la privación de libertad con la cual inicia 
una desaparición forzada, cualquiera que fuere su forma, es contraria al artículo 7 de la 
Convención Americana”. Igualmente, por la naturaleza misma de la desaparición forzada, 
la Corte ha estimado que el Estado colocó a las personas en una grave situación de 
vulnerabilidad y riesgo de sufrir daños irreparables a su integridad personal y vida. En 
este sentido, la desaparición forzada es violatoria del derecho a la integridad personal 
porque “el solo hecho del aislamiento prolongado y de la incomunicación coactiva, 
representa un tratamiento cruel e inhumano [...] en contradicción con los párrafos 1 y 2 
[del artículo 5 de la Convención]”. 

126. De este modo, como fue señalado anteriormente, en aplicación del artículo 35.2 del 
Reglamento, y dado que no existe oposición del Estado, tomando en cuenta el contexto y 
las circunstancias del presente caso, según las cuales la desaparición forzada de personas 
fue una práctica realizada en Guatemala durante el conflicto armado interno, y el hecho 
de que hasta el momento, luego de ser obligados a subir a un helicóptero, no se tiene 
noticia de su paradero, la Corte estima que las 17 personas señaladas por los 
representantes son víctimas de desaparición forzada hasta la fecha. 

223. Además, el artículo 1.b) de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada 
de Personas impone a los Estados el deber de “[s]ancionar en el ámbito de su jurisdicción 
a los autores, cómplices y encubridores del delito de desaparición forzada de personas, 
así como la tentativa de comisión del mismo”. Por lo tanto, conforme a la jurisprudencia 
de este Tribunal, en el caso de una desaparición forzada, los Estados tienen el deber de 
iniciar de oficio una investigación. En tal sentido, “toda vez que haya motivos razonables 
para sospechar que una persona ha sido sometida a desaparición forzada debe iniciarse 
una investigación. Esta obligación es independiente de que se presente una denuncia, 
pues en casos de desaparición forzada el derecho internacional y el deber general de 
garantía, imponen la obligación de investigar el caso ex officio, sin dilación, y de una 
manera seria, imparcial y efectiva. Esto es un elemento fundamental y condicionante para 
la protección de ciertos derechos afectados por esas situaciones, como la libertad personal, 
la integridad personal y la vida. Sin perjuicio de ello, en cualquier caso, toda autoridad 
estatal, funcionario público o particular que haya tenido noticia de actos destinados a la 
desaparición forzada de personas, deberá denunciarlo inmediatamente”. Por ende, la 
investigación debe ser realizada por todos los medios legales disponibles y orientada a la 
determinación de la verdad y la persecución, captura, enjuiciamiento y, eventual, castigo 
de todos los responsables intelectuales y materiales de los hechos, especialmente cuando 
están o puedan estar involucrados agentes estatales. 
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224. Asimismo, en casos de desaparición forzada, la investigación tendrá ciertas 
connotaciones específicas que surgen de la propia naturaleza y complejidad del fenómeno 
investigado, esto es que, adicionalmente, la investigación debe incluir la realización de 
todas las acciones necesarias con el objeto de determinar la suerte o destino de la víctima 
y la localización de su paradero. El Tribunal ya ha aclarado que el deber de investigar 
hechos de esta naturaleza subsiste mientras se mantenga la incertidumbre sobre la suerte 
final de la persona desaparecida, pues el derecho de los familiares de la víctima de conocer 
cuál fue el destino de ésta y, en su caso, dónde se encuentran sus restos, representa una 
justa expectativa que el Estado debe satisfacer con todos los medios a su alcance. 

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253 

195. La Corte recuerda que la naturaleza permanente de la desaparición forzada implica 
que la misma permanece hasta tanto no se conozca el paradero de la persona 
desaparecida y se determine con certeza su identidad. En relación con el presente caso, 
la Corte nota que, en noviembre de 2011, se identificaron los restos de Amancio Samuel 
Villatoro y Sergio Saúl Linares Morales. A partir de este momento cesó la desaparición 
forzada con respecto a estas dos personas. Sin embargo, tal como lo reconoció el Estado, 
ello no afecta la calificación como desaparición forzada de los hechos cometidos en su 
perjuicio por el periodo que permanecieron desaparecidos, es decir, desde febrero y marzo 
de 1984 hasta noviembre de 2011. Con respecto a las otras 24 víctimas aún no ha cesado 
su desaparición forzada, puesto que hasta la fecha se desconoce el paradero o destino de 
las mismas. 

198. La privación de libertad con la cual inicia una desaparición forzada, cualquiera que 
fuere su forma, es contraria al artículo 7 de la Convención Americana. En el presente caso, 
la Corte constató que las 26 víctimas fueron desaparecidas entre el 22 de septiembre de 
1983 y el 2 de marzo de 1985. 

199. Según los registros del Diario Militar que incluyen fecha de captura y de presunta 
ejecución, doce víctimas estuvieron en cautiverio entre 15 y 60 días, Otto René Estrada 
Illescas estuvo detenido 79 días y Orencio Calderón Sosa estuvo detenido 106 días, 
mientras que Rubén Amílcar Farfán fue presuntamente ejecutado el mismo día de su 
captura, aún cuando sus restos no han sido encontrados ni identificados. De acuerdo al 
Diario Militar, las restantes víctimas, cuyos registros incluyen fechas relevantes, fueron 
enviadas a otros centros de detención, luego de al menos 5 días de cautiverio o a otros 
destinos desconocidos. Precisamente, realizar traslados frecuentes de las personas 
detenidas a lugares de detención no oficiales fue una práctica constatada durante el 
conflicto armado, que tenía como propósito “borrar el rastro de la víctima, imposibilitando 
la eventual acción sustrayendo al detenido a la justicia y de la esfera de cuidado de sus 
familiares; [así como para] conducirlo hasta centros de interrogatorios especializados”. 
Esta Corte considera que la detención de las 26 presuntas víctimas implicó una afectación 
a la libertad, en el más amplio sentido del artículo 7.1 de la Convención, siendo que luego 
de más de 25 años se desconoce el paradero de 24 de las 26 víctimas. 

201. Al respecto, la Corte resalta que en la época en la que iniciaron las desapariciones 
existía un patrón de utilización de centros clandestinos de detención. En el presente caso, 
el Estado “acept[ó ...] no haber cumplido con [su obligación de] mantener a estas 
personas en lugares de detención oficialmente reconocidos”. Asimismo, de la prueba 
aportada surgen testimonios según los cuales al menos cinco víctimas del presente caso 
fueron vistas en centros de detención clandestinos. El uso de este tipo de centros también 
se evidencia en las respuestas otorgadas a los recursos de exhibición personal 



 

328   

34 JURISPRUDENCIA SOBRE GUATEMALA 

 
interpuestos por los familiares de al menos cuatro víctimas, donde se les indicó que la 
persona no había sido detenida. La Corte resalta que justamente una de estas víctimas es 
Sergio Saúl Linares Morales, cuyos restos fueron hallados en un antiguo destacamento 
militar, a pesar de que al practicarse el recurso de exhibición personal a su favor en 1984 
la Policía Nacional registró “que no ha[bía] sido detenido ni se en[contraba] en ningún 
centro asistencial”, lo cual demuestra que éste estuvo detenido fuera de cualquier tipo de 
control legal. En vista de lo anterior, es posible concluir que, al hacer uso de centros de 
detención no oficiales, el Estado de Guatemala incumplió con la obligación establecida en 
el artículo XI de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada en relación con 
las 26 víctimas desaparecidas. 

202. La Corte resalta que la utilización de cárceles clandestinas formó parte de la negativa 
de las autoridades a reconocer las privaciones de libertad de las víctimas y de proporcionar 
información sobre su destino o paradero, inclusive frente a las diligencias realizadas por 
sus familiares y por los órganos a cargo de las investigaciones. Al descubrirse y hacerse 
público por vías extraoficiales el Diario Militar en 1999, más de catorce años después del 
inicio de las desapariciones, se evidenció que las 26 víctimas desaparecidas habían estado 
detenidas por agentes estatales, mientras las denuncias y los recursos de exhibición 
personal eran negados por el Estado. En el presente caso, se ha verificado que las 
autoridades estatales negaron las detenciones de las presuntas víctimas. En sólo dos de 
los casos se ha determinado el paradero de las víctimas, al encontrar e identificar sus 
restos. A pesar que tras el reconocimiento estatal de la autenticidad del Diario Militar el 
Estado aceptó la ocurrencia de las desapariciones forzadas, la falta de información sobre 
el paradero de las demás víctimas subsiste. 

206. Este Tribunal observa que diversos informes de entidades gubernamentales y no 
gubernamentales que han estudiado el Diario Militar han determinado que la anotación en 
el Diario Militar del número 300 significa que la persona, respecto de la cual se anotó el 
referido número, fue ejecutada. En este sentido, el Diario Militar registra la ejecución de 
17 de las 26 víctimas desaparecidas en el presente caso. Esto confirma la presunción de 
la violación del derecho a la vida antes mencionada y, en consecuencia, la violación del 
artículo 4.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo 
instrumento. 

207. La Corte no puede dejar de mencionar que, en casos de desaparición forzada en que 
existan indicios de que la víctima ha fallecido, la determinación de si se ha configurado 
dicho fenómeno y la cesación del mismo, en su caso, implica, necesariamente, ubicar los 
restos y establecer de la manera más fehaciente la identidad del individuo a quien 
pertenecen los restos recolectados. En tal sentido, la autoridad correspondiente debe 
proceder a la pronta exhumación de éstos para que sean examinados por un profesional 
competente. Mientras los restos no sean identificados, la desaparición forzada sigue 
ejecutándose. 

213. La Corte Interamericana destaca la gravedad de los hechos sub judice ocurridos a 
partir de 1983, los cuales se enmarcan dentro de una práctica de Estado sistemática de 
desapariciones forzadas, constatada por la jurisprudencia del Tribunal. Igualmente, la 
Corte ha establecido que las desapariciones forzadas en esa época eran parte de una 
política de ataque a las personas identificadas como enemigos internos dentro de la 
Doctrina de Seguridad Nacional. En dicha política participaron diversas fuerzas de 
seguridad estatal, incluyendo la Policía y el Ejército. Asimismo, la Corte no puede dejar de 
notar que la existencia de documentos oficiales como el Diario Militar evidencia la 
organización y planificación con que se realizaban las desapariciones forzadas, así como 
la coordinación existente entre las autoridades políticas y/o militares de alto nivel. Al 
respecto, el informe de la Secretaría de la Paz, tomando en cuenta la información 
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encontrada en el Archivo Histórico de la Policía Nacional, señaló que las capturas eran 
planificadas con información previamente recolectada por diferentes estructuras estatales. 
Asimismo, según la perita Katharine Doyle, el Diario Militar contiene menciones “a docenas 
de unidades militares y policiales guatemaltecas” y muestra la coordinación existente 
entre casi todas las unidades conocidas de inteligencia o policiales que existían en 
Guatemala en la época de los hechos. 

214. Adicionalmente, la planificación y coordinación existente se ve ejemplificada con los 
casos de Sergio Saúl Linares Morales y Amancio Samuel Villatoro, las dos víctimas cuyos 
cuerpos fueron encontrados en una fosa en un antiguo destacamento militar, quienes 
fueron capturados en fechas distintas en la Ciudad de Guatemala y posteriormente 
ejecutados junto con otras tres personas no víctimas de este caso. Los cinco cuerpos 
aparecieron en una fosa en dicho destacamento militar. Al respecto, el testigo Vásquez 
Vicente explicó que la recuperación de los cuerpos en una antigua base militar “demuestra 
que había un enlace, no sólo de la Policía Nacional en las desapariciones, sino que 
trabajaban conjuntamente con el Ejército de Guatemala”. Asimismo, la planificación de 
los ataques también se ve demostrada en esos dos casos por el hecho que ambos fueron 
ejecutados el mismo día, de acuerdo al registro que aparece en el Diario Militar, y 
enterrados en la misma fosa, a pesar de haber sido capturados en fechas distintas. En 
este sentido, este Tribunal considera oportuno resaltar que quince víctimas del presente 
caso habrían sido ejecutadas el mismo día que al menos otra de estas víctimas, de acuerdo 
a los datos registrados en el Diario Militar. Igualmente, es necesario destacar que por lo 
menos doce de las víctimas del presente caso fueron capturadas a plena luz del día y, de 
éstas, cinco en la vía pública, lo cual evidencia la impunidad bajo la cual actuaban sus 
captores. En virtud de lo anteriormente expuesto, la Corte resalta que las desapariciones 
de las 26 víctimas no constituyen hechos aislados, sino que formaron parte de un plan 
sistemático estatal de desapariciones forzadas contra miembros de la población civil que 
fueron considerados “enemigos internos”. 

215. […] la Corte resalta que la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada 
establece “que la práctica sistemática de la desaparición forzada de personas constituye 
un crimen de lesa humanidad”. A este Tribunal no le corresponde determinar 
responsabilidades individuales, sino conocer los hechos traídos a su conocimiento en el 
ejercicio de su competencia contenciosa según la prueba presentada por las partes. No 
obstante, en casos de violaciones graves a los derechos humanos la Corte ha tomado en 
cuenta, en el análisis de fondo, que tales violaciones pueden también ser caracterizadas 
o calificadas como crímenes de lesa humanidad, a efectos de explicitar de manera clara 
los alcances de la responsabilidad estatal bajo la Convención en el caso específico y las 
consecuencias jurídicas. En el presente caso es necesario además resaltar que la CEH 
concluyó que durante el conflicto armado interno las desapariciones forzadas fueron 
“aplicada[s] sistemáticamente en distintas regiones y afectó a una gran parte de la 
población, constituyendo un crimen de lesa humanidad”. 

221. El Tribunal nota que las desapariciones forzadas, como parte de la política 
contrainsurgente del Estado, tenían la finalidad de desarticular los movimientos u 
organizaciones que el Estado identificaba como proclives a la “insurgencia” y extender el 
terror en la población. Al respecto, el Manual de Guerra Contrasubversiva del Ejército 
señalaba que se debía destruir la organización político-administrativa local de la 
insurgencia, lo cual, “[n]o se trata de perseguir a delincuentes comunes, sino a personas 
ideológicamente comprometidas pero que no están participando en actos terroristas o en 
operaciones de guerra”, la destrucción “[s]e lleva a cabo mediante la captura y eliminación 
física de sus agentes activos”. Dicha política se ve reflejada en el Diario Militar, donde se 
“registr[ó] información sobre dirigentes de organizaciones sociales y miembros de 
diferentes organizaciones guerrilleras”, la cual era recolectada previamente y utilizada 
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para planificar las operaciones de contrainsurgencia. Precisamente el factor común en los 
registros del Diario Militar de las 26 víctimas desaparecidas era su presunta calidad de 
miembro o relación a un grupo considerado como opositor y/o insurgente por las fuerzas 
de seguridad del Estado. Por tanto, el Tribunal concluye que las desapariciones forzadas 
de las 26 víctimas estuvieron motivadas en su presunta participación a un grupo calificado 
como “opositor y/o insurgente”. 

238. En el presente caso ha sido demostrado que, antes de 1987, trece víctimas 
denunciaron formalmente la desaparición de sus familiares el mismo día o en los días 
siguientes de sus detenciones ante la Policía Nacional o el Ministerio de Gobernación. 
Además, los familiares de catorce víctimas interpusieron recursos de exhibición personal 
o habeas corpus a su favor, en algunos casos en múltiples oportunidades. Adicionalmente, 
los familiares de nueve víctimas denunciaron públicamente la desaparición de sus 
familiares ante medios de comunicación o directamente al entonces Jefe de Estado, entre 
otras instancias u organizaciones de la sociedad civil, internacional o eclesiástica. De las 
víctimas del presente caso, solamente en once casos no se presentaron denuncias 
formales hasta 1999 cuando apareció el Diario Militar, siendo que la mayoría de estos 
casos sus familiares declararon no haber denunciado formalmente al inicio de la 
desaparición por temor a represalias. No obstante lo anterior, la Corte observa que, de las 
declaraciones de los familiares, al menos en dos de estos diez casos, se desprenden 
acciones de búsqueda o denuncia pública emprendidas por los mismos, a partir de las 
cuales es razonable inferir que el Estado habría podido tomar conocimiento de las 
respectivas desapariciones. Estos son los casos de Crescencio Gómez López y Luis Rolando 
Peñate Lima, cuyos familiares los buscaron en distintas instituciones, tales como la Policía 
Nacional, el Ejército, el G2 o centros de detención, aún cuando no interpusieron una 
denuncia formal “por temor”. 

239. Por tanto, el Tribunal considera que el Estado ha tenido conocimiento de las 
desapariciones de al menos diecisiete de las víctimas desaparecidas en el presente caso 
desde 1983, 1984 y 1985, respectivamente, ante lo cual debió iniciar sin dilación una 
investigación ex officio para determinar su paradero, esclarecer lo sucedido y, en su caso, 
identificar, juzgar y sancionar a los responsables. Aun cuando, por motivos de su 
competencia ratione temporis, la Corte no puede derivar consecuencias jurídicas de las 
acciones del Estado anteriores a marzo de 1987, resulta indispensable indicar que las 
omisiones en que hubieran incurrido condicionan o limitan las posteriores investigaciones 
de los hechos. 

242. La Corte hace notar que las investigaciones de estos hechos ante el Ministerio Público 
no se iniciaron sino a partir de las denuncias interpuestas por los familiares de las víctimas 
desaparecidas (a través de FAMDEGUA y el GAM) y la PDH luego de la revelación del Diario 
Militar en 1999. Por tanto, el Tribunal considera que, aún frente a la interposición formal 
de recursos judiciales, denuncias o pronunciamientos oficiales, el Estado no actuó de 
manera consecuente con su deber de iniciar inmediatamente una investigación ex officio 
de las desapariciones forzadas de José Miguel Gudiel Álvarez, Orencio Sosa Calderón, 
Oscar Eduardo Barrillas Barrientos, Octavio René Guzmán Castañeda, Álvaro Zacarías 
Calvo Pérez, Amancio Samuel Villatoro, Manuel Ismael Salanic Chiguil, Carlos Guillermo 
Ramírez Gálvez, Sergio Saúl Linares Morales, Luz Haydée Méndez Calderón, Lesbia 
Lucrecia García Escobar, Otto René Estrada Illescas, Rubén Amílcar Farfán, Sergio Leonel 
Alvarado Arévalo, Joaquín Rodas Andrade, Alfonso Alvarado Palencia Crescencio Gómez 
López, y Luis Rolando Peñate Lima, respecto de las cuales tuvo pleno conocimiento antes 
de la investigación iniciada a instancia de los familiares en 1999. 

243. En anteriores oportunidades, la Corte se ha pronunciado sobre la impunidad que ha 
caracterizado las violaciones de derechos humanos cometidas durante el conflicto armado 
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en Guatemala. En este sentido, el Tribunal destaca que dicha situación resulta 
particularmente evidente en este caso, en el cual dieciocho desapariciones forzadas fueron 
puestas en conocimiento del Estado de forma separada e independiente, y de esta misma 
forma fueron tramitadas, pero respecto de ninguna de ellas se realizaron diligencias serias, 
diligentes o exhaustivas al inicio de las desapariciones o en los años siguientes. Todas 
estas investigaciones permanecían en el mismo nivel de incertidumbre y paralización 
cuando se reveló el Diario Militar. Al respecto, la Corte resalta que el fiscal a cargo de la 
investigación, expresamente indicó en su declaración que la investigación de los hechos 
del presente caso se “inici[ó] con mayor realce o poniéndole más [...] empeño, a partir 
de que aparece el [...] Diario Militar, [pues] realmente a través de las exhibiciones 
personales que se plantearon, no se realizó una investigación objetiva o investigación de 
oficio”. 

266. La Corte toma nota de los antecedentes contextuales en que se enmarcan los inicios 
de las desapariciones de las víctimas del presente caso. No obstante, considera 
particularmente grave que la investigación ante el Ministerio Público no hubiere avanzado 
de su fase inicial luego de la revelación del Diario Militar y del Archivo Histórico de la Policía 
Nacional. En este sentido, el Tribunal resalta que la falta de colaboración del Ministerio de 
la Defensa con la investigación adelantada por el Ministerio Público ha sido uno de los 
principales obstáculos para la obtención de justicia en el presente caso. La Corte toma 
nota de ciertas medidas adoptadas por el Estado, tales como la creación de la Comisión 
de Desclasificación de los Archivos Militares y la adopción de la Ley de Acceso a la 
Información, pero advierte que ello no ha sido suficiente para que se avance en el 
esclarecimiento de los hechos del presente caso. 

267. En virtud de todas las consideraciones anteriores, la Corte concluye que el Estado ha 
incumplido su obligación de iniciar una investigación de oficio y por todos los medios 
legales disponibles de las desapariciones forzadas de las dieciocho víctimas señalada en 
el párrafo 242 supra. Asimismo, la Corte concluye que la investigación desarrollada por el 
Ministerio Público a partir de 1999 no ha sido diligente ni efectiva para el esclarecimiento 
de los hechos, identificación y, eventual sanción de los responsables o para la 
determinación del paradero de todas las víctimas desaparecidas, así como tampoco ha 
respetado la garantía del plazo razonable. Por consiguiente, el Estado incumplió su deber 
de garantizar los derechos consagrados en los artículos 7, 5.1, 5.2, 4.1 y 3 de la 
Convención Americana a través de una investigación efectiva de las desapariciones 
forzadas y de la muerte de Rudy Gustavo Figueroa Muñoz, en relación con el artículo 1.1 
de la misma y los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana contra la Tortura, en 
perjuicio de Rudy Gustavo Figueroa Muñoz, y conjuntamente con el artículo I.b) de la 
Convención sobre Desaparición Forzada de Personas, en perjuicio de las 26 víctimas 
desaparecidas identificadas en el capítulo VIII-1 supra. Asimismo, la Corte concluye que 
debido a la ausencia de una investigación efectiva de los hechos, juzgamiento y sanción 
de los responsables, el Estado violó los derechos a las garantías judiciales y a la protección 
judicial, consagrados en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación 
con el artículo 1.1 de la misma, así como con los artículos 1, 6 y 8 de la Convención 
Interamericana contra la Tortura, en perjuicio de los familiares de Rudy Gustavo Figueroa 
Muñoz, y también en relación con el artículo I.b) de la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada, en perjuicio de los familiares de las víctimas desaparecidas 
identificadas en el Anexo sobre víctimas de esta Sentencia. 

286. El Tribunal ha considerado que en casos que involucran la desaparición forzada de 
personas, es posible entender que la violación del derecho a la integridad psíquica y moral 
de los familiares de la víctima es una consecuencia directa de ese fenómeno, que les causa 
un severo sufrimiento por el hecho mismo, que se acrecienta, entre otros factores, por la 
constante negativa de las autoridades estatales de proporcionar información acerca del 
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paradero de la víctima o de realizar una investigación eficaz para lograr el esclarecimiento 
de lo sucedido. Estas afectaciones hacen presumir un daño a la integridad psíquica y moral 
de los familiares. En casos anteriores, la Corte ha establecido que dicha presunción se 
establece juris tantum respecto de madres y padres, hijas e hijos, cónyuges, compañeros 
y compañeras permanentes, siempre que corresponda a las circunstancias particulares del 
caso. La Corte considera que, en el marco de una desaparición forzada, dicha presunción 
también es aplicable a las hermanas y hermanos de las víctimas desaparecidas, salvo que 
se demuestre lo contrario por las circunstancias específicas del caso. En este sentido y 
teniendo en cuenta el reconocimiento de responsabilidad realizado por el Estado, la Corte 
presume la violación del derecho a la integridad personal de los familiares de las 26 de las 
víctimas desaparecidas. 

287. Adicionalmente, el Tribunal advierte que dos de los hijos de las víctimas 
desaparecidas no habían nacido al inicio de la desaparición de sus padres. Al respecto, tal 
como lo ha hecho la Corte en otros casos, y teniendo en consideración los términos del 
reconocimiento de responsabilidad del Estado, la Corte considera que los mismos también 
sufrieron una violación a su integridad psíquica y moral, ya que el hecho de vivir en un 
entorno que padece del sufrimiento y la incertidumbre por la falta de determinación del 
paradero de las víctimas desaparecidas, causó un perjuicio a la integridad de los niños 
que nacieron y vivieron en semejante ámbito. 

288. Con base en las declaraciones testimoniales, así como en los informes sobre impacto 
psicosocial de las familias de las víctimas desaparecidas y otros documentos que constan 
en el expediente, se desprende que en el presente caso los familiares vieron en una 
medida u otra su integridad personal afectada por una o varias de las circunstancias 
siguientes: (i) se han involucrado en diversas acciones tales como la búsqueda de justicia 
o de información sobre su paradero; (ii) la desaparición de sus seres queridos les ha 
generado secuelas a nivel personal, físicas y emocionales; (iii) en algunos casos, fueron 
extorsionados por dinero a cambio de sus familiares desaparecidos o de información sobre 
éstos; (iv) los hechos han afectado sus relaciones sociales, y han causado una ruptura en 
la dinámica familiar, así como un cambio en la asignación de roles en las mismas; (v) las 
afectaciones que han experimentado se han visto agravadas por la impunidad en que se 
encuentran los hechos; (vi) la falta de esclarecimiento de lo ocurrido a sus seres queridos 
ha mantenido latente la esperanza de hallarlos, o bien la falta de localización e 
identificación de sus restos les ha impedido sepultarlos dignamente de acuerdo con sus 
creencias, alterando su proceso de duelo y perpetuando el sufrimiento y la incertidumbre. 
Por consiguiente, el Tribunal considera demostrado que, como consecuencia directa de la 
desaparición forzada, los familiares de las víctimas desaparecidas han padecido un 
profundo sufrimiento y angustia en detrimento de su integridad psíquica y moral. Por otra 
parte, en virtud de las afectaciones generadas en las familias y teniendo en cuenta los 
términos del reconocimiento de responsabilidad del Estado, el Tribunal considera que las 
consideraciones anteriores se extienden a los sobrinos y nietos de las víctimas 
desaparecidas que fueron señalados como presuntas víctimas por la Comisión y las 
representantes. 

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258 

95. En su jurisprudencia desde 1988, la Corte ha establecido el carácter permanente o 
continuado de la desaparición forzada de personas, el cual ha sido reconocido de manera 
reiterada por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Asimismo, la 
jurisprudencia de este Tribunal ha sido precursora en la consolidación de una perspectiva 
comprensiva de la pluriofensividad de los derechos afectados y el carácter permanente de 
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la figura de la desaparición forzada de personas, en la cual el acto de desaparición y su 
ejecución inician con la privación de la libertad de la persona y la subsiguiente falta de 
información sobre su destino, y permanece mientras no se conozca el paradero de la 
persona desaparecida o se identifiquen con certeza sus restos. (En similar sentido, ver entre 
otros: Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 191). 

96. En el mismo sentido, la Corte ha indicado que esta violación múltiple de varios 
derechos protegidos por la Convención Americana coloca a la víctima en un estado de 
completa indefensión, acarreando otras vulneraciones conexas, siendo particularmente 
grave cuando forma parte de un patrón sistemático o práctica aplicada o tolerada por el 
Estado. Asimismo, la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada además 
reafirma en su preámbulo “que la práctica sistemática de la desaparición forzada de 
personas constituye un crimen de lesa humanidad”. En suma, la práctica de desaparición 
forzada implica un craso abandono de los principios esenciales en que se fundamenta el 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos y su prohibición ha alcanzado carácter de 
jus cogens. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. 
Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253, 
párr. 192). 

97. En este sentido se ha señalado como elementos concurrentes y constitutivos de la 
desaparición forzada: a) la privación de la libertad; b) la intervención directa de agentes 
estatales o la aquiescencia de éstos, y c) la negativa de reconocer la detención y de revelar 
la suerte o el paradero de la persona interesada. Esta Corte realizó dicha caracterización 
de la desaparición forzada incluso con anterioridad a la definición contenida en el artículo 
II de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada y es consistente con otras 
definiciones contenidas en diferentes instrumentos internacionales, la jurisprudencia del 
Sistema Europeo de Derechos Humanos, decisiones del Comité de Derechos Humanos del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y decisiones de altos tribunales 
nacionales. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C 
No. 250, párr. 115, y Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 193). 

98. De conformidad con el artículo I, incisos a) y b), de la Convención Interamericana 
sobre Desaparición Forzada, los Estados Partes se comprometen a no practicar ni tolerar 
la desaparición forzada de personas en cualquier circunstancia, y a sancionar a los 
responsables de la misma en el ámbito de su jurisdicción, lo que es consecuente con la 
obligación estatal de respetar y garantizar los derechos contenidos en el artículo 1.1 de la 
Convención Americana, la cual puede ser cumplida de diferentes maneras, en función del 
derecho específico que el Estado deba garantizar y de las necesidades particulares de 
protección. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. 
Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253, 
párr. 194). 

101. La privación de libertad con la cual inicia una desaparición forzada, cualquiera que 
fuere su forma, es contraria al artículo 7 de la Convención Americana. En el presente caso, 
ha quedado demostrado que Edgar Fernando García fue detenido el 18 de febrero de 1984 
durante una “Operación de Limpieza y Patrullaje” realizada por la Policía Nacional en la 
Ciudad de Guatemala. De la información aportada por las partes, la Corte observa que no 
existen datos claros sobre el lugar al cual habría sido trasladado el señor García tras su 
captura. De acuerdo a la información encontrada en el Archivo Histórico de la Policía 
Nacional sobre la planificación de dicha operación, las personas que fueron capturadas en 
la zona donde se detuvo al señor García, serían conducidas al cuarto cuerpo de la Policía 
Nacional, mientras que la CEH, basándose en un testigo referencial, estableció que el 
señor García habría sido “trasladado al Quinto Cuerpo de la PN”. No obstante tales 
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versiones diferentes, el Tribunal observa que el señor García fue detenido y trasladado a 
un cuerpo de la Policía Nacional, donde permaneció en poder de agentes estatales. 
Además, según información recibida por la señora Montenegro y la CEH, el señor García 
habría sido visto por al menos dos testigos en centros de detención no oficial y habría 
estado vivo hasta diciembre de 1984. En suma, esta Corte considera que la detención de 
Edgar Fernando García implicó una afectación a la libertad, en el más amplio sentido del 
artículo 7.1 de la Convención, siendo que desde la fecha de su detención y luego de más 
de 28 años se desconoce su paradero. 

102. La Corte recuerda que el Estado se encuentra en una posición especial de garante 
de los derechos de los detenidos, por lo cual la privación de libertad en centros legalmente 
reconocidos y la existencia de registros de detenidos, constituyen salvaguardas 
fundamentales, inter alia, contra la desaparición forzada. A contrario sensu la puesta en 
funcionamiento y el mantenimiento de centros clandestinos de detención configura per se 
una falta a la obligación de garantía, por atentar directamente contra los derechos a la 
libertad personal, integridad personal, vida y personalidad jurídica. Este principio, 
reiterado de forma constante por la Corte, está codificado en el artículo XI de la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada. (En similar sentido, ver entre otros: 
Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 200). 

103. La Corte resalta la posible utilización de cárceles clandestinas como parte de la 
negativa de las autoridades a reconocer la privación de libertad de la víctima y de 
proporcionar información sobre su destino o paradero, inclusive frente a las diligencias 
realizadas por sus familiares y por los órganos a cargo de las investigaciones. En el 
presente caso, se interpusieron al menos siete recursos de exhibición personal a favor del 
señor García, se denunciaron los hechos al entonces Jefe de Estado, al Ministerio de la 
Defensa Nacional y en medios de comunicación. No obstante, los familiares no recibieron 
información oficial sobre la detención o destino de Edgar Fernando García. Por el contrario, 
existen registros o constancias de las respuestas de dichos recursos que aparecieron en 
el Archivo Histórico de la Policía Nacional, según los cuales el señor García no se 
encontraba detenido. Asimismo, la Corte resalta que en el reporte del Operativo de 
Limpieza y Patrullaje realizado el 18 de febrero de 1984 no fue registrada la captura de 
Edgar Fernando García, sino que, por el contrario, se anotó que el operativo se había 
llevado a cabo “sin novedades”. En el mismo sentido, existen registros indicando que al 
solicitársele información al respecto, la Policía Nacional negó haber realizado un operativo 
en la zona y fecha donde fue capturado el señor García. 

104. Al respecto, el Tribunal resalta la declaración de la señora Montenegro, quien indicó 
que “jamás, jamás hubo una sola respuesta. Nunca, todo era mentira. Todo era engaño. 
Siempre [les] decían que los recursos de exhibición personales se declaraban desiertos, 
que Fernando no estaba, que no aparecía, que no existía, que se había ido a Canadá, 
simplemente era alguien que no existía”. Efectivamente, el Tribunal observa que, en la 
época del inicio de la desaparición del señor García, en Guatemala las autoridades no 
reconocían haber realizado las privaciones de libertad, con las cuales iniciaban las 
desapariciones forzadas y no proporcionaban información sobre el paradero o destino de 
las víctimas, a pesar de las diligencias realizadas por sus familias y por los órganos a cargo 
de las investigaciones penales. Esta falta de información sobre el destino o paradero del 
señor García ha continuado hasta la presente fecha y verifica la negativa del Estado de 
brindar información. 

105. En relación con el artículo 5 de la Convención Americana, este Tribunal ha sostenido 
que la desaparición forzada es violatoria del derecho a la integridad personal porque el 
solo hecho del aislamiento prolongado y de la incomunicación coactiva representa un 
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tratamiento cruel e inhumano en contradicción con los párrafos 1 y 2 del artículo 5 de la 
Convención, por lo que resulta evidente que en una desaparición forzada la víctima de 
ésta vea vulnerada su integridad personal en todas sus dimensiones. (En similar sentido, 
ver entre otros: Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212, párr. 94, y Caso Gudiel 
Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de 
noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 203). 

107. En lo que se refiere al artículo 4 de la Convención Americana, la Corte ha considerado 
que por la naturaleza misma de la desaparición forzada, las víctimas se encuentran en 
una situación agravada de vulnerabilidad, de la cual surge el riesgo de que se violen 
diversos derechos, entre ellos, el derecho a la vida. Además, el Tribunal ha establecido 
que la desaparición forzada ha incluido con frecuencia la ejecución de los detenidos, en 
secreto y sin fórmula de juicio, seguida del ocultamiento del cadáver con el objeto de 
borrar toda huella material del crimen y procurar la impunidad de quienes lo cometieron, 
lo que significa una violación del derecho a la vida, reconocido en el artículo 4 de la 
Convención. En efecto, la Corte ha constatado que la ejecución de los desaparecidos era 
la práctica durante el conflicto armado interno en Guatemala. (En similar sentido, ver entre 
otros: Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 205). 

108. Por otro lado, este Tribunal ha estimado que, en casos de desaparición forzada, 
atendiendo al carácter múltiple y complejo de esta grave violación de derechos humanos, 
su ejecución conlleva la vulneración específica del derecho al reconocimiento de la 
personalidad jurídica, debido a que la consecuencia de la negativa a reconocer la privación 
de libertad o paradero de la persona es, en conjunto con los otros elementos de la 
desaparición, la “sustracción de la protección de la ley” o bien la vulneración de la 
seguridad personal y jurídica del individuo que impide directamente el reconocimiento de 
la personalidad jurídica. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Masacres de Río Negro Vs. 
Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 
2012. Serie C No. 250, párr. 118, y Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 208). 

109. En tal sentido, la Corte ha considerado que el contenido propio del derecho al 
reconocimiento de la personalidad jurídica es que, precisamente, se reconozca a la 
persona en cualquier parte como sujeto de derechos y obligaciones, y que pueda ésta 
gozar de los derechos civiles fundamentales, lo cual implica la capacidad de ser titular de 
derechos (capacidad y goce) y de deberes; la violación de aquel reconocimiento supone 
desconocer en términos absolutos la posibilidad de ser titular de los derechos y deberes 
civiles y fundamentales. Más allá de que la persona desaparecida no pueda continuar 
gozando y ejerciendo otros, y eventualmente todos, los derechos de los cuales también 
es titular, su desaparición busca no sólo una de las más graves formas de sustracción de 
una persona de todo ámbito del ordenamiento jurídico, sino también negar su existencia 
misma y dejarla en una suerte de limbo o situación de indeterminación jurídica ante la 
sociedad y el Estado. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Masacres de Río Negro Vs. 
Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 
2012. Serie C No. 250, párr. 119, y Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 209). 

110. El Tribunal considera que Edgar Fernando García ha sido puesto en una situación de 
indeterminación jurídica, que ha impedido la posibilidad de ser titular o ejercer en forma 
efectiva sus derechos en general, lo cual implica una violación de su derecho al 
reconocimiento de la personalidad jurídica. En relación con el alegato de los 
representantes referente al derecho del señor García “de recibir una sepultura de acuerdo 
a su religión o costumbre”, la Corte resalta que el hecho de que una persona desaparecida 
no puede ejercer todos los derechos de los cuales también es titular, no significa que la 
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desaparición forzada, como violación múltiple y compleja, implique la violación de todos 
aquellos derechos que la persona desaparecida se ve imposibilitada de ejercer. (En similar 
sentido, ver entre otros: Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 210). 

111. Asimismo, como consecuencia de las acciones estatales expuestas a lo largo de este 
capítulo la Corte considera que el Estado incumplió con la obligación de no practicar ni 
tolerar la desaparición forzada de personas en cualquier circunstancia, establecida en el 
artículo I.a) de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada. (En similar 
sentido, ver entre otros: Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 211). 

112. La Corte Interamericana destaca la gravedad de los hechos sub judice ocurridos a 
partir de 1984, los cuales se enmarcan dentro de una práctica de Estado sistemática de 
desapariciones forzadas, constatada por la jurisprudencia del Tribunal. Igualmente, la 
Corte observa que las desapariciones forzadas en esa época formaban parte de una 
política estatal en contra de las personas identificadas como enemigos internos dentro de 
la Doctrina de Seguridad Nacional. En dicha política participaron diversas fuerzas de 
seguridad estatal, incluyendo la Policía y el Ejército. Asimismo, la Corte no puede dejar de 
notar que la existencia de documentos oficiales como el Diario Militar y los registros de la 
realización de “Operativos de Limpieza y Patrullaje” evidencian la organización y 
planificación con la que se realizaban las desapariciones forzadas, así como la coordinación 
existente entre las autoridades políticas y/o militares de alto nivel. Al respecto, el informe 
de la Secretaría de la Paz, tomando en cuenta la información encontrada en el Archivo 
Histórico de la Policía Nacional, señaló que las capturas eran planificadas con información 
previamente recolectada por diferentes estructuras estatales. En el presente caso es 
necesario resaltar que la CEH concluyó que durante el conflicto armado interno las 
desapariciones forzadas fueron “aplicada[s] sistemáticamente en distintas regiones y 
afectó a una gran parte de la población, constituyendo un crimen de lesa humanidad”. 

130. La obligación de investigar violaciones de derechos humanos es una de las medidas 
positivas que deben adoptar los Estados para garantizar los derechos reconocidos en la 
Convención. Además, resulta pertinente recordar que la práctica sistemática de la 
desaparición forzada supone el desconocimiento del deber de organizar el aparato del 
Estado para garantizar los derechos reconocidos en la Convención, lo cual reproduce las 
condiciones de impunidad para que este tipo de hechos vuelvan a repetirse. De ahí, la 
importancia de que aquél adopte todas las medidas necesarias para investigar y, en su 
caso, sancionar a los responsables; establecer la verdad de lo sucedido; localizar el 
paradero de las víctimas e informar a los familiares sobre el mismo; así como repararlos 
justa y adecuadamente en su caso. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Gudiel Álvarez y 
otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre 
de 2012. Serie C No. 253, párr. 231). 

131. La Corte recuerda que, al ser la prohibición de desaparición forzada una norma con 
el carácter de jus cogens, la correlativa obligación de investigar, y en su caso enjuiciar y 
sancionar a sus responsables, adquiere particular intensidad e importancia ante la 
gravedad de los delitos cometidos y la naturaleza de los derechos lesionados. (En similar 
sentido, ver entre otros: Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 232). 

133. Conforme a la jurisprudencia de este Tribunal, los familiares de las víctimas tienen 
el derecho, y los Estados la obligación, a que lo sucedido a éstas sea efectivamente 
investigado por las autoridades del Estado; se siga un proceso contra los presuntos 
responsables de estos ilícitos; en su caso, se les impongan las sanciones pertinentes, y se 
reparen los daños y perjuicios que dichos familiares han sufrido. Además, el Tribunal 
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reitera que, tratándose de una desaparición forzada, entre cuyos objetivos está impedir 
el ejercicio de los recursos legales y de las garantías procesales pertinentes, si la víctima 
misma no puede acceder a los recursos disponibles, resulta fundamental que los familiares 
u otras personas allegadas puedan acceder a procedimientos o recursos judiciales rápidos 
y eficaces como medio para determinar su paradero o su estado de salud, o para 
individualizar a la autoridad que ordenó la privación de libertad o la hizo efectiva. 

134. Además, la investigación tendrá ciertas connotaciones específicas que surgen de la 
propia naturaleza y complejidad del fenómeno investigado, esto es que, adicionalmente, 
la investigación debe incluir la realización de todas las acciones necesarias con el objeto 
de determinar la suerte o destino de la víctima y la localización de su paradero. El Tribunal 
ya ha aclarado que el deber de investigar hechos de esta naturaleza subsiste mientras se 
mantenga la incertidumbre sobre la suerte final de la persona desaparecida, pues el 
derecho de los familiares de la víctima de conocer cuál fue el destino de ésta y, en su 
caso, dónde se encuentran sus restos, representa una justa expectativa que el Estado 
debe satisfacer con todos los medios a su alcance. (En similar sentido, ver entre otros: Caso 
Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 244). 

135. La Corte ha resaltado que los bienes jurídicos sobre los que recae la investigación de 
una desaparición forzada obligan a redoblar esfuerzos en las medidas que deban 
practicarse para cumplir su objetivo, pues el paso del tiempo guarda una relación 
directamente proporcional con la limitación –y en algunos casos, la imposibilidad- para 
obtener las pruebas y/o testimonios, dificultando y aún tornando nugatoria o ineficaz, la 
práctica de diligencias probatorias a fin de esclarecer los hechos materia de investigación, 
identificar a los posibles autores y partícipes, y determinar las eventuales 
responsabilidades penales. La investigación debe ser realizada por todos los medios 
legales disponibles y orientada a la determinación de la verdad y la persecución, captura, 
enjuiciamiento y, eventual, castigo de todos los responsables intelectuales y materiales 
de los hechos, especialmente cuando están involucrados agentes estatales. (En similar 
sentido, ver entre otros: Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 259). 

136. Además, la Corte recuerda que la obligación de investigar, juzgar y, en su caso, 
sancionar a los responsables de hechos violatorios de los derechos humanos, en 
determinadas circunstancias y dependiendo de la naturaleza de los hechos, también se 
desprende de otros instrumentos interamericanos que establecen la obligación a cargo de 
los Estados Partes de investigar las conductas prohibidas por tales tratados. En relación 
con los hechos del presente caso, el artículo I.b) de la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada impone a los Estados el deber de “[s]ancionar en el ámbito de su 
jurisdicción a los autores, cómplices y encubridores del delito de desaparición forzada de 
personas, así como la tentativa de comisión del mismo”. Por lo tanto, conforme a la 
jurisprudencia de este Tribunal, en casos de desaparición forzada, la obligación de los 
Estados de iniciar de oficio una investigación también se deriva del referido instrumento 
para los Estados parte de dicha convención. Estas obligaciones específicas son exigibles 
al Estado a partir de la fecha de depósito de su instrumento de ratificación, aún cuando 
no estuviera vigente al momento del inicio de ejecución de la desaparición forzada. 

138. El Tribunal recuerda que toda vez que haya motivos razonables para sospechar que 
una persona ha sido sometida a desaparición forzada debe iniciarse una investigación ex 
o[f]ficio, sin dilación, y de una manera seria, imparcial y efectiva. Este Tribunal ha indicado 
que es imprescindible la actuación pronta e inmediata de las autoridades ministeriales y 
judiciales ordenando medidas oportunas y necesarias dirigidas a la determinación del 
paradero de la víctima o el lugar donde pueda encontrarse privada de libertad. Esta 
obligación es independiente de que se presente una denuncia, pues en casos de 
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desaparición forzada el derecho internacional y el deber general de garantía, imponen la 
obligación de investigar el caso ex officio, sin dilación, y de una manera seria, imparcial y 
efectiva, de modo tal que no dependa de la iniciativa procesal de la víctima o de sus 
familiares o de la aportación privada de elementos probatorios. En cualquier caso, toda 
autoridad estatal, funcionario público o particular que haya tenido noticia de actos 
destinados a la desaparición forzada de personas, deberá denunciarlo inmediatamente. 
(En similar sentido, ver entre otros: Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212, 
párrs. 92 y 193, y Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 241). 

141. La Corte considera que en el presente caso está demostrado que el Estado tuvo 
conocimiento de la desaparición de Edgar Fernando García desde 1984, a pesar de lo cual 
no actuó de manera consecuente con su deber de iniciar inmediatamente una 
investigación seria, diligente y exhaustiva. De la información aportada al expediente, no 
existe evidencia de que, más allá de las respuestas y verificaciones formales en relación 
con los recursos de exhibición personal y solicitudes de información presentadas por los 
familiares, se hubiera realizado alguna diligencia de investigación o de búsqueda del señor 
García hasta 1999, cuando la Corte Suprema intimó al Ministerio Público para que 
investigara lo denunciado por los representantes. Por tanto, el Tribunal considera que, 
aún frente a la interposición formal de recursos judiciales, denuncias o pronunciamientos 
oficiales, el Estado no inició una investigación ex officio para determinar el paradero de 
Edgar Fernando García, esclarecer lo sucedido y, en su caso, identificar, juzgar y sancionar 
a los responsables. 

142. Por otra parte, este Tribunal ha establecido que para que el Estado cumpla lo 
dispuesto en el artículo 25 de la Convención no basta con que los recursos estén previstos 
por la Constitución o la ley o con que sean formalmente admisibles, sino que es preciso 
que tengan efectividad en los términos de aquel precepto. Dicha efectividad supone que, 
además de la existencia formal de los recursos, éstos den resultados o respuestas a las 
violaciones de derechos, lo cual implica que el recurso sea idóneo para combatir la 
violación, y que sea efectiva su aplicación por la autoridad competente. En particular, el 
recurso de habeas corpus o exhibición personal ha sido considerado por el Tribunal como 
el medio idóneo para garantizar la libertad, controlar el respeto a la vida e integridad de 
la persona, e impedir su desaparición o la indeterminación de su lugar de detención. No 
obstante, no pueden considerarse efectivos aquellos recursos que, por las condiciones 
generales del país o incluso por las circunstancias particulares de un caso dado, resulten 
ilusorios. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212, 
párrs. 202 y 203). 

143. El Tribunal observa que en el presente caso los representantes interpusieron tres 
recursos de exhibición personal a favor del señor García en 1997. De la información 
aportada a la Corte, se observa que en repuesta a dichos recursos las autoridades 
judiciales solicitaron información a algunos organismos de seguridad del Estado, tales 
como el Ministerio de la Defensa Nacional, la Dirección General de la Policía Nacional y la 
Guardia de Hacienda, así como realizaron verificaciones y registros en un centro de 
detención y en el Cuartel General del Ejército. Todas estas diligencias tuvieron resultados 
negativos. El Tribunal recuerda que uno de los elementos característicos de una 
desaparición forzada es precisamente “la negativa de reconocer la detención y de revelar 
la suerte o el paradero de la persona interesada”, por lo cual no resulta razonable o 
diligente ni constituye un recurso efectivo la mera verificación formal con los registros 
oficiales de detenidos como la ocurrida en el presente caso, o la aceptación como 
verdadera de la negación de la detención por los presuntos responsables sin una 
verificación objetiva, imparcial e independiente de la misma. Además, debe tenerse en 
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cuenta el contexto en que fue cometida la presunta detención y las características de la 
misma, por lo cual no resulta efectivo la mera revisión a “viva voz” de las personas 
detenidas en un centro de detención seleccionado al azar, más de 10 años después de la 
fecha en que presuntamente ocurrió la detenció. En la investigación de una presunta 
desaparición forzada las autoridades estatales deben tomar en cuenta los elementos 
característicos de este tipo de delito, así como el contexto en que ocurrieron los hechos y 
sus características. 

150. Como parte de la obligación de investigar desapariciones forzadas como la del 
presente caso, las autoridades estatales deben determinar procesalmente los patrones de 
actuación conjunta y todas las personas que de diversas formas participaron en dichas 
violaciones y sus correspondientes responsabilidades. No basta el conocimiento de las 
circunstancias materiales del crimen, sino que resulta imprescindible analizar el 
conocimiento de las estructuras de poder que lo permitieron, diseñaron y ejecutaron 
intelectual y materialmente, así como de las personas o grupos que estaban interesados 
o se beneficiarían del crimen (beneficiarios). En consecuencia, no se trata sólo del análisis 
de un crimen de manera aislada, sino inserto en un contexto que proporcione los 
elementos necesarios para comprender su estructura de operación. 

161. La Corte ha considerado que en casos que involucran la desaparición forzada de 
personas, es posible entender que la violación del derecho a la integridad psíquica y moral 
de los familiares de la víctima es una consecuencia directa de ese fenómeno, que les causa 
un severo sufrimiento por el hecho mismo, que se acrecienta, entre otros factores, por la 
constante negativa de las autoridades estatales de proporcionar información acerca del 
paradero de la víctima o de realizar una investigación eficaz para lograr el esclarecimiento 
de lo sucedido. Por otra parte, esta Corte ha establecido que la privación de la verdad 
acerca del paradero de una víctima de desaparición forzada acarrea una forma de trato 
cruel e inhumano para los familiares cercanos, lo que hacen presumir un daño a la 
integridad psíquica y moral de los familiares. Dicha presunción se establece juris tantum 
respecto de madres y padres, hijas e hijos, cónyuges, compañeros y compañeras 
permanentes, siempre que corresponda a las circunstancias particulares del caso. En el 
caso de tales familiares, corresponde al Estado desvirtuar dicha presunción, la cual no ha 
sido desvirtuada por Guatemala en el presente caso. Por el contrario, el Estado aceptó 
parcialmente su responsabilidad por esta violación. 

164. La Corte ha manifestado que recibir el cuerpo de una persona desaparecida 
forzadamente es de suma importancia para sus familiares, ya que les permite sepultarlo 
de acuerdo a sus creencias, así como cerrar el proceso de duelo que han estado viviendo 
a lo largo de estos años. Además, la Corte recuerda que la constante negativa de las 
autoridades estatales de proporcionar información acerca del paradero de las víctimas o 
de iniciar una investigación eficaz para lograr el esclarecimiento de lo sucedido ha sido 
considerada, por este Tribunal, como una causa de acrecentamiento del sufrimiento de 
los familiares. Al respecto, la Corte constata el sufrimiento adicional generado a la esposa, 
hija y madre del señor Edgar Fernando García, en virtud de la ausencia de una 
investigación efectiva y diligente, así como la incertidumbre al paradero de su esposo, 
padre e hijo. 

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328 

133. En su jurisprudencia constante iniciada desde 1988, la Corte ha establecido que la 
desaparición forzada de personas es una violación de derechos humanos constituida por 
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tres elementos concurrentes: a) la privación de la libertad; b) la intervención directa de 
agentes estatales o la aquiescencia de estos, y c) la negativa de reconocer la detención y 
de revelar la suerte o el paradero de la persona interesada. Al respecto, este Tribunal ha 
desarrollado en su jurisprudencia el carácter pluriofensivo de la desaparición forzada, así 
como su naturaleza permanente o continua, en la cual la desaparición y su ejecución se 
inician con la privación de la libertad de la persona y la subsiguiente falta de información 
sobre su destino, y permanece mientras no se conozca el paradero de la persona 
desaparecida o se hallen sus restos de modo que se determine con certeza su identidad. 
Mientras perdure la desaparición, los Estados tienen el deber correlativo de investigarla y, 
eventualmente, sancionar a los responsables, conforme a las obligaciones derivadas de la 
Convención Americana y, en particular, de la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas (CIDFP). 

134. Este Tribunal tiene competencia para eventualmente calificar los hechos del presente 
caso como desaparición forzada debido al carácter permanente o continuo de sus actos 
constitutivos, y la pluriofensividad a los derechos de las personas reconocidos en la 
Convención Americana mientras no se conozca el paradero de la víctima o se hallen sus 
restos. La Corte recuerda que una desaparición forzada se configura por una pluralidad de 
conductas que, cohesionadas por un único fin, vulneran de manera permanente, mientras 
subsistan, distintos bienes jurídicos protegidos por la Convención. Por tanto, el examen 
de una posible desaparición forzada debe ser consecuente con la violación compleja de 
derechos humanos que esta conlleva y no debe enfocarse de manera aislada, dividida y 
fragmentada solo en la detención, la posible tortura o el riesgo de perder la vida. En tal 
sentido, su análisis debe abarcar la totalidad del conjunto de los hechos que se presentan 
a consideración del Tribunal. Solo de este modo el análisis legal de la desaparición forzada 
es consecuente con la compleja violación a derechos humanos que esta conlleva. (En 
similar sentido, ver entre otros: Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 196, y Caso 
García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 
2012. Serie C No. 258, párr. 99). 

135. Dichas consideraciones no infringen los principios de legalidad e irretroactividad, pues 
a diferencia de las ejecuciones extrajudiciales, la desaparición forzada de personas se 
caracteriza por ser una violación de carácter continuo o permanente. Lo anterior permite 
que la Corte pueda pronunciarse sobre una presunta desaparición forzada, aun si esta se 
inicia con anterioridad a la fecha en que el Estado reconoce la competencia de la Corte, 
siempre y cuando dicha violación permanezca o continúe con posterioridad a dicha fecha. 
Sin perjuicio de ello, el Tribunal recuerda que aun cuando le corresponde analizar la 
alegada desaparición forzada desde una perspectiva integral, puede declarar una violación 
a la Convención Americana u otros tratados a partir de la fecha del reconocimiento de la 
competencia por parte del Estado demandado, esto es, el 9 de marzo de 1987. 

136. Por último y respecto a los argumentos que se refieren a la manera en que deben 
ser procesados a nivel interno los hechos de desaparición forzada, la Corte advierte que 
en su jurisprudencia ha conocido de casos en que la falta en un inicio de la tipificación del 
delito autónomo de desaparición forzada de personas al momento en que ocurrieron los 
hechos y en que iniciaron los procesos penales a nivel interno, no obstaculizó el desarrollo 
de estos, sin embargo, ha sido fundamental que la eventual aplicación de figuras penales 
sean consecuentes con la gravedad de los hechos y la violación compleja de derechos 
humanos que se alega. Así, en el Caso Ticona Estrada y otros Vs. Bolivia, el juez de la 
causa penal dictó una sentencia el 8 de enero de 2008 mediante la cual condenó a dos ex 
miembros del ejército por los delitos de asesinato, privación de libertad, amenazas y 
secuestro, así como a dos ex agentes estatales por el delito de complicidad en asesinato. 
La Corte consideró que “no se ha[bía] demostrado que la falta de tipificación del delito 
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autónomo de desaparición forzada de personas ha[bía] obstaculizado el desarrollo efectivo 
del presente proceso penal”. En el Caso Goiburú y otros Vs. Paraguay, los imputados en 
algunos casos fueron condenados bajo tipos penales tales como secuestro, privación 
ilegítima de libertad, abuso de autoridad, asociación o concierto para delinquir, lesiones, 
coacción o amenazas, y homicidio, contenidos en el Código Penal de 1914 y de 1998 
cuando este resultó más beneficioso al imputado. La Corte reconoció que “la detención 
ilegal y arbitraria, tortura y desaparición forzada de las víctimas no ha[bía] quedado en la 
total impunidad mediante la aplicación de otras figuras penales”. En el Caso Castillo Páez 
Vs. Perú se dio un supuesto distinto: aunque los hechos inicialmente fueron procesados 
por el delito de secuestro, el 16 de marzo de 2006 se condenó a cuatro personas por el 
delito de desaparición forzada. La Corte Suprema de Justicia del Perú confirmó esa 
posición en sentencia de 18 de diciembre 2007, estableciendo que, “al tratarse de un 
delito permanente, se entenderá perpetrado bajo la vigencia del nuevo Código Penal y se 
aplicarán sus disposiciones”. La Corte Interamericana consideró que las decisiones 
adoptadas constituyeron “importantes precedentes de la justicia latinoamericana en 
materia de derechos humanos”. 

138. La Corte recuerda que la jurisdicción internacional de los derechos humanos no debe 
confundirse con la jurisdicción penal, ya que los Estados no comparecen ante la Corte 
como sujetos de acción penal. El derecho internacional de los derechos humanos no tiene 
por objeto imponer penas a las personas culpables de sus violaciones, sino amparar a las 
víctimas y disponer la reparación de los daños que les hayan sido causados por los Estados 
responsables de tales acciones. Para establecer que se ha producido una violación de los 
derechos consagrados en la Convención no es necesario que se pruebe la responsabilidad 
del Estado más allá de toda duda razonable ni que se identifique individualmente a los 
agentes a los cuales se atribuyen los hechos violatorios, sino que es suficiente demostrar 
que se han verificado acciones u omisiones que hayan permitido la perpetración de esas 
violaciones o que exista una obligación del Estado que haya sido incumplida por este. Para 
ello, la Corte debe aplicar una valoración de la prueba que tenga en cuenta la gravedad 
de la atribución de responsabilidad internacional a un Estado y que, sin perjuicio de ello, 
sea capaz de crear la convicción de la verdad de los hechos alegados. Por último, este 
Tribunal estima pertinente recordar que para fundar una sentencia, la prueba indiciaria o 
presuntiva resulta de especial importancia cuando se trata de denuncias sobre 
desaparición forzada, ya que esta forma de violación se caracteriza por procurar la 
supresión de todo elemento que permita comprobar la detención, el paradero y la suerte 
de las víctimas. 

140. Según la definición contenida en la CIDFP y la jurisprudencia de este Tribunal, “una 
de las características de la desaparición forzada, a diferencia de la ejecución extrajudicial, 
es que conlleva la negativa del Estado de reconocer que la víctima está bajo su control y 
de proporcionar información al respecto, con el propósito de generar incertidumbre acerca 
de su paradero, vida o muerte, de provocar intimidación y supresión de derechos”. Este 
Tribunal ha reconocido que la desaparición forzada ha incluido con frecuencia la ejecución 
de los detenidos, en secreto y sin fórmula de juicio, seguida del ocultamiento del cadáver 
con el objeto de borrar toda huella material del crimen y procurar la impunidad de quienes 
lo cometieron. En este sentido, la Corte ha conocido de casos en los cuales la existencia 
de mayores o menores indicios sobre la muerte de las víctimas no modificó la calificación 
como desaparición forzada. Fue precisamente lo que los agentes estatales hicieron 
después de dar muerte a las víctimas, esto es, la adopción de medidas dirigidas a ocultar 
lo que realmente había ocurrido o borrar todo rastro de los cuerpos para evitar su 
identificación o que su destino y paradero fuera establecido, lo que permitió a la Corte 
concluir la desaparición forzada de las víctimas. 
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141. Es bajo este orden de ideas que, tal como ya fue señalado, los actos constitutivos de 
desaparición forzada tienen carácter permanente mientras no se conozca el paradero de 
la víctima o se hallen sus restos. Sin embargo, particularmente en relación con este último 
aspecto, de manera reiterada el Tribunal ha indicado que no se trata meramente del acto 
de encontrar los restos de una determinada persona sino que ello, lógicamente, debe ir 
acompañado de la realización de las pruebas o análisis que permitan comprobar que, 
efectivamente, esos restos corresponden a esa persona. Mientras los restos no sean 
debidamente localizados e identificados, la desaparición forzada sigue ejecutándose. Al 
respecto, la Corte recuerda que la investigación y judicialización penal no es incompatible 
con la adopción de diferentes mecanismos adecuados y efectivos para localizar el paradero 
de las personas desaparecidas o localizar sus restos de modo que se determine con certeza 
su identidad, por lo que ambas medidas pueden complementarse mutuamente. (En similar 
sentido, ver entre otros: Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250, párr. 113). 

147. En suma, la Corte considera que no es procedente concluir la desaparición forzada 
de un total de 59 personas que fueron alegadas como víctimas de dicha violación. Sin 
perjuicio de lo anterior, la Corte observa que debido a la desidia investigativa del Estado 
y según la información aportada a este Tribunal que no fue desvirtuada, aún no ha sido 
posible exhumar y/o identificar en su totalidad los restos de 31 personas que fueron 
enterradas por familiares y vecinos en cementerios clandestinos en la época del conflicto 
armado interno en Guatemala. En efecto, en algunos casos se desprende que aunque se 
conoce el lugar de enterramiento y/o se practicó la exhumación y recuperación de restos, 
se desconoce si se han completado los trabajos forenses de búsqueda, exhumación, 
recuperación, análisis y eventual identificación de restos.  

154. […] la Corte concluye que las 22 presuntas víctimas fueron privadas de libertad por 
miembros de las fuerzas de seguridad del Estado en el marco del conflicto interno, y lo 
último que se supo de ellas es que se encontraban bajo custodia estatal; posteriormente, 
se desconoció su paradero. Las actuaciones posteriores de las autoridades y agentes 
estatales permiten a este Tribunal determinar que existió una negativa de reconocer las 
mencionadas privaciones de libertad, así como a proporcionar información sobre la suerte 
o el paradero de dichas personas, con el propósito de generar incertidumbre acerca de su 
vida o muerte. El contexto de los hechos del caso avalan esta conclusión. 

157. En razón de todo lo anterior, la Corte concluye que en el presente caso fueron 
víctimas de desaparición forzada un total de 22 personas. En el año 2008 se logró 
establecer el paradero de 4 de estas víctimas, y al día de hoy aún se desconoce el paradero 
de 18 de dichas víctimas. En cambio, no es procedente concluir la desaparición forzada de 
un total de 59 personas que fueron alegadas como víctimas de dicha violación y respecto 
de las cuales aún queda por concluir los trabajos de exhumación e identificación de restos 
de 31 personas. 

158. En el presente caso, las 22 víctimas de desaparición forzada fueron detenidas 
ilegalmente por agentes estatales, sin que hasta el momento se tenga información del 
destino y paradero de 18 de éstas. Por su parte, recién en el año 2008 se logró establecer 
el paradero de cuatro de las víctimas. Esta detención inicial fue un paso previo para su 
desaparición y fue contraria a todas luces al derecho a la libertad personal, en violación 
del artículo 7 de la Convención Americana. Su desaparición se enmarcó en una práctica 
de desaparición forzada de personas, lo cual permite concluir que aquélla colocó a las 
víctimas en una situación de especial vulnerabilidad y grave situación de riesgo de sufrir 
daños irreparables a su integridad personal y a su vida. La Corte ha establecido que resulta 
evidente que las víctimas de esta práctica ven vulneradas su integridad personal en todas 
sus dimensiones, y que el sometimiento de detenidos a cuerpos represivos oficiales, 
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agentes estatales o particulares que actúen con su aquiescencia o tolerancia, que 
impunemente practiquen la tortura y el asesinato representa, por sí mismo, una infracción 
al deber de prevención de violaciones a los derechos a la integridad personal y a la vida, 
aun en el supuesto de que no puedan demostrarse los hechos de tortura o de privación 
de la vida de la persona en el caso concreto. Además, esta Corte ha sostenido que la 
desaparición forzada es violatoria del derecho a la integridad personal porque el solo hecho 
del aislamiento prolongado y de la incomunicación coactiva, representa un tratamiento 
cruel e inhumano. El Tribunal también ha establecido que el hecho que una persona esté 
desaparecida durante un largo lapso de tiempo y en un contexto de violencia es un indicio 
suficiente para concluir que la persona fue privada de su vida. Todo ello, en contradicción 
con los artículos 4.1, 5.1 y 5.2 de la Convención Americana. 

159. Asimismo, la Corte recuerda que desde el caso Anzualdo Castro Vs. Perú de 22 de 
septiembre de 2009, consideró que la práctica de desaparición forzada puede conllevar 
una violación específica del artículo 3 de la Convención Americana, ya que busca no solo 
una de las más graves formas de sustracción de una persona de todo ámbito del 
ordenamiento jurídico, sino también negar su existencia misma y dejarla en una suerte 
de limbo o situación de indeterminación jurídica ante la sociedad, el Estado e inclusive la 
comunidad internacional. De igual manera, “en casos de desaparición forzada de personas 
se deja a la víctima en una situación de indeterminación jurídica que imposibilita, 
obstaculiza o anula la posibilidad de la persona de ser titular o ejercer en forma efectiva 
sus derechos en general, en una de las más graves formas de incumplimiento de las 
obligaciones estatales de respetar y garantizar los derechos humanos”. La Corte ha 
reiterado esta posición en sus fallos posteriores. En el presente caso, el Tribunal considera 
que las 22 víctimas señaladas fueron puestas en una situación de indeterminación jurídica 
que impidió su posibilidad de ser titulares o ejercer en forma efectiva sus derechos en 
general, por lo cual se generó una violación de su derecho al reconocimiento de la 
personalidad jurídica. 

Corte IDH. Caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2017. 
Serie C No. 339 

122. En el presente caso los representantes alegaron los siguientes factores como indicios 
de que Mayra Gutiérrez habría sido desaparecida forzosamente: i) el hecho de que durante 
el conflicto armado interno desaparecieron su hermano, su hermana y el compañero 
sentimental de esta última; ii) el hecho de que el nombre de la presunta víctima figura en 
un “diario militar” desclasificado en el año 2000; y iii) el hecho que presuntamente la 
investigación que realizó la señora Gutiérrez sobre adopciones irregulares en Guatemala 
fue utilizada en un Informe publicado en enero de 2000 por la Relatora Especial de 
Naciones Unidas sobre la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de los niños 
en la pornografía. 

123. Al respecto, la Corte recuerda que la desaparición de una persona porque no se 
conoce su paradero no es lo mismo que una desaparición forzada. La desaparición forzada 
de personas es una violación de derechos humanos constituida por tres elementos 
concurrentes: a) la privación de la libertad; b) la intervención directa de agentes estatales 
o la aquiescencia de éstos, y c) la negativa de reconocer la detención y de revelar la suerte 
o el paradero de la persona interesada. Así, corresponde a la Corte determinar si lo 
ocurrido a la señora Gutiérrez en presente caso constituye una desaparición forzada y, de 
ser el caso, analizará en lo pertinente las alegadas violaciones de los derechos al 
reconocimiento de la personalidad jurídica, a la vida, a la integridad persona y a la libertad 
personal, en relación con la obligación de respeto establecida en el artículo 1.1 de la 
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Convención Americana, así como de los artículos I y II de la Convención Interamericana 
sobre Desaparición Forzada de Personas (CIDFP). 

124. Este Tribunal ha desarrollado en su jurisprudencia el carácter pluriofensivo de la 
desaparición forzada, así como su naturaleza permanente o continua, en la cual la 
desaparición y su ejecución se inician con la privación de la libertad de la persona y la 
subsiguiente falta de información sobre su destino, y permanece mientras no se conozca 
el paradero de la persona desaparecida o se hallen sus restos de modo que se determine 
con certeza su identidad. En tal sentido, el análisis de una posible desaparición forzada 
debe abarcar la totalidad del conjunto de los hechos que se presentan a consideración del 
Tribunal. Sólo de este modo el análisis legal de la posible desaparición forzada es 
consecuente con la compleja violación a derechos humanos que ésta conlleva, con su 
carácter permanente y con la necesidad de considerar el contexto en que ocurrieron los 
hechos, a fin de analizar sus efectos prolongados en el tiempo y enfocar integralmente 
sus consecuencias, teniendo en cuenta el corpus juris de protección tanto interamericano 
como internacional. 

125. En virtud de la falta de prueba directa sobre la alegada desaparición forzada, la Corte 
recuerda que es legítimo el uso de la prueba circunstancial, los indicios y las presunciones 
para fundar una sentencia, siempre que de ellos puedan inferirse conclusiones 
consistentes sobre los hechos. Al respecto, este Tribunal ha señalado que corresponde a 
la parte demandante, en principio, la carga de la prueba de los hechos en que se funda 
su alegato; no obstante, ha destacado que, a diferencia del derecho penal interno, en los 
procesos sobre violaciones de derechos humanos la defensa del Estado no puede 
descansar sobre la imposibilidad del demandante de allegar pruebas, cuando es el Estado 
quien tiene el control de los medios para aclarar hechos ocurridos dentro de su territorio. 
Adicionalmente, la prueba indiciaria o presuntiva resulta de especial importancia cuando 
se trata de denuncias sobre desaparición forzada, ya que esta forma de violación se 
caracteriza por procurar la supresión de todo elemento que permita comprobar la 
detención, el paradero y la suerte de las víctimas. 

186. Toda vez que haya motivos razonables para sospechar que una persona ha sido 
sometida a desaparición forzada debe iniciarse una investigación penal. Esta obligación es 
independiente de que se presente una denuncia, pues en casos de desaparición forzada 
el derecho internacional y el deber general de garantía, imponen la obligación de investigar 
el caso ex officio, sin dilación, y de una manera seria, objetiva y efectiva, de modo tal que 
no dependa de la iniciativa procesal de la víctima o de sus familiares o de la aportación 
privada de elementos probatorios. El Estado debe dotar a las correspondientes autoridades 
de los recursos logísticos y científicos necesarios para recabar y procesar las pruebas y, 
en particular, de las facultades para acceder a la documentación e información pertinente 
para investigar los hechos denunciados y obtener indicios o evidencias de la ubicación de 
las víctimas. Todas las autoridades estatales están obligadas a colaborar en la recaudación 
de la prueba, por lo que deberán brindar al juez de la causa, fiscal u otra autoridad judicial 
toda la información que requiera y abstenerse de actos que impliquen la obstrucción para 
la marcha del proceso investigativo. En caso de violaciones de derechos humanos, las 
autoridades estatales no se pueden amparar en mecanismos como el secreto de Estado o 
la confidencialidad de la información, o en razones de interés público o seguridad nacional, 
para dejar de aportar la información requerida por las autoridades judiciales o 
administrativas encargadas de la investigación o proceso pendientes. 

187. De manera particular en el caso de una denuncia de desaparición forzada, este 
Tribunal ha considerado que el recurso de habeas corpus o exhibición personal representa 
el medio idóneo para garantizar la libertad, controlar el respeto a la vida e integridad de 
la persona, e impedir su desaparición o la indeterminación de su lugar de detención. No 
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obstante, estos recursos no sólo deben existir formalmente en la legislación, sino que 
deben ser efectivos, y para ser efectivos deben cumplir con el objetivo de obtener sin 
demora una decisión sobre la legalidad del arresto o de la detención, sin que pueden 
considerarse efectivos aquellos recursos que, por las condiciones generales del país o 
incluso por las circunstancias particulares de un caso dado, resulten ilusorios. 

Corte IDH. Caso Masacre de la Aldea Los Josefinos Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de noviembre de 2021. 
Serie C No. 442 

68. En su jurisprudencia constante iniciada desde 1988, la Corte ha establecido que la 
desaparición forzada de personas es una violación de derechos humanos que posee un 
carácter pluriofensivo y está, además, constituida por tres elementos concurrentes: a) la 
privación de la libertad; b) la intervención directa de agentes estatales o la aquiescencia 
de estos, y c) la negativa de reconocer la detención y de revelar la suerte o el paradero 
de la persona interesada.  

69. El Tribunal ha reiterado el carácter permanente de los actos constitutivos de 
desaparición forzada mientras no se conozca el paradero de la víctima o se hallen sus 
restos, y la naturaleza pluriofensiva que sus consecuencias acarrean a los derechos 
reconocidos en la Convención Americana, por lo cual los Estados tienen el deber correlativo 
de investigar tales actos y, eventualmente, sancionar a los responsables, conforme a las 
obligaciones derivadas de la citada Convención y, en particular, de la CIDFP. La 
caracterización de la desaparición forzada, como violación permanente y pluriofensiva a 
los derechos humanos, es consistente con el criterio del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos, así como con las decisiones de órganos internacionales. 

70. En coherencia con lo indicado, la necesidad del tratamiento integral de la desaparición 
forzada ha llevado también a este Tribunal a analizarla como una forma compleja de 
violación de varios derechos reconocidos en la Convención en forma conjunta, en razón 
de la pluralidad de conductas que, cohesionadas por un único fin, vulneran de manera 
continuada, mientras subsistan, bienes jurídicos protegidos por dicho instrumento, en 
particular los derechos al reconocimiento de la personalidad jurídica, a la vida, a la 
integridad personal y a la libertad personal, consagrados en los artículos 3, 4, 5 y 7 de la 
Convención, respectivamente. 

 

XXVII. DERECHO A LA VERDAD  

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2000. Serie C No. 70 

200. Como ya se ha establecido en esta Sentencia en el presente caso se intentaron 
diferentes recursos judiciales para identificar el paradero de Bámaca Velásquez. Estos 
recursos no sólo no fueron efectivos, sino que se ejercieron a su respecto acciones directas 
de agentes del Estado de alto nivel tendientes a impedir que tuvieran resultados positivos. 
Estas obstrucciones fueron particularmente evidentes en lo relativo a las múltiples 
diligencias de exhumación que se intentaron, las que a la fecha no han permitido identificar 
los restos de Efraín Bámaca Velásquez. Es incuestionable que la situación reseñada impidió 
a Jennifer Harbury y a los familiares de la víctima conocer la verdad acerca de la suerte 
corrida por ésta. 
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Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 91 

77. Finalmente, es obligación del Estado, según el deber general establecido en el artículo 
1.1 de la Convención, asegurar que estas graves violaciones no se vuelvan a repetir. En 
consecuencia, debe hacer todas las gestiones necesarias para lograr este fin. Las medidas 
preventivas y de no repetición empiezan con la revelación y reconocimiento de las 
atrocidades del pasado, como lo ordenara esta Corte en la sentencia de fondo. La sociedad 
tiene el derecho a conocer la verdad en cuanto a tales crímenes con el propósito de que 
tenga la capacidad de prevenirlos en el futuro. 

Corte IDH. Caso Carpio Nicolle y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2004. Serie C No. 117 

128. La Corte ha reiterado que toda persona, incluyendo a los familiares de víctimas de 
graves violaciones de derechos humanos, tiene el derecho a la verdad. En consecuencia, 
los familiares de las víctimas y la sociedad como un todo deben ser informados de todo lo 
sucedido con relación a dichas violaciones. Este derecho a la verdad se ha venido 
desarrollado por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos; al ser reconocido y 
ejercido en una situación concreta constituye un medio importante de reparación. Por 
tanto, en este caso, el derecho a la verdad da lugar a una expectativa que el Estado debe 
satisfacer a los familiares de las víctimas. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Bámaca 
Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 
91, párr. 76). 

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212 

206. El Tribunal reitera que el derecho a conocer la verdad se encuentra subsumido en el 
derecho de la víctima o de sus familiares a obtener de los órganos competentes del Estado 
el esclarecimiento de los hechos violatorios y las responsabilidades correspondientes, a 
través de la investigación y el juzgamiento que previenen los artículos 8 y 25 de la 
Convención, lo cual constituye una forma de reparación. (En similar sentido, ver entre otros: 
Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de noviembre de 2000. Serie C No. 
70, párr. 201; Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de 
febrero de 2002. Serie C No. 91, párr. 75, y Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie C 
No. 211, párr. 151). 

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253 

299. En virtud de las circunstancias particulares del presente caso, corresponde hacer un 
pronunciamiento específico sobre el derecho a conocer la verdad de los familiares de las 
víctimas registradas en el Diario Militar. La Organización de Naciones Unidas ha reconocido 
la importancia de la determinación de la verdad con respecto a las violaciones manifiestas 
de los derechos humanos para la consolidación de los procesos de paz y reconciliación. Lo 
anterior encuentra apoyo en el derecho internacional humanitario, según el cual los 
familiares tienen el derecho a conocer la verdad acerca de la suerte de las víctimas 
desaparecidas, entre ellas las víctimas de desapariciones forzadas, lo cual es aplicable 
tanto a los conflictos armados internacionales como a los no internacionales. 

300. La Corte resalta que, en los Acuerdos de Paz, se estableció la CEH como un 
mecanismo para la determinación de la verdad histórica, la cual debe entenderse como 
complementaria a lo que se establezca en los procedimientos judiciales respectivos. A la 
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luz de lo señalado en los párrafos 296 y 297 supra, el Tribunal observa que a varios de 
los familiares de este caso no se les permitió el conocimiento por ese medio de la verdad 
histórica de lo sucedido a sus seres queridos ante la negativa de las autoridades estatales 
de entregar información. Además, destaca que con la aparición del Diario Militar en 1999 
y del Archivo Histórico de la Policía en 2005, ambos por vías extraoficiales, se evidenció 
el ocultamiento de información estatal sobre los hechos del presente caso a la CEH. Ello, 
aunado a la impunidad que persiste en el presente caso (la cual fue analizada en el capítulo 
VIII-2 supra de esta Sentencia), permite a esta Corte concluir que se ha impedido a los 
familiares el esclarecimiento de la verdad tanto por vías judiciales como por vías 
extrajudiciales. 

301. La Corte ha considerado que los familiares de las víctimas de graves violaciones a 
derechos humanos y la sociedad tienen el derecho a conocer la verdad, por lo que deben 
ser informados de lo sucedido. Por otra parte, en particular sobre casos de desaparición 
forzada, la Corte ha establecido que el derecho a conocer la verdad es parte del “derecho 
de los familiares de la víctima de conocer cuál fue el destino de ésta y, en su caso, dónde 
se encuentran sus restos”. La Corte ha indicado que la privación de la verdad acerca del 
paradero de una víctima de desaparición forzada acarrea una forma de trato cruel e 
inhumano para los familiares cercanos, por lo cual dicha violación del derecho a la 
integridad personal puede estar vinculada a una violación de su derecho a conocer la 
verdad. 

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258 

176. Teniendo en cuenta que los hechos propios de este caso se desarrollaron dentro de 
un conflicto armado no internacional, el esclarecimiento de la verdad de lo sucedido 
adquiere una relevancia particular. La Corte recuerda que toda persona, incluyendo los 
familiares de las víctimas de graves violaciones a derechos humanos, tienen el derecho a 
conocer la verdad, por lo que aquéllos y la sociedad toda deben ser informados de lo 
sucedido. Asimismo, la Corte considera pertinente reiterar, como lo ha hecho en otros 
casos, que los Estados pueden establecer comisiones de la verdad, las que contribuyen a 
la construcción y preservación de la memoria histórica, el esclarecimiento de hechos y la 
determinación de responsabilidades institucionales, sociales y políticas en determinados 
períodos históricos de una sociedad. Aún cuando se trata de determinaciones de la verdad 
que son complementarias entre sí, pues cada una tiene un sentido y alcance propios, así 
como potencialidades y límites particulares, que dependen del contexto en el que surgen 
y de los casos y circunstancias concretas que analicen, la Corte ha establecido [que] estas 
comisiones no sustituy[e]n la obligación del Estado de establecer la verdad a través de 
procesos judiciales. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario 
Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie 
C No. 253, párr. 298). 

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328 

260. Por otra parte, este Tribunal ha determinado que toda persona, incluyendo los 
familiares de las víctimas de graves violaciones a derechos humanos, tiene el derecho a 
conocer la verdad. En consecuencia, los familiares de las víctimas y la sociedad deben ser 
informados de todo lo sucedido con relación a dichas violaciones. Si bien el derecho a 
conocer la verdad se ha enmarcado fundamentalmente en el derecho de acceso a la 
justicia, aquel tiene una naturaleza amplia y su vulneración puede afectar distintos 
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derechos consagrados en la Convención Americana, dependiendo del contexto y 
circunstancias particulares del caso. 

261. La Corte ha considerado el contenido del derecho a conocer la verdad en su 
jurisprudencia, en particular en casos de desaparición forzada, ya que el derecho a conocer 
el paradero de las víctimas desaparecidas constituye un componente esencial del derecho 
a conocer la verdad. Sin embargo, hasta la fecha aún se desconoce el paradero de las 
personas desaparecidas y, como se señaló, existen restos recuperados durante las 
exhumaciones que aún no han sido identificados. En virtud de las consideraciones 
anteriores, la Corte declara la violación del derecho a conocer la verdad, en perjuicio de 
los familiares de las víctimas de desaparición forzada. En este caso, como en otros, dicha 
violación se enmarca en el derecho de acceso a la justicia. 

 

XXVIII. DERECHOS DE LAS MUJERES  

Violencia de género  

Corte IDH. Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277 

207. La Corte estima que la violencia basada en el género, es decir la violencia dirigida 
contra una mujer por ser mujer o la violencia que afecta a la mujer de manera 
desproporcionada, es una forma de discriminación en contra de la mujer, tal como han 
señalado otros organismos internacionales de protección de derechos humanos, como el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos y el CEDAW. Tanto la Convención de Belém do 
Pará (preámbulo y artículo 6) como el CEDAW (preámbulo) han reconocido el vínculo 
existente entre la violencia contra las mujeres y la discriminación. En el mismo sentido, el 
Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la violencia contra las 
mujeres y la violencia doméstica (Estambul, 2011) afirma que “la violencia contra las 
mujeres es una manifestación de desequilibrio histórico entre la mujer y el hombre que 
ha llevado a la dominación y a la discriminación de la mujer por el hombre, privando así 
a la mujer de su plena emancipación”, así como que “la naturaleza estructural de la 
violencia contra las mujeres está basada en el género”. 

208. La Corte reitera que la ineficacia judicial frente a casos individuales de violencia 
contra las mujeres propicia un ambiente de impunidad que facilita y promueve la 
repetición de los hechos de violencia en general y envía un mensaje según el cual la 
violencia contra las mujeres puede ser tolerada y aceptada, lo que favorece  su 
perpetuación y la aceptación social del fenómeno, el sentimiento y la sensación de 
inseguridad de las mujeres, así como una persistente desconfianza de estas en el sistema 
de administración de justicia. Dicha ineficacia o indiferencia constituye en sí misma una 
discriminación [de la mujer] en el acceso a la justicia. Por ello, cuando existan indicios o 
sospechas concretas de violencia de género, la falta de investigación por parte de las 
autoridades de los posibles móviles discriminatorios que tuvo un acto de violencia contra 
la mujer, puede constituir en sí misma una forma de discriminación basada en el género. 
(En similar sentido, ver entre otros: Caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2017. Serie C No. 339, 
párr. 176). 
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223. Aunado a lo anterior, este Tribunal resalta que la violencia contra la mujer, en razón 
de su género, es un problema histórico, social y cultural que se encuentra arraigado en la 
sociedad guatemalteca. Ello en razón de que durante y después del conflicto armado las 
mujeres sufrieron formas específicas de violencia de género, quedando los perpetradores 
en total impunidad, por la incapacidad de los tribunales de justicia de investigar, juzgar, 
y en su caso, sancionar a los responsables. Pese a que Guatemala fue uno de los primeros 
Estados en ratificar la Convención de Belém do Pará, por esas razones históricas, la 
violencia contra la mujer ha permanecido invisibilizada, situación que se refleja en la falta 
de investigar los homicidios desde una perspectiva de género, ya que las muertes de 
mujeres son investigadas como homicidios simples, manteniéndose dichos hechos en la 
impunidad. Asimismo, no existen estadísticas oficiales respecto de los delitos por razón 
de género antes del año 2008, que permitan visibilizar la situación de las mujeres, y que 
las autoridades estatales tomen consciencia de la problemática y adopten las políticas 
públicas necesarias para combatir este tipo de hechos. 

Corte IDH. Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C 
No. 307 

175. En el ámbito interamericano, la Convención de Belém do Pará señala en su preámbulo 
que la violencia contra la mujer es “una manifestación de las relaciones de poder 
históricamente desiguales entre mujeres y hombres” y además reconoce que el derecho 
de toda mujer a una vida libre de violencia incluye el derecho a ser libre de toda forma de 
discriminación. Desde una perspectiva general, la Convención sobre la eliminación de 
todas las formas de discriminación contra la mujer (en adelante, “la CEDAW”, por sus 
siglas en inglés) define la discriminación contra la mujer como “toda distinción, exclusión 
o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular 
el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, 
sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en 
cualquier otra esfera”. En este sentido, el Comité para la Eliminación de la Discriminación 
contra la Mujer de las Naciones Unidas (en adelante, “el Comité de la CEDAW”) ha 
declarado que la definición de la discriminación contra la mujer “incluye la violencia basada 
en el sexo, es decir, la violencia dirigida contra la mujer [i] porque es mujer o [ii] que la 
afecta en forma desproporcionada”. También ha señalado que “[l]a violencia contra la 
mujer es una forma de discriminación que impide gravemente que goce de derechos y 
libertades en pie de igualdad con el hombre”. 

Violencia contra niñas y adolescentes 

Corte IDH. Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277 

133. De conformidad con las características del caso sub examine, debe señalarse que, 
en relación con niñas, los derechos y obligaciones antedichos deben observarse en el 
marco del acatamiento del artículo 19 de la Convención Americana y, siendo pertinente, 
atendiendo a lo dispuesto en la Convención de Belém do Pará. El artículo 19 de la 
Convención establece, como se ha dicho en otras oportunidades, el derecho de “[l]os niños 
y las niñas a [...] medidas especiales de protección [que] deben ser definidas según las 
circunstancias particulares de cada caso concreto”. El Tribunal ha indicado, asimismo, que 
“[l]a adopción de [tales] medidas [...] corresponde tanto al Estado como a la familia, la 
comunidad y la sociedad a la que [el niño o la niña] pertenece”. Además, la Corte ha 
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“reitera[do] que revisten especial gravedad los casos en los cuales las víctimas de 
violaciones a derechos humanos son niñas y niños”, quienes, “[e]n razón de su nivel de 
desarrollo y vulnerabilidad, requieren protección que garantice el ejercicio de sus derechos 
dentro de la familia, de la sociedad y con respecto al Estado”. En ese sentido, “han de 
ceñirse [al criterio del interés superior del niño] las acciones del Estado y de la sociedad 
en lo que respecta a la protección de los niños y a la promoción y preservación de sus 
derechos”. Por otra parte, el artículo 7 de la a Convención de Belém do Pará, sobre el que 
el Tribunal es competente, instituye deberes estatales para “prevenir, sancionar y 
erradicar [la] violencia [contra la mujer]” que especifican y complementan las obligaciones 
que tiene el Estado respecto al cumplimiento de los derechos consagrados en la 
Convención Americana, tales como los establecidos en los artículos 4, 5 y 7. 

134. De lo anterior se colige que, conforme el marco normativo expuesto, en relación con 
la violencia contra la mujer, el deber de garantía adquiere especial intensidad en relación 
con niñas. Esto es así debido a que la vulnerabilidad consustancial a la niñez puede verse 
enmarcada y potenciada debido a la condición de ser mujer. En ese sentido, debe 
advertirse que las niñas son, como se ha aseverado, “particularmente vulnerables a la 
violencia”. La especial intensidad mencionada se traduce en el deber estatal de actuar con 
la mayor y más estricta diligencia para proteger y asegurar el ejercicio y goce de los 
derechos de las niñas frente al hecho o mera posibilidad de su vulneración por actos que, 
en forma actual o potencial implicaren violencia por razones de género o pudieren derivar 
en tal violencia. 

Violencia contra la mujer y debida diligencia 

Corte IDH. Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277 

136. El deber de prevención ha sido específicamente señalado respecto a mujeres, 
inclusive niñas, desde antes de 2001 y mediante instrumentos distintos a la Convención 
de Belém do Pará, tratado que expresamente lo contempla en el citado artículo 7.b). Por 
otra parte, las niñas, entre ellas, las adolescentes, requieren medidas especiales de 
protección. La Corte ya ha tenido oportunidad de expresar, respecto a mujeres y niñas, 
que: 

[l]a estrategia de prevención debe ser integral, es decir, debe prevenir los factores de riesgo y a la vez 
fortalecer las instituciones para que puedan proporcionar una respuesta efectiva a los casos de violencia 
contra la mujer. Asimismo, los Estados deben adoptar medidas preventivas en casos específicos en los que 
es evidente que determinadas mujeres y niñas pueden ser víctimas de violencia. 

138. En el presente caso, existen dos momentos claves en los que el deber de prevención 
debe ser analizado. El primero es antes de la desaparición de la presunta víctima y el 
segundo antes de la localización de su cuerpo sin vida. 

139. Sobre el primer momento –antes de la desaparición de la víctima- la Corte, de modo 
análogo a cómo lo ha hecho con anterioridad, considera que la eventual falta de 
prevención de la desaparición no conlleva per se la responsabilidad internacional del 
Estado porque, a pesar de que éste conocía o debía conocer una situación de incremento 
de actos violentos que involucraba actos cometidos contra mujeres, inclusive niñas, no ha 
sido establecido que tenía conocimiento de un riesgo real e inmediato para la víctima de 
este caso. Aunque el contexto en este caso y las “obligaciones internacionales le imponen 
al Estado una responsabilidad reforzada con respecto a la protección de mujeres”, en 
especial las niñas, que incluye el deber de prevención, no le imponen una responsabilidad 
ilimitada frente a cualquier hecho ilícito en contra de ellas. Además, en relación con este 
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primer momento, el Tribunal nota que con anterioridad a diciembre de 2001, se efectuaron 
acciones estatales vinculadas a la problemática de la violencia contra mujeres. 

140. En el presente caso, la Corte observa que los alegatos de las representantes y la 
Comisión se vinculan al segundo momento indicado; es decir, el tiempo transcurrido entre 
la denuncia efectuada por la señora Franco Sandoval y el hallazgo del cuerpo sin vida de 
su hija. En tal sentido, aducen que el Estado tuvo conocimiento de una situación de riesgo 
a partir de la denuncia presentada por la madre de María Isabel a las autoridades. 

142. Por lo expuesto, a fin de dilucidar la existencia de responsabilidad internacional 
estatal, debe determinarse si, en el caso concreto, existía una situación de riesgo atinente 
a la niña y si, respecto de la misma, el Estado pudo adoptar, en el marco de sus 
atribuciones, medidas tendientes a prevenirla o evitarla y que razonablemente juzgadas, 
fueran susceptibles de lograr su cometido. A tal efecto, es necesario evaluar si: a) el 
Estado tuvo oportunamente, o debió tener, conocimiento de la situación de riesgo real e 
inmediato en que se encontraba a María Isabel Veliz Franco; b) si, en su caso, tuvo 
posibilidades razonables de prevenir o evitar la consumación y, de ser así, c) si concretó 
la diligencia debida con medidas o acciones para evitar la lesión de los derechos de la niña 
nombrada. 

147. Teniendo en cuenta lo narrado en la denuncia presentada por la señora Franco 
Sandoval, considerando también que María Isabel era una niña y que, como fue señalado, 
el momento de los hechos se insertaba en un lapso en que la evolución de la violencia 
homicida por año crecía en Guatemala en forma superior al crecimiento poblacional, la 
Corte colige que las autoridades estatales debieron tener lo denunciado por Rosa Elvira 
Franco como una indicación de la probable vulneración de los derechos de la niña. Si bien 
la citada denuncia no indicó explícitamente que María Isabel había sido víctima de un acto 
ilícito, resultaba razonable desprender que se encontraba en riesgo. Este Tribunal entiende 
que, en el marco de la debida diligencia estricta que debe observar el Estado en la garantía 
de los derechos a la vida e integridad personal de las niñas, en las circunstancias del caso, 
los señalamientos efectuados por Rosa Elvira Franco debían tomarse en cuenta, a efectos 
de la realización de acciones de prevención, como una noticia de la posibilidad cierta de 
que María Isabel sufriera atentados en su contra. 

178. Este Tribunal ya ha determinado que si bien no puede aseverarse que todos los 
homicidios de mujeres sucedidos en la época de los hechos fueran por razones de género, 
resulta verosímil que el de María Isabel si lo fuera, de acuerdo a cómo se encontró el 
cuerpo de la niña. En efecto, se ha indicado que las mujeres víctimas de homicidios por 
razones de género con frecuencia presentaban signos de brutalidad en la violencia ejercida 
contra ellas, así como signos de violencia sexual o la mutilación de los cuerpos. De forma 
acorde a tales características, el cadáver de María Isabel fue encontrado con evidentes 
signos de violencia, inclusive señales de ahorcamiento, una herida en el cráneo, una 
cortadura en la oreja y mordiscos en las extremidades superiores; su cabeza estaba 
envuelta por toallas y una bolsa, y tenía alimentos en su boca y su nariz, además, la blusa 
y el bloomer que llevaba estaban rotos en la parte inferior. Ello resulta relevante y 
suficiente a los efectos de la aplicación al caso del artículo 7 de la Convención de Belém 
do Pará. Interesa aclarar que la falta de certeza absoluta sobre lo expresado se vincula a 
la falta de conclusión de la investigación interna, así como al modo en que ésta hasta 
ahora se ha desarrollado. Así, por ejemplo, elementos trascendentes como la presencia 
de violencia sexual en los hechos no han sido determinados en una forma certera. 

189. Adicionalmente, la Corte señala que los Estados tienen la obligación de adoptar 
normas o implementar las medidas necesarias, conforme al artículo 2 de la Convención 
Americana y al artículo 7.c de la Convención de Belém do Pará, que permitan a las 
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autoridades ofrecer una investigación con debida diligencia en casos de supuesta violencia 
contra la mujer. 

210. Como ya fue demostrado en el presente caso, las autoridades a cargo de la 
investigación omitieron pruebas pertinentes para determinar la violencia sexual, o las 
realizaron tardíamente cuando ya los elementos de prueba, cuya cadena de custodia no 
se resguardó, estaban contaminados. Además, la Corte considera que la falta de debida 
diligencia en la investigación del homicidio de la víctima está estrechamente vinculada a 
la ausencia de normas o protocolos específicos para la investigación de casos de 
homicidios de mujeres por razón de género y de violencia contra la mujer en general. Tal 
como ha reconocido el Estado, en el momento de los hechos, no había legislación ni 
procedimientos específicos para investigar casos de violencia contra la mujer. La mayoría 
de las leyes y medidas para luchar contra dicho fenómeno han sido adoptadas por el 
Estado con posterioridad a los hechos del presente caso, por lo que no han podido ser 
aplicadas al mismo ni han contribuido para la efectividad de la investigación llevada a cabo 
en relación a la muerte de María Isabel Veliz Franco. Lo anterior podría, en parte, explicar 
la negligencia estatal, pero no justificarla o fungir como eximente de la responsabilidad 
internacional del Estado. Ello, en tanto las normas en que se sustentan los derechos y 
obligaciones aquí examinados mandan la plena observancia de éstas y aquéllos en forma 
inmediatamente exigible al Estado a partir de la entrada en vigor de los tratados 
respectivos. Por ello, el Tribunal no puede admitir el argumento del Estado según el cual 
se eximiría de responsabilidad con base en que las autoridades estatales tomaron todas 
las medidas pertinentes de conformidad con la legislación vigente en ese momento y 
dentro de sus posibilidades. 

211. Adicionalmente, las dificultades para establecer si María Isabel Veliz Franco fue 
víctima de violencia contra la mujer según la Convención de Belém do Pará deriva en parte 
de la ausencia de una investigación profunda y efectiva por parte de las autoridades 
estatales sobre el incidente violento que causó la muerte de la víctima, así como de sus 
posibles causas y motivaciones. La Corte ya ha señalado que en el momento de los hechos 
ocurridos en el 2001, existía en Guatemala un contexto de incremento de homicidios que 
involucraba actos contra mujeres, a lo que se une que en el presente caso había indicios 
suficientes para sospechar que el homicidio de la víctima pudo tener un móvil 
discriminatorio, por el odio o desprecio por su condición de mujer, o que fue perpetrado 
con algún tipo de violencia sexual. Además, según se desprende del expediente judicial, 
la señora Rosa Elvira Franco Sandoval comunicó mediante escrito al Fiscal General y Jefe 
del Ministerio Público que cuando tuvo que ir a la morgue a reconocer a su hija, el forense 
“le indicó que su hija había sido violada”. 

225. Por lo expuesto, la Corte colige que pese a indicios de que el homicidio de María 
Isabel podría haberse cometido por razones de género, la investigación no fue conducida 
con una perspectiva de género y se demostró que hubo faltas a la debida diligencia y actos 
de sesgo discriminatorio en la misma. La investigación, ha sobrepasado excesivamente el 
plazo razonable y aún continúa en su fase investigativa inicial. Además, la falta de 
diligencia en el caso, como reconoció el Estado, se vinculó a la inexistencia de normas y 
protocolos para la investigación de este tipo de hechos. Por todo lo dicho, esta Corte 
concluye que la investigación abierta a nivel interno no ha garantizado el acceso a la 
justicia de los familiares de María Isabel Veliz Franco, lo cual constituye una violación de 
los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial consagrados en los artículos 
8.1 y 25.1 de la Convención Americana, y el derecho a la igualdad ante ley consagrado en 
el artículo 24 de la Convención, en relación con las obligaciones generales contenidas en 
los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana, y con los artículos 7.b y 7.c de la 
Convención de Belém do Pará, en perjuicio la señora Rosa Elvira Franco Sandoval, Leonel 
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Enrique Veliz Franco, José Roberto Franco, y de los abuelos ya fallecidos Cruz Elvira 
Sandoval Polanco y Roberto Franco Pérez. 

Corte IDH. Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C 
No. 307 

108. El artículo 7 de la Convención de Belém do Pará instituye deberes estatales para 
prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer que especifican y 
complementan las obligaciones que tiene el Estado respecto al cumplimiento de los 
derechos consagrados en la Convención Americana, tales como los establecidos en los 
artículos 4 y 5. Al respecto, el Tribunal ha establecido que los Estados deben adoptar 
medidas integrales para cumplir con la debida diligencia en casos de violencia contra las 
mujeres. En particular, deben contar con un adecuado marco jurídico de protección, con 
una aplicación efectiva del mismo y con políticas de prevención y prácticas que permitan 
actuar de una manera eficaz ante las denuncias. La estrategia de prevención debe ser 
integral, es decir, debe prevenir los factores de riesgo y a la vez fortalecer las instituciones 
para que puedan proporcionar una respuesta efectiva a los casos de violencia contra la 
mujer. Asimismo, los Estados deben adoptar medidas preventivas en casos específicos en 
los que es evidente que determinadas mujeres y niñas pueden ser víctimas de violencia. 
Todo esto debe tomar en cuenta que, en casos de violencia contra la mujer, los Estados 
tienen, además de las obligaciones genéricas contenidas en la Convención Americana, 
obligaciones específicas a partir de la Convención de Belém do Pará. 

111. En cuanto al primer período, es decir, antes de la desaparición de Claudina Velásquez, 
este Tribunal ya estableció que para diciembre de 2001 existía un contexto de aumento 
de la violencia homicida contra las mujeres en Guatemala, que dicho incremento presentó 
un aumento sostenible a nivel nacional en los años 2004 y 2005, y que sus niveles 
continúan siendo elevados hasta el presente. Es claro que para el momento de los hechos 
del presente caso, ocurridos en agosto de 2005, el Estado ya había sido alertado de dicha 
situación por organismos internacionales y nacionales, así como organizaciones de la 
sociedad civil, en documentos que datan desde el año 2001 hasta febrero de 2005. Cabe 
resaltar que, para enero de 2003, la Procuraduría de los Derechos Humanos, un órgano 
estatal, ya había vinculado la existencia de actos violentos cometidos contra mujeres en 
2001 a “la discriminación, culturalmente enraizada en la sociedad guatemalteca”, y 
enmarcó tal violencia en un contexto de discriminación contra las mujeres en Guatemala 
en diversos ámbitos. Asimismo, como ya se señaló, desde ese entonces se ha agravado 
el grado de violencia contra las mujeres y el ensañamiento ejercidos contra los cuerpos 
de muchas de las víctimas. Aunado a ello, los homicidios de mujeres en Guatemala ocurren 
en un entorno de diversas formas de violencia contra aquellas, tales como violencia 
intrafamiliar y doméstica, rapto y violación, acoso, explotación y otras formas de violencia 
sexual. 

120. Al respecto, el Tribunal observa que, para agosto de 2005, es decir, para el momento 
en que acontecieron los hechos de este caso, el Estado implementó acciones dirigidas a 
abordar la problemática de la violencia contra las mujeres. Sin embargo, las 
organizaciones internacionales y nacionales señaladas, así como la perita Musalo, 
coinciden en que dichas medidas fueron insuficientes para solucionar el problema debido 
a la carencia de recursos asignados y a la falta de coordinación entre las diversas 
instituciones y de una estrategia integral de protección. En este sentido, la Corte nota 
que, en su Informe nacional presentado al Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico 
Universal del Consejo de Derechos Humanos de la ONU, de 7 de agosto de 2012, el Estado 
reconoció que dentro de los desafíos que enfrentaba, estaba el de “[o]perativizar una 
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estrategia interinstitucional articulada para atender la prevención de la violencia contra la 
mujer en todos los ámbitos”. 

121. En relación al segundo período – antes del hallazgo del cuerpo de Claudina Velásquez 
– es necesario, primeramente, verificar el momento en que las autoridades estatales 
sabían o debían haber sabido de la existencia de un riesgo real e inmediato para la vida e 
integridad de Claudina Velásquez. Al respecto, consta en el expediente que, a partir de 
las 2:50 o 2:55 a.m. aproximadamente, sus padres, Jorge Velásquez y Elsa Paiz, 
realizaron una llamada telefónica a la Policía Nacional Civil y, en respuesta, una patrulla 
llegó a la garita principal de la Colonia Panorama a las 3:00 a.m. aproximadamente. En 
ese momento, los agentes policiales fueron informados por los padres de Claudina 
Velásquez que se encontraban realizando la búsqueda de su hija tras su desaparición y 
que tenían información de que ella podría estar en peligro. Así, dado el contexto de 
aumento de la violencia homicida contra las mujeres en Guatemala y agravamiento del 
grado de violencia y ensañamiento ejercidos contra los cuerpos de muchas de las víctimas, 
es evidente que a partir de este momento el Estado tuvo conocimiento de que existía un 
riesgo real e inmediato de que Claudina Velásquez fuera agredida sexualmente, sometida 
a vejámenes y/o asesinada. 

122. La Corte ha considerado reiteradamente que ante tal contexto surge un deber de 
debida diligencia estricta frente a denuncias de desaparición de mujeres, respecto a su 
búsqueda durante las primeras horas y los primeros días. Esta obligación de medio, al ser 
más estricta, exige la realización exhaustiva de actividades de búsqueda. En particular, es 
imprescindible la actuación pronta e inmediata de las autoridades policiales, fiscales y 
judiciales ordenando medidas oportunas y necesarias dirigidas a la determinación del 
paradero de la víctima. Deben existir procedimientos adecuados para las denuncias y que 
estas conlleven una investigación efectiva desde las primeras horas. Las autoridades 
deben presumir que la persona desaparecida sigue con vida hasta que se ponga fin a la 
incertidumbre sobre la suerte que ha corrido. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Véliz 
Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277, párr. 141). 

126. En relación con estos hechos, la Corte nota, en primer lugar, que si bien los 
funcionarios de la Policía Nacional Civil se apersonaron a la brevedad tras la llamada de 
los padres de Claudina Velásquez, únicamente acompañaron a estos desde la garita 
principal de una colonia hasta la entrada de otra, tras lo cual les indicaron que iban a 
seguir patrullando y que esperaran a presentar la denuncia. Dado el contexto de violencia 
contra la mujer conocido por el Estado, la respuesta de las autoridades estatales fue 
claramente insuficiente frente a la posibilidad de que peligraba la integridad personal y 
vida de Claudina Velásquez. Lo anterior, debido a que no consta siquiera que hayan 
recolectado los datos y descripciones que permitirían su identificación, ni que hayan 
emprendido una búsqueda exhaustiva, estratégica y coordinada con otras autoridades 
estatales, recorriendo los lugares donde razonablemente sería más probable encontrarla, 
ni se entrevistó a personas que razonablemente podrían tener información sobre su 
paradero. 

127. Por el contrario, consta en este caso que los padres de Claudina Velásquez se vieron 
obligados a realizar ellos mismos las actividades de búsqueda de su hija que correspondían 
al Estado, tales como recorrer los lugares donde podría encontrarse, inclusive las calles 
principales de la Ciudad San Cristóbal y las casas de personas que podrían conocer el 
paradero de su hija; llamar o entrevistar personalmente a las personas que podrían tener 
información sobre su paradero, y averiguar en hospitales y morgues si ahí se encontraba 
alguien con la descripción de su hija, entre otros. 
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128. Por otra parte, en relación al momento en que fue posible interponer una denuncia 
sobre la desaparición de Claudina Velásquez, la Corte observa que no hay claridad, con 
base en las declaraciones que constan en el expediente, a partir de qué momento debían 
transcurrir 24 horas para la interposición de dicha denuncia. Mediante declaración de 24 
de enero de 2006 ante la Jefatura de la Fiscalía de Sección de Delitos Contra la Vida e 
Integridad de las Personas, el señor Jorge Velásquez indicó que había sido informado que 
no podría reportar la desaparición de su hija sino hasta que hubiesen transcurrido 24 horas 
desde la última comunicación con ella. En sentido similar, en el reconocimiento médico 
psiquiátrico realizado el 21 de octubre de 2009 señaló que dicho plazo debía transcurrir 
desde el momento de la desaparición. Consta en el expediente que la última comunicación 
que tuvieron los padres de Claudina Velásquez con su hija fue a las 11:45 p.m. 
aproximadamente. No obstante, la denuncia de la desaparición fue recibida 
aproximadamente 8 horas y media luego de esta comunicación, pero 24 horas desde el 
momento que Claudina Velásquez salió de su casa. 

129. Al respecto, cabe resaltar que durante la audiencia pública el Tribunal solicitó al 
Estado informar si existía alguna norma o práctica según la cual las autoridades estatales 
debían esperar 24 horas antes de recibir una denuncia. En sus alegatos finales escritos, 
el Estado señaló que dentro de la legislación interna no existe norma alguna que 
establezca un plazo de 24 a 48 horas para interponer una denuncia por desaparición de 
personas. Sin embargo, sostuvo que los agentes policiales al referirse al plazo de las 24 
horas actuaban conforme al artículo 51 del Decreto No. 40-90 de la Ley Orgánica del 
Ministerio Público vigente en ese entonces, que establecía: “la policía y las demás fuerzas 
de seguridad no podrán realizar investigaciones por sí, salvo los casos urgentes y de 
prevención policial. En este caso deberán informar al Ministerio Público de las diligencias 
practicadas, en un plazo no mayor de veinticuatro horas”. 

130. Al respecto, cabe resaltar que la norma citada no explica la actuación de los policías 
en el presente caso, ya que ni siquiera se refiere a la recepción de una denuncia y más 
bien refleja confusión respecto de cuál era la reglamentación que los policías debían 
seguir. En efecto, es evidente que los policías que atendieron a la familia no tenían claridad 
respecto al procedimiento a seguir frente al hecho denunciado. Aunado a ello, las 
reiteradas declaraciones de los funcionarios en cuanto a la necesidad de esperar para 
interponer una denuncia demuestran que, a su criterio, la desaparición puesta en su 
conocimiento no merecía ser tratada con urgencia e inmediatez. Lo anterior, pese a que 
tenían un deber de debida diligencia estricta respecto a su búsqueda durante las primeras 
horas. 

132. En vista de lo expuesto, la Corte considera que las autoridades estatales no 
adoptaron las medidas necesarias dentro del ámbito de sus atribuciones que, juzgadas 
razonablemente, podían esperarse para prevenir o evitar la vulneración de los derechos a 
la vida e integridad personal de Claudina Velásquez Paiz, desde el momento en que el 
Estado tuvo conocimiento del riesgo en que esta se encontraba. 

133. Con base en todo lo anterior, la Corte considera que el Estado no demostró haber 
implementado las medidas necesarias, conforme el artículo 2 de la Convención Americana 
y el artículo 7 de la Convención de Belém do Pará, de forma que los funcionarios 
responsables de recibir denuncias de desaparición tuvieran la capacidad y la sensibilidad 
para entender la gravedad de las mismas frente al contexto de violencia contra la mujer, 
así como la voluntad y entrenamiento para actuar de inmediato y de forma eficaz. Además, 
la Corte concluye que las autoridades guatemaltecas no actuaron con la debida diligencia 
requerida para prevenir adecuadamente la muerte y agresiones sufridas por Claudina 
Velásquez y no actuaron como razonablemente era de esperarse de acuerdo al contexto 
del caso y a las circunstancias del hecho denunciado. Este incumplimiento del deber de 
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garantía es particularmente serio debido al contexto conocido por el Estado - el cual pone 
a las mujeres en una situación especial de riesgo - y a las obligaciones específicas 
impuestas en casos de violencia contra la mujer por el artículo 7 de la Convención de 
Belém do Pará. 

134. En razón de todo lo expuesto, el Tribunal considera que el Estado violó su deber de 
garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos a la vida e integridad personal 
reconocidos en los artículos 4.1 y 5.1 de la Convención Americana, en relación con la 
obligación general de garantía contemplada en el artículo 1.1 y en relación con la 
obligación de adoptar disposiciones de derecho interno contemplada en el artículo 2 de la 
misma, así como con las obligaciones establecidas en el artículo 7 de la Convención de 
Belém do Pará, en perjuicio de Claudina Isabel Velásquez Paiz. 

146. La Corte también ha señalado que el deber de investigar tiene alcances adicionales 
cuando se trata de una mujer que sufre una muerte, maltrato o afectación a su libertad 
personal en el marco de un contexto general de violencia contra las mujeres. A menudo 
es difícil probar en la práctica que un homicidio o acto de agresión violento contra una 
mujer ha sido perpetrado por razón de género. Dicha dificultad a veces deriva de la 
ausencia de una investigación profunda y efectiva por parte de las autoridades sobre el 
incidente violento y sus causas. Es por ello que las autoridades estatales tienen la 
obligación de investigar ex officio las posibles connotaciones discriminatorias por razón de 
género en un acto de violencia perpetrado contra una mujer, especialmente cuando 
existen indicios concretos de violencia sexual de algún tipo o evidencias de ensañamiento 
contra el cuerpo de la mujer (por ejemplo, mutilaciones), o bien cuando dicho acto se 
enmarca dentro de un contexto de violencia contra la mujer que se da en un país o región 
determinada. Asimismo, la investigación penal debe incluir una perspectiva de género y 
realizarse por funcionarios capacitados en casos similares y en atención a víctimas de 
discriminación y violencia por razón de género. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Véliz 
Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277, párrs. 186 y 187). 

147. Asimismo, la Corte ha establecido que en casos de sospecha de homicidio por razón 
de género, la obligación estatal de investigar con la debida diligencia incluye el deber de 
ordenar de oficio los exámenes y pericias correspondientes tendientes a verificar si el 
homicidio tuvo un móvil sexual o si se produjo algún tipo de violencia sexual. En este 
sentido, la investigación sobre un supuesto homicidio por razón de género no debe 
limitarse a la muerte de la víctima, sino que debe abarcar otras afectaciones específicas 
contra la integridad personal, tales como torturas y actos de violencia sexual. En una 
investigación penal por violencia sexual es necesario que se documenten y coordinen los 
actos investigativos y se maneje diligentemente la prueba, tomando muestras suficientes, 
realizando estudios para determinar la posible autoría del hecho, asegurando otras 
pruebas como la ropa de la víctima, la investigación inmediata del lugar de los hechos y 
garantizando la correcta cadena de custodia. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Véliz 
Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277, párr. 188). 

148. En ese tenor, las primeras fases de la investigación pueden ser especialmente 
cruciales en casos de homicidio contra la mujer por razón de género, ya que las fallas que 
se puedan producir en diligencias tales como las autopsias y en la recolección y 
conservación de evidencias físicas pueden llegar a impedir u obstaculizar la prueba de 
aspectos relevantes, como por ejemplo, la violencia sexual. En cuanto a la realización de 
autopsias en un contexto de homicidio por razón de género, la Corte ha especificado que 
se debe examinar cuidadosamente las áreas genital y para-genital en búsqueda de señales 
de abuso sexual, así como preservar líquido oral, vaginal y rectal, y vello externo y púbico 
de la víctima. Adicionalmente, la Corte ha señalado que los Estados tienen la obligación 
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de adoptar normas o implementar las medidas necesarias, conforme al artículo 2 de la 
Convención Americana y al artículo 7.c de la Convención de Belém do Pará, que permitan 
a las autoridades ofrecer una investigación con debida diligencia en casos de presunta 
violencia contra la mujer. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Véliz Franco y otros Vs. 
Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 
2014. Serie C No. 277, párr. 188). 

176. La Corte reitera que la ineficacia judicial frente a casos individuales de violencia 
contra las mujeres propicia un ambiente de impunidad que facilita y promueve la 
repetición de los hechos de violencia en general y envía un mensaje según el cual la 
violencia contra las mujeres puede ser tolerada y aceptada, lo que favorece su 
perpetuación y la aceptación social del fenómeno, el sentimiento y la sensación de 
inseguridad de las mujeres, así como una persistente desconfianza de estas en el sistema 
de administración de justicia. Dicha ineficacia o indiferencia constituye en sí misma una 
discriminación de la mujer en el acceso a la justicia. Por ello, cuando existan indicios o 
sospechas concretas de violencia de género, la falta de investigación por parte de las 
autoridades de los posibles móviles discriminatorios que tuvo un acto de violencia contra 
la mujer, puede constituir en sí misma una forma de discriminación basada en el género. 

191. En el presente caso, la Corte constató que la escena del crimen no fue trabajada 
como es debido ni con la exhaustividad requerida para lograr resultados positivos en la 
investigación; hubo una falta en la recaudación, documentación y preservación de 
evidencia, e irregularidades en el reconocimiento médico forense, en la práctica de la 
necropsia y en su documentación respectiva. Además, las diligencias de investigación han 
sido tardías, repetitivas y se han prolongado a través del tiempo, y algunas otras no se 
tiene claridad sobre las razones por las cuales se han practicado. Dichas falencias 
investigativas no son un hecho casual ni colateral a la investigación; son una consecuencia 
directa de una práctica común de las autoridades que investigan de realizar una valoración 
estereotipada de la víctima, aunado a la ausencia de controles administrativos sobre la 
actividad de los agentes estatales que intervinieron y actuaron en la investigación con 
base en estos estereotipos y prejuicios. Todo lo cual derivó en que el caso no se investigara 
de manera diligente ni con rigor, manteniéndose en la impunidad hasta el día de hoy, lo 
cual constituyó una forma de discriminación en el acceso a la justicia por razones de 
género. 

192. Ahora bien, es posible asumir que la muerte violenta de Claudina Velásquez Paiz fue 
una manifestación de violencia de género a los efectos de la aplicación al caso del artículo 
7 de la Convención de Belém do Pará, teniendo en cuenta: 

a) los indicios de una probable violación sexual. El brasier no lo tenía puesto sino colocado entre el pantalón 
y la cadera, el zipper del pantalón estaba abajo, el cincho estaba removido, la blusa estaba puesta al revés 
y se documentó la presencia de semen en la cavidad vaginal de la víctima; 

b) las lesiones que presentaba el cuerpo. Una lesión a nivel peri orbital y al lado izquierdo de la mejilla 
causada antes de su muerte, y excoriaciones en la rodilla izquierda y a nivel flanco, aparentemente causadas 
con posterioridad a la muerte, y 

c) el contexto de aumento de la violencia homicida contra las mujeres en Guatemala, agravamiento del 
grado de violencia contra aquellas y el ensañamiento ejercidos contra los cuerpos de muchas de las víctimas, 
lo cual ocurre en un entorno de diversas formas de violencia contra la mujer. 

196. En definitiva, la existencia de indicios sobre posible violencia de género en contra de 
Claudina Velásquez fue de conocimiento de las autoridades encargadas de la investigación 
a partir de los primeros momentos en que se inició la investigación. Adicionalmente, dichos 
indicios fueron referidos reiteradamente en el transcurso de la misma. No obstante, a 
causa de los prejuicios y las manifestaciones discriminatorias basadas en estereotipos de 
género de los agentes estatales que intervinieron en la investigación, se omitió conducir 
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la investigación desde un enfoque de género y la muerte de Claudina Velásquez fue 
conducida como un homicidio más. 

197. Para la Corte tres aspectos son fundamentales en cuanto a las consecuencias 
derivadas de la falta de un enfoque de género en la investigación penal. Primero, la 
invisibilización de las circunstancias previas a la muerte, siendo que los indicios indican la 
existencia de un acto de violencia ocurrido previo a la muerte. Segundo, la invisibilización 
de la forma en que ocurrió la muerte, a pesar que de los indicios se desprende la presunta 
comisión de un acto de violencia ocurrido con posterioridad a la muerte. Tercero, la 
invisibilización de la posible violencia sexual. Estos tres aspectos se presentan como una 
posible reiteración de la violencia ejercida en contra de la víctima ocurrida durante el 
tiempo de su desaparición, y adicionales al hecho de darle muerte. 

198. En razón de todo lo anterior, el Estado incumplió su obligación de investigar ex officio 
la muerte de Claudina Velásquez como una posible manifestación de violencia de género 
y con un enfoque de género. Por el contrario, la investigación se limitó a la muerte de la 
víctima y continuó como un caso de homicidio sin tener en cuenta los estándares 
establecidos para este tipo de casos. Así pues, no se aseguraron las pruebas como la ropa 
de la víctima ni su correcta cadena de custodia; no se conservaron las evidencias físicas; 
no se realizaron los exámenes y pericias correspondientes; no se siguieron líneas de 
investigación adecuadas y se cerraron otras líneas posibles de investigación sobre las 
circunstancias del caso e identificación de los autores. Por ende, el Estado faltó a su deber 
de investigar con debida diligencia. 

199. En consecuencia, la Corte estima que la investigación de la muerte de Claudina 
Velásquez no ha sido conducida con una perspectiva de género de acuerdo a las 
obligaciones especiales impuestas por la Convención de Belém do Pará. Al igual que en el 
Caso Veliz Franco y otros, la Corte considera que se ha violado tanto el derecho a la igual 
protección de la ley (artículo 24) como el deber de respetar y garantizar sin discriminación 
los derechos contenidos en la Convención Americana (artículo 1.1), en razón que los 
hechos del presente caso comprenden ambas modalidades de discriminación y, por lo 
tanto, no se hace necesario realizar una distinción. 

Corte IDH. Caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2017. 
Serie C No. 339 

138. En primer lugar, en el caso Veliz Franco y otros, el Tribunal constató que si bien 
resultaba difícil precisar con plena certeza el momento en el cual tuvo inicio, en todo caso, 
en diciembre de 2001 surgió la existencia de un contexto de aumento de la violencia 
homicida contra las mujeres en Guatemala, e indicaciones de que el mismo era conocido 
por el Estado. Ahora bien, en dicho caso el Tribunal también contó con información en el 
sentido de que entre 1995 y 2004 el aumento de la tasa de crecimiento de homicidios de 
mujeres fue el doble que el aumento de hombres. Además, la Corte documentó que 
informes de organizaciones como el Consejo Económico y Social de Naciones Unidas, el 
Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer de Naciones Unidas, la 
Comisión Económica para América Latina y el Caribe de Naciones Unidas, el Mecanismo 
de Seguimiento de la Convención de Belém do Pará (MESECVI) y la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, mostraban un aumento sostenido de casos de 
muertes violentas de mujeres a partir del año 2000. En el mismo sentido, según el Informe 
Anual Circunstanciado correspondiente al año 2000 de la Procuraduría de los Derechos 
Humanos de Guatemala, publicado en enero de 2001, la Defensoría de los Derechos de la 
Mujer recibió 1,535 denuncias de “maltrato, abuso, explotación laboral, agresiones físicas, 
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psicológicas, patrimoniales y sexuales” durante el primer semestre del año 2000. (En 
similar sentido, ver entre otros: Caso Veliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014, párrs. 73, 81 y 152). 

139. De lo anterior se desprende que para el año 2000 la violencia por razones de género 
y, en particular, la violencia homicida en contra de las mujeres, constituía un fenómeno 
en ascenso en Guatemala. Sin embargo, los elementos probatorios aportados al Tribunal 
que documentan dichos homicidios de mujeres datan del año 2001 en adelante, por lo 
cual no se ha comprobado, en esta oportunidad, que las autoridades estatales tenían 
conocimiento de este fenómeno para abril del año 2000, cuando ocurrieron los hechos del 
presente caso. Esto tiene como consecuencia que en el presente caso no aplica para el 
Estado el deber de debida diligencia estricta frente a denuncias de desaparición de 
mujeres, respecto a su búsqueda durante las primeras horas y los primeros días, que sí 
ha aplicado en otros casos contra Guatemala. 

149. En casos de violencia contra la mujer las obligaciones generales establecidas en los 
artículos 8 y 25 de la Convención Americana se complementan y refuerzan para aquellos 
Estados que son Parte, con las obligaciones derivadas del tratado interamericano 
específico, la Convención de Belém do Pará. En su artículo 7.b dicha Convención obliga de 
manera específica a los Estados Partes a utilizar la debida diligencia para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra la mujer. Asimismo, en su artículo 7.c obliga a 
los Estados Partes a adoptar la normativa necesaria para investigar y sancionar la violencia 
contra la mujer. De tal modo que ante un acto de violencia contra una mujer, resulta 
particularmente importante que las autoridades a cargo de la investigación la lleven 
adelante con determinación y eficacia, teniendo en cuenta el deber de la sociedad de 
rechazar la violencia contra las mujeres y las obligaciones del Estado de erradicarla y de 
brindar confianza a las víctimas en las instituciones estatales para su protección. En 
consecuencia, la Corte considera que, en aplicación del principio iura novit curia, 
corresponde analizar los alegatos presentados por las partes también en relación con el 
artículo 7.b de la Convención de Belém do Pará. (En similar sentido, ver entre otros: Caso 
Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 275; Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C 
No. 277, párr. 185, y Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C No. 307, párr. 145). 

Violencia sexual  

Corte IDH. Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. 
Sentencia de 19 de noviembre de 2004. Serie C No. 11637 

49.19. Las mujeres que fueron objeto de violencia sexual por parte de agentes del Estado 
el día de la masacre y que sobrevivieron a la misma, continúan padeciendo sufrimientos 
por dicha agresión. La violación sexual de las mujeres fue una práctica del Estado, 
ejecutada en el contexto de las masacres, dirigida a destruir la dignidad de la mujer a 
nivel cultural, social, familiar e individual. Estas mujeres se perciben como estigmatizadas 
en sus comunidades y han sufrido por la presencia de los victimarios en las áreas comunes 
del municipio. Además, la impunidad en la que permanecen estos hechos ha impedido que 
las mujeres participen en los procesos de justicia.   

 
37 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la masacre de 268 personas en Plan de Sánchez, 
así como por la falta de investigación y sanción de los responsables. La Corte determinó la violación, entre otros, del 
derecho a la honra y dignidad, a la libertad de pensamiento y expresión, y a la igualdad ante la ley. Puede consultar 
el resumen oficial de la sentencia en https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_292_esp.pdf    

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_292_esp.pdf
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Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211 

139. La Corte observa, a manera de contexto, que tal como lo señala la CEH, durante el 
conflicto armado las mujeres fueron particularmente seleccionadas como víctimas de 
violencia sexual. Asimismo, en otro caso ocurrido en el mismo contexto en el cual se sitúa 
esta masacre, esta Corte estableció como hecho probado que “[l]a violación sexual de las 
mujeres fue una práctica del Estado, ejecutada en el contexto de las masacres, dirigida a 
destruir la dignidad de la mujer a nivel cultural, social, familiar e individual”. En el caso 
de Las Dos Erres, las mujeres embarazadas fueron víctimas de abortos inducidos y otros 
actos de barbarie […]. Asimismo, en el peritaje de la psicóloga Nieves Gómez Dupuis, 
efectuado en agosto de 2005, se señaló que “las torturas ejemplificantes, las violaciones 
sexuales y los actos de crueldad extrema, produjeron en las víctimas […] un daño grave 
a la integridad mental”. 

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250 

132. En relación con el artículo 5 de la Convención, la Corte ha considerado que la violación 
sexual es una experiencia sumamente traumática que tiene severas consecuencias y causa 
gran daño físico y psicológico que deja a la víctima “humillada física y emocionalmente”, 
situación difícilmente superable por el paso del tiempo, a diferencia de lo que acontece en 
otras experiencias traumáticas. De ello se desprende que es inherente a la violación sexual 
el sufrimiento severo de la víctima, aun cuando no exista evidencia de lesiones o 
enfermedades físicas. En efecto, no en todos los casos las consecuencias de una violación 
sexual serán enfermedades o lesiones corporales. Las mujeres víctimas de violación sexual 
también experimentan severos daños y secuelas psicológicas, e inclusive, sociales. La 
Corte también ha establecido que, en determinadas situaciones, la violación sexual 
también puede constituir una forma de tortura de la víctima. 

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253 

273. La Corte ha reconocido en casos anteriores la necesaria relación que existe entre el 
deber general de garantía señalado en el artículo 1.1 de la Convención y los derechos 
específicos protegidos por este instrumento. Este deber de garantía, al estar vinculado 
con derechos específicos, puede ser cumplido de diferentes maneras, dependiendo del 
derecho que el Estado tenga el deber de garantizar y de la situación particular del caso. 
Al respecto, la Corte considera necesario tomar en cuenta que entre los hechos alegados 
que deben ser investigados se encuentra una presunta violación sexual que habría sido 
cometida por un agente estatal contra una niña de nueve años. En este sentido, la Corte 
ha establecido que, en determinadas situaciones, la violación sexual también puede 
constituir una forma de tortura de la víctima. 

281. La Corte observa que han pasado más de trece años desde que el Estado tuvo 
conocimiento de los hechos presuntamente ocurridos en contra de Wendy Santizo Méndez, 
a pesar de lo cual no ha tomado acciones específicas para investigar las alegadas 
violaciones. Al respecto, el Tribunal resalta que estas alegadas violaciones podrían 
constituir serias violaciones a la integridad personal, libertad personal y vida sexual de 
Wendy Santizo Méndez que podrían llegar a constituir tortura. Por esta razón, la Corte 
considera que el Estado incumplió con su deber de investigar -y con ello su deber de 
garantizar- los derechos consagrados en los artículos 5.1, 5.2, 7.1 y 11.2 de la Convención 
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Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, con el artículo 7.b de la Convención 
Belém do Pará y los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana contra la Tortura, 
en perjuicio de Wendy Santizo Méndez. En virtud de lo anterior, no estima necesario hacer 
un pronunciamiento adicional respecto de alegada violación por estos hechos de los 
artículos 8 y 25 de la Convención Americana, en perjuicio de Wendy Santizo Méndez. Por 
otro lado, la Corte observa que Wendy Santizo Méndez era mayor de 18 años al momento 
en que puso en conocimiento del Estado las alegadas violaciones en su contra, por lo cual 
la Corte considera que no corresponde analizar la falta de investigación de dichos hechos 
bajo la protección que como niña le debía garantizar el Estado al momento de la ocurrencia 
de los alegados hechos de tortura. Asimismo, el Tribunal considera que no procede 
declarar la alegada violación de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, en 
perjuicio de los familiares de Wendy Santizo Méndez por los mismos hechos, en virtud de 
que dicha víctima es quien ha ejercido la titularidad de sus derechos y sigue teniendo la 
posibilidad de procurar justicia por sí misma. 

Corte IDH. Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277  

178. Este Tribunal ya ha determinado que si bien no puede aseverarse que todos los 
homicidios de mujeres sucedidos en la época de los hechos fueran por razones de género, 
resulta verosímil que el de María Isabel si lo fuera, de acuerdo a cómo se encontró el 
cuerpo de la niña. En efecto, se ha indicado que las mujeres víctimas de homicidios por 
razones de género con frecuencia presentaban signos de brutalidad en la violencia ejercida 
contra ellas, así como signos de violencia sexual o la mutilación de los cuerpos […]. De 
forma acorde a tales características, el cadáver de María Isabel fue encontrado con 
evidentes signos de violencia, inclusive señales de ahorcamiento, una herida en el cráneo, 
una cortadura en la oreja y mordiscos en las extremidades superiores; su cabeza estaba 
envuelta por toallas y una bolsa, y tenía alimentos en su boca y su nariz […], además, la 
blusa y el bloomer que llevaba estaban rotos en la parte inferior […]. Ello resulta relevante 
y suficiente a los efectos de la aplicación al caso del artículo 7 de la Convención de Belém 
do Pará. Interesa aclarar que la falta de certeza absoluta sobre lo expresado se vincula a 
la falta de conclusión de la investigación interna, así como al modo en que ésta hasta 
ahora se ha desarrollado. Así, por ejemplo, elementos trascendentes como la presencia 
de violencia sexual en los hechos no han sido determinados en una forma certera […].  

207. La Corte estima que la violencia basada en el género, es decir la violencia dirigida 
contra una mujer por ser mujer o la violencia que afecta a la mujer de manera 
desproporcionada, es una forma de discriminación en contra de la mujer, tal como han 
señalado otros organismos internacionales de protección de derechos humanos, como el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos y el CEDAW. Tanto la Convención de Belém do 
Pará (preámbulo y artículo 6) como el CEDAW (preámbulo) han reconocido el vínculo 
existente entre la violencia contra las mujeres y la discriminación. En el mismo sentido, el 
Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la violencia contra las 
mujeres y la violencia doméstica (Estambul, 2011) afirma que “la violencia contra las 
mujeres es una manifestación de desequilibrio histórico entre la mujer y el hombre que 
ha llevado a la dominación y a la discriminación de la mujer por el hombre, privando así 
a la mujer de su plena emancipación”, así como que “la naturaleza estructural de la 
violencia contra las mujeres está basada en el género”. 
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Discriminación por razones de género y estereotipos de género 

Corte IDH. Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277 

212. Este incumplimiento del deber de no discriminación se vio agravado en el presente 
caso por el hecho de que algunos funcionarios a cargo de la investigación del caso 
efectuaron declaraciones que denotan la existencia de prejuicios y estereotipos sobre el 
rol social de las mujeres. Del acervo probatorio se desprende que en algunos informes de 
la investigación se hizo referencia explícita a la forma de vestir de María Isabel, a su vida 
social y nocturna, a sus creencias religiosas, así como a la falta de preocupación o 
vigilancia por parte de su familia. Según un escrito de la madre de la víctima de 27 de 
abril de 2007, la Auxiliar Fiscal de la Agencia No. 5 de Mixco le habría dicho que María 
Isabel “era una cualquiera, una prostituta”. Asimismo, con base en información 
suministrada en un peritaje psicológico practicado a una amiga de María Isabel, el perito, 
sin fundamento, en su informe, concluyó que la víctima habría sufrido de “inestabilidad 
emocional al andar con varios novios y amigos”. Si bien es cierto, como alegó el Estado, 
que algunas de estas afirmaciones provenían de las declaraciones rendidas por testigos o 
entrevistados (conocidos y amigos de la víctima) en el marco de la investigación, el hecho 
de que se diera relevancia en los interrogatorios y en los informes a ciertos aspectos de 
la vida privada y del comportamiento previo de María Isabel demuestra la existencia de 
estereotipos de género. Esta conclusión coincide con el contexto al que hacen referencia 
ciertos estudios y testimonios de mujeres sobrevivientes y sus familiares, así como la 
perita Solís García, sobre la “tendencia de los investigadores a desacreditar a las víctimas 
y culpabilizarlas por su estilo de vida, o ropa” y la indagación de aspectos relativos a las 
relaciones personales y sexualidad de las víctimas. 

213. En el presente caso, los estereotipos de género tuvieron una influencia negativa en 
la investigación del caso, en la medida en que trasladaron la culpa de lo acontecido a la 
víctima y a sus familiares, cerrando otras líneas posibles de investigación sobre las 
circunstancias del caso e identificación de los autores. Al respecto, la Corte ya ha tenido 
ocasión de señalar que la creación y uso de estereotipos se convierte en una de las causas 
y consecuencias de la violencia de género en contra de la mujer. 

Corte IDH. Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C 
No. 307 

177. Las declaraciones del señor Jorge Rolando Velásquez Durán y la señora Elsa Claudina 
Paiz Vidal, padre y madre de Claudina Velásquez, son consistentes en cuanto a que el día 
que la agente de la PNC Carolina Elizabeth Ruiz se constituyó en su domicilio para 
entrevistarlos, hizo de su conocimiento que la escena del crimen no fue trabajada 
profesionalmente debido a que hubo un prejuzgamiento con respecto al origen y condición 
de la víctima, siendo que se le había clasificado “como una cualquiera”, debido a: i) el 
lugar en que apareció su cuerpo; ii) porque usaba una gargantilla en el cuello y un arete 
en el ombligo; y iii) porque calzaba sandalias. Sin embargo, indicó que al obserar con más 
detalle las características de Claudina Velásquez, se dieron cuenta que estaban 
prejuzgando mal y estudiaron un poco mejor la escena del crimen. 

179. La Corte constata que en agosto de 2005 la señora Carolina Elizabeth Ruiz fungía 
como Investigadora de la Unidad Contra Homicidios de Mujeres del Servicio de 
Investigación Criminal de la PNC y que fue asignada como investigadora del caso sobre la 
muerte de Claudina Velásquez. Al respecto, consta que, en el marco de la investigación 
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policial, dicha agente estatal realizó diversas diligencias investigativas, mantuvo una 
participación importante durante los primeros momentos de la investigación y dirigió 
informes de investigación al agente fiscal con fechas de 13, 22 y 25 de agosto de 2005. 
La participación de la investigadora Carolina Elizabeth Ruiz tenía como fundamento los 
artículos 304 y 307 del Código Procesal Penal vigente en la época de los hechos. En razón 
de lo anterior, es claro que sus manifestaciones las hizo en el marco de sus funciones y 
actividad investigativa como agente estatal, y teniendo como referente importante haber 
estado presente en el procesamiento de la escena del crimen y haber observado 
directamente el trabajo de los miembros del personal de la Policía Nacional Civil y del 
Ministerio Público. 

183. La Corte reconoce, visibiliza y rechaza el estereotipo de género por el cual en los 
casos de violencia contra la mujer las víctimas son asimiladas al perfil de una pandillera 
y/o una prostituta y/o una “cualquiera”, y no se consideran lo suficientemente importantes 
como para ser investigados, haciendo además a la mujer responsable o merecedora de 
haber sido atacada. En este sentido, rechaza toda práctica estatal mediante la cual se 
justifica la violencia contra la mujer y se le culpabiliza de esta, toda vez que valoraciones 
de esta naturaleza muestran un criterio discrecional y discriminatorio con base en el 
origen, condición y/o comportamiento de la víctima por el solo hecho de ser mujer. 
Consecuentemente, la Corte considera que estos estereotipos de género son 
incompatibles con el derecho internacional de los derechos humanos y se deben tomar 
medidas para erradicarlos donde se presenten. 

190. La Corte advierte que las actitudes que asumieron las autoridades en la investigación 
de la muerte de Claudina Velásquez no es un hecho aislado, pues coincide con el contexto 
sobre la “tendencia de los investigadores a desacreditar a las víctimas y culpabilizarlas por 
su estilo de vida, o ropa”, y la indagación de aspectos relativos a las relaciones personales 
y sexualidad de las víctimas, así como la impunidad de los actos violentos que conllevan 
la muerte de mujeres. Coincide además con las actitudes que tuvieron los funcionarios a 
cargo de la investigación en el caso Caso Veliz Franco y otros Vs. Guatemala, en el cual la 
Corte constató que omitieron pruebas pertinentes para determinar la violencia sexual, o 
las realizaron tardíamente y cuando los elementos de prueba estaban contaminados; la 
ausencia de una investigación profunda y efectiva sobre el incidente violento que causó la 
muerte de la víctima, así como de sus posibles causas y motivaciones; efectuaron 
declaraciones que denotaban la existencia de estereotipos y prejuicios sobre el rol social 
de las mujeres, con influencia negativa en la investigación, en la medida en que 
trasladaron la culpa de lo acontecido a la víctima y a sus familiares, cerrando otras líneas 
posibles de investigación sobre las circunstancias del caso e identificación de los autores. 

Corte IDH. Caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2017. 
Serie C No. 339 

169. Al respecto, la Corte reitera que el estereotipo de género se refiere a una pre- 
concepción de atributos, conductas o características poseídas o papeles que son o deberían 
ser ejecutados por hombres y mujeres respectivamente, y que es posible asociar la 
subordinación de la mujer a prácticas basadas en estereotipos de género socialmente 
dominantes y persistentes. En este sentido, su creación y uso se convierte en una de las 
causas y consecuencias de la violencia de género en contra de la mujer, condiciones que 
se agravan cuando se reflejan, implícita o explícitamente, en políticas y prácticas, 
particularmente en el razonamiento y el lenguaje de las autoridades estatales. (En similar 
sentido, ver entre otros: Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C No. 307, párr. 180). 
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170. La influencia de patrones socioculturales discriminatorios puede dar como resultado 
una descalificación de la credibilidad de la víctima durante el proceso penal en casos de 
violencia y una asunción tácita de responsabilidad de ella por los hechos, ya sea por su 
forma de vestir, por su ocupación laboral, conducta sexual, relación o parentesco con el 
agresor, lo cual se traduce en inacción por parte de los fiscales, policías y jueces ante 
denuncias de hechos violentos. Esta influencia también puede afectar en forma negativa 
la investigación de los casos y la valoración de la prueba subsiguiente, que puede verse 
marcada por nociones estereotipadas sobre cuál debe ser el comportamiento de las 
mujeres en sus relaciones interpersonales. Es así que según determinadas pautas 
internacionales en materia de violencia contra la mujer y violencia sexual, las pruebas 
relativas a los antecedentes sexuales de la víctima son en principio inadmisibles, por lo 
que la apertura de líneas de investigación sobre el comportamiento social o sexual previo 
de las víctimas en casos de violencia de género no es más que la manifestación de políticas 
o actitudes basadas en estereotipos de género. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Véliz 
Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277, párr. 209). 

171. Sobre este punto, la Corte ya señaló en el Caso Velásquez Paiz y otros que “el 
concepto de crimen pasional es parte de un estereotipo que justifica la violencia contra la 
mujer. El calificativo ‘pasional’ pone el acento en justificar la conducta del agresor”. Por 
ejemplo, “‘la mató por celos’, ‘en un ataque de furia’, son expresiones que promueven la 
condena a la mujer que sufrió violencia. Se culpabiliza a la víctima y se respalda la acción 
violenta del agresor”. En este sentido, el Tribunal rechaza toda práctica estatal mediante 
la cual se justifica la violencia contra la mujer y se le culpabiliza de ésta, toda vez que 
valoraciones de esta naturaleza muestran un criterio discrecional y discriminatorio con 
base en el comportamiento de la víctima por el solo hecho de ser mujer. 
Consecuentemente, considera que estos estereotipos de género son incompatibles con el 
derecho internacional de los derechos humanos y se deben tomar medidas para 
erradicarlos donde se presenten. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Velásquez Paiz y otros 
Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de 
noviembre de 2015. Serie C No. 307, párr. 187). 

172. A este respecto cabe insistir en general en la necesidad de descalificar la práctica de 
devaluación de la víctima en función de cualquier estereotipo negativo, idónea para 
culpabilizar a una víctima, y neutralizar la desvaloración de eventuales responsables. 

173. La Corte reconoce que los prejuicios personales y los estereotipos de género afectan 
la objetividad de los funcionarios estatales encargados de investigar las denuncias que se 
les presentan, influyendo en su percepción para determinar si ocurrió́ o no un hecho de 
violencia, en su evaluación de la credibilidad de los testigos y de la propia víctima. Los 
estereotipos “distorsionan las percepciones y dan lugar a decisiones basadas en creencias 
preconcebidas y mitos, en lugar de hechos”, lo que a su vez puede dar lugar a la 
denegación de justicia, incluida la revictimización de las denunciantes. Cuando se utilizan 
estereotipos en las investigaciones de violencia contra la mujer se afecta el derecho a una 
vida libre de violencia, más aún en los casos en que estos estereotipos por parte de los 
operadores jurídicos impiden el desarrollo de investigaciones apropiadas, denegándose, 
además, el derecho al acceso a la justicia de las mujeres. A su vez, cuando el Estado no 
desarrolla acciones concretas para erradicarlos, los refuerza e institucionaliza, lo cual 
genera y reproduce violencia contra la mujer. 

175. Por otra parte, la Corte advierte que las prácticas seguidas por los funcionarios a 
cargo de la investigación de la desaparición de Mayra Gutiérrez no son un hecho aislado, 
pues ha sido detectada reiteradamente por este Tribunal en los casos Veliz Franco y otros, 
y Velásquez Paiz y otros, contra Guatemala, la tendencia de los investigadores a 
desacreditar a las víctimas y culpabilizarlas por su estilo de vida, o ropa, así como a 
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indagar aspectos relativos a las relaciones personales y sexualidad de las víctimas para 
concluir que esas personas fueron responsables de lo que les pasó, y la existencia de 
estereotipos y prejuicios de género con influencia negativa en la investigación, en la 
medida en que trasladaron la culpa de lo acontecido a la víctima y a sus familiares, 
cerrando otras líneas posibles de investigación sobre las circunstancias del caso e 
identificación de los autores. En el caso particular de Mayra Gutiérrez, se observa la 
utilización de un estereotipo para culpabilizar a la víctima de lo sucedido, excluyendo las 
demás hipótesis y desechando cualquier otra línea de investigación, como aquella 
relacionada con los trabajos realizados por la presunta víctima sobre la adopción y tráfico 
de niñas y niños en Guatemala y la denuncia sobre su presunta desaparición forzada. 

177. En consecuencia, tal y como lo ha hecho anteriormente, este Tribunal considera que 
las referidas omisiones investigativas relacionadas con la falta de seguimiento de líneas 
lógicas de investigación, fueron una consecuencia directa de una práctica común de las 
autoridades encargadas de la investigación, orientadas hacia una valoración estereotipada 
de la víctima, lo que aunado a la ausencia de controles administrativos y/o jurisdiccionales 
que posibilitaran la verificación de las investigaciones en este tipo de casos, así como la 
rectificación de las irregularidades presentadas, afectó la objetividad de dichas 
autoridades, denegándose, además, el derecho a la justicia de la señora Mayra Gutiérrez 
y sus familiares. 

 

XXIX. DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS Y TRIBALES  

Derecho a la consulta  

Corte IDH. Comunidad Indígena Maya Q’eqchi’ Agua Caliente Vs. Guatemala. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de mayo de 2023. Serie C No. 488 

247. En particular, el Tribunal estableció que, para que la exploración o extracción de 
recursos naturales en los territorios tradicionales no impliquen una denegación de la 
subsistencia del pueblo indígena como tal, el Estado debe cumplir con las siguientes 
salvaguardias: i) efectuar un proceso adecuado y participativo que garantice su derecho 
a la consulta, en particular, entre otros supuestos, en casos de planes de desarrollo o de 
inversión a gran escala; ii) la realización de un estudio de impacto ambiental y iii) en su 
caso, compartir razonablemente los beneficios que se produzcan de la explotación de los 
recursos naturales, según lo que la propia comunidad determine y resuelva de acuerdo 
con sus costumbres y tradiciones.  

248. La Corte ha señalado anteriormente, en el Caso del Pueblo indígena Kichwa de 
Sarayaku Vs. Ecuador, que el derecho a la consulta de los pueblos indígenas y tribales, 
además de constituir una norma convencional, es también un principio general del 
Derecho Internacional, que está cimentado, entre otros, en la estrecha relación de dichas 
comunidades con su territorio y en el respeto de sus derechos a la propiedad colectiva y 
a la identidad cultural. Dichos derechos deben ser garantizados, particularmente, en una 
sociedad pluralista, multicultural y democrática. Esto implica la obligación de los Estados 
de garantizar a los pueblos indígenas y tribales su participación en las decisiones relativas 
a medidas que pueden afectar sus derechos, y en particular su derecho a la propiedad 
comunal, de acuerdo con sus valores, costumbres y formas de organización. En este 
sentido, el Convenio 169 de la OIT reconoce las aspiraciones de los pueblos indígenas y 
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tribales para “asumir el control de sus propias instituciones y formas de vida y de su 
desarrollo económico y a mantener y fortalecer sus identidades, lenguas y religiones, 
dentro del marco de los Estados en que viven”. Además, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 6.1 del Convenio 169 de la OIT, “[a]l aplicar las disposiciones del presente 
Convenio, los gobiernos deberán […] consultar a los pueblos interesados, mediante 
procedimientos apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas, 
cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles 
directamente”.  

249. Cabe recordar que la obligación de consultar a los pueblos indígenas y tribales está 
en relación directa con la obligación general del Estado de garantizar el libre y pleno 
ejercicio de los derechos reconocidos en el artículo 1.1 de la Convención. Esto implica el 
deber del Estado de organizar adecuadamente todo el aparato gubernamental y de 
estructurar sus normas e instituciones, de tal forma que la consulta a las comunidades 
indígenas y tribales pueda llevarse a cabo efectivamente, de conformidad con los 
estándares internacionales en la materia. A tal efecto, en virtud de la obligación 
establecida en el artículo 2 de la Convención, los Estados deben adoptar las disposiciones 
de derecho interno que resulten necesarias. Lo anterior es necesario para posibilitar la 
creación de canales de diálogo sostenidos, efectivos y confiables con los pueblos indígenas 
y tribales en los procedimientos de consulta y participación a través de sus instituciones 
representativas.   

250. El Estado, entonces, a fin de resguardar el derecho de propiedad colectiva, debe 
garantizar el derecho de consulta y participación en todo proyecto o medida que pueda 
afectar el territorio de una comunidad indígena, u otros derechos esenciales para su 
supervivencia como pueblo. Lo anterior debe realizarse desde las primeras etapas de la 
elaboración o planificación del proyecto o la medida propuesta, a fin de que los pueblos 
indígenas puedan verdaderamente participar e influir en el proceso de adopción de 
decisiones, de conformidad con los estándares internacionales pertinentes. En esta línea, 
el Estado debe asegurar que los derechos de los pueblos indígenas y tribales no sean 
obviados en cualquier otra actividad o acuerdo que haga con terceros, o en el marco de 
decisiones del poder público que afectarían sus derechos e intereses. Por ello, en su caso, 
corresponde también al Estado llevar a cabo tareas de fiscalización y de control y 
desplegar, cuando sea pertinente, formas de tutela efectiva de ese derecho por medio de 
los órganos judiciales correspondientes. En cuanto a sus características, la Corte ha 
establecido que la consulta debe ser realizada con carácter previo, de buena fe, con la 
finalidad de llegar a un acuerdo, adecuada, accesible e informada. 

273. Estas violaciones, que han quedado asentadas en la presente Sentencia, tuvieron 
relación con la propiedad comunitaria y actividades susceptibles de afectar el ambiente y 
los recursos naturales existentes en el territorio, que se desarrollaron durante varios años 
sin la debida consulta. En el caso, además, como se analizará más adelante, la actividad 
minera estuvo enmarcada en una situación en que se produjeron actos de violencia, 
hostigamientos y amenazas. La Corte entiende que lo anterior puede derivar, entre otras 
circunstancias, en alteraciones en los modos de organización de una comunidad indígena, 
en sus liderazgos y autoridades representativas. El Estado debe tener en cuenta estas 
circunstancias a fin de cumplir de buena fe su obligación de consulta y, en particular, al 
observar las pautas que se refieren seguidamente.  

274. El requisito de buena fe y finalidad genuina de llegar a un acuerdo que debe revestir 
la consulta necesita que se asegure la “participación efectiva” de los pueblos o 
comunidades concernidas. En relación con ello, este Tribunal ha indicado que el proceso 
de consulta debe concebirse como “un verdadero instrumento de participación”, “que debe 
responder al objetivo último de establecer un diálogo entre las partes basado en principios 
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de confianza y respeto mutuos, y con miras a alcanzar un consenso entre las mismas”. En 
ese sentido, es inherente a toda consulta con comunidades indígenas, el establecimiento 
de “un clima de confianza mutua”. Además, es preciso recordar que no hay un único 
modelo a fin de lograr un procedimiento apropiado de consulta. Por lo tanto, al momento 
de diseñar e implementar un modelo determinado de consulta, debe atenderse a su 
finalidad y “tener en cuenta las circunstancias nacionales y de los pueblos indígenas, así 
como la naturaleza de las medidas consultadas”.  

275. En relación con lo anterior, la Corte entiende que es necesario que se garantice que 
la comunidad, en su conjunto, tenga libertad para participar en la consulta, sin perjuicio 
de la identificación de líderes o representantes, a fin de mantener una interlocución 
relevante. De igual modo, debe garantizarse la participación efectiva de los representantes 
legítimos de los pueblos o comunidades, que deriven de sus propias formas de 
organización y decisión, sin injerencia estatal, tales como jefes tradicionales, consejos 
especializados y gobiernos o parlamentos autónomos. En otras palabras, es válido y 
procedente que los Estados, en procesos de consulta, tomen en cuenta, para consultar, 
negociar, tomar decisiones y, en su caso, recabar el consentimiento, a líderes u órganos 
representativos de las comunidades, en la medida en que ello implique una participación 
genuina, libre y efectiva de la comunidad en cuestión. Un enfoque participativo amplio, 
que tenga en cuenta a toda la comunidad, puede ser especialmente relevante, de acuerdo 
con las circunstancias, cuando no sea posible o clara la identificación de líderes u órganos 
representativos de las distintas posturas en relación con el uso del territorio. 

 

XXX. REPARACIONES 

Consideraciones generales 

Corte IDH. Caso Blake Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de 
enero de 1999. Serie C No. 48 

32. La obligación de reparar establecida por los tribunales internacionales se rige, como 
ha sido aceptado universalmente, por el derecho internacional en todos sus aspectos: 
alcance, naturaleza, modalidades y la determinación de los beneficiarios, nada de lo cual 
puede ser modificado por el Estado obligado, invocando para ello disposiciones de su 
derecho interno (Caso Garrido y Baigorria, Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana 
sobre Derechos Humanos), Sentencia de 27 de agosto de 1998. Serie C No. 39, párr. 42; 
Caso Loayza Tamayo, Reparaciones, supra 31, párr. 86; Caso Castillo Páez, Reparaciones, 
supra 31, párr. 49 y Caso Suárez Rosero, Reparaciones, supra 31, párr. 42). 

42. La regla de la restitutio in integrum se refiere a una de las formas de reparación de 
un acto ilícito internacional (cfr. Usine de Chorzów, fond, supra 33, p. 48), pero no es la 
única modalidad de reparación, porque puede haber casos en que la restitutio no sea 
posible, suficiente o adecuada. La indemnización corresponde en primer término a los 
perjuicios sufridos por la parte lesionada, y comprende, como esta Corte ha expresado 
anteriormente, tanto el daño material como el moral (Caso Garrido y Baigorria, 
Reparaciones, supra 32, párr 41; Caso Loayza Tamayo, Reparaciones, supra 31, párr. 124 
y Caso Castillo Páez, supra 31, párr. 69; cfr. Chemin de fer de la baie de Delagoa, 
sentence, 29 mars 1900, Martens, Nouveau Recueil Général de Traités, 2ème Série, t. 30, 
p. 402; Case of Cape Horn Pigeon, 29 November 1902, Papers relating to the Foreign 
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Relations of the United States, Washington, D.C.: Government Printing Office, 1902, 
Appendix I, p. 470); Traité de Neuilly, article 179, annexe, paragraphe 4 (interprétation), 
arre N° 3, 1924, C.P.J.I., Série A, N° 3, p. 9; Maal Case, 1 June 1903, Reports of 
International Arbitral Awards, vol. X, pp. 732 y 733 y Campbell Case, 10 June 1931, 
Reports of International Arbitral Awards, vol. II, p. 1158). 

Corte IDH. Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133 

114. Este Tribunal ha establecido que la violación de una obligación internacional 
imputable al Estado comporta el deber de reparar adecuadamente el daño causado y hacer 
cesar las consecuencias de la violación. Conforme al artículo 63.1 de la Convención 
Americana, que refleja una norma consuetudinaria que constituye uno de los pilares 
fundamentales del Derecho internacional contemporáneo sobre la responsabilidad de los 
Estados, 

[c]uando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en [la] 
Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o 
libertad conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las 
consecuencias de la medida o situación que ha configurado la vulneración de esos 
derechos y el pago de una justa indemnización a la parte lesionada. (En similar sentido, ver 
entre otros: Caso Blake Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de enero de 1999. 
Serie C No. 48, párrs. 30 y 33; Caso Carpio Nicolle Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 22 de noviembre de 2004. Serie C No. 117, párrs. 85 y 86, y Caso Fermín Ramírez Vs. 
Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de junio de 2005. Serie C No. 126, párr. 
122). 

115. La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obligación internacional 
requiere la plena restitución (restitutio in integrum), que consiste en el restablecimiento 
de la situación anterior, siempre que esto sea posible. De no serlo, como ocurre en la 
mayoría de los casos, el Tribunal debe determinar medidas que garanticen los derechos 
conculcados y reparen las consecuencias que las infracciones produjeron. Es necesario 
añadir las acciones que el Estado debe cumplir para asegurar que no se repitan hechos 
lesivos como los ocurridos en el presente caso. La obligación de reparar, regulada por el 
Derecho internacional, no puede ser modificada o incumplida por el Estado obligado 
invocando disposiciones de su derecho interno. (En similar sentido, ver entre otros: Caso de la 
“Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 
de mayo de 2001. Serie C No. 76, párr. 76 y 77; Caso Carpio Nicolle Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2004. Serie C No. 117, párr. 87, y Caso 
Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de junio de 2005. 
Serie C No. 126, párr. 123). 

116. El carácter y el monto de las reparaciones dependen de la naturaleza de las 
violaciones cometidas y del daño ocasionado, material e inmaterial. Deben guardar 
relación con las violaciones declaradas. No pueden implicar enriquecimiento o 
empobrecimiento para la víctima o sus sucesores. (En similar sentido, ver entre otros: Caso 
Blake Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de enero de 1999. Serie C No. 48, párr. 
34; Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de febrero de 
2002. Serie C No. 91, párr. 41, y Caso Carpio Nicolle Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 22 de noviembre de 2004. Serie C No. 117, párr. 89). 
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Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211 

223. Es un principio de Derecho Internacional que toda violación de una obligación 
internacional que haya producido daño comporta el deber de repararlo adecuadamente. 
Esa obligación de reparar se regula en todos los aspectos por el Derecho Internacional. 
En sus decisiones, la Corte se ha basado en el artículo 63.1 de la Convención Americana. 
(En similar sentido, ver entre otros: Caso Tiu Tojín Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de noviembre de 2008. Serie C No. 190, párr. 55). 

226. La Corte estima que con motivo de la denegación de justicia en perjuicio de las 
víctimas de muy graves violaciones a derechos humanos, como lo es una masacre, se 
presentan una diversidad de afectaciones tanto en la esfera individual como colectiva. En 
este sentido, resulta evidente que las víctimas de una impunidad prolongada sufran 
distintas afectaciones por la búsqueda de justicia no sólo de carácter material, sino 
también otros sufrimientos y daños de carácter psicológico, físico y en su proyecto de 
vida, así como otras posibles alteraciones en sus relaciones sociales y la dinámica de sus 
familias y comunidades. Este Tribunal ha señalado que estos daños se intensifican por la 
falta de apoyo de las autoridades estatales en la búsqueda efectiva e identificación de los 
restos, y la imposibilidad de honrar apropiadamente a sus seres queridos. Frente a ello, 
la Corte ha considerado la necesidad de otorgar diversas medidas de reparación, a fin de 
resarcir los daños de manera integral, por lo que además de las compensaciones 
pecuniarias, las medidas de satisfacción, restitución, rehabilitación y garantías de no 
repetición tienen especial relevancia por la gravedad de las afectaciones y el carácter 
colectivo de los daños ocasionados. 

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250 

272. Con motivo de la denegación de justicia en perjuicio de las víctimas de violaciones 
graves y masivas de derechos humanos, como lo son las ocurridas durante masacres, se 
presenta una diversidad de afectaciones no sólo en la esfera individual de las víctimas sino 
también en la esfera colectiva. En este sentido, es evidente que las víctimas de impunidad 
prolongada sufren distintas afectaciones no sólo de carácter material por la búsqueda de 
justicia, sino también otros sufrimientos y daños de carácter psicológico y físico y en su 
proyecto de vida, así como otras posibles alteraciones en sus relaciones sociales y en la 
dinámica de sus familias y comunidades, particularmente tratándose de una comunidad 
indígena. Este Tribunal ha establecido que estos daños se intensifican por la falta de apoyo 
de las autoridades estatales en la búsqueda efectiva e identificación de los restos de 
víctimas fallecidas, y la imposibilidad de los familiares de honrar apropiadamente a sus 
seres queridos. Frente a ello, la Corte ha considerado la necesidad de otorgar diversas 
medidas de reparación a fin de resarcir los daños de manera integral, por lo que además 
de las compensaciones pecuniarias, las medidas de satisfacción, restitución, rehabilitación 
y garantías de no repetición tienen especial relevancia por la gravedad de las afectaciones 
y el carácter colectivo de los daños ocasionados en el presente caso. 

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258 

191. En consideración del acuerdo de reparaciones alcanzado entre las partes en el 
presente caso, el cual ha sido previamente homologado por este Tribunal, corresponde a 
la Corte determinar el alcance y formas de ejecución de las reparaciones acordadas, a la 
luz de los criterios fijados en su jurisprudencia y en relación con la naturaleza, objeto y 
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fin de la obligación de reparar integralmente los daños ocasionados a las víctimas. La 
Corte realizará dicho análisis de acuerdo con el reconocimiento parcial de responsabilidad 
efectuado por el Estado, las consideraciones sobre el fondo y las violaciones a la 
Convención Americana declaradas en los capítulos anteriores. 

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
agosto de 2014. Serie C No. 283 

246. La Corte nota que, en su escrito de solicitudes y argumentos, las representantes se 
limitaron a solicitar medidas de reparación, sin argumentar el nexo de causalidad que 
dichas medidas tendrían con las violaciones de derechos humanos alegadas en el presente 
caso. Las representantes sí presentaron argumentos en este sentido durante la audiencia 
pública y en sus alegatos finales escritos, es decir fuera del plazo procesal establecido 
para estos efectos. Por otro lado, el Estado en sus alegatos finales escritos también 
presentó argumentos nuevos respecto a las reparaciones solicitadas en el presente caso. 
Al respecto, esta Corte recuerda que, de conformidad con el artículo 40.2.d del 
Reglamento, las pretensiones de los representantes, incluidas aquellas referidas a 
reparaciones, deben estar contenidas en el escrito inicial de solicitudes y argumentos. A 
su vez, de conformidad con el artículo 41.1.d del Reglamento, las observaciones del Estado 
respecto a las reparaciones y costas solicitadas deben estar contenidas en el escrito de 
contestación. En consecuencia, los nuevos argumentos esgrimidos en los alegatos finales 
escritos de las representantes y del Estado, respectivamente, en relación con las medidas 
de reparación solicitadas se tendrán por extemporáneos y no corresponderá a esta Corte 
analizarlos ni realizar consideraciones al respecto, con excepción de aquellas solicitudes 
de costas y gastos en que hubiesen incurrido con posterioridad a la presentación del 
escrito de solicitudes y argumentos y las observaciones del Estado correspondientes. 

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328 

269. La Corte estima pertinente reiterar que, con motivo de la denegación de justicia en 
perjuicio de las víctimas de graves violaciones a derechos humanos, como las del presente 
caso, se presenta una diversidad de afectaciones tanto en la esfera individual como 
colectiva. En este sentido, resulta evidente que las víctimas de una impunidad prolongada 
sufran distintas afectaciones por la búsqueda de justicia no sólo de carácter material, sino 
también otros sufrimientos y daños de carácter psicológico, físico y en su proyecto de 
vida, así como otras posibles alteraciones en sus relaciones sociales y la dinámica de sus 
familias y comunidades. Este Tribunal ha señalado que estos daños se intensifican por la 
falta de apoyo de las autoridades estatales en la búsqueda efectiva e identificación de los 
restos, y la imposibilidad de honrar apropiadamente a sus seres queridos. Frente a ello, 
la Corte ha considerado la necesidad de otorgar diversas medidas de reparación, a fin de 
resarcir los daños de manera integral, por lo que, además de las compensaciones 
pecuniarias, las medidas de satisfacción, restitución, rehabilitación y garantías de no 
repetición tienen especial relevancia por la gravedad de las afectaciones y el carácter 
colectivo de los daños ocasionados. 

281. La Corte recuerda que, de conformidad con el artículo 63.1 de la Convención 
Americana, le corresponde velar por que se reparen las consecuencias de las violaciones 
de los derechos humanos declaradas en esta Sentencia, así como disponer las 
reparaciones a que hubiera lugar a la parte lesionada, de conformidad con estándares 
internacionales y su jurisprudencia constante en la materia. En consecuencia, el Tribunal 
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dispondrá las medidas necesarias para este propósito. Sin perjuicio de ello, las medidas 
de reparación que ya han sido entregadas a víctimas del presente caso a nivel interno a 
través del PNR por las violaciones declaradas en esta Sentencia, cuando corresponda, 
deben ser reconocidas como parte de la reparación debida a estas y serán tomadas en 
cuenta. 

Corte IDH. Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385 

194. La Corte ha establecido que las reparaciones deben tener un nexo causal con los 
hechos del caso, las violaciones declaradas, los daños acreditados, así como las medidas 
solicitadas para reparar los daños respectivos. Por lo tanto, la Corte deberá observar dicha 
concurrencia para pronunciarse debidamente y conforme a derecho. Asimismo, la Corte 
estima que las reparaciones deberán incluir un análisis que contemple no sólo el derecho 
de la víctima a obtener una reparación, sino que, además, incorpore una perspectiva de 
género, tanto en su formulación como en su implementación. (En similar sentido, ver entre 
otros: Caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2017. Serie C No. 339, párr. 200). 

Corte IDH. Caso Girón y otro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 390 

125. La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obligación internacional 
requiere, siempre que sea posible, la plena restitución (restitutio in integrum), que 
consiste en el restablecimiento de la situación anterior. De no ser esto factible, como 
ocurre en la mayoría de los casos de violaciones a derechos humanos, este Tribunal 
determinará medidas para garantizar los derechos conculcados y reparar las 
consecuencias que las infracciones produjeron. Por tanto, la Corte ha considerado la 
necesidad de otorgar diversas medidas de reparación, a fin de resarcir los daños de 
manera integral, por lo que además de las compensaciones pecuniarias, las medidas de 
restitución, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición tienen especial 
relevancia por los daños ocasionados. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Masacres de Río 
Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de 
septiembre de 2012. Serie C No. 250, párr. 248; Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386, párr. 225, y Caso 
Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 387, párr. 138). 

128. La jurisprudencia internacional y en particular de la Corte, ha establecido 
reiteradamente que la sentencia constituye por sí misma una forma de reparación. No 
obstante, considerando las circunstancias del presente caso y las violaciones cometidas a 
la víctima, la Corte estima pertinente fijar otras medidas. (En similar sentido, ver entre otros: 
Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 9 de marzo 
de 2018. Serie C No. 351, párr. 374; Caso Martínez Coronado Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 10 de mayo de 2019. Serie C No. 376, párr. 94, y Caso Valenzuela Ávila Vs. 
Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386, párr. 
228). 
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Parte lesionada 

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de mayo de 2001. Serie C No. 77 

67. La Corte ha indicado, y lo reitera nuevamente, que el derecho a la indemnización por 
los daños sufridos por las víctimas hasta el momento de su muerte se transmite por 
sucesión a sus herederos. Según ha afirmado este Tribunal: 

[e]s una regla común en la mayoría de las legislaciones que los sucesores de una persona son sus hijos. Se 
acepta también generalmente que el cónyuge participa de los bienes adquiridos durante el matrimonio y 
algunas legislaciones le otorgan además un derecho sucesorio junto con los hijos. Si no existen hijos ni 
cónyuge, el derecho privado común reconoce como herederos a los ascendientes. Estas reglas generalmente 
admitidas en el concierto de las naciones deben ser aplicadas, a criterio de la Corte, en el presente litigio a 
fin de determinar los sucesores de las víctimas en lo relativo a la indemnización. (En similar sentido, ver 
entre otros: Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2001. Serie C No. 76, párr. 84). 

68. Por otro lado, los daños provocados a otros familiares de la víctima o a terceros, por 
la muerte de ésta, pueden ser reclamados fundándose en un derecho propio. Sin embargo, 
este Tribunal ha señalado que para que el daño y el consecuente derecho a reparación se 
configuren, se deben dar determinadas circunstancias, entre las que se cuenta, la 
existencia de relaciones de apoyo económico efectivas y regulares entre la víctima y el 
reclamante y la posibilidad de presumir válidamente que ese apoyo hubiera continuado 
dándose si la víctima no hubiese muerto. Respecto de estos reclamantes el onus probandi 
corresponde a los mismos, sean o no familiares de la víctima, entendiéndose el término 
“familiares de la víctima” como un concepto amplio que abarca a todas aquellas personas 
vinculadas por un parentesco cercano, es decir, a los hijos, padres y hermanos, los cuales 
podrían ser tenidos como familiares y tener derecho a recibir una indemnización, en la 
medida en que cumplan los requisitos fijados por la jurisprudencia de este Tribunal. Debe 
tenerse en cuenta, también, que según la jurisprudencia más reciente de la Corte, se 
puede presumir que la muerte de una persona ocasiona a sus hermanos un daño moral. 
Para efectos del caso subjudice, la reparación a los familiares será analizada en la sección 
correspondiente, bajo las circunstancias de cada una de las víctimas y del acervo 
probatorio que las partes hayan aportado a este Tribunal. (En similar sentido, ver entre otros: 
Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de mayo de 2001. Serie C No. 76, párrs. 85 y 86). 

Corte IDH. Caso Molina Theissen Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 de julio de 2004. Serie C No. 108 

48. Es conveniente destacar lo indicado por el artículo 2.15 del Reglamento, en el sentido 
de que el término “familiares de la víctima” debe entenderse como un concepto amplio. 
Dicho concepto comprende a todas las personas vinculadas por un parentesco cercano, 
incluyendo a los padres, hijos y hermanos que podrían tener derecho a indemnización, en 
la medida en que satisfagan los requisitos fijados por la jurisprudencia de este Tribunal. 
En este punto la Corte debe presumir que la desaparición de una persona o su muerte 
como consecuencia de la desaparición ocasiona un daño inmaterial a los miembros más 
íntimos de la familia, particularmente a aquéllos que estuvieron en contacto afectivo 
estrecho con la víctima. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Myrna Mack Chang Vs. 
Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101, 
párr. 243). 
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Corte IDH. Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. 
Sentencia de 19 de noviembre de 2004. Serie C No. 116 

62. Es preciso recordar que cuando se está en presencia de un caso contencioso ante la 
Corte es preciso que la parte interesada comunique quién o quiénes son los beneficiarios. 
Al respecto, en el párrafo 48 de la Sentencia dictada el 29 de abril de 2004, esta Corte 
consideró como víctimas a las personas señaladas en el párrafo 42.48 de la citada 
Sentencia, e indicó que también podrían serlo aquellas que fueran identificadas con 
posterioridad. Si bien los representantes y la Comisión señalaron que han tenido 
dificultades para identificar a las víctimas, y el Estado indicó la necesidad de identificarlas 
conforme al derecho interno, sin que ofreciera otros elementos de prueba para tal fin, esta 
Corte, siguiendo el criterio establecido en otra ocasión, considera que no está en 
condiciones de fijar indemnización alguna respecto de víctimas que no hayan sido 
individualizadas a la fecha. Sin perjuicio de lo anterior, esta Corte se reserva la posibilidad 
de determinar, en el apartado correspondiente, otras formas de reparación a favor de 
todos los miembros de las comunidades afectadas por los hechos del caso. 

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250 

251. La Corte observa que, por las características particulares del caso, y por las razones 
que ya han sido señaladas en esta Sentencia, no ha sido posible identificar e individualizar 
a la totalidad de las víctimas. Por lo anterior, la Corte considera que, en el presente caso, 
se justifica razonablemente la aplicación de la excepción prevista en el artículo 35.2 del 
Reglamento del Tribunal a efecto de incluir a otras personas como víctimas aun cuando 
no hayan sido previamente identificadas e individualizadas por la Comisión 
Interamericana. Para tal efecto, la Corte considera pertinente que en un plazo de seis 
meses, contado a partir de la notificación de la Sentencia, a través de las instancias 
competentes el Estado establezca un mecanismo adecuado para que otros miembros de 
la comunidad de Río Negro posteriormente puedan ser considerados víctimas de alguna 
violación de derechos humanos declarada en este Fallo y reciban reparaciones individuales 
y colectivas como las que se ordenarán a continuación. Una vez establecido este 
mecanismo, dichas personas deberán presentarse en el plazo máximo de un año ante la 
instancia pertinente del Estado a fin de solicitar y recibir las reparaciones que 
correspondan, previa aportación de las pruebas que sean pertinentes para su 
identificación. 

252. Asimismo, la Corte estima que, debido a la falta de representación activa ante este 
Tribunal de dichas personas, el Estado deberá velar de buena fe por el derecho a la 
reparación de tales víctimas. El Estado deberá informar a la Corte sobre las personas que, 
en el marco del mecanismo mencionado, hayan solicitado reparaciones. Para tal efecto, el 
Tribunal evaluará lo pertinente en el ejercicio de sus facultades de supervisión del presente 
Fallo. 

253. Lo mencionado en los párrafos anteriores no excluye el derecho de aquellos 
miembros de la comunidad de Río Negro no presentados como víctimas por los 
representantes o la Comisión de renunciar a las reparaciones dispuestas en esta Sentencia 
y demandar, conforme al derecho interno, las medidas resarcitorias correspondientes a 
su favor. 

 



 

374   

34 JURISPRUDENCIA SOBRE GUATEMALA 

 
Corte IDH. Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 312 

269. Lo determinado en esta Sentencia no afecta a familiares de la señora Chinchilla que 
no fueron peticionarios, que no han sido representados en los procedimientos ante la 
Comisión y la Corte o que no han sido incluidos como víctimas o parte lesionada en esta 
Sentencia, en tanto no precluye acciones que pudieran incoar a nivel interno en relación 
con los hechos de este caso, en caso de que les correspondiere. En tal supuesto, la Corte 
no emitiría pronunciamiento alguno ni consideraría su situación en el marco de la 
supervisión de cumplimiento de esta Sentencia. 

Obligación de investigar 

Corte IDH. Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2001. Serie C No. 76 

199. […] La Corte ha afirmado que la obligación de garantía y efectividad de los derechos 
y libertades previstos en la Convención es autónoma y diferente de la de reparar. Lo 
anterior, en razón de que mientras el Estado está obligado a investigar los hechos y 
sancionar a los responsables, la víctima o, en su defecto, sus familiares pueden renunciar 
a las medidas que se dispongan para reparar el daño causado. En definitiva, el Estado que 
deja impune las violaciones de derechos humanos viola su deber de garantizar el libre y 
pleno ejercicio de los derechos de las personas sujetas a su jurisdicción. 

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de mayo de 2001. Serie C No. 77 

99. […] Guatemala debe realizar una investigación efectiva para individualizar a las 
personas responsables de las violaciones de los derechos humanos declaradas en dicho 
fallo y, en su caso, sancionarlas. La Corte ha afirmado que la obligación de garantía y 
efectividad de los derechos y libertades previstos en la Convención es autónoma y 
diferente de la de reparar. Mientras el Estado está obligado a investigar los hechos y 
sancionar a los responsables, la víctima o, en su defecto, los familiares de ésta, pueden 
renunciar a las medidas de reparación por el daño causado. En definitiva, el Estado que 
deja impune las violaciones de derechos humanos estaría incumpliendo, adicionalmente, 
su deber general de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos de las personas 
sujetas a su jurisdicción. 

100. Este Tribunal se ha referido en reiteradas ocasiones al derecho que asiste a los 
familiares de las víctimas de conocer lo que sucedió y quiénes fueron los agentes del 
Estado responsables de dichos hechos. “[L]a investigación de los hechos y la sanción de 
las personas responsables, [...] es una obligación que corresponde al Estado siempre que 
haya ocurrido una violación de los derechos humanos y esa obligación debe ser cumplida 
seriamente y no como una mera formalidad”. Además, este Tribunal ha indicado que el 
Estado “tiene la obligación de combatir [la impunidad] por todos los medios legales 
disponibles ya que [ésta] propicia la repetición crónica de las violaciones de derechos 
humanos y la total indefensión de las víctimas y de sus familiares”. (En similar sentido, ver 
entre otros: Caso Blake Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de enero de 1999. 
Serie C No. 48, párr. 64, y Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2001. Serie C No. 76, párr. 200). 

101. Por consiguiente, la Corte reitera que Guatemala tiene la obligación de investigar los 
hechos que generaron las violaciones de la Convención Americana en el presente caso, 
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identificar a sus responsables y sancionarlos. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Blake 
Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de enero de 1999. Serie C No. 48, párr. 65, y 
Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de mayo de 2001. Serie C No. 76, párr. 202). 

Corte IDH. Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 27 de noviembre de 2003. Serie C No. 103 

176. La Corte observa que al momento de la presente Sentencia, después de más de once 
años de ocurridos los hechos del presente caso, aún no se ha identificado, juzgado y 
sancionado a los responsables del secuestro, detención, tortura y tratos crueles, 
inhumanos o degradantes cometidos en perjuicio de Maritza Urrutia, por lo que se ha 
configurado una situación de impunidad, que constituye una infracción del deber del 
Estado que lesiona a la víctima, a sus familiares y al conjunto de la sociedad y propicia la 
repetición crónica de las violaciones de los derechos humanos de que se trata. 

177. Es necesario que el Estado lleve a cabo una investigación efectiva de los hechos de 
este caso, identifique a los responsables de los mismos, tanto materiales como 
intelectuales, así como a los eventuales encubridores, y los sancione administrativa y 
penalmente, según corresponda. Los procesos internos de que se trata deben versar sobre 
las violaciones al Derecho a la Integridad Personal y a la Libertad Personal, a las que se 
refiere esta misma Sentencia. La víctima debe tener pleno acceso y capacidad de actuar 
en todas las etapas e instancias de la investigación y el juicio correspondiente, de acuerdo 
con la ley interna y las normas de la Convención Americana. Los resultados del juicio 
deben ser públicamente divulgados. 

Corte IDH. Caso Molina Theissen Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 de julio de 2004. Serie C No. 108 

79. La Corte reconoce que en el presente caso impera la impunidad de los autores 
materiales e intelectuales responsables de los hechos. A la fecha de esta Sentencia, 
después de más de veintidós años de ocurridos los hechos del presente caso, no se ha 
identificado, juzgado y sancionado a los responsables de la desaparición forzada de Marco 
Antonio Molina Theissen. Por lo tanto, se ha configurado una situación de impunidad que 
constituye una infracción del deber del Estado al que se ha hecho referencia, lesiona a la 
víctima y a sus familiares y propicia la repetición crónica de las violaciones de los derechos 
humanos de que se trata. 

81. La Corte considera que la víctima de graves violaciones de derechos humanos y sus 
familiares, en su caso, tienen el derecho a conocer la verdad. En consecuencia, los 
familiares de Marco Antonio Molina Theissen tienen derecho de conocer lo sucedido a éste 
y saber dónde se encuentran sus restos. Este derecho a la verdad ha venido siendo 
desarrollado por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos y su reconocimiento 
puede constituir un medio importante de reparación. Por lo tanto, en este caso, el derecho 
a la verdad da lugar a una expectativa que el Estado debe satisfacer a los familiares de la 
víctima. 

82. A la luz de lo anterior, para reparar este aspecto de las violaciones cometidas, el 
Estado debe investigar efectivamente los hechos del presente caso con el fin de identificar, 
juzgar y sancionar a los autores materiales e intelectuales de la desaparición forzada de 
Marco Antonio Molina Theissen. El resultado del proceso deberá ser públicamente 
divulgado, para que la sociedad guatemalteca conozca la verdad. 
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Corte IDH. Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. 
Sentencia de 19 de noviembre de 2004. Serie C No. 116 

95. Después de más de veintidós años de la ejecución de la masacre y diez de iniciadas 
las investigaciones correspondientes, el Estado no ha investigado los hechos ni 
identificado, juzgado y sancionado eficazmente a sus responsables. Por todo ello, se ha 
configurado una situación de impunidad que constituye una infracción del deber del Estado 
al que se ha hecho referencia, lesiona a las víctimas y propicia la repetición crónica de las 
violaciones de los derechos humanos de que se trata. 

98. A la luz de lo anterior, para reparar este aspecto de las violaciones cometidas, el 
Estado debe investigar efectivamente los hechos de la Masacre Plan de Sánchez con el fin 
de identificar, juzgar y sancionar a sus autores materiales e intelectuales. Las víctimas 
deben tener pleno acceso y capacidad de actuar en todas las etapas e instancias de la 
investigación y en el juicio correspondiente, de acuerdo con la ley interna y las normas de 
la Convención Americana. El resultado del proceso deberá ser públicamente divulgado 
para que la sociedad guatemalteca conozca la verdad. 

99. El Estado debe garantizar que el proceso interno tendiente a investigar, juzgar y 
sancionar a los responsables de los hechos surta los debidos efectos. Además, deberá 
abstenerse de recurrir a figuras como la amnistía, la prescripción y el establecimiento de 
excluyentes de responsabilidad, así como a medidas que pretendan impedir la persecución 
penal o suprimir los efectos de la sentencia condenatoria, como lo ha hecho notar la Corte 
en otros casos. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Molina Theissen Vs. Guatemala. 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de julio de 2004. Serie C No. 108, párr. 83). 

Corte IDH. Caso Tiu Tojín Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de noviembre de 2008. Serie C No. 190 

77. […] el Estado deberá asegurar, como una forma de garantizar que la investigación 
iniciada ante la justicia ordinaria sea conducida con la debida diligencia, que las 
autoridades encargadas de la investigación tengan a su alcance y utilicen todos los medios 
necesarios para llevar a cabo con prontitud aquellas actuaciones y averiguaciones 
esenciales para esclarecer la suerte de las víctimas e identificar a los responsables de su 
desaparición forzada. Para ello, el Estado garantizará que las autoridades encargadas de 
la investigación cuenten con los recursos logísticos y científicos necesarios para la 
recaudación y procesamiento de pruebas y, en particular, tengan las facultades para 
acceder a la documentación e información pertinente para investigar los hechos 
denunciados y puedan obtener indicios o evidencias de la ubicación de las víctimas. En 
este sentido, cabe reiterar que en caso de violaciones de derechos humanos, las 
autoridades estatales no se pueden amparar en mecanismos como el secreto de Estado o 
la confidencialidad de la información, o en razones de interés público o seguridad nacional, 
para dejar de aportar la información requerida por las autoridades judiciales o 
administrativas encargadas de la investigación o proceso pendientes. 

78. Del mismo modo, el Estado deberá asegurar que las autoridades encargadas de la 
investigación tome en cuenta los patrones sistemáticos que permitieron la comisión de 
graves violaciones de los derechos humanos en el presente caso, con el objeto de que la 
investigación sea conducida tomando en cuenta la complejidad de estos hechos, el 
contexto en que ocurrieron y los patrones que explican su comisión, evitando omisiones 
en la recabación de prueba y en el seguimiento de líneas lógicas de investigación. 

100. Este Tribunal considera que para garantizar el acceso a la justicia de las víctimas - 
en tanto miembros del pueblo indígena Maya- y que la investigación de los hechos se 
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realice con la debida diligencia, sin obstáculos y sin discriminación, el Estado debe 
asegurar que aquellas puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos 
legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin. Asimismo, 
el Estado deberá garantizar, en la medida de lo posible, que las víctimas del presente caso 
no tengan que hacer esfuerzos desmedidos o exagerados para acceder a los centros de 
administración de justicia encargados de la investigación del presente caso. Sin perjuicio 
de lo anterior, la Corte considera necesario ordenar al Estado el pago de una suma por 
concepto de gastos futuros, como una forma de garantizar que las víctimas puedan actuar 
en el proceso penal abierto ante la justicia ordinaria. 

Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211 

233. En razón de lo anterior, el Estado deberá utilizar los medios que sean necesarios, de 
acuerdo con su legislación interna, para conducir eficazmente las investigaciones con el 
fin de individualizar, juzgar y eventualmente sancionar a los responsables de los crímenes 
cometidos en el Parcelamiento de Las Dos Erres, y remover todos los obstáculos, de facto 
y de jure, que mantienen la impunidad en este caso. En particular, el Estado deberá velar 
porque la investigación abarque los siguientes criterios: 

a) en consideración de la gravedad de los hechos, el Estado no podrá aplicar leyes de 
amnistía ni argumentar prescripción, irretroactividad de la ley penal, cosa juzgada, ni 
el principio non bis in idem, o cualquier excluyente similar de responsabilidad, para 
excusarse de esta obligación. En consecuencia, el Estado deberá continuar con el 
proceso penal, sin mayor dilación; 

b) investigar de forma efectiva todos los hechos de la masacre tomando el cuenta el 
patrón sistemático de violaciones a derechos humanos existente en la época en que 
ocurrieron los hechos del presente caso, incluyendo, además del asesinato de los 
pobladores del Parcelamiento, otras posibles graves afectaciones a la integridad 
personal, y en particular, los presuntos actos de tortura, a la luz de los impactos 
diferenciados con motivo de la alegada violencia contra la niñez y la mujer. El Estado 
también deberá aplicar, eventualmente, las sanciones correspondientes a estos 
hechos, así como ejecutar las órdenes pendientes de captura; 

c) la determinación de todos los presuntos autores materiales e intelectuales de la 
masacre, por lo que deberá culminar el proceso penal iniciado contra ellos, y proceder 
a investigar aquellos presuntos autores que aún no se encuentran identificados. La 
debida diligencia en la investigación implica que todas las autoridades estatales están 
obligadas a colaborar en la recaudación de la prueba, por lo que deberán brindar al 
juez de la causa toda la información que requiera y abstenerse de actos que impliquen 
la obstrucción para la marcha del proceso investigativo; 

d) iniciar las acciones disciplinarias, administrativas o penales, de acuerdo con su 
legislación interna, de las posibles autoridades del Estado que han obstaculizado e 
impedido la investigación debida de los hechos, así como los responsables de las 
distintas irregularidades procesales y hechos de hostigamiento que han contribuido a 
prolongar la impunidad de la masacre; 

e) adoptar las medidas necesarias para que el uso del recurso de amparo sea efectivo, 
conforme a los principios de concentración, celeridad, contradictorio y motivación de 
los fallos, derechos de defensa, y que no sea utilizado como un mecanismo dilatorio 
del proceso, y 
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f) asegurarse que los distintos órganos del sistema de justicia involucrados en el caso 
cuenten con los recursos humanos y materiales necesarios para desempeñar sus tareas 
de manera adecuada, independiente e imparcial y que las personas que participen en 
la investigación, entre ellas víctimas, testigos y operadores de justicia, cuenten con las 
debidas garantías de seguridad. 

235. La Corte considera que para efectos del presente caso, para hacer efectivo el acceso 
a la justicia de las víctimas, los jueces como rectores del proceso tienen que dirigir y 
encausar el procedimiento judicial con el fin de no sacrificar la justicia y el debido proceso 
legal en pro del formalismo y de la impunidad, así como tramitar los recursos judiciales 
de modo a que se restrinja el uso desproporcionado de acciones que pueden tener efectos 
dilatorios o entorpecedores. 

236. Por último, el Estado deberá divulgar los resultados de la investigación así como del 
proceso penal a toda la sociedad guatemalteca. 

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212 

235. Teniendo en cuenta lo expuesto, así como la jurisprudencia de este Tribunal, la Corte 
dispone que el Estado debe conducir eficazmente la investigación que cursa en la 
jurisdicción interna sobre la desaparición forzada de Florencio Chitay para determinar a 
todos los responsables de los hechos de este caso y aplicar efectivamente las sanciones y 
consecuencias que la ley prevea. El Estado debe dirigir y concluir las investigaciones y 
procesos pertinentes en un plazo razonable, con el fin de establecer toda la verdad de los 
hechos, en atención a los criterios señalados sobre investigaciones en casos de 
desapariciones forzadas removiendo todos los obstáculos, de facto y de jure, que 
mantienen la impunidad en este caso. En particular, el Estado deberá: 

a) continuar sin mayor dilación, de forma diligente y efectiva, con la investigación 
iniciada el 2 de marzo de 2009, tomando en cuenta como tipo penal aplicable el delito 
de desaparición forzada, todos los hechos de la desaparición y el patrón sistemático de 
violaciones a derechos humanos existente en la época, con el objeto de que la 
investigación sea conducida en consideración de la complejidad de estos hechos y el 
contexto en que ocurrieron, evitando omisiones en la recaudación de prueba y en el 
seguimiento de líneas lógicas de investigación; 

b) determinar a todos los presuntos autores materiales e intelectuales de la 
desaparición forzada del señor Chitay Nech. Además, la Corte reitera que en 
consideración de la gravedad de los hechos, el Estado no podrá aplicar leyes de 
amnistía ni argumentar prescripción, irretroactividad de la ley penal, cosa juzgada, ni 
el principio non bis in idem o cualquier excluyente similar de responsabilidad, para 
excusarse de esta obligación, y 

c) asegurarse que las autoridades encargadas de la investigación tengan a su alcance 
y utilicen todos los recursos logísticos y científicos necesarios para la recaudación y 
procesamiento de pruebas y, en particular, tengan las facultades para acceder a la 
documentación e información pertinentes para investigar los hechos denunciados y 
llevar a cabo con prontitud aquellas actuaciones y averiguaciones esenciales para 
esclarecer la suerte de Florencio Chitay, que las personas que participen en la 
investigación, entre ellas, víctimas, testigos y operadores de justicia, cuenten con las 
debidas garantías de seguridad, y que se abstengan de actos que impliquen obstrucción 
para la marcha del proceso investigativo. 
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Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250 

257. El Tribunal valora la disposición del Estado de promover la investigación penal del 
presente caso. No obstante, […]la Corte dispone que el Estado debe remover todos los 
obstáculos, de facto y de jure, que mantienen la impunidad en este caso, e iniciar, 
continuar, impulsar y reabrir las investigaciones que sean necesarias para determinar y, 
en su caso, sancionar a todos los responsables de las violaciones de los derechos humanos 
perpetradas durante y con posterioridad a las cinco masacres objeto del presente caso. El 
Estado debe impulsar, reabrir, dirigir, continuar y concluir las investigaciones y procesos 
pertinentes en un plazo razonable, con el fin de establecer toda la verdad de los hechos, 
tomando en cuenta que han transcurrido aproximadamente 30 años desde que sucedieron 
las referidas cinco masacres. En particular, el Estado deberá velar por que se observen 
los siguientes criterios: 

a) en consideración de la gravedad de los hechos, no podrá aplicar leyes de amnistía 
ni argumentar prescripción, irretroactividad de la ley penal, cosa juzgada, ni el principio 
non bis in idem, o cualquier excluyente similar de responsabilidad, para excusarse de 
la obligación de investigar y enjuiciar a los responsables; 

b) deberá investigar de oficio y de forma efectiva los hechos del presente caso, 
tomando en cuenta el patrón sistemático de violaciones graves y masivas de derechos 
humanos existente en la época en que éstos ocurrieron. Además de las afectaciones al 
derecho a la vida, el Estado debe considerar otras posibles graves afectaciones a la 
integridad personal y a la libertad personal, en particular, los presuntos actos de 
desaparición forzada, tortura, ejecuciones extrajudiciales, violación sexual, esclavitud 
y servidumbre, teniendo en cuenta, asimismo, los impactos diferenciados con motivo 
de las alegadas violaciones sufridas por los niños y las mujeres de la comunidad de Río 
Negro. El Estado también deberá ejecutar las órdenes de captura de los presuntos 
responsables que se encuentran pendientes y emitir las que sean pertinentes a efecto 
de enjuiciar a todos los responsables de los hechos del presente caso; 

c) deberá determinar la identidad de todos los presuntos autores materiales e 
intelectuales de las masacres y de la posterior persecución de los miembros de la 
comunidad de Río Negro, por lo que deberá culminar el proceso penal iniciado contra 
ellos, y proceder a investigar a aquellos presuntos autores que aún no se encuentran 
identificados. La debida diligencia en la investigación implica que todas las autoridades 
estatales están obligadas a colaborar en la recaudación de la prueba, por lo que 
deberán brindar al juez de la causa toda la información que requiera y abstenerse de 
actos que impliquen la obstrucción para la marcha del proceso investigativo; 

d) deberá iniciar las acciones disciplinarias, administrativas o penales, de acuerdo con 
su legislación interna, de las posibles autoridades del Estado que han obstaculizado e 
impedido la investigación debida de los hechos, así como los responsables de las 
distintas irregularidades procesales que han contribuido a prolongar la impunidad de 
las masacres, y 

e) deberá asegurar que los distintos órganos del sistema de justicia involucrados en el 
caso cuenten con los recursos humanos y materiales necesarios para desempeñar sus 
tareas de manera adecuada, independiente e imparcial, y que las personas que 
participen en la investigación, entre ellas las víctimas o sus representantes, testigos y 
operadores de justicia, cuenten con las debidas garantías de seguridad. 
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Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253 

327. […] la Corte dispone que el Estado debe remover todos los obstáculos, de facto y de 
jure, que mantienen la impunidad en este caso, e iniciar, continuar, impulsar, reabrir, 
dirigir y concluir las investigaciones que sean necesarias para determinar y, en su caso, 
sancionar a todos los responsables de las desapariciones forzadas de las víctimas del 
presente caso, así como de la muerte de Rudy Gustavo Figueroa Muñoz y la alegada 
detención y tortura sufrida por Wendy e Igor Santizo Méndez. Dicha obligación debe ser 
cumplida en un plazo razonable con el fin de establecer la verdad de los hechos, tomando 
en cuenta que han transcurrido más de 29 años desde que sucedieron las primeras 
desapariciones forzadas objeto de este caso. En particular, el Estado deberá velar por que 
se observen los siguientes criterios: 

a) realizar la o las investigaciones pertinentes en relación con los hechos del presente 
caso, con el objeto de que el proceso y las investigaciones sean conducidas en 
consideración de la complejidad de los hechos, el contexto de violaciones sistemáticas 
a los derechos humanos en que ocurrieron, con la debida diligencia evitando omisiones 
en la consideración y valoración de la prueba y el seguimiento de una lógica de 
investigación consecuente con la existencia del Diario Militar; 

b) por tratarse de violaciones graves a los derechos humanos, el Estado deberá 
abstenerse de recurrir a la aplicación de leyes de amnistía ni argumentar prescripción, 
irretroactividad de la ley penal, cosa juzgada, ni el principio non bis in idem, o cualquier 
excluyente similar de responsabilidad, para excusarse de la obligación de investigar y 
enjuiciar a los responsables; 

c) asegurarse que: i) las autoridades competentes realicen las investigaciones 
correspondientes ex officio, y que para tal efecto tengan a su alcance y utilicen todos 
los recursos logísticos y científicos necesarios para recabar y procesar las pruebas y, 
en particular, tengan facultades para acceder plenamente a la documentación e 
información pertinentes para investigar los hechos denunciados y llevar a cabo con 
prontitud aquellas actuaciones y averiguaciones esenciales para esclarecer lo sucedido 
a las personas desaparecidas en el presente caso, a Rudy Gustavo Figueroa Muñoz y 
Wendy e Igor Santizo Méndez, y ii) las autoridades se abstengan de realizar actos que 
impliquen la obstrucción del proceso investigativo; 

d) deberá determinar la identidad de los presuntos autores materiales e intelectuales 
de las violaciones referidas en la presente Sentencia; 

e) deberá garantizarse que todas las autoridades estatales colaboren efectivamente 
con la investigación de los hechos del presente caso, brindando pleno acceso a la 
información requerida por las autoridades encargadas de la misma, así como 
colaborando, en lo pertinente, en la recaudación de la prueba necesaria para investigar 
los hechos denunciados, esclarecer lo sucedido y determinar el paradero de las víctimas 
desaparecidas, de manera tal que las autoridades a cargo de la investigación de las 
violaciones del presente caso puedan llevarla a cabo con la debida diligencia. Asimismo, 
las autoridades estatales deberán abstenerse de realizar actos que impidan el acceso 
a la información que conste en los archivos o dependencias estatales sobre los hechos 
del presente caso; 

f) deberá iniciar las acciones disciplinarias, administrativas o penales, de acuerdo con 
su legislación interna, de las posibles autoridades del Estado que hayan obstaculizado 
o obstaculicen la investigación debida de los hechos, así como los responsables de las 
distintas irregularidades procesales que han contribuido a prolongar su impunidad, y 
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g) deberá asegurar que los distintos órganos del sistema de justicia involucrados en el 
caso cuenten con los recursos humanos y materiales necesarios para desempeñar sus 
tareas de manera adecuada, independiente e imparcial, y que las personas que 
participen en la investigación, entre ellas las víctimas o sus representantes, testigos y 
operadores de justicia, cuenten con las debidas garantías de seguridad. 

Corte IDH. Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277 

250. La Corte considera que el Estado está obligado a combatir la impunidad por todos 
los medios disponibles, ya que ésta propicia la repetición crónica de las violaciones de 
derechos humanos. La ausencia de una investigación completa y efectiva sobre los hechos 
constituye una fuente de sufrimiento y angustia adicional para las víctimas, quienes tienen 
el derecho a conocer la verdad de lo ocurrido. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Chitay 
Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
25 de mayo de 2010. Serie C No. 212, párr. 236). 

251. Por ello, la Corte dispone que el Estado debe conducir eficazmente la investigación 
y, en su caso, abrir el proceso penal correspondiente y, de ser pertinente, otros que 
correspondieren, para identificar, procesar y, en su caso, sancionar a los responsables de 
los vejámenes y privación de la vida de la niña María Isabel Veliz Franco, conforme a los 
lineamientos de esta Sentencia, a fin de evitar la repetición de hechos iguales o análogos 
a los del presente caso. Dicha investigación deberá incluir una perspectiva de género, 
emprender líneas de investigación específicas respecto a violencia sexual, y posibilitar a 
los familiares de la víctima información sobre los avances en la investigación, de 
conformidad con la legislación interna, y en su caso, la participación adecuada en el 
proceso penal. Asimismo, la investigación debe realizarse por funcionarios capacitados en 
casos similares y en atención a víctimas de discriminación y violencia por razón de género. 
Por último, deberá asegurarse que las personas encargadas de la investigación y del 
proceso penal, así como, de ser el caso, otras personas involucradas, como testigos, 
peritos, o familiares de la víctima, cuenten con las debidas garantías de seguridad. 

Corte IDH. Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C 
No. 307 

229. La Corte […] dispone que el Estado debe, en un plazo razonable, conducir 
eficazmente la investigación y, en su caso, abrir el o los procesos penales que 
correspondieren, para identificar, procesar y, en su caso, sancionar a los responsables de 
los vejámenes y privación de la vida de Claudina Isabel Velásquez Paiz, conforme a los 
lineamientos de esta Sentencia, a fin de evitar la repetición de hechos iguales o análogos 
a los del presente caso. Dicha investigación deberá incluir una perspectiva de género, 
emprender líneas de investigación específicas respecto a la posible violencia sexual, y 
posibilitar a los familiares de la víctima información sobre los avances en la investigación, 
de conformidad con la legislación interna y, en su caso, la participación adecuada en el 
proceso penal. Asimismo, la investigación debe realizarse por funcionarios capacitados en 
casos similares y en atención a víctimas de discriminación y violencia por razón de género. 
Por último, deberá asegurarse que las personas encargadas de la investigación y del 
proceso penal, así como, de ser el caso, otras personas involucradas, como testigos, 
peritos, o familiares de la víctima, cuenten con las debidas garantías de seguridad. 

230. Además, como lo ha hecho en otras oportunidades, la Corte dispone que, de acuerdo 
con la normativa disciplinaria pertinente, el Estado examine las eventuales irregularidades 
procesales e investigativas relacionadas con el presente caso y, en su caso, sancione la 
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conducta de los servidores públicos correspondientes, sin que sea necesario que las 
víctimas del caso interpongan denuncias para tales efectos. (En similar sentido, ver entre 
otros: Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2014. Serie C No. 283, párr. 253). 

Corte IDH. Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 312 

278. La Corte ha considerado que toda violación a los derechos humanos supone una 
cierta gravedad por su propia naturaleza, porque implica el incumplimiento de 
determinados deberes de respeto y garantía de los derechos y libertades a cargo del 
Estado en perjuicio de las personas. Sin embargo, ello no debe confundirse con lo que a 
lo largo de su jurisprudencia ha considerado como “violaciones graves a los derechos 
humanos”, las cuales tienen una connotación y consecuencias propias. Asimismo, resulta 
inadecuado pretender que, en todo caso que le sea sometido, por tratarse de violaciones 
de derechos humanos, automáticamente corresponde a la Corte ordenar al Estado que se 
investigue y, en su caso, procese y sancione a los responsables de determinados hechos. 
En cada caso corresponde valorar las circunstancias particulares de los hechos, los 
alcances de la responsabilidad del Estado y los efectos que a nivel interno tendría tal orden 
del Tribunal, particularmente si ello implica reabrir procesos internos que han llegado a 
decisiones definitivas o con carácter de cosa juzgada y no haya prueba o indicios de que 
estos resultados sean producto de la apariencia, el fraude o de una voluntad de perpetuar 
una situación de impunidad. 

280. Ciertamente en este caso no se indagó si la muerte de la señora Chinchilla pudo estar 
asociada a posibles negligencias de autoridades administrativas respecto de las 
condiciones carcelarias en que se encontraba, alguna falta de tratamiento médico 
adecuado o los factores que pudieron haber contribuido a su muerte. Es decir, no se 
investigó si existieron otros hechos y conductas que podrían haber propiciado, permitido 
o causado las violaciones a los derechos a la vida y a la integridad personal declaradas en 
este caso, lo cual podía haber sido determinado mediante la averiguación de otros tipos 
de responsabilidades, tales como la administrativa. Sin embargo, ante la falta de alegatos 
específicos al respecto por parte de la Comisión y los representantes, y sin perjuicio de 
las investigaciones que en otras vías corresponda al Estado iniciar y llevar a cabo, de ser 
ello procedente según su legislación interna, la Corte considera que en el presente caso 
no se presentan los supuestos necesarios para ordenar al Estado que realice una nueva 
investigación de los hechos en la vía penal o el desarchivo de la investigación efectuada. 

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328 

285. La Corte valora la disposición del Estado de promover las investigaciones penales del 
presente caso. No obstante, teniendo en cuenta las conclusiones señaladas en el Capítulo 
IX.III de esta Sentencia, el Tribunal dispone que el Estado debe remover todos los 
obstáculos, de facto y de jure, que mantienen la impunidad en este caso, e iniciar, 
continuar, impulsar y/o reabrir las investigaciones que sean necesarias para individualizar, 
juzgar y, en su caso, sancionar a los responsables de las violaciones de los derechos 
humanos objeto del presente caso. El Estado debe impulsar, reabrir, dirigir, continuar y 
concluir las investigaciones y procesos pertinentes, según corresponda, en un plazo 
razonable, con el fin de establecer la verdad de los hechos, tomando en cuenta que han 
transcurrido entre 30 y 35 años desde que sucedieron. En particular, el Estado deberá 
velar por que se observen los siguientes criterios: 
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a) en consideración de la gravedad de los hechos, no podrá aplicar leyes de amnistía 
ni disposiciones de prescripción, ni esgrimir pretendidas excluyentes de 
responsabilidad, que en realidad sean pretexto para impedir la investigación; 

b) deberá investigar de oficio y de forma efectiva los hechos del presente caso, 
tomando en cuenta el patrón sistemático de violaciones graves y masivas de derechos 
humanos existente en la época en que estos ocurrieron. En particular, debe investigar 
efectivamente las desapariciones forzadas y desplazamientos forzosos, las alegadas 
torturas, ejecuciones extrajudiciales, violaciones sexuales y trabajos forzosos, así como 
las denuncias de que se cometieron crímenes de lesa humanidad, crímenes de guerra 
y/o genocidio; 

c) deberá determinar la identidad de los presuntos autores materiales e intelectuales 
de los hechos. La debida diligencia en la investigación implica que todas las autoridades 
estatales están obligadas a colaborar en la recaudación de la prueba, por lo que 
deberán brindar al juez de la causa toda la información que requiera y abstenerse de 
actos que impliquen la obstrucción para la marcha del proceso investigativo, y 

d) deberá asegurar que los distintos órganos del sistema de justicia involucrados en el 
caso cuenten con los recursos humanos, materiales, técnicos y científicos necesarios 
para desempeñar sus tareas de manera adecuada, independiente e imparcial, y que 
las personas que participen en la investigación, entre ellas las víctimas o sus 
representantes, testigos y operadores de justicia, cuenten con las debidas garantías 
de seguridad. 

286. Conforme a su jurisprudencia constante, la Corte considera que el Estado debe 
asegurar el pleno acceso y capacidad de actuar de las víctimas o sus familiares en todas 
las etapas de la investigación y el juzgamiento de los responsables, de acuerdo con la ley 
interna y las normas de la Convención Americana. Adicionalmente, los resultados de los 
procesos correspondientes deberán ser públicamente divulgados para que la sociedad 
guatemalteca conozca los hechos objeto del presente caso, así como a sus responsables. 

287. Tal como lo ha hecho en otros casos, la Corte valora la publicación del informe de la 
CEH, Guatemala: Memoria del Silencio, el cual incluye una parte de los hechos ocurridos 
en el presente caso, como un esfuerzo que ha contribuido a la búsqueda y determinación 
de la verdad de un período histórico de Guatemala. Sin desconocer lo anterior, la Corte 
considera pertinente precisar que los elementos de “verdad histórica” contenidos en ese 
informe no completan o sustituyen la obligación del Estado de establecer la verdad y 
asegurar la determinación judicial de responsabilidades individuales o estatales a través 
de los procesos pertinentes. (En similar sentido, ver entre otros: Caso de la Masacre de Las Dos 
Erres Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
noviembre de 2009. Serie C No. 211, párr. 232; Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212, párr. 
234, y Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250, párr. 259). 

288. La investigación de los hechos es un deber jurídico propio del Estado, por lo que cada 
acto procesal que lleve a cabo debe reflejar el compromiso asumido por Guatemala a fin 
de erradicar la impunidad de los hechos, obligación de garantía que se desprende del 
artículo 1.1 de la Convención Americana. Para cumplir con dicha obligación, el Estado tiene 
que combatir ésta por todos los medios legales disponibles, ya que la impunidad “propicia 
la repetición crónica de las violaciones de derechos humanos y la total indefensión de las 
víctimas y sus familiares”. Asimismo, el Estado tiene que “organizar todo el aparato 
gubernamental y, en general, todas las estructuras a través de las cuales se manifiesta el 
ejercicio del poder público, de manera tal que sean capaces de asegurar jurídicamente el 
libre y pleno ejercicio de los derechos humanos”. (En similar sentido, ver entre otros: Caso de 
la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 8 de marzo de 
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1998. Serie C No. 37, párr. 173; Caso Tiu Tojín Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de noviembre de 2008. Serie C No. 190, párr. 69; Caso Masacres de Río Negro Vs. 
Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 
2012. Serie C No. 250, párr. 261, y Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 329). 

289. Asimismo, cuando un Estado es parte de tratados internacionales como la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, la Convención Interamericana para Prevenir y 
Sancionar la Tortura, la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de 
Personas, y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer, dichos tratados obligan a todos sus órganos, incluido el poder judicial, 
cuyos miembros deben velar por que los efectos de las disposiciones de dichos tratados 
no se vean mermados por la aplicación de normas o interpretaciones contrarias a su objeto 
y fin. Los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles 
están en la obligación de ejercer ex officio un “control de convencionalidad” entre las 
normas internas y los tratados de derechos humanos de los cuales es Parte el Estado, 
evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones 
procesales correspondientes. En esta tarea, los jueces y órganos vinculados a la 
administración de justicia, como el ministerio público, deben tener en cuenta no solamente 
la Convención Americana y demás instrumentos interamericanos, sino también la 
interpretación que de estos ha hecho la Corte Interamericana. (En similar sentido, ver entre 
otros: Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250, párr. 262, y Caso Gudiel Álvarez y 
otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre 
de 2012. Serie C No. 253, párr. 330). 

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351 

394. Como ha hecho en otros casos, la Corte dispone que el Estado deberá iniciar de oficio 
y conducir eficazmente las investigaciones penales, administrativas y disciplinarias que 
correspondan por la separación arbitraria de la familia, el proceso de declaración de 
abandono, las adopciones internacionales de los hermanos Ramírez y, de manera 
particular, los indicios señalados en este caso con respecto a la posibilidad de que la 
separación y posterior adopción de los hermanos Ramírez hubiera constituido trata de 
personas con fines de adopción y, en su caso, determinar y sancionar a los responsables. 
Esta obligación debe ser cumplida en un plazo razonable, considerando los criterios y 
estándares señalados en esta Sentencia. 

395. Adicionalmente, la Corte considera necesario que, para el cumplimiento de esta 
obligación, el Estado debe garantizar que las autoridades competentes tengan a su alcance 
y utilicen todos los recursos necesarios, entre ellos logísticos y científicos, para recabar y 
procesar las pruebas y, en particular, tengan facultades para acceder plenamente a la 
documentación e información pertinente para investigar los hechos denunciados y llevar 
a cabo con prontitud aquellas actuaciones y averiguaciones esenciales para esclarecer lo 
sucedido. Asimismo, la Corte considera que el Estado debe asegurar el pleno acceso y 
capacidad de actuar de las víctimas o sus familiares en todas las etapas de la investigación 
y el juzgamiento de los responsables, de acuerdo con la ley interna y las normas de la 
Convención Americana. 

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356 

151. La Corte advierte que los representantes no han solicitado, en forma autónoma, la 
investigación de los hechos como medida de reparación. Han formulado su pedido como 



 

385     

parte de otra medida requerida, el “fortalecimiento” de la Unidad de Derechos Humanos 
del Ministerio Público. No obstante, este Tribunal considera adecuado separar ambos 
aspectos y abordar en forma independiente la investigación de los hechos. Al respecto, la 
Corte recuerda que, en relación con violaciones a derechos humanos como las 
determinadas en el presente caso, las autoridades estatales deben realizar una 
investigación seria, imparcial y efectiva por todos los medios legales disponibles y 
orientada a la determinación de la verdad y a la persecución, captura, enjuiciamiento y 
eventual castigo de los autores de los hechos, siendo esto especialmente relevante cuando 
están involucrados agentes estatales. 

152. En el caso, se ha determinado que el Estado, a través de sus autoridades judiciales, 
condenó a 14 personas y entendió que respecto de otras 11 era necesario realizar acciones 
para determinar su posible responsabilidad penal. Guatemala señaló que existen órdenes 
de aprehensión vigentes respecto a las 11 personas referidas, quienes están “prófugas”. 
Dado que en un periodo mayor a 18 años no constan acciones concretas para hacer 
efectiva la medida de aprehensión determinada por las propias autoridades estatales, este 
Tribunal determinó la responsabilidad del Estado. Por ello, la Corte ordena al Estado que, 
de conformidad con el derecho interno, continué, en un plazo razonable, las acciones 
nacionales e internacionales pertinentes para concluir la investigación sobre los hechos 
ocurridos el 5 de octubre de 1995 en la finca Xamán, respecto a las 11 personas que 
Guatemala señaló que están prófugas y que cuentan con órdenes de captura vigentes en 
su perjuicio, como también, de ser el caso, respecto de otros elementos que resultaren 
pertinentes. 

Corte IDH. Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386 

233. Teniendo en cuenta que actualmente se encuentra abierto el proceso penal para 
esclarecer los hechos relacionados con la muerte del señor Tirso Román Valenzuela Ávila, 
la Corte dispone que el Estado debe continuar con las investigaciones que sean necesarias 
para identificar, juzgar y, en su caso, sancionar a los responsables de su muerte, tomando 
en cuenta las hipótesis posibles de la causa de la muerte. Dicha obligación debe ser 
cumplida de acuerdo a los estándares establecidos por la jurisprudencia de esta Corte, 
esto es, con la debida diligencia y en un plazo razonable. A tal fin, el Estado debe: a) 
asegurar que los distintos órganos del sistema de justicia involucrados en el caso cuenten 
con los recursos humanos y materiales necesarios para desempeñar sus tareas de manera 
adecuada, independiente e imparcial y que las personas que participen en la investigación, 
entre ellas víctimas, testigos y operadores de justicia, cuenten con las debidas garantías 
de seguridad, y b) asegurar el pleno acceso y capacidad de actuar de los familiares del 
señor Valenzuela Ávila en todas las etapas de estas investigaciones, de acuerdo con la ley 
interna y las normas de la Convención Americana, conforme a la jurisprudencia constante 
de la Corte. Dicha participación deberá tener como finalidad el acceso a la justicia y el 
conocimiento de la verdad de lo ocurrido. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Ruiz Fuentes 
y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de 
octubre de 2019. Serie C No. 385, párr. 200). 

236. En consideración del reconocimiento parcial de responsabilidad internacional del 
Estado por la omisión de investigar las alegadas torturas sufridas y que habría sufrido el 
señor Tirso Román Valenzuela Ávila, como se determinó en el apartado correspondiente 
de la presente Sentencia, la Corte determina que el Estado debe iniciar, de acuerdo a lo 
previsto en la legislación interna, en un plazo no superior a seis meses, la referida 
investigación para esclarecer los hechos alegados, con la debida diligencia y posibilitar la 
participación de los familiares de la víctima o por medio de sus representantes y el acceso 
a las actuaciones que se desarrollen. Este Tribunal recuerda que el Estado tiene la 
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obligación de iniciar de oficio una investigación en todo caso que se tenga noticia de la 
posible ocurrencia de actos de tortura o tratos crueles, inhumanos o degradantes. (En 
similar sentido, ver entre otros: Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385, párr. 201). 

Determinación del paradero, recuperación e identificación de los restos 

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 91 

81. Esta Corte considera que el cuidado de los restos mortales de una persona es una 
forma de observancia del derecho a la dignidad humana. Asimismo, este Tribunal ha 
señalado que los restos mortales de una persona merecen ser tratados con respeto ante 
sus deudos, por la significación que tienen para éstos. El respeto a dichos restos, 
observado en todas las culturas, asume una significación muy especial en la cultura maya, 
etnia mam, a la cual pertenecía el señor Efraín Bámaca Velásquez. Ya la Corte ha 
reconocido la importancia de tener en cuenta determinados aspectos de las costumbres 
de los pueblos indígenas en América para los efectos de la aplicación de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos (Caso Mayagna (Sumo) Awas Tingni vs. Nicaragua). 
Como se ha reiterado en la audiencia pública sobre reparaciones en este caso, para la 
cultura maya, etnia mam las honras fúnebres aseguran la posibilidad de un reencuentro 
entre las generaciones de los vivos, la persona fallecida y los antepasados muertos. Así, 
el ciclo entre la vida y la muerte se cierra con esas ceremonias fúnebres, permitiendo 
“rendir respeto a Efraín, para tenerlo cerca y para devolverlo o llevarlo a convivir con los 
antepasados”, así como para que las nuevas generaciones puedan compartir y aprender 
de lo que fue su vida, como es tradición en su cultura indígena. 

82. En razón de todo ello la Corte considera que el Estado debe realizar las exhumaciones, 
en presencia de los familiares, para localizar los restos mortales de Efraín Bámaca 
Velásquez y entregar a ellos dichos restos. Asimismo, este Tribunal considera que 
Guatemala debe brindar las condiciones necesarias no sólo para determinar el paradero 
de los restos mortales de la víctima, sino además de trasladar dichos restos al lugar de 
elección de sus familiares, sin costo alguno para ellos. 

Corte IDH. Caso Molina Theissen Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 de julio de 2004. Serie C No. 108 

85. En cuanto a las garantías de no repetición de los hechos del presente caso, la Comisión 
y los representantes de la víctima y sus familiares solicitaron a la Corte que ordene al 
Estado determinar el paradero de los restos de la víctima y entregarlos a su familia. Este 
Tribunal considera que el Estado debe localizar y hacer entrega de los restos mortales de 
Marco Antonio Molina Theissen a sus familiares, a fin de que reciban sepultura según sus 
costumbres y creencias. Además, el Estado debe brindar las condiciones necesarias para 
trasladar dichos restos al lugar de elección de sus familiares, sin costo alguno para ellos, 
y satisfacer los deseos de la familia en relación con la sepultura. 

Corte IDH. Caso Tiu Tojín Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de noviembre de 2008. Serie C No. 190 

103. La Corte ha establecido que María y Josefa Tiu Tojín se encuentran aún desaparecidas 
y su paradero se desconoce. La investigación efectiva de su paradero o de las 
circunstancias de su desaparición, constituye una medida de reparación y por tanto una 
expectativa que el Estado debe satisfacer. Por ello, el Estado deberá proceder de inmediato 
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a la búsqueda y localización de María y Josefa Tiu Tojín mediante las diligencias pertinentes 
para dichos efectos, en particular, en el lugar donde fueron vistas por última vez con vida 
o en cualquier otro lugar en el cual existan indicios de su ubicación. En caso de que las 
víctimas fueran halladas sin vida, el Estado, en un tiempo breve, deberá entregar los 
restos a sus familiares, previa comprobación genética de filiación. Los gastos que dichas 
diligencias generen deberán ser cubiertos por el Estado. Asimismo, el Estado deberá 
cubrir, en su caso, los gastos fúnebres, respetando las tradiciones y costumbres de los 
familiares de las víctimas. 

Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211 

247. En consecuencia, la Corte considera que el Estado, dentro de un plazo seis meses, 
contado a partir de la notificación del presente Fallo, deberá iniciar de manera sistemática 
y rigurosa, con los recursos humanos y técnicos adecuados, y en seguimiento de las 
labores ya emprendidas por la Comisión de Identificación y Localización de Víctimas y 
Familiares de la Masacre de Las Dos Erres, cualquier otra acción que resulte necesaria 
para la exhumación e identificación de las demás personas ejecutadas. Para esto deberá 
emplear todos los medios técnicos y científicos necesarios, tomando en cuenta las normas 
nacionales o internacionales pertinentes en la materia y deberá concluir con el total de las 
exhumaciones en un plazo de dos años, contado a partir de la notificación de la presente 
Sentencia. 

248. En caso de identificar los restos, deberán ser entregados a sus familiares, previa 
comprobación genética de filiación, a la mayor brevedad y sin costo alguno para dichos 
familiares. Además, el Estado deberá cubrir los gastos de transporte y sepultura, de 
acuerdo a las creencias de sus familiares. Si los restos no son reclamados por ningún 
familiar en un plazo de dos años contado a partir de la fecha en que así lo informen a los 
familiares, el Estado deberá sepultarlos de forma individualizada en el cementerio de Las 
Cruces. En el referido cementerio se deberá determinar un  área específica reservada e 
identificable para sepultarlos y hacer referencia a que se trata de personas no reclamadas 
fallecidas en la masacre de Las Dos Erres. 

249. Para hacer efectiva y viable la individualización de las personas exhumadas, el Estado 
deberá anunciar a los representantes de las víctimas, a través de comunicación escrita, 
sobre el proceso de identificación y entrega de los restos de las personas fallecidas en la 
masacre y, en su caso, requerir su colaboración para los efectos pertinentes. Las copias 
de dichas comunicaciones deberán ser presentadas a la Corte para que sean consideradas 
dentro de la supervisión del cumplimiento de esta Sentencia. 

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212 

240. Como ha sido establecido en la presente Sentencia, como parte del deber de 
investigar el Estado debe realizar una búsqueda efectiva del paradero de la víctima, ya 
que el derecho de los familiares de conocer el paradero de la misma constituye una medida 
de reparación y, por tanto, una expectativa que el Estado debe satisfacer a éstos. A su 
vez, esto permite a los familiares aliviar la angustia y sufrimiento causados por dicha 
incertidumbre. 

241. En caso de encontrarse los restos mortales, deben ser entregados a sus familiares, 
previa comprobación genética de filiación, a la mayor brevedad posible y sin costo alguno. 
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Además, el Estado deberá cubrir los gastos fúnebres, de común acuerdo con sus 
familiares. Recibir el cuerpo de la víctima es de importancia para los familiares, ya que en 
el presente caso les permite sepultarlo de acuerdo a sus creencias y cerrar su proceso de 
duelo. 

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250 

265. Como ha sido establecido en la presente Sentencia, la exhumación e identificación 
de las víctimas fallecidas forma parte del deber de investigar. Pero, asimismo, se indicó 
que esta obligación debe ser llevada a cabo ex officio por el Estado. En tal sentido, 
independientemente de las investigaciones y procesos judiciales abiertos o que en el 
futuro realice el Estado, subsiste la obligación de éste de realizar, de oficio, una búsqueda 
efectiva del paradero de las víctimas de este caso desaparecidas forzadamente o 
presuntamente ejecutadas, ya que el derecho de sus familiares de conocer su paradero 
constituye una medida de reparación y, por lo tanto, una expectativa que el Estado debe 
satisfacer por sí mismo. La localización e identificación de las víctimas devela una verdad 
histórica que contribuye a cerrar el proceso de duelo de la comunidad maya Achí de Río 
Negro; aporta a la reconstrucción de su integridad cultural; enaltece la dignidad de las 
personas desaparecidas o presuntamente ejecutadas y la de sus familiares, quienes han 
luchado durante décadas por encontrar a sus seres queridos, y sienta un precedente para 
que violaciones graves, masivas y sistemáticas, como las ocurridas en este caso, no 
vuelvan a suceder. 

266. Además, la Corte resalta que los restos de una persona fallecida son una prueba de 
lo que le sucedió y ofrecen detalles del trato que recibió, la forma en que falleció y el 
modus operandi de los perpetradores de su muerte. Asimismo, el lugar mismo en el que 
los restos hayan sido encontrados puede proporcionar información valiosa a las 
autoridades encargadas de la investigación sobre los responsables y la institución a la que 
pertenecían, particularmente tratándose de agentes estatales. 

267. Este Tribunal valora las acciones emprendidas por el Estado entre los años 1993 y 
2002 para recuperar los restos de las personas que fueron ejecutadas, algunas de las 
cuales fueron enterradas en fosas comunes o cementerios clandestinos. No obstante 
dichos esfuerzos, aproximadamente treinta años desde que fueron perpetrados los graves 
hechos de las masacres de Río Negro, el Estado no ha realizado otras diligencias con el fin 
de buscar, individualizar e identificar efectivamente a otras víctimas fallecidas o 
desaparecidas durante las mismas, ni ha identificado varias osamentas ya encontradas. 
Además, como ya se mencionó en esta Sentencia, las exhumaciones han sido realizadas, 
ante todo, por las solicitudes y denuncias penales hechas por las víctimas sobrevivientes 
de las masacres, y no tanto por impulso del Estado. 

268. En consecuencia, la Corte considera que el Estado, además de las investigaciones y 
procesos penales en curso, de forma inmediata deberá elaborar un plan riguroso para la 
búsqueda de los miembros de la comunidad de Río Negro desaparecidos forzadamente, 
así como para la localización, exhumación e identificación de las personas presuntamente 
ejecutadas, y la determinación de las causas de muerte y posibles lesiones previas. En 
dicho plan, el Estado deberá contemplar el uso del máximo de sus recursos humanos, 
científicos y técnicos adecuados para esos propósitos. Al respecto, el Estado deberá: 

a) presentar al Tribunal, en el plazo de seis meses a partir de la notificación de la 
presente Sentencia, un cronograma con metas específicas a corto y mediano plazo, 
incluyendo la previsión de las gestiones administrativas y presupuestarias necesarias, 
y la indicación de las autoridades o instancias estatales que intervendrán en la 
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búsqueda, exhumación e identificación de las personas desaparecidas y de las 
presuntamente ejecutadas, según corresponda, la competencia de cada una de ellas, 
y qué autoridades o instancias ejercerán la coordinación entre las mismas; 

b) emplear y utilizar los estándares técnicos y científicos necesarios, nacionales y/o 
internacionales, en la materia; 

c) asegurar que los funcionarios estatales y cualquier otra persona que intervenga o 
apoye en las labores de búsqueda, exhumación e identificación, en su caso, cuenten 
con las debidas garantías de seguridad, e iniciar las investigaciones necesarias ante 
cualquier situación de amenaza o agresión contra tales personas; 

d) incorporar de oficio las determinaciones sobre las causas de muerte y lesiones, en 
su caso, a las investigaciones que ya se encuentren en curso o las que se inicien sobre 
las masacres de este caso, para los efectos pertinentes; 

e) informar a los representantes de las víctimas, a través de comunicación escrita, 
sobre el proceso de búsqueda, localización, identificación, determinación de las causas 
de muerte y lesiones previas, de las personas desaparecidas y presuntamente 
ejecutadas y, en su caso, entregar los restos de dichas personas a sus familiares. Las 
copias de dichas comunicaciones y las respuestas de los representantes deberán ser 
presentadas a la Corte para que sean consideradas dentro de la supervisión del 
cumplimiento de esta Sentencia. 

269. Asimismo, en vista de la gravedad de los hechos del presente caso, el Tribunal estima 
necesario, como lo ha hecho en otro caso relativo a Guatemala, que el Estado implemente 
por medio de las instituciones que considere idóneas para este propósito, en el plazo de 
un año, un banco de información genética para resguardar la información, por un lado, de 
los restos óseos que se vayan encontrando y exhumando y, por el otro, de los familiares 
de las personas que fueron presuntamente ejecutadas o desaparecidas durante los hechos 
perpetrados en el marco de las masacres de la comunidad de Río Negro. Esta medida tiene 
como propósito que las muestras e información que se colecten puedan ser cotejadas 
entre sí con el fin de identificar a las personas a quienes corresponden los restos. Al 
respecto, la Corte considera necesario precisar que, para ello, se requiere el 
consentimiento previo e informado de los miembros de la comunidad de Río Negro que 
deseen aportar muestras de material genético para ese fin. El Estado deberá asignar los 
recursos humanos, económicos, logísticos, y de otra índole, necesarios para que el diseño, 
la implementación y el funcionamiento del banco de información genética se realicen de 
manera adecuada y cumplan con el propósito para el cual lo ordena este Tribunal. 

270. Los restos mortales de las víctimas del presente caso deben ser entregados a sus 
familiares, previa comprobación fehaciente de su identidad y filiación, de ser posible, de 
manera genética, a la mayor brevedad y sin costo alguno para los familiares. Además, el 
Estado deberá cubrir los gastos fúnebres, de común acuerdo con los familiares de la 
persona fallecida, respetando sus creencias. 

271. El Estado deberá concluir con el total de las exhumaciones en un plazo de cuatro 
años, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia. Si los restos de alguna 
víctima del presente caso no son reclamados por sus familiares en un plazo de dos años, 
contado a partir de la fecha en que la localización, individualización e identificación de los 
mismos se informe a los representantes o directamente a los familiares, el Estado deberá 
sepultar dichos restos de forma individualizada en un lugar acordado con los 
representantes, y hacer constar que se trata de restos no reclamados de personas 
fallecidas con motivo de los hechos del presente caso. El Estado deberá guardar registro 
de los detalles acerca de la fecha y lugar donde fueron localizados los restos, la manera 
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en que se llevó la identificación de los mismos, su posible forma de muerte y lugar de 
posterior inhumación. 

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253 

333. En el presente caso ha quedado establecido que aún no se conoce el paradero de 24 
de las víctimas desaparecidas. El Tribunal resalta que han transcurrido más de 29 años 
desde la primera desaparición forzada objeto de este caso, por lo cual es una expectativa 
justa de sus familiares que se identifique su paradero, lo que constituye una medida de 
reparación y, por lo tanto, genera el deber correlativo para el Estado de satisfacerla. 
Recibir los cuerpos de las personas desaparecidas forzadamente es de suma importancia 
para sus familiares, ya que les permite sepultarlos de acuerdo a sus creencias, así como 
cerrar el proceso de duelo que han estado viviendo a lo largo de estos años. 
Adicionalmente, el Tribunal resalta que los restos de una persona fallecida y el lugar en el 
cual sean encontrados, pueden proporcionar información valiosa sobre lo sucedido y sobre 
los autores de las violaciones o la institución a la que pertenecían, particularmente 
tratándose de agentes estatales. (En similar sentido, ver entre otros: Caso de la Masacre de Las 
Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
noviembre de 2009. Serie C No. 211, párr. 245). 

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258 

199. En el acuerdo de reparaciones el Estado se comprometió a “[s]olicitar a la Fundación 
de Antropología Forense –FAFG- y al Instituto Nacional de Ciencias Forenses –INACIF-, 
información sobre hallazgos relacionados [con] la ubicación de los restos de Edgar 
Fernando García a través del Comité de Impulso [...] cuando así se considere pertinente”. 
La Corte valora este compromiso del Estado, por lo cual homologa esta medida de 
reparación, a la luz de lo establecido por las partes en el acuerdo de reparaciones. 

200. Sin perjuicio de ello, la Corte estima necesario que el Estado efectúe una búsqueda 
seria por la vía judicial y administrativa adecuada, en la cual realice todos los esfuerzos 
para determinar el paradero del señor Edgar Fernando García a la mayor brevedad, la cual 
deberá realizarse de manera sistemática y rigurosa, contar con los recursos humanos, 
técnicos y científicos adecuados e idóneos y, en caso de ser necesario, deberá solicitarse 
la cooperación de otros Estados. Las referidas diligencias deberán ser informadas a sus 
familiares y en lo posible procurar su presencia. Si la víctima se encontrare fallecida, los 
restos mortales deben ser entregados a sus familiares, previa comprobación genética de 
filiación, a la mayor brevedad posible y sin costo alguno para ellos. Además, el Estado 
deberá cubrir los gastos fúnebres, en su caso, de común acuerdo con sus familiares. 

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328 

292. La Corte considera que es una expectativa justa de los familiares de las víctimas de 
las desapariciones forzadas que se identifique el paradero de estas o se hallen sus restos 
de modo que se determine con certeza su identidad, lo que constituye una medida de 
reparación y, por lo tanto, genera el deber correlativo para el Estado de satisfacerla. A su 
vez, esto permite a los familiares aliviar la angustia y sufrimiento causados por dicha 
incertidumbre. Es igualmente una expectativa justa de los familiares la recuperación e 
identificación de los restos de las personas que fallecieron y que fueron inhumadas en 
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fosas clandestinas a raíz de los hechos del caso. Recibir el cuerpo de una persona 
desaparecida forzadamente o ejecutada es de suma importancia para sus familiares, ya 
que les permite sepultarlos de acuerdo a sus creencias, así como cerrar el proceso de 
duelo. Adicionalmente, el Tribunal considera que los restos son una prueba de lo sucedido 
y, junto al lugar en el cual sean encontrados, pueden proporcionar información valiosa 
sobre los autores de las violaciones o la institución a la que pertenecían. 

293. La Corte valora la voluntad manifestada por el Estado de emprender las labores de 
búsqueda, recuperación y entrega de los restos de las personas desaparecidas o 
ejecutadas a sus familiares. No obstante, la Corte constató que en el caso concreto, las 
investigaciones iniciadas no han estado encaminadas hacia la localización de todas las 
víctimas desaparecidas, ni han sido debida y oportunamente identificados todos los restos 
encontrados en las diversas exhumaciones realizadas por el impulso procesal de los 
familiares. 

294. En consecuencia, la Corte considera que el Estado debe realizar o continuar, de 
manera sistemática, rigurosa y con los recursos humanos y económicos adecuados, las 
acciones necesarias tanto para determinar el paradero de los miembros de la aldea de 
Chichupac y comunidades vecinas desaparecidos forzadamente, así como localizar, 
exhumar e identificar a las personas que fallecieron y que fueron inhumadas en fosas 
clandestinas a raíz de los hechos del caso. Para ello, el Estado deberá emplear todos los 
medios técnicos y científicos necesarios, tomando en cuenta las normas nacionales o 
internacionales pertinentes en la materia y procurar concluir con el total de las 
exhumaciones que sean necesarias en un plazo de 2 años, contados a partir de la 
notificación de la presente Sentencia. 

295. En caso de identificar los restos, estos deberán ser entregados a sus familiares, 
previa comprobación genética de filiación o reconocimiento por los medios adecuados e 
idóneos, según sea el caso, a la mayor brevedad y sin costo alguno para dichos familiares. 
Además, el Estado deberá cubrir los gastos fúnebres, en su caso, de común acuerdo con 
los familiares. Ahora bien, en cuanto a los problemas señalados por el Estado en realizar 
los análisis de ADN, la Corte recuerda que los estándares internacionales exigen que la 
entrega de restos ocurra cuando la víctima esté claramente identificada, es decir, una vez 
que se haya conseguido una identificación positiva. Sobre este punto, el Protocolo de 
Minnesota del año 1991 establece que “el cuerpo debe ser identificado por testigos 
confiables y otros métodos objetivos”. La Corte reconoce que, debido a las circunstancias 
específicas de un caso, es posible que la identificación y entrega de restos mortales no 
pueda estar respaldada por al menos un método científico y la única opción práctica en 
dichos casos sea la identificación mediante el reconocimiento de los restos efectuado por 
familiares o conocidos de la persona desaparecida, así como la comparación de datos entre 
el perfil biológico (sexo, edad, estatura), sus características individuales (lesiones 
antiguas, defectos congénitos, tatuajes y rasgos dentales), sus objetos y documentos 
personales portados. En este sentido, el Comité Internacional de la Cruz Roja ha 
considerado que los métodos visuales deben utilizarse “como único medio de identificación 
sólo cuando los cuerpos no están descompuestos ni mutilados, y cuando se tiene una idea 
fundamentada de la identidad de la víctima, por ejemplo cuando hay testigos que han 
presenciado el asesinato y el entierro de una persona”. 

296. Para hacer efectiva y viable la eventual localización, exhumación, identificación y 
entrega a sus familiares de los restos, este Tribunal dispone que el Estado deberá 
establecer una estrategia de comunicación con los familiares y acordar un marco de acción 
coordinada, para procurar su participación, conocimiento y presencia. 
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297. Por último, en cuanto a la creación de la referida “Comisión de Búsqueda de Personas 
Víctimas de la Desaparición Forzada y otras Formas de Desaparición”, la Corte toma nota 
y valora los avances realizados por el Estado al respecto. En este sentido, el Tribunal insta 
al Estado a continuar adoptando todas las medidas legislativas, administrativas o de otra 
índole que sean necesarias para que se concrete la creación de la referida Comisión. La 
Corte considera que una entidad de este tipo coadyuvará favorablemente en la búsqueda 
e identificación de las víctimas del presente caso y, en general, de las víctimas de 
desaparición forzada en Guatemala. 

Corte IDH. Caso Masacre de la Aldea Los Josefinos Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de noviembre de 2021. 
Serie C No. 442 

148. La Corte considera que el Estado, además de las investigaciones y procesos penales 
en curso, de forma inmediata deberá elaborar un plan detallado y orgánico, con definición 
de objetivos y metas concretas y definición de procesos de evaluación periódica para la 
búsqueda de los miembros de la Aldea Los Josefinos desaparecidos forzadamente, así 
como para la localización, exhumación e identificación de las personas presuntamente 
ejecutadas y la determinación de las causas de muerte.  

149. En dicho plan, el Estado deberá contemplar el uso del máximo de sus recursos 
humanos, científicos y técnicos adecuados para esos propósitos. Al respecto, el Estado 
deberá:   

a) presentar al Tribunal, en el plazo de seis meses a partir de la notificación de la 
presente Sentencia, un cronograma con metas específicas a corto y mediano plazo, 
incluyendo la previsión de las gestiones administrativas y presupuestarias necesarias, 
y la indicación de las autoridades o instancias estatales que intervendrán en la 
búsqueda, exhumación e identificación de las personas desaparecidas y de las 
presuntamente ejecutadas, según corresponda, la competencia de cada una de ellas, 
y qué autoridades o instancias ejercerán la coordinación entre las mismas;   

b) emplear y utilizar los estándares técnicos y científicos necesarios, nacionales y/o 
internacionales, en la materia;  

c) asegurar que los funcionarios estatales y cualquier otra persona que intervenga o 
apoye en las labores de búsqueda, exhumación e identificación, en su caso, cuenten 
con las debidas garantías de seguridad, e iniciar las investigaciones necesarias ante 
cualquier situación de amenaza o agresión contra tales personas;  

d) incorporar de oficio las determinaciones sobre las causas de muerte y lesiones, en 
su caso, a las investigaciones que ya se encuentren en curso o las que se inicien sobre 
las masacres de este caso, para los efectos pertinentes;  

e) informar a los representantes de las víctimas, a través de comunicación escrita, 
sobre el proceso de búsqueda, localización, identificación, determinación de las causas 
de muerte y lesiones previas, de las personas desaparecidas y presuntamente 
ejecutadas y, en su caso, entregar los restos de dichas personas a sus familiares […] 

150. Los restos mortales de las víctimas del presente caso deben ser entregados a sus 
familiares, previa comprobación fehaciente de su identidad y filiación, de ser posible, de 
manera genética, a la mayor brevedad y sin costo alguno para los familiares. Además, el 
Estado deberá cubrir los gastos fúnebres, de común acuerdo con los familiares de la 
persona fallecida, respetando sus creencias. El Estado deberá concluir con el total de las 
exhumaciones en un plazo de cuatro años, contado a partir de la notificación de la presente 
Sentencia. Si los restos de alguna víctima del presente caso no son reclamados por sus 
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familiares en un plazo de dos años, contado a partir de la fecha en que la localización, 
individualización e identificación de los mismos se informe a los representantes o 
directamente a los familiares, el Estado deberá sepultar dichos restos de forma 
individualizada en un lugar acordado con los representantes, y hacer constar que se trata 
de restos no reclamados de personas fallecidas con motivo de los hechos del presente 
caso. El Estado deberá guardar registro de los detalles acerca de la fecha y lugar donde 
fueron localizados los restos, la manera en que se llevó la identificación de los mismos, su 
posible forma de muerte y lugar de posterior inhumación. 

Medidas de restitución 

Restitución de vínculos familiares 

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351 

379. La Corte recuerda que la reparación del daño ocasionado por la infracción de una 
obligación internacional requiere, siempre que sea posible, su plena restitución. Asimismo, 
como ha indicado en anteriores oportunidades, comprende que esto no es completamente 
posible en casos como el presente, que involucraron una separación familiar por 
prolongados períodos de tiempo. Sin embargo, este Tribunal estima que Guatemala 
deberá adoptar todas las medidas necesarias y adecuadas para facilitar y contribuir a una 
restitución de los vínculos familiares entre Osmín Tobar Ramírez y sus padres, así como 
deberá hacer un esfuerzo serio, multidisciplinario y de oficio por iniciar, propiciar y, en su 
caso, continuar una vinculación de Flor de María Ramírez Escobar y Osmín Tobar Ramírez 
con J.R.. Para el cumplimiento de estas reparaciones, el Estado podrá emplear sus propias 
instituciones públicas o contratar entidades y personas privadas que tengan experiencia 
en estas materias, siempre garantizando la participación de las víctimas y sus 
representantes en cualquier decisión que se adopte al respecto. Para ello, el Estado deberá 
cumplir con los siguientes parámetros mínimos: 

B.1.a Restitución del vínculo familiar entre Flor de María Ramírez Escobar, Gustavo Tobar 
Fajardo y su hijo Osmín Tobar Ramírez 

380. A efectos de generar las condiciones más propicias y adecuadas para el 
restablecimiento del vínculo familiar y teniendo en cuenta los padecimientos psicológicos 
generados a las víctimas por los hechos de este caso, el Estado deberá brindarles 
gratuitamente y de forma inmediata, el tratamiento psicológico y psiquiátrico que requiera 
cada una de las víctimas. Al proveer el tratamiento psicológico o psiquiátrico se deberá 
considerar las circunstancias y necesidades particulares de cada víctima, de manera que 
se les brinden tratamientos colectivos, familiares e individuales, según las necesidades de 
cada una de ellas y previa evaluación individual por parte de un profesional de la salud. 
Sin perjuicio de lo anterior y de manera complementaria, Guatemala deberá proveer apoyo 
terapéutico a la familia por profesionales expertos en la materia, para acompañarlos y 
asistirlos, si así lo desean, en el proceso de revinculación familiar. La familia Ramírez 
deberá informar en un plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de esta 
Sentencia, si desea esta asistencia. Una vez recibido el consentimiento, el Estado deberá 
designar inmediatamente a un experto o establecer un equipo de profesionales, que sin 
demoras, realice e implemente un plan de trabajo. Asimismo, el Estado debe garantizar 
la imparcialidad e idoneidad del o los expertos que participen en el proceso de 
revinculación, quienes además deben conocer la presente Sentencia así como las demás 
circunstancias relevantes sobre lo ocurrido a la familia Ramírez. 
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381. Adicionalmente, la Corte estima oportuno que el Estado brinde becas de estudio a 
los miembros de la familia Ramírez para el aprendizaje del idioma inglés por parte de la 
señora Flor de María Ramírez Escobar y el señor Gustavo Tobar Fajardo, así como del 
idioma español por parte del hijo de ambos Osmín Tobar Ramírez, con el fin de facilitar la 
comunicación entre ellos. Los centros o instituciones para los cuales se otorguen estas 
becas educativas, deberán ser determinadas de común acuerdo entre el Estado y las 
víctimas. Estas becas deberán incluir el costo de las matrículas y materiales necesarios 
para la realización de los estudios aquí señalados. 

B.1.b Vinculación de Flor de María Ramírez Escobar y Osmín Tobar Ramírez con J.R. 

382. Por otra parte, el Estado debe diseñar e implementar, con la asistencia de 
profesionales expertos en la materia, un procedimiento de acercamiento progresivo 
orientado a la efectiva vinculación entre Flor de María Ramírez Escobar y Osmín Tobar 
Ramírez con J.R.. Si bien J.R. no es víctima de este caso, su separación de la familia 
Ramírez también afectó y violó los derechos de su madre y de su hermano. Es en beneficio 
de estos últimos que se establece esta medida de reparación. Para ello, el Estado deberá 
designar inmediatamente a un equipo multidisciplinario de profesionales que, sin demoras, 
diseñe un plan de trabajo para lograr un acercamiento progresivo de los miembros de la 
familia, el cual deberá ser posteriormente llevado a cabo por el Estado. Guatemala debe 
garantizar la imparcialidad e idoneidad del o los expertos que participen en el proceso de 
vinculación, quienes deben conocer la presente Sentencia así como las demás 
circunstancias relevantes sobre lo ocurrido a la familia Ramírez. En la designación del 
equipo de expertos el Estado deberá garantizar la participación de las víctimas y sus 
representantes. 

383. El plan de trabajo deberá prever, entre otras cosas, un primer acercamiento con J.R. 
en el que se le informe adecuadamente y con los recursos psicosociales más óptimos sobre 
los hechos del caso que sean relevantes y necesarios para que pueda tomar una decisión 
informada respecto a participar de esta medida de acercamiento progresivo. Sin perjuicio 
de que J.R. no es víctima de este caso, la Corte advierte que en todo momento se deberá 
respetar su voluntad y actuar de manera de preservar y garantizar sus derechos. Por 
tanto, el plan de trabajo que se diseñe deberá prever los mecanismos más adecuados 
para obtener su consentimiento en cada etapa del proceso y mantenerlo completamente 
informado, sin causar daño. A efectos del primer acercamiento, el Estado deberá hacer un 
esfuerzo serio por informarle sobre los hechos de este caso y las violaciones encontradas, 
haciendo uso de la asistencia psicológica, social o familiar que sea necesaria. Guatemala 
deberá garantizar que ese primer consentimiento o, en su caso, negativa de participar en 
el proceso de vinculación al que se refiere esta medida, sea plenamente informado. Para 
el cumplimiento de esta medida, el Estado deberá activar, utilizar y cubrir los gastos que 
generen los mecanismos diplomáticos disponibles para coordinar la cooperación con los 
Estados Unidos de América, donde actualmente vive J.R.. 

384. La Corte entiende que el resultado de esta medida de reparación no depende 
estrictamente de Guatemala, por lo que el cumplimiento de este aspecto de la Sentencia 
atenderá a los esfuerzos que realice el Estado, para lo cual deberá informar sobre las 
gestiones llevadas a cabo al respecto en el plazo de un año contado a partir de la 
notificación de esta Sentencia. En caso de que J.R. manifieste de manera clara e informada 
que no desea participar de un proceso de acercamiento progresivo con su familia biológica, 
se entenderá que la medida de reparación se cumple con la presentación por parte del 
Estado de un informe circunstanciado y con documentación de respaldo en el cual se 
demuestre el cumplimiento de los aspectos señalados en los párrafos anteriores con 
respecto al primer acercamiento. 
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385. En caso que J.R. consienta participar de un proceso de acercamiento progresivo con 
su familia biológica que, eventualmente lleve a un reencuentro de la familia Ramírez, el 
Estado deberá adoptar las medidas necesarias para proveer apoyo terapéutico a la familia 
por profesionales expertos en la materia, para acompañarlos y asistirlos en este proceso 
de restablecimiento de los vínculos familiares. Asimismo, el Estado debe garantizar y 
proveer todos los recursos materiales y condiciones que determinen los expertos, para 
que se produzca el proceso de vinculación y se lleven a cabo las visitas o encuentros que 
sean necesarios incluyendo, entre otros aspectos, gastos de traslado, estadía y 
alimentación de Flor de María Ramírez Escobar, Osmín Tobar Ramírez y, eventualmente, 
de J.R. hacia o desde los Estados Unidos de América, así como también cualquier otro 
recurso que sea necesario. 

Medidas para la modificación de partida de nacimiento y restitución de vínculos 
legales familiares 

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351 

388. La Corte considera que el Estado deberá adoptar, de oficio, todas las medidas 
adecuadas y necesarias para modificar la partida de nacimiento de Osmín Tobar Ramírez, 
de manera que se le restituyan los vínculos legales familiares y demás derechos surgidos 
al momento de su nacimiento, así como el nombre y apellido que sus padres biológicos le 
dieron y otros datos personales, lo cual debe abarcar la corrección de todos los registros 
estatales en Guatemala en los cuales Osmín Tobar Ramírez aparezca con los nombres y 
apellidos otorgados por sus padres adoptivos. Para el cumplimiento de esta medida, el 
Estado deberá garantizar el pleno acceso y participación de Osmín Tobar Ramírez en todo 
momento, deberá brindarle adecuada asesoría legal para que sea debida y plenamente 
informado de las medidas a adoptarse, sus consecuencias legales y el alcance de las 
mismas, así como deberá contar con el consentimiento expreso e informado de Osmín 
Tobar Ramírez en todas y cada una de las etapas respecto de su implementación. 
Asimismo, la Corte advierte que en tanto una medida de reparación, el Estado no puede 
hacer depender de la propia víctima los gastos legales o la representación legal requerida 
para llevar a cabo los trámites necesarios ante las autoridades guatemaltecas 
correspondientes. El Estado tiene la obligación de cumplir con esta medida de reparación 
de oficio, en el plazo de un año contado a partir de la notificación de esta Sentencia. 

389. Asimismo, como ha hecho en otros casos, este Tribunal ordena que el Estado active 
y utilice los mecanismos diplomáticos disponibles para coordinar la cooperación con los 
Estados Unidos de América para facilitar la corrección del nombre y datos personales de 
Osmín Tobar Ramírez, en los registros de dicho Estado en los que aparezca. La Corte 
entiende que el resultado de este aspecto de la medida de reparación no depende 
estrictamente de Guatemala, por lo que su cumplimiento atenderá a los esfuerzos que 
realice el Estado, para lo cual deberá informar sobre las gestiones llevadas a cabo al 
respecto en el plazo de un año contado a partir de la notificación de esta Sentencia. 
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Garantizar el retorno de las víctimas de desplazamiento 

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
agosto de 2014. Serie C No. 283 

256. Con el fin de contribuir a la reparación de las víctimas desplazadas, la Corte considera 
que el Estado debe garantizar las condiciones de seguridad adecuadas para que B.A., E.A., 
L.A., N.A., J.A. y K.A., puedan retornar a sus lugares de residencia, de ser el caso y si así 
lo desean, sin que ello represente un gasto adicional para los beneficiarios de la presente 
medida. Dichas personas cuentan con un plazo de un año, contado a partir de la 
notificación de la presente Sentencia, para dar a conocer al Estado de su intención de 
retornar, de ser el caso. Si dentro de este plazo las víctimas manifiestan su voluntad de 
volver a sus lugares de residencia, empezará a contar un plazo de dos años para que las 
víctimas y el Estado acuerden lo pertinente a fin de que éste pueda cumplir con esta 
medida de reparación, entre otros, pagando los gastos de traslado de los miembros de la 
familia y de sus bienes. Por el contrario, si dentro del plazo de un año referido, las víctimas 
no manifiestan su voluntad de retornar, la Corte entenderá que éstas han renunciado a 
esta medida de reparación. 

Corte IDH. Caso Masacre de la Aldea Los Josefinos Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de noviembre de 2021. 
Serie C No. 442 

153. El Tribunal observa que en el presente caso consta acreditado que al menos 49 
personas fueron víctimas de desplazamiento forzado a partir de la entrada en vigor de la 
competencia contenciosa de la Corte[…] la Corte requiere al Estado implementar las 
medidas necesarias para garantizar, en coordinación con los representantes del presente 
caso, las condiciones adecuadas para que las personas que permanecen desplazadas 
puedan retornar a sus comunidades de origen, si así lo desean. El Estado deberá realizar 
un informe sobre las medidas adoptadas al respecto en el primer informe que debe remitir 
de conformidad con el Resolutivo 19 de la presente Sentencia. 

Eliminación del procedimiento de destitución del record laboral 

Corte IDH. Caso Maldonado Ordóñez Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C No. 311 

127. […] la Corte considera que, debido a que ha sido determinado que el proceso de 
destitución de la señora Maldonado fue llevado a cabo sin el respeto a las garantías de 
debido proceso y al principio de legalidad, corresponde que el Estado elimine del ”record 
laboral” o de cualquier otro registro de antecedentes de la señora Maldonado el 
procedimiento de destitución en el plazo de seis meses. 
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Devolución de equipos de radiodifusión comunitaria  

Corte IDH. Caso Pueblos Indígenas Maya Kaqchikel de Sumpango y otros Vs. 
Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de octubre de 2021. 
Serie C No. 440 

180. Teniendo en cuenta, por un lado, que la Corte consideró, en los párrafos 170 a 172 
de esta Sentencia, que los allanamientos de las radios comunitarias indígenas y el 
decomiso de los equipos de transmisión constituyeron una restricción de la libertad de 
expresión no autorizada por la Convención y, por otro, que no le fue brindada al Tribunal 
información precisa sobre cuáles fueron los equipos aprehendidos y sus respectivos 
montos, la Corte considera pertinente fijar en equidad, en la sección de indemnizaciones 
compensatorias, un monto por concepto de daño material. 

Imposibilidad de restitución 

Corte IDH. Caso Extrabajadores del Organismo Judicial Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 17 de noviembre 
de 2021. Serie C No. 445 

140. De acuerdo con la jurisprudencia desarrollada por este Tribunal, ante una remoción 
arbitraria de un empleado o funcionario público lo que procede es su reincorporación. Sin 
embargo, en el caso de marras, esta medida de restitución resulta de difícil cumplimiento 
por el tiempo que ha pasado entre los hechos y esta Sentencia. En efecto, varias de las 
víctimas han fallecido y muchos se encuentran ya jubilados, por lo que no resulta viable 
su reinstalación. Ante ello, dadas las violaciones declaradas en este Fallo, esta Corte 
considera que el Estado deberá resarcir a las víctimas, lo cual será tomado en cuenta a la 
hora de establecer las indemnizaciones compensatorias. 

Medidas de rehabilitación 

Corte IDH. Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. 
Sentencia de 19 de noviembre de 2004. Serie C No. 116 

106. Las víctimas que han rendido testimonio ante el Tribunal o han brindado su 
declaración ante fedatario público (affidávit) han expresado padecer secuelas físicas o 
problemas psicológicos como consecuencia de los hechos de este caso. Igualmente, la 
perito Nieves Gómez Dupuis manifestó durante la audiencia pública que las víctimas 
sobrevivientes de la masacre presentan lesiones a la salud mental y enfermedades 
psicosomáticas. La Corte estima que es preciso que se disponga una medida que tenga el 
propósito de reducir los padecimientos físicos y psicológicos de las víctimas del presente 
caso, derivados de la situación de las violaciones, si ellos así lo desean. 

107. Con el fin de contribuir a la reparación de estos daños, el Tribunal dispone que el 
Estado debe brindar gratuitamente, a través de sus instituciones de salud especializadas, 
el tratamiento médico que requieran las víctimas incluyendo, inter alia, los medicamentos 
que puedan ser necesarios. Asimismo, el Estado debe crear un programa especilizado de 
tratamiento psicológico y psiquiátrico, el cual también debe ser brindado en forma 
gratuita. Al proveer el tratamiento psicológico y psiquiátrico se deben considerar las 
circunstancias particulares de cada persona, las necesidades de cada una de ellas, de 
manera que se les brinden tratamientos colectivos, familiares e individuales. Dicho 
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tratamiento debe desarrollarse después de una evaluación individual, según lo que se 
acuerde con cada una de ellas. 

108. Para estos efectos, el Estado debe crear un comité que evalúe la condición física y 
psíquica de las víctimas, así como las medidas que respecto de cada una habría que tomar. 
En este comité deberá tener una participación activa la organización no gubernamental 
Equipo de Estudios Comunitarios de Acción Psicosocial, y en el caso de que ésta no 
conscienta o no se encuentre en condiciones de asumir la tarea, el Estado deberá 
identificar otra organización no gubernamental con experiencia en tratamiento de víctimas 
que pueda reemplazarla. Guatemala deberá informar a esta Corte sobre la constitución de 
este comité en el plazo de seis meses. Respecto del tratamiento médico y psicológico, éste 
se debe iniciar inmediatamente después de la constitución del comité por un período de 
cinco años. 

Corte IDH. Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 20 de junio de 2005. Serie C No. 126 

130. La Corte considera que no puede condenar al pago de indemnización por los daños 
materiales alegados, en virtud de que no hay pruebas que los acrediten. Por lo que toca 
al daño inmaterial, la Corte estima que esta sentencia constituye per se una forma de 
reparación, de conformidad con la jurisprudencia internacional. También dispone las 
siguientes medidas: 

[…] 

e) el Estado debe proveer al señor Fermín Ramírez, previa manifestación de su 
consentimiento para estos efectos, a partir de la notificación de la presente Sentencia 
y por el tiempo que sea necesario, sin cargo alguno y por medio de los servicios 
nacionales de salud, un tratamiento adecuado, incluida la provisión de medicamentos; 
[…]. 

Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211 

268. La Corte toma nota que en el procedimiento de solución amistosa el Estado se 
comprometió a brindar atención médica especializada y de carácter integral a las víctimas 
sobrevivientes y a los familiares de las personas fallecidas en la masacre que lo requieran, 
y que el Estado ha manifestado su buena voluntad realizando algunos de los compromisos 
establecidos en éste, por lo que valora positivamente dichas actuaciones. 

269. Sin perjuicio de lo anterior, la Corte estima, como lo ha hecho en otros casos, que 
es preciso disponer una medida de reparación que brinde una atención adecuada a los 
padecimientos psicológicos y morales sufridos por las víctimas, como ya ha sido 
establecido de conformidad con la violación del artículo 5.1 de la Convención, así como 
las afectaciones de este carácter derivadas de las violaciones de los artículos 17, 18 y 19 
de la misma. 

270. Por lo tanto, con el fin de contribuir a la reparación de estos daños, el Tribunal 
dispone la obligación a cargo del Estado de brindar gratuitamente y de forma inmediata, 
el tratamiento médico y psicológico que requieran las 155 víctimas, previo consentimiento 
informado, y por el tiempo que sea necesario, incluida la provisión de medicamentos. El 
tratamiento psicológico y psiquiátrico debe brindarse por personal e instituciones 
especializadas estatales en la atención de víctimas de hechos de violencia como los 
ocurridos en el presente caso. En el caso de que el Estado careciera de ellas deberá recurrir 
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a instituciones privadas o de la sociedad civil especializadas. Al proveer dicho tratamiento 
se deben considerar, además, las circunstancias y necesidades particulares de cada 
víctima, de manera que se les brinden tratamientos colectivos, familiares e individuales, 
según lo que se acuerde con cada una de ellas y después de una evaluación individual. 
Finalmente, dicho tratamiento se deberá brindar, en la medida de las posibilidades, en los 
centros más cercanos a su lugar de residencia. 

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212 

256. Por lo tanto, con el fin de contribuir a la reparación de estos daños, el Tribunal 
dispone la obligación a cargo del Estado de brindar gratuitamente en Guatemala y de 
forma inmediata, el tratamiento médico y psicológico que requieran las víctimas, previo 
consentimiento informado, y por el tiempo que sea necesario, incluida la provisión gratuita 
de medicamentos. El tratamiento médico y psicológico debe brindarse por personal e 
instituciones estatales. Al proveer dicho tratamiento se deben considerar, además, las 
circunstancias y necesidades particulares de cada víctima, de manera que se les brinden 
tratamientos familiares e individuales, según lo que se acuerde con cada una de ellas y 
después de una evaluación individual. 

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250 

287. La Corte estima, como lo ha hecho en otros casos, que es preciso disponer una 
medida de reparación que brinde una atención adecuada a los padecimientos psicológicos 
y físicos sufridos por las víctimas, derivadas de las violaciones establecidas en el presente 
fallo. 

289. Por lo tanto, con el fin de contribuir a la reparación de estos daños, el Tribunal 
dispone que el Estado brinde gratuitamente y de forma inmediata, a las víctimas que lo 
deseen y previo consentimiento informado, tratamiento médico y psicológico por el tiempo 
que sea necesario, incluida la provisión gratuita de medicamentos. El tratamiento médico 
y psicológico debe brindarse por personal e instituciones estatales. En atención al 
fundamento de lo solicitado por los representantes, dicha atención médica y psicológica 
podrá llevarse a cabo a través de los sanadores de la comunidad maya Achí, de acuerdo 
a sus propias prácticas de salud y mediante el uso de medicinas tradicionales, para lo cual 
el Estado deberá acordar con los representantes la forma en que esta reparación se llevará 
a cabo. 

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253 

339. En este sentido, como lo ha hecho en otros casos, la Corte estima preciso disponer 
una medida de reparación que brinde una atención adecuada a los padecimientos 
psiquiátricos o psicológicos sufridos por las víctimas por las violaciones establecidas en el 
presente Fallo. Por lo tanto, habiendo constatado las violaciones y los daños sufridos por 
las víctimas y con el fin de contribuir a la reparación de éstas, el Tribunal considera 
oportuno disponer la obligación a cargo del Estado de brindar gratuitamente, a través de 
sus instituciones de salud especializadas, y de forma inmediata, adecuada y efectiva, el 
tratamiento psicológico o psiquiátrico a las víctimas que así lo soliciten, previo 
consentimiento informado, incluida la provisión gratuita de los medicamentos y exámenes 
que eventualmente se requieran, tomando en consideración los padecimientos de cada 
uno de ellos. En el caso de que el Estado careciera de personal o de las instituciones que 
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puedan proveer el nivel requerido de atención, deberá recurrir a instituciones privadas o 
de la sociedad civil especializadas. Asimismo, los tratamientos respectivos deberán 
prestarse, en la medida de lo posible, en los centros más cercanos a sus lugares de 
residencia en Guatemala por el tiempo que sea necesario. Al proveer el tratamiento 
psicológico o psiquiátrico se debe considerar, además, las circunstancias y necesidades 
particulares de cada víctima, de manera que se les brinden tratamientos familiares e 
individuales, según lo que se acuerde con cada una de ellas y después de una evaluación 
individual. Dicho tratamiento psicológico o psiquiátrico deberá incluir procedimientos 
sencillos y diferenciados en la inscripción y actualización ante el sistema de salud 
correspondiente, cuyo carácter reparador sea de conocimiento de los funcionarios 
estatales encargados de realizarlos. Además, la Corte insta al Estado a ofrecer, a través 
de sus instituciones de salud especializadas, una atención médica preferencial a las 
víctimas del presente caso que así lo deseen. Las víctimas que soliciten esta medida de 
reparación, o sus representantes legales, disponen de un plazo de un año, contados a 
partir de la notificación de la presente Sentencia, para dar a conocer al Estado su intención 
de recibir atención psicológica o psiquiátrica. 

340. Adicionalmente, la Corte observa que algunos de los familiares de las víctimas no 
residen en Guatemala. Sin embargo, el Tribunal no cuenta con información actualizada y 
cierta al respecto, por lo cual se concede a las representantes un plazo máximo de seis 
meses, contados a partir de la notificación de esta Sentencia, para que especifiquen 
quienes de las víctimas se encuentran en esta situación. Además, el Tribunal considera 
pertinente determinar que, en el supuesto que estas personas soliciten atención 
psicológica o psiquiátrica, en los términos del párrafo anterior, el Estado deberá otorgarles, 
por una única vez, la suma de US$7.500,00 (siete mil quinientos dólares de los Estados 
Unidos de América) por concepto de gastos por tratamiento psicológico o psiquiátrico, así 
como por medicamentos y otros gastos conexos, para que puedan recibir dicha atención 
en el lugar donde residan. 

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
agosto de 2014. Serie C No. 283 

258. Al respecto, la Corte cuenta con elementos que confirman las afectaciones que 
sufrieron los miembros de la familia A por la impunidad en que se encuentra su muerte, 
así como las afectaciones sufridas por E.A., K.A. y J.A. como consecuencia de su salida de 
la comunidad, y en el caso de B.A., L.A. y N.A., como consecuencia su desplazamiento 
forzoso a México. Por tanto, la Corte estima que el Estado debe brindar gratuitamente, a 
través de sus instituciones de salud especializadas y de forma inmediata, adecuada y 
efectiva, el tratamiento psicológico y psiquiátrico que requieran las víctimas, previo 
consentimiento informado y por el tiempo que sea necesario, incluida la provisión gratuita 
de medicamentos. Asimismo, los tratamientos respectivos deberán prestarse, en la 
medida de lo posible, en los centros más cercanos a sus lugares de residencia. Para tal 
efecto las víctimas disponen de un plazo de seis meses, contado a partir de la notificación 
de la presente Sentencia, para requerir al Estado dicho tratamiento. 

259. Por otro lado, la Corte nota que en la Sentencia emitida en el caso Gudiel Álvarez y 
otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala se ordenó al Estado brindar tratamiento psicológico 
o psiquiátrico a B.A., D.A., E.A., F.A. y G.A., entre otras víctimas, si así lo solicitaban. Al 
respecto, la Corte aclara que el tratamiento psicológico y psiquiátrico dispuesto en esta 
Sentencia podrá ser brindado conjuntamente con aquél ofrecido con motivo del caso 
Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”). 
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Corte IDH. Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C 
No. 307 

234. […] la Corte estima, como lo ha hecho en otros casos, que es preciso disponer una 
medida de reparación que brinde una atención adecuada a los padecimientos psicológicos 
y físicos sufridos por las víctimas derivados de las violaciones establecidas en esta 
Sentencia. Con el fin de contribuir a la reparación de estos daños, el Tribunal dispone la 
obligación a cargo del Estado de brindar gratuitamente, a través de sus instituciones de 
salud especializadas, y de forma inmediata, adecuada, integral y efectiva, el tratamiento 
médico y psicológico y/o psiquiátrico, a las víctimas que así lo soliciten, previo 
consentimiento informado, incluyendo el suministro gratuito de los medicamentos que 
eventualmente se requieran, tomando en consideración los padecimientos de cada uno de 
ellos. Lo anterior implica que las víctimas deberán recibir un tratamiento diferenciado en 
relación con el trámite y procedimiento que debieran realizar para ser atendidos en 
instituciones públicas. Asimismo, los tratamientos respectivos deberán prestarse, en la 
medida de lo posible, en los centros más cercanos a sus lugares de residencia en 
Guatemala por el tiempo que sea necesario. Al proveer el tratamiento psicológico o 
psiquiátrico se debe considerar, además, las circunstancias y necesidades particulares de 
cada víctima, de manera que se les brinden tratamientos familiares e individuales, según 
lo que se acuerde con cada una de ellas y después de una evaluación individual. Las 
víctimas que soliciten esta medida de reparación, o sus representantes legales, disponen 
de un plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, 
para dar a conocer al Estado su intención de recibir atención médica, psicológica o 
psiquiátrica. Asimismo, los tratamientos respectivos deberán prestarse, en la medida de 
lo posible, en los centros más cercanos a sus lugares de residencia en Guatemala por el 
tiempo que sea necesario. Al proveer el tratamiento psicológico o psiquiátrico se debe 
considerar, además, las circunstancias y necesidades particulares de cada víctima, de 
manera que se les brinden tratamientos familiares e individuales, según lo que se acuerde 
con cada una de ellas y después de una evaluación individual. Las víctimas que soliciten 
esta medida de reparación, o sus representantes legales, disponen de un plazo de seis 
meses, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, para dar a conocer al 
Estado su intención de recibir atención médica, psicológica o psiquiátrica. 

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328 

303. Por lo tanto, la Corte estima, como lo ha hecho en otros casos, que es preciso 
disponer una medida de reparación que brinde una atención adecuada a los padecimientos 
psicológicos y físicos sufridos por las víctimas derivados de las violaciones establecidas en 
la presente Sentencia. Con el fin de contribuir a la reparación de estos daños, el Tribunal 
dispone la obligación a cargo del Estado de brindar gratuitamente, a través de sus 
instituciones de salud especializadas, y de forma inmediata, adecuada, integral y efectiva, 
tratamiento médico y psicológico o psiquiátrico a las víctimas que así lo soliciten, previo 
consentimiento informado, incluyendo el suministro gratuito de los medicamentos que 
eventualmente se requieran, tomando en consideración los padecimientos de cada uno de 
ellos. Lo anterior implica que, al ser víctimas de violaciones de derechos humanos, 
aquellas deberán recibir un tratamiento preferencial en relación con el trámite y 
procedimiento que debieran realizar para ser atendidos en instituciones públicas. 
Asimismo, los tratamientos respectivos deberán prestarse, en la medida de lo posible, en 
los centros más cercanos a sus lugares de residencia por el tiempo que sea necesario. Al 
proveer el tratamiento psicológico o psiquiátrico se debe considerar, además, las 
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circunstancias y necesidades particulares de cada víctima, de manera que se les brinden 
tratamientos colectivos, familiares e individuales, según lo que se acuerde con cada una 
de ellas y después de una evaluación individual. Las víctimas que soliciten esta medida de 
reparación, o sus representantes legales, disponen de un plazo de seis meses, contado a 
partir de la notificación de la presente Sentencia, para dar a conocer a COPREDEH su 
intención de recibir atención médica, psicológica o psiquiátrica. 

304. En atención a lo solicitado por los representantes, dicha atención médica y psicológica 
podrá llevarse a cabo a través de los sanadores de la comunidad maya achí, de acuerdo 
a sus propias prácticas de salud y mediante el uso de medicinas tradicionales, para lo cual 
el Estado deberá, a través de la entidad estatal encargada de brindar atención a la salud 
de los pueblos indígenas de Guatemala, acordar con los representantes la forma en que 
esta reparación se llevará a cabo. 

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356 

155. La Corte valora la información presentada por el Estado, pero advierte que no cuenta 
con información que permita concluir que las políticas generales de atención en salud 
impliquen un mecanismo adecuado para las necesidades específicas de reparación 
respecto a las violaciones a derechos humanos establecidas en este caso. Por eso, este 
Tribunal estima preciso disponer que el Estado brinde atención adecuada a los 
padecimientos sufridos por las víctimas. Esta medida corresponde en beneficio de aquellas 
personas que vieron afectado su derecho a la integridad personal, nombradas en los 
Anexos B.3 y B.5 de la presente Sentencia. Por ello, como en otros casos, ordena al Estado 
brindar gratuitamente, en forma inmediata y prioritaria, sin cargo alguno, a través de sus 
instituciones especializadas, de forma adecuada y efectiva, tratamiento psicológico o 
psiquiátrico a las víctimas nombradas en los Anexos B.3 y B.5 de la presente Sentencia 
que así lo soliciten, previo consentimiento informado, incluyendo el suministro gratuito de 
los medicamentos que eventualmente se requieran, tomando en consideración los 
padecimientos de cada una de las víctimas. Lo anterior implica que las víctimas deberán 
recibir un tratamiento diferenciado en relación con el trámite y procedimiento que debieran 
realizar para ser atendidos en instituciones públicas. Al proveer el tratamiento psicológico 
o psiquiátrico se debe considerar las circunstancias y necesidades particulares de cada 
una de las víctimas, de manera que se les brinden tratamientos colectivos, familiares e 
individuales, según lo que se acuerde con cada una de ellas y después de una evaluación 
individual. Asimismo, los tratamientos psiquiátricos o psicológicos respectivos deberán ser 
brindados por el tiempo que sea necesario, en la medida de lo posible en los centros más 
cercanos a los lugares de residencia de las víctimas del presente caso y, en todo caso, en 
un lugar accesible para tales personas[.]. 

156. Las víctimas que soliciten la medida de rehabilitación, disponen de un plazo de seis 
meses, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, para dar a conocer al 
Estado, por sí mismas o a través de sus representantes, su intención de recibir atención. 
Una vez recibida la notificación respectiva, el Estado deben comenzar a brindar el 
tratamiento de modo inmediato. 

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359 

209. En la presente Sentencia la Corte declaró que el Estado es responsable por la 
violación al deber de garantía del derecho a la salud por las omisiones del Estado en el 
tratamiento médico de las 49 víctimas del caso y por la afectación de la integridad personal 
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de 46 víctimas y 63 de sus familiares. Por ello, la Corte estima que es preciso disponer 
una medida de reparación que brinde una atención médica adecuada conforme a los 
estándares expresados en esta Sentencia. 

210. De este modo, este Tribunal dispone la obligación, a cargo del Estado, de brindar 
gratuitamente, a través de instituciones de salud públicas especializadas, o personal de 
salud especializado, y de forma inmediata, oportuna, adecuada y efectiva, el tratamiento 
médico y psicológico o psiquiátrico a las víctimas directas de violaciones al derecho a la 
salud y a la integridad personal. Este tratamiento deberá incluir lo siguiente: i) el 
suministro gratuito y de por vida de los medicamentos que eventualmente se requieran, 
tanto aquellos necesarios para combatir el VIH, como aquellos necesarios para combatir 
las enfermedades oportunistas, ii) la realización de pruebas diagnósticas para la atención 
del VIH y para el diagnóstico y tratamiento de otras enfermedades que puedan surgir, iii) 
el apoyo social, que incluya el suministro de alimentos necesarios para el tratamiento, 
apoyo emocional, asesoramiento psicosocial y apoyo nutricional, y iv) los preservativos, 
lubricantes, material de inyección estéril como tecnologías de prevención del VIH. En el 
caso de que el Estado careciera de ellas deberá recurrir a instituciones privadas o de la 
sociedad civil especializadas. Adicionalmente, el Estado deberá otorgar atención médica 
inmediata a las víctimas que padezcan lipodistrofia, incluyendo la cirugía requerida para 
el tratamiento de dicha enfermedad. 

211. Asimismo, en la presente Sentencia la Corte declaró que el Estado incumplió con su 
deber de garantía del derecho a la salud en perjuicio de Corina Dianeth Robledo Alvarado, 
Dora Marina Martínez Sofoifa, Zoila Marina Pérez Ruíz, Francisco Sop Quiej y Miguel Lucas 
Vaíl al no haber adoptado medidas positivas que permitieran su acceso a los centros de 
salud. En este sentido, el Tribunal considera oportuno ordenar que el tratamiento médico 
se otorgue en el centro médico más cercano al lugar de residencia de las víctimas de este 
caso por el tiempo que sea necesario. El Estado deberá asumir los gastos de transporte y 
alimentación por el día en que acudan al centro médico. 

212. Por otra parte, la Corte observa que, en el marco de la presente Sentencia, se declaró 
que el derecho a la integridad personal de 63 familiares de las víctimas se vio afectado 
por los sentimientos de dolor, angustia e incertidumbre por la falta de atención médica 
oportuna de sus familiares. En consecuencia, el Tribunal dispone la obligación a cargo del 
Estado de brindar gratuitamente, a través de sus instituciones de salud especializadas, y 
de forma inmediata, adecuada, integral y efectiva, tratamiento psicológico o psiquiátrico 
a los familiares de las víctimas que así lo soliciten, previo consentimiento informado, 
incluyendo el suministro gratuito de los medicamentos que eventualmente se requieran, 
tomando en consideración los padecimientos de cada uno de ellos. Asimismo, los 
tratamientos respectivos deberán prestarse, en la medida de lo posible, en los centros 
más cercanos a sus lugares de residencia por el tiempo que sea necesario. Las víctimas 
que soliciten esta medida de reparación, o sus representantes legales, disponen de un 
plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, para dar 
a conocer al Estado su intención de recibir atención psicológica o psiquiátrica. 

213. La Corte recuerda la necesidad de que el Estado actúe con especial celeridad en el 
cumplimiento de las medidas de reparación ordenadas en los párrafos anteriores, pues de 
su cumplimiento depende la preservación de la salud, la integridad personal y la vida de 
las víctimas del caso. Corresponderá al Estado acreditar ante este Tribunal el cumplimiento 
y permanencia de las medidas señaladas en los párrafos anteriores. 
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Corte IDH. Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. 
Serie C No. 387 

145. La Corte dispone la obligación a cargo del Estado de brindar gratuitamente en 
Guatemala y de forma inmediata el tratamiento médico y psicológico que requiera el señor 
Rodríguez Revolorio, previo consentimiento informado, y por el tiempo que sea necesario, 
incluida la provisión gratuita de medicamentos. 

Corte IDH. Caso Masacre de la Aldea Los Josefinos Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de noviembre de 2021. 
Serie C No. 442 

157. En vista de la naturaleza de las violaciones a la Convención Americana declaradas en 
la presente sentencia, la Corte considera que el Estado debe implementar una medida de 
fortalecimiento del centro de salud ubicado en la Aldea Los Josefinos mediante la dotación 
de recursos humanos permanentes y calificados en materia de atención a la salud física, 
psicológica y odontológica, medicamentos y ambulancias equipadas. Para la 
implementación de las correspondientes acciones de fortalecimiento, el Estado cuenta con 
el plazo de un año, contando a partir de la notificación de la presente Sentencia. 

Medidas de satisfacción 

Publicación y difusión de la sentencia 

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 91 

84. Sobre la solicitud referente a la reparación por el daño a la reputación y honra de la 
señora Harbury, la Corte estima que tanto la sentencia sobre el fondo que se dictó en el 
presente caso, en la que decidió que Guatemala era responsable de la violación de ciertos 
derechos humanos, como la presente Sentencia, constituyen per se una adecuada 
reparación en este aspecto. No obstante, la Corte considera que el Estado debe realizar 
un acto público de reconocimiento de su responsabilidad en relación con los hechos de 
este caso y de desagravio a las víctimas. Asimismo, la Corte estima que como medida de 
satisfacción, el Estado debe publicar en el Diario Oficial y en otro diario de circulación 
nacional, por una sola vez, la parte resolutiva de la sentencia sobre el fondo dictada el 25 
de noviembre de 2000 y el capítulo relativo a los hechos probados de la misma. 

Corte IDH. Caso Molina Theissen Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 de julio de 2004. Serie C No. 108 

86. Asimismo, y como lo ha ordenado en otras oportunidades, la Corte estima que, como 
medida de satisfacción, el Estado debe publicar dentro del plazo de tres meses, contados 
a partir de la notificación de la presente Sentencia, al menos por una vez, en el Diario 
Oficial y en otro diario de circulación nacional, tanto la Sección denominada Hechos 
Establecidos del Capítulo V como los puntos resolutivos Primero a Quinto de la sentencia 
de fondo dictada por la Corte el 4 de mayo de 2004, así como el Capítulo VI titulado 
Hechos Probados, sin las notas al pie, y los puntos resolutivos Primero a Octavo de la 
presente Sentencia. 
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Corte IDH. Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. 
Sentencia de 19 de noviembre de 2004. Serie C No. 116 

102. La Corte estima que el Estado debe traducir al idioma maya achí la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, en el caso de que no se hubiere hecho, la sentencia 
de fondo dictada por la Corte el 29 de abril de 2004, así como la presente Sentencia. 
Asimismo, Guatemala debe disponer de los recursos necesarios para facilitar la divulgación 
de dichos textos en el Municipio de Rabinal y hacer entrega de los mismos a las víctimas 
del presente caso. Para tal efecto, el Estado cuenta con un plazo de un año, contado a 
partir de la notificación de la presente Sentencia. 

103. Asimismo, y como lo ha ordenado en otras oportunidades, la Corte estima que, como 
medida de satisfacción, el Estado debe publicar dentro del plazo de un año, contado a 
partir de la notificación de la presente Sentencia, al menos por una vez, en el Diario Oficial 
y en otro diario de circulación nacional, en español y en maya achí, tanto la Sección 
denominada Hechos Establecidos del Capítulo V como los puntos resolutivos Primero a 
Cuarto de la sentencia de fondo dictada por la Corte el 29 de abril de 2004, así como el 
Capítulo VII titulado Hechos Probados, sin las notas al pie, y el punto declarativo Primero 
y los puntos resolutivos Primero a Noveno de esta Sentencia. 

Corte IDH. Caso Carpio Nicolle y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2004. Serie C No. 117 

138. Como lo ha ordenado en otras oportunidades, la Corte estima que, como medida de 
satisfacción, el Estado debe publicar dentro del plazo de seis meses, contados a partir de 
la notificación de la presente Sentencia, al menos por una vez, en el Diario Oficial, en otro 
diario de circulación nacional y en el boletín de mayor circulación dentro de las fuerzas 
armadas guatemaltecas, la Sección de esta Sentencia denominada Hechos Probados, sin 
las notas al pie de página correspondientes, los párrafos 77 y 78 de la Sección denominada 
Fondo de dicha Sentencia, así como la parte resolutiva de la misma. 

Corte IDH. Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133 

136. Como lo ha ordenado en otras oportunidades, la Corte dispone que el Estado publique 
en el Diario Oficial y en otro diario de amplia circulación nacional, al menos una vez, el 
capítulo de Hechos Probados, los párrafos 65, 66, 72, 81, 82, 85, 86, 102 y 113 que 
corresponden a los capítulos VIII, IX, X y XI, y los puntos resolutivos primero a 
decimosexto de la presente Sentencia. En la publicación se deberán incluir los títulos de 
los referidos capítulos y se omitirán las citas al pié de página. Para estas publicaciones se 
fija plazo de un año, a partir de la notificación de la presente Sentencia. 

Corte IDH. Caso Tiu Tojín Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de noviembre de 2008. Serie C No. 190 

106. Como medida de satisfacción, el Estado deberá publicar en el Diario Oficial y en otro 
diario de amplia circulación nacional, por una sola vez, los capítulos I, IV y VI y los párrafos 
67 a 120 del capítulo VII de la presente Sentencia -sin las notas al pie de página 
correspondientes- y la parte resolutiva de la misma. Para lo anterior, el Estado cuenta con 
el plazo de seis meses a partir de la notificación de la presente Sentencia. 

108. La Corte toma en cuenta lo solicitado por la Comisión, así como el hecho de que los 
familiares de las víctimas pertenecen al pueblo Maya y que su lengua propia es el maya 
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k'iche', por lo que considera necesario que el Estado dé publicidad, a través de una emisora 
radial de amplia cobertura en el Departamento del Quiché, a los capítulos los capítulos I, 
IV y VI y los párrafos 67 a 120 del capítulo VII de la presente Sentencia -sin las notas al 
pie de página correspondientes- y la parte resolutiva de la misma. Lo anterior, deberá 
efectuarse en español y en maya k'iche', para lo cual se deberá ordenar la traducción al 
maya k'iche' de los apartados de la presente Sentencia que fueron señalados 
anteriormente. La transmisión radial deberá efectuarse el día domingo y al menos en 
cuatro ocasiones con un intervalo de cuatro semanas entre cada una. Para ello, el Estado 
cuenta con el plazo de un año, a partir de la notificación de la presente Sentencia. 

Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211 

256. Tal y como se ha ordenado en otras oportunidades, la Corte estima que, como medida 
de satisfacción, el Estado debe publicar, por una sola vez, en el Diario Oficial y en otro 
diario de circulación nacional, los Capítulos I, VIII; IX y X; el párrafo 222 del Capítulo XI, 
y los párrafos 225, 229 a 236, 238 a 242, 244 a 249, 251 a 254, 256, 259 a 264, 265, 
268 a 270, 271 a 274 y 283 a 291 del Capítulo XII, de la presente Sentencia, incluyendo 
los nombres de cada capítulo y del apartado respectivo - sin las notas al pie de página 
correspondientes, y la parte resolutiva de la misma. Adicionalmente, como ha sido 
ordenado por el Tribunal en ocasiones anteriores, el presente Fallo se deberá publicar 
íntegramente, al menos por un año, en un sitio web oficial del Estado adecuado, tomando 
en cuenta las características de la publicación que se ordena realizar. Para realizar las 
publicaciones en los periódicos y en Internet se fijan los plazos de seis y dos meses, 
respectivamente, contados a partir de la notificación de la presente Sentencia. 

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212 

244. Como lo ha dispuesto este Tribunal en otros casos, el Estado deberá publicar, por 
una sola vez, en el Diario Oficial: el Capítulo I; los párrafos 19, 20 y 21 del Capítulo III; 
los párrafos 64, 67, 68, 70 a 72, 74 a 76, 79, 88, 89, 91, 93, 99 a 103, 108, 110, 113, 
116, 117 y 121 del Capítulo VIII; los párrafos 126 a 129, 133, 134, 138, 140, 141, 143, 
144, 146 a 148, 150, 151, 161 a 163, 166, 167, 170 y 171 del Capítulo IX; los párrafos 
177, 186, 194, 195, 197 a 200, 204, 207, 209 del Capítulo X; los párrafos 225 y 226 del 
Capítulo XI; los párrafos 229, 235, 237, 240, 241, 244, 245, 248, 251, 256 del Capítulo 
XII; todos ellos incluyendo los nombres de cada capítulo y el apartado respectivo –sin las 
notas al pie de página-, así como la parte resolutiva de la presente Sentencia, y en otro 
diario de amplia circulación nacional el resumen oficial de la Sentencia emitido por la 
Corte. Adicionalmente, como ha sido ordenado por la Corte en ocasiones anteriores, el 
presente Fallo deberá publicarse íntegramente en el sitio web oficial adecuado del Estado, 
tomando en cuenta las características de la publicación que se ordena realizar, y estar 
disponible durante un período de un año. Para realizar las publicaciones en los periódicos 
y en Internet se fijan los plazos de seis y dos meses, respectivamente, contados a partir 
de la notificación de la presente Sentencia. 

245. Como ya ha hecho con anterioridad, el Tribunal toma en cuenta lo solicitado por los 
representantes, así como el hecho de que los familiares de las víctimas pertenecen al 
pueblo Maya y que su lengua propia es el kaqchikel, por lo que considera apropiado que 
el Estado dé publicidad, a través de una emisora radial de amplia cobertura en el 
Departamento de Chimaltenango, el resumen oficial de la Sentencia emitido por la Corte. 
Lo anterior, deberá efectuarse en español y en maya kaqchikel, para lo cual se deberá 
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realizar la interpretación correspondiente. La transmisión radial deberá efectuarse cada 
primer domingo de mes al menos en 4 ocasiones. Para ello, el Estado cuenta con el plazo 
de un año, a partir de la notificación de la presente Sentencia. 

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258 

201. Los representantes solicitaron que “sea publicada la parte resolutiva de la [S]entencia 
que emita este [...] Tribunal, tanto en el Diario oficial, como en un diario particular de 
mayor circulación en el país”. 

202. En el acuerdo de reparaciones el Estado se comprometió a “cumplir con la publicación 
de lo solicitado [por los representantes] en el transcurso de dos meses de que la [...] 
Corte resuelva”. 

203. La Corte valora positivamente la disposición del Estado de cumplir con lo solicitado 
por los representantes, por lo cual homologa dicha medida tal cual fue acordada. 
Asimismo, el Estado deberá incluir en dichas publicaciones una referencia en la cual se 
indique que el texto íntegro de esta Sentencia estará disponible en la página web del 
Tribunal. 

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
agosto de 2014. Serie C No. 283 

261. La Corte estima pertinente disponer, como lo ha hecho en otros casos, que el Estado 
publique, en un plazo de seis meses a partir de la notificación de la presente Sentencia: 

a) el resumen oficial de la presente Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, 
en el diario oficial; b) el resumen oficial de la presente Sentencia elaborado por la 
Corte, por una sola vez, en un diario de amplia circulación nacional, y c) la versión de 
la presente Sentencia con los nombres de las víctimas reservados, en su integridad, 
disponible por un período de un año, en un sitio web oficial de Guatemala. 

Corte IDH. Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C 
No. 307 

237. La Corte dispone, como lo ha hecho en otros casos, que el Estado publique, en un 
plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia: a) el 
resumen oficial de la presente Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, en el 
diario oficial; el resumen oficial de la presente Sentencia elaborado por la Corte, por una 
sola vez, en un diario de amplia circulación nacional de Guatemala, y c) la presente 
Sentencia en su integridad, disponible por un período de al menos un año, en un sitio web 
oficial del Ministerio Público, así como en sitios web oficiales del Poder Judicial y la Policía 
Nacional Civil de Guatemala. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Véliz Franco y otros Vs. 
Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 
2014. Serie C No. 277, párr. 256). 
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Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328 

309. Así como lo ha hecho en otros casos contra Guatemala, la Corte dispone que el Estado 
publique en un tamaño de letra legible y adecuado, en idiomas español y maya achí, y en 
un plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia: a) el 
resumen oficial de la Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, en el Diario 
Oficial y en un diario nacional de amplia circulación, y b) la presente Sentencia en su 
integridad, junto con sus anexos, disponible al menos por un período de un año, en un el 
sitio web oficial del Estado. El Estado deberá realizar la traducción del resumen oficial y la 
Sentencias y estas deberán contar con el aval de los representantes antes de ser 
publicada. El Estado deberá informar de forma inmediata a esta Corte una vez que proceda 
a realizar cada una de las publicaciones dispuestas, independientemente del plazo de un 
año para presentar su primer informe dispuesto en el punto resolutivo 28 de la Sentencia. 
(En similar sentido, ver entre otros: Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250, 
párr. 274). 

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351 

403. Adicionalmente, teniendo en cuenta que Osmín Tobar Ramírez no domina el idioma 
español, este Tribunal considera que el Estado deberá traducir la presente Sentencia al 
idioma inglés en un plazo de seis meses a partir de su notificación. Asimismo, Guatemala 
deberá remitir copia de dicha traducción a este Tribunal. 

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359 

217. La jurisprudencia internacional ha establecido que la Sentencia constituye per se una 
forma de reparación. No obstante, la Corte considera pertinente ordenar, como lo ha 
hecho en otros casos, que el Estado, en el plazo de seis meses, contado a partir de la 
notificación de la presente Sentencia, realice las siguientes publicaciones: i) el resumen 
oficial de la Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, en el diario oficial y en un 
diario de amplia circulación nacional, en un tamaño de letra legible y adecuado, y ii) la 
presente Sentencia en su integridad, disponible al menos por un período de un año, en el 
sitio web oficial del Ministerio de Salud Pública y del Instituto Guatemalteco de Seguridad 
Social, de manera accesible al público desde la página de inicio de los referidos sitios web. 

Corte IDH. Caso Extrabajadores del Organismo Judicial Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 17 de noviembre 
de 2021. Serie C No. 445 

143. La Corte estima, como lo ha dispuesto en otros casos, que el Estado debe publicar, 
en el plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia: a) 
el resumen oficial de la presente Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, en 
el Diario Oficial en un tamaño de letra legible y adecuado; b) el resumen oficial de la 
presente Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, en un diario de amplia 
circulación nacional en un tamaño de letra legible y adecuado, y c) la presente Sentencia 
en su integridad, disponible al menos por un período de un año, en un sitio web oficial del 
Estado de manera accesible al público y desde la página de inicio del sitio web. El Estado 
deberá informar de forma inmediata a este Tribunal una vez que proceda a realizar cada 
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una de las publicaciones dispuestas, independientemente del plazo de un año para 
presentar su primer informe dispuesto en el punto resolutivo 9 de la Sentencia. 

Corte IDH. Caso Masacre de la Aldea Los Josefinos Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de noviembre de 2021. 
Serie C No. 442 

161. La Corte estima, como lo ha dispuesto en otros casos, que el Estado debe publicar, 
en el plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia: a) 
el resumen oficial de la presente Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, en 
el Diario Oficial en un tamaño de letra legible y adecuado; b) el resumen oficial de la 
presente Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, en un diario de amplia 
circulación nacional en un tamaño de letra legible y adecuado, y c) la presente Sentencia 
en su integridad, disponible por un período de un año, en un sitio web oficial del Estado 
de manera accesible al público y desde la página de inicio del sitio web. El Estado deberá 
informar de forma inmediata a este Tribunal una vez que proceda a realizar cada una de 
las publicaciones dispuestas, independientemente del plazo de un año para presentar su 
primer informe dispuesto en el punto resolutivo 11 de la Sentencia. 

Acto público de reconocimiento de responsabilidad 

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 91 

84. Sobre la solicitud referente a la reparación por el daño a la reputación y honra de la 
señora Harbury, la Corte estima que tanto la sentencia sobre el fondo que se dictó en el 
presente caso, en la que decidió que Guatemala era responsable de la violación de ciertos 
derechos humanos, como la presente Sentencia, constituyen per se una adecuada 
reparación en este aspecto. No obstante, la Corte considera que el Estado debe realizar 
un acto público de reconocimiento de su responsabilidad en relación con los hechos de 
este caso y de desagravio a las víctimas. Asimismo, la Corte estima que como medida de 
satisfacción, el Estado debe publicar en el Diario Oficial y en otro diario de circulación 
nacional, por una sola vez, la parte resolutiva de la sentencia sobre el fondo dictada el 25 
de noviembre de 2000 y el capítulo relativo a los hechos probados de la misma. 

Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101 

278. Por otro lado, para que el reconocimiento de responsabilidad efectuado por el Estado 
y lo establecido por este Tribunal rindan plenos efectos de reparación a las víctimas y 
sirvan de garantía de no repetición, la Corte estima que el Estado debe realizar un acto 
público de reconocimiento de su responsabilidad en relación con los hechos de este caso 
y de desagravio a la memoria de Myrna Mack Chang y a sus familiares, en presencia de 
las más altas autoridades del Estado, el cual deberá ser difundido a través de los medios 
de comunicación. 

279. Además, en ese mismo acto, en consideración de las particularidades del caso, el 
Estado debe honrar públicamente la memoria de José Mérida Escobar, investigador policial 
que fue asesinado, en relación con los hechos de la presente causa. 
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Corte IDH. Caso Molina Theissen Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 de julio de 2004. Serie C No. 108 

87. Este Tribunal, en su sentencia de fondo emitida el 4 de mayo de 2004, señaló que el 
reconocimiento de responsabilidad efectuado por el Estado constituye una contribución 
positiva al desarrollo de este proceso y a la vigencia de los principios que inspiran la 
Convención Americana. Asimismo, la Corte reconoce que, durante la audiencia pública 
celebrada el 26 de abril de 2004, el Estado manifestó su “profundo sentimiento de pesar 
por los hechos vividos y sufridos por Marco Antonio Molina Theissen y su familia desde el 
6 de octubre de 1981” y pidió perdón como “una primera muestra de respeto, reparación 
y garantía de no repetición.” Sin embargo, para que dicha declaración rinda plenos efectos 
de reparación a las víctimas y sirva de garantía de no repetición, la Corte considera que 
el Estado debe realizar un acto público de reconocimiento de su responsabilidad en 
relación con los hechos de este caso, y en desagravio de Marco Antonio Molina Theissen 
y de sus familiares. Dicho acto deberá contar con la presencia de altas autoridades del 
Estado. 

Corte IDH. Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. 
Sentencia de 19 de noviembre de 2004. Serie C No. 116 

100. Este Tribunal, en su sentencia de fondo emitida el 29 de abril de 2004, señaló que el 
reconocimiento de responsabilidad efectuado por el Estado constituye una contribución 
positiva al desarrollo de este proceso y a la vigencia de los principios que inspiran la 
Convención Americana. Asimismo, la Corte reconoce que, durante la audiencia pública 
celebrada el 24 de abril de 2004, el Estado manifestó “su profundo sentimiento de pesar 
por los hechos vividos y sufridos por la comunidad de Plan de Sánchez, el 18 de julio de 
1982, [y] pid[ió] perdón a las víctimas, a los sobrevivientes y familiares[,] como una 
primera muestra de respeto, reparación y garantía de no repetición”. Sin embargo, para 
que dicha declaración rinda plenos efectos de reparación a las víctimas y sirva de garantía 
de no repetición, la Corte considera que el Estado debe realizar un acto público de 
reconocimiento de su responsabilidad por los hechos ocurridos en este caso, y en 
desagravio de las víctimas de éste. El acto debe realizarse en la aldea de Plan de Sánchez, 
donde ocurrió la masacre, con la presencia de altas autoridades del Estado y, en particular, 
con la presencia de los miembros de la comunidad de Plan de Sánchez y de las otras 
víctimas del presente caso, habitantes de las aldeas Chipuerta, Joya de Ramos, Raxjut, 
Volcanillo, Coxojabaj, Las Tunas, Las Minas, Las Ventanas, Ixchel, Chiac, Concul y 
Chichupac, acto en el cual se debe dar participación a los líderes de dichas comunidades 
afectadas. El Estado debe disponer los medios necesarios para facilitar la presencia de 
dichas personas en el acto mencionado. Además, Guatemala debe realizar dicho acto tanto 
en el idioma español como en el idioma maya achí, y difundirlo a través de los medios de 
comunicación. Para ello, el Estado cuenta con un plazo de un año, contado a partir de la 
notificación de la presente Sentencia. 

101. En ese mismo acto, en consideración de las particularidades del caso, en relación con 
las personas que fueron ejecutadas en la Masacre Plan de Sánchez, realizada por agentes 
del Estado el 18 de julio de 1982, la Corte considera que el Estado debe honrar 
públicamente la memoria de las personas ejecutadas, miembros en su mayoría del pueblo 
indígena maya perteneciente a la comunidad linguí̈ stica achí, quienes eran habitantes 
tanto de la aldea de Plan de Sánchez como de las aldeas Chipuerta, Joya de Ramos, 
Raxjut, Volcanillo, Coxojabaj, Las Tunas, Las Minas, Las Ventanas, Ixchel, Chiac, Concul 
y Chichupac. En ese acto el Estado debe tomar en cuenta las tradiciones y costumbres de 
los miembros de las comunidades afectadas. 
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Corte IDH. Caso Carpio Nicolle y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2004. Serie C No. 117 

136. Para que el reconocimiento de responsabilidad efectuado por Guatemala y lo 
establecido por este Tribunal rindan plenos efectos de reparación al señor Carpio Nicolle 
y a los miembros ejecutados de su comitiva, así como para que sirvan de garantía de no 
repetición, la Corte estima que el Estado debe realizar un acto público de reconocimiento 
de su responsabilidad en relación con el atentado de 3 de julio de 1993 y la subsiguiente 
obstrucción de justicia en el presente caso, así como de desagravio a la memoria de los 
señores Carpio Nicolle, Villacorta Fajardo, Ávila Guzmán y Rivas González, en presencia 
de las más altas autoridades del Estado. 

137. Además, en ese mismo acto, en consideración de las particularidades del caso, el 
Estado debe honrar públicamente la dedicación y el valor de dos personas involucradas 
en los hechos de la presente causa: el Comisario de Policía, César Augusto Medina Mateo, 
quien fue asesinado, y el señor Abraham Méndez García, un fiscal que tuvo que exiliarse 
debido a las investigaciones que realizó. 

Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211 

260. Esta Corte valora el hecho de que el Estado hiciera público el reconocimiento de 
responsabilidad internacional efectuado el 1 de abril de 2000, en varias oportunidades, 
pero dicho reconocimiento no comprendió la totalidad de hechos del presente caso, los 
cuales el Tribunal ha examinado a partir del 9 de marzo de 1987, así como tampoco las 
consecuencias jurídicas derivados de éstos. 

261. Para que el reconocimiento parcial de responsabilidad internacional efectuado por el 
Estado ante la Corte surta sus efectos plenos, como garantía de no repetición de las graves 
violaciones de derechos humanos declaradas, esta Corte considera oportuno que el Estado 
realice un acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional. En dicho acto 
se deberá hacer referencia: a) a los hechos propios de la masacre y b) a los hechos del 
presente caso y a las violaciones de derechos humanos declaradas en la presente 
Sentencia, en perjuicio de las 155 víctimas, dos de ellas sobrevivientes de la masacre. 

262. La realización y particularidades de dicha ceremonia pública deberá realizarse en lo 
posible, con el acuerdo y cooperación de las víctimas, si es su voluntad. Además, deberá 
garantizarse que las víctimas que tengan la posibilidad de asistir lo hagan, para lo cual el 
Estado deberá sufragar los gastos correspondientes a su transporte. De igual forma, por 
las características específicas del presente caso y en aras de crear conciencia sobre las 
consecuencias de los hechos del mismo, en dicho evento de reconocimiento deberán estar 
presentes altos funcionarios del Estado y magistrados de la Corte Suprema de Justicia y 
de la Corte de Constitucionalidad de la República de Guatemala. 

263. Respecto al video documental sobre los hechos ocurridos en la Masacre del 
Parcelamiento de Las Dos Erres, que el Estado ya elaboró, esta Corte considera que este 
deberá proyectarse durante la referida ceremonia pública. Además, el Estado deberá 
proyectar el video en un acto público en la cabecera departamental de Petén y en un 
departamento de la zona occidental en el que se hayan producido graves violaciones de 
los derechos humanos durante el conflicto armado interno. En dichos actos deberán estar 
presentes altos funcionarios del Departamento y municipios. Dicho acto deberá ser 
organizado con la participación de las víctimas o sus representantes. Además, el video 
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deberá ser distribuido lo más ampliamente posible entre las víctimas, sus representantes 
y las universidades del país para su promoción y proyección posterior. 

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212 

248. En este sentido, el Tribunal valora positivamente que el Estado implemente 
mecanismos para dignificación de las víctimas del conflicto armado interno. No obstante, 
este Tribunal estima necesario que el Estado realice un acto público de reconocimiento de 
responsabilidad internacional por los hechos del presente caso en desagravio a la memoria 
de Florencio Chitay, el cual deberá efectuarse en español y en maya kaqchikel. En dicho 
acto se deberá hacer referencia a las violaciones de derechos humanos declaradas en la 
presente Sentencia. Asimismo, deberá llevarse a cabo mediante una ceremonia pública 
en presencia de altos funcionarios del Estado y los familiares del señor Chitay Nech. El 
Estado y los familiares del señor Chitay Nech y/o sus representantes, deberán acordar la 
modalidad de cumplimento del acto público de reconocimiento, así como las 
particularidades que se requieran, tales como el lugar y la fecha para su realización. 

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250 

277. La Corte valora la disposición del Estado para llevar a cabo la presente medida de 
reparación. Por lo tanto, el Tribunal dispone que el acto público de reconocimiento de 
responsabilidad deberá realizarse en la colonia Pacux, en idioma español y en la lengua 
maya achí, dentro del plazo de un año contado a partir de la notificación de la presente 
Sentencia. Durante el acto se deberá hacer referencia a las cinco masacres sucedidas en 
el presente caso, a las violaciones graves y masivas de derechos humanos perpetradas 
por el Estado y a su responsabilidad internacional. El acto deberá ser transmitido a través 
de medios de comunicación televisivos y/o radiales. De igual forma, por las características 
específicas del presente caso, y en aras de crear conciencia sobre las consecuencias de 
los hechos del mismo, en dicho evento de reconocimiento deberán estar presentes altos 
funcionarios del Poder Ejecutivo y el Poder Judicial de Guatemala. 

278. La realización y particularidades de dicha ceremonia pública deberán acordarse con 
las víctimas y sus representantes dentro de los seis meses posteriores a la notificación de 
esta Sentencia. El acto de reconocimiento debe implementarse a más tardar en un año 
luego de la notificación del Fallo. Dado que los representantes alegaron que no todas las 
víctimas residen en la colonia Pacux, lo cual no fue controvertido por el Estado, éste deberá 
garantizar la presencia de las víctimas que no residan en la colonia Pacux y que deseen 
asistir al acto público de reconocimiento de responsabilidad, para lo cual deberá sufragar 
los gastos de transporte necesarios al interior de Guatemala. 

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258 

206. La Corte valora altamente la disposición del Estado de llevar a cabo un acto público 
en el que reconozca su responsabilidad internacional y brinde disculpas por los hechos del 
presente caso, por lo que homologa dicha medida en los términos acordados entre las 
partes. Asimismo, el Tribunal estima, como lo ha hecho en otros casos, que en dicho acto 
se deberá hacer referencia a las violaciones a los derechos humanos declaradas en la 
presente Sentencia. Además, el Estado, con la colaboración de los representantes, deberá 
intentar, en la medida de lo posible, que los familiares de Edgar Fernando García asistan 
a la ceremonia. Para ello, Guatemala deberá acordar con las víctimas o sus representantes 
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la modalidad de cumplimiento del acto público de reconocimiento, y las particularidades 
que se requieran, tales como el lugar y la fecha para su realización, así como también 
brindar a los asistentes las facilidades necesarias de transporte, logística, entre otras para 
tal fin. 

Corte IDH. Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277 

257. El Tribunal estima que el Estado debe realizar un acto de disculpas públicas, en 
relación con los hechos del presente caso ocurridos a María Isabel Veliz Franco y su 
posterior investigación. En dicho acto el Estado deberá hacer referencia a las violaciones 
de derechos humanos declaradas en la presente Sentencia. El acto deberá llevarse a cabo 
mediante una ceremonia pública y ser divulgado ampliamente. El Estado deberá asegurar 
la participación de Rosa Elvira Franco Sandoval, Leonel Enrique Veliz Franco y José Roberto 
Franco, si dichas personas así lo desean, e invitar al evento a las organizaciones que 
representaron a los familiares de María Isabel en las instancias nacionales e 
internacionales. La realización y demás particularidades de dicha ceremonia pública deben 
consultarse previa y debidamente con Rosa Elvira Franco. En caso de disenso entre ella y 
el Estado, la Corte resolverá. Para cumplir con esta obligación el Estado cuenta con un 
plazo de un año a partir de la notificación de la presente Sentencia. 

258. En cuanto a las autoridades estatales que deberán estar presentes o participar en 
dicho acto, el Tribunal, como lo ha hecho en otros casos, señala que deberán ser altos 
funcionarios estatales. Corresponderá al Estado definir a quienes se encomienda tal tarea. 

Corte IDH. Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C 
No. 307 

240. El Tribunal estima que el Estado debe realizar un acto de disculpas públicas, en 
relación con los hechos del presente caso ocurridos a Claudina Isabel Velásquez Paiz y su 
posterior investigación. En dicho acto el Estado deberá hacer referencia a las violaciones 
de derechos humanos declaradas en la presente Sentencia. El acto deberá llevarse a cabo 
mediante una ceremonia pública y ser divulgado ampliamente. El Estado deberá asegurar 
la participación de Jorge Rolando Velásquez Durán, Elsa Claudina Paiz Vidal y Pablo Andrés 
Velásquez Paiz, si dichas personas así lo desean, e invitar al evento a las organizaciones 
que representaron a los familiares de Claudina Isabel Velásquez Paiz en las instancias 
nacionales e internacionales. La realización y demás particularidades de dicha ceremonia 
pública deben consultarse previa y debidamente con los referidos familiares de la víctima. 
Las autoridades estatales que deberán estar presentes o participar en dicho acto deberán 
ser altos funcionarios estatales. Corresponderá al Estado definir a quienes se encomienda 
tal tarea. Para cumplir con esta obligación el Estado cuenta con un plazo de un año a partir 
de la notificación de la presente Sentencia. 

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328 

306. Así como lo ha hecho en otros casos contra Guatemala, la Corte ordena al Estado 
realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad en el cual se haga referencia 
a los hechos del caso, al contexto de violaciones graves y masivas de derechos humanos 
perpetradas por el Estado, y a la responsabilidad internacional declarada en los términos 
de esta Sentencia. El acto deberá realizarse en la aldea Chichupac, en idioma español y 
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en la lengua maya achí, y transmitido a través de medios de comunicación televisivos y/o 
radiales, dentro del plazo de un año contado a partir de la notificación de la presente 
Sentencia. De igual forma, por las características específicas del presente caso, y en aras 
de crear conciencia sobre las consecuencias de los hechos del mismo, en dicho evento de 
reconocimiento deberán estar presentes altos funcionarios estatales. La realización y 
particularidades de dicha ceremonia pública deberán acordarse con las víctimas y sus 
representantes. Asimismo, el Estado deberá garantizar y sufragar los gastos de transporte 
necesarios para que las víctimas que se encuentran en Guatemala puedan asistir al acto 
de reconocimiento. 

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351 

398. La Corte valora positivamente el reconocimiento de responsabilidad por parte del 
Estado, lo cual podría representar una satisfacción parcial para las víctimas frente a las 
violaciones declaradas en la presente Sentencia. Sin perjuicio de lo anterior, y tal como lo 
ha hecho en otros casos, la Corte estima necesario, con el fin de reparar el daño causado 
a las víctimas y de evitar que hechos como los de este caso se repitan, disponer que el 
Estado realice un acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional en 
relación con los hechos del presente caso. En dicho acto se deberá hacer referencia a las 
violaciones de derechos humanos declaradas en la presente Sentencia. Asimismo, deberá 
llevarse a cabo mediante una ceremonia pública en presencia de altos funcionarios del 
Estado y las víctimas. El Estado deberá acordar con las víctimas o sus representantes la 
modalidad de cumplimento del acto público de reconocimiento, así como las 
particularidades que se requieran, tales como, el lugar y la fecha para su realización. Para 
ello, el Estado cuenta con un plazo de un año a partir de la notificación de la presente 
Sentencia. 

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356 

163. Teniendo en cuenta lo anterior, así como la anuencia del Estado respecto de la 
medida solicitada, tal como lo ha hecho en otros casos, la Corte estima necesario, para 
reparar el daño causado a las víctimas, ordenar al Estado, dentro del plazo de un año 
contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, realizar un acto público de 
reconocimiento de responsabilidad, en el cual se haga referencia a los hechos del caso y 
a la responsabilidad estatal declarada en los términos de esta Sentencia. El acto deberá 
realizarse en idioma español. Asimismo, si fuera necesario para su comprensión por alguna 
o varias de las víctimas, el Estado deberá acordar con las víctimas o sus representantes 
que el acto sea realizado también en otras lenguas. El acto, en el momento de su 
realización, deberá ser transmitido a través de medios de comunicación televisivos y/o 
radiales. El acto deberá realizarse en una ceremonia pública, en presencia de altos 
funcionarios estatales y las víctimas. La realización, el lugar y las particularidades de dicha 
ceremonia pública deberán acordarse con las víctimas y sus representantes. El Estado 
deberá garantizar y sufragar los gastos de transporte necesarios, para que las víctimas 
que se encuentran en Guatemala puedan asistir al acto de reconocimiento. 

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359 

215. La Corte estima necesario que el Estado realice un acto público de reconocimiento 
de responsabilidad internacional por los hechos del presente caso, en desagravio de las 
víctimas. En dicho acto se deberá hacer referencia a las violaciones de derechos humanos 
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declaradas en la presente Sentencia. Asimismo, deberá llevarse a cabo mediante una 
ceremonia pública en presencia de altos funcionarios del Estado y las víctimas. El Estado 
y las víctimas y/o sus representantes deberán acordar la modalidad de cumplimento del 
acto público de reconocimiento, así como las particularidades que se requieran, tales como 
el lugar y la fecha para su realización. 

Traslado de los restos y programa nacional de exhumaciones 

Corte IDH. Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2001. Serie C No. 76 

204. En relación con la solicitud relativa al traslado de los restos del cadáver de Pablo 
Corado Barrientos, esta Corte ha señalado en reiteradas ocasiones que asiste a los 
familiares el derecho a conocer dónde se encuentran los restos de su ser querido, y ha 
establecido que ello “representa una justa expectativa que el Estado debe satisfacer con 
los medios a su alcance”. En razón de lo anterior, este Tribunal considera que Guatemala 
debe brindar las condiciones necesarias para trasladar los restos mortales de la víctima al 
lugar de elección de sus familiares, sin costo alguno para ellos. 

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de mayo de 2001. Serie C No. 77 

102. En relación con la solicitud relativa a la exhumación del cadáver de Henry Giovanni 
Contreras, esta Corte considera que Guatemala debe adoptar las medidas necesarias para 
trasladar los restos mortales de dicha víctima al lugar de elección de sus familiares, sin 
costo alguno para ellos, para satisfacer de esta manera los deseos de la familia de darle 
una adecuada sepultura, según sus costumbres y creencias religiosas. 

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 91 

83. Por último, como una medida de satisfacción, la Corte considera que el Estado debe 
implementar, en caso de no existir en la actualidad, un programa nacional de 
exhumaciones como señaló el propio Estado en su escrito de observaciones a las 
reparaciones. 

Corte IDH. Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386 

242. La Corte valora positivamente que el Estado tenga su disponibilidad para exhumar y 
trasladar los restos del señor Valenzuela Ávila. Por lo anterior, este Tribunal ordena al 
Estado que previa comprobación de identidad traslade los restos del señor Valenzuela 
Ávila del cementerio de la Gomera, Escuintla al cementerio de la aldea de Caballo Blanco 
en el departamento de Retalhuleu, en un plazo de seis meses, en coordinación con los 
familiares de la víctima o sus representantes. Además, el Estado deberá cubrir los gastos 
de la exhumación, traslado y de las honras fúnebres, de común acuerdo con sus familiares. 
Para tal efecto los familiares de la víctima o sus presentantes deberán apersonarse, a la 
mayor brevedad, ante las autoridades pertinentes para coordinar dicha diligencia. 

Becas de estudio 
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Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258 

217. Posteriormente, en el acuerdo de reparaciones, el Estado indicó que “[e]l organismo 
ejecutivo se compromete a aprobar [dichas] bolsas de estudio [...] y además a ubicar los 
fondos necesarios para que la familia [de Edgar Fernando García] las pueda designar e 
implementar a partir del ciclo escolar dos mil trece”. 

218. La Corte valora positivamente el compromiso asumido por el Estado y por lo tanto 
homologa dicha medida de reparación, a la luz de lo establecido por las partes en el 
acuerdo de reparaciones. En ese sentido, el Estado deberá entregar las diez “bolsas de 
estudio” de Q.25.000,00 (veinticinco mil quetzales) cada una, por una sola vez, para ser 
implementadas a partir del ciclo escolar del año 2013. Por su parte, los familiares de Edgar 
Fernando García deberán designar en un plazo máximo de seis meses, contado a partir 
de la notificación de la presente Sentencia, quiénes serán los beneficiarios de dichas 
“bolsas de estudios”, los cuales deberán ser hijos o nietos de personas desaparecidas 
forzadamente, en los términos del acuerdo de reparaciones. 

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359 

220. La Corte ha considerado oportuno ordenar como medida de satisfacción el 
otorgamiento de becas en instituciones públicas a aquellas víctimas que sufrieron un 
impacto en su desarrollo personal como resultado de violaciones a sus derechos humanos. 
En virtud de la situación económica de las víctimas y sus familiares, la Corte considera 
oportuno ordenar al Estado que otorgue becas para realizar estudios universitarios en un 
centro de educación pública en Guatemala a las hijas e hijos de las víctimas directas que 
así lo soliciten. Estas becas además deberán cubrir el pago de los materiales necesarios 
para la realización de sus estudios. Las víctimas deberán informar en un plazo de tres 
meses, contado a partir de la notificación de esta Sentencia, si desean acceder a estas 
becas. Esta medida deberá ser cumplida en el plazo de un año, contado a partir de la 
notificación de la presente Sentencia. 

Programas de desarrollo o implementación de servicios básicos 

Corte IDH. Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. 
Sentencia de 19 de noviembre de 2004. Serie C No. 116 

110. Dado el daño ocasionado tanto a los miembros de la comunidad de Plan de Sánchez 
como a los miembros de las comunidades de Chipuerta, Joya de Ramos, Raxjut, Volcanillo, 
Coxojabaj, Las Tunas, Las Minas, Las Ventanas, Ixchel, Chiac, Concul y Chichupac, por los 
hechos del presente caso, este Tribunal dispone que el Estado debe desarrollar en dichas 
comunidades, independientemente de las obras públicas del presupuesto nacional que se 
destinen para esa región o municipio, los siguientes programas: a) estudio y difusión de 
la cultura maya achí en las comunidades afectadas a través de la Academia de Lenguas 
Mayas de Guatemala u otra organización similar; b) mantenimiento y mejoras en el 
sistema de comunicación vial entre las indicadas comunidades y la cabecera municipal de 
Rabinal; c) sistema de alcantarillado y suministro de agua potable; d) dotación de personal 
docente capacitado en enseñanza intercultural y bilingüe en la educación primaria, 
secundaria y diversificada de dichas comunidades, y e) establecimiento de un centro salud 
en la aldea de Plan de Sánchez con el personal y las condiciones adecuadas, así como la 
formación del personal del Centro de Salud Municipal de Rabinal para que puedan brindar 
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atención médica y psicológica, a las personas que se hayan visto afectadas y que requieran 
de este tipo de tratamiento. 

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250 

284. La Corte toma nota de la disposición del Estado de impulsar diversas gestiones 
dirigidas a mejorar las condiciones de vida de los miembros de la comunidad de Río Negro 
que residen en la colonia Pacux. En vista de las condiciones precarias en las que se 
encuentran las víctimas del presente caso que fueron desplazadas y posteriormente 
reasentadas por el Estado en la colonia de Pacux, la Corte dispone que Guatemala deberá 
implementar en dicho lugar, previa consulta con las víctimas o sus representantes, e 
independientemente de las demás obras públicas que estén previstas en el presupuesto 
nacional para la colonia Pacux o para la región en que se encuentra, las siguientes 
medidas: a) el fortalecimiento del centro de salud de Pacux mediante la dotación de 
recursos humanos permanentes y calificados en materia de atención a la salud física, 
psicológica y odontológica, medicamentos y ambulancias equipadas; b) el diseño e 
implementación de programas de seguridad alimenticia y nutricional; c) la mejora de 
calles y avenidas dentro de la Colonia; d) la implementación de un sistema de 
alcantarillado, tratamiento de aguas negras o residuales y abastecimiento de agua 
potable, y e) la reconstrucción o mejora de las escuelas de nivel primario en la Colonia de 
Pacux y el establecimiento de un programa de educación a nivel secundario bilingüe en 
español y en maya achí. El Estado debe implementar dichos programas referidos dentro 
de un plazo de cinco años, contado a partir de la notificación de esta Sentencia. 
Finalmente, en el plazo de un año, a partir de la notificación de este Fallo, el Estado deberá 
garantizar la provisión de energía eléctrica a los habitantes de la colonia Pacux a precios 
asequibles. 

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356 

166. La Corte considera que, en la victimización del grupo fue determinante su 
vulnerabilidad social y económica, razón por la cual, como parte de las medidas de 
reparación, resulta no solo procedente sino necesario, disponer medidas que, al menos, 
garanticen condiciones de ciudadanía real, con acceso a la salud y comunicación. 

167. Por ello, esta Corte ordena, como medida de satisfacción, el establecimiento, en el 
plazo de un dos años de un Centro de Salud ubicado en la Comunidad “Aurora 8 de 
Octubre”, en el cual las víctimas y, en general, los miembros de la Comunidad, tengan 
acceso a servicios básicos de salud. La atención médica que se brinde deberá ser impartida 
respetando las prácticas y el uso de medicinas tradicionales. Asimismo, la medida debe 
cumplirse considerando que, en el mismo sentido que ya fue indicado en otra Sentencia 
respecto de Guatemala, los programas de salud en pueblos indígenas y tribales deben 
basarse en la comunidad y ser complementarios de las prácticas curativas tradicionales y 
comprenderlas. 
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Espacios memorístico-culturales para la dignificación de las víctimas de 

violaciones a los derechos humanos 

Corte IDH. Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. 
Sentencia de 19 de noviembre de 2004. Serie C No. 116 

104. En lo que se refiere a las garantías de no repetición de los hechos del presente caso, 
la Corte fija en equidad la cantidad de US$25.000,00 (veinticinco mil dólares de los 
Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional del Estado, para el 
mantenimiento y mejoras en la infraestructura de la capilla en la cual las víctimas rinden 
tributo a las personas que fueron ejecutadas en la Masacre Plan de Sánchez. Dicha 
cantidad debe ser entregada dentro del plazo de un año, contado a partir de la notificación 
de la presente Sentencia, a los miembros de la comunidad de Plan de Sánchez o a los 
representantes a quienes ellos elijan, para que se encarguen de su administración. Ello 
contribuirá a despertar la conciencia pública, para evitar la repetición de hechos como los 
ocurridos en el presente caso, y para conservar viva la memoria de las personas fallecidas. 

Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211 

265. La Corte considera pertinente ordenar al Estado levantar un monumento en la 
memoria de las personas que fallecieron durante la masacre del Parcelamiento de Las Dos 
Erres, en el lugar donde ocurrieron los hechos. Dicho monumento deberá tener una placa 
que haga alusión a la referida masacre y que haga constar el nombre de estas personas, 
con el propósito de mantener viva su memoria y como garantía de no repertición. Tal 
monumento deberá ser construido en el plazo de un año contado a partir de la notificación 
de la presente Sentencia. 

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250 

279. La Comisión solicitó, en términos generales, que el Estado recupere la memoria de 
las víctimas fallecidas y desaparecidas. Los representantes solicitaron, “para la 
dignificación de las víctimas y [la] conservación de la memoria histórica”, la “construcción 
de un [m]useo [m]onumental en honor a la memoria de las múltiples víctimas del 
[c]onflicto [a]rmado [i]nterno”, con una sección especial dedicada a los civiles que 
murieron durante los 36 años del mismo y que haga “especial mención a las múltiples 
masacres realizadas en contra de la población civil durante esos años”. Además, solicitaron 
que el museo sea erigido en un terreno seleccionado por las víctimas de las masacres, y 
que los costos de construcción de dicho museo “sean tomados de la asignación 
presupuestaria anual para el Ministerio de la Defensa Nacional de Guatemala”. El Estado 
“asum[ió] el compromiso de gestionar ante el Programa Nacional de Resarcimiento, el 
Ministerio de Cultura y Deportes y el Fondo Nacional para la Paz [(FONAPAZ)], la 
construcción del museo solicitado por las víctimas”. Expresó que esto se haría “de 
conformidad con el presupuesto que estas instituciones tengan asignado para este tipo de 
proyectos de construcción y de conformidad con [sus] mandatos institucionales”. 

280. La Corte valora la disposición del Estado de implementar esta medida de reparación, 
la cual está dirigida a la recuperación de la memoria de las víctimas del presente caso, y 
toma nota de los compromisos asumidos por éste. 
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Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253 

347. Las representantes solicitaron a la Corte que ordene al Estado disponer “recursos 
suficientes y oportunos para que, en memoria de las víctimas, se construya un Parque de 
la Memoria en Guatemala” que simbolice la cultura de derechos humanos y la lucha contra 
la impunidad, así como que represente un lugar especial para recordar a sus seres 
queridos. Solicitaron que dicho parque “cuente con un Museo, una Biblioteca, Mediateca, 
área para Exposiciones Temporales, Auditorio, un Centro Educativo [...] y que también 
comprenda el Registro Nacional Unificado de Personas Desaparecidas durante el conflicto 
armado interno”, y que en él se coloquen “jardines con los bustos de las víctimas de este 
caso, una placa con todos los nombres de las personas desaparecidas durante el conflicto 
armado interno”. Por su parte, el Estado “manifest[ó] su disposición de gestionar ante las 
instituciones correspondientes la construcción de un Museo de las Víctimas del Conflicto 
Armado Interno”. 

348. La Corte valora la disposición del Estado de implementar esta medida de reparación, 
la cual está dirigida a la recuperación de la memoria de las víctimas del presente caso, y 
toma nota del ofrecimiento del Estado en este sentido. 

349. Sin perjuicio de ello, la Corte considera que el Estado debe proceder a la construcción 
de un parque o plaza en honor a la memoria de las víctimas del caso, que sirva a los 
familiares como un espacio donde recordar a sus seres queridos. La elección del lugar 
donde se ubicará dicho parque y su diseño debe ser acordado entre el Estado y los 
familiares de las víctimas, tomando en cuenta sus expectativas y necesidades. En dicho 
lugar, Guatemala deberá poner una placa con los nombres de las víctimas del presente 
caso registradas en el Diario Militar y la mención expresa de que su existencia obedece al 
cumplimiento de la reparación ordenada por la Corte Interamericana. Guatemala cuenta 
con un plazo de dos años para diseñar y construir el parque o plaza que cumpla con los 
fines indicados. 

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258 

208. Posteriormente, en el acuerdo de reparaciones el Estado se comprometió a “impulsar 
de manera coordinada y complementaria entre el Estado y la sociedad civil la iniciativa 
denominada ‘Memorial para la Concordia’, a través de la cual se promoverá la construcción 
de espacios memorístico-culturales en los cuales se dignifique a todas las víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, así como en general a todas las víctimas del 
enfrentamiento armado interno, hacia el objetivo de la conciliación y la concordia con 
énfasis en la verdad como parte de la justicia”. 

209. La Corte valora positivamente el compromiso adquirido por el Estado, por lo cual 
homologa esta medida, en los términos del acuerdo de reparaciones. 

210. Adicionalmente, la Corte recuerda que en la Sentencia emitida por este Tribunal en 
el caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) vs. Guatemala, la Corte ordenó al Estado 
la construcción de un parque o plaza en honor a la memoria de las víctimas de dicho caso. 
Dada la similitud del contexto y hechos que ocurrieron en ambos casos, así como las 
violaciones declaradas, la Corte considera pertinente ordenar al Estado que el nombre de 
Edgar Fernando García se incluya en la placa que se coloque en dicho parque o plaza, a 
fin que éste también sirva como un espacio donde sus familiares puedan recordar a su ser 
querido. Esta medida deberá ser cumplida en los términos establecidos por la Corte en la 
Sentencia del caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) vs. Guatemala. 
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Designación de una calle o colocación de placa conmemorativa 

Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101 

286. Además, el Estado debe darle el nombre de Myrna Mack Chang a una calle o plaza 
reconocida en Ciudad de Guatemala y colocar en el lugar donde falleció o en sus 
inmediaciones, una placa destacada en su memoria que haga alusión a las actividades que 
realizaba. Ello contribuirá a despertar la conciencia pública para evitar la repetición de 
hechos como los ocurridos en el presente caso y a conservar viva la memoria de la víctima. 

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212 

251. En el caso particular, con el propósito de preservar la memoria de Florencio Chitay 
Nech en la comunidad a la que perteneció, el Estado deberá colocar, en coordinación con 
las víctimas, en un lugar público significativo para los familiares en la Comunidad de San 
Martín de Jilotepeque, una placa conmemorativa en la que conste el nombre de Florencio 
Chitay y se haga alusión a las actividades que realizaba. Ello contribuirá a despertar la 
conciencia pública para evitar la repetición de hechos como los ocurridos en el presente 
caso y a conservar viva la memoria de la víctima. Lo anterior deberá realizarse en el plazo 
de un año contado a partir de la notificación de la presente Sentencia. 

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258 

213. Al respecto, la Corte constata que en la audiencia pública los representantes 
reconocieron que el Estado había dado cumplimiento a la “la medida de dignificación [...] 
que es el nombramiento de la calle”. En anteriores oportunidades, la Corte ha valorado 
favorablemente aquellos actos realizados por los Estados que tienen como efecto la 
recuperación de la memoria de las víctimas, el reconocimiento de su dignidad y el consuelo 
de sus deudos. En el presente caso, el Tribunal valora los esfuerzos realizados por el 
Estado para cumplir con esta medida de reparación, por lo cual la homologa, como forma 
de compensación por los daños ocasionados y estima que la misma representa un paso 
positivo de Guatemala en el cumplimiento de sus obligaciones convencionales 
internacionales de buena fe. En consecuencia, la Corte establece que la presente medida 
no será objeto de la etapa de supervisión de cumplimiento. 

Cambio del nombre de una escuela 

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258 

214. En el acuerdo de reparaciones, el Estado manifestó respecto de la solicitud de los 
representantes de cambiar el nombre de la escuela pública “Julia Ydigoras Fuentes” por el 
de Edgar Fernando García que “[e]l Organismo Ejecutivo a través de las instancias 
correspondientes se compromete a impulsar el cumplimiento de [dicha] solicitud [...] en 
el transcurso del año dos mil doce”. 

215. La Corte valora positivamente voluntad el Estado para dar cumplimiento a esta 
medida, por lo cual la homologa en los términos acordados. 
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Ampliación y asfalto de carretera 

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356 

171. La Corte valora que el Estado haya indicado que puede programar la realización de 
la obra y, teniendo en cuenta las consideraciones ya expresadas sobre la vulnerabilidad 
del grupo de personas victimizadas, determina, como medida de satisfacción, ordenar a 
Guatemala que, en el plazo de dos años, amplíe y asfalte la carretera que se dirige de la 
autopista denominada Franja Transversal del Norte hacia el interior de la Comunidad 
“Aurora 8 de octubre”. 

Elaboración de un documental audiovisual 

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253 

345. Dadas las circunstancias del presente caso y el contexto en el cual se enmarcó, el 
Tribunal considera de alta importancia la reivindicación de la memoria y dignidad de las 
víctimas del presente caso. En ese sentido, la Corte estima pertinente ordenar la 
realización de un documental sobre los hechos del presente caso, pues estas iniciativas 
son significativas tanto para la preservación de la memoria y satisfacción de las víctimas, 
como para la recuperación y restablecimiento de la memoria histórica en una sociedad 
democrática. Asimismo, el Tribunal valora el compromiso del Estado para cumplir con lo 
solicitado por las representantes. 

346. Por ello, la Corte considera oportuno que el Estado realice un documental audiovisual, 
sobre los hechos y víctimas del presente caso, el contexto en el que se desarrollaron y la 
búsqueda de justicia de sus familiares, cuyo contenido debe ser previamente acordado 
con las víctimas y sus representantes. El Estado deberá hacerse cargo de todos los gastos 
que generen la producción, proyección y distribución de dicho video. El video documental 
deberá proyectarse en un canal estatal de televisión de difusión nacional, por una sola 
vez, lo cual deberá comunicarse a los familiares y representantes con la debida 
anticipación. Asimismo, el Estado deberá proveer a las representantes con 40 ejemplares 
en video del documental, a fin que éstos puedan distribuirlo ampliamente entre las 
víctimas, sus representantes, otras organizaciones de la sociedad civil y las principales 
universidades del país para su promoción. Para la realización de dicho documental, su 
proyección y distribución, el Estado cuenta con el plazo de dos años, contando a partir de 
la notificación de la presente Sentencia. 

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351 

401. En virtud de la disposición manifestada por el Estado, este Tribunal estima pertinente 
que el Estado realice un documental sobre los hechos del presente caso, el contexto en el 
cual se desarrollaron y las violaciones encontradas en la Sentencia. Para estos efectos, el 
Estado deberá crear un comité compuesto por las víctimas, sus representantes y 
representantes de instituciones públicas para la elaboración de dicho material audiovisual. 
A efectos de su difusión nacional, el documental deberá realizarse en español y traducirse, 
como mínimo, a maya k’iche’. Asimismo, Guatemala deberá sufragar todos los gastos 
relativos a la producción, proyección y distribución del documental. El documental deberá 
proyectarse en un canal de televisión de difusión nacional, por una sola vez, lo cual deberá 
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comunicarse a los familiares y representantes con al menos dos semanas de anticipación. 
Adicionalmente, el Estado deberá proveer a los representantes con cinco ejemplares del 
video, a fin de que éstos puedan distribuirlo entre las víctimas, sus representantes, otras 
organizaciones de la sociedad civil y las principales universidades del país para su 
promoción. Para la realización de dicho documental, su proyección y distribución, el Estado 
cuenta con el plazo de dos años, contando a partir de la notificación de la presente 
Sentencia. 

Corte IDH. Caso Masacre de la Aldea Los Josefinos Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de noviembre de 2021. 
Serie C No. 442 

162. […] el Tribunal ordena al Estado la continuación de la construcción del referido 
monumento en la zona donde se encontró la fosa clandestina, así como la instalación de 
una placa conmemorativa de los hechos ocurridos el 29 y 30 de abril de 1982. Tal 
monumento deberá ser construido, a más tardar, en el plazo de un año contado a partir 
de la notificación de la presente Sentencia.  

163. Adicionalmente, […] el Tribunal dispone, como lo ha hecho en otros casos, la 
realización de un documental audiovisual sobre la masacre ocurrida los días 28 y 29 de 
abril de 1982 en la Aldea Los Josefinos, así como el impacto que esta tuvo en la comunidad 
hasta la actualidad. El documental deberá contar con la plena participación de las víctimas 
en todas las etapas de producción. El Estado deberá hacerse cargo de todos los gastos 
que generen la producción y distribución de dicho video. La Corte considera que este video 
deberá ser distribuido lo más ampliamente posible entre las víctimas, sus representantes 
y centros de capacitación a las fuerzas militares. El video deberá ser transmitido, al menos 
una vez, en un canal de difusión nacional y en el horario de mayor audiencia televisiva, y 
debe ser colocado en la página web del Ejército de Guatemala. Para la realización de ese 
audiovisual documental y su difusión, el Estado cuenta con el plazo de un año, contando 
a partir de la notificación de la presente Sentencia. Asimismo, el Estado deberá presentar 
un informe a la Corte sobre los avances en el cumplimiento de esta medida de reparación 
en el plazo de seis meses desde la notificación de la presente Sentencia. El Estado deberá 
designar un interlocutor para coordinar con las víctimas o sus representantes para cumplir 
con esta medida en el plazo de cuatro meses desde la notificación de la presente 
Sentencia. 

Proyecto para el rescate de la cultura 

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250 

285. En esta Sentencia, la Corte estableció que las condiciones de vida en la colonia de 
Pacux han generado un perjuicio a la integridad cultural de la comunidad de Río Negro, 
impactando lesivamente la cosmovisión y cultura maya Achí, así como las posibilidades 
de sus habitantes de ejercer sus actividades laborales y prácticas espirituales 
tradicionales. En consecuencia, la Corte le ordena al Estado diseñar e implementar, dentro 
de un año contado a partir de la notificación de esta Sentencia, un programa para el 
rescate de la cultura maya achí. Para tal efecto, en el plazo de tres meses, el Estado, en 
consulta con las víctimas y sus representantes, deberá diseñar un cronograma con metas 
de corto y mediano alcance para dar total cumplimiento a esta medida dentro del plazo 
establecido para ello. Dicho programa estará dirigido a rescatar, promocionar, divulgar y 
conservar los usos y costumbres ancestrales, basado en los valores, principios y filosofías 
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del pueblo maya achí y, particularmente, de la comunidad de Río Negro. Dicho programa 
deberá generar un espacio para promover las expresiones artísticas, lingüísticas y 
culturales de la comunidad. El diseño y ejecución de este programa deberá contar con la 
participación activa de los miembros de la comunidad de Río Negro y sus representantes. 
El Estado deberá proveer razonablemente los medios logísticos y presupuestarios a través 
mecanismos legales, administrativos o de otra índole para asegurar la viabilidad y 
permanencia del programa. 

Revocación de la sentencia a pena de muerte o nuevo enjuiciamiento 

Corte IDH. Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 20 de junio de 2005. Serie C No. 126 

130. La Corte considera que no puede condenar al pago de indemnización por los daños 
materiales alegados, en virtud de que no hay pruebas que los acrediten. Por lo que toca 
al daño inmaterial, la Corte estima que esta sentencia constituye per se una forma de 
reparación, de conformidad con la jurisprudencia internacional. También dispone las 
siguientes medidas: 

a) que el Estado lleve a cabo, en un plazo razonable, un nuevo enjuiciamiento en contra 
del señor Fermín Ramírez, que satisfaga las exigencias del debido proceso legal, con 
plenas garantías de audiencia y defensa para el inculpado. En caso de que se le impute 
la comisión del delito de asesinato, cuya tipificación estaba en vigor al momento de los 
hechos que se le imputaron, deberá aplicarse la legislación penal vigente entonces con 
exclusión de la referencia a la peligrosidad, en los términos del punto siguiente; […] 

c) con fundamento en consideraciones de equidad, y tal como esta Corte lo ha 
dispuesto en otros casos, el Estado debe abstenerse de ejecutar al señor Fermín 
Ramírez, cualquiera que sea el resultado del juicio al que se refiere el punto a) del 
presente párrafo […] 

Corte IDH. Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133 

133. La Comisión y los representantes solicitaron la realización de un nuevo proceso penal 
al señor Raxcacó Reyes, en el que se aplique la legislación reformada. En sus alegatos 
finales escritos la Comisión reconsideró esa pretensión, tomando en cuenta que lo 
cuestionable en el presente caso no es la validez del proceso penal seguido contra la 
víctima, sino la consecuencia establecida por el ordenamiento jurídico, esto es, la pena de 
muerte. Esta Corte dispone que, dentro de un plazo razonable, se deje sin efectos la pena 
impuesta al señor Raxcacó Reyes en la sentencia del Tribunal Sexto de Sentencia Penal, 
Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente y, sin necesidad de un nuevo proceso, se 
pronuncie otra que en ningún caso podrá ser la pena de muerte. Para ello, la Corte toma 
en cuenta que esta punibilidad resultaba incompatible con la Convención Americana, 
considerando los razonamientos que al respecto se expresan en otra parte de la presente 
Sentencia y de la que se desprende que el Estado no podía aplicar dicha pena en el caso 
concreto que ahora se analiza. El Estado deberá asegurar que la nueva pena sea 
proporcional a la naturaleza y gravedad del delito que se persigue, y tome en cuenta las 
circunstancias atenuantes y agravantes que pudieren concurrir en este caso, para lo cual, 
previamente a dictar sentencia, ofrecerá a las partes la oportunidad de ejercer su derecho 
de audiencia 
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Adecuación de las condiciones carcelarias 

Corte IDH. Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133 

135. De la prueba presentada en el presente caso se desprende que el señor Raxcacó 
Reyes padece algunos problemas físicos y psicológicos. Consecuentemente, la Corte 
considera apropiado ordenar, como lo ha hecho en otros casos, que el Estado provea al 
señor Raxcacó Reyes, si éste así lo requiere, por el tiempo que sea necesario, a partir de 
la notificación de la presente Sentencia, sin cargo alguno y por medio de los servicios 
nacionales de salud, adecuado tratamiento médico y psicológico, incluida la provisión de 
medicamentos, según las prescripciones de especialistas debidamente calificados. 
Asimismo, dado que la esposa del señor Raxcacó Reyes, señora Olga Isabel Vicente, se 
encuentra privada de la libertad a raíz de sentencia condenatoria por su participación, a 
título de cómplice, en el secuestro que se imputa al señor Raxcacó Reyes, el Estado debe 
dictar las medidas necesarias para permitir que éste reciba visitas de su esposa. 
Finalmente, el Estado debe adoptar, dentro de un plazo razonable, las medidas educativas, 
laborales y de cualquier otra índole necesarias para que el señor Raxcacó Reyes pueda 
reincorporarse en la sociedad una vez que cumpla la condena que se le imponga, tal como 
lo dispone el artículo 5.6 de la Convención Americana: 

Las penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial la reforma y la 
readaptación social de los condenados. 

Programa de Vivienda 

Corte IDH. Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. 
Sentencia de 19 de noviembre de 2004. Serie C No. 116 

105. Dado que los habitantes de Plan de Sánchez perdieron sus viviendas como 
consecuencia de los hechos del presente caso, este Tribunal considera que el Estado debe 
implementar un programa habitacional, mediante el cual se provea de vivienda adecuada 
a aquellas víctimas sobrevivientes que residan en dicha aldea y que así lo requieran. El 
Estado debe desarrollar este programa dentro de un plazo que no excederá cinco años, a 
partir de la notificación de la presente Sentencia. 

Garantías de no repetición 

Condiciones carcelarias 

Corte IDH. Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133 

134. Como lo ha dispuesto la Corte en otros casos y a título de garantía de no repetición, 
el Estado debe adoptar, dentro de un plazo razonable, las medidas necesarias para que 
las condiciones de las cárceles se adecuen a los estándares internacionales relativos a esta 
materia. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de junio de 2005. Serie C No. 126, párr. 130). 
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Corte IDH. Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. 
Serie C No. 387 

157. La Corte observa que en el caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala se ordenó al Estado 
“adoptar, dentro de un plazo razonable, las medidas necesarias para que las condiciones 
de las cárceles se adecuen a las normas internacionales de derechos humanos”. No 
obstante lo anterior, la Corte considera pertinente en el presente caso ordenar al Estado 
adoptar, dentro de un plazo razonable, las medidas necesarias para que las condiciones 
de la cárcel de “El Infiernito” se adecuen a las normas internacionales de derechos 
humanos, y, en particular, se eliminen las deficiencias detectadas en la presente Sentencia 
con respecto a: (i) la entrada suficiente de luz natural; (ii) la circulación de aire; (iii) el 
acceso al agua para utilizar cada día; (iv) la atención sanitaria, con respecto a la 
insuficiencia de medicamentos, de personal capacitado y de revisiones médicas regulares; 
(v) la ausencia de una dieta adecuada a las condiciones médicas de cada recluso, y (vi) el 
régimen de visitas, tal y como se especifican con mayor detalle en los párrafos 86 a 92 
precedentes. El Estado presentará un informe en un plazo no superior a un año en el que 
ponga en conocimiento de la Corte el estado del cumplimiento de esta medida. 

Elaboración de publicación 

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359 

228. En tercer lugar, el Estado deberá garantizar que las mujeres embarazadas tengan 
acceso a una prueba de VIH, y que les sea practicada si así lo desean. El Estado deberá 
dar seguimiento periódico a aquellas mujeres embarazadas que viven con el VIH, y deberá 
proveer el tratamiento médico adecuado para evitar la transmisión vertical del virus, sin 
perjuicio de lo establecido en el párrafo 226 de la presente Sentencia. Para este fin, como 
lo ha hecho en otros casos, la Corte ordena al Estado diseñar una publicación o cartilla en 
forma sintética, clara y accesible sobre los medios de prevención de la transimisión del 
VIH y sobre el riesgo de transmisión vertical de éste, así como los recursos disponibles 
para minimizar ese riesgo. Dicha publicación deberá estar disponible en todos los 
hospitales públicos y privados de Guatemala, tanto para los pacientes como para el 
personal médico. Asimismo, debe darse acceso a dicha cartilla o publicación a través de 
los organismos de la sociedad civil vinculados al tema. 

Desarrollo de planes o programas de capacitación y fortalecimiento 

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 91 

86. Entre las medidas aludidas el Estado debe dar cumplimiento al artículo VIII de la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, que dispone: “[l]os 
Estados partes velarán asimismo por que, en la formación del personal o de los 
funcionarios públicos encargados de la aplicación de la ley, se imparta la educación 
necesaria sobre el delito de desaparición forzada de personas”. 
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Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101 

282. El Estado debe adoptar todas las providencias necesarias para ello y, en particular, 
las tendientes a formar y capacitar a todos los miembros de sus cuerpos armados, de 
policía y de sus organismos de seguridad sobre los principios y normas de protección de 
los derechos humanos, aun bajo los estados de excepción. En particular, el Estado debe 
incluir, dentro de los cursos de formación de los miembros de sus fuerzas armadas, de la 
policía y de sus organismos de seguridad, capacitación en materia de derechos humanos 
y de Derecho Internacional Humanitario. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Masacres de 
Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de 
septiembre de 2012. Serie C No. 250, párr. 291). 

Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211 

251. Las violaciones imputables al Estado en el presente caso fueron perpetradas por 
funcionarios estatales. Adicionalmente, las violaciones se han visto agravadas por la 
existencia de un contexto generalizado de impunidad respecto de las graves violaciones a 
los derechos humanos propiciada por los operadores judiciales. En consecuencia, sin 
perjuicio de la existencia de programas en Guatemala para capacitación de sus 
funcionarios en derechos humanos, el Tribunal considera necesario que el Estado organice 
e inicie de manera independiente o en fortalecimiento de los ya existentes, un programa 
permanente de educación en derechos humanos destinado a los miembros de las Fuerzas 
Armadas, así como a jueces y fiscales. Dentro de dicho programa deberá hacer especial 
mención a la presente Sentencia y otros casos fallados por esta Corte contra Guatemala, 
así como a los instrumentos internacionales de derechos humanos y derecho internacional 
humanitario y, específicamente, a lo relativo a las graves violaciones a derechos humanos 
y los componentes del acceso a la justicia de las víctimas. Este programa debe ser 
organizado y ejecutado, en un plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de 
esta Sentencia. 

252. Al respecto, la Corte estima pertinente recordar que la eficacia e impacto de la 
implementación de los programas de educación en derechos humanos en el seno de las 
fuerzas de seguridad es crucial para generar garantías de no repetición de hechos como 
los del presente caso. Tales programas deben reflejarse en resultados de acción y 
prevención que acrediten su eficacia, más allá de que su evaluación deba realizarse a 
través de indicadores adecuados. 

253. Aunado a lo anterior, este Tribunal considera necesario que el Estado organice e 
inicie de manera independiente o en fortalecimiento de los ya existentes, un programa 
específico de capacitación y fortalecimiento para el mejoramiento integral del Sistema de 
Justicia en Guatemala, destinado a las autoridades encargadas de la dirección de los 
procesos judiciales de graves violaciones a los derechos humanos, el cual incluya una 
estrategia de investigación de patrones de violaciones masivas y sistemáticas de derechos 
humanos y tutela judicial efectiva, a fin de dirigir y encausar este tipo de procesos en 
tiempos razonables y considerando la investigación de todos los hechos y responsables, 
en garantía del acceso a la justicia de las víctimas de este tipo de violaciones, en un plazo 
de seis meses, contado a partir de la notificación de esta Sentencia. 

254. Finalmente, una vez aprobada la normativa referente a la Ley de Amparo, el Estado 
deberá organizar e iniciar dentro de los siguientes seis meses de publicada la 
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correspondiente norma legal un programa de capacitación a los operadores de justicia 
para el uso adecuado de este recurso y sobre la tutela judicial efectiva. 

Corte IDH. Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C 
No. 307 

248. Si bien Guatemala ha indicado que ya cuenta con programas educativos dirigidos a 
promover el respeto de los derechos de las mujeres, la Corte nota que, de los programas 
descritos por Guatemala, solo uno estaría dirigido a la prevención de la violencia contra la 
mujer: la “estrategia” de “Prevención de la Violencia” presuntamente realizado por las 
Direcciones Generales y Departamentales con apoyo y acompañamiento de la Unidad de 
Equidad de Género con Pertinencia Étnica adscrita a la Dirección de Planificación 
Educativa. Sin embargo, el Estado no proporcionó información alguna respecto del 
contenido, alcance o implementación de dicha “estrategia”. En consecuencia, teniendo en 
cuenta la situación de discriminación y violencia en contra de la mujer constatada, la Corte 
ordena al Estado, en un plazo razonable, incorporar al currículo del Sistema Educativo 
Nacional, en todos los niveles educativos, un programa de educación permanente sobre 
la necesidad de erradicar la discriminación de género, los estereotipos de género y la 
violencia contra la mujer en Guatemala, a la luz de la normativa internacional en la materia 
y la jurisprudencia de este Tribunal. A tal efecto, el Estado deberá presentar un informe 
anual por tres años, en el que indique las acciones que se han realizado para tal fin. La 
Corte no considera necesario ordenar, adicionalmente, la cátedra sobre derechos de las 
mujeres solicitada por los representantes. 

258. Finalmente y en tercer lugar, si bien en el presente caso el Estado se refirió a las 
capacitaciones en materia de prevención y erradicación de la violencia contra la mujer 
presuntamente realizadas por el Organismo Judicial, el Organismo Legislativo, el Ministerio 
de Gobernación, la Policía Nacional Civil (PNC), el Ministerio Público y la Comisión 
Presidencial de Derechos Humanos (COPREDEH), no aportó documentación alguna que 
permita al Tribunal valorar su idoneidad y permanencia. Por tanto y teniendo en cuenta lo 
ordenado por este Tribunal en el Caso Veliz Franco y otros, la Corte dispone que el Estado 
debe, en un plazo razonable, implementar programas y cursos permanentes para 
funcionarios públicos pertenecientes al Poder Judicial, Ministerio Público y Policía Nacional 
Civil, que estén vinculados a la investigación de actos de homicidio de mujeres, sobre 
estándares en materia de prevención, eventual sanción y erradicación de homicidios de 
mujeres y capacitarlos sobre la debida aplicación de la normativa internacional y 
jurisprudencia de este Tribunal en la materia. 

Corte IDH. Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 312 

273. En atención a lo anterior, la Corte valora la información aportada por el Estado y lo 
insta a dar continuidad a los programas de capacitación a las autoridades judiciales 
encargadas de la ejecución de la pena, así como a impulsar mecanismos y programas de 
fortalecimiento institucional con el fin de garantizar el respeto de los derechos de las 
personas privadas de libertad. 

274. Sin perjuicio de lo anterior, a fin de evitar la repetición de los hechos del presente 
caso, la Corte dispone que el Estado debe adoptar medidas para la capacitación de las 
autoridades judiciales a cargo de la ejecución de las penas, autoridades penitenciarias, 
personal médico y sanitario y otras autoridades competentes que tengan relación con las 
personas privadas de libertad, a fin de que cumplan efectivamente con su rol de garantes 
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de sus derechos, en particular de los derechos a la integridad personal y a la vida, así 
como la protección de la salud en situaciones que requieran atención médica, como 
también de sus obligaciones de ejercer adecuados controles de convencionalidad cuando 
deban decidir acerca de solicitudes de diversa índole de las personas privadas de libertad. 

275. Asimismo, la Corte estima pertinente que el Estado lleve a cabo una serie de jornadas 
de información y orientación en materia de derechos humanos, a favor de las personas 
que se encuentran privadas de libertad en el Centro de Orientación Femenina. En tales 
jornadas se deberá exponer en qué consisten, cuáles son y cómo se pueden ejercer los 
derechos que les corresponden a las personas que se encuentran en estado de reclusión, 
conforme a los estándares internacionales, haciendo especial énfasis en la protección a la 
salud y en los derechos a la integridad personal, a la vida y a la no discriminación, así 
como a las vías judiciales o administrativas rápidas, idóneas y efectivas para canalizar sus 
demandas cuando consideren que sus derechos han sido violados. Además, en estas 
jornadas se deberá hacer referencia a la presente Sentencia y a las obligaciones 
internacionales de derechos humanos derivadas de los tratados en los cuales Guatemala 
es parte. 

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328 

312. En este caso, las graves violaciones de los derechos humanos determinadas por el 
Tribunal fueron perpetradas por el Ejército de Guatemala y otros miembros de las fuerzas 
de seguridad del Estado. Al respecto, la Corte estima pertinente recordar que la eficacia e 
impacto de la implementación de los programas de educación en derechos humanos en el 
seno de las fuerzas de seguridad es crucial para generar garantías de no repetición de 
hechos como los del presente caso. Tales programas deben reflejarse en resultados de 
acción y prevención que acrediten su eficacia, más allá de que su evaluación deba 
realizarse a través de indicadores adecuados. 

313. En el presente caso, el Estado informó sobre los cursos que estarían recibiendo 
miembros del Ejército de Guatemala; sin embargo, no presentó documentación que 
sustente lo informado, que establezca la permanencia de los cursos mencionados o que 
indique cuántos integrantes de sus fuerzas reciben dicha capacitación. Por tanto, la Corte 
ordena al Estado incluir formación en derechos humanos y derecho internacional 
humanitario de forma permanente en el pensum de los diferencies centros de formación, 
profesionalización vocacional y capacitación de todas las ramas del Ejército de Guatemala. 
Dicha capacitación debe ser implementada en el plazo de un año y dirigida a todos los 
niveles jerárquicos del Ejército de Guatemala e incorporar la necesidad de erradicar la 
discriminación racial y étnica, los estereotipos raciales y étnicos, y la violencia contra los 
pueblos indígenas, a la luz de la normativa internacional en la materia y la jurisprudencia 
de la Corte sobre graves violaciones a los derechos humanos, particularmente en casos 
guatemaltecos. 

318. Ahora bien, esta Corte ya ordenó al Estado garantizar que los distintos órganos del 
sistema de justicia involucrados en el caso deben contar con los recursos humanos 
necesarios para desempeñar sus tareas de manera adecuada, independiente e imparcial. 
Por tanto, a la luz de lo expuesto, el Tribunal considera necesario que las entidades de 
formación de los miembros del Organismo Judicial y del Ministerio Público diseñen e 
implementen, en los pensum permanentes de las carreras judiciales y fiscales, 
respectivamente, programas de educación en derechos humanos y derecho internacional 
humanitario, si no los hubiere. Dichos programas deben incorporar la necesidad de 
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erradicar la discriminación racial y étnica, los estereotipos raciales y étnicos, y la violencia 
contra los pueblos indígenas, a la luz de la normativa internacional en la materia y la 
jurisprudencia de la Corte sobre graves violaciones a los derechos humanos y el acceso a 
la justicia de las víctimas, particularmente en casos guatemaltecos, y deben ser 
implementados en el plazo de un año, contado a partir de la notificación de esta Sentencia. 

319. La Comisión solicitó de manera general a la Corte que adopte las medidas necesarias 
para evitar que en el futuro se produzcan hechos similares conforme al deber de 
prevención y garantía de los derechos humanos reconocidos en la Convención Americana. 
La Corte considera necesario ordenar, como garantía de no repetición, que, en un plazo 
razonable, el Estado incorpore al currículo del Sistema Educativo Nacional, en todos sus 
niveles, un programa de educación cuyo contenido refleje la naturaleza pluricultural y 
multilingue de la sociedad guatemalteca, impulsando el respeto y el conocimiento de las 
diversas culturas indígenas, incluyendo sus cosmovisiones, historias, lenguas, 
conocimientos, valores, culturas, prácticas y formas de vida. Dicho programa deberá hacer 
énfasis en la necesidad de erradicar la discriminación racial y étnica, los estereotipos 
raciales y étnicos, y la violencia contra los pueblos indígenas, a la luz de la normativa 
internacional en la materia y la jurisprudencia de este Tribunal. 

Corte IDH. Caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2017. 
Serie C No. 339 

210. Debido a que en esta Sentencia se declaró que el Estado incumplió su deber de 
investigar efectivamente la desaparición de Mayra Gutiérrez al aplicar estereotipos 
negativos de género que culpabilizaron a la víctima, la Corte recuerda lo ordenado por 
este Tribunal en los casos Veliz Franco y otros y Velásquez Paiz y otros, ambos contra 
Guatemala. En éstos se estableció que el Estado debe, en un plazo razonable, implementar 
programas y cursos permanentes para funcionarios públicos pertenecientes al Poder 
Judicial, Ministerio Público y Policía Nacional Civil, que estén vinculados a la investigación 
de actos de homicidio de mujeres, sobre estándares en materia de prevención, eventual 
sanción y erradicación de homicidios de mujeres y capacitarlos sobre la debida aplicación 
de la normativa internacional y jurisprudencia de este Tribunal en la materia. (En similar 
sentido, ver entre otros: Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277, párr. 275). 

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351 

408. Este Tribunal valora positivamente la voluntad manifestada por el Estado con 
respecto a estas medidas solicitadas por los representantes. Esta Corte recuerda que 
concluyó que el Estado había incumplido su obligación de supervisar y fiscalizar 
instituciones como la Asociación Los Niños de Guatemala donde fueron internados los 
hermanos Ramírez, lo cual había contribuido a la arbitrariedad de la institucionalización 
de Osmín Tobar Ramírez. Por tanto, este Tribunal considera oportuno ordenar, como 
garantía de no repetición, que el Estado de Guatemala cree e implemente un programa 
nacional efectivo para garantizar una adecuada supervisión, fiscalización y control de la 
institucionalización de niñas y niños. Dentro de estas medidas, el Estado deberá, como 
mínimo: (i) brindar capacitaciones constantes, periódicas y actualizadas a los funcionarios 
estatales y operadores de justicia que intervienen en los procesos de institucionalización 
o acogimiento residencial de niñas y niños, así como empleados de instituciones privadas 
en quienes se delegue el cuidado y protección de niñas y niños en instituciones de 
acogimiento residencial, para lo cual, además, deberá censar y llevar un registro 
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actualizado de todas las instituciones, centros o asociaciones que lleven a cabo estas 
funciones; (ii) garantizar que el Consejo Nacional de Adopciones cuente con los recursos 
económicos y logísticos necesarios para hacer frente de manera efectiva a las nuevas 
modalidades en las que operan las redes de trata y tráfico de niñas y niños 
institucionalizados; (iii) asegurar, mediante revisiones periódicas, que la 
institucionalización de niñas y niños no conlleve una restricción abusiva de su libertad 
ambulatoria, que pueda llegar a constituir una privación de su libertad, conforme a los 
estándares establecidos en […] esta Sentencia, y (iv) garantizar la desinstitucionalización 
progresiva de las niñas, niños y adolescentes que se encuentran bajo su cuidado, 
previendo y aplicando medidas alternativas a la institucionalización. Para el cumplimiento 
de esta medida el Estado deberá acreditar la creación de este programa, así como su 
puesta en funcionamiento, de manera efectiva. 

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359 

227. En segundo lugar, el Tribunal estima necesario que el Estado implemente un 
programa de capacitación para funcionarios del sistema de salud, que laboren en 
hospitales y unidades de atención médica que atiendan personas con VIH en Guatemala, 
acerca de los estándares internacionales y la legislación nacional en materia de 
tratamiento integral para personas que viven con el VIH. Estas capacitaciones deberán 
incluir información acerca de las mejores prácticas de atención, sobre los derechos de los 
pacientes y las obligaciones de las autoridades. Asimismo, estas capacitaciones deberán 
ser impartidas, durante un tiempo razonable, por personal médico y jurídico especializado 
en la materia, y deberán ser realizadas con perspectiva de género. 

Corte IDH. Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385 

228. Esta Corte ha establecido que la capacitación de funcionarios públicos es una medida 
importante para garantizar la no repetición de los hechos que generaron las violaciones. 
Es así que la capacitación, como sistema de formación continua, se debe extender durante 
un lapso importante para cumplir sus objetivos. A la vista de lo anterior, el Estado debe 
incluir, dentro de los cursos de formación de los miembros de la policía y organismos de 
seguridad, capacitación específica y cursos de carácter permanente sobre la prohibición 
absoluta de la tortura. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386, párr. 246). 

Fortalecimiento institucional de la capacidad para investigar hechos y 
sancionar a los responsables 

Corte IDH. Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C 
No. 307 

252. Al igual que en el Caso Veliz Franco y otros, el Tribunal valora los esfuerzos del 
Estado para adoptar legislación, otros actos jurídicos, instituciones y políticas públicas 
orientadas a combatir la violencia por razón de género, así como su esfuerzo por adecuar 
su sistema en materia de investigación penal. Estos avances constituyen indicadores 
estructurales relacionados con la adopción de medidas que, en principio, tienen como 
objetivo enfrentar la violencia y discriminación contra la mujer, o que su aplicación 
coadyuva a ello. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. 
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Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C 
No. 277, párr. 264). 

254. Al respecto, la Corte nota, primeramente, que en el Caso Veliz Franco y otros ordenó 
al Estado que elabore un plan de fortalecimiento calendarizado del Instituto Nacional de 
Ciencias Forenses (INACIF). En dicho caso, la Corte estableció que el funcionamiento 
adecuado de esta entidad resulta relevante a fin de que los casos de atentados contra 
mujeres puedan ser debidamente investigados. Asimismo, encontró acreditados datos de 
2012 que indicaban la necesidad de que el INACIF cuente con mayores recursos, y ello 
habría sido expresado también, en 2010, por autoridades de la entidad. En el presente 
caso y tal como ocurrió en el caso Veliz Franco y otros, el Estado no ha hecho llegar a la 
Corte información que demuestre que ha habido una alteración en la situación referida. 
Por tanto, el Tribunal considera pertinente ordenar nuevamente que, en un plazo 
razonable, elabore un plan de fortalecimiento calendarizado del Instituto Nacional de 
Ciencias Forenses (INACIF), que incluya una asignación adecuada de recursos para 
ampliar sus actividades en el territorio nacional y el cumplimiento de sus funciones. (En 
similar sentido, ver entre otros: Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277, párr. 268). 

255. En segundo lugar, en el Caso Veliz Franco y otros, este Tribunal determinó que la 
Ley contra el Femicidio, aprobada en 2008, previó, en su artículo 15, la “[c]reación de los 
órganos jurisdiccionales especializados”. Además, en su artículo 14 estableció que “el 
Ministerio Público deberá crear la Fiscalía de Delitos contra la Vida e Integridad Física de 
la Mujer, especializada en la investigación de los delitos creados por [dicha] ley, con los 
recursos presupuestarios, físicos, materiales, científicos y humanos que le permitan el 
cumplimiento de los fines de la misma”. A su vez, en los artículos 22 y 23, dicha Ley fijó 
un plazo de 12 meses para el “estableci[miento]” de “[l]os órganos jurisdiccionales 
especializados a que se refiere el artículo 15 [...] en toda la República”, y de “[l]a fiscalía 
a la que se refiere el artículo 14”. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Véliz Franco y otros 
Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo 
de 2014. Serie C No. 277, párr. 269). 

257. En el presente caso, el Estado ha informado que “cuenta con” la Fiscalía de la Mujer, 
encargada de la persecución penal para abordar la violencia intrafamiliar y la violencia 
contra las mujeres, así como de 12 fiscalías especializadas en siete Departamentos que 
conocen exclusivamente los delitos de femicidio. Sin embargo, la Corte no cuenta con 
información respecto del eventual establecimiento de la Fiscalía de Delitos contra la Vida 
e Integridad Física de la Mujer mencionada en los artículos 14 y 23 de la Ley contra el 
Femicidio, y tampoco se desprende de la información proporcionada si los órganos 
jurisdiccionales señalados por el Estado fueron establecidos en cumplimiento de lo 
estipulado en los artículos 15 y 22 de dicha Ley, es decir, en la totalidad de los 
departamentos de Guatemala. Por tanto y teniendo en cuenta lo normado por la Ley contra 
el Femicidio, la Corte considera pertinente ordenar nuevamente al Estado que, en un plazo 
razonable, implemente el funcionamiento pleno de los “órganos jurisdiccionales 
especializados” en toda la República de Guatemala, así como de la fiscalía especializada. 

263. El Tribunal valora las diversas medidas adoptadas por el Estado, inclusive la creación 
de diversos organismos, dirigidos a la prevención de la violencia contra la mujer y la 
erradicación de patrones socioculturales discriminatorios. 

266. De este modo, teniendo en cuenta que se ha identificado la necesidad de regular la 
búsqueda de mujeres desaparecidas en Guatemala, la Corte considera pertinente ordenar 
al Estado que adopte una estrategia, sistema, mecanismo o programa nacional, a través 
de medidas legislativas o de otro carácter, a efectos de lograr la búsqueda eficaz e 
inmediata de mujeres desaparecidas. Asimismo, que permita asegurar que en casos de 
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denuncias de esta naturaleza, las autoridades correspondientes las reciban 
inmediatamente y sin necesidad de ninguna formalidad y, al mismo tiempo, que inicien 
las acciones que permitan localizar y prevenir la violación de los derechos a la vida e 
integridad personal de las posibles víctimas. Lo anterior, en un plazo razonable y con la 
respectiva disposición presupuestaria e institucional. 

Adecuación de legislación  

Corte IDH. Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2001. Serie C No. 76 

203. Si bien el Tribunal no decidió, en su sentencia de fondo, que Guatemala había violado 
el artículo 2 de la Convención, norma que dispone que dentro de las obligaciones generales 
del Estado debe adoptar “las medidas legislativas o de otro carácter que fueran necesarias 
para hacer efectivos” los derechos en ella reconocidos, ésta es una obligación que el 
Estado debe cumplir por haber ratificado dicho instrumento normativo. Así, esta Corte 
considera que Guatemala debe implementar en su derecho interno, de acuerdo al artículo 
2 de la Convención, las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otra índole 
que sean necesarias con el objeto de adecuar la normativa guatemalteca a las previsiones 
convencionales en cuanto a los derechos a la libertad personal, las garantías judiciales y 
la protección judicial, para evitar que ocurran en el futuro casos como el presente. Esta 
Corte considera que es deseable, en caso de no existir en la actualidad, la implementación 
de un registro de detenidos como el propuesto por la Comisión. 

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de mayo de 2001. Serie C No. 77 

98. Si bien el Tribunal en su sentencia de fondo no decidió que Guatemala había violado 
el artículo 2 de la Convención, norma que dispone que el Estado está en la obligación de 
adoptar “las medidas legislativas o de otro carácter que fueran necesarias para hacer 
efectivos” los derechos en ella reconocidos, es cierto también que ésta es una obligación 
que el Estado debe cumplir por el mero hecho de haber ratificado dicho instrumento legal. 
Así, esta Corte considera que Guatemala debe implementar en su derecho interno, de 
acuerdo al citado artículo 2 de la Convención, las medidas legislativas, administrativas y 
de cualquier otra índole que sean necesarias con el objeto de adecuar la normativa 
guatemalteca al artículo 19 de la Convención, para prevenir que se den en el futuro hechos 
como los examinados. Pese a lo dicho, la Corte no está en posición de afirmar cuáles 
deben ser dichas medidas y si, en particular deben consistir, como lo solicitan los 
representantes de los familiares de las víctimas y la Comisión, en derogar el Código de la 
Niñez de 1979 o en poner en vigencia el Código de la Niñez y la Juventud aprobado por el 
Congreso de la República de Guatemala en 1996 y el Plan de Acción a Favor de Niños, 
Niñas y Jóvenes de la Calle de 1997. 

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 91 

85. Conforme a los planteamientos de la Comisión y los representantes de las víctimas al 
respecto, la Corte considera que Guatemala debe adoptar las medidas legislativas y de 
cualquier otra índole necesarias para adecuar el ordenamiento jurídico guatemalteco a las 
normas internacionales de derechos humanos y derecho humanitario, y para darles 
efectividad en el ámbito interno, de acuerdo con el artículo 2 de la Convención. En 
particular, debe adoptar las medidas nacionales de aplicación del derecho internacional 
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humanitario, así como aquéllas de protección de los derechos humanos que aseguren el 
ejercicio libre y pleno de los derechos a la vida, la libertad e integridad personales y la 
protección y garantías judiciales, en orden a evitar, que ocurran en el futuro hechos lesivos 
como los del presente caso 

Corte IDH. Caso Molina Theissen Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 de julio de 2004. Serie C No. 108 

91. A la luz de lo anterior, la Corte considera que el Estado debe adoptar en su derecho 
interno, de acuerdo con el artículo 2 de la Convención, las medidas legislativas, 
administrativas y de cualquier otra índole que sean necesarias para crear: 

a) un procedimiento expedito que permita obtener la declaración de ausencia y 
presunción de muerte por desaparición forzada, con fines de filiación, sucesión y 
reparación y demás efectos civiles relacionados con ella; y 

b) un sistema de información genética que permita la determinación y esclarecimiento 
de la filiación de los niños desaparecidos y su identificación. 

Corte IDH. Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 20 de junio de 2005. Serie C No. 126 

130. La Corte considera que no puede condenar al pago de indemnización por los daños 
materiales alegados, en virtud de que no hay pruebas que los acrediten. Por lo que toca 
al daño inmaterial, la Corte estima que esta sentencia constituye per se una forma de 
reparación, de conformidad con la jurisprudencia internacional. También dispone las 
siguientes medidas: […] 

b) la regulación del asesinato en la forma prevista por el segundo párrafo del artículo 
132 del Código Penal de Guatemala, es violatoria de la Convención Americana. En 
consecuencia, el Estado debe abstenerse de aplicar la parte del artículo 132 del Código 
Penal de Guatemala que se refiere a la peligrosidad del agente, y modificarla dentro 
de un plazo razonable, adecuándola a la Convención Americana, conforme a lo 
estipulado en su artículo 2, de manera que se garantice el respeto al principio de 
legalidad, consagrado en el artículo 9 del mismo instrumento internacional. Se debe 
suprimir la referencia a la peligrosidad del agente contemplada en ese precepto; […] 

d) el Estado debe adoptar, en un plazo razonable, las medidas legislativas y 
administrativas necesarias para establecer un procedimiento que garantice que toda 
persona condenada a muerte tenga derecho a solicitar indulto o conmutación de la 
pena, conforme a una regulación que establezca la autoridad facultada para 
concederlo, los supuestos de procedencia y el trámite respectivo; en estos casos no 
debe ejecutarse la sentencia mientras se encuentre pendiente la decisión sobre el 
indulto o la conmutación solicitados […]. 

Corte IDH. Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133 

132. La Corte declaró la existencia de una violación a los artículos 4.1, 4.2 y 4.6 de la 
Convención, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma. Por ello, dispone que el 
Estado adopte las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otro carácter 
necesarias para adecuar su derecho interno a la Convención Americana, en especial:  

i. la modificación, dentro de un plazo razonable, del artículo 201 del Código Penal 
vigente, de manera que se estructuren tipos penales diversos y específicos para 
determinar las diferentes formas de plagio o secuestro, en función de sus 
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características, la gravedad de los hechos y las circunstancias del delito, con la 
correspondiente previsión de punibilidades diferentes, proporcionales a aquéllas, así 
como la atribución al juzgador de la potestad de individualizar las penas en forma 
consecuente con los datos del hecho y el autor, dentro de los extremos máximo y 
mínimo que deberá consagrar cada conminación penal. Esta modificación, en ningún 
caso, ampliará el catálogo de delitos sancionados con la pena capital previsto con 
anterioridad a la ratificación de la Convención Americana. Mientras esto ocurra, el 
Estado deberá abstenerse de aplicar la pena de muerte y ejecutar a los condenados 
por el delito de plagio o secuestro exclusivamente. 

ii. la adopción, dentro de un plazo razonable, de un procedimiento que garantice que 
toda persona condenada a muerte tenga derecho a solicitar y, en su caso, obtener 
indulto o conmutación de pena, conforme a una regulación que establezca la autoridad 
facultada para concederlo, los supuestos de procedencia y el trámite respectivo; en 
estos casos no debe ejecutarse la sentencia mientras se encuentre pendiente la 
decisión sobre el indulto o la conmutación solicitados. 

Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211 

242. El Estado deberá adoptar, en un plazo razonable, de acuerdo con el artículo 2 de la 
Convención Americana, las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otra índole 
que sean necesarias para regular la Ley de Amparo, a fin de adecuar este recurso a su 
verdadero objeto y fin, de conformidad con los estándares interamericanos de protección 
de los derechos humanos. Mientras se adoptan las referidas medidas, el Estado deberá 
adoptar todas aquellas acciones que garanticen el uso efectivo del recurso de amparo, de 
conformidad con lo establecido en el apartado A) del capítulo VIII de la presente 
Sentencia. 

Corte IDH. Caso Maldonado Ordóñez Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C No. 311 

131. La Corte nota que el objeto de análisis del presente caso fue la violación de los 
derechos humanos derivada de la decisión de destituir a la señora Maldonado, así como 
la efectividad de los recursos establecidos en la norma interna para tales efectos. El 
Tribunal considera que ha quedado establecido que la violación al derecho a las garantías 
judiciales, protección juidicial y el respeto al principio de legalidad, fueron consecuencia 
de una normativa contradictoria en el ordenamiento jurídico interno. La Corte resalta que 
el Reglamento del Personal del Procurador indica una vía para impugnar las decisiones del 
Procurador de los Derechos Humanos, sin embargo la vía señalada entra en contradicción 
con lo establecido en el Código del Trabajo y en la Ley de Responsabilidad Civil, según fue 
determinado por la Sala Segunda de Trabajo y Previsión Social. 

132. Ha quedado establecido que, como consecuencia de la contradicción existente en la 
normativa guatemalteca, en lo respectivo a la vía adecuada para que el personal de la 
Procuraduría de Derechos Humanos pueda impugnar las decisiones del Procurador de los 
Derechos Humanos, la señora Maldonado quedó en un estado de desprotección en el cual 
los recursos judiciales presentados no eran idóneos para impugnar su destitución. 

133. Por lo expuesto, en el presente caso el Estado deberá precisar o regular, con claridad, 
a través de medidas legislativas o de otro carácter, la vía recursiva, el procedimiento y la 
competencia judicial para la indispensable revisión jurisdiccional de toda sanción o medida 
de carácter administrativo disciplinario del Procurador de los Derechos Humanos. 
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Corte IDH. Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385 

219. En relación con el marco legal que regula la pena de muerte, la Corte observa que 
ya ordenó en el caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala lo siguiente: 

[...] i. la modificación, dentro de un plazo razonable, del artículo 201 del Código Penal vigente, de manera 
que se estructuren tipos penales diversos y específicos para determinar las diferentes formas de plagio o 
secuestro, en función de sus características, la gravedad de los hechos y las circunstancias del delito, con 
la correspondiente previsión de punibilidades diferentes, proporcionales a aquéllas, así como la atribución 
al juzgador de la potestad de individualizar las penas en forma consecuente con los datos del hecho y el 
autor, dentro de los extremos máximo y mínimo que deberá consagrar cada conminación penal. Esta 
modificación, en ningún caso, ampliará el catálogo de delitos sancionados con la pena capital previsto con 
anterioridad a la ratificación de la Convención Americana. Mientras esto ocurra, el Estado deberá abstenerse 
de aplicar la pena de muerte y ejecutar a los condenados por el delito de plagio o secuestro exclusivamente. 

ii. la adopción, dentro de un plazo razonable, de un procedimiento que garantice que toda persona 
condenada a muerte tenga derecho a solicitar y, en su caso, obtener indulto o conmutación de pena, 
conforme a una regulación que establezca la autoridad facultada para concederlo, los supuestos de 
procedencia y el trámite respectivo; en estos casos no debe ejecutarse la sentencia mientras se encuentre 
pendiente la decisión sobre el indulto o la conmutación solicitados. 

220. La Corte considera, por tanto, que no es necesario reiterar a Guatemala medidas de 
reparación sobre la adecuación de sus disposiciones de derecho interno a la Convención 
Americana a este respecto, toda vez que el cumplimiento de dichas medidas está siendo 
en la actualidad analizado por parte de la Corte en la etapa supervisión de cumplimento 
correspondiente. 

221. En cuanto a la adecuación del artículo 201 bis del Código Penal guatemalteco a los 
estándares internacionales en relación con la tipificación de la tortura, la Corte observa 
que el referido artículo indica actualmente lo siguiente: 

Comete el delito de tortura, quien por orden o con la autorización, el apoyo o aquiescencia 
de autoridades del Estado, inflija intencionalmente a una persona dolores o sufrimientos 
graves, ya sean físicos o mentales con el fin de obtener de ella o de un tercero información 
o confesión, por un acto que haya cometido o se sospeche que hubiere cometido, o persiga 
intimidar a una persona o, por ese medio, a otras personas. [...] El o los responsables del 
delito de tortura serán sancionados con prisión de veinticinco a treinta años. 

222. La Corte nota que, efectivamente, la presente norma no cumple con los requisitos 
mínimos establecidos en el artículo 2 Convención Interamericana para Prevenir y 
Sancionar la tortura, el cual establece que se entenderá como tortura: 

[T]odo acto realizado intencionalmente por el cual se inflijan a una persona penas o sufrimientos físicos o 
mentales, con fines de investigación criminal, como medio intimidatorio, como castigo personal, como 
medida preventiva, como pena o con cualquier otro fin. Se entenderá también como tortura la aplicación 
sobre una persona de métodos tendientes a anular la personalidad de la víctima o a disminuir su capacidad 
física o mental, aunque no causen dolor físico o angustia psíquica. 

223. Esta falta de adecuación legislativa también ha sido destacada por la Corte de 
Constitucionalidad de Guatemala en su sentencia de 17 de julio de 2012, en la que 
expresamente señaló lo siguiente: 

[...] en la tipificación del delito de tortura, contenida en el artículo 201 Bis del Código Penal, no se incluyen 
todos los elementos descritos en los tratados internacionales que regulan esa conducta antijurídica, pues se 
omite: el castigo, la discriminación y cualquier otro fin como parte del tipo penal, así como la aplicación de 
métodos tendientes a anular la personalidad de la víctima o a disminuir su capacidad física o mental, aunque 
no causen dolor físico o angustia psíquica, por lo que excluir de la protección del bien jurídico tutelado esos 
elementos objetivos, provocaría que en el precepto, cuya inconstitucionalidad se denuncia, se haya incurrido 
en omisión de tipificar actos altamente lesivos a la integridad moral y física de los individuos, necesarios 
para complementar el tipo delictivo previsto en el artículo 201 del Código Penal, contraviniéndose así el 
artículo 1 de la Convención Interamericana para prevenir y sancionar la Tortura [...] Este Tribunal estima 
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que para cumplir con la tipificación necesaria y en aplicación a los estándares internacionales en materia de 
derechos humanos, debe establecerse concretamente la descripción de las conductas que constituyen 
“tortura”, por lo que es necesario introducir por vía de reforma a la norma penal contenida en el artículo 
201 Bis del Código Penal las frases de: “el castigo”, “cualquier tipo de discriminación”, “o con cualquier otro 
fin”, como finalidades del delito de tortura, y expresamente se regule que también constituye este delito “la 
aplicación sobre una persona de métodos tendientes a anular la personalidad de la víctima o a disminuir su 
capacidad física o mental, aunque no causen dolor físico o angustia psíquica. 

224. La Corte de Constitucionalidad concluyó, por tanto, que el artículo 201 bis del Código 
Penal debía ser reformado a través de “acción legislativa con las adiciones que resulten 
de las disposiciones contenidas en la Convención de Naciones Unidas contra la Tortura y 
otros Tratados o Penas Crueles o Degradantes y en la Convención Interamericana para 
prevenir y sancionar la tortura”. Con base en los alegatos presentados por el Estado y el 
acervo probatorio obrante en el presente caso la Corte observa que, a fecha de la presente 
sentencia, dicha modificación y adecuación legislativa no ha tenido lugar. 

225. En consecuencia, la Corte estima pertinente ordenar al Estado que, como una 
garantía de no repetición de los hechos del presente caso, adecúe en un plazo razonable 
la tipificación del delito de tortura contenida en el artículo 201 bis del actual Código Penal 
a los estándares internacionales de derechos humanos. (En similar sentido, ver entre otros: 
Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de octubre de 
2019. Serie C No. 386, párr. 243). 

Corte IDH. Caso Extrabajadores del Organismo Judicial Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 17 de noviembre 
de 2021. Serie C No. 445 

144. La Corte nota que la violación al derecho a la protección judicial, con respecto a los 
recursos promovidos contra la declaratoria de ilegalidad de la huelga, se debió a una falta 
de claridad en la normativa que regula este tema. De esta forma considera necesario 
ordenar al Estado a que, en el plazo de dos años, precise o regule, con claridad, a través 
de medidas legislativas o de otro carácter, la vía recursiva, el procedimiento y la 
competencia judicial para la impugnación de la declaratoria de ilegalidad de una huelga. 
145. La Corte reitera, asimismo, con respecto a la normativa que regula el derecho a la 
huelga, que las distintas autoridades estatales, están en la obligación de ejercer ex officio 
un control de convencionalidad entre las normas internas y la Convención Americana, en 
el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales 
correspondientes; en esta tarea, las autoridades internas deben tener en cuenta no 
solamente el tratado, sino también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte 
Interamericana, intérprete última de la Convención Americana y, en particular, los 
estándares establecidos en la presente Sentencia." 

Implementación de una política pública para la protección de las personas 
defensoras de derechos humanos 

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
agosto de 2014. Serie C No. 283 

263. Con relación a la adopción de medidas para la disminución del riesgo de las 
defensoras y defensores de derechos humanos, esta Corte estableció que el Estado ha 
planificado y/o implementado diversas medidas dirigidas a enfrentar dichos riesgos. Sin 
embargo, Guatemala no aportó información a la Corte sobre la efectividad de las mismas. 
En virtud de lo anterior, el Estado debe implementar, en un plazo razonable, una política 



 

437     

pública para la protección de las defensoras y los defensores de derechos humanos, 
tomando en cuenta, al menos, los siguientes requisitos: 

a) la participación de defensores de derechos humanos, organizaciones de la sociedad 
civil y expertos en la elaboración de las normas que puedan regular un programa de 
protección al colectivo en cuestión;  

b) el programa de protección debe abordar de forma integral e interinstitucional la 
problemática de acuerdo con el riesgo de cada situación y adoptar medidas de atención 
inmediata frente a denuncias de defensores y defensoras; 

c) la creación de un modelo de análisis de riesgo que permita determinar 
adecuadamente el riesgo y las necesidades de protección de cada defensor o grupo; 

d) la creación de un sistema de gestión de la información sobre la situación de 
prevención y protección de los defensores de derechos humanos; 

e) el diseño de planes de protección que respondan al riesgo particular de cada 
defensor y defensora y a las características de su trabajo;  

f) la promoción de una cultura de legitimación y protección de la labor de las defensoras 
y los defensores de derechos humanos, y  

g) la dotación de los recursos humanos y financieros suficientes que responda a las 
necesidades reales de protección de las defensoras y los defensores de derechos 
humanos. 

Fortalecimiento de los mecanismos contra la discriminación racial y étnica 

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328 

320. La Comisión solicitó a la Corte adoptar las medidas necesarias para evitar que en el 
futuro se produzcan hechos similares conforme al deber de prevención y garantía de los 
derechos humanos reconocidos en la Convención Americana. La Corte dispone, como 
garantía de no repetición y dados los gravísimos hechos contra indígenas maya achí 
descritos en la presente Sentencia, y ante la posibilidad de que persistan en la sociedad 
actitudes y sentimientos discriminatorios, que en un plazo razonable, el Estado perfeccione 
y refuerce la lucha contra toda forma de discriminación y, en particular, contra la 
discriminación racial y étnica, fortaleciendo los organismos existentes o los que vaya a 
crear con ese objetivo. Esos organismos deberán contar con la participación directa de 
personas de los grupos vulnerables y se ocuparán también de promover la revaloración 
de las culturas originarias, difundiendo su historia y riqueza. Lo anterior, en aras de que 
las políticas públicas y acciones orientadas a erradicar los actos de discriminación racial 
sean efectivas y se garantice así, la igualdad, el reconocimiento, respeto y promoción de 
los derechos de los pueblos indígenas, desalentando de esta forma, las manifestaciones 
de discriminación racial y étnica en la sociedad guatemalteca. 

 

 

 

 



 

438   

34 JURISPRUDENCIA SOBRE GUATEMALA 

 
Servicios de atención de salud 

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359 

225. En primer lugar, la Corte considera que el Estado debe implementar mecanismos 
efectivos de fiscalización y supervisión periódica de los hospitales públicos a fin de 
asegurar que se brinde una atención integral en materia de salud para personas que viven 
con el VIH, acorde a la legislación interna y a lo establecido en la presente sentencia. Para 
ello, el Estado deberá instaurar un sistema de información sobre el alcance de la epidemia 
del VIH en el país, el cual deberá contener información estadística de las personas 
atendidas por el sistema de salud público, así como información estadística sobre el sexo, 
edad, etnia, lengua y condición socioeconómica de los pacientes. Igualmente debe 
instaurar un sistema que le permita hacer un diagnóstico de la atención prestada a la 
población que vive con el VIH, para lo cual deberá establecer el número de 
establecimientos que atienden a esta población, su ubicación geográfica e infraestructura. 
Este diagnóstico servirá de base para la elaboración del mecanismo de mejoramiento de 
accesibilidad, disponibilidad y calidad de las prestaciones en materia de salud para la 
población que vive con el VIH a que se refiere el párrafo siguiente. 

226. El Estado debe diseñar un mecanismo para garantizar la accesibilidad, disponibilidad 
y calidad de los antrirretrovirales, los exámenes diagnósticos y las prestaciones en salud 
para la población con el VIH. Este mecanismo debe cumplir los siguientes objetivos 
mínimos, los cuales deberán ser cumplidos por medio de las acciones que establezcan las 
entidades estatales, y cuyas metas serán medidas de acuerdo con los indicadores que se 
establezcan en el marco de una política pública participativa: i) aumentar la disponibilidad, 
accesibilidad y calidad de medicamentos antirretrovirales, de pruebas diagnósticas para 
la detección del VIH y para el diagnóstico y tratamiento de enfermedades oportunistas, ii) 
mejorar los programas de atención a la población que vive con el VIH y aumentar la 
cobertura de atención, iii) aumentar y mejorar las medidas inmediatas y urgentes en 
materia de atención en salud a la población con VIH, iv) mejorar la información disponible 
para la toma de decisiones por todas las autoridades competentes. Asimismo, para que el 
diseño e implementación de este mecanismo sea efectivo, el Estado deberá convocar la 
participación de la comunidad médica, de personas que viven con el VIH que sean usuarios 
del sistema de salud, y de organizaciones que los representen, y de la Procuraduría de los 
Derechos Humanos de Guatemala en lo que respecta a la fijación de prioridades de 
atención, la adopción de decisiones, la planificación y la evaluación de estrategias para la 
mejor atención de la salud. 

228. En tercer lugar, el Estado deberá garantizar que las mujeres embarazadas tengan 
acceso a una prueba de VIH, y que les sea practicada si así lo desean. El Estado deberá 
dar seguimiento periódico a aquellas mujeres embarazadas que viven con el VIH, y deberá 
proveer el tratamiento médico adecuado para evitar la transmisión vertical del virus, sin 
perjuicio de lo establecido en el párrafo 226 de la presente Sentencia. Para este fin, como 
lo ha hecho en otros casos, la Corte ordena al Estado diseñar una publicación o cartilla en 
forma sintética, clara y accesible sobre los medios de prevención de la transimisión del 
VIH y sobre el riesgo de transmisión vertical de éste, así como los recursos disponibles 
para minimizar ese riesgo. Dicha publicación deberá estar disponible en todos los 
hospitales públicos y privados de Guatemala, tanto para los pacientes como para el 
personal médico. Asimismo, debe darse acceso a dicha cartilla o publicación a través de 
los organismos de la sociedad civil vinculados al tema. 
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Campaña de concientización y sensibilización 

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359 

229. En cuarto lugar, como una forma de contribuir a que hechos como los del presente 
caso no se repitan, la Corte estima conveniente ordenar al Estado la realización de una 
campaña nacional de concientización y sensibilización, dirigida a personas que viven con 
el VIH, funcionarios públicos, y la población general, sobre los derechos de las personas 
que viven con el VIH, sobre las obligaciones que las autoridades tienen en su atención, y 
sobre la necesidad de respetar a las personas que viven con esta condición. Esta campaña 
deberá estar dirigida a combatir el estigma y la falta de información sobre las causas y 
consecuencias para la salud de las personas que viven con el VIH. Asimismo, la campaña 
deberá tener perspectiva de género y deberá ser comprensible para toda la población. 

Creación de la Comisión Nacional de Búsqueda de Personas Víctimas de 
Desaparición Forzada y otras Formas de Desaparición 

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258 

220. En el acuerdo de reparaciones, el Estado se comprometió a “seguir impulsando la 
aprobación de la [L]ey [para la creación de la Comisión Nacional de Búsqueda de Personas 
Víctimas de Desaparición Forzada y otras Formas de Desaparición]”. Además, indicó que 
“el Presidente de la República, como Presidente del Organismo Ejecutivo y representante 
de la unidad de la Nación, se compromete a solicitar al Organismo Legislativo, en pleno 
respeto de la independencia de poderes, para que se apruebe la ley relacionada”. 

221. La Corte considera que una entidad de este tipo coadyuvará favorablemente en la 
búsqueda e identificación de Edgar Fernando García y, en general, de las víctimas de 
desaparición forzada en Guatemala. En consecuencia, el Tribunal valora la disposición del 
Estado para “seguir impulsando la aprobación” de la referida iniciativa de ley y homologa 
esta medida de reparación, en los términos establecidos en el acuerdo entre las partes. El 
Tribunal insta a Guatemala a continuar adoptando todas las medidas legislativas, 
administrativas o de otra índole que sean necesarias para que se concrete la creación de 
la referida Comisión. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario 
Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie 
C No. 253, párr. 335). 

Creación de página web de búsqueda de menores sustraídos y retenidos 
ilegalmente 

Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211 

271. Este Tribunal considera necesaria, como lo ha hecho en casos anteriores, la creación 
de una página web de búsqueda de menores sustraídos y retenidos ilegalmente en el 
conflicto interno, en la cual, mediante la implementación de una base de datos, se difunda 
los nombres y apellidos, posibles características físicas y todos los datos con los que se 
cuente de dichos menores, así como, previo consentimiento informado, la de sus 
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familiares. El objetivo de dicha página web será brindar orientación y acompañamiento a 
instituciones o asociaciones nacionales dedicados a la búsqueda de menores sustraídos y 
retenidos ilegalmente durante el conflicto interno, así como a particulares que se dirigen 
a ella buscando a dichos niños o con la sospecha de ser un menor sustraído y retenido 
ilegalmente durante el conflicto interno, y para facilitar el reencuentro con sus familiares. 

272. En este sentido, en dicha página web se deben establecer direcciones y teléfonos de 
contacto de instituciones estatales, así como de organizaciones de la sociedad civil como, 
por ejemplo, FAMDEGUA, con el propósito de que los menores sustraídos y retenidos 
ilegalmente durante el conflicto interno puedan ubicar a sus familiares, o a las instituciones 
estatales o no estatales pertinentes. Asimismo, la Corte considera indispensable que el 
Estado adopte las medidas necesarias para coordinar, desde la referida página web, 
además de los enlaces nacionales mencionadas anteriormente, enlaces internacionales 
con otras páginas web de otros Estados, de instituciones o asociaciones nacionales y de 
organismos internacionales dedicados a la búsqueda de menores sustraídos y retenidos 
ilegalmente en conflictos internos, con el fin de propiciar, participar y colaborar con la 
formación y desarrollo de una red internacional de búsqueda. 

273. La Corte estima necesario que el Estado adopte las medidas y asigne los recursos 
humanos, económicos, logísticos, y de otra índole necesarios para que esta página web 
funcione de manera adecuada y cumpla con el propósito descrito en el párrafo anterior. 

Traslado de expedientes a la jurisdicción ordinaria 

Corte IDH. Caso Tiu Tojín Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de noviembre de 2008. Serie C No. 190 

120. En resumen, la jurisdicción penal militar tiene un alcance restrictivo y excepcional 
ligado a la función militar. El reconocimiento de responsabilidad efectuado por el Estado y 
las acciones llevadas a cabo por éste reflejan dicho entendimiento. Con base en sus 
obligaciones derivadas del artículo 8.1 de la Convención Americana, que establece que 
toda persona tiene el derecho a ser oída por un juez o tribunal competente, y del citado 
artículo IX de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada, el Estado está 
obligado a garantizar, tal como lo hizo en el presente caso, el traslado de la jurisdicción 
penal militar a la jurisdicción ordinaria de aquellos expedientes judiciales que se refieran 
a cualquier materia no vinculada directamente a las funciones de la fuerzas armadas, 
particularmente aquellos que impliquen el procesamiento de violaciones de derechos 
humanos. En este sentido es clara la legislación interna vigente y lo resuelto por la Corte 
Suprema de Justicia guatemalteca al respecto. 

Designación de un centro educativo 

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de mayo de 2001. Serie C No. 77 

103. En cuanto a la solicitud de nombrar un centro educativo con los nombres de las 
víctimas, la Corte ordena al Estado designar un centro educativo con un nombre alusivo 
con los jóvenes víctimas de este caso, y colocar en dicho centro una placa con el nombre 
de Henry Giovanni Contreras, Federico Clemente Figueroa Túnchez, Julio Roberto Caal 
Sandoval, Jovito Josué Juárez Cifuentes y Anstraun Aman Villagrán Morales. Ello 
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contribuiría a despertar la conciencia para evitar la repetición de hechos lesivos como los 
ocurridos en el presente caso y conservar viva la memoria de las víctimas. 

Corte IDH. Caso Molina Theissen Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 de julio de 2004. Serie C No. 108 

88. En lo que se refiere a las garantías de no repetición de los hechos del presente caso, 
el Estado deberá designar un centro educativo existente, ubicado en la Ciudad de 
Guatemala, con un nombre que aluda a los niños desaparecidos durante el conflicto 
armado interno, y colocar en dicho centro una placa en tributo de Marco Antonio Molina 
Theissen. Ello contribuirá a despertar la conciencia pública para evitar la repetición de 
hechos como los ocurridos en el presente caso y a conservar viva la memoria de la víctima. 

Creación de una beca 

Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101 

285. En lo que se refiere a las garantías de no repetición de los hechos del presente caso, 
como parte del reconocimiento público de la víctima, el Estado deberá establecer una 
beca, con el nombre de Myrna Mack Chang, que cubra el costo integral de un año de 
estudios en antropología en una universidad de prestigio nacional. Dicha beca deberá ser 
otorgada por el Estado de forma permanente todos los años. 

Indemnizaciones compensatorias 

Corte IDH. Caso Tiu Tojín Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de noviembre de 2008. Serie C No. 190 

65. Este Tribunal reitera que, de acuerdo a su jurisprudencia, una sentencia declaratoria 
de una violación de derechos constituye per se una forma de reparación. No obstante, 
dadas las características de los casos sometidos a su conocimiento, el Tribunal ha 
considerado que una de las modalidades de reparación de las violaciones a los derechos 
humanos cometidas es la indemnización por daño material e inmaterial. En el caso sub 
judice, el Estado señaló que “acordó como reparación económica la cantidad de Q 
2,000.000.00 (dos millones de quetzales)” y que “se realizó el pago de la indemnización 
económica [...] los días 29 y 30 de diciembre de 2005”. 

66. La Corte valora el pago de indemnizaciones efectuado por el Estado a raíz del acuerdo 
suscrito entre las partes y considera que el monto otorgado no sólo recoge la voluntad 
entre las partes sino que es adecuado y equitativo atendiendo a los criterios 
jurisprudenciales. Como lo manifestó el Estado, la indemnización otorgada no fue 
impuesta por éste, ni se derivó de un proceso de resarcimiento nacional, ésta fue el 
resultado de la sustanciación de un caso ante el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos. Consecuentemente, este Tribunal no considera necesario fijar indemnizaciones 
adicionales. 

 

 



 

442   

34 JURISPRUDENCIA SOBRE GUATEMALA 

 
Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250 

300. La Corte observa, en primer lugar, que el Estado ha manifestado su disposición de 
resarcir económicamente a las víctimas del presente caso de conformidad con los rubros 
de reparación del Programa Nacional de Resarcimiento. Además, el Estado remitió, junto 
con su escrito de contestación, una lista de 102 personas o núcleos familiares que 
aparentemente fueron resarcidos económicamente mediante el PNR, así como copia de 
los expedientes administrativos pertinentes. Por su parte, los representantes reconocieron 
que algunas de las personas en esa lista son víctimas del presente caso y ya han recibido 
una indemnización a través de dicho programa. 

303. De todo lo anterior se desprende que las diferencias entre las partes estriban en los 
estándares o criterios que toma en cuenta el Programa Nacional de Resarcimiento para 
calcular y asignar los montos indemnizatorios a las víctimas. La Corte toma nota de que 
el Estado tiene un programa de reparación en el marco del cual ya ha procedido a 
indemnizar a algunas de las víctimas de las masacres de este caso. 

304. En atención a lo dispuesto por el artículo 63.1 de la Convención Americana, el 
Tribunal dispondrá a continuación las medidas necesarias a fin de reparar los daños 
materiales e inmateriales derivados de las violaciones declaradas en los capítulos 
anteriores. Sin perjuicio de lo anterior, los montos que ya han sido entregados a víctimas 
del presente caso a nivel interno mediante el PNR deben ser reconocidos como parte de 
la reparación debida a éstas y descontado de las cantidades que fije el Tribunal en esta 
Sentencia por concepto de indemnización. Corresponde al Estado, en la etapa de 
supervisión del presente caso, comprobar la entrega efectiva de los montos dispuestos 
mediante dicho programa. 

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258 

224. La Corte ha desarrollado en su jurisprudencia el concepto de daño material y los 
supuestos en que corresponde indemnizarlo. Este Tribunal ha establecido que el daño 
material supone “la pérdida o detrimento de los ingresos de las víctimas, los gastos 
efectuados con motivo de los hechos y las consecuencias de carácter pecuniario que 
tengan un nexo causal con los hechos del caso”. Asimismo, respecto del concepto de daño 
inmaterial, la Corte ha establecido que éste “puede comprender tanto los sufrimientos y 
las aflicciones causados a la víctima directa y a sus allegados, el menoscabo de valores 
muy significativos para las personas, así como las alteraciones, de carácter no pecuniario, 
en las condiciones de existencia de la víctima o su familia”. 

225. La Corte estima que el compromiso asumido por el Estado en el acuerdo de 
reparaciones de indemnizar pecuniariamente a Edgar Fernando García, María Emilia 
García, Nineth Varenca Montenegro Cottom y Alejandra García Montenegro, por los 
conceptos de pérdida de ingresos, daño emergente, daño inmaterial y atención médica y 
psicológica, representa un paso positivo de Guatemala en el cumplimiento de sus 
obligaciones internacionales, por lo cual decide homologar dichas medidas de reparación, 
en los términos acordados por las partes. En consecuencia, según lo establecido en el 
acuerdo de reparaciones, el Estado deberá pagar la cantidad acordada “durante el 
transcurso del dos mil doce”. Asimismo, la Corte estima prudente acoger la solicitud de 
los representantes de mantener en reserva el total del monto indemnizatorio acordado 
entre las partes, por lo cual omitirá transcribir dicho monto en la presente Sentencia. En 
este mismo sentido, las partes deberán mantener la reserva de dicha información. 
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226. Además, la Corte observa que, en los términos del acuerdo, se determinó una 
cantidad global sin haber establecido un monto específico para cada víctima y su 
distribución. En razón de lo anterior, tomando en consideración la voluntad de las partes 
de alcanzar dicho acuerdo, el Tribunal estima que los montos acordados por daño material, 
inmaterial y atención médica y psicológica sean debidamente distribuidos de acuerdo con 
lo manifestado por los representantes en su escrito de solicitudes y argumentos, en el 
cual consideraron que “la indemnización debe ser entregada a la madre, a la esposa y a 
la hija de la víctima en partes iguales”. 

227. Asimismo, la Corte observa que en el acuerdo de reparaciones el Estado se 
comprometió a cancelar dicho monto “durante el transcurso del dos mil doce”; sin que a 
la fecha el Tribunal cuente con información sobre el cumplimiento de dicho pago, ni de los 
avances que haya hecho el Estado para dar cumplimiento al compromiso adquirido por 
éste. En consecuencia, el Tribunal insta a Guatemala para que, a la brevedad, tome las 
medidas necesarias para cumplir con el pago de la indemnización compensatoria, de 
acuerdo con los compromisos adquiridos en dicho acuerdo. De no poder realizar el pago 
en el plazo acordado, el Estado deberá cancelar dicho monto en un plazo máximo de seis 
meses, contado a partir de la notificación del presente Fallo. El interés moratorio 
establecido en el párrafo 238 de esta Sentencia comenzará a correr una vez que hubieran 
transcurrido los seis meses establecidos en este párrafo. 

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
agosto de 2014. Serie C No. 283 

266. La Corte ha desarrollado en su jurisprudencia el concepto de daño material y ha 
establecido que éste supone “la pérdida o detrimento de los ingresos de las víctimas, los 
gastos efectuados con motivo de los hechos y las consecuencias de carácter pecuniario 
que tengan un nexo causal con los hechos del caso”. Del mismo modo, ha desarrollado el 
concepto de daño inmaterial y ha establecido que éste “puede comprender tanto los 
sufrimientos y las aflicciones causados por la violación como el menoscabo de valores muy 
significativos para las personas y cualquier alteración, de carácter no pecuniario, en las 
condiciones de existencia de las víctimas”. Dado que no es posible asignar al daño 
inmaterial un equivalente monetario preciso, sólo puede ser objeto de compensación, para 
los fines de la reparación integral a la víctima, mediante el pago de una cantidad de dinero 
o la entrega de bienes o servicios apreciables en dinero, que la Corte determine en 
aplicación razonable del arbitrio judicial y en términos de equidad. Asimismo, la Corte 
reitera el carácter compensatorio de las indemnizaciones, cuya naturaleza y monto 
dependen del daño ocasionado, por lo que no pueden significar ni enriquecimiento ni 
empobrecimiento para las víctimas o sus sucesores. (En similar sentido, ver entre otros: Caso 
Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277, párr. 295). 

Corte IDH. Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 312 

299. La Corte ha considerado que una reparación integral y adecuada no puede ser 
reducida al pago de compensación a las víctimas o sus familiares, pues según el caso son 
además necesarias medidas de rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición. 
No obstante lo anterior, este Tribunal reitera que, de existir mecanismos nacionales para 
determinar formas de reparación que satisfagan criterios de objetividad, razonabilidad y 
efectividad para reparar adecuadamente las violaciones de derechos declaradas, tales 
procedimientos y sus resultados pueden ser valorados. A la vez, si esos mecanismos no 
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satisfacen tales criterios, corresponde a la Corte, en ejercicio de su competencia 
subsidiaria y complementaria, disponer las reparaciones pertinentes, pues las víctimas o 
sus familiares deben tener amplias oportunidades en la búsqueda de una justa 
compensación. Sin embargo, tales procesos serían relevantes y valorables únicamente en 
los casos en que hayan sido efectivamente intentados por las personas afectadas por 
violaciones a sus derechos o por sus familiares. 

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328 

324. La Corte ha desarrollado el concepto de daño material e inmaterial y los supuestos 
en que corresponde indemnizarlos. Así pues, ha establecido que el daño material supone 
la pérdida o detrimento de los ingresos de las víctimas, los gastos efectuados con motivo 
de los hechos y las consecuencias de carácter pecuniario que tengan un nexo causal con 
los hechos del caso. Por otra parte, el daño inmaterial puede comprender tanto los 
sufrimientos y las aflicciones causados a la víctima directa y a sus allegados, el menoscabo 
de valores muy significativos para las personas, así como las alteraciones, de carácter no 
pecuniario, en las condiciones de existencia de la víctima o su familia. Asimismo, la Corte 
ha sostenido que es propio de la naturaleza humana que toda persona que padece una 
violación de sus derechos humanos experimente un sufrimiento, razón por la cual el daño 
inmaterial resulta evidente. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Masacres de Río Negro Vs. 
Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 
2012. Serie C No. 250, párr. 307). 

Corte IDH. Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385 

242. La Corte ha desarrollado en su jurisprudencia el concepto de daño material y los 
supuestos en que corresponde indemnizarlo. Este Tribunal ha establecido que el daño 
material abarca la pérdida o detrimento de los ingresos de las víctimas, los gastos 
efectuados con motivo de los hechos y las consecuencias de carácter pecuniario que 
tengan un nexo causal con los hechos del caso. Por otro lado, la Corte ha establecido en 
su jurisprudencia que el daño inmaterial “puede comprender tanto los sufrimientos y las 
aflicciones causados por la violación como el menoscabo de valores muy significativos 
para las personas y cualquier alteración, de carácter no pecuniario, en las condiciones de 
existencia de las víctimas”. Por otra parte, dado que no es posible asignar al daño 
inmaterial un equivalente monetario preciso, sólo puede ser objeto de compensación, para 
los fines de la reparación integral a la víctima, mediante el pago de una cantidad de dinero 
o la entrega de bienes o servicios apreciables en dinero, que el Tribunal determine en 
aplicación razonable del arbitrio judicial y en términos de equidad. (En similar sentido, ver 
entre otros: Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de 
junio de 2005. Serie C No. 126, párr. 129, y Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133, párr. 133). 
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Daño material 

Daño emergente 

Corte IDH. Caso Blake Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de 
enero de 1999. Serie C No. 48 

48. La Corte ha tenido en consideración que la parte lesionada realizó numerosos viajes, 
principalmente a la ciudad de Guatemala, con el fin de indagar el paradero del señor 
Nicholas Blake, ante el encubrimiento de lo ocurrido y la abstención de investigar los 
hechos por parte de las autoridades guatemaltecas, desde la desaparición de aquél hasta 
el descubrimiento de sus restos mortales, y que dicha situación motivó gastos por 
concepto de boletos aéreos, hospedaje, alimentación, pagos por concepto de llamadas 
telefónicas y otros. 

49. Asimismo, la Corte considera que dichos gastos son de carácter extrajudicial, pues, 
como se ha probado, los familiares del señor Nicholas Blake no acudieron ante los 
tribunales internos. En razón de lo anterior, la Corte entiende que es procedente ordenar 
al Estado el pago de los gastos razonables en que incurrió la parte lesionada a partir del 
9 de marzo de 1987 (fecha de aceptación por Guatemala de la competencia contenciosa 
de la Corte), los cuales se estiman, equitativamente, en la cantidad de US$16.000,00 
(dieciséis mil dólares de los Estados Unidos de América), tomando en cuenta para ello que 
la sentencia de fondo se refiere solamente a la violación de los artículos 5 y 8 de la 
Convención Americana. 

50. En lo que se refiere a la solicitud de que se ordene a Guatemala el pago de la cantidad 
de US$138.470,00 (ciento treinta y ocho mil cuatrocientos setenta dólares de los Estados 
Unidos de América) por concepto del tratamiento médico recibido y por recibir del señor 
Samuel Blake, la Corte considera que se ha determinado que sus padecimientos se 
enmarcan en la situación de la desaparición de su hermano, la incertidumbre sobre su 
paradero, el sufrimiento al conocer su muerte, y su frustración e impotencia ante la falta 
de resultados de las investigaciones de los hechos por parte de las autoridades públicas 
guatemaltecas y su posterior encubrimiento. En razón de lo anterior, este Tribunal estima 
que es pertinente otorgar al señor Samuel Blake, en equidad, una cantidad de 
US$15.000,00 (quince mil dólares de los Estados Unidos de América) por ese concepto, 
en calidad de integrante de la parte lesionada. 

Corte IDH. Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2001. Serie C No. 76 

99. La Corte considera además que, no es posible establecer un nexo causal entre el hecho 
y las supuestas consecuencias que sufrió el hermano German Giovanni en cuanto a su 
ocupación y preparación académica; no obstante, este Tribunal considera que en términos 
reales, existió un daño patrimonial general ocasionado al grupo familiar por lo sucedido a 
la víctima, por motivos imputables al Estado, lo cual generó a la familia trastornos 
económicos, de salud y de otra índole, que deben ser reparados en equidad. 

119. Asimismo, se ha solicitado el resarcimiento de los gastos sufragados por los familiares 
de Julián Salomón Gómez Ayala, para su exhumación; del correspondiente traslado de sus 
restos a “Samayach”; los gastos por el funeral; la pérdida de efectos personales, tales 
como una medalla de oro, y los gastos médicos en que incurrieron los padres, como 
resultado de lo sucedido a la víctima. La Corte considera que, en términos reales, existió 
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un daño patrimonial general ocasionado al grupo familiar por lo sucedido a la víctima, por 
motivos imputables al Estado, lo cual generó a la familia trastornos económicos y de otra 
índole que deben ser reparados. En el caso sub judice la Corte observa que las peticiones 
de la familia respecto de los gastos carece de soporte documental; sin embargo, tomando 
en cuenta las circunstancias del caso, parecería razonable que no exista, elementos 
probatorios suficientes. Por lo expuesto, el Tribunal fija, equitativamente, la cantidad de 
US$3.000,00 (tres mil dólares de los Estados Unidos de América). 

138. Con respecto a los otros gastos, este Tribunal considera que, en términos reales, 
existió un daño patrimonial general ocasionado al grupo familiar por lo sucedido a la 
víctima, por motivos imputables al Estado, lo cual generó a la familia trastornos 
económicos, de salud y de otra índole que deben ser reparados con base en el principio 
de equidad, pese a que la prueba presentada para respaldar el cálculo del daño ocasionado 
es insuficiente y, además, existen contradicciones en los montos señalados. Por ello, el 
Tribunal procede a fijar el monto equitativo de US$2.000,00 (dos mil dólares de los 
Estados Unidos de América), que serán entregados al señor Salvador González Najarro, 
en su calidad de padre de la víctima, para que proceda a repartir dicha cantidad según los 
gastos que realizó la familia. 

168. Con respecto a los gastos realizados por los familiares de la víctima con motivo de la 
denuncia ante las instituciones estatales, la búsqueda de ella y la correspondiente 
sepultura, la Corte considerará en equidad un monto indemnizatorio para el efecto, ya que 
la Comisión no estimó una cantidad determinada ni hay prueba suficiente en este punto. 

169. En cuanto al robo de las pertenencias de la familia González Chinchilla se observa 
que la misma señora Chinchilla, al momento de rendir su declaración ante este Tribunal, 
puso en duda que existiera vínculo entre este hecho y lo acontecido a su marido, por lo 
cual esta pretensión ha perdido objeto. En relación al desplazamiento que la esposa de la 
víctima debió realizar a los Estados Unidos de América, esta Corte considera que existe 
un nexo causal entre este hecho y lo sucedido a la víctima. 

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de mayo de 2001. Serie C No. 77 

80. En lo referente a los gastos, la Corte estima necesario ordenar, en equidad, las 
siguientes compensaciones: en relación con Julio Roberto Caal Sandoval, una cantidad 
correspondiente a los gastos que sus familiares estiman haber sufragado en su búsqueda 
en distintas dependencias; en lo que respecta Henry Giovanni Contreras, una cantidad 
correspondiente a los gastos en que sus familiares estiman haber incurrido en su búsqueda 
en distintas dependencias y a los gastos efectuados por Ana María Contreras, madre de la 
víctima, por concepto de tratamiento médico y medicinas como consecuencia de una 
parálisis facial; y en cuanto a Anstraun Aman Villagrán Morales, una cantidad 
correspondiente a los gastos estimados por concepto de servicios funerarios y a los gastos 
efectuados por Matilde Reyna Morales García, madre de la víctima, por concepto de 
tratamiento médico y medicinas como consecuencia de la diabetes que padece y que se 
vio agravada a raíz de los hechos de este caso. En lo que se refiere a las señoras Marta 
Isabel Túnchez Palencia, madre de Federico Clemente Figueroa Túnchez, y Margarita 
Urbina, abuela de Julio Roberto Caal Sandoval, durante la audiencia pública manifestaron 
que tenían ciertos padecimientos de salud que tendrían su origen o se habrían agravado 
como consecuencia de los hechos del caso. Al respecto, la Corte toma por ciertas las 
afirmaciones de dichas personas dada la naturaleza de los hechos del presente caso y 
considera también equitativo otorgarles una compensación. 
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Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 91 

54. En consideración a la información recibida, la jurisprudencia y los hechos probados, la 
Corte declara que la indemnización por el daño material en el presente caso debe 
comprender también lo siguiente: […] 

a) por cuanto ha quedado demostrado que la señora Harbury, con motivo de los hechos 
de este caso, sufrió daños a su salud, la Corte considera pertinente fijar, en 
compensación la cantidad de US$25.000,00 (veinticinco mil dólares de los Estados 
Unidos de América). 

b) una cantidad de dinero correspondiente a los gastos en que incurrió la señora 
Jennifer Harbury para la determinación del paradero del señor Bámaca Velásquez. Esta 
Corte observa que si bien no se han aportado todos los recibos necesarios para la 
comprobación de la totalidad de dichos gastos, lo cierto es que de los hechos del caso 
se desprende y, esto ha sido aceptado incluso por el mismo Estado, que la señora 
Harbury tuvo a su cargo una serie de erogaciones monetarias en la búsqueda del 
paradero de su esposo, en razón de lo cual este Tribunal considera equitativo otorgarle 
la suma de US$20.000,00 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de América). 

Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101 

253. En consideración de las pretensiones de las partes, el acervo probatorio, los hechos 
probados del presente caso y su jurisprudencia, la Corte declara que la indemnización por 
el daño material en el presente caso debe comprender también lo siguiente: 

1) con respecto a Helen Mack Chang, hermana de la víctima, está demostrado que ella 
como consecuencia de la muerte extrajudicial de su hermana emprendió la tarea de la 
búsqueda de justicia, desde hace más de trece años, a través de su participación activa 
en el proceso penal para la investigación de los hechos y la identificación y sanción de 
todos los responsables. Helen Mack Chang renunció a su trabajo como consecuencia 
de los hechos a los que se refiere el presente caso, creó la Fundación Myrna Mack y ha 
dedicado gran parte de su tiempo a la lucha contra la impunidad. La Corte estima que 
Helen Mack Chang dejó de percibir sus ingresos habituales como consecuencia de los 
hechos y atendiendo a las particulares circunstancias del caso sub judice, fija en 
equidad, como indemnización, la cantidad de US$25,000.00 (veinticinco mil dólares de 
los Estados Unidos de América); 

2) en cuanto al padre y a la hija de la víctima, está demostrado que ellos como 
consecuencia de la muerte extrajudicial de Myrna Mack Chang y las consecuencias que 
se derivaron de ese hecho, sufrieron diversos padecimientos físicos y psicológicos, por 
lo cual debieron recibir tratamiento médico. En consecuencia, la Corte estima 
pertinente fijar en equidad la cantidad de US$3,000.00 (tres mil dólares de los Estados 
Unidos de América) como indemnización por concepto de gastos médicos causados a 
Yam Mack Choy y la cantidad de US$3,000.00 (tres mil dólares de los Estados Unidos 
de América) a Lucrecia Hernández Mack, por ese mismo concepto. Dado que Yam Mack 
Choy falleció el 24 de abril 1999, la indemnización establecida a su favor deberá ser 
entregada en su totalidad a Zoila Chang Lau; […]. 
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Corte IDH. Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 27 de noviembre de 2003. Serie C No. 103 

159. En consideración de la información recibida, la jurisprudencia establecida por la Corte 
y los hechos del caso, este Tribunal declara que la indemnización por daño material debe 
comprender también: 

a) una suma de dinero correspondiente a los gastos realizados por la víctima en la 
compra de boletos aéreos para viajar a los Estados Unidos de América y a México, así 
como los relacionados con llamadas telefónicas. A este respecto, la Corte estima 
pertinente fijar, en equidad, la cantidad de US$1,000.00 (un mil dólares de los Estados 
Unidos de América) como indemnización; 

b) una suma de dinero correspondiente a los gastos de Edmundo Urrutia Castellanos 
por concepto de boletos aéreos para visitar a su hija. En este punto, la Corte estima 
pertinente fijar en equidad la cantidad de US$1,000.00 (un mil dólares de los Estados 
Unidos de América) como indemnización; 

c) una suma de dinero correspondiente a los gastos de traslado de María Pilar García 
de Urrutia para visitar a su hija y por los gastos en que incurrió por concepto de 
llamadas telefónicas. La Corte considera pertinente fijar en equidad la cantidad de 
US$1,000.00 (un mil dólares de los Estados Unidos de América) como indemnización; 

d) una suma de dinero correspondiente a los gastos de Edmundo Urrutia García por 
concepto de boletos aéreo. La Corte estima pertinente fijar, en equidad, la cantidad de 
US$1,000.00 (un mil dólares de los Estados Unidos de América) como indemnización;  

e) una suma de dinero correspondiente a los gastos de traslado de Carolina Urrutia 
García para visitar a su hermana junto con sus dos hijos. Al respecto, la Corte juzga 
pertinente fijar, en equidad, la cantidad de US$1,000.00 (un mil dólares de los Estados 
Unidos de América) como indemnización[.] 

Corte IDH. Caso Molina Theissen Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 de julio de 2004. Serie C No. 108 

58.1) con respecto a los familiares de Marco Antonio Molina Theissen cabe señalar que, 
con el propósito de buscarlo, éstos realizaron numerosas diligencias, se trasladaron a 
juzgados, a centros policiales y de detención, incurrieron en gastos relacionados con 
fotocopias, llamadas telefónicas, envío de faxes y papelería, y además, publicaron 
espacios pagados en la prensa y realizaron viajes a Guatemala para documentar el 
presente caso. En consecuencia, la Corte estima pertinente fijar en equidad la cantidad de 
US $1.400,00 (mil cuatrocientos dólares de los Estados Unidos de América) como 
indemnización por ese concepto. Dicha cantidad deberá ser distribuida en partes iguales 
entre los padres y las hermanas de la víctima. La cantidad que le corresponda al padre de 
la víctima deberá ser repartida en los términos del párrafo 51 de la presente Sentencia; y 

58.2) dado que las hermanas de la víctima han incurrido en gastos documentados por 
concepto de tratamiento psicológico durante varios años desde la desaparición forzada de 
su hermano, este Tribunal considera pertinente fijar la cantidad de US $34.000,00 (treinta 
y cuatro mil dólares de los Estados Unidos de América) por ese concepto, que deberá ser 
distribuida, de acuerdo a lo solicitado por los representantes, de la siguiente manera: a 
Ana Lucrecia Molina Theissen la cantidad de US $6.000,00 (seis mil dólares de los Estados 
Unidos de América), a María Eugenia Molina Theissen la cantidad de US $8.000,00 (ocho 
mil dólares de los Estados Unidos de América), y a Emma Guadalupe Molina Theissen la 
cantidad de US $20.000,00 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de América). 
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Corte IDH. Caso Carpio Nicolle y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2004. Serie C No. 117 

110. La señora Martha Arrivillaga de Carpio y los señores Rodrigo y Jorge Carpio Arrivillaga 
incurrieron en una serie de gastos tras la privación arbitraria de la vida del señor Carpio 
Nicolle, tales como honras fúnebres de las cuatro víctimas ejecutadas, gastos diversos 
para avanzar la investigación de los hechos, agentes de seguridad y otros. En 
consecuencia, la Corte estima pertinente fijar para la señora Martha Arrivillaga de Carpio, 
en equidad, la cantidad de US $25.000,00 (veinticinco mil dólares de los Estados Unidos 
de América), como indemnización por ese concepto; y US $12.500,00 (doce mil quinientos 
dólares de los Estados Unidos de América) para cada uno de los señores Rodrigo y Jorge 
Carpio Arrivillaga. 

111. Con respecto a la señora Karen Fischer, ex nuera del señor Carpio Nicolle, está 
demostrado que ella, como consecuencia de la muerte de su entonces suegro, emprendió 
la búsqueda de justicia desde hace más de once años, junto con la señora Arrivillaga de 
Carpio, a través de su participación en el proceso penal del caso. En su lucha constante 
contra la impunidad, sufrió amenazas, hostigamientos, atentados e intercepciones 
telefónicas, por lo que en 1994 se vio forzada a exiliarse en los Estados Unidos con sus 
dos hijos menores de edad. En consecuencia, ha incurrido en una serie de gastos para 
impulsar el proceso interno, vivir en el exilio, cubrir los tratamientos psicológicos de sus 
hijos y solventar gastos relacionados con su seguridad personal. En atención a las 
particulares circunstancias del caso sub judice, la Corte fija en equidad, como 
indemnización para la señora Fischer, la cantidad de US $25.000,00 (veinticinco mil 
dólares de los Estados Unidos de América). 

112. Dado que el señor Mario Arturo López Arrivillaga ha incurrido en gastos por concepto 
de tratamiento psiquiátrico y de seguridad personal, este Tribunal considera pertinente 
fijar en equidad, como indemnización para el señor López Arrivillaga, la cantidad de  US 
$10.000,00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América). 

113. Debido a que el señor Sydney Shaw Arrivillaga tuvo que costear los gastos de 
hospitalización y de rehabilitación de su hijo, Sydney Shaw Díaz, quien fue herido durante 
el atentado ocurrido el 3 de julio de 1993, esta Corte considera pertinente fijar en equidad, 
como indemnización para el señor Shaw Arrivillaga, la cantidad de US $8.000,00 (ocho 
mil dólares de los Estados Unidos de América). 

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212 

265. La Corte encuentra que las acciones y gestiones realizadas por los familiares del 
señor Chitay Nech para localizarlo generaron gastos que deben ser considerados como 
daño emergente, en particular en lo referente a las acciones de búsqueda de su paradero, 
que será incluido al fijar la indemnización correspondiente en el presente acápite. No 
obstante, acerca de la señalada pérdida de propiedades que, según los representantes, el 
señor Chitay Nech poseía al momento de los hechos, el Tribunal advierte que con 
anterioridad ha decidido no pronunciarse en relación a la presunta violación al artículo 21 
de la Convención Americana, por lo que no es posible fijar un monto de indemnización al 
respecto. 
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Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253 

367. En relación con el daño emergente, la Corte observa que si bien las representantes 
realizaron un relato de las consecuencias económicas y las afectaciones que han sufrido 
los familiares, no aportaron que permitan acreditar el daño emergente de manera 
individual para cada uno de ellos. Sin embargo, para la Corte es razonable que, los grupos 
familiares haya tenido que incurrir en determinados gastos como consecuencia de los 
hechos del presente caso, con el fin de emprender la búsqueda de justicia y del paradero 
de sus seres queridos, así como atender los padecimientos físicos y psicológicos sufridos 
como consecuencia de las violaciones declaradas en la presente Sentencia. Asimismo, el 
Tribunal toma en cuenta el impacto económico que provocó en el núcleo familiar la 
desaparición de uno o varios de sus miembros. En consecuencia, la Corte fija, en equidad, 
la cantidad de US$ 10.000,00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América) por 
concepto de daño emergente, la cual deberá ser pagada en el plazo de un año, contado a 
partir de la notificación de esta Sentencia. A efecto de realizar el pago de dicho monto, 
las representantes deberán indicar, en el plazo de seis meses, contados a partir de la 
notificación del fallo, la persona de cada grupo familiar a la cual deberá entregarse dicha 
suma. 

Corte IDH. Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277 

296. De la información aportada sobre los gastos funerarios, este Tribunal toma nota de 
la contradicción de la representante, como también lo señaló el Estado, que, por un lado, 
remitió comprobantes de los gastos funerarios en que incurrieron los familiares de la 
víctima, y por otro, solicitó que la Corte fije en equidad el monto respectivo por no contar 
con comprobantes. Además, el Estado presentó una certificación emitida por la funeraria 
contratada para el funeral de María Isabel por los familiares y cuestionó los comprobantes 
presentados por la representante por considerar que el monto fue supuestamente 
alterado. Sin perjuicio de ello, el Tribunal presume, como lo ha hecho en casos anteriores, 
que los familiares incurrieron en diversos gastos con motivo de la muerte de María Isabel. 
Del mismo modo, considera los alegatos de la representante sobre los gastos en que 
incurrió la señora Franco Sandoval para la obtención de justicia para determinar el monto 
indemnizatorio correspondiente. 

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
agosto de 2014. Serie C No. 283 

270. Por otra parte, en cuanto a los daños materiales presuntamente generados por el 
desplazamiento de E.A., J.A. y K.A. fuera de su comunidad, y de C.A., B.A., L.A. y N.A. 
fuera de Guatemala, así como por el retorno de B.A. desde México, la Corte constata que 
las representantes no precisaron cuáles habrían sido los gastos generados por estos 
hechos, más allá de indicar de forma general que incluían “alquileres, colegios, gastos en 
trámites legales para legalizar su situación migratoria, etc.”, así como los ingresos que 
percibían mensualmente las hijas y nietos del señor A.A. en su comunidad. En este 
sentido, no indicaron los montos aproximados de dichas erogaciones, ni quiénes los 
habrían desembolsado. Tampoco señalaron quiénes habrían sufrido una pérdida de 
ingresos, ni cuánto percibían dichas personas en el momento que tuvieron que desplazarse 
de sus lugares de residencia. Al respecto, el Tribunal observa que N.A., hijo de B.A., y J.A. 
y K.A., hijos de E.A., eran menores de edad al momento en que se desplazaron. Las 
representantes tampoco argumentaron los motivos por los cuales deben incluirse los 
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costos de colegio en este rubro. Asimismo, el Tribunal constata que las representantes no 
aportaron documentos que acrediten los daños materiales alegados 

271. Sin perjuicio de ello, el Tribunal presume, como lo ha hecho en casos anteriores, que 
al menos C.A., B.A., E.A. y L.A. incurrieron en diversos gastos con motivo de su 
desplazamiento. Por tanto, considera pertinente el reintegro de un monto de USD 
$30.000,00 (treinta mil dólares de los Estados Unidos de América) por concepto de daño 
material a favor de cada una de dichas personas, y de un monto adicional de USD 
$10.000,00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América) para aquéllas que se 
desplazaron fuera de Guatemala. Asimismo, el Tribunal presume que las señoras E.A. y 
B.A. incurrieron en gastos adicionales por el desplazamiento de sus hijos junto con ellas 
que deben ser reintegrados, por lo que se ordena un monto adicional de USD $5.000,00 
(cinco mil dólares de los Estados Unidos de América) para B.A., quien viajó con un menor 
de edad, y de USD $10.000,00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América) para 
E.A., quien viajó con dos menores de edad. 

272. En cuanto a la solicitud de que se reintegre a las víctimas los “[g]astos de atención 
médica y/o psicológica de los distintos miembros de la familia”, la Corte constata que las 
representantes no señalaron quiénes habrían recibido dichos tratamientos, ni cuándo  o 
con qué frecuencia se habrían requerido, ni indicaron el nexo que los mismos tendrían con 
los hechos de este caso, por lo que el Tribunal no considera pertinente ordenar una 
indemnización por este rubro. 

Corte IDH. Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C 
No. 307 

279. En cuanto a los montos por concepto de daño emergente, los representantes 
mencionaron los siguientes rubros: a) los gastos funerarios y de inhumación de Claudina 
Velásquez; b) el pago de servicios de atención médica psiquiátrica desde el 2007 hasta la 
fecha para Pablo Andrés Velásquez por el trauma causado por el asesinato de su hermana 
y la prolongada denegación de justicia, y c) el pago de honorarios de peritos para la 
evaluación psicológica de Elsa Claudina Paiz y Jorge Rolando Velásquez, entre otros 
gastos. No obstante, “dada la dificultad de la familia de aportar el estimado de los montos 
exactos de los gastos en los que ha incurrido la familia Velásquez Paiz y que se enmarcan 
en la noción de daño emergente”, los representantes solicitaron que se fije el monto en 
equidad. Al respecto, la Corte observa que los representantes no remitieron prueba de las 
erogaciones realizadas para el pago de los referidos gastos. No obstante, es evidente que 
la familia Velásquez Paiz debió incurrir en gastos funerarios. Asimismo, se desprende del 
expediente que Jorge Velásquez y Elsa Paiz recibieron evaluaciones psicológicas, y que su 
hijo recibió tratamiento psiquiátrico, en conexión con los hechos de este caso. En 
consecuencia, la Corte fija en equidad la suma de USD $9.000,00 (nueve mil dólares de 
los Estados Unidos de América) por concepto de indemnización por daño emergente a 
favor de Jorge Rolando Velásquez Durán, Elsa Claudina Paiz Vidal y Pablo Andrés 
Velásquez Paiz. 

Corte IDH. Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 312 

304. En relación con las pretensiones de indemnización por daño emergente, este Tribunal 
observa que los representantes no aportaron oportunamente pruebas que permitan 
acreditar los gastos en que los familiares alegan haber incurrido, además de que los 
familiares no son parte lesionada en el presente caso, por lo cual no corresponde 
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considerar las solicitudes de compensación de gastos personales de ellos. Sin embargo, 
ha sido constatado que los familiares de la señora Chinchilla Sandoval le proveyeron 
medicamentos durante su reclusión en el COF y aportaron para determinadas 
adecuaciones dentro de su celda, por lo cual este Tribunal decide fijar en equidad la 
cantidad de US$ 3,000.00 (tres mil dólares de los Estados Unidos de América) por 
concepto de indemnización compensatoria por esos gastos, cantidad que deberá ser 
entregada a la señora Marta María Gantenbein Chinchilla en el plazo establecido al efecto. 

Ingresos dejados de percibir 

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de mayo de 2001. Serie C No. 77 

79. En cuanto a la pérdida de ingresos, los representantes de los familiares de las víctimas 
y la Comisión coincidieron en que el Tribunal debía tomar en cuenta para su cálculo el 
salario mínimo para actividades no agrícolas vigente en Guatemala. El Estado, por su 
parte, se opuso a la utilización de dicha base alegando que las víctimas no tenían una 
relación laboral permanente y continua. Esta Corte considera que, a falta de información 
precisa sobre los ingresos reales de las víctimas, tal como lo ha hecho en otras 
oportunidades, debe tomar como base el salario mínimo para actividades no agrícolas en 
Guatemala. 

81. La Corte observa que el salario mínimo para actividades no agrícolas era Q348.00 
(trescientos cuarenta y ocho quetzales) para la fecha de la muerte de las víctimas en el 
presente caso, que equivale, al tipo de cambio de junio de 1990, a US $ 80.93 (ochenta 
dólares de los Estados Unidos de América con noventa y tres centavos) como salario 
mensual correspondiente a cada una de ellas. Además el cálculo de los ingresos dejados 
de percibir se efectuará sobre la base de 12 salarios al año, más las bonificaciones anuales 
correspondientes, de acuerdo con la normas guatemaltecas. Así se obtendrán los ingresos 
de los que la víctima pudo haber disfrutado presumiblemente durante su vida probable, 
período que media entre la edad que tenía al momento de los hechos y el término de su 
expectativa de vida en 1990, año de los hechos. A esta cantidad deberá restarse el 25% 
por concepto de gastos personales. El monto así resultante debe traerse a valor presente 
a la fecha de la sentencia. 

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 91 

52. Este Tribunal ha señalado en casos anteriores que, conforme a las reglas de la 
sucesión, la pérdida de ingresos de la víctima directa deben ser entregados en primera 
instancia a su esposa. Para el caso en estudio, la Corte toma en consideración lo solicitado 
por los representantes de las víctimas y la Comisión sobre la inclusión como beneficiarios 
de la indemnización correspondiente al señor Bámaca Velásquez, además de la señora 
Harbury, al señor José León Bámaca Hernández y a las señoras Egidia Gebia y Josefina, 
ambas Bámaca Velásquez, con base en lo señalado por el testigo Monterroso sobre la 
costumbre maya de que el hijo mayor suele hacer aportes al sostenimiento de sus padres 
y hermanos. A lo anterior habría que agregar que dentro de la naturaleza jurídica de este 
Tribunal, está la de ponderar los efectos de sus fallos en función del marco fáctico que 
encierre el caso sub judice. La Corte estima que tanto por la posición de Bámaca Velásquez 
como hermano mayor, hecho relevante dentro de la cultura mam, etnia mam, así como 
por las condiciones socio-económicas de su familia, la víctima una vez incorporada a las 
fuerzas laborales luego de los “Acuerdos de Paz” suscritos entre la guerrilla y el ejército 
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de Guatemala, hubiese contribuido económicamente al sostenimiento de su padre y sus 
hermanas, tal como lo ha señalado la señora Harbury, ya que éste les cariño como es 
propio de la cultura maya en que toda la familia es uno. 

54. En consideración a la información recibida, la jurisprudencia y los hechos probados, la 
Corte declara que la indemnización por el daño material en el presente caso debe 
comprender también lo siguiente: 

a) una cantidad de dinero correspondiente a los ingresos dejados de percibir por la 
señora Harbury en el período comprendido entre el 12 de marzo de 1992 y enero de 
1997. Como quedó demostrado en el fondo del caso, durante este período la señora 
Harbury dedicó gran parte de su tiempo a realizar gestiones para dar con el paradero 
de su esposo así como a luchar contra las obstrucciones y acciones de denegación de 
justicia, lo cual le impidió dedicarse a la vida laboral. Ha sostenido este Tribunal en su 
jurisprudencia que se debe otorgar una compensación por el daño sufrido por una 
víctima de violación de los derechos humanos que, durante un período determinado, 
se vio privada de la posibilidad de trabajar, ya sea por acciones u omisiones de agentes 
del Estado. La Corte, al admitir como probado el hecho de que la señora Harbury tenía 
ingresos que perdió como consecuencia de los hechos de este caso, fija en equidad, 
como compensación y atendiendo a las particulares circunstancias del presente caso, 
la cantidad de US$80.000,00 (ochenta mil dólares de los Estados Unidos de América) 
[…]. 

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212 

269. La Corte considera, como lo ha hecho en otros casos sobre desapariciones forzadas, 
que en este caso, en que se desconoce el paradero de la víctima, es posible aplicar los 
criterios de compensación por la pérdida de ingresos de ésta, lo cual comprende los 
ingresos que habría percibido durante su vida probable. 

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253 

362. Esta Corte ha considerado que la indemnización por concepto de pérdida de ingresos 
comprende a los ingresos que habría percibido la víctima fallecida durante su vida 
probable. Sin embargo, producto del fallecimiento de la víctima, el monto se entrega a 
sus familiares. Por estas razones, la Corte determinará los montos propios que estime 
pertinente disponer en el presente caso, respecto de las 26 víctimas de desaparición 
forzada. La Corte recuerda que la detención y posterior muerte de Rudy Gustavo Figueroa 
Muñoz no se encuentra dentro de su competencia, por lo cual no corresponde a este 
Tribunal otorgar una indemnización por la pérdida de ingresos y el lucro cesante que pudo 
haber sufrido dicha víctima. 

363. La Corte valora los estudios actuariales presentados por ambas partes. Sin embargo, 
hace notar que en virtud de la competencia temporal del Tribunal, la indemnización por 
concepto de pérdida de ingresos en el presente caso debe calcularse a partir de 1987. Por 
otra parte, si bien no se han comprobado los ingresos exactos que las víctimas dejaron de 
percibir en razón de las violaciones declaradas en esta Sentencia, la Corte considera que 
las profesiones y oficios de tales personas que han sido demostrados en el presente caso, 
permiten establecer con suficiente certeza que hubieran podido desarrollar alguna 
actividad o profesión remunerada. Por consiguiente, teniendo en cuenta como base de 
cálculo los estudios presentados y luego de descontar los ingresos anteriores a 1987, así 
como un porcentaje prudencial por los gastos personales en que hubiera incurrido cada 
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víctima, la Corte procede a fijar individualmente los siguientes montos en dólares de los 
Estados Unidos de América por concepto de ingresos dejados de percibir. 

Corte IDH. Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C 
No. 307 

278. En lo que se refiere a la alegada pérdida de ingresos de Jorge Rolando Velásquez 
Durán, la Corte observa que los representantes presentaron como prueba un documento 
elaborado por un contador público, en el cual “certifica” que “como consecuencia de la 
muerte violenta de su hija Claudina Isabel Velásquez Paiz, [el señor Velásquez Durán] se 
vio obligado a abandonar su empresa de la cual obtenía ganancias [...] para dedicarse a 
gestionar de manera personal [la] investigación, [...] absteniéndose de sus ocupaciones 
comerciales, las cuales estima le producían ganancias” que ascienden a la cantidad de 
USD $588,031.44 (quinientos ochenta y ocho mil treinta y un dólares con cuarenta y 
cuatro centavos de dólar de los Estados Unidos de América). Del mismo modo, en cuanto 
a la indemnización por concepto de lucro cesante a favor de Claudina Isabel Velásquez 
Paiz, la Corte observa que los representantes presentaron un documento elaborado por 
un contador público, en el cual “certifica” que “de acuerdo a declaración de los familiares 
de [...] Claudina Isabel Velásquez Paiz”, el importe global determinado ascendió a la 
cantidad de USD $692,424.44 (seiscientos noventa y dos mil cuatrocientos veinticuatro 
dólares con cuarenta y cuatro centavos de dólar de los Estados Unidos de América), por 
concepto de la “sumatoria de ingresos crecientes anuales esperados durante toda la etapa 
económicamente productiva de [...] Claudina Isabel Velásquez Paiz, comenzando en la 
edad de 25 años (fecha de inicio de su etapa profesional económicamente productiva) y 
terminando a la edad de 75 años (edad generalmente aceptada de retiro para un 
profesional independiente)”. Al respecto, la Corte observa que las cantidades establecidas 
por el contador público que elaboró dichos documentos por concepto de lucro cesante a 
favor de Claudina Velásquez y su padre se basaron, aparentemente, en las propias 
declaraciones y estimaciones de este último y su familia. Es decir, no consta que, para 
arribar a dichas cantidades, el contador se haya basado en documentos que acreditaran 
los ingresos derivados de las actividades comerciales del señor Velásquez Durán en el 
pasado o, para el caso de Claudina Velásquez, en algún documento que indique las 
ganancias probables de una abogada en Guatemala. No obstante, de las  declaraciones 
rendidas por Jorge Velásquez Durán, Elsa Claudina Paiz Vidal y Pablo Andrés Velásquez 
Paiz, se concluye que el señor Velásquez Durán se dedicó por un tiempo no determinado 
a impulsar la investigación por la muerte de su hija. En cuanto a Claudina Isabel Velásquez 
Paiz, es un hecho no controvertido que era una joven estudiante de la carrera de Derecho 
en la Universidad de San Carlos en Guatemala. En consecuencia, la Corte fija un monto 
en equidad de USD $10.000,00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América) por 
concepto de lucro cesante a favor de Jorge Rolando Velásquez Durán y de  USD 
$145.500,00 (ciento cuarenta y cinco mil quinientos dólares de los Estados Unidos de 
América) a favor de Claudina Isabel Velásquez Paiz, por el mismo concepto. El monto 
dispuesto a favor de Claudina Velásquez Paiz deberá ser entregado en partes iguales a 
Jorge Rolando Velásquez Durán, Elsa Claudina Paiz Vidal y Pablo Andrés Velásquez Paiz. 

Corte IDH. Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 312 

305. En relación con la alegada pérdida de ingresos de la señora Chinchilla Sandoval, la 
Corte considera que los hechos acreditados no permiten establecer las capacidades reales 
de aquélla para realizar actividades remunerativas luego de un hecho eventual, no 
probado, según el cual ella habría recibido un beneficio de privación alternativa de libertad 
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a partir del año 2002. Es decir, los alegatos de los representantes en este sentido, además 
de extemporáneos, no contienen suficiente argumentación e información en relación con 
el lucro cesante, por lo cual la Corte no considera procedente ordenar reparaciones en 
relación con este rubro. 

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356 

185. La Corte nota que los representantes realizaron un cálculo del lucro cesante. No 
obstante, no tomaron en cuenta todos los elementos requeridos por la jurisprudencia de 
este Tribunal para la realización de los mismos. En este sentido observa, tal como lo ha 
señalado con anterioridad, que al cálculo del lucro cesante se le debe restar el 25% 
correspondiente a los gastos personales en los que pudo haber incurrido la víctima durante 
los años de vida con posterioridad a los hechos. El mencionado elemento no fue 
considerado por los representantes al momento de efectuar los cálculos. Asimismo, no se 
realiza una distinción en cuanto a las personas que sobrevivieron, sobre sus 
particularidades laborales o personales, así como tampoco el impacto individualizado que 
las heridas pudieron generar en las vidas laborales de las víctimas, razones por las cuales 
no resultan procedentes los montos solicitados por los representantes. 

Daño inmaterial 

Corte IDH. Caso Blake Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de 
enero de 1999. Serie C No. 48 

57. En efecto, la desaparición forzada del señor Nicholas Blake causó a los padres y a los 
hermanos sufrimiento y angustia intensos y frustración ante la falta de investigación por 
parte de las autoridades guatemaltecas y el ocultamiento de lo acaecido. El sufrimiento 
de los familiares, violatorio del artículo 5 de la Convención, no puede ser disociado de la 
situación que creó la desaparición forzada del señor Nicholas Blake y que perduró hasta 
1992, cuando se encontraron sus restos mortales. La Corte, en conclusión, considera 
plenamente demostrado el grave daño moral que sufrieron los cuatro familiares del señor 
Nicholas Blake. 

58. Con base en lo anterior, la Corte estima equitativo conceder US$30.000,00 (treinta 
mil dólares de los Estados Unidos de América) a cada uno de los cuatro familiares del 
señor Nicholas Blake. 

Corte IDH. Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2001. Serie C No. 76 

104. La Corte estima que la jurisprudencia puede servir de orientación para establecer 
principios en esta materia, aunque no puede invocarse como criterio unívoco a seguir 
porque cada caso debe analizarse en sus especificidades. (En similar sentido, ver entre otros: 
Caso Blake Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de enero de 1999. Serie C No. 48, 
párr. 54). 

105. En cuanto al daño moral, los tribunales internacionales han señalado en reiteradas 
ocasiones que la sentencia de condena constituye per se una forma de reparación. Sin 
embargo, la Corte considera que esto no es suficiente en cuanto al sufrimiento moral 
causado a la víctima y a sus familiares en un caso como el presente, y que aquél debe ser 
reparado, por vía sustitutiva, mediante una indemnización pecuniaria, la cual debe ser 
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fijada conforme a la equidad, en consideración de que el daño moral no es susceptible de 
una tasación precisa. 

[Anna Elizabeth Paniagua Morales] 

106. En el caso sub judice, el daño moral infligido a la víctima resulta evidente, pues es 
propio de la naturaleza humana que toda persona sometida a agresiones y vejámenes, 
como los que se cometieron contra aquélla (detención ilegal, torturas y muerte), 
experimente un profundo sufrimiento moral, el cual se extiende a los miembros más 
íntimos de la familia, particularmente a aquéllos que estuvieron en contacto afectivo 
estrecho con la víctima. La Corte considera que no requiere prueba para llegar a la 
mencionada conclusión. 

107. Por otra parte, los representantes de los familiares de la víctima y la Comisión 
solicitaron que la Corte fijara cantidades indemnizatorias del daño moral en favor de los 
familiares de la víctima. En las declaraciones de los familiares ante esta Corte: Blanca 
Lidia Zamora (cuñada), Alberto Antonio Paniagua Morales (hermano) y María Ildefonsa 
Morales de Paniagua (madre) en el fondo de este caso, así como de esta última y el 
informe de Graciela Marisa Guilis en la presente etapa, quedan demostrados los diferentes 
sufrimientos que les ocasionó a los familiares el secuestro, la tortura y la muerte de Anna 
Elizabeth Paniagua Morales. Esas declaraciones resaltan el dolor causado por la pérdida 
de su familiar, el traslado de los hermanos a Canadá y Estados Unidos de América y la 
desintegración de la familia. 

108. En el caso de los padres de la víctima, no es necesario demostrar el daño moral, 
pues éste se presume. Igualmente se puede presumir el sufrimiento moral por parte de 
la hija de la víctima. 

109. Con respecto a sus hermanos, debe tenerse en cuenta el grado de relación y afecto 
que existía entre ellos. En el caso sub judice, se observa que hubo un vínculo estrecho 
entre la víctima y su hermano, Alberto Antonio Paniagua Morales, y su cuñada, Blanca 
Lidia Zamora de Paniagua, quienes convivían en la misma casa. Asimismo, con respecto 
a esta última, la Corte ha tomado en consideración que participó intensivamente en la 
búsqueda y reconocimiento del cadáver mutilado de su cuñada, como quedara consignado 
en la sentencia de 8 de marzo de 1998, la cual constituye un importante elemento de 
prueba para diversas cuestiones de familia. 

110. Con respecto a los otros hermanos de la víctima, no cabe duda de que forman parte 
de la familia y aún cuando no aparece que intervinieron directamente en las diligencias 
asumidas en el caso por la madre y por la cuñada, no por ello debieron ser indiferentes al 
sufrimiento ocasionado por la pérdida de su hermana, menos aún cuando las 
circunstancias de la muerte revisten caracteres singularmente traumáticos. Por tanto, la 
Corte, al considerarles como beneficiarios de una indemnización, debe fijar su monto 
siguiendo el criterio de la equidad, y en consecuencia, fija una reparación compensatoria 
por daño moral de US$4.000,00 (cuatro mil dólares de los Estados Unidos de América), a 
los hermanos Paniagua Morales. 

111. Por lo expuesto, este Tribunal estima equitativo fijar la cantidad global de US$ 
54.000,00 (cincuenta y cuatro mil dólares de los Estados Unidos de América) por concepto 
de daño moral ocasionado a la víctima y a sus familiares. Dicho monto deberá ser 
distribuido bajo los siguientes criterios: US$20.000,00 (veinte mil dólares de los Estados 
Unidos de América) para María Elisa Meza Paniagua (hija de la víctima), US$15.000,00 
(quince mil dólares de los Estados Unidos de América) para María Ildefonsa Morales 
Chávez (madre), US$5.000,00 (cinco mil dólares de los Estados Unidos de América) para 
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Antonio Paniagua (padre), US$5.000,00 (cinco mil dólares de los Estados Unidos de 
América) para Blanca Lidia Zamora (cuñada de la víctima), US$5.000,00 (cinco mil dólares 
de los Estados Unidos de América) para Alberto Antonio Paniagua Morales (hermano), y 
la cantidad de US$1.000,00 (mil dólares de los Estados Unidos de América), 
respectivamente, a Blanca Beatriz, Hugo Morani, Elsa Carolina y German Giovanni, todos 
Paniagua Morales. 

[Julián Salomón Gómez Ayala] 

124. Este Tribunal ha señalado los criterios generales que rigen la reparación del daño 
moral, que también deben ser considerados en las circunstancias de Julián Salomón 
Gómez Ayala. El daño moral infligido a la víctima resulta evidente, pues es propio de la 
naturaleza humana que toda persona sometida a agresiones y vejámenes, como los que 
se cometieron contra aquélla (detención ilegal, torturas y muerte), experimente un 
sufrimiento moral intenso, el cual se extiende a los miembros más íntimos de la familia, 
particularmente a aquéllos que estuvieron en contacto afectivo estrecho con la víctima. 
La Corte considera que no requiere prueba para llegar a dicha conclusión. 

125. En la situación mencionada en el párrafo anterior se encontrarían los padres, la 
compañera y el hijo de la víctima, con respecto a los cuales el Tribunal debe presumir las 
repercusiones que tuvieron las graves violaciones cometidas en perjuicio de Gómez Ayala. 
Dicha presunción no ha sido desvirtuada por el Estado, por lo cual corresponde otorgar a 
dichos familiares una indemnización compensatoria por concepto de daño moral. 

126. En cuanto a los hermanos de la víctima debe considerarse que, como miembros de 
la familia, no debieron ser indiferentes al sufrimiento de Julián Salomón Gómez Ayala, 
pese a la objeción planteada por el Estado. En consecuencia, los hermanos de la víctima 
participarán como beneficiarios del daño moral, y el Tribunal fija, equitativamente, la 
cantidad de US$7.000,00 (siete mil dólares de los Estados Unidos de América) para ser 
distribuida entre los hermanos Gómez Ayala. 

127. Por lo expuesto, este Tribunal estima, en equidad, fijar la cantidad global de 
US$27.000,00 (veintisiete mil dólares de los Estados Unidos de América) por concepto de 
daño moral ocasionado a la víctima y a sus familiares. Dicho monto deberá ser distribuido 
de la siguiente manera: US$20.000,00 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de 
América), asignados en partes iguales, a Bertha Violeta Flores Gómez, compañera de la 
víctima, Julio Salomón Gómez Flores, su hijo, y sus padres, Petronilo Gómez Chávez y 
Blanca Esperanza Ayala de la Cruz. Además la cantidad de US$1.000,00 (mil dólares de 
los Estados Unidos de América) para Danilo Abraham, Deifin Olivia, Ingrid Elizabeth, 
Israel, Jorge Isaías, Douglas Moisés, Lidia Marisa, todos Gómez Ayala-. 

[William Otilio González Rivera] 

142. Este Tribunal ha señalado los criterios generales que rigen la reparación para efectos 
de daño moral, los cuales también deben ser considerados en el caso de William Otilio 
González Rivera, quien al haber sido sometido a agresiones y vejámenes (detención ilegal, 
torturas y muerte), es natural que haya experimentado un profundo sufrimiento moral, el 
cual se extiende a los miembros más íntimos de la familia, particularmente a aquéllos que 
estuvieron en contacto afectivo estrecho con la víctima. La Corte considera que no requiere 
prueba para llegar a la mencionada conclusión. 

143. En la situación mencionada en el párrafo anterior se encuentran los padres y el 
presunto hijo de la víctima, con respecto a los cuales el Tribunal debe presumir las 
repercusiones que tuvieron las graves violaciones cometidas en perjuicio de González 
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Rivera. Dicha presunción no ha sido desvirtuada por el Estado, por lo cual corresponde 
fijar a los familiares mencionados una indemnización compensatoria por concepto de daño 
moral. Sin embargo, la identidad del hijo de William Otilio González Rivera no ha sido 
probada en el proceso, por lo cual se deberá acreditar su existencia, ante el Estado a fines 
de poder hacer efectivas las reparaciones que se ordenen. 

144. En cuanto a los hermanos de la víctima debe considerarse que, como miembros de 
la familia, no podían ser indiferentes al sufrimiento de William Otilio González Rivera, pese 
a la objeción planteada por el Estado. Por ello, con criterio de equidad, la Corte fija una 
compensación por daño moral de US$5.000,00 (cinco mil dólares de los Estados Unidos 
de América) a los hermanos González Rivera. 

145. Por lo expuesto, la Corte estima equitativo la cantidad total de US$25.000,00 
(veinticinco mil dólares de los Estados Unidos de América) por concepto de reparación por 
el daño moral sufrido por la víctima y sus familiares. Dicha cantidad debe ser distribuida 
de la siguiente manera: US$20.000,00 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de 
América) en partes iguales entre los padres y el presunto hijo de William Otilio González 
Rivera, tomando en cuenta las consideraciones hechas en los párrafos 133 a 135; es decir, 
en caso de que en el lapso de un año no se pudiera determinar la existencia e identificación 
de dicho hijo, la cantidad correspondiente a éste acrecentará proporcionalmente la 
indemnización de los padres de la víctima. Y la cantidad de US$1.000,00 (mil dólares de 
los Estados Unidos de América) a cada uno de los hermanos -Santos Hugo, José Alfredo, 
Julio Moisés, Anatanahel y Leydi Rosibel, todos González Rivera-. 

[Pablo Corado Barrientos] 

157. Este Tribunal ha señalado los criterios generales que rigen la reparación para efectos 
de daño moral, que también deben ser considerados en el caso bajo análisis. El daño 
moral infligido a la víctima resulta evidente, pues es propio de la naturaleza humana que 
toda persona sometida a agresiones y vejámenes, como los que se cometieron contra 
aquélla (detención ilegal, torturas y muerte), experimente un profundo sufrimiento moral, 
el cual se extiende a los miembros más íntimos de la familia, particularmente a aquéllos 
que estuvieron en contacto afectivo estrecho con la víctima. La Corte considera que no se 
requiere prueba para llegar a dicha conclusión. 

158. En la situación mencionada en el párrafo anterior se encontraría la madre de la 
víctima, con respecto a la cual el Tribunal debe presumir cuáles fueron las repercusiones 
que tuvieron las graves violaciones cometidas en perjuicio de Pablo Corado Barrientos. 
Dicha presunción no ha sido desvirtuada por el Estado, por lo cual corresponde fijar una 
indemnización compensatoria por concepto de daño moral para la madre, la cual estima 
esta Corte como equitativa en la cantidad de US$20.000,00 (veinte mil dólares de los 
Estados Unidos de América). Al ser imposible otorgar a la propia víctima dicho 
resarcimiento, la mencionada cantidad debe ser entregada a su madre -Juana Barrientos 
Valenzuela-. 

159. Con respecto a los hermanos de la víctima, la Corte observa que éstos no 
intervinieron, según constancias del proceso de fondo ante este Tribunal, en la búsqueda 
y en la obtención del cadáver de la víctima y su posterior entierro. Sin embargo con criterio 
de equidad, la Corte fija una reparación por daño moral de US$2.000,00 (dos mil dólares 
de los Estados Unidos de América) para los hermanos Corado Barrientos. 

160. Por lo expuesto, este Tribunal estima, en equidad, fijar la cantidad total de 
US$22.000,00 (veintidós mil dólares de los Estados Unidos de América) por concepto de 
daño moral ocasionado a la víctima y a sus familiares. Dicha cantidad deberá ser 
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distribuida de la siguiente manera: US$20.000,00 (veinte mil dólares de los Estados 
Unidos de América), asignados a la madre, Juana Barrientos Valenzuela, y la cantidad de 
US$1.000,00 (mil dólares de los Estados Unidos de América) para cada uno de los 
hermanos, Francisca y Tino Corado Barrientos. 

[Manuel de Jesús González López] 

173. Los criterios generales establecidos por este Tribunal para la reparación del daño 
moral serán aplicados en el caso sub judice. Es evidente el daño moral infligido a la víctima 
cuando se le sometió a detención ilegal, tortura y muerte; la Corte considera que no 
requiere prueba para llegar a la conclusión de que un ser humano en la situación descrita 
experimenta un intenso sufrimiento moral, y entiende que este sufrimiento se extiende a 
los miembros más íntimos de la familia, en especial aquellos que estuvieron en contacto 
afectivo estrecho con la víctima. 

174. En las circunstancias anteriores se encuentran la esposa y los hijos de la víctima; en 
la sentencia de fondo se estableció que la víctima fue detenida y vejada delante de su 
cónyuge; que ésta realizó una intensa búsqueda para luego encontrar el cadáver mutilado 
de la víctima; posteriormente y ante lo acontecido a su esposo se vio forzada a salir de su 
país, dejando al cuidado de la abuela a sus tres hijos menores de edad, quienes no sólo 
perdieron a su padre, sino además se vieron privados de su madre, la cual durante todos 
estos años y con mucho sacrificio siguió manteniendo a sus hijos, aun cuando no pudo 
verlos en mucho tiempo. 

175. Por lo expuesto, la Corte estima en equidad la cantidad total de US$40.000,00 
(cuarenta mil dólares de los Estados Unidos de América) por concepto de daño moral, la 
cual será entregada en partes iguales a María Elizabeth Chinchilla, esposa de la víctima, y 
a sus hijos, Karen Paola, Silvia Argentina y Manuel Alberto, todos González Chinchilla, es 
decir, US$10.000,00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América) a cada uno. 

[Erick Leonardo Chinchilla] 

179. Este Tribunal consideró, en su sentencia de fondo, que no hubo prueba suficiente 
para imputar al Estado la responsabilidad en la muerte del señor Erick Leonardo Chinchilla. 
Por esta razón la Corte no está en posibilidad de condenar al pago de indemnizaciones 
que no se refieran a la violación del artículo 8.1 de la Convención declarada para esta 
víctima, como es el caso de la solicitud de los familiares en el sentido de recompensarlos 
por la pérdida del negocio familiar. 

180. Ante la naturaleza de la violación declarada en este caso, la Corte considera oportuno 
fijar en equidad una indemnización por un monto de US$8.000,00 (ocho mil dólares de 
los Estados Unidos de América), cantidad que debe ser entregada a la madre de Erick 
Leonardo Chinchilla, María Luisa Chinchilla Ruano. 

[Oscar Vásquez y Augusto Angárita Ramírez] 

185. Con respecto a Augusto Angárita Ramírez la Corte consideró en la sentencia de fondo 
de 8 de marzo de 1998 que se le había violado el derecho a la libertad personal (artículo 
7 de la Convención) con motivo de su detención, y el derecho a su integridad (artículo 5.1 
y 5.2 de la Convención), al haber sido sometido a un trato cruel, inhumano o degradante. 

186. En cuanto a Oscar Vásquez la Corte no consideró que hubiera habido una violación a 
su libertad personal (artículo 7 de la Convención), lo que estableció en la antedicha 
sentencia es que el Estado violó en su perjuicio el derecho a la integridad personal (artículo 
5.1 y 5.2 de la Convención); por otro lado, del acervo probatorio concerniente a Oscar 
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Vásquez y que consta en el expediente, no se desprende que exista un nexo causal entre 
la violación declarada por la Corte y los daños reclamados por los familiares de la víctima, 
tales como la detención de su hijo y su desplazamiento. 

187. En razón de lo expuesto la Corte estima que en los casos de Augusto Angárita 
Ramírez y de Oscar Vásquez, debe determinarse una indemnización por los daños que 
sufrieron las víctimas por las violaciones a sus derechos por parte de agentes del Estado. 
Este Tribunal considera equitativo fijar una indemnización de US$8.000,00 (ocho mil 
dólares de los Estados Unidos de América) a cada uno de ellos. Esta indemnización la 
recibirán directamente las víctimas o sus herederos, si fuere del caso. 

[Doris Torres Gil y Marco Antonio Montes Letona] 

192. Con respecto a Doris Torres Gil y a Marco Antonio Montes Letona, la Corte consideró 
en la sentencia de fondo de 8 de marzo de 1998 que se les había violado el derecho a la 
libertad personal (artículo 7 de la Convención) con motivo de su detención. Y aunque luego 
fueran absueltos en los procesos seguidos ante la justicia guatemalteca, esto no elimina 
la violación del mencionado derecho. 

193. En razón de lo expuesto, la Corte considera equitativo fijar la cantidad de 
US$3.000,00 (tres mil dólares de los Estados Unidos de América) para Doris Torres Gil y 
Marco Antonio Montes Letona como compensación del daño ocasionado a cada uno de 
ellos. Las víctimas o sus herederos, en su caso, recibirán directamente esta indemnización. 

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de mayo de 2001. Serie C No. 77 

90. Teniendo en cuenta las distintas facetas del daño al que se viene haciendo referencia 
aducidas por los representantes de las víctimas y la Comisión, en cuanto sea pertinente y 
responda a las particularidades de cada caso individual, la Corte fija en equidad el valor 
de las compensaciones por concepto de daño moral, que deben efectuarse a favor de cada 
una de las víctimas directas y de sus familiares inmediatos, en los términos que se indican 
en el cuadro que se transcribe más adelante. La Corte precisa que, al efectuar esa 
estimación del daño moral, ha tenido también presentes las condiciones generales 
adversas de abandono padecidas por los cinco jóvenes en las calles, quienes quedaron en 
situación de alto riesgo y sin amparo alguno en cuanto a su futuro. 

91. Para la fijación de la indemnización por daño moral, la Corte consideró, asimismo, 

a) con respecto a Henry Giovanni Contreras, Julio Roberto Caal Sandoval, Federico 
Clemente Figueroa Túnchez y Jovito Josué Juárez Cifuentes, que fueron retenidos 
clandestinamente en forma forzada, aislados del mundo exterior, y que fueron objeto 
de un trato agresivo en extremo, que incluyó graves maltratos y torturas físicas y 
psicológicas antes de sufrir la muerte; y 

b) con respecto a Anstraum Aman Villagrán Morales, Julio Roberto Caal Sandoval y 
Jovito Josué Suárez Cifuentes, que eran menores de edad y en consecuencia eran 
particularmente vulnerables y debían ser objeto de una especial protección del Estado. 

92. En relación con los familiares inmediatos de los cinco jóvenes la Corte ha tenido 
presente que: 

a) las madres de Anstraun Aman Villagrán Morales, Henry Giovanni Contreras, Federico 
Clemente Figueroa Túnchez y Jovito Josué Juárez Cifuentes y la abuela de Julio Roberto 
Caal Sandoval, deben recibir, como herederas, las compensaciones por el daño moral 
causado a cada uno de ellos; 
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b) las madres de los cinco jóvenes y la abuela de Julio Roberto Caal Sandoval sufrieron 
daños morales de dos tipos: en primer lugar, por haber sido afectadas por las 
desapariciones, torturas y muertes de sus hijos y nieto, y en segundo por haber sido 
ellas mismas objeto de la violación de los artículos 5.2, 8.1 y 25 de la Convención, 
conforme a lo establecido en la sentencia de fondo de este mismo caso. Las 
compensaciones de esos daños deben ser pagadas directamente a cada una de ellas, 
con la excepción de la debida a Rosa Carlota Sandoval, la cual, por haber muerto esta, 
deberá ser recibida por su madre, Margarita Urbina; y 

c) los hermanos de Anstraun Aman Villagrán Morales, Henry Giovanni Contreras y 
Federico Clemente Figueroa Túnchez sufrieron daños morales por haber sido afectados 
por las desapariciones, torturas y muertes de estos últimos, y haber sido objeto de la 
violación de los artículos 8.1 y 25 de la Convención, de acuerdo con lo establecido en 
la sentencia de fondo. No se probó que Julio Roberto Caal Sandoval y Jovito Josué 
Juárez Cifuentes tuvieran hermanos. Las compensaciones de esos daños deben ser 
pagadas a los hermanos de las víctimas según se indicará en los términos previstos en 
el cuadro que va a transcribirse. 

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 91 

62. Como quedó demostrado, el señor Bámaca Velásquez sufrió, dentro de la práctica de 
las fuerzas armadas con respecto a aquellos guerrilleros que eran detenidos, condiciones 
de reclusión hostiles y restrictivas utilizadas para obtener información; fue torturado y 
sometido a diversos tratos crueles, inhumanos y degradantes. Resulta evidente, pues es 
propio de la naturaleza humana que toda persona sometida a torturas, agresiones y 
vejámenes, como los que se cometieron contra Bámaca Velásquez, experimente dolores 
corporales y un profundo sufrimiento. Al respecto, el párrafo 158 de la sentencia sobre el 
fondo, dictada por la Corte el 25 de noviembre de 2000, señala: 

los actos denunciados en el presente caso fueron preparados e infligidos deliberadamente, con el fin de 
obtener de Efraín Bámaca Velásquez información relevante para el Ejército. Según los testimonios recabados 
en el presente proceso, la supuesta víctima fue sometida a actos graves de violencia física y psíquica durante 
un prolongado período de tiempo con los fines antes mencionados y, así, puesta en un contexto de angustia 
y de sufrimiento físico intenso de modo intencional, lo que no puede calificarse sino como tortura, tanto 
física como psicológica. 

63. Estos padecimientos se extienden de igual manera a los miembros más íntimos de la 
familia, particularmente a aquéllos que tuvieron un contacto afectivo estrecho con la 
víctima. La Corte considera que no requiere prueba para llegar a la mencionada 
conclusión, aunque en el presente caso se encuentre probado el sufrimiento ocasionado a 
aquéllos. 

64. Asimismo, la impunidad imperante en este caso ha constituido y sigue causando 
sufrimiento para los familiares que los hace sentirse vulnerables y en estado de 
indefensión permanente frente al Estado, situación que les provoca una profunda angustia. 
En este sentido, la Corte en la sentencia sobre el fondo de este caso se refirió a:  

la falta en su conjunto de investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y condena de los responsables 
de las violaciones de los derechos protegidos por la Convención Americana, [y a que] toda vez que el Estado 
tiene la obligación de combatir tal situación por todos los medios legales disponibles ya que la impunidad 
propicia la repetición crónica de las violaciones de derechos humanos y la total indefensión de las víctimas 
y de sus familiares. 

65. En razón de lo anterior, la Corte hace las siguientes consideraciones con respecto a 
los familiares inmediatos del señor Bámaca Velásquez: 
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a) en lo que se refiere a la señora Harbury esta Corte señaló que el Estado, de manera 
continua, obstruyó los esfuerzos de ésta por conocer la verdad de los hechos y sobre 
el ocultamiento del cadáver de su marido y, que además, las autoridades públicas le 
interpusieron obstáculos en las diligencias de exhumación y hubo una negativa oficial 
de brindar información respecto al paradero de los restos mortales de Efraín Bámaca 
Velásquez, motivos por los cuales este Tribunal concluyó que la señora Harbury fue 
víctima de tratos crueles, inhumanos y degradantes. Toda esta situación le ha causado 
una profunda angustia como quedó corroborado en el dictamen de la perito Deutsch y 
diversos testimonios;  

b) en lo que respecta al señor José León Bámaca Hernández y a las hermanas, Egidia 
Gebia y Josefina Bámaca Velásquez, la Corte reitera que no es necesario demostrar el 
daño inmaterial en cuanto respecta a los padres y en relación a las hermanas de la 
víctima es razonable presumir que como miembros de la familia no debieron ser 
indiferentes a la pérdida de su hermano. En todo caso, esta Corte considera que la 
relación afectiva entre el señor Bámaca Velásquez y su padre y hermanas ha quedado 
demostrada en esta fase procesal. Efraín Bámaca Velásquez se incorporó a la URNG, y 
consecuentemente, perdió el contacto con su núcleo familiar, compuesto para ese 
momento, por su padre y sus hermanas, pero esta pérdida de contacto obedeció, tal 
como quedó demostrado en el fondo a la situación de conflicto armado que vivía 
Guatemala y a la práctica utilizada por el ejército para extraer información de los 
detenidos, y de quienes participaran en alguna actividad insurgente, y al temor de sus 
familiares por los sufrimientos que las fuerzas armadas pudiesen infligirles. Esta Corte 
considera que fueron éstas las causas del aparente distanciamiento entre Efraín 
Bámaca Velásquez y sus familiares y que éste no obedeció, como lo asevera el Estado, 
a una ruptura de los lazos familiares. En este caso cabe agregar que dadas las 
particularidades de la cultura maya, etnia mam, para el núcleo familiar de Bámaca 
Velásquez la pérdida del soporte emocional y económico del hijo mayor significó 
grandes sufrimientos. De otra parte, han sufrido las consecuencias emocionales de no 
haber podido darle sepultura a los restos mortales de Efraín Bámaca Velásquez; y 

c) en lo que se refiere a Alberta Velásquez, hermana materna de Efraín Bámaca 
Velásquez la Corte reitera que en el caso de los hermanos debe tenerse en cuenta el 
grado de relación y afecto que existe entre ellos, por lo que, dadas las circunstancias 
del caso, Alberta Velásquez debe también ser indemnizada por daño inmaterial. 

Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101 

261. En el caso sub judice, al fijar la compensación por daño inmaterial, la Corte tiene en 
cuenta que Myrna Mack Chang fue ejecutada extrajudicialmente en circunstancias de 
extrema violencia, por lo que resulta evidente que experimentó dolores corporales y 
sufrimiento antes de su muerte, lo que se vio agravado por el ambiente de hostigamiento 
que vivía en esa época. 

262. Tal como lo ha señalado la Corte, el daño inmaterial infligido a la víctima resulta 
evidente, pues es propio de la naturaleza humana que toda persona sometida a 
agresiones, como los que se cometieron contra Myrna Mack Chang, experimente un 
profundo sufrimiento moral. 

263. Al respecto, la compensación que fije la Corte por los daños sufridos por Myrna Mack 
Chang hasta el momento de su muerte deberá ser entregada en su totalidad a la hija de 
la víctima, Lucrecia Hernández Mack. 
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264. En el caso de sus familiares inmediatos es razonable concluir que las aflicciones 
sufridas por la víctima se extienden a los miembros más cercanos de la familia, 
particularmente a aquéllos que tenían un contacto afectivo estrecho con ella. No se 
requiere prueba para llegar a esta conclusión. Asimismo, en el presente caso algunos de 
los familiares de Myrna Mack Chang son víctimas de las violaciones de diversos artículos 
de la Convención Americana. Para la fijación de la compensación por daño inmaterial, los 
familiares de las víctimas se considerarán en esa doble condición, para lo cual la Corte 
estima que: 

a) han sido demostradas las amenazas, intimidaciones y hostigamientos que han 
sufrido los familiares como parte de lo ocurrido a Myrna Mack Chang, las cuales han 
ocasionado profundos sufrimientos en los miembros de su familia, hija, padres y 
hermanos y primo de la víctima. Además, la impunidad imperante en este caso ha sido 
y sigue siendo una fuente de sufrimiento para los familiares. Los hace sentirse 
vulnerables y en estado de indefensión permanente frente al Estado, lo que les provoca 
profunda angustia; 

b) en lo que respecta a Lucrecia Hernández Mack, hija de la víctima, este Tribunal 
aprecia que tenía 16 años de edad al momento del asesinato de su madre, dependía 
emocional y económicamente de ella, ya que no vivía con su padre. Vivió una situación 
traumática por la pérdida inesperada de su madre, que le causó un profundo dolor y 
tristeza que todavía afectan su vida. Resiente la ausencia de su madre ya que en ciertos 
momentos de su vida, académicos o de su maternidad, siente la necesidad de tenerla 
cerca para compartir sus inquietudes y recibir consejos. Además, siente gran 
preocupación por su familia y el temor constante de perder a otro ser querido. Por otra 
parte, en lo que se refiere al proceso penal, los continuos retrasos en éste han sido 
frustrantes para ella y, en especial, el hecho de que aún se mantienen en impunidad 
los responsables, le provoca gran inseguridad. Por todo lo anterior, esta Corte 
considera que debe ser compensada por daño inmaterial; 

c) en lo que respecta a Yam Mack Choy, padre fallecido de la víctima y Zoila Chang 
Lau, madre de la víctima, debe prestarse atención al hecho de que el Tribunal presume 
que la muerte de una persona acarrea a sus padres un daño inmaterial, por lo cual no 
es necesario demostrarlo. Tal y como lo ha dicho esta Corte, “se puede admitir la 
presunción de que los padres han sufrido moralmente por la muerte cruel de sus hijos, 
pues es propio de la naturaleza humana que toda persona experimente dolor ante el 
suplicio de su hijo”. […] 

d) en lo que respecta a Helen Mack Chang, la hermana de la víctima, este Tribunal 
considera también que en el caso de los hermanos debe tenerse en cuenta el grado de 
relación y afecto que existe entre ellos. Dicha señora ha sentido un profundo 
sufrimiento y dolor por la muerte extrajudicial de su hermana que vino a alterar su 
vida y la de su familia, en particular, la de sus padres y la de su sobrina; la forma en 
que fue asesinada su hermana le ha impactado por largo tiempo; el ver el dolor de sus 
padres y haber tenido que darle a su sobrina la noticia de la muerte de su madre le ha 
producido un sufrimiento indescriptible. El hecho de realizar las diligencias necesarias 
ante la policía y el organismo judicial para que se hiciera justicia, la involucró en un 
proceso “que nunca se imagin[ó] que tomaría las dimensiones que tomó”. Tuvo que 
renunciar a su actividad profesional para afrontar personalmente la búsqueda de 
justicia y, por consiguiente, luchar contra la impunidad. Ha participado activamente en 
el proceso penal desde su inicio; ha sido objeto de hostigamientos y amenazas que 
han puesto en peligro su vida y su integridad personal; y para proteger a su familia ha 
tomado serias medidas de seguridad que han alterado su vida familiar, todo lo cual le 
ha producido un gran desgaste emocional. Por ello, esta Corte considera que debe ser 
compensada por daño inmaterial; 
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e) en lo que respecta a Marco Mack Chang y Freddy Mack Chang, hermanos de la 
víctima, también sufrieron el dolor por la muerte cruel de su hermana y les pesa su 
ausencia; ella era la persona que apoyaba a la familia en los momentos difíciles. 
Además, han tenido el desgaste de luchar por largo tiempo para esclarecer los hechos 
y vivir con la incertidumbre de lo que sucederá con el proceso, situación que también 
les ha generado temor por el peligro que correría la familia en los momentos cruciales 
del juicio. En consecuencia, esta Corte considera que deben ser compensados por 
concepto del daño inmaterial; 

f) en lo que respecta a Vivian Mack Chang, hermana de la víctima, este Tribunal ha 
señalado, en su jurisprudencia reciente, que se puede presumir que la muerte de un 
hermano ocasiona a sus hermanos un daño inmaterial y, en consecuencia, debe ser 
indemnizada por ese concepto; y 

g) respecto a Ronald Chang Apuy, primo de la víctima, se ha demostrado que vivía con 
la familia Mack desde pequeño y es considerado como un miembro más de la misma. 
Tuvo relaciones afectivas estrechas con Myrna Mack Chang y ha compartido con la 
familia el pesar y sufrimiento por su pérdida. Además, ha vivido el temor proveniente 
de las amenazas e intimidaciones recibidas a lo largo del proceso penal para el 
esclarecimiento de los hechos y la incertidumbre por los retrasos que se han producido 
en ese proceso. En consecuencia, este Tribunal considera que también debe ser 
indemnizado por daño inmaterial. 

266. También en el presente caso ha sido demostrada la necesidad de que la hija de la 
víctima, Lucrecia Hernández Mack, reciba tratamiento psicológico por los daños sufridos 
como consecuencia de las violaciones cometidas por el Estado. Por lo tanto, la Corte fija, 
en equidad, la cantidad de US$10,000.00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de 
América), por concepto de gastos médicos futuros que requiera. 

267. Teniendo en cuenta las distintas facetas del daño a las que se viene haciendo 
referencia, en cuanto sea pertinente y responda a las particularidades del caso, la Corte 
fija en equidad el valor de las compensaciones por concepto de daño inmaterial que deben 
efectuarse a favor de los familiares de la víctima […] (En similar sentido, ver entre otros: Caso 
Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie 
C No. 91, párr. 66). 

Corte IDH. Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 27 de noviembre de 2003. Serie C No. 103 

168. Como se demostró, Maritza Urrutia fue secuestrada, detenida en forma ilegal y 
arbitraria y, como consecuencia de ello, sometida a condiciones de reclusión 
desfavorables. Es propio de la naturaleza humana que la persona sometida a detención 
arbitraria experimente un profundo sufrimiento. Además, fue torturada psicológicamente; 
fue objeto de tratos crueles, inhumanos y degradantes; padeció angustia, miedo de morir 
y de ser torturada físicamente. Además, recibió otro tipo de presiones para grabar un 
video y hacer una declaración en contra de su voluntad, la cual fue divulgada en dos 
medios de comunicación. Esto le generó angustia y sufrimiento. También sintió temor 
después de su liberación. Se le diagnosticó un “síndrome de angustia con depresión 
reactiva”. No se han investigado los hechos relacionados con su secuestro y detención, ni 
con la tortura de la que fue objeto, y por ello los responsables gozan de impunidad. Es 
evidente para la Corte por otra parte, que los hechos de este caso ocasionaron una 
alteración en el curso que habría seguido normalmente la vida de Maritza Urrutia, dado 
que luego de los hechos se vio forzada a salir del país y permanecer lejos de su familia, 
lo que le causó angustia y tristeza. 
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169. Es razonable concluir que las aflicciones sufridas por la víctima se extiendan a los 
miembros más cercanos de la familia, particularmente aquéllos que tenían un contacto 
afectivo estrecho con la víctima. No se requiere prueba para llegar a esta conclusión. En 
atención a lo anterior, y para el efecto de fijar la indemnización al daño inmaterial, la Corte 
considera que: 

a) Fernando Sebastián Barrientos Urrutia, hijo de la víctima, debe ser compensado. En 
este caso se aplica la presunción de que un hijo sufre daño inmaterial por los 
padecimientos que experimentan sus padres. Asimismo, se presume que Fernando 
Sebastián sufrió por la ausencia de su madre, y cuando ésta fue liberada conoció y 
compartió con ella sus sufrimientos, al tener que salir del país y alejarse de sus 
familiares inmediatos, todo ello asociado al hecho de para ese entonces era un niño de 
apenas 4 años; y 

b) en lo que respecta a Edmundo Urrutia Castellanos y a María Pilar García de Urrutia, 
la Corte reitera que no es necesario demostrar el daño inmaterial en relación con los 
padres de la víctima. Además, es claro que los padres de la víctima, al desconocer el 
paradero de su hija y con el temor fundado de que se produjera la desaparición y 
muerte de ésta, afrontaron personalmente la responsabilidad de encontrarla, compartir 
los sufrimientos físicos y psicológicos que padeció durante su secuestro y detención y, 
una vez liberada, protegerla de las amenazas contra su vida. Su hija, por lo demás, 
tuvo que salir del país, y los padres se debieron separar de ella y de su nieto. Dadas 
las circunstancias descritas los padres deben ser compensados por daño inmaterial; 

c) en lo que se refiere a Edmundo Urrutia García y a Carolina Urrutia García, hermanos 
de la víctima, también vivieron de cerca el sufrimiento de su hermana. Como 
consecuencia de los hechos del presente caso, el primero tuvo que salir del país por 
temor a ser perseguido por las autoridades estatales, y por ello estuvo un tiempo 
separado de su familia, y cambió su entorno familiar y profesional. Por su parte, 
Carolina Urrutia García sufrió la repercusión de lo sucedido a su hermana con quien 
vivía en el momento de los hechos. Además, experimentó padecimientos psicológicos. 
En adición a ello, la Corte reitera que se puede presumir que, al igual que los padres, 
los hermanos de las víctimas de las violaciones de derechos humanos no son 
insensibles a los sufrimientos de éstas, sino que los comparten. En consecuencia, 
dichos hermanos deben también ser compensados por daño inmaterial. 

Corte IDH. Caso Molina Theissen Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 de julio de 2004. Serie C No. 108 

67. En el caso sub judice, al fijar la compensación por daño inmaterial, se debe considerar 
que el Estado tiene, respecto de los niños, una obligación especial de protección, la que 
debió haber cumplido respecto de la víctima por su condición de niño. La Corte considera 
que el niño Marco Antonio Molina Theissen debió haber experimentado profundo dolor 
cuando fue detenido y secuestrado por agentes del Estado el 6 de octubre de 1981 y 
posteriormente hecho desaparecer. Por esto, la Corte considera que Marco Antonio Molina 
Theissen debe ser compensado por daño inmaterial y estima ordenar en equidad el pago 
de US $100.000,00 (cien mil dólares de los Estados Unidos de América) por este concepto. 
Dicha compensación deberá ser entregada a sus familiares, en los términos de los párrafos 
50 y 51 de la presente Sentencia. 

68. En el caso de los familiares inmediatos de la víctima es razonable concluir que las 
aflicciones sufridas por ésta se extienden a los miembros más cercanos de la familia, 
particularmente a aquéllos que tenían un contacto afectivo estrecho con ella. No se 
requiere prueba para llegar a esta conclusión. Asimismo, los padres y las hermanas de 
Marco Antonio Molina Theissen son víctimas de las violaciones de diversos artículos de la 
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Convención Americana. En el presente caso cabe resaltar que la Corte, en relación con la 
violación del artículo 5 de la Convención, dentro del contexto de la especial gravedad de 
la desaparición forzada de personas, ha señalado que ésta genera “sufrimiento y angustia, 
además de un sentimiento de inseguridad, frustración e impotencia ante la abstención de 
las autoridades públicas de investigar los hechos”. Para la fijación de la compensación por 
ese concepto, los familiares de las víctimas se considerarán en esa doble condición. 

69. La desaparición forzada del niño Marco Antonio Molina Theissen acarreó a su madre, 
Emma Theissen Álvarez Vda. de Molina, a su padre Carlos Augusto Molina Palma y a sus 
hermanas Ana Lucrecia Molina Theissen, María Eugenia Molina Theissen y Emma 
Guadalupe Molina Theissen, profundo dolor, sufrimiento y sentimientos de culpa. 
Asimismo, los hechos ocurridos en el presente caso y el posterior exilio de la familia Molina 
Theissen alteraron las condiciones de vida de sus miembros; sus padres dejaron de 
trabajar para dedicarse por completo a la búsqueda de su hijo; igualmente sus hermanas 
renunciaron a sus trabajos y abandonaron sus estudios; la familia sintió un peligro 
permanente por la persecución de que fue objeto. Los padres y las hermanas de la víctima 
se vieron forzados a salir de Guatemala con destinos distintos, lo que significó para ellos 
abandonar la búsqueda de Marco Antonio, a sus familiares, amigos y compañeros de 
trabajo, raíces y pertenencias y reinsertarse en una sociedad diferente. Además, como 
quedó en evidencia en la audiencia pública, la familia Molina Theissen era profundamente 
unida y existía entre los padres y las hermanas y entre éstas últimas una estrecha relación 
y afecto. La separación que sufrieron, asociada a la culpa que sentían por la desaparición 
de Marco Antonio, desintegró el núcleo familiar. Por último, la impunidad imperante en 
este caso ha sido y sigue siendo una fuente de sufrimiento para los familiares. Las 
circunstancias descritas provocaron en los miembros de la familia Molina Theissen 
padecimientos psicológicos, por lo que algunos de ellos han recibido tratamiento. 

70. De todo lo anterior, esta Corte concluye que está plenamente demostrado el daño 
inmaterial que han sufrido los familiares de Marco Antonio Molina Theissen. En 
consecuencia, este Tribunal considera que éstos deben ser compensados por este 
concepto, a cuyo efecto fija en equidad la cantidad de US $275.000,00 (doscientos setenta 
y cinco mil dólares de los Estados Unidos de América), que deberá ser distribuida en partes 
iguales entre Emma Theissen Álvarez Vda. de Molina, Carlos Augusto Molina Palma, 
fallecido, Ana Lucrecia Molina Theissen, María Eugenia Molina Theissen y Emma Guadalupe 
Molina Theissen. La cantidad fijada al padre de la víctima deberá ser entregada a sus 
familiares […]. 

71. En consideración a las declaraciones de los familiares de la víctima, y los peritajes de 
Carlos Martín Beristain y Alicia Neuburger, existe evidencia para determinar que los 
padecimientos psicológicos de los familiares de Marco Antonio Molina Theissen, que 
tuvieron origen tanto en lo sucedido a éste, como en el cuadro de impunidad que persiste 
en el presente caso, perduran hasta ahora. Por ello, esta Corte, como lo ha hecho en otras 
oportunidades, estima que la indemnización por daño inmaterial debe comprender 
también una cantidad correspondiente a los gastos futuros por tratamiento psicológico. 

72. La Corte considera pertinente fijar como indemnización por el correspondiente 
concepto, en equidad, la cantidad de US $40.000,00 (cuarenta mil dólares de los Estados 
Unidos de América), que será repartida en partes iguales entre Emma Theissen Álvarez 
Vda. de Molina, Ana Lucrecia Molina Theissen, María Eugenia Molina Theissen y Emma 
Guadalupe Molina Theissen. 
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Corte IDH. Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. 
Sentencia de 19 de noviembre de 2004. Serie C No. 116 

80. El daño inmaterial puede comprender tanto los sufrimientos y las aflicciones causados 
a las víctimas directas y a sus allegados, como el menoscabo de valores muy significativos 
para las personas, así como las alteraciones, de carácter no pecuniario, en las condiciones 
de existencia de las víctimas. No siendo posible asignar al daño inmaterial un preciso 
equivalente monetario, sólo puede, para los fines de la reparación integral a las víctimas, 
ser objeto de compensación, y ello de dos maneras. En primer lugar, mediante el pago de 
una cantidad de dinero que el Tribunal determine en aplicación razonable del arbitrio 
judicial y en términos de equidad. Y, en segundo lugar, mediante la realización de actos 
u obras de alcance o repercusión públicos, tales como la transmisión de un mensaje de 
reprobación oficial a las violaciones de los derechos humanos de que se trata y de 
compromiso con los esfuerzos tendientes a que no vuelvan a ocurrir, que tengan como 
efecto la recuperación de la memoria de las víctimas, el reconocimiento de su dignidad y 
el consuelo de sus deudos. El primer aspecto de la reparación de los daños inmateriales 
se analizará en esta sección y el segundo en la sección D) en este capítulo. (En similar 
sentido, ver entre otros: Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de mayo de 2001. Serie C No. 77, párr. 84; Caso Bámaca 
Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 
91, párr. 56, y Caso Molina Theissen Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de julio 
de 2004. Serie C No. 108, párr. 65). 

81. La jurisprudencia internacional ha establecido reiteradamente que la sentencia 
constituye per se una forma de reparación. No obstante, en la sentencia de fondo emitida 
el 29 de abril de 2004, esta Corte estableció que hechos como los del presente caso “que 
afectaron gravemente a los miembros del pueblo maya achí en su identidad y valores y 
que se desarrollaron dentro de un patrón de masacres, causan un impacto agravado que 
compromete la responsabilidad internacional del Estado”, lo cual toma en cuenta al 
momento de resolver las reparaciones. 

83. En efecto, debido a la gravedad de los hechos del presente caso y la situación de 
impunidad en la que permanecen, la intensidad del sufrimiento causado a las víctimas, las 
alteraciones de sus condiciones de existencia, y las demás consecuencias de orden no 
material o no pecuniario producidas, la Corte estima necesario ordenar el pago de una 
compensación por concepto de daño inmaterial, conforme a equidad. 

85. Este Tribunal observa que las víctimas del presente caso pertenecientes al pueblo 
indígena maya, de la comunidad lingüística achí, poseen autoridades tradicionales y 
formas de organización comunitaria propias, centradas en el acuerdo de voluntades 
colectivas y el respeto. Tienen sus propias estructuras sociales, económicas y culturales. 
Para los miembros de estas comunidades la armonía con el ambiente se expresa por la 
relación espiritual que tienen con la tierra, la forma de manejo de los recursos y el 
profundo respeto a la naturaleza. Las tradiciones, ritos y costumbres tienen un lugar 
esencial en su vida comunitaria. Su espiritualidad se refleja en la estrecha relación entre 
los vivos y los muertos, y se expresa a partir de la práctica de los rituales de entierro, 
como una forma de permanente contacto y solidaridad con sus antepasados. La 
transmisión de la cultura y del conocimiento es un rol asignado a los ancianos y las 
mujeres. 

86. Dado que las víctimas en este caso son parte del pueblo maya, este Tribunal considera 
que la reparación individual tiene como un componente importante las reparaciones que 
esta Corte otorga más adelante a los miembros de las comunidades en su conjunto. 
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87. Teniendo en cuenta lo anterior, así como las distintas facetas del daño aducidas por 
la Comisión y por los representantes, la Corte fija en equidad el valor de las 
compensaciones por concepto de daño inmaterial, la cual deberá ser entregada a cada 
una de las víctimas, […] de conformidad con los siguientes parámetros: 

a) se debe tomar en consideración que las víctimas no pudieron enterrar debidamente 
a sus familiares ejecutados en la masacre ni practicar los ritos funerarios según sus 
costumbres. Asimismo, se debe tomar en cuenta la especial significación que para la 
cultura maya, y en particular, para la maya achí, tienen los ritos funerarios, y la 
dimensión del daño que produjo a las víctimas que éstos no fueran respetados. 
Además, está probado que por las condiciones de descomposición y calcinación en que 
fueron encontrados los restos después de las exhumaciones practicadas en 1994 y 
1996, sólo algunas víctimas pudieron enterrar a sus familiares y realizar las ceremonias 
correspondientes; 

b) se debe apreciar que las víctimas del presente caso no pudieron celebrar libremente 
ceremonias, ritos u otras manifestaciones tradicionales durante un tiempo, lo que 
afectó la reproducción y transmisión de su cultura. Asimismo, está probado que con la 
muerte de las mujeres y los ancianos, transmisores orales de la cultura maya achí, se 
produjo un vacío cultural; 

c) se deben tener en consideración los daños provocados a las víctimas por la 
permanente presencia, vigilancia y represión militar a la que fueron sometidas. 
También está establecido que las víctimas fueron forzadas a patrullar con sus 
victimarios y a convivir con ellos en las áreas comunes del municipio. Las víctimas 
fueron estigmatizadas, señaladas como “guerrilleros” y, como tales, responsables de 
los hechos. Todas las anteriores situaciones generaron sentimientos de terror, 
paralización, inseguridad, frustración, humillación, culpabilidad y dolor en las víctimas, 
lo cual ha causado una grave alteración en sus condiciones de existencia, y en sus 
relaciones familiares y comunitarias; 

d) se deben tomar en cuenta los daños inmateriales ocasionados a los miembros de la 
comunidad de Plan de Sánchez con motivo de la militarización de su aldea. Está 
probado que la estructura comunitaria tradicional de Plan de Sánchez fue sustituida 
por un sistema de control militarista y vertical, en el que los líderes naturales de la 
comunidad no pudieron continuar desempeñando su rol y fueron reemplazados por las 
autoridades militares; 

e) se debe estimar que los hechos del presente caso se mantienen en la impunidad, lo 
que ha causado a las víctimas frustración, impotencia y profundo dolor. Está probado 
que las víctimas permanecieron en completo silencio, sin poder hablar ni denunciar lo 
ocurrido por casi diez años. Después de presentada la denuncia en diciembre de 1992, 
el proceso penal se ha caracterizado por el retardo en la investigación y por la 
negligencia del Ministerio Público; 

f) se debe considerar que la discriminación a la que han sido sometidas las víctimas ha 
afectado sus posibilidades de acceder a la justicia, lo que ha generado en ellas 
sentimientos de exclusión y desvalorización, y 

g) se debe tomar en cuenta, como consecuencia de los hechos, que las víctimas han 
visto afectada su salud física y psicológica, y requieren de atención y tratamiento. 

88. Con base en lo anterior, la Corte fija en equidad la cantidad de US$20.000,00 (veinte 
mil dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional del 
Estado, para cada una de las víctimas que se indican en los literales a y b del presente 
párrafo, por concepto de daño inmaterial, de conformidad con los párrafos 64 y 65 de esta 
Sentencia. […] 
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Corte IDH. Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. 
Sentencia de 19 de noviembre de 2004. Serie C No. 116 

80. El daño inmaterial puede comprender tanto los sufrimientos y las aflicciones causados 
a las víctimas directas y a sus allegados, como el menoscabo de valores muy significativos 
para las personas, así como las alteraciones, de carácter no pecuniario, en las condiciones 
de existencia de las víctimas. No siendo posible asignar al daño inmaterial un preciso 
equivalente monetario, sólo puede, para los fines de la reparación integral a las víctimas, 
ser objeto de compensación, y ello de dos maneras. En primer lugar, mediante el pago de 
una cantidad de dinero que el Tribunal determine en aplicación razonable del arbitrio 
judicial y en términos de equidad. Y, en segundo lugar, mediante la realización de actos 
u obras de alcance o repercusión públicos, tales como la transmisión de un mensaje de 
reprobación oficial a las violaciones de los derechos humanos de que se trata y de 
compromiso con los esfuerzos tendientes a que no vuelvan a ocurrir, que tengan como 
efecto la recuperación de la memoria de las víctimas, el reconocimiento de su dignidad y 
el consuelo de sus deudos. El primer aspecto de la reparación de los daños inmateriales 
se analizará en esta sección y el segundo en la sección D) en este capítulo. (En similar 
sentido, ver entre otros: Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de mayo de 2001. Serie C No. 77, párr. 84; Caso Bámaca 
Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 
91, párr. 56, y Caso Molina Theissen Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de julio 
de 2004. Serie C No. 108, párr. 65). 

81. La jurisprudencia internacional ha establecido reiteradamente que la sentencia 
constituye per se una forma de reparación. No obstante, en la sentencia de fondo emitida 
el 29 de abril de 2004, esta Corte estableció que hechos como los del presente caso “que 
afectaron gravemente a los miembros del pueblo maya achí en su identidad y valores y 
que se desarrollaron dentro de un patrón de masacres, causan un impacto agravado que 
compromete la responsabilidad internacional del Estado”, lo cual toma en cuenta al 
momento de resolver las reparaciones. 

83. En efecto, debido a la gravedad de los hechos del presente caso y la situación de 
impunidad en la que permanecen, la intensidad del sufrimiento causado a las víctimas, las 
alteraciones de sus condiciones de existencia, y las demás consecuencias de orden no 
material o no pecuniario producidas, la Corte estima necesario ordenar el pago de una 
compensación por concepto de daño inmaterial, conforme a equidad. 

85. Este Tribunal observa que las víctimas del presente caso pertenecientes al pueblo 
indígena maya, de la comunidad lingüística achí, poseen autoridades tradicionales y 
formas de organización comunitaria propias, centradas en el acuerdo de voluntades 
colectivas y el respeto. Tienen sus propias estructuras sociales, económicas y culturales. 
Para los miembros de estas comunidades la armonía con el ambiente se expresa por la 
relación espiritual que tienen con la tierra, la forma de manejo de los recursos y el 
profundo respeto a la naturaleza. Las tradiciones, ritos y costumbres tienen un lugar 
esencial en su vida comunitaria. Su espiritualidad se refleja en la estrecha relación entre 
los vivos y los muertos, y se expresa a partir de la práctica de los rituales de entierro, 
como una forma de permanente contacto y solidaridad con sus antepasados. La 
transmisión de la cultura y del conocimiento es un rol asignado a los ancianos y las 
mujeres. 

86. Dado que las víctimas en este caso son parte del pueblo maya, este Tribunal considera 
que la reparación individual tiene como un componente importante las reparaciones que 
esta Corte otorga más adelante a los miembros de las comunidades en su conjunto. 
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Corte IDH. Caso Carpio Nicolle y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2004. Serie C No. 117 

118. Teniendo en cuenta las distintas facetas del daño aducidas por la Comisión y los 
representantes y aplicando las anteriores presunciones, la Corte fija en equidad el valor 
de las compensaciones por concepto de daño inmaterial, en los términos que se indican 
en el cuadro que se transcribe más adelante, de conformidad con los siguientes 
parámetros: 

a) para fijar las indemnizaciones por los daños inmateriales sufridos por los señores 
Carpio Nicolle, Villacorta Fajardo, Ávila Guzmán y Rivas González, la Corte tiene 
presente que fueron ejecutados extrajudicialmente en circunstancias de extrema 
crueldad, por lo que resulta evidente que experimentaron dolores corporales y 
sufrimiento antes de su muerte; 

b) en la determinación de las indemnizaciones que corresponden a Sydney Shaw Díaz, 
se debe tomar en consideración que sufrió tratos crueles y que en el momento de los 
hechos era menor de edad, por lo que era particularmente vulnerable cuando, en un 
estado de completa indefensión, recibió varios disparos en su cuerpo y posteriormente 
fue abandonado en la carretera. Estas circunstancias ciertamente le generaron terror 
y angustia; 

c) en cuanto a los otros sobrevivientes del atentado, es decir, la señora Arrivillaga de 
Carpio y los señores Shaw Arrivillaga, San Pedro Suárez y López Arrivillaga, la Corte 
tiene presente que éstos fueron objeto de tratos crueles al presenciar los momentos 
trágicos del atentado, por lo que sufrieron también miedo y angustia. La señora 
Arrivillaga de Carpio y el señor Shaw Arrivillaga particularmente sufrieron, al ver a su 
esposo e hijo, respectivamente, recibir disparos por parte de quienes los emboscaron. 
Si bien Sydney Shaw Díaz sobrevivió al ataque, el señor Shaw Arrivillaga creyó durante 
un tiempo que su hijo había fallecido de forma inmediata; 

d) se debe tomar en consideración los sufrimientos que han padecido los familiares de 
los señores Carpio Nicolle, Villacorta Fajardo, Ávila Guzmán y Rivas González, quienes 
no eran parte de la comitiva que acompañaba al señor Carpio Nicolle, como 
consecuencia directa de la muerte cruel de dichas víctimas. Asimismo, la Corte toma 
en consideración que los referidos familiares, así como la señora Arrivillaga de Carpio 
y los señores Shaw Arrivillaga, Shaw Díaz, San Pedro Suárez y López Arrivillaga, fueron 
víctimas de la violación de los artículos 5, 8.1 y 25 de la Convención, en relación con 
el artículo 1.1 de dicho tratado. La impunidad imperante en este caso ha sido y sigue 
siendo una fuente de sufrimiento para dichas personas y las hace sentirse vulnerables 
y en estado de indefensión permanente frente al Estado, lo que les provoca angustia,  

e) todas las anteriores situaciones generaron gran dolor, inseguridad, tristeza y 
frustración en los sobrevivientes del atentado y en los familiares de las víctimas 
ejecutadas, lo cual ha causado una grave alteración en sus condiciones de existencia 
y en sus relaciones familiares y sociales, y ha representado un serio menoscabo en su 
forma de vida. 

Corte IDH. Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133 

131. En lo referente al daño inmaterial, este Tribunal reconoce que el señor Raxcacó Reyes 
fue sometido a condiciones de reclusión inhumanas, crueles y degradantes, que fue 
condenado a pena de muerte obligatoria por un delito que no merecía tal pena al momento 
de la ratificación de la Convención Americana por parte del Estado, y que se vio privado 
del derecho a solicitar indulto o conmutación de la pena, todo lo cual le produjo 
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sufrimientos, así como consecuencias físicas y psicológicas (estrés post-traumático). La 
Corte estima que en el presente caso no es pertinente ordenar el pago de una 
compensación económica por concepto de daño inmaterial, tomando en cuenta que esta 
sentencia constituye, per se, una forma de reparación, y considerando que los actos u 
obras de alcance o repercusión públicos que se detallan en el siguiente apartado significan 
una debida reparación en los términos del artículo 63.1 de la Convención Americana. 

Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211 

287. Esta Corte valora, como ya se indicó, las indemnizaciones realizadas por el Estado 
en el marco del proceso de solución amistosa ante la Comisión. Sin embargo, considera 
que, como ha sido establecido en la presente Sentencia, las víctimas han sufrido daños 
inmateriales por su afectación a la integridad psíquica y moral, derivados de la falta de 
justicia e impunidad que persiste en el presente caso hasta la fecha. Esta Corte considera 
oportuno otorgar a las víctimas una compensación adicional por el daño inmaterial sufrido, 
a partir del 1 de abril de 2000, y de conformidad con las violaciones declaradas en la 
presente Sentencia. 

291. La Corte observa que el Estado, como consecuencia del reconocimiento de su 
responsabilidad en el procedimiento ante la Comisión, otorgó un monto por concepto de 
reparaciones y se comprometió a combatir la impunidad imperante en el caso, lo cual 
hasta la fecha no ha sido cumplido. Esta demostrado que la denegación de justicia ha 
profundizado el sufrimiento de las 155 víctimas en el presente caso, en razón de lo cual, 
este Tribunal determina la configuración de un daño inmaterial susceptible de una 
reparación, por vía sustitutiva, mediante una indemnización compensatoria. 

292. Por lo tanto, la Corte fija en equidad, por concepto de daño inmaterial, la cantidad 
de US$20.000.00 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de América) para cada una de 
las 153 víctimas, como consecuencia de la violación de los artículos 5.1, 8.1 y 25.1 de la 
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma. 

293. En el caso de Ramiro Osorio Cristales la Corte estima pertinente fijar, en equidad, 
una compensación que asciende a la suma de US$40.000.00 (cuarenta mil dólares de los 
Estados Unidos de América), tomando en cuenta que: a) fue declarado víctima de la 
violación a los artículos 5.1, 8.1 y 25.1 de la Convención por la denegación de justicia y 
el correspondiente sufrimiento causado; b) fue declarado víctima de la violación a los 
artículos 17, 18 y 19 de la Convención por encontrarse separado de su familia y con otro 
nombre, y no garantizársele las medidas especiales de protección por su condición de 
niño, y c) las afectaciones psicológicas y a su proyecto de vida familiar y destierro. 

294. Por último, en lo que se refiere Salomé Gómez Hernández, tomando en cuenta que 
fue declarado víctima de la violación de los artículos 5.1, 19, 8.1 y 25.1 de la Convención, 
este Tribunal estima pertinente fijar, en equidad, una compensación que asciende a 
US$30.000.00 (treinta mil dólares de los Estados Unidos de América) por ese concepto. 

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212 

276. En ese sentido, el Tribunal considera, tal como lo ha señalado en otros casos, que el 
daño inmaterial infligido a Florencio Chitay resulta evidente, pues es propio de la 
naturaleza humana que toda persona sometida a desaparición forzada experimente un 
profundo sufrimiento, angustia, terror, impotencia e inseguridad, por lo que este daño no 
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requiere pruebas. Asimismo, en cuanto a los familiares, la Corte reitera que el sufrimiento 
ocasionado a la víctima “se extiende a los miembros más íntimos de la familia, en especial 
aquellos que estuvieron en contacto afectivo estrecho con la víctima”. Además, el Tribunal 
ha estimado que los sufrimientos o muerte de una persona –en este caso, la desaparición 
forzada– acarrean a sus hijas, hijos, cónyuge o compañera y compañero, madre y padre 
un daño inmaterial, por lo cual no es necesario demostrarlo. 

278. En atención a las indemnizaciones ordenadas por la Corte en otros casos sobre 
desapariciones forzadas de personas, las circunstancias del presente caso, la entidad, 
carácter y gravedad de las violaciones cometidas, así como los sufrimientos ocasionados 
a la víctima desaparecida en su esfera física, moral y psicológica, la Corte estima 
pertinente fijar en equidad, la cantidad de US$80.000.00 (ochenta mil dólares de los 
Estados Unidos de América) a favor de Florencio Chitay Nech, como compensación por 
concepto de daño inmaterial. Asimismo, tomando en cuenta que los familiares de Florencio 
Chitay experimentaron distintos sufrimientos y angustias derivados de la desaparición de 
su ser querido, la incertidumbre de su paradero, el desplazamiento forzado ocasionado en 
su contra, la denegación de justicia, así como el cambio en el entorno familiar y las 
restantes consecuencias de orden inmaterial que sufrieron, el Tribunal fija en equidad la 
cantidad de US$40.000,00 (cuarenta mil dólares de los Estados Unidos de América) a 
favor de cada una de las siguientes personas: Encarnación y Pedro, de apellidos Chitay 
Rodríguez. A su vez, por el mismo concepto y en consideración de las afectaciones a los 
derechos del niño, la Corte fija en equidad la compensación de US$50.000,00 (cincuenta 
mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de cada una de las siguientes 
personas: Eliseo, Estermerio y María Rosaura, de apellidos Chitay Rodríguez. 

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253 

371. En atención a las indemnizaciones ordenadas por el Tribunal en otros casos sobre 
desaparición forzada de personas y de las circunstancias del presente caso, la entidad, 
carácter y gravedad de las violaciones cometidas, los sufrimientos ocasionados a las 
víctimas y sus familiares, el tiempo transcurrido desde que comenzó la desaparición y la 
denegación de justicia, y la impunidad en la que se encuentran los hechos desde hace 
más de 25 años, la Corte estima pertinente fijar, en equidad, la cantidad de US $80.000,00 
(ochenta mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de las 26 víctimas de 
desaparición forzada, US $40.000,00 (cuarenta mil dólares de los Estados Unidos de 
América) a favor de madres, padres, hijas e hijos, cónyuges, compañeros y compañeras 
permanentes, y US $10.000,00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América) a 
favor de los hermanas, hermanos, nietas y nietos de dichas víctimas, ya que se han 
comprobado las afectaciones a la integridad personal de éstos sufridas como consecuencia 
de los hechos del presente caso, así como de sus esfuerzos para la búsqueda del paradero 
de sus seres queridos y de justicia. Dichos montos deberán ser pagados en el plazo que 
la Corte fije para tal efecto. 

372. La Corte advierte que, a efectos de otorgarle la indemnización por daño inmaterial, 
considerará a Laurenta Marina Sosa Calderón como si fuera la madre de Orencio Sosa 
Calderón, pues si bien es su hermana, fue quien se hizo cargo de su crianza y cuidado, al 
morir la madre de ambos. Igualmente, la Corte hace notar que los sobrinos de Rubén 
Amílcar Farfán serán considerados como sus hijos, a efectos de la determinación de la 
indemnización que les corresponde, en virtud de que, conforme a la información aportada 
por las representantes y no controvertida por el Estado, éstos lo consideraban su padre. 
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373. Asimismo, el Tribunal fija, en equidad, la indemnización adicional de US $20.000,00 
(veinte mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de Wendy Santizo Méndez 
e Igor Santizo Méndez, por el daño inmaterial adicional causado como consecuencia de la 
falta de investigación por los presuntos actos de tortura y detención cometidos en su 
perjuicio. Dichos montos deberán ser pagados en el plazo que la Corte fije para tal efecto. 

374. A su vez, por el mismo concepto, la Corte fija, en equidad, la indemnización de $US 
20.000 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de la víctima Rudy 
Gustavo Figueroa Muñoz, y US $10.000,00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de 
América) de cada uno de sus familiares, a saber, su esposa Francisca Florinda Maldonado 
Jeréz, su madre Mercedes Muñoz Rodas y sus hijos Rudy Alberto y Brenda Marisol Figueroa 
Maldonado, por las afectaciones sufridas como consecuencia de la presunta ejecución 
extrajudicial de su ser querido y la falta de investigación de los hechos. 

375. El Estado deberá realizar el pago de dichos montos en el plazo que la Corte fije para 
tal efecto. Los montos dispuestos a favor de las personas desaparecidas o de aquellas 
víctimas o sus familiares que hubieran fallecido deberán ser liquidadas de acuerdo con los 
criterios señalados anteriormente. 

Corte IDH. Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277 

299. De otro lado, en lo que se refiere al daño inmaterial, este Tribunal ha sostenido que 
el daño inmaterial resulta evidente, pues es propio de la naturaleza humana que toda 
persona que padece una violación a sus derechos humanos experimente un sufrimiento. 
En relación con María Isabel Veliz Franco, en el presente caso la Corte estableció la 
responsabilidad internacional estatal por las deficiencias en la prevención de hechos que 
vulneraron los bienes protegidos por los derechos a la vida e integridad personal de la 
niña. Asimismo, quedó establecido que diversas deficiencias en la investigación de tales 
hechos afectaron el acceso a la justicia de sus familiares y, en el caso de su madre, 
adicionalmente se afectaron su integridad personal. Al respecto, el daño inmaterial sufrido 
por los abuelos de María Isabel, será tomado en cuenta al determinar las indemnizaciones 
correspondientes. 

300. En consideración de lo expuesto, este Tribunal fija en equidad la cantidad de 
US$220,000.00 (doscientos veinte mil dólares de los Estados Unidos de América) por 
concepto de daños materiales e inmateriales. Dicha suma será distribuida de la siguiente 
manera: para Rosa Elvira Franco la cantidad de US$120,000.00 (ciento veinte mil dólares 
de los Estados Unidos de América), y para Leonel Enrique Veliz Franco y José Roberto 
Franco la suma US$50,000.00 (cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América) 
para cada uno. 

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
agosto de 2014. Serie C No. 283 

273. Por otro lado, en cuanto al daño inmaterial, en el presente caso la Corte toma nota 
del sufrimiento ocasionado a C.A., D.A., E.A., B.A., F.A., G.A., I.A., J.A., K.A., L.A., M.A. 
y N.A., a raíz de la impunidad en la que se encuentra la muerte del señor A.A., por lo cual 
ordena el pago de un monto en equidad de USD $7.000,00 (siete mil dólares de los 
Estados Unidos de América) a cada una de las personas mencionadas. Asimismo, constató 
los sufrimientos padecidos por C.A., B.A., E.A., L.A., N.A., J.A. y K.A. a raíz de su 
desplazamiento, por lo cual ordena el pago de un monto en equidad de USD $5.000,00 
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(cinco mil dólares de los Estados Unidos de América) a cada una de las personas 
mencionadas. El daño inmaterial ocasionado a dichas personas será tomado en cuenta al 
determinar las indemnizaciones correspondientes. 

Corte IDH. Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C 
No. 307 

274. En los capítulos VII.I, VII.II y VII.III, la Corte estableció, por un lado, en relación 
con Claudina Isabel Velásquez Paiz, la responsabilidad internacional del Estado por la falta 
de prevención de hechos que vulneraron los derechos a la vida e integridad personal de 
esta. Por otro lado, quedó establecido que diversas deficiencias en la investigación de tales 
hechos afectaron el acceso a la justicia, y se declaró la violación a los derechos a la 
integridad personal y al respeto de la honra y el reconocimiento de la dignidad de sus 
familiares. Además, se constató que el señor Jorge Rolando Velásquez Durán ha 
participado activamente en la investigación interna. En consideración de lo expuesto, este 
Tribunal fija en equidad, por concepto de daño inmaterial, la cantidad de USD $60.000,00 
(sesenta mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de Claudina Velásquez 
Paiz, la cantidad de USD $18.000,00 (dieciocho mil dólares de los Estados Unidos de 
América) a favor de Jorge Rolando Velásquez Durán, la cantidad de USD $15.000,00 
(quince mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de Elsa Claudina Paiz Vidal, 
y la cantidad de USD $12.000,00 (doce mil dólares de los Estados Unidos de América) a 
favor de Pablo Andrés Velásquez Paiz. El monto dispuesto a favor de Claudina Velásquez 
Paiz deberá ser entregado en partes iguales a Jorge Rolando Velásquez Durán, Elsa 
Claudina Paiz Vidal y Pablo Andrés Velásquez Paiz. 

Corte IDH. Caso Maldonado Ordóñez Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C No. 311 

149. El Tribunal ha sostenido que el daño inmaterial resulta evidente, pues es propio de 
la naturaleza humana que toda persona que padece una violación a sus derechos humanos 
experimente un sufrimiento. Ahora bien, es importante reiterar el carácter compensatorio 
de las indemnizaciones, cuya naturaleza y monto dependen del daño ocasionado, por lo 
que no pueden significar ni enriquecimiento ni empobrecimiento para las víctimas o sus 
sucesores. 

150. Para el Tribunal es claro que la destitución de su cargo le ocasionó a la señora 
Maldonado una afectación moral. No obstante lo anterior, en el presente caso los 
representantes se han limitado a alegar el daño inmaterial en sentido general, sin brindar 
mayores detalles sobre el daño sufrido o las implicaciones que éste hubiera tenido en su 
vida. Al ponderar el conjunto de factores para determinar el monto por concepto de daño 
inmaterial, la Corte tiene en cuenta su jurisprudencia sobre la materia. Por ello, el Tribunal 
fija en equidad, el pago de la cantidad de US$ 55,000.00 (cincuenta y cinco mil dólares 
de los Estados Unidos de América) a favor de Olga Yolanda Maldonado Ordoñez. 

Corte IDH. Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 312 

309. La Corte considera que, a raíz de los hechos del presente caso, la señora Chinchilla 
Sandoval sufrió afectaciones físicas y psíquicas durante su detención en el COF, 
particularmente cuando las autoridades estatales omitieron adoptar medidas efectivas 
para paliar su evidente deterioro de salud. Por las razones anteriores, en atención a su 
jurisprudencia y en consideración de las circunstancias del presente caso y las violaciones 
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declaradas, la Corte estima pertinente fijar, en equidad y como compensación por 
concepto de daño inmaterial, la cantidad de US$ 40,000.00 (cuarenta mil dólares de los 
Estados Unidos de América) a favor de la señora María Inés Chinchilla Sandoval: 

310. Las indemnizaciones fijadas en este apartado a favor de la parte lesionada deberán 
ser entregadas directamente a sus hijos, a saber: Marta María Gantenbein Chinchilla, Luz 
de María Juárez Chichilla y Luis Mariano Juárez Chinchilla, por partes iguales, en el plazo 
establecido al efecto. 

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351 

420. La Corte recuerda que determinó en este caso que el Estado violó la integridad 
personal de las víctimas, en virtud de los sufrimientos ocasionados como consecuencia de 
la separación arbitraria de la familia y las posteriores adopciones internacionales de los 
hermanos Ramírez. En virtud de los sufrimientos y aflicciones padecidas a raíz de todas 
las violaciones declaradas en este caso, la denegación de justicia, así como el cambio en 
las condiciones de vida y las restantes circunstancias del presente caso, la Corte considera 
pertinente fijar, en equidad, por concepto de daño inmaterial, la cantidad de USD 
$100.000,00 (cien mil dólares de los Estados Unidos de América) para cada una de las 
víctimas: Flor de María Ramírez Escobar, Gustavo Tobar Fajardo y Osmín Tobar Ramírez. 

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356 

190. En el presente caso, la Corte nota que no se dieron argumentos ni prueba que 
fundamenten el monto solicitado por los representantes. No obstante, en atención a los 
criterios establecidos en la jurisprudencia de este Tribunal, las circunstancias del presente 
caso, la entidad, carácter y gravedad de las violaciones cometidas, así como los 
sufrimientos ocasionados a las víctimas, la Corte estima pertinente fijar, en equidad: 

Los montos dispuestos a favor de aquellas personas antes referidas que se encuentren 
fallecidas al momento de emitirse la presente Sentencia, deben ser pagados a sus 
familiares, en el plazo establecido en el párrafo 196 de la Sentencia, de acuerdo con 
los criterios desarrollados en el párrafo 186 de la presente Sentencia. 

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359 

239. Por ello, considerando las circunstancias del presente caso, los sufrimientos que las 
violaciones cometidas causaron a las víctimas, así como las restantes consecuencias de 
orden inmaterial que éstas sufrieron, la Corte estima pertinente fijar en equidad, por 
concepto de daño inmaterial, una indemnización equivalente a US $60.000 (sesenta mil 
dólares de los Estados Unidos de América) a favor de cada víctima fallecida, de US $30.000 
(treinta mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de cada víctima 
sobreviviente, y de US $10.000 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América) a 
favor de cada uno de los familiares declarados como víctimas en el presente caso. 

a) respecto de cada una de las ocho víctimas fallecidas cuyo derecho a la vida se 
declaró violado, que se nombraran en el Anexo B.2 de la presente Sentencia, US$ 
80,000.00 (ochenta mil dólares de los Estados Unidos de América); 

b) respecto de cada una de las tres víctimas fallecidas siendo niña o niño cuyo derecho 
a la vida se declaró violado, que se nombran en el Anexo B.4 de la presente Sentencia, 
US$ 90,000.00 (noventa mil dólares de los Estados Unidos de América); 
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c) respecto de cada una de las 29 víctimas heridas, cuyo derecho a la integridad 
personal se declaró violado, que se nombran en el Anexo B.3 de la presente Sentencia, 
USD $20,000.00 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de América); 

d) respecto de cada una de las personas familiares de 10 víctimas fallecidas indicadas 
en los puntos a) y b) que se nombran en el Anexo B.5 de la presente Sentencia, USD 
$10,000.00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América), y. 

e) respecto a cada una de las personas que solo vieron vulnerados sus derechos a las 
garantías judiciales y protección judicial, USD $5,000.00 (cinco mil dólares de los 
Estados Unidos de América). Las personas comprendidas en este último grupo son las 
siguientes: 1.-Manuela Pop Choc; 2.-Francisco Quip Choc; 3.-Petrona Quip Pop; 4.- 
Margarita Quip Pop; 5.-Martín Maquín Quip Pop; 6.-Dominga Maquín Pop; 7.-Santiago 
Quip Pop; 8.-José Morales Ortiz; 9.-Cruz Maldonado Silvestre; 10. Martalia Hernández 
Maldonado; 11.-Andrés Hernández Maldonado, 12.-Florencia Hernández Maldonado. 

Corte IDH. Caso Villaseñor Velarde y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 5 de febrero de 2019. Serie C No. 374 

165. En cuanto a la solicitud de daño inmaterial, la petición efectuada en el escrito de 
solicitudes y argumentos resulta excesiva y carente de fundamento. Sin perjuicio de lo 
anterior, considerando las violaciones declaradas, la Corte considera razonable determinar 
el pago de una suma de dinero a la señora Villaseñor, como resarcimiento por daño 
inmaterial. Por ello, este Tribunal, ordena al Estado pagar a la señora María Eugenia 
Villaseñor Velarde, la suma de US$ 30,000 (treinta mil dólares de los Estados Unidos de 
América). 

Corte IDH. Caso Martínez Coronado Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 10 de mayo de 2019. Serie C No. 376 

114. Al respecto, en otros casos en los que este Tribunal ha determinado la 
responsabilidad del Estado por la aplicación de la pena de muerte no se consideró una 
indemnización compensatoria, sin embargo, en los supuestos en los que las víctimas no 
fueron ejecutadas; mientras que en el presente caso se ha declarado la vulneración de los 
artículos 4.1 y 4.2, 9, 8.2.c) y 8.2.e) de la Convención Americana no sólo por la aplicación 
del criterio de peligrosidad del agente para la imposición de pena de muerte para el señor 
Martínez Coronado, sino también por haberse concretado su ejecución como consecuencia 
de ello. En razón de lo anterior, dadas las particularidades del presente caso, la Corte 
considera apropiado disponer una indemnización, en equidad, por un monto de 
USD$10.000.00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de la víctima. 
En consideración de la información aportada por los representantes respecto a los 
familiares directos del señor Martínez Coronado, este Tribunal considera que dicho monto 
debe ser distribuido en partes iguales entre Manuela Girón, esposa, y sus hijos Rony 
Disrael Martínez Girón, Irma Yojana Martínez Girón y Marleny Girón. 

Corte IDH. Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385 

246. Asimismo, la Corte ordena en equidad el pago de la suma de USD$ 10,000 (diez mil 
dólares de los Estados Unidos de América), por concepto de daño inmaterial, en favor de 
la hermana del señor Ruiz Fuentes por las violaciones acreditas en su perjuicio, que 
derivaron en afectaciones a integridad física, moral y psicológica. 
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Corte IDH. Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386 

254. En razón de que la Corte ha declarado la violación de los artículos 4.1, 4.2, 5.1, 5.2, 
7.1, 7.2, 7.5, 8.1, 8.2, 8.2.g), 8.2.h), 9, 11.1 y 25.1 de la Convención Americanas y los 
artículos 1, 6 y 8 de la CIPST, en perjuicio del señor Valenzuela Ávila en la presente 
sentencia y dadas las particularidades del presente caso, la Corte considera apropiado 
disponer una indemnización, en equidad, por un monto de USD$60.000.00 (sesenta mil 
dólares de los Estados Unidos de América) a favor del señor Tirso Román Valenzuela Ávila. 
En consideración de la información aportada por los representantes respecto a los 
familiares directos del señor Tirso Román Valenzuela Ávila, la Corte considera que el 
referido monto deberá ser entregado a cada uno de sus familiares […]. (En similar sentido, 
ver entre otros: Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385, párr. 245). 

Corte IDH. Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. 
Serie C No. 387 

171. La Corte ha establecido en su jurisprudencia que el daño inmaterial “puede 
comprender tanto los sufrimientos y las aflicciones causados por la violación como el 
menoscabo de valores muy significativos para las personas y cualquier alteración, de 
carácter no pecuniario, en las condiciones de existencia de las víctimas”. Por otra parte, 
dado que no es posible asignar al daño inmaterial un equivalente monetario preciso, sólo 
puede ser objeto de compensación, para los fines de la reparación integral a la víctima, 
mediante el pago de una cantidad de dinero o la entrega de bienes o servicios apreciables 
en dinero, que el Tribunal determine en aplicación razonable del arbitrio judicial y en 
términos de equidad. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Velásquez Paiz y otros Vs. 
Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre 
de 2015. Serie C No. 307, párr. 273; Caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2017. Serie C No. 339, 
párr. 218, y Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356, párr. 189). 

172. En consideración de las circunstancias del presente caso, las violaciones cometidas, 
los sufrimientos ocasionados y experimentados en diferentes grados, el tiempo 
transcurrido y la denegación de justicia, el Tribunal pasa a fijar en equidad las 
indemnizaciones por daño inmaterial a favor de las víctimas. 

173. En función de ello, la Corte ordena, en equidad, el pago de la suma de US$ 10,000 
(diez mil dólares de los Estados Unidos de América), a cada una de las víctimas del 
presente caso, esto es, al señor Rodríguez Revolorio, al señor López Calo y al señor Archila 
Pérez. 

Corte IDH. Caso Girón y otro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 390 

145. Esta Corte ha determinado que este concepto “puede comprender tanto los 
sufrimientos y las aflicciones causados a la víctima directa y a sus allegados, el menoscabo 
de valores muy significativos para las personas, así como las alteraciones, de carácter no 
pecuniario, en las condiciones de la existencia de la víctima o su familia”. (En similar sentido, 
ver entre otros: Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 
de noviembre de 2003. Serie C No. 103, párr. 166; Caso Martínez Coronado Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de mayo de 2019. Serie C No. 376, párr. 113, y Caso 
Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de octubre de 2019. 
Serie C No. 386, párr. 253). 
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146. Al respecto, en otros casos en los que este Tribunal ha determinado la 
responsabilidad del Estado por la aplicación de la pena de muerte no se consideró una 
indemnización compensatoria, en los supuestos en los que las víctimas no fueron 
ejecutadas; mientras que en el presente caso que si fueron ejectutadas se ha declarado 
la vulneración de los artículos 4.1 y 4.2, 5.1 y 5.2, 8.2.d) y 8.2.e) de la Convención 
Americana. En razón de lo anterior, dadas las particularidades del presente caso, la Corte 
considera apropiado disponer una indemnización, en equidad, por un monto de 
USD$10.000.00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de cada una 
de las víctimas, a saber: Pedro Castillo Mendoza y Roberto Girón. 

Corte IDH. Caso Gómez Virula y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2019. Serie C No. 393 

111. Los representantes señalaron que los padres del señor Gómez Virula “sufrieron un 
gran impacto emocional y experimentaron dolor, tristeza sufrimiento, miedo y angustia 
por la desaparición y posterior muerte de su hijo, adicionalmente, ante la ausencia de una 
investigación completa y efectiva de no conocer la verdad de lo sucedido, ocasionó 
sufrimiento, ang[u]stia, frustración e impotencia, la cual continúa hasta la fecha, debido 
a que en el caso que nos ocupa, aún no ha habido una investigación completa y efectiva 
de los hechos y los tribunales de justicia guatemaltecos no han individualizado, juzgado 
ni condenado a los autores intelectuales y materiales por la desaparición y muerte del 
señor Gómez Virula”. Por ello solicitaron a la Corte fijar en equidad compensación 
económica por el daño psíquico y moral. 

112. En atención a las circunstancias del presente caso y las violaciones encontradas, la 
Corte considera pertinente fijar, en equidad, la cantidad de USD$ 30.000,00 (treinta mil 
dólares de los Estados Unidos de América) para cada uno de los padres de la víctima, el 
señor Antonio Gómez Areano y la señora Paula Virula Dionicio. 

Costas y gastos 

Corte IDH. Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2001. Serie C No. 76 

213. El quantum por este rubro puede ser establecido, y así ha sucedido en casos 
anteriores, con base en el principio de equidad, incluso en ausencia de elementos 
probatorios relativos al monto preciso de los gastos en que han incurrido las partes, 
siempre que los montos respondan a criterios de razonabilidad y proporcionalidad. 

Corte IDH. Caso Carpio Nicolle y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2004. Serie C No. 117 

144. En relación con el reconocimiento de las costas y gastos, la asistencia legal a las 
víctimas no se inicia apenas en la etapa de reparaciones, sino que comienza ante los 
órganos judiciales nacionales y continúa en las sucesivas instancias del sistema 
interamericano de tutela de los derechos humanos, es decir, en los procedimientos que 
se siguen ante la Comisión y ante la Corte. Por ende, en el concepto de costas, para los 
fines que ahora se examinan, quedan comprendidas tanto las que corresponden a la etapa 
de acceso a la justicia a nivel nacional, como las que se refieren a la justicia a nivel 
internacional ante dos instancias: la Comisión y la Corte. (En similar sentido, ver entre otros: 
Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de mayo de 2001. Serie C No. 77, párr. 108). 
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Corte IDH. Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133 

137. La Corte ha establecido que las costas y gastos están comprendidos dentro del 
concepto de reparación consagrado en el artículo 63.1 de la Convención Americana. 
Corresponde al Tribunal apreciar prudentemente el alcance de aquéllos, considerando los 
gastos generados ante las jurisdicciones interna e interamericana, y teniendo en cuenta 
la acreditación de las erogaciones efectuadas, las circunstancias del caso concreto y la 
naturaleza de la jurisdicción internacional de protección de los derechos humanos. Esta 
apreciación puede ser realizada con base en la equidad. 

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253 

378. En relación con las costas y gastos, el Estado consideró que “no debe condenársele 
al pago de costas y gastos, en virtud que en varias ocasiones mostró su disposición de 
llegar a un acuerdo amistoso para solucionar el presente caso”. Pese a lo anterior, el 
Estado objetó la solicitud de costas y gastos de la IHRLC, debido a que no “se ha 
desempeñado en calidad de copeticionaria” durante el proceso ante la Comisión 
Interamericana. 

379. En virtud de lo alegado por el Estado, la Corte considera pertinente aclarar que los 
acuerdos de solución amistosa mencionados en los artículos 48.1.f, 49 y 50.1 de la 
Convención Americana son figuras procesales de carácter opcional, y la parte peticionaria 
ante el Sistema Interamericano no se encuentra bajo obligación alguna de aceptar un 
acuerdo ofrecido por el Estado. Esto se desprende claramente del lenguaje condicional 
que se encuentra en los mencionados artículos 49 y 50 de la Convención. (En similar sentido, 
ver entre otros: Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250, párr. 315). 

Corte IDH. Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385 

251. La Corte reitera que, conforme a su jurisprudencia, las costas y gastos hacen parte 
del concepto de reparación, toda vez que la actividad desplegada por las víctimas con el 
fin de obtener justicia, tanto a nivel nacional como internacional, implica erogaciones que 
deben ser compensadas cuando la responsabilidad internacional del Estado es declarada 
mediante una sentencia condenatoria. En cuanto al reembolso de las costas y gastos, 
corresponde al Tribunal apreciar prudentemente su alcance, el cual comprende los gastos 
generados ante las autoridades de la jurisdicción interna, así como los generados en el 
curso del proceso ante el sistema interamericano, teniendo en cuenta las circunstancias 
del caso concreto y la naturaleza de la jurisdicción internacional de protección de derechos 
humanos. Esta apreciación puede ser realizada con base en el principio de equidad y 
tomando en cuenta los gastos señalados por las partes, siempre que su quantum sea 
razonable. El Tribunal también ha señalado que “las pretensiones de las víctimas o sus 
representantes en materia de costas y gastos, y las pruebas que las sustentan, deben 
presentarse a la Corte en el primer momento procesal que se les concede, esto es, en el 
escrito de solicitudes y argumentos, sin perjuicio de que tales pretensiones se actualicen 
en un momento posterior, conforme a las nuevas costas y gastos en que se haya incurrido 
con ocasión del procedimiento ante esta Corte”. Asimismo, la Corte reitera que no es 
suficiente la remisión de documentos probatorios, sino que se requiere que las partes 
hagan una argumentación que relacione la prueba con el hecho que se considera 
representado, y que, al tratarse de alegados desembolsos económicos, se establezcan con 
claridad los rubros y la justificación de los mismos. (En similar sentido, ver entre otros: Caso 
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Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 380; Caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. 
Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 
2017. Serie C No. 339, párr. 225, y Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351, párrs. 423 y 424). 

Corte IDH. Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 387 

179. La Corte reitera que, conforme a su jurisprudencia, las costas y gastos hacen parte 
del concepto de reparación, toda vez que la actividad desplegada por las víctimas con el 
fin de obtener justicia, tanto a nivel nacional como internacional, implica erogaciones que 
deben ser compensadas cuando la responsabilidad internacional del Estado es declarada 
mediante una sentencia condenatoria. El Tribunal ha señalado que “las pretensiones de 
las víctimas o sus representantes en materia de costas y gastos, y las pruebas que las 
sustentan, deben presentarse a la Corte en el primer momento procesal que se les 
concede, esto es, en el escrito de solicitudes y argumentos, sin perjuicio de que tales 
pretensiones se actualicen en un momento posterior, conforme a las nuevas costas y 
gastos en que se haya incurrido con ocasión del procedimiento ante esta Corte”. Asimismo, 
la Corte reitera que no es suficiente la remisión de documentos probatorios, sino que se 
requiere que las partes hagan una argumentación que relacione la prueba con el hecho 
que se considera representado, y que, al tratarse de alegados desembolsos económicos, 
se establezcan con claridad los rubros y la justificación de los mismos. La Corte observa 
que en el presente caso las representantes solicitaron el reembolso de las costas 
generadas en sus alegatos finales escritos. La solicitud, por tanto, es extemporánea y 
debe ser rechazada. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C 
No. 212, párr. 284; Caso Maldonado Ordóñez Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C No. 311, párr. 156, y Caso Coc Max 
y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto 
de 2018. Serie C No. 356, párr. 194). 

Corte IDH. Caso Gómez Virula y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2019. Serie C No. 393 

114. La Corte reitera que, conforme a su jurisprudencia, las costas y gastos hacen parte 
del concepto de reparación, toda vez que la actividad desplegada por las víctimas con el 
fin de obtener justicia, tanto a nivel nacional como internacional, implica erogaciones que 
deben ser compensadas cuando la responsabilidad internacional del Estado es declarada 
mediante una sentencia condenatoria. En cuanto al reembolso de las costas y gastos, 
corresponde al Tribunal apreciar prudentemente su alcance, el cual comprende los gastos 
generados ante las autoridades de la jurisdicción interna, así como los generados en el 
curso del proceso ante el Sistema Interamericano, teniendo en cuenta las circunstancias 
del caso concreto y la naturaleza de la jurisdicción internacional de protección de los 
derechos humanos. Esta apreciación puede ser realizada con base en el principio de 
equidad y tomando en cuenta los gastos señalados por las partes, siempre que su 
quantum sea razonable. (En similar sentido, ver entre otros: Caso Myrna Mack Chang Vs. 
Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C 101, párr. 
290; Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359, párr. 242, y Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386, párr. 257). 



 

 

   

 

 

Por orden de precedencia: Jueza Nancy Hernández López, Presidenta; Juez 

Rodrigo Mudrovitsch, Vicepresidente; Juez Humberto Antonio Sierra Porto; 
Juez Eduardo Ferrer Mac-Gregor Poisot; Juez Ricardo C. Pérez Manrique; 
Jueza Verónica Gómez y Jueza Patricia Pérez Goldberg. 
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